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PREFACIO  DE  LA  SEGUNDA  EDICION 


La  primera  edición  de  este  libro  ha  sido  impresa 
en  los  Anales  de  la  Univei^sidad  de  Pisa,  en  el  año 
1875-1876,  y formaba  parte  integ-raníe  de  la  obra  pu- 
blicada bajo  el  título  de  Estudios  sobre  los  efectos  in- 
ternacionales de  las  sentencias  y demás  actos  judi- 
ciales (parte  primera,  materia  civil;  parte  segunda, 
materia  penal).  Considerando  la  diferencia  de  las  ma- 
terias tratadas  en  esas  dos  partes,  hemos  preferido  en 
esta  segunda  edición,  publicarlas  por  separado,  cam- 
biando el  título  de  esta  segunda  parte  de  nuestro  estu- 
dio primitivo,  para  indicar  de  un  modo  más  exacto  las 
materias  que  en  ella  se  tratan.  De  este  modo,  ha  sido 
más  fácil  ordenar  nuestra  obra  y darle  más  extensión 
sobre  ciertos  puntos. 

Las  ediciones  hechas  en  esta  segunda  edición  se 
refieren  principalmente  á la  primera  parte  y son  las 
siguientes: 

El  capítulo  primero. “De  la  ley  penal  relativa  á 
los  delitos  cometidos  en  el  territorio.  Este  capítulo 
no  existe  en  la  primera  edición.  Sin  embargo,  un  gran 
número  de  cuestiones  en  él  tratadas  se  encontraban 
explicadas  en  la  parte  relativa  á la  extradición. 

El  capítulo  iil- — De  la  expulsión  del  extranjero 
constituye  otra  adición.  Algunos  puntos  solamente, 


vm 


relativos  á la  materia,  se  encontraban  examinados  en 
el  ultimo  capítulo  de  la  segunda  parte. 

El  capítulo  viu—Coíisideracíoms  históricas,  et- 
cétera, es  completamente  nuevo  y también  faltaba  en 
la  edición  primera  el  texto  de  las  leyes  vigentes  que 
ahora  se  insertan  á continuación  de  ese  capítulo. 

En  los  demás  no  se  ha  hecho  modificación  alguna; 
han  sido  reimpresos,  tales  como  habian  sido  publicados 
ántes  que  el  ministro  Mancini  hubiese  presentado  á la 
Cámara  italiana  el  proyecto  de  Código  penal. 

En  la  segunda  parte  hemos  hecho  mención  de  los 
convenios  de  extradición,  concluidos  por  Italia  desde 
la  publicación  de  este  libro,  es  decir,  los  celebrados 
con  Portugal  y Grecia.  Hemos  completado  además  el 
capítulo  tercero  por  una  noticia  sobre  las  leyes  vigen- 
tes en  diversos  países,  de  que  en  la  edición  anterior 
no  se  hablaba  y hemos  colocado  al  fin  de  la  segunda 
parte  el  capítulo  relativo  á las  comisiones  rogatorias 
(suplicatorios)  que  en  la  edic-ion  primitiva  figuraba  en 
la  primera  parte. 


P.  Fíore. 


Turin,  Octuljrfi,  IS'TS. 


OBJETO  DEL  PRESEKTE  LIBRO 


DIVISION  DE  LAS  MATEÉIAS  QNE  EN  ÉL  SE  TRATAS 


i-  Exteosion  territorial  de  la  ley  penal. —lí.  Delitos  cometidos  en  el  territorio.— 
III.  Delito?  cometidos  fuera  del  territorio.  —IV,  Diverg'encias  de  los  autores.  — 
V.  Jurisdicción  extraterritorial.— VI.  División  de  esta  oljra. 

I.  Las  cuestiones  relativas  al  derecho  de  castigar  y á la 
mayor  ó menor  extensión  de  este  derecho  son  graves  é intere- 
santes por  lo  que  directamente  se  refiere  á la  libertad  indivi- 
dual. Por  eso  escribia  con  razón  Brocher:  «La  filosofía  social 
promueve  bien  pocas  cuestiones  tan  graves  como  ésta  de  que 
son  objeto  los  principios  fundamentales  del  derecho  penal.» 
Por  lo  demás,  las  cuestiones  que  se  refieren  al  derecho  que 
tiene  un  Estado  á reprimir  delitos  cometidos  fuera  del  territo- 
rio de  su  propia  jurisdicción  6 á juzgar  dio  nuevo  á individuos 
que  por  consecuencia  de  un  delito  han  sido  ya  juzgados  y cas- 
tigados por  ios  tribunales  de  otro  país,  son  difíciles  no  sólo  por 
razón  del  principio  que  puede  servir  para  resolverlas.,  sino 
también  por  razón  de  las  dudas  que  pueden  elevarse  con  mo- 
tivo de  la  aplicación  de  estos  principios. 
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II.  Todos  los  autores  se  hallan  de  acuerdo  en  admitir  r[ue 
los  delitos  cometidos  en  el  territorio  se  hallan  sujetos  al  impe- 
rio absoluto  de  la  ley  penal,  que  se  aplica  indistintamente  lo 
mismo  en  el  caso  entine  el  autot  del  delito  es  nacional,  que 
cuando  dicho  autor  es  un  extranjero.  El  principio^  de  que  las 
leves  penales  y áun  las  de  policía  y seguridad  publica,  obligan 
á todas  las  personas  que  habiten  siquiera  sea  temporalmente 
en  el  territorio  de  mi  Estado,  se  llalla  admitido  en  todas  las 
legislaciones. 

III.  La  divergencia  de  opiniones  comienza  áaparecer  cuan- 
do se  trata  dé  decidir  en  qué  sentido  la  ley  penal  debe  consi- 
derarse como  territorial  exclusivamente.  ¿Debe  admitirse  que 
todo  hecho  delictuoso  cometido  fuera  de  las  fronteras  escapa 
con  pleno  derecho  á la  acción  de  esta  ley,  ó por  el  contrario, 
que  la  ley  puede  aplicarse  á los  individuos  que  yinieren  á re- 
sidir en  el  territorio  ánii  habiendo  cometido  áiites  el  delito  en 
el  extranjero?  En  la  solución  de  este  grave  problema  no  sólo 
hay  grandes  disensiones  entre  los  autores,  sino  que  difieren 
también  los  principios  consagrados  por  las  leyes  positivas, 
bastará  para  que  se  comprenda  cuán  grandes  son  las  iiicerti- 
dumbres  en  esta  materia,  recordar  que  en  Italia  donde  se  pre- 
para después  de  largos  estudios,  el  Código  penal,  los  cuatro 
proyectos  diferentes  que  sucesivamente  se  han  redactado,  ofre- 
cen notables  diferencias  respecto  á los  principios  de  derecho 
penal  internacional. 

IV.  La  mayor  parte  de  los  autores  admiten  que  no  se  puede 
en  principio  rebajar  de  una  manera  absoluta  el  imperio  de  la 
ley  penal  á los  límites  territoriales  del  Estado,  y que  no  sería 
bastante  para  la  seguridad  pública  ni  para  la  defensa  jurídica 
una  legislación  que  no  reprimiese  los  hechos  penables  cometi- 
dos en  el  extranjero,  que  hubieran  podido  ó que  pudieran  por 
conseciiencia  turbar  el  orden  social  en  el  interior  del  Estado. 
Pero  cuando  se  trata  de  determinar  los  casos  en  que  debe  ad- 
mitirse la  autoridad  extraterritorial  de  la  ley  penal,  y las  con- 
diciones de  la  aplicación  de  la  ley  nacional  á los  delitos  come- 
tidos en  el  extranjero,  el  acuerdo  entre  los  autores  se  hace  di- 
fícil. Nos  proponemos  discutir  esta  cuestión  controvertida,  y 
establecer  los  principios  generales  que  sirven  para  fijar  los  lí-- 
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mites  en  que  debe  restringifse  la  autoridad  extraterritorial  de 
la  ley  penal. 

V.  Esta  cuestión  se  relaciona  con  aquella  otra  de  la  juris- 
dicción territorial  del  magistrado  respecto  á ios  delitos  come- 
tidos en  el  extranjero,  y por  lo  mismo  trataremos  á la  yez  de 
esto.  Además,  la  acción  pública  nace  de  que  el  acto  penable 
sea  calificado  como  tal  por  el  legislador,  y cuando  se  trata  de 
decidir  si  el  magistrado  nacional  tiene  ó no  tiene  jurisdicción 
respecto  á los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  todo  consiste 
en  que  se  admita  (5  no  la  autoridad  extraterritorial  de  la  ley 
nacional  con  relación  al  hecho  criminal. 

YI.  Para  proceder  con  orden,  dividiremos  toda  la  materia 
en  dos  partes. 

En  la  primera  determinaremos  las  relaciones  jurídicas  en- 
tre la  ley  penal  y el  territorio  en  los  casos  controvertidos.  Ve- 
remos después  si  debe  admitirse  una  extensión  extraterritorial 
de  la  ley  penal,  y diremos  cuáles  son  los  principios  que  pueden 
servir  para  determinar  los  límites  de  esta  extensión.  A conti- 
nuación nos  ocuparemos  de  la  autoridad  de  la  sentencia  penal 
fuera  del  territorio  en  que  ha  sido  pronunciada,  y examinare- 
mos la  cuestión  de  si  la  cosa  juzgada  en  materia  penal  puede 
servir  de  base  para  una  excepción  dirigida  á impedir  una  nue- 
va instancia.  Veremos,  además,  cuáles  pueden  ser  los  efectos 
de  las  sentencias  penales  fuera  del  territorio  en  que  se  dan,  en 
tanto  que  modifican  la  capacidad  jurídica  del  condenado,  agra- 
vando su  situación  en  el  caso  de  reincidencia,  6 bien  dando 
lugar  á su  persecución  por  causa  de  una  acción' civil  cual- 
quiera. Daremos  suciutaracnte  como  últimas  palabras  de  esta 
primera  parte  nociones  histéricas  sobre  los  diversos  sistemas 
consagrados  en  las  leyes  penales  de  los  países  más  impo> 
tan  tes. 

En  la  segunda  parte  nos  ocuparemos  de  la  extradición,  ea 
tanto  que  es  complemento  necesario  de  la  penalidad  y del  pro- 
cedimiento internacional,  y después  de  haber  dado  nociones 
históricas  sobre  la  materia,  discutiremos  el  fundamento  jurí- 
dico de  la  extradición,  examinando  después  con  cuidado  las 
condiciones  legales  á que  deberia  estar  subordinada  la  obliga- 
ción de  entregar  el  malhechor  fugitivo,  tratando  de  las  excep- 
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dones  que  pueden  derivarse  de  la  nacionalidad  del  individuo 
reclamado,  y de  la  naturaleza  del  hecho  por  razón  del  cual  la 
extradición  se  pide,  y por  conclusión  hablaremos  también  de 
las  formas  de  procedimiento  empleadas  contra  el  fug-itivo  en 
país  extranjero,  de  las  excepciones  que  pueden  presentarse,  de 
los  actos  de  instrucción,  y finalmente  de  las  comisiones  roga- 
torias. 


I 


PF^IMERA  P-A^TE 

DEL  DE8Í»  PEIL  RElAmO  i LOS  DELITOS  COMETIDOS 

en  el  extranjero. 

CAPITULO  i. 

De  la  ley  penal  relativa  á los  delitos  cometidos  en  el  territorio. 


V[T.  Autoridad  de  la  ley  penal  velatÍYamente  á los  delitos  cometidos  en  el  territo- 
rio.—VIH.  Dificultades  inherentes  á esta  materia.— IX.  Casos  que  examina.— 
X.  Delitos  cometidos  en  un  navio  en  alta  mar. — XI.  DeUto.s  cometidos  en  aguas 
territoriales.— XII.  Condición  jurídica  de  un  buque  en  las  aguas  territoriales 
extranjeras. —XITI.  Nuestra  opinión. — XIV.  Procedimiento  que  debe  seguirse 
con  los  buques  de  guerra  de  una  nación  amiga.— XV.  Buques  de  guerra  que 
ejecutan  actos'de  hostilidad  —XVI.  Jurisdicción  sobre  los  buques  mercantes  ex- 
tranjeros.—XVII.  Práctica  vigente  en  Italia.— XVIII.  En  Francia —XlX.  En 
Inglaterra.— XX'  En  los  Estados-Unidos  de  América.- XXI , Buque  que  ha  re- 
cibido á bordo  un  fugitivo  fuera  de  las  aguas  territoriales.- XXIf.  Opiniones 
diferentes  respecto  á la  exterritorialidad  de  un  Ministro  extranjero.— XXIII. 
Nuestra  opinión. —XXIV.  Doctrina  de  Peretius.— XXV.  Argumentos  en  apoyo 
de  nuestra  opinión.— XXVI  Excepciones,— XXVIL  Criminal  que  se  refugia  en 
casa  de  un  Ministro  extranjero.- XXVIII.  Procedimiento.— XXXIX.  Delitos  co- 
metidos en  la  casa  de  un  Ministro  extranjero. — XXX.  Delitos  cometidos  por  los 
soldados  de  un  ejército  que  ocupa  un  país  extranjero. — XXXI.  Delitos  cometi- 
dos en  los  países  en  que  los  Cónsules  tienen  Jurisdicción  penal  sobre  los  nacio- 
nales.-j-XXXIl.  Reglas  vigentes  en  Italia.— XXXIIí.  Delitos  comenzados  en  un 
país  y consumados  en  otro. —XXXIV.  Actos  preparatorios  y actos  de  ejecución. 
—XXXV . Actos  de  perpetración . 

VII.  El  imperio  do  la  ley  penal  sobre  todos  los  habitantes 
del  territorio  en  que  se  halla  vigente,  es  cierto  e indiscutible. 
Algunos  autores  han  querido  hacer  una  distinción  en  lo  que 
se  refiere  á los  extranjeros,  pretendiendo  que  éstos  deben  res- 
ponder de  los  delitos  propiamente  dichos,  quid  uec  erit  alia  lea) 
MomoR,  alia  Álhenis\  pero  que  en  manera  alguna  debe  conside- 
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rárseles  en  el  mismo  caso  que  álos  nacionales  en  lo  que  respec- 
ta á las  leyes  de  policía  local.  Sin  embargo,  como  hace  observar 
Mancini  (1)?  los  extranjeros  entrados  en  el  territorio  nacional 
y con  derecho  á sor  protegidos  por  las  leyes,  tienen  en  cam- 
bio de  este  derecho  el  deber  de  conocerlas  y respetarlas  todas 
indistintamente,  cualesquiera  que  sean  sn  objeto  y su  natura- 
leza. Las  dudas  que  podriaii  surgir  respecto  á la  autoridad 
territorial  de  la  ley  penal  pueden  nacer  de  la  dificultad  que 
generalmente  se  ofrece  para  determinar  el  concepto  jurídico 
del  territorio  en  sus  relaciones  con  la  soberanía. 

VIII.  En  efecto:  territorio  no  quiere  decir  solamente  el  es- 
pacio comprendido  en  los  límites  del  Estado,  sino  también  otros 
lugares  en  que  la  soberanía  ejerce  sn  dominio,  su  autoridad  y 
su  jurisdicción.  Puede  suceder  que  algunos  de  estos  lugares 
se  encuentren  en  el  territorio  real  de  otro  Estado,  y en  este 
caso  el' ejercicio  de  los  derechos  de  las  dos  soberanías  pue- 
de hacer  aparecer  un  confiicto:  por  lo  que  se  ve  la  necesidad 
de  determinar  los  principios  según  los  Cuales  deberá  ejercerse 
en  este  caso  la  represión  de  los  delitos. 

ff-  IX.  Tin  caso  digno  del  más  concienzudo  exámen  es  el  del 
delito  que  se  cometa  en  un  barco  extranjero  d en  la  casa  de  un 
agente  diplomático,  y también  el  de  un  delito  cometido  por  un 
malhechor  que,  perseguido  por  las  autoridades  locales,  llega 
á refugiarse  en  el  barco  extranjero  ó en  la  casa  de  un  agente 
diplomático.  Otro  caso  digno  de  exáméu  es  el  de  un  hecho  pu- 
nible cometido  en  el  lugar  en  que  un  ejército  extranjero  se  en- 
cuentra acampado  ó en  cantones,  ó bien  en  un  territorio  ex- 
tranjero en  que  los  Cónsules  tienen  jurisdicción  en  materia 
penal.  • 

X.  Por  lo  que  hace  á los  delitos  cometidos  en  los  buques, 
¿ebe  hacerse  una  distinción  muy  importante  entre  los  cumpli- 
dos en  alta  mar  y los  cumplidos  en  las  aguas  territoriales  de 
nn  Estado,  ó en  un  puerto  extranjero  en  que  dicho  buque  lia 
echado  el  ancla,  y aun  entre  los  que  tienen  lugar  en  un  buque 
de  guerra  y un  buque  mercante  (2).  Ninguna  dificultad  séria 

sobre  el  Proyecto  del  Códig-o  penal  italiano,  presentado  á la  Gáma- 
ra  e ’Putados  eu  la  sesión  de  5á5  de  Noviembre  de  1878. 

l^ameior  regla  para  resolver  la  cuestión  de  si  los  paquebots  que  hacen  el 


DELITOS  COMETIDOS  EN  EL  TEEEITORIO  7 

puede  piouioYerse  cuando  el  delito  se  ha  cometido  alta  mar, 
bien  sea  en  un  navio  de  guerra,  bien  en  un  buque  mercante, 
porque  en  efecto,  los  buques  se  hallan  entónces  sometidos  al 
imperio  exclusivo  de  las  leyes  del  fístado  que  les  presta  su  na- 
cionalidad,  y és  evidente  que  no  habrá  ninguna  otra  legisla- 
ción que  aplicar,  sino  aquella  propia  de  la  nacionalidad  del 

buque.  . 

XI.  Pero  éu  cuanto  á los  delitos  cometidos  en  aguas  ter- 
ritoriales desoíros  Estados,  puede  preguntarse  si  deben  hallar- 
se sometidos  á la  jurisdicción  penal  del  Estado  limítrofe  ó á la 
del  Estado  á que  el  buque  pertenece. 

Se  admite  sin  contradicción  que  el  Estado  tiene  un  poder 
absoluto  de  policía  sobre  toda  la  extensión  de  su  territorio.  Se 
admite  también  por  todo  el  mundo,  que  el  Estado  tiene  juris- 
dicción sobre  las  aguas  territoriales;  y la  extensión  de  estas 
aguas,  que  ha  variado  en  las  diferentes  épocas,  parece  hoy  ya 
fijada  generalmente  en  tres  millas  desde  la  costa,  ó bien  el 
fuego  de  un  cañón  de  alcance  máximo. 

La  cuestión,  sin  ernbarg'o,  consiste  en  saber  si  los  derechos 
de  soberanía,  en  las  aguas  territoriales  deben  determinarse 
según  los  mismos  principios*,  tanto  en  el  caso  en  que  se  trate 
de  relaciones- de  derecho  internacional  público,  propiamente 
dicho,  como- en  el  caso  en  que  se  trate  de  relaciones  de  dere- 
cho internacional  penal.  En  realidad,  nos  parece  que,  exami- 
nando bien  la  naturaleza  y el  fin  del  poder  de  policía  y el  po- 
der de  jurisdicción  del  Estado,  debe  establecerse  una  diferen- 
cia, La  extensión  de  la  frontera  marítima  hasta  la  distancia  de 
un  tiro  de  cañón,  se  halla  admitida  por  todos  los  Estados  civi- 
lizados, por  dos  razones  bien  concretas.  La  de  la  defensa  y la 
de  la  seguridad  del  Estado  limítrofe.  Sí  se  diese  la  misma  ex- 
tensión á la  jurisdicción  penal,  se  deduciría  de  aquí  que  la  ley 
penal  del  Estado  limítrofe  debería  aplicarse  á todos  los  buques 
extranjeros  que  atravesaren  las  aguas  comprendidas  en  la  fron- 


servicio  de  trasporte  de  los  correos  deben  asimilarse  álos  buquesde  guerra  ó álos 
mercantes,  es  la  consagrada  en  el  tratado  postal  de  4 de  Setiembre  de  1860  entre 
Francia  é Italia-  Según  los  términos  da  este  convenio,  el  navio"' empleado  para  el 
correo  se  considerará  buque  de  guerra  perteneciente  al  Estado,  fletado  por  cuenta 
del  Estado,  ó á io  ménos  subvencionado  por  el  Gobierno. 
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tera  marítima  do  este  Estado,  lo  que  no  tiene  razón- alg-una  de 
ser.  La  necesidad  de  la  protección  Jurídica  ó del  orden  interior, 
que  sirve  para  justificar  la  entrega  dcl  individuo,  que  habien- 
do atentado  á un  derecho  protegido  por  la  ley,  alarma  á los 
ciudadanos  honrados  y turba  el  orden  social,  no  se  encuentra 
cuando  se  trata  de  delitos  que  por  razón  de  la  distancia  de  la 
costa  en  que  se  cometieren,  no  han  podido  causar  alarma  al- 
guna. Xós  parece  desde  iudgo  á propósito  consagrar  la  regla  de 
que  en  el  caso  cii  que'  un  delito  se  hubiera  cometido  en  las 
aguas  territoriales  de  uii  Estado,  pero  á distancia  suficiente 
para  excluir  toda  posibilidad  de  que  los  habitantes  de  la  costa 
hayan  podido  ser  testigos  oculares  del  hecho  reprensible;  este 
delito,  en  cuanto  á la  represión,  debe  considerarse  como  co- 
metido en  alta  mar.  Desde  luégo  la  autoridad  de  policía  del 
Estado  limítrofe  se  extenderá  ciertamente  á los  puertos,  á las 
playas,  y á todas  las  partes  del  mar  contiguas  á la  orilla,  eu 
las  cuales  sea  posible  distinguir  los  hechos  delictuosos, de  ma- 
nera que  se  pueda  ser  testigo  de  ellos.  Los  delitos  cometidos 
fuera  de  estos  limites  deberán  considerarse,  repito,  en  cuanto  á 
sus  consecuencias  penales,  como  delitos  cometidos  en  alta  mar. 


XII.  En  lo  que  toca  á los  delitos  cometidos  en  los  puertos 
y en  aguas  vecinas  á la  costa,  todo  el* mundo  admite  que  el 
Estado  se  halla  autorizado  para  ejercer  su  autoridad  represiva, 
sin  distinguir  si  los  autores  de  estos  delitos  son  nacionales- 
ó extranjeros;  pero  sin  embargo,  como  el  navio  se  considera 
parte  del  territorio  del  Estado  de  que  depende,  y por  esta  cau- 
sa se  halla  regido  por  las  leyes  de  dicho  Estado,  se  ha  discu- 
tido largamente  para  saber  si  conserva  su  territorialidad  en  el 
caso  de  que  se  encuentre  en  un  puerto  extranjero.  Algunos 
autores  lo  han  negado,  sobre  todo  en  lo  que  respecta á los  na- 
vios mercantes,  fundándose  en  que  estos  navios  se  hallan  so- 
metidos á la  soberanía  local  que  se  extiende  por  el  puerto,  y 
que  diciendo  que  conservan  su  territorialidad  dehsriá  también 
suponerse  que  se  hallan  bajo  el  imperio  de  la  soberanía  uacio- 
nal,  y que  desde  luégo  debería  admitirse  el  ejercicio  simultáneo 
de  los  derechos  de  las  dos  soberanías  eu  un  mismo  sitio  (i).  Si 


(1)  compar.  JeaJiison:  Discurso  acerca  de  la  conducía  del  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña 


DELITOS  COMETIDOS  EN  EL.  TEERITORIO  9 

estos  autores  han  aceptado  poco  déspotas  el  principio  contra- 
rio, en  lo  que  hace  á los  navios  de  guerra,  es  sólo  porque  estos 
buques  representan  directamente  la  soberanía  y están  por  co- 
mún-acuerdo  exceptuados  de  la  jurisdicción  civil  y criminal 
del  país,  en  que  se  hallan  transitoriamente. 

XIII.  Parécenos  que  adoptando  la  opinión  admitida  por  to- 
dos los  autores  de  que  los  buques  mercantes  en  alta  mar  for- 
man parte  del  territorio  del  Estado,  á que  pertene^n,  no  debe- 
ría considerarse  perdida  esta  prerogativa  tan  pronto  como  en- 
tran en  aguas  territoriales  de  un  Estado,  ó arrojan  el  áncora  en 
un  puerto,  tanto  más,  cuanto  que  el  conflicto  entre  las  dos  so- 
beranías es  más  bien  aparente  que  real  (1).  Se  puede  en.  efec- 
to considerar  el  buque  en  su  individualidad, ' aisladamente  y 
haciendo  abstracción  de  cuanto  le  rodea,  ó bien  considerarle 
en  sus  relaciones  exteriores  con  las  personas  ó las  cosas,  que  se 
encuentran  en  las  aguas  territoriales.  Bajo  el  primer  punto  de 
vista  se  halla  enteramente  sometido  á la  soberanía  nacional 
que,  por  sus  leyes,  rige  á las  personas  que  allí  están  embarca- 
das, regula  los  actos  que  se  ejecutan  á bordo  y provee  al  man- 
tenimiento de  la  disciplina,  lo  mismo  que  á la  represión  de  los 
delitos  que  se  cometan.  Bajo  el  segundo  jjunto  de  vista,  por  el 
contrario,  el  buque  se  halla  sometido  á la  soberanía  territorial, 
que  con  sus  leyes  se  extiende  á todas  las  relaciones  exteriores, 
que  entran  en  sus  aguas  territoriales,  del  mismo  modo  que 
ejerce  su  imperio  sobre  todas  las  personas,  y sobre  todas  las 
cosas  que  se  encuentran  en  el  territorio  que  le  está  sometido. 
Desde  luógo  el  derecho  del  soberano  territorial  no  puede  ex- 
tenderse hasta  el  punto  de  atribuirle  la  facultad  de  ingerirse 
en  los  negocios  interiores  del  buque,  excepto  en  los  casos  de 
necesidad  absoluta  en  'interés  de  la  seguridad  y de  la  tranqui- 
lidad del  puerto  (2).  Por  el  contrario,  sería  peligroso  y poco 


respecto  á las  naciones  neutrales. — Lampredi;  De  las  relactones  de  los  países  neutrales,  i, 
§ 10.— Azuni,  Derecho  maritiino,  1. 1,  cap.  5",  art. 

(1)  Compar,  Hubiier,  De  la  ocupacmi  de  buques  neulrtiles,— De.  Uayneval,  De  la  li- 
bertad de  los  mares.— Ürtolan,  Diplomacia  de  la  mar,  tit.  ii,  cap.  10.  — Calvo,  Derecho 
internacional,  § 528  y giguientes.^ 

(2)  Compárese  el  caso  del  navio  americano  Godfreij,  A bordo  de!  cual  un  marine- 
ro mató  en  1836  en  el  puerto  de  Palermo  á un  hombre  de  la  tripulación,  con  el  caso 
del  buque  ingles  Hygia,  en  el  cual  en  18“0,  en  od  puerto  de  Ancona,  se  produjo  una 
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conveníeiite  que  uii  barco  mercante,  que  entrase  en  las  aguas 
territoriales  de  un  Estado,  no  se  hallase  sometido  á su  juris- 
dicción para  todos  los  actos  y relaciones  exteriores.  En  efecto, 
las  leyes  de  policía  y de  seguridad  pública  obligan  á todos 
aquellos  que  áun  fortnitamente  se  encuentren  en  el  territorio 
¡oraetido  á la  jurisdicción  del  Estado  (1).  Esta  doctrina  es  tan 
conforme  á la  verdad,  que  los  buques  de  guerra  aunque  no 
sujetos  á l^urisdiccion  territorial  porque  representan  el  Es- 
tado á que  pm-tenecen,  y porque  en  razón  á su  destino  no  tienen 
relaciones  exteriores,  cuando  se  hallan  obligados  á tener  se- 
mejantes relaciones,  vienen  á estar  sometidos  á dicha  jurisdic- 
ción. Por  esto  se  hallan  obligados  á observar  los  reglamentos 
sanitarios  v las  leyes  relativas  al  lugar,  a la  distancia  dcl 
muelle,  al  modo  de  cargar  y descargar  las  municiones  y á 
otras  materias  análogas. 

XIV.  Vamos  á examinar  especialmente  edmo  podrá  proce- 
derse á la  busca  de  un  crirainál  que  llega  á refugiarse  á bordó 
de  un  buque  extranjero.  Cómo,  seg’un  costumbre  muy  an- 
tigua y universalmente  extendida  (2),  los  buques  de  guerra 
deben  considerarse  como  una  fortaleza  flotante  del  Estado  á 
que  pertenecen,  y desde  luego  como  una  parte  de  su  territo- 
rio, resulta  claramente  que  las  Autoridades  locales  no  tienen 
el  derecho  de  trasportarse  á bordo  de  ninguno  de  estos  bu- 


luchaentre  dos  hombres  de  la  tripulación.  En  estas  dos  circunstancias  se  respetó 
• la  jurisdicción  del  Estado  á que  el  buque  pertenecía.  En  Inglaterra  un  marino  de 
buque  italiano  Danielc  Mmün  mató  á otro  hombre  de  la  tripulación,  y fué  enviado 
por  el  Tribunal  de  Maidstone  ante  el  Tribunal  de  Assises;  pero  esta  última  juris- 
dicción se  declaró  incompetente  pot-que  el  crimen  se  habla  cometido  fuera  de  la  ju- 
risdicción británica.  Véase  también  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  .lusticia 
de  los  Estados-Unidos  de  Méjico  de  25  de  Febrero  de  1879,  referida’por  Clunet; 
Diario  del  Derecho  internacional prh'ado,  1876,  p.  413. 

(1)  Compárese  la  doctrina  expuesta  ante  el  Tribunal  Supremo  de  los  Estados- 
Unidos  de  América  por  el  Presidente  Marshali  en  la  causa  de  Scutter  Excliange 
referida  por  Phillimore:  Iníernatioml  low.  t.  i,  p,  406.— Gass-franc,  25  de  Febrero 
de  18o9,  aff.  Jally,  Dalioz,  péri,  1839,  i,  p.  83,  y la  sentencia  del  Tribunal  dePaler- 
mo  de  4 de  Julio  de  186i3,  por  la  cual  el  bosseman  dél  navio  griego  Demetriui  fue 
condenado  á tres  años  de  prisión  por  haber  sustraído  el  triaro  con  quedebia  fletar- 
se el  barco,  en  presencia  de  los  agentes  de  la  fuerza  pública. 

{2'  Gompar.  PhiíUmore:  Internañonal  law,  t i,  p.  399,  núm.  348;  y las  obser- 

acionesdeStorysur  el  decreto  de'la  Corte  suprema  de  los  Estados- Unidos  de 
América  {American  Reporte,  p . H51 ),  citados  por  PhUlitnore. 
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« 

ques,  ni  de  hacer  acto  alguno  que  obligue  al  capitán  á la  en- 
trega del  fugitivo.  El  capitán  tiene  el  derecho  de  impedir  á todo 
trance  á cualquier  extranjero  subir  á bordo,  y puede  legalmente 
obrar  como  obraría  el  comandante  de  una  fortaleza  (1),  nc  po- 
diendo ser  obligado  á nada  por  la  fuerza.  De  otro  modo,  el  pa- 
bellón y la  soberanía  sufrirían  un  ultraje,  cuyas  consecuen" 
cias  podrían  ser  la  ruptura  de  las  relaciones  recíprocas  entre 
los  dos  Estados.  Resulta  de  aquí,  que  la  única  manera  de  apo- 
derarse de  la  persona  del  fugitivo  consiste  en  pedir  su  extra- 
dición, empleando  todas  las  formalidades  en  uso  en  esta  ma- 
teria para  obtener  la  entrega  de  un  individuo  que  se  ha  refu- 
giado en  el  territorio  del  Estado,  á que  el  buque  pertenece. 

XV.  Antes  de  ir  más  lejos  debemos  observar,  que  todo  lo' 
que  acabamos  de  decir  es  exacto,  en  el  caso  en  que  el  capitán 
del  buque  de  guerra  no  abuse  de  sus  prerogati  ras.  Si,  por  el 
contrario,  con  el  objeto  de  favorecer  un  movimiento  revoluqió- 
nario,  el  capitán  protegiera  á los  revoltosos,  concediéndoles 
asilo,  ó tomando  á bordo  á los  fautores  del  movimiento  que 
desde  él  m-autuviesen  relaciones  con  los  habitantes  del  país,  é 
intentare  desembarcarlos,  no  podría  prevalerse  de  los  privile- 
gios que  á su  favor  se  reconocen  en  tiempo  de  paz;  por  el  con- 
trario, el  buque  sería  tratado  como  enemigo  porque  se  ha- 
brían cometido  á bordo  verdaderos  actos  de  hostilidad  (2). 

XVI.  El  caso  en  que  los  criminales  busquen  refugio  á 
bordo  de  ios  buque.s  mercantes  es  muy  distinto.  Destinados 
estos  buques  al  comercio,  y en  la  necesidad  por  lo  tanto  de 
sor  instrumentos  de  una  série  de  actos  exteriores  que  los  po- 
heii  en  relación  con  ios  habitantes  del  país  á que  abordan,  se 
hallan  sometidos,  como  hemos  dicho,  á la  jurisdicción  local, 
excepto  en  aquello  que  á su  régimen  interior  se  refiera.  Es 


(1)  Compar. -Keiit’s,  Come«/(7r¿05,  Y.  1",  157-58.— Reddie,  0«  íníerníaíon/T? 

lan\  2“,  191. — Ortolan,  Diplomacia  del  mar,  \ . 1“,  p.295. — Hautéfeuille,  ffís/on'rt  def 
Derecho  mariUmo,  4^  parte,  c 1". 

(2)  Véaose  las  decisiones  del  Tribunal  de  Ais,  6 Ag'osto  1832,  y del  Tribunal  de 
casación  de  Francia  de  4 de  Setiembre  de  1832,  y la  requisitoria  de  Dupin  en  la 
<^ausa  célebre  del  navio  Cario  Alberto  (Dalloz,  repert.,  v°.  Derectio  natural,  núm.  81, 
2“  edic.,  nota  1“,  p.  19),  y la  correspondencia  diplomática  cambiada  entre  el  Go- 
bierno sardo  y el  de  las  Dos  Sícilias,  en  la  causa  tan  conocida  de  Cagliari  de  Junio 
del  57 . 
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claro  además,  cpe  es  contrario  á los  intereses  del  Estado  dar 
asilo  á los  malhechores,  y áun  que  es  un  acto  reprensible. 
También  en  el  Código  de  la  marina  mercante  dispone  el  legis- 
lador italiano  con  razón  (art.  371),  que  «el  capitán  ó el  patrón 
que  á ciencia  cierta  embarquen  individuos  buscados  por  la 
justicia  por  crimen  ó delito,  incurrii’án  en  las  penas  dictadas 
contra  los  que  protejan  á las  personas  perseguidas,»  y está 
desde  luégo  fuera  de  duda  que  las  Autoridades  locales  tienen 
el  derecho  de  impedir  un  acto  semejante,  y podrán  obligar  al 
capitán  ó al  patrón  á entregar  . al  fugitivo,  ó bien  dirigir  una 
pesquisa  á bordo,  y en  el  caso  en  que  se  realizase*la  hipóte- 
sis prevista  en  el  art.  371  citado,  provocar  contra  dicho  capi- 
•tan  la  aplicación  de  las  penas  señaladas  en  nuestros  Códigos. 
Sin  embargo,  sería  conveniente,  ántes  de  dirigir  esta  pesqui- 
sa ó cualquier  otro  acto  de  jurisdicción  á bordo  de  un  buque 
extranjero,  avisar  al  Cónsul  ó á la  persona  que  le  represente. 
Por  lo  demás,  esta  advertencia  preventiva  sería  de  estricto  de- 
recho en  el  caso  en  que  este  modo  de  proceder  estuviera  con- 
sagrado por  un  convenio  celebrado  entre  las  dos  potencias, 
XVII.  En  Italia  la  práctica  está  conforme  con  los  princi- 
pios que  acabamos  de  exponer,  y que  además  han  sido  desen- 
vueltos por  el  Ministro  de  Justicia  en  su  circular  de  21  de  Enero 
de  1865,  en  que  da  á las  Autoridades  judiciales  del  reino  ins- 
trucciones sobre  los  actos  que  es  útil  ejecutar  en  los  navios 
extranjeros  respecto  á los  delitos  cometidos  á bordo  ó en  tierra 
por  la  gente  de  la  tripulación.  Esta  circular  se  halla  concebi- 
da de  este  modo;.  P «Cuando  se  trata  de  buques  de  guerra  que 
conforme  al  Derecho  de.  gentes  se  hallan  exentos  de  la  juris- 
dicción local,  las  Autoridades  judiciales  del  reino  no  podrán 
ocuparse  de  la  represión  de  los  delitos,  que  se  han  cometido  á 
bordo,  ni  proceder  á ningún  acto  de  jurisdicción.  2”  En  cuan- 
to á los  paquebots  extranjeros  que  hacen  el  servicio  de  cor- 
reos, aunque  én  principio,  y salvas  algunas  excepciones  esti- 
puladas en  convenios  especiales,  notablemente'  con  Francia, 
no  gozan  de  esta  inmunidad,  sfn  embargo,  las  Autoridades  su- 
sodichas no  deberán  intervenir  ántes  de  haber  recibido  las  ins- 
tracciones  oportunas’ de  est»  Ministerio,  al  cual  deberán  indi- 
car lo  ocurrido,  aunque  sea  por  telégrafo.  3°  Si  á bordo  de  los 
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buques  mercantes  extranjeros  se  produjesen  delitos  de  natura- 
leza capaz  de  turbar  la  tranquilidad  pública  en  el  puerto  ó en 
tierra,  en  los*  cuales  se  bailaran  complicadas  personas  extra- 
ñas á la  tripulación,  sobre  todo  si  son  nacionales,  tienen  dere- 
cho las  Autoridades  judiciales  á trasportarse  á bordo  para  pro- 
ceder á los  actos  de  instrucción,  y áun  si  hubiere  lugar  á ello 
á la  detención  de  los  acusados.  Están  esas  autoridades  investi- 
das del  mismo  derecho  cuando  uno  de  los  hombres  déla  tripu- 
lación de  dicho  barco  se  encuentre  en  tierra  y cometa  un  de- 
lito. Sin  embargo,  las  Autoridades  indicadas  antes  de  traspor- 
tarlo á bordo  de  dicho  buque,  deberán  informar  en  tiempo 
hábil  á los  agentes  consulares  de  las  potencias  á que  pertenez- 
can, para  que  si  quieren  puedan,  á la  hora  indicada,  trasla- 
darse personalmente,  ó hacerse  reemplazar  por  un  delegado 
para  asistir  á los  actos  que  allí  se  lleven  á efecto  (1).» 

XVIII.  En  Francia  se  han  proclamado  los  mismos  princi- 
pios por  el  Consejo  de  Estado  en  20  de  Noviembre  de  1806. 
«Los  derechos  de  la  potencia  neutral  (se  ha  dicho)  deben  ser 
respetados  lo  mismo  que-si  se  tratara  de  la  disciplina  interior 
del  buque,  en  la  cual  no  debe  ingerirse  la  Autoridad  local  siem- 
pre que  su  socorro  no  haya  sido  reclamado,  ó que  la  tranqui- 
lidad del  puerto  no  se  halle  comprometida  (2).» 

XIX.  En -Inglaterra  esta  cuestión  ha  sido  objeto  de  ins- 
trucciones generales  dadas  á los  Cónsules  en  1846,  y cuyo  ar- 
tículo 10  está  concebido  en  esta  forma:  «Los  Cónsules  quedan 
enterados  de  que  los  comandantes  de  buques  mercantes  ingle- 
ses anclados  en  los  puertos  extranjeros  no  están  autorizados 
para  dar  auxilio  á ningún  individuo  áun  siendo  británico  que 
para  sustraerse  y resistirse  á las  leyes  á que  por  razón  de  su 
residencia  se  halla  sometido,  solicitara  refugiarse  á bordo  de 
dichos  buques.  Los  Cónsules  desde  luógo  deberán  asegurarse, 
cuando  la.s  personas  que  se  encuentren  en  dichas  condiciones 


(1)  Circular  núm.  674  de  1865.  * 

(2)  Véase  también  la  Ordenanza  francesa  de  29  de  Octubre  de  1863  sobre  las 
atribuciones  de  los  Cónsules  en  sus  relaciones  con  la  marina  mercante.— Dalloz, 
rep.,  v".  Triado  inlernacional,  nfim.  SÍO.— Ortolan,  Elementos  de  Derecho  pehal,  nú- 
mero 936. 
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sean  reclamailas,  de  que  son  objeto  de  un  procedimiento  iegal 

con  arreglo  á las  leyes  del  país  (1)*» 

W Del  mismo  modo  los  biStados-ti nidos  en  los  tratados 
que  han  celebrado  con  otros  países  han  admitido  estos  princi- 
pios (2),  y no  es  necesario  que  hablemos  de  los  demás  es- 

tados. 

XXI.  Puede  ocurrir  que  el  navio  baya  recogido  al  fugitivo 
en  alta,  mar  6 en  las  aguas  territoriales  do  una  tercera  nación 
y que  penetre  en  seguida  teniéndolo  á boiKlo  en  las  aguas  ter- 
ritoriales (lol  país  que  busca  á este  individuo.  Para  resolver 
la  cuestión  de  si  en  tales  circunstancias  se  puede  proceder  al 
arresto  del  criminal  que  Se  encuentra  á bordo,  hagamos  obser- 
var que  el  dereclio  de  jurisdicción  do  un  Estado  en  todas  las 
partes  de  su  territorio  es  absoluto.  El  navio  se  halla  cubierto 
por  el  pabellón  de  sn  país  y continúa  sometido  á su  jurisdic- 
ción, aun  en  los  puertos  extranjeros,  pero  únicamente  páralos 
hechos  que  se  refieran  exclusivamente  al  huque  considerado 
aisladamente  de  todo  lo  que  le  rodea,  para  los  actos  que  no 
tienen  relación  alguna  con  el  lugar  en  que  se  halla  anclado, 
ni  mucho  ménos  con  los  ciudadanos  del  Estado  extranjero. 
Afirmado  esto,  se  hace  muy  fácil  comprender  que  el  hecho  de 
entrar  en  un  puerto  cuando  se  lleva  á bordo  nn  criminal  bus- 
cado por  la  justicia  local,  es  por  sí  mismo  una  ofensa  hecha  á 
los  derechos  de  la  soberanía  territorial,  y cuyas  consecuencias 
inevitables  son,  tan  pronto  como  la  noticia  se  esparce  entre  el 
público,  la  alarma,  el  mal  ejemplo  y un  peligro  social.  Sería 
inconveniente  y peligTóso  que  el  pabellón  pudiese  proteger  el 
navio  áun  en  el  caso  en  que  éste  atente  á la  tranquilidad  y á 
la  seguridad  del  Estado  á que  aborda,  y no  se  podría  entonces 
sin  peligro  modificar  para  él  el  principio  tan  cierto  de  que  las 
leyes  de  policía  obligan  á todos  los  individuos  que  se  encueii- 
traii  en  el  territorio  (3).  Deducirnos  de  aquí,  que  según  el  de- 


d)  Según  PhüHmore,  Internacional  Law,y.  2",  § 2E8,  p.  282. 

(2)  Véanse  los  tratados  con  Italia  de  8 de  Febrero  de  1818,  y con  Francia  de 
2:-t  de  Febrero  de  18o3,  art.  S”. 

<3)  En  la  famosa  cuestión  entre  Francia  ó Italia  relativa  á la  detención  en  el 
puerto  de  ('.inebra  de  los  Ijandidos  Cipriano  la  Gala,  Giona  la  Gala,  Domenico  Pa- 
pa, Giovanni  D avanzo  y Angelo  Sanio,  el  Gobierno  italiano  acabó  por  admitir 
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reeho  común  debería  estar  permitido  producir  á bordo  do  los 
buques  mercantes  el  arrestro  de  los  criminales  perseguidos  por 
la  justicia  que  se  hallen  embarcados,  bien  en  las  aguas  terri- 
toriales del  Estado  que  los  busca,  ó bien  en  otros  puertos  cual- 
quiera. No  es  esta  ocasión  de  recordar  que  las  reglas  que  aca- 
bamos de  exponer  no  son  aplicables  á los  buques  de  guerra. 
En  efecto,  según  los  principios  del  Derecho,  internacional,  no 
deberían  jamás  servir  de  asilo  á los  malhechores,  y si  en  con- 
tra de  esta  costumbre  ocurriesen  casos,  se  podría  pedir  cuenta 
al  Estado  á que  perteneciese  el  buque  acerca  de  la  injustiñca- 
da  protección  concedida  á un  condenado  por  el  comandante,  y 
solicitar  la  extradición  iiimediatamei>te. 

XXII.  Vamos  á hablar  de  los  delitos  comeados  en  el  pala- 
cio de  un  Ministro  público  extranjero  (1),  y de  los  cometidos 
en  el  territorio  del  Estado  por  un  individuo,  que  inmediata- 
mente se  refugáa  en  la  residencia  de  dicho  Ministro.  Ciertos 
autores  (2)  han  dicho  respecto  del  Ministro  extranjero  que* 
debe,  por  consecuencia  de  una  ficción  jurídica,  suponerse  que 
reside  en  el  territor.Io  del  Estado  que  representa,  y han  admi- 
tido en  su  favor  el  privilegio  de  la  inmunidad  y de  la  jurisdic- 


como  transacción  la  entrega  de  estos  individuos  al  Estado  francés,  con  la  salve- 
dad de  pedir  inmediatamente  su  extradición,  que  al  ser  concedida,  demostró  que 
el  arresto  era  ilegal.  Resultó  esto  de  la  importancia  exagerada  que  se  dió  al  con- 
venio postal  de  4 de  Setiembre  de  1830,  cuyo  art.  T dice  así:  «Los  pasajeros  admi- 
tidos en  los  paquebots  que  no  juzgasen  conveniente  descender  á tierra  durante  fa 
permanencia  en  uno  de  dichos  puertos,  no  podrán  bajo  ningún  pretexto  ser  saca- 
dos de  á bordo  ni  ser  objeto  de  pesquisa  alguna. » Pero  si  se  hubiera  dado  más  im- 
portancia á los  principios  de  Derecho  que  á la  letra  del  tratado,  no  se  hubiera  po- 
dido admitir  que  esta  disposición  fuese  aplicable  en  circunstancias  tan  excepcio- 
nales, y cuando  se  trataba  de  jefes  de  bandidos  buscados  por  la  justicia  y por  el 
pais.  Las  Autoridades  italianas  ¿debían  permanecer  inactivas  cuando  en  uno  de 
sus  puertos  ocurrja  un  hecho  que  tan  pronto  como  llegase  á conocimiento  del  pú- 
blico hubiera  sido  sin  duda  origen  de  graves  desórdenes?  Véanse  las  actas  del 
Parlamento  italiano,  1833;  p.  “Ji.9,  y los  documentos  relativos  á esta  cuestión  pre- 
sentados en26de  Julio  del863á  la  Cámara  de  Diputados  de  Italia. 

jl)  Bajo  la  donomiuacion  de  Ministro  extraajéro  se  comprenden  todos  los  de  le- 
gados que  representan  al  Estado,  bien  sean  Legados,  Embajadores,  Ministros  ple- 
nipotenciarios ó simples  encargados  de  negocios. 

(2)  Bmhershmck  De /oro  eompele)tíi  íeffalortim,  cap.  S°,  § 2°.— Grotius,  De  jure  belli 
et  faois,  lib.  9“,  cap.  18- — Vattel,  E¡  derecko  de  (¡eutes,  lib.  4“,  cap.  T,  y notas  de  Pin- 
heiro-Ferreira  y de  Pradier-Foderé  sobre  este  capitulo.— Montesquieu,  Espíritu  de 
las  Íí?/cs,lib.  26,  cap.  21.— Compar.  el  decreto  de  13  ventoso,  año  2°  en  Francia. — 
Vof’t,  lib.  r 0,  tit.  7",  De  legationibns,  níim.  1°. 
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cion  penal  territorial,  queriendo  extender  este  privileg-io  á las 
personas  de  la  casa  que  habita.  Han  añadido  que  esta  inmu- 
nidad era  precisa  al  Ministro  para  asegurarle  la  independencia 
necesaria  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  listos  autores  han 
creiclo  deber  prescindir  de  la  inmunidad  absoluta  (1),  y reco- 
nociendo al  Ministro  como  personalmente  inviolahle  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  lian  admitido  que  deberia  hallarse  so- 
metido á la  jurisdicción  penal  territorial  si  abusase  del  carác- 
ter de  que  estaba  revestido  hasta  el  punto  de  conspirar  contra 
el  Estado  d de  atentar  contraía  seguridad  pública. 

XXIII.  Una  Opinión  que  nos  parece  preferible  es  aquella  de 
otros  autores  (2),  según  los  cuales  no  es  necesario  para  ase- 
gurar la  inviolabilidad  del  Ministro  concederle  la  inmunidad 
de  la  jurisdicción  territorial  en  el  caso  en  que  se  haga  culpable 
de  crímenes.  Sin  duda  puede  considerarse  como  necesaria  para 
asegurar  la  seguridad  personal  y la  independencia  del  Minis- 
tro y protegerlo  contra  las  violencias;  pero  con(*edidndole  la 
irresponsabilidad  penal  se  produciría  un  atentado  contra  los 
derechos  de  jurisdicción  que  dehe  tener  la  soberanía  nacional» 
y al  mismo  tiempo  una  cosa  contraria  á los  verdaderos  intere- 
ses de  la  sociedad,  de  la  justicia  y del  órden  social  (3). 

XXIY.  Esta  misma  doctrina  fud  enseñada  por  los  antiguos 
jurisconsultos,  que  supieron  apreciar  mejor  que  nosotros  la 
verdadera  naturaleza  de  este  privilegio.  Citemos  entre  otros  á 
Perdtius,  que  después  de  haber  resumido  y hecho  valer  di- 
ferentes consideraciones,  concluye  en  esta  forma:  Existimo 
tamen,  inspecta  juris  ratione,  in  deUctis  nullam.  dari  fori 
criptionem,  sed  unumguer/igue  vM  ddíqidt  et  reper  i tur  conve- 
mre  ratione  peenx.  eui  se  delinqnend^o  ohnoxmm  reddídit,  nec 


(1)  Compar.  Mer]in,  rep.  v".  Mimst.  píihUco,  sect.  6%  núm.  6.— Barbeyrac,  nota 

2*  al  núm.  3”  del  g 4",  cap.  18,  lib.  2*  de  Grotius  y su  nota  sobre  Bynkersbaek  ya  ci- 
tada.-Tomasius,  Jurisprud,  dn>.,\\h.  3°,  cap.  9",  § 36.-Burlamaqm  D*  Ao-uesseau 
sobre  la  Jurisdicción  real,  t,  5",  p.  248-49, 32T-28.  “ ’ 

(2)  Es  digna  de  leerse  la  interesante  disertación  de  Henri  Gocceius  citada  por 
su  hijo  Samuel,  que  admite  la  misma  doctrina  en  su  libro  titulado  Jus  civUe  contro 
versum;  lib.  oO,  tit.  T,  De  legationibus  gumti,  8^  t.  2%  p.  749— Bouchel,  Bibl,  du  Der. 
franc.,  Ambassadeur.~Yev^,  Tratado  del  perfecto  Embajador,  núm.  45.~M;eslar  Le- 
Íflhis.-Armaeus,  De  jure  publico,  t.  2®,  disc.  21 , núm.  48. 

_ (3)  Peretü  Pj-adectiones  in  Codicem.  lib.  10,  tit.  63,  nüm.  10. 
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emim  ai  accusatioM  immanes  legatos  grmstat  legationis  digniMs 
qwm  reata  exclasserant,  ne  ienejícium  ipsis  prmstitmi  incipiat 
esse  iniquum  et  vergat  in  principis  et  popuU,  ad  quem  mittuñ- 
tur  deirimentum.  Ideo  legati  Hornee  existentes  ex  delictis  in  lega- 
tione  commissis  cogantur  jadicium  iii  subiré^  ne  ilUs  aut  eorum 
domesticis  -sii  impune  delinquere,  et  liierl  recedere  eo  quod  niliil 
pmna  mepiiant  (1). 

XXV.  De  lo  qae  acabamos  de  decir  y demostrar  resalta 
que  la  independencia  de  los  agentes  diplomáticos  en.  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  descansa  sobre  principios  racionales,  pero 
que  en  aquello  que  se  refiere  á los  crímenes,  de  que  podrían 
hacerse  culpables  en  el  lugar  de  su  residencia,  deberán  ser 
juzgados  por  los  Tribunales  locales.  La  ficción  jurídica  de  la 
ex'territorialidadno  podría  tener  por  efecto  establecer  un  hecho 
contrario  á la  verdad  y hacer  considerar  como  ausente  á al- 
guien que  vive  efectivamente  en  medio  de  nosotros.  Desde  lue- 
go, si  el.  Soberano  del  Estado  representado  quisiera  evocar  el 
derecho  de  juzgar  á su  agente  diplomático,  que  se  hubiese  he- 
cho culpable  de  un  crimen,  y pidiese  su  extradición,  á esta 
exigencia  se  podría  oponer  una  negativa  (2). 

XXVI,  No  admitimos  sino  una  excepción  en  el  caso  de  de- 
litos cometidos  en  el  ejercicio  de  las  funciones  públicas,  y por 
consiguiente  directamente  enlazados  con  los  derechos  del  Es- 
tado que  representan.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  Minis- 
tro haga  uso  en  su  interés  personal  de  documentos  diplomáti- 
cos, ó que  se  apropie  indebidamente  valores  <5  títulos  confiados 
á su  custodia.  En  este  caso  el  Estado  que  representa  debería 
pedir  3'  obtener  su  extradición  por  ser  el  más  directamente  in- 
teresado en  castigarle.  En  este  sentido  se  resolvió  la  cuestión 
entre  Erancia  é Italia  respecto  á un  italiano  encargado  del  des-, 
pacho  de  fos  negocios  en  la  oficina  de  un  Cónsul  residente  en 


(1)  CcTmpar.  Legraverend.  1. 1*",  cap.  1",  sect- 7’,  § 1“.  Traiado  de  legisiac'wn  cri- 
íniííaZ.— Ortolan„  Blemenlos  de  Derecho  peual,  niim.  508  y signientes.  — Faugtin-ííélíe, 
Jnslruclion  criminel,  t,  2®,  § 127.  - Matigin,  Acli  puhl'q.,  núrá.  79  y siguientes.— Pinhei- 
ro  Ferreira,  Derecho  de  gentes,  t.  2*',  § G0,— Calvo,  Derecho  internaciotwl,  y si- 
guientes. — Leroy,  De  las  legaciones  y embajadas,  p.  7o.— .Morin,  Leyes  relativas  a la 
guerra,  t-  1®,  núm.  18. 

(2)  Arlia,  Los  partos  de  extradición,  p.  íl?. 
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DD  puerto  de  lagdaterra,  que  se  apoderó  del  dinero  de  la  caja, 
y se  refugió  en  Francia.  Kn  este  caso  se  fundaba  la  petición  de 
extradición,  que  fuó  concedida  al  Gobierno  italiano , en  3a 
exterritorialidad  de  las  funciones  consulares  (1).  No  admi- 
tiendo este  motivo,  sin  embargo,  debemos  decir  quQ  lo  que  en- 
tóaces  se  resolvió  nos  parece  aceptable,  y que  en  efecto  el  Fs- 
tado  que  conñere  los  empleos  públicos  tiene  en  primer  termino 
el  derecho  de  castigar  a los  empleados  que  abusen  de  la  auto- 


ridad quedes  ha  condado. 

XXVII.  En  cuanto  al  derecho  que  puede  tener  la  sobera- 
nía territorial 'para  buscar  y detener  á los  criminales  refugia- 
dos en  la  residencia  de  un  Ministro,  es  fácil  comprender  que 
no  seguimos  la  opinión  de  los  autores  que  quisieran  hacer  de 
esta  casa  un  Estado  dentro  de  otro  Estado.  Los  que  así  pien- 
san han  intentado  demostrar  que  si  la  casa  habitada  por  el  Mi- 
nistro puede  ser  objeto  de  una  pesquisa,  no  sólo  se  expondrá 
con  esto  dicho  funcionario  á vejámenes,  sino  que  se  autorizará 
el  registro  de  sus  papeles  y la  violación  de  los  secretos  diplo- 
máticos. Nos  parece  que  estas  razones  jv  otras  análogas  que  se 
hacen  valer  con  este  motivo  no  pueden  en  realidad  tener  otro 
alcance  que  la  conclusión  de  que  si  la  morada  del  Ministro 
debe  ser  especialmente  protegida  y respetada,  es  sólo  en  la 
medida  necesaria  para  dar  á este  funcionario  la  independencia 
y seguridad  necesarias  para  el  cumplimiento  de  la  misión  que 
le  está  confiada.  Admitido  que  el  Ministro  convierte  su  casa  en 
asilo  de  un  criminal,  y que  invitado  á entregar  á este  indivi- 
duo rehúsa,  ¿se  pretenderá  que  las  necesidades  públicas  de  la- 
justicia  deben  sacrificarse  al  respeto  de  la  ficción  jurídica  de 
la  exterritorialidad?  Los  derechos  de  jurisdicción  de  la  sobera- 
nía territorial,  en  todo  su  territorio,  son  inviolables  y absolu- 
tos, y lio  es  cosa  de  que  se  disminuyan  para  que  prevalezca  la 
excepción  (2). 

XXVIII.  Sin  emoargo,  se  debería  tener  en  consideración 


(P  Gornpar.  Trebutien,  t.  2°,  p.  12].— Pinbeiro  Ferreira,  De 

wAo  dfi  ^ení<>.s,  g 50.— núm.  182.— Mang-hi,  Act.  puMiq.  t. 
TiRm.  82.-Faiistm-Hélie,  Trinado  ds  la  insíruccíoii  criminal,  t.  2'",  S 124.— CaH’o  De 
recho  internacional,  g S23.-Pradier-Foderé,  Ñolas  sobre  Vaiiel,  lib.  4%  e.  O^.-Pessina 
derecho  penal,  t 
(2)  ^ccíofl  pátdcfl,  uvim.  82. 
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la  alta  digoidad  de  que  se  encuentra  revestido  dicho  Ministro, 
y darle  testimonio  de  las.  mayores  consideraciones  antes  de 
proceder  á una  visita  domiciliaria,  de  modo  que  se  aclararan 
todas  las  dudas  que  pudieran  existir,  tanto  sobre  la  grave  ne- 
cesidad que  hahia  motivado  dicha  medida,  como  sobre  la  mo- 
deración con  que  había  sido  ejecutada.  También,  aparte  del 
caso  de  medidas  dirigidas  á impedir  una  evasión,  y que  pue- 
den tomarse  inmediatamente,  pensamos  que  deberia  ser  obli- 
gatorio para  las  Autoridades  locales  dirigirse  al  Ministro  de 
Negocios  extranjeros  para  obtener  su  autorización,  y avisar  al 
Ministro  .extranjero  mismo  para  que  considerara  bien  la  situa- 
ción, y si  creía  deber  obstinarse  en  no  condescender  á las  in- 
vestigaciones de  las  Autoridades  judiciales,  pudiera  poner  en 
lugar  seguro  sus  papeles  diplomáticos. 

Después  que  todo  esto  haya  tenido  lugar,  creemos  que  das 
Autoridades  delegadas  para  ello  pueden  comenzar  la  visita  do- 
miciliaria, y añadiremos  además  que  cuando  en  interés  de  la 
tranquilidad  del  país  y del  publico  fuera  necesario  obrar  pron- 
tamente y sin  demora,  las  Autoridades  locales  deberían  ha- 
cerlo sin  esperar  la  autorización  del  Ministro  de  Negocios  ex- 
tranjeros. Así,  por  ejemplo,  si  un  malhechor  perseguí vdo  por  el 
clamor  público  se  escapase  de  manos  de  la  fuerza  armada,  re- 
fugiándose en  el  palacio  de  un  agente  diplomático,  pensamos, 
apoyándonos  en  la  autoridad  de  Mangín  (1),  que  para  acallar 
los  clamores  e'  impedir  desórdenes  más  gravei;;,  los  agentes  po- 
drán perseguirle  y detenerle  en  el  palacio  mismo. 

XXIX.  De  lo  que  acabamos  de  decir  se  desprende  que  las 
Autoridades  locales  deben  conocer  de  los  delitos  cometidos  en 
el  palacio  del  Ministro,  áun  en  el  caso  en  que  los  acusados  fue- 
sen ciudadanos  del  listado  que  aquel  representa.  Por  lo  demás, 
no  es  conforme  ála  razón  ni  al  derecho  que  una  soberanía  ex- 
tranjera administre  justicia  en  un  edificio  construido  en  el  ter- 
ritorio dcl  Estado  (2).  ' 


(1)  Compar.  Cass. francesa,  13 Octubre  18G5, 4ff.  Nikitachenkoff,  y 11  Junio  1852, 
aff.  Salvatori,  F.al-,  1866,  p.  5],  y 1852,  t.  2®,  p.  57.— Calvo,  Derecho  internacional 
§ 533  y siguientes. 

(2)  Compar.  Ilaus,  Curso  de  Derecho  criminal,  nüm.  4‘39.— Ortolan,  Elementos  de 
Derecho  penal,  x\úa}.  . 
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XXX.  Nos  falta  decir  una  palabra  acerca  de  los  delitos  co- 
metidos en  el  lugar  en  que  un  ejercito  extranjero  se  encuen- 
tra acampado  ó en  cantones  con  consentimiento  del  Soberano 
territorial.  En  lo  que  se  refiere  á los  delitos  puramente  milita- 
res y á los  delitos  de  derecho  común  cometidos  en  el  piTÍmetro 
de  las  operaciones  del  cuerpo  de  ejército  por  los  individuos 
que  forman  parte  de  ella,  la  jurisdicción  del  Estado  á que  el 
ejército  pertenece  debería  prevalecer,  porque,  en  efecto,  el  Es- 
tado existe  moralmente  allí  donde  se  encuentra  la  fuerza  mi- 
litar que  le  representa, y desde  lnég‘o  puede  considerarse  como 
ocurrido  en  su  territorio  todo  aquello  que  tiene  lugar.allí  don- 
de su  ejército  se  encuentra  acantonado.  En  cuanto  á los  deli- 
tos cometidos  fuera  del  perímetro  de  las  operaciones  del  ejér- 
cito, ya  sea  por  los  soldados  contra  sus  compañeros  de  armas, 
ya  sea  contra  ios  habitantes,  la  jurisdicción  territorial  del  Es- 
tado no  puede  discutirse,  porque  no  hay  para  qué  suponer  que 
el  Soberano  que  ha  dado  la  facultad  de  pasar  por  su  territorio 
á un  ejército  extranjero,  haya  renunciado  tácitamente  por  este 
hecho  á toda  jurisdicción  penal  sobre  los  soldados  que  le 
componen  cuando  se  hagan  culpables  de  delitos  en  su  terri- 
torio (1). 

Puede  también  suponerse  el  caso  de  que  el  soldado  que  ha 
cometido  un  delito' pueda  unirse  á su  cuerpo  de  ejército  ántes 
de  ser  arrestado  por  la  jurisdicción  territorial.  Si  en  este  caso 
la  Autoridad  militar  creyese  preferible  juzgar  el  delito  en  con- 
sejo de  guerra,  no  sería  oportuno  solicitar  la  entrega  del  de- 
tenido, porque  se  debe  en  efecto  considerar  como  suficiente  para 
proteg'er  los  intereses  de  la  sociedad  una  represión  inmediata 
más  rigurosa  que  aquélla  que  podría  cumplir  la  jurisdicción 
territorial.  Si  por  el  contrario  el  soldado  que  hubiese  cometido 
UA  delito  de  derecho  común  en  el  perímetro  ocupado  por  el 
ejército,  se  refugiase  en  el  territorio  del  Estado  y fuese  recla- 
mado por  la  Autoridad  militar  para  ser  juzgado  por  el  Consejo 
de  guerra,  debería  ser  entregado  mucho  más  en  nuestro  sen- 


2'  § 54'^.— Fausthl-IíéUe.  Itnfruc.’oriminel, 
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tido;  cuando  creemos  que  no  sería  cuestión  de  considerar  esta 
entrega  como  una  extradición,  si  el  arresto  se  produce  inme- 
diatamente en  la  localidad  misma^en  que  el  cuerpo  de  ejército 
estaba,  acantonado,  áuií  fuera  del  perímetro  que  ocupara.  Esta 
entrega  debería  más  bien  considerarse  como  un  acto  de  poli- 
cía basada  en  la  presunción  de  que  el  Soberano  que  ha  conce^ 
dido  el  delito,- ha  querido  al  mismo  tiempo  asegurar  el  respe- 
to á las  leyes  que  tienen  por  objeto  el  mantenimiento  de  la 
disciplina,  y no  ha  querido  que  los  soldados  se  viesen  privados 
de  sus  jefes  naturales  (1).  Pero  en  el  caso  de  que  el  soldado 
se  refugiase  en  el  interior  del  Estado,  no  debería  ser  entrega- 
do sino  á consecuencia  de  una  petición  regular  de  extradición. 
El  caso  se  ha  presentado  en  Italia  en  1865,  época  en  que  un 
cuerpo  de  ejército  francés  ocupaba  el  territorio  romano.  Un 
sargento,  después  de  haber  cometido  un  robo  y una  falsedad 
en  escritura  pública,  desertó,  refugiándose  en  territorio  italia- 
no. El  Gobierno  francés  solicitó  la  extradición  de  este  in- 

«> 

divíduo,  que  fué  concedida  y motivada  en  la  forma  siguiente: 
«Aunque  respecto  al  sargento  S...  no  hay  procedimientcp  co- 
menzado en  Francia,  se  encuentra  acusado  por  la  Autoridad 
competente  y según  las  leyes  de  su  país,  precisamente  como 
si  esta  acusación  se  hubiera  planteado  en  territorio  francés.  En 
efecto,  contra  él  se  ha  producido  un  mandato  de  detención  por 
el  oficial  del  Consejo  de  guerra  del  ejército  imperial  de  ocupa- 
ción en  Boma,  co-nsejo  cuyos  jueces  están  sometidos  á la  apre- 
ciación del  Tribunal  de  casación  francés  como  todos  los  demás 
Consejos  y Tribunales  del  Imperio,  Por  esta  causa  no  podrá 
rehusarse  la  extradición  de  S...  sin  otro  fundamento  que  si 
el  documento  del  cual  resulta  la  inculpación  que  se  le  atri- 
buye, no  ha  sido  redactado  materialmente  en  territorio  de 
Francia  (2). 

XXXI.  En  cuanto  á los  delitos  cometidos  en  los  países  ex- 


(1)  Véase  Arlia;  Los  pactos  de  exíradiciofí,  p . ‘¿81 . 

(2)  Véase  el  tratado  de  6 de  Octubre  de  182.Ó  en  la  colección  titulada  Tratadas 
públicos  de  la  Real  Casa  de  Sabaya,  t.  4‘,  p.  555,  y los  tratados  de  24  de  Setiembre  de 
1862,  25  de  Agosto  y 26  d«  Octubre  de  18!>8  en  la  Colección  titulada  RaecoUadei  Tr<il~ 
íati  del  Reyito  d’Ilalia. 
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tranjeros,  en  ({ne  los  Cónsules  en  virtud  de  las  capitulaciones 
tienen  jurisdicción  en  materia  penal,  hay  que  referirse  á esas 
mismas  capitulaciones  v á la  costumbre  para  saber  cómo  debe 
ejercerse  la  represión  de  tales  delitos. 

XXXII.  Nosotros  descartamos  toda  discusión  acerca  de  las 
causas  que  han  motivado  un  estado  de  cosas  tan  excepcional. 
Nos  contentaremos  con  hacer  constar  que  nuestros  Cónsules 
están  autorizados  para  detener,  juzgar  j castigar  á los  italia- 
nos, que  cometan  delitos  en  Turquía,  en  los  países  de  Africa  y 
de  Levante  sometidos  á Turquía,  en  Marruecos,  en  Persia,  en 
el  Japón,  en  la  China  y en  el  reino  de  Siam  (1).  Desde  luógo 
si  un  criminal  originario  de  otro  paí.s  fuese  á refugiarse  en  este- 
Estado,  no  sería  necesario  pedir  su  extradición  por  la  vía  di- 
plomática. La  Autoridad  judicial  ]:!odria  contentarse  con  diri- 
girse á nuestro  Gobierno  y solicitar  que  en  virtud  de  la  orden 
dé  arresto  ó de  la  sentencia  condenatoria,  el  reo  sea ‘detenido 
por  el  Cónsul,  y además,  en  caso  de  urgencia,  los  procuradores 
generales  y los  procuradores  del  Rey  podrán  dirigirse  directa- 
mente á nuestros  Cónsules,  á excepción  de  los  Principados  Da- 
nubianos, ó invitarles  á proceder  á la  detención  del  individuo 
que  les  pertenece,  siempre  que  se  trate  de  un  delito  de  derecho 
común  y no  de  un  delito  político  ó simplemente  militar.  En 
todos  los  casos  estos  Magistrados  deberán  avisar  al  Ministro 
de  Justicia  en  la  inteligencia  de  que  al  proceder  al  arresto  el 
Consol  deberán  conformarse  con  las  costumbres,  y dirigirse  á 
las  Autoridades  locales,  si  no  tiene  autorización  especial  para 
llevar  á su  servicio  fuerza  armada  (2).  Harómos  observar  por 
último,  que  si  un  italiano  justiciable  por  nuestros  Tribunales 
consulares  se  refugiase  en  el  territorio  de  una  nación  distinta, 
nuestro  Gobierno  podrá  válidamente  solicitar  su  extradición. 


(1)  Los  distritos  en  que  los  Cónsules  italianos  tienen  jurisdicción  en  materia 

penal  sobre  los  nacionales  son  los  siguientes:  En  China  Cantón.  Shandgai.  Tien-Tsm(,: 
Jmn,  rolíohama,  IModad;  Manuecos,  Tánger-,  Persia,  Kesckl;  Reino  de  Siam  Bangkok, 
Turquía,  Constaotinopla.  la  C>8,níié,Janma-Sculari  (Albania),  Boíís/í,7io?icfc  (Bulgaria), 
Saítóííjcrt  (Rumelia),  (Bosnial,  Alep-Beirouth-Damas  (Siria),  ^erusalcni,  Larnaoa 

^bipreVSmt/rnfl(Anatolia),  Trebisonda,  Trípoli  {Berheria.},  Egipto  Alejandría,  y el  Cairo 
lunez,  Túnez,  Runiania,  Buckarest,  Galatz,  Servia,  Belgrado. 

(2)  Ganara, Programma,  § 150. 
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Esta  medida  tendrá  por  objeto  la  entrega  del  reo  en  manos  dol 
Magistrado  competente  para  juzgarlo,  y así  se  ha  practicado 
respecto  de  Austria  en  1875.  El  Gobierno  italiano  concedió  á 
este  país  la  extradición  de  un  tal  Nicolás  Cusma,  súbdito  aus- 
triaco,  que  se  habia  hecho  culpable  de  los  delitos  de  estafa  y 
abuso  de  confianza  en  Alejandría  de  Egipto. 

XXXIII.  En  cuanto  á los  delitos  comenzados  en  un  país  y 
'Consumados  en  otro,  el  derecho  de  someter  á su  autor  á las 
leyes  penales  de  uno  ú otro  Estado,  y la  competencia  del  Ma- 
gistrado en  los  casos  en  que  no  sean  aplicables  los  principios, 
que  afirmaremos  en  el  capítulo  próximo,  deberá  estar  determi- 
nada según  las  reglas  siguientes:  como  la  ley  penal  tiene  por 
principal  objeto  la  defensa  jurídica,  la  represión  penal  perte- 
nece al  Estado  sobre  el  territorio  en  el  cual  la  ley  ha  sido  vio- 
lada. En  el  caso  de  un  delito  comenzado  en  un  territorio  y 
consumado  en  otro,  el  derecho  de  represión  y la  jurisdiccioii 
penal  pueden  pertenecer  á cada  uno  de  los  Pistados  en  el  terri- 
torio de  los  cuales  haya  tenido  lugar  uno  de  los  actos  consti- 
tutivos del  delito,  siempre  que  este  acto  sea  por  sí  mismo  ca- 
paz de  una  represión  penal.  Para  resolver  en  la  práctica  esta 
cuestión  es  necesario  distinguir  entre  los  diversos  elementos 
del  delito  y tomar  en  consideración  la  ley  penal  en  vigor  en  el 
territorio  en  que  cada  uno  de  dichos  actos  constitutivos  del 
delito  se  ha  producido.  Se  pueden  en  efecto  distinguir  en  un 
hecho  delictuoso  los  actos  preparatorios,  los  actos  de  ejecución 
y los  actos -de  perpetración.  En  la  hipótesis  de  que  estos  actos 
hayan  pasado  sucesivamente  en  territorios  distintos,  el  dere- 
cho de  represión  penal  y la  jurisdicción  dependen  completa- 
mente de  la  cuestión  de  saber  si  se  puede  ó no  se  puede  atri- 
buir á estos  actos  el  carácter  jurídico  de  delitos.  Ahora  bien; 
como  ensena  exactamente  Carrara  (1),  «la  esencia  del  delito 
propiamente  dicho  consiste  en  la  violación  de  un  derecho  pro- 
.tegido  por  la  ley,>>  y desde  luégo  es  claro  que  el  hecho  come- 


(1)  Llamamos  verdadera  ejecución  á ia  del  delito,  y no  á la  del  proyecto  crimi- 
nal. Desde  luego  r. o se  puede  considerar  como  verdadera  ejecución  el  hecho  de 
cargar  el  arma  con  intención  de  matar,  sino  únicamente  como  ejecución  del  pro- 
yecto criminal  y como  acto  preparatorio. 
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tido  en  un  país  dado,  no  puede,  aunque  se  refiera  ai  hecho  de- 
lictuoso, servir  para  legitimar  el  derecho  represivo  sino  en  el 
caso  en  que  constituya  una  infracción  de  las  leyes  vigentes  en 

aquel  país. 

• XXXIV.  Una  vez  admitida  esta  regla  como  doctrina  cierta, 
que  puede  servirnos  para  determinar  cuándo  comienza  á nacer 
el  derecho  de  represión  y de  jurisdicción  penales,  es  claro  que 
cuando  el  agente  del  delito  ejecute  en  un  país  dado  los  actos 
preparatorios  de  este  delito,  esto  no  bastará  para  hacer  compe*^ 
tentes  á los  Tribunales  íle  aquel  país,  porque  el  acto  prepara- 
torio no  constituye  por  sí  solo  la  entidad  jurídica,  que  se  llama 
delito  por  una  razón  doble:  T Porque  no  es  suficiente  para  de- 
mostrar siempre  la  ifitencion  de  ejecutar  el  delito;  y 2“  Porque 
áun  supuesta  tal  intenciou  manifestada,  bien  confidencialmen- 
te, bien  por  acuerdos  ó excitaciones,  no  siendo  el  acto  prepara- 
torio un  comienzo  de  ejecución,  no  realiza  la  concepción  jurí- 
dica del  delito  y no  tiene  en  efecto  por  resultado  la  violación  de 
un  derecho  protegido  por  la  ley.  Cuando  por  el  contrario  el  acto 
ejecutado  en  un  país  cualquiera  es  de  tal  naturaleza,  que  con- 
duce irrevocablemente  á la  perpetración  del  delito , y se  ha 
ejecutado  por  el  agente  con  plena  voluntad,  el  derecho  de  re- 
presión penal  pertenece  al  Estado  en  cuyo  territorio  el  acto  ha 
tenido  lugar,  áun  eri  el  caso  en  que  el  delito  debiera  cometer- 
se en  un  territorio  sometido  á otro  Soberano,  La  razón  de  ella 
es  que  la  verdadera  ejecución  (1),  que  comienza  cuando  co- 
mienza la  realización  del  acto  irrevocablemente  contrario  á la 
ley  que  protege  el  derecho  violado,  es  en  sí  misma  un  delito. 

XXXV.  Es  evidente  que  cuando  los  actos  de  perpetración 
deben  tener  lugar  en  otro  territorio,  el  derecho  de  represión 
penal  pertenece  con  mayor  razón  á la  soberanía  del  país,  en 
que  el  delito  debía  ser  y ha  sido  consumado. 

Es  igualmente  claro  que  así  como  los  actos  de  ejecución 
cumplidos  por  el  agente  del  delito  con  una  voluntad  explícita^ 
los  actos  de  perpetración  que  hacen  completa  la  violación  del 
derecho  atacado,  responden  á la  concepción  jurídica  del  do'ito. 


U)  Cai'rara,  Programtna,  § 3C8, 
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y SOR  por  su  naturaleza  indivisibles.  Desde  luégo  la  represión 
penal  y la  competencia  relativas  al  hecho  criminal  entero  per- 
tenecen á una  ú otra  de  las  dos  soberanías,  seg>un  que  una  h 
otra  tenga  en  su  poder  al  criminal. 

Por  lo  demás,  en  los  casos  restantes  el  derecho  de  la  sobe- 
ranía del  lugar  en  que  el  delito  ha  sido  consumado,  debe  pre- 
valecer  siempre. 


CAPITULO  II. 


Del  derecho  de  reprimir  los  delitos  cometidos  fuera  del  territorio 

del  Estado  . - ' 


XXXVr.  Principios  adraitidospor  los  jurisconsultos  romanos.— XXXVII.  I.a  verda* 
dera  controversia  sobre  esta  materia  ha  surg’ido  en  la  Edad  Media.  — XXXVIII . 
Opiniones  de  algunos  escritores  ingleses.- X XXIX-  Verdadero  objeto  de  la  con- 
troversia.—XL.  Influencia  de  la  doctrinafundamental  en  el  derecho  do  castigar. 
— XLI.  La  acción  que  deriva  de  lá  ley  penal  es  territorial  pero  no  es  siempre  el 
mismo  el  imperio  de  dicha  ley.— XLIL  E,!emplos.  — XLIII.  Para  que  un  hecho 
sea  objeto  de  represión  no  es  absolutamente  necesario  que  haya  tenido  lugar  en 
el  territorio  del  Estado.— XLl  V.  Doctrina  de  la  ex-territorialidad  absoluta  del  de- 
recho penal.— XLV.  Ha  sido  proclamada  en  Francia-— XLVT,  Encuentra  partida- 
rios en  Italia.— XliVn.  Todos  los  Estados  deberían  estar  solidariamente  intere- 
sados en  la  represión  délos  delitos. — XI. Vííl.  No  parece  admisible  que  cada  Es- 
tado pueda  atribuir  á sus  Tribunales  la  jurisdicción  necesaria  para  conocer  de  los 
delitos  cometidos  en  el  extranjero.— XIJX.  Principales  inconvenientes  de  la  teo- 
ría de  la  ex-territorialidad  absoluta.— L.  El  principio  cuya  violación  sería  repri- 
mida ¿existe  realmente?— LI.  Los  legisladores  no  están  de  acuerdo  parala  deter- 
minación de  los  caracteres  constitutivos  délos  delitos. —LU.  Las  leyes  penales  de 
■losdiversos  Estados  deben  ser  diferentes. — Lili.  Poco  importa  por  lo  demás  que 
en  los  términos  de  varios  Códigos  se  declare  punible  el  mismo  delito,— LíV.  Difi- 
cultadde  precisar  cuáles  son  los  delitos  contra  laley  natural.— LV.  Xo  se  puede 
•condenar  á un  individuo  aplicándole  una  ley  que  no  ha  sido  violada.— I. VI.  Se 
vendrían  á confundir  el  derecho  y la  moral.  — LX''I[.  Examen  critico  de  otros  ar- 
■gumentos.— LVHI.  Conclusión —I. IX.  Las  consideraciones  de  oportunidad  no 
podrán  servir  para  autorizar  lo  contrario.— LX.  Nuestra  teoría  no  tiene.por  con- 
secuencia legitimar  la  impunidad  del  culpable.— LXl.  Autores  que  consideran  la 
ley  penal  como  una  ley  personal'.-bXn,  Critica  de  esta  doctrina.— LXIII.  Otros 
argumentos  en  su  favor.— LX IV.  Critica  de  estos  argumentos,— LXV.  Otras  ra- 
zones y nuevas  observaciones. — LX  VI.  Conclusión. — LX  VII.  Condición  á la  cual 
■ciertos  autores  querrían  subordinar  el  derecho  de  perseguir  en  el  lugar  del  delito 
al  nacional  que  ha  cometido  este  deiito  en  el  extranjero.— LXVHI.  Exáraen  cri- 
tico de  otra  condición  que  Umita  el  derecho  de  persecución —LXIX.  De  la  nece- 
sidad de  una  querella  previa.— LXX. En  casi  todas  las  legislaciones  se  ha  consa- 
grado la  regla  de  que  el  nacional  que  ha  cometido  un  delito  en  el  cxti  anjero  puede 
ser  perseguido  cu  su  pais:  esta  regla  está  principalmente  formulada  en  el  Gó- 
4igo  sardo  de  1859.  — LXXI  Doctrina  francesa.  — LXXII,  Nuestra  Opinión. — 
LXXIIL  Observaciones  relativas  á los  náufragos.  LXXIV.  Concordancia  délas 
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diversas  le 'Tislaciones.  - LXXV.  Nuestra  opinión  respecto  á la  represión  de  los 
delitos  cometidos  en  el  extranjero. -LXXVI.  Regla  general.-LXXVII.  Primer 
caso  de  extra  territorialidad.  -LXXVIII.  Segundo  caso  de  extra  territorialidad- 
— LXXIX.  Tercer  caso:  jurisdicción  especial  á que  debe  someterse  el  nacional  que 
ha  cometido  un  delito  en  el  extranjero.-^LXXX.  Estas  fórmulas  no  son  aplica- 
bies  á los  extranjeros— LXXXI.  No  se  deberla  perseguir  entre  nosotros,  ha- 
ciendo aplicación  de  nuestras  leyes,  al  individuo  que  hubiera  cometido  en  el 
extranjero  un  delito  en  contra  de  uno  de  nuestros  nacionales.  LXXXII.  Cuarto 
caso  de  exterritorialidad, — LXXXlIi.  Quinto  caso  de  exterritorialidad.  LXXXTV. 
Es  muy  importante  en  nuestro  sistema  que  la  institución  déla  extradición  se 
halle  completamente  reorganizada. 


. XXXVI.  La  cuestión  de  saber  si  la  ley  penal  de  un  Estado 
debe  (5  no  tener  por  objeto  la  represión  de  los  crímenes  y de- 
litos cometidos  fuera  del  territorio,  ha  sido  claramente  plan- 
teada en  la  época  moderna,  y resuelta  de  maneras  diversas  en 
las  legislaciones  positivas.  Antes  que  la  civilización  y el  co- 
mercio hubiesen  tenido  por  efecto  establecer  las  relaciones  de 
los  diversos  pueblos  y sustituir  á los  sentimientos  de  egoismo 
y de  aislamiento  los  de  solidaridad  y de  comunidad  era  natu- 
ral que  cada  Estado  permaneciese  indiferente  á lo  que  ocurría 
en  el  extranjero,  y especialmente  á los  delitos  que  en  él  se  co- 
metían. ‘ 

Los  jurisconsultos  romanos  desfloraron  apenas  la  cuestión^ 
de  modo  que  los  principios  que  en  este  respecto  nos  han  tras- 
mitido, tienen  una  importancia  secundaria.  Los  glosadores 
no  discurrieron  uno  para  establecer  que  los  textos  del  Dere- 
cho romano,  debían  servir  para  determinar  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  del  Estado  respecto  á los  hechos  que  tienen 
lugar  en  territorio  extranjero.  Pretendían  los  unos  que  debe 
considerarse  como  exclusivamente  competente  el  Juez  del 
lugar  del  delito  apoyándose  en  esta  respuesta  de  Papiniant): 
Alteriiis  fromncix  reiis  apud  eos  acceso, tur  et  damnatur  apiid 
quos  crimen  contractum  ostenditur  (1).  Los  otros,  por  el  con- 
trario, entendieron  que  debía  considerarse  como  competente  el 
Juez  del  lugar  en  que  el  reo  había  sido  detenido,  invocando  la 
regla  dada  por  los  emperadores  Severo  y Antonino:  Qucestiones 
eorum  criminum^  qu(B  legtbuSy  OMt  extraordinem  exercentur  uM 


accumti;  véase  también  1.  vu,  big..  lib.  i; 
t.t.  IV,  Be  r.rm;  1.  xiv.  Cód.,  lib.  ,x,  tít.  n,  «rf  leg.  Mi  de  aduUer. . ! 
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com'íMssa  vel  incoUta  suThty  mi  uH  repeflwntur  qui  reí  tsse  fer- 
Mhe%tur  (1).  t*ero  estos  dos  textos  no  son  decisivos,  y no  tienen 
por  objeto  regular  los  conflictos  de  jurisdicción  entre  los  Tri- 
bunales de  Estados  diferentes  sino  entre  los  Tribunales  de  di- 
ferentes provincias  del  imperio  (2).  La  cuestión  de  que  ahora 
se  trata,  es  completamente  distinta. 

XXXVII.  La  lucha  entre  las  diferentes  escuelas  se  produce 
en  la  Edad  Media  y se  perpetua  hasta  nuestra  época  y existe 
todavía  hoy.  Esta  discusión  ha  sido  y es  siempre  importante 
en  razón  del  niímero  y de  la  autoridad  de*los  jurisconsulto^ 
que  divide. 

Algunos  han  sostenido  que  la  ley  penal  es  territorial  (3), 
pues  que  está  hecha  para  proveer  á la  defensa  y á la  conser- 
vación del  Estado,  y han  deducido  de  aquí  que  ningún  Estado 
está  interesada  en  hacer  juzgar  por  sus  propios  Tribunales  los 
delitos  cometidos  en  el  extranjero,  ó en  poner  en  ejecución  las 
sentencias  pronunciadas  por  los  Jueces  del  lugar  del  delito. 
Esta  teoría  es  consecuencia  de  aquella  otra  del  aislamiento  de 
los  Estados,  y de  la  doctrina  en  la  cual  se  dá  como  única  base 
del  Derecho  penal  el  principio  de  utilidad.  Ha  recibido  su  más 
extensa  aplicación  en  Inglaterra  (4). 


(1)  L.  11,  Gód.,  lib.  m,  tít.  xv,  ubi  de  crimine  mji  oporleaf. 

(2)  Compar.  Voet  V.,  De  siaínt.,  § li,  G.  I.  n".  6“,  p.  29”,  que  dice  asi;  «Jure  ta- 
•raen  civili  nefandum,  remissionibus  locum  fuisse  de  necessitate,  ut  reus  ad  iocum 
ubi delinquit,  sic  pettíute  jure,  fuerit  mittendug  quod  omnes  judices  uní  subbis- 
«ent  imperatori. » 

<3)  Gompar.  Abeg'g':  Del  castigo  de  los  crímenes  y delitos  cometidos  en  el  extranjero, 
^ 28,  35,  36,  núm.  l^.^Gosman:  De  djelicUs  extra  ícrriíorium  commissis:  mím.  4",  § 2"  y 
3“.— Weus:  De  delictis  exira  lerritoria,  n,  § 1”  y 5”. — Story;  Conflicl  oflaws,%  620  y 22. 
—Como  partidarios  de  la  misma  doctrin*  debemos  cousiderar  á Boidard,  Rossi,  De 
Broglie,  Guizot  y De  Remusat,  que  combatieron  enérgicamente  en  Francia  el  pro- 
yecto de  reforma  propuesto  en  sentido  contrario  en  1843. — Kluber;  Del  derecho  de 
(¡entes,  § 63,  admite  en  principio  el  sistema  de  la  competencia  territorial,  pero  como 
excepción,  es  partidario  de  las  persecuciones  i>or  un  delito  cometido  en  el  extran- 
jero, cuando  son  provocadas  por  el  Estado  en  cuyo  territorio  se  ha  cometido  el  de- 
lito, ó cuando  son  autorizadas  por  una  ley  especial  del  país  en  que  han  tenido  I u- 
gar.— Mittermaier,en  sus  notas  sobre  Feuerbach,  Mítnual  del  derecho  penal  común  vi- 
gente en  Alemania,  § 31,  admite  en  principio  ladoctrina  de  la  competencia  territo- 
rial, pero  hace  excepción  del  caso  en  que  exista  una  ley,  permitiendo  las  persecu- 
ciones .—Véase  Vatel  y Pradier-li'odéré:  herecho  de  gentes,  lib.  i,  cap.  xix,  § 232,  33. 

(4)  Gompar.  Story:  Confie/ o/ iatíís,  § 620.— i'hillimore;  In'ernot tonal  law,  vol.  iv. 
§ tn.3.— Wharton:  Conflict  of  lotes,  cap.  jx. 
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XXXVIII.  El  Chef  de  la  justicia  Lord  Gray  ha  dicho  r[ue 
los  crihienes  por  su  naturaleza  son  locales  y que  la  jurisdicción, 
competente  para  juzg'arlos  es  la  territorial  (1).  I^ord  Broug’ham 
lleg-a  á la  m'isma  conclusión,  y según  él  la  jurisdicción  crimi- 
nal es  territorial,  no  solo  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  sino 
también  por  el  objeto  de  la  jurisdicción  (2).  En  Francia  se  ha 
defendido  la  misma  doctrina  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  la 
sesión  de  17  fructidor  del  año  12  por  Treilhard  y Berenger. 

XXXIX.  No  puede  existir  controYersia  alguna  seria  res- 
pecto á la  Autoridad  territorial  de  la  ley  y de  la  jurisdicción 
penal,  si  quiere  decirse  empleando  esta  palabra  que  la  ley 
ejerce  un  imperio  absoluto  sobre  todos  los  hombres  que  residen 
en  el  territorio  del  Estado,  sean  nacionales  ó extranjeros,  y 
esto  sin  tener  en  cuenta  la  calidad  de  las  personas  (3),  y que 


(1)  En  la  causa  Rafael  y Verelst:  u,  W.  Black.  R.,  1058. 

(2)  En  la  causa  Warrenrier. 

(3)  El  principio  de  la  igualdad  jurídica  de  que  se  deriva  la  impersonalidad  de  la 
ley  penal  y la  sujeción  do  todas  las  personas  sin  excepción  á esta  ley,  olvidando 
sucondicionsocial.no  fue  reconocida  en  el  pasado  como  en  la  época  presento. 
Entre  los  romanos,  la  triple  condición  de  cives,  de  peregrino  y de  esclavo  sustitu- 
ye al  principio  de  la  igualdad  ante  la  ley. 

En  la  Edad  Media,  las  inmunidades  personales  produjeron  el  mismo  efecto  por 
, los  privilegios  de  ciertas  clases,  y por  la  regla  de  que  cada  uno  debia  ser  juzgado 
por  sus  iguales.  En  nuestra  época  se  han  visto  desaparecer  las  desigualdades,  las 
inmunidades,  los  privilegios,  las  exenciones  de  la  ley  {)enal,  y por  consecuencia  de 
la  ab&licion  del  fuero  eclesiástico  aplicar  (3l  derecho  secular  al  clero.  Sin  embargo, 
existen  aún  ciertas  e.xcepciones,  algunas  délas  cuales  no  pueden  justificarse.  Tai 
es  la  inmunidad  de  que  gozan  los  embajadores  Si  por  unayarte  no  es  contrario 
á los  verdaderos  j)rincipios  admiiir  en  favor  de  los  embajadores  la  inviolabilidad 
personal  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  de  otra  parte.  Ja  exageración  en  que 
ciertos  autores  han  caido,  cuando  para  hacer  del  Ministro  extranjero,  indepen- 
diente de  las  leyes  civiles,  hart  imaginado  ia  ficción  jurídica  de  la  exterritorialidad, 
no  es  justificable.  Querer  en  efecto  consicierar  como  habitante  del  territorio  de.su 
país  á un  hombre  que  vive  en  medio  de  nosotros,  no  es  más  racional  que  considerar 
como  muerto  aun  vivo  por  medio  de  la  ficción  de  la  muerte  civil.  Además,  como 
sí  esto  no  fuese  bastante,  ciertos  autores  han  querido  extender  la  ficción  de  la  ex- 
territorialidad misma  á la  casa  del  Ministro  y áun  á los  crímenes  cometidos  en  esta 
morada.  Sin  embargo,  ya  es  tiempo  de  ver  desaparecer  ciertas  ficciones  contrarias 
á la  realidad,  y que  llegan  á ser  fuente  de  muy  graves  dificultades. —Compar.  Tre- 
hntien:  Derecho  criminal,  t.  n,  p.  122.-Riiibeiro-Ferreira.- ilerecAo  de  gentes,  §50.- 
Haus;  Derecho  criminal,  núin,  183.— Mangin,  Acción-pública,  t.  ii,  núm;  82.  — P'’austin- 
Tratado  de  la  instrucc-ion  crimiml,  t.  ii,  § 124  ~C,-a\v  r.  Derecho  internacional, 
§ 523  y siguiente.s.  L’radier  Fodéré;  sobre  Wattei,lib.  iv,  cap.  xx. — l'essina,  Dere- 
cho penal, t.  I,  p,  107,— Casación  francesa,  13  de  Octubre  de  l835(]Sikits'cUenkoff)  Ra- 
íais, 1863,  p.  57.  ^ 
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el  Juez  local  tieue  el  derecho  de  perseguir  y áun  de  juzgar  por 
contumacia  á los  individuos  que  en  el  territorio  sometido  á su 
jurisdicción  han  llevado  á cabo  un-  acto  contrario  á las  leyes. 
Seria  sostener  una  verdadera  paradoja  poner  en  duda  seme- 
jante verdad.  El  objeto  evidente  de  la  controversia,  es  saber  si 
la  ley  que  tiene  por  objeto  reprimir  ciertos  hechos  es  aplicable 
aunque  se  hayan  ejecutado  en  el  extranjero,  y si  el  Juez  á 
quien  pertenece  la  jurisdicción  puede  juzgar  en  su  propio  país 
las  infracciones  contra  la  ley  que  se  han  producido  en  otra 
parte. 

XL.  Si  la  utilidad  fuese  la  única  base  de  la  justicia  re- 
presiva, el  interés  de  la  represión  podría  entenderse  en  un 
sentido  completamente  falso  (1).  Se  podría  decir,  en  efecto, 
que  no  importa  en  manera  alguna  al  Estado  que  el  ladrón  que 
se  ha  apropiado  la  fortuna  de  otro  en  país  extranjero  veng'a  á 
gozar  enmedio  de  nosotros  el  fruto  de  sus  rapiñas,  que  será 
indiferente  que  el  extranjero  que  venga  á establecerse  entre 
nosotros,  haya  sido  un  homicida  ó un  banquero  quebrado.  Por 
el  contrario,  si,  como  creemos  nosotros,  debe  considerarse  al 
derecho  penal  como  teniendo  lo  mismo  que  el  poder  de  formu- 
lar la  ley  y de  emplear  la  fuerza,  otro  fin  y otro  fundamento 
si  el  poder  social  está  investido  de  la  facultad  de  prohibir  cier- 
tos actos  porque  tiene  el  derecho  de  velar  por  su  propia  con- 
servación y proteger  la  libertad  de  las  personas  y su  seguri- 
dad no  podria  aprobarse  la  opinión  de  nuestros  adversarios  y 
admitir  que  la  jurisdicción  sea  territorial  con  el  mismo  título 
que  lo  es  la  ley,  porque  existen,  en  efecto,  casos  en  los  cuales 
se  pueden  reprimir  los  actos-delictuosos  cometidos  en  territo- 


Q)  Los  partidarios  de  la  doctrina  de  ílelvetius  y de  Epicuro,  reproducida  por 
Beatham  en  materia  de  derecho  penal,  han  sostenido  que  el  derecho  de  castigar 
era  legitimo  en  el  solo  caso  de  que  resultase  alguna  utilidad  para  los  intereses  so- 
ciales. Según  ellos, la  libertad  individual  podria  verse  limitada  aún  por  medidas 
coercitivas,  siempre  que  por  un  exacto  cálculo  resultase  de  ello  cualquier  ventaja, 
pero  no  apercibieron  que  dostruian  la  base  del  derecho  penal.  La  utilidad,  sea  in- 
dividual, sea  social,  es  un  hecho,  y en  la  ausencia  de  regdas  ciertas  para  deter- 
minar en  qué  casos  las  trabas  puestas  á la  libertad  podrían  tener  por  efecto  alguna 
utilidad,  no  se  llegaría  á fundar  la  teoría  de  derecho  penal.  Lo  que  es  conforme  al 
derecho  es  útil;  pero  la  utilidad  no  puede  servir  de  principio  al  derecho.  — Com- 
pav.  Mancini;  Leltere  al  Ms-miani  interno  aüe  oriffini  deldiritto  di  puniré. 
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rio  extranjero  é invocar  el  derecho  de  perseguir  á su  autor. 

XLI.  Desde  luégo  se  puede  sostener  con  razón  que  la  pe- 
nalidad es  territorial  en  este  seutido  y que  no  podria  aplicarse 
fuera  del  territorio  del  Estado  soberano  en  que  ha  sido  pro- 
nunciada. Pero  la  penalidad  que  es  efecto  de  la  ley  penal,  no 
debería  confundirse  con  la  autoridad  de  la  ley  penal,  del  mis- 
mo modo  que  no  podria  confundirse  el  efecto  de  la  ley  civil 
con  su  autoridad.  La  acción  que  deriva  de  la  ley  penal,  es  ter- 
ritorial en  razón  de  la  imposibilidad  en  que  se  está  de  herir  al 
autor  del  delito  én  tanto  que  habite  en  el  extranjero,  pero  no 
puede  deducirse  de  esto  que  debe  siempre  acontecer  lo  mismo 
con  el  imperio  de  la  ley  y ei  poder  de  juzgar  al  prevenido.  Es 
muy  cierto,  por  el  contrario,  que  si  un  delito,  aunque  se  haya 
cometido  fuera  del  país  sea  por  un  ciudadano  ó extranjero 
atenta  al  derecho  social  ó privado  que  el  Estado  ampara,  es 
conforme  á los  principios  generales  de  derecho  aplicar  la  ley 
que  asegura  su  protección,  y atribuir  la  jurisdicción  á los  Tri- 
bunales del  Estado  ofendido. 

XLII.  Todos  los  autores  están  de  acuerdo  para  decidir  que 
en  el  caso  en  que,  ya  un  extranjero,  ya  un  ciudadano,  hu- 
biese cometido  en  país  extranjero  un  delito  contra  la  segu- 
ridad del  Estado  6 contra  el  crédito  público  ffede  ]^úbilica)^ 
falsificando’,  por  ejemplo,  las  monedas  que  tienen  curso  legal 
en  el  Estado,  ó los  sellos  del  mismo,  los  títulos  de  la  deuda 
pública,  ó los  billetes  equivalentes  á la  moneda,  los  Tribuna- 
les del  Estado  que  directamente  ha  sido  atacado  en  su  existen- 
cia 6 en  su  crédito,  podrán  sentenciar.  En  esta  hipótesis  es 
fácil  Justificar  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  del  país  ofen- 
dido, en  razón  á que  el  Estado  en  cuyo  perjuicio  se  han  come- 
tido dichos  actos,  está  principalmente  interesado  en  reprimir- 
los. Pero  pueden  ocurrir  actos  en  los  diales  el  interés  que  ten- 
ga el  Estado  de  perseguir  al  prevenido,  descansa  sobre  el  de- 
ber que  tiene  de  amparar  los  derechos  de  las  personas,  á quie- 
nes debe  protección,  ó sobre  la  necesidad  social  de  impedir  el 
escándalo  y el  mal  ejemplo  que  serian  consecuencia  de  la 
impunidad  del  delito.  En-  semejantes  casos,  la  jurisdicción, 
para  entender  de  los  hechos  cometidos  fuera  del  territo- 
rio, podria  justificarse  con  ayuda  de  los  mismos  principios 
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que  sirven  de  base  á la  jurisdicción  respecto  de  los  hechos 
que  han  tenido  lug-ar  en  el  país. 

XLIII.  Las  consideraciones  que  hemos  expuesto  hasta 
aquí,  deberían  bastar  para  lleg'ar  á la  conclusión  de  que  no 
podía  admitirse  como  principio  el  de  que  la  perpetración  del 
delito  en  el  territorio  del  Estado,  sea  condición  absolutamente 
necesaria  para  hacer  reprensible  un  acto.  Por  el  contrario, 
deberla  adoptarse  la  máxima  de  que  los  Tribunales  criminales 
son  competentes  para  conocer  de  ciertos  hechos,  que  han  teni- 
do lugar  fuera  de  los  límites  de  dicho  Estado.  Ya  diremos  más 
adelante  cómo  debe  determinarse  el  caso  en  que.  esta  jurisdic- 
ción puede  ser  considerada  como  oportuna  y útil  (1)  y fijar  las 
condiciones  á que  debería  subordinarse  sn  ejercicio. 

XLIV.  Ciertos  autores  consideran  la  cuestión  de  un  modo 
muy  diferente  sosteniendo  que  cualquiera  que  sea  el  lugar  del 
delito,  la  jurisdicción  debe  atribuirse  al  Juez,  que  tiene  en  su 
poder  al  detenido.  Esta  es  la  doctrina  admitida  por  los  escri- 
tores que  consideran  el  delito  como  una  violación  de  los  prin- 
cipios de  justicia  absoluta  ó una  ofensa  á los  derechos  déla 
humanidad,  ó que  son  partidarios  de  la  idea  de  un  derecho 
penal  universal.  Jurisconsultos  de  gran  mórito  han  sostenido 
esta  doctrina  y entre  ellos  pueden  citarse  Antón ius  Mat- 
theuB  (2)  y Farinacius.  Este  último  autor  se  expresa  así.  «Nul- 
Imndebeat  habere  totiim  locmn  confuí/ iendi  sine  honiicidium  sit 
commissum  sub  eodem  sive  sub  fcenibus  dwerse  frinci'pc^  quia 
sic  de  jure  divino  statum  sit»  (3).  Entrelos  autores  modernos 
esta  Opinión  ha  sido  ardientemente  defendida  por  Pinheiro 


(1)  Es  siempre  una  cuestión  de  oportunidad  investigar  si  la  jurisdicción  extra- 
territorial debe  considerarse  como  suplementaria  y excepcional,  ó como  ordinaria; 
si  con  ocasión  de  delitos  cometidos  fuera  del  territorio,  ¿e  puede  perseguir  al  ex- 
tranjero en  rebeldía,  6 si,  por  el  contrario,  es  necesario  que  sea  juzgado  contra- 
dictoriamente. y en  ciertos  casos  se  debe  considerar  como  necesaria  la  querella  de 
la  parte  ofendida. 

(2)  Antonius-Mattheus;  ad  lib.  xi.vui,  Dig.,  tít.  xm,  c.  v,  § 

OI)  Lib.  I,  De  inquisitimie,  tít.  i,  quest.  vu,  § 19  y siguientes.  Por  lo  demás,  hay 
que  decir  que  Farinacius  es,  en  principio,  favorable  á la  extradición,  porque  escri- 
be: «Rene  cvederem  remitti  ad  locum  commissí  delicti,  qum  remissio  hodie  difñcile 
est  ut  obtinsatur;  quando  sumas  sub  diverso  principe,  sed  aliquando  etiam  con- 
ced^tur,  quando  principes  iníerse  sunt  benevoli  et  soliti  in  similibus  sibi  invicetn 
complaceré. » 
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Ferreira:  <das  leyes  penales,  dice,  no  castigan  al  culpable,  por- 
que haya  infamado  tal  ó cual  país  con  su  crimen;  sino  porque, 
con  él  ha  ofendido,  en  la  persona  de  su  víctima,  á la  humani- 
dad entera:  es  pues  punible  por  todos  los  Tribunales,  y en  to- 
das  partes  el  ministerio  público  debe  hacerlo  llevar  ante  el  po- 
der judicial  del  país  á cuyas  leyes  y Mag-istrados  ha  insultado, 
lisonjeándose  de  que  por  la  impunidad  que  unas  y otros  le 
otorgaban,  vendrian  á ser  cómplices  de  su  crimen»  (1). 

XL  V.  En  Francia  esta  doctrina  ha  sido  solemnemente  pro- 
clamada en  la.  Cámara  de  los  Pares.  «Es  cuestión  de  dignidad 
para  Francia  vengar  la  moral  universal,»  se  dijo  en  1842  ante 
la  Asamblea,  y de-  tales  palabras  se  apasionaron  los  espíritus 
como  sucede  siempre  cuando  se  apela  al  sentimiento  de  la 
honradez  en  lugar  de  hablar  á la  razón  fría  (2). 

XL  Ví.  En  Italia  los  jurisconsultos  de  mérito  son  partida- 
rios del  mismo  sistema,  y entre  ellos  puede  citarse  á Tolomei 
y ah  profesor  Currara.  Este  último  se  expresa  así:  «Si  se  hace 
remontar  el  derecho  represivo  á un  principio  universal  y ab- 
soluto preexistente  en  la  ley  eterna  dcl  orden  á toda  decisión 
humana,  entónces  el  derecho  penal  destinado  por  la  inteligen- 
cia suprema  á la  salvaguardia  del  derecho  es  una  necesidad 
humanitaria.  También  cuando  se  trata  de  verdaderos  delitos, 
es  decir,  de  violaciones  de  derechos  entregados  al  hombre  por 
la  ley  natural,  no  puede  decirse  que  no  exista  ley  cuya  san- 
ción pueda  perseguirse»  (3). 


U)  Derecho  de  gentes,  t.  n,  art.  3“  § 12,  p.  31. 

(2)  Sesiones  de  la  Cámara  de  ¡os  Pares  de  16,  17  y 18  de  Mayo  de  184.3;  Monitor  del 
17,  p.  1143;  del  18,  p.  1156;  del  19,  p.  1177. 

(3)  Programma,  § 1057.  El  ilustre  profesor  Carrara,  que  todos  veneramos 
como  el  Néstor  de  lo§  criminalistas  italianos  ha  sido  colocado  por  algunos  en  el 

, número  délos  autores  que  consideran  la  justicia  absoluta  como  fundamento  del 
derecho  de  castigar,  y sin  embargo,  él  mismo  declara  pertencer  á la  escuela  que 

reconoce  como  fundamento  de  la  justicia  represiva  la  defensa  de  la  autoridad  del 

derecho  {la  restauratione  del’  aiiloritü  dcl  dirilto),  y resume  su  sistema  en  la  fórmula  de 
la  defensa  jurídica  (/tt/e/fí  giuridica].  Así  es  como  ha  fundado  una  escuela  que  difiere 
de  las  demás  de  Italia  en  el  curso  del  movimiento  científico  del  derecho  penal  que 
ha  comentado  con  Bocearla  y que  ha  perfeccionado  la  doctrina  de  Carmignaní,  de 
quien  Carrara  se  declara  discípulo.  Garmígnani,  siguiendo  el  camino  trazado  por 
omagaosi  que  había  reconocido  como  base  del  derecho  penal,  las  necesidades  del 
ec  o e a vida  social,  ha  enseñado  que  ésta  dehe  asegurarse  por  la  penalidad- 
.pero  en  os  imites  de  lo  c^ue  es  justo.  Carrara,  con  respecto  al  fundamento  del  de- 
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XLVII.  La  teoría  de  la  exterritorialidad  absoluta  del  dere- 
cho penal  está  sin  duda  inspirada  en  sentimientos  generosos  y 
humanitarios,  y no  podría  menos  de  alabarse  á sus  partida- 
rios (1),  pero  nos  parece  que  en  el  terreno  de  la  razón  práctica 
no  se  puede  con  ayuda  de  ios  principios  sentados  por  ellos  re- 
solver el  problema  tan  difícil  y tan  discutido  de  los  límites 
exteriores  del  derecho  penal.  Admitimos  la  idea  de  que  el 
profesor  Mancini  se  ha  hecho  defensor  en  el  seno  de  la  Comi- 
sión cuando  la  discusión  del  proyecto  de  Código  italiano  (2). 
Según  él  la  perpetración  del  delito  en  el  territorio  no  deberia 
constituir  la  condición  esencial  de  la  represión  f'puníMlUáJ , de 
modo  que  haya  que  admitir  que  el  interés  que  se  tiene  en  cas- 

4 

tigar  á su  autor  es  un  interés  territorial.  En  otras  épocas  pre- 
dominaba el  egoísmo  que  hacia  á cada  Estado  indiferente  á 
todo  lo  que  se  producía  fuera  de  sus  fronteras,  pero  gTacias  á 
los  progresos  de  la  civilización  las  naciones  se  aproximaron  y 
sintieron  que  debían  considerarse  como  solidariamente  intere- 
sadas en  la  represión  de  los  delitos,  y por  consiguiente  ensan- 
charon estos  principios. 

XLVÍII.  No  podremos  tampoco  admitir  que  en  virtud  del 
principio  de  la  solidaridad  de  los  Estados  se  llegme  á recono- 
cer á los  tribunales  de  todos  los  países  la  jurisdicción  para  to- 


recho  de  castigar  (De/i/íi  eommessi  aU’estero,  Opuse.,  p.  10),  se  expresa  en.estos  tér- 
minos; «La  autoridad  social  no  existe  ni  obra  por  su  derecho  propio,  sino  que  existe 
y obra  como  un  instrumento  necesario  para  proteger  el  derecho  de  los  individuos. 
En  efecto,  dice,  la  ley  suprema  del  orden  moral  de  la  humanidad  ha  querido  el  de- 
recho individual  y su  mantenimiento,  mientras  sea  posible  sobre  la  tierra.  De 
este  modo  existe  la  sociedad,  ejerce  violencia  y dicta  penas,  á fin  de  que  la  libertad 
de  los  individuos  sea  protegida  y la  actividad  de  cada  uno  pueda  desarrollarse 
sin  dificultad  y llegar  de  una  manera  indefinida  á su  propio  perfeccionamiento,» 
En  una  palabra,  Careara  admite  que  ios  derechos  de  los  individuos  que  viven  en 
sociedad  se  derivan  de  Dios,  y que  la  justicia  que  defiende  sus  derechos  obra  como 
mandataria  de  Dios.  Por  esto  en  su  sistema  el  lugar  dei  delito  es  indiferente  en 
cuanto  á la  determinación  de  la  jurisdicción  'ponal.  Cualquiera  que  tiene  en  su  po- 
der al  criminal  puede  castigarle,  porque  toda  soberanía,  cualquiera  que  sea,  tiene 
el  deber  de  reprimir  las  infracciones  contra  la  ley  eterna  del  orden.  Respetando  la 
teoría  de  un  hombre  tan  ilustre,  debemos  decir  que  en  nuestro  sentido,  esos  prin- 
cipios pueden  servir  para  justificar  la  doctrina  de  la  exterritorialidad  absoluta, 
pero  sentimos,  como  más  arriba  explicaremos,  no  poder  admitirla. 

(1)  Gompar.  Arabia;  Diri/o  di  paaire /o  síraniero. 

(2)  Véase  el  proceso  verbal  núm.  8,  sesión  dio  12  de  Marzo^de  18>í1. 
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dos  los  delitos  en  cualquier  lugar  que  hayan  sido  cometidos,  y 
el  derecho  de  juzg’ar  al  autor  de  estos  daños  aplicándole  sus 
propias  leyes.  Tales  son  las  ideas  expuestas  por  nuestros  ad- 
versarios: «Porque,  diceBornard,  ¿no  ha  de  llegar  día  en  que  el 
crimen  no  se:i  considerado  como  atentado  contra  un  ihiembro 
de  la  nación  sino  contra  la  humanidad,  siendo  de  la  categ'oría 
de  aquellos  hechos  que  toda  sociedad  regularmente  organiza- 
da debe  castigar?  La  verdadera  libertad  sería  esta  protección 
recíproca  que  todos  los  pueblos  se  diesen  contra  los  crimina- 
les, sin  tener  que  recurrir  á tratados  de  extradición,  que  no 
deben  ser  considerados  en  el  pasado  sino  como  actos  de  tran- 
sición y como  camino  de  la  barbarie  á la  civilización  (l).»  La 
idea  del  profesor  Currara  no  es  diferente:  «Cuando  se  ha  rec- 
tificado, dice,  la  idea  de  que  el  derecho  represivo  es  un  dere- 
cho de  pura  creación  social,  y se  ha  comprendido  que  la  ley 
penal  existe  no  solamente  en  una  sociedad  aislada  para  su  pro- 
pia salvaguardia,  sino  en  todas  las  sociedades  para  proteger 
por  una  acción  solidaria  á toda  la  humanidad,  las  fronteras 
territoriales  desaparecen  (2),» 

XLIX.  En  nuestro  sentir,  uno  de  los  principales  defectos 
de  esta  doctrina,  es  en  primer  lugar  suponer,  que  para  llegar 
á este  resultado  justo  y deseable  de  que  el  malhechor  uo  ad- 
quiera un  privilegio  de  impunidad  en  pasando  la  frontera,  sea 
necesario  conceder  á todo  Estado  que  tenga  un  detenido  en  su 
poder  el  derecho  de  perseguir  la  represión  de  todos  los  delitos, 
sea  cualquiera  el  lugar  en  que  se  cometieron,  y en  segundo 
lugar  haber  admitido  que  bastaba  demostrar  que  el  culpable 
merecía  castigo  para  deducir  de  ello  que  todos  los  tribunales 
tenían  derecho  á sentenciarlo  y á hacer  aplicación  de  la  ley  de 
su  propio  país,  como  dice  Pinheiro-Ferreira,  «En^cuanto  al  cri- 
minal, dice  este  autor,  no  es  necesario  saber  lo  que  las  leyes 
del  país  en  que  el  hecho  tuvo  lugar  establecen  respecto  á di, 
porque  los  jueces  no  deben  condenar  sino  según  la  ley  de  sus 
respectivos  países  (3).»  En  lo  que  se  refiere  á la  primera  de  es- 

(] ) Revista  critica,  t xx,  p.  368. 

{2i  Programma,,  § 1058.  Gompar . Barbiani.  II  diritto  pénala  vei  suoi  ranporh  inlerna- 
ZiOiiali. 

.(•tí  Derecho  de  gentes,  § 12. 
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tas  suposiciones,  confesamos  que  no  nos  atravemos  á contestaF 
contra  la  autoridad  de  Beccaria  cuando  dice  que  «la  certidum- 
bre (de  los  malhechores)  de  no  encontrar  una  pulgada  de  tier- 
ra que  asegure  la  impunidad  á los  verdaderos  delitos,  sería  una 
manera  sumamente  eficaz  de  prevenirlos  (1);»  pero  en  nuestro 
sentido  la  verdadera  conclusión  que  se  deduce  de  este  pasaje, 
es  que  todos  los  Estados  deberían  considerarse  como  solidaria- 
mente interesados  en  impedir  que  ciertos  delitos  queden  im- 
punes, y no  que  cada  Estado  pueda  reprimirlos  por  la  aplica- 
ción de  sus  propias  leyes.  Por  lo  demás,  Beccaria  dice  también 
que  «el  lugar  de  la  pena  es  el  del  delito,  porque  allí  solamente 
y no  en  otra  parte,  los  hombres  están  obligados  á lesionar. á 
un  particular  para  prevenir  un  atentado  contra  el  orden  pú- 
blico (2).»' 

En  cuanto  á la  segunda  consideración,  haremos  observar 
([ue  podría  considerarse  como  fundada  si  se  admitiese  que  «el 
poder  social  está  llamado  á aplicar  la  ley  eterna  del  orden  para 
la  protección  jurídica  de  la  humanidad,  sin  que  la  división  de 
territorios  pueda  tener  por  efecto  poner  trabas  al  ejercicio  de 
esta  protección  (3).» 

Pero  nosotros  no  podemos  admitir  esta  doctrina.  Nos  pare- 
ce en  efecto,  que  el  poder  social  tiene  un  objeto  determinado, 
que  consiste  en  querer  el  mantenimiento  del  orden  y el  res- 
peto del  derecho,  tales  como  uno  y otro  se  entienden  en  los 
países  en  que  puede  ejercer  su  autoridad.  Para  cumplir  esta 
misión  debe  ese  poder  dictar  leyes  que  protejan  los  derechos  y 
los  intereses  de  las  personas  que  habitan  el  país,  y si  se  admi- 
tiese, con  nuestros  ilustres  contradictores,  que  las  diferentes 
autoridades  sociales  son  otros  tantos  instrumentos  de  esta  ley 
eterna  ó en  otros  términos,  que  los  principios  reguladores  de  la. 
ley  moral  deberian  tener  una  sanción  actual  y material,  y ser 
aplicados  por  la  mano  del  hombre  (4),  se  llegaría  á consi- 
derar á los  poderes  humanos  como  mandatarios  de  Dios  \ 


(1)  Del  delicti  et  dclle  pene,  § 35,  c,  5°. 

(2)  Dei  (ielicíi  et  delle  pene,  § 21 . 

(8)  Véase  el  articulo  de  Maufredini.  ArcMvio  ffiuridico,  1872,  ^ 21,  p.  166. 
(4)  Véase  el  articulo  de  Manfredini,  Archivio  giuridico,  1872,  § 21,  p.  166. 
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vejjo-Hdores  de. las  infracciones  de  la  ley  moral.  En  cuanto  á 
nosotros,  no  intentamos  discutir  que  el  órden  juHdico  descansa 
en  el  orden  moral,  pero  una  cosa  es  el  dominio  de  esta  ley,  y 
otra  el  dominio  del  derecho  positivo.  Las  cosas  del  mundo  mo- 
ral tienden  á un  resultado  diferente  de  las  cosas  humanas. 
¿Para  qué  confundirlas  unas  con  otras  y poner  al  hombre  en 
la  triste  condición  de  dar  por  fin  de  la  justicia  el  castigo  de  las 
infracciones  de  la  ley  moral  cuando  no  hay  ni  datos  ciertos 
para  apreciar  exactamente  el  mal  moral  ni  medios  suficientes 
para  proporcionarla  indemnización  bastanteí^ 

L.  Por  lo  derctás,  sería  necesario  un  principio  para  repri- 
mir su  violación,  pero  ¿donde  encontrarloy  Los  partidarios  de 
la  doctrina  que  combatimos  dicon,  que  cuando  se  trate  de  ver- 
daderos delitos,  es  decir,  de  violaciones  de  los  derechos  conce- 
didos al  hombre  por  la  ley  iiatnral,  no  podrá  pretenderse  que 
se  carece  de  principios  cuya  reparación  se  persiga  (1). 

En  efecto,  aquí  se  habría  violado  el  principio  universal  y 
absoluto  preexistente  en  la  eterna  ley  del  orden,  y al  que  dan 
una  sanción  material  las  leyek  penales. 

Pero  bien  pronto  se  echa  de  ver  que  si  los  principios  de  la 
lev  eterna  v del  orden  moral  hubiesen  sido  formulados  en  otros 

1/  e/ 

tantos  artículos  de  ley,  y si  de  todos  los  legisladores  hubiesen 


(l)  Está  fuera  de  duda  que  alg'unos  actos  criminales  no  sólo  están  prohibido? 
por  la  ley  positiva  con  el  objeto  de  evitar  males  sociales,  sino  también  por  la  ley 
natural.  Ulpiano  estableció  tal  distinción  del  siguiente  modo.  «I'rcbra  quaedam 
natura  turpia  sunt,  quaedam  civiliter  et  quasi  more  civitatis:  ut  puta  furtum, 
adulteriiim  natura  lutpe  est:  enitn  vero  tutela  dainnare  hoc  non  natura  probrum 
est,  sed  more  civitatis,  nec  enim  natura  probrum  est,  quod  polest  etiam  in  homi- 
nem  idoneum  incidere.»  L.  42,  Dig, , 1.  50,  tit- 16,  De  verborum  shjniftcat.  De  todo? 
modos  es  ní^scesario  para  que  lá.  acción  .penal  pueda  sor  reprimida;  la  existencia 
de  una  ley  escrita  que  la  prohíba  y la  pene;  que  esta  ley  bajm  sido  promulgada,  y 
que  esté  en  vigor  en  el  lugar  donde  tuvo  origen  la  acción.  Faltando  estas  condi- 
ciones,  el  causante  no  pódria  ser  juzgado  ni  condenado.  En  efecto,  cuando  en  de- 
recho positivo  se  habla  de  la  represión  de  ciertos  hechos,  ésta  no  es  posible  si  no 
existe  una  ley.  Además,  el  principio  sancionado  por  el  legislador  no  tendría  fuer- 
za ejecutiva,  si  este  no  tuviera,  como  la  ley,  autoridad  en  el  lugar  donde  se  veri- 
fico la  infiaccion.  Esto  es'asi  áun  en  el  caso  de  que  la  ley  positiva  sancione  un 
piincipio  cíe  la  natural,  porque  el  Juez  humano  no  condena  la  violación  de  la  ley 
natural,  sino  la  del  principio  de  derecho  positivo  sancionado  por  el  legislador.  El 
ju'  z debe  siempre  pronunciar  la  sentencia  y aplicar  la  pena  al  culpable,  en  virtud 
de  icy  escrita  y promulgada. 


DELITOS  COMETIDOS  EN  EL  TERKITOBIO  39 

recibido  sanción,  de  tal  suerte  que  existiera  ó pudiera  existir 
una  ley  penad  universal,  sería  fácil  afirmar  que  un  delito  co- 
metido en  Constautinopla  pudiera  reprimirse  judicialmente  por 
cualquiera  de*  los  Estados  que  sancionaran  dicha  ley  penal 
universal.  Pero  todo  esto  no  se  realiza  ni  nos  parece  reali- 
zable. 

LI.  Verdad  es,  sin  duda,  que  como  dice  Faustin  Hélie,  las 
leyes  penales  castigan  en  todas  partes  los  mismos  hechos,  por- 
que la  conciencia  humana  reprueba  ciertos  actos  en  todos  los 
países,  sin  que  el  límite  de  un  rio  ó de  una  cordillera  puedan 
hacer  cambiar  la  naturaleza  del  hecho  (1)*  Pero  esto  es  así 
porque  existen  ciertas  condiciones  necesarias  para  la  conserva- 
ción del  orden  social,  y sin  cuyo  cumplimiento  el  Estado  no 
podría  subsistir,  ni  los  individuos  sometidos  á su  autoridad 
permanecer  unidos.  Por  esta  razón  las  leyes  penales  de  todos 
los  países  declaran  punibles  actos  como  el  asesinato,  el  incen- 
dio, la  violación,  el  robo  á mano  armada  y otros  análogos  (2). 
Sin  embarg'o,  si  tales  hechos  son  para  todas  las  leg'islaciones 
igualmente  punibles,  cuando  se  trata  de  determinar  ios  carac- 


il)  Faustin  Hélie:  Traite  de  1‘inslrucl.  crimiti.,  lib.  ii,  ch.  x. 

(2)  El  deteeho  humano  no  es  una  verdad  especulativa,  sino  regla  positiva  y 
práctica  de  la  vida  del  Estado,  del  desarrollo  de  la  libertad  y actividad  de  los  in- 
dividuos que  viven  en  sociedad.  El  derecho  de  formular  estas  reglas  pertenece  á 
la  soberanía,  es  decir,  al  Poder  público  constituido,  que  por  virtud  del  mandato 
que  recibió  de  la  sociedad  misma,  da  á tales  reglas  el  carácter  propio  de  la  ley, 
desde  cuyo  instante  puede  obligar  á todos  los  ciudadanos  á que  las  respeten  y 
castigar  igualmente  á los  que  las  violaren.  No  son,  sin  embargo,  las  leyes  huma- 
nas una  creación  arbitraria.  Hay  en  ellas  un  elemento  objetivo.,  derivado  déla 
naturaleza  de  los  seres  para  quienes  son  hechas.  En  efecto,  por  varias  y suscep- 
tibles que  sean  de  cambio  las  situaciones  en  que  se  pueda  encontrar  colocado  al 
hombre,  no  pierde  jamás  su  naturaleza.  Sin  embargo,  las  leyes  humanas  son  y 
deben  ser  diferentes  á causa  de  la  variedad  de  las  condiciones  históricas  á que  el 
hombre  está  sometido,  y de  la  diversidad  de  las  relaciones  sociales.  A medida  que 
se  conoce  más  exactamente  la  naturaleza  de  los  individuos  y la  del  Estado,  lo  que 
hemos  llamado  elemento  objetivo  del  derecho  va  haciéndose  más  uniforme.  Y del 
mismo  modo,  las  leyes  de  aquellos  Estados  que  están,  por  decirlo  asi,  al  mismo 
nivel  en  la  escala  de  la  civilización,  presentan  muchas  más  analogías.  Sin  embar- 
go, jamás  se  conseguirá  la  uniformidad  absoluta,  corno  nunca  será  idéntico  el 
modo  de  ser  de  los  individuos,  miéntras  que  multitud  de  causas  físicas  y morales 
hagan  diferente  la  manera  de  ser  de  las  diversas  asociaciones  humanas,  (Véase 
la  nota  (3i  al  p.  31  de  nuestra  obra  Effectti  infeniaz-ionali  delle  sentenze  e de<ili  alii  (ma- 
teritt  civi¡e)y  p.  TO;  y Arabia,  Diriíto  di  puniré  ¡o  straniero. 
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téres  constitutivos  del  delito  y aplicarle  la  pena  que  le  corres- 
ponde, reaparecen  las  diferencias. 

LlI.  La  existencia  y necesidad  de  tales  diferencias  entre 
las  legislaciones  penales  de  los  Estados,  se  explica  fácilmente 
teniendo  en  cuenta  que  esos  principios  que  hemos  considerado 
como  universalmente  necesarios  para  la  conservación  del  <5r- 
den  social,  v que  constituyen  el  elemento  común  de  las  leyes 
penales,  se  aplican  después  de  diverso  modo  y se  modifican  por 
otros  principios  variables,  relativos  y contingentes,  que  depen- 
den de  varias  circunstancias,  como  las  costumbres,  la  civiliza- 
ción Y la  multi2fiicidad  de  elementos  históricas,  l^jstas  causas 
y circunstancias  imprimen  carácter  nacional  á todas  las  ramas 
de  la  legislación  de  nn  pueblo  (1),  así  como  prestan  un  espe- 
cial carácter  al  conjunto  de  las  diversas  instituciones  sociales. 
Esto  hace  que  ciertos  hechos  sean  castigados  por  las  leyes  de 
algunos  países  y no  por  las  de  otros,  ó que  lo  sean  con  más  ó 
menos  severidad,  y son  generalmente  declarados  punibles,  no 
en  proporción  del  mal  moral,  sino  del  social  que  ocasionan. 
Por  la  misma  razón,  las  leyes  de  un  mismo  país,  á consecuen- 
cia de  las  alteraciones  históricas  de  su  estado  social,  disminu- 
yen sucesivamente  los  grados  de  la  escala  penal,  y son  más 
severas  en  una  época  y en  otra  más  suaves  (2). 

LITI.  Para  demostrar  que  todo  Estado  tiene  el  derecho  de 
apreciar  según  sus  leyes  la  culpabilidad  de  los  actos  realizados 


(1)  I.as  diferencias  entre  las  varias  leyes  penales  son  notables,  aun  en  lo  con- 
cerniente á los  Estados  europeos.  Asi,  la  bigamia  siempre  prohibida  por  nuestras 
leyes,  no  se  castiga  en  Inglaterra  cuando  un  cónyuje  no  ha  recibido  noticias  del 
otro  en  siete  años.  En  este  caso  el  segundo  matrimonio  se  declararía  nulo.  El 
rapto  de  menores,  que  algunos  Códigos  castigan  con  la  pena  de  reclusión,  dá  tan 
sólo  lugar  en  Inglaterra,  á una  indemnización  pecuniaria.  En  el  Código  francés 
de  1810,  no  estaba  previsto  el  atentado  al  pudor,  cometido  sin. violencia  en  los  ni- 
ños. Y las  varias  leyes  que  hoy  castigan  tal  hecho,  presentan  notables  diferen- 


cias en  cuanto  á la  edad  de  la  victima.  En  Inglaterra  el  incendio  se  considera  CO' 
mo  un  delito  puramente  civil.  El  Código  penal  francés  revisado  en  1832,  tient 
mucho  en  cuenta  la  intención  del  autor  en  los  homicidios,  y distingue  á éstos  d( 
la  muerte  dada  sin  intención.  Si  examináramos  del  mismo  modo  los  Códigos  di 
os  países  más  lejanos  en  que  las  costumbres  y la  civilización  son  diferentes,  ha- 
ílanau'os  diferencias  más  numero.^as  y esenciales. 

(3)  En  el  proyecto  de  Código  penal  italiano,  actualmente  en  discusión,  se  calí 

an  como  simples  delitos  muchos  hechos  que  las  leyes  hoy  vigentes  considerar 
como  crímenes.  j j o 


r 
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en  territorio  extranjero,  ¿de  qué  sirve  hacer  notar  que  según 
dos  6 más  códigos  un  delito  cualquiera  es  igualmente  reprimi- 
mido,  cuando  en  seguida  vemos  que  sus  caractéres  esenciales 
no  son  los  mismos,  y que  no  es  susceptible  siempre  de  la  mis-? 
ma  pena?  Por  ejemplo:  de  que  todas  las  legislaciones  repriman 
el  rapto,  ¿se  deducirá  que  debemos  estimarlo  y castigarlo  se- 
gún nuestras  leyes,  cuando  los  legisladores  de  los  distintos 
países  no  están  de  acuerdo  en  la  determinación  de  los  caracté- 
res constitutivos  de  este  delito? 

LIV.  Dicen  nuestros  adversarios  que  cuando  se  trata  de 
verdaderos  delitos,  .es  decir,  de  violación  de  los  derechos  con- 
cedidos al  hombre  por  la  ley  natural,  no  podrá  decií^se  que  se 
carece  de  un  principio  cuya  infracción  puede  reprocharse  al 
culpable.  Pero  ¿están  todos  conformes  en  determinar  de  la  mis-, 
ma  manera  los  derechos  concedidos  al  hombre  por  la  ley  natu- 
ral? No  conocemos  exactamente  la  naturaleza  humana  ni  las 
leyes  qne  la  gobiernan  y derechos  que  la  pertenecen.  A medi- 
da que  el  progreso  de  la  ciencia  y de  la  civilización  nos  hacen 
comprender  mejoría  naturaleza  humana,  mejor  se  conocen  sus 
leyes  y derechos:  de  aquí  que  un  hecho  pueda  constituir  hoy 
un  delito  natural,  cuando  en  otro  tiempo  no  hubiera  podido 
ser  considerado  como  tal.  Esto  sucede^  por  ejemplo,  con  el 
abandono  de  los  niños,  que  en  su  origen,  según  el  derecho  ro- 
mano primitivo,  no  era  uii  delito,  mieuitras  que  hoy  se  castiga 
severamente,  y áun  como  homicidio  si  causó  la  muerte  del  ni- 
ño. El  infanticidio  no  está  castigado  en  China,  y el  homicidio 
á consecuencia  del  duelo  está  severamente  castigado  en  unos 
países,  mientras  que  en  otros  sólo  merece  una  leve  pena.  ■ 

LV.  Pero  áun  suponiendo  que  la  violación  de  un  derecho 
concedido  al  hombre  por  la  ley  natural  fuese  cierta  y eviden- 
te, ¿sería  esta  razón  bastante  para  investir  en  aquel  caso  á los 
tribunales  del  poder  de  juzgarla  y castig'arla?  Nos  parece  que 
el  derecho  que  pueda  tener  el  hombre  para  juzg-ar  y castigar 
á los  otros,  procede  de  la  ley  penal  (1),  y solamente  puede 


(1)  Estamos,  sin  embargo,  muy  léjos  de  admitir  que  la  nocion  del  delito  y el 
fundamento  de  la  criminalidad  se  deriven  exclusivamente  de  la  ley,  de  tal  modo 
que  el  derecho  penal  no  tenga  en  su  origen  un  principio  objetivo.  1.a  ciencia  del 


42  DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 

ejercerse  en  el  caso  de  violar  la  ley  en  virtud  de  ia  cual  se 
quiere  castigar  y juzgar.  Ahora  bien:  esto  no  podría  tener  lu- 
g’ar  en  todos  los  casos,  sino  sólo  en  acjuellos  en  que  la  le^  cu- 
ya infracción  se  reprochase^  tuviese  autoridad  y fuese  violada. 
¿Se  querrá  por  ventura  admitir  que  los  habitantes  de  un  país 
sean  súbditos  de  todas  las  soberanías;,  y que  sus  actos  estén  re- 
gados por  todos  los  códig’os?  Si  el  oficio  del  juez  en  materia  penal 
se  limita  á aplicar  la  ley;  si  el  derecho  de  condenar  se  deriva  de 
la  fuerza  obligatoria  del  principio  violado,  ¿se  podrá,  dado  el 
caso,  aplioar  una  ley  que  no  tenga  autoridad  alguna  y que  no 
haya  sido  violada? 

LYI.  Siguiendo  la  marcha  do  nuestros  adversarios,  llega- 
ría á confundirse  el  dominio  de  la  ley  social  con  el  de  la  ley 
moral , el  orden  jurídico  y el’  orden  moral,  y aun  podria  lle- 
garse á la  inquisición,  proponiéndose,  en  cuanto  fuera  posi- 
ble, el  respeto  á la  ley  eterna  (1). 

LYII.  Un  último  argumento  se  invoca  por  los  partidarios 
de  la  doctrina  que  combatimos.  Dicen  que  si,  según  la  ley,  el 
extranjero  que  viene  á vivir  entre  nosotros  debe  responder  de 
los  delitos  de  que  se  hizo  culpable  en  otro  territorio  y que  aún 
no  expió,  el  que  espontáneamente  venga  á gozar  de  nuestra 
hospitalidad,. no  podrá  sustraerse  el  imperio  de  nuestra  legis- 
lación. Y entonces  nuestro  derecho  á juzgar  y condenar  á este 
extranjero  aplicándole  nuestras  leyes,  se  derivaría  del  hecho 
de  que  él  mismo  se  hubiere  sometido  á su  autoridad. 

Este  argumento  sería  irrefutable  cuando  el  objeto  de  la 
cuestión  fuese  saber  si  dada  una  ley,  deben  los  Jueces  apli- 

i 

derecho  represivo  y laleg'islacioii  penal  tienen  por  base  la  salvaguardia -del  orden 
público  y del  orden  social,  tales  como  uno  y otro  derecho  son  entendidos  por  cada 
grupo  social  determinado,  pero  la  jurisdicción  se  deriva  de  la  ley  penal, 

(1)  La  religión  y ia  tiranía  fueron  dos  grandes  obstáculos  opuestos  al  desarro- 
llo del  derecho  penal.  El  poder  hierocrático  atribuyó  al  príncipe  el  derecho  de  vengar 
ála  divinidad  ofendida,  y el  principe  pretendió  en  seguida  defender  de  la  misma 
maneiasus  propios  intereses.  Desde  entonces,  dando  como  origen  al  derecho  pe- 
nal la  autoridad  teocrática  ó aristocrática  comenzó  á alterarse  esta  ciencia.  En 
nuestros  dias  la  ciencia  está  emancipada  de  la  autoridad  religiosa,  y á los  intere- 
ses del  príncipe  se  han  sustituido  los  de  la  sociedad;  pero  nos  expondríamos  de 
nuevo  á iguales  peligros,  si  por  medio  del  derecho  penal  se  quisiera  hacer  respe- 

ai  a ey  moral,  y vengarlas  infracciones  en  ella  cometidas.  Compar,  Mancini, 
Sloria  dellapenalilú. 
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caria  también  álos  extranjeros.  Y,  en  efecto,  ¡quién  osará  po- 
ner en  duda  que  la  principal  condición  necesaria  para  vivir 
en  un  Estado  extranjero  es  la  de  someterse  á l'ás  leyes 'que 
allí  rigen  sean  favorablés  ó desfavorables  á nuestros  intere- 
ses! (1)  Pero  lo  que  aquí  se  trata  de  saber,  es  si  una  vez  ad- 
mitido que  dentro  de  los  principios  del  derecho  penal  todos  los 
actos  contrarios  á la  ley  deben  ser  reprimidos  y que  es  útil  á 
todos  los  Estadoá  prevenir  su  impunidad,  debería  atribuirse 
con  preferencia  el  derecho  de  castigar  al  culpable,  ya  al  Juez 
del  país,  cuyas  leyes  fueron  violadas  por  la  realización >del  he- 
cho á ellas  contrario,  ya  al  del  lugar  en  que  se  encuentre  ac- 
cidentalmente el  presunto  culpable,  ya  por  último,  al  de  su 
país.  Esta  última  opinión  tiene  algunos  partidarios  y de  ella 
nos  ocuparemos  más  tarde. 

LVIIl.  En  nuestro  sentir,  se  conforma  con  todos  los  prin- 
cipios: el  de  atribuir  exclusivamente  el  castigo  á la  jurisdicción 
■del  Estado,  cuyas  leyes  fueron  violadas.  Fuera  de  esto,  no  nos 
parece  más  fundada  admitir  la  competencia  del  Juez  del  país  en 
que  se  encuentre  el  acusado,  que  la  del  Magistrado  de  supatria. 

LIX.  A las  razones  hasta  aquí  invocadas  y que  parecen 
ser  suficientes  para  sostener  nuestra  doctrina,  añadiríamos  fá- 
cilmente otras  que  tuviesen  por  punto  de  partida  las  mismas 
consideraciones  de  oportunidad,  con  cuya  ayuda  tratan  nues- 
tros adversarios  de  apoyar  su  sistema.  Dicen,  por  ejemplo,  que 
la  impunidad  produciría  efectos  más  desastrosos  para  nos- 
otros que  para  el  país  donde  se  cometió  el  delito,  porque  la 
desaparición  del  culpable,  es,  ante  sus  compatriotas,  como  un 
modo  de  expiación,  miéntras  que  la  presencia  de  un  extranje- 
ro que.  goza  entre  nosotros  de  la  impunidad,  nos  trae  grave 
perjuicio  por  el  mal  ejemplo  que  da  á los  naturales.  Pero  á 


(1)  Es  indudable  que  si  á un  legislador  hubiera  ocurrida  consagrar,  con  prefe- 
rencia á otros,  los  principios  de  exterritorialidad  absoluta,  ó bien  establecer  que  la 
competencia  de  los  Tribunales  se  extendería  á seis  ó á diez  casos,  hubiera  estado 
en  su  derecho  al  hacerlo,  y una  vez  que  hubiese  fijado  los  límites  de  la  jurisdicción 
de  los  Tribunales  de  su  país,  todo  el  mundo  deljeria  respetar  esta  ley  como  las  de- 
.más  reglas  del  derecho  interno  del  Estado,  l’or  otra  parte,  si  las  reglas  del  der’e- 
cho  penal  internacional  fuesen  admitidas,  cada  Estado  debaria  respetarlas,  para 
■evitar  el  reproche  de  haber  usurpado  una  jurisdicción  que  no  le  pertenecía. 
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esto  contestamos  que  para  evitar  el  escándalo  de  esta  impuni- 
dad;  podría  ser  útil  eiitreg’arse  recíprocamente  los  maliiecho- 
res,  y más  decimos,  ofrecer  su  envío  sin  esperar  una  formal 
demanda  de  extradición,  fjsta  manera  de  obrar  no  sena  justa, 

• sin  duda  , ni  laudable  con  aquellos  Estados  cuyas  leyes 
son  defectuosas  para  proteger  eficazmente  la  inocencia  opri- 
mida y la  virtud  calumniada  j pero  estaría  conforme  con 
el  derecho  y la  justicia  entre  países  civilizados,  porque  la  cer- 
teza del  castigo,  sería  un  freno  puesto  a la  criminalidad. 

Pero  si  tanta  importancia  quiere  darse  al  escándalo  cau- 
sado por  la  impunidad  de  un  malhechor,  escándalo  que  á 
nuestro  modo  de  ver  podría  evitarse,  conviene  también  tener 
muy  en  cuenta  el  que  llevaría  consigo  el  castigo  de  un  delito 
cometido  en  país  lejano,  pues  nunca  se  podría  estar  seguro  de 
no  haber  castigado  á un  inocente.  Creemos,  en  efecto,  que 
ante  el  espectáculo  de  un  hombre  sobre  quien  pesa  grave  acu- 
sación, entre  gentes  que  desconocen  su  fama,  su  conducta,, 
que  no  han  conocido  á la  víctima,  ni  las  circunstancias  del 
atentado,  que  no  han  podido  oir  las  declaraciones  favorables 
ó adversas  do  los  testigos,  el  sentimiento  que  debe  prevalecer 
es  la  piedad  más  bien  que  la  indignación,  porque  nadie  podrá 
tener  el  convencimiento  de  que  el  condenado  sea  verdadera- 
mente culpable.  ¡Quién  no  sabe  cuán  difícil  es  la  instrucción 
de  un  proceso  criminal  en  país  distante!  Y no  se  diga  que  por 
medio  de  las  requisitorias  pueden  obtenerse  las  pruebas,  las 
actas  del  sumario  y las  declaraciones  de  los  testigos;  porque  á 
éstos  contestamos  que  jamás  podrán  trasmitirse  la  apreciación 
moral  de  loa  hechos  y de  las  circunstancias  locales.  Las  decla- 
raciones orales  hechas  durante  la  tramitaciondel  juicio,  tienen 
decisiva  importancia;  el  movimiento  espontáneo  de  un  testi- 
go, la  turbación  que  causa  una  pregunta  que  no  se  esperaba, 
pueden  dar  lugar  á otras  nuevas  tanto  para  el  fiscal  como  para 
el  defensor  y modificar  la  opinión  del  Juez,  que  es  resulta- 
do en  las  causas  criminales,  de  elementos  tan  varios  que  la 
dificultad  principal  estriba  en  prepararlos  cuidadosamente. 

De  aquí  deducimos  que  nos  parece  opuesto  á los  principios 
generales  en  que  se  apoyan  el  derecho  penal  y la  jurisdicción 
criminal,  á los  intereses  de  la  sociedad  y á los  derechos  de  la 
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defensa,  admitir  qne  pueda  juzgarse  al  autor  de  un  delito  en 
donde  quiera  que  se  encuentre. 

LX.  Dicen  además  nuestros  advei’sarioSj  que  con  nuestra 
teoría  llegaría  en  muchos  casos  á legútimarse  la  impunidad. 
Podría  suceder  en  efecto^  que  el  delito  de  que  se  acusa  al  ex- 
tranjero no  debiese  dar  lugar  ála  extradición,  ó que  el  Estado 
en  cuyo  territorio  se  cometió  ej  delito,  se  muestre  indiferente 
para  el  castigo  y no  acepte  la  oferta  de  extradición  que  se  le 
haga.  En  semejantes  circunstancias,  ¿deberá  vivir  seguro  entre 
nosotros  el  extranjero  que  se  ha  enriquecido  en  otro  país  con 
los  despojos  del  ciudadano  de  otro  Estado,  ó que  se  ha  man- 
chado con  su  sangre,  y hallar  entre  nosotros  la  impunidad  si 
nuestros  Tribunales  no  intervienen  nunca? 

Responderemos  á esta  objeción,  que  al  rechazar  la  teoría 
de  la  extradición  absoluta,  hemos  querido  combatir  la  doctrina 
de  esos  eminentes  jurisconsultos  que  con  muy  laudable  inten- 
ción, quisieran  hacer  solidarias  á todas  las  naciones  civilizadas, 
del  deber  de  protección  jurídica,  solidarias  para  el  mante- 
nimiento de  la  soberanía  del  derecho,  solidarias  de  la  represión 
de  los  delitos,  y por  tanto,  quisieran  conferir  á los  tribunales 
de  cada  Estado  una  jurisdicción  veug'adora  de  la  moral  uni- 
versal, y derecho  para  reprimir  todo  delito  que  envuelva  un 
atentado  á la  ley  moral  (1),  'donde  quiera  que  se  haya  co- 
metido. 


(1)  Las  leyes  morales  y las  leyes  human  as  deben  por  su  objeto  y por  su  fin  dis- 
tinguirse claramente,  pues  de  otro  modo  no  se  podría  razonar  con  exactitud  sobre 
los  hechos  sociales.  Serán  leyes  morales  aquellas  en  conformidad  con  las  cua- 
les  deben  existir  y desarrollarse  los  séres,  teniendo  en  cuenta  su  naturaleza  tal 
como  debe  ser;  se  considerarán  como  divina?  si  se  admite  que  la  naturaleza  hu- 
mana es  creación  divina,  y Dios  su  ñn  último;  pero  no  este  el  lugar  para  tratar  de 
esto.  Las  leyes  humanas  gobiernan  á ios  hombres  en  cuanto  á las  relaciones  so- 
ciales que  entre  ellos  existen,  conforme  á los  principios  de  la  justicia  humana  y á 
las  condiciones  históricas  y políticas  del  pueblo  para  el  cual  se  han  hecho.  La  de- 
terminación de  la  ley  moral,  es  incumbencia  de  los  teólogos  y moralistas,  que  es- 
tudian la  naturaleza  del  hombre  tal  como  deberla  ser,  é inquieren  el  carácter  in- 
trinseco  bueno  ó malo  de  las  acciones.  Los  publicistas  y los  jurisconsuitos  se  ocu- 
pan de  las  leyes  humanas;  estudian  el  modo  de  aplicar  en  cada  pueblo  los  princi- 
pios de  la  justicia,  y cómo  deben  ser  modificados  por  la  política  y los  aconteci- 
mientos, asi  como  las  complicadas  y variables  relaciones  de  las  combinaciones 
sociales.  Es  atribución  de  los  poderes  constituidos  hacer  estas  leyes  y de  la  sobe- 
ranía saneioaarlas  y hacer  que  por  todos  se  i-espeten.  Según  esto,  admití- 
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Estarnos  muy  distantes  dentro  de  nuestra  teoría,  de  ha- 
cer del  Estado  el  asilo  de  los  iñalhechores  extranjeros.  Cuan- 
do un  extranjero  que  hubiera  cometido  fuera  del  territorio 
un  delito  contra  otro  extranjero,  viniese  á nosotros,  nues- 
tro Estado,  deberia,  como  ya  hemos  dicho,  ofrecer  su  extra- 
dición al  del  territorio  en  el  cual  se  cometió  el  delito,  y esto, 
no  por  respeto  a las  conveniencias  diplomáticas,  sino  por  obe- 
decer al  deber  internacional  de  todos  los  Estados,  que  deben 
considerarse  solidariamente  interesados  en  prevenirla  impu- 
nidad de  los  delitos.  Para  obrar  así,  debería  bastar  al  gobierno 
tener  conocimiento  oficial  del  delito  cometido  en  el  extranjero. 
Si  la  oferta  hubiese  sido  rechazada,  nuestras  autoridades  ju- 
diciales no  deberían  permanecer  inactivas,  ni  protegerá  mi 
individuo  cuya  impunidad  ofendería  la  conciencia  pública  de 
nuestro  país;  debería,  por  el  contrario,  tener  el  derecho  de 
expulsarlo,  haciéndole  acompañar  á la  frontera.  Esta  medida 
no  tendría  por  objeto  la  salvaguardia  jurídica  de  la  moral  uni- 
versal, sino  hacer  respetar  jurídicamente  los  derechos  de  la 
ciudad,  hncer  observar  nuestras  mismas  leyes  de  policía,  que 
se  verían  violadas  si  no  se  expulsara  al  culpable,  proteger  á • 
la  sociedad  perturbada  por  el  inmoral  espectáculo  de  un  crimi- 
nal impune  y garantir  á los  ciudanos  honrados  del  riesgo  de 
tan  peligrosa  hospitalidad. 

LXI.  Hay  g'ran  número  de  escritores  muy  autorizados, 
que  á fin  de  resolver  la  cuestión  que  examinamos,  quieren  es- 
tablecer diferencias  notables  entre  los  extranjeros  y los  natu- 
rales. Según  ellos,  estos  últimos  como  sometidos  siempre  y en 
todas-  partes  á las  leyes  de  su  patria,  deberían  ser  juzgados 
por  los  tribunales  de  su  propio  país,  áun  por  los  delitos  come- 
tidos en  el  extranjero.  Esta  teoría  tendría  según  algunos 
autores,  por  fundamento  la  consideración  de  que  la  ley  penal 
es  personal,  de  donde  resultaría  que  los  lazos  que  uniesen  al 
ciudadano  á la  ley  de  su  país,  no  podrían  considerarse  como 
rotos  por  entrar  aquel  en  territorio  extranjero.  Según  ellos,  el 


mos  que  laf!  leyes  penales  tienen  por  objeto  la  protección  del  derecho,  pero  quere- 
Tíios  a ar  de  la  defensa  de  los  derechos  reconocidos  en  las  leyes  positivas,  es  de- 
cir, de  las  leyes  tales  como  se  hacen  en  el  estado  vario  de  la  sociedad. 
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legislador  puede  obligar  á sus  súbditos  á respetar  en  el  ex- 
tranjero las  leyes  que  proteg*enla  propiedad,  las  personas  y 
el  Estado,  y puede  llamarle  á dar  cuenta  de  sus  actos  ante  sus 
mismos  tribunales  cuando  viole  dichas  leyes,  así' como  puede 
imponerle  aun  en  país  extranjero  la  obligación  de  ejercer  sus 
propios  derechos,  dentro  de  los  límites  de  la  capacidad  jurídi- 
ca que  legalmente  le  reconozca,  y en  determinadas  circuns- 
tancias puede  tachar  de  nulidad  los  actos  realizados  en  el  ex- 
tranjero, sin  tener  en  cuenta  las  prohibiciones  de  la  ley  (1).  , 

LXII,  Querer  asimilar  la  ley  penal  á la  ley  civil  no  nos 
parece  cosa  admisible.  El  hombre  está  en  todas  partes  some- 
tido á las  leyes  que  regulan  sus  derechos  civiles,  porque  estas 
leyes  determinan  los  títulos,  el  estado  y los  atributos  de  la 
persona  civil  conforme  alas  nociones  jurídicas  admitidas  sobre 
esto  en  el  Estado  á que  pertenece  el  individuo,  é indepen- 
dientemente del  territorio  en  el  que  pueda  aquel  desplegar  su 
actividad.  De  aquí^e  deduce  que  miéntras  el  individuo  perte- 
nezca á un  Estado  estará  sometido  á aquellas  leyes  del  país, 
que  regulan  los  derechos  de  la  persona  civil  y no  podrá  sus- 
traerse á ellas  más'  que  haciéndose  naturalizar  en  el  extran- 
jero. 

No  puede  decirse  lo  mismo  del  derecho  público  ni  tampoco 
de  las  relaciones  jurídicas  que  de  él  se  derivan.  Admitir  que 


(1)  La  cuestión  fué  larg'a  y ardientemente  debatida  por  los  jurisconsultos  de 
la  Edad  Media.  Negaban  unos  y reconocían  los  otros  en  los  Tribunales  de  la  na- 
ción, el  derecho  de  juzgar  á sus  ciudadanos.  Faiinacius  asegura  ser  la  opinión  * 
más  extendida  y general,  la  última  apuntada,  (I)e  inquisilionc,  quest;  vii,  núm.  21.) 
Pero  él  mismo  cita  numerosos  autores  partidarios  de  la  Opinión  contraria,  Dicbos 
nombres  por  éi  citados,  ocupan  dos  páginas  de  su  obra  (quest.  cit.,  vi,  núm.  *20  )— 
Julius  Ciar  US  formula  su  opinión  en  estos  términos;  «Negari  non  potcst  quia  pu- 
blice  interest,  ut  hi  qui  origine  vel  liabitatione  sunt  subditi,  recle  vivant,  et  ubi- 
cumque  delinquam  ab  ipso  etiam  procside  suo  puniantur.  Et  certo,  si  secus  ficrei, 
magna  darctur  occasio  delinquendi.  Quolibet  enim  scelestus  ab  deliuquendum  in 
alienas  provincias  properaret,  si  sciret,  se  in  loco  ubi  habitat  puniri  non  posse  » 
(Becep.  sentent.  quaest,39,  núm,  4.)  En  el  mismo  sentido,  Geerius;  Decís.  270.— Do- 
cianus;  Trac/-  crim.,  lib.  iv,  cap.  16,  núm.  1").— Corruvarias;  Pract.  qusest.,  cap.  2®, 
número  6'^.— Vyrault:  lib.  i,  pan.  4%  núm.  11;  orrl.;  ord.  1670,  art.  T’.— Eousse:  t 1", 
pág.  424.— Siegenbeck:  Be  delictis  extra  territori  commisis.  —En  Italia  son  sus  parti- 
darios: Rocco;  Dirillo  inlernazionule  privato,  parte  3%  cap.  32,— Gasanova;  Diriíto  in- 
lección  3.3.— Ellero;  Opuscoü  crimimli,  p-  320;  y más  recientemente  Pes- 
catore,en  la  discusión  habida  en  el  Senado  con  motivo  del  proyecto  de  Código  pe- 
nal; sesiones  del  15  y 17  Febrero  1875. 
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el  derecho  público  de  un  Estado  pueda  tener  autoridad  fuera 
de]  territorio,  seria  como  atentar  á la  independencia  de  los 
Estados.  En  efecto,  el  derecho  público  resulta  del  conjunto  de 
las  leyes,  cuyo  objeto  es  conservar,  defender  y proteger  al  lis- 
tado, y asegurar  á cuantos  vivan  en  su  territorio  el  pacífico 
togoce  de  todos  sus  derechos.  For  esto  es  exclusivamente  ter- 
ritorial (1>.  De  aquí  el  que  se  imponga  indistintamente  á to- 
dos los  habitantes,  sean  naturales,  extranjeros  ó residentes,  y 
rija  todos  sus  actos  bajo  sus  distintos  puntos  de  vista.  ¿Cómo 
entónces,  admitir  que  podamos  tener  el  derecho  de  castigar  á 
los  naturales  por  delitos  cometidos  en  el  extranjero  y que  los 
obliguen  en  todas  partes  nuestras  leyes  penales,  y suponer, 
que  tengan  dichas  leyes  autoridad  fuera  del  territorio,  y que 
los  derechos  del  Estado  á cuyo  territorio  se  traslada  el  ciuda- 
dano, así  como  los  de  los  particulares  que  allí  habitan,  es- 
tén bajo  la  salvaguardia  de  nuestras  leyes? 

¿Querrá  por  ventura  sostenerse,  como  atinadamente  observa 
Beccaria,  que  la  condición  de  súbdito  sea,  por  decirla  así,  in- 
deleble, es  decir,  que  la  condición  del  ciudadano  sea  la  misma 
que  la  del  esclavo,  y áun  peor,  como  si  se  pudiese  ser  súbdito 
de  un  país  y habitar  en  otro,  y ver  sin  contradicción  que  los 
mismos  actos  dependen  de  dos  soberanías  y son  regidos  por 
dos  Códigos  frecuentemente  contradictorios?  Si  por  un  hecho 
punible  cometido  en  el  extranjero-  infringió  un  ciudadano  dos 
legislaciones,  ¿por  que  no  admitir  la  opinión  délos  autores 
que  son  jiartidarios  de  que  incurra  en  una  pena  mayor?  Bis 
reus  est  qm  umm  et  altemm  legeAn  transgrcclüur  (2). 

LXIIÍ.  Otros  autores  quieren  justificar  la  competencia  de 
los  tribunales  del  país  del  presunto  reo  con  ayuda  de  varios 
razonamientos  (3).  Dicen  que  tal  jurisdicción  se  funda  eii  los 
lazos  que  unen  al  ciudadano  con  la  soberanía  de  su  patria  por 
una  reciprocidad  de  privilegios  y obligaciones.  El  Estado,  se- 
gún ellos,  al  proteger  á sus  ciudadanos  áun  cuando  salen  del 


(li  Compar.  Maucini:  Rehzione  air Ittñíuto  di  Dirillo  Intermzionale  (sesión  de 
1874). 

(í¿l  Gompar,  Boaneville;  De  l'amélioiütMH  de  la  loi  criniinelle,  ipir,  11 , pág’S.  51(>  y 
sig-uientes. 

(•II  Compar.  OUq;  D«  droH  represif..  p.  40, — OrtoJaii;  Droit  cñm. 
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territorio,  tiene  derecho  á impedirles  que  manchen  el  carác- 
ter nacional  de  que  están  revestidos  y puede,  después  de  su 
regreso  á la  pátria,  llamarles  á dar  cuenta  de  los  delitos  que 
hayan  cometido  fuera  de  ella. 

LXIY.  Creemos,  respecto  de  este  argumento,  deber  obser- 
var que,  si  el  ciudadano  no  está  libre  de  la  obligación  de  res- 
petar las  leyes  de  su  patria,  es  tan  sólo  respecto  á aquellas 
que  regulan  el  ejercicio  de  sus  derechos,  y no  respecto  de  las 
leyes  penales  que  amparando  los  derechos,  castigan  los  hechos 
que  los  menoscaban.  No  basta  admitir^  con  el  profesor  Kllero, 
que  la  autoridad  del  Estado  se  extiende  á las  personas  de  todos 
los  súbditos,  aunque  se  alejen  de  la  patria;  seria  menester  pro- 
bar además  que  nuestras  leyes  penales  acompañan  por  todas 
partes  al  ciudadano;  necesitarla  demostrarse  que  nuestro  Es- 
tado es  el  llamado  á hacer  respetar  por  sus  leyes  el  órden  jurí- 
dico en  el  país  extranjero  donde  el  regnícola  se  va  á esta- 
blecer. Si  nuestra  ley  penal  no  hubiese  tenido  autoridad,  no 
hubiera  podido  ser  violada,  y no  habiéndolo  sido,  no  existiria 
delito  que  pudiera  ser  causa  de  un  juicio  (1). 

LXV.  >So  ha  dicho  también  que  seria  más  equitativo  so- 
meter al  ciudadano  á las  leyes  de  su  patria,  porque  se  presu- 
me que  ha  de  conocerlas  mejor  que  cualesquiera  otras  (2). 

Pero  este  razonamiento  no  siempre  es  verdadero.  Si  la  ley 
nacional  se  hubiera  promulgado,  después  de  haberse  estableci- 
do el  ciudadano  en  el  extranjero,  ¿cómo  se  pretenderia  enton- 
ces que  no  la  desconocía,  y cómo  había  de  admitirse  contra  él 
la  presunción  legal  de  su  conocí nbento? 

liXYI.  Terminamos  diciendo,  que  á nuestro  juicio,  eii  ma- 


(1)  En  pocas  ramas  de  la  legislación  importatanto  como  en  derecho  penal,  con- 
ten 'r  la  misión  del  legislador  y la  del  Juez  en  limites  exactos  y bien  definidos.  Asi, 
según  la  doctrina  más  corriente,  está  absolutamente  prohibido  razonar  por  analo- 
gía en  asunto  criminal,  ó interpretar  extensivamente  y prevalerse  de  la  costumbre 
como  se  hace  en  derecho  civil.  Gompar.  Itossi:  Tral.  de  der.  pen.-,  lib.4“,  cap.  ü",  nú- 
mero 515  — Recearia;  Dei  deliUi  c dellf  pene,  p.  4.  — Montesquieu;  EspvUdes  lois,  lib.  6'', 
■ cap.  3".  Siendo  la  misión  del  legislador  velar  por  la  defensa  del  derecho  en  eí  ter- 
ritorio que  le  está  sometido,  no  podrá  en  justicia  invadir  con  sus  sanciones  pena' 
los  el  d.ominio  oa  que  ejerce  su  imperio  otro  poder  social. 

(íl  Compar,  Tissot:  Derecho  pemil,  p ‘¿T2  y sigs  — Yillebrun:  Ley  del  27  Julio 
IRÍU. 
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tería  de  jurisdicción,  como  en  materia  de  ley  penal,  no  debe-- 
ria  establecerse  diferencia  alguna  entre  el  nacional  y el  ex- 
tranjero. La  ley  penal  rige  sobre  las  acciones  humanas,  sin 
contar  con  la  cualidad  de  las  personas  que  las  realizan.  Sos- 
tener lo  contrario  seria  negar  el  fundamento  del  derecho  pú- 
blico, que  es  la  base  del  penal.  Admitimos,  pues,  el  derecho 
de  castigar  indistintamente  <á  todo  individuo,  al  nacional  como 
al  extranjero,  cuando  por  hechos  verificados  fuera  del  territo- 
rio, hubiese  infringido  las  leyes  que  protegen  nuestras  insti- 
tuciones, ó perturbado,  ya  los  derechos  del  Estado,  ya  los  de 
aquellas  personas  protegidas  por  nuestras  leyes. 

LXVII.  Los  partidarios  de  la  teoría  opuesta,  no  dan  más 
valor  á nuestras  conclusiones  que  á las  lógicas  deducciones  de 
sus  principios.  En- efecto,  una  vez  sentada  la  regla  de  que  el 
nacional  puede  ser  perseguido  por  los  delitos  cometidos  en  el 
extranjero,  no  pueden  justilicarse  las  condiciones  á que  pre- 
tenden subordinar  su  aplicación.  Dicen  que  ante  todo  es  ne- 
cesario que  el  ciudadano  no  haya  sido  juzgado  en  el  lugar  en 
que  cometió  el  delito.  A este  proposito  haremos  observar  que 
el  derecho  que  pueda  tener  un  Estado  para  procesar  á una 
persona,  aplicándole  sus  leyes,  no  podria^subordinarse  al  que 
asiste  á otro  Estado  que  aplica  su  propia  ley.  Si  nuestra  ley 
penal  es  obligatoria  para  el  nacional  que  reside  en  el  extran- 
jero,  y ha  sido  violada,  el  nacional,  en  cuanto  autor  de  tal  vio- 
lación, deberá  siempre  ser  castigado:  si  por  el  contrario,  esta 
ley  no  fuese  obligatoria,  no  podría  ser  violada  y el  delito  del 
nacional  en  el  extranjero  nu*Qca  podria  ser  objeto  do  un  pro- 
ceso. 

LXVIII.  Por  otra  parte,  sostienen  dichos  autores  que  cuan- 
do el  hecho  punible  ha  sido  á la  vez  calificado  de  delito  en 
el  país  en  que  se  cometió  y en  el  nuestro,  el  nacional  puede 
ser  perseguido.  Dicen  también  que  si  las  penas  señaladas  en 
ambas  leyes  fuesen  para  aquel  caso  diferentes,  debería  apli- 
carse la  más  suave.  En  primer  lugar,  tales  soluciones  ori- 
ginan glandes  dificultades:  no  es  siempre  fácil  conocer  con 
bastante  exactitud  el  espíritu  de  las  leyes  extranjeras  (1),. 

{•)  Langenbec’rt ; Di  |?rofi«ííof?í! 
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para  afirmar  si  el  hecho  recriminado  constituye  delito,  y para 
saber  establecer  ó proporcionar  la  gradación  de  las  penas  que 
dichas  leyes  señalan  para  el  caso  previsto,  porque  para  esto  no 
basta  conocer  la  ley,  sino  que  es  necesario  además  saber  inter- 
pretarla, Pero,  aun  admitiendo  que  se  hubiese  sabido  vencer 
esta  dificultad,  ¿se  podria  en  el  sistema  que  combatimos  llegar 
á suprimir  la  desigualdad  de  los  ciudadanos  ante  la  ley  penal? 
Sucederá  por  el  contrario,  en  el  caso  en  que  dos  ciudadanos 
hubiesen  cometido  el  mismo  delito  en  diferentes  países,  y en 
que  la  ley  de  uno  de  ellos  fuera  menos  severa  que  nuestra 
propia  legislación,  que  el  uno  deberla  ser  más,  y el  otro  mdnos 
severamente  castigado,  pues  que  debía  preferirse  la  pena  más 
benigna. 

Podria  también  suceder  que  según  la  ley  de  uno  de  ambos 
países,  á diferencia  de  lo  dispuesto  en  nuestra  legislación,  el 
hecho  no  constituyera  delito,  mientras  que  la  otra  ley  le  califi- 
cara como  tal,  y el  ciudadano  sería  absuelto  en  el  primor  caso^ 
y condenado  en  el  segundo.  ¿A  qué  'quedan  reducidas,  coji 
tales  soluciones,  la  perfecta  igualdad  y la  proporcionalidad 
que  deben  servir  de  fundamento  al  derecho  penal?  ¿Y  á falta 
de  semejantes  medios,  cómo  podrían  nuestros  adversarios  res- 
ponder á las  justas  objeciones  que  se  les  harían,  si  admitiesen 
las  lógicas  dediiciones  de  sus  principios? 

Verdad  es  que  repugna  admitir  que  pueda  ser  condena- 
do un  ciudadano  por  un  hecho  cometido  en  el  extranjero, 
cuando  ese  hecho  no  ha  sido  considerado  como  delito  en  el  lu- 
gar donde  se  verificó,  ó bien  que  pueda  ser  castigado  más  se- 
veramente que  lo  hubiera  sido  en  el  país  en  que  se  hizo  cul- 
pable. Pero  esto  prueba  únicamente,  que  aquel  principio  in- 
vocado como  fundamento  del  derecho  de  perseguir  al  ciuda- 
dano por  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  es  inadmisible. 
Esto  hace  que  los  partidarios  de  tal  principio  rehúsen, admi- 
tir sus  rigorosas  consecuencias. 

LXIX.  Dicen  , por  último , los  paríidarios  de  la  doctrina 
que  combatimos,  que  es  necesario  que  exista  queja  del  ofendi- 
do, ó reclamación  por  parte  del  gobierno  del  territorio  en 
que  se  cometiera  el  delito,  ó de  aquel  de  que  sea  súbdito  el 
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ofendido  (1).  El  hecho  de  subordinar  siempre  á la  condición 
de  la  queja  del  ofendido  el  proceso  del  ciudadano , es  contra- 
rio á los  principios  que  regulan  la  acción  penal  y C[ue  se  invo- 
can en  apoyo  de  la  doctrina  de  la  autoridad  exterritorial  de  la 
ley  penal  con  relación  á los  nacionales.  La  c^ueja  de  la  vícti- 
ma no  podrá  existir,  cuando  se  trate  de  un  liomicidio  ó do 
un  envenenamiento  consumados.  Y en  cuanto  á la  reclan«a- 
cion  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  cometió  el  delito  , ó 
de  aquel  que  es  pátria  de  la  víctima,  sería  esto  suponer  que 
la  acción  pública  puede  ser  provocada  ó interpuesta  con  ob- 
jeto de  servir  los  intereses  de  los  particulares  ó los  de  los  go- 
biernos extranjeros.  Si  el  gobierno  tiene  efectivamente  el  de- 
recho y el  deber  de  castigar  á sus  ciudadanos  por  razón  de 
los  delitos  que  cometan  en  el  extranjero,  deberá  bastarle  para 
ejercer  la  acción  pública,  que  sus  autoridades  y delegados  ten- 
gan conocimiento  de  la-existencia  del  hecho  punible.  La  que- 
ja ó reclamación  del  ofendido  podrá  exigirse  únicamente  con 
ocasión  de  delitos  detei^iinados  especialmente,  para  cuya  per- 
secución sea  necesario  que  alguien  se  muestre  parte  enjui- 
cio, condición  que,  por  otra  parte , sería  exigida  áuii  cuando 
aquellos  hubieran  sido -cometidos  en  el  territorio  del  Estado 
LXX.  f^o  desconocemos  que  todos  los  legisladores  han 
consagrado  la  regia  de-  que  el  nacional  está  obligado  á dar 
cuenta  ante  el  Magistrado  de  su  país,  de  los  delitos  cometidos 
en  el  extranjero. 

Singularmente  el  art.-6°del  Código  penal  sardo,  de  1859, 
está  concebido  en  estos  términos:  «El  regnícola  que  hubiere 
cometido  en  territorio  extranjero  un  crimen  contra  otro  re- 
gnícola ó un  extranjero,  cuando  vuelva  á entrar  de  un  mo- 
do cualquiera  en  los  Estados  reales,  será  juzgado  y casti- 
gado con  arreglo  á las  penas  que  establece  este  Código,  las 
cuales  podrán,  sin  embargo,  según  las  circunstancias,  ser  dis- 
minuidas en  un  grado.» 

Se  ha  dudado  si  aplicando  este  texto,  un  italiano  que  hu- 
biera cometido  un  delito  en  el  extranjero,  en  las  circunstancias 


( I)  El  art.  6 , p,  1"  ¿el  ProyíX'lo  de  Códiyo  penal 
uado,  consagra  estos  principios. 


italiano,  aprobado  ya  por  el*  Se- 
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allí  previstas,  podría  ser  perseguido  en  Italia,  habiendo  sido 
entreg’ado  á las  autoridades  italianas  por  los  agentes  de  la 
fuerza  pública  de  uu  país  extranjero,  del  cual  hubiera  sido  ex- 
pulsado, ó bien  si  hubiera  sido  entreg'ado  por  un  Gobierno  ex- 
tranjero en  virtud  de  extradición  regular  (ú  ordinaria)  conce- 
dida por  otro  delito  cometido  en  Italia. 

LXXI.  En  Francia,  donde  seg'un  lo  dispuesto  en  el  art.  7’* 
del  Código  de  instrucción  criminal,  el  francós  que  en  el  ox- 
traujdl'o  cometiese  un  delito  contra  otro  france's,  puede  ser  per- 
seguido d su  vueUa  d Francia,  es  opinión  admitida  la  de  que 
el  legislador  se  refirió  al  regreso  voluntario  y espontáneo  (1 ). 
Esta  es,  por  lo  demás,  la  regla  admitida  por  el  Tribunal  de 
casación.  Así,  se  ha  decidido  que  no  podrá  perseguirse  en 
Francia  al  francés,  entregado  por  los  agentes  de  la  autoridad 
extranjera,  pues  no  puede  decirse  que  se  hayan  cumplido  las 
condiciones  exigidas  por  la  ley  (2). 

LXXII,  La  opinión  contraria  nos  parece  más  conformo  con 
lo  dispuesto  en  nuestro  Código  penal,  pues  nuestro  legislador 
al  emplear  las  frases  cuando  regrese  de  mi  modo  cualquiera  (ore 
rienírl  ¿ti  quaíimqiie  modo),  ha  querido  evitar  toda  duda  en  la 
aplicación  de  la  ley  respecto  al  individuo  que  hubiera  vuelto 
al  reino  no  voluntaria  y espontáneamente,  sino  obligado  por 
la  fuerza.  Según  esto,  el  hecho  material  de  la  vuelta  al  terri- 
torio del-Estado,  hasta  para  hacer  competentes  á nuestros  tri- 
bunales, sin  que  haya  que  distinguir  entre  el  regreso  volun- 
tario y el  involuntario. 

LXXIII:  A este  proposito,  haremos  notar  que  so  debe  con- 

siderar como  no  comprendido  en  el  caso  previsto  por  el  art. 
la  hipótesis  de  uu  individuo  traído  á nuestras  costas  por  fuer- 
za mayor  ó naufragio.  Las  palabras  cuando  éntre  de  un  mo'to 
rmlqitiera,  no  compremion  semejantes  hipótesis,  porque  sería 
opuesto  á los  principios  de  humanidad  y á los  del  doreclio  do 


(1)  Confr.  Carnot:  Do  la  instriict.  crhiiin . , t.  i,  p.  121.— Bourp'uiguon,  Jurhprutl.  do 

r.  l.  1,  p.  18.— Faustiii-Hclie.-  ínfilntct.  crimhi-,  t.  ii,  p.  120.— Trébutien.- 

Coiirs  de  Dr.  crimiii-,  t.  ii,  p,  123.— Palais;  Heport.ijcnerul,  Competencutcrimimü,  mi- 
mero  232.— Morin,  Repert.  dii  droil  crimiu.,  Competencia  nüm.  25. 

(2)  Gass.  fr.,  5 Febrero  1851,  aeg-ocio  Arnoux.  Palaís,  ia>7,  p,  172.— Cas?,  fr.,  S 
.Noviembre  18G0,  negocio  Decolange.  Calais,  18(11,  p.  Ü79. 
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* gentes,  abandonar  al  rigor  de  las  leyes  al  que  con  gran  tra- 
bajo acaba  de  librarse  del  furor  de  las  olas.  Estos  principios 
son  los  de  nuestra  jurisprudencia  nacional.  Con  este  motivo 
recordamos  que  en  1821  el  Consejo  de  guerra  de  Turin  per- 
seguía, por  haber  conspirado  contra  la  forma  de  gobierno,  á 
un  súbdito  sardo.  Este,  que  se  había  refugiado  á bordo  de  un 
buque  español  que  navegaba  hacia  el  Estrecho  de  Gibraitar, 
fud  arrojado  á causa  de  un  naufrag'io  en  las  costas  delaLig'uria 
y allí  se  le  prendió.  El  Consejo  de  guerra,  por  respétela  los 
principios  de  humanidad  y del  derecho  de  gentes,  decidió  que 
fuese  devuelto  al  comandante  del  buque  (1). 

L^XIV.  Por  lo  demás,  como  ya  liemos  dicho,  en  las  leyes 
de  otros  países  se  encuentra  también  formulada  en  princi- 
pio la  regla  de  que  el  nacional  es  susceptible  de  ser  persegui- 
do, cuando  después  de  haber  cometido  un  delito  en  el  extran- 
jero, ha  vuelto  á su  pátria.  Estas  leyes  no  presentan  diferen- 
cias sino  en  lo  relativo  á las  condiciones  á que  deben  subordi- 
narse los  procesos  (2).  Hasta  el  legislador  inglés  formulando 
como  regla  general  la  de  jjue  el  derecho  penales  territorial,  au- 
toriza, sin  embargo,  en  Inglaterra  la  persecución  de  los  ingle- 
ses que  se  han  hecho  culpables  en  el  extranjero  de  ciertos  de- 


(1)  DecisíoD  apuntada  por  Massa-Saluzzo,  Códice  di  Procediira  criminak,  pár.  llfi. 

(2)  Ley  belga  de  30  Diciembre  1830,  avt.  \2.— Código  de  procedimiC7ito  penal  de  los 
Países  Bajos  del°  Octubre  1838,  arts.  8°  y 9°. — Código  penal  ruso^l5  -Vg;osto  1845,  ar- 
tículos 179  y 180.~Cóá.  penal  pnismio,  14  Abril  1851,  núm.  4.—Cód.  penal  de  Sajonia  de 
1838,  art.  2". — Cód- penal  del  Gran  Ducado  de  Sajoiiia,  Weimar.—Cód,  penal  de  Wurtetn- 
herg,'a,vt.S°. — Cód.  penal  de  Haíinover,  1840. — Cód.  penal  del  Gran  Ducado  de  Hesseáa 
1841,  art.  Cód.  penal  del  Gran  Ducado  de  Badén  de  1854,  art.  4".— penal  bávaro.— 
Cód.  penal  atisiriaco,  art.  3®.— Cóá.  penal  del  Cantón  de  Ffladde  18  Febrero  1343,  art.  6“.— - 
Cód.  penal  dd  Cantón  de  Znrich  de  3 de  Setiembre  de  1835,  art.  2°.— Cód.  penal  de  Lucerna 
1836,  art.  6". — Cód.  penal  de  Turgovia  de  1841,  art  2'’. — Cód.  penal  .sardo,  20  Noviembre 
18o9,  arts.  5"  y 6°,— El  Proyecto  de  Código  penal  jtaliano  presentado  al  Senado  el  24 
Febrero  de  1874,  contiene  la  disposición  sig'uiente  (art.  6®,  p.  1"):  «El  súbdito  italia- 
no que  fuera  de  los  casos  previstos  en  el  artículo  precedente  (dice  este  articulo  que 
las  leyes  penales  del  reino  se  aplicarán  á cualquiera,  ciudadano  ó extranjero,  que 
hubiese  cometido  en  el  extranjero  un  crimen  contra  la  seeruridad  del  Estado,  fal- 
sifleado  monedas,  ó sellos,  etc.),  cometa  en  país  extranjero  un  crimen  ó un  delito 
previsto  por  las  leyes  del  reino,  será  castigado  con  la  aplicación  de  estas  leyes 
cuando  éntre  de  cualquier  modo  que  sea,  en  el  Estado,  y cuando  medie  queja  de  la 
parte  ofendida,  ó reclamación  por  parte  del  gobierno  del  país  en  cuyo  territorio  se 

^cometió  el  delito,  ó de  aquel  de  quien  sea  súbdito  el  ofendido.»  {V.  la  mayor  parte 
de  estos  textos  citados  al  fin  del  cap.  7»,) 
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litos,  como  alta  traición,  moneda  falsa,  homicidio  intencional 
j bigamia  (1).  • 

Quizá  tal  uniformidad  j>roceda  de  haberse  admitido  como 
regla  absoluta  que  no  pueda  nunca  decretarse  la  extradición 
de  un  nacional.  En  efecto;  si  esta  regla  tuviese  realmente  tal 
carácter  de  absolutividad;  no  habría  otro  medio  de  castigar  á 
los  ciudadanos  que  después  de  violar  las  leyes  en  país  extranje- 
ro viniesen  á refugiarse  á la  patria,  que  atribuir  esta  jurisdic- 
ción^ los  Magistrados  nacionales.  Pero  es  esta  una  opinión 
que  discutiremos  en  la  segunda  parte  de  esta  obra  al  tratar  de 
la  extfadicion  del  nacional. 

LXXV.  Las  consecuencias  de  la  discusión  sostenida  en 
los  párrafos  que  preceden,  son  á nuestro  modo  de  ver,  que 
existen  motivos  realmente  fundados  para  justificar  en  ciertos 
casos  la  jurisdicción  ó competencia  de  los  Tribunales  de  la  na- 
ción en  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero;  que  no  puede 
admitirse  como  regla  general  que  los  Tribunales  deban  cono- 
cer de  todos  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  bajo  el  pre- 
texto de  que  son  una  violación  de<ia  ley  moral  ó del  derecho 
natural;  que  no  es  tampoco  admisible  atribuir  á nuestros  Tri- 
bunales una  jurisdicción  absoluta  para  condenar,  haciendo 
aplicación  de  nuestras  leyes,  á los  ciudadanos  que  no  haj-an 
sido  castigados  en  el  lugar  eíi  que  violaron  la  ley. 

Réstanos  al  presente  examinar  el  casa  en  que  según  nos- 
otros debería  aplicarse  la  teoría  de  la  exterritorialidad  de  la 
ley  penal, .y  enumerar  las  condiciones  á que  debería  subordi- 
narse el  ejercicio  de  la  jurisdicción  referente  á los  hechos  xju- 
nibles  realizados  en  el  extranjero. 

El  derecho  de  castigar  está  legitimado  en  sus  principios  y 
en  sus  x^articulares  disx)osiciones  por  las  necesidades  de  la  pro- 
tección jurídica.  Con  el  preciso  objeto  de  custodiar  los  dere- 
chos y garantizar  su  regular  desenvolvimiento,  x>eede  la  au- 
toridad social  limitar  la  libertad  humana,  cuando  se  emplea 
, atentando  á un  derecho.  De  la  misma  manera  que  para  resta- 
blecer el  órden  social  turbado  por  la  violaciou  de  un  dere- 
cho j)uede  imponer  una  pena  cuya  medida  no  debe  ser  otra 


(1)  Steplien:  Summary  of  the  criminal  Law,  vn,  nüm,  1;  x!,  núm-  5;  xxi,  mim,  2. 
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que  la  misma  necesidad  de  protección  que  se  liaja  hecho, 
sentir  (1). 

El  Estado,  considerado  como  una  personalidad  abstracta  y 
absoluta,  como  ser  jurídico  que  lleva  en  sí  la  razón  de  su  pro- 
pia existencia,  como  poder  absorbente  de  todos  los  derechos- 
deí  individuo,  no  podrá  ejercer  el  poder  represivo  para  defen- 
derse á sí  propio  de  sus  pretendidas  necesidades,  más  de  lo 
que  podía  disponer  á su  arbitrio  de  los  derechos  de  los  chida- 
danos.  Pero  considerado  como  poder  pdblico  que  existe  por  vo- 
luntad de  los  hombres  constituidos  en  sociedad,  y con  derecho 
de  proveer  á la  conservación  y defensa  de  la  cosa  pública,  su 
misión  es  proteg-er  á los  miembros  de  la  asociación,  y su  de- 
ber asegurar  su  propia  existencia,  sus  propios  derechos  y los 
de  lt)s  individuos  que  forman  parte  de  la  sociedad.  Puede,  se- 
gún esto,  prohibir  los  hechos  que  atenten  á tales  derechos,  y 
, castig'ar  á los  que  se  hagan  culpables  de  aquellos.  De  este 
modo,  como  afirma  con  razón  el  profesor  Carrara,  la  base  del 
derecho  represivo  es  la  protección  jurídica  (2). 


(1)  El  legislador  de  un  pueblo,  cuya  misión  es,  si  no  crear,  reconocer  y garantir 
los  derechos,  en  ninguna  rama  de  la  legislación  tiene  un  papel  más  pasivo  que  en 
^a  penal.  El  sistema  represivo  debe  preferirse  á todos,  y tomarse  por  punto  de  par- 
tida la  idea  de  establecer  las  penas  exigidas  por  la  necesidad  y proporcionales  álos 
delitos.  Si  el  legislador  declarase  punible  Un  acto  no  reprensible  en  si  mismo,  si 
pretendiere  con  sus  disposiciones  invadir  los  dominio^  de  la  religión  y la  moral, 
escedena  de  su  objeto  y íometeria  además  una  injusticia,  al  disminuir  innecesa. 
riamente  la  libertad  de  los  ciudadanos  y violar  los  derechos  de  la  personalidad  hu- 
mana.—Compar.  Mancini,  Sloria  dellapenhlUá  {'nUoáuzione) ,—Carrüva.,  Lineanienti 
di  praMca  lef/islaliva  (Osservazicne  1”). 

(2)  -\Iguno.s  autores  quieren  hallar  el  fundamento  del  derecho  represivo  en  las 
necesidades  de  la  defensa  social.  Pero  es  pelig'roso  hacer  de  la  defensa  social,  ya 
directa,  ya  indirectamente,  el  principio  fundamental  del  derecho  penal.  En  efecto, 
es  muy  fácil  con  esta  doctrina  dar  en  lo  arbitrario,  en  el  caso  da*  confundir  los  in- 
tereses sociales  con  los  del  príncipe.  Creemos,  sin  duda  alguna,  preferible  adoptai’ 
la  formula  del  profesor  Carrara,  la  de  la  protección  jurídica  {tutela  f/iuridica),  según 
la  cual,  una  restricción  de  la  libertad  jurídica,  sólo  es  legitima  en  el  caso  de  viola- 
ción de  un  derecho  (Compar.  Carrara,  Parte  speciale,  vol.  1,  Inírodusione-  Lineameuli 
di  priclica  íegislalina,  osservazione  1“).  Convendrá,  por  otia  parte,  notar  que  al 
admitir  que  el  poder  represivo  debe  tener  por  objeto  la  protección  jurídica,  quere- 
mos hablar  de  la  protección  del  derecho  reconocido  y garantido  por  la  ley  huma- 
na, ó de  la  ley  á que  está  sometido  el  hombre  en  el  Estado  y en  las  determinadas 
condiciones  de  tiempo  y lugar  en  que  vive.  La  misión  del  poder  civil  no  consiste 
más  en  estudiar  el  origen  del  hombre  que  en  conducirle  á su  fin  último;  al  contra- 
rio, debe  considerar  al  hombre  tal  cual  es,  y procurar  el  desenvolvimiento  re- 
gular de  la  actividad  humana,  realizando  y haciendo  subsistir  las  condiciones 
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Debe  también  tenerse  en  cuenta  que  ciertas  acciones  hu- 
manas contrarias  á la  ley,  producen  sus  electos  fuera  del  ter- 
ritorio en  que  se  han  verificado.  Esto  es  lo  que  sucede  princr 
pálmente  con  los  atentados  contra  un  Estado  extranjero,  pues 
que  en  tal  caso  el  elemento  objetivo  del  delito  se  encuentra 
fuera  del  territorio  en  que  aquel  se  cometió  (1). 

Una  vez  admitido  que  la  represión  penal  es  necesaria  para 
custo(Jiar  el  derecho  y restablecer  el  tSrden  turbado  á conse- 
cuencia del  delito,  creemos  ya  evidente  que  cuando  el  atenta- 
do es  contra  los  derechos  de  un  individuo  que  vive  en  el  ter- 
ritorio, ó contra  el  Estado  que  ejerza  en  ól  su  jurisdicción,  el 
poder  represivo  compete  á la  soberanía  territorial  llamada  á 
proteger  con  sus  leyes  los  derechos  hollados.  Si,  por  el  con- 
trario, el  atentado  hubiera  sido  contra  un  individuo  que  estu- 
viera fuera  del  territorio,  la  represión  penal  debería  ser  ejerci- 
da por  la  soberanía  llamada  á proteger  con  sus  leyes  el  dere- 
cho violado. 

¿A  qué  se  reducirían  las  prerogativas  de  la  soberanía,  si  un 
Estado  autónomo  no  pudiese  proteger  su  existencia  propia  y 
castigar  aquellos  hechos  que  atenían  á derechos  protegidos 
por  sus  leyes?  Se  dice  que  la  guerra  es  legítima  cuando  el 
atentado  al  derecho  procede  de  otro  Estado,  y ¿no  querrá  de- 
clararse legítima  la  represión  penal  cuando  los  autores  de  este 
atentado  son  particulares? 

La  soberanía  ofendida  es  la  llamada  á defender  y proteger 
sus  derechos,  aplicando  las  leyes  convenidas  para  defender  al 
Estado  por  los  individuos  que  componen  la  nación.  Esta  sobe- 
ranía es  además  el  único  juez  competente  para  pronunciar  el 
fallo  imponiendo  una  pena,  porque  los  individuos  reunidos  en 
sociedad  le  han  confiado  la. defensa  de  los  intereses  comunes, 
y así  puede  hacer  proporcioual  la  pena  á las  necesidades  que 
se  observan  ^ 


necesarias  á la  -vida  común  de  los  individuos  en  sociedad,  género  de  vida  que  al 
hombre  liaee  adoptar  su  misma  naturaleza. 

Quizá  parezca  á primera  vista  que  en  nuestra  doctrina  no  tiene  el  derecho  ele- 
mento objetivo;  pero  no  es  asi.  Esto  es  lo  que  trataríamos  de  demostrar  si  no  te. 
miésemos  extendernos  mucho.  (V.  P.  Flore,  Effelti  ínter nazionaü  dcUe  sentenze  eldegli 
íitli  in  materia  civile,  nota  B,  p.  B3,  y notas  2,  pág.  50,  y 1 , pág.  55  de  esta  obra. 

(1)  Corapar.  Buccellati;  Osservazioni  sn! ¡)ro(¡ello  di  Códice  penale  italiano. 
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No  podrá  ciertamente  ejercer  el  poder  represivo  en  un  ter- 
ritorio sometido  á otra  soberanía,  pero  puede  .invocar  el  dere- 
cho de  protección  jurídica  y traducirlo  en  hechos,  ya  porque 
llegue  á apoderarse  del  individuo,  que  después  de  haber  holla- 
do criminalmente  los  derechos  protegidos  por  la  ley  vuelve 
eu  seguida  al  país  en  que  aquella  está  en  vigor,  ya  porque 
entable  una  demanda  ordinaria  de  extradición  contra  dicho  in- 
dividuo ante  el  g'obierno  del  país  en  que  se  hubiera  refugiado. 
Pero  en  todo  caso,  no  sería  la  condición  del  culpable  ni  la  de 
la  víctima  las  que  legitimaran  la  jurisdicción  del  Estado  ofen- 
dido, sino  el  derecho  que  tiene  todo  Estado  de  proveer  por  me- 
dio de  sus  leyes  á la  defensa  de  sus  derechos  (1). 

.LXXVJ.  Nuestra  teoría  puede  resumirse  en  la  siguiente 
fórmula:  Sea  quien  quiera  el  que  hollare  el  derecho  de  otro, 
debe  ser  castigado  con  arreglo  á las  leyes  que  amparau  el  de- 
recho violado.  A nuestro  modo  de  ver,  esta  debería  ser  la  re- 
gla única  y fundamental,  en  cuya  virtud  pudiera  atribuirse 
á los  jueces  nacionales  la  jurisdicción  para  conocer  de  los  he- 
chos punibles  verificados  en  el  extranjero.  Pero  es  preciso  ad- 
]nitir  otra,  á saber:  que  los  tribunales  nacionales  deben  ser 
competentes  para  conocer  de  los  hechos  punibles  cometidos  en 
el  extranjero,  siempre  que  dichos  actos  tiendan  á violar  el 
derecho  internacional.  En  tal  caso,  todo  Estado  tiene  el  dere- 
cho de  castigar,  según  sus  le^ms,  al  individuo  que  atentara  á 
un  derecho  que  todas  las  naciones  están  por  igual  interesadas 
en  que  se  respete. 

LXXVII.  Es  evidente  y está  fuera  de  duda  que  si  en  un 
país  extraño  se  comete  un  crimen  contra  la  seguridad  del  Es- 
tado ó contra  el  crédito  público,  el  Estado  directamente  ataca- 
do en  su  existencia  ó en  sn  crédito  portales  delitos,  debe  tener 
el  derecho  de  perseguirlos  y castigar  al  autor,  sea  éste  nacio- 
nal é extranjero.  Todos  están  de  acuerdo  en  esta  cuestión,  y 
las  diferencias  entre  los  autores  surgen  únicamente  al  deter- 


(1)  El  Estado,  politicamente  constituido,  tiene  eu  razón  de  ser  como  el  indivi- 
duo y la  familia:  tiene  ens  derechos  y su  personalidad  jurídica.  El  poder  de  repri- 
mir los  ataques  á su  personalidad  dá  ocasión  á la  jurisdicción  penal  cuando  sus 

autores  son  particulares,  y á la  gfuerra  cuando  son  obra  de  ffohiernos  extran- 
jeros. 
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minarlas  condiciones  de  semejante 'competencia.  Quieren  al- 
ganos  que  se  persiga  siempre  al  culpable,  áun  en  rebeldía,  im- 
portando poco,  en  último  caso,  que  hubiere  sido  ya  juzgado  y 
condenado  en  el  extranjero.  Otros,  sin  discutirlos  derechos  del 
Estado  ofendido,  sostienen  que*  sería  preferible  no  declarar 
obligatoria^ siempre  la  acción  penal,  sino  hacerla  moramente 
facultativa,  con  el  único  fin  de  impedir  nuevos  procesos,  cuando 
el  delincuente  haya  sido  juzgado  y condenado  en  el  extranjero 
tan  severamente  como  hubiera  podido  serlo,  si  se  le  hubiesen 
aplicado  al  ser  habido  las  leyes  del  país  contra  el  cual  habla 
dirigido  su  atentado  (1).  No  podemos  examinar  detalladamen- 
te las  dificultades  que  se  originan  en  esta  materia,  y que  cou- 
aisten  solamente  en  la  determinación  de  las  condiciones  jdel 
ejercicio  de  la  acción,  porque  en  esta  obra  debemos  limitar- 
nos á determinar  los  principios  generales  que  legitiman  la 
jurisdicción. 

LXXVIII.  Por  igual  razón,  debe  atribuirse  al  Estado  á 
quien  perjudicó  principalmente  el  atentado,  el  derecho  para 
perseguir  al  autor  de  un  delito  contra  la  administración  ó la 
seguridad  públicas.  Por  ejemplo:  todo  aquel  que  en  el  extran- 
jero hubiese  aceptado  de  nuestro  Gobierno  un  cargo  público, 
y se  hubiera  beclio  culpable  de  prevaricación,  ó que  después 
de  haber  contratado  con  la  administración  pública  de  nuestro 
país,  empleara  el  fraude  para  sustraerse  de*sus  compromisos, 
ó permaneciendo  en  el  extranjero  comprometiera  á otro  á 


, (1)  Es  difícil  que  pueda  suceder  esto  respecto  á los  delitos  contra  la  seguridad 
exterior  del  Estado,  porque  si  en  los  Códigos  se  reprimen  los  atentados  contra  los 
Gobiernos  extranjeros,  la  pena  que  se  dicta  es  raénos  severa  siempre  que  aquella 
con  que  se  reprime^  los  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado  mismo  cometidos, 
pero  el  delito  de  los  monederos  falsos  puede  castigarse  en  el  país  en  que  se  come- 
tió con  pena  igual  ó dun  mayor  á la  dictada  por  nuestras  leyes  Verdad  es,  sin  em- 
bargo, que  según  lo  dispuesto  en  algunos  Códigos  la  falsificación  de  monedas  y 
billetes  extranjeros  se  castiga  con  menos  severidad  que  la  de  monedas  ó billetes 
nacionales;  pero  á consecuencia  de  los  tratados  acerca  de  la  moneda,  puede  suce- 
der también  que  la  falsificación  de  1 as  monedas  extranjeras  con  circulación  legal 
en  un  Estado,  sea  castigada  con  la  misma  pena  que  la  hecha  con  las  nacionales. 
Por  último,  no  puede  suponerse  que  ios  Estados  con  los  cuales  estamos  unidos 
por  convenios  monetarios  tengan  ménos  interés  que  nosotros  en  la  represión  del 
«rimen  de  falsificación  d«  nuestra  moneda.  Por  esto  creemos  que  valdría  más  de- 
clarar facultativa  la  acción  penal.  (V.  el  discurso  del  Sonador  De  Falco,  en  la  se- 
sión del  n de  Febrero  de  1S15;  ,4/íi  delSenulo). 
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cometer  un  delito  en  nuestro  territorio  (1),  todo  aquel  que  pres- 
tara auxilios  á los  que  cometieran' delitos  en  nuestro  territorio, 
(5  amenazare  la  seguridad  de  nuestro  país  (2)  , ó por  últi- 
mo, cometiere  algún  delito  análogo,  deberá  ser  castigado  se- 
gún nuestras  leyes  penales  íi  cayese  en  nuestro  poder,  bm 
efecto,  sus  actos  serían  un  atentado  á un  derecho  garantido  por 
nuestras  leyes,  que  vela.ii  por  la  protección  de  la  administra- 
ción y de  la  seguridad  públicas,  y segmii  las  reglas  anteriores, 
podría  hacerse  aplicación  de  las  penas  dictadas  por  nuestro 
legislador. 

LXXIX.  La  violación  de  nuestras  leyes  por  im  nacional 
quedas  infrinja  en  país  extranjero,  no  puede  dar  á nuestros 
tribunales  una  jurisdicción  especial  para  juzgar  al  culpable, 
sino  en  el  caso  de  que  el  nacional  hubiera  infringido  en  el  ex- 
tranjero una  de  las  leyes  esj)eciales  que  obligan  en  todas  par- 
tes al  ciudadano,  y para  las  cuales  existe  una  sanción  penal 
contra  el  autor  de  la  violación.  Este  es  un  carácter  que  á nues- 


(1)  Uno  de  los  casos  en  que  podria  tener  aplicación  nuestra  regla,  seria  el  de 
un  individuo,  ciudadano  de  un  país  enemigo  que  hubiere  comprometido  á un  ciu- 
dadano á revelarle  un  intei'esante  secreto  de  Estado,  ó á cometer  el  delito  de 
espionaje.  Se  dirá  que  según  lo  dispuesto  en  el  derecho  internacional  , es 
permitido  á los  beligerantes  servirse  de  espías;  nuestra  regla  no  podría  ser 
aplicable  al  espionaje  propiamente  dicho,  cuyo  autor  seria  entonces  susceptible  á 
la  vez  de  la  aplicación  de  las  leyes  de  la  guerra  y de  las  leyes  penales.  Pero  el  be- 
ligerante que  hubiera  empleado  el  fraude,  el  engaño»  la  corrupción,  para  hacer  de 

• nuestros  ciudadanos  sus  espías,  que  hubiera  corrompido  nuestros  funcionarios 
püblicos,  podría  si  caye.se  en  nuestro  poder  ser  llamado  á dar  cuenta  de  su  provo- 
cación. Compar,  Woosley,  hüro(hc4mi  lo  the  siudij  of  internaitonal  law,  p.  127,  pj.  218. 

(2)  En  virtud  de  este  principio,  los  piratas  pueden  ser  juzgados  por  los  Tribu- 
nales de  todos  los  países,  pues  que  como  atinadamente  ha  hecho  observar  el  Du- 
que de  Broglie;  «lo  que  caracteriza  e.«te  crimen  y le  distingue  de  todos  los  demás.; 
es. , . que  amenaza  por  igual  la  seguridad  de  todas  las  naciones,  que  es  asunto 
justiciable  para  todos  los  Tribunales  del  mundo.»  [Examen  critico  déla  ley  dada  en 
1827  sobre  Ja  piratería,  Ihémis,  1828,  p.  88).  Kl  delito  de  piratería  se  considera,  y con 
razón,  como  internacional.  En  efecto,  el  dominio  de  la  alta  mar  es  común  á todos 
los  Estados,  y su  navegación  deh.e  ser  libro.  La  piratería,  que  es  el  asalto  á 
mano  aimada,  atenta  á la  seguridad  de  todos  los  Estados.  Por  lo  tanto,  los  lími- 
tes de  este  delito  se  basan  en  el  derecho  internacional,  sin  que  ningún  legislador 
pueda  darle  otros,  suprimirlos,  extenderlos,  restringirlos,  tal  como  existen.  Es 
cuestión  de  derecho  público  interior  el  determinar  la  pena  aplicable  á este  delito  y 
el  piocedimiento  penal  que  debe  seguirse  en  tal  materia.— Compar.  Pradier-Fodc- 
r , \ attel,  lib.  n,  cap.  \ i,  p.  78.  —Calvo,  Derecho  internaciomil,  t.  t,  267. — P.  Fióre 
Derecho  inlernucional,  traduc.  Pradier-Fodferé,  V parte,  cap.  x,  p.  819. 
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tro  modo  de  ver  uo  es  común  á todas  las  leves  penales^  sino  so- 
lamente á algunas,  es  decir,  á aquellas  en  que  se  dictan  san- 
ciones penales  para  hacer  respetar  ciertas  leyes  civiles.  Ahora 
bien;  las  leyes  civiles  que  tieiien*el  carácter  de  personales,  obli- 
gan en  todas  partes  á los  nacionales.  Por  esto,  si  dichas  leyes  se 
han  infringádo  en  el  extranjero,  podrá  hacerse  aplicación  de 
nuestras  leyes^penales  en  nuestro  país  á uno  de  nuestros  sub- 
ditos que  fuese  autor  de  esa  violación.  Tales  son,  por  ejemplo, 
las  leyes  protectoras  de  los  derechos  de  ios  miembros  de  la  fa- 
milia, cuya  violación  es  causa  de  varios  delitos,  que  pueden 
comprenderse  bajo  el  título  de  delitos  contra  los  derechos  de 
familia. 

El  legislador  _ de  cada  Estado  determina  por  la  ley  civil 
IOS  derechos  y deberes  respectivos  de  ios  miembros  de  la  fa- 
milia, y establece  por  disposiciones  especiales  el  estadio  de 
familia  ( stato  di  famiglia),  es  decir,  el  conjunto  de  los  de- 
rechos que  proceden  de  las  relaciones  de  los  padres  entre  sí 
y cotí  los  hijos.  La  ley  civil  no  basta  siempre  por  sí  sola 
para  proteger  los  derechos  de  la  familia:  así  los  legisladores’ 
de  los  distintos  países,  en  caso  de  necesidad,  reprimen  di- 
cha violación  por  las  leyes  penales . Por  nosotros  , deben 
ser  estas  leyes  consideradas  como  el  ’ complemento  necesa- 
rio del  derecho  de  familia,  y como  oblig'atorias  en  todos  los 
países.  Admítese  generalmente  que  el  estado  de  las  personas, 
las  relaciones  familiares  y las  obligaciones  que  de  ellas  sé  de- 
rivan , se  rigen  por  la  ley  nacional  de  cada  individuo  sea 
cualquiera  el  lugar  en  que  resida  (1).  Según  esto,  la  protección 
y defensa  de  estos  derechos  por  la  aplicación  de  las  leyes  pe- ' 
nales,  debe  pertenecer  únicamente  al  Estado  á que  corres- 
ponda la  familia. 

Los  padres  italianos,  que  están  oblig'ados  en  todas  partes  á 
observar  las  le^ms  que  regulan  las  relaciones  familiares,  deben 
someterse  á las  sanciones  penales  de  nuestras  leyes  que  les 
imponen  la  obligación  de  cumplir  en  todos  países  las  for- 
malidades establecidas  por  las  costumbres  locales  para  hacer 


(1)  ComjDar.  FiorR,  tradac.  Pradier-Fodlré,  Derecho  iiiícrfíaciottal  privado,  lib.  1 
cap.  1, — Mancini,  fíclas/onv  all’  liishlulmH  dirilto  itifer/ia^ionafe.  Co/zciusiones. 
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constar  el  estado  civil.  Así  es  que  podrán  ser  castigados,  sí' 
hubieren  cometido  en  el  extranjero  uno  de  esos  delitos  conoci- 
dos con  la  denominación  de  delitos  contra  el  estado  civil,  por 
ejemplo,  exponer  sus  hijos,  dqclarar  fraudulentamente  un  se- 
xo que  no  fuera  el  de  sus  hijos,  cambiar  6 sustituir  los  niños, 
ó bien  hacerse  culpables  del  delito  de  sustitución  de  parte  ó 
sustitución  de  nn  niño,  ó cualquier  hecho  análog’o.  El  autor 
de  semejantes  delitos  habría  infringido  también  las  leyes  lo- 
cales, y podría  sin  duda  ser  juzgado  y condenado  en  el  mismo 
lugar  en  que  se  hizo  culpable.  Pero  con  independencia  de 
cuanto  sobre  este  punto  dispongan  las  leyes  extranjeras,  el 
ciudadano  italiano  podrá  en  todo  caso  ser  llamado  á dar  cuen- 
ta en  su  pátria  de  todo  delito  contra  el  estado  civil,  de  la  mis- 
ma manera  que  si  el  delito  hubiera  sido  cometido  en  Italia. 

Lo  mismo  debe  disponerse  en  cuanto  á las  leyes  que  regu- 
lan los  derechos  y los  deberes  de  los  esposos.  Así,  un  italiano 
que  contrajera  segundo  ó tercer  matrimonio  en  un  país  donde 
la  poligamia  ó la  poliandria  fuesen  permitidas,  no  podría  des- 
pués de  su  regreso  á la  patria  , pretender  la  exención  de 
las  penas  dictadas  contra  la  bigamia.  Lo  mismo  acontece  res- 
pecto á las  leyes  que  castigan  el  adulterio  (1),  las  que  repri- 
men los  servicios  ejercidos  en  el  seno  do  la  familia,  de  aque- 
llas que  castigan  el  abandono  de  los  niños,  cuando  este  delito 
lo  comete  el  padre,  y en  fin,  respecto  á todas  aquellas  que  re- 
primen delitos  análogos. 

LXXX.  Conviene  hacer  notar  que  las  leyes  que  proveen  á 
la  protección  jurídica  del  derecho  de  familia,  tienen  una  san- 


(l)  No  liay  hecho  luimauo  que  haya  engendrado  en  las  diversas  épocas  y nacio- 
nes desemejanzas,  diferencias  más  numerosas,  que  la  penalidad  con  que  ha  de  re- 
primirse la  infidelidad  conyugal.  Tissot  (Derecho  criminal^  t.  n,  p.  21fi  y siguientes), 
deduce  de  este  hecho  uno  de  sus  principales  argumentos  para  sostener  que  no 
puede  hallarse  en  el  adulterio  la  violación  de  un  deber  jurídico.  Verdaderamente, 
ei  distinto  modo  con  que  se  han  considerado  las  relaciones  de  familia,  ha  ejercido 
gran  influencia  sobre  la  represiou  de  la  in  fidelidad  conyugal,  pero  no  es  esto  una 
razón  para  admitir  la  original  argumentación  de  Tissot.  La  historia  nos  muestra 
costumbres  bárbaras  é irracionales  de  todas  clases,  que  prueban  la  diferente  ma- 
nera de  que  los  pueblos  entienden  los  deberes  conyugales;  pero  la  historia  no  pue- 
de resolver  la  cuestión  de  saber  si  la  fidelidad  conyugal  es  un  deber  juridico.— 
Gompar.  Fouruel,  Tratado  del  adulterio. 
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cioii  penal  áun  para  los  extranjeros.  Estos,  por  ejemplo,  sin 
tener  la  obligación  de  hacer  constar  y asegurar  el  estado  civil 
del  niño,  la  tienen  de  abstenerse  de  ejecutar  todo  hecho  que 
tienda  á destruir  6 alterar  aquel  estado.  Del  mismo  modo,  el 
funcionario  del  registro  civil  no  podrá  celebrar  el  casamiento 
denn  individuo  que  estuviera  comprometido  por  un  matrimonio 
válido,  etc.  Debe,  sin  embargo,  tenerse  en  cuenta  que  nuestra 
ley  sería  aplicable  á los'  extranjero'fe  que  hubiesen  cometido  un 
delito  contra  el  estado  civil  en  nuestro  país.  Si,  por  otra  parte, 
estos  individuos  no  hubiesen  sido  castigados  en  el  lugar  en 
que  hubieran  consumado  el  delito,  podrían  serio  en  su  patria. 
Debemos  decir  además,  que  si  nuestros  compatriotas  habian 
sido  castigados  en  el  lugar  en  que  perpetraron  el  delito,  sería 
necesario  tener  en  cuenta  la  pena  ya  sufrida  por  éllos,  para  el 
caso  en  que  fueran  perseguidos  por  el  mismo  hecho  en  nuestra 
patria. 

LXXXI.  Algunos  autores,  partiendo  de  la  idea  de  que  el 
Estado  debe  proteger  por  sus  propias  leyes  los  derechos  nacio- 
nales, dicen  que  todo  individuo  que. en  el  extranjero  hubiera 
dañado  á uno  de  nuestros  ciudadanos,  podría  ser  condenado 
con  aplicación  de  nuestras  leyes  penales.  «¿No  es  un  espec- 
táculo que  repugna  á la  conciencia  y á la  razón,  dice  Bonjean, 
el  del  extranjero  que  después  de  babor  asesinado  á un  fran- 
cés en  el  territorio  de  uno  de  los  Estados  vecinos,  viene  á bus- 
car asilo  en  la  misma  patria  de  su  víctima,  insultando  con  su 
presencia  y su  impunidad  el  dolor  legítimo  de  los  parientes 
y amigos?  (1).»  xilgunos  legisladores  modernos  han  consagra- 
do este  principio  (2),  y considerando  al  individuo  como  prote- 
gido eu  todas  partes  por  las  leyes  de  su  país,  se  han  visto 
obligados  á admitir  que  para  hacer  competentes  á los  tribuna- 
les criminales  por  razón  de  los  delitos  cometidos  eu  el  extranr 


(1)  Informe  sobre  el  proyecto  de  ley  relativo  á los  crímenes  cometidos  en  país 
extranjero,  pág’.  3-1.— Corapar.  Haus,  Curso  de  derceho  criminal,  vol.  i,  n.”  91.— Orto- 
lan,  Derecho  penal,  n.“  897.— Sieg-enbeeck,  Disc,  de  delict.  e.vlra  íerrií.— Casanova^ 
Diritto  internazioiufle,  lezione  33. 

(2)  Compar.  Código  de  Wurlemberg,  art.  ‘I*.— Código  de  Badén  de  1845,  artículos  5"  y 
Cf.— Código  de  Hannover  de  1840,  art.  S°. —Código  del  reino  de  Sajoniaáe  1838,  articii  los  S” 
y i°.— Código  de  Ziirich  de  1835,  art.  2°.— Código  de  Lucerna  de  1836,  art.  2'\— Código  d« 
Turíoria  de  1841 , art.  2". 
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jevo,  bastaba  que  tales  delitos  hubiesen  perjudicado  á un  ciu- 
dadano del  Estado  que  quiere  perseguir  á sus  autores.  IVos- 
otros  no  admitimos  esta  doctrina,  porque  no  ños  parece  que 
la  exterritorialidad  del  derecho  penal  debe  depender  de  la 
cualidad  de  la  persona  en  perjuicio  de  la  cual  se  cometió  el 
delito.  Yerdad  es  que  el  hombre  nace  siendo  ciudadano  .de  un 
país,  y como  tal  está  sometido  al  poder  social  de  su  patria  que 
con  sus  leyes  le  asegura  el  libre  ejercicio  de  sus  derechos,  y 
que  debe  ser  en  todas  partes  protegido  por  la  soberanía  de  su 
jiaís.  Pero  por  otra  parte,  puede  alejarse  de  su  patria  y pene- 
trar en  el  territorio  de  otro  Estado  y someterse  á un  poder  so- 
cial extraño,  que  con  pleno  derecho  se  subroga  al  poder  so- 
cial de  la  patria  para  proteger  la  persona  y la  propiedad  de  los 
que,  yixiendo  en  el  territorio  que  le  está  sometido,  han  venido 
á ser  temporalmente  sus  súbditos  (1). ¿Querrá,  quizá,  suponer- 
se quedas  leyes  de  un  Estado  extranjero  deben  reputarse  iu- 
suíicientes  para  proteger  las  personas  y la  propiedad,  y que 
este  objeto  no  podrá  ser  castigado  sino  pqr  nuestras  leyes,  ó 
bien  que  nuestras  leyes  deben  ser  observadas  por  los  indivi- 
duos que  no  están  sometidos  á su  imperio?  Diremos  con  Mon- 
tesquieu:  «estoy  obligado  á seguir  las  leyes  cuando  vivo  bajo 
su  imperio:  pero  cuando  no  es  así,  ¿puedeu'obligarme  aún?  (2)». 

LXXXn.  L as  leyes  nacionales  cuyo  objeto  es  protegerlas 
personas  y la  propiedad  de  los  ciudadanos,  respecto  á los  otros 
ciudadanos,  podrán  ser  violadas  por  actos  ejecutados  en  país 
extranjero,  en  el  caso  en  que  dos  individuos  del  mismo  país 
se  trasladaran  al  extranjero  únicamente  para  cometer  un  deli- 
to y volvieran  en  seguida  á su  patria.  Tal  sería  el  caso  de  dos 
ciudadanos  de  un  Estado  en  que  el  duelo  esté  prohibido,  que 
hubieran  traspasado  la  frontera  para  ir  á batirse  á otro  país 
en  que  el  duelo  gozase  de  impunidad.  El  vencedor  no  podría 
volver  en  medio  demosotros  cubierto  de  la  sang-re  de  su  ad- 
versario y gozar  de  la  impunidad.  El  hecho  de  haber  con- 


(1)  El  extranjero,  dice  Mangin,  se  hace  súbdito  de  la  ley  del  país  á que  se  tras- 
lada, está  sometida  al  podar  público  de  ese  país.  Es  un  principio  de  derecho  de 
gentes  admitido  en  todas  las  naciones.  {Trailé  de  Vací.  p}iMiq.,  t.  i,  n."  59). 

C¿)  Cartas  persas , t . . i , pAg'.  21 9 . 
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'cebido  el  proyecto  criminal  en  nuestro  país  y de  haber  obrado 
fraudulentamente  para  sustraerse  á la  autoridad  de  leyes  que 
son  rigurosamente  oblig-atoriaSj  y el  de  haber  puesto. en  eje- 
cución ese  proyecto  criminal  trasladándose  á un  .país  extran- 
jero, con  el  deliberado  propósito  de  eludir  la  ley,  justificarían 
la  competencia  de  nuestros  tribunales,  y darían  á la  aplica- 
ción de  nuestras  leyes  penales  contra  aquellos  que  quisieran 
sustraerse  á ellas,  un  carácter  de  justa  represión.  Todavía  po- 
dría decirse  que  sin  duda,  el  delito  ha  sido  cometido  en  un  lu- 
gar en  que  nuestra  ley  jienal  no  tiene  autoridad,  y que  sólo 
el  concebir  el  proyecto  en  nuestro  país  no  podrá  atribuir  nin- 
guna competencia  á nuestros  tribunales;  pero  si  se  considera, 
por  otra  parte,  que  el  propósito  criminal,  los  hechos  prepara- 
torios y la  perpetración  del  delito  puedan  ser  cónsiderados  co- 
mo un  todo  indivisible,  no  habrá  nada  contrario  á los  princi- 
pios generales  en  atribuir  la  competencia  al  tribunal  del  lu- 
gar donde  el  projmeto  criminal  fué  concebido  y empezó  á 
ejecutarse,  aunque  el  delito  se  cometiese  en  país  extranjero. 
Es  este  un  caso  idéntico  al  de  los  delitos  comenzados  en  un 
país  y acabados  en  otro  (1). 

■ LXXXIII.  Sólo  en  el  caso  de  que  se  trate  de  crímenes  ó 
delitos  cometidos  en  el  extranjero,  y para  ios  cuales  no  pueda 
ó no  deba  tener  lugar  la  extradición,  podrá  la  acción  penal 
ser  atribuida  (2)  de  oficio  ó en  virtud  de  queja  del  ofendido, 
de  su  representante,  ó del  Estado  en  cuyo  territorio  tuvo  lu- 
gar el  delito,  á los  tribunales  del  país  en  el  cual  sea  detenido 
el*  culpable.  En  tal  hipótesis  nuestra  ley  no  ha  sido  violada 
por  un  delito  cometido  en  el  extranjero;  pero  como  no  existi- 
ría otro  medio  de  castigar  al  culpable  si  nuestro  país  le  sirviera 
•de  asilo,  por  el  mismo  hecho  se  atentaría  á aquellas  de  nues- 
tras leyes  que  protegen  la  seguridad  pública.  Un  ejemplo  en 


(1)  V.  cap.  1,  númaros  32  y siguientes. 

(2)  Gomo  diremos  á su  tiempo,  la  extradición  no  debe  limitarse  sólo  á los  crí- 
menes, pero  tampoco  podrá  extenderse  á todos  los  delitos.  Los  delitos,  no  podien- 
do, por  si  solos,  dar  lugar  ala  extradición,  caen,  á nuestro  entender,  en  la  aplica- 
ción de  la  regla  íe  initenio,  ibiieco/weiiio,  en  virtud  de  la  cual  el  individuo  que  ha 
cometido  un  delito  puede  ser  perseguido  ante  la  jurisdicción  del  lugar  en  que  se 
encuentre,  para  dar  cueota  del  daño  que  ha  causado,  de  la  misma  manera  que  un 
deudor  que  puede  ser  citado  á juicio  en  cualquier  parte  que  resida. 
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que  podría  aplicarse  nuestro  principio,  sería  el  de  un  hecho 
semejante  al  que  se  produjo  á bordo  de  la  Criolla  en  1841. 
Había  partido  este  navio  americano,  llevando  á bordo  un  co- 
lono que  conducía  consigo  135  esclavos.  Durante  el  viaje, 

‘ los  esclavos  se  sublevaron  y mataron  á su  amo,  hirieron  gra- 
vemente á varias  personas  de  la  tripulación,  encadenaron  al 
comandante  del  navio,  y apoderándose  del  mando,  se  dirigie- 
ron hácia  un  puerto  iugdés.  Con  este  motivo,  tuvo  lugar  una 
larga  discusión  entre  ambos  gobiernos  y en  el  seno  del  Par- 
lamento inglés,  para  decidir  si  los  esclavos  y los  jefes  de  la 
sedición,  en  número  de  19,  arrestados  por  el  gobierno  inglés, 
debían  ser  entregados.  Dejando  á un  lado  la  discusión  y solu- 
ción do  este  asunto,  diremos  que  nuestra  opinión  es  que  los 
esclavos  no  debían  ser  entregados,  pero  que  los  agitadores  y 
Irs  asesinos  no  debían  permanecer  impunes. 

Un  esclavo  que  llega  á un  país  donde  no  se  conoce  la  es- 
clavitud, adquiere  de  pleno  derecho  su  libertad,  y ya  no  pue- 
de ser  privado  de  ella.  Aun  en  el  caso  de  que  sea  un  malhe- 
chor, tendrá  derecho  á ser  tratado  como  hombre  libre,  es  de- 
cir, á ser  enviado  ante  los  tribunales.  Reconocido  culpable,  y 
después  de  haber  sufrido  su  condena,  deberá  ser  puesto  de 
nuevo  en  libertad.  Entregando  los  esclavos  culpables  de  ase- 
sinato en  la  Criolla^  no  se  les  sujetaba  simplemente  á la  obli- 
gación de  responder  ante  los  tribunales  de  su  crimen,  sino 
que  se  les  privaba  de  ser  tratados  como  hombres  libres.  Per 
otra  parte,  sería  malo  concederles  la  impunidad.  Según  esto, 
es  necesario  conceder  jurisdicción  á los  tribunales  del  Esta- 
do para  prevenir  el  daño  social  que  resultaría  de  la  impunidad 
del  delito,  para  garantir  á los  buenos  ciudadanos  del  peligro 
que  les  haría  correr  un  huésped  peligroso,  y para  impedir  un 
escándalo  y un  mal  ejemplo. 

Debe  todavía  examinarse  una  última  hipótesis,  la  de  un 
Gobierno  que  sabiendo  se  ba  cometido  un  crimen  en  el  extran- 
jero, hubiera  detenido  al  presunto  reo  y ofrecido  su  extradi- 
ción al  Gobierno  del  país  en  que  so  cometiera  el  delito,  y el 
cual  podría  no  querer  entablar  una  demanda  regular.  En 
este  caso,  el  Estado  tendría  la  facultad  de  expulsar  al  delin- 
cuente y de  hacerlo  acompañar  hasta  la  frontera  de  su  país.  Es 
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cierto  efectivamente  ^ue  el  Estado  tiene  derecho  de  prevenir 
el  daño  social  que  pueda  provenir  de  ía  presencia  de  am  sér 
pelig*roso.  Sin  embargo,  no  podrá  hacerlo  llevar  á las  fronteras 
del  Estado  vecino  sin  el  consentimiento  de  dicho  Estado,  por- 
que los  deberes  de  buena  vecindad  imponen,  entre  otros  efec- 
tos, la  obligación  á cada  Estado  de  no  desembarazarse  de  los 
malhechores  con  perjuicio  de  los  países  limítrofes.  Tan  sólo  su 
misma  patria  debe  recibirlos  sin  hacer  objeción,  pues  cada  Es- 
tado tiene  la  obligación  de  recibir  á ^quellos  de  sus  subditos 
o dependientes  que  son  expulsados  por  las  autoridades  extran- 
jeras y vueltos  á enviar  á su  patria. 

Verdaderamente  debe  ser  un  caso  irrealizable  el  de  un  Es- 
tado civilizado  que  rehúse'  hacer  la  demanda  regular  de  extra- 
dición de  un  individuo  que  hubiese  delinquido  en  su  mismo 
territorio,  cuando  esta  extradición  se  le  ofrece  por  otro  Estado. 
En  efecto,  el  daño  que  resulta  de  la  impunidad  del  culpable, 
perjudica  más  directamente  al  país  en  cuyo  territorio  se  come- 
tió el  delito,  y allí  es  precisamente  donde  se  hace  más  necesa- 
ria la  aplicación  de  la  ley  penal  con  objeto  de  restablecer  el  or- 
den social,  perturbado  por  aquel  hecño.  Si  á pesar  de  todo,  se 
realizara  tan  extraña. hipótesis,  en  nuestro  sentir,  el  único  re- 
curso que  quedaría  sería  expulsar  al  detenido,  haciéndole  acom- 
pañar hasta  las  fronteras  de  su  patria.  Todos  los  publicistas  es- 
tán de  acuerdo  en  considerar  como  potestativo  y no  obligato- 
rio en  un  Estado  el  recibir  en  él  al  extranjero.  Seg-uu  esto,  es 
indudable  que  no  podría  negarse  á un  Gobierno  el  derecho  de 
expulsar  á este  mismo  extranjero  por  interés  de  orden  público 
ó por  motivos  de  policía  (1).  Por  último,  en  la  hipótesis  que  su- ' 
ponemos,  parece  que  debe  considerarse  como  obligatoria  la  ex- 
pulsión, pues  es  el  medio  único  de  tranquilizar  á los  buenos 
ciudadanos. 

Se  dirá  quizá  que  sería  mejor  medio  para  evitar  la  impuni- 
dad del  reo  hacerle  juzgar  por  los  magistrados  del  Estado 
que  ya  le  tiene  en  su  poder.  Pero  si  difícil  y costoso  es  siem- 


(1}  Vattel,  Derecho  (leí!  en  i,  p.  33'K^l,  y Pradier-Fodcré,  sobre  Vattel,  notas 

de  estos  párrafos.— Phülimore, Utw,  t.  r,  n.'’ Bluntschli,  Derecho 
interníit.  codificado,  art,  883.— Dudley-Field,n.°3'21.  . 
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pre  instruir  un-proceso  criminal  en  lugár  diferente  de  aquel 
en  que  lia  pasado  el  hecho  criminal,  esta  dificultad  parecerá 
mayor  aún  cuando  el  Gobierno  local  se  muestre  tan  poco  cui- 
dadoso para  castigar  ai  culpable  que  haya  rechazado  el  ofre- 
cimiento de  extradición  que  se  le  ha  hecho. 

LXXXIII  (segundo).  Todos  los  principios  expuestos  en  el 
presente  capítulo  pueden  resumirse  del  modo  siguiente  (1): 

Ninguna  soberanía  puede  ejercer  su  poder  represivo  sobre 
un  territorio  sometido  á otra  soberanía.  Sin'embargo,  cuando 
suceda  que  de  un  hecho  realizado  en  el  extranjero  resultara 
un  atentado  contra  un  derecho  protegido  por  la  ley  del  Esta- 
do, la  soberanía  de  este  Estado  tiene  jurisdicción  sobre  el  cul- 
pable, ya  consiga  apoderarse  de  su  persona,  ó ya  obteniendo  su 
extradición. 

Deben  considerarse  comprendidos  en  la  regia  precedente: 

Los  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado  j contra  el  cré- 
dito público  (2); 

Los  delitos  contra  los  derechos  familiares  y el  estado  civil, 
cometidos  por  un  nacional  que  reside  en  el  extranjero  (3)j 

Los  delitos  contra  la  propiedad  ó contra  las  personas,  cuan- 
do el  culpable  se  encuentra  en  Estado  extranjero,  ó la  ley  na- 
da dice  del  delito  por  él  cometido,  en  el  caso  de  consumar  im- 
punemente un  hecho  determinado,  en  fraude  de  la  ley  de  este 
país,  según  la  cual  este  hecho  era  reprensible; 

O bien,  el  hecho  de  trasportar  al  país  los  objetos  adquiridos 
por  medio  del  delito; 

O bien,  por  parte  de  un  extranjero,  el  haber  aconsejado, 
excitado  ó inducido  al  autor  de  un  delito  cometido  en  el  inte- 
rior de  un  Estado,  á perpetrarlo.  • . 

Los  delitos  contra  el  derecho  internacional,  tales  como: 

La  trata  de  negros  y todo  hecho  cualquiera  que  sea,  rela- 
cionado con  la  trata  é comercio  de  esclavos. 

La  destrucción  ó alteración  de  telégrafos  submarinos  ó de 


(1)  P.  B'iore,  Dirilio  iíifernazionalepublico,'t.  i,  n.°  485,  2^  edición. 

(2)  Tales  son;  la  falsiñcacion  de-monedas,  de  tituloS,  de  sellos  oficiales  y otros 
hechos  análogos. 

(<h  Tales  son:  la  suppression  de  estado,  la  id,  de  piorto,  ia  higamia,  etc. 
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Jos  aparejos  que  dé  él  forman  parte,  cables,  hilos  metálicos 
ú otras  cosas  equivalentes  (1), 

Los  deterioros  ó destrucción  de  vías  férreas  ínternaciona- 
Jes,  de  canales  ú obras  destinadas  al  uso  común  de  las  nacio- 
nes, causados  con  intención  fraudulenta  en  tiempo  de  paz, 
ó por  individuos  no  autorizados  especialmente  para  ello,  en 
tiempo  de  guerra  (2). 

Respecto  á los  delitos  de  las  tres  últimas  clases , hay  en 
ellas  que  hacer  observar  que  porque  atontan  á los  derechos 
de  todos  los  pueblos,  la  jurisdicción  en  lo  que  á éllos  se,  refie- 
re pertenece  al  Estado  que  primero  se  apodera  de  la  persona 
del  culpable.  No  obstante,  es  menester  que  se  trate  de  delitos 
reconocidos  como  tales  en  derecho  internacional,  y para  evi- 
tar cuantas  dudas  pudieran  surgir  en  lo  relativo  al  crimen  de 
piratería,  será  conveniente  atenerse  á las  reglas  siguientes: 

A.  Será  considerado  como  acto  de  piratería  todo  robo  con 
violencia  ó depredación  en  alta  mar  con  intención  de  robar  y 
saquear,  sin  distinguir  si  los  autores  de  tales  hechos  enarbolan 
el  pabellón  de  su  Estado,  y tienen  libros  de  bordo  (3). 

R.  Los  piratas,  no  podiendo  ser  considerados  como  ciuda- 
danos de  ningún  Estado,  pueden  ser  juzgados  por  cualquier- 
Estado  que  los  tenga  en  su  poder. 

C.  Cuando  los  actos  de  piratería  sori  cometidos  en  las 
aguas  territoriales,  dé  un  Estado,  su  jurisdicción  deberá  ser  re- 
conocida con  preferencia  á la  de  todo  otro  Estado  (4). 

T).  El  o^ue  tenga  pruebas  de  que  un  barco  es  culpable  de 


(1)  El  Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos  envió  una  circular  á las  prin- 
cipales potencias  marítimas,  invitándoles  á uua  conferencia  sobre  la  protección  de 
los  cablea  trasatlánticos. 

(2)  En  lo  relativo  al  registro  administrativo  sobre  las  vías  férreas  intermacio- 
naies,  está  admitido  hoy  que  las  autoridades  del  Estado,  pueden  eiercei  la  vigilan- 
cia y el  registro  administrativos  hasta  el  primer  recodo  de  la  frontera  de  otro 
Estado. 

(S)  «Qui  autem  nullius  príncipis  actoritate  sive  mari,  sive  térra,  rapiunt  píra- 
te rum  prsedoDuirque  vocabulo  intelliguiitur.  Bynkershock,  quest.,  juris puhlk.i,  I., 
ch.  xvii. 

(4)  Bluntschli  sienta  la  regla  siguiente;  ^Cuando  un  navio,  sin  renunciar  á su 
nacionalidad  y sin  romper  los  lazos  que  le  unen  á un  Estado  determinado,  comete 
en  la  mar  actos  de  pillaje,  robo  ú otros  delitos,  no  se  le  pueden  aplicar  las  reglas 
y 1 a jurisdicción  internacional  admitidas  en  qafo  de  piratería,  y sólo  son  compe- 
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pirateríRj  6 tenga  gravea  motivos  para  suponer  de  é\  tai  cri- 
men, puede  apoderarse  del  navio,  pero  debe  conducirle  á un 
puerto  de  un  Kstado,  para  poder  llevarlo  ante  los  tribuna- 

Ics  (1). 

E,  Ningún  navio  puede  ser  condenado  por  piratería,  sino 
en  conformidad  con  las  reglas  del  derecho  internacional.  Las 
leves  particulares  de  un  Estado  en  las  pue  se  califica  como 
actos  de  piratería,  actos  que  no  tienen  este  carácter  en  dere- 
cho internacional,  pueden  ser  únicamente  aplicadas  á los  na- 
vios del  Estado  que  las  dictó. 

F.  No  puede  calificarse  como  acto  de  piratería,  por  parte 

de  un  individuo,  el  hecho  de  cometer  actos  de  violencia  ó de- 
predación cuando  está  encargado  de  una  comisión  regular  de 
una  nación  beligerante,  áun  en  el  caso  de  que  hubiera  exce- 
dido los  poderes  concedidos  para  tal  comisión.  Sin  embargo, 
en  este  caso,  el  autor  de  tales  actos  tendria  que  responder  de 
ellos  ante  los  tribunales  competentes  (2).  ‘ • 

LXXXIV.  La  institución  de  la  extradición  forma  parte  in- 
tegrante de  nuestra  doctrina,  pero  no  tal  como  hoy  existe, 
considerada  como  un  acto  de  administración.  Diremos  en  la- 
segunda  parte  de  esta  obra,  cómo  debería  estar  regulada  esta 
importante  institución,  y cómo  debería  proveerse  por  medio 
de  la  ley,  á la  supresión  de  los  abusos  del  poder  ejecutivo  y al 
de  la  arbitrariedad  de  los  tratados.  Los  principios  que  á este 
propósito  expondremos,  son  necesarios  para  completar  ciertas 
cuestiones  que  no  podemos  desenvolver  aquí  para  no  alterar 
el  plan  de  nuestro  trabajo. 

Digamos,  sin  embargo,  desde  ahora,  que  segmn  nosotros, 


tontea  los  Tribunales  del  Estado  á que  pertenece  este, navio»  (p.  350,  traduc. 
Lardy). 

Parécenos,  por  el  contrario,  que  un  navio  consagrado  A la  piratería,  tenga  ó no 
tenga  el  pabellón  de  un  Estado  y los  papeles  en  regla,  está  desnaturalizado,  y no 
admitimos  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  del  Estado,  cuyo  pabellón  ostenta. 

(1)  Clarees  que  si  la  sospecha  no  se  justifica,  la  persona  que  causó  el  apresa- 
miento del  navio,  está  obligada  áándemnizarle  todo  perjuicio  que  sufriera,  según 
las  circunstancias.  (V.  Dudley-Field,  Interiiaíional  Coríe,  p.  85). 

(2)  «Sed  pirata  quis  sit  necne,  inde  pendet  an  raandatum  pra-dandi  habuerit:  si 
babuerit  et  arguatur  id  excessisse,  non  continuo  eum  habuerim  pro  pirata.» 
(Byjikershok,  Quest.  jurd.,  p,  i-,  ch.  xvii). 
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V 

'debe  considerarse  la  extradición  como  obligatoria  entre  los 
Estados,  j no  solamente  por  imposición  de  los  convenios  di- 
plomáticos, sino  como  teniendo  por  objeto  poner  en  práctica  el 
deber  de  solidaridad  de  los  Estados  en  la  administración  de  la 
justicia.  Según  creemos,  el  juez  natural  de  los  malhechores  es 
el  del  Estado  cuya  ley  ha  sido  violada,  y sobre  quien  recaería 
el  daño  resultante  de  la  impunidad.  Según  esto,  la  extradición 
deberá -tener  por  objeto  hacer  volver  á los  malhechores  ante 
sus  naturales  jueces. 

En  resúmen,  en  nuestra  doctrina,  reducimos  á límites  bien 
determinados  en  cuanto  es  posible,  el  caso  de  esterritorialidad 
en  materia  de  derecho  penal,  y extendemos  la  institución  de 
la  extradición  considerándola  como  obligatoria  entre  los  Esta- 
dos civilizados,  y como  regulada  por  leyes  que  tienen  justa- 
mente por  objeto,  impedir  las  medidas  arbitrarias.  De  este  mo- 
do, en  nuestrQ  sentir,  puede  verse  realizada  la  justa  aspira- 
ción de  ver  á todos  los  Estados  solidarios  en  el  ejercicio  del 
deber  de  la  protección  jurídica,  solidarios  en  la  represión  de 
los  delitos. 


CAPITULO  m 


Del  derecho  de  expulsar  al  extranjero. 


Expulsión  del  extranjero. —8'i.  Opinión  d<í  Martens.— 87.  Nuestra  opinión». 
-88.  Ley  italiana  en  vigor.— 89.  Proyecto  eje  Código  penal  italiano. —90.  Gon- 
• ducta  en  la  frontera.— 91.  El  extranjero  puede  ser  expulsado  administrativa- 
mente.—92.  Opinión  contraria. —C3.  Nuestra  opinión.— 94.  Ley  francesa.— 95. 
Ley  belga.— 96.  Ley  suiza.— 97.  Ley  danesa.— 97  bis.  Legislación  española.— 
98.  Ley  holandesa.- 99.  Legislación  griega.— 99‘  bis.  Ley  sueca.— 99  ter.  Criti- 
cas de  las  leyes  en  vigor  relativas  á.  la  expulsión  del  extranjero.— lOí).  Se  prohí- 
be expulsar  un  nacional.- 101-  Se  puede  prohibir  á un  nacional  volver  á entrar 
en  su  pátria.— 102,  Jurisprudencia  francesa.- 103.  Competencia  de  los  Tribu- 
nales en  materia  de  expulsión.  — 103  bis.  Expulsión  del  sujeto  á extradición 
que  ba  cometido  otro  delito  no  susceptible  de  extradición. 


85.  El  derecho  de  expulsar  al  extranjero  es  uno  de  los  de- 
rechos complementarios  de  la  protección  jurídica,  que  es  fin 
del  derecho  de  castigar.  En  efecto,  cuando  una  de  las  condi- 
ciones necesarias  para  justificar  la  coprpetencia  de  los  tribu- 
nales falta,  y la  oferta  de  extradición  del  criminal  en  el  Es- 
tado en  cuyo  territorio  se  ha  cometido  el  delito,  no  ha  sido 
aceptada,  no  queda  otro  medio  de  proteger  los  intereses  del 
país  de  refugio,  que  expulsar  al  acusado  conduciéndole  á la 
frontera. 

Algunos  autores  discuten  este  derecho  del  Estado,  fundán- 
dose en  que  la  expulsión  es  por  sí  misma  una  pena,  y no  se 
puede  castigar  á un  individuo,  que  no  ha  sido  reconocido 
culpable.  Estos  autores  preferirian  ver  ál  Estado  perseguir  al 
extranjero,  evidenciando  su  inocencia  ó su  culpabilidad.  De 
esta  manera,  según  ellos,  se  evitaría  el  inconveniente  ya  de 
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dejar  impune  á un  culpable,  ya  de  castigar  á un  inocente.  Sin 
embargo,  no  podemos  adoptar  esta  opinión. 

Excepto  el  caso  en  que  la  expulsión  del  territorio  estuvie- 
se ordenada  por  el  Magistrado,  y fuese  un  complemento  de  la 
]j;ma,  no  podemos  dejar  de  admitir  que  en  ciertos  casos,  pue- 
de la  autoridad  administrativa  prohibir  á los  extranjeros  la 
entrada  en  el  territorio  del  Estado,  6 bien  expulsar  por  razo- 
nes políticas  ó de  orden  publico,  á esos  mismos  extranjeros 
que  se  encontrasen  en  su  país.  El  único  punto  que,  en  nuestra 
opinión,  puede  dar  materia  á discusión,  es  el  relativo  á la  ex- 
tensión del  derecho,  que  tiene  el  Gobierno,  para  dictar  esta 
medida. 

86.  Los  antiguos  publicistas,  después  de"  haber  admitido 
la  doctrina  errónea  de  que  el  Estado  es  propietario  del  suelo 
nacional  y que  tiene,  por  tanto,  un  derecho  absoluto  é ili- 
mitado sobre  las  personas  j sobre  las  cosas  que  se  encuen- 
tran eíi  el  territorio  , le  han  atribuido  el  poder  arbitrario 
de  expulsar  á los  extranjeros,  ya  individual,  ya  colectiva-, 
mente.  Estos  principios  han  sido,  en  gTan  parte  , acepta- 
dos por  algunos  autores  modernos.  Así,  por  ejemplo,  Mar- 
teas  dice:  «el  Gobierno  de  cada  Estado  tiene  siempre  el  dere- 
cho de  obligar  á los  extranjeros  que  se  encuentran  en  su  ter- 
ritorio, á salir  de  él,  haciéndoles  conducir  hasta  las  fronteras: 
este  derecho  se  funda  en  que  no  formando  el  extranjero  parte 
do  la  nación,  su  recepción  individual  en  el  territorio,  es  pu- 
ramente facultativa,  de  simple  tolerancia  y en  manera  algu- 
na obligatoria.  El  ejercicio  de  este  derecho  puede  hallarse  so- 
metido á ciertas  formas  por  las  leyes  interiores  de  cada  país, 
pero  el  derecho  no  deja  de  estar  universalmente  reconocido 
y practicado  (1).» 

87.  La  doctrina  de  los  autores  que  rehúsan  al  Soberano  el 
derecho  ilimitado  de  expulsar  á los  extranjeros  nos  parece  más 
conforme  á la  verdad  (2). 

(1)  Martena,  Droit  desge}is,\\h.  m,  ch.  m,  91. 

(2)  CoDfr.  Vattel,  DroíY  des  ge7is,\ih.  i,  ii.°  231,  anotado  por  Pradtor-Fodéré 

hKO  C2Í.  — Gontostaulos  , jure  expellendi  — PhilHmore,  Internatio- 

ufil  law,  n.»  385.— Woosley,  rnternational  law,  p.  94.— Field-Dudley,.  g 321.— Rlunta- 

codijié,  § 383.— Ortolan,  Diplomatic  de  la  mer^  lili,  n,  ch.  \tv,  p.  323. 
— Hefter,  Droil  iníernal.,  § 62 . 
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En  efecto,  la  libertad  liinnana  eá  el  más  sagrado  de  los  de- 
rechos naturales,  y su  completo  desenvolvimiento  no  está  li- 
mitado por  las  fronteras  del  país  de  que  cada  uno  es  ciudada- 
no. Es  contrario  á los  principios  del  derecho  y á los  verdade- 
ros intereses  de  la  justicia  poner  trabas  á la  libertad  de  las  re- 
laciones permanentes  entre  los  ciudadanos  de  los  diversos  Es- 
tados. Admitimos,  sin  embargo,  que  el  derecho  de  morar  li- 
bremente en  todas  partes,  puede  lo  mismo  que  cada  uno  de 
los  derechos  consagrados  por  la  legislación  civil,  limitarse  en 
interés  general  de  la  asociación  política.  Y por  lo  mismo  ser 
P’mforalmente  rehusado  á los  extranjeros  por  graves  motivos 
de  órden  público,  por  necesidades  políticas,  ó por  altas  razo- 
nes de  administración.  En  este  caso  debe  prevalecer  la  regla 
■salus  fQjMli  síqjrema  lex. 

Hemos  dicho  Um'poralme/tiU^  porque  esta  medida  excepcio- 
nal puede  justificarse  solamente  cuando  existen  necesidades 
públicas  que  la  motiven,  y únicamente  en  el  momento  en  que 
dichas  necesidades  existen.  Hemos  dicho  graves  motivos,  por- 
que los  Gobiernos  bien  constituidos  no  deben  recurrir  á me- 
didas tan  rigurosas,  sino  en  los  casos  de  extrema  necesidad 
y de  precisión  urgente.  Estas  razones  deben  ser  expuestas  al 
Gobierno  dcl  país  á que  pertenece  el  expulsado,  si  este  país, 
ejercitando  su  derecho,  pide  una  explicación.  Se  supone  siem- 
pre, que  la  medida  de  que  se  trata  ha  sido  tomada  en  tiempo 
de  paz. 

88.  En  Italia,  no  tenemos  ninguna  ley  especial  relativa  á 
la  expulsión  del  extranjero,  del  reino.  La  materia  se  encuentra 
regida  por  diversas  disposiciones  que  están  dispersas  en  el 
Código  penal,  en  la  ley  de  seguridad  pública  y en  las  instruc- 
ciones del  Ministro  del  interior  (1).  Según  el  Código  penal,  los 
extranjeros  vagabundos,  y declarados  tales  por  los  tribunales, 
son  expulsados  del  reino,  bajo  apercibiento,  on  caso  de  volver 
á entrar  en  Italia,  de  ser  castigados  con  una  pona  que  puede 
llegar  hasta  un  año  de  prisión.  Lo  mismo  sucede  con  los  ex- 


(1)  Véase  el  art.  42í>  del  Código  penal  sardo  de  1859,  el  art-  73  de  la  ley  de  Se 
guriclad  pública  de  29  de  Marxo  de  1875  y el  art.  83  del  reglamento  de  18  de  Marzo 
de  1835. 
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tranjeros  condenados  por  robo  á mano  armada  en  los  caminos^' 
por  extorsión  {extorsión  molenta),  por  rapiña  {rapiña),  robo,, 
estafa,  apropiación  indebida,  ó cualquiera  otro  delito  contraía 
propiedad.  La  expulsión  de  los  unos,  como  la  de  los  otros, 
se  ordena  siempre  por  la  autoridad  política  y mediante  un  de- 
creto motivado.  Así,  quince  dias  antes  de  que  espire  la  pena 
del  extranjero  condenado  por  vagancia  fozio),  ó bien  por  de- 
litos contra  la  propiedad,  el  Ministerio  público  deLe  advertir 
á la  autoridad  política,  á fin  de  que  dsta  pueda  hacer  expulsar 
y conducir  á la  frontera  á dicho  condenado. 

89.  Según  el  proyecto  de  Código  penal,  presentado  por 
el  Ministro  Mancini,  los  extranjeros  condenados  á penas  cri- 
minales ó correccionales,  que  según  la  ley,  traen  consigo  vi- 
gilancia de  la  alta  policía,  pueden  también  ser  expulsados  del 
reino  (1). 

.Esta  disposición  podrá,  á los  ojos  de  ciertas  personas,  pare- 
cer demasiado  rigorosa,  en  atención  á que  los  Gobiernos  fuer- 
tes y bien  organizados  no  deberían  temer  que  el  extranjero 
pudiera  sustraerse  á su  vigilancia  y conspirar  impunemente 
contra  la  seguridad  pública.  Pero  puede  hacerse  observar  que 
respecto  á los  individuos  que  después  de  haber  faltado  á los 
deberes  de  la  hospitalidad,  han  sufrido  una  condena  sin  dar 
garantías  serias  de  nna  conducta  mejor  para  el  porvenir,  no 
há  lugar  a mostrarse  generosos  hasta  §1  punto  de  Imponer  á 
la  administración  pública  la  obligación  de  vigilarlos  para  im- 
pedir sus  instintos  criminales,*  sino  que  es  racional  por  el  con- 
trario, que  la  autoridad  política  no  esté  obligada,  en  todos  lo^ 
casos,  á expulsar  al  extranjero,  ni  dejar  de  tener  la  facultad 
de  hacerlo  cuando  lé  parezca  conyeniente. 

90.  La  expulsión  del  extranjero  puede  hacerse  por  las  au- 
toridades en  la  frontera  cuando  sorprenden  á nn  individuo,  ya 
expulsado,  que  intente  volver  al  país,  ó bien’  cuando  se  tienen 
motivos  bastantes  para  ello,  por  la  ausencia  de  títulos  ó docu- 
mentos útiles  para  justificar  su  identidad  (2). 


(1)  Livr.  1,  art.  2(3.  ' . 

(2j  \ éanse  las  instrucciones  dei  Ministro  del  Interior  de  Italia,  de  20  de  Febre- 
ro de  1860,  § 27. 
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91.  Finalmente,  el  extranjero  puede  ser  expulsado  por  la 
:autoridad  política  por  razones  de  orden  público.  Esta  regí a- 
ségun  algunos , podr^  parecer  contraria  al  principio  consa- 
grado por  nuestros  legisladores  en  el  art.  3*^  de  Código  civil,  en 
que  concede  al  extranjero  el  goce  de  los  derechos  civiles  atri- 
buidos á los  ciudadanos.  Hé  aquí,  por  lo  demás,  los  argumen* 
los  que  se  pueden  hacer  valer  en  este  sentido. 

92.  Podría  decirse,  en  primer  lugar,  que  habiendo  conce- 
dido nuestro  legislador  á los  extranjeros  el  goce  de  los  dere- 
chos civiles  de  toda  especie,  y por  consecuencia  de  aquellos 
para  cuyo  uso  la  presencia  real  de  la  persona  es  una  condición 
indispensable , todo  el  sistema  consagrado  por  ól  vendría  á 
ser  ilusorio,  si  el  poder  político  y administrativo  pudiese  por 
medio  de  la  expulsión,  privar"al  extranjero  de  esta  categoría  de 
derechos. 

Podria  decirse,  además,  que  la  libre  facultad  de  establecer 
á su  antojo  el  domicilio  ó la  residencia  en  una  parte  cualquie- 
ra del  reino,  constituye  por  sí  misma  un  derecho  civil,  y que 
semejante  derecho,  atribuido  por  la  ley  al  extranjero,  no  po- 
drá ser  arrebatado  arbitrariamente  por  la  autoridad  adminis- 
trativa. Lo  mismo  que  el  extranjero  autorizado  á establecer  su 
domicilio  en  Francia  puede  escoger  en  todas  partes  un  verda- 
dero domicilio,  así  lo  jDuede  en  Italia  sin  necesidad  de  autori- 
zación alguna,  puesto  que,  en  los  términos  del  art.  3®  del  Có- 
digo civil,  goza  de  todos  los  derechos  atribuidos  á los  ciudada- 
nos, y según  el  art.  16  del  mismo  Códig'o,  en  que  se  encuen- 
tra la  definición  jurídica  de  domicilio,*  no  existe  ninguna  dis- 
tinción entre  las  personas  que  quieran  establecerlo,  sean  ciu- 
dadanos ó extranjeros. 

93.  Para  combatir  estos  argumentos,  podemos  hacer  valer 
las  razones  siguientes.  El  Código  civil  tiene  por  objeto  regu- 
lar las  relaciones  entre  particulares,  y no  las  que  existen  en- 
tre los  habitantes  del  Estado  y la  Soberanía.  El  derecho  de 
proveer  á la  salvaguardia  y á la  conservación  de  la  asociación 
política,  y de  decretar  las  medidas  de  alta  administración  y de 
policía,  es  uno  de  los  derechos  que  pertenecen  á la  Soberanía. 
En  las  relaciones  correspondientes  al  órden  político  y al  órden 
administrativo,  la  condición  de  los  extranjeros  no  es  la  misma 
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que  la  de  los  nacionales.  Kn  efecto,  los  derechos  políticos  per- 
tenecen exclusivamente  á los  nacionales;  lo  mismo  sucede  con 
los  otros  derechos,  que  son  su  consecuencia,  y en  el  nómefo 
de  los  cuales  está  el  derecho,  existente  para  cada  uno,  de  per- 
manecer en  el  territorio  del  Estado  de  que  es  ciudadano,  y de 
no  poder  ser  expulsado  por  un  acto  de  la  administración.  En 
virtud  de  la  disposición  del  art.  3®  del  Códig’O  civil  italiano,  el 
extranjero  puede,  independientemente  de  toda  condición  de 
reciprocidad,  de  toda  concesión  personal  del  Gobierno,  ejercer 
toda  clase  de  arte,  de  industria  y de  comercio,  adquirir,  enaje- 
nar, comparecer  enjuicio,  etc.,  pero  sin  que  por  esto  sus  re- 
laciones con  la  Soberanía  territorial  se  encuentren  modifica- 
das en  lo  más  mínimo,  ó los  derechos  de  esta  Soberanía  se 
hayan  aminorado  bajo  ningún  concepto.  Esta  Soberanía  pue- 
de, desde  luég'o,  decretar  siempre  la  expulsión  del  extranjero 
cuando  esta  medida  sea  necesaria  para  la  seguridad  pública  o 
por  las  urgentes  exigencias  de  la  Administración  general.  Si  á 
consecuencia  de  semejante  medida,  el  extranjero  expulsado, 
continúa  accidentalmente  privado  del  goce  de  estos  derechos 
civiles,  para  los  cuales,  es  la  residencia  una  condición  necesa- 
ria, esto  consiste  en  que  la  concesión  del  a-rt,  3*^,  debe  repu- 
tarse subordinada  á la  condición  de  que  el  extranjero  no  su- 
fra la  prohibición  de  residir  en  el  país.  Si  ba.  sido  privado  de 
este  derecho  de  residencia,  es  porque  ha  faltado  á sus  deberes 
para  con  un  país  hospitalario. 

En  resumen,  invocando  estos  motivos  y otros  análogos, 
puede  concluirse  que  la‘*disposicion  del  art.  3*^  del  Código  civil 
italiano  no  es  un  obstáculo  á que  el  extranjero  sea  expulsado 
administrativamente. 

94.  En  Francia,  la  materia  de  la  expulsión  de  los  extran- 
jeros se  encuentra  regulada  por  dos  leyes:  1°,  por  el  art.  272 
del  Código  penal,  que  dice  así;  «Les  individus  declarós  vaga- 
bonds  par  jugement  pourront,  s’ils  sout  ótrangers,  étre  con- 
duits,  par  les  ordres  dn  Gouvernement,  hors  du  territoire;>>  y 
2 , por  la  ley  de  3 de  Diciembre  de  1849  cuyo  art.  7 dice  lo 
que  sigue:  «Le  Ministre  de  l’Intórieur  pourra,  par  mesure  de 
pólice,  enjoindre  á tout  ótranger  voyageant  ou  rósidant  en 
France  de  sortir  mme'diatcment  da  territoire  francais  et  le 
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faire  coiiduire  h la  frontiére.  II  aura  le  méme  droit  á-  l’égard 
de  l’étranger  qui  aura  obtenu  V autorisation  d’  dtablir  son  do- 
micile  en  France;  mais  áprés  un  délai  de  deux  mois,  la  mesu- 
re cessera  d’avoir  eífet  si  F autorisation  n’a  pas  étó  revoquée- 
suivantla  forme  indiqudo  dans  V article  3 fpar  décismi  du  Gou- 
vernement,  qui  devra  frendre  Vavis  dio  Conseü  d^Ktat). — Daiis 
les  départements  frontiéres*  le  Préfet  aura  la  meme  droit  a 
Fégard  de  Fétranger  non  residant,  á;  charge  d’en'  référer  in- 
mddiatemcnt  an  Ministre  de  Flntd^ieur.» 

95.  En  Bélgica,  la  expulsión  del  extranjero  se  hallaba  en 
un  principio,  regida  por  la  ley  de  7 de  Julio  de  1865<  Esta  ley 
fué  corregida  primeramente  por  la  de  17  de  Julio  de  1871, 
en  cuyos  términos  la  ley  de  1865,  para  todas  las  disposiciones 
que  no  estaban  modificadas,  había  sido  prorogada  hasta  el 
mes  de  Julio  de  1874;  después  por  las  leyes  de  17  de  Marzo  do 
1874  (art.  12)  y de  2 de  Junio  del  mismo  año. 

' Según  la  ley  de  7 de  Julio  de  1865,  que  se  refiere  á la  ley 
de  extradición  1833,  el  decreto  real,  por  el  cual  podía  obli- 
garse al  extranjero  á salir  del  reino,  debía  ser  discutido  en  el 
Consejo  de  Ministros. 

Según  los  términos  de  esta  misma  ley  de  1865,  el  Gobier- 
no podia  expulsar  á todo  individuo  que  volviese  á Bélgica 
después  de  haber  sido  perseguido  en  otro  país.  Según  la  ley 
de  17  de  Julio  de  1871,  la  expulsión  no  puedo  ser  decretada 
sino  contra  un  individuo  que  está  sujeto  á una  persecución. 

Además,  se  han  declarado  las  medidas  prescritas  en  la  ley 
belga  de  1865,  inaplicables  al  extranjero  casado  con  mujer 
belga,  y que  durante  su  residencia  en  el  rdino,  ha  tenido  hi- 
jos. Hé  aquí  el  texto  del  art.  de  la  ley  de  17  de  Julio  de 
1871;  «el  extranjero  residente  en  Bélgáca  que  por  su  conduc- 
ta compromete  la  tranquilidad  pública,  el  que  se  halla  perse- 
guido 6 ha  sido  condenado  en  el  extranjero  por  crímenes  6 de- 
litos que  dan  lugar  á la  extradición,  conforme  á las  leyes  de 
5 de  Abril  de  1868  y de  F de  Jimio  de  1870,  puede  ser  obliga- 
do por  el  Gobierno  á alejarse  de  cierto  sitio,  á habitar  en  otro 

determinado  v áuii  á salir  del  reino.» 

»/ 

Una  nueva  modificación  á estas  leyes  belgas,  produjo  la  de 
2 de  Junio  de  1874,  en  que  se  dispone  que*  «El  derecho  de 
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expulsar  á los  extranjeros,  como  medida  de  policía,  no  puede- 
sor  aplicado  al  individuo,  nacido  en  Bélgica  de  un  extranjero, 
y que  reside  allí,  áun  cuando  se  enenéntre  en  el  caso  previs- 
to por  el  art.  9°  del  Código  civil.» 

96.  , En  Suiza,  según  el  art  70  de  la  Constitución  federal, 
revisada  y aprobada  en  20  de  Enero  de  1874,  «la  confedera- 
ción tiene  el  dereclio  do  devolver  á su  territorio  á los'  extran- 
jeros que  comprometen  la  seguridad  interior  ó exterior  de  la 
Suiza  { !), 

»Esta  disposición  tiene  por  objeto  principal  proclamar  los 
doreclios  de  la  confederación  en  sus  relaciones  con  los  canto- 
nes. Y no  por  eso  deja  de  resultar  de  aquí,  que  se  encuentra 
libre  de  obrar  en  este  respecto,  según  aquello  que  le  parece 
conveniente,  á lo  ménos  en  los  límites  indicados  en  esta  dis- 
posición. 

»Esta  libertad  originaria  lia  sido  modificada  en  cierta  me- 
dida, ó á lo  mónos  por  un  número  considerable  de  tratados 
de  libre  establecimiento  y de  amistad  contratados  con  nacio- 
nes extranjeras,  tratados,  que  tienen  por  consecuencia  dar 
cuenta  de  los  motivos  que  justifican  la  remisión  de  un  extran- 
jero perteneciente  á una  de  las  partes  contratantes.  Esta  remi- 
sión es  generalmente  mónos  libre  que  la  de  aquellas  personas 
que  forman  parte  de  otros  Estados. 

»La  primera  cuestión  que  se  presenta,  respecto  á los  can- 
tones, consiste  en  preguntarse  si  el  art.  70  citado  más  arriba, 
no  les  priva  del  derecho  de  i'emitir  á los  extranjeros.  Yo  creo 
que  este  derecho  contipúa  intacto  y se  encuentra  regido  úni- 
camente por  las  leyes  generales  de  derecho  común  que  presi- 
den esta  materia, 

»]<ln  Ginebra,  por  ejemplo,  los  extranjeros  están  obligados 
á procurarse  un  permiso  de  morada  ó de  domicilio,  que  entre- 
ga la  administración  superior.  Según  el  art.  10  de  nuestro  Có- 
digo penal  de  1874:  «En  todos  ios  casos  en  que  la  ley  prona n- 
»cia  la  pena  de  prisión,  el  Juez  puede,  en  lo  que  se  refiere  á 


(l)  Lo  que  sigue,  hasta  el  fin  del  párrafo,  es  la  reproducción  textual  de  una 
■comunicación  hecha  ah  amor  por  M.  Carlos  Brocher,  miembro  de  la  Corte  de  Ca- 
sación de  Ginebra. 
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»lós  extranjeroSj  convertir  esta  pena  en  una  expulsión  del  can- 
»ton,  de  duración  triple.» 

■ En  cuanto  á los  suizos  de  otros  cantones,  el  art.  4*^  y los 
siguientes  de  la  Constitución  de  187.4?  les  asegura  y reglamen- 
ta el  derecho  de  libre  establecimiento  en  todo  el  territorio  de 
la  confederación  (arts.  43-49).  El  art.  44  dice:  «ningún  can- 
»ton  puede  expulsar  de  su  territorio  á uno  de  los  que  depen- 
»den  de  su  jurisdicción,  ni  privarle  del  derecho  de  origen  ó de 
»ciudad». 

El  tribunal  federal  ha  extendido  esta  prohibición  á favor  de 
los  sufzos  de  otros  cantones,  en  virtud  del  derecho  de  libre  es- 
tablecimiento j de  la  igualdad  de  todos  los  suizos. 

97.  En  Dinamarca  la  materia  de  expulsión  de  los  extran- 
jeros ha  estado  regida  por  la  ley  de  15  de  Mayo  de  1875,  cuyo 
texto  es  demasiado  ámplio  para  que  podamos  trascribirlo  in 
extmso.  Nos  limitaremos  por  lo  tanto  á dar  un  resúmen  de  esta 
ley,  debido  á M.  Cogordan,  agregado  al  Ministerio  de  nego- 
cios extranjeros  dejos  Estados  Escandinavos, 
i No  es  necesario  pasaporte  para  entrar  en  Dinamarca.  No 
podrá  exigirse,  pues,  sino  de  los  súbditos  de  un  Estado,  en  cu- 
yo territorio  los  daneses  no  pueden  entrar  sin  pasaporte.  Los 
bateleros,  músicos,  bohemios,  etc.  no  son  admitidos  en  territo- 
rio danés.  Los  obreros  que  vengan  en  busca  de  trabajo  deben 
establecer  su  identidad  con  ayuda  de  documentos  que  emanen 
de  las  autoridades  de  su  país  de  origen  (art.  1”) . 

«Los  extranjeros  que  .no  han  obtenido  el  derecho  de  esta- 
hlecimiento  en  Dinamarca,  y que  no  tienen  medios  de  existen- 
cia, son  expulsados  (art.  2°). 

»Aquellos  que  tengan  intención  de  colocarse  como  obreros 
6 criados  deben  dirigirse  al  Comisario  de  policía  (art.  3°). 

»Si  este  último,  previa  averiguación,  hace  constar  que  el 
extranjero  se  halla  en  estado  de  proveer  á su  existencia  por 
uu  trabajo  honroso,  le  entrega  un  documento  de  permanencia 
(opJíoldshcg)  (art.  4'’). 

»E1  poseedor  de  este  documento  cuando  viaja,  dehe  presen- 
tarse á la  policía  del  pueblo  á que  llega  (art.  5°).» 

»Art.  3^^  Si  después  de  ocho  dias,  no  ha  encontrado  traba- 
jo, y si  no  está  en  estado  de  proveerse  á sí  mismo,  puede  ser 
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ex^blsado,  ¡ludiendo  además  ser  s.iempre  obje.to  de  un  manda- 
miento de  expulsión,  cuando  haya  estado  ocho  días  sin  trabajo 

(art.  6“). 

»Una  persona  que  no  ha  obtenido  esta  declaración  de  indí- 
gena, ni  el  derecho  de  establecimiento,  puede  siempre  ser  ex- 
pulsada por  disposición  ministerial,  cuando  esta  medida  se 
halla  motivada  por  su  conducta,  siempre  que  no  se  haya  fija- 
do en  el  territorio  danés  dos  años  ántes  (art.  T). 

»Se  distinguen,  además,  dos  modos  de  expulsión:  la  re- 
misión iudse-íidüsé)  y la  expulsión  propiamente  dicha  {udvis- 
ning).  Un  extranjero  remitido  es  acompañado  á la  frontera 
por  la  policía;  el  expulsado  recibe  un  pasaporte  para  dirigirse 
rectamente  á ia  frontera,  con  ayuda  de  los  fondos  que  se  le 
conceden,  para  gastos  de  viaje,  por  las  autoridades  locales.» 

97  bis.  En  España,  la  expulsión  del  extranjero  se  halla  re- 
gida por  la’ley  de  1852,  artículos  13,  14,  15  y 16,  y por  la 
Real  drden  de  Junio  de  1858,  artículos  3,  4,  9,  11  y 15.  Antes 
que  la  libertad  de  conciencia  hubiese  sido. reconocida  en  este 
país,  en  los  te'rminos  del  art.  11  de  la  Constitución  de  1876,  se 
encontraba  en  vigor  una  ley  de  1703,  según  la  cual  estaba 
prescrito  expulsar  á los  ingleses  y holandeses  que  no  eran  ca 
télicos  (1). 

Estas  disposiciones  están  en  vigor  en  las  provincias  espa- 
ñolas de  Europa.  En  las  colonias  de  América  y de  Asia,' Anti- 
llas y Filipinas,  se  halla  vigente  la  ley  de  extranjeros,  de  11 
de  Julio  de  1870.  Esta  ley  trata  en  el  tít.  2*^,  de  la  condición 
política  de  los  extranjeros. 

En  los  países  de  Ultramar  se  hallan  también  vigentes  las 
leyes  de  excepción  del  siglo  xvii  para  las  Indias  y el  decreto 
de  1823,  según  el  cual  los  gobernadores,  viz-reyes,  capitanes  6 
generales  tenían  el  poder  discrecional  de  expulsar  á toda  per- 
sona que  turbase  la  tranquilidad  pública  (2). 

98.  En  Holanda,  la  expulsión  dpi  extranjero  se  halla  tra- 


(1)  Véase  el  Apéndice  nohre  Leg-islacion  española.  (jV.  del  T.) 

(2)  fiemos  estractado  la  materia  de  este  número  de  una  comunicación  que  ha 

tenido  la  bondad  de  hacernos  el  profesor  D.  Rafael  María  de  Labra,  Diputado, 
por  Cuba.  . . 
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tada  en  la  ley  de  13  de  Agosto  de  1847,  que  habla  también 
de  la  admisión  de  los  extranjeros  (1). 

El  extranjero  puede  ser  expulsado  por  la  autoridad  encar- 
gada de  la  policía,  cuando  no  ha  obtenido  la  admisión  en  el 
reino,  ó no  está  provisto  de  hoja  de  camino  ó de  permanencia. 

Cuando  un  extranjero  está  admitido  en  Holanda,  no  puede 
ser  expulsado  sino  en  virtud  de  mandamiento  del  Juez,  ó de 
<3rden  del  Rey.  Las  formalidades  requeridas  para  proceder  á la 
expulsión  se  hallan  insertas  en  la  ley  precitada  del  modo  si- 
guiente : 

«Art.  10.  Los  extranjeros  admitidos  no  pueden  ser  envia- 
dos á la  frontera  sino  bajo  orden  del  Juez  cantonal  del  lugar 
en  que  moran,  ó por  nuestro  mandato. 

Art.  11.  ElJuez  cantonal  puede  ordenar  una  expulsión  úni- 
camente á falta  de' las  condiciones  requeridas  por  el  artículo 
primero  (2),  después  de  haber  oido  al  extranjero  ó haber  sido 
debidamente  citado  para  este  efecto. 

»Se  formará  proceso  verbal  de  este  interrogatorio. 

»Si  el  extranjero  no  se  presenta,  la  érden  de  expulsión  ha- 
rá mención  de  esta  circunstancia. 

»La  orden  de  expulsión  será  motivada. 

»E1  Juez  cantonal  remitirá  á nuestro  comisario  provincial 
una  copia  del  proceso  verbal  y de  la  orden  de  expulsión  . 

»Nos  reservamos  la  facultad  de  anular  la  orden  de  expul- 
sión ó de  prohibir  su  ejecución. 

»La  orden  no  dejará  sin  embargo,  de  ser  ejecutoria  á con- 
secuencia de  un  recurso  interpuesto  ante  Nosotros  ó según  el 
art.  2°,  ante  la  Corte  suprema. 

»Art.  12.  El  extranjero  peligroso  para  la  paz  pública,  pue- 
de ser  expulsado  por  nuestra  orden. 

»E1  extranjero  cuya  expulsión  hayamos  ordenado,  está 
obligado  á dejar  el  reino  el  cuarto  dia  después  de  la  comuni- 
cación de  Nuestra  orden.  Durante  este  tiempo  puede  aprove- 


(1)  Este  mimero  es  de  una  comunicación  de  M.  Brussa^  profesor  de  la  Univer- 
sidad de  Amslerdam. 

(2)  El  art.  1“  se  reüere  á las  condiciones  exigidas  para  la  admisión  del  extran- 
jero. 
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char  la  facultad  concedida  por  el  art,  20  de  e^ta  ley,  y mien- 
tras espera  puede  ser  guardado  como  detenido. 

»Si  no  utiliza  esta  facultad,  o si  la  Corte  suprema  encuen- 
tra que  sus  reclamaciones  carecen  de  fundamento,  se  le  dará 
inmediatamente  la  órden  de  expulsión. 

»Y  será  miéntras  sea  posible  conducido  á la  frontera  por  el 
mismo  indicada. 

»A.rt.  13.  Nos  reservamos  la  facultad  de  indicar  como  mo- 
rada de  extranjeros  peligrosos  para  la  paz  pública,  un  lugar 
determinado  en  el  reino  , y la  de  prohibirles  la  morada  en 
ciertos  lugares  dal  Estado. 

»Las  disposiciones  reales  previstas  en- el  art,  12  son  comu- 
nicadas á las  Cámaras  de  los  Estados  generales. 

»Art.  14.  Los  extranjeros  que  antes  de  espirar  el  término 
de  los  cinco  años  qne  signen  ,á  la  fecba  de  la  orden  de  expul- 
sión del  juez  cantonal,  son  detenidos  en  el  país,  sin  que  pue- 
dan proveer  una  admisión  posterior,  serán  castigados  de  ocho 
dias  á tres  meses  de  prisión. 

»Art.  15.  Los  extranjeros  que  apesar  de  una  expulsión  que 
hayamos  ordenado,  y que  no  haya  sido  derogada,  vuelvan  á 
entrar  en  los  Paíí^es  Bajos,  serán  castigados  con  pena  de  tres 
á seis  meses  de  prisión. 

»En  los  casos  previstos  por  este  artículo  y por  el  preceden- 
te, los  condenados  serán  devueltos  á la  frontera  después  de 
haber  sufrido  su  pena.» 

(Los  arts.  16,  17  y 18  han  sido  derogados  por  la  ley  de  6 
de  Abril  de  1875,  relativa  á las  condiciones  generales  que  de- 
ben observarse  en  la  conúlasiou  de  los  tratados  de  extra- 
dición). 

«Art.  19.  Las  disposiciones  de  este  derecho  no  se  aplican 
á los  extranjeros  que  están  asimilados  por  el  art.  8*^  del- Códi- 
go civil  á los  Neerlandeses,  y considerados , relativamente  á 
esta  ley,  como  establecidos  en  el  país  (1),  ni  al  extranjero  do- 


(1)  El  art.  S"  del  Código  civil  neerlandés,  dice  -así: 

“Los  extranjeros  están  asimilados  á los  neerlandeses  en  los  dos  casos  si- 
guientes: 

Guando  haj’an  os^bleoido  su  domicilio  en  el  reino,  seguido  de  un  permiso 
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miciliado  en  el  Estado,  y que  es  6 ha  estado  casado  con  mu- 
jer neerlandesa,  de  la  cual  ha  tenido  varios  hijos  nacidos  en 
los  Países  Bajos. 

»Art.  20.  Todos  aquellos  á quienes  esta  ley  fuese  aplicable, 
y que  pretendan  ser  neerlandeses  ó utilizar  las  eseepciones  del 
artículo  precedente,  pueden  dirigirse  ante  la  Córte  suprema 
por  recurso  motivado,  y si  se  trata  de  uno  de  los  casos  previs- 
tos por  los  arts.  12  y 18,  en  el  término  fijado  por  estos  artícu- 
los, á fin  de  hacer  declarar  que  esta  ley  no  debe  serles  aplicada. 

»La  Corte  suprema,  oido  al  Procurador  general,  conoce  de 
estas  cuestiones  discutidas,  limitando,  su  decisión  á estos  mis- 
mos puntos. 

* »Art.  21.  Todos  los  actos  y documentos  que  la  presente  ley 
prescribe  hacer  ó entregar,  están  libres  de  todo  derecho  de  tim- 
bre ó de  registro. 

»Los  mandamientos  reales  y las  órdenes  deben  publicarse 
en  el  j[ieriódico  del  Estado  {Siaatsllod)  y ser  remitidos  á todos  los 
ministerios,  autoridades,  colegios  y funcionarios  para  que  ase- 
guren su  pronta  ejecución.» 

99.  En  Grecia,  la  expulsión  del  extranjero  no  se  encuentra 
regida  por  ninguna  ley  especial.  El  art.  4 del  Código  de  pro- 
cedimiento penal  de  este  país  está 'concebido,  en  esta  forma: 

«Una  ley  especial  determinará  los  casos  y formalidades  re- 
lativas á la  entrega  de  los  extranjeros  á las  autoridades  ex- 
tranjeras, por  razón  de  los  delitos  y de  los  crímenes  cometidos 
por  ellos  fuera  de  este  país.» 

Esta  ley  especial  no  se  ha  hecho  hasta  ahora,  y los  mal- 
hechores encontraban  un  refugio  seguro  en  Grecift,  porque 
no  eran  expulsados  y no  podian  ser  objeto  de  extradición,  mos- 
trándose el  Gobierno  griego  mal  dispuesto  á la  negociación  de 
semejantes  tratados  (1). 


Cel  Bey,  y hayan  notificado  el  pernaiso  é la  administración  comunal  de  su  domi- 
cilio. 

‘2“  Cuando  después  de  haber  estabiecido  su  domicilio  en  un  cuerpo  municipal 
del  reino,  y morar  seis  años,  notificaran  á la  administración  local  de  su  domicilio 
su  intención  de  fijarse  en  el  reino.  # 

(1)  Sin  embargo,  como  veremos  en  la  segunda  parte  de  esta  obra,  recientemente 
ha  concluido  con  Italia  un  tratado  de  extradición. 
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Sin  embargo,  en  el  convenio  con  Turqaia  de  27  de  Mayo 
de  1855,  artículo  se  encuentra  inserta  la  disposición  si- 
guiente : 

<<:Los  desertores  del  ejercito  de  los  dos  Estados,  que  se  pre- 
senten o se  refugien  en  el  otro  Estado,  no  serán  jamás  acogi- 
dos. Smo  que,  al  contrario,  se  les  obligará  á abandonar  el  país, 
'y  se  les  advertirá  que  todas  las  veces  que  sean  descubiertos, 
como  habitando  furtivamente  en  cualquiera  délos  dos  Estados 
que  han  sido  expulsados,  serán  detenidos  y entregados.» 

99  bis.  En  Suecia,  la  ordenanza  real  de  19  de  Febrero  de 
1811  imponía  las  medidas  más  severas  en  cuanto  á la  admi- 
sión de  los  extranjeros  en  el  reino.  Para  el  viajero  extranjero 
que  queria  establecerse  en  Suecia  éra  necesaria  la  autorización 
del  Rey.  A la  llegada  del  viajero  á la  frontera,  el  comandante 
militar,  la  municipalidad,  ó si  no  había  ni  uno  ni  otro,  el  Di- 
rector  del  registro  de  aduanas  establecido  en  la  frontera,  debia 
enviarlo  bajo  escolta,  al  Gobernador  de  la  provincia,  el  cual 
tenia  que  ver  su  pasaporte  é interrog-arle  sobre  el  fin  de  su 
viaje.  El  proceso  verbal  de  este  inteiTOgatorío  debia  ser.  remi- 
tido por  el  próximo  correo,  al  Ministro  de  Estado,  al  cual  in- 
cumbía referir  humildemente  al  Rev  todo  su  contenido  v tomar 

k/  %/ 

sus  órdenes  sobre,  la  cuestión  de  saber  si  el  requirente  podía 
continuar  su  viaje  ó si  debia  salir  del  reino.  Durante  este  tiem- 
po, era  fuerza  esperar  que  laórden  del  Rey,  sobre  el  asunto, 
fuese  por  intermedio  del  Ministro  de  Estado,  trasmitida  al  Go- 
bernador de  la  provincia.  El  viajero  extranjero  en  cuestión  no 
podía,  bajo  pená  do  una  detención  de  tres  meses  y de  una  mul- 
ta  de  50  rfxdales,  abandonar  sin  autorización  la  capital  de  la 
provincia  Si  se  introducía  secretamente  en  el  reino,  se  le  de- 
tenía donde  se  le  encontraba  y se  le  enviaba  á la  ciudad  veci- 
na para  ser  interrog'ado,  después  de  lo  cual  el  proceso  verbal 
volvía  al  Ministro  de  Negocios  extranjeros  para  tomar  también 
sobre  este  segundo  punto  órdenes  del  Rey. 

»Los  Capitanes  de  barcos  extranjeros,  los  sobre-cargos  y 
tripulación  de  los  barcos  no  podían  viajar  por  el  reino  sin  pa- 
saporte librado  por  el  Gobernador  de  la  provincia,  el  cual  de- 
bia hacer  una  relación  de  ellos  al  Ministro  de  negocios  extran- 
jeros, á fin  de  que  ningún  individuo  mal  intencionado  pudiese 
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bajo  pre testo  de  pertenecer  á la  tripulación,  introducirse  en  el 
reino. 

»Toda  esta  legislación  dejó  de  cumplirse  cuando  la  orde- 
nanza real  de  21  de  Setiembre  de  1860  viuo  á abolir  no  sólo  esta 
de  19  de  Febrero  de  1811,  sino  también  todas  las  demás  pres- 
cripciones relativas  á los  pasaportes  para  los  viajeros.  Sin  em- 
bargo, se  ha  dispuesto  que  toda  persona  desconocida  que  omi- 
ta hacer  conocer  sn  .nomh'c  6 sn  domicilio^  ó suministrar  todos 
los  datos  necesarios  sobre  su  individualidad  ó que  parezca  sos- 
])echoso  de  haber  dado  indicaciones  falsas,  podrá,  si  las  verda- 
deras circunstancias  no  han  sido  aclaradas,  ser  enviado  bajo 
escolta  por  el  Kronode^ent  (1)  ó por  cualquiera  otra  autoridad 
de  policía  competente,  al  Gobernador  de  la  provincia,  el  cual 
tendrá  el  derecho  de  ordenar  que  semejante  persona  sea  encer- 
rada en  la  cárcel  de  la  Corona  ó en  el  establecimiento  de  cor- 
rección más  próximo,  para  ser  guardado  allí  (con  preferencia 
en  aislamiento)  y mióntras  sea  posible,  oblig'ado  á trabajar 
hasta  lá  debida  constatación  de  su  identidad  (2). 

99  ter.  Examinando  las  leyes  relativas  á la  expulsión  del 
extranjero  se  observa  que  no  todas  están  informadas  por 
los  principios  liberales,  ni  garantizan  el  respeto  debido  á la 
libertad  individual.  Aun  no  admitiendo  la  opinión  de  Haus, 
que  clasifica  expresamente  la  expulsión  del  extranjero  en  el 
número  de  las  penas,(3),  y considerando  esta  expulsión  como 
una  medida  de  alta  policía,  es  indudable  que  el  procedimiento 
ultrasumario  y discrecional,  con  ayuda  del  cual  el  extranjero 
puede  ser  expulsado,  sin  que  se  le  garantice  siquiera  el  dere- 
cho de  reclamación,  puede  producir  un  atentado  irremediable 
contra  la  libertad  de  ese  mismo  extranjero.  Sin  dnda  no  se 
puede  negar  al  listado  el  derecho  de  expulsar  al  extranjero, 
que  abusa  de  la  hospitalidad  hasta  el  punto  de  comprometer  la 


(1)  Bajo  este  titulo  colectivo  están  comprendidos ; 1"  los  empleados  encargados 
de  recaudar  los  ioípue&tos  y contribuciones,  y que  son  al  mismo  tiempo  jefes  de 
policía  de  distrito:  2»  los  comisarios  do  policía  rural,  y 3"  los  sargentos  de  po- 
licía. 

(2)  Comunicación  textual  de  M.  Naumann,  Consejero  en  la  Corte  suprema  de 
Suecia. 

(3)  Prvicipes  de  droU  penal  Velge,  p.  440. 
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tranquilidad  pública.  Pero  debe  considerarse  que  confiando  á 
los  agentes  del  poder  ejecutivo  el  cuidado  de  constatar  sin 
comprobación  los  hechos  que  pueden  comprometer  la  tran- 
quilidad pública,  se  expone  al  peligro  de  dar  lugar  á lo  arbi-  _ 
trario.  ¿Qué  garantias  dar  al  extranjero  que  fuese  espulsado- 
sin  motivo?  ¿Cuál  autoridad  debe  tener  derecho  de  oponerse 
‘á  la  ejecución  de  la  orden  de  expulsión?  ¿Según  qué  principios 
deberla  interpretarse  la  formula  tan  vaga  concebida,  en  estas 
palabras:  coM'prometer  la  tranquilidad  pública? 

Es  necesario  reconocer  que  la  mayor  parte  de  las  legisla- 
ciones modernas  son  defectuosas  en  esta  materia,  lo  mismo- 
que  en  muchas  otras  disposiciones  relativas  á los  extranjeros,, 
siempre  á consecuencia  de  la  idea  falsa  íe  que  los  derechos  de 
los  extranjeros  no  son  dignos  de  ser  protegidos  con  el  mismo 
título  que  los  de  los  nacionales,  idea  que  debe  ser  eliminada 
de  las  legislaciones  civiles,  que  tienden  á poner  al  extranjero 
en  la  misma  línea  que  al  nacional  para  el  goce  de  los  dere- 
chos. 

También  el  Legislador  holandés  ha  dado  pruebas  de  mu- 
cha sabiduría,  en  la  ley  citada  de  13  de  Agosto  de  1849,  dis- 
poniendo en  su  art.  20,  que  el  extranjero  amenazado  de  ex- 
pulsión se  encontrará  en  las*  mismas  condiciones  que  el  que 
está  sujeto  á una  demanda  de  extradición,  y que  podría  inten- 
tar un  recurso  ante  la  Corte  suprema,  qup  decidirá  después  de 
haber  oído  al  Procurador  general,  si  cabe  aplicar  la  ley  sobre 
los  extranjeros. 

Esta  es  una  garantía  séria  que  tiene  por  resultado  prote- 
ger la  libertad  del  extranjero  contra  la  arbitrariedad  del  Po- 
der ejecutivo,  haciendo  intervenir  la  autoridad  judicial.  Y por 
esto  debería  ser  adoptada  en  las  legislaciones,  que  tienden  á 
proteger  la  libertad  de  los  extranjeros,  conforme  á los  princi- 
pios de  la  equidad  y de  la  justicia.  ■ 

100.  El  Estado  no  podría  expulsar  un  nacional,  porque  el 
derecho  de  habitar  un  país  pertenece  principalmente  á los  que 
son  miembros  de  aquella  asociación  política,  y se  deduce  como 
una  consecuencia  de  sus  derechos  políticos.  Si  el  Estado  pu- 
diese expulsar  un  nacional,  no  se  podría  discutir  á los  demás 
Estados  el  derecho  de  prohibir  á los  expulsados  la  entrada  en 
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SU  territorio.  ¿Cuál  sería,  por  otra  parte^  el  lugar  en  que  esta 
persona  tendría  derecho  á habitar? 

101.  Puede  preguntarse  si  el  Estado  tiene  atribuciones,  no 
obstante,  para  prohibir  por  graves  motivos  de  orden  público 
la  entrada  en  su  territorio  á un  nacional,  que  ha  ido  á fijar  vo- 
luntariamente  su  residencia  en  país  extranjero. 

Si  esta  persona  había  sido  expulsada  por  el  gobierno  ex- 
tranjere,  y por  este  mismo  hecho,  obligada  á entrar  en  su  pa- 
tria, el  Estado  no  podría  rehusarle  un  asilo.  Pero  si  quisiera 
volver  voluntariamente,  en  circunstancias  excepcionales,  en 
que  su  sola  presencia  podría  perjudicar  á la  seguridad  y al  or- 
den públicos,  no  vacilamos  en  afirmar  que  se  le  podría  prohi- 
bir la  entrada  en  el  terriífcrio. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  se  trata  de  un  individuo 
notoriamente  conocido  como  factor,  ó si  se  quiere  como  repre- 
sentante del  principio  republicano  socialista,  ó comunista,  que 
quiere  volver  á su  pátria,  cuando  dicho  partido  socialista  6 
comunista  se  agita;  6 bien  del  hijo  de  un  Principe  desposeí- 
do, ó de  .uno  de  sus  partidarios  que  quiere  igualmente  vol- 
ver á su  país  en  una  época  en  que  su  partido  adquiere  tal  im- 
portancia'que  una  revolución  es  inminente.  En  estos  casos,  y 
en  otros  análogos,  la  prohibición  de  entrar  en  el  país  podría 
justificarse  como  una  medida  política  y de  alta  administración, 
y semejante  acto  del  Poder  ejecutivo,  no  podría  á instan- 
cia de  la  parte  lesionada  ser  derogado  por  la  autoridad  judicial. 

102.  El  caso  se  ha  presentado  muy  recientemente  en  Fran- 
cia y ha  sido  objeto  de  una  decisión  de  la  Corte  de  Párís  en  la 
causa  del  Príncipe  G-erónimo  Bonaparte  contra  el  Ministro  del 
Interior,  que  había  por  decreto  de  10  de  Octubre  de  1872,  or- 
denado que  dicho  Príncipe  volviese  á ser  conducido  á la  fron- 
tera, porque  su  presencia  en  Francia  podía  ser  ocasión  de  tras- 
tornos. 

La  Corte  de  París  decidió  que  el  decreto  constituye  un  ac- 
to de  Gobierno,  derque,  por  razón  de  su  propia  naturaleza,  no 
podia  conocer  la  autoridad  judicial,  que  otro  tanto  sucedía  con 
los  actos  de  ejecución  cumplidos  á consecuencia  del  susodicho 
decreto,  y que  desde  luégo,  los  Tribunales  ordinarios  no  eran 
competentes  para  conocer  de  una  demanda  de  daños  y perjui- 
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cioSj  intentada  por  el  Príncipe  Napoleón  contra  el  Ministro  del 
Interior,  autor  del  decreto,  j contra  los  agentes  que  lo  h.al)ian 
puesto  en  ejecución  (1). 

El  Consejo  de  Estado  francés  Labia  decidido  anteriormente, 
qae  la  detención  de  una  persona  y su  expulsión  del  territorio 
del  Estado,  ordenadas  por  el  Ministro  del  Interior,  constituyen 
actos  de  alta  policía,  que  no  pueden  ser  llevados  al  Consejo  de 
Estado  por  la  vía  contenciosa,  áun  cuando  la  persona  espulsa- 
da  pretenda  ser  francés,  y en  el  momento  mismo  de  su  expul- 
sión dirija  áun  tribunal  francés  una  instancia,  que  tienda  á ha- 
cer reconocer  su  ciudadanía  (2). 

De  aquí  puede  coiicUiirse  que  la  autoridad  judicial  debe 
declararse  incompetente  para  apreci&r  los  actos  del  Poder  eje- 
cutivo, por  los  cuales  se  ordena  una  expulsión  cualquiera. 
Añadamos  que  no  podría  tampoco  interven  ir  para  hacer  ejecu- 
tar esta  expulsión,  después  que  lia  sido  decretada,  porque  no 
es  una  pena,  sino  un  acto  de  carácter  puramente  administra- 
tivo (3). 

103.  Hagamos  observar  ántes  de  dar  por  concluido  el  exá- 
men  de  esta  cuestión,  que,  áun  cuando  en  nuestro  juicio,  la 
autoridad  judicial  no  puede  conocer  de  los  actos  de  la  autori- 
dad administrativa,  ordenando  la  expulsión  de  un  extranjero, 
sia  embargo,  en  el  caso  en  que  el  interesado  pretendiese  ser 


(1)  París  yo  jauvier  1876,  Priiice  .lérome  Napoleón  C.  Ministre  de  l’lntérieur;  Pa- 
lais,  p.  1218.  Hé  aquí,  por  lo  deniás,  el  texto  del  decreto  precitado,  de  10  de 
Octubre  de  1872: 

«Considerando  que  el  Principe  Jerónimo  Bonaparte  ha  entrado  en  Francia  sin 
haber  obtenido  la  autorización  del  Gobierno,  y presentado  en  la  frontera  un  pasa- 
porte que  le  habla  sido  remitido  únicamente  para  un  caso  determinado; 

«Considerando  que  la  presencia  del  Principe  Jerónimo  Bonaparte  puede,  en  las 
circunstancias  actuales,  dar  márg'en  á desórdenes; 

«Decrefamos: 

1“  El  Principe  Jerónimo  Bonaparte  será  inmediatamente  conducido  á la 
frontera...» 

(Véase  en  este  negocio,  la  queja  hecha  al  Procurador  general  cerca  de  la  Corte 
<ie  Parts  y la  carta  del  Procurador  general  de  Leiffemherg,  fecha  26  de  Octubre  de 

18  i2,  al  Principe  Napoleón;  la  petición  á la  .\samblea  Nacional,  el  dictámen  de  la 
Comisión,  sentencia  de  29  de  Marzo  de  1873,  y el  juicio  del  Tribunal  del  Sena,  de 

19  de  Febrero  de  1873) 

(2)  Conseil  d’Étal  fruncais,  4 aout  1836,  aff.  Naundorff;  Sirey,  1836 , 2.  p.  445. 

(3)  París,  Chamb.  correctionel-,  1“  mai  1874;  Féron,  C.  Ministér  e.pub. 
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ciudadano,  y habióse  dirigido  á un  Tribunal  una  instancia, 
cuyo  objeto  fuera  obtener  semejante, declaración,  este  Tribu- 
nal, sin  apreciar  el  acto  administrativo  y mucho  ménos  sin  or- 
denar su  revocación,  podria  examinar  si  estaba  bien  ó mal  fun- 
dado el  derecho  que  se  invocaba.  Desde  luego,  la  parte  inte- 
resada debería  pedir  la  suspensión  provisional  de  la  ejecución 
de  la  órden  de  expulsión,  durante  el  tiempo  necesario  á la  au- 
toridad judicial  para  decidir  si  está  verdaderamente  fundada 
para  probar  el  derecho  de  ciudadanía.  Durante  la  instancia,  la 
autoridad  política  podria  asignar  á la  persona  que  quiere  ex- 
pulsar un  lugar  de  residencia  provisional,  como  se  hace  con 
los  extranjeros,  cuya  nacionalidad  no  se  conoce. 

103  bis.  Un  caso  de  d^pulsion  distinto  y de  que  no  se  ha 
hecho  mención  en  los  números  precedentes,  es  el  de  un  indi- 
viduo sujeto  á extradición,  que  haya  sido  entregado  únicamen- 
te por  ciertas  causas,  y que  haya  consentido  en  el  país  que  lo 
solícita  otras  infracciones  por  las  cuales  la  extradición  no  po- 
dria pedirse.  Cuando  este  individuo  ha  satisfecho  la  sentencia 
por  la  cual  su  extradición  ha  sido  consentida,  se  encuentra  en 
una  situación  completamente  especial.  De  una  parte,  el  Esta- 
do rcquirente  no  pnede,  sin  faltar  á sus  compromisos  con  el 
Estado  solicitado,  perseg'uir  á este  individuo  por  los  demás 
hechos  reservados.  De  otra  parte,  no  se  puede  imponer  á dicho 
Estado  la  obligación  de  dejar  aquel  individuo  gozando  de  la 
protección  de  sus  leyes  y siendo  objeto  de  escándalo  para  to- 
dos los  que  se  encuentran  sometidos  á aquellos  preceptos,  que 
ál  ha  violado  impunemente.  En  estas  circunstancias, *el  Estado 
extranjero  tiene  un  recurso,  que  es  la  expulsión  de  semejante 
persona.  Si  después,  este  individuo  falta  al  mandamiento  de 
expulsión,  á consecuencia  de  un  regreso  voluntario  al  territo- 
rio del  Estado  ofendido,  caerá  bajo  la  aplicación  de  ja  ley,  y 
esta  vez  no  podrá  ser  protegido  por  los  tratados,  puesto  que 
no  sera  ya  por  el  hecho  de  la  extradición  por  lo  que  se  en- 
cuentra en  el  territorio  extranjero  (1). 


(U  Véase  iut’ri),  2“  parte,  el  desenvolvimiento  de  la  regla  de  que  el  sujeto  á ex- 
tradición no  puede  ser  juzgado  por  otro  hecho  distinto  del  comprendido  en  el  acto 
de  extradición.  Se  verá  igualmente  que  en  los  tratados  italianos  se  establece  ua 
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Este  modo  de  proceder,  en  ausencia  de  todo  tratado,  está 
admitido  como  regla  por  el  Gobierno  francds. 

Cuando  se  trata  de  un  extranjero,  el  derecho  de  la  admi- 
nistración se  justifica.sin  trabajo;  deriva  de  la  ley.  Pero  cuan- 
do se  trata  de  un  nacional,  ¿sobre  qué  se  basará  este  derecho? 
Ning“una  ley  dá  al  Gobierno  el  derecho  de  expulsar  al  nacio- 
nal. Sin  embarg-o,  es  una  regla  notoriamente  admitida  en 
Francia,  la  de  expulsarle.  Notemos  con  efecto,  que  ésta  es  la 
única  manera  de  conciliar  el  respeto  á los  tratados  y de  prote- 
ger el  interés  social.  Por  lo  demás,  podria  lamentarse  el  reo  de 
esté  modo  de  proceder  si  no  fuese  la  expulsión  conveniente 
para  sus  intereses.  Pero  es  por  su  propio  interés,  por  lo  que  , 
la  expulsión  tiene  lugar,  y por  otra  parte  como  veremos  en 
los  últimos  capítulos  de  esta  obra,  es  siempre  libre  de  impe- 
dir esta  expulsión,  consintiendo  en  ser  juzgado  contradictoria- 
mente áun  sobre  los  hechos  descubiertos  posteriormente. 

Admitido  el  Derecho  de  expulsión  en  este  caso,  el  Poder- 
judicial  ¿podrá  ordenarla,  cuando  la  ley  (como  por  ejemplo  en 
Francia)  no  confiere  el  derecho  de  expulsar  á los  extranjeros 
sino  al  Poder  administrativo?  Se  ha  querido  atribuirle  este  po- 
der. Se  ha  pretendido  que  era  una  consecuencia  necesaria  de 
la  situación  del  detenido;  que  de  otro  modo,  después  de  haber 
purgado  la  prevención,  el  detenido  podria  caer  bajo  los  gol- 
pes de  la  ley,  y se  llegarla  poco  á poco  á una  violación  de  los 
tratados.  Pero  este  razonamiento  está  lejos  de  ser  fundado:  to- 
do el  tiempo,  en  efecto,  que  el  prevenido  no  ha  dejado  el  ter- 
ritorio dei  Estado  requirente  y no  ha  vuelto  despueS*,  se  en- 
cuentra protegido  por  los  tratados  y no  puede  ser  persegui- 
do por  un  hecho  que  no  se  halle  mencionado  en  el  acta  de 
extradición.  En  Francia  la  doctrina  y la  jurisprudencia  es- 
tán de  acuerdo  para  consagrar  el  derecho  exclusivo  de  la 
administración.  (Véase  particulamente  Cass.  1®  de  Febrero 
de  1867,  negocio  Renuecon-Charpentier,  Dalloz,  1867;  1,  pá- 

— • — 

término  determinado, .durante  el  cual  el  extranjero  sujeto  á extradición,  que  lia 
sufrido  su  pena,  ó ha  sido  enviado  otra  vez  á los  fines  de  la  persecución,  no  podria 
ser  perseguido  por  otro  techo  anterior  á la  extradición,  miéntras  que  las  conven- 
ciones francesas  no  ^dispongan  otra  cosa. 
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gina  284. — Casación  25  de  Julio  de  1867,  negocio  Faure  de 
Montginot,  Dalloz,  1867,  1.  p.  287.)  Las  dos  sentencias  que 
citamos  casaban  dos  sentencias  de  la  Corte  de  París,  en  que 
se  liabia  consagrado  la  doctrina  contraria  (1). 


, (1)  Véase  Billot,  TmUé  de  PArls,  187=1,  Ub.  v.,  ch.  i,  p.  3l(>  y sir 

guíente. 
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CAPITULO  IV 


Efectos  exterritoriales  de  la  cosa  ju2?gada  en  materia  penaL 


101,  Principalos  diferencias  entre  las  sentencias  pronunciadas  en  materia  civil  y 
las  dictadas  en  materia  penal. — 105.  Autoridad  de  la  cosa  juzgada  en  materia 
criminal.— loo.  Es  importante  saber  si  la  regla  «on  Mh  in  idm  debe  aplicarse  á 
las  relaciones  internacionales.— 107.  Opinión  de  los  partidaj  ios  de  la  teoría  de  la 
exterritorialidad  absoluta, —108,  Casos  en  los  cuales  puede  plantearse  la  cuestión . 
—109.  Diversas  hipótesis,  que  pueden  presentarse  en  el  caso  de  una  sentencia 
extranjera,  relativa  á un  delito  cometido  en  el  extranjero.— ilO,  Oiscusion  de  la 
primera  hipótesis-— 111.  Quidjuris  si  la  victima  era  un  nacional.— 112.  No  se 
podrá  ejecutar  el  fallo  dictado  en  el  extranjero,  en  el  caso  en  que  la  pona  im- 
puesta en  su  consecuencia,  no  huyasido  sufrida.—]  18.  Cómo  debería procederso 
para  impedir  que  el  culpable  no  quede  impune  — 114.  El  juicio  extranjero  no  ten- 
drá fuerza  de  cosa  juzgada,  por  aquello  que  trae  en  la  calificación  del  delito.— 
115.  Conclusión.— 116.  Es  conforme  á la  equidad  tener  en  cuéntala  pena  que  so 
ha  sufrido.— 117.  De  la  prescripción  do*la  pena.— 118.  De  la  amnistía —119.  Doc- 
trina de  algunos  autores  á propósito  déla  segunda  hipótesis-— 120.  Nuestraopi- 
nion.— 121.  Doctrina  de  los  autores  que  combatimos  en  el  caso  en  que  la  acción 
penales  poco  enérgica. — 122.  Nuestra  opinión.— 123.  Condena  no  sufrida  toda- 
vía.—124.Tereera  hipótesis. —125. Opinión  de  Manfredini,— 126.  Nuestra  opinión. 
—127  Objeciones  y respuestas  á las  mismas.— 128.  Cuándo  podrá  aplicarse  la  mis- 
ma regla. — 129.  Diferentes  hipótesis  que  pueden  producirse  eh  el  caso  de  una 
sentencia  extranjera  relativa  á un  delito  cometido  en  nuestro  pais.— 130.  Las  le- 
gislaciones enmudecen.  — 131.  Opinión  de  los  autores.  — 1S2.  Expresión  de  los 
puntos  verdaderamente  controvertidos — 133.  Argumento  en  apoyo  de  la  re- 
gla non  bis  hi  idmi.—ABi  Bazonamiento  de  Faustino  Ilélie.-lSo.  Otrosargu- 
mentos  en  apoyo  de  este  mismo  principio —136.  Lá  pena  sufrida  en  el  extran- 
jero no  seria  bastante  eficaz  para  restablecer  el  orden  pertuibado  por  el  delito. 
— 137.  Inconvenientes  que  resultarían  de  que  se  diera  fuerza  de  cosa  juzgada  al 
juicio  dictado  en  el  extranjero. — 188.  Las  diversas  formas  de  procedimiento  usa- 
das deben  también  ser  tomadas  en  consideración.— 139.  Conclusión.  Reservas 
que  deben  hacerse  en  el  sistema  que  sostenemos. 

104.  K1  respeto  á la  cosa  juzgada,  que  como  dice  Cicerón, 
es  de  interés  público,  existe  lo  mismo  para  las  sentencias  de- 
Enitivas  en  materia  civil,  como  para  aquéllas  que  se  dictan 
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eü  materia  penal.  «La  cosa  juzgada,  dice  Mangin,  es  una  égi- 
da que  protege  desde  luégo  la  vida,  el  honor  y el  reposo  de 
los  acusados»  (1). 

No  se  puede  sin  embargo  admitir  que  los  principios  que 
sirven  de  base  á la  autoridad  de  las  sentencias  dictadas  en 
materia  civil  deban  ser  aplicados  á las  sentencias  penales,  por» 
que  hay  entre  unas  y otras  notables  diferencias. 

Los  juicios  dictados  en  materia  civil  tienen  por  base  el  de- 
recho privado  de  las  partes.  El  Juez  que  los  pronuncia  no  apli- 
ca la  leíofori,  sino  aquella  otra  que  está  destinada  por  sí  mis- 
ma á regular  el  derecho  desde  el  punto  discutido,  y á la  que 
las  partes  se  sometieron  formal  6 tácitamente  desde  entónces. 
Es  natural  que  estos  juicios  tengan  en  todas  partes  la  misma 
autoridad  que  una  verdad  jurídica.  Las  leyes  civiles  siguen 
siempre  alas  personas:  y lo  mismo  debe  ocurrir  con  los  juicios 
civiles,  por  medio  de  los  cuales  los  magistrados  competentes 
• han  hecho  aplicación  de  estas  mismas  leyes  en  contestaciones 
jurídicas  determinadas. 

Las  sentencias  dictadas  en  materia  penal  tienen  sobre  todo 
por  base  el  derecho  público^  y se  pronuncian  á consecuencia 
de  la  acción  pública  que  deriva  del  delito  (2).  Debe  además  oh- 

A 

(1)  La  cosa  juzg-ada  eí3  una  égida  que  protege  desde  entónces  la  vida,  el  honor 

y el  reposo  de  los  acusados  (Wangin,  Aclmijmhlique,  n.°  370).  Este  principio  nos  ha 
sido  trasmitido  de  los  romanos:  qui  de  crimine  publico  in  accusaíionem  deduclus  est,  ab 
rtliosuper  publico  eodem, crimine  deferri  non  poíesi{b.  9,  Cod.,  De  accusationibus  et  inscrlp- 
íionibus,  lib.  ix/tít-.  ii|.  El  mismo  principio  fui  admitido  en  Derecho  canónico.  En 
efecto,  en  las  decretales  da  Gregorio  IX  encontramos  la  siguiente  decisión  del 
Concilio  de  Maguncia:  De  hiu  crminibus  de  quibus  absolutus  est  accusatus,  non  potest 
accusatio  replicar  i (lib  v,  1. c.  vi).  En  nuestra  época,-  esta  máxima  está  general- 
mente considerada  como  un  principio  de  derecho  público.  Conf.  Faustin-Hélíe, 
.Traite de  l' Instruct.  crimin.,  números  933  y siguientes.— Weudler,  re  judicala  in 

causis  criminalibus, — Gviolet,  Chosejugée  qu  crbninel. 

(2)  La  acción  pública,  que  deriva  inevitablepiente  del  delito,  es  la  consecuencia 
necesaria  del  deber  jurídico  que  tiene  el  Estado  de  perseguir  judicialmente  la  re- 
presión del  hecho  delictuoso.  Ella  es  independiente  déla  voluntad  de  los  particu- 
lares, cualquiera  que  sean,  cuyos  derechos  han  sido  violados,  y de  la  del  funciona- 
rio público,  al  cual  el  legislador  confia  su  ejercicio., Ella  es,  como  el  deber  de  cas- 
tigar, un  deber  público  de  la  autoridad  soberana.  Áun  en  el  caso  en  que  la  sentencia 
penal,  por  la  cual  la  acción  penal  produce  su  efecto,  esté  dictada  por  aplicación  de 
las  leyes  destinadas  á proteger  á los  particulares  y sus  propiedades,  ella  no  pierde 
por  esto  su  carácter  esencial,  que  consiste  en  proveer  ménos  á la  protección  de  los 
particulares  que  á la  salvaguardia  jurídica  delórden  público,  que  ha  sido  pertur- 
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^«ervarse,  que  en  los  casos  en  que  los  mag'istrados  pueden  co- 
nocer de  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero  y reprimirlos, 
tienen  que  aplicar  las  leyes  penales  de  su  propio  país;  porque 
en  efecto,  no  es  admisible  nunca  que  puedan  juzgar  por  apli- 
cación de  las  leyes  penales  extranjeras. 

En  materia  civil,  los  derechos  de  los  particulares  pueden 
ser  reconocidos  tales,  como  han  sido  definidos  por  los  tribuna- 
les extranjeros,  áun  en  el  caso  deque  se  ofreciese  una  excepción 
bien  fundada  en  derecho,  en  razón  de  la  cual  la  sentencia  no 
pudiese  ser  ejecutada,  ó uo  pudiese  tener  ninguna  fuerza  eje- 
cutoria. Por  lo  demás,  admitido  que  un  individuo  puede  citar 
á su  deudor  ante  los  tribunales  de  un  país  y que  tenga  el  de- 
recho de  requerir  y obtener  el  concurso  de  ia  autoridad  públi- 
ca para  obtener  el  cumplimiento  de  un  hecho,  si  este  indivi- 
duo se  vé  enseguida  forzado  á hacer,  ejecutar  en  otro  país  la 
sentencia  obtenida  por  él,  nada  hay  contrario  á los  derechos 
recíprocos  de  las  dos  soberanías,  en  que  una  de  ellas  dá  fuer-, 
za  ejecutoria  á una  decisión  judicial  dictada  en  el  otro  ter- 
ritorio (1). 

En  cuanto  á las  sentencias  dadas  en  materia  penal,  no  se 
podrá  admitir  su  existencia  legal,  independientemente  de  la 
posibilidad  de  hacerlas  ejecutar  (2).  Además  como  demostra- 
remos pronto,  seria  contrario  al  derecho  público  y al  derecho 
internacional  que  una  Soberanía  ponga  en  ejecución  una  sen- 
tencia penal  dictada  por  los  Tribunales  de  otra  Soberanía  (3). 

La  presunción  de  verdad,  que  deriva  de  la  cosa  juzgada  y 
que  impide  volver  á poner  en  cuestión  aquello  que  ha  sido  de- 
finitivamente decidido,  es  absoluta  en  materia  civil;  pero  en 


bado  por  la  violación  de  la  ley  que  protegía  á las  personas  y á las  propiedades. 
También,  en  losGódigos  modernos  se  ha  suprimido  toda  diferencia  entre  los  delitos 
privados  y los  públicos,  y se  ha  rehusado  A los  particulares,  que  han  sido  lesiona- 
dos por  el  delito,  toda  ingerencia  en  él  ejercicio  de  la  acción  penal,  áun  en  los  casos 
en  que  la  querella  de  la  ofensa  es  necesaria  para  provocar  esta  acción.  Compar. 
.Tousse,  Traite  de  lajustice  cñm.,  t.  i,  p.  581.— Mangin,  act.  puhliq.,  números'  7,  8,  13, 
57.— Pessina,  Dirigió lib.  in,  cap,  ii. — Porsari,  Dell  azione  pemle. — Carrara, 
Programma,  § 814  et  suiv. 

(1)  Véase  nuestra  obra  intitulada:  E/fetli  internazimali  delle  sentenze  in  materia  ci~ 
ui/c,  ch.  n y 111. 

(2)  Hommey,  De  l'aulorité  de  la  chose  jwgée  en  maliere  crlminelie,  p.  106. 

(3)  Le  Sellyer,  Traite  du  Dr.  crimin.,  t.  vi,  n.”  2505. 
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materia  penal,  queda  restringida  á ciertos  límites.  Sin  duda,, 
el  prevenido,  después  de  haber  sido  puesto  en  juicio,  puede 
invocar  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  para  no  ser  objeto  de 
un  nuevo  proceso  y de  una  nueva  sentencia,  pero  la  cosa  juz- 
gada no  podrá  perjudicar  al  condenado  si  se  encontrase  en, 
estado  de  demostrar,  por  medio  de  nuevas  pruebas  su  inocen- 
cia, y de  hacer  invalidar  la  sentencia  condenatoria,  que  se  ha- 
bia  pronunciado  contra  el. 

Lo  que  acabamos  de  decir  basta  para  dar  una  idea  de  las 
diferencias  importantes  que  existexi  entre  los  juicios  dados  en 
materia  civil  j los  que  se  dictan  en  materia  penal,  y para  lle- 
gar á concluir  que  las  reglas  que  sirven  para  determinar  la 
autoridad  de  estas  dos  clases  de  sentencias  deben  diferir  to- 
talmente. 

105.  Una  cuestión  muy  grave,  y muy  agitada  entre  los  ju- 
risconsultos, es  la  de  saber  si  la  cosa  juzgada  en  materia  pe- 
nal tiene  autoridad  en  el  extranjero,  en  el  sentido  de  que  sea 
obstáculo  á un  nuevo  juicio,  en  razón  del  mismo  hecho  puni- 
ble que  ha  motivado  la  primera  sentencia. 

Un  principio  incontestado  en  derecho  público  es  que  no  se 
puede  perseguir  de  nuevo,  por  el  mismo  delito,  á cualquiera 
que  haya  sido  legal  y deñnitivamente  juzgado.  La  cosa  juz- 
gada extingue  la  acción  pública,*  invocada  como  excepción 
por  el  acusado,  tiene  más  fuerza  que  la  verdad  misma.  Que  el 
acusado  haya  sido  condenado,  ó absuelto  por  error,  la  cosa 
juzgada  es  una  egida  que  le  protege  (1).  Una  consecuencia  de 
estos  princinios  es  el  adagio  de  los  criminalistas  antiguos  y 
modernos,  Ms  in  idem  non  jndicatiir ^ que  ha  sido  consagrado 
jurídicamente  en  todas  las  legishaciones  penales  (2). 

(1)  La  excepción  dft  la  .cosa  juzgada  en  lo  criminal  es  de  orden  público,  y ei  el 
acusado  no  la  protesta,  el  Ministerio  público  deberá  invocarla,  ó bien  el  Juez  por 
si  mismo  deberá  suplirla  de  oficio.  «Bn  materia  criminal,  dice  Merlin,  la  máxima, 
ntmo  audUur perire  volens,  se  opone  á que  el  acusado  absuelto  por  un  primer  juicio, 
renuncie  á su  absolución,  y si  lo  hace,  el  Alinisterio  público  debe  reclamar  por  él.» 
(Rép.  V.”  C/íose  g 20  n.°  2).— Gompar.  Cass- fr,,  12  Juillet  1806,  Ministére  pu- 
blic.  c.  Jean  Riva,  Pal.,  1806,  p.  410. — Mangin,  Trailé  de  l’act.  publiq,,  ch.  iv,  sect.  3^, 
— Grioltít,  CIme  jugée.—Bonmer^  Traité  des  preuves,  t.  ii,  n.”  890.— Pescatore,  Procc- 
dnrapenale,  cap.  u.— Borsari,  Azione  penale,  § 91 . 

los  términos  del  Derecho  común  de  Inglaterra,  la  regla  estaba  admi* 
It  a únicamente  para  las  acusaciones  que  llevan  condena  de  pena  capital.  En  lost 
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106.  Debemos  investig’ar  aquí  si  la  máxima  non  bis  in  ídem 
debe  aplicarse  á las  senteucias  dictadas  por  los  Tribunales  de 
Estados  diferentes.  Semejante  investig'acion  seria  inútil  si  la 
acción  penal  debiera  ejercerse  únicamente  en  razón  de  los  de- 
litos cometidos  en  territorio  del  Estado,  y nunca  con  motivo 
de  los  que  tienen  lug-ar  en  el  extranjero.  Mas,  por  raros  que 
sean  los  casos  en  los  cuales  se  considere  como  legítima  la 
exterritorialidad  del  derecho  penal,  es  lo  cierto  que  las  leyes 
positivas  de  los  diversos  países  autorizan,  en  ciertos  casos,  las 
persecuciones  por  razón  de  delitos  cometidos  ep  el  extranjero. 
Desde  ludg*o  puede  presentarse  el  caso  de  concurso  de  dos 
acusaciones,  v la  cuestión  tan  controvertida  de  saber  si  la 
sentencia  dictada  por  una  de  las  dos  jurisdicciones  debe  ser 
considerada  como  obstáculo  al  ejercicio  de  nuevos  actos  de  per- 
secución de  parte  de  la  otra. 

107.  Los  partidarios  de  la  teoría  de  la  exterritorialidad  ab- 
soluta del  derecho  penal,  no  vacilan  en  atribuir  al  juicio  dicta- 
do por  el  Juez  que  tuviese  en  su  poder  al  culpable,  fuerza 
para  detener  siempre  y en  otras  partes  nuevas  persecuciones. 
Como,  según  ellos,  la  ley  penal  tiene  por  objeto  la  protección 
del  Orden  social,  y es  indiferente  que  la  santa  misión  de  pro- 
teger el  derecho  sea  ejercitada  por  la  autoridad  de  un  Estado 
<5  por  la  de  otro,  era  natural  que  debiesen  deducir  que  una  vez 
juzgado  y libertado  de  su  pena,  el  culpable  no  debería  de 
nuevo  ser  puesto  enjuicio  y condenado  por  razón  del  mismo  he- 
cho. Si  realmente  los  poderes  humanos  fuesen  todos  por  igual 
instrumentos  de  la  Ley  suprema  deh  Orden,  que  prescribe  la  re- 
presión de  los  actos  delictuosos,  no  habría  ninguna  razón  para 
juzgar  y condenar  dos  veces  al  mismo  individuo.  Percf.  no  su- 
cede lo  mismo  para  nosotros,  que  limitamos  la  exterritoriali- 
dad del  derecho  penal  á ciertos  casos  determinados,  sin  poner 
nunca  el  derecho  de  la  jurisdicción  extraterritorial  en  la  mis- 
ma línea  que  el  de  la  jurisdicción  territorial  (1).  En  nuestro 

Estados-Unidos,  la  Constitución  prohibia  poner  segunda  vez  en  acusación  al  mis- 
mo individuo  por  el  mismo  delite,  ni  podia  ser  condenado  á perder  la  vida  ó un 
miembro.  Actualmente, la  regla  lia  sido  generalizada  en  lapráctica  inglesay  ame- 
ricana, y la  excepción  acquil  or  of  alreadij  convií,  no  permite  llevar  á 

juicio  una  cuestión  que  ba  sido  definitivamente  Juzg-ada  (Greeleaf,  t.  in,  § 35). 

(1)  Véase- el  cap.  u. 
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sistema,  es  uecesarío  averiguar  si  el  juicio  dictado  por  el  Tri- 
bunal del  país,  en  que  ha  sido  cometido  el  delito  debe  tener 
por  efecto  detener  la  acción  de  la  jurisdicción  extraterritorial 
■ y recíprocamente. 

108.  Hay  dos  casos  en  los  cuales  puede  presentarse  la  gra- 
ve cuestión  de  saber  cuál  es  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada 
con  relación  á la  sentencia  dictada  por  un  Iribunal  extranje- 
ro. Puede  suceder  que  los  Tribunales  extranjeros  hayan  cono- 
cido, ora  de  un  delito  cometido  en  el  extranjero,  ora  de  un  de- 
lito cometido  en  nuestro  territorio.  Examinaremos  estos  dos 
casos  sucesivamente. 

Prbíer  caso.  Sentencia  extranjera  relativa  á un  delito  cometido 

en  el  extranjero. 

109.  Ante  todo  comenzaremos  por  hacer  observar  que  la 
cuestión  puede  complicarse  si  se  supone: 

A.  Que  el  delito  cometido  en  el  extranjero  ha  violado  di- 
rectamente el  derecho  del  Estado  en  que  fuá  cometido,  y que 
el  autor  do  este  hecho  ha  sido  juzgado  en,  el  lugar  donde  co- 
metió su  delito.  Esta  hipótesis  puede  subdi vidirse;  suponiendo 
que  el  malhechor  haya  sufrido  ó que  no  haya  sufrido  la  pena 
por  que  fuá  condenado. 

B.  Que  el  autor  del  delito  cometido  en  el  extranjero,  des- 
pués de  haber  sido  en  él  persegmido,  caiga  en  poder  de  la  ju- 
risdicción de  su  país.  Esta  hipótesis  ]3odrá  también  subdívi- 
dirse  por  sí  misma;  suponiendo  que  el  hecho  haya  dado  lugar 
á un  proceso  del  culpable  en  el  extranjero  y haya  producido 
un  sobi^seimiento  ó una  condenación  seguida  de  ejecución  ó 
de  inejecncion  de  la  pena  pronunciada  (y  en  este  caso,  será  ne- 
cesario e?:aminar  si  la  prescripción  de  la  pena  debe  ser  regula- 
da, según  la  ley  del  país  del  malhechor  ó según  la  ley  del  lugar 
eu  que  el  delito  ha  sido  cometido).  Se  podría  además  suponer 
que  el  negocio  ha  sido  instruido,  pero  que  no  ha  llegado  á 
pronunciarse  sentencia  (en  este  últimp  caso,  será  necesario  ver 
si  la  prescripción  de  la  acción  penal  debe  estar  regida  por  la 

ley  del  país  en  que  el  delito  ha  sido  cumplido,  ó por  la  del  país 
del  malhechor). 
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C.  Que  el  culpable  baya  sido  juzgado  en  el  extranjero  por 
Tin  hecho  punible,  que  haya  tenido  por  efecto  la  violación  del 
derecho  del  Estado  que  consigue  enseguida  apoderarse  de 
su  persona:  hipótesis  que  puede  también  ser  subdividida  á su 
vez,  según  que  el  juicio  haya  tenido  por  resultado  la  libertad 
del  autor  del  delito  6 su  condenación,  que  él  ha  sufrido  ó no 
ha  sufrido  (1). 

110.  No  es  dudoso,  en  el  primer  caso  de  la  hipótesis  A, 
que  la  sentencia  extranjera,  por  la  cual  el  autor  de  un  delito 
cometido  en  el  extranjero  ha  sido  absuelto  ó condenado  debe 
tener  por  efecto  (si  la  condena  ha  sido  sufrida)-impedir  en  to- 
das partes  un  huevo  juicio  y nuevas  acusaciones  por  razón  del 
mismo  hecho.  El  motivo  de  ello  es  que  el  derecho  de  juzgar  y 
condenar  pertenece  principalmente  á la  soberanía  del  lugar  en 
que  el  delito  ha  sido  cometido  y en  que  la  ley  ha  sido  violada. 
Cuando  la  justicia  ha  terminado  su  curso,  la  posición  del  acu- 
sado debe  ser  considerada  como  definitivamente  establecida, 
según  lo  que  resulte  de  la  sentencia  pronunciada.  Ponerla  en 
discusión  equivaldría  á un  atentado  contra  la  seguridad  per- 
sonal, que  es  el  fundamento  de  todos  los  derechos.  Por  lo  de- 
más, se  debe  presumir  que  el  juicio  pronunciado  en  el  lugar 
del  delito  ha  sido  dado  á consecuencia  de  la  información  más 
completa. 

111.  En  el  casó  que  la  víctima  sea  uno  de  nuestros  compa- 
triotas, cabe  preguntar  si  éste  no  satisfecho  de  la  sentencia  ex- 
tranjera, puede  acudir  á la  jurisdicción  nacional  y reclamar 
de  ella  una  satisfacción  más  completa  en  razón  del  hecho  pu- 
nible, cometido  contra  su  persona  en  el  extranjero. 

Teniendo  el  derecho  penal  por  objeto  á los  ojos  de  ciertos 
autores  la  protección  de  los  individuos  que  forman  paite  de  un 
mismo  grupo  social,  la  ley  del  Estado  debe  servir  para  prote- 
jer á los  ciudadanos  á cualquier  lugar  que  se  trasporten,  y las 
penas  señaladas  en  esta  ley  deben  ser  aplicadas  todas  las  ve- 
ces que  la  persona  en  perjuicio  de  la  cual  ha  sido  cometido  el 
delito  sea  un  nacional  (2).  En  cuanto  á nosotros,  hemos  criti- 


(1)  Véase  Garrara,  Programma,  oote  au  § 1066. 

<,2)  SeguD  algunos  Códigos,  el  hecho  de  que  el  delito  haya  sido  cometido  en 
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cado  siempre  la  doctrina,  eu  que  se  quería  hacer  una  distinción 
entre  los  principios  del  derecho  aplicables  á los  ciudadanos  y 
los  principios  aplicables  á los  extranjeros,  y no  encontraremos 
leg-ítima  diversidad  aigmna,  bajo  este  aspecto,  en  la  adminis- 
tración de  la.  justicia  penal.  Si  aun  exagerando  el  principio  de 
la  protección  debida  á los  nacionales,  se  admitiera  que  el  Esta- 
do tiene  el  derecho  de  reprimir  los  delitos  cometidos  eu  el  ex- 
tranjero en  perjuicio  de  un-  ciudadano,  no  se  llegaria  jamás  á 
legitimar  un  nuevo  juicio  en  caso  de  que  el  acusado  haya  sido 
juzgado  en  el  extranjero  y sufrido  su  pena. 

La  jurisdicción  extraterritorial,  en  razón  de  la  persona,  en 
2)erjuicio  de  la  cual  ha  sido  cometido  el  delito,  será  siempre 
una  jurisdicción  excepcional,'  no  podrá  nunca  ejercerse  sino 
cuando  la  jurisdicción  ordinaria  hubiese  desempeñado  su  mi- 
sión, y seria  inútil  que  el  nacional,  no  satisfecho  de  la  senten- 
cia extranjera,  viniese  á pedir  á nuestros  Tribunales  una  re- 
paración más  completa  del  ultraje  que  ha  sufrido,  porque  su 
queja  quedaría  sin  efecto,  üna  vez  que  el  juicio  pronunciado 
por  la  jurisdicción  ordinaria  ha  sido  ejecutade,  se  debe  consi- 
derar el  estado  del  prevenido  como  definitivamente  establecido. 
Si  ha  sido  condenado  y ha  sufrido  su  pena,  ha  pagado  su  deu- 
da, y no  hay  derecho  para  pedirle  más.  Si  ha  sido  absuelto 
ha  pagado  una  deuda  que  uo  debía,  por  las  angustias  que  ha 
sufrido  durante  todo  el  procedimiento.  «La  seguridad  pública 
no  existiría  si  un  individuo  estuviese  sin  cesar  expuesto  á per- 
secuciones,' la  paz  pública  se  vería  comprometida,  y la  pepa 
siendo  incesante  y perpetua,  excedería  á todas  las  que  la  ley 
impone  al  culpable  reconocido»  (1). 

112.  Si  el  segundo  caso  que  hemos  supuesto  se  realizase, 
d si  desde  luego,  el  prevenido  hubiese  sido  juzg'ado  y conde- 
nado en  el  lug'ar  en  que  ha  cometido  el  delito,  y si  áutes  de 
haber  sufrido  su  pena  hubiera  llegado  á evadirse,  ó bien  si  hu- 
biese sido  condenado  eu  rebeldía  y poco  después  volviese  á 
caer  en  la  jurisdicción  extranjera,  uo  nos  parece  admisible  que 

perjuicio  d-e  un  ciudadano  del  Estado , es  causa  suficiente  para  acog'erse  á la 
inrisdiccinn  represiva  de  este  Estado,  en  razón  de  hechos  que  han  tenido  lug^aren. 
país  extranjero. 

(!)  Le  Sellyer,  Droit  crimin.,  t.  vi,  n."  2413. 
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«esta  jurisdicción  pueda,  según  han  pretendido  ciertos  auto- 
res (1),  hacer  ejecutar  la  sentencia  condenatoria.  Es  en  efecto, 
una  doctrina  generalrpente  admitida,  que  la  parte  penal  pro- 
piamente dicha  de  una  sentencia,  (es  decir,  las  penas  corpora- 
les, la  multa,  la  confiscación)  no  puede  ser  ejecutada  en  el  ex- 
tranjero (2).  Todos  los  autores  concuerdan  en  reconocer  que 
.el  territorio  'sirve  de  límite  al  poder  coercitivo,  de  tal  suerte 
que  el  Soberano  se  encuentra  despojado  de  toda  autoridad  re- 
presiva tan  pronto  como,  el  acusado  llega  á pasar  l'a  frontera. 
Por  lo  demás,  en  aquello  que  se  refiere  al  poder  concedido  al 
Soberano  territorial  de  hacer  ejecutar  -la  sentencia  extranje-. 
ra,  nos  parece  un  error  querer  aplicar,  en  materia  penal,  los 
mismos  principios  que  deberían  regir  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias en  materia  civil.  Hemos  hecho  ya  observar,  que  en 
los  juicios  en  materia  civil,  el  Juez  está  llamado  á aplicar  la 
ley  que  rige  por  sí  misma  la  relación  del  derecho  en  litigio,  y 
que  desd'e  luego,  es  indiferente  por  lo  que  toca  á la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada,  que  sea  una  ú otra  jurisdicción  la  que  lo 
haya  establecido,  -siempre  que  fuese  competente.  Hemos  he- 
cho también  observar,  por  lo  que  se  refiere  á la  ejecución  de 
la  sentencia  extranjera,  que  cuando  la  sentencia  civil  ha  sido 
declarada  ejecutoria  por  el  magistrado  territorial,  puede  ser 
ejecutada  en  el  Estado,  áun  cuando  haya  sido  pronunciada  en 
el  extranjero.  Pero  no  ocurre  lo  mismo  con  respecto  á las  sen- 
tencias dictadas  en  materia  criminal,  porque  cada  Juez  aplica 
sus  leyes  nacionales,  de  manera  que  si  la  jurisdicción  extra- 
territorial fuese  competente  para  juzgar  y tuviese  en  su  poder 
al  detenido,  no  aplicaría  la  ley  del  lugar  en  que  ha  sido  come- 
tido el  delito,  sino  la  ley  de  su  propio  país.  «En  las  causas  cri~ 


(1)  Gárle  sostiene  que  nada  se  opone  á que  la  sentencia  criminal  sea  ejecuto- 
ria. en  otro  Estado;  que  nada  se  opone  á que  las  naciones,  unidas  para  reprimir  los 
verdaderos  delitos,  lo  sean  de  nuevo  en  el  caso  en  que  se  trate  de  reconocer  la 
pena  pronunciada  por  una  de  ellas  {Dell'  auíorilá  delle  leggtpenali  in  ordineai  liioghi  e 
alie  persone). 

(2)  Carrara,  Programma,  § 1072.— Faustino  Hélie,  Traite  de  Vinstruct.  crimin.,  nú- 
mero 1042-— Leg'raverend,  Traite  de  la  législaí.  crimin.,  §31.— Le  Sellyer,  Droi/  cri~ 
j»in.,t.  VI,  n.”  2505.— Scbmalz,  Le  droií  f/es  gens,  p.  id''!.— Martens,  Droit  des  gens, 
§ 104.— Klüber,  Droit  des  gens,  § 65,— Story,  Conflict  of  laws,  §§  620-628.— Carnot,  Sur 
l’ai't.  7,  números  7 et  8.— Richer;  Traité  de  la  mort  civile,  liV.  i,  sect.  8. 
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mínales,  dice  Pinheiro-Ferreira,  no  es  de  manera  alguna  ne- 
cesario saber  lo  que  las  leyes  del  país,  en  que  el  hecho  tuvo 
lugar,  establecen  bajo  este  respecto,  porque  los  Jueces  no  de- 
ben condenar,  sino  según  las  leyes  de  su  propio  territorio»  (1). 

Es,  pues,  natural  que  no  esté  permitido  poner  en  ejecución 
las  sentencias  penales  extranjeras,  sin  atentar  á la  indepen- 
dencia nacional,  porque  cada  magistrado  está  obligado  á apli- 
car sus  propias  leyes  penales  en  razón  á que  las  leyes  penales 
forman  parte  del  derecho  público  y son  aplicables  solamente 
en  los  límites  territoriales  del  Estado  (2),  y un  soberano  áun 
pudiendo  reprimir  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  no 
llegaría  nunca  á reprimirlos  aplicando  en  su  territorio  las  le- 
yes penales  extranjeras. 

113.  Una  conclusión  que  puede  deducirse  délo  que  acaba- 
mos de  exponer  en  último  término  es  que,  para  impedir  que  el 
prevenido  que  no.  ha  sufrido  su  condena  pueda  procurarse  una 
impunidad  parcial  ó total,  sería  bueno  seguir  las  reglas  relati- 
vas á los  delitos  cometidos  en  país  extranjero.  Desde  luégo,  se 
deberla,  si  á ello  hubiere  lugar,  ofrecer  la  extradición  de  aquel 
individuo,  observando  los  principios  que  expondremos  en  la 
segunda  parte  de  esta  obra.  Si  no  se  debiese  ó no  se  pudiese 


(1)  DTOitdesgens,%\%. 

(2)  La  diferencia  esencial  que  existe  en  las  relaciones  internacionales  entre  las 
leyes  del  Estado,  que  constituyen  el  derecho  privado,  y aquellas  que  constituyen 
el  derecho  público,  es  la  siguiente:  Las  primeras  regulan  la  personalidad  civil  y 
determinan  los  atributos,  las  cualidades,  las  relaciones  jurídicas  del  individuo 
como  miembro  de  una  sociedad  política  determinada,  y le  acompañan  á todas  par- 
tes, hasta  que  adquiere  la  cualidad  de  ciudadano  en  otro  país;  las  segundas  se 
imponen  á todos  aquellos  que  habitan  en  el  territorio  del  Estado,  y son  las  condi- 
ciones esenciales  de  la  independencia  política  de  la  soberanía. 

Semejantes  leyes,  sea  que  determinen  la  constitución,  la  extensión,  el  ejercicio 
de  los  poderes  públicos,  sea  que  sancionen  las  prohibiciones  y las  prescripciones 
reputadas  necesarias  por  la  voluntad  autónoma  de  la  nación,  para  la  seguridad  y 
prosperidad  del  Estado,  obligan  á todos  los  habitantes,  sean  nacionales  ó extran- 
jeros, dominan  todos  los  hechos,  y las  le  yes  extranjeras  de  Derecho  público  no  po- 
drían, bajo  ningún  aspecto,  tener  la  menor  autoridad  en  un  territorio  sometido  á 
otra  soberanía.  Desde  luego,  como  dice  con  razón  el  profesor  Mancini:  «Todo  legis- 
lador ejerce  y guarda  el  derecho  de  soberanía  y de  independencia  política,  cuando  somete 
á los  extranjeros  sin  distinción,  lo  mismo  que  á los  nacionales  á la  observación  de  las 
leyes  penales  del  territorio,  á las  leyes  de  órden  público  del  país,  aí  respeto  escrupu- 
loso de  su  derecho  público.»  Mancini,  Eelazione  all  Istilnto  di  Diritto  inlérnazionali  (ses- 
sion  de  Genéve),  p.  49. 
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ofrecer  Ja  extradición,  y se  encontrase  el  Estado  en  uno  de  eso&  . 
.casos  excepcionales  en  que  está  admitido  que  el  que  tenga  en 
su  poder  al  culpable  pueda  jungarle  y castigarle,  la  sentencia 
dictada  en  el  extranjero,  no  seTía  un  obstáculo  á otras  perse- 
cuciones, puesto  que  no  tendría  fuerza  de  cosa  juzgada  y sé 
podría  hacer  posteriormente  aplicación  de  la  ley  del  país 
114.  En  este  caso  podría  suceder  que  el  malhechor  fuese 
condenado  á una  pena  más  gTave;  y esto  sucedería  por  ejem- 
plo , si  la  naturaleza  del  delito  fuese  apreciada  de  manera 
diferente.  Por  lo  demás,  no  se  podrá  detener  el  curso  regular 
de  la  justicia,  invocando  como  cosa  juzgada  la  sentencia  ex- 
tranjera en  tanto  que  ha  determinado  la  naturaleza  del  delito. 
Supóngase,  por  ejemplo,  que  la  excusa  de  la  provocación,  ad- 
mitida por  la  jurisdicción  extranjera,  no  está  admitida  por  la 
jurisdicción  llamada  á juzgar  de  nuevo  al  detenido;  en  este 
caso  la  sentencia  extranjera  no  deberá  tener  autoridad  de  cosa 
juzgada,  respecto  á la  naturaleza  del  delito. 

Los  Jueces  que  deben  aplicar  las  leyes  de  su  país  no  pue- 
den tener  en  cuenta  sino  so  propio  juicio.  Es  verdad  que  se 
deberían  limitar  á apreciar  el  mismo  delito  que  la  jurisdicción 
extranjera;  pero  debiendo  hacerlo  conformándose  á la  ley  de 
su  propio  país,  es  evidente  que  para  óllos,  la  sentencia  pro- 
. nnnciada  por  los  primeros  Jueces  no  podrá  tener  autoridad  de 
cosa  juzgada.  En  efecto,  la  autoridad  de  cosa  juzgada  en  ma- 
teria penal  es  inviolable,  pero  en  el  sentido  de  que  una  vez 
hecha  la  aplicación  de  una  ley  dada  á un  delito  determinado, 
el  acusado  no  podrá  verse  de  nuevo  perseguido  en  virtud  de 
esta  misma  ley.  Ahora  bien,  no  sucede  lo  mismo  cuando  cae 
bajo  la  dominación  de  una  nueva  ley  penal  y se  encuentra  en 
las  condiciones  apetecidas  para  ser  conducido  ante  la  jurisdic- 
ción que  aplica  esta  ley,  Poorque  ya  no  se  tratará  de  un  juicio 
idéntico  sobre  el  mismo  hecho,  sino  de  pronunciar  una  sen- 
tencia completamente  distinta.  JNio  es  una  cosa  rara  el  caso  en 
que  los  diferentes  Códigos,  encuentran  diversamente  determi- 
nados los  elementos  y las  circunstancias  de  un  hecho  crimi- 
nal, y reprimido  diversamente  el  mismo  delito.  Aun  supo- 
niendo que  las  dos  leyes  fuesen  idénticas,  cada  una  de  las  dos* 
jurisdicciones  no  entendería  ménos  de  ello  haciendo  la  aplica- 
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cion  de  la  ley  de  su  propio  país,  y no  podría  jamás  considerar 
con  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  dictada  por  un  Ma- 
gistrado extranjero,  que  ha  juzgado  según  la  ley  extranjera  (1). 

115.  Concluimos,  pues,  que  la  sentencia  extranjera  no  po- 
drá ser  ni  ejecutada  ni' declarada  ejecutoria;  que  á fin  de  que 
los  culpables  que  han  sido  juzgados  y condenados,  pero  que 
no  han  sufrido  sus  penas,  no  queden  impunes,  es  necesario 
ofrecer  la  extradición;  y que,  en  el  caso  de  que  el  prevenido 
debiera  ser  vuelto  á enjuiciar,  la  cosa  juzgada  extranjera  no 
tendrá  influencia  alguna,  ni  para  impedir  un  nuevo  juicio  ni 
para  ser  obstáculo  á diversas  apreciaciones,  tanto  sobre  la  na- 
turaleza del  delito,  como  sobre  la  cantidad  de  la  pena\ 

116.  Haremos  observar,  sin  embargo,  que  si  la  pena  ha 
sido  ejecutada  parcialmente,  la  equidad  exije  que  en  el  nuevo 
juicio  se  tenga  en  cuenta  al  individuo,  que  es  de  nuevo  per- 
seguido por  el  mismo  delito  esta  pena  parcial  y que  se  le  com- 
pute sobre  la  que  se  haj^a  últimamente  aplicado.  En  efecto,  el 
respeto  debido  á la  independencia  de  los  Estados  no  podría 
nunca  legitimar  la  aplicación  de  una  doble  penalidad  por  ra- 
zón del  mismo  delito. 

117.  Haremos  observar  además,  que  si  la  prescripción  de 
la  pena  ha  tenido  lugar  en  los  términos  de  las  leyes  del  lu- 
gar del  delito,  no  se  podrá  perseguir  en  adelante  al  condena- 
do, áun  cuando  la  pena  no  hubiese  prescrito*  según  la  ley  del 
país  en  que  había  encontr-ado  refugio.  Cuando  en  efecto,  la  pe- 
na á que  el  prevenido  ha  sido  condenado  por  el  Juez  competen- 
te ha  cesado  de  ser  susceptible  de  ejecución,  ha  pagado  ya  su 
deuda  sufriendo  una  parte  de  esta  pena,  y estando  expuesto  á 
continuas  angustias  durante  el  tiempo  requerido  para  dejar  sin 
efecto  la  parte  de  pena  que  no  ha  llegado  á sufrir  (2). 

(1|  La  Corte  de  Casación  francesa,  rechazando  en  principio  !a  excepción  de  cosa 
juzgada  fundada  sobre  una  sentencia  penal  emanada  de  un  Tribunal  extranjero, 
entre  otros  argumentos  dá  el  siguiente;  <<los  jpicios  dictados  en  pais  extranjero  no 
pueden  ni  ser  ejecutados  en  Francia,  ni  ejercer  ninguna  autoridad,  si  no  se  en- 
cuentran en  el  caso  y conforme  á las  condiciones  prescritas  por  el  art.  546  Code 
proc^  civ.,  y los  arliculos  2123  y 2128 ‘Corfe  Tüap.  (21  Marzo  1832).— Demeyor,  Pal.,  1832, 
p.  918.— Id.  Gass. , 11  Setiembre  1873,  Goulon,  Pal.,  1874,  p.  830  .»  Semejante  argu- 
mento no  nos  parece  fundado,  porque  los  principios  que  se  refieren  á la  fuerza  ex- 
traterritorial délas  sentencias  civiles  y las  sentencias  penales  son  diferentes. 

(2)  Decidir  de  otro  modo  seria  en  detrimento  de  los  principios  que  afirman  ques 
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118.  Lo  mismo  sucede  en  el  caso,  en  que  el  condenado  hu- 
biese obtenido  la  remisión  de  su  pena  por  una  decisión  gra- 
ciosa; ó se  hubiese  aprovechado  de  una  amnistía  concedida 
por  el  Soberano  del  lugar  del  delito.  ITna  vez  decretada  la  re- 
misión de  su  pena  ó la  suspensión  de  todo  procedimiento  con- 
tra él,  no  podrá  perseguirle  más  (1). 

119.  Vamos  á examinar  la  segunda  hipótesis,  B]  aquella 

-en  que  el  autor  de  un  delito  cometido  en  el  extranjero  vuelve 
á su  país  después  de  haber  sido  juzgado  en  el  lugar  en  que 
cometió  el  delito.  , ■ 

Cuando  la  discusión  ante  el  Consejo  de  Estado  francés  del 
art.  5°  del  Código  de  instrucción  criminal,  Berlier  sostuvo  que 
el  francés  juzgado  en  el  extranjero,  no  podía  ser  juzgado  de 
nuevo  en  Francia,  «porque  la  sentencia  del  país  extranjero, 
competentemente  dictada,  deberla  ser  respetada  en  todo  el 
país,  y la  máxima  ídem  pertenece  al  derecho  uni- 

versal de  las  naciones  (2).»  En  la  ley  francesa  de  27  de  Junio 
de  1866  se  consagra  la  misma  teoría.  El  art.  5“  de  esta  ley  se 
halla  concebido  en  esta  forma:  «§  1®  Todo  francés  que  fuera 
del  territorio  de  Francia,  se  ha  hecho  culpable  de  un  crimen 
castigado  por  la  ley  francesa,  puede  ser  perseguido  en  Fran- 
cia. § 2®  Sin  embargo,  ninguna  persecución  tendrá  lugar  si  el 
acusado  prueba  que  ha  sido  juzgado  definitivamente  en  el  ex- 
tranjero (3).»  Muchas  legislaciones  consagran  el  mismo  prin- 
cipio (4).  En  apoyo  de  esta  teoría  se  h-a  hecho  valer  la  consi- 


normalmente  la  represión  del  delito  pertenece  al  Juez  del  lug’aren  que  el  delito  tu- 
vo efecto,  y que  la  ley  aplicaUle  es  la  ley  nacional  de  este  Juez,  que  sirviendo  para 
determinar  la  pena,  debe  también  servir  para  determinar  la  eficacia  de  la  condena, 
y por  consiguiente,  para  precisar  el  espacio  de  tiempo  necesario,  según  el  cual  di- 
cha condena  no  será  ya  susceptible  de  ejecución. 

(1)  Lo  que  acabamos  de  decir  en  la  nota  precedente,  relativa  á la  prescripción 
de  la  pena,  puede  decirse  por  los  mismos  motivos,  respecto  á la  gracia  ó á la  am- 
nistía. 

(2)  TiOcré,  t.  XXIV,  p.  119, 

(3)  Por  aplicación  de  esta  ley  se  debe  afirmar,  que  el  francés  que  pruebe  haber 

sido  juzgado  en  el  país  extranjero  en  que  cometió  el  delito,  no  puede  §er  persegui- 
do en  Francia,  aunque  la  sentencia  extranjera  nó  haya  sido  ejecutada.  (Compar. 
Villebrun, /oí  d?i27  1838,  p.  122.  ^ 

(4)  Code  des  Deux-Sidles  du  19  Mai  1S19,  art.  belge  du  30  Decembre  1833,  ar- 

ticulo S”.  —Code  de  Procédure  criminelle  des  Vays-Bas,  de  1838,  § 4",  n.°  S^.—Code  dn  ro- 
yrumcde  Würtemberg,avt.T,'a°y\—Code  du  Grand- Duché  de  Ilcsse,  í/o  1841,  art.  4\ 
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deracion  de  que  la  jurisdicción  extraterritorial  sirve  para  com- 
pletar y reforzar  la  jurisdicción  territorial,  y que  cuando  ésta 
ha  concluido  su  curso,  el  ejerció  de  la  otra  no  seria  legítimo. 

120.  En  cuanto  á nosotros,  hemos  combatido  la  opinión  de 
los  autores  que  consideran  la  ley  penal  como  una  ley  personal,- 
pero  si  debiéramos  compartir  la  manera  de  ver  de  nuestros 
adversarios,  preferiríamos  la  doctrina  del  profesor  Ellero  (1), 
que  enseña  que  la  sentencia  extranjera  no  tiene  eficacia,  algu- 
na para  impedir  á los  jueces  de  la  patria  del  acusado  pronunciar 
contra  él  una  nueva  sentencia. 

Admitido,  on  efecto,  que  nuestra-  ley  obliga  al  ciudadano 
donde  quiera  que  se  traslade,  resulta  de  ello  que  en  cualquier 
parte  que  haya  cometido  un  robo,  ha  infringido  nuestra  ley 
que  debia  obedecer,  y violado  la  prohibición  hecha  por  nues- 
tro legislador  de  no  robar.  ¿Cómo  enténces  poner  en  duda 
nuestro  derecho  de  pedir  cuenta  del  principio  infringido,  apar- 
te de  la  sentencia  extranjera?  La  sentencia  extranjera  ten- 
drá por  resultado  una  condenación  que  se  habrá  sufrido,  pero 
el  nuevo  juicio  no  será  por  eso  menos  necesario  para  impedir 
que  uno  de  nuestros  conciudadanos  en  el  caso  de  una  senten- 
cia inicua,  sufra  injustamente  una  condena  penal  y las  malas 
consecuencias  que  siempre  produce.  Por  lo  demás,  cuando  hu- 
biese sido  declarado  libre,  se  podrá  siempre  discutir  la  justicia 
de  la  sentencia  extranjera,  sobre  todo  en  el  caso  de  inexisten- 
cia en  el  país,  en  que  ha  tenido  lugar  la  persecución,  de  las 
garantías  constitucionales  que  existen  entre  nosotros,  y que 
sirven  para  comenzar  el  procedimiento  criminal. 

No  parece  desde  luego  conforme  álos  principios  admitidos 
por  nuestros  adversarios  suponer  que  la  sentencia  extranjera 
dictada  por  aplicación  de  una  ley  diferente  de  la  nuestra  pue- 
da habernos  quitado  el  derecho  de  pedir  cuentas  aj  ciudadano 


.—Code  dii  Gran-Ducké  de  Hade.  <íel845,  art.  íí°.—  Code  Bavarots. — En  el  Có- 
digo penal  del  Imperio  de  Alemajiia,  de  1811,  en  que  se  da  á los  Tribunales  del  Es- 
tado el  derecho  de  juzgar  á los  alemanes  que  han  cometido  un  delito  en  el  extran- 
jero  (§4",  n.“  3")  se  dispone  enseguida  que  no  se  debe  ejercer  ninguna  persecu- 
ción, sí  el  hecho  está  intervenido  por  una  sentencia  extranjera  pasada  ó que  tiene 
fuerza  de  cosa  juzgada. 

(1)  Eilero,  Opuscoli  criminalU,Osservazloni  aXV,  lib.  del  Cód.  Penale  iUiL,  p.  325. 
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que  vuelve  á nosotros,  de  la  violación  de  un  principio  consa- 
grado por  nuestra  ley,  y de  castigarle  por  este  motivo.  Seria 
únicamente  equitativo  tener  en  cuenta  la  pena  que  ha  sufrido  y 
disminuir  en  proporción  aquella  á la  cual  ha  sido  condenado. 
La  disposición,  más  lógica  en  el  sentido  de  la  teoria  que  tene- 
mos que  combatir  (1),  es  la  del  Código  bávaro  de  1861,  según 
la  cual,  el  nacional  que  ha  cometido  un  delito  en  el  extranjero, 
y que  ha  sido  puesto  enjuicio  puede  de  nuevo  ser-juzgado  en 
Baviera,  teniéndole  en  cuenta  la  pena  que  ya  hubiera  su- 
frido (2). 

121.  Notamos  además  que. en  el  caso  en  que  la  acción  pe- 
nal se  halla  extinguida,  según  los  términos' de  la  ley  del  lugar 
del  delito,  los  partidarios  de  la  teoría  de  la  personalidad  de  la 
ley  penal  han  sostenido  que  todo  derecho  de  perseguir  al  de- 
lincuente en  su  patria  habia  concluido.  Muchos  legisladores 
han  consagrado  esta  doctriiia.  Pero  debemos  observar  que  se- 
mejante conclusión  no  es  conforme  á los  principios  admitidos 
por  nuestros  adversarios.  En  efecto , reconociendo  que  la  ac- 
ción penal  tiene  por  fundamento  nuestra  ley,  si  quisieren  ser 
lógicos,  deberian  decir  que  esta  acción  no  podría  limitarse 
sino  cumplidas  las  condiciones  requeridas  para  este  objeto  por 
nuestro  legislador. 

122.  Todas  estas  soluciones  hacen  resaltar  la  inconsecuencia 
de  nuestros  adversarios.  Bespecto  á nosotros,  que  hemos  cri- 
ticado sus  principios,  todo  el  mundo  comprende  que  debe- 
mos resolver  estas  cuestiones  de  una  manera  muy  diversa.  En 
efecto,  habiendo  admitido  que  se  debe  considerar  como  ju- 
risdicción natural  del  malhechor,  la  del  país  en  que  ha  violado 
la  ley,  es  evidente,  cuando  esta  jurisdicción  ha  decidido  y la 
sentencia  ha  sido  ejecutada,  ó cuando  las  condiciones  requeri- 
das en  el  país  para  la  extinción  de  la  acción  penal  se  han  cum- 
plido, que  no  deberán  emprenderse  persecuciones  nuevas  bajo 
ningún  pretexto. 


(1)  Véase  supr'a,  oh,  li,  números  61  et  suiv . 

(2)  El  Código  austríaco  dice  en  su  art.  30:  «Lqs  delitos  cometidos  por  un  nacio- 
nal en  un  Estado  extranjero,  serán  igualmente  castigados  á su  regreso  según  la» 
disposiciones  del  presente  Código,  sin  tener  en  cuenta  las  leyes  del  pais  en  que 
han  sido  cometido's. 
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12^3.  En  el  caso  en  que,  de  la  sentencia  extranjera  resulta- 
re una  coudeiia  que  no  hubiese  sido  ejecutada,  no  se  podrá 
poner  en  ejecución  esta  sentencia,  pero  se  podrá,  teniendo  en 
coenta  las  reglas  expuestas  con  motivo  de  la  extradición,  con- 
ceder la  entrega  del  culpable.  Cuando  no  hubiese  lugar  á con- 
cederla, se  deberá  enjuiciar  nuevamente  al  detenido,  teniendo 
en  cuenta  los  principios  expuestos  más  arriba  (núms.  112,  116), 
tanto  respecto  de  la  cosa  juzgada  como  respecto  de  la  dismi- 
nución de  la  pena. 

124.  Ams  falta  examinar  la  tercera  hipótesis,  C.  Los  legis- 
ladores se  halla  de  acuerdo  respecto  á lo  que  debe  hacerse  con 
el  individuo  que  ha  cometido  en  el  extranjero  un  delito  contra 
la  seguridad  ó el  crédito  del  Estado,  y disponen  que  puede  ser 
juzgado  y condenado  por  aplicación  de  las  leyes  del  Estado 
ofendido,  ánn  cuando  hubiese  sido  ya  juzgado  y condenado 
en  el  extranjero  (1).  Además,  la  mayoría  délos  autores  recono- 
ce que  este  principio  es  justo,  en  razón  á que*  de  otro  modo  el 
Juez  extranjero  no  podida  defender  eficazmente  nuestras  insti- 
tuciones políticas  y nuestro  crédito,  tanto  más,  cuanto  que  cier- 
tas legislaciones  no  castigan  los  atentados  contra  los  Estados' 
extranjeros,  que  los  otros  castigan  como  delitos  contra  el  dere- 
cho do  gentes,  y que  todas  generalmente  los  reprimen  por  una 
pena  rnénos  severa  que  las  dictadas  en  razón  á los  atentados 
contra  el  crédito  j la  seguridad  del  Estado  mismo  (2). 

— L 

(])  véase  Boajean,  Rapporí  ati  Smat,  sur  le  projel  de  loirelatif  aux  crimes  conmis  á 
l’éíranger. Según  el  Códig-o  penal  del  Emperio  de  Alemania,  de  1811,  la  jurisdicción 
d^e  los  Tribunales  del  Imperio,  es  facultativa  en  el  crimen  de  falsificación  de  mo- 
neda. sin  que  la  cosa  juzgada  extranjera  pueda  ser  un  obstáculo  á esta  jurisdic- 
ción,Según  el  Código  toscano,  esto  mismo  resulta  de  la  combinación  de  los  ar- 
tículos 4",  5°  y l'’j  la,  autoridad  de  la  cosa  juzgada  es  reconocida  lo  mismo  para  los 
delitos  contra  la  seguridad  y el  crédito  del  Estado,  * 

C¿)  En  el  nuevo  Código  del  Imperio  de  Alemania,  no  solamente  la  pena  es  más 
dulce,  sino  que  la  represión  de  los  actos  agresivos,  cometidos  en  perjuicio  de  una 
potencia  amiga,  está  subordinada  á dos  condiciones:  la  primera  es  que  en  el  otro 
Estado,  la  reciprocidad  esté  garantida  por  los  tratados  internacionales  declarados 
públicos  ó por  las  leyes;  la  segunda  es  la  de  una  reclamación  previa  del  Gobierna 
extranjero,  la  cual  deberá  ser  becba  en  lostres  meses  á contar  desde  el  dia  en  que 
ba  tenido  conocimiento  del  hecha  ó ha  conocido  al  autor  (g  61). 

Respecto  al  crimen  de  falsificación  de  moneda,  en  el  Código  del  Imperio  de  Ale 
^aiiia,  la  misma  pena  se  establece  contra  todo  individuo  que  falsifique  la  moneda 
« el  papel  moneda  del  país  ó del  extranjero  para  ponerle  en  circulación.  En  el  pro- 
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125.  Esta  teoría,  consagTada  en  los  primeros  proyectos  del 
Código  penal  italiano  (1868-70)  y en  el  último  de  24  dé  Febrero 
de  1874,  ha  sido  combatida  por  Manfrcdini,  quo  encuentra 
erróneos  los  argumentos  invocados  en  apoyo  de  este  sistema, 
argumentos  que  descansan  sobre  la  idea  de  que  tenemos. dere- 
cho á defendernos  contra  el  individuo  que  cometió  un  delito 
atentatorio  al  crédito  y la  seguridad  del  Estado,  porque  el  de- 
recho represivo  tiene  por  fin  la  defensa  social,  Manfredini  pre-‘ 
tende  que  no  se  debe  pronunciar  nueva  sentencia  (1). 

Se  dice,  el  Estado  extranjero  nos  ha  defendido  más  pronto  y 
de  una  manera  más  clara,  puesto  que  está  más  cerca  del  lu- 
gar en  que  se  ha  cometido  el  delito;  ¿á  qué  pretender  el  defen- 
dernos otra  vez?  Y deduce  que  no  debe  hacerse  excepción  al 
principio  de  justicia  lis  in  ídem  non  judicaiuTy  considerando 
como  una  cruel  persecución  el  hecho  de  juzgar  segunda  vez  á 
un  individuo  que  ha  sido  ya  juzgado;  finalmente,  apoya  su 
teoría  sobre  la  autoridad  del  Código  toscano,  en  que  según  él 
se  encuentra  consagrada  (2). 

126.  No  nos  parece  que  por  respetar  la  máxima  no'n  bis 
in  Ídem,  se  debe  rehusar  al  Estado  el  derecho  de  perseguir 
á un  individuo,  que  ha  tratado  de  atacar  su  seguridad,  ó su 
crédito,  áun  cuando  este  individuo  haya  sido  juzgado  en  el  ex- 
tranjero. La  cosa  sería  plausible  si  los  dos  juicios  fueran  idén- 
ticos, pero  sucede  de  otro  modo.  El  que  en  un  país  extran- 
jero, ha  atacado  directamente  la  seguridad  ó el  crédito  de  nues- 
tro Estado,  ha  violado  la  ley  territorial,  según  la  cual  estaba 
prohibido  atentar  á los  derechos  de  los  Estados  extranjeros,  y 
al  mismo  tiempo,  ha  infringido  directamente  nuestra  ley,  que 
protegia  en  todas  partes  los  derechos  de  nuestro  Estado.,  La 
jurisdicción  de  nuestro  país,  cuyas  leyes  han  sido  violadas, 
es  absolutá  y superior  á todas  las  demás  jurisdicciones,  y no 
podrá  encontrarse  paralizada  por  el  solo  hecho  de  que  el  cul- 
pable haya  sido  juzgado  por  la  jurisdicción  territorial.  Nos 


yecto  de  Código  penal  italiano  se  deflne  así  el  crimen  de  falsa  moneda:  »la  falsifl- 
cacion  de  las  monedas  nacionales  ó extranjeras^  teniendo  curso  le^al  ó comercial 
en  el  reino  ó fuera  de  él»  art.  212. 

(1)  Una  questíone  di  diritto  penale  ínter nazionale,  Archivio  gütridico,  vol.  xm,  p.  410. 

(2)  Véase  supra,  números  42  y siguientes. 
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parece  desde  luégo  que  los  dos  juicios  son  esencialmente  dis- 
tintos, y que  no  podrá  decirse  que  haya  violación  de  la  má- 
xima non  Us  in  ídem  por  el  hecho  de  que  nuestro  Estado  apli- 
que nuestra  ley  y persig’a  aún  en  rebeldía  al  autor  del  aten- 
tado, sea  nacional  ó extranjero.  Unicamente  si  la  pena  pro- 
nunciada en  el  extranjero  hubiese  sido  sufrida,  sería  equitati- 
vo- imputar  proporcíonalmente  sobre  aquella  que  nuevamen- 
te se  hubiese  pronunciado  (1). 

127.  Podrá  objetársenos,  que  de  esta  manera,  los  intereses 
del  Estado  ofendido  estarian  más  comprometidos  que  prote- 
g-ldos,  porque  si  en  ciertos  casos,  se  puede  racionalmente  supo- 
ner que  la  represión  sería  eficaz,  los  inconvenientes  del  sis- 
tema contrario  superarian  siempre  las  ventajas  q»e  podrían 
resultar  de  ella.  Si  en  efecto,  la  jurisdicción  del  país,  en  que  ha 
sido  cometido  el  delito  fué  inactiva,  en  razón  de  la  certidum- 
bre existente  para  ella  de  que-su  sentencia  carecía  de  autori- 
dad, y que  expondría  al  malhechor  á ser  juzg;ado  dos  veces, 
resultaría  frecuentemente  la  impunidad  del  prevenido  causa  á 
de  la  imposibilidad,  en  que  se  encontrarla  nuestro  Estado  de 
apoderarse  de  su  persona  y castigarle  (2). 

A esto  respondemos  que  el  desorden  social  internacional, 
consecuencia  de  la  impunidad  de  los  atentados  cometidos  con- 
tra los  Estados  extranjeros,  seria  un  poderoso  motivo  para 
comprometer  al  Estado,  en  cu}m  territorio  se  hubiese  come- 
tido el  delito,  á castigar  al  autor.  Por  lo  demás,  para  impe  - 
dír  que  el  juicio  dictado  entre  nosotros  no  sea  en  ciertos  casos 
inútil  y vejatorio  (como  lo  seria*  sí  la  jurisdicción  territorial  hu- 
biese puesto  tanto  cuidado  en  reprimir  el  delito  que  entre  nos- 
otros mismos  hubiese  pronunciado  una  pena  igual  á la  pues-ta 
eii  nuestras  leyes),  bastaría  hacer  facultativo  el  ejercicio  de  la 
acción  penal  en  nuestro  país,  en  lugar  de  hacerlá  obligato- 
ria (3).  1^0  seria,  razonable  erigir  en  regla  general  la  descon- 

(1)  El  principio  de  equidgid,  según  el  cual,  en  todos  los  casos,  se  deberá  compu- 
tar la  pena  ya  sufrida  sobre  aquella  que  debe  pronunciarse,  está  afirmado  en  tér- 
minos generales  en  el  Código  del  Imperio  de  Alemania  {§  7 ’),  y en  el  proyecto  de 
Código  penal  italiano  (art.  5',  § ü").  La  jurisprudencia  francesa  que  adopta  el  prin- 
cipio contrario,  es  extraordinariamente  severa. 

(2)  Véase  Manfredini,  loe.  cil. 

(•1)  Esta  regla  está  consagrada  en  el  Código  penal  del  Imperio  de  Alemania,  se- 
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"fianza  respecto  de  la  jasticia  extranjera  é imponer  á nuestros 
, magistrados  la  obligación  de  seguir  nueyas  persecuciones.  Se 
debería,  desde  luégo  dar  á la  autoridad  llamada  á poner  en 
movimiento  la  acción  penal,  la  facultad  de  detener  su  mar- 
cha, si  la  represión  de  los  Tribunales  extranjeros  le  parecía 
suficiente  y si  el  culpable  había  sufrido  su  pena.  Porque  si, 
en  tales  circunstancias,  seria  inútil  dictar  un  nuevo  juicio,  no 
sucedería  otro  tanto  en  el  caso  en  que  el  legislador  extranjero 
protegiese  nuestros  derechos  de  una  manera  insuficiente,  ni 
en  otro,  en  que  las  penas  aplicadas  fuesen  demasiado  dulces  y 
desde  luégo  ineficaces  para  defendernos:  en  esta  hipótesis,  no 
se  podría  rehusar  al  Estado  el  derecho  de  considerar  la  sen- 
tencia extranjera  como  insuficiente  para  extinguir  entre  nos- 
otros la  acción  penal. 

128.  Las  mismas  reglas  serían  aplicables  si  el  procedi- 
miento seguido  en  el  extranjero  hubiese  tenido  por  conse- 
cuencia una  condena  que  no  hubiese  sido  sufrida,  ó si  la  ac- 
ción penal  se  hubiese  extinguido  en  Jos  términos  de  la  ley  ex- 
tranjera sin  serlo  con  arreglo  á nuestra  legislación. 

Segundo  oaso.  Sentencia  extrayij era  relativa  á %n  delito 
cometido  en  nuestro  territorio. 

129.  Diferentes  hipótesis  podrían  presentarse  en  el  caso  en 
que  se  tratase  de  una  sentencia  extranjera  relativa  á un  delito 
cometido  en  nuestro  territorio,  según  que  se  suponga: 

A.  Que  el  delito  ha  sido  cometido  por  nn  extranjero  en 
perjuicio  de  otro  extranjero. 

B.  Que  el  autor  ó la  víctima  del  delito  sea  ciudadano  del 
Estado,  en  cuyo  territorio  ha  sido  dictado  el  fallo. 


gun  el  cual,  en  el  caso,  en  que  se  trate  de  crímenes  de  alta  traición  contra  el  Impe- 
rio aleman,  ó de  falsificación  de  moneda  cometidos  »m  el  extranjero,  sepuede  perse- 
g'uír  al  culpable  por  aplicación  de  las  leyes  penales  dcl  Imperio  aleman.  En  el  curso 
déla  discusión  de!  proyecto  de  Código  penal  italiano  ante  el  Senado,  el  Senador 
De  Falco  propuso  hacer  facultativa  la  acción  penal,  que  tiene  por  objeto  los  críme- 
nes cometidos  en  el  extranjero  contra  la  seguridad  del  Estado  (sentencia  de  1~  de 
Febrero  de  ISIS,  Allr  del  Señalo,  p.  163);  pero  su  enmienda  no  fué  aceptada.  Sin  em- 
bargo, en  el  liltimo  proyecto  de  Mancini,  se  encuentra  formulada  esta  opinión  de 
De  Falco. 
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(7.  Que  el  jaicio  haya  tenido  por  resultado  un  sobresei- 
miento ó tma  condena;  y que  dsta  haya  sido  ó no  haya  sido 

ejecutada. 

130.  En  general,  este  caso  no  está  prevenido  en  las  legis- 

laciones. Admitiendo,  sin  embargo,  (de  conformidad  con  las  . 
leyes  que  consagran  el  derecho  decastig*ar  á los  nacionales  por 
razón  de  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero)  que  es  posible 
que  el  autor  del  delito  haya  sido  juzgado  en  su  pátria,  en  lu- 
gar de  haberlo  sido  en  el  lugar  en  que  se  ha  hecho  culpable, 
hubiese  sido  racional  determinar  la  autoridad  de  la  senten- 
cia de  la  jurisdicción  extraterritorial.  Esto  hace  que  á las  di- 
versas opiniones  de  los  autores  se  añadan  las  de  la  jurispru- 
dencia. ■ • 

131.  Seg'un  ciertos  autores,  el  sólo  hecho  de  la  existencia 
de  un  procedimiento  en  el  extranjero  debería  bastar  para  ex- 
tinguir la  acción  penal  en  el  lugar  en  que  el  delito  ha  sido- 
consumado,  Los  partidarios  de  esta  opinión  lahan sostenido  de 
una  manera  absoluta,  sin  preocuparse  de  que  algunas  veces 
podian  favorecer  la  impunidad.  Esta  es  la  manera  de  ver  de 
Mangin,  de  Faustino  Helie,  de  Ortolan,  de  Pelliflgue  y de 
otros  mas  (1).  Esta  teoría  absoluta  ha  sido  modificada  por 
ciertos  autores,  que  no  han  admitido  en  principio,  que  se  de- 
biera en  todos  los  casos  producir  un  nuevo  juicio,  sino  que 
han  sostenido  que  las  sentencias  de  la  jurisdicción  extrater- 
ritorial no  debían  ser  respetadas,  hasta  el  jiunto  de  ser  consi- 
deradas, como  eficaces  para  detener  el  ejercicio  de  la  acción 
pena],  en  el  lug^ar,  enqueha-sido  cometido  el  delito,  cuando 
semejante  respeto  podria  tener  por  consecuencia  la  impunidad 
del  malhechor.  Esto  es  lo  que  sucedería,  cuando  el  juicio  hu- 


(1)  Mang-ln,  De  n.®  70.— Faustino  Hélie,  Tr  ai  té  de  rinstructioncri- 

t.  II,  n.°  1042,-et  observations  sur  le  recours  en  cassation,  du  21  Mars  18S2. 
—Ortolan,  Droit penal.— C^d^rnat^Comment.  sur  l’art.  7°,  Code  d’instr.  crtmin.— Ber- 
lier,  Procés-verhal  da  Conseil  d'Étal,  séance  du  17  fructidor,  an  xii. — Pellefique,  De 
l autorité  de  la  ckosejugée  aii  criminel,n,°  47.  p.  120  et  suivantes. — Grand,  Observaliofis 
sur  l'arrél  .de  la  Cour  de  Metz,  du  19  Juillet  18,59.— Pal.,  1859,  p.  989,  et  observatsons 
de  Dutruc..  Sir.,59, 2,  642—Douai,  31  Décembre  186i,  aff.  Demeyer,  Pal.  1802;  pá- 
ííina  911. -Cour  d’assisesdu  Nord,  l2Fevrier  1862,  aff.-Ruyters,  Pal.,  1862,  p.918. 
~Gour  d’assises  des  Pyrenées-Orientales,  18  Juillet  1870,  aff.  Ozella,  Pal.,  1872,  pá- 
gina 525. 
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"biesc  tenido  por  resultado  un  sobreseimiento  motivado  por  la 
inexistencia  en  el  extranjero,  de  una  ley  que  reprima  el  hecho 
calificado  como  criminal  en  nuestra  legislación,  ó por  la  pres- 
cripción en  este  lug'ar  de  la  acción  penal,  en  el  caso  en  que 
entre  nosotros  esta  prescripción  no  se  hubiese  cumplido.  Aho- 
ra bien,  estos  autores -han  pensado  que  no  pudiendo  nuestra 
ley  penal  hallarse  subordinada  á la  ley  extranjera,  se  debe- 
rla someter  de  nuevo  á juicio  al  autor  del  delito,  á fin  de  no 
favorecer  su  impunidad  (1). 

Doctrina  absolutamente  opuesta  ála  anterior  es  la  de  los  au- 
tores que  han  sostenido  que  la  sentencia  extranjera  no  debia  de- 
tener la  acción  déla  jurisdicción  territorial.  Estos  llegaron  á de- 
ducir de  aquí  que  no  solo  tenemos  el  derecho  de'  hacer  aplica- 
ción de  nuestras  leyes  al  individuo  que,  después  de  haber  co- 
metido un  delito  en  nuestro  territorio, .ha  sido  sujeto  á procedi- 
miento en  el  extranjero,,  sino  que  además  tenemos  el  derecho 
de  castigarle  sin  tener  en  cuenta  la  pena  que  ha  sufrido  y sin 
imputarle  aquella  á la  cual  deberla  ser  condenado  (2). 

Semejante  teoría  fud  juzgada  exorbitante  en  sus  conclusio- 
nes y modificada  por  otros  autores,  que  considerando  la  sen- 
tencia extranjera  como  ineficaz  para  impedir  un  nuevo  juicio 
en  el  lugar  del  delito,  consideraron  sin  embargo  conforme  á 
la  justicia  imputarle  la  peíia  ya  sufrida  sobre  aquella  que  de- 
bería pronunciarse  en  una  nueva  instancia  (3). 


(1)  Maufredini,  ArcUivio  gluridico,  an  xm,  p.  416-17. 

(2)  Véasü,  Compar.  1g3  observations  de  l’avocat  général  Savaryj  capa,  fr.,  21 
Mars  1862;  Pal-,  1862,  p.  915,  et  lesobservations  du  conseillerMoreau,  surParret  de 
la  cour  d’assises  des  PyréDées-üríentales,  du  18  Juillet  1870;  Pal.,  1871,  p.  526.— 
Hérold,  Revm  praiiqiie,  1861,  t.  xiv,  p.  40.~Griolet,  Autorité  de  la  clme  jagée,  p.  225  et 
suivantes.  — Metz,  19; Juillet  1859  (filie  Schoepper};  Pal.,  1859,  p.  990.— Gand,  3 Oé- 
cembre  1861,  a^f,  Lauwers;  Pal.,  1862,  p.  920.— Gasa,  fr.,  21  Mars  1862,  aff.  Deme- 
yer;  Pal.,  1862,  p,  917.— Casa,  belge,  31  Octobre  1859  (femme  X...);  Pal.,  1862,  p.  919. 
— Caas,  fr.  11  Septembre  1873,  atf.  Coulon;  Pal.,  1874,  p.  830. 

(3)  V éase  BonfiU,  De  la  compelelke,  n.“  377.— Morin,  Journal  de,  droíl  eriminel,  1850, 
art.  6891;  1862,  art.  7386.— En  el  Código  penal  del  Imperio  de  Alemania,  se  dispone 
en  términos  generales,  que  se  debe  tener  en  cuenta  lapena  sufrida  en  el  extranje- 
ro, y el  profesor  Currara  hace  observar  con  Justicia,  que  la  imputación  de  la  pena 
déberia  tener  lugar  según  este  Código,  lo  mismo  en  el  caso  de  delitos  cometidos  en 
Alemania,  y reprimidos  por  los  Tribunales  extranjeros,  que  en  el  caso  en  que  el 
culpable  hubiese  expiado  su  condena.  Nota  al  § 7"  del  Códice  penale  d’  elV  Imperio 
Germánico,  tradotto  daMorelli  e Feroci. 
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132.  De  estas  cuatro  opiniones,  comenzaremos  ante  todo 
por  eliminar  las  dos  que  descansan  sobre  principios  demasiado 
absolutos.  Separaremos,  en  primer  lugar,  aquélla  en  virtud  de 
la  cual  se  debería  siempre  respetar  la  sentencia  extranjera, 
áun  cuando  de  ello  resultare  un  sobreseimiento  nacido,  de  que 
el  hecho  previsto  como  punible  en  la  ley  del  lugar  del  deli- 
to, no  lo  fuese  según  las  leyes  del  país,  en  que  el  juicio  ha  sido 
pronunciado.  En  esta  teoría  se  considera  la  acción  penal  como 
extinguida  por  relación  á la  jurisdicción  territorial,  cuando  el 
delito  ha  sido  declarado  prescrito  en  el  extranjero,  miéntras 
no  lo  ‘sea  según  las  leyes  territoriales.  De  igual  manera,  recha- 
zamos aquélla,  según  la  cual  no  se  debería  tener  en  cuenta  la 
pena  ya  sufrida  por  el  condenado.  Todo  el  mundo  «comprende 
que  exageraciones  semejantes  deben  siempre  ser  rechazadas. 
En  efecto,  la  primera  teoría  tiene  por  resultado  el  atentado 
más  grave  contraía  independencia  de  la  Soberanía  territorial, 
á la  cual  corresponde  proveer  á su  propia  conservación  y á sn 
propia  protección  jurídica,  sin  poder  ser  limitada  por  leyes  ex- 
tranjeras,* la  segunda  tiene  por  efecto  violar  los  principios  de 
humanidad  y de  equidad,  según  los  cuales  se  debe  tener  en 
cuenta  al  culpable  la  pena  que  ha  sufrido,  y disminuir  en  pro- 
porción de  esta  última  la  nueva  pena  á la  cual  se  le  quiere 
condenar  por  razón  del  mismo  hecho. 

Quedan,  desde  luego,  dos  opiniones  que  merecen  ser  dis- 
cutidas de  una  manera  más  profunda,  aquélla  según  la  cual 
se  admite  y aquélla  según  la  cual  se  rehúsa  admitir  en  una 
justa  medida,  la  autoridad  de  la  sentencia  dictada  por  una  ju- 
risdicción extranjera. 

133.  Ciertos  autores  dicen  que  la  máxima  non  hls  in  Ídem 
debe  ser  considerada  como  un  principio  de  derecho  natural. 
En  efecto,  ha  sido  reconocida  en  derecho  canónico  (l)y  en  de- 
recho romano  (2),  y es  por  decirlo' así.  una  regla  de  justicia 
universal.  Juzgar  dos  veces  al  auto"!’  de  nn  delito,  castigarle 
dos  veces  por  razón  del  mismo  hecho,  es  ir  contra  el  derecho 


(1)  Gánon,  De  his  estr.  flcc«s.,23,  qu.  4,  in  part  2,  Decret. 

(3)  L.  7,  § 2,  Dig’.,  De  accusati,  lib.  xLViii,  t.  crimivihus  quibas  quis  libe- 

ratus,non  debet,  prieses  paíi  ewndem  iterum  «ccttscrí.— Gompar.  L.  lib.  xlvii, 

t.  xxiii,  Depopiil.  aclio.—h.  ix,  Cod  , De  accusati . lib.  ix,  t.  ii,  ' 
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criminal  j el  derecho  universal  de  las  naciones.  Qué  importaj 
dicen  estos  autores^  que  la  sentencia  haya  sido  dictada  por  un 
Tribunal  extranjero?  La  fuerza  ejecutoria  de  los  juicios  crimi- 
nales espira  necesariarnente  en  las  fronteras;  pero  sucede  cosa 
muy  distinta  con  la  autoridad  de  la  sentencia  como  cosa  juz- 
gada. Cuando  ha  sido  dada  por  una  jurisdicción  legalmente  es- 
tablecida y competente,  puede  servir  de  base  á la  excepción 
de  la  cosa  juzgada,  que  no  es  un  acto  de  ejecuíüon  , sino 
que  deriva  del  hecho  de  la  existencia  de  la  sentencia  defí- 
nitiva.  De  aquí  deducen  que  cuando  el  magistrado  puede  ha- 
cer constar  que  se  ha  dictado  una  sentencia  definitiva  no.podrá 
pronunciar  una  nueva  y hollar  con  los  piés  la  máxima  de  jus- 
ticia, que  domina  todos  los  principios  de  derecho  criminal,  ¿fis 
in  Ídem  nonjudicat'K^r. 

134.  «La  máxima  non  lis  hi  idem^  dice  Faustino-Hélie, 
pertenece  al  derecho  universal  de  las  naciones:  el  principio  de 
justicia  que  la  ha  fundado,  tiene  el  mismo  poder  respecto  á 
todos  los  juicios  que  hayan  sido  dados  por  el  mismo  hecho,  lo 
mismo  si  proceden  de  Jueces  extranjeros  que  de  Jueces  nacio- 
nales; porque  si  es  contrario  á la  justicia  que  el  prevenido  sea 
llevado  sucesivamente  ante  dos  jurisdicciones,  lo  es  también 
que  sea  castigado  por  dos  sentencias  sobre  un  mismo  hecho. 
¿No  es  verdad  que  este  resultado  existe,  lo  mismo  cuando  las 
dos  jurisdicciones  pertenecen  á la  misma  Soberanía,  que  cuan- 
do pertenecen  á Soberanías  diferentes?  ¿No  es  cierto  que  seria 
castigado  dos  veces  por  un  mismo  delito.^  Y si  este  doble  cas- 
tigo es  inicuo  en  una  hipótesis,  ¿cómo  ha  de  dejar  de  serlo  en 
la  otra?  ¿La  Soberanía  está  comprometida  por  la  autoridad  que 
se  dá  al  juicio  extranjero?  No,  porque  no  se  trata  de  ordenar 
su  ejecución,  sino  únicamente  de  reconocer  su  existencia,  de 
hacerla  constar  como  un  hecho  que  pone  al  criminal  al  abrigo 
de  una  segunda  persecución  (1). » 

135.  Además  de  estos  argumentos,  se  han  invocado  otros 
muchos  en  apoyo  de  esta  misma  doctrina.  Hé  aquí  los  princi- 
pales. 

A.  Siendo  todas  las  naciones  civilizadas,  solidarias  en  el 


(1)  Trailé  de  Vinslrucion  cnmiiteUe,  t,u,  n.“  1042,  p.  656. 
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deber  de  la  protección  jurídica^  solidarias  en  el  mantenimiento 
de  la  Soberanía  del  derecho,  solidarias  en  la  represión  de  los 
delitos,  es  indiferente  que  la  santa' misión  de  proteger  el  ue- 
recho  sea  ejercida  por  la  autoridad  do  un  Estado  ó por  la  de 
otro.  Todas  son  igualmente  el  instrumento  de  la  ley  suprema 
del  orden,  según  la  cual  los  delitos  deben  ser  reprimidos,  y no 
hay  que  temer  ningún  peligro  cuando  la  justicia  ha  hecho  su 
camino. 

B.  Si  la  jurisdicción  extraterritorial  ha  sido  llamada  á su- 
plir á la  jurisdicción  territorial,  no  hay  razón  para  considerar 
las  sentencias  de  la  una  como  mános  digna  de  autoridad  que 
la  de  otra.  Querer  suponer  menor  el  ínteres  de  la  represión 
seria  avanzar  un  hecho  contradicho  por  la  iniciativa  tomada 
por  el  Juez  extranjero  en  la  persecución  del  criminal.  No  yo- 
dria  prevalerse  de  la  insuficiencia  de  los  medios  de  pruebas, 
ocasionado  por  el  alejamiento  del  lugar  del  delito,  para  dedu- 
cir de  ello  la  presunción  de  que  la  sentencia  ha  sido  dada  á 
consecuencia  de  una  información  incompleta.  En  efecto,  gra- 
cias á la  facilidad  de  las  comunicaciones,  todos  los  elementos 
de  prueba  recogidos  por  la  jurisdicción  territorial,  podrían  ser 
sin  dificultad  trasmitidos  tan  pronto  como  se  quisiere  por  me  - 
dio de  las  comisiones  rogatorias.  De  esta  manera  se  podría  oir 
á los  testigos  y recojer  los  elementos  de  información  opor- 
tunos. 

C.  Seria  contrario  á los  intereses  comunes  de  las  naciones 
que  la  jurisdicción  extraterritorial  quedase  inactiva,  en  ra- 
zón de  la  conviccion^existente  de  que  sus  decisiones  estaban 
desprovistas  de  autoridad.  De  aquí  resultaría,  en  efecto,  la 
impunidad  del  autor  del  delito,  sí  la  jurisdicción  territorial 
se  encontrase  en  la  imposibilidad  de  apoderarse  de  su  per- 
sona. 

B.  Los  antiguos  juristas,  en  una  hipótesis  análoga,  admi- 
ten que  cuando  el  Juez  del  domicilio  haya  decidido,  el  Magis- 
trado del  lugar  del  delito  no  debía  entablar  un  nuevo  juicio, 
aun  cuando  no  fuese  la  misma  ley  la  que  hubiese  sido  aplica- 
da. Los  legisladores  modernos,  han  consagrado  el  principio  del 
respeto  debido  á la  cosa  juzgada  en  el  extranjero , dispo- 
niendo que  la  jurisdicción  personal  no  deberá  ejercerse  en  el 
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'Uaso  en* que  el  culpable  hubiese  sido  ya  juzgado  por  un  Tri- 
bunal extranjero. 

Todos  los  argumentos  que  acabamos  de  trascribir  tienen 
ciertamente  su  valor,  pero  pueden  ser  refutados  de  la  manera 
siguiente : 

La  regla  de  justicia  non  Msin  Ídem,  se  aplica  á las  senten- 
cias dictadas  por  la  misma  soberanía  y por  aplicación  de  la 
, misma  ley  al  mismo  hecho.  El  individuo  que  ha  violado  la 
ley  de  nuestro  país  y que  ha  sido  juzgado  por  la  autoridad 
competente  ha  pagado  su  deuda,  y no  tenemos  derecho  á exi- 
gir de  di  otra  cosa.  Pero  si  hubiese  sido  juzgado  por  un  Tribu- 
nal extranjero,  conforme  á la  lej"  extranjera,  no  podría  decirse 
■que  su  libertad  <5  su  condenación,  seguida  de  la  ejecución  de 
la  pena,  deberían  bastar  para  restablecer  el  orden  público  tur- 
bado entre  nosotros  á consecuencia  del  delito.  De  otro  modo  ? 
debería  admitirse  la  posibilidad  de  sustituir  la  ley  extranjera 
á la  nuestra  para  determinar  la  justa  reparación  del  desorden 
causado  en  nuestro  país. 

Se  invoca  la  máxima  non  bis  in  ídem.,  como  si  por  el  sim- 
ple hecho  de  la  existencia  de  una  sentencia  extranjera  se  pu- 
diese deducir  que  el  ejercicio  de  la  acción  penal  entre  noso- 
tros produciría  un  doble  castigo.  Precisamente,  el  derecho  de 
jurisdicción  territorial  es  distinto  del  de  la  jurisdicción  extra- 
territorial: y estas  dos  jurisdicciones  ejercen  cada  una  la  ac- 
ción penal  con  un  fin  diferente,  bien  que  en  razón  del  mismo 
hecho.  Y desde  luégo,  no  siendo  iguales  las  dos  sentencias,  no 
podría  decirse  que  la  máxima  ha  sido  violada. 

En  efecto,  es  una  regla  que  comunmente  se  enseña,  que 
cada  soberanja  tiene  el  derecho  de  administrar  justicia  según 
■su  propia  Constitución  y según  sus  propias  leyes,  y que  todas 
las  soberanías  son  independientes  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos. Además,  es  cierto  que  aquél  que  comete  un  delito  en 
•un  país  debe  ser  juzgado  y castigado  según  las  leyes  que  en 
di  hay  vigentes.  Dado  que  el  malhechor,  para  sustraerse  al  ri- 
gor de  las  leyes,  se  refugie  en  el  territorio  de  otro  Estado,  es- 
tá sometido  al  imperio  de  las  leyes  y á la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  de  este  Estado,  no  por  efecto  de  su  voluntad  pre- 
^sunta,  sino  por  consecuencia  de  su  presencia  en  el  territorio. 
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Si  los  ciudadanos  honrados,  que  saben  que  el  extranjero  está' 
acusado  de  un  delito,  se  alarman  de  su  impunidad;  si  el  So- 
berano extranjero,  que  tiene  el  deber  de  aplicar  las  leyes  he- 
chas con  objeto  de  impedir  el  eapectáculo  inmoral  de  la  impu- 
nidad de  un  crimen,  hace  detener  á este  malhechor,  y no  po- 
diendo ofrecer  su  extradición  le  hace  juzgar  por  sus  propios 
Tribunales,  ejerce  su  derecho,  y el  acusado  no  puede  quejar- 
se de  ello.  Habiéndose  puesto  el  criminal  bajo  el  imperio  de  las 
leyes  y bajo  la  acción  de  los  Tribunales  del  país  en  que  ha  ve- 
nido á refugiarse,  no  podría  pretender  que  un  Estado  civiliza- 
do le  conceda  la  facultad  de  gozar  en  paz  los  frutos  de  su  de-, 
lito.  No  podría  tampoco  desconocer  la  competencia  de  estos 
mismos  Tribunales,  si  juzgasen  que  debería  ser  entregado  al 
Soberano  que  pide  justamente  su  extrad’icion . Lo  mismo  su- 
cedería, en  el  caso  en  que,  no  podiendo  ser  sujeto  á extradi- 
ción se  hubiese  llamado  ante  los  Jueces  del  país  á que  había 
huido,  para  dar  cuenta  de  su  crimen,  el  que  está  declarado 
autor  de  un  delito  cometido  fuera  de  las  fronteras  y no  repri- 
mido todavía.  Si  se  supone  que  este  acusado,  después  de  su 
comparecencia  ante  la  jurisdicción  extraterritorial,  ha  sido 
llevado  ante  el  Tribunal  del  lugar  del  delito,  no  podria  que- 
jarse tampoco,  porque  si  en  efecto,  había  pagado  su  deuda, 
respecto  al  país  de  refugio,  no  había  pagado  en  cambio  la  con- 
traída en  el  país  del  lugar  del  delito. 

Deducimos  de  aquí  que  la  sentencia  extranjera  puede  ser 
legítima  cuando  tiene  por  objeto  apartar  el  peligro  social  re- 
sultante de  la  impunidad  de  los  hechos  delictuosos,  pero  que 
no  podría  extender  el  derecho  que  tenemos  de  poner  enjuicio 
y castigar  á Iqs  individuos  que  han  cometido  un,  delito  entre 
nosotros  y violado  nuestras  leyes.  En  efecto,  no  se  podria  sus- 
tituir la  ley  extranjera  á la  que  ha  sido  violada  ni  admitir  que, 
para  llegar  á la  reparación  del  desórden  sobrevenido  en  la  so-* 
ciedad  y obtener  de  ella  la  represión  jurídica,  debe  bastar  que 
el  detenido  haya  sido  juzgado  por  la  jurisdicción  territorial. 
Por.  lo  demás,  las  dos  acciones  penales  son  distintas,  y no  ha- 
bría lugar  á decir  que  hay  his  m idem. 

136.  Debemos  además  hacer  observar  que  eLfin  de  la  pe- 
na es  el  restablecimiento  del  órden  social  turbado  á conse- 
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caencía  del  delito,  y que  no  se  podría  admitir  que  una  pena- 
lidad, sufrida  por  aplicación  de  una  ley  extranjera,,  pueda  te- 
ner por  efecto  restablecer  el  Orden  social  que  ha  sido  turbado 
en  nuestro  país.  Si  existiese  un  COdigo  universal,  según  el 
cual  ciertos  actos  no  solo  fjiesen  declarados  criminales,  sino 
además  castigados  indistintamente  con  la  misma  pena,  cual- 
quiera que  fuese  el  país  en  que  se  hubiesen  cometido,  sería 
verdad  decir  que  una  vez  dictada  la  sentencia  y sufrida  la 
pena,  no  faltaría  sino  dar  publicidad  á la  sentencia  en  el  lugar 
del  delito.* Pero  sucede  de  otro  modo.  «Un  principio  superior 
y absoluto,  dice  el  profesor  Carrara,  se  impondría  á tres  pue- 
blos diferentes  para  admitir  que  tal  derecho  pertenece  al  indi- 
viduo, y que  un  hecho  determinado  constituye  una  violación 
de  este  derecho.  Pero  aquí  acaba  el  principio  admitido  por 
todos.  Cuando  estos  tres  pueblos  llegan  á examinar  si  este  de- 
recho dehe  ser  protegido  y si  se  debe  impedir  su  violación  por 
medidas  puramente  preventivas  ó represivas:  ó bien  á exami- 
nar si  la  represión  debe  ser  más  ó mdnos  severa,  se  vé  en- 
trar en  juego  la  condición  diferente  de  estos  diversos  pue- 
blos; según  que  esta  condición  sea  tal  o cual,  admitiendo 
enteramente  el  principio  de  la  protección  jurídica,  cada  na- 
ción sentirá  una  necesidad  más  ó me'nos  grande  de  represión, 
y una  necesidad  más  ó ménos  intensa  de  nua  penalidad  se- 
vera.» 

«Así  es  que  en  Toscana  el  homicidio  no  ha  sido  castigado 
por  el  legislador  sino  con  doce  años  de  cárcel,  mientras  que  cu 
Nápoles  está  castigado  con  veinte  años  de  la  misma  pena,  y 
en  el  reino  de  Cerdeña  con  la  muerte.  Son  tres  leyes  igual- 
mente justas;  porque  todos  estos  legisladores  admiten  el  prin- 
cipio de  que  el  derecho  del  hombre  á la  vida  debe  ser  prote- 
gido por  una  sanción  penal,  y le  aplican  variando  la  sanción 
penal  que  ellos  dan,  según  las  necesidades,  el  carácter  y las: 
costumbres  de  sus  países  respectivos  (1). 

Ustas  consideraciones  explican  que  la  pena  sufrida  en  el 
extranjero  podría  ser  mucho  menor  que  aquella  que  hubiera 
debido  pronunciarse  por  aplicación  de  nuestra  ley.  Es  desde 


(1 ) Ganara,  DeUtti  commessi  aU'estero,  p 30. 
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luego  exúdente  que  esta  pena  no  podría  llenar  el  fin  que  con 
ella  se  ha  querido  alcanzar. 

137.  Si  la  sentencia  emanada  de  la  jurisdicción  extrater- 
ritorial pudiese  tener  por  efecto  paralizar  la  acción  de  la  juris- 
dicción territorial^  el  malhechor  tendría  opcion  entre  las  dos, 
y en  ciertos  casos  podría  hacer  la  elección  más  ventajosa  para 
él  haciéndose  juzg'ar  por  la  jurisdicción  extraterritorial,  con  el 
sólo  objeto  de  aprovechar  una  penalidad  más  dulce. 

Una  vez  admitido  este  principio,  no  se  tendria  el  derecho 
de  escojer  entre  las  sentencias  dadas  por  los  Tribunales  do  un 
país  y las  de  otro,  cuando  todos  no  ofrecen  las  mismas  garan- 
tías para  una  buena  administración  de  lá  justicia.  «No  quiero 
preguntarme,  decía  M.  Savary,  ante  el  Tribunal  de  casación 
francés,  qué  autoridad  concedería  á las  decisiones  represivas 
dictadas  en  Pekín,  y sin  embargn,  desde  que  se  trata  de  una 
nación  regularmente  constituida  reconocida  por  todas  las  na- 
ciones europeas,  y con  la  cual  mantenemos  relaciones  diplomá- 
ticas, si  la  máxima  no)t  his  in  idem,  tiene  por  si  misma,  la  fuer- 
za que  se  le  presta  no  es  permitido  escoger;  debe  aceptarse  la 
cosa  juzgada  sea  cualquiera' el  lugar  de  que  venga  (1).» 

138.  La  insuficiencia  de  las  pruebas  que  nace  de  la  distan- 
cia, que  podría  tener  por  resultado  la  libertad  del  culpable,  y 
las  formas  de  procedimiento  diferentes  ofrecen  también  argu- 
mentos dignos  de  ser  tomados  en  consideración  para  rehusar 
al  fallo  extranjero  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada.  El  Abogado 
Manfredini,  que  sostiene  la  teoría  contraria,  hace  observar 
que  la  verdad  se  descubre  y que  la  justicia  triunfa,  apesar  de 
las  formas  diversas  de  procedimiento,  cuando  estas  respon- 
den á la  conciencia  del  pueblo  en  el  cual  se  hallan  en  vigor. 
Añade  que  la  sentencia  pronunciada  en  el  extranjero,  con  las 
formas  de  procedimiento  que  se  hallan  vigentes,  debe  ser 
presumida  tan  verdadera  como  la  que  se  ha  dictado  ante 
nosotros  (2). 

A esto  respondemos,  sirviéndonos  de  las  palabras  mismas 
de  Manfredini,  que  la  ley  de  cada  pueblo  se  presume  oportuna 


(1)  Cass.  fr.,  21  Marzo  1862,  aff.  Demeyer,  Pal.,  1832,  p.  917. 

<2)  Arckivio  giuridico,  anxm,-p.4iS. 
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para  el  descubrimiento  de  la  verdad  y la  buena  administración 
de  la  justicia,  en  tanto  que  ejerce  su  imperio  sobre  este  mismo 
pueblo;  pero  que  no  siempre  queda  ménos  dudosa  la  cuestión 
de  saber  si  estas  leyes  de  procedimiento  ofrecen  las  garantías 
requeridas  por  nuestras  leyes  dictadas  parala  represión  de  los 
hechos  delictuosos  que  se  han  cumplido  ante  nosotros:  «Seria 
preciso,  dice  con  razón  el  profesor  Ellero,  suponer  que  la  civili- 
zación es  universal,  que  los  pueblos,  de  hecho  están  ligados 
por  vínculos  fraternales,  que  sobre  toda  la  tierra  existen  las 
mismas  garantías  de  procedimiento,  lo  que  no  sucede  en  los  es- 
tados vecinos,  y cuando  no  estamos  separados  de  los  Estados 
bárbaros  sino  por  un  mar  pequeño  (1).» 

¿Quién  se  atreverá  á pretender  que  en  todos  los  países  el  ju- 
rado funciona  de  una  manera  uniforme  é igualmente  regular,, 
cuando  la  educación  civil,  las  costumbres  de  los  habitantes, 
y el  mayor  ó menor  interés  que  inspira  á los  particulares  la 
represión  de  ciertos  delitos,  ejercen  sobre  esta  institución  una 
gran  influencia?  Si  por  ejemplo,  el  jurado,  considerando  como 
ménos  necesaria  la  represión  de  los  hechos  criminales  come- 
tidos en  una  región  lejana,  admitiese  las  circunstancias  ate- 
nuarftes,  de  modo  que  pudiese  retener  como  culpable  de  un 
delito  á un  individuo  que  segmii  toda  la  probabilidad,  en  otra 
parte  hubiese  sido  condenado  criminalmente,  ¿se  querria  re  co- 
nocer al  veredicto  de  este  jurado,  cualquiera  que  fuese,  una 
autoridad  suficiente  para  detener  el  curso  de  la  justicia  ter- 
ritorial? 

139.  De  aquí  deducimos  que  cada  Estado  debería  ser  exclu- 
sivamente Juez  en  la  cuestión  de  saber  cuál  debe  ser  la  ex- 
tensión de  la  acción  penal  que  tiene  por  objeto  protejer  los 
derechos  lesionados  en  su  territorio ; que  no  deberia  hallar- 
se obligado  á poner  en  manos  de  una  potencia  extranjera  la 
protección  de  estos  derechos,  y que  desde  luego  no  se  deberia 
fundar  la  excepción  de  cosa  juzgada  sobre  una  sentencia  de 
otro  país. 

140.  En  esta  ocasión,  es  útil  repetir  aquí  una  cosa  que  he- 


(1)  Ellero,  Opuscoli  crmin(iü,0]r$servazioni  al  1“  Hlrro  del  Códice  pea.  italiano,  artí- 
‘Culo  ”3-9,  p.  326. 
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IDOS  ya  diclio  varias  veces:  si^e  ejercÍGsen  nuevas  persecucio- 
nesj  se  debería  siempre  imputar  la  pena  ya  sufrida  eii  la  nue- 
va condenación. 

Añadiremos  que  las  nuevas  persecuciones  deberían  ser  fa- 
cultativas para  la  jurisdicción  terrilorial,  y esto  sin  más  objeto 
que  impedir  los  procedimientos  reiterados,  inútiles  y vejato- 
rios. El  prevenido  no  debería,  en  nuestra  opinión,  poder  invo- 
car nunca  la  excepción  de  cosa  juzgada,  pre.valiéndose  de  la 
sentencia  extranjera;  pero  la  autoridad  llamada  á poner  en 
movimiento  la  acción  penal  debería  siempre  tomar  en  consi- 
deración esta  sentencia,  cuando  le  pareciera  que  había  teni- 
do por  resultado  uua  represión  suficiente. 


CAPITULO  V 


De  los  efectos  de  las  sentencias  penales  extranjeras. 


14Í.  Objeto  del  presente  capítulo.  —142.  Doctrina  de  los  autores  que  reconocen  á 
las  sentencias  penales  extranjeras  el  poder  de  modificar  la  condición  jurídica- 
del  condenado.— 143.  Teoría  contraria.  —144.  Jurisprudencia  —145.  Nuestra  opi- 
’nion.— 143.  Aplicación  de  los  principios  expuestos.— 147.  Rehabilitación  del  in- 
dividuo condenado  en  el  extranjero.— l-i8.  Vigilancia  de  la  alta  policía.— 149. 

' Ejecución  de  la  sentencia  extranjera  relativa  á los  daños  é intereses  y á lo  re- 
ciente del  proceso  — 150.  Juicio  que  ha  pronunciado  la  confiscación  de  bienes 
pertenecientes  al  condenado.— 151.  Efectos  de  la  condenación  extranjera  relati- 
va á la  agravación  de  pena  impuesta  en  caso  de  reincidencia.— 152.  Ciertos  au- 
tores se  pronuncian  contra  esta  consecuencia  de  las  condenaciones  extranjeras. 
— 158.  Otros  la  admiten. — 154.  Nuestra  opinión. — 155.  Conclusión. — 156  Efectos 
de  la  sentencia  extranjera  relativa  á la  prescripción.  —157.  Utilidad  de  la  comu- 
nicación de  las  sentencias  entre  Soberanos. 


141.  Un  principio  general  admitido  por  la  mayoría  de  los 
autores,  es  que  las  sentencias  penales  de  los  tribunales  extran-  « 
jeros  no  son  ejecutorias  fuera  del  país  en  qne  han  sido  dicta- 
das. En  este  capítulo,  deberemos  examinar  si  estas  mismas 
sentencias  deben  ser  eficaces  relativamente  á los  efectos  de  la 
condena. 

Las  condenaciones  criminales  influyen  sobre  todo  en  la 
condición  jurídica  del  condenado,  porque  de  una  parte  se  halla 
privado  del  ejercicio  de  ciertos  derechos  en  razón  de  la  situa- 
ción en  que  se  encuentra  colocado  durante  la  expiación  de  su 
pena,  y de  otra  parte  se  halla  herido  de  una  degradación  mo- 
ral que  resulta  de  la  atrocidad  del  delito  de  que  se  le  ha  cali- 
ficado culpable,  y que  le  considera  indigno  de  ejercer  los  de  - 
rechos  que  pertenecen  á un  ciudadano  libre  y probo.  Vamos  á 
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examinar  las  disminuciones  ó^las  privaciones  de  los  derechos 

civiles  q^ue  pueden  derivarse  de  las  condenaciones  penales  ex- 
tranjeras (1). 

142.  Ciertos  autores  han  pretendido,  respecto  á los  efectos 
legales  de  las  condenas  penales  extranjeras,  que  era  conforme 
á los  principios  generales  del  derecho  que  la  capacidad  y el 
estado  del  condenado  fuesen  reconocidos  en  todas  partes,  tal 
y corno  han  sido  establecidos  por  el  magistrado  competente. 
«Respecto  de  los  estatutos,  dice  Boulleuois,  que  pronuncian 
una  muerte  civil  por  crimen,  ó una  nota  de  infamia,  el  estado 
de  los  miserables  condenados  sigue  en  todas  partes  indepen- 
dientemente de  todo  domicilio,  y por  un  concierto  y un  con- 
curso general  de  las  naciones;  siendo  estas  penas  una  mancha, 
una  llaga  incurable,  do  que  se  ve  añigido  el  sentenciado,  y quo 
le  acompaña.cn  todos  los  lugares  (2).»  Parecida  es  la  opinión  de 
Demangeat,  que  se  expresa  así:  «Desde  el  momento  que  se  acl- 
mitc  que  el  estatuto  personal  rige  el  estado  y la  capacidad  de 
las  personas,  no  hay  que  distinguir  si  se  halla  afectado  inme- 


(1)  Los  antiguos  romanos  indicaban  los  efectos  legales  de  las  penas  bajo  la 
denominación  bien  conocida  de  capilis  demimiíio,  que  comprendía  tres  grados:  má- 
xima, media  ó minuna.  En  el  Código  penal  del  imperio  de  Alemania,  se  considera 
como  penas  accesorias  ó consecuencias  de  condenaciones  penales  la  privación  de 
los  derechos  civiles  honoríficos  {bíirgerl'idien  Ehrewechte),  es  decir,  de  los  derechos 
que  pertenecen  al  individuo  como  miembro  del  Estado,  y que  constituyen  por  de- 
cirlo asi,  su  honor  cívico.  Esta  privación  consiste  en  las  prescripciones  siguien- 
tes; la  incapacidad  de  ser  llamado  á las  funciones  públicas,  la  vigilancia  de  la  alta 
policía,  la  confiscación  parcial  y la  destrucción  de  los  cuerpos  del  delito,  en  los 
delitos  de  presa  y otros  análogos.  Estas  penas  accesorias,  en  defecto  de  las  dis- 
posiciones contrarias  de  las  demás  legislaciones,  s'on  en  los  términos  del  Código 
alemán,  puraroen te  facultativas  (§  ^-^4,  traduzione  Morelli  et  Feroci).  En  el  pro- 
yecto de  Código  penal  italiano  se  considera  como  efectos  legales  de  las  penas  cri- 
minales la  incapacidad  para  ser  funcionario  público;  en  el  caso  de  condenación  á 
la  pena  de  muerte  ó de  cárcel  lerrjásiolo),  la  pérdida  de  la  posesión  y del  disfrute  de 
todos  los  bienes,  del  derecho  á adquirir  algún  título,  excepto  por  causa  de  alimen- 
tos, del  poder  paternal  y de  la  autoridad  marital,  de  la  facultad  de  comparecer  en 
juicio,  excepto  para  el  Ministerio  público  y de  la  capacidad  de  deponer  en  justicia, 
sea  como  testigo,  sea  como  perito,  excepto  para  suministrar  simples  indicios;  en 
el  caso  de  ser  condenado  á la  reclusión,  la  interdicción  legal  y la  incapacidad  de 
deponer  en  justicia.  Según  el  mismo  proyecto,  están  también  en  las  penas  acce- 
sorias la  suspensión  de  oficio  ó de  empleo,  la  vigilancia  de  la  alta  policía,  la  con- 
fiscación del  cuerpo  dei  delito.— Pro^i.  Cod,  pen-  tí.,  art.  45-50. 

(2)  Boüllenoia:  Ti'aité  de  la  réalité  el  de  la  person.  des  lois,  observ-,  4,  p.  64-65.— Véase 
D Argentré;  Coulume  de  Brelagne,  art.  218.— La  Rochcflavin.’  lib.  iv,  tít.  v,  art.  15  — 
Chopin;  Coutume  d'  Anjou,  lib.  ui,  tít.  u,  n.  15. 
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diatamente  en  virtud  de  una  disposición  general  de  la  ley,  (> 
únicamente  como  consecuencia  de  una  declaración  judicial  (1), 
143.  Otros  autores  han  hecho  valer  contra  esta  doctrina  la 
consideración  siguiente.  La  privación  6 la  suspensión  de  cier- 
tos derechos,  cuando  deriva  de  una  condena  penal,  es  por  sí 
misma  una  nueva  pena,  que  tiene  por  efecto  agravar  la  sa, li- 
ción considerada  como  necesaria  para  restablecer  el  orden  ju- 
rídico turbado  á consecuencia  del  delito.  Es  verdaí  que  la  dis- 
minución, ó la  privación  de  los  derechos  civiles  no  es  por  sí 
misma  objeto  directo  de  la  condena,*  pero  no  es  así  sino  porque 
deriva  virtualmente,  según  los  términos  de  una  disposición 
legal,  de  la  condena  de  una  pena  principal,  y que  el  magis- 
trado no  la  pronuncia  desde  luego.  No  es  siempre  tampoco  una 
pena  impuesta  por  los  mismos  motivos  que  la  pena  principal, 
y la  sentencia  que  autoriza  la  ejecución  física  y material  influ- 
ye al  mismo  tiempo  sobre  la  condición  jurídica  del  condenado. 
Admitido,  dicen  estos  autores,  que  las  penas  y las  sentencias 
penales  no  deben  ser  ejecutadas  fuera  de  las  fronteras,  en  que 
manda  la  autoridad  publica  en  nombre  de  la  cual  han  sido 
pronunciadas,  la  privación  total  ó parcial  de  les  derechos  civi- 
les no  deberia  tener  ningún  valor  en  país  extranjero  (2). 

144.  La  cuestión  ha  sido  llevada  á los  tribunales' france- 
ses. Se  trataba  de  saber  si  la  incapacidad  para  ser  elector  un 
francés  podría  derivar  de  una  sentencia  penal  extranjera  (3), 
La  corte  de  casación  francesa  se  pronunció  por  la  negativa, 
en  atención  á que  el  legislador  habló  de  la  incapacidad  elec- 
toral de  los  individuos  que  están  condenados  por  un  tribu- 
nal francés,,  y no  dispone  nad»  formalmente  respecto  á aque- 
llos, que  han  sido  condenados  por  un  tribunal  extranjero.  «Sería 


(1)  Demangeat:  Condíti  des  eíranfj.,  p.  STü-TG,  y nota  bajo  el  n.  604  de  Foelix:  Droíf 
iníernat.  privé. 

(2)  Merlin:  jRép.,  V".  sec/.  I,  g 2,  art.  2.— Toulier:  IV,  p.  102.“Prou- 

dhon;  t.  l.  p.  et  Valette  sur  Proudiion.,  note  et.  id.— Uicard;  Dennlions,  par.  1,  nú- 
mero 23:3.— Brodeau:  Cofí/ame  * Pfzrís,  art.  18í?.~Mer]in;  Fep.,  V“  Mort.  civile,%  I, 
art.  1,  núm.  6. — Demolombe:  T.  l,núm.  198. 

(3)  En  la  ley  electoral  francesa  de  1852,  se  priva  de  los  derechos  de  elegir  y ser 
‘ elegido  á los  condenados  por  robo,  pero  no  se  dice  si  semejante  privación  puede  de- 
rivar de  una  sentencia  emanada  de  un  Tribunal  extranjero. 
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-extraordinaríoj  dice  esta  Corte,. que  una  autoridad  extranjera 
pudiese  privar  á un  francés  de  sus  derechos  de  ciudadano  é 
influir  de  este  modo  sobre  la  composición  del  cuerpo  electo- 
ral (1).»  Se  dice  además  en  esta  misma  sentencia,  que  se  pue- 
den reconocer  los  efectos  de  las  sentencias  civiles,  porque  pue- 
den ser  declaradas  ejecutorias,-  pero  que  no  sucedería  lo  mismo 
en  juicios  ¿ados  en  materia  penal,  porque  no  pueden  ni  ser 
ejecutados,  ni  ser  declarados  ejecutorios.  La  Corte  de  casación 
belga  ha  consagTado  la  misma  doctrina  respecto  ála  capacidad 
electoral  (2),  y ha  decidido  igualmente  que  un  individuo  con- 
denado en  el  extranjero  á más  de  un  año  de  prisión  por  robo,  no 
podría  ser  declarado  indigno  de  formar  parte  de  la  milicia,  por- 
que aunque  el  art.  34  de  la  ley  de  18  de  Setieyibre  de  1873  sobre 
la  milicia  no  distingue  este  caso,  no  hay  que  tener  en  cuenta 
una  sentencia  pronunciada  por  un  tribunal  extranjero,  aten- 
dido á que  un  juicio  es  un  acto  de  soberanía  que  solo  tiene 
efecto  en  el  territorio  en  que  esta  soberanía  se  ejerce  (3).» 

145.  No  nos  parece  razonable  admitir  de  un  modo  absoluto 
una  ú otra  de  estas  dos  opiniones.  Si  se  rehusase  todo  efecto  á 
la  sentencia  penal  extranjera,  se  deduciría  que  el  individuo 
que  ha  sido  castigado  en  el  extranjero,  de  un  crimen  y que 
debería  ser  reputado  indigno  de  todas  las  funciones  y de  todas 
las  posiciones  electivas , cuyo  ejercicio  presupone  necesaria- 
mente la  honradez,  conservaría  toda  su  capacidad  fuera  del 
país  en  que  ha  sido  condenado.  Esto  podría  ser  objeto  de  un 
escándalo  viendo  á un  individuo  notoriamente  conocido  como 
ladrón,  falsario  ó asesino,  por  haber  sido  condenado  como  tal 
en  el  extranjero,  tomar  parte  eh  las  elecciones  políticas  ó ad- 
ministrativas y ser  elegido  miembro  del  Cuerpo  legislativo.  Por 
lo  demás,  admitienrío  la  teoría  contraria,  no  habría  ningún 
medio  de  excluir  á este  individuo,  si  hubiese  sido  juzgado  y 
condenado  por  el  magistrado  del  lugar  en  que  ha  cometido 
este  crimen.  En  efecto,  sí  se  admite  que  no  se  debe  tener  en 


(1)  Gass.  fr,,  14  avril  1868,  aff.  Blanchárd;  Pal,,  1868,  p.  418.  —Véase  en  la  Uevue 
dudroit  iniernalional,  1869,  p.  99, !’  article  de  Fozon.~Com‘p.  Maccaci:  ll  diritto  penáis 
■siíoimoirapporti  colla  capacilá  giuridlca,  cap.  il. 

(2)  Cass.  beig-3, 10  Septembre  1839,  Pasierasie,  1839, 1,  480. 

(3)  Cass.  belge,  26  décemb.  1833,. Pasierasie,  1873,  I,  60. 
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^cuenta  para  nada  las  sentencias  penales  extranjeras,  ni  para 
la  privación  de  los  honores  cívicos,  no  se  puede  ni  sujetar  di- 
cho individuo  á juicio,  ni  tenerle  por  indigno  de  los  derechos 
de  las  funciones  ó de  los  honores  á los  cuales  puede  aspirar  un 
ciudadano  libre  y honrado.  ¿Qué  serian  las  funciones  y los  ho- 
nores públicos,  el  dia  en  que  el  individuo  que  ha  sido  conde- 
nado en  el  extranjero,  á presidio  {ergástolo)  ó á l§  reclusión, 
pudiese  ser  llamado  á representar  la  comunidad  en  el  consejo 
municipal,  ó la  nación  en  el  Parlamento? 

Si  por  otra  parte,  se  admite  que  la  sentencia  criminal  de- 
be producir  en  todos  lados  los  mismos  efectos  que  en  el  lu- 
gar en  que  ha  sido  dictado  el  juicio,  se  derivarían  inconve- 
nientes no  méngs  graves,  y se  llegaría  á deducir  que  una 
sentencia  penal  dada  por  los  tribunales  de  la  China  6 por 
los  de  otro  país,  donde  el  legislador  declara  capaces  de  penas 
criminales  hechos  que  no  tienen  entre  nosotros  el  carácter  de 
delitos,  podría  bastar  para  producir  respecto  al  condenado  la 
caducidad  de  la  integridad  de  sus  derechos  civiles,  áiin  en  el 
caso  en  que  no  pudiese  ser  condenado  en  su  país,  porque  el  he- 
cho que  motivó  su  sentencia  no  esté  considerada  como  delito 
Lo  mismo  se  llegaría  á juzgar  si  una  persona  condenada  en  e, 
extranjero  á una  pena  que  trae  como  consecuencia  legal  la 
muerte  civil,  sufriera  en  todas  partes  esta  pérdida,  y lo  mismo 
sería  con  un  individuo  condenado  á una  pena  que  trae  consigo 
la  infamia  legal,  en  un  país  en  que  se  admitiese  este  efecto  de 
la  condena  (1).  Estos  inconvenientes  no  son  ménos  graves  que 
los  que  se  querrían  prevenir. 

Para  resolver  la  cuestión,  es  necesario  distinguir,  si  se  tra- 
ta de  hacerlo  según  la  ley  positiva  ó según  los  principios  ge- 


(n  La  infamia  legal  tiene  por  efecto  alterar  las  nociones  verdaderas  y espon- 
táneas déla  consideración  piiblica  á la  cual  tienen  derecho  los  hombres  honrados, 
y por  consecuencia  de  la  distribución  artificial  de  la  reprobación  ordenada  por  el 
legislador.  La  infamia  está  en  el  delito  y no  en  la  pena,  y sería  inútil  empeñarse 
legalmente los  ciudadanos  á despreciar  un  individuo,  si  tenía  ya  perdida  la  esti- 
mación publica  por  consecuencia  de  su  delito,  y seria  inmoral  hacerlo  así,  si  no 
teniendo  el  prevenido  perdida  esta  estima,  el  legislador  excitaba  á la  multitud  á 
reprocharle,  después  de  ^ condena  de  haber  incurrido  en  ciertas  penas.  Gompar, 
Conforti.  Inlonio  al  diriíío  di  puniré- — Bonneville:  De  Vamelioraiton  de  la  loi  criminelle, 
1. 11,  ch.  XIV.— Mittcrmaier:  Salle  pene  infami  (en  Va  RaccoUa  degli  scritli  germanici 
yiori).— Stori;  conflit.  of.  Laws.,  § G20-24. 
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nerales  del  derecho.  Fijándose  en  la  ley  positiva,  debe  admi- 
tirse como  constante  la  reg-la  general,  de  que  las  disposiciones 
excepcionales  son  de  extricta  interpretación;  y desde  luego  si 
la  ley  dice  que  la  incapacidad  electoral  no  puede  resultar  sino 
de  las  sentencias  penales  de  los  Tribunales  nacionales,  no  se 
podría  dar  á la  disposición  un  alcance  más  grande  y hacer  de- 
pender la  incapacidad  electoral  de  una  sentencia  extranjera. 

Si  por  el  contrario,  se  quisiera  discutir  respecto  de  las  modifi- 
caciones que  hay  que  introducir  en4a  ley  en  confirmidad  con 
los  principios  del  derecho,  nos  parece  que  la  cuestión  podria 
ser  resuelta  de  una  manera  satisfactoria' adoptando  un  sistema 
intermedio.  Todas  las  veces  que  se  trata  de  delitos  de  derecho 
comim  y no  de  delitos  'políticos,  las  sentencias  penales  extran- 
jeras, que  quedan  ineficaces  por  la  ejecución  de  las  penas 
aflictivas  propiamente  dichas,  deberian  ser  tomadas  en  consi- 
deración por  lo  que  se  refiere  á las  consecuencias  legales  que 
derivan  de  ella,  en  los  términos  de  la  ley  nacional  del  conde- 
nado, como  nna  sentencia  que  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada. 
Es  verdad  sin  duda,  que  los  efectos  legales  de  una  condena 
pueden  ser  considerados  como  una  pona,  si  se  entiende  con 
esto  que  el  mal  que  la  autoridad  civil  hace  sufrir  á un  culpa- 
ble como  reparación  dcl  delito  por  él  cometido  (1),  y desde 
luego,  se  podría  decir  que  los  juicios  pronunciados  por  los  Tri- 
bunales extranjeros,  en  materia  criminal  y correccional,  no 
podrían  tener  ningún  valor  por  traer  consigo  una  penalidad. 
Pero  es  bueno  hacer  observar  que  para  la  privación  de  los  ho-* 
ñores  cívicos  y la  capacidad  de  ejercer  las  funciones  públicas, 
no  hay  necesidad  de  ningún  hecho  material  de  ejecución,  por- 
que deriva  enteramente  de  la  ley.  Estas  no  son  verdaderamen- 
te penás:  son  más  bien  efectos  legales  que'  derivan  del  hecho  - 
de  la  sentencia,  y que  no  deberian  ser  adnjitidos  por  conse- 
cuencia de  una  disposición  de  la  ley  extranjera,  sino  de  resul- 
tas de  una  disposición  de  la  ley  nacional  del  condenado,  cuan- 
do, según  esta 'última  ley,  la  privación  de  ciertos  derechos  es 
la  consecuencia  de  una  condena  penal.  Si  es  contrario  á la  in- 
dependencia de  las  Soberanías  y al  fin  principal  de  la  penali- 


(1)  Carrara:  Programma,  582. 
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dad  (1)  hacer  ejecutar  sobre  el  propio  territorio  las  sentencias 
penales  dictadas  por  los  Tribunales  extranjeros,  no  es  contrario 
á los  intereses  de  la  Soberanía  reconocersólo  ciertas  restriccio- 
nes, y la  condena  penal  como  un  hecho  jurídico  de  donde  deri- 
van consecuencias  íg-ualm ente  jurídicas.  Desde  luego,  en  nues- 
tra Opinión,  la  privación  de  estos  derechos  no  debería  deri- 
"var  facto  de  la  sentencia  extranjera,'  pero  debería  haber 
necesidad  de  una  nueva  instancia  en  el  país  en  que  se  quiere 
llegar  á este  resultado.  Esta  instancia  no  debería  tener  por 
objeto  renovar  el  juicio  penal;  sino  únicamente  decidir  si  el 
acusado  ha  sido  condenado  como  autor  de  un  delito  por  el  ma- 
gistrado competente,  si  el  derecho  de  la  defensa  ha  sido  respe-' 
tado,  si  las  garantía^  que  derivadas  de  la  constitución  y de  las 
leyes  de  procedimiento  en  vigor  en  el  país  en  que  tuvo  lugar 
la  instancia  deben  ser  consideradas  suficientes  para  admitir 
como  justa  la  sentencia  extranjera  (2),  y para  deducir  dei  he- 
cho dé  la  coiideiia  legítimamente  pronunciada  las  consecuen- 
cias legales  que  se  derivarían,  si  el  acusado  hubiese  sufrido 
una  condena  igual  en  su  patria.  En  este  sentido,  debería  se- 
gún nuestra  opinión  ser  reformada  la  ley,  si  se  quiere  que  las 
sentencias  penales  extranjeras  tengan  por  legítima  consecuen- 
cia privar  al  condenado  del  respeto  á que  tienen  derecho  las 
■personas  que  en  ninguna  parte  han  sido  condenadas  como 
asesinos. 

(1)  El  fin  principal  de  la  pena  es  el  restablecimiento  del  orden  interior  de  la  so- 
ciedad. Es  desde  luego  evidente  para  nosotros  que  es  aquí  solamente  en  donÜe  la 
sociedad  ha  sido  ofendida  por  la  violación  de  la  ley,  y en  donde  ha  sido  disminuida 
por  los  ciudadanos  la  idea  de  seguridad,  que  hay  el  derecho  de  restablecer  por-  me- 
dio déla  penalidad  el  orden  turbado  por  el  delito. 

(2)  No  pretendemos  decir  con  esto  que,  para  admitir  la  presunción  de  justicia 
de  una  sentencia  extraujera,  deba  ser  necesario  discutirla  constitución  y las  leyes 
de  procedimiento  del  país  en  que  ha  sido  dictada.  No  pretendemos  tampoco  que  se 
pueda  negar  toda  autoridad  á la  condena,  por  el  único  motivo  de  que  la  instan- 
cia ha  sido  seguida  con  formalidades  de  procedimiento  que  entre  nosotros  se- 
rian insuficientes,  Seria,  en  efecto,  un  error  grande  pensar  que  no  se  podía 
volver  lajusticia  empleando  formalidades  de  procedimiento  diferentes  de  los  nues- 
tros. Todas  las  leyes,  comprendidas  las  de  procedimiento  penal,  llevan  impresas  las 
huellas  de  los  usos,  del  carácter  y de  la  civilización  del  pueblo  para  el  cual  han  si- 
do hechas,  y deben  desde  luégo  ser  presumidas  buenas  para  el  mismo.  Unicamen- 
te decimos,  que  en  el  caso  en  que  no  se  encuentren  ninguna  délas  garantías  con- 
sagradas en  las  constituciones  de  todos  los  pueblos  civilizados,  sepodria  atacarla 
presudneion  e justicia  de  la  sentencia  penal. 
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146.  Aplicando  estos  principios,  se  llegaría  á deducir  que 
el  individuo  condonado  en  el  extranjero,  como  autor  de  un  de- 
lito que  trae  consigo  la  degradación  cívica,  podría  ser  borrado 
de  las  listas  electorales  de  igual  manera  que  el  quebrado  no 
rehabilitado,  que  hubiese  sido  declarado  en  quiebra,  por  un 
Tribunal  extranjero.  Mas,  por  otra  parte,  s'i  según  los  tér- 
minos de  la  ley  del  país  en  que  se  Jia  procedido,  la  condena 
penal  tenia  por  consecuencia  la  muerte  civil,  este -efecto  no 
podria  producirse  en  otro  país  en  que  el  legislador,  confor- 
mándose á principios  más  equitativos  y Conformes  á la  ciencia 
y á la  civilización  hubiera  suprimido  este  absurdo  (1).  Lo  mis- 
mo debería  decirse  del  caso  en  que  la  infamia  legal  estuviera 
vigente  en  un  país  y no  existiera  en  otro.  En  resúmen,  las 
condenas  penales  pronunciadas  en  el  extranjero  deberían  ejer- 
cer en  todas  partes  influencia  sobre  la  condición  jurídica  del 
condenado,  pero  solamente  después  que  el  Juez  nacional  hu- 
biera reconocido  estas  condenas  como  un  hecho  legal,  ’y  hu- 
iDiese  afirmado  las  penas  que  ella  trae  consigo  en  los  límites  es- 
tablecidos por  el  texto  de  la  ley  del  país, 

147.  Es  natural  que  en  nuestro  sistema  admitamos  la  re  - 
habilitación, que  es  una  de  las  maneras  de  extinguir  los  efec- 
tos de  las  condenas  penales.  Según  nosotros,  debería  obtener- 
se, conformándose  á lo  prescrito  por  el  Código  de  procedimien- 
to penal  del  país  en  que  el  condena  lo  la  solicita  (2).  Según  el 
Código  penal  de  este  mismo  país  deberían  estar  determina- 
das y reguladas  las  condiciones  y los  efectos  de  la  rehabili- 
tación (3). 

148.  Por  lo  que  se  refiere  á la  remisión  bajo  la  vígilancíá 


(1)  l.a  muerte  civil  lia  sido  abolida  en  Francia  por  la  ley  de  31  de  Mayo  de  1854. 

(8)  En  los  términos  del  Código  penal  de  Badén  § 9,  las  sentencias  penales  ex- 
tranjeras producen  los  mismos  efectos  que  las  sentencias  de  los  Tribunales  de  di- 
cho Oran  Duc.ado  respecto  á la  privación  de  los  derechos  honoríficos,  á la  inadmi- 
aibilidad  á las  funciones  públicas  y al  derecho  perteneciente  al  Gobierno  de  desti- 
tuir ó de  suspender  al  funcionario  público  condenado.  Por  lo  demás,  el  individuo 
condenado  tiene  el  derecho  de  dirigirse  al  Tribunal  de  Badén  competente,  para  que 
sé  decida  si  en  razón  del  mismo  delito,  hubiera  sido  condenado  según  las  leyes 
nacionales,  y si  la  condena  establecida  traería  consigo  las  mismas  consecuencias. 

(3)  Según  el  proyecto  de  Código  penal  italiano,  el  individuo  que  ha  caído  en 
una  condena  criminal  no  es  jamás  recibido  á hacerse,  por  la  rehabilitación,  reinte- 
grar en  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  (art,  114,  § 1®.) 
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de  la  alta  policía,  á la  cual  están  sometidos  ciertos  malheclio- 
res  á la  salida  de  su  prisión,  nos  parece  que  el  Juez  extranjero 
debería  poder  tomar  Yálidamente  medidas  de  seguridad  relati- 
vas ai  condenado,  en  tanto  que  este  individuo  permanece  en 
el  país  extranjero;  pero  cuando  vuelve  ásu  patria,  debería  de- 
jarse á la  prudencia  del  juez  nacional  decidir,  según  los  casos 
especialmente  determinados  por  la  le;y  del  Estado,  si  habría 
lugar  de  cometer  á esta  vigilancia,  como  sospechoso,  al  na- 
cional condenado  en  país  extranjero. 

149.  Se  debería  reconocer  en  todas  partes  con  los  mismos 
títulos  que  cualquiera  otra  obligación  civil,  la  de  las  restitucio- 
nes y daños  y perjuicios  para  con  las  partes  lesionadas  y las 
personas  que  han  sufrido  un  perjuicio  á consecuencia  del  deli- 
to. Esta  obligación  es  la  consecuencia  necesaria  de  toda  con- 
dena penal,  lo  mismo  que  la  obligación  de  pag*ar  los  gastos 
del  proceso,  á que  están  obligados  solidariamente  todos  los  in- 
dividuos condenados  por  un  mismo  hecho.  En  el  caso  en  que 
un  Tribunal  extranjero  llamado  á conocer  de  la  acción  penal 
hubiera  decidido  sobre  la  acción  civil,  la  sentencia  pronun- 
ciada por  él  debería  ser  declarada  ejecutoria  en  todas  par- 
tes, observando  las  mismas  reglas  que  las  que  tenemos  ya  ex- 
puestas en  otra  obra  sobre  la  fuerza  ejecutoria  de  las  senten- 
cias civiles  extranjeras  (1).  No  debería  desde  luego,  ser  nece- 
sario para  obtener  en  Francia  el  pago  de  las  reparaciones  civi- 
les á que  un  francés  hubiese  sido  condenado  en  país  extranje- 
ro,-examinar  de  nuevo  el  título  que  quería  declararse  ejecuto- 
rio, ni  admitir  al  condenado  á discutir  de  nuevo  sus  derechos, 
como  enseña  Carnot  (2).  Lo  mismo  debería  hacerse  con  las  cos- 
tas del  proceso  (3). 

(1)  P.  Fiore;  Effelli  internazionali  detle  seníetize  et  deyli  (lili  in  materia  cmle- 

(2)  Carnot;  De  l’instruot.  (íTimin.,  t.  s,  p.  123- 

13)  Según  un  rescripto  del  rey  de  Baviera,  de  27  de  Setiembre  de  1823,  las  sen- 
tencias penales  extranjeras  pronunciadas  contra  un  bávaro,  podrán  ser  ejecuta- 
das en  Baviera  sobre  los  bienes  del  condenado,  para  quien  son  los  gastos  del  pro- 
ceso puesto  ásu  cargo,  en  el  caso  en  que,  según  las  leyes  bávaras  tendría  que  ser 
condenado  en  las  costas.  En  los  tratados  concluidos  entre  los  Estados  de  Alemania 
se  ha  conyenldo  que  las  sentencias  dictadas  en  materia  criminal  en  un  Estado 
serian  ejecutadas  sobre  los  bienes  del  condenado  existentes  en  los  demás  Estados. 
Véase;  Trailé  entre  la  Paviére  et  le  \yurtemd>erg,  7 nuá  1821,  § 24,  enlre  la  Baviére  et 
l’  Electoral  de  Hesse,  29  juillet  1827,  y otros  concluidos  entre  Prusia  y diversos  Esta- 
dos alemanes. 
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150.  Eh  cuanto  á la  confiscación  de  bienes,  que  podia  ser 
pronunciada  por  una  sentencia  criminal  extranjera,  es  claro 
que  no  debe  extenderse  á los  bienes  que  el  condenado  pueda 
poseer  en  otro  país,  porque  esto  seria  atentar  á los  derechos 
déla  Soberanía  territorial  y á los  principios  que  deben  regir 
la  propiedad  y la  expropiación  (1). 

151.  Uno  de  los  efectos  de  las  sentencias  penales  consiste 
en  la  agravación  de  la  pena  en  el  caso  de  reinCLdepcia.  Está 
universalmente  admitido  que  el  individuo  que  ha  sido  ya  con- 
denado debé  ser  castigado  más  severamente  cuando  está  lla- 
mado á responder  ante  la  justicia  de  un  nuevo  delito  (2).  So- 
bre esta  materia  se  promueve  la  cuestión  de  saber  si  la  agra- 
vación de  la  pena  puede  ser  motivada  cuando  el  culpable 
ha  sido  ya  condenado  anteriormente  por  un  tribunal  extran- 
jero. 

152.  La  negativa  parece  más  fundada  á los  ojos  de  ciertos 
autores,  que  invocan  en  apoyo  de  su  sistema  diferentes  argu- 
mentos. Se  ha  pretendido  que  considerando  como  reincidente 
al  individuo  que  comete  un  delito  en  nuestro  país,  después  de 
haber  sido  anteriormente  condenado  en  país  extranjero,  se  co- 
metiera un  ex.ceso  de  jurisdicción  conociendo  en  un  lugar  de  un 
hecho  que  ha  sido  cometido  en  otro.  Se  ha  dicho  también  que 
era  contrario  al  derecho  público  dar  fuerza  ejecutiva  á una  sen- 
tencia penal  extranjera,  ó considerarla  como  eficaz  para  pro- 
ducir consecuencias  penales;  que  la  agravación  de  la  penali- 
dad debería  ser  considerada  como  un  suplemento  do  la  expia- 
ción de  la  primera  sentencia,  y que  la  Soberanía,  que  puede 
ejercer  el  poder  represivo  únicamente  en  el  territorio  sometido 
á su  jurisdicción,  no  podría  dictar  penalidades  ó suplementos 


(1)  Gompar.  P.  Fiore  et  Pradier  Fedére:  Z)ro¿/  intermtional  privé,  \íb.x\,  sect. 
ch.  11.— Martens.'jOmí  des  gens,  g 104. 

■ (2}  Lo  mismo  eo  doctrina  q^ue  en  legislación,  no  hay  acuerdo  sobre  el  punto  de 

' saber  cuáles  son  los  elementos  jurídicos  que  deberían  constituir  el  hecho  déla, 
reincidencia.  Según  unos,  bastará  la  existencia  de  una  condena  declarada  irrevo- 
cable. Según  otros,  bastaría  que  la  pena  anteriormente  pronunciada  haya  sido 
sufrida  íntegramente.  Lo  mismo  se  discute  respecto  de  la  naturaleza  del  nuevo 
delito.  Se  pregunta  si  debe  ó no  debe  ser.de  la  misma  especie  que  el  precedente. 
Por  lo  demás,  esta  materia  ofrece  todavía  otros  puntos  discutibles. 
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de  penalidad  en  un  Estado  extranjero  sin  atentar  á la  indepen- 
dencia de  otra  Soberanía  (1).  El  profesor  Carrara  dá,  como 
concluyente,  el  motivo  de  duda  emitido  con  cierta  prudencia 
por  los  autores  franceses,  y que  consiste  en  la  pretendida  sen- 
tencia  de  una  causa  de  agravación.  «En  efecto,  dice  este  au- 
tor, la  presunción  de  suficiencia  de'  nuestra  penalidad  no  se 
llalla  destruida  por  el  hecho  de  la  expiación  de  una  pena  en 
el  extranjero,  y debemos,  niiáutras  no  haya  prueba,  en  con- 
trario, suponer  que  las  penalidades  ordinarias  establecidas  en- 
tre nosotros  bastan  para  la  represión.  Este  individuo  no  ha  des- 
preciado nuestras  penalidades:  he  aquí  una  razón  sólida  para 
sostener  la  negativa  (2) . 

En  la  jurisprudencia  francesa,  la  negativa  ha  prevaleci- 
do (3),  y el  Código  toscauo  ha  consagrado  la  misma  doctri- 
na (4) . 

153.  La  afirmativa  ha  sido  sostenida  por  Niccolini  (5),  y 
formulada  legislativamente  en  el  Código  de  Badén,  § 184,  y 
en  el  de  Módena  de  1855. 

154.  Las  razones  invocadas  por  muchos  autores  para  sos- 
tener de  una  manera  general,  que  las  decisiones  extranjeras  no 
podrían  servir  para  constituir  la  reincidencia,  legal  no  nos  pa- 
recen realmente  fundadas.  Es  claro  que  la  solución  de  la  cues- 
tión se  ha  hecho  más  difícil  á consecuencia  de  las  divergen- 
cias de  opiniones  respecto  de  la  reincidencia,  que  dividen  á los 
íLutores  y que  hacen  diferir  entre  sí  los  Códigos  modernos. 
Y como  no  se  puede  hacer  cesar  la  división  de  opiniones  exis- 
tente respecto  á los  elementos  constitutivos  de  la  uocion  jurí- 
dica de  la  reincidencia,  y con  motivo  de  los  efectos  que  produ" 
ce  en  el  interior  del  Estado,  y aunque  en  esta  materia  las  le- 


(1)  Compar.  Roberti:  Corso  de  díritlopenaíe,  t.  iii,  u.  884.  — Artnellini:  Rep.  v®.  re- 
cidiva.— Bertauld;  Coars  de  Droit  penal,  40\. 

(2)  Slalo  delta  doctrina  sulla  recidiva,  p.  31. 

(3)  Gass.  fr.,2T  Novembre  1828,  aff.  Kirkenger.— Compar.  Bruxelles,  premier 
mars  1819,  aff-  Piermann;  Palais,  1819,  p.  127,— Cass.  fr.,  2 Octobre  1818,  aff.  Hi- 
sette;  Palais,  1818,  p.  1034. 

(4)  Art.  83,  §2. 

(5)  Conclusiones  de  Niccolini;  Supplemento  alia  CoUez-tone  delle  leggi,  vol.  i,  núme- 
ros "0-78;  Questioni  di  l)iritlo,vo\.  i.— Véase;  Chaveau  et  Faustino  Hélie;  TAéorie 
■duCode  penal,  1. 1,  p.  430.— Parringauít;  Revue  de  Législation,vo\.  xiii,  p.  469*. 
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g-islacioncs  contemporáneas  de  los  pueblos  civilizados  se  apar- 
tan mucho,  es  natural  que  la  controversia  subsista  en  la  mis- 
ma materia  respecto  á las  relaciones  internacionales. 

Un  principio,  hoy  cierto  para  todos,  es  que  la  reinciden- 
cia constituye  una  circunstancia  agravante.  Pero,  en  tanto 
que  ciertos  autores  han  creído  que  debería  ser  clasificada  en- 
tre las  causas  que  agravan  la  iraputabilidad,  otros  han  pensa- 
do que  debería  serlo  entre  las  que  agravan  la  penalidad.  Si 
toda  la  razón  de  ser  de  la  agravación  consistiese  en  lo  que  re- 
sultara de  las  circunstancias  de  que  la  pena  es  insuficiente  re- 
lativamente á la  sensibilidad  del  culpable,  la  razón  puesta  de 
manifiesto  por  el  profesor  Carrara,  cuando  ha  dicho  que  no 
sabremos  aumentar  nuestras  penalidades,  en  tanto  que  no 
haya  sido  probado  que  no  bastan  para  la  represión  del  culpa- 
ble, sería  de  una  gran  fuerza  (1).  ^ 

•Creemos  sin  embargo , y sin  pretensiones  de  autoridad, 
deber  observar  que  si  se  diese  por  fundamento  á la  teoría  este 
principio  de  la  insuficiencia  de  la  pena  relativamente  á un 
individuo  dado,  y la  necesidad  de  modificarla  en  razón  de  la 
poca  sensibilidad  del  culpable,  so  introducirían  en  el  dere- 
cho penal  causas  modificadoras  que  descansan  sobre  consi- 
deraciones puramente  subjetivas,  y se  llegaría  indirectamen- 
te á admitir  que  el  fin  de  la  pena  es  intimidará  los  ciuda- 
danos. 

Nos  parece  por  esto,  que  sin  tener  en  cuenta  la  perversidad 
del  hombre,  la  agravación  de  la  penalidad  podría  justificar- 
se respecto  al  reincidente  propiamente  dicho,  es  decir  de  aquel 
que  comete  un  nuevo  delito  de  la  misma  naturaleza  y del  mis- 
mo  género  (2),  en  razón  al  mayor  temor  que  inspira  á la  so- 
ciedad, Dicho  individuo,  eii  efecto,  no  manifiesta  solo  mayor 


(1) ,  C,B.rra,TtL:  Stato  della  doctrina  della  rccidiiíay  22. 

(2)  Entre  los  diferentes  sistemas  sobre  la  nocion  de  la  reincidencia,  el  que  nos- 
ílarece  más  fundado  es  aquel  según  el  cual  se  sxije  que  la  primera  condena  haya  ■ 
sido  pronunciada  por  un  delito  semejante  á aquel  que  motiva  la  segunda.  En  los 
delitos  de  otra  naturaleza,  los  movibles,  teniendo  las  causas  próximas  del  delito 
otro  origen,  no  eontribuirian  á acrecer  la  perversidad  del  acto.  — Véase  Pessina:: 
JSJemeníi  di  dirittp  pemle,  p.  300, 
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perversidad  por  su  perseverancia  en  cometer  dichos  delitos 
(lo  que  podría  contribuir  á aumentar  su  culpabilidad  moral, 
aun  cuando  no  pudiera  ser  invocado  como  elemento  absoluto 
en  la  agravación  de  la  pena),  sino  que  con  su  encarnizamiento 
en  atacar  un  derecho  determinado,  acrece  la  perversidad  de  la 
acción  de  que  se  ha  hecho -culpable;  de  igual  manera  que  la 
alarma  y eh  daño  que  son  su  consecuencia  se  hacen  mucho 
más  considerables  y las  personas  honradas  están  con  razón, 
más  asustadas  de  la  tendencia  perversa  de  dicho  sujeto.  Aque- 
llas son  por  otra  parte  alarmas  fundadas,  no  únicamente  sobre 
una  presunción,  sino  sobre  un  hecho  positivo. 

Tales  son,  en  nuestra  opinión,  las  consideraciones  que  jus- 
tificarían la  agravación  de  la  penalidad  respecto  á los  reinci- 
dentes propiamente  dichos,  fundada  en  razón  de  la  culpabili- 
dad especial  que  se  encuentra  en  el  autor  de  un  delito  repetido 
de  la  m¡sma  especie,  y de  la  necesidad  existente  para  la  socie- 
dad de  ver  restablecer  el  equilibrio  moral  y la  idea  de  la  segu- 
ridad pública,  más  fuertemente  turbada  por  la  tendencia  cul- 
pable á cometer  tal  delito. 

A nuestro  entender,  si  se  dá  esta  base  á la  agravación  de' 
pena  que  se  pronuncia  contra  los  reincidentes,  se  puede  tam- 
bién sostener  que  las  sentencias  pronunciadas  en  el  extranje- 
ro deben  tener  por  resultado  servir  de  fundamento  á la  reinci- 
dencia. No  seria  justo  decir  que  se  comete  un  exceso  de  juris- 
dicción encargando  álos  Tribunales  de  un  país  de  un  delito  que 
ha  sido  cometido  en  otro.  El  criminal  que  ha  sufrido  una  pena- 
lidad cualquiera  por  un  primer  delito  cometido  en  el  extranje- 
ro, ha  pagado  completamente  la  deuda  á que  estaba  obligado 
respecto  á la  jurisdicción  extranjera,  y no  tiene  derecho  á pe- 
dirle nuevas  cuentas  jurisdicción  alguna.  Se  le  puede  sin  em- 
bargo preguntar  la  razón  del  segundo  delito  de  que  se  ha  he- 
cho culpable,  apreciando  todas  las  circuústancias  especiales 
que  agravan  su  perversidad.  Se  presenta  un  reo  delante  de 
nuestros  Tribunales  con  la  cualidad  personal  de  un  individuo 
ya  condenado  por  un  delito  de  la  misma  naturaleza,  cualidad 
que  le  ha  sido  impuesta  por  un  juicio  terminado  con  la  fuerza 
de  cosa  juzgada.  Es  verdad  que  la  sentencia  de  que  se  trata 
emana  de  una  jurisdicción  extranjera;  pero  cuando  el  Juez  na- 
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cional  ha  reconocido  que  la,  sentencia  ha  sido  dada  por  un  tri- 
bunal competente  en  razón  de  un  delito  de  la  misma  naturale- 
za que  aquél  que  viene  á cometerse  en  nuestro  país  (1),  y esta 
sentencia  se  ha  hecho  irrevocable,  la  reincidencia  debería  ha- 
llarse suficientemente  establecida  y la  agravación  de  la  pena 
justificada. 

155.  Desde  luego  deducimos  que  las  sentencias  pronun- 
ciadas por  los  tribunales  extranjeros,  respecto  á un  delito  de 
la  misma  especie,  del  que  se  ha  hecho  culpable  el  prevenido 
ánte  el  tribunal  nacional,  deberian  tener  por  resultado  estable- 
cer la  reincidencia,  cuando  del  exámen  hecho  por  el  Juez 
nacional  resultare  que  la  sentencia  extranjera  llenaba  todas 
las  condiciones  requeridas  para  atribuirle  esta  consecuencia 
i-egal. 

156.  Uno  de  ios  efectos  de  un  juicio  irrevocable  es  terminar 
la 'acción  penal  y fijar  la  época  á partir  de  la  cual  comienza 
á correr  la  prescripción  de  la  pena.  En  el  caso  en  que  el  autor 
del  delito  hubiese  sido  juzgado  y condenado  en  país  extranje- 
ro, la  sentencia  extranjera  podria  tener  por  único  resultado 
.establecer  el  punto  de  partida  de  esta  prescripción. 

Cuando  el  criminal  pudiera  ser  llevado  ante  nuestra  juris- 
dicción por  haber  con  su  delito  violado  también  nuestra  pro- 
p a ley,  la  legislación  extranjera  no  deberia  ejercer  entre  nos- 
otros ninguna  influencia  respecto  á -la  prescripción  de  la  ac 
cion  penal.  Todas  las  veces  que  el  hecho,  que  en  el  extranje- 
ro ha  dado  lugar  á la  sentencia  penal  constituye  un  delito  se- 
gún los  términos  de  nuestras  leyes,  la  acción  penal  de  que  de- 
be conocer  nuestra  jurisdicción  ha  debido  nacer  en  el  momen- 
to dé  la  violación  de  nuestra  ley,  y debe  durar  hasta  el  dia  en 
que  el  derecho  á la  persecución  se  haya  hecho  ineficaz  á con- 
secuencia del  obstáculo  de  la  prescripción,  tal  como  se  halla 
planteada  ante  nosotros. 


(l)  De  esta  manéra  se  evitawa  el  inconveniente  manifestado  por  algunos  auto- 
res, que  risulta  del  hectio  de  admitir,  cómo  circunstancia  agravante,  la  condena 
recaída  en  el  extranjero  por  razón  de  ün  hecho  que , contrario  á nuestra  ley,  es 
calificado  de  delito.  (Véase  Arlia:  Trattatid’  entradizione,  V“  i,  73).  Admitiendo  por  el 
contrario  que  la  reincidencia  existiría  únicamente  en  el  caso  en  que  se  trate  de  un 
delito  semejante,  este  inconveniente  no  podria  ap  arecer. 
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Si  por  el  contrario,  el  criminal  condenado  en  el  extranjero 
uo  cayese  bajo  el  imperio  de  nuestra  jurisdicción,  la  sentencia 
dictada  en  el  extranjero  debería  servir  de  punto  de  partida  á 
la  prescripción  de  su  pena.  En  semejante  hipótesis,  el  tiempo 
necesario  para  prescribir  la  pena  deberia  ser  determinado  se- 
gún la  ley  extranjera.  Esta  misma  ley  deberia  igualmen  te  ser- 
vir para  decidir  si  nó  se  debe  admitir  la  prescripción  de  la  pe- 
na para  ciertos  crímenes  determinados;  si  mediante  esta  pres- 
cripción, hay  necesidad  de  una  sentencia  irrevocable,  y si  una 
sentencia  en  rebeldía  puede  ser  considerada  como  tal.  Aná- 
logo criterio  serviría  para  resolver  los  demás  casos  aná- 
logos. 

En  el  Código  penal  sardo  de  1859  se  encuentra  una  dispo- 
sición de  especial  interés.  Según  los  principios  de  este  Código, 
la  interrupción  de  la  prescripción  de  la  pena  nace  de  la  reinci- 
dencia, y este  resultado  puede  ser  obtenido  á consecuencia  de 
un  crimen  cometido  en  país  extranjero,  siempre  que  se  trate 
de  un  crimen  previsto  en  el  Código  sardo  y sobre  el  cual  haya 
recaído  una  sentencia  condenatoria  convertida  en  irrevoca- 
ble (1).  Desde  luego,  nuestro  legislador  considera  como  rein- 
cidente para  el  efecto  de  interrumpir,  en  su  perjuicio,  la  pres- 
cripción de  las  penas  criminales  pronunciadas  contra  él  en 
nuestro  país,  al  individuo  que  ha  cometido  un  nuevo  delito 
en  el  extranjero  y que  ha  sido  condenado  allí  mismo  por  una 
sentencia  criminal  irrevot^able. 

157.  Como,  en  general,  está  admitido  que  las  sentencias 
penales  de  los  tribunales  extranjeros,  aunque  no  susceptibles 
de  ejecución,  pueden  producir  algunos  efectos  legales,  es  ma- 
nifiestamente útil  considerar  como  obligatoria  entre  los  go- 
biernos la  comunicación  de  las  sentencias  penales.  Esta  co- 


(1)  Código  penal  sardo  de  1859,  art.  14S:  «La  reincidencia,  en  los  crímenes  in- 
terrumpe la  prescripción  de  las  penas  infringidas,  lo  mismo  ‘para  los  crímenes  que 
para  los  delitos 

Para  interrumpir  la  prescripción  de  las  penas  infringidas  por  un  crimen  come- 
tido en  territorio  extranjero,  bastará  también  un  crimen  cometido  en  territorio 
extranjero,  puesto  que  se  trata  de  crimen  previsto  por  el  presente  Código,  y que 
intervenga  una  condena  por  efecto  de  sentencia  que  se  convierte  en  irrevocable.» 
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luunicacion  deberá  ser  hecha  de  oficio  al  Estado  en  que  el  ciu- 
dadano es  condenado  (1). 


il)  La  comunicación  de  las  sentencias  es  obligatoria  entre  los  Estados,  por 
consecuencia  de  convenciones  internacionales.  (Véanse  los  tratados  de  extradición 
celebrados  entre  Italia  y el  Principado  de  Monaco  (20  de  Mayo  de  1866,  art.  16); 
Italia  y España  (0  de  Junio  de  1868,  art.  16);  Italia  y Austria-Hungría  (21  de  Fe- 
brero de  1869,  art.  16),  Italia  y Bélgica  (15  de  Abril  de  1869,  art.  19);  Italia  y Holan- 
da (20  de  Noviembre  de  1869,  art.  10);  Italia  y Yurtemberg  (3  de  Octubre  de  1869» 
art.  16);  Italia  y Alemania  (14  de  Diciembre  de  1871,  art.  15);  Italia  y Grecia  (23  da 
Mayo  de  1818,  art.  22);  Italia  y Portugal  (9  de  Julio  de  1818,  art.  11.) 


I 
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De  la  influencia  de  la  sentencia  penal  extranjera  sobre  los  juicios 
civiles,  y de  los  juicios  civiles  extranjeros  sobre  las 
sentencias  penales* 


158.  Objeto  del  presente  capítulo.— 159.  influencia  de  la  cosa  juzgada  extranjera 
respecto  á la  determinación  del  Estado  del  condenado.— 160.  Ejemplo.— 161 
Consecuencias  civiles  que  podrán  derivar  del  hecho  mismo  de  la  senteuciacon- 
denatoria.  — 163.  Ejemplo.— 163.  Fundamento  de  la  doctrina.- 164.  La  senten- 
cia extranjera  debería,  en  todos  los  casos,  ser  sometida  al  exámen  de  nuestros 
Tribunales. —165.  Influencia  de  la  sentencia  penal  extranjera  sobre  una  ins- 
tancia civil  que  está  empeñada  por  razón  del  mismo  hecho.— 166.  Ejemplo,  — 
165.  Fundamento  de  la  doctrina  que  sostenemos.— 168.  Regla  relativa  á la  ex- 
tinción de  la  acción  civil  por  la  prescripción.- 169.  Cuál  deberla  ser,  en  las  rela- 
ciones internacionales,  la  eficacia  de  la  regla  de  que  la  parte  lesionada  no  sabrá 
provocar  una  acción  penal,  hasta  que  ántes  ella  haya  empeñado  una  iuatancia 
civil  .—150.  Exámen  de  la  regla  deque  lo  criminal  detiene  la  acción  civil,— 
151.  Efectos  extraterritoriales  de  la  decisión  dictada  en  materia  civil  por  el  Tri- 
bunal extranjero  ocupado  de  la  instancia  penal.— 172.  El  juicio  dictado,  en  ma- 
teria civil  no  tendría  influencia  sobre  la  sentencia  penal  pronunciada  entre  nos- 
otros.—153.  Excepción  en  el  caso  en  que  ia  cuestión  civil  es  prejudicial. 


158.  Una  sentencia  criminal  extranjera  podrá  influir  sobre 
un  juicio  trasmitido  entre  nosotros  en  materia  civil  siempre 
que  se  invocase  para  hacer  de  aquella  el  fundamento  de  los 
derechos  civiles  que  se  quisiera  deducir.  Podria  también  ser- 
vir de  base  á la  acción  civil  que  tuviera  por  objeto  la  repara- 
ción del  perjuicio  causado  injustamente,  damnuin.  injuria  da- 
tum  (1).  Siendo  por  su  naturaleza  y por  su  objeto  esta  acción 


(1)  El  derecho  de  hacer  repRrar  el  daño  causado  por  el  delito,  ha  sido  reconoci- 
do en  todas  las  legislaciones.  Las  diücaltades  no  se  presentan  nunca  hasta  que 
se  trata  de  regular  el  ejercicio  de  la  acción  civil,  que  no  ha  sido  siempre  distinto  de 
la  acción  pública.  En  Roma,  en  donde  la  parte  lesionada  tenía  el  ejercicio  de  la  ac- 
.«ion  que  deriva  de  ciertos  delitos,  por  esta  razón  denominados  delitos  privados 
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muy  distinta  de  la  acción  pdblicaj  y pudiendo  ser  ejercida  in- 
dependientemente de  esta  última  y en  una  instancia  separada, 
sería  susceptible  de  ser  llevada  ante  los  tribunales  de  un  Es* 
tado  diferente  de  aquel  en  que  la  instancia  penal  ba  tenido  su 
curso.  Está,  en  efecto,  admitido  en  todas  las  legislaciones  que 
las  obligaciones  pueden, . además  de  los  otros  títulos  que  le 
dan  nacimiento,  tener  como  origen  un  hecho  personal  de  la 
persona  que  se  obliga,  tal  como  por  ejemplo  un  delito.  Puede 
desde  luego  suceder  que  un  individuo  condenado  por  un  cri- 
men ó por  un  delito,  por  un  tribunal  competente,  no  haya  sido 
condenado  por  este  mismo  tribunal  á los  daños  y perjuicios, 
porque  no  hayan  sido  reclamados  por  la  parte  civil.  En  este 
caso,  si  conforme  á la  regla  general  de  que  el  Juez  del  domi- 
cilio del  deudor  es  competente  respecto  á todas  las  contesta- 
ciones en  materia  personal  y en  materia  moviliaria,  la  parte 
lesionada  citase  á un  nacional  condenado  primeramente  en  el 
extranjero,  ante  el  tribunal  de  su  domicilio,  ¿qué  influencia 
ejercería  en  semejante  caso,  sobre  el  juicio  civil  que  tuviesen 
•que  pronunciar  nuestros  tribunales,  la  cosa  juzgada  que  deri- 
va de  una  sentencia  penal  extranjera?  ¿Nuestros  magistrados 
deberían  hallarse  sujetos  por  la  sentencia  extranjera,  hasta  el 
punto  de  deber  retener  como  ciertos,  constantes  y no  suscep- 
tibles de  nueva  indagación,  los  hechos  que  hubiesen  dado  lu- 


€l  ofendido  podía  pedir,  además  déla  reparación  del  delito,  una  condena  pecunia- 
ria, que  por  lo  que  excedía  del  perjuicio  sufrido,  constituía  una  verdadera  repre- 
sión. De  esta  manera  el  ejercicio  de  la  acción  civil  se  liallaba  confundido  con  el  de 
la  acción  pública.  Entre  los  bárbaros,  se  admitíala  composición  pecuniaria,  y en 
muchos  casos  para  apartarse  de  toda  penalidad  cualquiera,  bastaba  pagar  una  su- 
ma de  plata,  que  en  parte  se  daba  al  ofendido.  Entre  aquéllos,  también  se  encon- 
traban desde  luégo  confundidas  la  acción  privada  y la  acción  pública  La  verdade- 
ra distinción  se  ha  hecho  en  la  época  moderna.  Lo  mismo  en  el  sistema  consagra- 
do en  el  Código  penal  francés  de  1791  que  en  bl  de  3 de  brumario  la  parte  lesiona- 
da participaba  en  cierta  medida,  del  ejercicio  de  la  acción  pública,  porque  élla  podía 
oncurrir  á la  redacción  del  acta  de  acusación  {Code  de  hnm.,  art.  5,  6,  226  y 227). 
En  el  caso  de  que  no  estuviese  de  acuerdo  con  el  Ministerio  público,  extendía  un 
acta  de  acusación  distinta  de  la  de  este  Magistrado.  En  nuestra  época  se  ha  -visto 
desaparecer  toda  participación  directa  ó indirecta  de  la  parte  civil  en  el  ejercicio 
de  la  acción  pública,  y el  derecho  de  la  parto  lesionada  se  limita  á poder  demandar 
la  reparación  del  perjuicio.— Véase  Le  Sellyer;  rraiíé  fíes  flcí.  et  priv.,  t,  pre- 
fiere, núm.  546.— Mangin:  Act. publiq,  núm.  122.— Pescatore ; Esposizione  comparata 
4eUa  pracedura  crimínale,  parle  2®,  sezione  1®.  — Boi’sari:  Dell’  azione’penale,  Cap.  xi.  — 
Dessina,:  Elemeníi  ¿íi  ¿iriíío pena/e,  lib.in, cap.  ii. 
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gar  al  juicio  penal?  En  semejante  hipótesis,  ¿cómo  deberían 
aplicarse  los  principios  que  sirven  para  regir  el  ejercicio  de  las 
dos  acciones? 

Recíprocamente  se  podría  hacer  la  hipótesis  inversa,  aque- 
lla según  la  cual  nuestros  tribunales  se  hallaran  sujetos  á la 
acción  penal,  y se  tuviera  que  determinar  cuál  podría  ser  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada  que  deriva  de  una  sentencia  ci- 
vil extranjera,  y cuál  debería  ser  su  influencia  sobre  el  juicio 
penal  que  se  hubiese  dictado  entre  nosotros. 

159.  Ante  todo,  admitimos  que  la  cosa  juzgada,  que  resul- 
ta de  una  sentencia  penal  extranjera,  puede  ejercer  una  in- 
fluencia decisiva  sobre  la  instancia  civil  seguida  entre  nos- 
otros, relativa  á la  determinación  del  estado  y de  la  cualidad 
del  condenado.  De  igual  manera  que  la  cualidad  de  comer- 
ciante, de  depositario,  judicialmente  probado,  es  la  fuente  de 
derechos  y de  obligaciones  civiles,  lo  mismo  el  estado  del 
acusado,  condenado  criminalmente  por  un  Magistrado  compe- 
tente, y por  una  sentencia  ya  definitiva,  imprime  una  cuali- 
dad inherente  á la  persona  de  la  cual  pueden  desprenderse 
consecuenóias  civiles  en  tanta  cantidad  como  consecuencias 
penales. 

160.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  se  lleve  ante  nuestros 
Tribunales  una  instancia  de  separación  de  cuerpos  entre  espo- 
sos, y que  se  funda  esta  demanda  sobre  una  condena  criminal 
pronunciada  en  el  extranjero  contra  el  cónyuge  que  se  opone. 
Según  el  art.  151  de  nuestro  Código  civil  {italiano)^  se  puede 
pedir  la  separación  de  cuerpos  contra  el  esposo  que  ha  sido 
condenado  á una  pena  criminal,  excepto  en  el  caso  en  que  la 
sentencia  sea  anterior  al  matrimonio  y conocida  antes  de  esta 
unión,  por  el  otro  esposo.  Se  podría  tal  vez  sostener  que  no  te- 
niendo las  sentencias  criminales  ninguna  autoridad  fuera  del 
Estado  cu  que  se  han  dado,  la  demanda  de  separación  po- 
dría tener  por  único  fundamento  una  condena  criminal  ema- 
nada de  nuestros  Tribunales.  En  cuanto  á nosotros,  nos  pare- 
ce que  la  prueba  suministrada  por  el  demandante  de  una  con- 
dena criminal  pronunciada  en  el  extranjero  contra  su  cónyu- 
ge, debe  bastar  para  dar  lugar  á la  separación  de  cuerpos  por 
aplicación  del  art,  151. 
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En  todos  los  casos,  debería  establecerse  previamente  qae 
la  sentencia  extranjera  podría  ser  propia  para  determinar  en- 
tre nosotros  el  estado  y la  cualidad  de  la  persona  contra  la 
cual  fuese  invocado.  Para  llegar  á esto,  seria  necesario  que  el 
Tribunal  nacional  examinara  la  autenticidad  del  documento, 
la  competencia  del  Magistrado,  é investigar  si  la  sentencia 
penal  extranjera  presenta  todas  las  condiciones  requeridas 
para  tener  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  en  lo  que  se  refiere 
al  estado  del  condenado.  Una  decisión  contraria  presentaría 
graves  inconvenientes,  y una  nueva  instancia  no  podría  nun- 
ca ser  autorizada  en  nuestro  país  (1) . 

161.  Otro  caso  en  que  no  se  podría  dejar  de  admitirlas 
consecuencias  civiles  de  una  sentencia  penal  extranjera,  es 
aquel  en  que  sus  consecuencias  se  desprendieran  del  hecho 
mismo  de  la  condenación.  Un  italiano  que  hubiera  contraido 
matrimonio  en  país  extranjero  y cjue  enseguida  hubiera  hecho 
condenar  criminalmente  al  individuo  que  hubiese  destruido  la 
prueba  de  la  celebración  del  matrimonio  lacerando  ó hacien- 
do desaparecer  el  acta  en  que  constaba,  en  nuestra  opinión, 
debería  poder  invocar  dicha  sentencia  como  prueba  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  y obtener,  prevaliéndose  de  élla, 
la  inscripción  de  este  contrato  en  los  Registros  del  Estado  ci- 
vil. Bastará  que  el  Magistrado  nacional  competente  recono- 
ciese la  existencia  legal  de  la  sentencia  penal  extranjera,  para 
que  el  art.  122  del  Código  civil  italiano  viniese  á sér  aplica- 
ble (2). 

162.  Un  caso  análogo  es  aquel  en  que  se  pidiese  la  revo- 
cación de  una  donación  ante  los  Tribunales  de  nuestro  país, 
prevaliéndose  de  una  condena  obtenida  en  el  extranjero  por  el 
donatario  por  haber  cometido  un  crimen  atroz  en  perjuicio  del 
donante,  por  ejemplo,  haber  afentado  á su 'existencia,  y en  el 
cual  se  pidiese  la  aplicación  del  art.  1081  del  Código  civil  ita- 
liano (3).  • 


(1)  Véase  supra,  n,  145,  i.  f.  , 

(2)  Este  articulo  es  idéntico  al  art.  198  del  Código  civil  francés. 

^(3)  Este  a'rticulo  está  conforme  con  los  artículos  955  del  Código  civil  francés  y 
1 (25  del  Código  civil  holandés. 
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163.  El  fundamento  de  nuestra  doctrina  nos  parece  ser  es- 
te; Los  Tribunales  competentes  son  los  únicos  llamados  á co- 
nocer de  los  delitos:  Ellos  solos  pueden  decidir  si  ól  cuerpo 
del  delito  existe;  si  el  acusado  es  el  autor  del  hecho  punible 
que  se  le  ha  imputado;  si  el  hecho  acriminado  puede  serle  im- 
putado según  las  reglas  del  Derecho  penal;  y si  una  de  las 
disposiciones  del  mismo  Código,  es  aplicable.  Cuando  la  sen- 
tencia ha  sido  dada  por  un  Magistrado  que  tenía  jurisdicción, 
según  las  reglas  del  Derecho  internacional,  y el  hecho  de  la 
condena  constituye  por  sí  mismo  un  elemento  inseparable  de 
las  consecuencias  civiles  que  se  quieren  deducir  de  é],  sería 
contrario  á todo  principio  de  derecho  que  elTribunal  civil,  an- 
te el  cual  la  parte  lesionada  hubiera  introducido  una  instancia 
civil  tendiendo  á hacer  deducir  de  la  condena  las  consecuen- 
cias legales  que  pueden  derivarse,  pudiese  desconocer  la  sen- 
tencia por  lo  que  se  refiere  á la  culpabilidad  del  condenado, 
ó bien  rechazar  las  consecuencias  legales  que  trae  consigo  ba- 
jo el  punto  de  vista  del  Dereclio  civil,  por  el  único  motivo  do 
que  el  juicio  ha  sido  dictado  en  país  extranjero.  Si  el  Magis- 
trado extranjero  fuese  competente  para  juzgar  en  materia  cri- 
minal, no  se  podría,  en  el  lugar  en  que  ha  comenzado  la  ins- 
tancia civil,  autorizar  de  ninguna  manera  una  nüeva  perse- 
cución penal,  ni  atacar  la  autoridad  del  juicio  dado  (1). 

164.  Pensamos  por  lo  demás,  que  el  Magistrado  nacional 
competente,  debería  siempre  no  sólo  examinar  si  la  senten- 
cia penal  extranjera  tiene  una  existencia  legal,  sino  también 
si  las  condiciones  requeridas  para  hacerla  eficaz  satisfactoria- 
mente, estahau  cumplidas.  Pero  esto  es  todo  lo  que  bastaría  á 
establecer  previamente  para  que  la  sentencia  extranjera  pu- 
diese resultar  en  su  pleno  y completo  efecto  en  la  instancia  ci- 
vil llevada  ante  nuestros  Tribunales. 

165.  No  nos  parece  que  se  puedan  invocar  las  mismas  ra- 
il) En  la  causa  Sevastopuio  el  Tribunal  de  (iénes  decidió  que  las  sentencias 

criminales  en  las  que  el  acusado  es  declarado  culpable.no  pueden  producir  efecto» 
fuera  del  territorio,  y esto  no  tan  sólo  en  cuanto  se  refiere  al  reconocimiento  de 
la  culpabilidad  y de  la  condena  á una  pcila,  sino  también  por  lo  que  se  refiere  á 
las  consecuencias  civiles  que  derivan  en  el  interés  de  la  parte  lesionada.  (11  de 
Mayo  de  1869. —Gaveri;  1-2-477.— Véase  también  Milán.— Cass.,  27  de  Octubre  de 
1878,  Sevastopuio,  Gaveri;  3-1-104. 
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zones  en  el  caso  en  que  se  llegase  en  una  instancia  civil  á en- 
tender nuestros  Tribunales  de  mismo  hecho  que  ha  dado*  ya 
lugar  al  ejercicio  de  la  acción  pública  en  un  país  extranjero.  * 
La  sentencia  extranjera  en  que  han  sido  examinados  y disen-  . 
tidos  ios  hechos  bajo  el  punto  de  vista  penal,  no  podría  tener 
ninguna  influencia  decisiva  sobre  la  apreciación  de  los  hechos 
mismos  sujetos  bajo  el  punto  de  vista  del  Derecho  civil. 

Como  hemos  dicho  ya,  la  acción  civil,  que  pertenece  al 
ofendido  para  conseguir  la  reparación  deí  perjuicio,  es  inde- 
pendiente y distinta  de  la  acción  pública.  También  los  Tribu- 
nales criminales  están  llamados  á apreciar  la  criminalidad  y 
la  imputabilidad;  pero  salvo  el  caso  en  que  la  parte  lesionada 
interviene  en  la  instancia  y se  constituye  en  parte  civil,  ó bien 
aquel  en  que  el  Ministerio  público,  está  por  excepción  autori- 
zado á perseguir  la  reparación  civil,  no  les  pertenece  apreciar 
los  hechos  mismos  bajo  el  punto  de  vista  de  las  consecuencias 
civiles  que  podrían  deducirse  de  ellos.  Desde  iudgo,  si  el  ofen- 
dido que  no  ha  intervenido  en  la  instancia  penal  seguida  en  el 
extranjero,  obrase  delante  de  nuestros  Tribunales  para  hacer 
apreciar  según  las  reglas  del  Derecho  civil  los  hechos  que  han 
sido  ya  objeto  de  una  sentencia  penal,  nuestros  Magistrados 
no  se  encontrarían  sujetos  por  la  sentencia  extranjera.  Podrían 
álo  más  tomar  de  ella  detalles  propios  para  esclarecer  las 
pruebas  de  los  hechos  sobre  los  cuales ' descansa  la  instancia 
civil,  pero  sin  estar  obligados  por  esta  decisión. 

166.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  se  haya  ultimado  en 
Italia  un  contrato  de  seguros  marítimos,  y que  el  navio  ase- 
gurado habiéndose  incendiado  en  un  puerto  extranjero,  haya 
sido  causa  de  que  se  persiga  al  capitán  criminalmente  en  eí 
lugar  del  incendio,  y que  se  le  haya  declarado  inocente  de  di- 
cho crimen.  Sí  la  compañía  de  seguros  que  no  ha  intervenido 
en  la  instancia  penal,  introdujese  en  Italia  una  instancia  civil, 
contra  el  asegurado  que  le  reclamase  la  suma  estipulada  en  el 
contrato  de  seguros,  y con  el  único  fin  de  declarar  al  asegura- 
do caducado  su  derecho  de  obtener  ía  indemnización,  pudiesé 
ser  admitido  á probar  que  el  incendio  ha  sido  provocado,  núes-, 
tros  Tribunales  podrían  admitir  esta  prueba  y apreciar  los  he-' 
chos,  sin  tener  en  cuenta  el  juicio  criminal  extranjero.  . . 
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La  misma  solución  debería  admitirse. en  la  hipótesis  en  que 
los  asegurados,  habiendo  simulado  un  cargamento  de  mercan- 
cías, hubiesen  sido  condenados  en  el  extranjero  por  estafa  ó 
.por  fraude,  y donde  esta  sentencia  se  invocara  en  la. instancia 
civil  llevada  ante  los  tribunales,  con  el  objeto  de  hacer  decla- 
rar nulo  el  contrato  de  seguros. 

El  tribunal  de  Gónova,  en  el  negocio  Schmidt,  en  que  se 
trataba  de  un  individuo  condenado  por  un  tribunal  español 
por  estafa,  dijo  en  principio  que  la  sentencia  criminal  ema- 
nada de  un  tribunal  extranjero,  y las  mismas  pruebas,  reci-_ 
bidas  fuera  de  la  presencia  de  • la  partes,  podría  bastar  para 
motÍYar  un  juicio  civil,  cuando  fuesen  denaturalezaque.no 
dejasen  duda  alguna  sobre  el  hecho  sometido  á la  apreciación 
de  los  Jueces  (1).  Esto  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que 
los  tribunales  del  país  pueden  apreciar  las  pruebas  prohibidas 
y admitidas;  pero  no  retener  los  hechos  como  establecidos.  Se 
podría  tal  vez  sostener  que  si  las  pruebas  resultasen  del  proce- 
so criminal  habían  sido  juzgadas  suficientes  para  establecer  la 
existencia  del  hecho  mismo,  para  el  efecto  de  hacer  condenar 
al  detenido  á una  pena  aflictiva  y corporal,  deberían  con  mu- 
cha más  razón  ser  reputadas  suficientes  para  hacerle  conde- 
nar en  materia  civil  á una  simple  reparación  pecuniaria.  Pero 
conviene  decir  que  además  de  que  la  jurisdicción  extranjera, 
puede  ofrecer  menos  garantías,  sea  que  no  comprenda  sino  un 
menor  número  de  jueces,  que  haga  uso  de  un  sistema  diferente 
de  votación,  ó que  presente  otras  diferencias,  es  siempre,  cier- 
to que  tratándose  de  una  instancia  penal,  todo  descansaría  en 
la  íntima  convicción  del  Magistrado,  que  no  resulta  de  los  prin- 
cipios legales  de  las  pruebas,  sino  que  se  forma  con  ayuda  de 
elementos  tan  numerosos  y tan  variados,  que  en  definitiva 
puede  ser  sentida  pero  no  demostrada,  y no  podría  ser  comu- 
nicada nunca  de  una  manera  bien  cierta.  Hé  aquí  por  qué,  si 
una  parte  promoviera  entre  nosotros  una  instancia  fundándo- 
la sobre  los  hechos  que  hubiesen  sido  objeto  de  un  juicio  pe- 
nal extranjero,  la  sentencia  extranjera  no  podría  tener  ningu- 
na autoridad  que  sirviera  para  probar  estos  hechos. 


U)  Cour  d’appel  de  Génes,  18  Avril  1855),  aff.  Schmidt,  Bettini,  1859,  2, 414- 


148  DERECHO  PEL  INTERNACIONALAM 

167.  La  razón  de  la  diversidad  de  las  reglas  que  hemos  ex- 
puesto primero  y de  las  que  nos  ocupamos,  es  que  ha;)éuna 
profunda  diferencia  entre  las  consecuencias  civiles  que  deri- 
van legalmente  de  la  condena,  3^  aquéllas  que  se  desprenden, 
del  hecho  mismo  que  ha  sido  objeto  del  juicio  penal. 

Respecto  á las  primeras,  cuando  la  instancia  penal  se  ha 
terminado  por  un  juicio  dado  por  un  Magistrado  competente, 
no  seria  permitido  volver  á poner  en  cuestión  el  estado  del* 
condenado.  No  habiendo  sido  llamadó  el  Juez  nacional  á reno- 
var el  proceso  criminal,  debería  reconocer  la  autoridad  del  jui- 
cio extranjero  según  las  reglas  que  hemos  afirmado  más  ar- 
riba. 

En  cuanto  alas  segundas,  no  se  podría  decir  que  haya  ha- 
bido una  verdadera  decisión,  no  habiendo  discutido  y apre- 
ciado los  hechos  el  Magistrado  extranjero  bajo  el  punto  de 
vista  del  derecho  penal,  pero  no  habiendo  decidido  nada  sobre 
su  valor  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  civil.  Se  puede  des- 
de luego  decir  con  razón  que  nuestros  tribunales  podrian  con- 
siderar la  sentencia  penal  extranjera  como  res  ínter  alios  acta, 
por  lo  que  toca  á las  consecuencias  civiles  que  se  quisieran  de- 
ducir de  estos  hechos,  y desde  luego  apreciarlos  de  otro  modo 
que  el  Juez  extranjero.  El  princiino  de  la  libertad  y de  la  in- 
dependencia de  las  jurisdicciones  de  los  Estados  diferentes  se 
vería  profundamente  herido,  si  nuestros  tribunales  civiles  de- 
bieran estar  sujetos  á las  sentencias  penales  extranjeras  (1). 

Deducimos  de  esto  que  las  sentencias  penales  extranjeras 
en  cuanto  admiten  j excluyen  la  existencia  de  ciertos  hechos 
como  produciendo  consecuencias  penales,  no  deberían  ejercer 
ninguna  influencia  para  la  apreciación  de  estos  mismos  hechos 


(1)  ^E1  Tribunal  de  Marsella  y la  Corte  de  Aix  han  decido  que  la  sentencia  de  un 
Tribunal  criminal  extranjero,  en  virtud  de  la  cual  se  había  declarado  que  no  había 
lugar  á perseguir  á consecuencia  de  una  queja  por  el  hecho  de  baratería,  no  tenia 
entre  las  partes  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  de  modo  que  impida  á los  asegura- 
dores alegar  la  excepción  de  baratería  ante  un  Tribunal  francés,  por  ellos  segui- 
do de  una  demanda  de  nulidad  del  contrato  dé  seguros;  y que  desde  luego  el  Tii- 
bunal  francés,  teniendo  el  derecho  de  apreciar  los  hechos,  contrarios  á la  decisión 
de  la  jurisdicción  extranjera  podía  pronunciar  la  nulidad  del  contrato  de  seguro 
por  causa  de  baratería.-  \lar3eille,  premier  .luin  18G4.  —Cour  Aix,  n Aout  1865, 
aff.  Rodocanacchi-/our«a7 de  Marseille,  1854,  i,  153;  1865, 1,  *>¿46. 
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"bajo  el  punto  de  vista  de  los  efectos  civiles  que  pueden  deri- 
varse de  ellas. 

168.  Vamos  á examinar  cómo  deben  ser  aplicadas  en  las 
relaciones  internacionales  las  reglas  que  rigen  el  ejercicio  de 
la  acción  civil  y de  la  acción  penal. 

Siendo  la  acción  civil  independiente  de  la  acción  penal, 
puede  ser  promovida  ante  nuestros  tribunales,  aun  cuando  la 
acción  pública  se  haya  extinguido  según  la  ley  del  lugar  del 
delito.  La  prescripción  de  la  acción  civil,  en  este  caso,  estarla 
sometida  á la  aplicación  de  los  principios  que  rigen  la  pres- 
cripción de  las  acciones  en  las  relaciones  infernaeionales  (1), 

169.  Respecto  á la  regla  consagrada  por  varios  legislado- 
res, de  que  cuando  la  parte  lesionada  ha  preferido  obrar  civil- 
mente, no  podría  después  elegir  la  jurisdicción  penal  (2),  dire- 
mos que  no  nos  parece  aplicable  en  las  relaciones  interna- 
cionales, porque  no  sirven  entóneos  las  razones  que  bastan 
para  justificarla. 

Se  ha  dicho  en  efecto,  que  eu  el  caso  que  alternativamente 
se  ejerzan  varias  acciones,  el  ejercicio  de  .una  concluye  con  la 
otra,  in  concurne  actio'nmm  dlteniatlvo^  si  oxtlo  ser/iel  in  judi- 
cium  sit  deducía,  statim  sudmovetur  ollero.  (3),  y que  el  ofendido, 
que  podía  optar  entre  la  vía  civil  y la  vía  penal,  no  podría  vol- 
ver á su  elección.  El  presidente  Barris  dice:  «Este  principio 
está  fundado  sobre  la  humanidad  y áun  sobre  la  justicia,  que 
no  permiten  que  se  lleve  do  este  inodo  un  acusado  de  una  ju- 
risdicción á otra,  y que  se  decline  en  perjuicio  suyo  lo  que  vo- 
luntariamente se  ha  escog-ído  (4).» 

Estos  motivos,  como  ningunos  otros,  no  serian  concluyen- 


(1)  Véase  Kiore  et  Pradier-Fodéré;  Droitintermt  privé ^ nijin.  yo.'í;  et  Fiore, apén- 
dice ála  misma  obra.  p.  686-— Williatn  Beack-Law-Reuce;  Comment.,  t-  m,  p.  94. 

(2)  Cumpar.  Jousse: /(í.v/rHCF  t.  III,  j).  11.— ^iterlin.’  Répert.,  V“,  Délit.— 

Denisart.- 1.  x,  p.  108  et  197.— Carnot:  Instrucí.crim.,  avt.l^.—Berrmt:  Cours  dedroit 
crim  , p.  26. — Mangin;  núm.  35. 

Í3)  Brunemaan:  Sur  la  loi  22.  C.  de  fnrt.  et  serv.  corrupt.  I-os  comentadores  del  de- 
recho romano  establecieron  esta  reg-lfi  como  consecuencia  implícita  de  muchos  tex- 
tos, que  según  éllos  servian  de  base  á sus  soluciones.  L xxxviii,  § 1,  D.,  lib.  xvn. 
t.  II,  Pro  socio;  L.  ix,  § 1 , I). , lib.  xiv,  t iv,  De  (ribut.  ací;  L-  txxvi,  § 8°,  D.,  lib.  i,  to- 
mo ui  Da  leír.;  L.  xxn,  G,lib.  VI,  t \],Defiirüx , Y enseguida  fué  estendida  por  la  ju- 
risprudeneia  de  Derecho  criminal. 

(4)  Rép.  de  jurisprvdence,  V",  Délit,  %l°. 
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tes  en  materia  de  derecho  internacional  porque  se  suponga  que 
los  tribunales  del  Estado  en  que.se  ejerce  la  acción  son  Gpm- 
petentes  para  juzgar  á la  vez  en  lo  civil  y en  lo  criminal,  lo 
que  no  podría  suceder  en  el  caso  en  que  se  tratara  de  un  deli- 
to cometido  en  un  Estado, diferente  de  aquel  en  que  se  ejercie- 
ra la  acción  civil. 

El  individuo  ultrajado  por  un  escrito  difamatorio  publicado 
en  Francia,  podría  accionar  contra  el  autor  en  todas  partes  en 
donde  le  encontrase  para  pedirle  una  reparación  civil.  Pero  no 
se  podría  decir  que  el  ofendido  hubiese  renunciado  á la  acción 
penal  por  el  solo. hecho  de  haber  ejercitado  únicamente  la  ac- 
ción civil,  ante  los  Tribunales  extranjeros,  puesto  que  dichos 
tribunales  no  eran  competentes  para  juzgar  en  materia  pe- 
nal (1). 

La  renuncia  de  una  acción  debe  ser  considerada  como  de 
derecho  extricto-  si  puede  inducirse  del  hecho  de  que  la  parte 
lesionada  ha  optado  libremente  por  el  ejercicio  de  la  acción 
civil,  no  lo  sería  porque  el  ofendido  haya  debido  limitarse  á 
ejercer  la  acción  civil,  puesto  que  no  podia  ejercer  la  acción 
penal.  En  este  último  caso,  en  efecto,  como  no  hay  opcion,  no 
puede  presumirse  iiingmna  renuncia. 

170,  Otra  regla  consagrada  en  varias  legislaciones,  es  que 
la  acción  civil,  qne  se  ejerce  sola,  debe  quedar  en  suspenso 
hasta  (^e  se  haya  establecido  por  una  decisión  definitiva,  so- 
bre la  acción  penal,  cuando  esta  última  ha  sido  intentada  du- 
rante el  ejercicio  de  la  primera.  ¿Üeberá  ser  admitida  esta  re- 
gla áun  en  las  relaciones  internacionales? 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  algmno  reclama  ante  nues- 
tros Tribunales  civiles  la  restitución  de  mercancías  entrega- 
das para  ser  depositadas  en  país  extranjero,  y que  durante  lá 
instancia  civil  y al  mismo  tiempo,  promueva  una  querella  so- 
lí) El  Tribunal  francés  sería  competente  en  virtud  del  principio  de  que  la  época, 
en  que  se  encuentra  cumplido  el  delito  de  difamación  por  escrito  es  aquella  en  que 
se  opera  la  publicación  de  lo  escrito,  y en  que  los  Jueces  del  país  en  que  estapubli- 
cacion  ha  tenido  lugar,  deben  ser  reputados  competentes  para  conocer  del  delito. 
Esta  regla  podría  ser  aplicada  lo  mismo  en  la  hipótesis  en  que  el  libelo  difamatorio 
Rubiera  sido  escrito  en  un  pais  y publicado  en  otro.— Véase  Cass.  francaisse,  2(5 
Janvier  1865,  aff.  Crémazy,  Journ.  du  Palais,  1865,  p.  684  — Morin:  Journ.  du  Dr» 
crimineL,nüm.8003. 
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bre  violación  de  depósito.  En  semejante^  hipótesis  ¿debería  pro- 
ced^erse  al  examen  de  la  cuestión  civil  hasta  el  dia  en  que  el 
Tribunal  extranjero  hubiera  decidido  en  la  instancia  penal? 
No  vacilamos  en  sostener  la  negativa.  En  efecto,  existe  una 
diferencia  manifiesta  entre  el  ejercicio  de  las  dos  acciones  se- 
gún que  tiene  lugar  en  el  mismo  Estado  ó en  dos  Estados  di- 
ferentes. Cuando  la  instancia  civil  j la  instancia  penal  están 
ejercidas  en  un  territorio  sometido  á la  misma  Soberanía,  hay 
motivo  para  conciliar  los  intereses  del  ofendido  y los  de  la  so- 
ciedad. Para  simplificarlos  procedimientos,  para  aprovecharse 
de  la  ayuda  que  puede  dar  y del  impulso  que  puede  prestar  la 
parte  civil  para  el  ejercicio  de  la  acción  pública,  y para  sacar 
partido  de  los  elementos  comunes  de  pruebas  que  pueden  re- 
cíprocamente completarse,  es  más  útil  que  la  acción  civil  y la 
acción,  pública  sean  ejercidas  simultáneamente.  Cuando  sin 
embargo,  la  acción  civil  se  ha  ejercido  separadamente,  debe 
quedar  suspensa  hasta  que  la  acción  penal  haya  sido  termi- 
nada. En  efecto,  el  juicio  criminal,  puede,  en  ciertos  casos, 
ser  un  hecho  perjudicial  al  juicio  civil;  y es  bueno  por  lo  de- 
más, que  impida  que  se  pronuncien  dos  sentencias  inconcilia- 
bles, y finalmente,  prevenir  todo  aquello  que  pudiera  ser  con- 
trario al  orden  público. 

Pero  todas  estas  razones  no  pueden  invocarse  en  nuestra 
hipótesis.  Trátase,  en  efecto,  de  dos  jurisdicciones  distintas 
que  ejercen  su  poder  en  nombre  de  dos  Soberanías  diferentes, 
y no  se  podría  encontrar  las  ventajas  que  sirviesen  de  motivo 
á la  suspensión  de  la  acción.  En  el  mismo  Estado,  el  juicio  ci- 
vil puede  aprovechar  los  elementos  de  pruebas  que  resultan 
de  la  instancia  criminal,  pero  los  Tribunales  de  Estados  dife- 
rentes no  están  ligados  en  la  apreciación  de  los  hechos  por  la 
•cosa  juzgada  en  materia  penal  (1). 


(1)  véase  en  este  sentido:  Tri^,  comm.  de  Marseille,  ISJanvier  1S78  (I.,aforetc.  Sie- 
veking);  Journ.  d\i  liroil  iniernat.  privé,  1878,  p.  2S¿,  2°,  col.,  núm.  4.  En  esta  senten- 
cia 80  decidió  que  áun  cuando  una  instrucción  criminal  haya  sido  comenzada  en 
el  extranjero  contra  un  capitán  de  barco  que  ha  naufragado,  y que  es  acusado  de 
baratería,  no  hay  lugar  para  que  el  Tribunal  francés  admita  la  acción  intentada 
por  los  consignatarios  del  cargamento  contra  sus  aseguradores  de  sobreseer  el 
juicio  de  esta  acción,  hasta  que  haya  sido  establecida  en  lo  criminal  por  la  jurisdic- 
-■cion  e.xtranjera. 
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171.  ÜD  caso  que  merece  también  ser  examinado,  es  el  dé 
tm  ofendido  que,  después  de  haber  sido  parte  civil  en  una  ins- 
tancia penal  proseguida  en  país  extranjero,  quisiera  venirse  á 
nuestros  'IVibunales  civiles  por  razón  de  los  mismos  hechos. 
Nos  parece  que  en  semejante  hipcitesis  se  debiera  aplicar  la 
regla  de  que  en  materia  civil  la  excepción  de  litispendencia 
puede  ser  eficaz,  áun  cuando  sea  un  Tribunal  extranjero  el 
que  se  haya  ocupado  do  la  causa  (1).  Además  diremos,  que  en 
general  los  principios  que  rigen  la  fuerza  extraterritorial  de  las 
sentencias  civiles  no  podrían  ser  modificados  por  la  única  ra- 
zón de  que  la  acción  civil  ha  sido  ejercida  con  ocasión  de  una 
instancia  penal.  En  efecto,  si  la  conexidad  de  las  dos  acciones 
puede  tener  por  resultado  hacer  que  el  Tribunal  criminal  com- 
petente para  juzgar  en  materia  civil,  no  podria  tener  por  con- 
secuencia modificar  la  naturaleza  de  la  instancia  civil,  ni  mé- 
nos  las  reglas  que  deben  servir  para  determinar  los  resultados 
de  esta  instancia  relativamente  á la  fuerza  extraterritorial  del 
juicio  y á su  ejecución.  Esta  doctrina  es  la  de  los  autores  fran- 
ceses. «Las  sentencias  civiles,  dice  Foelix,  pronunciadas  por 
los  Tribunales  criminales  extranjeros,  se  ejecutan  en  los  mis- 
mos casos  y de  la  misma  manera  que  aquellas  resultan  de  las 
sentencias  de  los  Tribunales  civiles  (2h» 

172.  La  otra  cuestión  que  nos  hemos  propuesto  examinar 
es  la  de  la  influencia  de  la  sentencia  elxtranjera  en  materia  ci- 
vfl  sobre  la  instancia  penal  ante  nuestros  tribunales. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  Ticio  haya  sido  declarado 
en  quiebra  en  país  extranjero  y que  el  juicio  en  el  cual  se  ha 
pronunciado  esta  declaración  haya  sido  hechq  ejecutorio  en 
Italia.  Si  entre  nosotros  se  hubiese  intentado  contradi  un  pro- 
cedimiento criminal  por  bancarrota  fraudulenta,  por  haber 
sustraído  en  perjuicio  de  acreedores  , mercancías  depositadas 
en  Italia  (3),  y si  él  discutiera  su  cualidad  de  comerciante,  en- 

(1)  VéaBe  respecto  de  la  excepción  de  litispendencia  entre  Tribunales,  de  Esta- 
dos diferentes,  nuestra  obra  intitulada:  Effetti  iníernazionali  degli  atli  e delle  sentenze, 
in  materia  civile,  nüm.  97,  y nota  bajo  este  número. 

(2)  Foelix;  Droit  internat  privé,  n.  605.  — Cnrnpar.  Mangin:  Be  I’act.  pub.,  n.  70.— 
Carnot;  sur  l'article  1,  núms.  7-12.— Borsari,  Deir  azione  penale,  § 39- 

(8)  En  semejante  caso  no  podria  ser  una  excepción  válida  para  excluir  la  com- 
jetencia  de  nuestros  Tribunales,  sino  oponer  que-  la  quiebra  ha  sido  declarada  en 
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tóiices  la  sentencia  civil  extranjera  en  virtud  de  la  cual  habria 
sido  declarado  en  quiebra,  y que  hecha  ejecutoria,  tendría  au- 
toridad de  cosa  juzg^ada  para  los  efectos  civiles  que  de  ella  se 
deducen,  no  podría  tener  la  misma  autoridad  en  la  instancia 
penal. 

Es  en  efecto  evidente,  que  de  lo  que  se  atribuye  á la  sen- 
tencia extranjera  la  autoridad  de  cosa  juzgada  bajo  el  punto 
de  vista  de  las  consecuencias  civiles  que  produce,  no  se  sigue 
que  esta  sentencia  deba  tener  la  misma*autoridad  bajo  el  pun- 
to de  vista  penal.  Para  que  pueda  haber  cosa  juzgada  no  bas- 
ta que  el  hecho  sea  el  mismo,  es  necesario  además  que  el  ob- 
jeto del  proceso  sea  idéntico  y que  se  trate  de  las  mismas  par- 
tes. xAhora  en  nuestro  caso,  el  objeto  de  la  acción  pública  y eJ 
déla  acción  civil  son  esencialmente  distintos,-  y lo  mismo  sucede 
con  las  partes  que  fig-uranen  la  causa  en  ambas  instancias.  Des- 
de luego,  nuestro  tribunal  criminal  deberla  proceder  como  si  la 
sentencia  extranjera  no  existiese,  y el  individuo  declarado  en 
quiebra,  que  no  podría  discutir  su  cualidad  de  comerciante  re- 
lativamente á los  efectos  civiles  de  esta  sentencia  definitiva,  po- 
dría hacerlo  en  una  instancia  criminal  dirigida  contra  él.  Las 
pruebas  admitidas  en  la  instancia  civil  extranjera  no  podrían  te- 
ner ninguna  autoridad  en  nuestros  tribunales  criminales,  y solo 
servirian  de  simples  i«dicios.  Esto  es  lo  que  debería  decidirse 
también  en  el  caso  de  que  en  el  juicio  civil  ocurrido  entre  ase- 
gurador y asegurado,  se  hubiese  separado  el  hecho  de  balate - 
ría,  y en  que  el  asegurado  fuese  poco  después  perseguido  ante 
nuestros  tribunales  criminales  por  razón  de  ese  hecho.  Enton- 
ces debería  decirse,  que  los  elementos  constitutivos  de  la  bara- 
tería podrían  bajo  el  punto  criminal,  ser  apreciados  de  otro 
modo  que  hubiera  hecho  el  Juez  civil  extranjero.  La  confesión 
<lel  defensor  en  la  instancia  civil,  no  bastaría  siquiera  para 
constituir  una  prueba  completa,  y no  tendría  sino  la  fuerza  de 

el  extranjero  y decir  que  las  cuestiones  relativas  á ella  sen  de  la  competencia  del 
Tribunal  que  la  ha  pronunciado . El  delito  de  bancarrota  fundado  sobre  el  fraude 
por  el  cual  ed  quebrado  lleg’aria  á ser  culpable,  seria  de  la  competencia  del  magis- 
trado del  país  en  que  la  sustracción  fraudulenta  se  ha  producido, porque  no  es  un 
delito  que  por  razón  de  su  naturaleza  deba  ser  considerado  como  verificado  en  lu- 
gar dol  domicilio  del  quebrado.  Véase:  Cuss.,  francaise,  premiere  Septembre  1827» 
Pierre  Pouvreau,  c,  ministére  public;  Pal.  1828,  p.  794. 
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una  confesión  extrajudícial,  y no  constituiría  sino  un  simple 
indicio  en  el  proceso  criminal  intentado  por  razón  del  mismo 
hecho  contra  este  mismo  defensor., 

173.  Sin  embargo,  esta  regla  podria  encontrar  una  excep- 
ción en  el  caso  en  que  la  pregunta  objeto  del  juicio  civil  ex- 
tranjero constituyera  relativamente  á la  acción  pública  ejerci- 
da entre  nosotros,  una  verdadera  cuestión  prejudicial  (1). 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  una  mujer  italiana  se  haya 
enlazado  á un  extranjero  y que  después  de  la  muerte  de  su 
marido,  haya  nacido  de  élla  en  Italia  un  hijo  inscrito  en  los 
registros  del  estado  civil  de  nuestro  país  como  hijo  natural.  Si 
en  ocasión  de  la  sucesión  paterna,  se  hubiese  discutido  ante  los 
Tribunales  de  la  pátria  del  marido  la  cuestión  de  estado,  y 
decidido  que  este  niño  no  podria  reclamar  el  estado  de  hijo  le- 
gítimo, porque  habia  nacido  después  de  espirar  el  término  le- 
gal, una  sentencia  en  este  sentido  tendría  autoridad  de  cosa 
juzgada  en  el  procedimiento  penal  provocado  por  el  hijo  con- 
tra la  madre  por  supresión  de  estado.  El  motivo  de  esta  deci- 
sión es  que  la  cuestión  de  estado  es  prejudicial  á la  acción  pe- 
nal y que  los  Tribunales  del  país  del  padre  son  competentes 
para  resolverla. 

Lo  mismo  se  decidiría  en  el  caso  en  que  la  madre  hubiera 
íidquirido  la  cualidad  de  ciudadana  ilüiliana  después  de  la 
muerte  del  marido,  y en  donde  según  los  términos  de  nuestra 
ley,^el  plazo  que  hace  presumir  la  concepción  del  niño  duran- 
te el  matrimonio  fuese  más  largo  que  el  señalado  por  la  ley 
extranjera.  Habría  siempre  cosa  juzgada,  porque  para  discutir 
la  cuestión  de  estado  son  competentes  ante  todos  los  Tribuna- 
les de  la  patria,  y siempre  esta  cuestión  debería  ser  resuelta 
por  aplicación  de  la  ley  de  la  pátria  del  padre  y no  por  aplica- 
ción de  nuestra  ley. 


(1)  Todas  las  veces  que  un  hecho  es  castigado  por  la  ley  únicamente  porque 
■es  conexo  á otro  hecho  anterior,  en  ausencia  del  cual  no  iiahria  ningún  delito,  la 
existencia  de  este  otro  hecho  es  una  cuestión  prejudicial.  Gomo  esta  cuestión  debe 
ser  necesariamente  resuelta  préviamente,_de  aquS  la  máxima  de  que  la  cosa  juzga- 
da en.  la  acción  prejudicial  tiene  autoridad  de  cosa  juzgada  sobre  la  acción  que  le 
está  subordinada.  Véase  Mangin;  Trailéde  raction publique,  núms.  167,  413-41o. 
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Oonsideraciones  históricas  sobre  las  legislaciones  modernas 
en  materia  de  delitos  cometidos  en  el  extranjero. 


114.  Francia.  — 115.  Bélgica.— US.  Imperio  .i-leman.— 171.  Italia.~ll!:l.  Países-Bajos. 
—119.  Portugal. —180.  Rusia.— 181.  Carácter  común  á todas  las  legislaciones 
europeas.— 182.  Inglaterra.— 183.  Suecia,— 184.  Wurtemberg.— 185.  Estados  Pon- 
tificios.—186.  Conclusión.— 187,  Reino  de  Sajonia.— 188.  Estados- Unidos. 

174.  Francia.  — Siendo  nuestro  propósito  exponer  breve- 
mente cómo  en  las  legislaciones  positivas  se  lia  atendido  á la 
represión  de  delitos  cometidos  en  país  extranjero,  no  nos  ocu- 
paremos ni  de  las  li^^es  romanas  ni  de  las  bárbaras,  porque 
los  principios  relativos  á esta  materia  son  inciertos,  y las  di- 
vergencias entre  los  diferentes  sistemas  en  vigor,  respecto'á 
la  competencia  délos  Jueces,  son' tan  grandes  en  esta  legisla- 
ción, que  para  ser  precisos  y claros  deberíamos  extendernos 
demasiado. 

Empezaremos  nuestro  estudio  en  la  época  de  la  Revolución 
francesa,  y haremos  notar  que  el  primer  acto  legislativ.o,  rela- 
tivo á esta  materia,  es  el  decreto  de  la  Asamblea  legislativa 
de  3-7  de  Setiembre  de  1792.  Se  trataba  de  los  extranjeros  que 
sufriesen  en  Francia  la  pena  de  galeras  por  delitos  cometidos 
en  su  país.  En  ese  decreto  se  disponía  que  los  extranjeros  no 
pudiendo  ser  legalinente  juzgados  más  que  por  sus  Magistra- 
dos nacionales,  y conforme  á las  leyes  de  su  país,  y que  no 
debiéndose  sufrir  una  peua  más  que  en  el  sitio  donde  se  ha 
cometido  el  delito  que  la  motiva,  no  se  podía  retener  en  los 
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presidios  franceses  á individuos  que  no  habían  violado  las  le- 
yes de  Francia  por  cuya  razón  debía  ponérseles  en  libertad.. 

Por  otra  parte,  no  se  halla  en  el  Código  de  1792  disposi- 
ción alguna  relativa  á los  delitos  cometidos  por  franceses  en 
país  extranjero*  Pero  este  caso  se  previo  en  el  Código  de  3 
brumario,  año  iv,  cuyo  art.  11  está  concebido  en  estos  tér- 
minos: 

«Todo  Francés  que  se  haga  culpable,  fuera  del  territorio 
de  la  República,  de  un  delito,  al  cual  las  leyes  francesas  con- 
denen con  pena  aflictiva  ó infamante  será  juzgado  y castiga- 
do en  Francia  cuando  vuelva  á élla. 

Desde  que  se  trató  de  discutir  el  proyecto  del  Código  de 
instrucción  criminal,  se  pronunciaron  largas  y muy  vivas  dis- 
cusiones entre  los  partiéarios  de  la  territorialidad  de  la  ley 
penal  y los  de  la  exterritorialidad  de  esta  misma  ley.  Los  dis- 
cursos pronunciados  en  esta  circunstancia  por  Treilhard  y por 
Beranger,  partidarios  ambos  de  territorialidad,  y por  Rénier, 
Target  y Cambacérés,  que  eran  partidarios  del  sistema  con- 
trario, son  muy  importantes.  Los  segundos  querian  hacer  de 
la  ley  penal  una  ley  personal;  los  primeros  sostenían  que  el 
derecho  de  reprimir  los  delitos  pertenece  únicamente  al  Ma- 
gistrado del  territorio  en  el  cual  se  ha  cometido  el  delito,  ó al 
del  territorio  donde  se  ha  continuado  aqhel.  Después  de  lar- 
gas discusiones  se  llegarán  á revisar  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  5,  6 y 7 del  Código  de  instrucción  cri- 
minal, donde  se  encontrarán  consignadas  muchas  excepciones 
de  los  principios  de  la  territorialidad  de  la  ley  penal  pero  don- 
de se  subordinarán  los  procedimientos  por  razón  de  los  deli- 
tos cometidos  en  el  extranjero  en  diversas  condiciones,  que 
hacen  difícil  la  aplicación  de  estos  artículos.  En  efecto,  este 
Código  no  se  ocupa  de  la  represión  de  los  delitos  cometidos  en 
el  extranjero  por  franceses  contra  extranjeros,  y únicamen- 
te se  ocupa  de  los  cometidos  por  un  francés  contra  sus  compa- 
triotas. En  este  último  caso,  los  procedimientos  eran  permiti- 
dos después  que  la  ofensa  había  producido  queja  y que  el  cul- 
pable había  entrado  en  Francia  sin  haber  sido  juzgado  y cas- 
tigado en  el  extranjero  conforme  á un  delito. 

Con  respecto  á los  delitos  contra  la  seguridad  ó el  crédito 
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del  Estado,  se  admitían  los  procedimientos  sin  condiciones 
cuando  el  autor  del  crimen  era  un  francas.  Si  por  el  contrario  el 
autor  del  crimen  era  un  extranjero,  era  necesario  que  hubiese 
sido  preso  en  Francia  ó extraído  del  país  donde  se  hallase. 

Los  vacíos  de  una  legislación  tan.  imperfecta  se  pusieron 
de  manifiesto  en  varias  ocasiones.  Era  efectivamente  deplora- 
ble que  el  francés  que  había  cometido  un  crimen  en  el  extran- 
jero fuese  protegido  por  las  leyes  de  su  país  y pudiese  jactarse 
de  la  impunidad. 

Desde  luégo  se  buscó  el  medio  de  evitar  tal  inconveniente 
acordando  la  extradición  de  los  ciudadanos  franceses  á peti- 
ción del  Gobierno  extranjero  del  territorio  donde  se  hubiese 
cometido  el  delito.  En  este  sentido  se  dió  el  decreto  de  23  de 
Octubre  de  1811.  Pero  enseguida  se  pretendió  que  la  Consti- 
tución de  1814  y después  la  de  1830,  habían  despojado  al  rey 
del  derecho  de  disponer  administrativamente  de  la  libertad 
personal  de  los  franceses,  y se  demo'stró  con  argumentos  for- 
males que  aquel  decreto  debía  ser  considerado  como  deroga- 
do. Ciertamente  no  se  aplicó  más;  y para  obviar  los  inconve- 
nientes derivados  de  una  legislación  tan  imperfecta,  el  Gobier- 
no presentó  sucesivamente  tres  proyectos  de  ley.  El  primero 
fué  presentado  á la  Cámara  de  diputados  en  1842;  el  segundo 
lo  fué  á la  Cámara  d^los  pares  en  1843  y el  tercero  al  Cuerpo 
legislativo  en  1852.— Debe  también  mencionarse  una  proposi- 
ción de  iniciativa  parlamentaria  de  Mr.  Roger,  presentada  á 
la  Cámara  de  diputados  en  1845. 

Todas  estas  proposiciones,  hechas  con  el  fin  de  introducir 
las  modificaciones  que  se  creyeron  necesarias,  en  los  artícu- 
los 5,  6 y 7 del  Código  de  instrucción  criminal,  no  fueron  con- 
vertidos en  leyes  por  multitud  de  circunstancias  que  sería  lar- 
go enumerar.  Finalmente,  un  nuevo  pro^^ecto  de  ley  fué  pre- 
sentado al  Cuerpo  legislativo  el  16  de  Marzo  de  1865,  y después 
de  haber  dado  lugar  á muy  importantes  discusiones  y de  ha- 
ber sido  modificado  parcialmente,  se  adoptó  en  30-31  de  Mayo 
de  1866  por  la  Cámara  de  diputados,  el  22  de  Junio  por  el  Se- 
nado y convertido  en  ley  el  27  del  mismo  mes  y año.  La  nue- 
va ley  tuvo  por  objeto,  consagrar  el  derecho  de  procesar  á to- 
do francés  que  se  hubiese  hecho  reo,  en  el  extranjero,  de  un 
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crimen  previsto  en  las  leyes  francesas.  En  cuanto  á los  deli- 
tos, los  procedimiento^  fueron  subordinados  al  modo  como 
fuesen  castigados  según  la  ley  del  país  donde  se  hubiesen  co- 
metido, y que,  tratándose  de  un  delito  cometido  contra  un  par- 
ticular francés  ó extranjero,  el  procedimiento  no  pudiese  te- 
ner lugar  sin  preceder  queja  de  la  parte  ó sin  una  denuncia 
oficial  hecha  á la  autoridad  francesa  por  la  del  país  donde  se 
hubiese  cometido  aquel.  Fin  dmente,  según  la  nueva  ley,  trá- 
tese de  un  crimen,  trátese  de  un  delito,  no  se  pueden  ejercer 
nuevos  procedimientos  excepto  el  caso  en  que  se  trate  de  un 
crimen  cometido  por  un  francés  contra  la  seguridad  ó el  cré- 
dito del  Estado.  (Véase  la  ley  de  27  de  Junio  de  1866,  Boletín 
de  Leyes,  1400,  14.336,  artícnlos  1-7.) 

175.  Bélgica. — Bélgicft  ha  seguido  la  legislación  francesa 
desde  1794.  El  derecho  de  reprimir  los  delitos  cometidos  en  el 
extranjero  fué  reglamentado  por  los  artículos  5-7  del  Código 
de  instrucción  criminal  francés  hasta  cerca  de  1830.  Las  dis- 
posiciones de  este  Código  fueron  modificadas  y completadas 
por  la  ley  de  30  de  Diciembre  de  1836,  por  la  de  8 de  Enero  de 
1841  y por  las  leyes  de  extradición  publicadas  el  22  de  Marzo 
de  1856,  el  15  de^Marzo  de  1874,  el  7 de  Julio  de  1875  y el  28 
de  Marzo  de  1877. 

Además  del  caso  de  delitos  cometidos  en  el  extranjero  con- 
tra el  mismo  Estado,  por  cuya  razón  los  belgas  pueden  ser 
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procesados  en  su  propio  país  y del  de  atentado  cometido  en 
el  extranjero  por  un  belga  contra  la  vida  de  un  Soberano  ex- 
tranjero, cuando  este  hecho  constituye  un  homicidio,  un  ase- 
sinato ó un  envenenamiento,  intentado  ó Consumado,  puede 
ser  procesado  en  Bélgica  en  el  caso  de  haber  cometido  un  de- 
lito, en  el  extranjero,  punible  según  el  Código  penal,  siempre 
que  se  halle  en  el  territorio  del  reino. 

Con  respecto  á los  delitos  cometidos  en  el  extranjero  por 
un  belga  en  perjuicio  de  un  extranjero,  si  se  trata  de  un  deli- 
to que,  según  fa  ley,  pudiese  motivar  una  extradición,  el  cul- 
pable puede  ser  castigado  en  Bélgica,  si  allí  se  encuentra,  y 
si  el  extranjero  perjudicado  ó su  familia  acuden  en  queja,  ó 
Bien  si  las  autoridades  belgas  son  advertidas  oficialmente  por 
]asdel  país  donde  se  ha  cometido  el  delito. 
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■ Esta  disposición  es  aplicable  á los  cómplices  j autores  de- 
delitos  intentados  y frustrados,  si  la  t^tativa  de  esos  hechos- 
es  punible  en  Bólg'ica.’ 

El  procedimiento,  por  razón  de  delitos  cometidos  en  país^ 
extranjero  es  facultativo  en  Bélgica  y.  corresponde  al  Ministe- 
rio público  apreciar  su  oportunidad  áun  en  el  caso  en  que  el 
ofendido  haya  depuesto  queja.  No  podrá  iniciarse  procedimien- 
to alguno  en  el  caso  en  que  un  belga  haya  sido  procesado  y 
juzgado  en  el  país  en  que  ha  cometido  el  delito,  siempre  que 
no  haya  sido  condenado  en  rebeldía  (art.  3°,  ley  de  Diciembre 
de  1836). 

Cuando  el  Ministerio  público  está  convencido  de  la  imposi- 
bilidad de  establecer  la  prueba  del  hecho  puede  abstenerse  de 
seguir  el  proceso.  Los  extranjeros  que*han  cometido  un  delito 
en  país  extranjero  no  pueden  ser  procesados  y sí  sólo  expulsa- 
dos ó entregados  después  de  una  justificada  demandado  extra- 
dición. Sin  embargo,  si  el  extranjero  fuese  citado  ante  los 
tribunales  belgas  para  la  reparación  de  los  perjuicios  causados 
por  el  delito  cometido  en  el  extranjero,'  la  competencia  de  los 
tribunales  encargados  será  incontestable. 

Solamente,  en  el  caso  en  que  se  trate  de  un  crimen  contra 
la  cosa 'pública,  el  extranjero  puede  ser  procesado  en  Bélgica, 
sea  como  autor,  sea  como  cómplice,  y áun  en  este  caso  el  'pro- 
ceso es  facultativo. 

176.  Alemania, — En  el  nuevo  Código  penal  alernan,  que 
primeramente  fué  promulgado  bajo  el  título  de  Código  de  la 
Confederación  Cermcinicaj  el  1°  de  Enero  de  1871,  y luégo  bajo 
la  denominación  Código  del  Imperio  de  Alemania,  CV  1°  de  * 
Enero  de  1872,  se  halla  desde  luego  erigida  en  principio  la  re- 
gla de  la  territorialidad  de  la  ley  penal;  pero  se  autorizan  como» 
excepción  los  procesos  por  delitos  cometidos  en  el  extranjero, 
cuando  se  trata  de  crímenes  de  alta  traición  contra  el  Em- 
perador ó contra  uno  de  los  Estados  de  la  Confederación,  de 
falsificación  de  moneda  ó de  uno  de  los  delitos  que  son  califi- 
cados por  la  ley  del  Imperio  de  delitos  cometidos  en  ejercicio 
de  funciones  públicas.  Esta  última  clase  de  delitos  fué  adicio- 
nada por  la  ley  de  26  de  Febrero  de  1876  que  modificaba  vários 
artículos  del  Código  penal.  Esta  reforma  la  piotivó  el  procesa  ; 
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.de  M.  d’Arnim,  que,  en  calidad  de  funcionario  del  Imperio 
Alemán  había  cometido  ciertos  hechos  que  no  estaban  repri- 
midos ni  en  los  términos  de  la  ley  Alemana  ni  de  la  extranjera 
por  cuya  razón  no  pudo  ser  objeto  de  un  procedimiento  penal. 
Por  esto,  pues,  el  Parlamento  aleman  creyó  necesario  esten- 
der  la  represión  de  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  has- 
ta los  calificados  en  la  ley  del  -Imperio  de  delitos  cometidos  en 
el  ejercicio  de  funciones  públicas. 

Los  procesos  contra  un  aleman  pueden  seguirse  también 
en  el  caso  de  delito  contra  el  Imperio  ó contra  uno  de  los  Es- 
tados-d un  Soberano  de  la  Confederación. 

Los  delitos  cometidos  en  el  extranjero  por  Alemanes  contra 
un  particular,  sirviendo  de  base  para  los  procedímiehtos  en  el 
Imperio  Aleman,  en  el  otiso  en  que  sean  punibles,  no  solo  se- 
gún los  términos  de  la  ley  del  país  donde  se  hayan  cometido, 
sino  también  según  los  de  la  ley  del  Imperio,  cuando  no  hayan 
sido  objeto  de  sentencia  penal  anterior,  cuando  la  prescripción 
de  la  acción  penal  ó de  la  pena  no  se  ha  cumplido  y cuando 
la  queja  haya  sido  interpuesta  por  la  parte  perjudicada,  en  el 
caso  de  que  esa  queja  sea  necesaria  para  el  proceso  según  los 
términos  de  la  ley  del  lugar  donde  se  ha  cometido  el  delito* 
Debe  aplicarse  la  ley  del  país  donde  se  ha  cometido  el  delito 
siempre  que  ésta  sea  más  suave. 

El  proceso  contra  el  extranjero  se. admite  en  el  caso  en  que 
se  haya  hecho  culpable  de  crímenes  de  alta  traición  ó de  falsi- 
ficación de  monedas,  6 bien  que  haya  cometido,  en  calidad  de 
funcionario  del  Imperio  ó de  uno  de  los  estados  de  la  confede- 
ración, un  hecho  calificado  de  delito  en  el  ejercicio  de  funcio- 
nes públicas. 

% En  este  caso,  como  en  los  que  hemos  enumerado  más  arri- 
ba, el  procedimiento  es  facultativo;  pero  no  está  sometido  á 
condición  alguna,  y el  Ministerio  público  es  Juez  absoluto  has- 
ta el  punto  de  decidir  si  hay  lugar  á la  acción  penal. 

La  única  atenuación  consignada  por  el  legislador  aleman 
es,  la  de  que  si  el  mismo  delito  entraña  una  nueva  condena  en 
el  territorio  del  Imperio  aleman,  la  pena  sufrida  en  el  extran- 
gero  será  computada  con  la  pena  que  deba  aplicar  el  Juez 
aleman. 
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177,  Italia  (1).—  La  redacción  del  proyecto  de  Códig-o  penal 
ha  dado  lug’ar  á numerosas  dicusio.nes  para  determinar  los  lí- 
mites de  la  ley  penal  y la  autoridad  extraterritorial  de  esta  ley, 
y los  cuatro  proyectos  (2)  que  no  están  del  todo  confdrmes 
con  los  principios  del  dferecho  penal  internacional,  son  el  re- 
sultado de  la  diverg'encia  de  opiniones  que  existen  en  la  doc- 
trina. 

Respecto  á la  aplicación  de  la  ley  penal  en  el  territorio,  los 
cuatro  proyectos  están  conformes.  Sin  embargo,  la  observación 
hecha  por  la  Corte  de  Parma  es  digna  de  atención.  Esta  Cor- 
te, en  efecto,  encuentra  excesivo  el  someter  á un  estranjero  á 
nuestras  penas,  en  cuanto  pone  el  pié  en  nuestro  territorio, 
áun  por  las  contravenciones  y lop  delitos  que  no  están  ni  pre- 
vistos ni  reprimidos  legalmente  en  su  país  (3). 

La  primera  divergencia  se  encuentra  entre  las  disposicio- 
nes de  un  juicio  contra  el  autor  de  un  delito  cometido  en  nues- 
tro territorio  en  el  caso  en  que  hubiese  sido  éste  Juzgado  an- 
teriormente por  un  tribunal  extranjero,  y la  autoridad  de  co- 
sa juzgada  extranjera,  Esta  materia  se  habia  omitido  en  el 
proyecto  de  1868,  y en  el  del  Ministro  Vigliani;  pero  en  el  ¡pro- 
yecto del  Senado  y en  el  del  Ministro  Maucini,  se  halla  afirma- 
do el  derecho  en  la  jurisdicción  territorial  y consignado  el  de- 
recho de  emprender  un  nuevo  juicio. 

Sin  embargo,  en  el  proyecto  del  Senado,  el  nuevo  procedi- 
miento en  juicio  es  obligatorio  en  el  caso  de  que  el  autor  del 
delito  sea  italiano,  y facultativo  si  fuese  extranjero.  <<§  2-  El 
nacional  será  juzg-ado  en  el  reino  aunque  lo  haya  sido  en  el 
extranjero.»  «§  3.  El  extranjero  que  haya  sido  juzgado  en  el 


(1)  Para  los  Códigos  vigentes  actua'aneiite  en  Italia,  véase  el  Apéndice  de  aste 
Capítulo,  en  las  palabras  Cerdeña,  Toscnm. 

(¿)  El  primer  proyecto  de  Código  penal  es  el  compuesto  en  18o8  por  laComieion 
nombrada  al  efecto.  Este  proyecto  fué  en  1370  objeto  de  muchas  modifioaciones 
por  parte  de  una  comisión  compuesta  de  tres  miembros  únicamente.  El  Ministro 
Vigliani  introdujo  en  él  otras  modidcaclones,  y lo  presentó  al  Senado  el  24  de  Mar- 
io de  1874.  El  Senado,  después  de  largas  discusiones  lo  modifleó  aún  en  varios  pun- 
tos. El  Ministro  Mancini  presentó  la  cuarta  redacción  del  proyecto  en  Noviembre 
de  1876j  Y la  Gándara  de  diputados -aceptó  el  libro  1”. 

(!í)  Sunío  delle  o^servazioní  ñ dei  pareri  ftii!  prometió  di  Cod.  pen.;  libro  1“,  suplemento  á' 
la  Memoria  deí  Ministro,  Roma  1;177,  p.  35. 
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extraujerOj  puede  serlo  también  en  el  reino.»  En  el  proyecto 
Mancini,  por  el  contrarío,  el  nuevo  juicio  fué  prescrito  de  un 
modo  absoluto  y sin  distinción.  La  Comisión  nombrada  por  la 
Cámara  de  diputados  encontró  más  conveniente  el  proyecto , 
del  Senado,  porque  dejaba  á la  libro  apteciacion  del  Gobierno 
las  razones  de  conveniencia  política  que  pudiesen  concurrir 
para  ordenar  nuevos  procedimientos,  y esta  modifícacion  fue 
aceptada  por  el  Ministro. 

En  cuanto  á la  represión  de  los  delitos  cometidos  en  el  ex-' 
tranjero,  las  díverg*encias  fueron  más  importantes. 

El  caso  de  un  delito  cometido  en  el  extranjero  por  un  ex- 
tranjero y en  perjuicio  de  otro  extranjero,  dio  lugar  á una  ani- 
mada discusión  entre  los  partidarios  de  la  extraterritoriali- 
dad del  derecho  penal  y los  adversarios  de  esta  teoría.  Estos 
últimos  admitían  el  derecho  de  castigar  en  el  sólo  caso  en  que 
pueda  justificarse  con  la  necesidad  de  la  protección  que  debe 
dispensar  el  Estado  á los  derechos  de  los  miembros  de  la  co- 
munidad social.  En  el  proyecto  de  1868,  la  teoría  que  preva- 
leció fué  aquélla  por  la  cual  se  quería  atribuir’ el  Estado  la 
protección  de  los  principios  universales  de  la  justicia  y de  los 
derechos  de  la  humanidad,  formulada  en  la  siguiente  disposi- 
ción (art.  7®):  «El  extranjero  que,  después  de  haber  cometido, 
en  el  extranjero,  un  delito  punible  en  los  términos  de  las  le- 
yes del  reino,  con  las  penas  de  presidio  {ergastolo),  de  reclu- 
sión ó de  destierro  (áun  en  perjuicio  de ‘un  extranjero),  éntre 
en  el  reino,  de  cualquier  modo  que  sea  y cuya  extradición  no 
haya  sido  aceptada  por  el  Gobierno  del  país  donde  se  haya  he- 
cho culpable,  debe  ser  juzgado  y castigado  según  las  leyes 
del  reino.» 

La  queja  de  la  ofensa,  por  parte  del  ofendido  ó del  Gobier- 
no del  país  á que  aquél  pertenece  fué  requisito  indispensable 
en  el  solo  caso  de  delito  punible  con  menos  de  cinco  años  de 
reclusión.  En  todos  los  demás  casos  se  disponía  que  el  ejerci- 
cio de  la  acción  penal  debía  ser  independiente  de  toda  recla- 
mación de  un  Gobierno  extranjero  y de  toda  queja  producida 
por  la  parte  perjudicada. 

Por  esta  disposición  se  llegaba  á imponer  al  Gobierno  la 
carga  de  proveer  á la  protección  del  órden  en  dos  territorios 
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^extranjero»  obligándole  de  nn  modo  absoluto  á someter  á jui- 
cio al  extranjero. 

Esta  teoría  fué  considerada  excesiva  por  las  Cortes;  la  de 
Parma,  entre  otras,  propuso  que  ni  áun  el  italiano  pudiese  ser 
castigado  por  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  salvo  el 
caso  de  ser  contra  la  seguridad  6 contra  la  vida  económica  del 
Estado. 

A causa  de  estas  observaciones,  la  teoría  de  la  exterritoria- 
lidad se  modificó  en  todos  los  otros  proyectos,  y se  consideró 
como’ acreedores  á un  procedimiento  criminal  y ála  aplicación 
de  nuestras  leyes  penales  los  individuos  que,  en  país  extran- 
jero, hubiesen  cometido  atentados  contra  la  vida  política  y 
económica  de  nuestro  Estado. 

La  sola  diferencia  que  existe  entre  los  varios  proyectos,  es 
que  miéntras  en  los  términos  del  de  1868  y del  de  Vigliani,  se 
baile  prescrita  la  obligación  de  juzgar  y castigar  según  las  le- 
yes del  reino,  áun  en  el  caso  de  haber  sido  el  delincuente  juz- 
gado en  el  país  donde  cometió  el  delito,  salvo  el  computar  la 
pena  sufrida  por  la  condena  extranjera,  en  el  proyecto  del 
Senado  y en  el  de  Mancini,  por  el  contrario,  no  se  admite  la 
obligación  de  renovar  la  instancia  como  absoluta  sino  como 
facultatim^  por  el  justo  motivo  de  que  el  Estado  eD  el  cual  se 
han  falsificado  nuestra  moneda  ó nuestros  billetes  de  Banco 
podría  estar  tan  interesado  como  nosotros  en  la  represión  del 
delito  y que  no  hubíese-desde  luego  motivo  de  renovar  la  ins- 
tancia. 

En  cuanto  al  delito  cometido  en  país  extranjero,  por  un  ex- 
tranjero, y en  perjuicio  de  otro  extranjero,  la  comisión  minis- 
terial de  1876  habría  propuesto  una  enmienda  encaminada  á 
reproducir  el  art,  7 del  proyecto  de  1868.  Pero  la  magistratu- 
ra, la  facultad  de  derecho  y el  colegño  de  abogados  hicieron 
observar  que  no  teniendo  interés  alguno  en  castigar  á un  ex- 
tranjero, que  hubiese  cometido,  en  el  extranjero,  un  delito 
contra  otro  extranjero,  bastaba,  para  evitar  todo  peligro,  en- 
tregarlo á su  Gobierno  ó expulsarlo. 

El  Ministro  Mancini,  no  acepta  en  su  proyecto  de  una  ma- 
nera decisiva,  ni  uno  ni  otro  sistema;  pero  propone  que  los 
procesos  contra  un  extranjero,  en  el  caso  de  que  se  trata,  fue- 
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sen  facultativos  precedidos  ante  todo  de  una  oferta  de  extra- 
dición, j que  en  el  caso  de  que  esta  oferta  no  .fuese  aceptada 
por  el  Gobierno  del  país  donde  se  haya  cometido  el  crimen,  el 
Gobierno  fuese  libre  de  expulsar  del  reino  al  extranjero  ó bien 
someterle  á juicio  siempre  que  el  crimen  sea  de  los  enumera- 
dos en  el  tratado  de  extradición,  <5  contra  el  derecho  de  gen- 
tes, 6 contra  las  personas,  la  propiedad  , el  crédito  público  , ó 
bien  por  bancarrota  fraudulenta  ó por  una  falta  á las  buenas 
costumbres. 

Eespecto  de  ios  otros  casos,  los  cuatro *proyectos  están  con- 
formes en  ciertos  puntos  y difieren  en  otros. 

En  todos  ellos  se  admite,  salvo  ciertas  condiciones,  que  el 
nacional  que  ha  cometido  un  delito  en.  el  extranjero  debe  ser 
castigado  según  nuestras  leyes.  Sin  embargo,  en  el  proyecto 
Vigliani,  el  procedimiento  contra  el  nacional  estaba  subordi- 
nado á dos  condiciones:  I'"’  á su  vuelta  al  reino  de  cualquier 
modo  que  fuese,  y 2®  ]3or  queja  de  la  parte  perjudicada  ó del 
Gobierno  á que  ésta  pertejiece  ó á petición  del  país  en  cuyo 
territorio  se  hubiese  cometido  el  delito. 

La  comisión  de  la  Cámara,  que  quería  limitar  los  procedi- 
mientos contra  el  nacional  al  sólo  caso  en  que  se  hubiese  he- 
cho reo  de  un  crimen,  decidió  que  dehia  procederse  de  oficio. 
El  Ministro  Mancini,  en  su  Proyecto,  teniendo  en  cuenta  las 
observaciones  de  la  magistratura  italiana,  que  había  observa- 
do que  no  se  debía  negar  la  justicia  á la  parte  perjudicada  que 
interpusiese  queja  contra  un  italiano  que  hubiese  cometido  un 
delito  en  su  perjuicio,  propuso  que  se  pudiese  proceder  de  ofi- 
cio relativamente  á los  crímenes,  y que  en  cuanto  á los  delitos 
se  procediese  en  caso  de  queja  interpuesta  por  la  parte  perju- 
dicada ó por  el  Gobierno  extranjero. 

En  cuanto  á lo  que  se  refiere  al  extranjero  que  hubiese  co- 
metido fuera  de  nuestras  fronteras,  un  delito  contra  uno  de 
nuestros  compatriotas,  en  los  cuatro  proyectos  se  admite  el 
derecho  y el  deber  de  castigar  al  culpable,  en  el  caso  de  que 
se  halle  en  nuestro  territorio  y que  se  trate  de  un  crimen  por 
el  que  la  extradición  del  malhechor,  propuesta  por  nuestro 
Gobierno,  no  hubiese  sido  aceptada. 

En  el  proyecto  del  Senado  se  extendió  el  derecho  de  repre- 
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sion  áun  en  el  caso  de  tratarse  de  nn  simple  delito  siempre 
que  el  ofendido  produjese  la  queja;  y Mancini  acepta  este 
principio  en  su  Proyecto-. 

En  todos  los  casos  en  que,  en  los  varios  proyectos  de  Có- 
digo penal  italiano,  se  admiten  procedimientos  relativos  á de- 
litos cometidos. en  el  extranjero,  (salvo  en  el  caso  en  que  se 
trate  de  delitos  cometidos  contra  la  vida  política  ó económica 
del  Estado)  se  han  apreciado  varias  condiciones,  sobre  todo 
que  el  hecho  cometido  en  el  extranjero  sea  calificado  de  delito 
tanto  en  los  términos  de  nuestra  lev,  como  en  los  términos  de 
la  ley  en  vigor  en  el  lugar  donde  se  ha  llevado  á cabo  el 
delito. 

Este  principio,  consignado  en  los  cuatro  proyectos,  tiene 
por  objeto  excluir  completamente  la  opinión  de  los  partidarios 
del  sistema  por  el  cual  se  quisiera  hacer  de  la  ley  un  estatuto 
personal,  y llegar  al  caso  raro  de  castigar  un  hecho  que  fuese 
lícito  en  el  lugar  donde  se  produjo. 

Otra  de  las  condiciones  exigidas  en  los  términos  de  los 
cuatro  proyectos  es  que  el  malhechor  no  hubiese  sido  juzgado 
por  los  Tribunales  extranjeros  ó que  habiendo  sido  juzgado  y 
condenado,  hubiese  cumplido  la  condena. 

Otra  condición  más,  y es-que  el  malhechor,  sea  italiano, 
sea  extranjero,  se  encuentre  en  nuestro  territorio;  lo  que  ex- 
cluye el  proceso  en  rebeldía  que  había  sido  admitido  en  el 
proyecto  de  1868  respecto  al  italiano  que  hubiese  cometido  un 
delito  en  el  extranjero. 

En  cuanto  á la  aplicación  de  la  pena,  en  todos  los  proyec- 
tos se  ba  atendido  al  principio  de  humanidad  recomendando 
la  aplicación  de  la  ley  que  prevenga  las  peuas  más  suaves  en 
el  caso  que  fuesen  aplicables  aí  mismo  tiempo  las  leyes  pena-, 
les  de  distintos  países . 

178.  Países-Bajos. — El  proyecto  de  Código  holandés,  cuya 
traducción  italiana  hecha  y anotada  por  M.  Brasa  (1)  tenemos 
á la  vista,  tiene  una  gran  importancia,  como  todos  los  trabajos 
legislativos,  que  en  todos  los  Estados  se  elaboran  después  de 


(1)  Esta  traducción  está  precedida  de  un  notable  prólogo  en  el  cual  el  autor 
aprecia  estensamenle  el  código. 
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un  maduro  exámen  y de  largas  discusiones  ■ para  poner  de 
acuerdo  el  derecho  penal  con  las  costumbres  nacionales  y el 
movimiento  científica  actual. 

Desde  que  Holanda  fué  incorporada  por  Napoleón  I á su 
imperio,  el  Código  penal  francés  reemplazó  al  Código  nacional 
de  1809,  Este  Código,  en  vigor  actualmente,  ha  sido  mejorado 
por  distintas  leyes  y ordenanzas  que  han  tenido  por  objeto  lle- 
nar numerosos  vacíos  que  en  él  existían.  Finalmente,  para  ob- 
viar el  grave  inconveniente  de  no  tener  uti  Código  nacional, 
el  Gobierno  holandés  ha  confiado  á una  comisión  el  cuidado 
de  redactar  un  proyecto  de  Código  penal  que  acaba  de  ser 
presentado,  casi  sin  modificaciones,  á la  Cámara  segunda  de 
los  Estados  g'enerales  y que  es  de  esperar  que  pronto  se  verá 
convertido  en  ley. 

Actualmente,  se  halla  en  vigor  en  Holanda,  el  Código  de 
Procedimiento  penal  de  1838  en  el  cual  se  ha  provisto  á la  re- 
presión de  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  como  en  la 
legislación  francesa,  y se  hallan  en  él,  como  es  natural,  todos 
los  inconvenientes  derivados  de  la  exageración  del  principio 
de  territorialidad  hasta  el  punto,  de  hacer  de  él  una  regla  ab- 
soluta. Para, obviar  estos  inconvenientes  se  formularon  cierto 
número  de  excepciones  al  principio  de  territorialidad  absoluta, 
en  el  proyecto  de  Código  de  procédimiento  penal  de  1863, 
acepciones  que  han  sido  reproducidas  en  sustancia  en  las  edi- 
ciones publicadas  por  los  ministros  que  se  han  sucedido  desde 
entónces. 

Pero  tos  redactores  del  proyecto  de  Código  penal  que  pron- 
to se  discutirá,  considerando  que  esta  materia,  por  su  natura- 
leza, entra  en  el  plan  de  su  trabajo,  han  propuesto  un  conjun- 
to completo  de  reglas  relativas  á la*  represión  de  los  delitos 
cometidos  en  el  extranjero.  Vamos  á dar  cuenta  de  esta  parte 
del  proyecto. 

El  principio  de  la  territorialidad  dé  la  ley  penal  está  pro- 
clamado sin  restfiiccion,  y la  jurisdicción  territorial  está  ase- 
gurada aqn  relativamente  á los  delitos  cometidos  á bordo  de 
los  .buques  holandeses. 

En  cuanto  á la  jurisdicción  de  los  tribunales  holandeses, 
relativamente  á ciertos  delitos  cometidos  en  el  extranjero , se 
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deriva^  como  excepción,  de  las  disposiciones  expresadas  en  la 
ley,  donde  se  hallan  determinados  los  diférentes  casos  que 
pueden  ocurrir. 

Con  respecto  á la  aplicación  de  la  ley  holandesa  en  los  de- 
litos comprendidos  en  la  rúbrica  general  de  delitos  contra  la 
seguridad  del  Estado,  hay  diferencia  entre  si  el  autor  es  un 
nacional  ó un  extranjero.  El  neerlandés  es  susceptible  de  ser 
procesado  por  razón  de  todos  los  delitos  enumerados  con  el  tí- 
tulo de  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado  ó contra  la  dig- 
nidad real,  mientras  el  extranjero  no  está  sujeto  á la  juris- 
dicción holandesa  más  que  por  algunos  de  los  delitos  indica- 
dos con  uno  ú otro  título  y que  tienen  una  gravedad'  especial. 
Así,  por  ejemplo,  no  está  sujeto  á la  ley  holandesa  el  extran- 
jero que  escita,  en  país  extranjero,  una  guerra  contra  Holan- 
da, ó que  intencionalmente  facilita  d comunica  á una  potencia 
extranjera  documentos,  avisos,  indicaciones  relativas  á cosas 
cuyo  secreto  importa  al  interés  del  Estado,  miéntras  sería  su- 
ceptihle  de  ser  procesado  si  fuese  neerlandés. 

Los  procedimientos  contra  un  neerlandés  que  ha  cometido 
un  delito  en  el  extranjero,  contra  ó en  perjuicio  de  un  neer- 
landés no  están  sometidos  á ninguna  restricción  miéntras  que 
en  la  misma  hipótesis  el  extranjero  no  está  sometido  á la  ju- 
risdicción holandesa  más  que  en  ciertos  y determinados  casos. 

El  procedimiento  contra  un  extranjero  que  ha  cometido 
un  delito  en  perjuicio  de  otro  extranjero,  no  es  allí  admitido 
más  que  en  el  caso  de  hacerse  culpable  de  uno  de  los  delitos 
señalados,  contra  ó en  perjuicio  de  un  neerlandés. 

Con  el  objeto  de  hacer  eficaz  la  protección  debida  á los 
neerlandeses  y de  forzarlos  á observar  las  leyes  nacionales,  en 
el  proyecto  de  Código  penal,  se  propone,  para  hacer  efectiva 
la  legislación  concerniente  al  duelo,  castigar  á los  individuos 
que  se  trasladen  al  extranjero  para  sustraerse  á esta  legisla- 
ción, siempre  que  uno  de  los  adversarios  sea  holandés. 

179.  Portugal. — Además  de  los  Códigos  y proyectos  de  Có- 
digo penal  que  acabamos  de  enumerar,  se  han  elaborado  otros, 
siendo  notable  el  caso  del  proyecto  de  Código  penal  portugués, 
que  fué  publicado  en  1859-60.  En  este  proyecto  se  halla  igual- 
mente consignado  el  sistema  de  la  territorialidad  de  la  ley  pe- 
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na],  sin  que  se  haya  hecho  ning’una  distinción  entre  el  na- 
cional y el  extranjero,  y se  declaran  punibles  los  delitos  co- 
metidos por  un  portugués  en  el  extranjero  cuando  éstos  'no 
hayan  sido  castigados  en  el  lugar  donde  se  cometieron  (ar- 
tículos 2 y 4). 

180.  Rusia  (1). — Los  artículos  172,  173  y 174  del  Código, 
edición  de  1866,  establecen  el  siguiente  sistema  de  penas  apli- 
cables por  crímenes  cometidos  fuera  de  los  límites  de  Rusia, 
en  el  caso  de  vuelta  voluntaria  al  país  ó de  extradición: 

P Con  respecto  á los  súbditos  rusos. 

Aquí  las  préscripciones  difieren  mucho  entre  si  el  crimen 
cometido -es  contra  Rusia  y sus  súbditos  ó contra  un  Estado  y 
súbditos  extranjeros. 

2®'  Contra  la  Rusia. 

El  art.  173  se  aplica  en  el  caso  qn  que  el  crimen  sea  contra 
el  poder  soberano  del  Estado,  contra  la  integridad,  la  seguri- 
dad ó la  prosperidad  de  Rusia  ó en  el  caso  en  que  el  delin- 
cuente atente  á la  vida  de  uno  ó muchos  de  sus  compatriotas. 

Según  el,  sentido  de  la  ley  y las  esplicaciones  de  los  co- 
mentadores, para  su  aplicación  es  indispensable : 

A.  Que  el  acusado  haya  atentado  á los  derechos  de  algún- 
particular:  á su  honor,  su  propiedad,  su  libertad,  su  salud  ó á 
su  vida,  ó bien  que  haya  cometido  una  acción  dirigida  contra 
el  Gobierno  constituido  ó amenazado  la  seguridad  y tranqui- 
lidad del  Estado.  De  este  modo  la  legislación  rusa  no  admite 
las  restricciones  en  punto  á responsabilidad  adoptadas  por  la 
ley  francesa  de  1867  (diferencia  entre  los  crímenes,  los  delitos 
y las  contravenciones)  y el  Código  aleman  de  1872,  pero  no 
hace  responsables  á sus  súbditos  por  las  infracciones,  en  país 
extranjero,  de  ios  reglamentos  de  policía  rusa , garantizando 
los  intereses  de  los  particulares,  de  la  Iglesia,  etc. 

B.  Que  el  culpable  no  haya  sido  castigado  en  el  lugar  del 
crimen,  ó que  su  delito  no  haya  sido  legalmente  borrado  por 
la  prescripción,  según  las  leyes  del  país.  Esta  regla  se  aplica 
igualmente  en  el  caso  de  que  dicho  crimen  sea  castigado  más^ 


(1)  romlinicacion  textual  de  M.  Tagantzeff,  profesoi'  de  Derecho  penal  en  la. 
•Universidad  de  San  Petershurgo.  • 
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severamente  por  nuestro  Código  que  por  el  del  país  donde  lia 
sido  cometido.  Las  penas  suplementarias  de  que  habla  el  Có- 
digo alemau  no  las  admite  el  nuestro. 

C.  La  instrucción  del  proceso-  tiene  lugar  bajo  las  bases 
generales  del  Código^  de  instrucción  criminal  de  1867. 

3*^  En  perjuicio  de  un  Estado  extranjero. 

La  aplicación  del  art.  174,  en  este  caso,  exige: 

A.  Que  el  culpable  nos  sea  remitido  por  el  Estado  en  don- 
de se  ha  cometido  el  crimen  ó que  se  haya  refugiado  volunta- 
riamente en  Rusia. 

B.  Que  haya  atentado  á la  persona  6 á la  propiedad  de  al- 
gún súbdito  extranjero,  ó bien  contra  la  seguridad  interior  del 
Estado  donde  habite. 

C.  Que  su  acción  esté  prohibida  por  las  leyes  del  país  don- 
de haya  sido  cometida  y por  el  Código  ruso,* 

D.  Que  el  culpable  no  haya  sufrido  pena  alguna  y que  su 
acción  no  haya  sido  borrada  por  la  prescripción. 

E.  En  el  caso  en  que  se  trate  de  un  atentado  contra  la 
seguridad  interior  de  un  Estado  extranjero,  el  culpable  es 
castigado  según  las  reglas  del  art.  260,  Código  de  1866,  refi- 
riéndose á los  crímenes  políticos  contra  las  potencias  extran- 
jeras. 

F.  Para  aplicar  la  pena,  es  absolutamente  indispensable 
que  se  haya  producido  queja  contra  el  culpable  por  parte  de 
los  ofendidos  ó de  la  potencia  en  cuyo  territorio  se  haya  come- 
tido el  crimen. 

G.  En  el  caso  en  que  dicho  crimen  se  castigue  ménos  se-, 
veramente  por  la  legislación  local  que  por  el  Código  ruso,  la 
pena  se  atenúa  proporcionalmente. 

Según  el  art.  172  del  Código,  los  extranjeros  que  hayan 
cometido  crímenes  fuera  de  Rusia  no  son  llamados  ante  los 
Tribunales  más  que  en  el  caso  de  atentado  contra  el  poder  su- 
premo de  Rusia,  es  decir,  si  han  tomado  parte  en  un  complot 
para  derribar  al  Gobierno  constituido,  contra  el  emperador  ó 
la  familia  imperial,  ó bien  si  han  atentado  á los  derechos  per- 
sonales y de  propiedad  de  súbditos  rusos.  En  cuanto  á otros 
crímenes  cometidos  en  perjuicio  de  Rusia  ó de  otros  Estados 
y súbditos  extranjeros,  no  están  sometidos  al  Código  penal  ruso. 
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Las  condiciones  en  que  tiene  lug*ar  la  aplicación  de  penas, 
son  las  mismas  que  para  los  súbditos  rusos  que  hayan  come- 
tido crímenes,  en  perjuicio  de  Rusia. 

181.  Resulta,  pues,  de  lo  que  llevamos  dicho  hasta  aquí, 
que  en  casi  todos  los  países  de  Europa  se  reconoce  que  la  ley 
penal  es  aplicable  en  todo  el  territorio  del  Estado  y en  todos 
los  lugares  asimilables  á di,  cayendo  indistintamente  tanto 
sobre  el  nacional  como  sobre  el  extranjero. 

En  ninguna  legislación  de  los  Estados  europeos  se  limita 
de  una  manera  absoluta  el  dominio  de  la  ley  penal  en  el  terri- 
torio, abstracción  hecha  de  los  casos  en  que  se  aplica  la  ley 
por  delitos  cometidos  fuera  del  territorio. 

Por  el  contrario,  se  puede  admitir  como  un  principio  cierto 
de  derecho  positivo  que  el  Estado  puede  castigar,  en  ciertos 
casos  determinados  por  la  ley,  á los  individuos  que  se  hallan 
en  su  territorio  después  de  haber  cometido  un  delito  en  el  ex- 
tranjero ; y este  principio  está  consignado  en  todos  los  Códi- 
gos modernos  y en  todos  los  proyectos  de  Código.  Las  dife- 
rencias que  existen  en  esta  materia  consisten  en  la  acción  más 
ó ménos  lata  dada  á la  jurisdicción  de  los  tribunales  crimina- 
les del  Estado  relativamente  á los  delitos  cometidos  en  el  ex- 
tranjero. Este  es  el  resultado  del  estudio  de  los  textos  de  las 
leyes  en  vigor  con  respecto  á este  asunto,  y que  reseñaremos 
al  fin  de  este  capítulo. 

182.  lnglaierra.~~La  Inglaterra  misma  que  de  todas  las  na- 
ciones es  la  más  celosa  del  principio  de  la  territorialidad  de  la 
ley  penal,  no  es  la  que  ménos  procedimientos  autoriza  respec- 
to á ciertos  crímenes  cometidos  por  ingleses  en  el  extranjero, 
sobre  todo  por  razón  de  asesinato,  falsificación  de  monedas  y 
bigamia. 

183.  Suecia.~k^í  como  en  Suecia,  ó en  los  términos  de  la 
Ordenanza  real  de  29  de  Mayo  de  1852,  los  procesos  por  razón 
de  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  no  se  autorizaban  más 
que  en  el  caso  de  tratarse  de  un  crimen  cometido  en  una  de 
las  comarcas  rusas  limítrofes,  la  legislación  penal  relativa  á 
esta  materia  ha  sido  modificada  completamente  en  1864. 

184.  JVurtemberg. — En  el  Código  penal  del  reino  de  Wur- 
temherg,  sancionado  por  el  rey  el  1°  ,de  Marzo  de  1839,  los 
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procedimientós  contra  el  nacional  que  se  ha  hecho  culpable  de 
un  delito  en  el  extranjero,  se  hallan  subordinados  á la  reci- 
procidad. 

185.  Estados-Pontiilcios. — En  el  reglamento  de  procedi- 
miento criminal  de  los  ex-Estados-Pontificios  de  5 de  Noyiem- 

- bre  de  1831,  encontramos  una  disposición  rara  por  la  cual 
pueden  los  nacionales  romanos  ser  procesados,  habiendo  co- 
metido un  delito  en  el  extranjero  en  el  solo  caso  en  que  se  tra- 
te de  un  robo  y con  la  condición  de  que  el  autor  éntre  en  los 
Estados  romanos  provisto  de  los  objetos  robados. 

186.  Exceptuando  las  anomalías  de  estas  legislaciones, 
podemos  asegurar  que,  en  nuestra  época,  el  derecho  que  per- 
tenece á cada  Estado  de  reprimir  los  delitos  cometidos  en  el 
extranjero  por  sus  súbditos,  y en  ciertos  casos  por  los  extran- 
jeros, ha  venido  á ser  uno  de  los  principios  más  constantes  del 
derecho  penal  europeo. 

187.  Sajonia. — La  disposición  más  lata  que  conocemos  en 
materia  de  jurisdicción  criminal,  es  la  que  encontramos  en  el 
Cddigo  penal  del  reino  de  Sajonia  de  1838,  y que  dice  así: 

«Art.  2**  Serán  castigados  conforme  á las  disposiciones  de 
este  Código  los  súbditos  sajones,  por  razón  de  todos  los  delitos 
cometidos  en  el  reino  y en  el  extranjero. 

»Art.  3*^  Los  extranjeros  que  hayan  cometido  un  delito  fue- 
ra del  territorio  sajón,  son  procesables  por  los  tribunales  sajo- 
nes, no  sólo  por  los  delitos  cometidos  contra  el  Gobierno  sajón, 
ó contra  el  jefe  de>este  Gobierno,  ó contra  un  súbdito  sajón 
sino  que  también  por  un  delito  cometido  contra  un  extranjero. 
Sólo  en  este  último  caso  el  procedimiento  no  puede  tener  lugar 
más  que  por  orden  del  Ministro  de  justicia.» 

188.  Estados-Unidos. — En  los  Estados-Unidos  de  América, 
está  admitido  el  principio  de  que  la  jurisdicción  en  materia 
penal  pertenece  al  locus  delicti.  Sin  embargo,  en  este  país  esta 
regla  absoluta  tiene  algunas  excepciones. 

El  artículo  sexto  de  las  enmiendas  á la  Constitución  de  los 
Estados-Unidos  contiene,  en  verdad,  una  cláusula  que,  á pri- 
mera vista,  parece  excluir  toda  hipótesis  de  jurisdicción  extra- 
territorial. 

Dicho  artículo  est^  concebido  en  los  siguientes  términos: 
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«Ed  todo  proceso  criminal  el  acusado  gozará  del  derecho  de 
ser  juzgado  con  prontitud  por  un  imparcial  del  Estada 

■y  del  distrito  donde  se  haya  cometido  el  delito^  cuyo  distrito  ha- 
brá sido  previamente  fijado  por  la  ley;  de  ser  notificado  de  la 
naturaleza  y causa  de  la  acusación;  de  ser  careado  con  los  tes- 
tigos en  su  contra;  de  obtener  los  medios  coercitivos  para  va- 
lerse de  testigos  en  su  favor,  y de  tener  la  asistencia  de  un^ 
consejo  para  su  defensa.» 

Sin  duda  alguna  esta  enmienda  tiene  toda  la  autoridad  ne- 
cesaria para  fundar  los  derechos  personales  en  los  límites  de^ 
los  Estados  de  la  Union;  pero  no  se  puede  interpretar  en  el 
sentido  de  que  tenga  por  objeto  establecer  una  regla  constitu- 
cional con  respecto  de  los  Estados  extranjeros.  Efectivamente,, 
en  el  art,  3^,  sección  2®,  se  lee,  á propósito  de  la  instancia  cri- 
minal: «El  procedimiento  para  todos  los  crímenes,  á excepción 
del  caso  de  acusación  ante  el  Senado,  tendrá  lugar  ante  el  ju- 
rado en  el  Estado  en  donde  se  haya  cometido  el  crimen;  pero 
si  no  hubiese  sido  cometido  en  ninguno  de  los  Estados  (de  los 
Estados-Unidos),  el  proceso  se  llevará  á cabo  en  el  lugar  ó lu~ 
gares  indicados  por  una  ley  del  Congreso.»  «Skall  be'  Jield 
m tile  State  wliere  tlie  said  crinies  shall  have  heen  conhrdtiedi 
But  when  not  commited  in  ant  STATE,  tlie  trial  sJiallbe  within 
such  place  or  places  as  tke  Congress  may  be  law  habe  directed. 

Efectivamente,  la  corte  federal  de  los  Estados-Unidos  tiene 
jurisdicción,  no  sólo  parados  delitos  de  piratería,  .revuelta, 
homicidio , bp,ratería,  destrucción  fraudulenta  de  buques  y 
otros  delitos  cometidos  en  alta  mar  por  toda  persona  sin  aten- 
der á su  nacionalidad,  y hasta  para  los  delitos  cometidos  á 
bordo  de  los  buques  americanos  en  puertos  extranjeros.  Por  lo 
demás,  según  los  términos  de  la  citada  ley,  «la  instancia  re- 
lativa á los  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó en  un  lugar  fuera 
de  la  jurisdicción  de  un  Estado  particular,  tendrá  lugar  en  ej 
distrito  donde  el  procesado  sea  detenido  ó en  aquel  donde  sea 
conducido  después.» 

La  jurisdicción  de  las  Córtes  de  los  Estados-Unidos  se  ex- 
tiende hasta  á los  delitos  cometidos  en  los  desiertos  y países 
salvajes,  y las  leyes  de  11  de  Agosto  de  1848  y 22  de  Junio 
de  1860  han  tenido  por  objeto  conceder ^ los  Cónsules  de  los 
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Estados-Unidos  jurisdicción  sobre  los  nacionales  americanos 
que  comefieseu  delitos  en  China^  en  Turquía  y en  otras  deter- 
minadas regiones,  así  como  en  las  comarcas  habitadas  por 
pueblos  no  civilizados,  islmids  or  m conutries  not  inhaMUd  hay 
any  civilized  feofle. 

La  ley  de  30  de  Enero  de  1799  encierra,  con  respecto  á los 
delitos  políticos,  la  siguiente  disposición;  «Todo  ciudadano  de 
los  Estados-Unidos,  esté  domiciliado  en  ellos  ó en  %n  ]mis  ex- 
tranjero, que  sin  permiso  y autorización  de  su  Gobierno  em- 
piece y continúe  correspondencia  verbal  ó escrita,  ó tenga  otra 
'Comunicación  cualquiera  con  un  gobierno  extranjero  ó con  al- 
gún funcionario  ó ag'ente  de  ese  gobierno,  con -el  fin  deinfiuir 
en  las  medidas  y en  su  conducta  en  alguna  diferencia  6 con- 
troversia con  los  Estados-Unidos,  será  culpable  de  alta  trai- 
ción y castigado  con  una  multa  no  mayor  de  500  dollars  y pri- 
sión mayor  de  seis  meses  y menor  de  tres  años.» 

Esta  ley,  que  actualmente  se  halla  en  vigor  (1),  constituye 
el  mejor  argumento  para  probar  que  la  corte  federal  tiene  ju- 
risdicción hasta  en  los  delitos  políticos  cometidos  por  sus  na- 
cionales en  el  extranjero.  En  la  ley  de  25  de  Febrero  de  1863, 
con  respecto  á los  delitos  de  rebelión  y alta  traición,  se  lee  lo 
siguiente:  «Cuando  el  delito  s.e  ha  cometido  en  'pais  extranjero, 
la  corte  de  distrito  de  los  Estados-Unidos,  es  decir  , del  distri- 
to donde  el  procesado  haya  sido  detenido,  tendrá  jurisdicción 
para  ese  delito.» 

Relativamente  á los  delitos  de  perjurio  y falsificación,  se- 
gún la  ley  de  18  de  Agosto  de  1856,  en  cuyos  términos  los  se- 
cretarios de  legación  están  autorizados  para  recibir  los  jura- 
mentos y redactar  las  actas  notariales,  son  punibles  en  un  dis- 
trito de  los  Estados-Unidos  el  perjurio  y el  soborno  de  testigos 
jurados,  en  el  extranjero,  ante  los  ' mismos  funcionarios,  del 
mismo  modo  que  si  estos  delitos  hubiesen  sido  cometidos  en 
territorio  de  los  Estados-Unidos.  Es  'de  notar  que  esta  ley  es 
* aplicable,  no  sólo  á los  individuos  que  son  ciudadanos  ameri- 
canos, sino  también  á los  extranjeros  que  se  hacen  culpables 
de  estos  delitos. 


(1)  Wharton,  Law prívale  inícnmüoml ,%  8G7. 
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Según  esta  misma  ley,,  son  también  punibles  las  falsifi- 
caciones de  documentos  consulares  hechas  en  el  extranjero. 
Finalmente,  debemos  añadir  que  scg-un  la  jurisprudencia 
establecida  en  los  Estados-Unidos,  desde  el  momento  en  que 
se  comete  un  delito  y su  autor  se  halla  en  el  extranjero,  pue- 
de ser  procesado  en  el  lugar  en  que  aquél  se  ha  cometido. 
Esta  regla  ha  sido  aplicada  en  casos  de  falsificación , de 
escritos  difamatorios,  y que  residiendo  el  autor  en  el  extran- 
jero los  haya  publicado  y repartido  en  otro  país  y en  otros 
casos  análogos.  Sin  embargo,  esta  regla  admitida  en  este 
caso  ha  sido  depuesta  en  la  causa  Wickoff  en  1864  por  el 
Presidente  do  la  Corte  de  New-Jersey  que  se  expresó  en 
los  siguientes  términos:  <cUna  regla  que  parece  sólidamente 
establecida  por  razones  muy  convincentes,  es  la  de  que,  cuan- 
do se  ha  cometido  un  delito  por  un  individuo  ausente  del  lu- 
gar donde  se  ha  llevado  á efecto  aquél,  sea  por  medio  de  un 
agente  puramente  material,  sea  por  medio  de  su  agente  sen- 
sible é inocente,  en  este  caso  el  autor  es  punible  en  el  lugar 
donde  el  acto  se  ha  producido.»  La  presencia  requerida  por  la 
ley  debe  ser  inducida  por.  la  necesidad  del  caso;  de  otro  modo 
se  daría  la  anomalía  de  un  crimen  sin  criminal  responsable. 

Basta  esto  para  demostrar  que,  si  bien  en  los  Estados-Uni- 
dos se  da  la  preferencia  al  locus  delicti  para  determinar  la  ju- 
risdicción, no  se  odmite,  sin  embargo,  que  sólo  el  loms  dilicti 
la  confiera.  Los  casos  enumerados  son  más  que  suficientes  para 
establecer  que  en  este  país  se  admite  la  jurisdicción  extrater- 
ritorial. 


APIÉNDtCÉ  AL  CAPITULO  VIL 
Texto  de  varias  leyes  referentes  á delitos  cometido» 

EN  EL  EXTRANJERO. 


189.  Alemania.— 190.  Austria.— 191.  Bélgica.— 192.  Berna. —193.  Eolivia.— 194, 
Dinamarca.— 195.  Dos  Sicilias.— 196.  Estados  Pontiflcids.— 191.  Francia  — 19S. 
Friburgo.- 199.  Ginebra.— 200.  Gran  Bretaña.— 201.  Grecia.— 202.  Gran  Ducada 
de  licsse.— 203.  Hungría.- 204.  Italia.  — 205.  Noruega.-206-  Países  Bajos.— 
207.  Portugal.— 208.  Rusia.— 209.  Suecia.— 210.  Gerdeña.— 2Í1.  Toscana.— 212. 
Vaud  — 213.  Wurtemberg.- 214.  Zurich. 


189.  Alemania  (.Imperio  de). — ^Código  penal  del  imperio  alo- 
man, V de  Enero  de  1872: 

Art.  4“  /modificado  en  virtud  de  la  ley  de  26  de  Febre^'^o 
de  1867.) 

«Los  crímenes  j delitos  cometidos  en  países  extranjeros, 
no  están  sujetos  por  regla  general,  á ningún  procedimiento, 
»Pueden,  no  obstante,  ser  procesados  según  las  leyes  del 
Imperio  aleman: 

Todo  aleman  ó extranjero  que,  en  país  extranjero,  se 
haya  hecho  reo  de  alta  traición  fkochvergetheris&he  HaudlungJ 
contra  el  imperio  de  Alemania  o uno  de  los  Estados  de  la  Con- 
federación, falsificando  moneda  ó cometiendo,  en  calidad  de 
funcionario  del  Imperio  aleman  ó de  uno  de  los  Estados  de  la 
Confederación,  un  hecho  que  las  leyes  del  Imperio  califiquen 
de  crimen  ó delito  cometido- en  el  ejercicio  de  funciones  pú- 
blicas. 

»2^  Todo  aleman  que,  en  país  extranjero,  se  baya  hecho 
reo  de  traición  (landesverroeterische  HaudlungJ  contra  el  Impe- 
rio de  Alemania  6 uno  de  los  Estados  de  la  Confederación,  á 
de  ofensa  hácia  un  Soberano  de  ésta. 

Todo  aleman  que  se  lia  hecho  culpable  eu  país  extran- 
jero, de  un  acto  calificado  de  crimen  ó de  delito  por  las  leyes 
del  Imperio  aleman,  es  punible  sogim  las  leyes  del  lugar  don- 
de ha  sido  cometido . ' ' 

»K1  proceso  puede  iniciarse  aunque  el  culpable  haya  adqui- 
rido la  cualidad  de  aleman,  después  de  consumar  el  crimen  ó 
delitos,  á condición  de  que,  en  este  último  caso,  haya  prece- 
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cedidc  queja  de  la  autoridad  del  país  en  donde  el  hecho  tuvo 
lugar.  Si  la  ley  del  país  extranjero  señala  una  pena  más  sua- 
ve, debe  aplicarse  ésta. 

»Art.  5°  No  hay  lugar  á procedimiento  en  los  casos  deter- 
minados por  el  núm.  3 del  artículo  precedente: 

vi®  Si  el  acusado  ha  sido  juzgado  definitivamente,  por  el 
mismo  hecho,  por  un  Tribunal  extranjero,  si  ha  sido  indulta- 
do é ha  cumplido  su  condena.  ' 

Si  el  proceso  ó la  condena  han  prescrito  según  la  ley 
extranjera  y si  se  le  ha  rebajado  la  pena. 

»3®  Si  la  parte  ofendida  no  ha  interpuesto  queja,  en  el  ca- 
so en  que  ésta  sea  necesaria,  para  el  procedimiento  según  la 
legislación  extranjera»  (1). 

190.  Austria  (Imperio  de  y particularmente  Cileithania)  (2). 
— Código  penal  del  Imperio  de  Austria  de  1852  (3): 

«§  36.  Un  súbdito  del  Imperio  austríaco  no  puede  ser  entre- 
gado jamás  á un  Estado  extranjero  por  crímenes  que  haya  co- 
metido en  él,  después  de  ser  detenido  en  el  Imperio,  pero  de- 
be ser  juzgado  según  este  Código  penal,  sin  atender  á las  le- 
yes del  país  donde  cometió  el  crimen . 

»Entónces',  si  á pesar,  é independientemente  de  esta  ac- 
ción, hubiese  sido  ya  castigado  en  el  Estado  extranjero,  se 
tendrá  en  cuenta  la  pena  sufrida  para  la  que  deba  aplicársele 
según  este  Código. 

»En  ningún  caso  deben  ejecutarse  en  estos  Estados,  sen- 
tencias pronunciadas  por  autoridades  penales  extranjeras. 

»§  37.  Aun  en  el  caso  eventual  de  un  extranjero  que  come- 
te un  crimen  en  el  territorio  del  Imperio  austríaco,  la  senten- 
cia será  pronunciada  únicamente  según  el  presente  Código 
(§  41.) 

(1)  En  el  proyecto  de  ley  ss  pro^onian  modificaciones  más  considerables  al  ar- 

ticulo 4°.  Se  sometían  á la  leg^isíacion  alemana,  partícularmeñte,  los  crímenes  y 
delitos  cometidos  en  el  extranjero  contra  un  súbdito  aleman  por  un  extranjero.  El 
Parlamento  (Reicbstag')  uo  creyó  llegado  el  momento  de  refundir  toda  la  teoría  de 
los  crímenes  y delitos  cometidos  £u era  del  territorio,  y no  adoptó  las  nuevas  dis- 
posicioues  cuya  necesidad  creyó  la  establecerían  las  circunstancias.  (Véase  .4n- 
maire  de  iegislaíion  éirangére,  1816,  189). 

(2)  Daremos  más  adelaiíte,  según  el  orden  alfabético,  la  legislación  de  Hun- 
gría. 

Gb  Este  Código  estuvo  vigente  en  Venecia  hasta  1836. 
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»§  38.  Si  un  extranjero  ha  cometido,  en  uú  Estado  extran- 
jero, el  crimen  de  alta  traición  contra  el  Estado  anstriaco  ó 
contra  la  Confederación -germánica  (§  58)  ó el  crimen  de  falsi- 
ficación de  documentos  austriacos,  de  crédito  público  6 de 
monedas  austriacas  (§§  106-121),  será  tratado  según  el  Código 
V como  súbdito  austríaco. 

»§  39.  Si  uu  extranjero  ha  cometido,  en  un  Estado  extran- 
jero, un  crimen  diferente  de  los  enumerados  en  el  párrafo  an- 
terior, debe  ser  detenido  en  el  momento  de;  entrar  en  el  reino 
y concertar  la  extradición  con  el  Estado  donde  haya  cometido 
el  delito. 

»§  40.  INo  aceptando  ésta  el  Estado  extranjero,  deb’e  proce- 
sarse al  extranjero  conforme  á las  reglas  de  este  Código  pe- 
nal, Sin  embargo,  sílas  leyes  del  país  Sonde  se  efectuó  el  acto 
determinan  una  pena  más  suave,  debe  ser  tratado  según  és- 
tas. En  la  sentencia  debe  añadirse  la  pena  de  destierro  por  el 
tiempo  que  siga  á la  extinción  de  la  condena. 

»§  41.  Si  existiesen  tratados  de  extradición  recíproca  de 
los  malhechores  con  los  Estados  extranjeros,  se  procederá  se- 
gún estos  tratados.» 

Proyecto  de  Código  penal  austríaco  presentado  á la  Cáma- 
ra de  diputados  de  Viena  por  S.  E.  el  Ministro  de  justicia,  Ju- 
lio Glasser: 

n 
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Capítulo  primero. — Disposiciones  generales. 


«§  3.  Esta  ley  se  aplica  á todos  los  hechos  cometidos  en  el 
Listado.  Por  Mstiido.  en  el  sentido  de  esta  lev.  se  entiende  el 

/ AJ  / - 

territorio  para  el  cual  ha  sido  publicada. 

»§  4.  Los  crímenes  cometidos  •fo-era  del  Estado  están  so- 
metidos á la  aplicación  de  las  reglas  de  esta  ley,  sólo  en  los 
siguientes  casos  : 

»1.  Si  se  ha  cometido  un  hecho  de  alta  traición  contra  la 
monarquía  Austro-húngara,  ó uno  de  los  crímenes  menciona- 

12 
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dos  en  el  capítulo  vii  de  la  parte  n relativo  á la  moneda  del 
Estado  6 al  papel  nacional  asimilado  al  papel  moneda. 

»2.  Si  el  culp'able  después  de  cometido  el  crimen,  es  ciuda- 
dano austríaco, 

»3.  Si  no  es  admisible,  ni  practicable,  relativamente  al  pro- 
cedimiento y á la  represión  acordar  la  extradición  del  culpable 
á las  autoridades  del  lugar  donde  el  hecho  punible  ha  tenido 
efecto,  ó á las  de  su  patria,  y si  el  Ministro  de  justicia  juzga 
oportuno  ordenar  procedimientos  penales. 

»Se  debe  tener  en  cuenta  la  pena  sufrida  por  razón  del 
mismo  hecho,  fuera  del  territorio  donde  esté  en  vigor  esta  ley, 
para  pro'nunciar  sentencia  según  los  párrafos  1 y 2, 

)>En  el  caso  mencionado  en  el  núm.  3,  la  pena  no  puede 
ser  mayor  que  la  que  se  hubiese  debido  imponer  según  la  ley 
del  país  donde  se  cometió  la  acción  punible,  y el  proceso  no  es 
in  genere  admisible  más  que  bajo  las  condiciones  y prescrip- 
ciones que  deban  observarse  para  la  represión  de  ese  mismo 
hecho  según  las  leyes  del  lugar  donde  se  cometió. 

»§  5‘.  Las  contravenciones  cometidas  fuera  del  territorio 
en  que  está  vigente  esta  ley,  no  son  punibles,  excepto  el  caso 
en  que  estén  previstas  por  leyes  especiales  ó por  tratados. 

»§  6.  Los  que  dependan  de  los  países  para  los  cuales  se  ha 
publicado  esta  ley,  no  pueden  ser  entregados  para  procesarlos 
ó para  cumplir  una  condena,  ni  á un  Estado  extranjero  ni  á 
las  autoridades  de  los  países  de  la  Corona  de  Hungría.  TaVu- 
poco  puede  ser  entregado  para  los  fines  indicados,  un  indivi- 
duo que  pertenezca  á este  último  país,  pero  por  los  actos  pu- 
nibles cometidos  en  el  extranjero,  será  entregado  á las  autori- 
dades de  su  país^ 

»§  7.  En  ninguno' de  los  países  en  que  rige  la  presente  ley 
se  puede  ejecutar  una  sentencia  penal  pronunciada  fuera  de 
ese  mismo  país.» 

191.  Bélgica. — Ley  de  30  de  Diciembre  de  1836: 

<rArtículo  H Todo  belga'que,  fuera  del  territorio  del  reino, 
se  haya  hecho  reo  de  un  crimen  6 de  un  delito  contra  un  bel- 
ga podrá  ser  procesado  en  Bélgica,  si  se  encontrase  en  su  ter- 
ritorio, y juzgado  ^castigado  conforme  á las  leyes  vigentes 
en  el  reino. 
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»Art.  2®  Todo  belga  que -se  haya  hecho  autor  de  un  crimen 
<5  de  un  delito  previsto  en  el  art.  1"  de  la  ley  de  1®  de  Octubre 
de  1833  (1)  fuera  del  territorio  del  reino,  contra  un  extranjero, 
si  se  halla  en  Bélgica,  podrá  ser  procesado,  juzgado  y senten- 
ciado conforme  á las  leyes  vigentes  en  el  reino,  si  el  extranje- 
ro perjudicado  ó su  familia  interpone  queja  ó si  media  un  aviso 
oficial  dado  á las  autoridades  belgas  por  las  del  territorio  don- 
de se  ha  cometido  el  crimen  ó delito. 

»Art.  3®  Las  disposiciones  anteriores  jio  son  aplicables 
cuando  el  belga  ha  sido  procesado  y juzgado  en  país  extran- 
jero á menos  que  haya  mediado  una  condena  por  contumacia 
ó en  rebeldía,  en  cuyo  caso  podrá  ser  procesado  y juzgado  por 
los  tribunales  belgas.» 

Ley  de  8 de  Enero  de  1841. 

«Art.  13.  La  ley  de  30  de  Diciembre  de  1836  (B.  o/.,  nú- 
mero 641)  sobre  los  crímenes  y delitos  cometidos  en  el  extran- 
jero, se  ha  hecho  extensiva  á los  hechos  previstos  por  el  § 1® 
del  art.  4^,  el  art.  5®  y el  § 1*^  del  art.  6“  de  la  presente  ley, 

»E1  art.  1'^  de  la  ley  de  22  de  Setiembre  de  1835  (B.  o/., 
número  643)  es  aplicable  al  extranjero  que  haya  tenido  un 
duelo  con  un  belga  en  país  extranjero.» 

Cédigo  penal  de  1867. 

«Art.  3^*  Las  infracciones  cometidas  en  el  territorio  del  rei- 
no, por  belgas  ó por  extranjeros,  son  castigadas  conforme  á 
las  disposiciones  de  las  leyes  belgas. 

»Art.  4"  Las  infracciones  cometidas  fuera  del  reino  por 
belgas  ó por  extranjeros,  no  se  castigan  en  Bélgica  más  que 
en  los  casos  determinados  por  la  ley.» 

Ley  do  15  de  Marzo  de  1875,  sobre  la  extradición. 

«Art.  S*’  Los  artículos  2^  y 3*^  de  la  ley  de  30  de  Diciembre 
de  1836,  sobre  la  represión  de  los  crímenes  y delitos  cometidos 
por  belgas  en  el  extranjero  son  aplicables  á las  infracciones 
previstas  por  el  art.  l*’  de  la  presente  ley.» 

(1)  Los  crímeaes  y delitos  que  según  esta  ley  pueden  dar  lugar  ala  extradición, 
son  los  siguientes:  1”,  el  asesinato,  el  envenenamiento,  el  parricidio,  el  infantici- 
dio, el  homicidio,  el  estupro;  2”,  el  incendio;  la  falsificación  de  escrituras,  in- 
clusa la  de  billetes  de  Banco  y efectos  públicos;  d",  la  falsificación  de  moneda; 
5",  los  testigos  falsos;  el  robo,  la  estafa,  la  concusiolj  las  sustracciones  come- 
tidas por  depositarios  públicos;  T,  la  bancarrota  fraudulenta. 
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192.  Berna  (Cantón  de). — Códig-o  penal  del  Cantón  de  Ber- 
na, de  1867 : 

«Art.  3°  El  pl-esente  Código  es  aplicable  á todas  las  infrac- 
ciones cometidas  en  el  territorio  del  Cantón. 

»Las  infracciones  cometidas  fuera  del  Cantón  no  podrán 
motivar  proceso  ni  sentencia  alguna  sino  en  los  casos  previs- 
tos por-  la  ley.  «. 

»Art.  4'’  Ningún  ciudadano  del  Cantón  podrá  ser  entrega- 
do á la  autoridad  de  un  Estado  extraño  á la  Suiza  para  ser  ob- 
jeto de  procedimientos  penales  ni  para  cumplir  una  sentencia 
pronunciada  enjuicio  de  condena. 

»Art.  5"  Se  exceptúan  las  leyes  penales  de  la  Confedera- 
ción, las  leyes  penales  militares  y los  tratados  internacio- 
nales.» 

193.  Solivia  (República  de). — Entre  los  Códigos  americanos 
que  hemos  podido  consultar,  no  hemos  encontrado  ninguna 
disposición  relativa  á los  delitos  cometidos  en  el  extranjero, 
ni  en  el  Código  de  Honduras  de  1866,  ni  en  el  del  Brasil 
de  1871,  ni  en  el  Mejicano  de  1872. 

Sin  embargo,  el  Código  de  Bolivia  de  1830  contiene  los  dos 
artículos  siguientes  : 

cíArt.  10.  Todo  boliviano  ó extranjero  que,  en  el  territorio 
de  la  República,  cometa  un  delito  ó crimen,  será  castigado, 
sin  distinción  alguna,  según  este  Código,  sin  que  en  ningún 
caso  sirva  de  excusa  la  ignorancia  de  lo  que  en  ól  se  halla  dis- 
puesto. 

»Árt.  11.  El  boliviano  que  según  los  tratados  ó en  los  ca- 
sos prescritos  por  las  leyes,  fuese  juzgado  en  Bolivia  por  un 
delito  que  hubiese,  cometido  en  país  extranjero,  bien  porque 
haya  sido  detenido  en  territorio  de  la  República,  bien  porque 
haya  sido  entregado  por  otro  Gobierno,  sufrirá  la  pena  seña- 
lada en  este  Código  contra  el  respectivo  delito,  salvo  las  ex- 
cepciones estipuladas  en  los  mismos  tratados.» 

194.  Dinamarca  (Reino  de).  — Código  de  10  de  Febrero 
de  1866. 

Capítulo  primero.  — Dispo siciones  preliminares . 

■<§  2.  T,a  presente  ley  es  aplicable  á todos  los  delitos  come- 
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tidos  en  el  reino  sea  cual  fuere  la  nacionalidad  del  culpable. 

»§  3.  Los  delitos  cometidos  á bordo  de  los  buques  surtos 
en  los  puertos  del  reino,  se  castigarán  igualmente  según  la 
presente  ley,  á mdnos  que  el  buque  se  halle  en  un  territorio 
marítimo,  sujeto  á distinta  legislación  penal. 

»§  4.  Si  algún  súbdito  danés,  con  el  objeto  de  eludir  una 
ley  danesa,  comete  fuera  de  las  fronteras  del  reino  un  acto  de 
los  que  esta  ley  castiga,  se  considerará  como  si  lo  hubiese  co- 
metido dentro  del  país. 

»§  5.  Se  considera  también  una  violación  de  las  leyes  pe- 
nales del  rpino,  el  que  un  súbdito  danés,  en  el  extranjero,  se 
haga  culpable  de  traición  contra  el  Estado  danés,  6 del  crimen 
de  lesa  majestad  ó que  haya  falsificado  ó alterado  la  moneda 
danesa,  atacado  ó ultrajado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  á 
un  funcionario  danés  residente  en  país  extranjero  ó haya  fal- 
tado de  otra  cualquier  manera  á la  fidelidad  y obedíecrcia  que 
debe  como  súbdito. 

^Asimismo  se  considera  al  funcionario  que  empleado  en 
el  país  ó fuera  del  reino  comete  un  crimen  concerniente  á sus 
funciones,  ó cuando  un  súbdito  danés  sea  por  fraude  en  el 
cumplimiento  de  una  misión  que  se  le  ha  confiado,  sea  de  otra 
cualquier  manera  punible  por  las  leyes  del  reino,  ha  faltado, 
durante  su  estancia  en  el  extranjero,  á una  obligación  con- 
traída con  alguna  persona  habitante  en  él. 

»§  6.  Además  de  los  casos  indicados,  cuando  un  súbdito 
danés  baya  cometido  un  crimen  en  un  Estado  extranjero,  el 
Ministerio  de  Justicia  está  autorizado  para  procesarle  en  el 
reino,  y el  culpable  será  juzgado  según  la  presénte  ley. 

»§  7.  En  el  caso  de  que  se  procese  en  el  reino  á un  indi- 
viduo por  nii  delito  y se  compruebe  que  ha  sido  castigado  por 
el  mismo  delito  en  un  Estado  extranjero,  los  tribunales  ten- 
drán en  cuenta  la  pena  que  haya  sufrido  en  el  extranjero,  y 
según  las  circunstancias , están  autorizados  para  computarla 
con  la  establecida  por  la  ley  y hasta  para  no  aplicarle  nin- 
guna. 

»§  8.  En  cuanto  á las  legislaciones  de  las  potencias  extran- 
jeras, los  buques  de  guerra  y los  cuerpos  de  tropa  extranje- 
ros, así  como  los  delitos  cometidos  por  funcionarios  extranje- 
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ros  eu  el  ejercicio  de  sus  funcioneSj  durante  su  misión  en  Di- 
namarca, se  les  aplicarán  las  reglas  generales  del  dereclio  de  . 
gentes.» 

195.  Dos  Sicilias  (Ex-reíno  de). — -Código  penal  délas  Dos 
Sicilias,  de  19  de  Mayo  de  1819; 

<íArt.  6.  La  acción  penal  puede  ejercerse  en  el  reino  según 
las  leyes  del  mismo  contra  los  nacionales  de  ese  reino  que  se 
hayan  hecho  culpables,  fuera  de  su  territorio,  de  delito  contra 
la  seguridad  del  Estado,  ó de  falsificación  de  monedas  nacio- 
nales, de  letras  de  crédito,  de  billetes  de  banco  ó de  todo  do- 
cumento emanado  de  un  funcionario  público  autorizado  para 
percibir  dinero  de  las  Cajas  públicas  (1). 

»Art.  7.  La  acción  penal  puede  también  ejercerse  , en  el 
reino  y según  sus  leyes,  contra  los  nacionales  que  fuera  del 
territorio  Se  hayan  hecho  culpables  de  delitos  cometidos  entre 
ellos,  si  el  inculpado,  á su  vuelta  al  reino,  no  ha  sido  juzgado 
en  país  extranjero. 

»Si  la  pena  fuese  diferente  en  los  dos  territorios,  se  le  apli- 
cará la  más  suave  (2).» 

196.  Estados  Pontificios. — Reglamento  de  procedimiento  cri- 
minal de  los  Estados  Romanos,  de  5 de  Noviembre  de  1831: 

«Art.  82.  Cuando  un  súbdito  de  los  Estados  Pontificios, 
habitante  en  el  extranjero,  cometa  un  robo  y éntre  en  el  «Es- 
tado con  los  objetos  robados,  podrá  ser  detenido,  y el  tribunal 
de  la  jurisdicción  en  que  haya  sido  detenido  será  el  competen- 
te para  juzgarle  de  conformidad  con  las  leyes  pontificales.» 

197.  Francia. — Ley  de  27-3  de  Julio  de  1866  relativa  , á los 
crímenes,  delitos  y contravenciones  cometidos  en  el  extran- 
jero: 

í<Art.  F Loá^artículos  5,  6,  7 y 187  del  Código  de  instruc- 


(1)  La  ley  de  14  de  Octubre  de  1845,  tuvo  por  objeto  exteuder  esta  disposición  á 
los  extranjeros  que  se  hubiesen  hecho  autores  ó cómplices  de  las  infracciones 
previstas  en  este  articulo. 

(2)  Seg-un  el  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1834,  el  Juez  tenia  la  facultad  de 
aminorar  la  pena,  seg-un  las  circunstancias,  en  un  grado,  cuando  se  tratare  de  un 
delito  cometido  en  país  extranjero,  pero  juzgado  en  el  reino,  «alvo  en  el  caso  de 
éer  cuestión  de  delitos  de  alta  traición,  de  lesa  Majestad,  de  falsiflcacion  de  mo- 
neda ó de  fraude  en  perjuicio  del  Tesoro  público. 
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tíiou  criminal  están  derogados  y serán  reemplazados  por  los 
siguientes : 

»Art.  5.  Todo  francés  que,  fuera  del  territorio  de  Prancia, 
haya  cometido  un  hecho  calificado  de  delito  por  la  ley  france- 
sa, puede  ser  procesado  y juzgado  en  Francia,  siempre  que  el 
hecho  lo  considere  punible  la  legislagjon  del  país  donde  ha 
sido  cometido. 

»Sin  embargo,  tratándose  de  un  crimen  d delito  por  el  cual 
-el  inculpado  haya  sido  juzgado  definitivamente  en  el  extran- 
jero, no  hay  lugar  á procedimiento  alguno. 

»En  el  caso  de  delito  cometido  contra  un  particular,  francés 
6 extranjero,  el  proceso  no  puede  intentarse  sino  á instancia 
del  ministerio  público;  debe  preceder  queja  de  la  parte  ofendi- 
da (5  una  denuncia  oficial  á la  autoridad  francesa  por  la  del 
país  donde  se  ha  cometido  el  delito. 

»No  hay  lugar  á procedimiento  a^’uno  ántes  de  la  vuelta 
■á  Francia  del  inculpado,  excepto  en  los  crímenes  que  se  enu- 
meran en  el  art.  7 que  sigue. 

»Art.  fi.  El  proceso  se  inicia  á instancia  del  ministerio  pú- 
blico del  lugar  donde  reside  el  procesado  ó del  de  donde  pueda 
ser  habido. 

»Sin  embargo,  la  Corte  de  Casación,  á petición  del  Ministe- 
rio ^público  ó de  las  partes,  remitirá  el  conocimiento  de  la  causa 
ante  una  Corte  ó Tribunal  más  cercano  al  lugar  del  crimen  ó 
delito. 

»Art.  7”  Todo  extranjero  que,  fuera  del  territorio  de  Fran- 
cia, se  haga  culpable,  como  autor  d como  cómplice,  de  un 
crimen  atentatorio  á la  seguridad  del  Estado,  ó de  falsifica- 
ción del  sello  del  Estado,  de  las  monedas  nacionales  en  cursos 
de  documentos  nacionales,  de  billetes  de  Banco  autorizados 
por  la  ley,  podrá  ser  procesado  y juzgado  según  las  disposi- 
ciones de  las  leyes  francesas,  si  se  le  detiene  en  Francia,  6 si 
el  Gobierno  alcanza  su  extradición.» 

«Art.  187.  (Fsíe  artículo  se  rejíere  d la  significación  de  los 
juicios  joor  releldia^  y es  completamente  ajeno  á nuestro  estudio.) 

«Art,  2*^  Todo  francés  que  se  hace  culpable  de  los  delitos 
de  contravención  en  materia  de  montes,  rural,  de  pesca,  de 
taduanas  6 de  contribuciones  indirectas  en  territorio  de  uno  de 


DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 


184 

los  Estados  limítrofes^  puede  ser  procesado  y juzgado  en  Fran- 
cia, según  la  ley  francesa,  si  este  Estado  autoriza  el  procesa 
de  sus  nacionales  por  los  misinos  hechos  cometidos  en  Francia. 

»La  reciprocidad  será  legalmente  comprobada  por  conve- 
nios internacionales  ó por  un  decreto  publicado  en  el  Boletín 
de  leyes 

Convenio  de  7 de  Marzo  de  1861,  entre  Francia  y Cerdena: 
«Art.  7^^  Los  delitos  y contravenciones  que  puedan  tener 
lugar  en  elMont-Cenis  y en  los  territorios  comprendidos  entre 
la  línea  frontera  y la  cúspide  de  los  Alpes,  desde  CoUa-Lunga 
hasta  Mont-Clapier,  serán  comprobados  por  los  guarda  bos- 
ques délos  municipios  franceses  á que  estos  territorios  perte- 
nezcan. 

»Estos  guarda  bosques  deberán  juramentarse  ante  un  Tri- 
bunal sardo,  y sus  procesos  verbales  serán  puestos  á procedi- 
miento ante  este  mismo  'J’ribunaL 

»Art.  8°  Los  bosques  pertenecientes  á municipios  france- 
ses, y situados  en  el  Condado  de  Niza,  entre  la  frontera  y la 
cúspide  de  los  Alpes,  serán  administrados  por  ios  agentes  del 
Gobierno  francés;  sin  embargo,  estos  agentes  no  serán  llama- 
dos más  que  para  comprobar  los  delitos  ó contravenciones  en 
materia  de  bosques,  cometidos  por  franceses  residentes  en 
Francia,  y sus  procesos  verbales  no  - podrán  pasar  á procedi- 
miento más  que  ante  los  Tribunales  franceses.)) 

Convención  entre  Francia  y Suiza  concerniente  á las  rela- 
ciones de  vecindad  y á la  vigilancia  de  los  bosques  limítrofes, 
concluido  el  30  de  Junio  de  1864,  ratificado  el  24  de  Noviem- 
bre de  1864,  promulgado  en  Francia  por  decreto  imperial  del 
28  de  Noviembre  del  mismo  año,  declarado  ejecutivo  con  res- 
pecto á los  artículos  8”  y 9®,  por  declaratoria  de  fecha  22  de 
Agosto  de  1866,  á partir  del  1^*  de  Setiembre  de  1866,  y que 
fué  aprobada  en  Francia  el  25  de  Agosto  del  propio  año. 

ííArt.  8^^  Á fin  de  asegurar  la  represión  de  los  delitos  y 
contravenciones  que  se  cometan  en  los  bosques,  en  la  frontera, 
los  dos  altos  partidos  se  • encargan  de  procesar  á sus  respecti- 
vos dependientes  que  hayan  cometido  dichas  infracciones  en 
territorio  extranjero,  del  mismo  modo  y con  aplicación  de  ías 
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mismas  leyes  que  se  les  aplicarían  si  hubiesen  cometido  aque- 
llas en  su  mismo  país, 

»E1  proceso  tendrá  lugar  bajo  la  condición  de  que  no  haya 
recaído  sentencia  en  el  país  donde  se  haya  cometido  la  infrac- 
ción y con  traslado  oficial  del  proceso  verbal  por  la  autoridad 
competente  de  este  país  <5  del  que  pertenece  al  inculpado. 

»En  el  Estado  en  donde  se  pronuncie  la  sentencia,  perci- 
birá sólo  el  importe  de  las  multas  y costas,  pero  las  indemni- 
zaciones ingresarán  en  las  cajas  del  Estado  donde  se  cometió 
la  infracción. 

»Los  procesos  verbales  instruidos  regularmente  por  los 
guardas  juramentados  de  cada  país,  harán  fe'  hasta  la  prueba 
contradictoria  ante  los  Tribunales  extranjeros.  . 

»Art.  9®  Para  hacer  más  eficaz  la  vigilancia  de  las  propie- 
dades selvícolas,  todos  los  guarda  bosques  que  descubran  un 
delito  ó una  contravención  en  la  demarcación  confiada  á su 
vigilancia,  podrán  seguir  los  objetos  robados  hasta  más  allá 
de  la  frontera;  entrar  en  territorio  del  Estado  vecino  hasta  el 
lugar  donde  hayan  sido  trasportados,  y efectuar  allí  el  em- 
bargo, 

»No  podrán,  sin  embargo,  introducirse  en  las  casas,  edifi- 
cios ni  patíos  adyacentes  y cercados,  sino  en  presencia  de  un 
funcionario  público,  designado  al  efecto  por  las  leyes  del  país 
donde  la  pesquisa  tenga  lugar, 

»Las  autoridades  competentes  encargadas  de  la  policía  lo- 
cal, están  obligadas  á prestar  auxilio  á los  guardas  en  sus 
pesquisas,  sin  que  sea  necesario  pedir  autorización  para  ello  á 
ningún  funcionario  superior. 

»Las  administraciones  competentes  de  cada  uno  de  los  Es- 
tados se  harán  conocer  recíprocamente  los  nombres  de  los 
guarda  bosques  encargados  do  la  vigilancia  de  los  buques  li- 
mítrofes. 

>>Art.  10.  En  el  caso  de  que  se  juzguen  necesarias  algu- 
nas modificaciones  en  la  legislación  criminal  de  uno  ú otro 
Estado,  para  asegurar  la  ejecución  de  los  artículos  8”  y las 
dos  Altas  Partes  contratantes  se  encargan  de  tomar,  tan  pronto 
como  hacerse  pueda,  las  medidas  necesarias  con  el  fin  de  lle- 
yar  á cabo  estas  reformas. 
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»Art.  11.  El  presente  convenio  estará  vigente  durante 
doce  años  á contar  desde  el  día  del  mutuo  cambio  de  notifica- 
ciones. En  el  caso  de  que  alguna  de  las  partes  contratantes  no 
hubiese  notificado  á la  otra  doce  meses  después  del  fin  de  este 
período,  su  intención  de  hacer  cesar  los  efectos  del  convenio, 
éste  será  obligatorio  hasta  un  año  después  á partir  desde  el 
dia  en  que  una  de  las  partes  contratantes  se  haya  denunciado. 

»Las  partes  contratantes  se  reservan  la  facultad  de  intro- 
ducir, en  este  convenio,  de  común  acuerdo,  todas  las  modifi-  - 
caciones  que  no  estén  en  oposición  con  su  espíritu  ó sus  prin- 
cipios, y cuya  utilidad  esté  demostrada  por  la  experiencia. 

»Las  disposiciones  del  art.  7^  del  Tratado  de  18  de  Julio  de 
1828  quedan  derogadas.» 

Decreto  de  2 de  Noviembre  de  1877  relativo  á los  procedi- 
mientos contra  todo  francés  que  se  haga  culpable  en  Bélgica 
de  delitos  y contravenciones  en  materias  selvícolas,  rurales  y 
de  pesca: 

»E1  Presidente  de  la  República  francesa, 

»Sobre  el  informe  del  Guarda-sellos,  Ministro  de  Justicia  y 
Ministro  de  Neg'ocios  extranjeros: 

» Visto  el  art.  2°  de  la  ley  de  27  de  Junio  de  1866  que  dice: 
1”,  que  todo  francés  que  se  haga  reo  de  sus  delitos  y contra- 
venciones en  materias  selvícolas,  rurales,  de  pesca,  de  Adua- 
nas é de  contribuciones  indirectas  en  él  territorio  de  uno  de 
ios  estados  limítrofes  puede  ser  procesado  y juzgado  en  Fran- 
cia según  la  ley  francesa,  si  este  Estado  autoriza  el  procedi- 
miento de  sus  nacionales  por  los  mismos  hechos  cometidos  en 
Francia;  2®,  que  la  reciprocidad  esté  legalmente  comprobada 
por- convenios  internacionales,  ó por  un  decreto  publicado  en 
el  Boleti%  de  leyes: 

» Visto  las  disposiciones  de  las  leyes  belgas  de  30  de  Diciem- 
bre de  1836  y 15  de  Marzo  de  1874,  de  donde  resulta  que  un 
belga  que  se  haya  hecho  culpable,  fuera  del  reino,  de  una  in- 
fracción en  materia  selvícola,  rural  6 de  pesca,  si  se  halla  en 
el  reino  podrá  ser  procesado  en  él  y juzgado  por  queja  de  la 
parte  ofendida  6 por  aviso  oficial  dado  á las  autoridades  belgas 
por  los  del  país  donde  se  haya  cometido  la  infracción: 
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»Considerando  que  el  Gobierno  belga,  fundándose  en  estas 
disposiciones,  ha  expresado  el  deseo  de  que  el  Gobierno  fran- 
cés tome  las  medidas  necesarias  para  hacer  gozar  á Bélgica  de 
análogas  garantías  con  respecto  á las  mismas  infracciones  co- 
metidas en  Bélgica  por  ciudadanos  franceses: 

»Considerando  que  procede  acceder  á esta  petición  de  modo 
que  pueda  establecerse  en  ese  punto  una  reciprocidad  entre 
los  dos  páíses  tan  completa  como  sea  posible, 

decreto: 

» Artículo  I"*  Todo  francés  que  se  haga  culpable  en  Bél- 
gica de  delitos  y contravenciones  selvícolas , rurales  é de  pes- 
ca, podrá  ser  procesado  á su  vuelta  á Francia,  y juzgado  se- 
gún la  ley  francesa  si  hay  queja  de  la  parte  ofendida  ó aviso 
oficial  dado  á las  autoridades  francesas  por  las  belgas. 

»Art.  2^  El  Guarda-sellos,  Ministro  de  Justicia  y el  Mi- 
nistro de  Negocios  extranjeros,  quedan  encargados  de  la  eje- 
cución del  presente  decreto,  en  la  parte  que  á cada  uno  com- 
peta, y que  se  insertará  en  el  Boletín  de  leyes. 

»Dado  en  París  á 2 de  Noviembre  de  1877. — Firmado:  M.  de 
Mac-Mahon. — Fl  Ministro  de  Negocios  extranjeros . Firmado: 
Decazes. — Fl  Quarda-sellos,  Ministro  de  Justicia^  Presidente 
del  Consejo,  Firmado:  De  Beoglie. 

198.  Fribwrgo  (Cantón  de). — Código  penal  del  Cantón  de 
Friburgo  de  1873: 

«Art,  3®  Están  sometidos  á las  disposiciones  del  presente 
Código: 

»A.  Todos  los  crímenes,  delitos  y contravenciones  cometi- 
dos en  el  territorio  del  Cantón: 

»B.  Los  crímenes  cometidos  por  los  naturales  fuera  del 
territorio  del  Cantón: 

»C.  Los  crímenes  cometidos  por  los  extraños  al  Cantón, 
fuera  de  él,  pero  en  su  perjuicio  ó en  el  de  sus  dependientes. 

»Sin  embargo,  no  hay  lugar  á procedimiento  alguno  ni  á 
pronunciar  sentencia,  si  los  Tribunales  extranjeros  han  esta- 
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tuido  sobre  el  crimen  e>n  juicio  pasado  ea  autoridad  de  cosa 
juzg^acla,  ó si  la  sentencia  pronunciada  ha  sido  ejecuta*da  ó 
anulada  por  gracia. 

»Art.  4”  Niugun  ciudadano  del  Cantón  podrá  ser  entrega- 
do á la  autoridad  de  un  listado  extraño  á la  Suiza  para  ser  ob- 
jeto de  procedimientos  penales  6 para  cumplir  una  sentencia 
pronunciada  enjuicio  de  condena.» 

199.  Ginebra  (Cantón  de).— Código  penal  del  Cantón  de  Gi- 
nebra, de  21  de  Octubre  de  1874: 

«Art.  3®  Las  disposiciones  del  presente  Código  son  apli- 
cables: 

»1®  A todas  las  infracciones  cometidas  en  el  territorio  del 
Canten. 

»2“  A los  crímenes  cometidos  fuera  del  Canto'n  contra  la 
seguridad  de  ól  por  ginebrinos  y áun  por  extranjeros,  cuando 
estos  últimos  sean  detenidos  en  el  territorio  del  Cantón,  ó cuan- 
do se  obtenga  una  extradición  por  el  Gobierno. 

»3‘*  A los  crímenes  cometidos  por  ginebrinos  fuera  del  ter- 
ritorio del  Cantón,  siempre  que  medie  queja  de  la  parte  ofen- 
dida V el  culpable  haya  sido  procesado  y juzgado  en  el  país 
donde  cometiese  el  crimen  y que  éste  lo  castiguen  las  leyes 
de  aquél. 

»4®  A los  delitos  cometidos  fuera  del  Cantón  por  un  gine- 
brino  habiendo  queja  de  la  parte  ofendida  y habiéndose  perpe- 
trado el  delito  en  el  territorio  de  su  Estado  con  el  cual  exista, 
un  tratado  de  extradición  que  mencione  el  delito. 

»En  el  caso  de  los  §§  2,  3 y 4,  el  proceso  no  podrá  instruir- 
se ni  contra  un  ausente  ni  por  simple  tentativa. 

»Art.  4®  Quedan  exceptuadas  las  prescripciones  de  los 
. tratados  internacionales  y concordatos,  así  como  las  disposi- 
ciones de  las  leye's  federales,  las  de  los  reglamentos  y leyes 
particulares  y las  de  las  leyes  y reglamentos  militares.» 

200.  Inglaterra  (RQÍiio\}má.Qi). — Leyes  eu  xigor  en  el  íeíno 
unido  de  la  Grao  Bretaña  (1): 


(1)  En  el  año  próximo  pasado,  se  ha  presentado  al  Parlamento,  ingrlés,  un  pro- 
yecto de  Código  de  procedimiento  penal.  Ha  sido,  en  gran  parte,  redactado  por 
Mr,  Siephens.  Puede  leerse  el  texto  en  el  Tim¿s  de  15  de  Mayo  de  18T8. 
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En  el  caso  de  delito  de  lesa  majestad  cometido  fuera  del 
reino,  el  proceso  puede  iniciarse  en  el  cTondado  de  Mídllesex  sí 
la  instancia  ha  de  tener  lug-ar  ante  la  corte  del  Banco  de  la 
Reina,  ó en  otro  cualquier  condado  que  la  Reina  designará  si 
quiere  nombrar  un  Tribunal  especial  para  juzgar  al  culpable. 
(35,  Enrique  VTTI,  cap.  n,  números  F,  5“  y 6®  Ed.  17,  capí- 
tulo II,  núm.  F); 

El  proceso  puede  iniciarse  en  cualquier  condado  : 

Por  delito  de  incendio  y destrucción  de  un  buque  de  la  ma- 
rina real.  (12,  Jorge  III,  cap,  xxiv  uúrn.  2'^); 

Por  ofensas  á las  personas  que  estén  cumpliendo  un  servi- 
cio público; 

Por  ofensa  inferida  á un  Gobernador  de  las  Colonias.  (11 
y 12,  duillermo  III,  cap.  xii); 

Por  violación  de  la  ley  de  reclutamiento  en  el  extranjero. 
(Foreing  enlistment,  Act.  32  y 33.  Victoria,  cap.  ix  y § 16  de 
esta  Act.) 

En  cuanto  al  homicidio  y al  asesinato  cometido  en  el  ex- 
tranjero por  un  ciudadano  Inglés,  está  estatuido  del  modo  si- 
guiente en  el  Estatuto  24  y 25,  Victoria  de  1861: 

«Si  se  ha  cometido  un  asesinato  ó un  homicidio  fuera  del 
territorio  del  Reino  Unido  ó en  cualquier  parte,  lo  mismo  en 
el  interior  que  fuera  de  las  posesiones  de  la  Reina,  tanto  si  el 
muerto  es  súbdito  de  S.  M.  como  si  no  lo  es,  en  todo  caso  se- 
mejante ó equivalente  al  delito  de  homicidio  ó asesinato  é al 
de  complicidad  de  homicidio  6 de  asesinato,  el  culpable  puede 
ser  detenido,  interrogado,  procesado,  condenado,  y castigado 
en  todos  los  condados  ó lugares  de  Inglaterra  ó de  Irlanda  don- 
de sea  detenido,  del  mismo  modo  que  si  el  delito  se  hubiese 
cometido  en  aquel  condado  ó lugar. 

»Bien  entendido  que  nada  se  opone  á que  un  individuo 
pueda  ser  juzgado  en  cualquier  país  fuera  de  Inglaterra  y de 
Irlanda,  del  mismo  modo  que  este  individuo  podía  serlo  ántes 
de  darse  esta  ley.»  (24  y 25,  Victoria,  ch.  C,  núm.  9,  1861.) 

Relativamente  á la  bigamia  se  halla  en  la  mism  a ley  lo  si- 
guiente: 

«Cualquiera  que  estando  casado  se  case  con  otra  persona 
durante  la  vida  del  primer  marido  (ó  de  la  primera  mujer),  sea 
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que  el  segundo  matrimonio  haya  tenido  lugar  en  Inglaterra  6 
en  Irlanda  ó en  otra  parte  cualquiera,  será  culpable  de  felonía, 
y reconocido  que  sea  culpable  de  tal  delito,  podrá  ser  conde- 
nado á trabajos  forzados  á discreción  de  la  Corte  por  un  espa- 
cio de  años  no  mayor  de  siete  ni  menor  de  tres,  ó á prisión  por 
un  tiempo  no  mayor  de  dos  años,  con  ó sin  trabajos  forzados» 
El  autor  de  este  crimen  puede  ser  procesado,  juzgado  y con- 
denado en  cualquier  condado  ó lugar  de  Inglaterra  ó Irlanda 
donde  fuese  habido,  como  si  el  delito  hubiese  sido  cometido  en 
aquel- condado  ó lugar.  Entiéndase,  sin  embargo,  que  ningu- 
na de  las  disposiciones  de  este  párrafo  son  aplicables  al  segun- 
do matrimonio  contraido  fuera  de  Inglaterra  ó de  Irlanda  por 
un  individiio  que  no  sea  súbdito  de  S.  M. , ni  á una  persona 
casada  segunda  vez  cuyo  marido  ó mujer  haya  estado  conti- 
nuamente ausente  durante  el  espacio  de  siete  años...»  (24  y 25, 
Victoria,  ch.  C.  núm.  57,  1861)  (1). 

201.  Grecia  (Reino  de). — Código  de  procedimiento  penal  del 
reino  de'  Grecia  de  1834: 

«Artículo  1®  Son  objeto  de  proceso  penal  todas  las  contra- 
venciones, todos  los  delitos  y crímenes  cometidos  contra  el  Es- 
tado por  grieg'os  ó por  extranjeros. 

»Art.  2“  Los  extranjeros  son  castigados  en  el.Estado  y por 
las  leyes  de  él  por  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  sólo 
en  los  casos  siguientes; 

»A.  Si  han  cometido  el  delito  contra  un  griego; 

»B.  . Si  han  cometido  un  crimen  de  alta  traición  contra 
Grecia,  si  han  falsificado  monedas  nacionales  ó que  tengan 
curso  en  el  Estado,  ó si  han  contribuido  á estos  delitos. 

»E1  castigo  de  dichos  extranjeros  tendrá  lugar  sólo  des- 
pués que  el  culpable  sea  entregado  al  Estado  ó detenido  en  él. 

»Art,  3“  Los  griegos  no  podrán  ser  entregados  jamás  á a¿- 


d)  Comunicaeion  dirigida  al  autor  por  el  señor  profesor  Holland,  de  la  Univer- 
sidad de  Oxford. 

Stephen  (et  digest.  of  crminal  Lato,  Londres,  18”74),  escribe  en  lapág.  174,  nota6®^ 
que  el  acto  que  acabamos  de  citar,  «no  ^e  extiende  á un  súbdito  de  S.  M.  que  haya 
concertado  un  segundo  matrimonio  en  Escocia  durante  la  vida  de  la  mujer  con 
quien  se  habia  casado  primeramente  en  Escocia.»  (g  5",  Topping  Dear,  ■vi,  núm. 

Y añade,  «debe  decidirse  también  sobre  los  bigamos  en  país  extranjero.»  {The  same 
TJíldjwQutd,  of  course  apply  toQHgammis  mariageinany  foreingconutry). 
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toridades  extranjeras,,  ni  áun  por  los  delitos  que  hayan  cometi- 
do en  el  extranjero;  pero  sin  embargo  se  someten  á juicio  en  su 
patria  por  los  delitos  y crímenes  cometidos  en  el  extranjero  si 
son  castigados  en  las  leyes  nacionales,  como  si  se  hubiesen 
hecho  culpables  de  estos  delitos  contra  el  Estado,  salvo  lo  qué 
puedan  disponer  á este  propósito  los  tratados  públicos.» 

202.  Hesse’Darmstadt  (Gran  Ducado  de).— Código  del  Gran 
Ducado  de  Hesse  de  17  de  Setiembre  de  1841; 

«Árt.  4®  lias  disposiciones  del  presente  Código  son  aplica- 
bles á los  nacionales  que  se  hagan  culpables  en  el  extranjero 
de  un  delito  contra  un  nacional  ó un  extranjero^  contra  el  Gran 
Ducado,  la  confederación  germánica  ó un  Estado  de  la  confe- 
deración. Si  se  trata  de  un  delito  contra  un  Estado  extraño  á la 
confederación  no  se  puede  proceder  sino  en  virtud  de  Una  ór- 
' den  del  Ministro  de  Justicia. 

»Sin  embargo,  hay  lugar  á no  aplicar  pena  alguna  ó apli- 
car una  relativamente  menor  en  los  casos  siguientes: 

»E  Cuando  el  acto  dirigido  contra  un  Estado  confederado 
ó un  Estado  extranjero  ó contra  sus  habitantes,  no  se  castiga 
ó se  castiga  con  una  pena  menor  en  las  leyes  de  este  Estado. 

>>2'^  Cuando  el  culpable  ha  sido  ya  juzgado  por  los  Tribu- 
nales extranjeros; 

»3'^  Cuando  ha  sido  indultado  del  delito  por  el  Estado  ex- 
tranjero. 

»Art.  5®  Serán  juzgados  por  las  leyes  del  Gran  Ducado  de 
Hesse  los  extranjeros  que  fuera  del  territorio  se  hayan  hecho 
culpables  en  perjuicio  de  aquél,  de  uno  de  los  crímenes  si- 
guientes: lesa  majestad,  alta  traición,  traición  al  país,  sedi- 
ción, inundación , falsificación  de  sellos  ó timbres  del  Gran 
Ducado,  ó de  monedas  que  tengan  curso  legal  y de  efectos 
públicos.  Sin  embargo,  no  se  pronunciará  sentencia  alguna 
por  un  crimen  ó delito  cometido  por  un  extranjero  en  territo- 
rio del  Gran  Ducado,  en  perjuicio  de  un  Estado  extranjero  6 
de  sus  autoridades  si  ha  sido  castigado  en  este  último  Estado.» 

203.  Himgria  (Reino  de). — Código  penal  húngaro  de  crí- 
menes y delitos,  sancionado  el  27  de  Mayo  de  1878.  (Este  Có- 
digo está  en  vigor  desde  E de  Enero  de  1879.) 
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Sbccion  segunda. — EJicilcid  del  Cádigo  relativamente  al  lerriUHo 

y & las  personas . 

«§  5”  La  eficacia  del  presente  Código  se  extiende  á todo  el 
territorio  del  Estado  húngaro  á excepción  de  la  Croacia  y la 
Eslavonia. 

»Los  crímenes  y delitos  cometidos  en  este  territorio  por 
súbditos  del  Estado  ó por  extranjeros  son  castigados  según 
las  disposiciones  de  este  Código, 

»Las  excepciones  concernientes  á personas  pertenecientes 
á la  fuerza  armada,#  están  reglamentadas  por  una  ley  especial. 
En  lo  concerniente  á la  extraterritorialidad  se  observan  los 
principios  del  derecho  público. 

»§  6°  Se  entiende  por  «súbdito  del  Estado  húngaro»  todo 
el  que  posea  en  él  los  derechos  civiles  (políticos). 

»Las  disposiciones  vigentes  relativas  á los  extranjeros,  son 
aplicables  contra  los  súbditos  de  otro  Estado  de  la  monarquía, 
miéntras  el  presente  Código  no  dispong^a  otra  cosa. 

«§  7®  Según  el  presente  Código  son  ademas  castigados: 

»1“  El  súbdito  del  Estado  húngaro  que  ha  cometido  en  el 
extranjero  uno  de  los  delitos  previstos  en  las  secciones  1",  2“, 
3*  y 4*  (1)  de  la  segunda  parte,  ó el  de  falsificación  de  mone- 
da, previsto  en  la  sección  11,  en  el  caso  en  que  el  objeto  de 
este  último  delito,  equivalga  á la  moneda  metálica  ó de  papel 
aceptado  en  pago  en  las  Cajas  del  Estado  húngaro,  ó al  papel 
de  crédito  húngaro  de  Croacia  y de  la  Eslavonia  equivalente, 
según  el  presente  Código  á la  moneda.  (§§  210  y 211.) 

»2°  El  extranjero  que  ha  cometido  uno  de  los  crímenes  ó 
delitos  indicados  en  el  núm.  1,  excepto  los  crímenes  ó delitos 
previstos  en  la  sección  2®  de  la  segunda  parte. 

»La  disposición  del  presente  párrafo  es  aplicable  en  los- ca- 
sos enunciados,  áun  cuando  el  prevenido  haya  sido  condenado 
fuera  del  Estado  húngaro  y haya  sufrido  la  pena  que  se  le  hu- 
biere impuesto  ó indultado  sin  el  refrendo  del  Ministro  real 
húngaro.  Sin  embargo,  la  pena  sufrida,  será  computada  en^lo 


(l)  Alta  traición,  ofensa  contra  el  rey  ó los  rniemtiros  de  la  familia  real,  injíiria 
contra  el  rey,  traición  al  Estado,  sedición. 
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posible  con  la  medida  de  la  aplicable  según  el  presente  Có- 
digo. . * , 

»Sin  embargo,  cuando  un  súbdito  del  Estado  de  la  monar- 
quía comete  el  crimen  ó delito  de  falsificación  de  moneda  pre- 
visto en  el  núm.  1,  ó bien  un  crimen  ó delito  previsto  en  el  nú- 
mero 2,  y ha  sido  castigado  Ó indultado  por  el  mismo  hecho, 
no  se  puede  proceder  contra  él  sin  que  medie  una  orden  del 
Ministro  de  Justicia. 


»§  8^  Además  del  caso  previsto  en  el  § 1^,  núm.  1,  se  cas- 
tiga también,  según  el  presente  Código^  al  súbdito  húngaro 
que  comete  en  el  extranjero  un  crimen  ó delito  previsto  en  el 
presente  Código.  ^ 

»§  9°  También  se  castiga,  segmii  las  disposiciones  de  este 
Código,  al  extranjero  que. comete  en  el  extranjero  un  crimen 
ó delito  no  previsto  en  el  § 7°,  núm.  2,  en  el  caso  en  que,  se- 
gún los  tratados  y usos  vigentes,  no  pueda  tener  lugar  su  ex- 
tradición, y luégo  que  el  Ministro  de  Justicia  ordena  el  proce- 
dimiento. 


»§  10.  Las  disposiciones  vigentes  para  los  súbditos  hún- 
garos son  aplicables  á los  que  en  calidad  de  tales  hayan 
cometido  un  crimen  ó delito  y hayan  pasado  después  á ser 
súbditos  extranjeros;  así  como  son  aplicables  las  disposiciones 
vigentes  para  los  extranjeros,  á los  que,  siéndolo,  han  come- 
tido un  crimen  ó delito  y después  han  adquirido  la  cualidad  de 
húngaro.  La  disposición  del  § 17  se  extiende,  no  obstante,  á 
este  caso. 


»§  11.  En  el  caso  previsto  en  los  §§  8°  y 9°,  no  se  puede 
proceder  por  un  crimen  ó delito  cometido  en  el  extranjero; 
cuando  el  acto  no  es  punible,  según  la  ley  vigente  en  el  lugar 
donde  ha  sido  cometido  ó según  la  ley  húngara,  ó bien  si  se- 
gún una  de  estas  leyes  ha  dejado  de  ser  punible,  ó si  la  auto- 
ridad competente  extranjera  ha  indultado  la  j)ena. 

»§  12,  Cuando  en  el  caso  previsto  cu  los  §§  8"  y 9"  la  pena 
del  crimen  ó delito  es  más  suave  que  la  que  establece  el  pre- 
.sente  Código  en  el  país  donde  ha  sido  cometido,  se  aplica  la 
pena  más  suave. 

»§  13.  En  el  caso  previsto  en  los  §§  8°  y 9”,  se  tendrá  siem- 
pre en  cuenta  la  parte  de  pena  sufrida  en  el  extranjero  para  la 
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medida  de  la  sentencia  C|ue  deberá  pronunciarse  por  los  Tri*- 
bu nales  húngaros. 

»§  14,  Si  por  un  crimen  ó delito  cometido  fuera  del  ter- 
ritorio del  Estado  húngaro,  se  debe  aplicar,  según  la  ley 
extranjera,  una  pena  no  admitida  por  el  presente  Código,  esta 
pena  será  convertida  en  otra  ec^uivalent'e  de  las  del  presente 
Código  (§  20.) 

»§  15.  Si  un  súbdito  húngaro  ha  cometido  en  el  extranje- 
ro un  acto  que,  según  el  presente  Código,  entrañe  en  sí  la 
pérdida  de  la  función  ó la  suspensión  del  ejercicio  de  los  de- 
rechos políticos,  para  la  aplicación  de  la  pena  accesoria  se  de- 
be proceder  aunque  haya  sido  cumplida  la  sentencia  en  el  ex- 
tranjero ó haya  sido  indultado  por  la  autoridad  extranjera 
competente. 

»§  16.  Las  disposiciones  del  presente  Código,  según  las 
cuales  la  acción  penal  por  ciertos  crímenes  j delitos  determi- 
nados por  la  ley,  no  pueden  ponerse  en  juego  sino  á instancia 
de  la  parte  ofendida,  son  aplicables  cuando  estos  mismos  he- 
chos hayan  sido  cometidos  en  el  extranjero  por  un  súbdito 
húngaro  ó extranjero,  ó cuando,  según  las  leyes  vigentes  en 
el  lugar  de  la  ejecución,  no  se  puedo  ejercer  procedimiento 
sino  á instancia  de  la  parte  ofendida, 

»§  17.  Un  súbdito  húngaro  no  puede  ser  entregado  jamás 
aun  Estado  extranjero. 

»Un  súbdito  de  otro  Estado  de  la  Monarquía  no  puede  ser 
entregado  sino  al  Estado  de  su  origen, 

»§  18.  Una  sentencia  penal  pronunciada  por  la  autoridad 
de  un  Estado  extranjero,  *no  puede  ser  ejecutada  en  el  territo- 
rio del  Estado  húngaro.»  ' 

204.  Italia  (Reino  de). —Proyecto  de  Códig'o  penal  italiano 
presentado  á la  Cámara  de  diputados  por  el  Ministro  Manciiii, 
el  25  de  Noviembre  de  1876  (1): 


(1)  K1  proyecto  de  Godigo  penal  ha  sido  enmendado  y mejorado  por  una  Comi- 
sión de  15  miembros,  compuesta  de  sabios,  de  Magistrados  y de  miembros  del  Par- 
lamento, Bl  libro  primero  de  este  mismo  Código,  después  de  haber  sido  presen tado^ 
á la  Cámara  d§  Diputados,  después  de  háber  sido  examinado  y mejorado  por  una 
Comisión  parlamentaria,  compuesta  igualmente  de  15  miembros,  y de  haber  sido 
aprobado  en  la  sesión  de  n de  Diciembre  de  18n,  fué  presentado  inmediatamente 
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«Art.  3*^  § 1.  Los  delitos  cometidos  en  el  territorio  del  rei- 
no por  nacionales  ó extranjeros,  son  castigados  según  las 
leyes  del  reino.  , 

»§  2.  En  el  caso  de  sentencias  pronunciadas  en  el  extran- 
jero, la  pena  sufrida  es  computada  con  la  nueva  (1). 

»Art.  4^  Los  delitos  cometidos  fuera  del  territorio  del  rei- 
no por  un  nacional  ó por  un  extranjero,  no  son  castigados  en 
el  reino  salvo  los  casos  expresamente  determinados. 

»Art.  5°  § 5.  Será  juzgado  y castigado  según  las  leyes  del 
reino  el  nacional  d el  extranjero  que  cometa,  en  territorio  ex- 
tranjero, un  crimen  contra  la  seguridad  del  Estado,  ó el  de 
falsificación  de  las  monedas  de  curso  legal  en  el  reino,  así 
como  el  de  falsificación  de  sellos,  d títulos  de  la  Deuda  pública 
del  Estado  ó de  documentos  de  crédito  público. 

»§  2.  En  estos  casos*  el  nacional  d extranjero  pueden  ser 
juzgados  y castigados  segnm  las  leyes  del  reino  áun  cuando 
baya  sido  juzgado  en  el  país  donde  cometió  el  crimen,  y se  tie- 
ne en  cuenta  la  pena  sufrida  para  aplicarle  la  nueva. 

»Art.  6®  § 1.  El  ciudadano  italiano  que,  aparte  de  los  casos 
mencionados  en  el  artículo  precedente,  cometa,  en  territorio 
extranjero,  un  crimen  punible,  tanto  por  las  leyes  del  reino 
como  por  las  del  Estado  donde  lo  cometid,  al  entrar  en  el  reino 
será  juzgado  aplicándole  la  pena  más  suave  de  las  dos  legisla- 
ciones. 

»§  También  se  le  juzgará  por  un  delito  cometido  en  el 
extranjero  al  mediar  queja  de  la  parte  ofendida  ó reclamación 
del  Gobierno  extranjero. 

»Art.  7"  § Los  crímenes  y delitos  cometidos  por  un.  ex- 


al Senado  el  10  de  Diciembre  de  ISIIpara  ser  convertido  en  ley.  Los  principios 
fundamentales  de  la  materia,  no  fueron  modificados  en  sustancia  y,  salvo  las  mo- 
dificaciones señaladas,  el  texto  aprobado  está  conforme  en  todos  los  puntos  con  el 
del  proyecto. 

(i)  Este  articulo  ha  sido  modificado  en  el  siguiente  sentido,  por  la  Cámara  de 
Diputados.' 

§ 2.  El  nacional  será  juzgado  en  el  reino,  áua  cuando  haya  sido  juzgado  en 
país  extranjero.  ' 

§ 3.  El  extranjero  que  ha  sido  juzgado  en  el  extranjero,  puede  serlo  también 
en  el  reino. 

¿ 4.  (Conforme  al  § 2 del  Proyecto). 
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traiijero  en  territorio  extranjero,  fuera  de  los  casos  expresados 
ea  el  art.  5”,  en  perjuicio  de  un  ciudadano  ó del  Estado  italia- 
no y castigados  tanto  por  las  leyes  del  reino  como  por  las  del 
Estado  donde  se  cometan,  al  entrar  los  culpables  en  el  Estado 
y tratándose  de  delitos  sobre  los  cuales  ha^^a  interpuesta  queja 
de  la  parte  ofendida,  podrán  ser  castigados  por  los  Tribunales 
del  reino  aplicándoles  la  pena  más  suave , 

»§  2.  Los  crímenes  cometidos  en  territorio  extranjero  por 
extranjeros  y en  perjuicio  de  extranjeros  y castigados  tanto 
por  las  leyes  del  reino  como  por  las  del  Estado  donde  hubie- 
sen sido  cometidos,  al  encontrarse  los  culpables  en  el  reino 
podrán  ser  juzgados  y castigados  cou  aplicación  de  la  pena 
más  suave  bajo  las  condiciones  siguientes  : 

»A.  Que  haya  sido  ofrecida  y no  aceptada  la  extradición 
de  los  culpables  al  Gobierno  del  lugar*  donde  se  cometió  el  cri- 
men ó al  de  su  patria. 

»B.  Que  el  crimen  sea  de  aquellos  cou  relación  á los  cuales 
existe  UQ  convenio  de  extradición  ejitre  los  dos  Gobiernos  ó á 
falta  de  tal  convenio,  que  constittiya  un  crimen  contra  el  de- 
recho de  gentes  ó contra  las  personas,  la  propiedad,  el  crédito 
público,  ó por  bancarrota  fraudulenta  ó contra  la  moral  pú- 
blica. 

»§  3.  No  ejerciendo  ningún  procedimiento,  el  Gobierno  se 
reserva  siempre  la  facultad  de  expulsar  del  reino  al  extranje- 
ro (1);  y cuando  haya  sido  juzgado  y condenado  por  crímenes, 
será  siempre  expulsado  después  de  haber  cumplido  su  con- 
dena. 

»Art.  8“  § 1.  Las  disposiciones  de  los  artículos  6°  y 7*^  no 
tendrán  aplicación  ; 

»V*  Cuando  según  una  ú otra  ley  la  acción  penal  esté  ex- 
tinguida. 

»2“  Cuando  se  trate  de  delitos  relativamente  á los  cuales, 
eu  los  términos  del  § 2,  no  se  admita  la  extradición. 

• »3“  Cuando  el  prevenido,  juzgado  en  país' extranjero,  ha 
sido  absuelto ; 6 si  ha  sido  condenado  ha  cumplido  su  conde- 


cí) En  el  texto  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputados,  se  lee:  Queda  reservado 
siempre  el  derecho  de  expuisioii  del  reino  al  extranjero  en  los  .casos  autorizados 
por  la  ley,  y del  modo  que  permiten  las  mismas  (/fci  ccisi  é modi  ^Brmessi  dalle  ¡egffi)- 
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na  6 bien  si  ésta  ha  prescrito,-  si  no  ha  sufrido  por  completo  la 
pena,  la  instancia  podrá  ser  renovada  por  los  Tribunales  del 
re.ino  teniendo  en  cuenta  la  parte  de  pena  ya  sufrida. 

»§  2.  En  los  casos  enunciados  en  los  artículos  6'’  y 7*^  y en 
el  num.  3 del  § 1 del  presente  artículo,  cuando  deba  aplicarse 
la  pena  más  suave  en  el  caso  en  que  la  pena  establecida  por  la 
‘ley  extranjera  no  sea  admitida  por  la  ley  del  reino,  el  juez  la 
sustituye  por  una  de  las  admitidas  que  no  sea  más  grave  y se 
acerque  lo  posible. 

»Art.  9°  § 1.  Queda  prohibida  la  extradición  de  un  súbdi- 
to italiano  á un  Gobierno  extranjero. 

»§  2.  La  extradición  de  un  extranjero  no  paede  ser  ni  dife- 
rida ni  consentida,  sino  por  orden  del  Gobierno  del  Rey,  y no 
será  jamás  admitida  por  delitos  políticos,  ni  por  hechos  rela- 
cionados con  ella  (1).» 

205.  Norué^a  (Reino  de). — Código  penal  (ley  de  20  de  Agos- 
to de  1842). 

Capítulo  primero .—üe  los  que  se  hallan  sometidos  al  derecho 

•'penqd  norttego. 

»§  1.  Serán  castigados  según  las  leyes  noruegas  los  na- 
cionales que  se  hagan  culpables  de  algún  crimen  dentro  6 
fuera  del  reino. 


(1)  El  art.  9°,  § y.®,  fue  modiflcado  en  el  texto  aprobado  por  la  C;lmara  de  Dipu- 
tados, del  modo  sifruiente : 

§ 2.  «T.a  extradición  de  un  extranjero  no  será  admitida  jamás  por  delitos  polí- 
ticos, ni  por  los  cometidos  al  mismo  tiempo  que  aquellos. 

3 S-  Aquella  no  puede  ser  ofrecida  ni  consentida  más  que  por  orden  del  Go- 
bierno del  Rey,  y después  de  un  decreto  conforme  de  la  sección  de  acusación  en  el 
distrito  en  el  cual  el  extranjero  vive.  El  decreto  se  dará  de.spuésde  que  el  Míniste- 
) io  piiblico  notifique  al  extranjero  las  imputaciones  por  las  que  se  reclama  su  ex- 
tradición, acordándole  un  lapso  de  tiempo  no  menor  de  diez  dias,  durante  el  cual 
pueda  presentar  pruebas  y documentos  para  demostrarla  inadmisibiliclad  déla 
demanda.  Sin  embargo,  en  una  demandado  extradición,  se  puede  siempre  ordenar 
el  arresto  provisional  del  extranjero.» 

En  e.sta  importante  enmienda  la  Cámara  de  Diputados  del  reino  de  Italia  ha 
consignado  un  principio  de  la  mayor  importancia,  para  reglamentar  de  un  modo 
más  legal  los  procedimientos  relativos  á la  extradición  y para  asegurar  al  extran-  , 
joro  las  más  solidas  g'arantías.  Así  hemos  visto  realizado  en  Italia  un  deseo  expre- 
sado por  nosotros  en  1815,  en  el  capítulo  relativo  á la  legalidad  de  la  extradición. 
(Véase  infra.) 
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»§  2.  Serán  igualmente  castigados  por  las  leyes  noruegas 
los  extranjeros  que  se  hagan  culpables  de  un  crimen  dentro 
del  reino,  así  como  por  los  que  cometan  contra  Noruega  ó con- 
tra sübditos  noruegos,  si  el  rey  decide  que  por  éstos  últimos 
sean  acusados  ante  los  tribunales  noruegos. 

»§  3.  Se  consideran  crímenes  cometidos  en  el  reino  los  que 
hayan  tenido  lugar  á bordo  de  buques  noruegos. 

»§  4.  El  individuo  que  haya  sido  condenado  en  el  extran- 
jero por  un  crimen  cometido  fuera  del  reino  á una  pena  que 
ha  sufrido,  no  podrá  en  ningún  caso  ser  castigado  en  el  reino 
por  el  mismo  crimen. 

»§  5.  Los  individuos  que  estando  al  servicio  de  un  Estado 
extranjero,  se  hagan  culpables  en  el  reino  de  una  falta  del  di- 
cho servicio,  no  serán  castigados,  según  las  leyes  de  No- 
ruega. 

»§  6.  Los  artículos  1,  2 y 3 no  impedirán  la  adopción  de 
disposiciones  diferentes  por  medio  de  tratados  con  las  poten- 
cias extranjeras,  basados  extrictamente  sobre  el  principio  de 
igualdad  y reciprocidad  observada  con  respecto  á los  crímenes 
cometidos  en  el  reino,  pero  no  contra  el  país  mismo  ó contra 
súbditos  noruegos,  por  extranjeros,  6 á los  cometidos  fuera 
del  reino  por  extranjeros  ó nacionales,  si  el  crimen  cometido 
por  éstos  últimos  no  ha  sido  ni  contra  el  país  ni  contra  súbdito 
noruego. 

»§  7.  En  cuanto  álas  embajadas  de  potencias  extranjeras, 
se  aplicarán  las  reglas  generalmente  aceptadas  é que  resultan 
de  tratados  internacionales  basados  en  el  estricto  principio  de 
igualdad. 

»Los  Tribunales  noruegos  no  podrán  juzgar  á nadie  más 
que  según  las  leyes  de  Noruega,  ni  ejecutar  sentencias  que  no 
hayan  sido  pronunciadas  por  los  tribunales  noruegos.» 

■ 206.  Paises-Bajos  (Reino  de). — Código  de  procedimiento 
criminal  de  los  Paises-Bajos,  de  1“  de  Octubre  de  1838. 

»Art.  8.  Los  neerlandeses  que  se  hagan  reos  de  un  crimen 
{'inisd/rytmj  en  el  extranjero,  por  el  cual  la  paz  y la  seguridad 
del  Estado  se  comprometan  ó ataquen  según  las  disposiciones 
especiales  del  Código  penal,  ó bien  de  un  crimen  previsto  por 
la  ley  eu'materia  de  moneda  nacional  con  curso  legal  ó de  fal-' 
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sificacion  de  títulos  públicos  nacionales  ó de  otros  títulos  legí- 
timos 6 billetes  de  banco,  sellos,  timbres  y marcas  de  que  hace 
uso  la  autoridad  pública  en  el  reino,  será  procesado  y castiga” 
do  según  las  leyes  neerlandesas,  sin  distinguir  si  las  leyes  del 
. país  donde  se  ha  cometido  el  crimen  aplican  una  pena  mayor 
ó menor  ó aunque  no  lo  castiguen. 

»Las  disposiciones  de  este  artículo  no  se  aplican  á los  ex 
tranjeros  que,  culpables  ó cómplices  de  dichos  crímenes,  son 
detenidos  en  el  reino  y cuyo  Gobierno  ha  obtenido  la  extra- 
dición. 

»A.rt,  9.  Serán  asimismo  procesados  y castigados  según 
las  leyes  neerlandesas  después  de  su  detención  en  el  país  (5 
de  su  extradición : 

Los  neerlandeses  que  en  país  extranjero  se  hayan  he- 
cho culpables  ó cómplices  de  una  infracción  cualquiera  en 
perjuicio  de  un  neerlandés. 

»2°  Los  neerlandeses  que  en  país-  extranjero  se  hayan  he- 
cho culpables  ó cómplices  en  perjuicio  de  extranjeros,  ó los 
extranjeros  que  en  país  extranjero  se  han  hecho  culpables  ó 
cómplices,  en  perjuicio  de  un  neerlandés,  de  asesinato,  de  in- 
cendio, de  robo  con  fractura  ó vías  de  hecho,  ó cometido  á 
mano  armada  ó en  unión  de  más  de  dos  personas  con  circuns- 
tancias agravantes,  así  como  de  falsificación  y circulación  de 
letras  de  cambio  falsas,  de  origen  nacional  ó extranjero. 

»Art.  10.  En  el  caso  previsto  por  el  artículo  precedente,  el 
inculpado  no  puede  ser  procesado  ni  juzgado  si  por  razón  de 
ésas  infracciones  ha  sido  indultado , ó condenado  y castiga- 
do por  sentencia  pronunciada  por  un  tribunal  extranjero.» 

Ultimo  proyecto  de  Código  penal  liolandés  (1). 

«Art.  4.  La  ley  penal  holandesa  es  aplicable  á cualquiera 
que  se  haga  culpable  fuera  del  reino  de  Europa,  es  decir,  en 

las  colonias  y posesiones  de  Ultramar: 

(l)  R1  Doctor  Emilio  Brusa,  profesor  déla  Universidad  de  Amsterdam,  altra- 
ducir  al  italiano  el  Proyecto  de  Código  penal  holandés,  añade  un  prólogo  de  194 
pdginas,  en  el  cua!.  no  solamente  ha  expuesto  con  el  mejor  criterio,  el  eápíritu  de 
dicho  Proyecto,  los  precedentes  históricos  de  la  legislación  holandesa  y las  nume- 
rosas disposiciones  de  esta  obra,  que  son  dignas  de  elogio,  sino  que  además  ha 
tratado  una  multitud  de  cuestiones  de  derecho  penal  comparado.  Este  prólogo 
es  digno  de  una  especialisima  mención. 
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De  uno  de  los  delitos  previstos  en  los  artículos  100-104.. 
114  y 118-120  (1). 

De  un  delito  cometido  en  la  moneda  <5  el  papel  mone- 
da nacional,  en  los  timbres  nacionales  para  impuestos,  cor- 
reos ó telégrafos  y en  los  sellos  nacionales. 

»3'^  De  falsificación,  tanto  de  obligaciones  ó certificados  do 
la  deuda  del  Estado,  de  una  iiroviiicia,  de  un  municipio  ó de 
un  establecimiento  bolande's,  como  de  cupones,  de  billetes  de 
dividendos  ó rentas  dependientes  de  aquel  papel  o de  certifi- 
cados librados  para  acreditar  el  derecho  á ese  papel. 

»4®  De  uno  de  -los  delitos  previstos  eu  los  arts.  301-304, 
443-449,  452-470  y 472-477  (2). 

De  una  de  las  infracciones  previstas  en  los  artícu- 
los 602,  606  y 607  (3). 

»Art.  5°  La  ley  penal  holandesa  es  aplicable  : 

»D  Al  neerlandés  que,  fuera  del  reino  de  Europa,  se  hace 
culpable  de  uno  de  los  delitos  previstos  en  los  títulos  i,-  ii,  ix, 
X y XI  del  libro  segundo  (4),  y en  los  artículos  125,  126,  156, 
173,  179,  181,  183,  185,  187,  231,  253,  255,  265,  450  y 451  (5). 


(1)  Los  artículos  100-104  y 1 14,  se.  refieren  á ciertos  delitos  contra  la  seguridad  dei 
Estado,  y los  arts.  118-120  del  atentado  contra  la  vida  ó la  libertad  de  la  reina  no 
reinante,  ó dol  heredero  más  cercano  de  la  Corona,  ó de  un  miembro  de  la  familia 
rea!,  así  como  de  los  atentados  de  menos  gravedad  contra  la  persona  del  rey  ó de 
la  reina  y de  los  parientes  más  cercanos  del  rey. 

(2)  Los  artículos  301-304  se  contraen  á la  trata  ó comercio  de  esclavos;  los  ar- 
tículos 443-449  tratan  del  crimen  de  piratería;  los  artículos  452-470  y 472-417  se  re- 
fieren álos  delitos  deque  se  hace  culpable  un  capitán  de  buque  que,  ántes  de  ex- 
pirar el  plazo  por  el  cual  se  ba  comprometido  á mandar  ej  buque,  abandona  su 
dirección,  y álos  delitos  relativos  á la  navegación,  cometidos  por  la  tripulación. 

(3)  Los  artículos  602,  606  y 607  tratan  de  las  infracciones  de  las  reglas  de  la  na- 
vegación, tales,  por  ejemplo,  como  las  relativas  á los  papeles  de  á bordo,  á la  au- 
torización para  usar  el  pabellón,  á la  obligación  de  tener  á bordo  los  registros 
para  asentar  los  nacimientos  y las  defunciones. 

(4)  En  estos  títulos  están  previstos  los  delitos  contraía  seguridad  del  Estado, 
contraía  dignidad  real,  e!  perjurio,  la  falsificación  de  monedas  y de  timbres  y 
marcas  públicas. 

(5)  Los  artículos  125  y 126  se  refieren  á los  delitos  cometidos  contra  el  jefe  ó re- 
presentante de  un  Estado  amigo;  el  art.  156  trata  de  la  violencia  pública  contra, 
las  personas  6 la  propiedad,  cometida  en  unión  de  muchos  individuos;  el  art,  173, 
del  incendio  voluntario;  el  art.  179,  de  los  daños  causados  en  los  ferro-carriles; 
el  art.  181,  de  la  destrucción  ó deterioro  de  un  edificio;  el  art.  183,  de  los  daños 
causados  voluntariamente  en  un  buque;  el  art.  185,  de  la  destrucción  ó variación. 
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>>2*^  Al  neerlandés  que  fuera  del  reino  de  Europa,  se  hace 
culpajDle  de  un  delito  contra  6 en  perjuicio  de  im  neerlandés. 

»3®  Al  neerlande's  que  fuera  del  reino  de  Europa,  se  ha- 
ce culpable  contra  ó en  perjuicio  de  un  extranjero,  y al  ex- 
tranjero que  igualmente  fuera  del  reino  de  Europa  se  hace 
culpable  contra  6 en  perjuicio  de  un  neerlandés  de  uno  de  los 
delitos  previstos  en  los  títulos  xix,  xxiii  y xxiv  del  libro  se- 
gundo (1),  así  como  en  los  artículos  264,  268-274,  280-283, 
305-312,  315,  § 2^-  331,  § 2°  y 3":  332,  § 2"  y 3^*  333,  334,  335, 
§ 2*^  y 3";  343-346,  360,  362,  374,  376,  377,  379,  389,  471,  479 
y 480  (2). 

»Art.  La  ley  penal  holandesa  es  aplicable  á cualquiera 
que,  fuera  del  reino  de  Europa,  se  haga  culpable  de  uno  de  los 
delitos  contenidos  en  el  título  xxx  del  libro  segundo  (3). 

»Art.  7°  ■ La  ley  penal  neerlandesa  es  aplicable  á cualquie- 


(le’laa  señales  establecidas  parala  navegación;  el  art.  187,  del  que  arroja  sustancias 
perjudiciales  en  el  agua  destinada  al  servicio  público;  el  art.  2‘il,  de  la  mutilación 
voluntaria  para  eximirse  del  servicio  militar;  el  art.  258,  de  las  escrituras  falsas; 
el  art,  255,  de  la  alteración  de  un  acto  auténtico;  el  art.  2(15,  de  la  bigamia;  los  ar- 
tículos 450  y 451,  al  hecho  de  tomar,  sin  autorización  del  Gobierno,  servicio  en  un 
buque  destinado  á emprender  viaje.  Según  las  modificaciones  introducidas  en  el 
Proyecto  presentado  á la  Cámara  segunda,  es  castigado  también  con  aplicación 
de  la  ley  neerlandesa,  el  Neerlandés  que  se  hace  culpable  fuera  del  reino  del  delito 
de  la  trata  de  esclavos  ó de  cooperación  á este  comercio,  al  flete  ó seguro  de  los 
buques  destinados  á la  piratería.  Estos  hechos,  según  el  Proyecto  de  la  Comisión, 
eran  punibles  con  aplicación  de  la  ley  holandesa,  si  habían  sido  cometidos  en  el 
reino  de  Europa. 

(1)  Delitos  contra  la  vida,  extorsión  con  violencia  ó amenazas  difamatoria.^, 
apropiación  indebida. 

(2)  Art.  264.  Anulación  de  Estado;  268-274,  violación  yotres  atentados  al  pudor, 
ávra  en  la  persona  de  un  niño  menor  de  doce  años,  ó en  la  persona  de  un  individuo 
atacado  de  una  enfermedad  mental  ó que  se  halla  privado  de  la  conciencia  de  sus 
actos,  excitación  al  libertinaje;  280-288,  abandono  de  personas,  exposición  de  ni- 
ños; S05-312,  robo,  sustracción  á menores,  rapto,  privación  de  la  libertad  de  otro; 
81.5,  amenaza  de  violencia  pública  hecha  por  escrito;  831,  lesión  personal  grave  ó 
asesinato;  332,  malos  tratamientos  con  premeditación,  habiendo  ocasionado  una 
lesión  corporal  ó i.a  muerte;  335, malos  tratamientos  voluntarios,  lesiones;  343-S46, 
robo;  360-362,  estafa  y ganancia  ilícita;  374,  bancarrota  fraudulenta; 376  y 877,  ges- 
tión fraudulenta  de  una  sociedad  en  perjuicio  de  los  acreedores;  379,  quiebra  frau- 
dulenta; 389  y 471,  destrucción  intencional  ó deterioro  de  un  edificio  ó de  un  buque 
ó las  provisiones  ó aparejos  de  un  buque;  479  y 480,  encubrimiento. 

(8)  Delitos  cometidos  por  los  funcionarios  públicos  cu  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, en  cuyo  número  no  están  comprendidas  las  infracciones  castigadas  con  pe- 
nas disciplinarias  según  las  leyes  especiales. 
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ra  que,  fuera  del  reino  de  Europa,  se  haga  culpable  de  uno  de 
los  delitos  previstos  en  Jos  artículos  170-172  (1),  cuando  uuo 
de  los  adversarios  del  duelo  es  neerlandés  6 si  los  adversarios 
se  han  concertado  intencionalmente  á sostener  el  duelo,  fuera 
del  reino  de  Europa. 

»Art.  8*  La  aplicación  de  los  artículos  2-7  está  limitado 
por  las  excepciones  reconocidas  en  el  Derecho  de  gentes.» 

207.  Portugal  (Reino  de). — Proyecto  de  Código  penal  por- 
tugués de  1861 ; 

«Art,  4“  También  es  aplicable  la  ley  penal  á todos  los  por- 
tugueses que  en  país  extranjero  cometan  crímenes  ó delitos 
castigados  por  ella  si  son  habidos  en  Portugal  ó si  se  obtiene 
su  extradición,  si  no  han  sido  castigados  en  ese  país.» 

208.  Rusia. — Código  penal  ruso  publicado  el  15  do  Agosto 
de  1845  (2): 

«Art.  117.  El  extranjero  acusado  ó sospechoso  de  haber 
cometido,  fuera  del  territorio  del  imperio,  un  crimen  que  en- 
vuelva atentado  contra  los  derechos  de  la  autoridad  soberana 
rusa' ó contra  los  derechos  de  un  súbdito  ruso,  será  juzgado 
según  las  leyes  rusas  si  se  halla  en  el  territorio  ó si  el  Gobier- 
no obtiene  la  extradición. 

»Art.  179.  Los  súbditos  rusos  que  fuera  del  territorio  ha- 
yan cometido  un  crimen  que  envuelva  un  atentado  contra  los 
derechos  del  poder  soberano  de  su  patria,  la  integridad,  la  se- 
guridad ó la  prosperidad  de  Rusia,  ó contra  los  derechos  de  sus  ^ 
com])atriotas , serán  juzgados  según  las  leyes  rusas  á su  vuelta 
á Rusia  ó si  el  Gobierno  obtiene  su  extradición.  > 

»Art.  180.  El  súbdito  ruso  que  fuera  del  territorio  ha  co- 
metido un  crimen  contra  el  Estado  en  que  reside  ó contra  los 
súbditos  de  ese  Estado  ó,  finalmente,  contra  un  Estado  extran- 
jero, será  juzgado  igualmente  según  las  leyes  rusas,  si  el  Es- 
tado extranjero  lo  entregan  á las  autoridad  rusas,  ó si  de  vuelta 
en  Rusia  se  interpone  queja  contra  él.  En  este  caso,  si  la  ley 


(1)  no,  duelo,  sufrimiento  corporal,  lesión  grave,  muerte  por  consecuencia  de 
un  duelo;  ni,  sufrimiento  corporal  ó muerte  á consecuencia  de  un  duelo,  no  ha- 
biendo sido  observadas  las  reglas  del  duelo. 

(*?)  Para  el  Código  penal  de  1866,  vigente  eu  la  actualidad  en  Rusia,  véase  la 
página  correspondiente. 
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del  país  donde  se  ha  cometido  el  crimen  es  más  suave  que  la 
del  Código  ruso,  esta  debe  ser  disrqjiuuida  proporción almen te 
salvo  la  aprobación  del  tribunal  instructor.» 

209.  Suecia  (Reino  de). — Código  sueco  de  16  de  Febrero 
de  1864: 

CAPÍTULO  PRIMERO. 

«§  1.  El  nacional  será  juzgado  según  la  ley  de  Suecia  y 
por  los  Tribunales  suecos  por  las  infracciones  cometidas  en  el 
reino  ó á bordo  de  un  buque  sueco  en  perjuicio  de  Suecia  ó de 
un  súbdito  sueco  fuera  del  reino,  así  como  por  cualquiera  otra 
infracción  cometida  fuera  del  reino,  si  el  rey  ordena  que  há  lu- 
gar á procedimiento  en  el  reino. 

»§  2.  El  extranjero  domiciliado  en  Suecia  será  juzgado  se- 
gún las  leyes  de  Suecia  y por  los  Tribunales  suecos,  por  las 
infracciones  cometidas  por  él  en  el  reino  ó á bordo  de  un  bu- 
que sueco  fuera  del  reino,  así  como  por  las  infracciones  come- 
tidas fuera  del  reino  en  perjuicio  de  Suecia  ó de  un  súbdito 
sueco,  si  el  rey  ordena  que  há  lugar  á procedimiento  en  el 
reino. 

§ 3.  Nadie  podrá  ser  castigado  en  este  reino  por  las  in- 
fracciones cometidas  fuera  de  él,  si  ha  sufrido  va  una  condena 
por  la  misma  infracción.  Para  las  penas  accesorias  que  tales 
infracciones  pueden  entrañar  en  ciertos  casos,  véase  el  capítu- 
lo n,§  21(1). 

»§  4.  En  cuanto  á los  agentes  diplomáticos  de  las  nacio- 
nes extranjeras  serán  procesados  según  los  usos  generalmente 
establecidos  ó según  los  tratados  celebrados  al  efecto, 

»§  5,  En  lo  referente  á lo  que  se  dehe  observar  entre  Sue- 
cia Y Noruega,  en  los  casos  previstos  en  el  presente  capítulo, 
se  procederá  según  á lo  que  particularmente  se  haya  estable- 
cido:» 


(1)  Capitulo  11,  § 21.  Cuando  un  individuo  haya  sido  castigado  fuera  del  reino 
por  una  infracción, y que.  según  el  cap.  i,  § 3",  está  exento  de  pena  en  el  reino,  la 
destitución  ó la  pena  accesoria  mencionafla  en  el  § 15  6 19,  podrá  ser  pronunc’ada 
aquí  si  la  infracción  implica  tal  destitución  ó pena  accesoria  según  esta  ley. 
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210.  Cerdeíía  (ex-Reino  de). — Código  penal  sardo,  promul-- 
g-ado  el  20  de  Noviembre  de  1859 : 

«Art.  5*^  El  nacional  que  en  país  extranjero  se  haya  hecho- 
culpable  de  un  crimen  contra  la  seguridad  del  Estado^  ó de 
falsificación  deselles^  de  monedas,  de  cédulas,  de  obligacio- 
nes del  Estado,  ó de  títulos  de  crédito  público  equivalentes  á 
valores  monetarios,  será  juzgado  y castigado  en  los  Estados 
del  rey  según  las  disposiciones  del  presente  Código. 

»Art.  6^  Todo  nacional  que  en  el  extranjero  haya  cometi- 
do un  crimen  contra  un  nacional  ó contra  un  extranjero^  al  en- 
trar, de  cualquier  modo  que  sea,  en  el  reino,  será  juzgado  y 
castig’ado  según  las  disposiciones  del  presente  Código;  las  pe- 
nas en  que  haya  incurrido  podrán,  no  obstante,  ser  disminui- 
das en  un  grado.  Esta  disposición  será  aplicable  áun  en  el 
caso  de  que  un  nacional  haya  cometido  en  país  extranjero,  un 
delito  contra  otro,  nacional  siempre  que  la  parte  ofendida  haya 
interpuesto  queja.  Se  procederá  del  mismo  modo  cuando  un 
nacional  Yí.'dN'á.  cometido  fuera  del  territorio  un  delito  contra  un 

4/ 

extranjero,  si  en  el  país  al  cual  pertenece  este  extranjero  se 
procede  en  el  mismo  sentido  respecto  de  los  nacionales. 

»Art.  8*^  En  el  caso  en  que  un  extranjero  que  fuera  de  los 
Estados  del  rey  haya  cometido  uno  de  los  crimenes  menciona- 
dos en  los  artículos  596  y siguientes  hasta  el  art.  600  inclusi- 
ve, contra  un  nacional  ó contra  un  extranjero^  fuese  detenido 
en  los  Estados  ó entregado  por  otro  Gobierno  será  juzgado  y 
castig'ado  conforme  al  art.  6”,  siempre  que  el  crimen  haya  si- 
do cometido  á medio  miriámetro  á lo  más  de  las  fronteras  ó 
que  si  ha  sido  cometido  á mayor  distancia  el  culpable  haya  in- 
troducido en  los  Estados  sumas  ú objetos  robados.» 

211.  Toscana  (ex-Grau  ducado  de). — Código  penal  de  Tos- 
cana  de  1843: 

«Art.  4°  § 1.  El  ciudadano  to^cano  está  sujeto  á las  re- 
glas del  presente  Código,  áun  tratándose  de  delitos  cometidos 
fuera  del  territorio  toscano: 

A.  Contra  otro  toscano. 

• B.  Contra  la  seguridad  interior  ó exterior  del  Estado. 

C.  Por  falsificación  de  monedas  ó papel  de  crédito  público- 
con  curso  legal  ó comercial  en  Toscana.  . 
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D.  Por  falsificación  de  impresos  jie  una  autoridad  pública 
ó de  un  registro  público  del  Gran-ducado,  ó de  los  instrumen- 
tos destinados  á su  ejecución. 

»§  La  misma  regla  es  también  aplicable  á los  delitos  co- 
metidos por  un  toscano  fuera  de  Toscana,  contra  un  extran- 
jero, pero  en  los  casos  siguientes; 

»A.  Ala  pena  de  muerte  (1)  sustituye  el  calabo;ao  (ergas- 
tolo)- 

»B.  Al  calabozo  {'ergastoloj  sustituye  el  presidio  por  vein- 
te años. 

»C.  La  pena  de  presidio  puede  ser  atenuada  en  lo.?  límites 
legales,  y 

»D.  Si  el  delito  es  castigado  con  una  pena  inferior  á la  de 
presidio,  la  atenuación  no  sólo  puede  tener  efecto  en  los  lími- 
tes indicados  en  la  letra  C,  sino  que  no  se  ejerce  procedimien- 
to alguno,  sino  por  queja  de  la  parte. 

»Art.  5“  § 1“  El  extranjero  detenido  en  Toscana  6 entre- 
gado por  otros  Gobiernos,  está  sometido  á las  reglas  del  pre- 
sente Código  cuando  haya  cometido  un  delito  fuera  del  terri- 
torio toscano: 

»A,  Contra  la  seguridad  interior  del  Estado. 

»B.  De  falsificación  de  monedas  ó papel  de  crédito  público. 

»C.  De  falsificación  de  documentos  de  una  autoridad  pú- 
blica ó de  un  registro  público  del  gran-ducado  ó de  los  instru- 
mentos destinados  á su  ejecución. 

»§  2°  vSe  observa  la  misma  regla  áun  relativamente  á los 
delitos  que  el  extranjero  ha  cometido  fuera  de  Toscana  contra 
un  toscano;  pero  en  tales  casos  tienen  lugar  las  prescripciones 
establecidas  en  el  § 2°  del  artículo  anterior. 

»Art.  6°  En  el  caso  previsto  por  el  § 2*^  del  art.  4",  y por  el 
§ 2^^ del  art.  5”,  quedan  impunes  los  actos  que,  sí  bien  son  pu- 

(1)  La  pena  de  muerte,  abolida  en  Toscana  é inmediatamente  restablecida 
cuando  las  pasiones  políticas  prevalecieron  contra  la  suavidad  de  la  legislación 
de  este  país,  fué  nuevamente  abolida  por  el  (iobierno  provisional  de  Toscana  el 
30  de  Abril  de  18:^9. 

En  los  términos  del  decreto  real’ de  10  de  Enero  de  18G0,  aún  hoy  en  vigor,  esta 
pena  fué  considerada  como  abolida,  y la  escala  de  penas  fué  de  nuevo  reglamen- 
tada para  Ihs  provincias  donde  ha  quedado  vigente  el  Código  toscano,  que  no  son 
otras  que  las  mismas  que,  juntas,  formaban  el  territorio  del  ex-Gran  Ducado. 
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nibles  en  Toacana,  no  se  hallan  sometidos  á pena  alguna  en 
el  territorio  en  el  cual  se  han  cometido. 

»Art.  7®  § 1®  Si  el  toscano  de  que  se  trata  en  eLart.  4^  ó 
el  extranjero  de  que  habla  el  art.  5°,  hubiese  extinguido  fuera 
de  Toscana  la  sentencia  motivada  por  los  delitos  indicados, 
queda  extinguida  toda  acción  penal  en  su  contra,  áun  en  el 
Gran-ducado. 

§ Pero  si  con  denado  fuera  de  Toscana  no  ha  cumplido  la 
condena  ó la  ha  cumplido  sólo  en  parte,  está  sometido  en  Tos- 
carua  á nuevo  juicio,  en  el  cual,  en  caso  de  condena,  se  le  com- 
putará la  parte  de  la  pena  que  haya  sufrido. 

»Art.  8°  Las  reglas  establecidas  en  los  precedentes  artícu- 
los 4“  y 5°  se  observan  siempre  que  otra  cosa  no  haya  sido  es- 
tatuida por  convenios  públicos  de  Toscana  con  otros  Estados.» 

212.  Vaud  (Cantón  de).  — Código  penal  del  Cantón  de 
Vaud,  de  18  de  Febrero  de  1843: 

«Art.  6"  El  nacional  que  se  haya  hecho  culpable,  en  un 
Estado  vecino  de  Suiza  ó del  Cantón,  de  uno  de  lós  delitos 
mencionados  más  abajo,  será  castigado  por  el  presente  Código 
con  tres  años  ó más  de  reclusión,  y puede  ser  procesado  y juz- 
g-ado  si  no  ha  sido  juzgado  contradictoriamente  en  país  ex- 
tranjero. Los  delitos  por  los  que  puede  procesarse  y juzgarse, 
son:  falsificación  de  moneda,  falsificación  ó alteración  fraudu- 
lenta de  los  sellos  del  Estado,  falsificación  de  escrituras  autén- 
ticas ó de  comercio,  homicidio  voluntario,  infanticidio,  viola- 
Clon,  vías  de  hecho  y golpes  acompañados  de  heridas  graves, 
atentado  coptra  la  seguridad  del  domicilio,  bandolerismo,  ex- 
•torsion,  estafa,  abuso  de  confianza,  distracción  ú ocultación 
de  una  parte  del  activo,  ú otros  actos  fraudulentos  en  una  dis- 
cusión de  bienes,  incendio  y daños  causados  á las  propiedades 
con  el  intento  de  perjudicar. 

»Los  procedimientos  no  pueden  iniciarse  sino  en  virtud’ de 
autorización  del  Consejo  de  Estado  y siguiendo  las  reglas  que 
se  establezcan  al  efecto  con  los  Estados  vecinos.» 

^13.  Wuríemberg  (Reino  de). — Código  penal  del  reino  de 
Wurtemberg,  de  1°  de  Marzo  de  1839  (1): 

(1)  k pesar  de  que,  por  la  promulg-acion  del  Código  penal  del  Imperio  aleman , 
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«Art.  3'^  Las  disposiciones  del  présente  Código  son  aplica- 
bles á todos  los  crimznes  y delitos  cometidos  en  el  extranjero  por 
nacionales,  sea  en  perjuicio  de  sus  com'patriotas  ó en  perjuicio 
de  extranjeros . 

»Siii  embargo,  no  puede  iniciarse  procedimiento  alguno: 
Cuando  el  acto  dirigido  contra  un  Estado  extranjero  ó 
sus  habitantes  no  es  considerado  como  delito  por  la  ley  del 
Estado. 

»2®  Cuando  este  mismo  acto  en  el  caso  de  ser  cometido  por 
un  súbdito  del  Estado  extranjero  contra  Wurteinberg  ó sus- 
habitantes,  no  sea  castigado  en  el  Estado  extranjero. 

Cuando  en  el  Estado  extranjero  se  han  iniciado  ó anu- 
lado procedimientos  ó cuando  los  Tribunales  extranjeros  han 
absuelto  ó condenado  en  definitiva  al  procesado  siempre  que 
en  este  último  caso  haya  sufrido  su  condena,  ó haya  sido  in- 
dultado ó,  en  fin,  cuando  el  delito  ha  prescrito. 

»Art.  4°  Los  extranjeros  serán  juzgados  conforme  á las  dis- 
posiciones del  presente  Código  por  los  crímenes  y delitos  que 
hayan  cometido  en  el  extranjero  contra  el  Estado  de  Wurtem- 
berg,  contra  el  jefe  del  Gobierno  de  este  país  ó contra  uno  de 
sus  habitantes .» 

(En  el  artículo  5^  se  halla  consignada  la  regla  de  que  si  la 
pena  en  que  ha  incurrido  es  más  suave  en  el  país  en  que  ha 
. sido  cometido  el  delito,  debe  aplicarse  con  preferencia.) 

214.  Zurich  (Cantón  de). — Código  penal  del  Cantón  de  Zu- 
rich,  puesto  en  vigor  el  de  Febrero  de  1871: 

«§  3.  Son  juzgados  según  la  presente  ley  ; 

»A.  Todos  los  delitos  cometidos  en  territorio  del  Cantón 
de  Zurich  por  nacionales  ó extranjeros, 

»B.  Los  delitos  cometidos  fuera  del  Cantón  por  nacionales 
ó extranjeros  contra  indígena'S  del  Cantón  (ciudadanos  ó habi- 
tantes)- siempre  que  no  se  pudiesen  obtener  procedimientos 
por  parte  del  Estado  extranjero, 

C.  Los  otros  crímenes  y delitos  cometidos  por  ciudadanos 


lodos  los  Códigos  de  los  Estados  que  hoy  forman  parte  de  la  nueva  Confederación 
han  cesado  de  regir,  no  hemos  tenido  inconveniente  en  reproducir  sus  artículos,, 
porque  la  disposición  del  § á'’  del  art.  o",  es  digna  de  especial  mención. 
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fuera  del  Cantón,  siempre  que  el  magistrado  extranjero  com- 
petente, cuando  no  haya  lugar  á la  extradición,  pida  el  pro- 
cedimiento por  parte  de  las  autoridades  de  nuestro  país. 

»Quedan  en  vigor  las  excepciones  establecidas  por  el  dere- 
cho federal,  sobre  los  principios  del  derecho  de  gentes  y sobre 
los  tratados.» 


PEQUNDA  PARTE 
DE  LA  EI!EADI«  Y DE  LAS  REfiiSITORIAS. 

(OOMI3IOIÍE3  BOOATORIAS) 


CAPITULO  I. 


Nociones  generales  sobre  la  historia  de  la  extradición.  • 

é 


'¿lo.  Opinión  de  algunos  autores  según  los  cuales  la  extradición  tiene  un  origen 
antiguo,— 216.  Crítica  de  esta  opinión,— 217.  La  extradición  no  estaba  en  uso  en 
Boma.— 318.  Carencia  de  esta  institución  en  la  Edad  Media.— 319,  Causas  de 
este  vacio.— 320.  Dificultades  que  indujeron  á los  Estados  modernos  á concluir 
tratados  de  extradición.— 331.  Convenios  sobre  este  punto  entre  los  municipios 
italianos.- 322.  Primeras  convenciones  internacionales.— 333.  Tratados  entre 
Estados  li^ilrofes  con  labasedel  interés  político;  tratados  generales  —224.  De- 
recho de  extradición  en  el  siglo  xix. 

215.  Ciertos  jurisconsultos  y ciertos  publicistas  sostienen 
que  se  hallan  en  la  más  remota  antigüedad  vestigios  de  la  ex- 
tradición. Estos  autores  citan  en  apoyo  de  su  tdsis  ejemplos 
sacados  de  la  historia  antigua  (1).  Relatan  que  las  tribus  de 
Israel  reunidas  se  impusieron  tumultuosamente  á la  tribu  de 
Benjamín  para  que  les  entregase  á los  hombres  que  se  habían 
refugiado  en  Gibea  después  de  haber  cometido  un  crimen  en 
Israel  (2).  Citan  el  ejemplo  de  Samon,  entregado  por  los  israeli- 


(1)  Faustin-Hélie,  De  riminicl.  crim.,  n.”  r>90. — Calvo , Derecho  intern.,  § — 

Blousel,  Dciííejlrfld/TíOíí,  p- 83.— A.rió,  Dell  extradizione,  p.  8 .— Dalloz,  Rep,  v.  Tra- 
lado  internacional,  n."  264.— Suscio,  Dell'  extradizione,  p.  10. 

(2)  JBífr/jrt,  lib.de los. Jueces,  cap.  XX,  V.  13. 


14 


210  DERECHO  PEINAD  INTERNACIONAL 

tas  á los  filisteos  que  le  reclamaron;  el  de  los  lacedemonios,. 
que  declararon  la  guerra  á los  mesenianos,  porque  éstos  no 
accedieron  á entregarles  un  asesino;  y el  de  los  aqueos,  que  . 
amenazaron  romper  su  alianza  con  los  esparciatas  porque 
éstos  últimos  habían  descuidado  entregarles  uno  de  sus  con- 
ciudadanos que  había  hecho  armas  contra  éllos  (1). 

^16.  Estos  ejemplos  y los  otros  pueden  ser  considerados 
más  bien  corno  una  satisfacción  pedida  y acordada  en  violación 
del  derecho  internacional.  En  efecto,  no  se  trataba  de  malhe- 
chores inculpados  de  delitos  contra  el  derecho  común  y recla- 
mados por  "el  Estado  en  cuyo  territorio  habían  cometido  el 
delito,  sino  de  personas . que,  por  ejemplo,  habiendo  violado 
la  santidad  del  templo,  hablan  ultrajado  á la  nación  que  los 
reclamaba.  Desde  luego,  la  reclamación  ibá  acompañada  de- 
una  amenaza  de  guerra  por  si  acaso  el  país  en  cuyo  territorio 
se  había  refugiado  el  culpable,  se  hacia  cómplice  del  autor 
del  ultraje,  protegiéndole.  Con  razón,  pues,  se  ha  hecho  notar 
que  seniej antes  hechos  no  tienen  analogía  ninguna  con  la  ex- 
tradición propiamente  dicha  (2). 

217.  Se  dice  igualmente  que  los  roniamos  habían  practi- 
cado la  extradición  cuando  se  trataba  de  delitos  públicos  de 
tal  naturaleza,  que  comprometiesen  las  buenas  relaciones  con 
un  pueblo  amigo  (3). 

«La  extradición,  dice  Dalloz,  empezó  en  Roma  á^sujetarse 
á ciertas  reglas.»  Este  mismo  autor  afirma  que  el  culpable 
era  conducido  ante  el  tribunal  de  reciíper atores  que  decidía 
si  había  lugar  ó nó  á entregarlo.  Añade,  que  se  decretaba  la 
extradición  siempre  que  se  trataba  de  un  delito  contra  un  Es- 
tado extranjero.  No  queremos  contestar  que  en  muchas  oca- 
siones sbcedió  en  Roma  que  el  autor  de  un  delito  no  fué  en- 
tregado al  Estado  ofendido.  Más  bien  haremos  notar  con 
Rein  (4)  que,  por  aplicación  de  la  ley  xvii,  libro  l , título  vii 


0 

fl)  Compárense  las  citas  de  Faustin-Hélie. 

{2)  Villefort,  De  los  tratados  de  extradición  de  Francia  con  los  países  extranjeros . 

(3)  Véanse  Dalloz  y Calvo. 

(4)  Rein,  Criminal  Recht  der  Rdmer. 
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del  Dig’esto,  disponiendo  qne  el  individuo  que  ofendiese  á un 
Embajador  debia  ser  entregado  al  Estado  á que  perteneciese 
el  Embajador  ofendido  (1),  dos  romanos  fueron  entregados  á 
los  cartagineses  en  el  año  188^  aunque  los  tribunales  de  su 
país  los  hubieran  podido  juzgar  j condenar.  ¿Puede  hallar- 
se en  este  caso  conexión  alguna  con  la  extradición?  Nosotros 
no  vemos  otra  cosa  en  él,  sino  una  de  las  aplicaciones  de  la 
regla,  en  virtud  de  la  cual  el  señor  era  responsable  de  los  de- 
litos  cometidos  por  su  esclavo,  y que,  á su  volantad,  podía 
librarse  de  la  responsabilidad  entregando  el  esclavo  á la  parto 
ofendida,  no¿i-e  daré  (2). 

Por  lo  demás,  es  cierto,  según  la  opinión  de  todos  los  au- 
tores, que  la  extradición  no  estuvo  en  uso  jamás  para  los  deli- 
tos de  derecho  privado.  El  inculpado  era  conducido  siempre  á 
su  forum  criminiSy  es  decir,  al  lugar  donde  había  cometido  el 
delito.  Pero  allí  esto  era  sólo  una  medida  de  policía  interior 
aplicada  entre  las  proAuncias  que  componían  el  imperio. 

218.  El  derecho  de  extradición  pudo  nacer  después  de  la 
caída  y la  división  del  imperio  romano.  Pero  no  debe  extra- 
ñarse lo  contrario  si  se  considera  cuán  diferente  eran  en  la 
Edad  Media  los  regímenes  políticos,  los  actos  legislativos,  las 
relaciones  internacionales,  y sobre  todo  el  modo  de  entender 
el  fin  de  la  Justicia  represiva.  Los  Estados  se  consideraban 
aislados  y en  estado  de  hostilidad  permanente.  Las  comunica- 
ciones eran  difíciles,  con  frecuencia  se  ignoraba  en  un  Estado 
lo  que  sucedía  en  un  país  limítrofe.  Así  es,  qne  la  represión 
de  los  delitos  fué  generalmente  considerada  como  cuestión  de 
interés  territorial.  Por  lo  demás,  no  existió  jamás  esa  compli- 
cidad de  elementos  que  han  sido  la  causa  del  origen  y des- 


(11  Hé  aquí  el  texto:  E\un  qui  leq(l[lu^  ¡mlsasscl,  Quinlus  Mucius,  dedi  hostibus,  quo- 
rum erátil  kíiaii,  solilus  et  responderé. 

(2)  La  KO.re  rfflííO  estuvo  admitida  en  R orna,  sobre  todo  para  los  animales  que 
causaban  un  perjuicio  {Jtisf.de  uox.  act.,  iv,8),  pero  también  lo  estuvo  en  el  caso 
de  perjuicio  causado  por  un  esclavo  (Inst.  cit.— Dig.,  hoctil.  ix,  4. — Code,  eod,  t’tu- 
lo  111,  41.  -L.  n,  §§  4°  y 5®,  Dig.,  De  injuriis,  xui,  10).  Antes  de  Justiniano,  el  noxe 
(latió  estaba  acordado  también  á los  palee  familias  {§  7®,  Inst.),  y producía  respecto 
de  los  hijos,  un  mroííí/w/biw  del  cual  podía  librarse  reparando  el  daño.  Constan- 
tino no  abolió  laHOJe  detlio  paralas  bijas;  .Tustiniano  la  abolió  páralos  hijos.  Desde 
entónces  no  subsistió  más  que  para  los  esclavos. 
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envolvimiento  de  la  extradición  como  complemento  necesario 
de  la  justicia  represiva. 

219.  La  idea  falsa  que  se  ha  tenido  de  las  prerogatiyas  de 
la  soberanía  tuvo  gran  influencia  en  esta  materia.  Antigua- 
mente se  consideraba  como  una  profanación  el  hecho  de  per- 
seguir dentro  del  templo  á un  malhechor  que  se  hubiese  refu- 
giado en  él,  y los  templos  se  convirtieron  en  asilo  de  malhe- 
chores (1).  Despue's  de  la  constitución  de  los  Estados  modernos 
prevaleció  la  idea  falsa  de  que  el  Soberano  debía  protección  á 
cualquiera. que  se  refugiase  en  su  territorio,  y que  no  podía 
entregarlo  sin  comprometer  su  dignidad  y sin  abdicar  de  las 
prerogativas  de  su  soberanía.  Y por  esto  la  jurisprudencia 
francesa  exigió  en  principio  la  regla  Fit  llher  quisquís  solum 
GalicB  cwúi  asyli  i>ice  contingerit.  Fue  tal  la  fuerza  de  esta  má- 
xima, que  en  el  siglo  xviii  un  abogado  g'eneral  de  un  Parla- 
mento, el  de  Aix,  proclamó  solemnemente  que  «todo  extranjero 


(L  Entre  los  antiguos,  el  derecho  de  asilo-era  sagrado,  porque  tenía  su  funda- 
mento en  las  ideas  religiosas  Siguiendo  loa  tiempos,  los  griegos  y los  romanos  lo 
comprendieroH  de  un  modo  exagerado.  Desde  luego  los  templos  fueron  un  refugio 
seguro  para  ios  esclavos  maltratados;  después  sirvieron  de  guarida  á todos  los 
malhechores.— (Cod.,  l)c  his  qui  ad  Eccksiam  confug.,  1. 12)  El  respeta  supersticioso 
á la  Majestad  imperial  prestó  un  nuevo  recurso  á los  malhechores.  Cualquiera 
que  llegase  á tocar  la  estatua  del  Emperador  era  considerado  como  inviolable.  Si 
qui  extrema  imaginim  noHrarum  vesligia  forte  coníingermt,  hi  ab  ómnibus  nimis  adversa; 
fortunes  liberali  ad  si  curagaudeant.  (L.  4,  Código  Theod.,  De  is  qui  ad  Ecciesiam  confug.) 
La  necesidad  de  restringir  este  privilegio  se  hizo  sentir,  y Valentiniano  lo  limitó 
en  cuanto  á la  duración  y en  cuanto  á las  personas  que  pudiesen  gozar  de  él,  pero 
el  Emperador  León  lo  extendió  á todos  los  crímenes  (jualquicra  qjie  fuese  la  natu- 
raleza de  ellos:  «Nullos penitus,  cujuscumque  condiüoms  shü  de  sacrosanctis  ecclesiis  or~ 
thoioxmfideiexpélli,  aul  irahivel  postrahi  confuyas.'»  {h  .vi,  Código  i,  12).  Justiniano 
vino  á los  verdaderos  principios  y dispu.so  que  se  negase  el  asilo  á los  homicidas, 
á los  adúlteros  y á los  culpables  del  delito  de  rapto  (Nov.  xvit,  cap.  vn).  Durante 
la  invasión  de  los  bárbaros  las  cosas  volvieron  al  Estado  en  que  se  encontraban 
en  la  época  del  Emperador  León.  Las  leyes.de  los  borgoñones,  de  los  bávaros,  las 
capitulares  de  Cario  Magno  y de  Luis  el  Benigno  ampliaron  la  inmunidad  de  las 
iglesias.  Ifullasit  culpa,  decia  ia  ley  de  los  bávaros,  lam  gravis,  ni  vita  ntm  concedelur 
propfer  timorem  Dei  el  reverenliam  sanctorum. 

El  privilegio  del  derecho  de  asilo  desapareció,  como  otros  muchos,  con  el  pro- 
greso de  la  civilización:  hoy  pertenece  ya  á la  historia. — Conf.  Binger,  De  asiloram 
origine. — Wander  Wick,  De  jure  asilorum' — Rulmerincq,  Das  asglreckt.—lj&  Sellyer, 
Traité,  t.  v,  n.°  1931. — Paustin-Hélie,  Loe.  cit. — Arlia,  Le  convenzioni  di  esíradizione. 
p.  233.— Neuman,  Dudroil  d’asil  ew,  Revista  de  Derecho  internacional,  1869, 
p.  ^9.  — Vallon,  Da  (irofí  ¿'asi/,— Merlin,  Quesi.  du  Droif,v.  Etranger. 
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que  se  refugie  en  Francia  está  al  abrigo  de  toda  persecución.» 

220.  Los  inconvenientes  que  resultaron  de  este  sistema 
por  el  cual  el  poder  soberano  se  convertía  en  un  obstáculo  in- 
superable para  la  administración  de  justicia,  fueron  muy  gra- 
ves. La  facilidad  de  procurarse  la  impunidad  refugiándose  en 
un  país  extranjero  fué  un  poderoso  estímalo  para  el  crimen, 
tanto  más,  que  entonces  estaban  los  países  subdivididos  en 
una  multitud  de  Estados  pequeños  y cuya  policía  estaba  mal 
organizada.  Así,  pues,  los  mismos  gobiernos,  reconociendo 
que  tal  interpretación  de  la  soberanía  territorial  excitaba  los 
malos  instintos,  comprendieron  la  necesidad  de  los  tratados  dé 
extradición.  Los  primeros  convenios  internacionales  fueron  en 
interés  exclusivo  de  los  Gobiernos.  Debe  considerarse  como 
tal,  el  primero,  celebrado  en  1174  entre  el  rey  de  Inglaterra, 
Enrique  II  y Guillermo  de  Escocia,  y en  el  cual  se  estipulaba 
la  obligación  recíproca  de  entregar  los  individuos  culpables  de 
felonía  que  fuesen  á refugiarse  en  uno  ú otro  país  (1). 

221.  Los  convenios  relativos  á la  extradición  de  los  mal- 
hechores culpables  de  delitos  de  derecho  común  celebrado  en- 
tre los  Municipios  italianos,. sólo  para  imponer  á sus  ciudades 
la  obligación  de  expulsar  á los  culpables,  no  deben  considerar- 
se como  verdaderos  tratados  de  extradición. 

En  el  convenio  celebrado  entre  los  Municipios  de  Siena  y 
Florencia  el  30  de  Junio  de  1255,  se  lee  lo  siguiente: 

«Item  qurjil  Comune  Señar im  non  recipiat  vel  íeneat  in  nsa 
fortia  mi  districto  aliquein  honitum  d Comwni  Florentines,^  vel  a 
cmnmii  MontepiiUiani,  seu  cv  Cormmi  Montisalcini  fro  malejitio^ 
sivé  pro  fruto,  vel  prodítione,  vel  homicidio,  aut  f ahítate,  vel  fe- 
rile  unde  sangvds  exiret,  vel  robbaria,  stratarum , sen  seditione, 
vel  conspiratione,  que  feret  eontre  Comuaie  Florentia,  vel  contra, 
MontepuUümnm , vel  Montesalcimim , vel  pro  aliqno  malefició 
cnormi  quod  committeretur ; et  hoc  iníclegatur  de  exbanimento 
quod  si  erei  sine  fraude  ah  hodie  in  antea,  sed  teneatur  talem 
exbanditum  expeliere  ad  requisitionem  illius  Comunis  d qno  esset 
exbanditiís,  Et  hoc  inteligatur  de  Ules  exbanditis  qui  essent  de 


(1)  Gompar.  Isambert,  Collecl.  des  ¡ois,  t v,  p,  479. — Calvo,  Derecho  internacional, 
lib.  IX,  De  la  exiradicion.' 
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dictis  civitate  vel  terris  (íh  comitatu  et  curiis  wl  episco^afibus 
ñorentino  et  fesídano  ^1).» 

Eli  los  convenios  posteriores  se  acordó  expresamente  la  en- 
trega de  los  malhechores.  Entre  otros  podemos  citar  el  art.  1'^ 
de  las  Capitulaciones  (capitolij  cambiadas  entre  el  municipio 
de  Florencia  y el  de  Pistoya.  Está  concebido  en  estos  términos: 

«Los  Priores  de  Artes  y el  Gonfalonier  de  Justicia  del  mu- 
nicipio de  Florencia,  los  de  las  Compañías  y los  XII  Buonomi- 
ni\  Considerando  que  es  deber  de  los  oobiernos  desembara- 
zar BA  PROVINCIA  DE  MALHECHORES,  visto  cl  dccrcto  firmado  el 
3 de  Junio  en  el  Consejo  del  Podestá,  dándole  el  derecho  de 
proveer  á todo  lo  concerniente  á lo  que  resulte  de  las  nego- 
ciaciones que  tengan  lugar  entre  dos  ciudadanos  de  Florencia 
y los  embajadores  de  Pistoya,  decretan: 

»Todo  ciudadano,  campesino  ó habitante  del  distrito  de 
Florencia  6 de  cualquier  otro  lugar  que  en  la  ciudad,  en  el 
campo  ó el  distrito  de  Florencia  haya  cometido  un  crimen 
castigado  por  el  derecho  común  ó por  los  Flstatutos  de  F^loren- 
cia  con  la  pena  de  muerte,  y que  se  haya  refugiado  en  el  cam- 
po ó en  el  distrito,  puede  ser  detenido  por  cualquiera  en  cual- 
quier lugar  fuera  de  las  murallas  de  Pistoya  y entregado  al 
municipio  de  Florencia  para  ser  juzgado  y castigado.  Que  lo 
mismo  sucederá  con  el  que  haj^a  ayudado  á cometer  un  homi- 
cidio y aconsejado  la  perpetración  y á todo  el  que  haya  infe- 
rido heridas  con  un  arma,  sea  la  que  fuere  (2). 

222.  Abstracción  hecha  de  los  citados  convenios,  el  primer 
tratado  internacional  en  materia  de  extradición , es  el  qu§  se 
celebró  entre  el  rey  de  Francia  Cárlos  Y j el  con^e  de  Saboya 
el  4 de  Marzo  de  1376,  Tenía  por  objeto  impedir  que  los  acu- 
sados de  delitos  de  derecho  común  fuesen  desde  Francia  á re- 
fugiarse en  el  Delfinado  ó en  Saboya  y recíprocamente.  El 
preámbulo  de  este  tratado  es  digno  de  mención.  Hele  aquí : 


H)  Véanse  las  constituciones  de  las  Reformas  de  los  archivos  reales  del  Estado 
iialiano  recopilados  por  Paoli:  La  Rataglia  di  dUonlapcrIi,  p.  75,  y por  Arliá,  Comen- 
ziom  di  exlradizm}e,Yí- l'S, 

(y)  Véase  Capitoh  del  comunc  di  Firenze,  t.  i,  p.  26,  citados  por  Arlia,  Convenüoni  di 
extradizione,  p.  Id. 
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«Caimderantes  deUstdhilia  crimina  et  actas  nefarius  defectus 
‘Temisionis  delinque ntium  non  factser  sine  correctione  debita 
committi  (1).»  La  obligación  de  la  extradición  se  estipuló  sin. 
restricción  para  el  caso  en  que  la  persona  reclamada  fuese  un 
ciudadano  del  Estado  requerido. 

223.  Otros  tratados  celebrados  entre  Soberanos  relativa- 
mente á la  extradición  recíproca  de  malhechores,  teniendo  por 
motivos  intereses  particulares,  no  tienen  el  carácter  de  medi- 
das generales.  Eran  reclamados  y entregados  como  enemigos 
personales  del  Soberano.  Tales  son:  el  tratado  celebrado  entre 
Francia  é Inglaterra  en  1303,  que  decía  que  ning'uno  de  los 
dos  Soberanos  concedería  protección  á los  enemigos  del  otro; 
el  que  se  celebró  entre  el  Rey  de  Inglaterra,  Enrique  II,  y el 
país  de  Flandes  en  1497,  con  el  fin  de  obligarse  á entregar  re- 
cí[)rocamento  los  súbditos  rebeldes,  calificado  de  Intercums 
Magnus  y llamado  con  más  razón  por  Bacon,  intercams  malus; 
el  de  23  de  Febrero  de  1661  entre  Inglaterra  y Dinamarca,  por 
el  cual  éste  último  estado  se  obligaba  á entreg'ar  al  Rey  Cár- 
los  II  las  personas  complicadas  en  la  muerte  de  su  pradre;  el 
de  14  de  Setiembre  de  1662,' celebrado  con  el  mismo*  objeto  en- 
tre Inglaterra  y los  Estados  generales  de  Holanda,  y otros 
muchos  que  sería  largo, enumerar  (2). 

Los  tratados  generales  de  extradición,  cuyo  objeto  es  pre- 
ver más  bien  los  casos  que  puedan  presentarse  en  el  porvenir 
que  los  hechos  particulares,  y están  fundados  bajo  reglas  cier- 
tas, inmutables  y establecidas  de  antemano,  se  celebraron  en 
el  siglo  xvm.  Debemos  reconocer  que  los  más  importantes 
fueron  celebrados  por  Francia.  Esta  potencia  ha  contribuido 
en  gran  parte  al  desarrollo  del  derecho  de  extradición. 

224.  En  el  siglo  xix  la  extradición  ha  tenido  un  gran  des- 
arrollo. A medida  que  por  razón  de  la  multiplicidad  de  los  me- 
dios de  comunicación,  se  ha  visto  acrecentar  la  rapidez  con 
que  un  criminal  puede  huir  del  país  donde  ha  violado  la  ley, 
los  Estados  se  han  mostrado  más  solícitos  en  atender  y facili- 
tar la  aplicación  de  la  extradición. 


(1)  Isambsrt,  CoUct.  des  !ois,  t.  vi,  258. 

(2)  Calvo,  Derecho  ¡nleniacionul,  § 378. 
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Hasta  los  Estados  más  obstinados  en  no  admitir  el  princi- 
pio de  extradición,  tales,  por  ejemplo,  como  Inglaterra  y Gre- 
cia, han  modificado  sus  teorías  en  este  punto.  Así,  pues,  la 
tendencia  general  de  entender,  en  la  práctica,  la  institución  de 
la  extradición,  va  acentuándose  cada  día  más  y más,  y parece 
que  todos  los  Estados  tienden  á asociar  sus  fuerzas  para  ase- 
gurar su  seguridad  recíproca  y oponerse  á la  impunidad,  no 
solamente  de  los  crímenes,  si  que  también  de  numerosos  de- 
litos. 

Basta  comparar  el  tratado  celebrado  entre  Francia  é Ingla- 
terra en  1843  con  el  celebrado  el  14  de  Agosto  de  1876  entre 
estas  mismas  potencias.  En  el  primero  no  se  señalaban  más 
que  tres  hechos  como, dignos  de  extradición:  el  asesinato,  la 
falsificación  y la  bancarrota;  en  el  Segundo,  por  el  contrario, 
se  hallan  enumeradas  veinticuatro  causas  de  extradición;  sien- 
do de  advertir  que  en  el  núm.  23  se  prevé  el  caso  de  «destruc- 
ción ó deterioro  de  toda  propiedad  mévii  6 inmóvil  castigada 
con  penas  criminales  ó correccionales.» 

Esta  tendencia  de  Inglaterra  á extender  la  práctica  de  la 
extradición,  se  encuentra  en  armonía  con  el  movimiento  de 
este  Estado  durante  estos  diez  años  últimos.  En  efecto,  des- 
pués de  haber  triunfado  de  las  opiniones  tradicionales  opues- 
tas á la  extradición,  y qué  tenian  por  base  principal  el  privile- 
gio del  derecho  de  asilo,  y después  de  haber  admitido  en  prin- 
cipio la  extradición  en  la  ley  de  1870,  el  Gobierno  inglés  hizo 
todo  género  de  esfuerzos  por  estender  la  práctica  de  esta  insti- 
tución por  medio  de  tratados  que  celebró  con  diferentes  Esta- 
dos. Además  se  ha  esforzado  por  perfeccionar  la  legislación 
relativa  á esta  materia,  desde  luégo,  por  una  ley  de  fecha  5 de 
Agosto  de  1873  y después  en  1877  para  el  nombramiento  de 
una  comisión  encargada,  como  lo  diremos  en  el  capítulo  si- 
guiente, de  examinar  los  efectos  de  la  ley  y de  los  tratados  de 
extradición  y de  proponer  mejoras  en  la  ley  existente. 

Francia,  que  precedió  á los  otros  Estados  en  el  desarrollo 
de  la  práctica  de  la  extradición  por  la  celebración  de  numero- 
sos tratados,  busca  el  modo  de  perfeccionar  esta  institución 
formulando  las  reglas  generales  á que  debería  sujetarse  el  po- 
der ejecutivo  para  pedir  y conceder  la  extradición.  Es  de  es- 


mSTORÍA  DE  LA  EXTRADICJON  ' 217 

perar  que  el  proyecto  de  ley  presentado  por  el  Ministro  Du- 
faure  el  2 de  Mayo,  de  1878,  pronto  será  conYertido  en  ley  (1). 

Bélgica  ha  extendido  también  progresivamente  el  dominio 
déla  extradición.  Desde  la  ley  de  1868  se  han  celebrado  mu- 
chos tratados  por  este  Estado ; pero  mayor  número  aún  se  han 
celebrado  ó renovado  después  de  la  promulgación  de  la  ley  de 
de  Junio  de  187(X  En  los  términos  de  esta  áltima  ley,  á los 
casos  de  extradición  se  ha  añadido  el  encubrimiento  de  los  ob- 
jetos detenidos  con  la  ayuda  de  uno  de  los  crímenes  ó delitos 
previstos  en  la  ley  de  1868.  Eecordamos  que  el  Gobierno  bel- 
ga celebró,  en  1870,  tratados  con  ios  siguientes  países  : Suiza 
(12  de  Enero),  Alemania  del  Norte  (30  de  Marzo),  Suecia  y 
Noruega  (15  de  Julio),  España  (18  de  Julio),  Gran  Ducado  de 
Hesse  (11  de  Agosto),  Wurtemberg  (10  de  Octubre)  y exten- 
dió los  anteriormente  celebrados  con  Francia  é Italia  (13  de 
Junio).  Para  apreciar  mejor  la  manera  cómo  el  Gobierno  bel- 
ga ha  aumentado  en  sus  tratados  los  casos  de  extradición, 
baste  comparar  los  dos  convenios  celebradós  con  Francia  cu 
un  corto  intervalo  de  tiempo,  el  29  de  Abril  de  1869  y el  15  de 
Agosto  de  1874.  La  série  de  delitos  por  los  cuales  se  consiente 
la  extradición  entre  estos  dos  Estados,  según  el  último  tratado 
es  muy  considerable.  La  ley  de  1874,  que  reseñaremos  en  el 
capítulo  m,  fué  votada  en  Bélgica  con  el  objeto  de  ensanchar 
y facilitarla  extradición. 

En  Holanda  se  ha  seguido  también  el  mismo  camino.  Para 
obviar  las  dificultades  que  se  presentaban  relativamente  á la 
celebración  de  tratados  de  extradición  con  ciertos  Listados,  se 
modificó  el  Código  de  procedimiento  penal  por  la  ley  de  26  de 
Noviembre  de  1873  (2), 


(1)  Nuestro  colaborador  M.  Ch.  Antoine  ha  publicado  en  Ta  Bevista  critica  un 
soportante  artículo  relativo  á este  proyecto  (1879).  M.  Antoine  hace  alliel  exámen 
critico  del  proyecto  con  gran  independencia  y con  gran  rectitud  de  juicio,  y expo- 
ne sus  ideas  particulares  sobre  las  mejoras  que  podrían  introducirse  con  pro- 
vecho. 

(2)  Hé  aquí  el  texto  de  esta  ley. 

«En  el  caso  de  que,  un  prevenido  debidamente  citado,  no  comparezca,  ó que 
una  orden  de  detención  extendida  contra  él,  no  pueda  ser  ejecutada,  ó si  hay  lu- 
gar á creer  que  el  prevenido  se  ha  refugiado  en  el  extranjero,  ó si  para  obtener  su 
extradición,  pueda  ser  requerido  á producir  las  deposiciones  de  testigos,  recibidos 
bajo  juramento,  el  Juez  de  instrucción,  á petición  del  Ministerio  público,  ordenará 
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En  este  Código,  en  efecto,  no  se  exigía  el  juramento  délos 
testigos  oidos  ante  el  juez  de  instrucción.  Esta  prescripción 
era  un  obstáculo  para  la  conclusión  de  tratados  de  extradición 
con  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  de  América,  que  no  acce- 
den á la  extradición  sino  después  que  las  deposiciones  en  que 
se  funda  la  demanda,  se  han  recibido  bajo  juramento. 

Más  adelante  hablaremos  de  la  lev  de  extradición  bolande- 

terminada  en  1875. 

En  el  capítulo  siguiente  nos  ocuparemos  del  derecho  de 
extradición  en  Italia. 

En  cuanto  á los  otros  Estados,  haremos  notar  que  Grecia 
ha  admitido  eu  la  práctica  la  extradición  y ha  firmado  un  tra- 
tado con  Italia. 

El  imperio  aleman,  después  de  haber  celebrado,  en  un  cor- 
to período,  numerosos  tratados,  tiende  igualmente  á aumentar 
el  número  de  delitos  que  pueden  dar  lugar  á la  extradición  y 
á simplificar  el  procedimiento  usado  en  estos  casos.  Basta, 
para  convencerse  de  ello,  examinar  el  tratado  celebrado  con 
Italia  el  11  de  Octubre  de  1871,  y que  ha  servido  de  modelo  á 
•otros  muchos  convenios  posteriores;  y el  celebrado  con  Lu- 
xemburg’o  el  9 de  Marzo  de  1869,  en  los  cuales  se  hallan  enu- 
merados una  infinidad  de  delitos  que  pueden  motivarla  extra- 
dición. 

En  cuanto  á la  simplificación  de  los  procedimientos,  hare- 
mos notar  que  en  el  tratado  con  Suiza  (art,  7”)  se  permite,  en 
caso  de  urgencia,  á toda  autoridad  competente  dé  cualquiera 
de  los  dos  Estados  contratantes,  entrar  eu  relación  directa  con 
la  autoridad  competente  del  otro  Estado  sin  tener  necesidad 
de  recurrir,  como  es  de  rigor,  á la  mediación  diplomática. 
Asimismo,  eu  el  art.  8°  del  tratado  celebrado  el  24  de  Diciem- 
bre de  1874 con  Bélgica,  se  lee  lo  siguiente:  «Las  solicitudes 
de  extradjeion  serán  dirigidas  por  la  vía  diplomática.  Las  cor- 
respondencias y negociaciones  podrán,  según  las  convenien- 
cias de  cada  caso  especial,  hacerse  directamente  entre  aquel 
de  los  Gobiernos  del  imperio  aleman  que  esté  interesado  en  la 
extradición  y Bélgica. 

que  cada  uno  de  los  testigos,  antes  de  ser  oidos,  preste  juramento,  conforme  á su 
propia  creencia  religiosa,  dé  decir  la  verdad  y nada  más  que  la  verdad. . . » 
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América  no  se  queda  atrás  eu  el  «aovimiento  general ; nu- 
merosos tratados  se  han  celebrado  por  los  Estados-Unidos. 
Haremos  también  notar  .que  el  Perú,  no  contento  con  haber 
celebrado  tratados  con  algunos  Estados  de  Europa,  ha  cele- 
brado uno  con  la  China  con  fecha  10  de  Octubre  de  1874. 

Los  hechos  que  acabamos  de  indicar  ligeramente,  bastan 
para  hacer  comprender  que  el  derecho  de  extradición  se  lia 
trasformado  completamente  en  nuestra  época.  Míéntras  que, 
durante  largo  tiempo,  los  Estados  se  contentaron  ya  con  con- 
venios generales,  ya  convenios  hechos  para  cada  caso  parti- 
cular, y consideraron  la  extradición  como  un  asunto  de  poli- 
cía T de  administración;  hoy  la  extradición  tiende  á ser  el 
complemento  necesario  de  la  justicia  y de  la  instrucción  cri- 
minal, y cada  Estado  busca  cómo  fijar,  por  medio  de  una  ley, 
las  reglas  jurídicas  relativas  á la  solicitud  y á la  concesión  de 
la  extradición. 

Ciertos  autores  creen  también  que  todos  los  Estados  podian 
celebrar  su  tratado  general  y establecer  reglas  de  procedi- 
miento uniformes  en  materia  de  extradición  (.1).  Nosotros,  sin 
oponernos  en  modo  alguno  á la  realización  de  este  deseo,  no 
podemos  ocultar  las  dificultados  prácticas  que  se  oponen  á la 
pronta  realización  de  esa  idea.  Sin  embargo,  estamos  conven- 
cidos de  que  con  el  progreso  de  la  civilización,  la  remesa  de 
los  malhechores  á manos  de  sus  jueces  naturales,  tendrá  una 
importancia  creciente  siempre  como  aplicación  del  g*rau  prin- 
cipio de  solidaridad  y de  mutua  asistencia  de  los  Gobiernos  y 
de  los  pueblos  contra  el  crimen,  cuya  existencia  se  revela  en 
todos  los  países. 


(1)  Algunos  autores  hacen  derivar  la  palabra  extradición,  de  cilra-di'w,  que 
tsndfia  cd  sentido  áedicHo  ójjo!estas  cxlralenitorium.  Pero  tal  explicación  no  es  sa- 
tisfactoria; se  baria  suponer  que  la  extradición  implica  una  Jurisdicción  sobre  un 
pais  extranjero.  Está  más  conforme  con  los  verdaderos  principios  para  .encontrar 
el  origen  de  esta  palabra  eritradUio  que  significa  remesa  de  seberano  á sobe- 
rano. 


CAPITULO  II 


Del  derecho  de  extradición  en  Italia. 


iJíó.  Después  de  la  formación  del  reino  de  Italia,  los  tratados  celebrados  por  los 
diferentes  Estados  italianos  cesaron  de  estar  vigentes.— 223.  Lo  mismo  sucedió 
con  los  convenios  celebrados  por  el  rey  de  Cerdeña.— 22'7. — Tratados  de  extradi- 
ción celebrados  entre  el  reino  de  Italia  y otros  Estados. — 228.  Reglas  seguidas 
en  la  práctica  con  respecto  á los  países  con  los  que  no  existe  convenio  alguno. 
—229,  Derecho  común  de  extradición  existente  en  Italia.— 230.  Observaciones 
sobre  los  convenios  entre  Italia  y Austria.— 231,  La  República  argentina.- 232. 
El  Gran  Ducado  de  Badén.— 338.  Baviera.— 234.  Bélgica.— 235.  El  Brasil.— 236, 
China. — 237,  La  República  de  Costa-Rica.— 238.  Dinamarca  — 239.  Francia. — 240. 
Imperio  aleman.— 241.  1.a  Gran  Bretaña.— 242.  Grecia.— 243.  La  República  de 
Guatemala.— 244.  Honduras.— 245.  Gobierno  de  Malta.— 246.  República  de  San 
Marino. — 247.  Méjico. — 248.  Principado  de  Monaco. — 249.  Holanda-— 250. — Perú. 
—251.  Portugal.— 252.  Rusia.— 253.  La  República  de  San  Salvador. —254.  El  Go- 
bierno de  Siam. — 255.  España.  — 256,  Los  Estados  Unidos  de  América. — 2.57. 
Suecia  y Noruega.- 258.  Suiza.— 259.  Uruguay.— 260-  Wurtemberg.— 261.  Ex- 
tradición en  los  países  en  que  los  Cónsules  ejercen  jurisdicción  penal,— 262.  Pro  - 
cedimiento  para  provocar  la  extradición  y para  acoger  ó rechazar  la  solicitud 
hecha  por  un  Gobierno  extranjero.— 261.  Delitos  por  los  cuales  es  admisible  la 
solicitud  de  extradición  según  varios  tratados  en  vigor. 


225.  Los  pequeños  Estados  que  formaban  la  Italia  ha- 
bían celebrado  tratados  de  extradición  entre  sí  y con  los  de- 
más Estados;  pero  era  natural  que  estos  convenios  cesasen  de 
regir  por  el  hecho  de  la  constitución  del  reino  de  Italia.  Sin 
embargo,  hasta  la  redacción  de  los  nuevos  convenios,  se  ad- 
mitió que  se  atendiese  también  á los  tratados  anteriormente 
celebrados  por  el  rey  de  Cerdeña  en  las  otras  provincias  que, 
en  unión  de  Cerdeña  forman  hoy  el  reino  de  Italia.  Tal  expe- 
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diente  puede  tener  su  justificación  como  medida  política, 
tomada  con  objeto  de  que  ei  reino  de  Italia  no  se  encontrase 
desprovisto  de  tratados  internacionales  en  el  momento  de  su 
constitución,  Pero  si  seliubiese  querido  tener  en  cuenta  la  con- 
dición Jurídicaque  existia  en  los  Kstados  italianos  después  que, 
en  virtud  de  la  voluntad  nacional  habian  constituido  por  su 
unión  el  reino  de  Italia,  se  debía  afirmar  como  consecuencia  que 
los  tratados  anteriormente  firmados  por  los  antiguos  Estados 
italianos,  inclusive  Cerdeña,  no  podían  continuar  vigentes. 

226,  Én  efecto,  tanto  por  la  razón,  como  por  la  doctrina  de 
los  publicistas  antiguos  y modernos,  los  tratados  no  pueden 
sobrevivir  al  Estado  que  dejó  de  existir  en  calidad  de  tal. 
Cuando  la  soberanía  política  perece  y se  produce  lo  que  los 
publicistas  llaman  ínteritus  rej)ubUcai,  muerte  d.el  Estado,  se 
exting'uen  las  obligaciones  por  ausencia  de  sujeto  jurídico  obli- 
gado. La  proclamación  del  reino  de  Italia  entrañaba  la  muer- 
te del  antiguo  reino  de  Cerdeña,  así  como' de  los  otros  Estados; 
¿cómo,  pues,  se  liubiera  podido  exceptuar  este  último  sólo  del 
efecto  general  de  la  extinción  de  los  convenios  celebrados  an- 
teriormente? Sin  embargo,  reconocemos  que  era  necesario  un 
expediente  provisional  y que  no  se  pudo  hacer  nada  mejor  que 
extender  á las  provincias  los  tratados  celebrados  por  el  rey  de 
Cerdeña,  que  eran  los  únicos  exentos  de  principios  contraídos 
aPderecho  público  del  reino  de  Italia, 

La  revisión  de  los  antiguos  tratados  se  hizo  con  diligencia. 
Estos  convenios  se  reemplazaron  con  otros  más  conformes  con 
las  nuevas  necesidades  y con  otros  intereses  colectivos  de  la 
nación  italiana.  Así,  pues,  no  se  alabará  nunca  bastante  á los 
hombres  que  desplegaron  tanta  actividad  en  llevará  buen 'tér- 
mino negociaciones  tan  difíciles,  y en  celebra, r los  tratados 
cuya  lista  presentamos  en  la  sigmicnte  relación  : 
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227.  Tratados  de  extradición  celebrados  por  Italia. 


Estado  con  el  cual 

' 

Fecha 

Fecha  del  cambio 

Fecha  del  decreto 

! ha  sido  celebrado 

de  la 

de 

de 

. el  tratado. 

celebración. 

. 

ratificaciones 

publicación. 

228.  Por  el  anterior  cuadro  so  ve  claramente  que  Italia  ha 
celebrado  tratados  de  extradición  con  todos  los  Estados  limí- 
trofes y hasta  con  otros  muchos  países.  Generalmente' todos 
ellos  están  basados  en  una  completa  reciprocidad. 


(1)  L')S  tratados  señalados  con  letra  cursiva  no  están  vigentes- 
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Debemog  añadir  que,  en  cuanto  á los  Estados  con  los  cua- 
les no  hemos  celebrado  tratados  , nuestro  Gobierno  aplica  e\ 
principio  de  que  la  extradición  puede  concederse  bajo  la  pro- 
mesa de  reciprocidad,  principio  que,  por  lo  demás,  será  apli- 
cable también  en  el  caso  de  que  se  trate  de  extender  los  con- 
venios existentes  á un  delito  que  no  esté  previsto  en  ellos. 
Obrando  así,  nuestro  Gobierno  considera  tales  convenios,  no 
como  el  origen  de  un  delito,  sino  simplemente  como  actos  que 
tienden  á proclamar  y reglamentar  un  deber  internacional 
existente  va.  Tanto  en  ese  caso,  como  en  otro,  en  Italia  se  ob- 

t/  f * . 

servan  siempre  las  reglas  fundamentales  de  la  extradición, 
que  son  las  siguientes:  1®,  que  el  culpable  no  sea  ciudadano 
del  país  en  que  se  ha  refugiado;  2"^,  que  el  hecho  no  tenga 
ningún  carácter  político  ni  conexión  alguna  con  un  delito  po- 
lítico, ó finalmente  que  no  constituya  un  delito  militar;  3®,  que 
el  delito  sea  bastante  gravo  para  constituir  su  legítimo  interés 
internacional  en  castigar  el  culpable. 

Por  los  mismos  motivos,  nuestro  Gobierno  admite  qqe  los 
convenios  existentes  son  aplicables  hasta  á los  delitos  cometi- 
dos ántes  de  la  redacciou  de  aquéllos,  á ménos  que  no  conten- 
g'an  una  cláusula  expresa  limitando  la  retroacción  de  sus  efec- 
tos. Esto  se  halla,  por  ejemplo,  en  los  tratados  con  la  Gran 
Bretaña,  artículo  19;  con  Méjico,  art.  8°;  con  el  gobierno  de 
Malta,  artículos  9^  y 10. 

229.  Los  principios  generales  que  entre  nosotros  dominan 
la  materia  y que  consitituyen  el  derecho  común  de  la  extradi- 
ción, pueden  resumirse  del  modo  siguiente  : 

1°  Las  solicitudes  de  extradición  deben  hacerse  por  la  vía 
^diplomática,  áun  cuando  se  trate  de  una  extradición  temporal 
para  la  confrontación  de  los  prevenidos.  Por  la  misma  víá  se 
puede  pedir  telegráficamente  el  arresto  provisional  del  preveni- 
do, á condición  de  hacer,  en  un  plazo  conveniente,  una  solici- 
tud de  extradición  acompañada  de  los  documentos  necesarios. 

2*^  Los  ciudadanos  del  Estado  requeridos  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  esta  medida.  Sin  embargo,  si  según  los  términos  de  la 
ley  de  su  país  pudiesen  ser  sometidos  á una  instancia  penal 
por  el  delito  cometido  en  territorio  de  otro  Estado el  Gobier- 
no de  este  último  debe  comunicarlas  informaciones,  los  docu- 
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mentos,  las  pruebas,  remitir  los  objetos  que  constituyan  el  cuer- 
po del  delito,  y ejecutar  los  actos  de  instrucción  necesarios. 

S'*  No  se  admite  la  extradición  ni  por  delitos  políticos  ni 
por  los  que  con  ellos  tienen  conexión,  así  como  tampoco  por 
los  que  constituyen  infracciones  de  la  ley  militar.  Los  indivi- 
duos extraídos  por  delito  del  derecbq  común  no  podrán  ser  ob- 
jeto ni  de  juicio  ni  de  condena  por  ningún  delito  político  co- 
metido anteriormente  ni  por  ningún  hecho  relativo  á tal  delito. 

4®  Un  individuo  entregado  no  puede  ser  procesado  por  nin- 
guna infracción  de  la  ley  penal  anterior  á la  extradición  y no 
prevista  en  los  tratados,  á ménos  que  después  de  haber  sido 
absuelto  ó castigado  por  causa  del  hecho  que  ha  motivado  la 
extradición  no  haya  continuado  residiendo  en  el  país  por  al- 
gún tiempo,  o que  haya  entrado  en  él  contra  su  voluntad. 

5*^  La  extradición  no  puede  tener  lugar  si  se  ha  operado  la 
prescripción  de  la  acción  ó de  la  pena,  según  los  términos  de 
la  ley  del  país  donde  el  culpado  ó sentenciado  se  ha  refugiado. 

6°  Se  puede  requerir  y acordar  la  extradición  de  un  ciuda- 
dano de  una  tercera  potencia,  pero  el  Gobierno  del  Gobierno 
requerido  debe  informar  de  la  petición  al  Gobierno  del  país  del 
'culpable  y concederle  la  extradición  con  preferencia  si  pide 
que  se  le  entregue  su  nacional  para  hacerle  juzgar  por  sus 
propios  tribunales. 

7^  En  el  caso  de  varias  solicitudes  de  extradición  hechas 
juntamente,  el  Gobierno  requerido  puede  preferir,’  6 bien  la 
motivada  por  el  delito  más  grave , 6 bien  la  hecha  primera- 
mente. 

8”  Los  documentos  de  apoyo  de  la  petición  deben  ser,  el 
mandato  de  arresto  ó la  orden  de  prisión,  ó la  sentencia  con- 
ideuatoria. 

9®  Todos  los  documenters  deben  estar  escritos  en  el  idioma 
de  la  nación  que  hace  la  petición. 

ID.  Cuando  un  individuo  reclamado  es  objeto  en  el  país 
donde  está  refugiado,  bien  de  una  acusación,  bien  de  una  con" 
dena  motivada  por  un  crimen  cometido  en  este  lugar,  su  extra- 
dición puede  diferirse  hasta  el  dia  en  que  se  halle  relevado  de 
todo  proceso  en  virtud  de  una  sentencia  definitiva  ó por  haber 
.cumplido  su  condena. 
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11.  No  se  puede  retardar  la  extradición  con  el  objeto  de 
salvar  intereses  de  particulares.  Esto,  por  otra  parte,  no  im- 
pide á aquéllos  hacer  valer  sus  derechos  ante  los  magistrados 
competentes. 

12.  Deben  remitirse  al  Estado  que  ha  hecho  la  petición  de 
extradición,  los  objetos  ocupados  en  la  casa  del  prevenido,  ó 
los  instrumentos  y útiles  que  hayan  servido  para  cometer  el 
delito,  así  como  todo  lo  que  pueda  ser  su  elemento  de  prueba. 
Esta  remisión  debe  tener  lugar  áun  en  el  caso  de  que,  des- 
pués de  aceptada  la  demanda  no  se  pudiese  efectuar  la  extra- 
dición por  muerte  ó fuga  del  malhechor. 

13.  Los  gastos  que  resulten  de  la  extradición  quedan  á car- 
go del  Gobierno  requerido  que  debe  satisfacer  todos  los  que  se 
hagan  en  su  territorio. 

14.  Los  objetos  entregados  ú ocupados  como  elementos  de 
prueba,  tan  luégo  como  se  termíne  la  instancia  penal,  deben 
ser  restituidos  sin  gastos  á los  terceros  que  tengan  derecho  á 
éllos.  El  derecho  común  de  extradición  tal  como  resulta  de  los 
actos  legislativos  y del  conjunto  de  tratados  vig-entes  en 

lia,  se  ha  modificado  en  los  tratados  especiales  celebrados  con 
cada  Estado,  del  modo  indicado  en  las  siguientes  sucintas  ob-- 
servaciones  sobre  cada  uno  de  esos  convenios. 

230.  Austria. — El  tratado  vigente  en  la  actualidad  es  de 
27  de  Febrero  de  1869,  Ha  reemplazado  al  celebrado  anterior- 
mente con  el  antiguo  reino  de  Cerdeña,  el  3 de  Agosto  de 
de  1838,  y que  confirmado  en  el  art.  17  del  tratado  de  Zurich 
de  P de  Noviembre  de  1859,  se  extendió  enseguida  á las  otras 
provincias  italianas. 

También  sustituyó  á los  convenios  celebrados  por  Austria 
con  el  Gran  Ducado  de  Parma,  el  3 de  Julio  de  1878,’  con  el 
reino  de  las  Dos  Sicilias,  el  24  de  Diciembre  de  1845;  con  el 
Gran  Ducado  de  Toscana,  el  28  de  Ag’osto  de  1834;  tratados 
que  no  exceptuaban  los  delitos  políticos.  El  actual  tratado  fué 
extendido,  por  declaración  de  15  y 18  de  Ma^m  de  1871,  á Ios- 
delitos  cometidos  por  militares  y de  la  competencia  de  los  tri- 
bunales militares,  siempre  que  por  su  naturaleza  fuesen  de  los 
enumerados  en  el  tratado. 

■ Según  el  anterior  tratado,  el  de  3 de  Agosto  de  1838,  todo- 
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liechoj  de  cualquier  naturaleza  que  sea,  que  constituya  un  de- 
lito {delUto)  según  el  Código  penal  austríaco,  ó se  castigue 
con  pena  superior  á la  de  prisión  {careere)  en  el  Código  de  Cer- 
deña,  puede  motivar  la  extradición.  Desde  luégq  se  pudieron 
comprender  en  él  los  delitos  políticos;  pero  el  Gobierno  de 
Cerdeña  rehusó  siempre  entregar  los  preyenidos  por  delitos 
políticos,  religiosos  ó puramente  militares.  En  el  actual  con- 
venio se  han  especificado  los  delitos  uno  por  uno,  y los  políti- 
cos se  han  excluido  expresamente. 

Entre  las  piezas  que  pueden  servir  de  fundamento  á la  pe- 
tición de  extradición,  se  halla  mencionada  en  este  primer  tra- 
tado el  arresto  (sentenza)  ó el  acto  de  acusación  (art.  9”).  Las 
autoridades  judiciales  de  Italia  y las  de  Austria,  pueden  pedir 
directamente  el  arresto  provisional  del  prevenido  en  las  pro- 
vincias representadas  en  el  Parlamento  (1). 

231.  República  Argentina. — El  convenio  de  25  Julio  de  1868 
después  de  haberse  prorogado  dos  veces  ha  quedado  vigente 
hasta  14  de  Febrero  de  1875  sin  haber  sido  desde  esta  fecha  ni 
prorogado  ni  renovado.  Por  lo  demas  no  ha  producido  grandes 
resultados.  El  número  de  delitos  comprendidos  en  él  era  limi- 
tadísimo. Lejos  de  abrazar  todos  los  casxigados  con  penas  cri- 
minales, no  se  ocupaba  sino  de  los  más  graves.  Además  el 
Gobierno  Argentino  se  negó  siempre  á aplicar  este  convenio 
á los  crímenes  cometidos  anteriormente  á la  firma.  Finalmen- 
te, las  dificultados  que  surgieron  y el  tiempo  necesario  para 
discutirlas  por  razón  de  la  distancia  entre  los  dos  países  hicie- 
ron ineficaz  este  convenio. 

2-32.  Gran  Ducado  de  Badén. — El  convenio  de  30  de  Marzo 
de  1867  está  derogado  por  el  celebrado  con  el  imperio  aleman, 

233.  Baviera. — Lo  mismo  ha  sucedido  con  el  convenio  de 
18  de  Setiembre  de  1868,  celebrado  con  Baviera. 

234.  Bélgica.— VA  convenio  hecho  entre  Cerdeña  y Baviera 
el  26  de  Enero  de  1852,  estuvo  en  vigor  hasta  Abril  de  1869; 
comprendía  sólo  un  reducido  número  de  delitos.'  E.sto  se  expli- 
ca por  el  hecho  de  que  en  Bélgica  las  reglas  á que  el  Gobierno 
debe  sujetarse  para  celebrar  tratados  de  extradición,  están  for- 


(1)  Declaración  de  2'2  Julio  IS'lá. 
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muladas  en  una  ley.  Esa  ley,  entóuces  en  vig-or,  era  la  de  1"^ 
de  Octubre  de  1833,  y se  hallaban  en  ella  limitados  á siete  el 
número  de  crímenes  que  podían  motivar  la  extradición.  En  la 
nueva  ley  de  1868  se  aumentó  el  número  de  delitos  que  po- 
dían motivarla  y el  Gobierno  italiano  la  dotó  de  un  número  de 
delitos  muy  superior  al  que  contenía  la  antigua.  Después  de 
otra  más  reciente  promulgada  en  1870,  nuestro  Gobierno 
firmó  con  el  Gobierno  belga^  con  fecha  23  de  Junio  de  1870, 
una  declaración  en  la  cual  se  halla  comprendido  entre  los  he- 
chos que  dan  motivo  á la  extradición,  el  encubrimiento  de  los 
objetos  adquiridos  por  medio  de  uno  de  los  actos  punibles  pre- 
vistos en  el  tratado  de  extradición.  La  ley  de  extradición  más 
reciente,  fue  promulgada  en  Bélgica  el  15  de  Marzo  de  1874. 
Esta  ley  deroga  las  de  D de  Octubre  de  1833,  á excepción  del 
aHículo  6*^,  la  de  5 de  Abril  de  1868  y la  de  1''  de  Junio  de  1870. 
El  número  de  delitos  que  motivan  la  extradición  se  ha  au- 
mentado aúm  y se  autoriza  la  detención  con  una  simple  órden 
de  arresto.  Después  de  esta  ley  se  firmó  la  declaración  de  6 de 
Noviembre  de  1874  según  la  cual  la  extradición  puede  tener 
lugar  en  virtud  de  una  órden  de  prisión  ó de  cualquier  otro 
acto  equivalente.  Como  era  natural,  el  convenio  fué  ensegmi- 
da  renovado  y reemplazado  por  el  de  15  de  Enero  de  1875,  que 
encierra  concesiones  más  amplias.  En  este  tratado  se  admite 
la  extradición  áun  por  los  delitos  y crímenes  cometidos  fuera 
del  territorio  del  Estado  solicitante,  con  la  condición  de  que, 
según  las  leyes  del  país,  requerido  el  delito  que  la  motiva, 
aunque  haya  sido  cometido  en  el  extranjero,  pueda  dar  lugar 
á un  procedimiento  penal.  Por  otra  parte,  el  número  de  deli- 
tos es  mucho  mayor.  Además,  en  caso  de  urgencia  la  petición 
de  arresto  provisional  del  prevenido  puede  hacerse,  no  sólo 
por  la  vía  diplomática,  sino  también  remitida  directamente  á 
la  autoridad  judicial  ó administrativa  de  uno  de  los  dos  Esta- 
dos. Esta  autoridad  tiene  la  facultad  de  proceder  inmediata- 
mente al  arresto  del  prevenido;  pero  en  todos  los  casos  está 
obligada  á proceder  inmediatamente  al  interrogatorio  y á las 
pesquisas  necesarias  y dar  cuenta  enseguida  al  Ministro  de 
Negocios  extranjeros  de  los  motivos  que  la  hayan  determina- 
do á no  diferir  el  poner  en  ejecución  el  arresto  reclamado. 
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235.  Brasil. — Antes  de  la  celebración  del  tratado  vigente, 
nuestro  Gobierno  habia  obtenido  de  el  del  Brasil  la  promesa 
de  que  le  entregaría  los  malhechores  bajo  la  base  de  la  reci- 
procidad, pero  no  sabemos  si  se  presentó  alguna  vez  la  oca- 
sión de  realizar  esta  promesa.  El  número  de  delitos  apuntados 
en  el  convenio  celebrado  el  12  de  Noviembre  de  1872  es  limi- 
tado. Sin  embargo,  siempre  es  satisfactorio  el  haber  celebrado 
un  tratado  con.  Gobierno  que  tiene  muy  pocos,  tanto  más 
cuanto  que  la  misma  Francia  no  ha  podido  llegar  á este  resul- 
tado, y solo  aprovecha  la  reciprocidad  consentida  por  el  Bra- 
sil en  su  favor. 

No  carece  de  interés  hacer  notar  que  las  órdenes  de  arresto 
ó los  autos  de  prisión  puedan  servir  para  motivar,  en  casos  de 
urgencia,  una  demanda  de  arresto  provisional  (art.  5°).  Para 
obtener  enseguida^ la  extradición,  se  exige  una  sentencia  con- 
denatoria ó un  decreto  ordenando  la  comfarecencia  del  preveni- 
do (art.  4°),  ó bien,  en  materia  criminal,  un  decreto  acusato- 
rio, y en  materia  de  delitos,  una  orden  de  remisión. 

236.  ‘China. — El  tratado  de  amistad  y navegación  dé  26  de 
Octubre  de  1866,  entre  Italia  y el  imperio  Chino,  contiene  un 
artículo,  el  22,  relativo  á la  extradición  de  los  malhechores 
chinos,  que  se  refugien  en  las  casas  de  los  súbditos- italianos, 
ó á bordo  de  buques  italianos,  y á la  de  los  marinos  ú otros 
individuos  de  nacionalidad  italiana  que  deserten  de  los  bu- 
ques italianos  de  guerra  o de  comercio.  No  se  hallan  indicados 
los  delitos  que  podrán  dar  lugar  á la  remisión  jdel  prevenido, 
ni  se  especifican  los  límites  en  que  ha  de  tener  lugar  la  extra- 
dición. Inglaterra  que,  para  su  colonia  de  Hong-Kong  ha  ce- 
lebrado un  tratado  parecido  al  nuestro  (1),  admite  que  lacláu  ■ 
sula  de  extradición  debe  limitarse  á los  delitos  de  derecho  co- 
mún reprimidos  por  las  leyes  chinas  (2),  y no  consiente  en  la 
remisión  de  los  prevenidos  que  deban  ser  sometidos  al  tor- 
mento, sino  en  virtud  de  prévia  promesa  por  parte  del  Gobier- 


(1)  Tratado  de  Boga  de  8 de  Octubre  de  1843,  y tratado  de  Tienlini  de  25  de  Junio 
1838. 

(2)  Véase  la  decisión  del  Consejo  privado  de  IG  de  Junio  de  IS'IB,  Aílorney  gene- 
ral de  Houg-Eong.  C.  kroock  el  Ging  (Larr.  Rep.  P.  G. , t.  v,  p.  1”9).  Reseñado  por 
Clunet,  Diario  de  Derecho  internacional  privado,  zño  1874,  p.  201. 
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no  chino  de  no  usar  el  tormento,  ni  como  medio  de  prueba,  ni 
como  pena.  Parece  que  nuestro  convenio  debería  ser  interpre- 
tado con  las  mismas  restricciones. 

La  petición  debe  hacerse  al  Cónsul. 

237.  República  de  Costa-Rica. — El  convenio  vigente,  firma- 
do el  6 de  Mavo  de  1873,  fué  ratificado  el  16  de  Abril  de  1875. 
Otro  convenio  celebrado  el  10  de  Febrero  de  1868  no  ha  podido 
ponerse  en  vigor  por  falta  de  cambio  ulterior  de  ratificaciones. 

La  remisión  recíproca  de  los  malhechores  está  limitada  á 
los  delitos  especificados  y reprimidos  por  las  leyes  penales  de 
ambos  países.  La  demanda  de  extradición  puede  fundarse  en 
el  acta  de  acusación;  debe  indicar  la  disposición  de  la  ley  pe- 
nal aplicable  al  prevenido  del  que  se  solicita  la  remisión.  Para 
el  resto  se  aceptaron  por  las  partes  contratantes  las  reglas  del 
derecho  común. 

238.  Dinamarca. — El  tratado  de  extradición  celebrado  con 
nuestro  Gobierno  es  uno  de  los  raros  convenios  consentidos  á 
este  efecto  por  el  Gobierno  danés,  que  se  ha  limitado  en  cues- 
tión de  tratados  de  este  género  con  los  Estados  limítrofes.  Uno 
de  los  principales  convenios  de  este  Estado  fué  el  de  10  de 
Diciembre  de  1809  con  Suecia,  estendido  después  á Noruega 
el  7 de  Marzo  de  1825,  en  el  cual  no  se  aceptan  los  delitos  po- 
líticos. Un  tratado  casi  idéntico  se  celebró  coa  Eusia  en  el  mes 
de  Octubre  de  1866. 

En  el  convenio  ítalo-danés  se  halla  una  cosa  digna  de 
atención,  y es, que,  están  excluidos  de  la  extradición,  no  sólo 
los  ciudadanos  de  los  dos  Estados,  sino  que  también  ios  ex- 
tvB.rijeTos  Jijados  ó domiciliados  en  los  dos  países,  salvo  el  caso 
para  estos  últimos  en  que  la  demanda  sea  por  un  delito  co- 
metido ántes  de  su  llegada  al  país  ó durante  los  dos  años  si- 
guientes á su  llegada  al  país  (art.  3°).  También  debe*  notarse 
que  todas  las  piezas  en  apoyo  de  una  demanda  de  extradición, 
deben  estar  acompañadas  de  la  traducción  francesa  (art.  15), 
y que  en  el  número  de  los  documentos  que  pueden  servir  de 
fundanaento  á la  demanda  se  halla  comprendida  el  acta  de 
acusación.  En  cuanto  á lo  demás,  el  tratado  consigna  las  re- 
glas del  derecho  común.  . 

239.  Francia. — Las  relaciones  existentes  hoy  entre  Italia  y 
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Francia  en  materia  de  extradición,  han  sido  reglamentadas 
por  el  convenio  celebrado  entre  Francia  y Cerdeña,  con  fecha 
23  de  Mayo  de  1838,  completado  por  la  declaración  de  19  de 
Noviembre  del  mismo  año.  Después  se  ha  celebrado  el  tratado 
de  12  de  Mayo  de '1870,  que  actualmente  se  halla  vigente. 
El  16  de  Julio  de  1873  se  firmaron  dos  declaraciones,  la  una 
con  objeto  de  determinar  el  sentido  del  art.  2^^,  núm.  23,  y el 
otro  con  el  de  fijar  la  tarifa  para  los  testigos  que  tuviesen  que 
trasladarse  de  un  país  á otro. 

Es  de  notar  que  el  convenio  actual  ha  dado  poí  resultado 
aumentar  el  número  de  delitos  que  pueden  dar  lugar  á la  ex- 
tradición, mientras  que  estando  vigente  el  anterior  tratado  era 
necesario,  en  muchos  casos,  forzar  la  letra  para  hacer  entrar 
en  él  hechos  que*  estaban  excluidos.  Después  del  atentado  con- 
tra el  emperador,  el  Gobierno. francés  traté  de  hacer  entrar  en 
la  categoría  de  los  crímenes  que  pueden  dar  lugar  á la  extra- 
dición, el  atentado  contra  la  persona  del  jefe  del  Estado  ó con- 
tra los  miembros  de  su  familia,  cuando  presente  el  carácter  de 
homicidio,  de  un  asesinato  o de  un  envenenamiento;  pero  no 
pudo  obtener  esta  concesión  por  parte  déi  Gobierno  italiano, 
como  habia  obtenido  de  otros  Estados.  En  efecto,  esto  era  con- 
trario á nuestra  ley  penal,  según  la  cual  este  crimen  está  con- 
siderado como  político  por  su  naturaleza,  y como  tal  excluido 
del  número  de  los  que  pueden  dar  lugar  á la  extradición. 

La  disposición  del  art.  9°  relativamente  á los  efectos  de  la 
extradi'cioQ  es  digno  de  notarse.  Según  este  artículo,  el  indi- 
viduo extraído  que  se  halle  inculpado  de  un  delito  relaciona- 
do con  el  que  ha  motivado  la  extradición  y que  constituya  una 
circunstancia  atenuante  é agravante  del  último  hecho  puede 
ser  sometido  á juicio  por  este  último.  Lo  mismo  sucederá  aun- 
que no  se  trate  de  un  delito  conexo,  si  el  inculpado  consiente 
en  ello  y notificándolo  al  Gobierno  que  lo  haya  entregado. 
Finalmente  se  puede  proceder  del  mismo  modo,  en  el  caso  de 
tratarse  de  un  delito  enumerado  en  el  convenio,  si  el  Gobierno 
que  ha  acordado  la  extradición  consiente  en  la  reunión  de  ins- 
tancias. 

240.  Imperio  de  Alemania. — El  convenio  de  extradición  ce- 
lebrado con  el  emperador  de  Alemania  el  31  de  Octubre  de  1871, 
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aplicable  á todos  los  Estados  que  forman  el  imperio  de  Alema- 
nia (1),  ha  dejado  sin  efecto  los  tratados  celebrados  entre  los 
Estados  alemanes  é Italia,  es  decir^  el  de  1868  con  Baviera,  el 
de  1867  con  el  Gran  Ducado  de  Badén,  y el  de  1869  con  Wur- 
temberg. 

Una  sola  cosa  es  de  notar  en  el  convenio  actual  y es  que  la 
solicitud  de  extradición  puede  hacerse  con  la  presentación  del 
acta  ó el  decreto  de  acusación  (art,  7®).  En  cuanto  á lo  demás 
•este  tratado  no  hace  más  que  consignar  el  derecho  común  en 
la  materia. 

241,  Ch'an  Bretaña. — Inglaterra,  hasta  la  promulgación  de 
su  ley  de  extradición  de  1870  fBxtradition  Act.),  se  ha  mos- 
trado rebelde  á toda  tentativa  de  celebración  de  tratados  en 
esta  materia.  El  primer  convenio  entre  este  país  é Italia,  data 
del  5 de  Febrero  de  1873.  Nunca  existió  tratado  alguno  entre 
ese  país  y Cerdeña  si  no  es  el  de  10  de  Mayo  de  1855,  relativo 
á la  remisión  recíproca  de  los  desertores  de  la  marina  mercan- 
te de  cada  país. 

El  tratado  vigíente  hoy  con  Inglaterra  es  de  todos  los  de 
este  gónero  el  que  más  se  aleja  deUderecho  común.  Se  aplica 
también  á Inglaterra  como  á sus  colonias.  Una  sola  excepción 
se  ha  hecho  para  la  isla  de  Malta,  relativamente  á la  cual  que- 
da en  pleno  vigor  la  ordenanza  del  Gobierno  de  Malta,  de  fe- 
cha 21  de  Febrero  de  1863. 

Se  ha  podido  convenir  en  que  el  tratado  de  extradición  no 
seria  aplicable  álos  ciudadanos  de  los  dos  países  contratantes. 
En  cuanto  á los  extranjeros  naturalizados,  se  ha  entendido 


(1)  El  Imperio  de  Alemania,  según  su  Constitución  de  IG  de  Abril  de  ISn,  com-- 
prende  25  Estados,  que  son  los  siguientes:  l.os  Estados  de  Prusia  y Luxemburgo 
(debe  añadirse  á Prusia,  Holstein  y el  Sleswig  meridional  y también  el  Sleswig 
septentrional,  basta  que  Prusia  lo  haya  devuelto  á Dinamarca,  como  se  obligó  á 
ello  por  el  art.  5"  ^1  tratado  de  Praga,  y también  la  Alsacia  y la  Lorena  que  for- 
man parte  del  Imperio  según  la  ley  de  9 de  Junio  de  1871),  de  Baviera,  de  Sajonia, 
de  Wurtemberg,  de  MecUemburgo-Scheiverin,  de  Laxe  Weimar,  de  Mecklembur- 
go-Strelitz,  de  Oldemburgo,  de  Brunswick  de  Saxe-Meinengen,  de  Laxe-Altem- 
burgo,  de  Saxe-Bobo.urg-Gotha,  de  Auhal  de  Schwarzburgo-Rudolstadt,  de  Sche- 
warsburgo-Saudershausen,  de  Waldeck,  deReuss(rama  mayor),  de  ReusS  (rama 
menor),  de  Scliaumbourgo-Lippe,  de  Lippe,  de  Lübeck,  de  Bremen,  y finalmente 
de  Hamburgo. 
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que  la  naturalización  obtenida  por  el  inculpado  ó por  el  sen- 
tenciado, posteriormente  á la  perpetración  del  delito,  no  pue- 
da ser  obstáculo  á su  extradición,  á inénos,  sin  embargo,  que 
hayan  pasado  cinco  años  de  la  concesión  de  naturalización  y 
que  después  de  esta  cencésion  el  individuo  que  haya  sido  ob- 
jeto de  ella  no  haya  estado  domiciliado  eií  el  país  requerido, 
en  cuyo  caso  la  demanda  podrá  ser  rechazada  (art.  4°). 

En  este  trathdo  se  consiente  la  extradición  de  los  senten- 
ciados contradictoriamente  y de  los  inculpados.  Con  respecto 
álos  sentenciados,  basta  presentar  el  juicio,  condenatorio.  En 
cuanto  á los  inculpados,  además  de  la  drden  de  arresto,  se  de- 
ben presentar  elementos  de  fmeba  que,  según  la  ley  del^ais  don- 
de el  fugitivo  ha  sido  hallado,  sean  suficientes  f ara  ])rocedeT  á su 
detención  si  el  delito  se  hubiese  cometido  dentro  de  su  territorio. 
El  juicio  por  contumacia  no  puede,  por  sí  sólo,  servir  de  fun- 
damento á una  demanda  de  extradición  (art.  9°).  Sin  embargo, 
los  sentenciados  por  contumacia  están  en  la  misma  línea  que 
los  inculpados.  Puede,  no  obstante,  obtenerse  la  extradición 
de  un  sentenciado  por  contumacia  conformándose  con  las  con- 
diciones exigidas  relativamente  á los  inculpados. 

Se  admiten  como  elémentos  de  prueba  completamente  eíi- 
caces,  las  piezas  y la  deposición  de  testigos  recibida  bajo  la  fe 
de  juramento  en  el  otro  Estado,  así  como  también  los  manda- 
mientos que  han  sido  concedidos  y los  juicios  pronunciados, 
siempre  que  estos  actos  sean  firmados  y certificados  por  un 
juez,  un  magistrado  ó un  funcionario  de  este  Estado,  y afir- 
mados bajo  juramento  por  un  testigo,  6 refrendado  por  el  Mi- 
nistro de  justicia  ó por  cualquier  otro  Ministro. 

El  Magistrado  del  Estado  requerido  puede  someter  á un 
interrogatorio  al  individuo  arrestado  y practicar,  con  respecto 
al  hecho  denunciado,  las  diligencias  preliminares  del  mismo 
modo  que  si  el  arresto  fuese  motivado  por  un  delito  cometido 
en  su  país.  Sin  embargo,  la  extradición  no  puede  ponerse  en 
ejecución  sino  después  de  quince  dias,  á contar  desde  eí 
de  la  detención.  Además,  es  necesario  que  las  pmebas  aduci- 
das se  crean  suficientes,  según  las  leyes  del  país  requerido, 
para  motivar  la  remisión  del  prevenido  ante  los  tribunales, 
como  si  se  tratase  de  un  delito  cometido  en  el  país. 
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Finalmente,  es  necesario  que  esté  establecida  la  identidad 
de  la  persona  del  prevenido. 

El  tratado  con  la  Gran  Bretaña  difiere  mucho  de  los  demás 
tratados^  sobre  todo  en  cuanto  á las  formalidades  requeridas 
2iara  poner  en  práctica  la  extradición.  El  extranjero,  en  Ingla- 
terra se  halla,  en  cuanto  al  goce  de  su  libertad,  en  las  mismas 
condiciones  que  un  inglés.  Además,  para  restringir  la  libertad 
de  un  extranjero,  es  necesario  observarlas  mismas  formalida- 
des judiciales  que  para  un  inglés,  y el  extranjero  no  puede  ser 
sometido  al  poder  escepcional  de  la  policía  ni  á la  de  la  auto- 
ridad administrativa,  y no  puede,  corno  sucede  en  Francia  y 
otras  partes,  ser  expulsado  por  medida  de  policía. 

Por  este  motivo  Inglaterra,  á diferencia  de  todos  los  otros 
Estados  del  continente,  se  muestra  dispuesta  á entregar  á sus 
súbditos  lo  mismo  que  los  extranjeros,  pero  observa  extricta- 
mente  las  mismas  formalidades  judiciales  para  privar  á unos 
y á otros  de  su  libertad. 

242.  Grecia. — En  la  legislación  de  este  país  se  halla  con- 
signado el  principio  de  la  extradición  de  los  malhechores.  Eu 
efecto,  según  el  art.  4*^  del  Código  de  procedimiento  penal  de 
este  país,  se'  dictará  una  ley  especial  para  determinar  los  casos 
en  que  la  extradición  deberá  tener  lugar,  y la  manera  cómo 
deberá  hacerse  la  remisión  de  los  criminales  por  los  delitos  y 
crímenes  cometidos  por  ellos  en  el  extranjero.  Sin  embargo, 
no  habiéndose  dictado  aún  esta  ley  especial,  el  Gobierno  grie- 
go rehusó  celebrar  tratados  de  extradición,  y no  entregó  ja- 
más ninguno  délos  numerosos  malhechores  que  hallaban  re- 
fugio seguro  en  Grecia.  El  solo  tratado  existente  es  el  cele- 
brado con  Turquía  el  25  de  Mayo  de  1855.  En  cuanto  á lo  que 
respecta  á Italia,  no  se  había  propuesto  con  este  objeto  nin- 
gún tratado  con  Grecia,  y por  eso  no  se  podía  impedir  á sus 
criminales  aprovecharse  de  la  gran  facilidad  que  tenían  para 
refugiarse  en  el  territorio  griego , donde  se  hallaban  al  abrigo 
de  toda  persecución.  Pero  el  tratado  de  17  de  Noviembre 
de  1877  ha  llenado  este  vacío. 

El  convenio  vigente  en  la  actualidad  es  muy  lato.  Se 
acuerda  la  extradición,  no  sólo  por  razón  de  un  crecidísimo 
número  de  crímenes  y delitos  determinados,  sino  también  en. 
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xiuéstiones  correccionales,  los  individuos  sentenciados  contra- 
dictoriamente ó en  rebeldía,  pueden  ser'entregados  cuando  la 
pena  impuesta  es  por  lo  ménos  de  tres  meses  de  prisión,  y los 
prevenidos  pueden  ser  extraidos  cuando  la  pena  aplicable  al 
hecho  acriminado  es  por  lo  ménos  de  dos  años  de  prisión , se- 
g“un  los  términos  de  la  ley  del  país  que  interpone  la  demanda, 
ó cuando  se  trata  de  un  prevenido  que  ha  sido  ya  sentenciado 
á una  pena  criminal  ó á un  año  de  prisión. 

Este  convenio  es  el  más  lato  que  ha  celebrado  el  Gobierno 
italiano.  Establece  un  importante  precedente  en  materia  de 
extradición,  cuyo  resultado  será  inducir  á los  otros  Gobiernos 
á hacer  de  esta  institución  una  parte  integrante  del  procedi- 
miento penal  de  sus  respectivos  países. 

«En  materia  correccional^  son  entregados ; 

»1°  Los  sentenciados  contradictoriamente  ó en  rebeldía, 
cuando  la  pena  impuesta  sea  á lo  ménos  de  tres  meses  de  pri- 
sión, 

»2®  Los  prevenidos,  cuando  el  máximum  de  la  pena  apli- 
cable al  hecho  acriminado  sea,  según  la  ley  del  país  repla- 
mante,  á lo  ménos  de  dos  años  de  prisión  ú otra  equivalente, 
ó cuando  el  prevenido  hayg,  sido  condenado  ya  á una  pena  cri- 
minal ó á encarcelamiento  por  más  de  un  año.» 

Relativamente  á los  individuos  naturalizados  en  uno  de  los 
dos  Estados,  después  de  haber  cometido  el  delito  que  motiva 
su  extradición,  se  ha  establecido  la  regla  de  que  la  naturali- 
zación no  impide  ni  el  arresto  ni  la  extradición,  excepto  en.  el 
caso  de  que  se  hayan  pasado  cinco  años  desde  la  naturaliza- 
ción del  individuo  reclamado,  ó que  durante  esta  época  haya 
estado  domiciliado  en  el  país  requerido. 

Entre  los  documentos  que  apoyen  la  demanda  de  extradi- 
ción, se  hallan  enumerados  el  acta  de  acusación,  el  manda- 
miento de  arresto  y toda  otra  acta  equivalente  á este  manda- 
miento. 

243.  Guatemala.  — Antes  del  tratado  celebrado  el  25  de 
Agosto  de  1869,  no  existía  convenio  de  extradición  alguno  en- 
tre Italia  y la  República  de  Guatemala.  El  convenio  vigente 
está  conforme  con  los  principios  del  derecho  común.  Debe  no- 
tarse solamente,  que  para  solicitar  y obtener  la  extradición 
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es  necesario  que  se  trate  de  un  delito  especificado  en  el  art.  2% 
y que,  según  la  legislación  italiana  y la  de gGu ateníala,  entra- 
ñe penas  criminales.  En  el  número  de  los  documentos  que 
pueden  servir  para  fundar  la  demanda,  se  halla  comprendida 
el  acta  de  acusación  (art.  9®). 

244.  Honduras. — Antes  de  la  conclusión  del  convenio  vi- 
gente desde  1875,  no  existia  entre  este  país  é Italia  ningún 
tratado  relativo  á la  extradición.  El  convenio  en  vigor  actuaU 
mente  está  conforme  con  los  principios  del  derecho  común. 
Entre  los  hechos  que  pueden  motivar  la  extradición  se  hallan 
comprendidos  delitos  poco  graves.  Entre  las  piezas  que  apoyan 
la  demanda  está  comprendido  el  mandamiento  de  arresto. 

245.  Malta. — El  convenio  de  extradición  entre  los  dos  Go- 
biernos se  celebró  el  3 de  Marzo  y el  3 de  Mayo  de  1863,  de 
conformidad  con  la  ordenanza  del  Gobernador  de  Malta  de  21 
de  Febrero  de  1863.  Continúa  en  vigor  para  esta  parte  de  los 
dominios  ingleses  que  llevan  la  denominación  de  Islas  de  Mal- 
ta, que  son  las  islas  de  Gozo,  de  Comino  y de  Maltaj  en  efec- 
to, eso  es  lo  estipulado  en  el  tratado  de  extradición  con  la  Gran 
Bretaña  (artículo  18). 

La  extradición  por  uno  de  los  delitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo P de  la  ordenanza  antedicha,  se  efectúa  por  nuestro 
Gobierno  en  vista  de  un  mandamiento  de  arresto,  emanado  de 
un  juez  ó de  una  corte  cualquiera  del  Gobierno  maltés.  El  Go- 
bierno de  Malta,  en  estos  casos,  obsérvalas  formalidades  pres- 
critas por  la  ley  inglesa.  Cuando  el  Gobierno  italiano  presenta 
un  mandamiento  de  arresto  para  reclamar  la  expedición  de  su 
prevenido,  puede  sólo  obtener  el  arresto  del  individuo  recla- 
mado, pero  no  puede  obtener  la  extradición  sino  después  de 
iniciado,  el  juicio  ante  la  corte  de  policía  judicial.  Esta  corte 
tiene  el  derecho  de  examinar  si  las  pruebas  del  delito  serian 
suficientes  si  hubiese  sido  cometido  en  Malta  para  entrañar  la 
iniciación  del  juicio  contra  el  inculpado.  Además  comprueba 
la  identidad  del  prevenido.  También  admite  esta  corte  como 
prueba  para  motivar  la  prevención,  toda  deposición  hecha  ante 
un  juez  ó un  magistrado  italiano.  Pero  como  la  ley  inglesa 
exige  que  la  deposición  de  testigos  sea  recibida  bajo  jura- 
mento y según  nuestro  Código  de  procedimiento  penal,  artícu- 
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io  172,  por  el  contrarío,  los  testigos  no  están  obligados  á pres- 
tar jaramento  en  las  cortes  de  instrucción  escrita,  se  hizo  ne- 
cesario modificar  en  este  punto  la  ley  entónces  en  vigor.  Así 
es  que  está  prescrito  en  el  art.  853  del  mismo  Código  que  los 
testigos  podrán  ser  obligados  á deponer  bajo  juramento  cuan- 
do sea  necesario  para  obtener  la  extradición  de  un  Gobierno 
extranjero. 

246.  San  Marino. el  convenio  de  buena  vecindad  cele- 
brado en  la  república  de  San  Marino  el  27  de  Marzo  de  1872, 
se  introdujeron  algunas  modificaciones  al  tratado  celebrado 
anteriormente  el  22  de  Marzo  de  1862.  Las  reglas  relativas  á 
la  extradición  se  hallan  contenidas  en  los  artículos  T y 21;  di- 
fiere del  derecho  común  en  razón  á las  condiciones  particula- 
res en  que  se  encuentra  la  república  de  San  Marino  que  está 
completamente  enclavada  en  el  territorio  italiano. 

Kn  el  art.  7®,  los  dos  Estados  se  reconocen  obligados  á per- 
seguir y prender  á los  malhechores  condenados  ó inculpados 
de  un  delito  por  las  autoridades  judiciales  respectivas  y á en- 
tregarlos. En  el  art.  8®  está  estipulado  que  la  demanda  de  ex- 
tradición puede  ser  hecha-  jjor  la  autoridad  judicial  del  otro 
Estado  mediante  la  presentación  de  nna  sentencia  condenato- 
ria, de  un  acto  de  acusación  ó de  un  acto  de  prisión.  En  el  ar- 
tículo 9^  se  dice  que  en  los  casos  urgentes,  tanto  la  autoridad 
judicial  como  la  autoridad  folüica  están  autorizadas  para  soli- 
citar el  arresto  del  senteuciado  ó del  inculpado,  con  condición 
de  presentar  los  documentos  exigidos  en  el  más  breve  plazo 
posible. 

247.  Méjico. — -En  el  tratado  celebrado  el  17  de  Diciembre 
de  1870  y ratificado  el  30  de  Abril  de  1874,  Italia  y, los  Esta- 
dos-Unidos de  Méjico  estipulan  la  extradición  de  los  malhe- 
chores por  algunos  crímenes  especificados. 

Este  tratado  tiene  un  punto  notable,  y es  que  las  partes 
contratantes  convinieron  en  que  no  podían  entregarse  sino  los 
individuos  en  estado  de  acusación  (aocusati),  3"  esto  se  hizo  á fin 
de  respetar  los  principios  especiales  de  derecho  público  vigen- 
tes en  Méjico. 

El  Gpbierno  italiano  reclama,  además,  la  extradición  de 
los  sentenciados  por  contumacia,  porque  puede  considerárseles 
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como  en  estado  de  acusacioiL  no  siendo  definitiva  la  sentencia 
sino  después  de  la  prescripcion.de  la  pena. 

Las  piezas  sobre  las  que  debe  estar  fundada  la  demanda 
son  además  del  mandamiento  de  remisión  y la  órden  de  pri- 
sión, las  informaciones  ó documentos  que  sirvan  de  base  á la 
acusación.  Sin  émbarg-o,  según  los  términos  de  una  declara- 
ción oficial  del  Gobierno  mejicano,  las  informaciones  y docu- 
mentos requeridos  consistentes  en  las  copias  de  las  deposicio- 
nes de  testigos,  (escogiendo  las  más  importantes)  las  denun- 
cias y las  diligencias  de  los  funcionarios  de  policía  judicial  de 
que  resulten  las  pruebas  más  decisivas.  A estos  documentos 
se  añaden  las  partidas  de  nacimiento. 

Este  tratado  no  se  aplicará  jamás  álos  crímenes  cometidos 
ántes  de  ser  rectificado,  á pesar  de  que  estos  crímenes  estén 
enumerados  en  él,  áun  cuando  esto  resulte  de  una  disposición 
contenida  en  el  mismo  (art.  8”).  Además,  en  el  caso  en  que  en 
el  curso  de  un  proceso  el  individuo  extraído  fuese  acusado  de 
otro  crimen  mencionado  en  el  tratado  y posterior  al  que  ha 
motivado  su  extradición,  para  seguirle  proceso  por  él,  seria 
necesario  pedir  de  nuevo  aquella. 

248.  Monaco. — El  tratado  con  este  Estado  se  celebro  el  26 
de  Marzo  de  1866  y ratificado  el  19  de  Mayo  del  mismo  año. 
Está  en  un  todo  conforme  con  los  principios  del  derecho  co- 
mún, Sólo  es  de  notar  que,  entre  los  documentos  necesarios 
como  fundamentos  á la  demanda,  figura  el  auto  ó acta  de  acu- 
sación. 

249.  Holanda. — El  tratado  celebrado  el  20  de  Noviembre 
de  1869,  fué  ratificado  el  29  de  Enero  de  1870. 

Como  .en  esa  época  la  ley  de  1849  sobre  la"extradicion  de 
los  extranjeros  estaba  aún  vigente  en  Holanda,  debieron  res- 
petarse las  disposiciones  de  esa  ley  (art.  17),^  que  limitaba  á 
siete  los  crímenes  que  podrían  motivar  la  extradición,  así  como 
también  las  disposiciones  del  Código  penal  holandés.  Se  con- 
sintió .la  extradición  no  solamente  por  los  delitos  cometidos  en 
los  Países-Bajos,  sino  que  también  por  los  cometidos  en  .el  ex- 
tranjero cuando  son  castigados  por  el  Código  penal  holandés. 
Efectivamente,  en  ciertos  ca^os,  el  legislador  holandéi  castiga 
los  delitos  cometidos  fuera  del  territorio,  bien  por  nacionales. 
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l)ien  por  extranjeros.  &in  embarg’O,  se  hizo  excepción  para  el 
caso  en  que  la  demanda  de  extradidbn  la  hiciese  la  autoridad 
del  país  donde  se  cometid  el  delito. 

Los  crímenes  por  los  cuales  se  consintió  la  extradición, 
fueron  determinados  según  el  art.  17  de  la  antedicha  ley.  El 
convenio  no  ha  podido  extenderse,  bajo  la  base  de  la  recipro- 
cidad, á los  delitos  que  no  están  previstos  en  él  porque  la  mis- 
ma ley  se  opone  formalmente  á ello. 

La  excepción  hecha  en  favor  del  ciudadano  del  Estado  re- 
querido, se  extendió  hasta  los  extranjeros  asimimilados  á los 
nacionales.  Tales  son,  según  la  ley  holandesa,  los  individuos 
que,  con  autorización  del  rey,  han  establecido  su  domicilio  en 
el  reino.  También  lo  son  los  que,  despueá  de  haber  fijado  su 
domicilio  en  un  municipio  holandés  y haberlo  comenzado  du- 
rante seis  años,  han  declarado  á la  autoridad  local  de  su  domi- 
cilio, su  intención  de  establecerse  en  el  reino.  Así  como  lo  son 
también,  finalmente,  los  que  habiéndose  casado  con  ana  ho- 
landesa tengan  uno  ó más  hijos  nacidos  en  el  reino  (1). 

Se  admitió  que  la  demanda  de  extradición  pudiese  tener 
por  fundamento  el  acta  ó el  «decreto  de  acusación  ; sin  embar- 
go, el  Gobierno  holandés  debe  aplicar  las  reglas  admitidas  en 
la  ley  de  13  de  Agosto  de  1849,  vigente  en  la  época  en  que  se 
celebró  el  tratado,  y ejecutar  la  extradición  según  las  forma- 
lidades prescritas  en  el  art.  18  de  dicha  ley  (2). 

(1)  Art.  8"  Cód.  civ.  de  los  Países  Bajos. 

(2)  Art.  18.  (Ley  holandesa  de  13  de  Agosto  de  184Í)).  Todo  extranjero  reclamado 
en  virtud  de  los  tratados,  puede  ser  arrestado  provisionalmente,  y sus  efectos 
pueden  ser  embargados.  Kn  los  tres  primeros  diaa  se  daríí  aviso  ai  Ministerio 
público  del  'lugar  donde  se  ha  llevado  á cabo  esto  arresto,  En  los  ocho  dias  si- 
guientes al  arresto,  si  se  ha  efectuado,  y en  los  ociio  días  siguientes  al  manda- 
miento de  arresto,  el  Ministerio  público  pedirá  que  el  individuo  cuya  extradición^ 
ha  sido  reclamada,  sea  oido  en  Cámara  de  Consejo,  y que  el  Tribunal  haga  cono- 
cer, dentro  del  mes,  su  opinión  sobre  la  demanda  de  extradición.  El  Tribunal  de- 
cidirá al  propio  tiempo  si  los  objetos  embargados  deben  ser,  en  todo  ó en  parle, 
devueltos  al  prevenido,  ó si  deben  retenerse  como  elementos  de  prueba.  El  parecer 
del  Tribunal,  y las  piezas  se  remitirán  al  Ministerio  de  justicia.  En  el  intervalo  de 
quince  dias,  á contar  desde  la  época  en  que  el  prevenido  ha  sido  oido  en  Cámara  • 
del  Consejo,  podrá  hacer  u^  de  la  facultad  que  le  concede  el  art.  20  de  la  presente 
ley..  Si  se  han  llenado  todas  las  formalidades,  si  el  término  de  quince  dias,  fijado 
por  el  párrafo  anterior,  ha  espirado,  ó si,  conforme  al  art.  20  la  alta  Corte  ha  esta- 
tuido, podrá  acordarse  ó negarse  la  extradición. 

»Art.  19.  r.as  disfíbsieioBes  de  la  presente  ley  no  son  aplicables,  ni  á los  extran- 
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Las  condiciones  impuestas  al  Gobierno  neerlandés  para  la 
conclusión  de  los  tratados  relativos  á la  extradición  de  malhe- 
choresj  han  sido  modificadas  por  la  ley  de  6 de  Abril  de  1875. 
El  legislador,  á fin  de  dar  mayor  extensión  á la  extradición, 
en  cuanto  á las  personas  y á los  delitos  derog:ó,  por  esta  ley, 
los  artículos  17  y 18  de  la  de  1849. 

Es  natural  que  los  Gobiernos  que  habían  celebrado  trata- 
dos en  los  límites  de  la  ley  precedente,  aprovechen  mejores 
condiciones  que  se  les  presentad  después  de  la  ley  actual. 
También  estamos  seguros  de  que  nuestro  Gobierno  sabrá  ne- 
gociar un  nuevo  convenio  para  reemplazar  al  que  actualmente 
rige. 

250.  Perú. — El  convenio  vigente  en  la  actualidad  se  firmó 
el  21  de  Agosto  de  1870  y fué  ratificado  el  22  do  Marzo  de  1873. 
Anteriormente,  las  relaciones  entre  los  dos  Gobiernos,  en  ma- 
teria de  extradición,  se  reglamentaban  por  el  convenio  de 
amistad,  de  naveg'acion  y comercio,  de  14  de  Junio  de  1853, 
concluido  entre  Cerdeüa  y el  Perú.  Por  este  tratado,  artícu- 
los 28  y 29,  los  dos  Gobiernos  estipularon  la  obligación  recí- 
proca de  entregarse  los  malhechores  culpables  de  ciertos  deli- 
tos evspecificados.  El  actual  convenio  está  conforme  coa  el  de- 
recho común. 

251.  Portugal. — Segun  los  términos  del  convenio  reciente- 
mente celebrado  por  la  primera  vez  entre  Italia  y el  Gobierno 
de  este  país,  el  18  de  Marzo  de  1878,  son- susceptibles  de  extra- 
dición los  individuos  prevenidos,  acusados  ó sentenciados,  au- 
tores ó cómplices  de  los  delitos  enumerados  en  dicho  convenio 
y que  han  sido  cometidos  en  el  territorio  de  uno  de  los  dos  Es- 


jeros  asiaiilados  á los  neerlandeses,  según  los  términos  del  art.  8”  del  Código  ci- 
vil, y que  son  considerados  como  nacionales,  en  lo  tocante  á los  efectos  de  la  pre- 
sente ley;  ni  al  extranjero  establecido  en  territorio  neerlandés  y casado  con  neer- 
landesa, y haya  tenido  en  ella  uno  ó más  hijos  dentro  del  reino . 

»Art.  20.  Si  las  disposiciones  de  la  presente  ley  se  aplicasen  á personas  que 
pretendiesen  ser  neerlandesas,  y estén  comprendidas  en  una  ú otra  clasificación 
4elas  establecidas  en  el  art.  19,  les  es  permitido,  pero  no  por  otros  motivos  (y  si 
se  hallan  en  el  caso  previsto  por  los  articulos  12  y 18  durante  el  tiempo  estableci- 
do por  dichos  artículos),  interponer  un  recurso  ante  la  alta  Corte  para  provocar  la  '• 
declaración  de  que  la  ley  no  les  es  aplicable. 

«La  alta  Corte  examina  la  demanda  y estatuye  después  de  haber  oido  al  procu- 
rador general.»  • 
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4ados  ó en  sus  dependencias  6 en  sus  colonias  de  Ultramar. 

La  extradición  puede  tener  lug-ar  también  por  delitos  co- 
metidos fuera  del  territorio  del  Estado  reclamante,  si  según 
los  términos  de  la  ley  del  país  requerido  están  autorizados  los 
procedimientos  por  el  hecho  acriminado,  y si  el  prevenido  es 
súbdito  del  Estado  reclamante. 

En  este  tratado  hay  una  disposición  excepcional,  la  del  ar- 
tículo 4°,  que  dice  así : 

<cEn  el  supuesto  de  que  se  presentasen  casos  comprendidos 
en  la  categoría  de  hechos,  previstos  por  el  artículo  precedente, 
tales  quela  extradición  requerida  apareciese  contraria,  en  cuan- 
to á sus  consecuencias,  á los  principios  de  equidad  6 de  hu- 
manidad admitidas  en  la  legislación  de  ambos  Estados,  cada 
uno  de  los  dos  Gobiernos  se  reserva  el  derecho  de  no  consentir 
la  extradición,  dando  conocimiento  al  Gobierno  demandante 
de  los  motivos  de  su  negativa. 

Entre  las  personas  no  susceptibles  de  extradición  se  hallan 
los  individuos  naturalizados. 

Entre  las  piezas  en  apo^-o  de  la  demanda  se  halla  enume- 
rado el  mandamiento  de  arresto. 

Otra  estipulación  de  este  tratado  es,  que  si  después  de  tres 
meses,  á contar  desde  el  dia  en  que  el  individuo  requerido  sea 
puesto  á disposición  del  agente  diplornático,  no  ha  sido  dirigi- 
do al  país  donde  haya  de  ser  juzgado,  debe  ser  puesto  en  liber- 
tad y no  podrá  volver  á ser  detenido  por  el  mismo  hecho. 

252.  Rusia. — El  convenio  firmado  el  y 13  de  Mayo  de  1871, 

fue  ratificado  el  7 de  Agosto  y el  28  de  Julio  del  mismo  año. 
Hasta  estos  últimos  años,  Rusia  habia  celebrado  pocos  trata- 
dos de  extradición,  propiamente  dichos.  Si  se  exceptúa  el  tra- 
tado celebrado  con  Suecia  el  20  de  Noviembre  de  1810  y reno- 
vado el  12  de  Mayo  de  1828,  en  el  cual  se  hablaba  de  la  remi- 
sión de  los  malhechores  de  delitos  de  derecho  común,  los  con- 
venios con  los  Estados  limítrofes  tenian  por  principal  objeto 
la  entrega  de  los  prevenidos  por  delitos  políticos  á los  deserto- 
res. En  el  tratado  celebrado  con  Prusia  el  año  1857  se  hablaba 
incidentalmente  de  los  prevenidos  por  delitos  de  derecho  eo-  , 
mun,‘  se  conwno  en  él  que  la  extradición  debía  tener  lugar 
por  la  simple  demanda  de  la  policía  respectiva  y sin  interven- 
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cion  de  la  diplomacia.  Los  primeros  tratados  especiales  másí 
conformes  con  los  principios  del  derecho  internacional  moder- 
no, son  los  celebrados  con  Dinamarca  en  Octubre  de  1866  y 
con  los  Países-Bajos  en  Abril  de  1867.  El  primer  tratado  en  el 
cual  se  ha  limitado  la  extradición  á los  crímenes  y delitos  de 
derecho  común,  es  el  que  se  celebró  con  BaYiera  en  Agos- 
to de  1^69  (1). 

Desde  luógo  es  digno  de  atención  que  el  tratado  italo-ru- 
so  esté  conforme  en  todos  sus  puntos  con  las  reglas  del  de- 
recho común.  Es  de  notar  que  la  extradición  se  concede  por 
los  crímenes  y por  los  delitos  mluntarios  (art.  2^^)  castiga- 
dos con  una  pena  superior  á un  año  de  prisión,  ó con  una 
pena,  sea  aflictiva,  sea  infamante;  que  la  demanda  puede  fun- 
darse bien  en  el  decreto,  bien  en  el  acta  de  acusación:  y que 
los  documentos  deben  estar  acompañados  de  su  traducción 
francesa. 

253.  República  de  San  Salvador. — El  convenio  fuó  celebrado 
el  29  de  Marzo  de  1871  y ratificado  el  21  de  Setiembre  de  1872. 
Anteriormente  se  habia  firmado  el  convenio  de  31  de  Marzo 
de  1868,  pero  no  pudo  jamás  ponerse  en  vigor  por  falta  del 
cambio  de  ratificaciones.  Una  sola  cosa  notable  se  halla  en  el 
tratado  actual,  y es  que  se  convino  entre  las  partes  contratan- 
tes que  la  extradición  no  tendria  lugar  por  razón  de  los  hechos- 
enumerados,  sino  cuando  éstos  tengan  por  consecuencia  la 
aplicación  de  una  pena  criminal  (art.  2^).  Se  estipuló  también 
que  la  demanda  de  extradición  podrá  fundarse  en  el  juicio  ó 
en  el  acta  de  acusación  (art.  9^). 

254.  Siam. — El  tratado  de  amistad  y comercio  de  3 de  Oc- 
tubre de  1868  (art.  10)  provee  á la  remisión  de  los  Siameses 
que  busquen  refugúo  en  la  casa  de  un  italiano  habitante  en  el 
Estado  de  Siam.  Según  los  términos  de  este  artículo,  deben 
entregarse,  probada  su  culpabilidad.)  á las  autoridades  locales. 
Igualmente  un  italiano  que  se  refugíe  en  el  territorio  de  Siam,. 
debe  ser  entregado  al  Cónsul  italiano  por  demanda  de  éste. 

255.  España. — El  convenio  actual  fué  firmado  en  3 de  Ju- 
nio de  1868  y ratificado  el  13  de  Enero  de  1869.  Reemplazó  al 


(1)  Calvo,  Z>r.  intern.,  § 398. 
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tratado  concluido  el  6 de  Setiembre  de  1857  entre  Cerdeña  y 
España,  y que  había  servido  cuando  la  constitución  del  reino 
de  Italia  para  reg'lamentar,  en  materia  de  extradición,  las  re- 
laciones en  el  Estado  italiano  y España.  El  nuevo  tratado  está 
conforme  con  las  reglas  del  derecho  común.  Se  dice  formal- 
mente en  él,  que  después  de  obtenida  la  extradición , no  se 
puede  procesar  al  prevenido  por  los  delitos  señalados  en  el 
tratado,  pero  no  mencionado  en  la  demanda.  La  presentación 
del  acta  de  acusación  basta  para  motivar  aquella. 

256.  Estados-Unidos  de  América.  — El  tratado  firmado  el 
23  de  Marzo  de  1868,  fué  ratificado  el  21  de  Enero  de  1869. 
Difiere  del  derecho  común  en  muchos  puntos.  En  efecto , los 
dos  Gobiernos  se  vieron  en  la  necesidad  de  respetar  el  derecho 
público  y las  leyes  relativas  á la  extradición  vigentes  en  los 
Estados-Unidos. 

En  este  país  se  halla  actualmente  en  vigor  la  ley  de  extra- 
dición de  12  de  Agosto  de  1848.  Se  completó  por  las  leyes  de 
22  de  Agosto  de  1860  y de  3 de  marzo  de  1869,  que  estable- 
cieron las  reglas  por  las  cuales  debían  guiarse  para  conceder 
la  extradición.  Desde  luégo,  las  dos  partes  contratantes  han 
debido  encerrarse  en  los  límites  establecidos  por  estas  leyes. 

El  número  de  delitos  por  los  cuales  se  estipuló  la  extradi- 
ción, es  más  considerable  que  el  fijado  en  la  convención  Fran- 
co-americana y en  los  otros  tratados  celebrados  con  diferentes 
Estados  europeos.  Sin  embargo,  el  individuo  reclamado  no 
puede  ser  entregado  sino  suministrando  medios  de  prueba  su- 
ficientes para  motivar  su  detención,  y si  diese  lugar  á un  pro- 
cedimiento penal  contra  él  en  el  país  donde  se  ha  refugiado, 
suponiendo  el  crimen  cometido  en  él  (art.  E). 

Las  piezas  en  apoyo  de  la  demanda  son,  el  decreto  de  con- 
dena ó el  mandamiento  de  arresto.  El  decreto  de  condena  debe 
estar  legalizado  con  la  firma  del  Escribano  de  la  Corte  que  ha 
sentenciado,  sellado  con  el  sello  de  esa  Corte,  refrendado  por 
el  Ministro  de  Justicia  que  legaliza  la  firma  del  Escribano,  y 
por  el  Ministro  de  Negocios  extranjeros  que  atestigua  la  au- 
tenticidad del  Ministro  de  Justicia.  Además,  estas  firmas  de- 
ben ser  leg'alizadas,  bien  por  el  Ministro  de  los  Estados-Uni- 
dos, acreditado  cerca  del  Gobierno  Italiano,  bien  por  ei  Cónsul 
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general  6 bien  por  el  Cónsul  dó  los  Estados-Unidos  residente 
en  la  capital  del  reino.  El  mandato  de  arresto,  además  de  las 
mismas  formalidades  y legalizaciones,  debe  estar  acompañado 
de  la  deposición  de  testigos  recibida  bajo  juramento  y debida- 
mente legalizada. 

La  autoridad  encargada  de  poner  en  ejecución  la  extradi- 
ción puede,  en  vista  de  estas  piezas,  decretar  un  mandato  de 
arresto  contra  el  fugitivo  y obligarle  á comparecer  ante  la  au- 
toridad judicial  para  ser  interrogado  y para  decidir  si,  confor- 
me á las  leyes  vigentes,  debe  ser  entregado.  Presentado  ante 
elJuez,  el  individuo  reclamado  x^odrá  obtener  una  orden  de 
habeas  corpus^  en  virtud  de  la  cual,  el  representante  de  nues- 
tro Gobierno,  que  pretende  la  extradición,  está  obligado  á su- 
ministrar la  prueba  del  delito.  Cuando  las  pruebas  recibidas  y 
examinadas  por  el  Juez  ó comisario  han  sido  reputadas  insu- 
ficientes por  él  para  justificar  la.  prisión,  según  los  términos 
del  tratado,  se  hará  mención  de  ello  en  un  proceso  verbal 
instruido  por  este  Magistrado,  que  lo  trasmitirá  al  Secretario 
de  Estado  que  pide  la  entrega  á nuestro  Gobierno  del  indivi- 
duo requerido. 

Es  de  notar  que  en  el  tratado  no  se  hace  mención  alguna 
expresa  de  excepción  en  favor  de  los  ciudadanos  del  Estado, 
al  cual  se  hace  la  demanda.  En  realidad,  el  Gobierno  de  los 
Estados-Unidos,  bajo  este  punto  de  vista,  coloca  á sus  nacio- 
nales en  la  misma  línea  que  á los  extranjeros  que  residen  en  su 
territorio.  Bajo  todos  conceptos,  ‘pone  el  mayor  cuidado  en 
comprobar  la  culpabilidad  del  inculpado  ó del  sentenciado, 
pero  sin  protejer  jamás  á los  malhechores,  sean  nacionales  ó 
extranjeros. 

257.  B%e,cia  y Noruega. — Este  tratado  fué  firmado  el  20  de 
Setiembre  de  1866  y ratificado  el  2 de  Noviembre  del  mismo 
año.  Como  por  razón  de  la  diversidad  de  las  leyes  penales  de 
los  dos  países,  la  denominación  de  los  delitos  no  era  suficiente 
para  determinar  los  casos  en  que  debería  tener  lugar  la  extra- 
dición, se  tomó  por  base  la  duración  de  la  pena,  y se  limitó  la 
extradición  á los  delitos  especificados  en  el  tratado  que  im- 
plicasen una  pena  criminal  cuya  duración  no  sea  menor  de 

tres  años.  (art.  2'".) 
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La  disposición  del  art.  3”  es  única.  Según  este  artículo,  la 
extradición  que  en  general  «debe  concederse  siempre  que  se  lle- 
nen las  condiciones  exigidas  por  los  términos  del  tratado,  pue- 
'de  ser  negada  por  cualquiera  délos  Gobiernos  contal  de  que  ha- 
ga conocer  al  otro  los  motivos  de  su  negativa.  Conviene  hacer 
notar,  sobre  este  punto^  que  en  esta  disposición  no  se  han  que- 
rido tener  en  cuenta  los  delitos  políticos  ni  tampoco  los  rela- 
cionados con  ellos  porque  se  hace  excepción  expresa  de  estas 
dos  clases  do  delitos  (art.  4°).  Desde  luégo  se  debe  entender 
esta  disposición  como  aplicable  á los  delitos  de  derecho  común 
que  están  indicados  en  el  tratado  con  la  reserva  del  derecho 
de  negar  la  ejecución  del  mismo. 

El  acta  de  acusación  está  comprendida  en  el  número  de  los 
documentos  que  pueden  servir  de  base  á la  demanda. 

258.  Suiza. — El  tratado  celebrado  el  22  de  Julio  de  1868 

* 

fue  ratificado  el  D de  Mayo  de  1869.  Posteriormente,  por  la 
convención  de  de  Julio  de  1873  fué  extendido  á dos  nuevos 
delitos.  Este  tratado,  eh  todas  sus  disposiciones,  está  confor- 
me con  el  derecho  común.  Es  de  notar  que  la  demanda  puede 
fundarse  en  un  acta  de  acusación  (art.  9^^). 

259.  Uruguay. — La  extradición  de  los  malhechores  está  re- 
glamentada entre  Italia  y la  República  de  Uruguay  en  los  ar- 
tículos 28,  29  y 30  del  tratado  de  comercio  y navegación  de  7 
de  Mayo  de  1866. 

Una  de  las  condiciones  exigidas  en  el  art.  28,  es  que,  el 
delito  por  razón  del  cual  se  pide  la  extradición,  no  sólo  se  ha- 
lle compredido  en  el  número  de  los  previstos  en  el  tratado,  sino 
que  además  esté  suficientemente  probaí^o  para  dar  lug'ar  á la 
detención  y enjuiciamiento  del  culpable,  según  la  ley  del  país 
requerido,  en  el  caso  de  que  el  delito  se  hubiese  cometido  en 
el  territorio  de  este  Estado.  Desde  luégo  es  necesario  comuni- 
car las  diligencias  auténticas  de  los  actos  de  donde  resulten 
las  pruebas  más  importantes. 

Está  además  convenido  que  la  demanda  puede  hacerse  di- 
rectamente por  la  vía  judicial.  Sin  embargo,  nos  consta  que 
las  demandas  han  sido  y son  dirigidas  por  la  vía  diplomática. 

El  documento  en  el  cual  puede  fundarse  la  demanda  es  ex- 
clusivamente el  mandamiento  de  arresto. 
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260.  WurUmberg . — Las  relaciones  entre  el  reino  de  Italia  y 
el  de  Wartemberg  en  materia  do  extradición,  han  sido  regla- 
mentadas por  el  convenio  de  30  de  Octubre  de  1869,  que  ha 
estado  vigente  hasta  la  celebración  con  el  imperio  aleman  del 
tratado  que  ha  puesto  fin  á todos  los  celebrados  anteriormente 
con  los  diferentes  Estados  alemanes. 

261.  En  todos  los  países  en  que  se  admite  la  jurisdicción 
de  los  cónsules  en  materia  penal  (tales  son  Turquía,  los  países 
de  Africa  y de  Levante  que  reconocen  la  soberanía  de  la  Subli- 
me Puerta  (1),  Marruecos  (2),  Persia  (3),  el  Japón  (4),  Chi- 
na (5),  y el  reino  deSiam  (6),  el  arresto  de  los  malhechores  ita- 
lianos puede  ejecutar.se  por  nuestros  cónsules  que  ejercen  esa 
jurisdicción.  No  es  necesario  dirigirse  á los  Gobiernos  de  estos 
países  ni  observar  las  formalidades  exigidas  para  la  extradi- 
ción, sino  que  basta  remitir  al  Ministro  de  Justicia  de  nuestro 
país  el  mandamiento  de  arresto,  ó la  orden  de  captura,  ó bien  el 
juicio  condenatorio.  El  Ministro  de  Justicia  trasmite  inmedia- 
tamente á nuestro  cónsul  las  instrucciodes  necesarias  para 
proceder  al  arresto  del  prevenido,  bien  directamente,  si  por  el 
uso  se  le  reconoce  este  derecho,  bien  reclamando  el  concurso 
de  la  autoridad  local  si  no  tiene  á su  disposición  ninguna  fuer- 
za armada.  En  los  casos  muy  urgentes,  nuestros  procuradores 
generales  ó nuestros  procuradores  del  rey  podrán  dirigirse  di- 
rectamente álos  cónsules,  dando  al  mismo  tiempo  aviso  de  ello 
al  Ministro;  pero  por  excepción,  esta  vía  directa  les  está  pro- 
hibida respecto  de  los  cónsules  de  los  Principados  danubia- 
nos, y esto  resulta  también  del  act.  276  del  reglamento  con- 
sular. 

262.  La  demanda  de  arresto  provisional  ó de  extradición 


(1)  Véanselas  Capitulaciones. 

(2)  Tratado,  de  6 de  Octubre  de  1825  en  la  reseña  titulada;  Tratados  públicos  de  la 
realCasa  deSaboya,  p.  555.— Notas  de  9 de  Marzo,  de  10  y 14  de  Mayo  de  1857,  Rac- 
coUa  iléi  tratlali  in  vigore  tra  Italia  é gli  stati  slranicri,  p.  631 . 

(3)  Tratado  de  24  de  Setiembre  de  1862,  art.  5",  Collesione  dei  trattatiy  tomo  i,  pá- 
gina 143. 

(4)  Tratado  de  25  Agosto  1865,  artículos  Collezione  dei  írattati,  tomo  ii,  pá- 
gina 162. 

^ (5)  Tratado  de  26  Octubre  1866,  artículos  15-7,  Collesione  dei  trattatiy  tomo  ii, 
página  212. 

<6)  Tratado  de  3 de  Octubre  de  1868,  art.  9“,  Collesione  dei  trattaii,  tomo  líi,  pá- 
gina 242. 
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4e  los  malhechores  se  inicia,  en  Italia,  por  la  autoridad  judi- 
cial. El  juez  de  instrucción  debe  avisar  de  ello  á la  Corte  (Cá- 
mara de, admisión  de  acusaciones)  (^ue  á su  vez  dirige,  cuando 
hay  lugar  á ello,  la  demanda  y las  piezas  de  apoyo  por  media- 
ción del  procurador  general  al  Ministro  de  Justicia . El  Ministro 
puede  hacer  ejecutar  la  demanda  por  la  vía  diplomática  sin  otra 
formalidad,  ó bien  usando  de  la  facultad  que  la  ley  le  concede, 
someter  la  demanda  al  Consejo  de  Estado  (1)  que  debe  entón- 
eos dar  su  dictámen.  El  Gobierno  del  Rey  puede  también  re- 
clamar directamente  la  extradición  según  el  art.  853  del  Códi- 
go de  procedimiento  penal. 

Cuando  la  extradiccion  la  pide  un  Gobierno  extranjero,  la 
demanda  y las  piezas  que  la  fundan  se  remiten  al  Ministro  de 
Justicia  que  después  de  un  examen  preliminar,  tanto  déla  de- 
manda como  de  las  piezas  invita  al  Ministro  del  Interior  á or- 
denar y á hacer  efectuar  el  arresto  del  individuo  reclamado. 
Una  vez  practicado  el  arresto,  el  Ministro  de  Justicia  traslada 
todas  las  piezas  al  procurador  general  en  cuya  jurisdicción  ha 
sido  arrestado  el  prevenido.  El  procurador,  después  de  haber 
hecho  interrogar  al  inculpado  invita  en  seguida  á la  Cámara  de 
admisión  de  acusaciones  á deliberar  sobre  la  admisibilidad  de 
la  demanda.  Este  magistrado  trasmite  inmediatamente  esta  de- 
liberación can  todas  las  actas  concernientes  áella,  al  Ministro 
de  Justicia  que  las  somete  á la  apreciación  del  Consejo  de  Es- 
tado llamado,  según  la  ley,  á dar  su  dictámen.  Desde  luégo 
las  dificultades  que  puedan  presentarse  con  motivo  de  la  inter- 
pretación del  tratado  de  extradición,  se  discuten  administrati- 
vamente por  la  Cámara  de  acusación,  el  Ministro  y el  Consejo 
de  Estado.  Una  vez  admitido  que  se  debe  atender  ó negar  la 
demanda,  el  Ministro  de  Justicia  dá  un  decreto  por  el  cual 
prescribe  la  admisión  ó la  negativa.  Entonces  el  prevenido  es  . 
entregado  al  Gobierno  que  lo  ha  reclamado  ó puesto  en  liber- 
tad. Cuando  á ello  hay  lugar  puede  quedar  bajo  la  vigilancia 
de  la  policía. 


(1)  Laloy  italiana  d«20  de  Marzo  de  1865  encierra,  en  efecto,  la  sig^uiente  dis- 
posición. «Art.  T El  Consejo  de  Estado  da  su  parecer. . . en  los  casos  de  cualquier 
naturaleza  que  sean,  por  razón  délos  cuales  sea  consultado  por  los  Ministros  deí 
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■ 263,  Los  delitos  por  razón  de  los  cuales  puede  pedirse  j 

acordarse  la  extradiccion,  según  los  tratados  yigentes  en  la 
actualidad,  se  determinan  en  cada  uno  de  esos  tratados  del 
modo  indicado  en  la  siguiente  tabla , para  cuyo  trabajo  nos 


NOMBRES 


CRIMENES  Y DELITOS. 


Asesinato. 


Violación 

Atentado  contra  el  pudor,  consumado  ó intentado  con  ó sin  vio 


Atentado  contra  las  costumbres,  escitando,  favoreciendo  ó facili- 
tando liabitualmente  la  prostitución  ó la  corrupción  de  los  jó- 


de  niño. 


CA 

-55 

« 

fcn 

cB 

c 

o 

E- 

O 

o. 

E 

■< 

si 

si 

si 

si 

si 

si  \ 

si 

si 

si 

si 

si 

si  \ 

si 

si 

si 

li 

si 

si 

si 

si 

.SI 

si 

si 

si 

si 

si 

si 

si 

si^ 

no 

sP 

no 

no 

si 

U4) 

Sí 

no 

no 

no 

no 

00 

no 

no 

si^ 

no 

. si 

si 

si^ 

no 

t 

si 

' si 

si 

no 

1 si 

; si 

si 

no 

si 

si^^ 

si 

< no 

si 

si 

Rapto. N 

Exposición  ó abandono.,  j 

Ocultación ^ 

Supresión í 

Sustitución ] 

Suposición 


1 Cuácelo  se  castiga  con  pena  de  muerte. 

2 Atentado  contra  el  pudor  con  excitación  al  libertinaje. 

3 Sin  violencia,  ántes  de  la  edad  de^erminada  por  la  legislación  en  los  doS"- 
paises. 

4 Cuando  el  nifio  de  uno  ú otro  sexo  no  tiene  catorce  años  cumplidos. 

5 Eu  el  tratado  se  dice,  todas  las  veces  que  se  halle  la  circunstancia  déla  vio- 
lencia de  la  poligamia. 

tí  Cuando  las  circunstancias  ó la  edad  de  la  víctima  son  un  elemento  consti- 
tutivo ó agravante. 
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hemos  servido  de  la  importante  circular  publicada  por  el  Mi-^ 
nistro  de  Justicia  (1). 


(1)  véasela  circular  del  Ministro  de  Justicia  delmes  de  Agosto  de  1874. 


DELOS  ESTADOS  QUE  HAN  CELEBRADO  TRATADOS  CON  ITALIA. 


(7)  En  los  tratados  con  Austria,  con  las  Repúblicas  de  Costa-Rica  y de  Guate- 
mala, con  Mónaco,  con  Rusia,  con  la  República  de  San  Salvador,  con  San  Marino- 
con  España,  con  Suecia  y Noruega  con  Suiza,  e!  párrafo  que  trata  de  este  punto 
dice  asi:  prostitución  ó cornipcion  de  menores  por  parte  de  sus  padres,  ó de  toda  persona  en_ 
cargada  de  su 

(8)  Se  álce:  rapio  de  persona. 

(9)  Simplemente:  exposición,  vo  abandono. 

(10)  En  los  casos  previstos  por  la  legislación  de  ambos  países. 


2oO 
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CRIMENES  Y DELITOS. 


Bigamia 

Rapto 

Golpes  y heridas  voluntarias  produciendo  )a  muerte  ó una  enfer- 
medad, ó impedimento  de  trabajo  persona!  por  más  de  veinte 
dias,  ó bien  mutilación  6 amputación,  la  privación  de)  uso  de 
un  miembro,  la  ceguedad,  la  pérdida  de  un  ojo  ú otras  enfer- 
medades permanentes.... 

Castración 

Golpes  ó heridas  contra  Magistrados  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones.   

Rebelión 

Asociación  con  malhechores 

Amenazas  de  atentado  contra  las  personas  ó las  propiedades  con 
armas,  ó intimación  á depositar  una  mina  ó llenar  cualquiera 
otra  condición 

' Extorsión . 

i 

I 

Atentado  contra  la  libertad  individual  ó la  inviolavilidad  del  do- 
micilio cometido  por  particulares 

Secuestración  ó detención  ilegal  de  personas 

Incendio  voluntario.. 

Robo 


NOMBR^ 


i 

CP 

<D 

cD 

m 
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O 

M 
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u¡ 

pi 

-e 

o 

Ph 
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si 

si 

si 

si 

si 

si 
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no 

no 
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no 

no 

no 

no 

no 

no 
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1 
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si 

no 

no 
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no 

si 

si 

no 

sí 

no 

no 

si 

no 

si 

no 

no 

si 

si 

% 

si 

si 

Si 

si*^ 

si 

si*^ 

<1)  Habiendo  causado  una  incapacidad  de  trabajar  de  más  de  treinta  dias. 

(2)  Cuando  el  impedimento  de  trabajo  personal  es  permanente. 

(3)  Dados  con  premeditación,  habiendo  causado  una  de  las  condenas  enumera- 
das, salvo  la  incapacidad  de  trabajo  por  veinte  dias)  es  necesario  además  que  la 
enfermedad  mental  ó física  parezca  incurable. 

(4)  Solamente  por  golpes  y heridas  seguidos  de  muerte. 

(5)  Sólo  por  mutilaciones. 

(6)  En  el  convenio,  con  Rusia  se  dice;  todo  acto  ilegal  que  haya  producido  la  muerte, 
una  herida  duna  enfermedad. 

(7)  En  los  tratadas  en  que  este  delito  no  está  expresamente  denominado  se  ha- 
lla comprendido  bajo  la  denominación  genérica  de  heridas  voluntarias. 

(8)  Contra  un  funcionario  público,  un  ministro  del  culto  durante  ó á causa  del  / 

ejercicio  de  sus  funciones. 
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DE  LOS  ESTADOS  QUE  HAN  CELEBRADO  TRATADOS  CON  ITAUA. 
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(9)  En  ei  tratado  con  San  Marino  dice:  fnncionarios públicos ■ 
lio)  Cuando  este  crimen  tiene  por  resultado  el  asesinato. 

(11)  Cuando  el  crimen  tiene  conexión  con  otros  indicados  en  la  convención. 

(12i  Amenazas  contra  las  personas  y las  propiedades  de  una  comarca  entera 
con  intención  de  cometer  una  extorsión. 

(13)  Se  dice  extorsión  violenta. 

(14)  Este  crimen  corresponde  en  la  legislación  americana  al  de  hurfjlary  y 

TQhhory.  , 

(15)  Robo  calificado.  , , ^ t . n 

(IG)  Corresponde  en  la  legislación  americana  a los  delitos  de  uurglanj  y roobory. 


f 
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NOMBRES 

5 

♦ 

CRIMENES  Y DELITOS. 

os 

"o 

03 

CÍ5 

Honduras. 

Portugal, 

Alemania.  | 

Ri)nifÍ!i 

1 

1 

c?  * 

Estafa  . 

0/j’  i 

Abuso  de  confianza  ó apropiación  indebida 

710 

sP 

» A 

si 

O 0 

si^ 

Erandfl  

CO  íí 

Aníst.rar:j*.inriP!%  . ^ 

o t 

o 

o¡ 

o i 

Concusión  y corrupción  de  funcionarios  públicos 

o L 

si 

no 

si 

o t 

no 

Falsificación  de  moneda 

si 

si 

si 

si 

Introducción  fraudulenta  de  moneda  falsa 

si 

si 

si 

si 

Emisión  fraudulenta  de  moneda  falsa 

si 

si 

si 

si 

Falsificación  fraudulenta  de  papel  moneda.. 

si 

si 

si 

! si 

Modificación  <5  falsificación  de  papeles  de  efectos  públicos  ó de 
billetes  de  Banco  ó de  títulos  públicos  ó privados 

si^ 

si 

si^ 

si 

Emisión,  expendicion  ó uso  de  los  títulos  antedichos 

no 

\ 

si 

si 

si 

Emisión,  expendicion  6 uso  de  billetes  modificados  ó de  títulos 
falsificados ; 

no 

si 

si 

Modificación  ó falsificación  de  actas  del  Gobierno 

no 

no 

1 

710 

si 

Uso  de  los  sellos,  contrastts  ó marcas  de  una  autoridad  6 de  una 

administración  pública,  falsificados 

no 

710 

si 

no 

Modificación  ó falsificación  de  los  sellos  del  Estado  y de  todos  los 

timbres  y contrastes  autorizados  por  los  Gobiernos  respectivos, 

si 

si 

si 

no 

(1)  En  el  tratado  con  Grecia  dice:  bridan daje.— Según  la  legislación  americana 
este  crimen  corresponde  al  de  burglary  y robery. 

(2)  Cuando  la  suma  ó el  valor  de  la  cosa  robada  es  de  más  de  1 000  frs. 

(3)  El  Gobierno  italiano  puede  pedir  la  estradicion  por  este  delito,  áun  en  el  caso» 
en  que  no  se  castigue  más  que^con  penas  correccionales,  cuando  el  perjuicio  cau- 
sado es  de  1-000  frs,  á lo  ménos. 

(-1)  La  extradición  puede  obtenerse  en  los  casos  de  estafa,  de  apropiación  inde- 
bida ó de  fraude  si  el  valor  de  la  cosa  ó la  suma  sustraída  es  superior  á 2oo  frs. 

(5)  Limitado  á las  personas  asalariadas  ó empleadas  por  otro. 
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NOMBRES 

1 

CRIMENES  Y DELITOS. 

Grecia. 

Honduras. 

■Portugal. 

Alemania. 

¡ 

Fabricación  ó uso  de  instrumentos  destinados  á hacer  moneda 

1 

falsa,  ó billetes  de  Banco  falsos  ó variar  títulos  ó documentos 

■ 

oficiales,  ó títulos  de  la  Deuda  pública  sabiendo  que  estos  iris- 

■ 

trumeiitos  debían  servir  para  este  uso 

no 

no 

no 

Falsificación  de  escrituras  públicas  ó auténticas,  de  escrituras 
privadas  ó de  comercio 

si 

si 

si 

si 

Uso  de  estas  piezas  falsificadas 

si 

si 

si 

si 

.Tnrftmp.nto  falso... 

si 

si 

si‘* 

si 

si 

si 

♦ 

Testiffo  falso.  * 

si 

si 

no 

Falso  peritaje 

si 

Declaración  falsa  de  un  intérprete 

no 

no  ' 

Soborno  de  testigos,  peritos  ó intérpretes.. 

si 

si 

si 

si 

Calumnia.  (Denuncia  calumniosa) 

si 

si 

no 

no  . 

Bancarrota  fraudulenta 

si 

si 

si 

si 

Sustracción  fraudulenta  del  activo  en  una  quiebra 

no 

no 

no 

si 

Destrucción  ó deterioro,  con  designio  culpable,  de  una  vía  férrea 
ó de  aparatos  telegráficos 

no 

si 

si 

si 

Todo  hecho  de  destrucción,  deterioro  ó perjuicio  de  la  propiedad 

mueble  ó inmueble 

no 

si 

no 

Crímenes  y delitos  marítimos  previstos  en  la  legislación  de  am- 
bos países 

jm 

, no 

si 

no 

(1)  Soló  por  las  letras  de  cambio,  por  los  valores  y los  actos  públicos. 

<2)  Sólo  pór  las  escrituras  públicas,  de  comercio  ó de  Banca. 

(3)  Sólo  cuando  estos  hechos  se  refieran  á delitos  expresados  en  el  tratado. 

(4)  Después  de  prestado  juramento. 

(5)  Guando  este  hecho  se  refiera  á delitos  enumerados  en  ei  tratado. 
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(6)  Se  lee  además  en  el  tratado:  y fraudes  eometidos  en  la  quiebra. 

(7)  Y participación  en  una  bancarrota  fraudulenta. 

(8)  Sillo  para  los  caminos  de  hierro,  cuando  resulte  muerte  ó heridas  de  hombre. 

(9)  En  el  convenio  con  Rusia  se  ha  añadido:  minas,  diques  y buques . 

(10)  Si  el  daño  causado  es  mayor  de  200  frs. 
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CRIMENES  Y DEUTOS. 


NOMBRES 


Baratería. 

Piratería. 


Faltas  asimiladas  á la  piratería,  salvo  el  caso  en  que  el  Gobierno 
requerido  sea  competente  para  la  represión  y prefiera  reser- 
vársela  H 


no  fio 
no  fio 


no  fio 


í Insurrección  de  la  tripulación  de  un  buque si 

Abandono  de  un  buque  de  conaercio  ó pesca  por  el  capitán , fuera 

de  los  casos  previstos  por  las  leyes  de  ambos  países ^ no  no  no 

Destrucción  voluntaria  ó ilegal  de  un  buque  (2) no  no  no 

Naufragio  voluntario  de  un  buque  por  parte  del  capitán  ó de  la 

tripulación.  (2) no  no  no 

Ocultación  de  objetos  adquiridos  por  medio  de  delitos  previstos 
en  el  convenio  (4). no  no  si 


(1)  Se  dice:  hechos  de  baratería. 

(2)  En  los  tratados  donde  los  hechos  de  naufrag’io  y destrucción  de  buques  no 
estén  especificados,  se  deben  considerar  corno  comprendidos  en  los  de  baratería , 

(3)  Este  crimen  debe  considerarse  como  comprendido  bajo  la  denominación  di 
hecho  de  baratería. 


0 
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.^E  LOS  PAISES  QÜE  H4N  CELEBRADO  TRATADOS  CON  ITALIA. 
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ÍZO  íí  SI  si 


no  no 


no  no  \ no  I no  i no 


no  no 


no  no 


(4)  líQ  los  otros  tratados  en  que  no  está  proivisto  expresamente,  se  le  puede 
considerar  como  un  hecho  de  complicidad  cuando  reúne  todos  los  caractéres  de 


CAPITULO  III 


Del  derecho  de  extradición  según  las  leyes  especiales  vigentes 

en  algunos  países. 


264.  Derecho  de  extradición  en  Bélgica.— 265.  Derecho  de  extradición  en  los  Esta- 
dos-Unidos de  America,— 263.  Derecho  de  extradición  en  Inglaterra,— 267.  De- 
recho de  extradición  en  Holanda.— 267  (bis).  Derecho  de  extradición  en  el  Ca- 
nadá. 

264.  Hay  pocos  países  donde  el  derecho  de  extradición  esté 
reglamentado  por  una  ley  especial.  Sin  embargo^  en  nuestro 
sentir,  la  confección  de  las  l^yes  que  tienen  por  objeto  formu- 
lar las  reglas,  según  las  que  deben  concluirse  los  tratados  de 
extradición,  es  una  de  las  reformas  necesarias  para  el  perfec- 
cionamiento de  esta  institución.  Esto  no  perjudicaría  en  nada 
la  utilidad  de  los  tratados,  porque  la  ley  serviría  únicamente 
para  establecer  claramente  los  principios,  de  los  que  no  podría 
jamás  el  Gobierno  separarse 'en  la  celebración  de  los  convenios 
que  tendrían  siempre  una  ba^e  fija  en  las  reglas  consignadas 
por  el  legislador,  relativamente  á los  casos  de  extradición  y á 
las  garantías  concedidas  á los  malhechores  fugitivos,  reglas  á 
las  que  no  podría  atentar  el  Poder  ejecutivo. 

Bélgica  ha  adelantado  álas  demás  naciones  en  este  camino. 
Es  admirable  el  modo  como  este  Estado  ha  sabido  modificar 
y mejorar  la  legislación,  á medida  que  los  mayores  medios  de 
comunicación  y la  rapidez  creciente  de  los  aparatos  de  loco- 
moción hacen  más  frecuentes  las  relaciones  internacionales, 
y que  por  consecuencia  se  hacen  sentir  entre  los  Estados  nue- 
vas necesidades  de  entregarse  mutuamente  los  malhechores. 
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Así  es,  que  la  ley  de  1®  de  Octubre  de  1833  ,'la  primera  donde 
se  hallan  formuladas  reg-las,  según  las  cuales  el  Gobierno 
debe  concluir  tratados  de  extradición,  y en  la  que  se  limitaban 
á siete  los  crímenes  que  podian  motivar  el  envió  recíproco  de 
los  prevenidos,  fué  modificada  y ampliada  por  las  leyes  de 
22  de  Marzo  de  1856,  de  5 de  Abril  de  1868,  de  P de  Junio 
de  1870  y de  15  de  Marzo  de  1874.  En  esta  última  época  fué 
cuando  se  promulgó  la  vigente  hoy.  De  todas  estas  leyes,  ésta 
es  la  más  completa,  y cuyo  texto  es  muy  útil  conocer  (1). 


(1)  Letj  sobre  la  extradición,  de  1^  de  Marzo  de  1874. 

Art.  El  Grobienio  podrA  entreg-av  áloe  Gobiernos  de  los  países  extranjeros,  á 
título  de  reciprocidad,  todo  extranjero  procesado,  prevenido,  acusado  ó condenado 
por  los  Tribunales  de  dichos  países,  como  autor  ó cómplice  de  uno  de  los  delitos 
que  en  seguida  se  enumeran,  y que  haya  sido  cometido  en  sus  territorios: 

1“  Por  asesinato,  envenenamiento,  parricidio,  infanticidio,  homicidio,  violación. 
2®  Por  incendio.  3"  Por  variación  ó falsificación  en  los  billetes  de  Banco,  ó de  efec- 
tos públicos,  de  títulos  públicos  ó privados,  emisión  ó expendicion  de  estos  efectos, 
billetes  ó títulos  enmendados  ó falsificados,  escritura  ó despachos  telegráficos 
falsos,  y uso  de  estos  despachos,  efectos,  títulos  ó billetes  enmendados,  fabricados 
ó falsificados,  d"  Por  falsificación  de  monedas,  comprendiendo  la  desfiguración  y 
alteración,  la  emisión  y la  expendicion  de  la  misma,  así  como  el  fraude  en  la  elec- 
ción de  muestras  para  la  verificación  del  título  y peso  de  monedas.  5“  Por  testigo 
falso  y declaración  falsa  de  peritos  ó de  intérpretes.  (5“  Por  robo,  estafa,  concusión 
y malversaciones  cometidas  por  funcionarios  públicos.  Por  bancarrota  fraudu- 
ionta  y fraudes  cometidos  en  las  quiebras.  8“  Por  asociación  con  malhechores. 
9'^  Por  amenazas  de  atentado  contra  las  ¡personas  ó las  propiedades,  castigados 
con  la  pena  de  muerte,  con  trabajos  forzados  ó con  reclusión.  10.  Por  aborto. 
11.  Por  bigamia.  12-  Por  atentado  contra  la  libertad  individual  y la  inviolabilidad 
del  domicilio,  cometido  por  particulares.  13.  Por  rapto,  ocultación,  sustitución  ó 
supresión  de  un  níñ*.  15.  Por  rapto  de  menores.  16.  Por  atentado  contra  el  pudor, 
cometido  con  violencia.  17.  Por  atentado  contra  el  pudor,  cometido  sin  violencia 
en  la  persona  ó con  ayuda  de  la  persona  de  un  niño  de  uno  ú otro  sexo  menor  de 
14  años  de  edad.  IS.  Por  atentado  contra  las  buenas  costumbres,  excitando,  facili- 
tando ó favoreciendo  habitualmente,  para  facilitar  las  pasiones  de  otro,  la  seduc- 
ción ó la  corrupción  de  menores  de  uno  ó de  otro  sexo.  lí).  Por  golpes  dados  ó he- 
ridas inferidas  voluntariamente,  con  premeditación,  ó habiendo  causado  una  en- 
fermedad incurable  al  parecer,  una  incapacidad  permanente  para  el  trabajo  per- 
sonal, la  pérdida  absoluta  del  uso  de  un  órgano  cualquiera,  una  mutilación  grave 
ó la  muerte  sin  intención  de  causarla.  20.  Por  abuso  de  con  fianza  y engaño.  21.  Por 
soborno  de  testigos,  peritos  ó intérpretes  22.  Por  juramento  falso.  23.  Por  varia- 
ción ó falsificación  de  los  sellos,  timbres,  contrastes  y marcas,  uso  de  sellos,  tim- 
bres, contrastes  y marcas  variadas  ó falsificadas.  24,  Por  corrupción  de  funciona- 
.rios  públicos.  25.  Por  destrucción  de  construcciones,  máquinas  de  vapor  ó apara- 
tos telegráficos;  destruceionó  deterioro  de  tumbas,  monumentos,  objetos  de  arte, 
documentos  ú otros  papeles;  destrucción  ó deterioro  de  géneros,  mercancías  ú 
otras  propiedades  muebles  y por  oposición  á los  trabajos  públicos,  2S.  Por  des- 
trucción y devastación  de  cosechas,  plantas,  árboles  ó ingertos.  27.  Por  destruc- 
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La  ley  de  1874  deroga  todas  las  anteriores,  excepto  de  una 
disposición  de  la  ley  de  1833,  de  la  qne  hablaremos  en  se- 
guida. 

r 


cion  de  instrumentos  de  agricultura,  destrucción  ó envenenamiento  de  ganados  ú 
otros  animales.  28.  Por  abandono  de  un  buque  de  comercio  ó de  pesca,  por  el  ca- 
pitán, fuera  de  los  casos  previstos  por  la  ley.  29.  Por  naufragio,  pérdida  ó destruc- 
ción, por  el  capitán  ó por  los  oficiales  y tripulación,  desvío  por  el  capitán  de  un 
barco  de  comercio  ó de  pesca,  por  arrojar  al  mar  ó destruir  sin  necesidad  todo  ó 
parte  del  cargamento,  víveres  ó efectos  de  á bordo,  falsa  ruta,  empréstito  innece- 
sario sobre  el  casco,  las  vituallas  ó equipo  del  buque,  empeñar  ó vender  mercan- 
cías ó víveres,  ó emplear  en  las  cuentas,  averías  ó gastos  supuestos:ventadelbu- 
que  sin  poder  especial,  excepto  los  casos  de  inutilidad  parala  navegación,  des- 
carga de  mercancías,  sin  previa  relación,  fuera  de  los  casos  de  peligro  inminente, 
robo  cometido  á bordo,  alteración  de  les  víveres  ó de  las  mercancías,  cometida  á 
bordo  por  la  mezcla  de  sustancias  dañinas;  ataque  ó resistencia  con  violencia  y 
vías  de  becho  haciael  capitán  por  más  del  tercio  de  la  tripulación;  negativa  á obe- 
decer las  órdenes  del  capitán  ú oficial  de  guardia,  en  bien  del  buque  ó de  la  carga, 
con  golpes  ó heridas;  complot  contra  la  seguridad,  la  libertad  ó la  autoridad  del 
capitán;  loma  del  buque  por  los  marineros  ó por  los  pasajeros,  por  fraude  ó vio- 
lencia hacia  el  capitán.  30.,  Por  encubrimiento  de  los  objetos  obtenidos  con  la 
ayuda  de  uno  délos  crímenes  ó delitos  previstos  en  la  presente  ley. 

La  tentativa  se  halla  comprendida  en  las  calificaciones  anteriores,  cuando  es 
castigada  por  las  leyes  penales. 

Art.  2°  No  obstante,  cuando  el  crimen  ó delito  que  motiva  la  demanda  de  ex- 
tradición. se  ha  cometido  fuera  del  territorio  do  la  parte  demandante,  el  Gobierno 
podrá  entregar  á título  de  reciprocidad,  al  extranjero  procesado  ó sentenciado,  en 
los  casos  en  que  la  ley  belga  autorice  el  procedimiento  por  las  mismas  infraccio- 
nes cometidas  fuera  del  reino- 

Art.  3“  La  extradición  se  concederá  en  vista  del  juicio,  de  la  sentencia,  de  la  or- 
den de  la  Cámara  del  Consejo,  del  depreto  de  la  Cám  ara  de  acusaciones  ó del  acta  de 
procedimiento  criminal  emanada  del  Juez  competente,  decretando  en  forma  obran- 
do en  derecho  la  remisión  del  prevenido  ó del  acusado  ante  la  jurisdicción  represi- 
va, originales  ó en  copia  auténtica.  También  se  concederá^la  extradición  con  la 
presentación  del  mandato  de  arresto  ó de  cualquier  otro  documento  que  tenga  la 
misma  fuerza,  expedido  por  la  autoridad  extranjera  competente,  siempre  que  es- 
tos documentos  encierren  la  indicación  precisa  del  hecho  por  el  cual  se  han  expe- 
dido, y que  la  Cámara  del  Consejo  del  Tribunal  de  primera  instancia  del  logarle 
la  residencia  del  extranjaro  en  Bélgica,  ó del  lugar  donde  pueda  ser  detenido,  los 
haya  hecho  ejecutivos.  Tan  luego  como  el  extranjero  hajm  sido  encarcelado,  en 
ejecución  de  uno  de  los  actos  antedichos,  que  le  .será  debidamente  notificado,  el 
Gobierno  tomará  el  parecer  de  la  Cámara  de  acusaciones  de  la  Corte  de  apelación 
en  cuya  jurisdicción  ha  sido  preso  el  extranjero.  La  audiencia  será  pública  ámé- 
nos  que  el  extranjero  exija  que  sea  secreta.  Serán  oidos  el  Ministerio  público  y el 
extranjero,  Éste  podrá  hacerse  asistir  de  su  consejo.  Dentro  de  la  quincena,  á con- 
tar desde  la  recepción  de  las  piezas,  éstas  serán  devueltas,  con  dictámen  motiva- 
do, al  Ministro  de  Justicia. 

•\rt.  4"  La  extradición  por  la  via  de  tránsito  sobre  el  territorio  belga,  podrá  nó 
obstante  acordarse  sin  tomar  el  parecer  de  la  Cámara  de  acusaciones,  por  la  sim- 
ple presentación,  en  original,  ó en  copia  auténtica,  de  unade  las  actas  del  procedí- 
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En  la  ley  de  1874.se  lia  consignado  la  regla  de  que  el  Go- 
bierno tendrá,  no  sólo  el  derecho  de  entregar  á los  autores  de 


miento,  mencionadas  en  el  articulo  anterior,  cuando  sea  en  beneficio  de  un  Esta- 
do extranjero  lig'ado  con  Bélg'ica  por  un  ti-atado  que  comprende  la  infracción  que 
da  lugar  á la  demanda  de  extradición,  y que  no  lo  impida  el  art.  6"  de  la  ley  de  1® 
de  Octubre  de  1833,  ni  el  art.  T‘  de  la  presente  ley. 

Art.  5"  En  caso  de  ürgeiicia,  elextranjcro  podrá  ser  detenido  provisionalmente 
en  Bélgica  por  uno  de  los  hechos  mencionados  en  el  art.  i",  por  la  presentación  de 
un  mandato  de  arresto  dictado  por  el  Juez  de  instrucción  del  lug'ar  de  su  residen- 
cia ó del  lugar  donde  pueda  ser  hallado  y motivado  por  un  aviso  oficial  dado  á las 
autoridades  belgas  portas  autoridades  del  pais  donde  el  extranjero  haya  sido  sen- 
tenciado ó procesado.  Con  todo,  en  e.se  caso,  será  puesto  en  libertad  si,  en  el  tér- 
mino de  quince  dias,  á contar  desde  el  de  su  arresto,  cuando  esto  haya  sido  á pe- 
tición de  un  Gobierno  de  un  país  limitrofe;  y en  el  término  de  tres  semanas,  cuan- 
do se  trata  de  un  pais  lejano,  no  se  recibe  comunicación  del  ijpandato  de  arresto, 
dictado  por  la  autoridad  extranjera  competente.  Kste  plazo  p?)drá  extenderse  á tres 
meses,  si  el  pais  demandant.-í  está  fuera  de  Europa.  Después  de  la  orden  del  ar- 
resto, el  Juez  de  instrucción  está  autorizado  á proceder  según  las  reglas  prescri- 
tas parios  artículos  87  y 90 del  Código  de  instrucción  criminal.  El  extranjero  po- 
drá reclamar  su  libertad  provisional  en  el  caso  en  que  un  belga  goce  de  esta  fa- 
cultad, y bajo  las  mismas  condiciones.  La  demanda  será  sometida  á la  Cámara  del 
Consejo.  La  Cámara  del  Consejo  acudirá  igualmente  después  de  haber  oido  al  ex- 
tranjero, si  hay  lugar  ó no  á trasmitir  al  Gobierno  extranjero  que  pide  la  extra- 
dición, en  todo  ó en  parte,  lo.s  papelea  y objetos  embargados.  Dará  orden  de  resti- 
tuir los  papeles  y objetos  que  no  se  relacionen  directamente  con  el  hecho  imputa- 
do al  prevenido,  y decidirá  en  último  caso  sobre  la  reclamación  de  los  terceros 
aprehensores  ú otros  que  tengan  derechos. 

Art.  6"  Los  tratados  celebrados  en  virtud  de  la  presente  ley,  se  insertarán  en 
eVMonitor,  no  se  podrán  poner  en  ejecución,  sino  diez  dias  después  de  la  fecha  de 
este  periódico. 

A.rt.  7“  No  puede  tener  lugar  la  extradiemn  si,  después  del  hecho  imputado, 
los  procedimientos  ó la  sentencia,  se  ha  adquirido  la  prescripción  según  las  leyes 
de  Bélgica. 

Art.  9"  Son  tambjen  aplicables  á las  infracciones  en  materia  selvícola,  rural  ó 
de  pesca. 

Art.  10.  El  extranjero  que  después  de  haber  cometido,  fuera  del  territorio  del 
reino,  una  de  las  infracciones  previstas  por  la  ley  de  SO  de  Diciembre  de  1886  y por 
los  artículos  1"  y 9“  de  la  presente  ley,  adquiera  ó recobre  la  cualidad  de  belga,  si 
se  halla  en  Bélgica,  podrá  ser  procesado  en  su  territomio,  juzgado  y castigado 
conforme  á las  leyes  del  reino  en  los  límites  determinados  por  dicha  ley  de  30  de 
Diciembre  de  1836. 

Art.  11.  Las  requisitorias  libradas  por  la  autoridad  competente  extranjera  que 
tiendan  á hacer  practicar  bien  una  visita  domiciliaria,  ó bien  el  embargo  del  cuer- 
po del  delito,  ó piezas  de  convicción,  no  podrán  ejecutarse  en  Bélgica  sino  por  uno 
de  los  casos  enumerados  en  el  art.  1"  de  la  presente  ley.  Excepto  el  caso  previsto 
por  el  art.  5“,  se  harán  pi*eviamente  ejecutivas  por  la  Cámara  del  Consejo  del  Tri- 
bunal de  primera  instancia  del  lugar  donde  las  requisas  y embargo  deben  tener 
lugar.  LaCámara  del  Consejo  decidirá  también  sobre  si  hay  lugar  ó no  á remitir 
al  Gobierno  demandante,  en  todo  ó en  parte,  los  objetos  y papeles  embargados. 
Oí denárá  también  la  restitución  de  los  papeles  y objetos  que  no  se  relacionen  di- 


DEL  DERílCHO  DE  EXTEADICION  EN  ALGUNOS  PAÍSES  263 

ios  delitos  eni  merados,  sído  que  también  á los  cómplices, 
miéntras  que  la  ley  de  1870  do  encierra  ninguna  disposición 
expresa  relativa  á los  cómplices.  Asimismo,  según  la  ley  ac- 
tualmente en  vigor,  se  admite  la  extradición,  no  sólo  por  les 
delitos  consumados,  sino  por  las  tentativas  también , siempre 
que  se  trate  de  un' delito  comprendido  en  los  enumerados  en 
esta  misma  ley,  y que  la  tentativ  a sea  castigada  con  las  penas 
dictadas  por  las  leyes  penales. 

Otra  innovación  importante  es  la  de  que,  mióntras  que  se- 
■gnnlas  leyes  anteriores  se  exigía  que  el  hecho  que  motivaba 
la  extradición  hubiese  sido  cometido  en  territorio  del  Estado 
demandante,  según  el  art.  2°  de  la  ley  de  1874,  basta  que  el 
individuo  reclamado  sea  legalmente  digno  de  procedimientos 
ante  los  tribunales  de  este  Estado,  según  los  principios  de  ju- 
risdicción extra-territorial  consignados  en  la  legislación  belga. 
Además,  en  el  caso  en  qne,  según  la  ley  de  30  de  Diciembre 
de  1836,  la  ley  belga  fuese  aplicable  á los  delitos  cometidos 
en  el  extranjero,  se  podrá  también  acordar  la  extradición  pe- 
dida por  un  Estado  extranjero,  cuyos  tribunales  serian  com- 
petentes por  razón  de  nn  delito  dado,  cometido  en  el  extran- 
jero. 

Según  esta  misma  ley,  no  se  exige  necesariamente  como 
pieza  en  apoyo  de  la  demanda  de  extradición,  el  juicio  de  con- 
dena ó el  acta  de  acusación,  sino  que  se  conforma  con  el  auto 
de  prisión  ó con  cualquier  otro  documento  de  la  autoridad 
competente  equivalente  á dicho  auto. 

Esta  importante  innovación  fue  motivada  porque,  según 
lu  ley  de  ciertos  Estados,  tales  como  los  de  la  América  deí 
Norte  y los  Estados-Unidos  de  América,  no  se  permite  pro-_ 
nimciar  sentencia  contra  un  ausente,  así  es  que  no  era  posible 
celebrar  tratados*  con  esos  Estados  si  se  exigía  la  presentación 
déla  sentencia  condenatoria  ó el  acta  de  acusación. 


rectamente  con  el  hecho  imputado  al  prevenido,  y decidirá  el  cas  éckéant\  sobre  la 
reclamación  del  tercio  de  aprehensores  ú otros  que  tendrán  derecho. 

Art.  12.  La  ley  5 de  Abril  de  1868,  la  de  1®  de  Junio  de  1870,  así  como  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  1"  de  Octubre  de  Í8£3,  á excepción  riel  art.  6”,  quedan  dero- 
gadas. Las  palabras  "CoafoTVie  á las-  leyes  de  5 de  Abril  de  1868  y de  1"  de  Junw  de  1870, 
están  suprimidas  en  el  ari.  1“  de  la  ley  de  17  de  Junio  de  1871,  relativas  á los  ex~ 
tranjevos.t {Leyislíicion  belga.) 


^54  DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 

Sin  embargo,  las  garantías  concedidas  al  individuo  reque- 
rido, no  se  echan  de  ménos  en  esta  ley.  En  efecto,  el  extran- 
jero no  puede  ser  entregado  sin  el  dictáraen  previo  de  la  Cá- 
mara de  acusaciones  de  la  Corte  de  apelación,  en  la  cual  tiene 
el  derecho  de  hacerse  asistir  por  un  consejo,  y ante  el  cual  el 
Ministerio  fiscal  debe  acusar.  No  obstante,  relativamente  á la 
extradición  por  tránsito  no  se  exige  el  parecer  de  la  Corte  de 
apelación,  y más  aún  mientras  que  seg'un  la  ley  anterior,  se 
exigía  la  existencia  de  un  convenio  entre  Bélgica  y todos  los 
Estados,  entre  los  cuales  se  operaba  la  trasmisión  del  entre- 
gado, según  el  art.  4®  de  la  ley  de  18'/4,  basta  la  existencia 
de  un  convenio  con  el  Estado  que  solicita  el  tránsito. 

Relativamente  á los’  delitos  políticos,  no  sólo  no  se  admite 
la  extradición,  sino  que  por  el  art.  6^  de  la  ley  de  1833,  se  dis- 
pone formalmente  que  en  los  convenios  de  extradición  debe 
estipularse  expresamente  que  el  entregado  no  podrá  ser  pro- 
cesado ni  castigado  por  ningún  delito  político  anterior  á la 
extradición,  ni  por  ningún  delito  relacionado  con  aquellos  (!)► 

Después  del  atentado  contra  Napoleón  III,  se  excluyó,  sin 
embargo,  del  número  de  los  delitos  políticos  el  atentado  con- 
tra el  jefe  de  un  Gobierno  extranjero  (ley  de  22  de  Marzo 
de  1856)  (2). 

Por  la  ley  de  7 de  Julio  de  1875  resultó  una  innovación  de 
la  anterior  ley  de  15  de  Marzo  de  1874  relativamente  á los  ca- 
sos en  que  puede  concederse  la  extradición.  Aquella  ley  ha 
adquirido  una  especial  importancia  por  las  circunstancias  que 
motivaron  su  presentación  álas  Cámaras  belgas. 

En  efecto,  fné  presentada  después  de  un  hecho  realizado 


(1)  Ley  belga  sobre  la  extradi£ion,  de  1”  de  Octubre  de  1833: 

Art.  G'’  Será  espresameute  estipulado  en  estos  tratados  (tratados  de  extradi* 
cion)  «que  el  extranjero  no  podrá  ser  procesado  ni  castigado  por  ningún  delito  po- 
liticQ  anterior  á la  extradición,  ni  por  ningún  hecho  relacionado  con  semejante  de- 
lito, ni  por  ninguno  de  los  crímenes  ó delitos  no  previstos  por  la  presente  ley;  de 
otro  modo,  toda  extradición  y todo  arresto  quedan  prohibidos.» 

(2)  Leij  de  22  de  Marzo  de  1856: 

«No  será  considerado  como  delito  político,  ni  como  hecho  relacionado  con  él,  el 
atentado  contra  la  persona  del  jefe  de  un  Gobierno  extranjero,  ó contra  la  de  los 
miembros  de  su  familia,  cuando  el  alentado  constituya  el  hecho,  bien  sea  de  ho- 
micidio, bien  de  asesinato,  bien  de  envenenamiento.»  {Legislación  belga.] 
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p(y  un  tal  Duchesnej  ciudadano  belga,  convicto  de  haber  me- 
ditado y propuesto  por  escrito  un  atentado  contra  la  vida  del 
Canciller  del  imperio  de  Alemania.  No  habiendo  podido  pro- 
cesarse á Duchesne  en  Bélgica,  porque  sobre  el  hecho  que  se 
le  imputaba  no  recaia  la  aplicación  de  ningún  artículo  del 
Código  penal  belga,  su  impunidad  produjo  una  viva  emoción 
en  Europa,  y dio  lugar  al  cambio  de  numerosas  notas  diplo- 
máticas entre  Alemania  y Bélgica.  Para  evitar  que  semejantes 
hechos  se  repitieran  en  el  porvenir  se  presentó  esta  ley  que 
contiene  disposiciones  penales  contra  las  ofertas  y proposicio- 
nes de  cometer  ciertos  crímenes,  y que  se  añadió  á los  casos 
de  extradición  el  que  motivaba  dicha  ley,  cuyo  texto  reprodu- 
cimos en  nota,  tal  como  ha  sido  adoptado  por  la  Cámara  de 
Diputados,  después  de  largas  y animadas  discusiones  (1). 

265.  Estados-Unidos  de  América. ~lsi.  Clarke,  en  su  impor- 
tante obra  sobre  la  extradición  (2),  expone  consumo  cuidado  la 
historia  de  esta  institución  en  los  Estados-Unidos  de  América. 
Según  él,  las  leyes  especiales  dictadas  en  ese  país  y los  acuer- 
dos de  las  Cortes  americanas  relativas  ála  remisión  de  malhe- 
chores fugitivos,  deben  ocupar  el  primer  lugar  en  la  historia 
de  la  legislación  y-de  la  práctica  moderna  en  materia  de  cx- 
tcadicion. 

Después  de  la  formación  de  la  Confederación  americana, 
nadie  se  ocupó,  en  realidad,  más  que  de  la  remisión  de  los 


(1)  Ley  de  Tde  Julio  de  18“o: 

«Art.  1°  Cualquiera  que  haya  ofrecido  ó propueeto  directamente  cometer  un 
crimen  punible  con  la  pena  de  muerte  ó con  la  de  trabajos  forzados,  6 que  haya 
ayudado  á él,  y cualquiera  que  baya  aceptado  tal  oferta  ó proposición,  será  casti- 
gado con  prisión  de  tres  meses  á cinco  años  y con  una  multa  de  50  á EOO  francos, 
sin  perjuicio  de  la  aplicación  del  art  5"  del  Código  penal,  si  existen  circunstancias 
atenuantes.  El  culpable  podrá  ser,  además,  condenado  á la  interdicción,  conforme 
al  art.  35  del  Código  penal,  y puesto  bajo  la  vigilancia  de  la  policía  durante  cinco 
años  á lo  ménos  y diez  años  á lo  más.  Sin  embargo,  la  oferta  ó proposición  simple- 
mente verbal,  no  será  castigada,  cuando  no  sea  acompañada  de  donativos  ó pro- 
mesas, ó subordinado  á éstas  y á aquéllos;  ni  la  aceptación  de  esta  promesa  ópro* 
poposicion.» 

«Art.  2“  Se  añade  al  n.“  9°  del  art.  T'  de  la  ley  de  15  de  Marzo  de  IS'Jq  sobre  la 
extradición, la  disposición  siguiente;  «Por  ofestas  y proposiciones  de  cometer 
■ un  crimen  ó de  participar  de  él  ó por  aceptación  de  dichas  ofertas  ó proposi- 
»ciones.» 

(2)  A tre alise  upon  Ihe  law  of  exiradiliou.  (2^  edición,  1814.) 
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malhecliores  que,  déspotas  de  haberse  hecho  culpables  de  un 
delito  en  uno  de  los  Estados  de  la  unión,  se  refugiase  en  otro 
de  estos  Estados.  En  el  párrafo  2°  del  art.  4®  de  la  Constitu- 
ción, se  reglamentó  este  punto  en  estos  tórminos:  «El  indivi- 
duo acusado  en  un  Estado  como  autor  de  una  traición,  de  una 
felonía  ó de  otro  crimen  que  se  sustraiga,  por  la  fuga,  á la 
justicia  y se  interne  en  otro  Estado,  por  demanda  del  Poder 
ejecutivo  del  Estado  de  donde  ha  huido,  será  entregado  para 
ser  conducido  al  Estado  que  tenga  jurisdicción  por  razón  del 
crimen  cometido.» 

Ciertas  dudas  que  ocurrieron  con  motivo  de  la  aplicación 
do  esta  disposición  y que  se  pusieron  de  manifiesto  al  remitir 
el  Gobernador  de  Pensilyania,  al  de  Virginia,  un  malliechor, 
dieron  lugar  á un  decreto  del  Congreso  de  12  de  Pobrero  de 
1793,  que  los  disipó  por  completo  (1), 

En  cuanto  á los  otros  países,  en  el  origen,  nada  se  estatu- 
yó en  este  sentido.  Poderosas  razones  económicas  y políticas, 
y sobre  todo,  tal  vez  el  deseo  de  favorecer  la  emigración  á su 
territorio  impidieron  al  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  entre- 
gar á los  otros  Gobiernos  ios  malhechores  que  iban  á pedirles 
asilo  y reclamar  la  propia  extradición  de  los  que  huian  de  las 
comarcas  sometidas  á so  jurisdicción  (2).  , 

Por  lo  demás,  es  de  notar  que  la  primera  vez  que  se  pre- 
sentó á las  Cortes  americanas  la  cuestión  de  saber  si  la  extra- 
dición podía  acordarse  independientemente  de  los  tratados  y 
de  la  obligación  de  reciprocidad,  se  pronunciaron  en  principio 
por  la  negativa,  pero  declarando  que  podían 'presentarse  casos 
en  los  que  jjro  bono  jmhlico,  y para  impedir  que  los  malhecho- 
res culpables  de  crímenes  atroces,  se  sustrajesen' á un  castigo 
merecido,  seria  preferible  entregarlos  á los  países  á los  cuales 
pertenezcan  ó á aquél  en  cuyo  territorio  se  hubiese  cometido 
el  crimen  (3).  Este  priñeipio  ha  tenido  diferentes  aplicaciones 
en  los  Estados-Unidos,  y entre  otros,  recientemente  en  1864, 


(1)  ciarte,  cit.,  pág.  29. 

(2)  Cotapar.  la  contestación  del  Presidente  de  los  Estados-rnidos  al  Gobierno 
de  la  Carolina  del  Sur,  reseñada  por  Calvo,  D'erecho  internacional,  1. 1,  p.  518. 

(3)  Véase  el  decreto  de  7 de  Octubre  de  1864  en  la  causa  Lonprcliamps,  reseñado 
por  Glarke,  p.  32,  y por  Calvo,  p.  517.  , 
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con  motivo  de  un  Arg-üelles,  Gobernador  de  Cuba,  qiie  sin  ha- 
ber tratados  fué  entregado  á España  como  autor  de  un  crimen 
atroz.  Se  había  apropiado,  para  venderlos  como  esclavos,  cien- 
to cuarenta  y un  individuos  que  debía  haber  libertado.  En 
apo}m  de  esta  ptáctica  fueron  invocados  muchos  argumentos 
sábiamente  expuestos  por  eminentes  jurisconsultos,  tales  como 
Kent  y.Story.  Esta  dcctrina  fué  ámpliaraente  desarrollada  en 
la  docta  nota  dirigida  por  el  secretario  de  Estado  Leward,  á la 
Comisión  de  la  Cámara  de  representantes  para  defender  la 
conducta  del  Presidente  de  los  Estados-Unidos  cou  motivo  de 
la  entrega  del  susodicho  Argüelles. 

La  teoría  puesta  en  práctica  por  el  Gobierno  de  los  Esta- 
dos-Unidos, según  la  c»al  la  extradición  de  los  malhechores 
debía  ser  considerada,  en  ciertos  casos,  como  el  justo  ejercicio 
de  un  derecho  y de  un  deber  internacional,  no  pudo  impedir 
el  nacimiento  de  numerosas  dificultades.  En  primer  lug*ar  se 
preguntaba  si  la  facultad  de  entregar  los  malhechores,  á 
falta  de  tratados,  en  ciertos  casos,  debia  atribuirse  á cada 
uno  de  los  Estados  de  la  Union,  ó bien  sólo  al  Gob'erno  fe- 
deral. Algunos  Estados  se  abrogaron  pl  derecho  de  extradi- 
ción como  nno  de  los  derechos  soberanos,  y promulgaron  le- 
yes especiales  para  determinar  los  casos  en  que  podía  acordar- 
se la  extradición  independientemente  de  los  tratados  (1).  En 
otros  Estados  declararon  que-  esta  cuestión  estaba  fuera  de  sus 
atribuciones.  De  ahí  la  necesidad  de  reglamentar  por  tratados 
esta  materia.  El  primero  fué  el  celebrado  cou  Inglaterra 
en  1794.  Por  aplicación  de  este  convenio,  Inglaterra  obtuvo  la 
extradición  de  un  tal  Robbins  que  era  ciudadano  america-  , 
no  (1799).  Espirado  el  término  fijado  para  la  duración  de  este 
tratado,  no  fué  renovado,  y desde  1806  á 19  de  Ag'osto  de  1842. 
fecha  de  la  estipulación  de  un  nuevo  convenio  de  extradición, 
las  relaciones  entre  los  Gobiernos  inglés  y americano  no  fue- 


(1)  TJna  ley  votada  en  el  Estado  de  ?N^ew-Yorl¡,  el  5 de  Abril  de  1822,  autorizó  al 
Gobernador  para  entregar  á su  discreción,  mediante  la  demanda  de  un  Gobierno 
extranjero,  al  fugitivo  acusado  de  bomicidio,  de  falsificación,  de  robo,  de  otros 
crímenes  punibles,  según  la  ley  del  Estado,  con  la  pena  de  muerte  ó con  reclusión, 
siempre  que  se  deduzcan  pruebas  de  la  culpabilidad,  de  tal  naturaleza  que,  según, 
las  leyes  americanas,  diesen  lugar  áuna  instancia  criminal  contra  el  acusado. 
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rou  reglamentadas  por  ningup  convenio  en  materia  de  extra- 
dición. En  1843  (9  de  Noviembre)  América  celebré  aúun  otro 
tratado  de  extradición  con  Francia. 

La  ejecución  de  estos  convenios  dié  lugar  á muchas  difi- 
cultades, de  las  cuales  las  más  graves  fueron -indudablemente 
las  que  se  presentaron  con  motivo  de  la  extradición  de  un  tal 
Metzguer,  acusado  de  falso  empleado  en  Francia  y reclamado 
por  el  Gobierno  francés  (1).  Para  resolver  estas  dificultades  fué 
necesario  hacer  una  ley  especial. 

Esta  ley  fué  votada  en  1848  (2).  Los  delitos  por  los  cuales 


(1)  Clarlí,  cít.,  p.  52.— Calvo,  cit.,  p.  521. 

(2)  Decreto  del  12  de  Agosto  de  1848: 

o Decreto  para  ejecución  de  los  Iratadoí}  estipulado  f entre  este  Gobierno  y los  Gobiernos 
extranjeros  para  el  arresto  y extradición  de  los  malhecÁores. 

» Artículo  1'"  Se  ha  decretado  por  el  Senado  y la  Cámara  de  representantes  délos 
Estados-Unidos  de  América,  lo  siguiente:  En  todos  los  casos  en  que  exista  ó pueda 
existirán  tratado  de  extradición  entre  el  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  y cual- 
quier otro  Gobierno  extranjero,  podrá  ser  y será  permitido  á cualquier  Juez  de  la 
Corte^ Suprema  ó álos  Jueces  de  cada  una  de  las  Cortes  de  distrito  de  los  Estados- 
Unidos  y á los  Jueces  de  cualquier  Corte  de  Estado  y á lo,s  comisarios  autorizados 
al  efecto  por  una  de  las  Cortáis  de  los  Estados-Unidos  Cas  cuales  están  investidas 
para  ello  de  facultades,  de  jurisdicción  y de  autoridad),  en  el  caso  d«  una  queja 
producida  bajo  juramento,  y afirmada  contra  un  a persona  quese  halle  en  el  Estado, 
distrito  ó territorio,  después  de  haber  cometido  en  la  jurisdicción  de  uno  de  los  Go- 
biernos de  que  se  trata,  uno  de  los  crímenes  enumerados  ó previstos  por  uno  de  di- 
chos tratados  ó de  dichos  convenios;  librar  un  auto  de  prisión  para  hacer  detener 
al  prevenido,  el  quepodrá  ser  obligado  á comparecer  delante  de  este  Juez  ó Comisa- 
rio, que  examinará  y entenderá  on  las  pruebas  de  su  culpabilidad.  Si  de  talexámen 
resulta  para  ese  Magistrado  una  prueba  suficiente  para  motivar  la  prevención,  se- 
gún el  tratado  ó convenio  en  que  se  trate,  está  obligado  á expedir  al  Secretario  de 
Estado  un  certificado,  junto  con  la  copia,  de  todas  las  deposiciones  de  los  testigos 
recibidas  por  él,  á fin  de  que  pueda  librarse  un  auto  de  prisión  á demandade  la  au- 
toridad competente  del  Gobierno  extranjero,  in  teresado  para  entregar  al  individúo, 
en  conformidad  de  lo  estipulado  en  dicho  tratado  ó en  dicha  convención.  Además, 
será  Obligación  de  dicho  Juez  ó Comisario  librar  un  mandamiento  á fin  de  que  el 
detenido  sea  encarcelado,  y quedará  allí  basta  que  pueda  efectuarse  la  extra- 
dición. 

».Art.  2"  Está,  además,  decretado,  que  en  todos  los  casos  de  queja  y de  instan- 
cia, después  del  auto  de  prisión,  las  expediciones  de  deposiciones,  después  de  las 
cuales  se  acordó  el  primitivo  auto  de  prisión  eu  uno  de  los  países  extranjeros  de 
que  se  trata,  podrán  ser  recibidos  como  pruebas  de  la  culpabilidad  de  la  persona 
asi  detenida,  si  se  presentan,  auténticas  y certificadas  por  medio  de  la  firma  de  la 
persona  ó personas  que  han  decretado  dicho  auto,  y atestiguadas  bajo  juramento 
por  la  parte  que  las  produce,  como  copias  verdaderas  de  la  minuta  de  las  deposi- 
ciones. 

*Art.  3“  También  está  decretado  que  elSecretario  de  Estado  se  halla  autorizado 
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puede  concederse  la  extradición  no  están*  en  amerados  en  ella; 
pero  se  prescribe  que  el  Gobierno  que  pide  la  entrega  del  mal- 
hechor debe  suministrar  pruebas  de  su  culpabilidad  que  deben 
ser  suficientes,  según  la  ley  del  país  en  que  se  halla,  para' 
hacer  dictar  contra  él  un  auto  de  prisión  para  detenerle.  La 
queja  dirigida  por  el  Gobierno  demandante  debe  estar  atesti- 
guado por  juramento  y todos  los  documentos  en  apoyo  de  la 
demanda  deben  ser  no  solamente  auténticos,  sino  que  deben 
ser  certificados  bajo  juramento  por  la  persona  que  los  pro- 
duce. 

El  tiempo  durante  el  que  puede  estar  detenido  el  individuo 
requerido,  se  halla  limitado  en  el  art.  4°,  y pasado  este  térmi- 
no, puede  pedir  su  escarcelacion. 


para  librar  ana  orden  Armada  por  y provista  de  su  correspondiente  sello,  para 
hacer  entreg'ar  al  detenido  para  ser  enjuiciado  por  razón  del  crimen  de  que  haya 
sido  acusado,  á la  persona  ó personas  debidamente  autorizadas  por  el  Gobierno 
extranjero  de  '[ue  se  trata;  y dicha  persona  será  remitida  en  virtiid  de  esta  orden, 
y será  permitido  á aquella  ó á aquellas  personas  autorizadas,  como  arriba  se  ha 
dicho,  el  tener  al  prevenido  bajo  su  custodia  y conducirle  al  territorio  del  Gobierno 
extranjero,  conforme  al  tratado;  si  el  prevenido  se  fugase  de  manos  de  aquél  ó 
aquéllos  á quienes  se  habia  confiado  su  custodia,  ó de  los  á que  debía  ser  entrega- 
do, como  arriba  se  ha  dicho,  será  permitido  prenderlo  de  nuevo,  del  mismo  modo 
que  pudiera  serlo  una  persona  acusada  de  un  crimen  contra  las  leyes  vigentes  en 
los  Estados-Unidos  si  llegaba  á fugarse, 

»Art.  4“  También  está  decretado  que,  cuando  un  individuo  que  ha  sido  encar- 
celado en  virtud  de  este  auto  ó de  un  tratado  cualquiera,  como  más  arriba  se  in- 
dica, para  ser  detenido  hasta  su  remisión,  después  de  la  demanda,  en  la  forma  an- 
teriormente dicha,  no  ha  sido  efectivamente  remitido,  ni  conducido  fuera  del  terri- 
torio de  los  Estados-Unidos,  en  el  espacio  de  dos  meses  del  almanaque,  á contar 
desde  el  dia  de  su  encarcelamiento,  añadiendo  el  tiempo  necesario  para  llevar  al 
prisionero  desde  la  cárcel,  donde  se  halle  detenido,  fuera  del  territorio  de  los  Es- 
dos-Unidos  por  la  via  más  corta,  todo  Juez  de  los  Estados-Unidos  ó de  cualquier 
Estado,  á petición  de  la  persona  detenida  en  estas  condiciones  por  interés  propio, 
y después  de  la  prueba  producida  p'or  dicha  persona,  y que  el  Secretario  de  Estado 
ha  sido  debidamente  advertido  de  la  proyectada  intención  de  producir  esa  prueba, 
puede  ordenar  que  la  persona  encarcelada  sea  puesta  en  libertad,  á ménos  que 
hayan  llegado  á noticia  de  este  Juez  motivos  suficientes  para  demostrarle  qne  no 
puede  dar  ¡a  libertad  al  prevenido. 

sArt-  ñ'’  Asimismo  está  decretado  que  esta  acta  será  aplicable  no  más  que  du- 
rante la  existencia  de  un  tratado  de  extradición  . 

»Art.  6'  üel  mismo  modo  está  decretado  que  será  permitido  á las  Cortes  de  los. 
Estados-Unidos,  ó á una  de  ellas,  autorizar  á cualquier  persona  ó personas  á fun- 
cionar en  calidad  de  Comisario  ó Comisarios,  de  conformidad  con  las  disposicio  - 
nesde  la  presente  acta,  y todo  lo  que  hagan  esta  persona  ó personas,  así  autori- 
zados, siguiendo  las  disposiciones  de  la  presente  ley,  será  valedero  bajo  todos 
conceptos  y para  todos  los  fines.» 
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Las  formalidades  requeridas  para  la  autenticidad  de  los  do- 
cumentos han  sido  modificadas  después  por  la  ley  de  1860  (1) 
y más  recientemente  aún  por  lá  ley  de  19  de  Junio  de  1876, 
donde  se  determina  el  modo  de  hacer  la  prueba  en  las  cuestio- 
nes de  extradición  sometidas  al  examen  de  los  tribunales  de 
ios  Estados-Unidos.  Se  admite  como  prueba  del  crimen  impu- 
tado al  individuo  requerido,  bien  las  piezas  debidamente  lega- 
lizadas por  Jos  tribunales  del  país  de  donde  el  prevenido  se  ha 
fugado,  ó bien  las  copias  de  estas  piezas,  legalizadas  del  mismo 
modo.  Sin  embargo,  estos  documentos  deben  estar  acompaña- 
dos de  un  certificado  del  ag-ente  diplomático  de  los  Estados- 
Unidos  residente  en  el  país  denrandante  y que  atestigüe  que 
las  minutas  6 las  copias  son  auténticas.  La  detención,  la  remi- 
sión y seguridad  del  preso  y de  las  personas  delegadas  para 
acompañarle  se  han  reglamentado  por  la  ley  de  3 de  Mayo  de 
1869  (2). 


(1)  Acta  de  22  de  Junio  de  IS60,  para  modificar  la  titulada  Acta  para  la  eiccucion 
de  los  tratados  estipulados  entre  este  Gobierno  y los  Gobiernos  exírmijeros  para  el  arres  lo 
y extradición  de  los  malhechores. 

• Por  el  Senado  y la  Cámara  de  representantes  se  tía  decretado;  que  en  el  caso 
de  que  las  deposiciones,  autos  de  prisión  ú otros  documentosó  copias  de  ellos  seau 
presentados  como  pruebas  en  la  instancia  abierta  para  obtener  la  extradición,  en 
conformidad  con  el  art  2"  del  acta  titulada: 

• Acta  para  la  ejecución  de  los  tratados  estipulados  entre  este  Gobierno  y los 
Gobiernos  extranjeros  para  el  arresto  y extradición  de  los  inalbeciiores,  aprobada 
el  12  de  Agosto  de  1848,  estas  disposiciones,  autos  de  prisión  ú otros  documentos 
serán  admitidos  y recibidos  á los  fines  del  art.  2®  citado,  si  son  debida  y legal- 
mente auténticos,  del  mismo  modo  que  serian  recibidos  á los  mismos  fines  por  los 
Tribunales  del  Estado  extranjero  de  donde  se  haya  fugado  el  prevenido;  y el  cer- 
tificado del  primer  funcionario  diplomático  ó consular  residente  en  el  país  extran- 
jero, tendrá  por  objeto  probar  que  todo  papel  ó documento  asi  presentado,  es  au- 
téntico del  modo  requerido  por  la  presente  aetá.» 

(2)  Acta  de  B de  Marzo  de  1869: 

lAcía  extendida  para  proveer  á la  ejecución  de  tos  tratados  celebrados  entre  este  Gobierno 
y los  Gobiernos  extranjeros  para  la  extradición  de  los  malhechores. 

»E1  Senado  y la  Cámara  de  representantes  délos  Estados-Unidos  han  decreta- 
do que,  cuando  un  individuo  haya  sido  entregado  por  uc  Gobierno  extranjero  á 
uno  ó más  agentes  de  los  Estados-Unidos,  para  ser  conducido  á ellos  y juzgado 
por  un  crimen  del  que  haya  sido  dehidameute  acusado,  el  Presidente  tendrá  la  fa- 
cultad de  tomar  todas  las  medidas  necesarias  para  el  trasporte  y segura  custodia 
del  prevenido,  y para  su  salvaguardia  contra  toda  violencia  injusta,  hasta  la  con- 
clusión final  del  juicio  relativo  al  crimen  ó delito  especificado  en  el  auto  de  extra- 
dición, y hasta  su  libertad  definitiva  de  la  vigilancia  ó prisioa  en  que  haya  incur- 
Tido  por  este  crimen  ó por  razón  de  él,  y durante  un  tiempo  razonable,  á contar 
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Desde  la  publicación  de  la  ley  de  1848,  se  *ban  celebrado 
diversos  tratados  con  el  Gobierno  americano,  y son  los  siguien- 
tes: Con  las  islas  Havai,  el  28  de  Diciembre  de  1849,*  con  Sui- 
za, el  25  de  Noviembre  de  1850;  con  Prúsia  el  16  de  Junio  de 
1852;  con  Daviera,  el  12  de  Setiembre  de  1853;  con  Austria,  el 
3 de  Julio  de  1856;  con  el  Gran  Ducado  de  Badén,  el  30  de 
de  Enero  de  1855;  con  Suecia  y Noruega,  el  21  de  Marzo  de 
1860;  con  Venezuela  el  17  de  Agosto  de  1860;  con  Méjico,  el 
11  de  Diciembre  de  1861;  con  Haití  el  3 de  Noviembre  de  1864; 
con  la  República  de  Santo  Domingo,  el  8 de  Febrero  de  1867; 
con  Italia,  el  23  de  Marzo  de  1868;  con  Nicaragua,  el  25  de 
Junio  de  1870;  con  Bélgica,  el  19  de  Marzo  de  1874;  con  el 
Salvador,  (1874);  y con  el  Perú,  el  27  de  Julio  de  1874. 

266.  Gran  Bretaña. — Hasta  la  promulgación  de  la  ley  de 
1870,  sobre  la  extradición,  el  Gobierno  inglés  se  habia  mos- 
trado rebelde  á toda  tentativa  de  conclusión  de  tratados  de  ex- 
tradición; hasta  el  punto  que,  como  lo  hace  observar  Phillimo- 
re,  se  decía  comunmente  que  habia  sido  siempre  una  reglá  en 
ese  país  el  rehusar  la  entrega  de  cualquier  individuo  que  se 
hubiere  refugiado  en  su  territorio  (1).  Sin  embarg'o,  fué  preciso 


desde  la  extinción  de  la  condena.  A este  fin,  está  autorizado  el  Presidente,  ó la 
persona  encargada  por  él  de  esta  misión,  para  emplear  la  fuerza  armada  de  tierra 
ó mar  ó de  la  milicia  de  los  Estados-Unidos,  que  crea  necesaria  para  la  defensa  y 
protección  del  acusado. 

■ Art . 2“  Se  Ira  decretado,  además,  que  todo  individuo  legalmente  investido 
como  agente  de  la  facultad  do  recibir,  en  interés  de  los  Estados-Unidos,  la  entre- 
ga hecha  por  un  Gobierno  extranjero  de  unapersona  acusada  de  un  crimen  come- 
tido en  la  jurisdicción  de  los  Estados-Unidos,  y de  conducirle  al  lugar  donde  debe 
someterse  á juicio,  está  y estará,  en  consecuencia,  investido  de  ia  misma  autori- 
da<l  que  un  general  de  los  Estados-Unidos  [of  ámarshalof  the  UnUed-States),  á todos 
los  distritos  por  donde  tenga  necesidad  de  pasar  con  su  prisionero,  mientras  esta 
autoridad  le  sea  necesaria  para  la  salvaguardia  del  dicho  individuo, 

uArt.  3°  También  se  ha  decretado  que  cualquiera  que  resista  á sabiendas  ó vo- 
luntariamente, ó presente  obstáculos  á dicho  agente  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, que  liberte  ó intente  libertar  por  la  fuerza  al  prisionero,  mientras  está  bajo 
la  custodia  de  dicho  agente,  ó de  un  geucral,  alcalde,  carcelero  ú otro  funcionario 
ó persona  á la  que  su  custodia  pueda  haber  sido  legalmentecoofiada,  una' vez  con- 
victo de  esta  violación  de  la  ley  ante  la  Corte  del  distrito  ó del  circuito  de  los  Es-, 
tados- Unidos,  donde  ha  sido  cometida,  será  condenado  á una  multa  que  no  exce- 
derá de  mil  duros  (dollars)  y á prisión  por  un  tiempo  que  no  exceda  de  an  año.» 

(1)  Phillimore,  Iníernalional  Law,v.  i,  g 386. 
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renunciar  á est^  rigoroso  principio  y se  han  negociado  después 
varios  tratados;  pero  solamente  tres  fueron  aprobados  por  el 
Parlamento  ántes  de  la  promulgación  del  acta  de  1870.  Kstos 
convenios  son  los  tratados  de  19  de  Agosto  de  1842,  con  los 
Estados-Unidos;  el  de  12  de  Abril  de  1843,  con  Francia;  y el 
de  15  de  Abril  de  1862,  con  Dinamarca.  Por  lo  demás,  las  difi- 
cultades que  se  presentaron  para  la  ejecución  de  estos  tratados 
fueron  tales,  que  el  Ministro  Roulier  hubo  de  declarar  ante  el 
Cuerpo  legislativo,  en  la  sesión  de  28  de  Febrero  de  1866,  que 
todas  las  demandas  hechas  por  el  Gobierno  francés  para  ob- 
tener la  extradición  de  los  malhechores  refugiados  en  Ingla- 
terra, habian  sido  negadas  por  el  Gobierno  inglés,  ya  porque 
la  identidad  del  acusado  no  habia  podido  ser  demostrada,  ya 
porque  las  pruebas  de  su  culpabilidad  habían  sido  considera- 
das como  insuficientes,  ya  porque  los  documentos  sobre  los 
que  estaba  fundada  la  demanda  no  estaban  debidamente  lega- 
lizados, y ya  finalmente,  y esto  la  mayoV  parte  de  las  veces, 
porque  los  Magistrados  ingleses  pretendían  deber  hacer  una 
instrucción  completa  y minuciosa  para  adquirir  la  certidumbre 
de  que  el  hecho  imputado  pudiese  servir  de  base  á una  instaq^ 
cía  criminal  según  las  leyes  inglesas. 

El  tratado  con  los  Estados-Unidos,  dió  mejores  resultados. 
De  once  demandas  presentadas  desde  1854  á 1859,  seis  fueron 
aceptadas,  y seis  veces  fueron  entregados  los  malhechores  re- 
clamados. Sin  embargo,  se  presentaron  varios  inconvenientes 
en  la  práctica,  que  fueron  aclarados  en  las  correspondencias 
diplomáticas  cambiadas  entre  los  dos  Gobiernos. 

El  Gobierno  inglés,  reconocié,  por  sí,  la  necesidad  de  me- 
didas apropósito  para  facilitar  la  extradición.  Este  Gobierno 
habia  negociado,  en  1852,  nn  nuevo  tratado  con  Francia,  con 
el  fin  de  hacer  desaparecer  en  parte  las  dificultades.  Pero  el 
convenio  aceptado  por  los  dos  Gobiernos  no  fué  ratificado  por 
lá  Cámara  inglesa,  y no  se  pudieron  ver  realizadas  las  venta- 
jas que  so  esperaba  resultasen  de  la  extensión  dada  en  este 
tratado  á los  hechos  que  podrán  motivar  la  extradición,  de  la 
«implificaciou  de  las  formalidades  legales  requeridas  para  la 
producción  de  las  actas  y de  la  determinación  más  clara,  de 
las  atribuciones  de  los  Magistrados  ingleses. 
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Desde  luég^o  continuó  vig-ente,  hasta  el  ¿ía  de  la  expira- 
ción del  término  fijado  para  su  duración,  el  convenio  de  1843. 
Llegado  ese  día,  Francia,  como  era  natural,  denunció  el  con- 
venio á fin  de  no  dejar  prolongarse  este  estado  de  cosas  que 
implicaba  la  desigualdad  más  evidente  entre  las  des  partes 
contratantes  y que  provenía  de  la  diferencia  de  legislación  de 
los  dos  países,  K1  tratado  fnó  denunciado  el  4 de  Diciembre 
do  1865.  Seg’un  el  art.  4^,  el  convenio  debia  cesar  de  producir 
sus  efectos  seis  meses  después  de  la  denuncia,  es  decir,  el  4 
de  Junio  de  1866. 

Será  útil  hacer  notar  que  en  la  correspondencia  diplomá- 
tica cambiada  entre  los  dos  Gobiernos,  se  puso  en  claro  la  cues- 
tión de  desigualdad  que  resultaba  de  las  le^'es  vig-entes  en  In- 
glaterra. En  la  nota  dirigida  al  Gobierno  inglés  por  el  Go- 
bierno francés  por  mediación  de  su  embajador  en  Londres  se 
expuso  esta  situación.  Después  de  esta  correspondencia  , el 
Gobierno  ingdés,  reconociendo  la  necesidad  de  una  medida  en 
este  asunto,  presentó  al  Pa.rlamento  un  hill  para  facilitar  la 
ejecución  del  tratado  con  Francia. — ^Este  proyecto  fué  caluro- 
samente sostenido  ante  la  Cámara  de  los  lores  en  la  sesión  de 
19  de  Julio  de  1866,  por  el  lord  Canciller,  fué  votada  y adopta- 
da después  de  una  vi^a  oposición  el  10  de  Agosto  de  1866. 
Se  intitulaba  Acta  yara  modiñear  I41  hy  sobre  los  tratados  de 
extradición.  Esta  ley,  dictada  para  satisfacer  las  justas  recla- 
maciones del  Gobierno  francés,  debia  durar  solo  un  año.  Sim- 
plificó las  formalidades  requeridas  para  hacer  auténticosdos 
documentos  y las  deposiciones  de  los  testigos.  Así,  pues,  el 
Gobierno  francés  se  decidió  á prorogarlos  efectos  de  la  denun- 
cia del  tratado.  Obtuvo  que  se  tomasen  en  consideración  tres 
demandas  de  extradición  mientras  que  las  veintiuna  demandas 
hechas  ántes  de  la  promulgación  del  acta  de  que  venimos  ocu- 
pándonos, fueron  todas  negradas. 

Tal  estado  de  cosas  se  prolongó.  En  efecto,  el  Gobierno  in- 
.glés  en  los  años  siguientes  prorogó  el  acta  de  1866,  mientras 
por  su  parte  el  Gobierno  francés  prorogó  los  efectos  de  la  de- 
nuncia del  tratado  por  seis  meses  más  y enseguida  por  toda 
la  época  anterior  á 1867. 

En  1868,  la  Cámara  de  los  Comunes  resolvió  tomar  una 

18 
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medida  definitiva  con  respecto  á la  ejecución  de  los  tratados  de, 
extradición  y nombró  una  comisión  para  estudiar  el  asunto  y 
presentar  enseguida  un  proyecto  de  ley. 

La  comisión,  después  de  largas  discusiones  y de  numero- 
sas consultas,  llegó  á formular  las  siguientes  proposiciones: 

P Que  era  oportuno  facilitar  las  relaciones  con  los  estados 
extranjeros  por  medio  de  la^entreg'a  recíproca  de  los  mallie- 
chores. 

2^  Que  se  podía  extender  la  lista  de  los  delitos  y añadir 
otros  nuevos  á los  enumerados  en  los  tratados  en  vigor. 

3®  Que  el  Parlamento  debe  dictar  una  ley  autorizando  á 
8.  M.  para  decretar,  oido  el  Consejo,  que  los  malliechores  fu- 
gitivos acusados  y reclamados  por  el  Gobierno  del  lugar  del 
delito,  puedan  ser  entregados  si  hubiese  indicios  suficientes  y 
auténticos  de  que  el  acusado  haya  cometido  los  delitos  que  se 
le  imputen,  si  ese  delito  estuviese  comprendido  en  los  enume- 
rados en  la  ley,  y si  contra  el  inculpado  hubiese  pruebas  sufi- 
cientes para  Justificar  un  proceso  si  el  crimen  se  hubiese  co- 
metido en  Inglaterra, 

4^  Que  un  convenio  celebrado  con  un  Estado  extranjero 
no  podía  cesar  de  producir  sus  efectos  sino  á la  espiración  del 
tiempo  fijado  por  el  Parlamento;  ■ ^ 

5^  Que  Jamás  se  pudiese^entrogar  un  individuo  acusado  de 
un  delito  político,,  salvo  el  caso  en  que  el  hecho  constituirse 
un  asesinato  ó una  tentativa  de  asesinato. 

6*^  Que  las  expediciones  de  los  convenios  y del  decreto  que 
las  hace  ejecutorias  deben  presentarse  al  Parlamento. 

7®  Que  el  individuo  emregado  no  pudiese  ser  Juzgado  ni 
castigado  por  otros  delitos  sino  por  el  que  hubiese  motivado 
la  extradición. 

8®  Que  en  todos  los  convenios  de  extradición  debiese  in- 
sertarse la  cláusula  de  que  el  malhechor  fugitivo  y reclamado 
no  pudiese  ser  entregado  sino  después  de  una  detención  de 
quince  dias  y después  de  haber  sido  advertido  que  podia  pedir 
una  órden  de  halms  corpus. 

9^  Que  una  vez  obtenido  el  kabms  Corpus  podría  el  malhe- 
chor ser  admitido  á contestar  *Ia  buena  fé  de  la  demanda  de- 
mostrando que  había  sido  reclamado  por  causas  políticas. 
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10.  Que  todo  proceso  de  extradición  debiese . tener  lugar 
ante  la  principal  Corte  de  policía  de  la  metrópoli. 

Estas  proposiciones  fueron  la  base  del  proyecto  de  ley 
presentado  al  Parlamento  inglés,  el  23  de  Mayo  de  1870,  y fue- 
ron justificadas  por  numerosos  argumentos  desarrollados  por 
el  aUorney  general  en  la  sesión  ite  15  de  Junio  del  mismo 
año  (1). 


(1)  Acta  cuyo  objeto  es  ni'‘dificar  ¡a  ley  relativa  á la  exir  adición  do  los  malhechores  (9  de 
Agosto  de  1870,  :^>3  y 34.  Victoria,  cap . in). 

«Gonsideraudo  que  es  oportuno  inodidcai:  la  ley  relativa  á la  entrega  á los  Esta- 
dos extranjeros  de  los  individuos  acusados  ó reconocidos  como  culpables  de  haber 
cometido  ciertos  crímenes  en  la  jurisdicción  de  dichos  Estados,  y á los  juicios  de  ‘ 
los  malbechores  entregados  por  losEstados  e.'.tranjero?  á este  país,  S.  M.  la  Rei- 
na, de  acuerdo  y con  el  consentimiento  délos  Lores  espirituales  y temporales  y los 
Comunes  reunidos  en  Parlamento,  ha  decretado  lo  siguiente; 

»Art.  1°  Esta  acta  podrá  citarse  con  el  titulo  de  Acta  de  extradición  delSlQ. 
sArt.  3“  Cuando  se  haya  celebrado  con  una  nación  extranjera  un  convenio  re-  . 
lativo  á la  entrega  d,c  ios  malhechores,  S.  M.  podrá  decretar  por  una  orden  del 
Consejo  que  la  presente  acta  se  aplique  á ese  Estado  extranjero.' 

»S.  M.  podrá,  por  esta  orden  ó por  otra  posterior,  limitarlos  efectos  de  la  misma 
y restringir  la  aplicación  á los  malhechores  fugitivos  que  sehallan  ó quese  supone 
que  se  hallan  en  la  parte  de  los  Estados  de  S.  M-,  especificados  en  la  Ordenanza,  y 
subordinar  su  aplicación  á las  condiciones,  excepciones  y restricciones  que  juzgue 
oportunas. 

«Cada  una  de  dichas  órdenes  indicará  y reproducirá  los  términos  del  convenio, 
y no  deberá  quedar  vig<mte  por  un  periodo  más  largo  que  el  de  aquél 

«Cada  una  de  estas  órdenes  será  sometida  á las  dos  Cámaras  del  Parlamento  en 
el  término  de  seis  semanas  á partir  del'dia  en  que  haya  sido  dictada,  y en  el  caso 
de  que  el  Parlamento  no  estuviese  reunido,  en  el  plazo  de  seis  semanas,  á contar 
desde  la  primera  sesión  del  Parlamento,  publicándose  además  en  Ja  Gacela  de  Lón~ 
dres. 

■)Art.  o°  Con  respecto  á la  entrega  de  los  malhechores  fugitivos  se  observarán 
las  siguientes  restricciones ; 

]*  »Si  el  delito  que  se  imputa  al  fugitivo  es  político,  no  podrá  ser  entregado  ni 
tampoco  si  prueba,  á satisfacción  dcl  Magistrado  de  policía  ó de  la  Coite,  ante  la 
cu.'ildebe  ser  trasladado  en  virtud  del  liuheas  corpas,  ó ante  el  Secretario  de  Esta- 
do, que  la  demanda  de  c'itradicion  se  ha  hecho  con  el  fin  de  juzgarle  ó castig'arle 
. por  un  delito  de  carácter  político. 

»>iingun  malhechor  fugitivo  podrá  ser  entregado  á nu  Estado  extranjero,  si 
no  está  establecido  en  las  leyes  de  ese  Estado,  ó rn  algún  convenio,  que  el  mal- 
. hechor  fugitivo  no  podrá,  ántes  de  ser  puesto  en  libertad  ó de  haber  tenido  la  fa- 
cultad devolver  á los  Estados  de  S.  M.,  ser  detenido  ni  juzgado  en  la  nación  ex- 
tranjera por  un  delito  cualquiera  cometido  ántes  de  su  extradición  y distinto  del 
crimen  que  la  ha  motivado. 

3“  »Un  malhechor  fugitivo  que  se  halla  acusado  de  un  delito  cualquiera  come- 
tido en  la  jurisdicción  inglesa,  y distinto  del  que  motiva  la  demanda  de  extradi- 
ción, ó que  sufre  una  pena  á que  ha  sido  sentenciado  en  el  Reino-Unido,  no  podrá 
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. Eatrñ  Iaf=i  disposiciones  dig-nas  de  especial  mención  nota- 
mos la  del  artículo  2.^  segmn  la  cual  la  reina  tiene  la  facultad 


ser  entregado  sino  después  de  haber  sicío  puesto  en  libertad  por  haber  efectuado 
el  pago,  haber  cu:np]ido  la  condena  6 por  cualquiera  otra  razón. 

4"  «Ningún  malhechor  fugitivo-podrá  ser  entregado  antes  de  la  expiración  del 
plazo  de  quince  dias,  á contar  de  su  arresto  para  ser  entregado. 

»Art  4"  El  Consejo  no  dará  órdenes  para  la  aplicación  de  esta  acta  á unana- 
cion  extranjera,  si  el  convenio:  1",  no  ha  provisto  á la  facultad  por  una  y otra 
de  las  partea,  de  hacer  cesar  sus  efectos  un  año  ó más  después  déla  denuncia: 
2“,  no  está  conforme  con  las  disposiciones  de  la  presente  acia,  y sobre  todo,  si  no 
contiene  las  restricciones  relativas  á la  entrega  'Id  malhechor  fugitivo  conteni- 
das en  esta  acta. 

uArt.  5**  Guando  se  publique  en  la  Gaceta  de  f.óndres  una  órden  declarándola  pre- 
sente acta  aplicable  á una  nación  extranjera,  io  será  (á  partir  de  la  fecha  de  la  or- 
den, y si  no  se  indica  fecha  alguna,  á partir  de  la  de  la  publicación  de  la  misma),  y 
por  tanto  tiempo  cuanto  esté  vigente  la  órden,  salvo  ¡as  liinitaciones,  restriccio- 
nes, condiciones  y excepciones  contenidas  en  la  misma. 

La  órden  del  consejo  dará  fé  de  que  el  convenio  á que  se  reñere  está  conforme 
con  las  prescripciones  de  la  presente  acta,  y que  ésta  ha  sido  declarada  aplicable 
al  Estado  extranjero  mencionado  en  la  orden,  y la  validez  de  éste  no  podrá  ser  dis- 
cutida en  ningún  •proceso  legal. 

i>Art.  6'  Cuando  la  presente  acta  se  aplique  á un  Estado  extranjero,  todo  mal- 
hechor de  ese  Estado  que  se  halle  ó se  presuma  que  se  halla  en  una  parte  del  ter- 
ritorio de  S.  M.,  ó en  la  parte  de  sus  Estados,  en  que  según  la  órden  es  aplicable 
esta  acta  (según  los  casos)  podrá  ser  arrestado  y entregado,  observándolas  for- 
malidades establecidas  en  ella,  bien  sea  el  crimen  que  ha  motivado  la  demanda  de 
extradición  cometido  anterior  ó posterior  á la  fccha.de  la  órden  siempre  que  nin- 
guna de  las  Cortes  de  los  Estados  de  S.  M\,  sea  competente  al  propio  tiempo  que 
la  jurisdicción  extrajera  para  conocer  de  este  crinien. 

»Art.  7°  La  demanda  de  extradición  de  un  malhechor  extranjero,  que  se  halla 
ó se  supone  que  se  halla  en  el  Reino-Unido,  podrá  hacerse  ante  un  Secretario  de 
Estado  por  una  persona  reconocida  por  éste  como  representante  diplomático  del 
Estado  extranjero.  Un  Secretario  de  Estado  podrá  hacer  conocer  de  la  demanda  á 
uu  Magistrado  de  policía  por  una  órden  firmada  por  él  y provista  del  sello  de  su 
departamento,  y requerirlo  para  que  extienda  un  auto  para  el  arresto  del  malhe- 
chor. 

«Si  el  Secretario  de  Estado  cree  que  el  delito- tiene  carácter  político,  podrá,  si  lo 
juzga  oportuno,  rehusar  el  dictar  orden  alguna,  y además,  en  todo  tiunpo  orde- 
nar que  el  malhechor  fugitivo,  una  vez  reconocido  culpable  del  tal  crimen,  sea 
puesto  en  libertad. 

»Art.  8*'  El  auto  de  prisión  del  malhechor  acusado  ó convicto  de  un  crimen,  y 
que  se  halla  ó se  supone  hallarse  en  el  Reino-Unido,  podrá  ser  librado; 

l"  »Por  un  .Magistrado  de  policía,  previa  recepción  de  la  antedicha  órden  de  un 
Secretario  de  Estado, y con  pruebas  tales  que,  en  su  juicio,  motivasen  et*arresto 
si  el  crimen  se  hubiese  cometido  en  Inglaterra,  ó el  acusado. estuviese  convicto  de 
ello. 

2®  aPor  un  Magistrado  de  policía  ó un  Juez  de  paz  en  cualquier  parte  del  Reino- 
Unido,  por  indicios  ó por  queja  ó por  pruebas,  y después  de  un  proceso  que,  segTin 
laopinion  de  'a  persona  que  dictaría  el  auto  fuesen  bastantes  para  motivarla,  si  el 
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crimen  se  hubiese  cometido  en  la  parte  del  Reino-Unido  donde  dicho  Magistrado 
ejerce  su  jurisdicción,  ó el  acusado  estuviese  convicto  de  ello. 

« roda  persona  que,  en  virtud  da  la  presente  disposición,  dicte  un  auto  sin  or- 
den del  Secretario  de  Estado,  deberá  enviar  inmedialamente  la  sumaria  del  hecho 
así  como  las  pruebas,  las  denuncias  y los  indicios  ó las  copias  auténticas  de  estas 
piezas  al  Secretario  de  listado  el  que,  si  lo  cree  oportuno,  podrá  ordenar  la  nulidad 
del  auto  y la  excarcelación  del  detenido. 

*»Todo  malhechor  fugitivo  detenitlo  en  virtud  de  un  auto  dictado  sin  orden  del 
Secretario  de  Estado,  deberá  ser  conducido  ante  una  persona  que  tonga  facultad 
de  dictar  una  orden  de  prisión  según  este  articulo,  la  que  ordenará  la  conducción 
del  prisionero-ante  el  Magistrado  de  policía. 

«Todo  malhechor  fugitivo  detenido  por  una  orden  dictada  sin  la  de  un  Se- 
cretario de  Estado,  será  puesto  en  libertad  por  el  -Magistrado  de  policía,  si  on  un 
término  de  tiempo  razonable,  de  acuerdo  con  las  circunstancias  del  Lecho,  y que 
el  mismo  podrá  apreciar,  no  ha  recibido  una  orden  del  Secretario  de  Estado  en  que 
so  le  haga  conocer  que  ha  sido  regularmente  interpuesta  demanda  de  extradición 
contradicho  malhechor. 

• Art.  9”  Cuando  un  malhechor' fugitivo  sea  presentado  ante  el  Magistrado  de 
policía,  éste  examinará  el  asunto  y tendrá  lamisraa  jurisdicción'  y los  mismos  po- 
deres que  si  el  detenido  fuese  acusado  de  un  crimen  cometido  en  Inglaterra. 

*E1  Magistrado  de  policía  recibirá  todas  las  pruebas  que'puedau  demostrar  que 
el  crimen  por  el  cual  se  acusa  al  prevenido,  ó por  el  cual  se  pretende  haberle  sen- 
tenciado, tiene  un  carácter  político,  ó bien  que  el  crimen  im))utado  no  puede  moti- 
var la  extradición. 

»Art,  10-  En  caso  de  que  un  malhechor  fugitivo  sea  acusado  de  un  crimen  que 
pueda  motivar  la  extradición,  si  el  auto  'de  prisión  extranjero  se  halla  debidamente 
legalizado,  y lo  han  producido  pruebas  tales  que,  observando  las  disposiciones  de 
la  presente  acta,  fuesen  suficientes,  según  las  leyes  inglesas,  para  motivar  un 
proceso  penal,  en  caso  de  que  el  crimen  hubiese  sido  cometido  en  Inglaterra,  el 
Magistrado  de  policía  lo  hará  prender  ó lo  mandará  poner  en  libertad. 

«En  el  caso  de  que  se  trate  de  un  malhechor  fugitivo  que  se  le  conoce  como 
sentenciado  por  un  crimen  que  implicaría  la  extradición,  y que  se  produjesen  prue- 
bas tales,  de  conformidad  con  las  disposiciones  de  la  presente  acta,  que  según  las 
leyes  inglesas  comprobasen  que  el  individuo  preso  ha  sido  condenado  por  razón 
de  ese  crimen,  el  Magistrado  de  policía  lo  mandará  prender,  ó en  el  caso  coiiti  a- 
rio,  ordenará  la  libertad. 

«Si  el  Magistrado  de  policía  reduce  á prisión  al  dicho  uialhechor,  lo  hai  á confiu- 
cii’á  la  casa  reclusión  de  Middlesex  ó á cualquiera  otra  prisión  para  esperar  allí  la 
orden  del  Secretario  de  Estado,  autorizando  la  extradición,  y enviará  inmediata- 
mente al  Secretario  de  Estado  un  certificado  de  la  prisión  y una  reseña  del  asun- 
to, siempre  que  lo  juzgue  oportuno. 

«Art.  Cuando  el  Magistrado  de  policía  reduzca  á prisión  á un  malhechor 
fugitivo,  deberá  informarle  de  que  no  será  entregado,  sino  después  de  la  espira- 
ción de  un  plazo  de  quince  dias,  y de  que  tiene  derecho  á solicitar  una  orden  de  ka~ 
beas  Corpus . 

».A  la  espiración  del  plazo  de  quince  dias,  ó si  se  ha  librado  orden  de  haieos  cor- 
pas, después  que  la  Corte  haya  estatuido  con  respecto  á esta  orden,  ó á la  espira- 
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Tambiea  haremos  notar  la  dehart.  7,  párrafo  2^  según  la 
cual  el  Secretario  general  de  Estado  tiene  la  facultad  de 


cion  del  plazo  que  puede  ser  fijado  por  el  Secretario  de  Estado,  en  uno  y ot~o  caso, 
éste  tendrá  el  derecho  de  ordenar  por  auto  provisto  de  su  firma  y sellp,  que  el 
malhechor  fugitivo,  si  no  ha  sido  puesto  en  libertad  por  decisión  de  la  Corte,  sea 
entresrado  á la  persona  que  haya  recibido  del  Gobierno  extranjero  de  que  emana 
la  demanda,  el  encargo  de  recibirle,  y el  malhechor  será  entregado  inmediata- 
mente. 

»Será  permitido  á la  personan  quien  dicha  orden  haya  sido  dirigida  ó á la  per- 
sona debidamente  autorizada,  recibir  al  malliecbor  fugitivo  designado  en  la  or- 
den, custodiarlo  y trasladarlo  al  territorio  de!  Estado  que  ha  entablado  la  deman- 
da de  extradición;  y en  el  caso  en  que  el  prisionero  se  fugase  de  las  manos  de  las 
personas  á quienes  hubiese  sido  entregado,  en  virtud  de  dicha  orden,  ántes  de  su 
salida  del  territorio  inglés,  pod’á  ser  capturado  del  mismo  modo  que  cualquier 
individuo  acusado  do  un  crimen  previsto  en  las  leyes  vigentes  en  la  parte  del  ter- 
ritorio en  que  fuere  detenido  de  nuevo. 

* Art.  13.  Cuando  el  malhechor  fugitivo  reducido  á prisión  no  hasido  entregado 
y conducido  fuera  del  Reino-Unido,  dentro  del  plazo  de  dos  meses,  á conlar  desde 
su  arresto,  ó sí  se  ha  librado  ó;  den  de  áeie'/s  desde  el  acuerdo  de  la  Corte 

sobre  esta  ói'den,  todo  Juez  de,  una  Corte  superior  de  S.  M.  en  tYestmiuster,  á so- 
licitud ded  interesado,  y comprobado  que  sea  que  el  Secretario  de  Estado  ha  sido 
notificado  debidamente  de  la  intención  da  liaoei- dicha  solicitud,  podrá  ordenar 
que  el  malhechor  sea  puesto  en  libertad,  á menos  que  poderosas  y suficientes  ra- 
zones obliguen  á obrar  de  otro  modo. 

»Art.  13.  El  auto  de  prisión  librado  por  el  M agistrado  de  policía,  en  virtud  de 
la  presente  acta  podrá  ser  ejecutado  en  todo  el  RGino-Unido,  del  mismo  modo  que 
si  hubiese  sido  librado  por  un  Juez  de  pa.z  que  tuviese  juidadiccion  en  el  lugar  don- 
de se  ejecute  la  orden.  ‘ 

»Art.  14.  Las  deposiciones  ó declaraciones  hechas  bajo  juramento  en  el  extran- 
jero, las  copias  de  los  originales  de  esas  deposiciones  ó declaraciones,  y los  certi- 
ficados extranjeros  y documentos  judiciales  relativos  al  hecho  de  la  condena,  po- 
drán servir  de  prueba  en  todos  los  proced¡miento.s  seguidos  en  virtud  de  esta  ley, 
á condición  de  ser  debidamente  legalizados. 

»Art.  15.  Los  autos  extranjeros,  las  deposiciones  ó dcclai'aciones  bajo  jura- 
mento y las  expediciones  de  estas  actas,  los  certificados  ó documentos  judiciales 
relativos  á la  sentencia,  se  considerarán  como  debidamente  legalizados  á los  fines 
de  la  presente  acta,  cuando  lo  sean  del  modo  previsto  en  la  ley  vigente  de  la  ma- 
nera siguiente; 

r j^Siel  auto  tiene  la  circunstancia  de  estar  firmado  por  un  Juez,  Magistrado  6 
funcionario  del  Estado,  de  donde  dicho  auto  ha  emanado. 

2'  »Si  las  deposiciones  ó declaraciones  ó las  copias  de  estas  piezas  tienen  la 
circunstancia  de  estar  certificadas  y firmadas  por  un  Juez,  Magistrado  ó funcio- 
nario dol  Estado  de  donde  proceden. 

3"  »Si  el  certificado  ó el  documento  judicial  que  enuncia  el  hecho  de  la  ffondena 
lleva  la  circunstancia  de  hallarse  firmado  por  un  Magistrado,  Juez  ó funcionario 
del  Estado  donde  seha  pronunciado  la  sentencia. 

«Y  si,  en  todos  los  casos,  el  auto,  las  deposiciones,  las  declaracio-ne.s,  expedi- 
ciones, certificados  y documenios  Judiciales  (según  el  caso)  se  comprueban  como 
auténticos  por  el  juramento  de  un  testigo  ó por  estar  provistos  del  sello  oficial  del 
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•suspender  el  proceso  de  extradiccion  y áun  de  poner  en  liber- 
tad al  prevenido  si  juzga  que  el  hecho  de  que  este  se  halla 
acusado,  tiene  carácter  político. 


Ministerio  de  Justicia  ó de  cualquier  otro  Ministerio  de  Estado;  y toda  Corte,  todo 
Juez  y todo  Mag  istrado  reconocerá  en  justicia  dicho  sello  como  oficial,  y admitirá 
como  pruebas  los  docurhenlos  con  él  legalizados.» 

CRÍMENES  COMETIDOS  EN  EL  MAR. 

Art.  16.  Cuando  el  crimen,  por  el  cual  se  ha  entablado  la  demanda  de  extradi- 
ción, se  ha  cometido  en  alta  mar,  á bdVdo  de  un  buque  que  penetre  en  un  puesto 
del  Reino-Unido,  serán  aplicables  las  disposiciones  siguientes: 

1®  La  presente  acta  se  interpretará  como  si  en  toda  la  actuación  un  Magistrado 
en  Inglaterra  é Irlanda,  ó un  Sberif  ó un  sustituto  en  Escocia,  sustituyese  á un 
Magistrado  de  jDOlicia  excepto  en  lo  concerniente  á la  ejecución  del  mandato  de 
éste. 

ü®  El  malhechor  podrá  ser  preso  en  cualquier  cárcel,  en  la  cual  el  Magistrado 
que  ordena  la  prisión,  pueda  detener  á las  personas  acusadas  de  igual  crimen. 

3®  Si  al  malhechor  fugitivo  se  le  prende  después  de  una  órden  del  Secretario 
de  Estado,  será  conducido  ante  el  Magistrado,  el  Sherif  ó un  sustituto  que  haya 
expedido  el  mandato,  ó que  tengan  jurisdicción  en  el  puesto  donde  se  hallael  bar- 
co, ó en  el  lugar  más  cercano  á dicho  puerto. 

MALHECHORES  Fl'GlTLVOS  EN  LAS  POSESIONES  BRITÁNICAS- 

Art.  n.  Tm  presente  actá,  cuando  se  aplique  en  virtud  de  una  orden  del  Con- 
sejo, se  extenderá,  ámenos  que  otra  cosa  no  se  disponga  en  la  misma,  á todas  las 
posesiones  británicas,  del  mismo  modo,  que  si  en  vez  de  decirse  posesiones  Mláni- 
se  dijese  Reino-Unido  6 Inglaterra,  según  los  casos,  y salvo  Jas  modificaciones 
siguientes; 

1®  La  demanda  de  extradición  de  todo  malhechor  fugitivo  que  se  halla  ó que  se 
supone  que  sehalla  en  una  posesión  británica,  podrá  ser  dirigida  al  Gobernador 
de  dicha  posesión  por  cualquier  funcionario  reconocido  por  él  como  Cónsul  gene- 
ral, Cónsul  ó Yice-  cónsul,  ó si  el  malhechor  se  ha  fugado  de  su  colonia  ó depen- 
dencia  del  Estado  extranjero,  á cuyo  nombre  se  entabla  la  demanda,  como  Gober- 
nador de  dicha  colonia  ó dependencia. 

2®  No  serán  necesarias  órden  alguna  del  Secretario  de  Estado,  y las  facultades 
concedidas  por  la  presente  acta  al  Magistrado  de  policía  y Secretario  de  Estado,  ó 
á uno  de  ellos,  con  referencia  á la  extradición  de  un  malhechor,  así  como  todas  las 
medidas  que  estén  (acuitados  para  tomar,  podrá  ejercerlas  y tomarlas  el  Goberna- 
dor de  la  posesión  británica  por  sí  solo. 

3®  Toda  prisión  en  la  posesión  británica  podrá  juzgarse  como  prisión  del  Con- 
dado de  Midledesex, 

4®  Un  Juez,  de  cualquier  Corte,  investido  en  las  posesiones  británicas,  de  las 
mismas  facultades  que  la  Corte  del  Banco  de  la  Reina  de  Inglaterra,  podrá  poner 
en  libertad  á cualquier  malhechor  reclamado  y no  entreg'ado  por  el  Gobernador  de 
■dicha  posesión  en  un  pl  azo  de  dos  meses. 

Art.  18.  Cuando  por  una  ley  ú ordenanza  dictada  anterior  ó posteriormente  á 
la  otorgacion  de  la  presente  acta,  la  legislación  de  una  posesión  británica  cual- 
quiera hubiese  previsto  para  esta  posesión  la  extradición  de  los  malhechores  fugi- 
tivos se  hallan  ó se  supone  que  se  hallan  en  ella,  S.  M.  podrá,  aplicando  la  pre- 
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Señalaremos  igualmente  la  del  art.  8,  .último  párrafo,  se- 
gún la  cual  los  magistrados  de  policía  tienen  el  deber  de  pó- 


sente acta  á un  Estado  extranjero,  por  orden  del  Consejo  ó por  cualquiera  otra 
orden  posterior: 

1“  Suspender  la  aplicación  de  la  presente  acta  en  lodo  ó en  parte  en  dicha  po- 
sesión britíinica,  con  respecto  al  Estado  extranjero  de  que  se  trata,  y por  tanto 
llampo  como  la  mencionada  iey  ü ordenanza  esté  en  vigor,  pero  no  por  un  plazo 
mayor. 

Ordenar  que  dicha  ley  ú ordenanza,  ó una  parte  al  ménos,  sea  aplicable  en 
la  mencionada  posesión  británica,  con  modificaciones  ó sin  ellas,  como  si  formase 
parte  de  la  presénte  acta. 

Dl.^POSlCSONES  CEXtRALEP. 

Art.  ir.  Cuando  en  virtud  de  un  tratado  celebrado  con  un  Gobierno  extranjero,, 
un  acusado  ó sentenciado  baya  sido  entregado  al.  Gobierno  inglés  por  uno  de  los 
crímenes  enumerados  en  el  primer  anejo  de  la  presente  acta,  y que  pueden  motivar 
la  extradición,  no  podrá  ser  procesado  ni  juzgado  por  crímenes  cometidos  en  una 
parte  de  los  listados  de  S.  M.,  ántes  de  su  extradición,  ántes  de  tener  la  facultad 
de  volver  al  pais  extranjero,  á ménos  que  se  tratase  de  un  crimen  cuya  prueba  re- 
sultase de  los  mismos  hechos  que  habían  servido  para  motivar  la  demanda  de  ex- 
tradición. 

Art.  20.  Las  fórmulas  indicadas  en  el  anejo  segun.lo  y las  análogas  que  pue- 
dan admitirse,  según  las  circunstancias,  quedarán  en  uso  para  todas  las  formali- 
dades prescritas  por  la  presente  acta,  y áun  para  las  posesiones  británicas,  mnlntis 
mutandis,  y asi  empleadas  serán  consideradas  como  legalmente  válidas  y sufi- 
cientes. 

Art.  21.  S.  M.  podrá,  por  ordenanza  del  Consejo,  revocar  ó modificar,  conforme 
á las  rectricciones  indicadas  en  la  presente  acta,  todas  las  órdenes  dictadas  en. 
Consejo  en  virtud  de  este  acto,  y todas  las  disposiciones  de  ella  relativas  á la  or- 
denanza primitiva,  se  aplicarán,  en  lo  posible,  mnlaiis  mulandis,  á esta  nueva  orde- 
nanza. 

Art.  22,  La  presente  acta  se  aplicará  á las  islas  de  la  Mancha  (con  excepción  de 
io  que  respecta  á la  ejecución  de  los  mandatos  de  ellas),  y á la  isla  de  Man,  del 
mismo  modo  que  si  formasen  parte  del  Reino-Unido,  y las  Górtes  Reales  de  las  is- 
las déla  Mancha  están  respectivamente  por  las  presentes,  autorizadas  y obliga- 
das á registrar  la  presente  acta. 

Art.  23,  Ninguna  disposición  de  la  presente  acta,  podrá  atentar  contra  la  fa- 
cultad legal  de  S.  M.  y del  Gobernador  general  de  la  India  en  Consejo,  de  celebrar 
tratados  para  la  extradición  de  malhechores,  con  los  Estados  indígenas  indios  ó- 
con  los  otros  Estados  asiáticos  limítrofes  con  la  India  inglesa,  ó de  poner  en  viíror 
las  disposiciones  de  cualquier  tratado  análogo,  celebrado  anterior  ó posterior- 
mente á la  confección  de  la  presente  acta, 

Art,  24.  í,a  deposición  de  un  testigo  puede  obtenerse  en  cualquier  proceso 
criminal  pendiente,  ante  un  Tribunal  extranjero,  del  mismo  modo  que  en  un  pro- 
ceso civil  en  virtud  del  acta  de  los  años  xix  y xx  de  S.  M.,  cap.  113,  titulada  «Acia 
Telativa  Alas  deposiciones  de  testir/os  en  los  Estados  de  S.  3J.  británica,  y c07¡  trayéndose  á 
causas  cioiles  y comerciales  pendientes  ante  Tribunales  extranjeros,»  y todas  las  disposi- 
ciones de  esta  última  acta,  se  entenderán  como  si  las  palabras  materia  rítíi/ com- 
prendiesen también  las  materias  criminales,  y la  palabra  causa  se  aplicase  á las 
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ner  en  libertad  al  individuo  detenido  si  después  de  la  expira- 
ción de  un  plazo  razonable  que  permita  recibir  el  aviso  de  que 

inPtancía^yenales;  píu  embargo,  ninguna  de  estas  disposiciones  será  aplicable  en 
el  caso  de  que  se  tratase  de  un  proceso  criminal  que  tuviese  carácter  político, 

Art.  2ü.  Fara  la  aplicación  déla  presente  acta,  toda  colonia,  dependencia  y 
parte  constituyente  de  un  F4SÍado  extranjero,  así  como  todo  buque  de  ese  Estado, 
serán  considerados  como  de  su  jurisdicción  y como  que  forman  parte  de  él,  ámé- 
nos  que  en  la  presenté  acta  no  estuviesen  considerados  de  distinto  modo. 

Art.  26.  En  la  presente  acta,  á ménos  que  el  sentido  no  exija  otra  cosa,  se  en- 
tiende por  toda  colonia,  plantación,  isla,  territorio  ó estableci- 

miento en  los  Estados  de  S-  M.,  p^irono  situado  en  el  Beino-Unido  y las  islas  déla 
Mancha  y de  Man.  Todas  las  colonias,  las  plantaciones  y las  islas,  asi  como  todos 
los  territorios  y establecimientos  regidos  por  una  misma  legislación,  del  modo  in- 
dicado aqui,  se  consideraján  como  formando  una  sola  posc-sion  británica. 

La  frase  legislación  signiñea  tóda  persona  ó personas  que  pueden  ejercer  auto- 
ridad legislativa  en  una  posesión  británica,  y si  en  ella  hay  legisladores  locales,  al 
propio  tiempo  que  legislador  central,  esta  frase  no  se  refiere  más  que  á este  úl- 
timo. 

La  palabra  significa  teda  persona  ó personas  que  se  hallan  encar- 

gadas del  Gobierno  de  una  posesión  británica,  comprendiendo  en  ella  al  Goberna- 
dor de  una  parte  cualquiera  de  la  India. 

por  se  entiende  un  crimen  cualqr.iera  que  si  se  co- 

metiese en  Inglaterra  ó bajo  lajurisdicciou  inglesa,  estaría  comprendido  en  el  nú- 
mero de  los  crímenes  mencionados  en  el  primer  anejo  de  la  presente  acta. 

Las  palabras  sentencia^  coiiviccion  y senlenciado  (coi/viclcd)  no  se  refieren  á las  sen- 
tencias quQ,  por  aplicación  de  leyes  extranjeras  se  pronuncian  por  contumacia; 
pero  la  palabra rtc«i'«íío,  accased  person,  sirve  para  designar  los  individuos  sentencia- 
dos por  contumacia 

La  fra.se  malhechor  fupUivo,  fugiíice  crifiiinal,  significa,  todo  individuo  acusado  ó 
sentenciado  por  un  crimen  que  entrañe  extradición,  cometido  en  la  jurisdicción  de 
un  Estado  extranjero,  y que  se  halla  ó se  supone  hallarse  en  una  parte  de  los  Es- 
tados británicos,  y la  expYG&lon  malhechor  fugilivo  de  un  Estado  exlrunjero  (ftiyiíif  cri- 
minal of  áforeing  statej  signiñea  un  malhechor  fugitivo  íicusado  rt  reconocido  como 
culpable  de  un  crimen  que  implicaextrarticion,  cometido  en  dicho  Estado. 

Por  Secretario  de  Estado  seeutiende  uno  de  los  principales  Secretarios  de  los  Es- 
tados de  S.  M. 

Por  Magistrado  de  policia  se  entiende  el  primer  Magistrado  de  la  Corte  metropoli- 
tana de  policia,  ó uno  de  los  Magistrados  déla  Corte  metropolitana  de  IJow-Street. 

Se  entiende  por  Juez  de  paz,  en  Escocia,  cualquier  regidor,  suplente  de  regidor 
ó Magistrado. 

ha 'palabra  mandato  fwawanij  comprendo  todo  documento  judicial  que  autoriza  el 
arresto  de  un  individuo  acusado  o reconocido  como  culpable  de  un  crimen,  en  lo 
referente  á un  Estado  extranjero. 

DEROGACION  PE  LEYES, 

Art.  27.  ...  (Este  articulo  deroga  las  leyes  promulgadas  anteriormente,  y for- 

mula disposiciones  transitorias.) 

A.N;-JO  1".— Lisia  de  crímenes  eomeiidos. 

Loe  crímenes  enumerados  en  la  siguiente  lista  serán  determinados  conforme  á 
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se  ha  trasmitido  al  gobierno  uña  demanda  de  extradición,  no 
han  recibido  notificación  alguna. 

Finalmente,  nos  detendremos , en  la  del  artículo  16  según 
la  cual  se  considera  como  que  dan  lugar  á la  extradición  los  de- 
litos cometidos  en  alta  mar,  lo  que  equivale  á un  formal  reco- 
nocimiento del  derecho  de  territorialidad  del  buque  y de  la 
jurisdicción  del  Estado  á que  el  mismo  pertenece-. 

Éntre  las  excepciones  que  establece  el  art.  3“  no  se  halla 
ninguna  en  favor  del  nacional  ni  que  establezca  la  prescrip- 
ción de  la  acción  penal  ó de  la  condena. 


la  ley  vigrente  en  íng'laterra  6 en  una  posesión  británica  (según  el  caso)  en  la  época . 
en  que  dicho  crimen  ha  sido  cometido,  según  el  derecho  cóinun,  o el  estatuto  es- 
pecial anterior  6 posterior  á la  presente  acta- 

Muerte  ó asesinato  (murdur),  tentativa  de  estos  crímenes  ó complot  con  el  fin  de 
ejecutarlos.— Homicidio.— Adulteración  y alteración  de  monedas,  y emisión  de 
monedas  adulteradas  ó alteradas.  -Falsificación,  adulteración  y alteración  de  es- 
crituras, emisiou  de  escritos  falsos,  adulterados  ó alterados.— 'Sustracción  fraudu- 
lenta y robo.— Extorsión  de  dinero  por  medio  de  falsas  alegaciones.— Crímenes  co- 
, metidos  en  las  bancarrotas  contra  las  leyes  sobre  quiebras.— Fraude  cometido  por 
un  depositario,  banquero,  agente,  factor,  fideicomisario  Urustee)  ó director,  miem- 
bro ó empleado  público  de  una  Compañía,  si  el  hecho  está  calificado  de  crimen  se- 
los  términos  de  un  acta  vigente  en  la  época  en  que  se  baya  cometido  el  cri- 
men.—Estupro  (ra/w)-— Secuestro  de  persona  (c&rfííc/ioí?).— l^obo  de  niños.— Hecho 
de  introducirse  en  una  casa  habitada  con  la  ayuda  de  llaves  falsas  ó de  cualquier 
otro  instrumento  para  cometer  un  crimen  [biirylary  and  houschreaktnyj  —Incendio. — 
Robo  con  violencia.— Amenazas  por  cartas  ó por  otro  medio  con  e\  fin  de  obtener 
dinero  ü otro  valor  cualquiera.— Piratería  según  el  derecho  de  gentes.— Sumer- 
sión ó destrucción  de  un  barco  en  alta  mar;  tentativa  ó complot  con  el  fin  de  co- 
meter un  crimen.— Agresión  de  un  buque  en  alta  mar,  con  intención  de  cometer 
un  homicidio  ó de  hacer  heridas  graves.— Revuelta  ó complot  de  dos  ó más  perso- 
nas á bordo  de  un  buque  en  alta  mar  contra  la  autoridad  del  capitán  . 

Omitimos  trasladar  el  anejo  segundo,  que  enciérralas  fórmulas  que  deben  em- 
plearse en  el  proceso  de  extradición,  y que  son;  1'’,  laórdeu  del  Secretario  de  Esta- 
do ó Magistrado  de  policía;  2°,  el  auto  de  prisión  librado  por  orden  del  Secretario 
de  Estado;  3",  el  auto  de  prisión  librado  sin  árden  del  Secretario;  4",  el  mandato 
para  hacer  comparecer  el  prisionero  ante  el  Magistrado  de  policía;  5",  el  mandato 
para  ordenar  la  detención;  6",  el  mandato  del  Secretario  de  Estado  para  ordenar  la 
entrega  del  malhechor  á la  autoridad  extranjera. 

También  omitimos  el  añojo  tercero,  donde  se  enumeran  las  actas  derogadas 
por  el  art.  27,  es  decir,  la  que  aprobaba  el  convenio  celebrado  entre  S.  M.  británica 
y el  Rey  de  los  franceses  para  la  extradición  de  ciertos  malhechores.  (6  y 7.  Vict, . 
cap.  cxxv),  la  que  aprobaba  un  tratado  entre  S.  M.  británica  y los  Estados-Unidos, 
con  el  mismo  objeto  (8  y 7.  Vict , cap.  lxxví),  la  dictada  para  facilitarla  ejecución  de 
los  tratados  con  Francia  y los  Estados-Unidos  para  el  mismo  fin  (8  y 9.  Vict-,  ca- 
pítulo cxx);  la  que  aprobaba  el  convenio  de  extradición  celebrado  entre  S.  M-  bri- 
tánica y el  Rey  de  Dinamarca  (25  y 26,  Vict.,  cap.  lxx);  la  que  modificaba  la  legls- 
laoion  relativa  á los  tratados  de  extradición  (29  y SO.  Vict,,  cap.  cxxi). 
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La  regla  general  de  que  el  delito  debe  ser  castigado  donde 
se  ha  cometido,  ha  sido  la  razón  que, ha  conducido  á no  hacer 
distinción  alguna  entre  el  nacional’y  el  extranjero.  También 
nos  parece  razonable  el  que  en  la  ley  inglesa  lio  se  halle  tam^ 
poco  formulada  la  segunda  excepción,  porque  la  prescripción 
de  la  acción  penal  debe  regirse  por  la  ley  del  país  elemandante 
y no  por  la  del  país  requerido. 

La  disposición  del  artículo  14  es  una  derogación  del  prin- 
cipio locus  regit  actum.  En  ella  se  halla  impuesta  á das  auto- 
ridades judiciales  extranjeras  la  obligación  de  recibir  las  de- 
posiciones de  los  testigos  bajo  juramento  mientras  que  según 
las  leyes  de  ciertos  países,  y sobre  todo  en  el  Código  de  pro- 
cedimiento penal  italiano,  en  el  primer  período  del  procedi- 
miento penal  no  deben  recibirse  así  las  deposiciones.  . • 

Después  de  la  promulgación  de  esta  ley,  Inglaterra  ha  ce- 
lebrado xarios  tratados  que  son  los  de  31  de  Julio  1872,  con 
Bélgica;  de  13  de  iShjviembre  1872,  con  el  Brasil;  de  5 de  Fe- 
brero 1873,  con  Italia;  el  de  31  de  Marzo  1873,  con  Dina- 
marca; y el  de  16  de  Junio,  1873,  con  sueciay  Noruega, 

La  aplicación  de  estos  tratados  dio  lugar  á algunas  difi- 
cultades, y para  resolverlas  se  promulgó  el  MU  do  5 de  Ag'osto 
de  1873  (i). 


. (1)  Enmienda  al  acta  de  extradición  de  1870  (5  de  Agosto  187:7,  2G  y 37,  Victoria,  ca- 
pitulo LX. 

Su  Majestad,  con  el  consentimieiito  y conforme  cou  el  parecerde  los  Pares  es- 
pirituales y temporales,  y los  Comunes,  reunidos  en  el  presente  Parlamento,  y 
con  su  autorización,  ha  acordado  lo  siguiente: 

Artículo  primero.  La  presente  acta  será  interpretada  como  formando  parte  del 
acta  de  extradiciou  de  1870  (indicada  en  la  presente,  como  Acta  ]n'i}>cipal,  y tanto 
ésta  como  aquélla,  podrdn  citarse  juntas  bajo  el  titulo  de  Actas  de  1870  y de  1873,  y 
la  presente  sola  bajo  el  de  Acía  de  extradición  de  1873.) 

Art.  2“  Considerando  que  en  la  sección  6"  del  acia  principal  se  ha  decretado  lo 
siguiente:  Cuando  la  presente  acta  sea  aplicable  á un  listado  extranjero,  todo  mal- 
hechor de  un  Estado  que  se  halle  ó que  se  presume  que  se  halla  en  los  Estados 
deS.M.,  ó en  la  parte  de  dichos  Estados,  en  la  que  es  aplicable  la  i)resente  acta 
según  la  ordenanza  (según  el  caso)  podrá  ser  detenido  y entregado  observándolas 
formalidades  establecidas  en  la  presente  acta,  bien  sea  que  el  crimen  que  ha  moti- 
vado la  demanda  de  extradición  haya  sido  cometido  anterior  ó posteriormente  á la 
fecha  de  la  ordenanza,  y siempre  que  ninguna  de  las  Cortes  de  los  Estados  deS.  M. 
no  sea  competente  para  conocer  de  ese  crimen  juntamente  con  la  jurisdicción  ex- 
tranjera; 

Considerando  que  se  han  suscitado  dudas  respecto  á la  aplicación  de  dicha. 
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Esta  última  ley  tuvo  por  objeto  esclarecer  ciertos  puntos 
oscuras,  simplificar  algunos  procedimientos  y añadir  á la 
lista  del  acta  de  1870,  ciertos  delitos. 


sección,  á los  crímenes  comotidosáníes  de  In  confección  del  acta  principal,  y que 
procedo  solventar  esas  dudas,  se  declara  por  las  presentes  que  coa  la  frase  crimen 
comcíifh  aiiler'ior  imxleriormenie  á f/r  fecha  de  la  ardenmiza,  deben  comprenderse  en  di- 
cha sección,  todo  crimen  cometido  dntes  de  la  confección  del  acta  princii;al,  y 
tanto  ésta  como  la  preaenle,  deberán  interjiretarse  así: 

Art.  o“  Considerando  que  & todo  individuo,  cómplice  ántes  ó después  del  hecho 
imputado,  ó que  aconseja,  provoca  ü ordena  la  perpetración  de  un  crimen,  ó que 
presta  ayuda  ó asistencia,  se  le  ]mede  procesar  y castifrar  como  autor  jirincipal; 
])ero  visto  que  han  surgido  dudas  sobre  el  punto  de  saber  si  en  este  caso  puede 
un  individuo  ser  entregado  como  autor  principal,  según  el  acta  principal,  y qne 
es  oportuno  desvanecer  esas  dudas;  por  estos  motivos  se  ha  declarado  lo  si- 
guiente ; 

« Todo  individuo,  acusado  b reconocido  como  culpable  de  haber  aconsejado^ 
provocado,  ordeundo,  ó de  haber  sido  cómplice  ántes  ó después  del  crimen  que  en- 
traña la  extradición,  será  considerado,  para  la  njdicacion  del  acta  principal  y de  la 
presente,  como  acusado  ó reconocido  como  culpable  de  dicho  crimen,  y en  su  con- 
secuencia, podrá  ser  detenido  y entregado.» 

Art.  4"  Se  declara  que  las  disposiciones  del  acta  princi]>al,  relativas  á las  de- 
posiciones y á las  declaraciones  bajo  juramento  recibidas  en  un  listado  extranje- 
ro, y á las  copias  de  estas  deposiciones  y declaraciones,  son  y serán  aplicables  á 
las  afirmaciones  recibidas  en  un  listado  extranjero,  y á las  copias  de  las  mismas. 

Art.  b"  Un  Secretario  de  Estado  podrá  requerir,  con  una  orden  provista  de  su 
firma  y sello,  á un  Magistrado  de  policía  ó á un  Juez  de  paz  para  recibir  deposicio- 
nes con  Ocasión  de  un  proceso  criiainal  p urdiente  ante  una  Corte  ó Tribunal  de 
un  Estado  extranjero;  y el  Magistrado  de  policía  ó el  Juez  de  paz,  en  vista  de  esta 
drden,  recibirá  las  deposiciones  de  cualquier  testigo  que  comparezca  ante  él,  y la 
trasmitirá  al  Secretario  de  Estado;  esa  deposición  puede  hacerse,  según  el  caso, 
en  presencia  ó no  del  prevenido,  y el  hecho  de  la  presencia  ó la  ausencia  de  él,  se 
mencionará  en  la  deposición. 

Todo  individuo,  á quien  se  haya  dado  i.\  ofrecido  una  indemnización  razonable 
j:or  sus  honorarios  y gastos,  podrá  ser  obligado,  por  aplicación  de  la  presente  sec- 
ción, á comparecer  á declarar,  responder  á las  preguntas  que  se  le  hagan, y á pro- 
ducir documentos  del  mismo  modo,  y bajo  las  mismas  condiciones  que  en  el  caso 
de  un  proceso  criminal. 

Todo  individuo  citado,  según  la  presente  sección,  que  preste  una  declaración 
fijlsa  auto  el  Magistrado  de  policía  ó el  Juez  de  paz^  será  considerado  como  testigo 
falso. 

Ninguna  de  ias  disposiciones  de  esta  sección  será  aplicable  en  el  caso  de  un 
proceso  criminal  de  carácter  político. 

Art.  Qf  La  jurisdicción  concedida  á un  Magistrado  retribuido  en  la  sección  16 
del  acta  principal,  y á un  sherif  ó sustituto  de  sherif,  deberá  ser  considerada  como 
una  ainpUacisn  de  la  jurisdicción  del  Magistrado  de  policía,  y en  ningún  caso 
como  una  restricción  ó derogación  de  ella. 

Art.  T Para  la  aplicación  de  la  presente  acta  y de  la  principal,  las  palabras  rt- 
diplomdlico  de  un  Estado  extranjero,  deben  entenderse  como  aplicables  A 
cualquier  tuncionario  reconocido  por  el  Secretario  de  Estado  como  Cónsul  general 
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Así  el  art.  2^"  tuvo  por  objeto  resolver  la  tan  debatida  cues  - 
tion  de  saber  sí  la  extradiccioa  podía  ser  decretada  en  el  caso 
en  que  el  crimen  que  motive  la  demanda  de  extradición  fuese 
anterior  á la  ley  de  1870,  Decídese  en  él^la  a^mativa. 

Declárase  en  el  art.  3*^  que  podrá  entregarse  á los  cómpli- 
ces cualquiera  que  sea  el  grado  de  su  complicidad. 

En  el  art.  4®  se  extiende  á las  simples  afirmaciones,  la  dis- 
posición del  art.  14  del  acta  de  1870  (donde  se  permitía,  con- 
tra las  reg'las  de  la  jurisprudencia  inglesa,  admitir  como  me- 
dios de  prueba  las  copias  de  las  deposiciones  recibidas  bajo 
juramento). 

Se  declara  en  el  art.  T que  la  expresión  (ó  dictado)  de  re- 
presentante de  las  potencias  extranjeras  en  el. acta  de  1870,  se 
aplica  también  á los  agentes  consulares  acreditados. 


de  ese  Estado,  y las  palabras  Cóh.vjíZ  y Yíce-cónsul  deberán'  entenderse  como  apli- 
cables á todo  funcionario  reconocido  por  el  Gobernador  general  de  una  colonia 
británica,  como  agente  consolar  del  Estado  extranjero. 

Art.  8^  El  acta  principal  será  aplicada  como  si  en  el  anejo  pi-imero  de  esta  acta 
se  encerrara  la  li?ta  de  los  crímenes  enumerados  en  el  anejo  de  la  presente  acta. 

ADir;io.\. — Lisia  de  los  crí?)ienes. 

Los  crímenes  comprendidos  en  la  lista  siguiente  determinarán,  seguirlas  leyes 
vigentes  en  Inglaterra  ó posesión  británica  (según  el  caso)  eu  el  momento  en  que 
el  crimen  ba  sido  cometido,  ya  según  la  ley  común,  ya  según  el  estatuto  especial 
dictado  ántes  d al  tiempo  de  la  confección  de  la  presente  acta: 

Rapto  y secuestro  de  persona.— Ealso  testimonio  y soborno  de  testigos,  según 
la  ley  común  ó según  un  estatuto  especial.— Todo  acto  calificado  como  crimen  por 
el  acta,  sobre  robos  (The  Larceny  act)  de  18dl,  ó por  cualquiera  otra  que  modifique  <1 
reemplace  la  dicha,  no  comprendida  en  el  anejo  1“  de  la  principal.  — Todo  hecho  ca- 
lificado de  crimen  por  el  acta  dictada  en  la  sesión  de  los  años  24  y 25  del  reinado  de 
S.  M.  la  Reina  Victoria, cap.  xcvu,  titulado:  «.\cta  que  tiende  á consolidar  y modi- 
ficar las  leyes  de  Inglaterra  é Irlanda,  relativas  á los  crímenes  y delitos  contia  la 
propiedad,»  ó por  cualquiera  otra  que  modifique  ó reemplace  la  dicha,  y no  esté 
comprendida  en  el  anejo  primero  de  la  principal. —Todo  hecho  calificado  de  cri- 
men en  el  acta  dictada  en  la  sesión  de  los  años  id  y 25  del  reinado  de  S.  M.  Victo-* 
ria,  cap.  x.cix,  titulado:  «Acta  que  tiende  á consolidar  y modificar  las  leyes  del  Rei- 
no-Unido. relativas  á los  crímenes  cometidos  en  la  moneda,»  ó por  cualquiera  otra 
acta  que  modi/ique  ó reemplace  la  dicha,  y no  esté  comprendida  en  la  primera 
aneja  del  acta  principal  — Todo  hecho  calificado  de  crimen  por  el  acta  la  sesión 
de  los  años  24  y 25del  reinado  de  S,  M.  Victoria,  cap.  c,  titulado;  «Acta  que  tiende 
á consolidar  y á modificar  laslejms  de  Inglatei  ra  é irlanda,  relativas  álos  críme- 
nes contra  las  personas,»  ó por  cualquier  acta  que  modifique  b reemplace  la  diebar, 
y DO  comprendida  en  el  primer  anejo  de  la  principal-— Todo  hecho  calificado  cri- 
men, según  las  leyes  actualmente  en  vigor,  relativas  á la  bancarrota,  y no  com- 
prendidas en  el  primer  anejo  del  acta  principal. 
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Finalmente,  añádese  allí  á la  lista  de  los  delitos  enumera- 
dos en  el  acta  de  1870,  cierto  número  de  ellos,  enumerados  en 
el  anejo  que  sigue  á los  artículos. 

La  aplicacion.de  estas  leyes  y de  los  convenios  hechos  por 
Inglaterra,  ha  dldo  lugar  á nuevas  dificultades,  sobre  todo 
con  los  Estados-Unidos  de  América.  El  mismo-  convenio  de 
1842  ha  dejado  de  aplicarse  y no  han  llegado  ambos  Gobier- 
nos á entenderse  mejor  por  la  interpretación  del  tratado  vi- 
gente que  por  la  conclusión  de  un  nuevo  convenio.  Para 
obviar  todas  las  dificultades,  el  Gobierno  inglés  ha  pensado 
someter  á un  nuevo  exámen  los  principios  y las  reglas  rela- 
tivos á extradición,  que  fueron  consagrados  en  las  leyes  de 
1870  y 1873,  y ha  nombrado  con  fecha  18  de  Agosto  de  1877, 
una  comisión  encargada  de  examinar  los  efectos  d.e  las  leyes 
y de  los  tratados  de  extradición. 

La  comisión  ha  hecho  su  relación  el  30  de  Mayo  de  1878 
(Report  of  the  commissionners  presented  to  both  houses  of 
Parliameñt,  C.  2039). 

Este  informe,  que  probablemente  dará  lugar  á una  nueva 
ley,  presenta  especial  interés.  He  aquí,  por  último,  los  prin- 
cipales puntos  sobre  que  versan  las  modificaciones  propuestas 
por  la  comisión. 

Respecto  á los  individuos  susceptibles  de  extradición,  la 
Comisión  sienta  en  principio  que  el  interés  de  las  naciones 
exige  que  los  atentados  contra  las  personas  ó las  propieda- 
des, atentados  contra  el  bienestar  social,  deben  reprimirse 
por  la  aplicación  de  la  ley  penal,  y que  el  Estado  en  cuyo 
territorio  se  refugiara  el  malhechor,  no  podrá-  desear  que  su 
suelo  . sea  un  asilo,  concluyendo  que  en  relación  con  estos 
dos  principios  es  indiferente  que  el  malhechor  fugitivo  sea 
’súbdito  del  Estado  que  le  reclama  ó‘  bien  del  país  á quien  se 
dirige  la  reclamación.  Cree  también  la  Comisión  qne  la  esti- 
pulación en  que  se  hace  una  excepción  á favor  de  los  nacip- 
, nales,  no-es  necesaria  ni  oportuna,  y pide  que  no  se  consigne 
en  los  tratados  últimamente  hechos  y que  se  trate  de  modifi- 
car en  este  sentido  los  ya  existentes.  Este  puntó  es  muy  inte- 
resante entre  las  modificaciones  propuestas  por  una  Comisión 
de  que  forman  parte  Jurisconsultos  y Magústrados  eminentes 
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en  cuyo  número  se  encuentran  entre  otros  A.  J.  Edmond 
Cockburn.  Blackburn,  y Steplien.  Por  esto  nos  satisface  tanto 
poder  invocar  esta  autoridad  en  favor  de  nuestro  modo  de 
apreciar  la  excepción  en  favor  del  natural,  tal  como  ante- 
riormente la  hemos  expuesto,- 

En  lo  relativo  á los  delitos  que  pueden  causar  la 
(envío)  de  los  malhechores,  la  Comisión  propone  que  la  extra- 
dición se  admita  para  todos  los  delitos  contra  las  personas  d 
los  bienes,  áun  el  fraude  mismo. 

Termina  .ion  la  exclusión  de  los  delitos  políticos,  pues 
cree  que  el  mantenimiento  de  una  forma  determinada  de  go- 
bierno no  es  asunto  de  interés  general,  y que  es  difícil  para 
una  nación  extranjera  elegir  entre  dos  partidos  igualmente 
animados  de  nobles  sentimientos.  En  todo  caso,  cree  la  Comí- 
• sion  que  si  durante  una  guerra  civil  o una  insurrección  se  co- 
^metiera  algún  crimen  abominable,  tal  como  asesinato,  incen- 
dio ú otro  de  igual  naturaleza,  y si  el  Magistrado  no  hallase 
motivos  bastantes  para  disculpar  á su  autor,  deberla  dejarse  á 
su  poder  discrecional  el  autorizar  la  extradición. 

Una  excepción  se  propone  en  cuanto  á las  leyes  de  puro 
interés  local,  como  las  relativas  al  servicio  del  ejército  ó la 
mavina,  á la  religión,  á los  deberes  de  los  empleados  públi- 
cos, en  cnanto  á los  reglamentos  de  policía  y otros  análogos. 

Relativamente  á la  importancia  de  ios  delitos  que  pueden 
causar  la  extradición,  la  Comisión  no  encuentra  motivo  ra- 
zonable alguno  para  limitarla,  basándose  en  la  poca  gravedad 
del  hecho  punible.  También  querría  que  la  extradición  se 
autorizara^para  todos  los  delitos  contra  las  personas  ó contra 
los  bienes  sin  tener  en  cuenta  su  importancia.  Ea  efecto,  se- 
gún ella,  debe  presumirse  que  im  Gobierno  nunca  pedirá  el 
envió  de  un  culpable  por  un  delito  insignificante , fútil,  /bf  tZ 
mercly  trivial  offence^  y que  nadie  huye  sino  para  sustraerse  á 
la  pena  en  que  incurrió  por  razón  de  un  delito  grave  {offence 
of  a.serions  character). 

En  cuanto  á saber  si  se  puede  entregar  al  requerido,  cuan- 
do el  delito  de  que  se  le  culpa  no  es  un  hecho  previsto  for  la 
ley  inglesa,  la  Comisión  ha  sido  de  parecer  que  la  extradic- 
cion  deberá  admitirse  para  -todos  los  delitos  contra  la  propie- 
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dad  y las  personas  que  son  consideradcs  como  hechos  puni- 
bles por  las  leyes  de  los  países  civilizados  ihe  comraon  law  of 
nations.  Ciertos  delitos,  especialmente  creados  por  los  legisla- 
dores de  determinado  pueblo,  no  entran  según  la  Comisión  en 
la  categoría  de  los  delitos  coya  represión  es  de  interés  común. 
Así,  aunque  el  hecho  atribuido  constituyera  prma /he? i’ un 
delito  que  diese  lugar  á una  instancia  penal  (á  un  proceso),  si 
se  habia  cometido  en  Inglaterra,  la  Comisión  cree  que  el  fu- 
gitivo debería  ser  entregado  áun  cuando  la  pena  fuese  más 
severa  ó diverso  el  procedimiento  en  el  lugar  en. que  el  delito 
se  hubiere  cometido,  y sin  tener  en  cuenta  que  sea  inglés  el 
individuo,  porque  el  ciudadano  ingdés  debe,  como  todos,  obe- 
decer las  leyes  del  país  extranjero  en  que  habite. 

■ Una  de  las  innovaciones  más  importantes  propuestas  por 
la  Comisión  es  la  relativa  á la  extensión  del  juicio  del  indi- 
viduo extrañado,  ¿Deberá  limitarse  el  juicio  al  hecho  por  eU 
cual  se  pidió  la  extradición?  Si  mientras  durase  la  instancia 
se  descubriesen  otros  nuevos,  imputables  al  mismo  individuo 
¿podría. ser  juzgado  por  dichos  hechos’?  La  Comisión,  despnes 
de  hacer  una  excepción  para  en  cuanto  á los  delitos  políticos 
y los  reprimidos  por  leyes  de  puro  interés  local,  opina  que  no 
existe  motivo  alguno  razonable  para  limitar  el  proceso  Nesec 
no  reason  Nliy  under  sucJi  circitns lances  tJie  qffender  shoul  es- 
cepe  Nliitli  impuniti. 

Sí  esta  proposición  se  convierte  en  ley,  constituirá  una  in- 
novación importante  en  lo  que  se  refiere  á las  consecuencias, 
de  la  extradición  en  cuanto  toca  al  juicio  del  extrañado.  Aun 
así  no  seria  nna  consagración  completa  de  la  teoría  sustenta- 
da por  el  Gebíerno  americano  en  la  última  dificultad  surgida 
con  Inglaterra  y que  motivó  la  suspensión  del  tratado  de  1840. 
Sin  embargo,  seria  la  admisión  de  nn  sistema  que  se  le  ase- 
mejaría mucho.  En  efecto,  el  Gobierno  americano  sostenía 
que  una  vez  acordada  la  extradición,  podía  el  extrañado  ser 
procesado  por  cualquier  delito,  aunque  no  estuviera  compren- 
dido en  el  tratado  de  extradición.  Ahora  bien,  la  Comisión 
propone  que  el  Gobierno  que  requirió  no  tenga  que  limitar  el 
juicio  ai  hecho  solo  que  motivó  la  extradición,  sino  que  pueda- 
tambien  juzgar  al  extrañado  por  otros  hechos,  con  tal -que  es- 
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"tén  enumerados  en  el  tratado  ó que  constituyan  delitos  que' 
presenten  los  caracteres  necesarios  para  motivar  la  extradición 
offence  éfan  extraditióml  carácter. 

Las  otras  proposiciones  formuladas  por  la  Comisión,  se  re- 
fieren al  procedimiento,  que  seg“un  su  parecer  debería  modifi- 
carse cuando  se  trata  de  pedir  á un  Gobierno  extranjero  la  ex- 
tradición de  un  cómplice,  que  ayuda  á la  perpetración  del  de- 
lito, ó de  un  encubridor,  que  hubiera  trasportado  al  extranje- 
ro los  objetos  robados  ó los  indicios  del  delito  para  sustraerlos 
á las  pesquisas  de  la  justicia. 

Propone  también  la  Comisión  la  admisión  del  arresto  pro- 
visional cuando  telegráficamente  es  exigido  por  la  autoridad 
extranjera  de  policía  á su  homologa  la  inglesa,  y otras  modi- 
ficaciones relativas  á la  extradición  por  franquicia. 

La  Comisión  desearía  que  estas  proposiciones  se  convirtie- 
ran en  una  ley  completa  en  que  se  regularan  todos  los  deta- 
lles referentes  á la  materia  de  extradición.  Si  las  precauciones 
de  la  política  en  el  extranjero  no  hubieran  absorbido  la  aten- 
ción del  Gobierno  inglés,  es  fácil  que  el  Parlamento  hubiese 
votado  una  ley  de  extradición  más  completa,  y conforme  con 
las  resoluciones  dadas  por  la  Comisión. 

267.  PaísesBajos. — En  el  reino  de  los  Países-Bajos,  la  ex- 
tradición faé  admitida  en  el  último  siglo  y regida  por  trata- 
dos. Entrelos  primeros,  se  cuentan  los  celebrados  con  Austria 
y Francia  en  Abril  de  1718,  y Diciembre  de  1756.  En  nuestra 
época  fueron  más  los  tratados  que  hizo  este  Estado. 

El  Gobierno  holandés  reclama  la  extradición  en  todos  los 
casos  á que  es  aplicable  la  ley  penal  de  los  Países-Bajos.  Aho- 
ra bien,  según  el  Código  de  procedimiento  penal  promulgado 
en  1838,  están  sometidos  á la  ley  penal  holandesa,  no  sola- 
mente los  ciudadanos  que  cometen  un  crimen  en  país  extran- 
jero, sino  también  los  extranjeros  que  ejecutan  actos  capaces 
de  turbar  la  tranquilidad  y seguridad  del  reino,  ó los  que  se 
hacen  culpables  con  perjuicio  de  un  súbdito  neerlandés,  de 
asesinato,  incendio,  robo  con  fractura,  traición,  fabricación  ó 
empleo  de  letras  de  cambio  falsas  ó falsificadas. 

Las  reglas  á que  el  Gobierno  neerlandés  ha  tenido  que 
conformarse  para  la  conclusión  de  los  tratados  de  extradición* 
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están  especificadas  en  la  ley  de  13  de  Ageoste  de  1849,  relativa 
á los  extranjeros,  cuyos  artículos  17-21  tratan  de  la  extradi- 
ción. Pero  la  ley  que  actualmente  regula  la  materia  es  la  pu- 
blicada en  6 ¿e  Abril  de  1875.  Encuéntrase  en  ella  aumentado 
considerablemente  el  número  de  delitos  que  pueden  dar  moti- 
vo á la  extradición  (1)  y consagrada  la  regla  de  que  la  extra- 


(])  Véase  la  traducción  de  esta  ley  tal  como  ha  sido  hecha  por  los  cuidados  de.. 
Gobierno  holandés,  y que  por  lo  lauto  debe  considerarse  como  exacta,  sin  estar, 
no  obstante,  reconocida  como  oficial  por  este  Gobierno; 

« Art.  1"  Los  artículos  16, 17  y 18  la  ley  de  13  de  Agostó  de  184!)  (Boletin  de  las 
leyes,  núra.  39),  quedan  derogados.— Ningún  otro  tratado  que  se  refiera  á la  ex- 
tradición de  los  extranjeros,  puede  ser  hecho  y los  existentes  sobre  la  materia,  no 
pueden  ser  reformados  sino  conforme  á las  disposiciones  de  la  presente  ley. 

!»Art.  2"  Los  extranjeros  no  pueden  ser  extrañados  más  que  por  los  crímenes  y 
delitos  aquí  erumerados,  cometidos  fuera  del  reino;— 1“  Atentado  contra  la  vida 
del  soberano,  miembros  de  la  familia  real  ó Presidente  déla  república.— 2'^  Muerte,, 
asesinato,  parricidio,  infanticidio,  envenenamiento.— 3"  Amenazas  punibles  con 
arreglo  álo  dispuesto  en  el  art.  305  del  Código  penal.— 4”  Aborto.— 5°  Heridas  ó 
golpes  intencionados  y que  ocasionaran  enfermedad  ó incapacidad  para  el  trabajo 
personal  de  más  de  veinte  dias,  ó cometidos  con  premeditación.— 6”  Violación  ó 
cualquier  otro  atentado  al  pudor,  cometido  con  violencia  —7”  Atentado  alas  cos- 
tumbres, punible  según  los  términos  del  art.  305  del  Código  penal.— 8‘  Bigamia.— 
9'’  Robo,  encubrimiento,  supresión,  sustitución  ó suposición  de  un  hijo.— 10.  Robo 
de  menores.— 11.  Falsificación,  alteración  ó recorte  da  monedas,  ó participación 
voluntaria  en  la  emisión  de  moneda  falsa,  adulterada  ó recortada.— 12.  Falsifica- 
ción ó alteraciones  hechas  en  los  sellos  del  Estado,  billetes  de  banco,  efectos  pú- 
blicos y de  los  instrumentos  para  contrastar  timbres  y marcas,  punibles  según 
los  términos  de  los  art’culos  189  á 143  del  Código  penal;  de  papel  moneda  ó sellos 
de  correos.— 13.  Alteraciones  en  escrituras,  castigadas  por  los  artículos  145  á 148 
y por  los  150  y 151  del  Código  penal.— 14.  Falso  testimonio,  soborno  de  testigos^ 
falsos  juramentos.— 15.  Corrupción  de  funcionarios  públicos,  punible  por  los  ar- 
tículos 177,  179  y 181, 133  del  Códi  go  penal,  concusión,  sustracción  ú ocultación  co- 
metidos por  los  perceptores  (cobradores,  recaudadores)  ó depositarios  públicos.— 

16.  Incendio  voluntario,  punible  jior  los  artículos  404  y 435  del  Código  penal. — 

17.  Destrucción  voluntaria  de  bienes  inmuebles,  punible  por  el  art.  437  del  Códi- 
go penal.— 18,  Robo  de  bienes  inmuebles,  punible  por  los  artículos  440  y 442  del 
Código  penal.— 19.  Pérdida,  varada,  destrucción  ó ruina  ilegal  y voluntaria  de 
los  barcos.— 20.  Motín  y rebelión  de  los  pasajeros  á bordo  de  un  buque,  contra 
el  capitán  y de  las  gentes  de  la  tripulación  contra  sus  superiores.— 21.  El  acto  vo- 
luntario de  haber  puesto  en  peligro  un  convoy  de  camino  de  hierro. — 22.  Robo. — 
23.  Estafa.— 24.  Abuso  de  una  firma  en  blanco. —2o.  Ocultación  ó disipación  con 
perjuicio  del  propietario,  poseedor  ó tenedor,  de  bienes  ó valores  que  no  fueron 
consignados  sino  á titulo  de  depósito  ó por  un  trabajo  asalariado.— 26.  Bancarota 
fraudulenta. 

s.Art.  3'^  Tendrá  lugar  la  extradición  no  solamente  por  el  crimen  ó delito  consu  - 
mado,  sino  también  por  la  tentativa  ó complicidad  cuando  una  ú otra  sean  puni- 
bles con  arreglo  á las  leyes  neerlandesas. 

>»Art,  4“  La  extradición  no  será  acordada  en  tanto  que  el  extranjero  sea  perseguí- 
■do  en  los  Paises  Bajos  por  el  crimen  ó delito  cometido  fuera  del  reino  ó si  ha  sido* 
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dicion  podrá  acordarse  áün  por  tentativa  y complicidadj  con, 
tal  de  que  la  tentativa  ó complicidad  sean  punibles  con  arreglo 
á lo  dispuesto  per  las  leyes  neerlandesas  (art.  3”.) 

Esta  disposición,  constituye  en  efecto  una  innovación;  no 
se  encontraba  en  la  ley  de  1849, 


juzgado  eu  eipais  doude  se  ha  cometido  elcL’imen  ó delito  y que  haya  sido  conde- 
nado, ah  suelto  ó indultado. 

» Art.  ü"  No  sei'á  acordada  la  extradición  cuando  la  prescripción  de  la  causa  ó de 
la  pena  del  crimen  ó delito  se  adquirió,  según  las  leyes  neerlandesas,  ántesdel  ar- 
resto del  extranjero  en  el  reino  ó si  el  arresto  no  tuvo  todavía  lugar,  antes  qué 
hubiese  sido  citado  ante  el  Tribunal  para  ser  interrogado. 

Art.  6°  Si  el  extranjero  es  perseguido  en  los  Países  Bajos  por  otra  infracción 
que  la  que  dió  lugar  á la  demanda  de  extradición,  ésta  no  se  acordará  sino  ai  íin  de 
ia  causa  y en  caso  de  condena  hasta  que  hubiera  sufrido  la  pena  ó fuere  indultado. 

Sin  embargo, podrá  el  extranjero  ser  provisionalmente  entregado  á fin  de  ser 
juzgado  en  el  Estado  extranjero,  con  la  condición  de  que  será  devuelto  á los  Paí- 
ses Bajos  después  de  la  terminación  del  proceso. 

j)Art.  T'  No  se  acordará  la  extradición  sino  con  la  condición  de  que  el  entregado 
no  podrá  ser  perseguido  ni  castigado  por  un  crimen  ó delito  cualquiera  no  previs- 
to por  el  tratado,  cometido  ántes  de  su  extradición,  á menos  que  no  hubiera  tenido 
durante  un  mes  después  de  Su  entrega,  la  libertad  (el  derecho)  de  abandonar  nue- 
vamente el  pais- 

»Art.  La  extradición  será  pedida  por  la  vía  diplomática.  No  se  acordará  sino 
después  de  tomar  noticia  del  tribunal  del  partido  en  que  el  individuo  reclamado  ha 
sido  arrestado  ó se  hallara.  Al  dar  su  dictámen,  el  tribunal  decidirá  cuáles  de  los 
objetos  embargados  pueden  ser  restituidos  al  inuividuo  reclamado,  y que  deben 
ser  enviados  como  piezas  de  convicción. 

»Art.  9'*  Miéntras  se  recibe  la  demanoa  por  la  via  diplomática  al  extranjero  cuya 
extradición  pueda  ser  reclamada,  se  le  podrá  arrestar  provisionalmente,  en  virtud 
de  una  orden  de  un  funcionario  de  justicia  ó de  uno  de  sus  auxiliares,  á instancia 
de  la  autoridad  extranjera,  que  designa  eT  tratado  como  competente  para  dictar 
un  auto  de  prisión  provisional.  .Si  el  arresto  provisional  ha  tenido  lugar  en  virtud 
de  orden  de  un  funcionario  de  justicia  auxiliar,  el  detenido  será  puesto  inmediata- 
mente á disposición  del  funcionario  principal, 

• Art.  10.  Después  de  oido  al  arrestado,  el  funcionario  de  justicia  podrá  dictar, 
bajo  su  responsabilidad,  un  auto  de  prisión  provisional,  que  se  notificará  al  dete- 
nido ántes  de  las  cuarenta  y ocho  horas  de  su  arresto.  El  funcionario  de  justicia 
ordenará  la  encarcelación  inmediata  del  detenido,  si  á ello  no  se  opusiesen  moti- 
vos de  consideración,  y la  restitución  de  los  objetos  embargados,  si  no  hubiese 
otras  razones  para  retenerlos,  si  la  demanda  de  extradición  no  se  le  ha  entregado 
con  los  documentos  requeridos,  dentro  del  plazo  que  determine  el  tratado,  y que 
no  podrá  exceder:  1“,  de  veinte  dias,  á contar  desde  la  fecha  del  auto  de  prisión 
provisional,  si  esta  ha  sido  solicitada  por  un  Gobieruo  europeo;  2°,  de  tres  meses, 
á contar  de  la  misma  fecha,  si  se  trata  de  un  Gobierno  de  una  nación  de  Europa. 
Cuando  la  demanda  de  extradición  se  formalice  en  estos  plazos,  se  lu  dará  curso, 
conforme  á las  disposiciones  del  art-  18  á 18. 

»Art.  11.  La  demanda  de  extradición  de  un  Gobierno  extranjero  deberá  estar 
acompañada  del  original  de  una  expedición  auténtica,  bien  de  un-  juicio  condena- 
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Relativamente  á los  delitos  políticos,  tuvo  lugar  una  ani- 
mada discusión  en  la  Cámara  de  los  Estados  Generales. 

Esta  discusión  fué  motivada  por  una  enmienda  presentada 
por  el  presidente  de  la  comisión  y en  la  que  se  establecia  el 
principio  de  que  la  extradición  no  se  concedería  por  crímenes 
ni  delitos  políticos.  Esta  enmienda  fué  combatida  en  conjunto, 

torio  ó de  un  auto  de  acusación,  ó de  pase  ante  la  justicia  represiva  con  auto  de 
prisión,  ó bien  de  cuaÍQuier  otro  documento  de  la  niisina  naturaleza  usado  en  el 
Estado  extranjero  é indicado  en  cd  convenio. 

luArt  12.  I.os  extranjeros  cuya  extradición  se  pida  en  virtud  de  uu  tratado  y 
cuyo  arresto  no  haya  tenido  aun  lugar,  podrán  ser  detenidos.  Kl  auto  de  prisión 
deberá  comunicárseles  ántes  de  cuarenta  y ocho  horas.  Los  objetos  que  se  hallen 
en  supoder  podrán  ser  embargados.  El  funcionario  de  justicia  del  tribunal  del  dis- 
trito donde  haya  tenido  lugar  el  arresto,  deberá  ser  informado  de  ello  antes  de 
Ttíintlcuatro  horas. 

»Art.  13.  A los  tres  dias  del  arresto,  y si  ésto  no  se  ha  efectuado  ó bien  ha  te- 
nido lugar  ánCes  de  la  demanda  de  extradición,  á los  tres  dias  de  haberla  recibido, 
el  funcionario  de  justicia  exigirá  que  el  individuo  reclamado  sea  interrogado  por 
el  tribunal,  y que  éste  dé  su  dictáraen  sobre  la  admisión  de  la  demanda. 

»Art.  14  El  individuo  reclamado  será  interrogado  en  audiencia  pública  á me- 
nos que  el  mismo  pida  que  sea  secreta  ó que  el  tribunal  lo  ordene  así,  para  toda  ó 
parte  de  la  audiencia  por  motivos  graves  que  se  harán  constar  en  el  acta.  El  in- 
terrogatorio tendrá  lus'ar  ante  el  ministerio  público.  El  individuo  reclamado  po- 
drá hacerse  asistir  por  un  consejo.  Se  admitirá  como  consejo  cualquier  persona 
que  tenga  las  cualidades  requeridas  para  presentarse  en  defensa  del  acusado  ante 
la  justicia  criminal  ó correccional. 

«Art.  15.  A ios  quince  dias  del  interrogatorio,  el  tribunal  dirigirá  su  dictámen 
y la  decisión  de  que  habla  el  art.  8®,  con  el  e.xpediente  dei  asunto  al  Ministro  de 
Justicia. 

»Art.  16.  Cualquier  individuo  que  habiendo  sido  detenido  ó reclamado,  mani- 
fieste que  posee  la  cualidad  de  neerlandés  y que,  en  su  consecuencia,  esta  ley  no 
le  es  aplicable,  podrá  reclamar  por  instancia  dirigida  á la  Alta  Corte  á los  quince 
dias  del  interrogatorio.  Esta  facultad  le  será  notificada  por  el  funcionario  de  jus- 
ticia cuanto  ántes  después  de  su  arresto,  y se  le  repetirá  la  notificación  después 
del  interrogatorio.  Además,  se  le  advertirá  que  tiene  el  derecho  de  ponerse  de 
acuerdo  á este  fin  con  su  consejo.  El  Escribano  de  la  Alta  Cortí  informará  inme- 
diatamente al  Ministro  de  la  presentación  de  la  instancia. 

Art.  n.  La  Alta  Córte  decidirá  después  de  haber  oido  al  procurador  general. 
Si  la  Alta  Córte  decide  que  el  solicitante  es  neerlandés,  ordenará  al  mismo  tiempo 
que  sea  puesto  en  libertad  si  hubiese  sido  encarcelado,  á ménos  que  su  arresto 
deba  mantenerse  por  otro  motivo.  El  Procurador  general  informará  después  de  la 
Alta  Córte,  al  Ministro  de  Justicia  de  la  decisiou  de  aquella.  Si  la  Corte  declara 
que,  el  solicitante  es  neerladés,  se  le  restituirán  los  objetos  embargados,  si  no  exis- 
te algún  motivo  que  á ello  se  oponga,  y si  el  proceso  ha  sido  iniciado  sin  h'aber 
sido  terminado,  lo  quedará  de  derecho. 

»Art.  18.  Si  en  el  plazo  fijado  por  el  art.  16  no  ha  sido  invocada  la  decisión  de 
la  alta  Corte,  ó siesta  hadecidido  que  el  individuo  no  es  neerlandés,  se  acordará  ó 
se  negará  la  extradición  por  el  Ministro  de  Justicia,  después  de  haber  recibido  el 
dictámen  del  Tribunal.  Si  se  negase  la  extradición,  el  individuo  reclamado  será 
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yse  demostró  que  los  crímenes  y delitos  políticos,  tienen  el 
mismo  carácter  que  los  crímenes  y delitos  comunes,  y que  por 
esto  no  procede  hacer  excepción. 

Es  necesario,  pues,  tener  presente  que  los  delitos  políticos 
propiamente  dichos,  no  pueden  dar  lugar  á la  extradición  por 
que  no  se  hallan  en  el  número  de  los  mencionados  en  el  art,  2S 
pero  que  se  puede  conceder  la  extradición  por  un  crimen  ó 
delito  político  cuando  presente  al  mismo  tiempo  los  caractóres 
de  un  crimen  ó delito  enumerado  en  el  art.  2°. 

En  lo  que  concierne  á la  prescripción  de  la  acción  ó de  la 
pena,  se  ha  establecido  que  la  extradición  no  pueda  acordarse 
en  el  caso  en  que,  según  las  leyes  neerlandesas,  la  prescrip- 
ción se  haya  cumplido  ántes  del  arresto  del  culpable  en  Ho- 
landa, ó ántes  de  su  citación  de  comparecencia  ante  el  juez  en 
caso  de  que  no  hubiese  podido  ser  detenido  (art.  5®). 

Otra  disposición  muy  á propósito  para  facilitar  los  procesos 
es  la  formulada  en  el  art.  6*^,  y que  no  se  halla  comprendida 
en  la  ley  de  1849.  TieUe  por  objeto  permitir  la  entrega  del  pro- 
cesado ó sentenciado  en  Holanda,  ántes  de  cumplir  la  condena 


puesto  en  libertad  inmediatamente,  sihulDiese  sido  arrestado,  y si  otro  motivo  no 
obligase  á retenerlo. 

«Art.  19.  Si  el  individuo  reclamado  no  hubiese  sido  arrestado,  ó si  debidamente 
citado,  no  hubiere  comparecido  ante  el  Tribunal,  á fin  de  ser  interrogado,  los  pla- 
zos indicados  en  los  artículos  15  y 16,  empezarán  á contarse  desde  el  dia  fijado  por 
el  Tribunal  para  el  interrogatorio. 

»Art-  20.  El  Gobierno  puede  autorizar  el  tránsito  por  el  territorio  neerlandés, 
de  un  extranjero  cuya  extradición  haya  sido  concedida  por  un  Gobierno  ligado  con 
los  Países  Bajos  por  un  tratado  de  extradición  que  comprenda  la  infracción  por  la 
que  se  ha  consentido  la  extradición,  y siempre  que  la  traslación  se  haga  con  in- 
tervención de  loa  funcionarios  neerlandeses,  en  cuanto  á la  escolta. 

»Art.  21.  El  Gobierno  puede  ordenar  que  el  extranjero  detenido  provisional- 
mente, ó que  se  halle  sufriendo  una  condena  en  los  Países  Bajos,  sea  entregado 
temporalmente  á un  Estado  extranjero  para  ser  careado  ú oido  como  testigo  en  un 
asunto  criminal.  Si  el  extranjero  estuviese  cumpliendo  una  condena  en  los  Países 
Bajos,  la  duración  de  ella  no  se  interrumpiráiJor  este  hecho. 

»Art.  22.  La  presente  ley  considera  como  neerlandés  á todos  los  que  son  repu- 
tados como  tales  por  el  Cédigo  civil.  Parala  aplicación  de  la  presente  ley  se  consi- 
derarán como  extranjeros  los  individuos  asimilados  á los  neerlandeses,  según  el 
art.  8”  de  dicho  Código. 

5 Art.  23.  Todas  las  actas  y documentos,  dictados  en  virtud  de  la  presente  ley, 
estarán  exentos  de  timbre  y registro,  y se  expedirán  libres  de  derechos. 

ttArt.  24.  La  presente  ley  no  es  aplicable  al  arresto  de  los  marineros  desertores, 
á su  entrega  á bordo,  ni  á las  medidas  que  deban  tomarse,  para  ponerlos  á disposi- 
ción de  los  Cónsules  de  sus  naciones.» 
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con  la  condición  de  que  sea  restituido  una  vez  terminado  el 
proceso.  Esto  obvia  una’  g-ran  dificultad  que  imposibilitaba 
todo  procedimiento  ántes  de  cumplir  la  condena  en  el  caso  en 
que  debiese  diferirse  la  extradición  hasta  la  extinción  de 
aquella. 

Esta  ley  tuvo  también  por  objeto  aumentar  las  garantías 
en  favor  del  acusado.  En  efecto,  no  solamente  se  consigna 
en  ella  de  nuevo  el  principio  de  que  el  individuo  requerido 
debe  ser  interrogado,  sino  que  se  prescribe  que  el  interrogato- 
rio debe  ser  público,  excepto  en  el  caso  en  que  el  prevenido 
pida  ser  interrogado  en  audiencia  privada  ó cuando  el  Tribu- 
nal, por  motivos  fundados  y que  deben  constar  en  el  proceso 
verbal,  lo  ordene  de  oficio. 

Merece  también  especial  mención  una  importante  innova- 
ción introducida  en  la  actual  ley  y que  consiste  en  haber  au- 
mentado el  número  de  personas  que  pueden  ser  entregadas. 
Según  la  ley  de  1849,  habia  una  excepción,  no  sólo  en  favor 
de  los  holandeses,  sino  también  en  favor  de  los  extranjeros 
asimilados  á los  holandeses,  según  el  art.  8®  del  Código  civil, 
es  decir;  1°,  de  los  individuos  que,  prévia  la  autorización  del 
rey,  hayan  establecido  su  domicilio  en  el  reino,  y que  hayan 
comunicado  dicha  autorización  á la  municipalidad  de  su  do- 
micilio; 2*^,  de  los  que,  después  de  haber  fijado  su  domicilio 
en  un  municipio  del  reino  y haberlo  conservado  durante  seis 
años,  declaren  ante  la  municipalidad  su  intención  de  conti- 
nuar en  el  reino  (art.  8*^,  Código  civil  Neerlandés.) 

Los  extranjeros  que  hayan  llenado  estas  condiciones,  son 
asimilados  á los  neerlandeses  en  materia  de  extradición. 

Tampoco  podrá  ser  entregado  el  extranjero  establecido  en 
territorio  neerlandés  y casado  con  neerlandesa,  ó bien  que 
siendo  casado  hubiese  tenido  un  hijo  nacido  en  el  reino. 

Todas  estas  restricciones  se  hallan  eliminadas  en  la  ley 
actualmente  en  vigor.  Se  dispone  en  ella  que  todos  los  extran- 
jeros sin  distinción  de  ninguna  especie  puedan  ser  entregados 
y que  deberán  ser  considerados  como  nacionales,  en  materia 
de  extradición,  los  extranjeros  asimilados  á los  neerlandeses, 
según  las  disposiciones  de  la  ley  civil. 

267  bis.  La  legislación  vigente  en  el  Canadá  deriva  de 
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'dos  oríg^enes  bien  distintos:  1®,  de  las  actas  votadas  por  el 
Parlamento  del  Reino  Unido  de  Ta  Gran  Bretaña  é Irlanda; 
’2'^,  de  las  actas  votadas  por  el  parlamento  Canadense. 

La  extradición  no  estaba  reg^lamentada  por  ninguna  ley 
especial  hasta  estos  últimos  tiempos,  y únicamente  lo  estaba 
por  los  convenios  celebrados  por  el  Imperio  Británico  con  los 
Estados  extranjeros.  Pero  la  ley  Canadense  de  28  de  Abril 
4e  1877  sirvió  para  formular  los,  principios  relativos  á la  ex- 
tradición. Se  dispuso  por  ella  en  el  art.  2”  que  los  procesos 
iniciados  bajo  el  imperio  de  leyes  anteriores,  se  continuasen 
■según  las  reglas  formuladas  en  la  nueva  ley. 

No  tenemos  á la  vista  el  texto  completo  de  esta  ley,  pero 
podemos  dar  de  ella  una  noticia  detallada  y mencionar  les 
principales  artículos,  según  el  análisis  hecho  por  Mr.  Carra  de 
Yana(l). 

La  regla  por  la  cual  no  se  puede  conceder  la  extradición 
por  delitos  políticos,  se  halla  formulada  en  el  art.  6®,  y en  el 
anexo  2*^  se  hallan  enumerados  los  crímenes  y delitos  que  pue- 
den dar  lugar  á la  entrega  de  los  malhechores. 

Lo  que  dá  una  particular  importancia  á la  legislación  Ca- 
nadense, así  como  á la  ley  inglesa  y americana  relativa  á la 
extradición,  es  la  autoridad  decisiva,  concedida  á la  magistral 
tura  que  no  está  llamada  solamente  á dar  su  dictámen,  sino 
también  á juzgar  si  las  condiciones  requeridas  para  la  extra- 
dición se  han  llenado  debidamente,  y tanto  es  así,  que  no  pue- 
de tener  lugar  T'ing'uná  extradición  sin  la  conformidad  con  e- 
dictámen  del  Magistrado  (2). 


(1)  Ammire  delegisl.  étrang.  (publicado  por  la  Sociedad  de  legislación  comparada 
1878,  p.  818). 

(2)  «Art.  12.  El  fugitivo  será  presentado  ante  un  Juez  que,  salvo  las  disposi- 
ciones de  la  presente  acta,  entenderá  en  la  causa,  del  mismo  modo  y basta  donde 
fuese  posible,  como  si  el  fugitivo  hubiese  sido  presentado  ante  él  acusado  de  una 
•ofensa  cometida  en  el  Canadá. 

»ElJuez  recibirá  los  testigos  que  se  ofrezcan,  bien  sea  para  probarla  verdad  de 
la  acusación,  bien  sea  para  lo  contrario,  para  poder  establecer  que  el  delito  no  en- 
traña la  extradición,  y que  es  político. 

» Art.  13.  En  el  caso  de  que  un  fugitivo , que  se  le  crea  convicto  de  un  crimen  que 
entráñala  extradición,  si  se  producen  pruebas  que,  según  la  ley  del  Canadá,  sal- 
vo las  disposiciones  de  la  presente  acta,  se  establece  quejse  halla  convicto  de  dicho 
crimen,  y en  el  caso  de  que  un  fugitivo  acusado  de  un  crimen  que  entrañe  la  ex- 
tradición, si  se  producen  pruebas  que,  según  la  ley  canadiense,  salvo  las  disposi- 
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Hay  en  la  ley  canadense  una  disposición  notable  y que  no- 
se  halla  en  la  ley  inglesa,  y es  que  la  sentencia  del  magistra- 
do es  decisiva  en  el  sentido  de  que  no  puede  llevarse  á cabo 
ninguna  extradición  contradictoriamente  á su  dictámen;  pero 
no  dice  que  deba  ser  entregado  necesariamente  cuando  el  ma- 
gistrado decida  que  lo  sea.  La  última  palabra  corresponde  al 
ministro  de  Justicia,  que  puede  anular  cualquier  auto  de  pri- 
sión dictado  por  el  juez  y dar  orden  de  poner  en  libertad  al 
fugitivo  (1). 

Otra  disposición  especial  es  también  de  notar  en  la  ley  ca- 
nadensc,  y es  la  del  art.  28,  donde  se  hallan  determinadas  las 
consecuencias  de  la  extradición  relativamente  al  juicio  del  in- 
dividuo entregado. — En  la  ley  inglesa,  en  el  artículo  3^,  nú- 
mero 2,  se  dispone  que  los  individuos  entregados  no  podrán 
ser  detenidos  ni  procesados  por  ningún  delito  cometido  ántes 
de  la  extradición  y distinto  del  que  la  hubiese  motivado.  Por 
el  contrario,  en  la  ley  canadense  se  limita  la  acción  del  juicio 
relativamente  á los  delitos  cometidos  ántes  de  la  extradición, 
sólo  á los  delitos  que  se  excluyen  en  los  tratados  vigentes  (2). 

Conviene  notar  que,  en  cuanto  á los  documentos  por  cuya 


Clones  de  la  presente  acta,  justificasen  la  acusación,  si  el  crimen  se  hutiiese  come- 
todo  en  el  Canadá;  el  Juez  dictará  el  auto  para  encarcelar  al  fugitivo  en  la  cárcel 
más  cercana, donde  quedará  detenido  hasta  que  sea  entregado  al  Estado  extran- 
jero ó puesto  en  libertad,  conforme  á la  ley;  en  este  caso,  el  Juez  dará  la  orden  de 
libertad. » 

(1)  «Art.  16.  El  Ministro  de  Justicia,  decide  al  mismo  tiempo:  i°,  que  el  delito, 
por  el  cual  se  han  adoptado  los  procedimientos  en  virtud  de  la  presente  acta,  es- 
político;  2",  que  los  procedimientos  se  han  adoptado  realmente  con  el  objeto  de 
procesar  ó castigar  al  fugitivo  por  un  delito  de  naturaleza  política;  3",  que  por 
cualquier  otra  razón,  no  debe  ser  entregado,  Ó4“,  que  el  Estado  extranjero  no  tiene 
intención  de  interponer  demanda  de  extradición : el  Ministro  de  Justicia  podrá  ne- 
garse á dar  la  orden  de  entrega,  asi  como  anular,  con  su  firma  y sello,  cualquier 
orden  dada  por  él,  ó cualquier  auto  dictado  por  un  Juez,  en  virtud  de  la  presente 
acta,  y ordenar  que  el  fugitivo  sea  puesto  en  libertad  y exento  de  todo  auto  de 
prisión,  dictado  en  virtud  de  la  presente  acta,  y en  consecuencia,  el  fugitivo  seráf 
escarcelado.» 

(2)  «Art.  23.  Cuando  un  individuo  acusado  ó convicto  de  un  crimen  queentrañe* 
laextradicion  sea  entregado  por  un  Estado  extranjero  en  virtud  de  algún  convenio- 
basta  que  este  individuo  haya  vuelto  ó haya  tenido  la  ocasión  de  x olver  al  Estado 
extranjero,  conforme  al  convenio,  no  podrá  exponérsele  á proceso  ó castigo  algu- 
nos en  el  Canadá  en  contravención  á una  de  las  condiciones  del  convenio,  por  nin- 
gún delito  cometido  ántes  de  la  extradición  con  motivo  del  cual  no  podría  ser  pro- 
cesado en  virtud  de  la  convención.  <> 
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presentación  debe  concederse  la  extradición,  no  se  exige  for- 
malmente que  las  deposiciones  de  los  testigos  sean  recibidas 
bajo  juramento  (1). 

El  procedimiento  para  el  arresto  de  un  malhechor  fugitivo^ 
se  halla  reglamentado  del  siguiente  modo: 

«Art,  11.  Cuando  se  aplique  la  presente  acta,  podrá  el  juez, 
dictar  un  auto  de  prisión  contra  un  fugitivo,  en  virtud  del  au- 
to de  prisión  extranjero  ó en  virtud  de  una  denuncia  ó queja 
producida  ante  él;  en  vista  de  tales  pruebas,  ó después  de  ta- 
les procedimientos  que,  á mi  entender,  y sólo  las  disposicio- 
nes de  la  presente  acta,  justificasen  la  expedición  de  un  auto 
si  el  crimen  do  que  el  fugitivo  se  halla  acusado  ó de  que  se 
pretende  hallarse  convicto,  se  hubiese  cometido  en  el  Canadá. 

El  juez  trasmitirá  enseguida  ab  ministro  de  Justicia  un  tes- 
timonio de  haber  dictado  el  auto  con  copia  certificada  de  las 
declaraciones  y del  auto  extranjero  ó de  la  denuncia  ó queja, 
según  el  caso.  ^ 

Cuando  la  extradición  puede  efectuarse,  no  se  entregará  el 
fugitivo  antes  de  pasar  quince  dias,  á contar  desde  la  fecha  de 
su  prisión  para  ser  entregado;  y si  el  fugitivo  pidiese  un  bre- 
ve de  habeas  cor'pus^  corno  á ello  tiene  derecho,  no  podrá  ser 
entregado  ántes  de  que,  á petición  suya,  haya  la  córte  dado 
su  decisión  (art.  17). 

Las  demandas  de  extradición  pueden  hacerse  por  la  vía  di- 
plomática ó de  cualquier  otro  modo  convenido  en  los  tratados 
(art.  22).» 


(1)  Hé  aquí  el  análisis  del  art.  0”,  relativo  á este  asunto,  dado  en  el  Boletín  de  le- 
(jistacion  extranjera:  Las  disposiciones  ó declaraciones  recibidas  en  un  Estado  ex- 
tranjero, bajo  juramento  6 por  afirmación  cuando  ésta  sea  permitida  por  la  lej^  del 
Estado,  las  copias  de  estas  disposiciones  ó declaraciones,  los  certificados  y las  de- 
mandas judiciales  extranjeras  estableciendo  el  hecho  de  una  convicción,  estando 
rcp^ularinente  legalizado»,  podrán  recibirse  como  prueba  en  todos  los  procedimien- 
tos en  virtud  de  la  presente  acta. 


CAPITULO  IV 


Fundamento  jurídico  de  la  extradición. 


á08.  (BOl  de  la  edición  francesa).  (1)  El  fundamento  jurídico  de  la  extradición,  es  un 
punto  discutido  por  los  autores.— 269  (802  de  id.)  Opinión  de  Le  GIeck.~270  (803  de 
idem)>  De  Ivluit.— 272  (304  de  id.)  De  Pinheiro  Ferreira,— 271  (805deíd.|  De  Lapey. 
—273  (306  de  id.)  De  otros  autores.  —274  (3ü7de¿íí,)  Doctrina  de  aquellos  que  quieren 
hacer  depender  todo  de  consideraciones  de  utilidad  recíproca.— 275  (808  de  icL) 
Otros  autores  que  quieren  que  tenga  por  fundamento  los  tratados.— 276  (309  de  id.) 
Doctrina  que  tiendo  á prevalecer  en  nuestra  época.— 277  (310  de  id.)  Opinión  de 
Faustino  Helio  y do  Ciarte.— 278  (311  de  id.)  Nuestra  opinión. — 279  (312  de  id.)  0|>- 
servaciones  respecto  del  juez  natural  del  malhechor.— 280(313  de  id.)  Doctrina  de 
los  autores.— 281  (314  de  id.)  Laextradicion  debería  ser  obligatoria  para  todos. 

268.  (301  de  la  ed./rauc.)—'Es  opinión  casi  universalmen- 
le  admitida  en  nuestra  época,  que  la  eutreg-a  recíproca  de  los 
malhechores  es  conforme  al  interés  de  los  diversos  Estados. 
De  este  modo,  en  efecto,  se  llega  á dar  al  fallo  sus  efectos  en 
el  lugar  en  que  ha  sido  cometido  el  delito.  Sin  embargo,  un 
punto  falta  discutir  todavía  y es  saber  si  la  extradición  de 
parte  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  ha  refugiado  el  acusado, 
debe  independientemente  délos  tratados,  ser  considerada  ju- 
rídicamente obligatoria. 

Algunos  autores  lo  han  negado  formalmente,  dando  por  ra- 
zón principal  de  esta  opinión  que  un  Estado  no  podría  privar 
do  la  libertad  al  extranjero,  que  no  ha  causado  ningún  daño  á 
aquel  gobierno  ni  á sus  ciudadanos. 

269.  (^^2  déla  ed.fr  anc.) — Le  Clercq,  después  de  haber  ad- 

(1)  Los  párrafos  suprimidos  eh  esta  versión  española,  desde  el  268  al  800  de  la 
edición  francesa  ambos  inclusive,  se  reñeren  á los  tratados  celebrados  por  Fran- 
•cia  con  diversas  naciones,  son  añadidos  por  el  traductor  M.  Antoine. 

N.  T. 
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mitido  que  el  Estado  en  cuyo  territorio  ha  sido  cometido  el 
delito,  tiene  el  derecho  de  pedir  la  extradición  del  reo,  se  ex- 
presa de  esta  manera  respecto  á la  obligación  del  otro  Estado 
en  cuanto  á entregarlo:  «In  cnjv.svis  civitatis  arhitrio  est  quo- 
modo  velit  dispo^iere  de  illis  regionHus  qwB  terHtormm  smim 
cmistituunty  in  illis  'polest  admitiere  peregrinos  aut  aditum  ad 
eas  denegare-,  transfugis  asylwn  prmhere^  imo  recipere  improdos 
et  sceleratos  omnes.  Hoc  si  facial,  jure  suo  ágil,  ñeque  allerius 
cujusvis  civitatis  jus  Imdit  (1)  » 

270.  (303  de  la  ed.  franc.) — La  misma  doctrina  se  halla  re- 
producida por  Kluit,  que  escribe  con  este  motivo:  «Nullo  modo 
docere  posse  videtur  civitaiem  cu>jus  leges  violatce  sunb  ah  alia  cU 
mtate  in  quam  se  contulit  delinquens  jit,re  esjigere  ut  eum  non 
admitía t aut  expellat.  Bquidem  certe  quo quris  fundamento  idexi- 
gere  posset  ignoro,  Recipit  civitas , quem  recipere  ipsi  placel-, 
utrum  sunt  probi  ac  fisti  exteri  illi,  au  sunt  homines  facino- 
tosí  perditi,  nihil  ínterest  (2).» 

^ Este  mismo  autor  concluye  así:  «Prefecto  populum  coger e 
ut  Jiunc  illmnve  preJiendat,  nobisqiie  remitlat,  nihil  aliud  est, 
nisi  illnm  cogere  ut  facial  aliquid  ad  quod  jure  adstringi  non 
potest  (3).» 

271.  de  la  ed.fr ano.) — Pinheiro-Ferreira,  colocándose 
en  otro  órden  de  ideas,  hace  observar  que  ningún  Gobierno  ni 
ningún  pueblo  tiene  el  derecho  de  prohibir  á un  extranjero  in- 
ofensivo el  libre  acceso  de  su  territorio,  lo  mismo  que  el  goce 
de  todos  los  derechos  civiles  de  que  se  hallan  beneficiados  los 
nacionales.  Según  él,  la  remisión  del  extranjero  ante  los  tri- 
bunales de  su  propio  país  constituirla  un  atentado  al  derécho 
de  habitar  donde  quiera  que  le  agrade , siempre  que  no 
produzca  ninguna  perturbación  en  los  derechos  de  otro.  l)e 
aquí  deduce  que  no  debería  jamás  concederse  la  extradición 
del  reo,  á no  ser  en  el  caso  en  que  este  hubiera  contraido  vo- 
luntaria mente  una  obligación  de  servidumbre  personal  de  que 
no  pudiera  desligarse.  En  cualquiera  otra  circunstancia,  se- 
gún este  autor,  la  parte  lesionada  tendría  únicamente  el  dere- 


(1)  De  transfugis  reddendis,  p.  9. 

(2)  De  deditione  profug.,  p. 

(3)  De  deditione  profug,,  p.  8. 
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cho  de  pedir  una  reparación,  que  debería  concederse  por  las 
autoridades  del  país  en  cuyo  territorio  el  prevenido  se  ha  re- 
fugiado. Desde  luego,  estas  autoridades  deberían  juzgarle  y 
castigarle,  pero  no  podrían  estar  autorizadas  á expulsarle  ni  á 
remitirlo  á otra  jurisdicción  (1). 

272.  (305  de  la  ed.  franc.J — Sapey  ha  marchado  reciente- 
mente sobre  las  huellas  de  este  autor,  cuando  á las  razones 
invocadas  por  él,  añade  en  su  discurso  lo  siguiente:  «¿Por  qué 
la  tierra  de  Francia  no  salva^al  reo  que  lo  suplica,  de  igual  ma- 
nera qqe  dá  libertad  al  esclavo  que  entra  en  ella?  ¿Seria  tan 
lamentable  acaso  que  el  territorio  de  cada  nación,  hecho  sa- 
grado, fuese  unasilo  en  la  antigua  y relig’iosa  acepción  de  esta 
palabra?  ¿Si  hace  falta  uncastigo  no  basta  con  el  destierro (2)?» 

273.  (306  de  la  ed.franc.)  Todos  los  partidarios  de  la  exter- 
ritorialidad absoluta  del  derecho  penal  consideran  la  extradi- 
ción como  inútil:  «Sugeta  á la  jurisdicción  de  todos  los  tribu- 
nales del  mundo,  la  extx’adicion  seria  inútil  (3).» 

274.  déla  ed,  p'am.)  Otros  autores,  sin  ser  en  ma- 
nera alguna  partidarios  de  la  obligación  de  la  extradición,  ad- 
miten sin  embargo  que  razones  de  conveniencia  política  y 
de  utilidad  social  pueden  comprometer  á los  Estados  á en- 
tregarse recíprocamente  los  criminales  (4).  Tal  es  el  sistema 
seguido  adelante  por  Fcelix:  «Toda  extradición,  dice,  está  su- 
bordinada á consideraciones  do  conveniencia  y de  utilidad  re- 
cíproca (5).»  Tal  es  también  la  opinión  de  Dalloz,  que  se  ex- 
presa así:  «El  mismo  interés  general  debe  determinar  al  Sobe- 
rano de  un  Estado  á abandonar  un  culpable  en  intei'és  de  la 
seguridad  de  su  vecino;  y haj^  otro  segundo  interés  no  raénos 
evidente,  que  es  el  de  la  reciprocidad  (6).»  De  igual  manera 
se  lee  en  Haus:  «Por  otra  parte  el  Gobierno  á quien  se  ha  diri- 
gido la  demanda  tiene  interés  en  acceder  á ella;  porque  rehu- 


(1)  Revue  étranyére,  t.  i,  p.  65. 

(2)  Lea  éii'ancjers  en  Feance,  iroiaiéme  partie,  p.  203. 

(ií)  Brouchaud;  Z>e  l'exíradüioii,  y>.‘á2. 

(4)  Puffendorf:  naí.et  ijeniimi,  L.  vui,  chap.  6 ^ 12.  Tributien;  DreU criminfl' 

l.e<;on  XLvii.— Bertaukl:  Cours  dw  Corfg  péjifíí,  Legón  xxvii. 

(.5)  DrQiliniernalionalprii'é^'axxxíx.  539. 

(6)  Répertoire,  v.  Traite, núm.  270. 
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sando  la  extradición^  se  despojaría  del  derecho  de  reclamarla  á 
su  vez  en  el  caso  que  esta  fuese  necesaria  (1).» 

Wliarton  á su  vez  ha  profesado  muy  recientemente  la  mis- 
ma doctrina.  «Aunque  sea,  dice,  una  prerogatiya  indiscutible 
de  cada  soberanía  independiente  garantir  á los  extranjeros  el 
libre  asilo  en  su  propio  territorio,  sin  embargo,  no  es  esta  una 
situación  en  la  cual  pueda  estar  largo  tiempo  un  Estado  civi- 
lizado. En  efecto,  el  país  que  ofreciese  tales  inmunidades  á 
los  fugitivos,  sería  el  asilo  predilecto  de  los  malhechores,  que 
pondrían  en  peligro,  no  sólo  su  moralidad,  sino  su  integridad 
social  (2).» 

275.  (308  de  la  ed.  franc.J — Una  tercera  opinión  corre  en- 

tre gran  número  de  autores.  Estos  escritores,  del  hecho  de 
que  la  extradición  se  halla  regida  por  tratados  especiales,  han 
deducido  que  los  tratados  son  el  único  fundamento  de  la  obli- 
gación de  entregar  los  criminales.  Esta  doctrina  se  ha  segui- 
do por  Martens  (3),  Klüber  (4),  Mittermaier  (5),  Forte  (6), 
Hefter  (7)  y Philimore  (8).  Este  último  autor  pretende  que  re- 
sulta de  todas  las  consideraciones  hechas  en  materia  de  ex- 
tradición, que  la  entrega  de  los  criminales  es  un  acto  de  cor- 
tesía cuando  no  obedece  tratados  especiales. 

'W'oolsey  sigue  el  mismo  camino  cuando  razona  del  modo 
siguiente:  «Aunque  algunos  autores  son  de  opinión  de  que  la 
obligación  de  entregar  ios  malhechores  es  absoluta,  el  número 
de  tratados  de  extradición  tiende  á demostrar  que  semejante 
obligación  no  se  halla  en  todas  partes  reconocida.  ¿Cuál  sería 
en  efecto  la  necesidad  de  los  tratados  para  especificar  los  crí- 
menes que  dan  lugar  á la  extradición?»  Deduce  de  esto  Wol- 
sey  que  existe  entre  los  Estados  una  obligación  limitada  de 
prestarse  asistencia  en  la  administración  de  la  justicia,  obli- 


(!)  hvoii  crimeneli  núm.  726. 

(2)  Gonflict  of  Laws,  g 940. 

(3)  Droit,  des  gens,  g 101. 

(4)  Droit  des  gens,  § 63. 

(5)  De  la  Procédure  penale. 

(6)  Instituzioui  civili.  L.  ii,  cap.  u,  g 9. 

(7)  Droit  international,  § 68,p . 129. 

(8)  International  Law,  t.  i,  núm.  367. — Y.  W.  Beaoh  Laurence:  Albaay  lav 
Journal,  1876,  p.  85. 


FUNDAMENTO  JURÍDICO  DE  LA  EXTRADICION  303 

gacion  que  no  puede  ser  definida  sino  por  medio- de  tratado» 
especiales,  que  precisan  las  intenciones  de  las  partes  (1). 

276.  (309  de  la  ed.  franc.J — En  la  ciencia  y en  la  prác- 
tica moderna,  la  opinión  que  tiende  á prevalecer,  es  que  la 
obligación  de  entreg'ar  á los  malhechores,  es  una  obligación 
jurídica  independiente  de  los  tratados.  Esta  doctrina  fué  ya 
expresada  por  Grotius,  de  la  manera  siguiente;  «El  derecho 
que  tiene  el  Estado  de  castigar  al  culpable,  no  debe  ser  limi- 
tado por  otro  Estado  en  cuyo,  territorio  reside  el  culpado;  por 
el  contrario,  debe  castigarle  ó entregarle  al  país  que  lo  re- 
clama para  el  castigo  (2).» 

Entre  los  autores  que  por  varios  motivos  admiten  que  la 
extradición  tiene  un  fundamento  jurídico  independiente  de  los 
tratados,  se  pueden  citar,  Covarruvias  (3),  Vattel  (4),  Kent  (5), 
Burlamaqui  (6),  Bluntschli  (7),  Bonafos  (8),  Calvo  (9),  Pradier- 
Fodéré  (10)  y otros  (11).  Uno  de  los  campeones  actuales  de  los 
derechos  de  lademocracia,  admite  que  la  extradición  es  obliga- 
toria, porque  considera  la  jurisdicción  penal  como  salida  de  la 
ley  natural.  «El  derecho  sobre  la  persona  del  rebelde,  es  real 
precisamente  porque  no  emana  de  una  ley  positiva......  Todos 

consideramos  en  derecho  democrático  á los  pueblos  como  soli- 
darios unos  de  otros,  contra  los  atentados  á la  vida  humana  y 
á la  propiedad  privada,  de  igual  modo  que  contra  los  atenta- 
dos á la  soberanía  popular  (12).» 

277.  (310  de  la  ed.  franc.) — A esta  escuela  pertenece 
Faustin-Hélie,  que  razona  de  la  manera  siguiente:  «El  poder 
social  en  el  seno  de  cada  sociedad  tiene  el  derecho  de  unir  su 

(1)  International  Law,  § J9. 

(2)  Le  Droit  de  la  Paix.  Liv.  ii,  ch.xxi,  § 3,  4.— Edition  Pradier-Fodéré. 

(3)  Praticariim  questionum,  c.  SI. 

(4)  Le  Droit  des  gens,  liv.  n,  § 

(5)  Coimnentaires,  i,  p.  37. 

(6) '  Droit  des  {rens,  4"  partie,  cb.  in,  § 9. 

(7J  Le  Droit  interaational  codifié,  rég.  395  et  suiv. 

¡8)  De  l’extradiiion,  p.  32. 

(9)  Le  Droit  international , liv.  is. 

(10)  Principes  généraux,  p.  548. 

(11)  Compar.  Gocceius:  PrírZecbí  «d  Gro¿/U¿&r«w.—Buddée.‘  Jurisprudent.  hisl.spe- 
c/m,,  p,  317.— Bcemerus;  Pncle,  lib.  ii,  cap.  vi,  § 35.— Halleck:  International  Law, 
ch.  vil,  § 28.— Rutberfort.’  Ist.  B.  2,  ch.  ix,  § 12. 

(12)  De  la  démocratie  dans  ses  rapports  avec  le  Droit  international,  p.  258-259. 
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acción,  en  ciertos  límites  á la  acción  de  la  justicia  extranjera, 
sea  para  ayudar,  en  interés  general  á la  aplicación  de  las  re- 
glas de  la  justicia  universal,  sea  para  mantener  el  órden  y 
ia  justicia  de  su  propio  país:  este  deber  le  ha  sido  á la  vez 
inpuesto  no  sólo  por  la  ley  moral,  sino  por  el  interés  de  su 
conservación.  Hé  aquí  el  fundamento  de  la  extradición  (1).» 

Bajo  cierta  relación,  la  doctrina  profesada  por  Clarke  es 
diferente.  Según  él,  si  la  extradición  de  un  malhechor  no  debe 
ser  considerada  como  impuesta  á modo  de  un  deber  absoluto, 
debe  serlo  ciertamente  como  un  deber  de  moralidad  política  (2). 

278,  de  la  ed.  franc.J — Creemos  preferible  la  opinión 

de  los  autores  para  quienes  la  obligación  de  entregar  los  mal- 
hechores fugitivos,  tiene,  su  fundamento  jurídico  en  los  prin- 
cipios mismos  que  sirven  de  base  al  derecho  de  castigar. 

Pensamos  también  que  un  Estado  que  no  pudiera  apoyar 
su  demanda  sobre  un  tratado,  no  podría  legalmente  exigir 
la  extradición  de  un  acusado.  Esta  es  una  consecuencia  del 
principio  general,  según  el  cual  un  Estado  no  puede  indepen- 
dientemente de  los  tratados,  obligar  á otro  Estado  á confor- 
marse con  los  principios  jurídicos.  Los  que,  por  el  contrario, 
quisieran  hacerlo  depender  todo  de  los  tratados  y los  conside- 
ran como  el  único  fundamento  del  derecho  de  extradición,  en 
lugar  de  ver  en  ellos  la  regulación  del  deber  jurídico  recípro- 
co, existente  entre  los  Estados,  no  se  aperciben  que  con  su 
teoría  dan  á los  Gobiernos  la  facultad  de  disponer  de  la  liber- 
tad de  los  particulares,  y á los  criminales  huidos  el  derecho 
de  pedir  al  Estado,  en  cuyo  territorio  se  han  refugiado,  un 
asilo  inviolable  contra  toda  persecución  relativa  á delitos  no 
previstos  en  el  tratado.  Así,  la  fuga  puede  decirse  que  hace 
adquirir  un  derecho  privilegiado  de  protección. 

Además,  las  falsas  conclusiones  á las  cuales  se  llega  en  la 
práctica  dando  una  importancia  absoluta  álos  tratados,  debe- 
rían contribuir  á poner  en  claro  los  defectos  de  esta  teoría.  Ci- 
temos como  ejemplo,  la  decisión  siguiente  del  Consejo  privado 
en  Inglaterra  (3). 


(1)  Traité  de  rinstruction  criminelle,t.  n,  p.  G6). . 

(2)  The  Law  of  estiadition,  p.  12. 

(3)  Tiaité  de  La  Bogue  du  8 Octobre  1843  et  traité  de  Tietsin  du  26  juiu  1868. 
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Un  chino,  refagiado  en  Hong-Kong  (colonia  inglesa)  j 
acusado  de  haber  asesinado  en  alta  mar  al  capitán  de  un  na- 
vio  francés,  fué  reclamado  por  la  China  al  Gobierno  inglés. 
Sometida  la  demanda  al  Consejo  privado,  se  decidió  que  no 
debia  concederse  la  extradición.  Esta  decisión  se  habia  funda- 
do en  el  tratado  de  extradición  existente  entre  Inglaterra  y 
China  (1).  Se  lee  en  el  texto  de  este  tratado:  «serán  entrega- 
dos por  Inglaterra  los  chinos  refugiados  en  Hong-Kong  y acu- 
sados de  crímenes  ó delitos  contra  las  leyes  de  la  China.»  El 
Consejo,  fundándose  en  el  texto  del  convenio,  dedujo  que  se 
debían  entender  como  previstos  por  éste,  los  crímenes  y de- 
litos ordinarios  cometidos  por  un  chino  en  China,  y reprimi- 
dos por  la  ley  china;  pero  no  los  previstos  por  leyes  extranje- 
ras. Según  él,  el  asesinato  cometido  en  alta  mar  sobre  un  na- 
vio francés,  constituía  un  crimen  contra  las  leyes  francesas  y 
no  contra  las  de  China.  Como  conclusión,  la  extradición  fué 
rechazada,  apesar  de  que  el  chino,  contra  el  cual  habia  sido 
pedida  por  su  propio  Gobierno,  fué  instigador  de  una  sedición 
de  trescientos  coolies  chinos  á bordo  del  buque  francés  la  JSfopy 
'Selle  Pénélope^  y de  que  los  rebeldes  hubiesen  asesinado  al  ca- 
pitán y una  parte  de  la  tripulación,  se  hubiesen  apoderado  de 
la  caja  y hubiesen  arrojado  contra  la  costa  la  embarcación.  Es 
verdaderamente  deplorable  que  el  texto  de  un  tratado  haya  si- 
do motivo  para  que  se  niegue  la  extradición  en  circunstancias 
tan  graves. 

No  consideramos  que  es  para  el  Estado,  al  cual  se  pide  la 
extradición  un  deber  absoluto  el  concederla,  en  el  sentido  de 
que  la  demanda  debe  bastar  para ' obligar  en  todos  los  casos 
á la  entrega  del  fugitivo;  pero  decimos  que  la  extradición  no 
deja  de  ser  nunca  un  procedimiento  judicial,  sometido  á los 
mismos  principios  que  aquellos  que  son  la  base  de  la  ju- 
risdicción internacional  en  materia  penal.  Como  tal,  desde 
luégo,  se  la  debería  considerar  y no  como  establecida  en  ven- 
taja de  tal  ó cual  Estado,  ó motivada  exclusivamente  por 
consideraciones  de  utilidad  recíproca  ó por  la  letra  muer- 

(l)  19juÍQ  1813  (-Vttorney  g-énéral  de  Hong'-Kong-,  C.  Kwon,  A.Ging.  Law  Rep.» 
P.  G.  t V,  p.  170.  Rapporté  d’apres  CIuaeL  Journal  du  Droit  International  privé, 
1874,  p.  201.J 
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ta  ele  los  convenios  qíie  derivan  de  los  tratados,  sino  coma 
la  más  ámplia  aplicación  del  principio  de  la  justicia  penal. 

279.  (312  de  la  ed.  franc.) — ¿Cuál  es,  en  efecto,  el  juez  na- 
tural del  culpable?  El  del  lugar  en  que  ha  sido  cometido  el  deli- 
to. Allí  es  donde  se  ha  producido  el  perjuicio  y donde  debe  ser 
pronunciada  la  sentencia,  en  virtud  de  la  cual  se  aplica  una 
pena,  para  reparar  el  desorden  causado  por  el  delito.  Allí  pue- 
den recogerse  las  pruebas  con  más  facilidad  y ménos  gastos, 
y allí  es  donde  el  llamado  á responder  á la  acusación,  encuen- 
tra condiciones  más  favorables  para  la  defensa,  y puede  sacar 
á luz  todos  los  medios  propios  para  establecer  su  inculpabili- 
dad. Allí  es  donde  las  circunstancias  atenuantes  y agravantes 
pueden  ser  más  fácilmente  apreciadas,  y la  culpabilidad  ó la 
inocencia  del  prevenido  declararse  con  mayor  seguridad.  Allí, 
en  fin,  está  principalmente  interesada  la  soberanía  en  adminis- 
trar Injusticia  penal  por  la  aplicación  de  las  leyes  hechas  para 
proteger  las  personas  y las  propiedades. 

280.  (313  de  la  ed,  franc.) — Esta  opinión  fué  la  de  la  gran 
mayoría  de  los  antiguos  jurisconsultos,  que  enseñaron  que  no 
pertenecía  á los  jueces  del  lugar  de  origen  ó de  domicilio,  co- 
nocer de  los  delitos  cometidos  por  el  ciudadano  fuera  del  terri- 
torio,* pero  que  debían  entregarlo  al  juez  del  lugar  en  que  el 
delito  se  habia  cometido  (1).  Hé  aquí,  por  lo  demás,  cómo  ra- 
zona en  este  respecto  Covarrubias:  «Primum  enim  máxime  con^ 
grnit  reignblicx  sedera  eo  in  locofublice  fuiiiri  in  qno  fmrinb 
perpétrala  p'ogter  exemidtm,  at  qid  no/idum  delinquerwnt  a cri- 
mmihus  ahs linean b delinquen bium  pwni tiene  terrili...  Es t el  alia 
ejusdem  sanctiónis  ratio,  quod  respuMica  illa,  in  cnjiis  territo- 
■rmm  delictum  est  perpelratim  ahsque  duMo  speciali  injuria  offi- 
citv,r.  Tertia  Ms  adiieclitur  el  instiluti  publici  rallo  ex  eo*quod, 
punitio  scelerum  admodum  necessaria  reipublicm  facüius  sil,  ac 
comodius  de  criminis  acicfor  discvÁilur,  si  ea  cansa  in  loco  delicli 
commissi  examinelur:  nam  si  alibi  forel  examinandas  q%olidi&' 
manerenl  sedera  impuni la  propler-  occuUam  auclorum  cogniiio- 
nem,  qu(X  difficillime  posset  in  lucem  prodiri,  si  in  loco  delicli, 
non  agerelur  de  criminis  ejusdem  punitione  (2).» 

{!)  Gonf.  Parinacei:  Questi.  vir,  § 10  et  20.  Esto  autor  cita  los  nomt)res  de  mu- 
'Chos  escritores  de  una  y otrá  opinión. 

(!)  Praticarum  questionum,  cap.  xi,  núm,  3. 


FUNDAMENTO  JURÍDIGO  DE  La’ EXTRADICION  307 

, El  pensamiento  de  los  jurisconsultos  modernos,  no  es  dife^ 
rente.  En  la  causa  Tivman,  juzgada  por  el  Trib%%al  del  Banco 
de  la  Reina ^ en  Inglaterra,  habiéndose  empeñado  la  discusión 
respecto  al  concurso  de  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  este, 
país,  y los  de  los  Estados-Unidos,  el  Presidente  de  dicha  Corte, 
habla  en  estos  términos:  «Es  un  inconveniente  muy  grave  que 
el  acusado  no  sea  juzgado  en  el  mismo  lugar  en  que  ha  come- 
tido el  delito,  porque  el  criminal  no  huye  solamente  para  sus- 
traerse al  imperio  de  la  ley  que  ha  violado,  sino  para  hacer 
más  difícil,  por  no  decir  imposible,  la  prueba  del  delito,  pues- 
to que  se  le  lleva  ante  los  Tribunales  de  un  lugar  diferente  de 
aquel  en  que  ha  ocurrido  el  hecho  (1).»  Cuando  la  discusión 
en  Francia  ante  el  cuerpo  legislativo  de  la  ley  de  1866,  rela- 
tiva á los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  se  demostró  ple- 
namente por  todos  los  oradores  que  la  combatieron  que  era 
más  útil  al  acusado  y á la  justicia,  que  la  sentencia  se  dictase 
en  el  lugar  en  que  había  sido  cometido  el  delito,  porque  po- 
drian  más  fácilmente  procurarse  las  pruebas  necesarias.  Julio 
Favre,  entre  otros,  se  expresa  en  estos  términos;  «En  tesis 
general,  en  derecho  común,  la  ley  que  debe  aplicarse  á los 
crímenes  y á los  delitos,  es  la  ley  del  territorio  en  que  estos 
crímenes  ó delitos  han  sido  cometidos.  El  Juez  competente  es 
el  Juez  del  territorio,  y al  mismo  tiempo  el  mayor  interés  del 
acusado  ó del  detenido,  está  en  ser  juzgado  allí  donde  puede 
recoger  sus  pruebas,  es  decir,  allí  donde  por  la  infracción  es 
acusado.  De  tal  suerte,  que  cuanto  se  refiere  á la  jurisdicción, 
á la  competencia,  ó al  interés  del  acusado,  el  juez  del  territo- 
rio en  que  el  crimen  ó el  delito  se  cometió  es  el  único  que  pue- 
de regirlo  é invocarlo  Í2).» 

Alas  mismas  conclasiones  se  llega  partiendo  del  principio 
sentado  por  Beccaria,  de  que  el  lugar  del  delito  debe  ser  el  de 
la  pena.  De  semejante  doctrina  es  fácil  deducir  que  no  hallán- 
dose los  Estados  solidariamente  interesados  en  reprimir  con 
sus  propias  le^ms  el  delito  cometido  en  el  extranjero,  están  obli- 


(1)  5 Best  audSmith  645,  rapportée  par  Glarcke.  The  Law  of  extradition  {1874^ 
p.  126,131). 

(2)  Moniteur,  1866,  p,  656,  col.  4.— Gorap.  Wavton:  conñict  of  La\vs,  S, 853.— Kent: 
Commentaries,  i,  39. 
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g-ados  á no  poner  obstáculos  á que  el  criminal  sea  condenado 
ante  su  Juez  natural. 

Si,  pues,  es  conforme  á los  principios  de  la  justicia  penal 
entregar  al  culpable  á su  Juez  natural,  la  extradición  debería 
ser  oblig’atoria  entre  Estados,  aparte  de  los  tratados,  como  el 
medio  más  .apropósito  para  realizar  los  principios  de  la  justicia 
y de  la  jurisprudencia  internacional.  También  el  Ministerio 
Rouher  dijo  juntamente  ante  el  cuerpo  legislativo  francés;  <^El 
principio  de  extradición  es  un  gran  principio  de  solidaridad  y, 
de  garantía  entre  los  Gobiernos  y los  pueblos  (1).» 

281.  de  la  ed.  franc.) — ^Esto  sentado,  se  comprende 

fácilmente  como,  según  nosotros,  las  leyes  que  subordinan  la 
extradición  á la  condición  de  la  reciprocidad  no  son  confor- 
mes á los  verdaderos  principios. 

Esta  condición,  consagrada  en  la  ley  belga  de  1874  (artícu- 
lo 1“),  en  la  ley  inglesa  de  1870  (art.  2'^),  ba  sido  propuesta  á 
la  sanción  legislativa  del  Senado  francés  en  el  art.  del  pro- 
yecto de  ley  de  extradición.  Bebemos,  sin  embargo,  hacer  no- 
tar que  si  puede  ser  útil  en  la  práctica  que  todos  los  Estados- 
civilizados  unan  sus  fuerzas  para  la  buena  administración  de 
la  justicia  penal,  y se  obliguen  en  virtud  de  los  tratados  á en- 
tregar los  autores  de  ciertos  delitos,  no  es  bueno  que  el  poder 
legislativo  limite  en  este  respecto  las  atribuciones  del  poder 
ejecutivo  subordinando  la  entrega  del  malhechor  requerido  á 
la  condición  de  la  reciprocidad.  Sería  preferible  que  determi- 
nase los  hechos  que  pueden  dar  lugar  á la  extradición,  y regm- 
lase  el  procedimiento  relativo  á esta  medida , pero  dejando 
al  poder  ejecutivo  la  plena  faculta, d de  aplicar  la  misma  ley  áun 
en  el  caso  en  que  no  hubiese  podido  llegar  á concluir  un  trata- 
do que  contenga  la  cláusula  rerferida. 

Desde  luógo,  con  este  motivo,  es  natural  que  la  disposición 
de  la  ley  inglesa  de  1870  haya  sido  combatida  por  el  attornéy 
general,  cuando  fué  discutida  en  el  seno  del  Parlamento.  <cEs 
siempre  ventajoso,  decía,  desembarazarse  de  un  criminal  ex- 
tranjero, y no  hay  razón  para  soportar  el  inconveniente  que 


(1)  Moüiteur  universel,  1863,  p 227,  col.  I''. 
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resulta  de  la  presencia  de  un  criminal,  por  el  único  motivo  de 
que  el  otro  país  quiera  soportar  la  de  los  nuestros  (1).» 

La  comisión  que  despueis  se  ha  nombrado  para  proponer 
modificaciones  á la  ley  de  1870,  es  de  opinión  que  los  tratados 
no  deberían  ser  declarados  indispensables  para  consentir  la 
extradición. 

Admite  que  estas  convenciones  internacionales  son  prácti- 
camente útiles  para  asegurar  la  reciprocidad,  y desearia  que  el 
Gobierno  fuese  libre  de  contraerlos,  á fin  de  que  pudiese  en- 
tregar un  criminal  reclamado  áun  faltando  aquellos. 

En  Francia  igualmente,  el  proyecto  de  ley  de  extradición, 
actualmente  sometido  al  Parlamento,  ha  sido  combatido  en  lo 
que  se  refiere  á la  disposición,  según  la  cual,  la  condición  de 
reciprocidad  se  reconoce  como  indispensable  para  consentir  la 
extradición,  por  un  miembro  de  la  comisión  del  Senado,  mon- 
sieur  Yentavon,  y criticado  por  nuestro  colaborador  M.  An- 
toine  en  un  artículo  sustancial  (2).  Afirmando  de  nuevo  nues- 
tra opinión,  concluimos  que  la  extradición  debe  considerarse 
como  obligatoria  entre  los  Estados  independientemente  de  los 
tratados.  Es  obligatoria;  F porque  tiene  por  objeto  proteger 
los  intereses  del  género  humano  entero , intereses  para  cuya 
protección  es  necesario  que  los  delitos  contra  las  personas 
y las  propiedades,  y que  por  tanto  atenían  al  bienestar  de 
toda  la  sociedad,  sean  reprimidos  con  la  aplicación  de  una 
pena,  que  tenga  por  efecto  apartar  por  el  ejemplo  á otros  in- 
dividuos, de  la  idea  de  cometer  esos  mismos  delitos,  y dete- 
ner de  una  manera  permanente  ó temporal,  al  malhechor  mis- 
mo en  el  camino  del  crimen;  2°  porque  resguarda  los  intereses 
del  Estado  en  cuyo  territorio  se  ha  refugiado  el  criminal, 
intereses  para  cuya  integridad  es  necesario  que  el  criminal  no 
quede  largo  tiempo  impune  en  ese  mismo  territorio,  pues  es 
probable  que  pudiese  cometer  nuevos  delitos  si  tan  árnplia  hos- 
pitalidad se  le  ofreciese.  La  obligación  de  entregar  al  malhe- 
chor fugitivo,  deriva  por  otra  parte  de  los  mismos  principios 


(1)  Véase  Biilletin  de  la  societé  de  Lécislation  comparée:  Etude  de  M.  Renauid, 
]R79,  p.  175. 

(2)  Véase  ch.  Antoine:  Etude  sur  le  projel  de  M d’exírudiHon  soumis  auSéml  franfats. , 
{fíeme  critique,  númeios  de  avrll  etde  Mai  1879.} 
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de  donde  nace  el  deber  social  de  la  represión  y de  la  protec- 
ción jurídica.  La  única  cosa  que  conviene  poner  en  claro,  es 
averiguar  cuándo  el  derecho  de  la  parte  que  pide  la  extradi- 
ción debe  considerarse  como  fundado,*  y cuándo  la  obligación 
de  entregar  al  fugitivo  puede  ser  en  ciertos  casos  limitada  por 
consideraciones  particulares.  Seria  necesario  para  esto  deter- 
minar los  principios  que  deberían  servir  de  base  á las  reglas 
internacionales  en  materia  de  extradición. 


f 


CAPITU  LO  V . 


i 

• Condiciones  de  las. que  debiera  depender  la  legitimidad  de  la 

extradición. 


‘¿82  (315  de  la  edición  francesa  ) Objetodel  preseote  capitulo, —283  (316  de  id.)  La  extra- 
dición es  g'eneralmGnte  considerada  como  un  acto  administrativo.— 284  (311  de  id.) 
■Nuestra  opinión  es  diferente,— 285  (318  de  id.)  Conviene  admitir  el  arresto  provi- 
sional del  fugitivo.— 286  (310  de  id.)  Cómo  deberla  hacerse  la  demanda  de  este  ar- 
resto —287 ,320  de  id.)  Observaciones  sobre  los  documentos  en  su  apoyo.— 288  (321 
de  ¿d.)  Inconvenientes  constatados  cu  Bélgica.— 289  (322  de  id.)  Nuestra  opinión.— 
290  (323  de  id ) Práctica  general.— 291  (324  de  id. ) Condiciones  á las  que  debería  su- 
bordinarse el  arresto  provisional.— 292  (325  de  id.)  Demanda  de  extradición  y do- 
cumentos justificativos.— 293  (326  dtí  ¿d. ) Atribuciones  de  la  autoridad  adminis- 
trativa y de  la  autoridad  judicial— 294  (327  de  id.)  Critica  de  la  práctica  actual- 
mente en  vigor.— 295  (.328  de  id.)  Opinión  de  Prevost-Paradol— 296  (329  de  id. ) 
Nuestra  Opinión.— 297  (.330  de  id.)  A qué  está  obligado  el  Magistrado  llamado  á 
examinar  la  demanda.— 298  (331  de  id.)  Necesidad  de  asegurar  la  competencia  del 
Juez  que  reclama  el  fugitivo.— 299  (332  de  id.)  Cómo  debería  ser  determinada  la 
naturaleza  del  delito.— 300  (333  de  id.)  Naturaleza  de  la  pena.— 301  (334  de  id.)  De 
laretroactividaddejostratados.— 302(335dti¿dj.Desu  aplicación  en  el  caso  de  ane- 
xión del  territorio  en  que  ha  sido  cometido  el  delito.— 303  (336  de  id.)  Otros  puntos 
dignos  de  exámcn.— 804  (337  de  id.)  Influencia  de  la  prescripción  de  la  acción  pe- 
nal y de  la  pena.— 305  (338  de  id.)  Ley,  según  la  cual  debe  ser  determinada  la  na- 
turaleza del  delito,  en  tanto  que  tiene  por  efecto  influir  sobre  el  tiempo  requeri- 
do parala  prescripción.— 306  (339  de  id.)  Be  qué  prescripción  podría  prevalerse  el 
condenado  por  contumacia.— 307  (340  de  id.)  Exáinen  de  la  culpabilidad  presumida 
(íe  la  persona  cuya  extradición  se  reclama.— 308  i34l  de  id.)  En  qué  casos  pedria 
rehusarse  la  extradición  por  motivos  de  orden  público. — 309  (342  de  id.)  El  preve- 
nido debería  ser  admitido  siempre  á su  defensa. 

282.  ( 31b  de  la  ed.  /"ranc.) — Hemos  demostrado  en  el  ca- 

pítulo anterior  que  la  extradición  deberla  ser  la  aplicación  más 
extensa  de  la  penalidad,  en  interés  de  la  gran  familia  de  los 
pueblos  civilizados,  es  decir  , una  ley  de  procedimiento  in- 
ternacional dirigida  á conducir  al  criminal  delante  de  su  juez 
natural.  Fáltanos  determinar  las  condiciones  de  que  debe  de- 
pender la  legitimidad  de  la  extradición. 

A primera  vista,  parece  que  esta  cuestión  sea  únicamente 
del  dominio  del  derecho  interno,  porque  sólo  según  sea  la  ley 
nacional  se  pueden  determinar  los  casos  en  que  un  Gobierno 
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puede  requerir  ó acordar  la  extradición.  Sin  embargOj  importa 
observar  que  estando  admitido  que  la  extradición  de  los  malhe- 
chores es  una  obligación  jurídica  internacional,  se  deben  in- 
vestigar las  condiciones  legales  á que  deberla  hallarse  subor- 
dinada esta  obligación. 

283.  (316  de  la  ed,  fra-nc.) — El  sistema  que  predomina  en 
diferentes  países,  y según  el  cual  se  considera  la  extradición 
como  una  medida  de  alta  administración  propia  exclusiva- 
mente de  las  atribuciones  del  Gobierno,  está  léjos  de  serlo 
que  debe  desearse  bajo  el  punto  de  vista  de  las  garantías  que 
se  deben  á la  libertad.  En  efecto,  dar  á los  agentes  del  poder 
ejecutivo  la  facultad  de  apreciar  el  valor  de  la  demanda  he- 
cha por  un  Gobierno  extranjero,  autorizarles  á ordenar  el  ar- 
resto del  individuo  requerido,  y á ponerlo  en  manos  de  la  jus- 
ticia extranjera,  es  hacer  la  más  gTave  confusión  de  los  dere- 
chos y de  los  deberes  de  la  soberanía , y lleg'ar  á la  violación 
más  maniftesta  de  la  dignidad  y de  la  libertad  del  hombre. 

284.  (317  de  la  ed.  /rano.)  — Al  sostener  que  la  extradi- 
ción debe  ser  una  ley  de  procedimiento  internacional  no  he- 
mos tratado  de  limitarnos  á respetar  esa  tradición  errónea.  Por 
el  contrario,  una  cosa  esencial  en  nuestro  sistema,  es  que  la 
autoridad  judicial  no  siga  siendo  extraña  á la  extradición.  Có- 
mo en  efecto,  admitir ^que  una  sentencia  emanada  de  la  auto- 
ridad de  otro  país,  y en  virtud  de  la  cual  se  requiere  proceder 
á uno  de  los  actos  ejecutorios  más  graves,  la  detención  de 
una  persona,  puede  ser  considerada  como  eficaz  para  este  efec- 
•to,  sin  la  intervención  del  Juez? 

Sin  embargo,  es  preciso  determinar  cuál  debería  ser  no 
Sólo  la  tarea  del  juez,  sino  también  la  de  los  Gobiernos. 

Comenzaremos  por  distinguir  las  medidas  urgentes  y pro- 
visionales de  las  medidas  definitivas,  la  demanda  de  extradi- 
ción y su  ejecución,  del  juicio  que  tendrá  por  objeto  permitirlos 
actos  ejecutorios. 

285.  (31S  de  la  ed.fr anc.) — El  arresto  provisional  del  acu- 
sado es  una  medida  preventiva  necesaria  para  impedir  la  eva- 
sión del  culpable,  ántes  qne  la  instrucción  y el  procedimiento 
de  la  demanda  y de  la  concesión  de  la  extradición,  hayan- 
podido  ser  terminadas.  También  debería  estar  permitido  al 
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Gobierno  pedir  la  detención  proyisional  del  fug-itivo  de  una 
manera  más  expedita,  j hasta  por  despacho  telegráfico. 

286.  (319  de  la  ed.  franc.) — Ciertos  autores  quisieran  qu-e 
semejante  disposición  pudiese  ser  provocada  directamente  por 
la  autoridad  judicial.  En  cuanto  á nosotros,  creemos  más  fun- 
dada la  opinión  de  aquellos  que  prefieren  la  vía  diplomática. 
Con  este  modo  de  proceder,  el  Gobierno  al  cual  se  ha  soli- 
citado el  arresto,  no  podria  suponer  que  se  trata  de  una  pre- 
cipitación deplorable;  por  otro  lado,  el  Estado  que  hubiese 
provocado  esta  medida  asumiria  la  responsabilidad. 

Sin  embargo,  seria  oportuno  admitir  como  regla  la  facul- 
tad dejada  al  Gobierno  de  dirigir  la  demanda  á la  autoridad 
judicial  6 administrativa,  en  lugar  de  hacerlo  al  Ministro  de 
Negocios  extranjeros.  Se  evitaría  así  un  retraso  peligroso  y con- 
siderable, si  se  tratase  de  una  demanda  de  arresto  de  un  mal- 
hechor refugiado  en  una  colonia  muy  alejada  de  la  madre  pa- 
tria, La  autoridad  judicial  debería  decidir  el  arresto,  y avisar 
enseguida  á su  propio  Gobierno,  trasmidndole  un  informe  en 
que  estuviesen  indicados  los  motivos  del  cumplimiento  de  esta 
medida,  ó de  su  inejecución,  cuando  no  pudiera  ser  efectuada. 

287.  (320  de  la  ed.  franc.') — Los  jurisconsultos  no  con- 
cuerdan  respecto  á los  documentos  que  deben  enviarse  en  apo- 
yo de  la  demanda  de  arresto,  lo  mismo  que  en  cuanto  á la 
autoridad  competente  para  ordenarla.  Por  lo  demás  , la  prác- 
tica establecida  por  los  tratados  no  es  constante  (1).  No  ocul- 


(1)  Los  principales  puntos  controvertidos  son  los  sig'uicntes:  1”  La  demanda 
de  arresto  provisional  debe  ser  hecha  poi;.la  vía  diplomática?  2"  ¿Debe  considerar- 
se como  necesaria  la  producción  del  mandato  de  arresto  discernido  por  el  Magis- 
trado competente  en  el  país  qne  hace  la  demanda?  3“  Puesta  en  ejecución  de  la 
demanda,  ¿debe  ser  obligatoria  ó facultativa  para  el  Gobierno  ai  cual  se  dirige? 

En  Italia,  aparte  del  derecho  de  espulsar  del  reino  á los  extranjeros  declarados 
vagabundos,  punto  regulado  por  el  ai  t.  4:-;9  dcl  Código  penal,  el  arresto  provisio- 
nal de  un  fugitivo,  sobre  la  demanda  de  un  Gobierno  extranjero,  esté  formulada  en 
las  convenciones  en  vigor  con  Austria,  art.  10;  con  Bélgica,  art.  10;  con  el  Brasil, 
ai't.  5";  con  Costa-Rica,  art.  10;  con  Dinamarca,  art.  9“;  con  Francia,  art-  5°,  con  el 
imperio  de  Alemania,  art,  8“;  con  Inglaterra,  art.  12;  con  Grecia,  ait.  12;  con  Gua- 
temala, art.  10;  con  Honduras,  art.  10;  con  el  Luxemburgo,¡art.  10;  con  S’an  Marino» 
• art.  9”;  con  el  principado  ele  Módena,  art,  10;  con  los  Países  Bajos,  art.  3";  con  el 
Perú,  att.^KÍ;  con  Portugal,  art.  2°, §2;  con  Rusia,  art.  10;  con  la  República  de  San 
Salvador,  art.  10;  con  España,  art.  10;  con  Suecia  y Noruega,  art.  11;  con  Suiza, 
art.  10. 

En  todas  las  convenciones  precitadas  se  dispone  que  la  demanda  debe  ser  be- 
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taremos  que  el  hecho  de  admitir  que  una  persona  pueda  ser 
privada  de  la  libertad,  en  virtud  de  una  simple  demanda  de  la 
autoridad  extranjera,  puede  en  práctica,  ser  causa  de  incon- 
venientes muy  graves.  Es  preciso  también  considerar  que  en 
ciertos  casos  la  ley  del  país  en  que  el  culpable  se  ha  refugia- 
do podría  proteger  al  fugitivo  como  ig*ual  de  un  ciudadano, 
y oponer  un  obstáculo  insuperable  á la  detención  de  aquel  in- 
dividuo sin  un  mandato  de  arresto  regular.  También  en  ciertos 
tratados,  la  trasmisión  por  la  vía  diplomática  del  mandato  de 
arresto  se  impone  como  condición  del  arresto  provisional  (1) 
Por  otra  parte,  es  más  fácil  comprender  que  exigiendo  no  so- 


•cha  por  la  vía  diplomática.  Con  Bélgica,  Francia  y el  Luxemburgo,  se  La  conveni- 
do que  la  demanda  podrá  ser  dirigida  ála  autoridad  judicial  ó administrativa,  en 
ugar  de  hacerla  al  Ministro  de  negocios  extranjeros.  Con  San  Marino  está  admiti- 
•do  que  no  solamente  la  autoridad  judicial,  sino  también  la  autoridad  administrati- 
va de  las  localidades  limítrofes,  puede  pedir  el  arresto, 

Está,  por  otra  parte,  convenido,  que  el  arresto  provisional  puede  ser  pedido  por 
la  notificación  de  la  existencia,  sea  de  un  mandato  de  arresto,  sea  de  una  sentencia 
condenatoria,  sea  de  un  acto  de  acusación  bajo  la  obligación  de  presentar  en  tiem- 
po oportuno  el  documento  en  que  se  ha  anunciado  la  e ástencia. 

El  arresto  provisional,  es,  por  lo  demás,  facultativo  de  parte  del  Gobierno  al 
cual  es  pedido.  En  efecto;  en  casi  todas  las  convenciones  citadas,  la  cláusula  á él 
relativa,  es  del  tenor  siguiente;  (¡En  caso  de  urgencia,  y pariicularmeule  cuando  hay^- 
igrode  fuga,  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  podrá  demandar  y obtener  por  una  vía  más  direc- 
ta V Aun  por  el  telégrafo,  el  arresto  del  condenado  6 del  prevenido,  en  virtud  de  una  condena,  de 
un  acto  de  acusación  6 de  un  mandato  de  arreslo,  á condición  de  presentar  en  el  más  breve  pla- 
£0  posible  el  documento  en  que  se  anuncia  la  exislencia.t¡ 

Sin  embargo,  según  los  términos  de  la  convención  con  Grecia,  el  arresto  pro- 
visional es  obligatorio,  porque  en  élla  se  lee;  ^En  caso  de  urgencia,  el  arresto  del  indi- 
viduo perseguido  será  efectuado  sobre  aviso,  etc.-» 

En  las  convenciones  con  Bélgica,  Francia  y el  Luxemburgo,  el  arresto  provi- 
sional es  declarado  obligatorio  solamente  en  el  caso  en  que  la  demanda  es  dirigi- 
da por  la  Via  diplomática  al  Ministro  de  negocios  extranjeros.  En  efecto;  en  las 
convenciones  celebradas  con  Bélgica  y el  Imxeinburgo  se  dice;«art.  10.  El  extran- 
jero arrestado  provisionalmente.  » «Y  en  la  celebrada  con  Francia  está  escrito 
art.  .Y.»  «El  individuo  ser  arrestado  preventivamente.»  Pero  cuando  la  de- 
mandaes  dirigida  á la  autoridad  judicial  ó administrativa,  el  arresto  es  declarado 
facultativo;  sin  embargo,  está  prescrito  á estas  autoridades  el  proceder  sin  plazo  al 
intciTOgatorio  y á las  investigaciones  necesarias  y de  rendir  enseguida  cuenta  al 
Ministerio  de  negocios  extranjeros  de  los  motivos  que  han  podido  impedir  proceder 
al  arresto. 

(h  En  Frauda,  según  los  términos  de  los  convenios  de  extradición  concluidos 
basta  1854,  se  exigía  para  el  arresto  provisional  la  producción  del  mandato  de  ar- 
resto de  la  autoridad  judicial  del  pais  que  hizo,  la  demanda.  En  las  convenciones 
posteriores  concluidas  con  el  principado  de  Lippe  el  11  de  Abril  de  1854,  se  consa- 
gra la  regla,  de  que  el  arresto  provisional  podia  ser  obtenido  ante  la  producción 
•de  documentos  judiciales  y sobre  el  simple  aviso  de  su  existencia. 
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lamentóla  demanda,  sino  también  el  mandato  de  arresto,  que 
se  ha  trasmitido  por  la  vía  diplomática,  se  llega  á fayoreeer  al 
fugitivo,  que  tiene  todo  el  tiempo  necesario  para  ponerse  al 
abrigo  de  persecuciones  con  el  fruto  de  sus_  rapiñas,  y para 
sustraerse  á la  jurisdiccion.de  los  Estados  de  Europa. 

288.  (321  de  la  ed.  franc.) — Sucedia  frecuentemente  en 

Bélgica,  cuando  la  ley  de  1833  estaba  en  vigor,  que  siempre 
que  la  demanda  con  los  documentos  judiciales  en  su  apoyo 
llegaba  con  algún  retraso,  las  personas  señaladas  oficialmente 
como  criminales,  se  embarcaban  en  Ostende  ó en  Amberes, 
sin  que  las  autoridades  de  este  país  hubiesen  podido  impedir 
á esos  felices  viajeros  sustraerse  con  su  botín,  á los  rigores  de 
la  ley,  y marchar  á países  lejanos  á goza.r  tranquilamente  del 
fruto  de  sus  robos.  ^ 

En  la  ley  de  1868,  se  modificó  la  disposición  de  la  ley 
de  1833,  relativa  á esta  materia,  y para  no  hacer  ilusoria  la 
medida  del  arresto  provisional,  se  dispuso  que  podría  tener 
lagar  por  mandato  de  prisión  dictado  por  el  Juez  de  instruc- 
ción del  lugar  de  la  residencia  ó de  la  mansión  temporal  del 
prevenido,  mandato  susceptible  de  ser  motivado  por  el  aviso 
oficial  trasmitido  por  las  autoridades  del  país  en  que  el  delito 
se  hubiese  verificado  (1). 

289.  (322  de  la  ed.  franc.J. — Una  regla  preferible  y más 
conforme  al  fin  que  se  persigue,  es  que  para  obtener  el  arres- 
to provisional,  debería  bastar  á un  Gobierno  conocer  la  exis- 
tencia del  mandato  de  arresto,  y la  naturaleza  del  delito  y dor 
las  señas  del  prevenido.  El  Gobierno  así  requerido  deberia 
acoger  la  demanda  sin  exigir  ninguna  otra  formalidad.  De- 
jando á este  Estado  libre  á su  antojo  de  hacer  ó no  hacer  la 
detención,  se  llegaría  á legitimar  lo  arbitrario:  exigiéndole  la 
facultad  de  pedir  las  pruebas  jurídicas  de  la  culpabilidad  pre- 
sumida para  proceder  al  arresto  con  conocimiento  de  causa,  se 
dá  al  criminal  requerido  el  tiempo  necesario  para  huir,  porque 
las  pruebas  jurídicas  no  podrían  resultar  sino  del  exámen  de 
los  actos  judiciales,  y hemos  demostrado  cuán  peligroso  seria 
el  retraso  producido  por  el  hecho  cuya  llegada  se  quería  es- 
perar. 

(1)  véase  Nyples:  Vasinomie,  1868,  p.  83. 
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290.  (323  de  la  ed.  franc.). — En  el  estado  actual  de  las 
cosas^  estando  regida  la  detención  proyisional  por  los  tratados, 
es  seguramente  facultativa,  cuando  se  pide  con  ocasión  de  un 
delito  no  previsto  en  el  convenio.  Lo  mismo  sucede  cuando  no- 
ha  sido  declarada  obligatoria  ante  la  simple  demanda  que  se 
ha  hecho  en  virtud  del  tratado  existente  (1). 

291.  (324  de  la  ed,  frmic.J—'L2i  detención  provisional  es 
una  medida  preventiva  destinada  á hacer  imposible  la  fuga 
del  reo  durante  el  proceso,  y á dar  el  tiempo  necesario  para 
formular  una  demanda  regular  de  extradición.  Desde  luego, 
es  evidente  que  en  todos  los  casos  debe  limitarse  al  tiempo  ne- 
cesario para  la  remisión  de  la  demanda  regular.  En  esta  mate- 
ria, convendría  tener  en  cuenta  la  distancia.  Es  por  lo  demás 
natural,  que  el  detenido  pueda  obtener  la  libertad  provisional 
bajo  caución  en  los  casos,  y bajo  las  condiciones  establecidas 
por  la  ley  local. 

Si  la  detención  se  hubiera  hecho  con  urgencia  por  la  auto- 
ridad administrativa,  sería  siempre  necesario  que  la  autoridad 
judicial  estuviese  avisada  de  ello,  para  que  pudiese  apreciar 
las  circunstancias  relatadas  en  el  proceso  verbal  extendido 
por  la  autoridad  que  ha  ejecutado  el  arresto.  También  la  auto- 
ridad judicial  deberia  interrogar  al  individuo  arrestado  y pro- 
veer á la  guarda  de  los  objetos  embargados,  para  conservar 
aquellos  que  pudieran  ser  útiles  á la  instrucción  del  negocio  y 
devolver  los  otros  (2). 

Después  de  la  terminación  del  tiempo  fijado  para  la  trasmi- 
sión regular  de  la  demanda  de  extradición,  sin  que  esta  tras- 
misión hajm  tenido  lugar,  la  persona  detenida  podrá  reclamar 
su  libertad,  y la  autoridad  judicial  deberá  decidir  si  el  acusado 
preventivamente  preso  debe  ser  puesto  en  libertad,  6 bien  sr 
habia  motivo  para  prolongar  su  arresto  provisional,  teniendo 


(1)  En  Francia  también  el  arresto  provisional  era  facultativo,  según  los  térmi- 
nos ele  las  convenciones  existentes  hasta  1868.  Después  de  esta  época  para  obviar 
el  peligro  de  hacerlo  ilusorio,  en  las  convenciones  con  Eaviera,  el  Gran  Ducado- 
de  Badén,  el  Gran  Ducado  de  Oldembui  go,  l.a  Hesse  y Austria,  se  declara  el  ar- 
restó obligatorio.  Esperamos  que  este  principio  prevalecerá  en  los  tratados  de 
nuestra  época  como  el  más  práctico  y el  más  razonable- 

(2)  Véanse  las  convenciones  citadas, /oc.  d/.,  para  el  embargo  de  los  objetos 
ocupados  en  posesión  del  prevenido. 
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en  cuenta  las  circunstancias  especiales  que  hubiesen  impedido 
la  trasmisión  de  la  .demanda  regular. 

292.  (325  de  la  ed,  franc.J. — Toda  demanda  de  extradición 
debería,  lo  mismo  que  los  documentos  en  su  apoyo,  ser  tras- 
mitida por  la  vía  diplomática  (1). 

Nos  parece  que  á pesar  de  las  estipulaciones  recíprocas 
tratadas  entre  ciertos  Gobiernos,  la  simple  producción  de  un 
mandato  de  arresto  no  debería  bastar  nunca  como  apoyo  de 
una  demanda  de  extradición  (2).  Basta,  en  efecto,  observar 
que  la  extradición  de  un  criminal  fugitivo  que  no  lia  violado 
las  leyes  del  país  en  que  se  refugió,  es  un'grave  mal,  y que  no 
podría  ser  leg'ítima  sino  por  una  presunción  de  culpabilidad 
establecida  contra  el  individuo  reclamado.  Esta  presunción 
puede,  por  lo  demás,  inducirse  legítimamente  de  una  orde- 
nanza de  la  Cámara  del  consejo  ó de  la  Cámara  de  acusación, 
ó de  un  magistrado  competente  que  hubiese  remitido  al  acu-- 
sado  ante  una  jurisdicción  penal.  Desde  luego,  estos  actos  de- 
berían, en  nuestra  opinión,  servir  de  documentos  justiücati- 


(1)  Ksta  regla  estacón  razón  generalmente  consignada  en  todos  los  tratados. 
Es  observada  áun  en  el  caso  de  la  demanda  de  extradición  de  un  indi^viduo  que  se. 
ha  refugiado  en  una  colonia  alejada  de  la  madre  patria,  á menos  que  una  estipu  - 
lacion  contraria  no  se  halfe  inserta  en  los  tratados. 

En  la  convención  entre  Italia  y la  Gran  Bretaña,  se  estipuló  que  la  demanda  de 
extradición  de  un  individuo,  que  se  ha  refugiado  en  las  colonias  ó en  las  posesio- 
nes de  una  de  las  dos  partes  con  tratantes,  puede  ser  hecha  al  Gobierno  ó*á  la  auto- 
ridad suprema  de  dicha  colonia  ó posesión  por  el  principal  oficial  consular  de  la 
otra  parte,  residente  en  dicha  colonia  ó posesión.  Si  el  inculpado  se  hubiese  fuga- 
do de  una  colonia  o posesión  del  país  que  pide  la  extradición,  la  demanda  podría 
ser  hecha  por  el  Gobierno  ó por  la  .-xutoridad  Suprema  de  esta  colonia  ó posesión. 
A la  prosecución  de  semejantes  demandas,  los  Gobiernos  o autoridades  supremas 
deberían,  siendo  posible,  hacer  aplicación  de  las  cláusulas  del  tratado,  según  los 
términos  en  que  tendria  lugar  la  extradición,  ó bien  referirlo  á su  Gobierno. 

Seria  de  desear  que  semejante  cláusula  viniese  á serla  regla  general  en  mate- 
ria de  extradición  entre  colonias.  Se  evitarían  asi  los  inconvenientes  que  resultan 
en  ia  práctica  del  retraso  causado  por  el  empleo  de  la  via  diplomática,  cuando  las 
colonias  próximas  la  una  de  la  otra  están  muy  lejos  de  la  madre  patria. 

(2)  En  los  tratados  celebrados  por  el  Gobierno  italiano,  el  simple  mandato  de 
arresto  ó todo  otro  acto  equivalente  á este  mandato,  está  declarado  suficiente  bajo 
este  punto  de  vista  respecto  del  .Austria,  art.  9°;  de  la  Bélgica,  art.  9";  de  Dinamar- 
ca, art.  8";  de  Francia,  art.  7";  dsl  Imperio  de  Alemania,  art.  7“;  de  Grecia,  articu- 
lo ll;de  Guatemala,  art.  9“;de  Honduras,  art.  9";  de  Luxemburgo,  art.  9";  de  San 
Marino,  art.  8";  de  Monaco,  art.  9";  de  los  Países  Bajos,  art.  7°;  del  Perú,  articulo 
9";  de  Portugal,  art.  2”;  de  Rusia,  art.  9 ’;  de  República  de  San  Salvador,  art.  9“;  da 
España,  art.  9";  de  Suecia  y Noruega,  art.  10;  de  la  Suiza,  art.  9.“ 
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VOS,  y ser  entregados  en  forma  auténtica,  y debidamente  le- 
galizados. 

203  (326.  de  la  ed.  franc.).  — La  autoridad  administrativa 
debería  examinar  la  demanda  que  le  es  trasmitida  pof  la  vía 
diplomática,  y averiguar  si  emana  de  un  Gobierno  con  el  cual 
se  ha  celebrado  un  tratado  de  extradición  y si  está  hecho  con 
ocasión  de  un  delito  inscrito  en  el  tratado.  Si  resultase,  á pri- 
mera vista,  que  el  delito  con. ocasión  del  cual  ha  sido  reque- 
rida la  extradición  fue  de  naturaleza  política,  la  autoridad  ad- 
ministrativa podria  rechazarla  de  plano.  Si,  por  el  contrario,  se 
tratase  de  un  delito  Lie  derecho  común,  la  intervención  de  la 
autoridad  judicial  debería  ser  exig'ida  para  acordar  legitima- 
mente  la  entrega  del  malhechor. 

El  resultado  definitivo  de  la  extradición,  es  que  en  virtud 
de  un  juicio  de  acusación  ó de  la  condena  de  un  tribunal  extran- 
jero, se  procede  á la  detención  del  acusado  á fin  de  entregar- 
lo al  país  que  le  reclama  legalmente  para  castigarle.  Nadie  du- 
dará que  este  sea  ano  de  los  actos  de  ejecución  más  graves. 
Desde  luego,  si  es  una  opinión  unánime  que  proceder  á actos 
de  ejecución  sobre  los  bienes  ya  muebles  ó inmuebles,  en  vir- 
tud de  una  sentencia  extranjera,  es  atentar  á la  soberanía  de 
un  Estado  y no  respetar  la  distribución  de  poderes,  si  prévia- 
mente  la  autoridad  judicial  del  país  no  ha  apreciado  el  valor  de 
la  sentencia  y no  ha  decretado  los  actos  de  ejecución,  con  ma- 
yor razón  no  debería  admitirse  una  regla  diferente  con  res- 
pecto al  más  grave  de  todos  los  actos  ejecutorios,  de  aquel  que 
conduce  á disponer  de  la  libertad  personal  (1). 

294.  (327  de  la  ed.  /rano.). — El  ministro  Rouher  ha  dicho 

justamente  en  la  Cámara  francesa,  que  la  extradición  está 
considerada  por  la  mayor  parte  de  los  Estados  como  un  acto 
del  poder  ejecutivo;  pero  esto  no  es  una  buena  razón  para 
hacer  respetar  aquellá  tradición  errónea.  Nosotros  podemos  ad- 
mitir que  la  ejecución  de  la  extradición,  después  que  ha  sido 
ordenada,  debe  ser  confiada  al  poder  ejecutivo;  pero  no  nos 

(1)  Faustinp-Hélíe  {Traiíé  de  Finstr,  crim.,  t.  ii,  p.  135),  después  de  haber  razona- 
do sobre  la  necesidad  de  hacer  intervenir  la  magistratura  en  la  instrucción  rela- 
tiva á la  extradición,  concluye  así:  «Esta  marcha  tendría  la  inmensa  ventaja  de 
regularizar  el  arresto  del  inculpado,  de  asegurar  con  estas  medidas  un  carácter 
legal  y de  conciliar  así  la  extradición  con  el  derecho  común.» 
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parece  razonable  que  un  Gobierno  pueda  disponer  de  la  líber-  ^ 
tad  individual  sin  la  intervención  del  poder  judicial.  En  últi- 
mo análisiSj  la  entrega  de  un  criminal  fugitivo,  es  un  mal  pa- 
ra aquel  que  es  su  causa  y desde  luégo  una  pena  impuesta 
por  la  autoridad  pública  á la  persoúa  presumida  ó declarada 
culpable  por  razón  de  un  delito  cometido  en  otra  parte.  Si  se- 
mejante pena  pudiera  ser  aplicada  de  una  manera  arbitraria,  ó 
sin  el  empleo  de  las  investigaciones  previas  y de  rigor  sobre  la 
culpabilidad  presumida  del  individuo  reclamado,  privando  de 
la  libertad  á una  persona  que  no  lia  violado  las  leyes  del  país, 
se  cometeria  una  violencia,  se  atentaria  á la  justicia  sin  un 
pretesto  de  utilidad  pública,  y se  ocasionaria  una  confusión 
no  menor  que  aquella  que  resultaría  de  una  negativa  constan- 
te á la  extradición. 

295.  (328  de  la  eÁlcimi  francesa) . — Si  la  extradición,  escribe 
con  razón  Prévol-Paradoi,  es  imposible,  si  la  impunidad  está 
asegurada  al  culpable,  bastante  bábil  ó diclioso  para  franquear 
á tiempo  la  frontera,  la  civilización  recibe  de  este  estado  de 
cosas  UQ  daño  y al  mismo  tiempo  una  vergüenza;  pero  el 
daño  y la  vergüenza  no  son  menores  si  la  extradición  del  ex- 
tranjero es  demasiado  fácil,  si  basta  á un  Gobierno  reclamar 
en  todas  partes  á los  nacionales  para  cogerlos,  si  las  fronteras 
que  mantienen  entre  los  pueblos  una  independencia  y una  di- 
versidad provechosa,  se  abaten  decididamente  ante  el  espíritu 
de  persecución  y de  venganza,  si  los  poderes  humanos  pueden 
llegar  en  todos  lugares  á sus  enemigos  6 á sus  víctimas,  como 
el  centurión  de  los  Césares  llegaba  sin  pena  á las  extremidades 
del  mundo  entonces  conocido,  hasta  los  hombres  que  oran  el 
último  ejemplo  y la  última  honra  de  su  patria  degenerada  (1). 

296.  (329  de  la  edición  francesaJ.—^Qniíiáo^  estos  princi- 
pios, es  fácil  deducir  de  ellos,  que,  según  pensamos,  es  un  er- 
ror grave  conñar  á los  agentes  del  poder  ejecutivo  la  instruc- 
ción de  una  demanda  de  extradición.  Por  lo  demás,  la  teoría 
sustentada  por  Pinheiro-Perreira,  ''Según  la  cual,  el  Magis- 
trado del  país,  en  que  se  ha  refugiado  el  acusado  debería  juz- 
garle, no  estaría  más  conforme  con  ios- principios  racionales. 


(1)  Revxie  iks  Deux-Mondes,  15  'de  Febrero  de  1856,  p.  10)  5. 
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En  este  sistema  se  llegaría  al  error  opuesto.  No  nos  parece^ 
conforme  con  los  verdaderos  principios,  querer  obligar  al  Go- 
bierno que  ha  promulgado  la  demanda  á dar  la  prueba  de 
la  culpabilidad  del  acusado  ante  los  Tribunales  del  Estado  á 
quien  esta  demanda  se  dirige.  Semejante  prueba  podria  ser 
más  eficazmente  dada  ante  el  Juez  llamad»)  á hacer  aplicación 
de  la  lev  penal  y que  es,  según  hemos  dicho,  el  Magistrado 
del  lugar  en  que  se  cometió  el  delito. 

En  este -lugar,  sólo  puede  l legar  el  Juez  á conocer  la  cul- 
pabilidad ó la  inocencia  del  acusado.  Allí  solamente,  en  efec- 
to, puede,  ayudado  de  los  testigos,  apreciar  todas  las  circuns- 
tancias del  hecho,  tales  como  han  sido  formuladas  en  este  ver- 
so latino; 

qms,  quiins  auxiliis^  cm%  quomoclo^  q%ando. 

Cuando  se  sostiene  que  el  .Juez  del  Estado  requerido  debe 
conocer  acerca  de  lo  bien  fundado  de  la  acusación  y quedar 
convencido  de  la  culpabilidad  del  reo,  se  llega,  ora  á destruir 
el  fundamento  jurídico  de  la  extradición,  según  el  cual,  el 
Juez  natural  del  malhechor,  es  el  del  lugar  en  que  ha  sido  co- 
metido el  delito,  ora  á alterar  la  naturaleza  y el  objeto  de  las 
sentencias  criminales,  cuyo  resultado  definitivo  debe  depen- 
der siempre  de  la  exacta  apreciación  de  los  elementos  de 
prueba. 

297.  (330  de  la  ed.  francesa)  misión  del  Magistrado 
del  Estado  al  cual  se  ha  hecho  la  demanda,  deberla  limi- 
tarse á examinar; 

P Si  el  derecho  del  Gobierno  que  reclama  al  fugitivo  está 
bien  fundado. 

2”  . Si  del  examen  extrínseco  de  las  piezas  de  la  demanda 
resulta  que  el  individuo  requerido  puede  ser  considerado  sus- 
ceptible de,  extradición. 

3^^  Si  el  hecho  de  conceder  la  extradición  de  este  individuo 
no  tendría  .por  resultado  lá  violación  de  los  principios  de  órden 
público  en  vigor  en  el  Estado  al  que  se  ha  hecho  la  petición  6 
de  los  derechos  de  la  humanidad. 

298.  (331  de  la  edición  francesa) . — Para  llegar  á conocer  el 
fundamento  de  una  demanda  de  extradición,  es  necesario  ante 
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todo  asegurarse  de  la  competencia  del  Magistrado  que  ha  pro- 
imnciado  la  sentencia.  Una  vez  establecida  esta  competencia 
según  los  principios  de  la  jurisdicción  penal  internacional,  no 
se  podrá  ya  rechazar  la  demanda  como  ilegítima,  si  el  fugiti- 
vo fuese  reclamado  para  ser  conducido  ante  su  Juez  natural. 

Para  decidir,  pues,  si  el  derecho  del  Estado  peticionario 
está  fundado  sobre  el  tratado  de  extradición  en  vigor,  bastaría 
examinar  si  el  delito  por  razón  del  cual  ha  sido  hecha  la  de- 
manda, se  halla  en  el  número  de  los  comprendidos  en  este 
tratado.  Debe  también  observarse  que  el  tratado  que  debe  con- 
sultarse es  aquel  que  está  en  vigor  cuando  la  demanda  y no  el 
que  existe  en'  la  época  de  la  condena  del  individuo  recla- 
mado (1). 

299.  (332  de  la-  edición  francesa) . — Eespecto  á la  aplicación 
del  tratado,  puede  fácilmente  llegarse  á objetar  si  la  natu- 
raleza del  delito  debe  ser  determinada  según  la  ley  del  país  en  i 
que  aquel  ha  sido  cometido  ó según  la  del  Estado  requeri- 
do. Eacionalmente  está  uno  obligado  á reconocer  que  no  es  la 
ley  del  Estado  al  cual  se  dirige  la  demanda  quien  debe  ser 
consultado.  En  efecto;  esta  ley  carece  de  valor  para  servir  de 
indicación  á la  medida  en  que  deben  ser  reprimidos  los  he- 
chos punibles  cometidos  en  el  extranjero.  Se  deberla,  por  el 
contrario,  consultar  la  ley  del  país  en  que  ha  sido  cometido  el 
delito  para  determinar  su  naturaleza. 

■ Esta  doctrina  fué  afirmada  por  el  Consejo  de  Estado  italia- 
no' en  su  dictámen  de  8 de  Agosto  de  1874,  apropésito  de  una 
demanda  de  extradición  hecha  por  el  Gobierno  austro-húnga- 
ro. Es,  sin  embargo,  contrario  á los  principios  consignados  en 
Francia  en  los  convenios  posteriores  á 1869,  en  todos  los  cua- 
les se  halla  inscrita  la  regla  de  que  la  naturaleza  del  delito 
debe  ser  determinada  por  la  ley  del  Estado  á quien  se  dirige 
la  demanda. 


(1)  Véase  en  esta  séntiéo  la  decisioií  del  TribUDal  Federal  Suizo  de  25  de  Junio 
de  1815.  Se  pedia  si  en  el  caso  de  una  demanda  de  extradición  de  un  Bávaro  se  de- 
Lia  aplicar  el  tratado  celebrado  entre  Baviara  y Suiza  el  28  de  Junio  de  1851,  6 
bien  el  celebrado  entre  Suiza  y el  Imperio  de  Alemania  el  24  de  Junio  de  1814. 
{Címei:  Mmu  du  Dr.  iníernat.  ¡¡vivé,  año'  1875,  p.  461.) 
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300.  de  la  edición  francesa), — Admitiendo  que  en  un 
tratado  se  haya  estipulado  que  la  extradición  se  concede  por 
razón  de  los  delitos  susceptibles  de  penas  crirninaleSj  si  por 
consecuencia  de  una  modificación  de  la  ley  penalj  an  hecho 
hasta  allí  reprimido  por  una  pena  criminal,  es  declarado  no 
capaz  de  extradición,  no  se  podra,  segmn  los  principios  por 
nosotros  admitidos,  pretender  que  este  mismo  hecho  deba  ser- 
vir de  base  en  adelante  á la  extradición.  En  efecto;  á conse- 
cuencia del  cambio  de  la  naturaleza  de  la  pena,  el  hecho  puni- 
ble pierde  el  carácter  que  lo  hacia  susceptible  de  dar  lugar  á 
esta  medida. 

301.  (334  de  la  edición  francesa), — Otro  punto  que  es  igual- 
mente objeto  de  una  controversia,  es  averiguar  si  un  tratado 
puede  aplicarse  á un  hecho  punible  ya  previsto,  pero  que  ha 
sido  cometido  ántes  de  que  se  hubiese  concluido  el  tratado  (1). 
A este  propósito,  creemos  poder  deducir  fácilmente  del  princi- 
pio por  nosotros  admitido,  de  que  los  tratados  no  son  la  base 
jurídica  de  la  extradición,  que  ésta  puede  ser  concedida  por 
hechos  anteriores  á la  conclusión  del  tratado.  Pero  esto  no  equi- 
vale á decir  que  el  Estado  requirente  puede  pretender  que  el 
tratado  sea  aplicable  á los  hechos  que  son  anteriores,  á menos 
que  tal  extensión  no  pueda  sacarse  por  inducción  de  las  reglas 
y de  las  excepciones  establecidas  en  el  tratado  mismo.  Repeti- 
remos, pues,  lo  qne  ya  hemos  dicho  varias  veces,  esto  es,  que  es 
necesario  distinguir  entre  el  derecho  de  conceder  la  extradición, 
que  pertenece  al  Gobierno  requerido,  y el  derecho  de  obtener- 
la, que  puede  pertenecer  al  Gobierno  requirente.  El  primer 
derecho  es  independiente  de  los  tratados;  el  segunde,  por  el 
contrario,  está  subordinado  á éllos.  El  Gobierno,  al  cual  se 
hace  la  demanda,  podrá  conceder  la  extradición  por  hechos  que 
no  están  previstos  en  el  tratado  ó bien  por  hechos  cometidos  an- 
teriormente. El  Gobierno  que  hace  la  demanda  no  podrá  exi- 
gir la  extradición  sino  por  hechos  incluidos  en  el  tratado  y so- 
metiéndose álas  condiciones  en  él  formuladas.  Algunos  auto- 
res, partiendo  del  principio  de  que  el  derecho  de  asilo  es  un 


(1)  Véase  Billot;  Traüé  de  1'e.Uriuliüon,  p 251.— Dalloz:  Rép.,  F."  Traite,  núm.  805- 
Calvo;  Droil  internan  onal , vol.  i,  núm.  420^ 
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derecho  primordial  j personal  de  que  todo  individuo  tiene  fa- 
cultad para  prevalerse,  y tal,  que  una  vez  adquirido  por  el  cri- 
minal que  se  ha  refugiado  en  un  país,  no  podria  ser  derogado 
ni- destruido  por  el  Gobierno,  han  afirmado  que  lo  mismo  que 
no  se  podrian  hacer  leyes  penales  retroactivas,  no  se  podria 
aplicar  un  tratado  álos  hechos  punibles  que  le  son  anteriores. 

Semejante  razonamiento  no  es  exacto.  La  ley  penal  iio  es 
aplicable  á los  delitos  cometidos  antes  de  que  haya  sido  dicta- 
da, porque  los  derechos  existentes  en  el  hombre  de  castigar  al 
hombre  derivan  de  la  ley.  Pero  no  se  puede  decir  lo  mismo  del 
derecho  de  entregar  á un  criminal  fugitivo,  que  es  im  dere- 
cho soberano  y un  deber  recíproco  entre  Estados  civilizados, 
que  ni  deriva  de  la  ley  ni  de  los  tratados.  Los  tratados  no 
tienen  otro  efecto  que  regular  la  práctica  del  derecho  y del 
deber  preexistentes,  convírtieudo  la  obligación  moral  en  obli- 
gación jurídica.  Desde  luégo  la  extradición  puede  ser  regular 
áun  cuando  haya  sido  concedida  por  un  delito  cometido  ante- 
riormente á la  conclusión  de  un  tratado.  Esto  es  por  lo  de- 
más, lo  que  ha  decidido  la  Corte  del  Sena  en  la  forma  siguien- 
te: «No  haciendo  los  tratados  sobre  la  extradición  sino  regu- 
lar los  derechos  preexistentes,  es  claro  que  no  se  les  da  efecto 
retroactivo  reconociendo  la  regularidad  de  una  extradición  he- 
cha, en  virtud  de  un  tratado  de  esta  naturaleza,  por  crímenes 
anteriores  al  mismo  tratado  (1).» 

Nosotros  deducimos  de  esto , que  por  relación  al  derecho 
que  corresponde  al  Gobierno  requerido,  es  inútil  discutir  so- 
bre el  efecto  retroactivo  del  tratado. 

Pero  en  ló  que  se  refiere  al  dereciio  que  pertenece  al  Esta- 
do requirente,  haremos  observar  que  la  cuestión  de  saber  si 
el  tratado  debe  ser  aplicado  retroactivarneute,  depende  en  un 
todo  de  los  términos  de  este  tratado.  Si  so  ha  estijmlado  por 
un  pacto  expreso  que  el  tratado  tendría  efectos  retroactivos, 
como  ha  sido  ya  concluido  entre  Italia  é Inglaterra  (2),  ó bien 


il)  15  dé  Diciembre  de  1846,  Davix,  Pal,  1841,  t.  1!,  p.  150. 

(2i  En  el  tratado  de  28  de  Marzo  de  1873,  síj  dice  en  su  art.  19:  «I.as  altas  partes 
contratantes  declaran  que  las  presentes'estipulaciones  se  aplican,  lo  mismo  á los 
individuos  ó á los  sentenciados  que  lian  cometido  el  delito  que  motiva  su  extradi- 
ción ántes  de  ia  fecha  del  presente  tratado,  que  á aquéllos  que  lo  han  cometido 
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sucede  lo  contrario,  como  tuvo  lugar  entre  Italia  y Mí^jico  (1), 
la  cuestión  uo  puede  ser  objeto  de  ninguna  duda. 

En  el  caso  contrario,  la  extensión  del  tratado  sobre  los  de- 
litos anteriores  podria  ser  admitida  por  inducción,  conformán- 
dose con  las  reglas  las  excepciones  en  vigor,  entre  los  dos  Go- 
biernos. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  las  partes  contratantes  se 
hayan  obligado  á entregarse  todos  los  criminales  que  habién- 
dose j)uesto  en  estado  de  acusación  ó habiendo  sido  condenados  en 
el  territorio  de  íiii  país,  se  hiibiesen  re  fugiado  en  el  de  otro,  y 
que  entre  las  e.xcepciones  formuladas  en  el  tratado , no  se  en- 
cuentre expresada  la  de  que  la  convención  no  sería  aplicable 
á los  delitos  cometidos  anteriormente.  Entonces,  se  podria  de- 
cir racionalmente  que  la  convención  sería  aplicable  á los  in- 
dividuos acusados  6 condenados  por  razón  de  delitos  cometi- 
dos ántes  de  la  fecha  del  tratado.  Esta  sería  la  consecuencia 
legítima  de  la  regla  según  la  cual  no  se  deben  añadir  á un  tra- 
tado otras  excepciones  que  aquellas  en  él  formuladas,  y del 
principio. existente  exceptio  unius  inclusio  alterius.  '' 

Si  se  considera  la  intención  de  las  partes  y se  observa  que 
en  la  práctica  moderna,  cuando  se  quieren  limitar  los  efectos 
de  los  tratados,  se  tiene  necesidad  de  declararlo  expresamen- 
te (2),^  deberá  afirmarse  que  los  que  nada  hayan  declarado, 
tuvieron  la  intención  de  hablar  también  de  los  individuos  que 
han  sido  acusados  ó condenados  ántes  del  tratado , lo  mismo 
que  de  aquellos  que  cometieron  después  los  delitos. 

Estos  principios  han  prevalecido  en  la  discusión  que  tuvo 
lugar  entre  los  Gobiernos  italiano  y americano,  con  motivo  de 
la  extradición  de  un  cierto  Angelo  de  Giacomo,  que  estaba 


posteriormente.  B Esta  estipulación  es  la  justa  aplicación  Jel  principio  puesto  en 
el  acta  de  extradición  de  1816,  art.  6°. 

(1)  El  art.  8*’  del  tratado  de  80  de  Abril  de  1874  dispone  lo  sig'uioDte;  «Las  dis- 
posiciones del  presente  tratarlo  no  pueden,  en  manera  alguna,  ser  aplicadas  á 
los  crímenes  enumerados  en  el  art.  2°,  que  han  sida  cometidos  con  anterioridad 
á la  fecbadc  las  ratiñeaciones  que  habrán  sido  hechas.» 

(2)  E i art.  5“  del  tratado  celebrado  entre  Francia  y América  el  9 de  Noviembre, 
de  1813,  dice  expresamente:  «Las  disposiciones  de  la  presente  convención  no  se 
aplicarán  en  manera  alguna  á Jos  crímenes  enumerados  en  el  art.  2",  cometidos 
ántes  de  su  fecha,  j) 
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acusado  de  un  asesinato  cometido  en  los  alrededores  de  Ña- 
póles, ei  4 de  Setiembre  de  18^7,  y que  se  habia  refugiado  en 
New-York.  Habiendo  pedido  el  Gobierno  italiano  la  extradi- 
ción de  este  individuo,  en  los  términos  del  tratado  concluido 
en  Washington,  el  23  de  Marzo,  ratificado  el  17  de  Setiembre 
de  1868,  la  defensa  del  acusado  pretendía  que  el  Gobierno  de 
los  Estados-Unidos  no  podía  conceder  la  extradición,  porque 
no  le  estaba  permitido  declarar  el  tratado  aplicable  á ios  crí- 
menes cometidos  ántes  de  su  conclusión  definitiva.  El.tUbu- 
nal  de  circuito  de  los  Estados-Unidos  decidió  que  en  el  caso  de 
que  dos  Gobiernos  hubiesen  convenido  entregarse  los  crimina- 
les refugiados  en  sus  respectivos  territorios,  la  extradición  de 
un  individuo  reclamado  con  motivo  de  un  crimen  cometido 
ántes  de  la  fecha  del  tratado  debe  concederse,  siempre  que  se 
trate  de  un  crimen  mencionado  en  el  tratado  (1). 

* 302.  (335  de  la  ed.  franc.). — Principios  análogos  pueden 

servir  para  resolver  otra  cuestión,  la  de  saber  si  un  Estado  tie- 
ne el  derecho  de  obtener,  por  aplicación  de  un  tratado  exis- 
tente, la  entrega  de  un  criminal,  que  después  de  haber  come- 
tido un  crimen  en  un  país  que  se  ha  unido  enseguida  á su  ter- 
ritorio, se  ha  refugiado  en  el  territorio  del  Estado  requerido. 

Se  puede  suponer  que  la  demanda  ha  sido  hecha  ántes  de 
la  anexión,  y que  todos  ios  actos  de  procedimiento  relativos  á 
ella  hayan  sido  íntegramente  cumplidos.  Es  fácil  decidir  en 
este  caso,  que  el  criminal  deberia  ser  entregado  al  gobierno, 
al  que  de  hecho  pertenece  el  territorio  en  que  se  cometió  el 
delito. 

Pero  cuando  el  Estado  soberano  del  territorio,  ántes  de 
la  anexión,  no  ha  podido  hacer  la  demanda  por  falta  de  tra- 
tado, y el  gobierno  del  Estado  que  ha  anexionado  este  mismo 
territorio  hace  una  demanda  de  extradición,  invocando  un 
convenio  ya  existente  en  su  favor,  puede  suscitarse  alguna 
duda  para  saber  si  esta  convención  será  aplicable  á los  de- 
litos cometidos  en  el  país  anexionado  en  una  época  anterior  á 
esta  anexión.  Para  sostener  la  negativa,  se  puede  decir,  con^ 
siderando  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  del 


(1)  Tribunal  de  circuito  de  los  Estados-Unidos  (cantón  sud  de  New-York),  24  de 
Diciembi-e  de  1874.— Glunet:  Jmrn.  du  Vi\  internaí,  privé,  1875,  p.  222. 
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Estado  requirente,  que  la  extradición  puede  pedirse  eii  los  tér- 
minos de  los  convenios  en  vigor,  en  el  caso  en  que  se  trate  de 
un  delito  cometido  en  el  país  sometido  á la  jurisdicción  de  este 
Estado;  que  si  desde  luego  el  Estado,  al  que  pertenece  la  ju- 
risdicción antes  de  la  anexión,  no  podia  exigir  que  su  deman- 
da fuese  acogida  porque  no  existia  convenio  alguno  de  extra- 
dición en  provecho  suyo,  el  otro  Estado  que  se  ha  agregado 
el  territorio  no  podría  pretender  que  la  convención  existente 
entre,  él  y el  Estado  á quien  se  ha  hecho  la  petición,  se  apli- 
que á los  hechos  anteriores  á la  anexión.  Esto,  en  efecto,  equi- 
valdría á dar  una  fuerza  retroactiva  á la  convención  misma. 
Sin  duda,  después  de  la  anexión,  los  tratados  existentes  son 
aplicables  al  territorio  anexionado,  como  á todas  las  partes 
que  de  hecho  dependen  del  Estado  soberano,  y rigen  todas 
las  relaciones  jüi’ídicas  nacidas  después  de  la  anexión; 
diciendo  que  se  podría  tener  el  derecho  de  pedir  la  aplicación 
del  convenio  á los  hechos  anteriores  á esta  anexión,  se  admi- 
tirla que  las  jmrtes  hubiesen  podido  adquirir  derechos  ántes 
del  planteamiento  del  convenio  de  que  deberían  aquellos  mis- 
inos derechos  derivarse. 

Este  razonamiento,  en  apariencia  bien  fundado,  es  la  con- 
secuencia de  falsos  x^untos  de  vista,  bajo  ios  cuales,  ciertos 
autores  consideran  los  tratados  de  extradición.  Como  hemos 
dicho  en  el  numero  precedente,  estos  tratados  tienen,  por  efec- 
to regular,  las  relaciones  que  existen  entre  dos  Estados  sobe- 
ranos, de  convertir  en  obligación  legal,  la  obligación  moral 
de  entreg’arse  los  criminales  fugitivos,  que,  según  ciertos  au- 
tores, es  una  obligación  de  cortesía  internacional. 

El  derecho,  en  una  parte,  de  pedir  y la  obligación  en  otra 
parte  de  conceder  la  extradición,  tiene  su  fundamento  en  el 
hecho  de  que  el  individuo  que  ha  violado  las  leyes  de  un  país, 
se  ha  refugiado  en  el  territorio  de  otro  para  sustraerse  á entrar 
en  juicio  y á la  aplicación  de  la  ley  que  ha  violado.  El  deber 
que  contrata  un  Estado  de  no  proteger  al  criminal  huido,  nace 
^n  el  momento  mismo  en  que  éste  viene  á buscar  un  refugio 
en  su  territorio,  y dura  de  un  modo  permanente  todo  el  tiem- 
po, durante  el  cual  se  x^rolonga  la  permanencia  de  este  indivi- 
duo. Una  vez  admitido  esto,  á qué  preocuparse  de  la  época  de 
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la  perpetración  del  delito  j de  las  leyes  y de  los  tratados  en- 
tonces en  vigor,  si  como  hemos  repetido  varias  veces,  el  asilo 
no  puede  jamás  ser  puesto  en  la  misma  categoría  de  un  dere- 
cho personal,  y no  puede  desde  luego  conducir  á tener  cuenta 
de  las  leyes  y de- las  condiciones,  bajo  el  imperio  de  las  cuales 
ha  sido  adquirido. 

Si,  pues,  está  bien  claro  que  un  criminal  fugado  se  ha  re- 
fugiado en  el  territorio  de  un  Estado,  y si  el  derecho  pertene- 
ciente al  Estado  que  le  reclama  de  juzgarle  y castigarle,  no  ha 
prescrito:  si  tal  Estado  le  reclama  en  virtud  del  tratado  que 
sirve  para  regular  sus  relaciones  con  soberanías  extranjeras,  y 
que  es  aplicable  á todos  los  casos  en  que  un  criminal  va  á es- 
tablecerse en  el  territorio  de  la  otra  nación,  para  escapar  á su 
enjuiciamiento  y á su  condena,  entónces  el  Estado  requerido 
debe  encontrarse  obligado  á no  interponerse  entre  el  preveni- 
do y el  país  que  tiene  el  derecho  de  reclamarle  para  juzgarle 
y castigarle,  y á nada  conduciría  discutir  respecto  de  las  con- 
diciones particulares  que  han  podido  producirse  después  de  la 
entrada  del  fugitivo  en  el  país  á que  se  acogió. 

El  sistema  adoptado  por  el  Gobierno  de  Malta,  es  entera- 
mente opuesto  á nuestra  doctrina.  Tratábase  de  un  italiano 
originario  de  las  provincias  de  la  Italia  central.  Después  de 
haber  cometido  un  delito  en  las  provincias  venecianas,  perte- 
necientes entónces  al  Austria,  se  habia  refugiado  en  Malta. 
El  Gobierno  austríaco,  sin  haber  concluido  tratado  alguno  de 
extradición  con  el  de  Malta,  no  pudo  obtener  la  entrega  del 
fugitivo.  Después  de  la  reunión  de  Venecia  al  reino  de  Italia, 
el  Gobierno  italiano,  que  habia  concluido  un  tratado  de  extra- 
dición con  el  de  Malta,  pidió  la  entrega  del  culpable;  pero  fué 
rechazada  en  atención  á que  en  la  época  de  la  perpetración  del 
delito  el  territorio  veneciano  no  estaba  bajo  la  jurisdicción 
territorial  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 

Arlia,  que  cita  este  caso,  erig'e  en  principio  la  doctrina  de 
que  el  convenio  de  extradición,  no  es  aplicable  á los  delitos 
cometidos  en  un  territorio  en  que  no  se  tenia  jurisdicción  ftl- 
guna  cuando  su  perpetración.  En  cuanto  á nosotros,  mirando 
la  cuestión  bajo  un  punto  de  vista  diferente,  hemos  llegado  á 
conclusiones  opuestas. 
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303.  (336  de  la  ed.  franc.J, — Podría  suceder  que  uno  de 
los  dos  Estados  contratantes  haya  violado  el  convenio  de  ex- 
tradición, y que  quiera  enseguida  por  razón  de  este  solo  he- 
cho considerar  el  convenio  como  roto,  respecto  á la  otra  parte 
que  lo  invoca. 

A este  propósito,  conviene  hacer  observar,  que  según  los 
principios  admitidos  por  los  publicistas,  es  verdad  que  un  tra- 
tado anteriormente  concluido  puede  ser  roto,  cambiado  ó mo- 
dificado, por  común  acuerdo  de  las  dos  partes;  pero  que  nunca 
una  parte  puede  por  sn  sola  voluntad,  anular  un  pacto  bilate- 
ral, sino  cuando  esto  es  de  necesidad  para  su  propia  conserva- 
ción, ó para  la  defensa  de  sus  derechos  naturales,  ó cuando  se 
justifica  por  motivos  importantes  de  represalia  respecto  á la 
otra  parte,  que  la  primera  ha  descuidado  la  observancia  de  las- 
estipulaciones  del  tratado. 

Síguese  de  estos  principios,  qufe  cuando  un  convenio  de- 
extradición  es  violado  por  una  de  las  partes  contratantes,  no 
es  lícito  valerse  de  semejante  violación  para  deducir  de  ello 
que  el  convenio  debe  ser  considerado  como  enteramente  anu- 
lado. Este  convenio  es  entonces,  ciertamente,  rescindible  en 
ventaja  de  la  otra  parte,  que  á título  de  represalia  podría  decla- 
rar que  lo  considera  anulado  en  razón  de  la  violación  que  ha 
sufrido;  pero  si  esta  parte  ofendida  considerase  como  más  con- 
forme á sus  intereses  pasar  por  alto,  ó contentarse  con  cual- 
quiera otra  reparación,  la  otra  parte  no  podría  pretender  que 
el  convenio  estaba  anulado. 

304.  (337  de  la  ed,  franc.J. — Otro  punto  que  debería  exami- 
narse es  el  referente  á si  la  prescripción  déla  acción  ó de  la  pena 
estaba  consumada.  Es  indudable  que  no  se  podría  considerar- 
corno  legítima  una  demanda  de  extradición,  si  según  los  térmi- 
nos de  la  ley  del  país  que  la  ha  hecho,  la  pena  ó bien  la  acción,, 
hubiese  sido  prescrita.  ¿Con  qué  objeto,  en  efecto,  pedirla  en- 
trega de  un  criminal  que  no  pudiera  ser  sometido  ála  aplicación 
de  ninguna  ley  penal,  ni  de  ninguna  vía  de  ejecución? 

• Algunos  autores  han  pretendido  que  el  cumplimiento  déla 
prescripción,  ya  de  la  accioií,  ya  de  la  pena,  adquiridas  en  los 
términos  de  la  ley  del  país  solicitado,  podia  ser  un  obstáculo 
insuperable  opuesto  á la  extradición.  Esta  opinión  ha  sido* 
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consignada  en  una  cláusula  especial  inserta  en  los  tratados 
concluidos  entre  diversos  Estados  (1).  Se  pretende  hacer  deri- 
var esta  regla  del  principio  de  que  nadie  puede  ser  capaz  de 
extradición  si  no  es  reprensible  en  los  términos  de  la  ley  del 
país  en  que  se  ha  refugiado.  Debemos,  sin  embargo,  hacer  ob- 
servar, que  partiendo  del  principio  de  que  los  delitos  por  los 
cuales  ha  de  admitirse  la  extradición,  deben  ser  los  cometidos 
contra  las  personas  y las  propiedades,  delitos  para'cuya  repre- 
sión deben  hacer  causa  común  todos  los  Estados,  es  racional  ad- 
mitir la  regla  de  que  no  podria  haber  extradición,  sino  cuando 
el  delito  por  razón  del  cual  ha  sido  requerida,  se  ha  castigado- 
en  el  mismo  país;  pero  que  por  todo  lo  que  se  refiere  al  proce- 
dimiento y á la  represión,  debería  ser  indiferente  para  el  país 
Tequerido  que  la  pena  fuese  más  severa,  ó bien  que  el  proce-* 
dimiento  fuese  diferente,  según  las  leyes  del  país  requerente, 
y que  debería  ser  así  para  la  prescripción  de  la  ley  penal. 

Hemos  dicho  más  arriba  que  la  prescripción  de  la  acción 
penal  debería  estar  sometida  á las  mismas  reglas  que  la  acción 
y la  jurisdicción  penal.  Bastaría  examinar  el  fundamento  de 
la  prescripción  en  materia  penal,  para  convencerse  de  que  la 
ley  del  país  que  sirve  de  refugio , no  puede  servir  para  indi- 
car la  época  en  que  podria  estar  cumplida  la  prescripción. 
Desde  luégo  sin  tener  en  cuenta  la  práctica  en  vigor,  vemos 
que  el  derecho  del  Estado  que  reclama  al  fugitivo,  debe- 
ría ser  considerado  como  concluido  si  la  prescripción,  ya  de 
la  acción,  ya  de  la  pena , fuese  cumplida  en  los  términos  de  la 
ley  del  país  en  que  se  ha  cometido  el  delito  (2). 


(1)  En  los  convenios  concluidos  entre  Italia  y los  demás  Estados,  prevalece  la 
regla  de  que  la  extradición  no  puede  tener  lugar,  si  después  de  la  perpetración 
del  delito,  las  persecuciones  ó !a  condena,  la  prescripción,  ya  de  la  acción,  ya  de  la 
pena,  se  ha  cumplido  según  los  términos  de  la  ley  del  pais,  en  el  cual  el  condenado 
ó el  acusado  se  ha  refugiado.  Esta  cláusula  existe  en  los  tratados  siguientes ; con 
Austria,  ait.  4°;  cou  Bélgica,  art.  4";  con  el  Brasil,  art.  11;  con  Dinamarca, 
articulo  6°;  con  Francia,  art.  10;  con  el  Imperio  de  Alemania,  art.  5“;  con  la  Gran 
Bretaña,  art.  6*;  con  Grecia,  art.  T;  con  Guatemala,  art.  4";  con  Honduras,  art. 
con  Luxemhurgo,  art.  4";  con  San  Marino,  art.  i8;  con  Monaco,  art.  4“;  con  los  Paí* 
ses  Bajos, art.  4°;  con  Portugal,  art.  7';  con  el  Perú,  art.  4“;  con  Rusia,  art.  S*";  coa' 
San  Salvador,  art.  4°;  con  España,  art.  4";  con  Suecia  y Noruega,  art.  5";  con  Sui- 
za, art.  4°. 

(2)  El  Tribunal  Federal  Suizo  ha  decidido  en  2 de  ágosto  de  ISIS,  que  la  extra- 
dición puede  ser  concedida  en  el  caso  en  que  la  prescripción,  ya  de  la  pena,  ya  de- 
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305.  (338  de  la  ed.  franc.),  — Habiendo  admitido  que  la 

prescripción  de  la  acción  penal  sea  una  excepción  perentoria 
en  materia  de  extradición,  cuando  según  los  términos  del  tra- 
tado en  vigor  debe  ser  apreciada  de  conformidad  con  la  ley 
del  Estado  requerido,  puede  presentarse  en  la  práctica  la  di- 
ficultad siguiente:  Dado  que  el  tiempo  exigido  para  la  pres- 
cripción de  la  acción  penal,  difiera  según  que  se  trate  de  crí- 
menes, de  delitos  ó de  contravenciones,  ¿qué  ley  deberá  servir 
para  determinar  la  naturaleza  del  hecho  acriminado,  en  rela- 
ción á los  efectos  de  la  prescripción?  Según  algunos  autores 
cuando  un  hecho  punible  está  castigado  con  penas  crimina- 
les por  la  ley  del  país  que  hace  la  petición  de  extradición,  y 
por  penas  correccionales  según  la  ley  del  país  requerido , la 
‘ naturaleza  del  delito  por  lo  que  toca  á los  efectos  de  la  pres- 
cripción debería  ser  determinada  según  la  legislación  del  país 
en  que  el  acusado  se  ha  refugiado,  suponiendo  que  esta  legis- 
lación, en  los  términos  del  tratado,  debe  servir  para  determi- 
nar la  prescripción  misma.  En  cuanto  á nosotros,  no  podre- 
mos admitir  esta  doctrina,  áun  en  la  hipótesis  de  que  la  pres- 
cripción debiera  ser,  según  los  términos  del  tratado,  apreciada 
por  la  ley  del  Estado  requerido.  Si  la  acción  penal  se  ejerce 
en  nombre  del  Estado,  cuya  ley  ha  sido  violada,  y si  la  ex- 
tradición se  concede  á consecuencia  del  acta  de  acusación  ó 
de  condena,  que  sirve  para  determinar  la  naturaleza  del  deli- 
to, ¿cómopodria  darse  á éste  una  calificación  diferente  de  aque- 
lla que  le  ha  sido  dada  en  la  sentencia  en  cuestión  de  acusa- 
ción ó de  condena,  sin  otro  fin  que  extender  ó limitar  el  bene- 
ficio de  la  prescripción? 

306.  (339  de  la  ed.  franc.). — Independientemente  de  la^ 

cuestión  que  acabamos  de  exponer,  podría  presentarse  una 
grave  discusión  con  motivo  de  averiguar,  si  respecto  de  una 
sentencia  por  contumacia,  se  podría  invocar  ya  la  prescripción 
de  la  acción,  ya  la  de  la  pena.  Habiéndose  presentado,  ha  sido 

lá  acción,  haya  sido  adquirida  según  los  términos  déla  ley  delpais  en  que  el  indi- 
viduo reclamado  se  ha  refugiado.  Se  apoya  esta  decisión  en  el  art.  0°  del  tratado 
de  9 de  Julio  de  1839,  entre  Francia  y Suiza,  que  está  concebido  de  la  siguiente 
manera:  «La  extradición  ser  rechazada  si  la  prescripción  de  la  pena  ó de  la 
acción  ha  sido  adquirida,  según  las  leyes  del  país  en  que  el  acusado  se  ha  refu- 
vgiado.w 
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examinado  por  el  Consejo  de  Estado  italiano  á propósito  de  la 
extradición  pedida  por  el  Gobierno  francés  de  un  cierto  Rom- 
baldi,  condenado  por  contumacia  por  ol  Tribunal  de  Bastía, 
por  sentencia  de  17  de  Mayo  de.  ISéO  (1).  Preguntábase  si  la 
prescripción  podía  ser  considerada  como  adquirida  á conse- 
cuencia de  haber  espirado  un  período  de  más  de  diez  años  en- 
tre la  época  del  pronunciamiento  del  fallo  y la  de  la  deman- 
da de  extradición.  Todo  dependía  de  saber  si  debía  conside- 
rarse el  fallo  en  rebeldía  como  una  verdadera  sentencia,  ó 
bien  como  un  simple  acto  de  procedimiento.  El  Consejo  de 
Estado  admitió  con  razón  que  la  sentencia  en  rebeldía,  aun- 
que revocable,  no  deja  de  ser  una  verdadera  sentencia  que  tie- 
ne por  objeto  detener  el  curso  de  la  prescripción  de  la  acción 
penal.  Como  desde  luégo  la  prescripción  de  la  pena,  según 
nuestro  Código' de  procedimiento  criminal,  no  se  produce  sino 
después  de  haber  espirado  veinte  años,  mientras  que  diez  años 
bastan  solamente  para  la  prescripción  de  la  acción  penal,  era 
naiural  decidir  que  el  individuo  reclamado  invocase  vana- 
mente la  prescripción,  puesto  que  no  había  pasado  tiem])o  sufi- 
ciente para  permitirle  valerse  de  la  prescripción  de  la  pena  (2). 

307.  (340  de  la  ed.  frane.'), — Las  investigaciones  de  la  se- 

gunda categoría,  que  deberían  ser  hechas  por  el  tribunal  lla- 
mado á decidir  sobre  la  admisibilidad  de  lá  demanda.,  debe- 
rían estar  dirigidas  de  modo  que  comprobasen  que  el  indivi- 
duo requerido  pueda  verdaderamente  presumirse  digno  de  ser 
entregado.  Es  necesario,  ante  todo,  asegurarse  de  la  identidad 
del  prevenido.  La  prueba  de  esta  identidad  debería  hacerse  por 
el  Gobierno  requereute.  Este  Estado  debería  además  proveer 
todas  las  indicaciones  consideradas  necesarias  ])ara  permitir  la 
comprobación  de  esta  identidad  en  los  casos  dudosos  (3),  Ta- 


(1)  Véanse,  las  opiniones  del  Consejo  de  Estado  italiano  de  24  de  Marzo  de  IStl 
y de  8 de  .\gosto  de  1874. 

(2  Véase  Pessina,  Ehmcnli  diDiritlo  pcvale,  p.  385.— Calvo,  DroU  internctl. , t.  i, 
§ 415.  — Faustino  Hélie,  Trailé  de  Vinslrucí-  C7'im.,  ^ t67. 

i3)  Las  señas  del  acusado  ó del  condenado  son  generalmente  consideradas  co- 
mo suficientes.  Sin  embargo,  en  Inglaterra  se  exige  la  comparecencia  de  un  testi- 
go que  afirme  la  identidad  del  acusado.  Lo  misroo  sucede  en  los  Estados-Unidos 
de  .América,  y es  evidente  que  semejantes  formalidades  entrañan  graves  dificul- 
tades. 
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los  poílrian  sor  el  acta  de  notoriedad , la  declaración  de  las 
])crsüiias  que  conocen  al  reO;,  las  señas^  la  fotografía,  y el  in- 
terrogatorio del  individuo  reclamado.  Cuando  se  promoviesen 
dudas  graves  que  no  pudieran  decidirse  de  otra  manera,  se 
podria  pedir  la  comparecencia  de  testigos  capaces  de  hacer 
constar  la  identidad.  Sin  embargo,  no  se  debería  recurrir  á 
un  medio  semejante,  sino  raramente  y en  caso  de  absoluta  ne- 
cesidad. 

Por  lo  demás,  la  sentencia  de  la  Cámara  de  acusación,  ó la 
sentencia  condenatoria,  son  por  si  mismas  documentos  que 
pueden  servir  para  establecer  la  presunción  de  culpabilidad. 
Hemos  dicho  cuán  difícil  es  en  la  práctica  hacer  prueba  del 
delito  ante  el  juez  del  país  requerido. 

Por  otra  parto,  no  os  conforme  al  respeto  recíproco  que  se 
debóii  entre  sí  los  Estados,  dudar  de  lo  bien  fundado  de  la 
acusación.  También  cuando  el  magistrado  extranjero  compe- 
tente ha  hecho  constar  que  tal  o cual  delito  fué  cometido,  y 
que  tal  ó cual  individuo  se  halla  acusado  o convicto  de  ha- 
berse hecho  culpable  de  él,  convendría  referirse  á las  contes- 
taciones de  este  mismo  magistrado,  que  ha  decidido  con  cono- 
cimiento de  causa  sobre  el  fundamento  de  la  acusación  (1). 

Croemos  útil  hacer  observar,  que  en  la  hipótesis  de  la  exis- 
tencia, en  el  país  requerido,  de  una  ley  interior  que  limite  los 
casos  de  extradición,  seria  necesario  examinar  si  el  delito,  por 
su  naturaleza,  está  en  el  número  de  aquellos  que  pueden  dar 
lugar  á la  extradición  y que  están  enumerados  en  esta  ley. 

Debería  también  examinarse  con  cuidado,  si  no  se  trata  de 
un  delito  político,  puesto  que  se  atentaría  á la  justicia  si  en  lu- 
gar de  enjuiciar  á un  criminal,  se  entregase  á los  rigores  de 
Ja  ley  al  autor  de  un  delito  político. 

Si  el  acusado,  requerido  por  un  gobierno  extranjero,  pro- 
moviese una  excepción  de  tal  naturaleza,  bastante  para  destruir 
la  criminalidad  del  hecho  que  ha  sido  imputado  (tal,  por  ejem- 
plo, de  legítima  defensa),  y si  tal  excepción  pareciese  á pri- 
mera vista  fundada,  no  bastaría,  sin  embargo,  para  hacer  re- 


(1 ) Véase  la  sentencia  del  Tribunal  federal  suizo  de  2 de  .vgosto  de  1875,  citada 
por  Clunet,  de  Droil  inteninliaual privé,  1875,  p.  462. 
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chazar  la  demanda.  El  juicio  definitivo  pertenece  únicamente 
al  magistrado  competente  por  razón  del  delitOj  y él  solo  puede 
decidir  si  la  excepción  es  fundada  y si  es  de  naturaleza  bas- 
tante para  extinguij*  la  acción  penal. 

Suponiendo  que  en  el  convenio  se  haya  admitido  que  la 
extradición  no  pudiese  tener  lugar,  sino  únicamente  por  los 
delitos  declarados  punibles,- en  los  términos  de  las  leyes  de 
los  dos  Estados  contratantes,  y que  por  razón  de  un  delito 
punible,  según  los  Códigos  de  ambos  Estados,  la  queja  de  la 
parte  civil  se  exiga  (como,  por  ejemplo,  para  el  delito  de  rap- 
to), la  falta  de. querella  seria  un  motivo  suficiente  para  hacer 
rechazar  la  extradición. 

La  autenticidad  de  los  documentos  es  una  de  las  cosas  que 
dehe  ser  examinada  por  la  autoridad  judicial.  Bastaría  á este 
respecto  tener  en  cuenta  las  reglas  presmutas  por  la  ley"  del 
país  qne  ha  pedido  la  extradición,  y la  regla  lomisregii  actmn^ 
á lo  ménos,  siempre  que  no  se  considere  la  trasmisión  de  los 
documentos  por  la  vía  diplomática,  como  una  prueba  suficien- 
te de  esta  autenticidad.  Desde  lueg’O,  en  los  países  en  que,  se- 
gún la  ley  local,  los  documentos  pueden  ser  suministrados  en 
apoyo  de  una  demanda  de  extradición,  esto  en  cuanto  á la 
forma,  regulada  por  reglas  especiales,  seria  necesario  confor- 
marse  con  estas  reglas  (1). 

308.  (341  de  la  ed.  f ranc.J. — Vamos  á examinar  la  cuestión 


(1}  Seg-uii  la  ley  inglesa  de  1870,  sobre  la  extradición,  los  documentos  relativos 
yaála  condena,  ya  á la  acusación,  [tuedan  ser  suministrados  como  piezas  en 
apoyo  de  una  demanda  de  extradición,  cuando  son  debidamente  dictados  autén- 
ticos (art,  14). 

Son  considerados  como  talos,  cuando  están  signados  y certificados  por  un  Juez 
un  Magistrado  ó un  funcionario  piiblico  dcl  país  do  que  provienen,  6 cuando  están 
afirmados  por  un  testigo  bajo  juramento,  ó revestidos  del  sello  oficial  del  Ministro 
de  Justicia  ó de  otro  Ministro  del  Estado  (art,  lo). 

Según  los  términos  de  la  ley  de  los  Estados-Unidos  de  22  de  Junio  de  1860, 
los  documentos  justificativos  de  una  demanda  de  extradición  deben  estar  reves- 
tidos de  la  firinadel  Magistrado,  que  debe  ser  legalizada  por  e!  Ministro  de  Ne- 
gocios extranjeros,  cuya  firma  á su  vez  debe  ser  visada  por  el  agente  diplomático 
de  los  Estados-Unidos,  acreditado  cerca  dol  (jobierno  que  hace  la  demanda. 

Estas  disposiciones  deben  set-xór  de  reglas  á los  Magistrados  locales  llamados  á 
apreciar  el  valor  da  los  documentos  limitados  como  prueba  de  la  culpabilidad  del 
acusado  en  los  procedimientos  de  extradición,  que  deben  también  ser  respetados 
por  el  Gobierno  que  hace  la  demanda,  á íiñ  de  prevenir  la  separación. 
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indicada  en  el  número  3j  es  decir,  el  caso  en  que  la  extradi- 
ción puede  rechazarse  por  respeto  á los  principios  de  órden  pú- 
blico. Puede  suceder,  en  efecto,  que  en  ciertos  casos  el  respe- 
to debido  á los  principios  de  civilización  y.  á los  de  órden  pú- 
blico, consignados  en  la  legislación  de  un  Estado,  sea  un  obs- 
táculo para  la  entrega  del  extranjero  que  se  ha  refugiado  en 
aquel  Estado.  Tal  seria,  por  ejemplo,  el  caso  de  una  demanda 
de  extradición  de  un  esclavo  que  hubiese  huido  á un  país  en 
que  la  esclavitud  estuviese  abolida.  Deberia  considerarse  con- 
trario al  derecho  público  la  aceptación  sin  reserva  de  una  de- 
manda semejante.  El  esclavo,  hecho  libre  por  el  sólo  hecho  de 
haber  pisado  el  suelo  de  un  país  en  que  la  esclavitud  no  está 
admitida,  no  podría  ser  objeto  de  extradición,  sino  bajo  la  con- 
dición expresa  de  que  sus  derechos  de  hombre  libre  le  serian 
garantidos.  Desde  luego,  la  extradición  deberia  rechazarse,  si 
la  criminalidad  del  acto  dependiese  únicamente  de  una  ley 
arbitraria  que  solamente  se  refiera  á los  esclavos  (1). 

Otro  motivo  razonable  para  rechazar  la  demanda  de  extra- 
dición, podida  ser  de  parte  del  Estado  que  la  ha  hecho,  la 
falta  de  organización  de  la  justicia  represiva  conforme  á los 
principios  del  derecho  y de  la  civilización.  Lo  mismo  deberia 
hacerse  si  las  penas  corporales  admitidas  por  la  ley  de  este  Es- 
tado, fuesen  contrarias  á la  dignidad  humana,  como,  por  ejem- 
plo, el  tormento,  el  látigo,  el  talion.  En  este  caso  y en  otros 
análogos,  el  Estado  á quien  se  dirigiese  la  demanda,  no  podría 
hacerse  cómplice  de  un  procedimiento  y de  un  tratamiento 
bárbaro. 

Aun  en  el  caso  en  que  el  autor  del  delito  pudiera  incurrir 
en  la  pena  capital,  y en  que  el  país  de  refugio  rehusare,  con- 
forme á la  ley  de  la  naturaleza,  absolutamente  á la  sociedad, 
el  poder  de  darle  muerte,  se  podria  someter  la  extradición  á la 
condición  formal,  de  que  la  persona  entregada  no  sufriría  esta 
pena. 

309.  (342  de  la  ed.  franc.). — Si  se  toman  por  guía,  en  los 
procedimientos  de  extradición,  las  reglas  que  acabamos  de 
exponer,  es  natural  ver  como  complemento  de  nuestro  sistema 


(1)  Calvo,  Droil  internat.^  t.  i,  § 409. 
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la  iutervencion  del  acusado,  con  facultad  para  hacerle  asis- 
tir de  un  Consejo.  Pisto  se  exige  por  el  respeto  debido  al  dere- 
cho de  defensa.  En  todas  las  cuestiones  que  deberían  some- 
terse al  examen  del  magistrado  designado  para  decidir  sobre 
la  legitimidad  de  la  extradición,  el  individuo  reclamado  está 
interesado  sobre  todo  en  proveer  todos  los  elementos  de  prueba 
que  sirvan  para  ilustrar  la  justicia.  Privar  áuii  detenido  de  la 
protección  de  las  leyes  á que  ha  venido  á someterse,  sin  poder 
exponer  y hacer  valer  sus  medios  de  defensa,  seria  atentar  al 
principio  de  justicia  y de  humanidad,  según  los  cuales  nadie 
puede  ser  castigado  sin  haber  sido  declarado  culpable,  y no 
puede  ser  declarado  culpable,  sino  despue's  de  habérsele  admi- 
tido á presentar  su  defensa  (1). 


(1)  En  el  Proyecto  de  Códif^o  penal  italiano,  votado  por  la  Cámara  de  Diputados 
de  1877,  los  principios  (-lue  habíamos  sostenido  en  el  presente  capitulo,  han  sido  en 
gran  parte  consignados.  La  enmienda  votada  por  la  Cámara  y referida  por  nos- 
otros más  arriba,  ha  suplido  en  gran  parte  la  ausencia  de  una  ley  de  extradición 
en  Italia. 


CAPÍTULO  VI 


De  las  personas  que  pueden  ser  objeto  de  extradición. 


310  {343  edición  francesa.)  Objeto  del  presente  capítulo.— 311  (344  de  id.)  Gran 
controversia  respecto  de  la  extradición  del  nacional.— eviUidos  en 
apoyo  de  la  afirmativa,  y>ot  de  id.)  Tittman 313  (346  de.  id.)  Le  Seliyer.— 

314  (34H  de  id.)  Trébutien.— 31ü  (348  rfe  id  } Diversos  jurisconsultos.— 316  (340 ¿e  id.) 
Borsari.— 317  (350  id.)  Peseatore.— 318  (351  de  id.)  Faustino-Hélie.— 319  i3o2  de 

ídem.)  Leyes  extranjeras  contrarias  á la  extradición  del  nacional.— 320  (353  de 
Ídem.)  Nuestra  opinión.— 331  (354  de  id.)  La  protección  debida  al  nacional,  no  es 
un  obstáculo  á su  extradición.— 3‘32  (355  de  id.)  En  qué  limites  deberla  ser  acog-ida 
la  demanda.  -823  (356  de  id.)  Numerosos  inconvenientes  que  resultan  de  la  nega- 
tiva absoluta  á la  extradición  del  nacional.— 424(357  de  2d.)El  nacional  no  podría 
razonablemente  quejarse  de  ser  sometido  á la  extradición.— 325  (358  de  id  ) Su 
condición  no  se  agravaría  bajo  el  punto  de  vista  de  su  defensa.— 326  (359  de  id.) 
La  dignidad  nacional  no  seria  lastimada. — 327  (360  de  id.)  No  seria  indiferente  á la 
jurisdicción  territorial  sustituir  la  jurisdicción  personal. ^328  ( 361  de  id.)  El  pa- 
triotismo no  podría  hacer  admitir  la  opinión  contraria.— 329  (362  de  id.)  Conclu- 
sión.—330  (363  de  id.)  Ensayo  histórico  sobre  la  excepción  en  favor  de  los  nacio- 
nales.—331  (364  de  id.)  Observación.— 332  (365  de  id.)  Legisladores  que  han  pres- 
crito la  extradición  del  nacional.— 333  (366  de  id.)  Oi)inion  de  Rluit  —334  (367  de  id.) 
De  Gokburu. — 335  (368  de  id.)  De  Kent.— 336  (369  de  id.)  De  Julio  Favre.— 337  (370 
de  id.)  De  Calvo,  Billot,  Bonafós,  Villebrun.— 338  ■.■•171  de  ¿d.)  De  Lewis.  de  Buc- 
cellati,  de  Warton,  de'Brocher,  de  Dlunstcbli,  de  Dana,  de  Hefter  (en  nota)  —839 
(372  de  id.)  Cuestión  perjudicial  de  nacionalidad.— 34(1  (373  de  id  ) Individuo  ciuda- 
dano del  Estado  requerido  y del  Esiado  requerente.— 341  (374  de  id.)  Nuestra  opi- 
nión.—342  (375  de  id.)  Individuo  naturalizado. — 343  (376  de  id.)  Extradición  del  ciu- 
dadano de  una  nación  tercera.— 344  (317  de  id.)  Nuestra  opinión.— 345  (378  de  id  ) 
Puede  ser  útil  en  la  práctica  avisar  al  Gobierno  del  país,  al  cual  pertenece  el 
acusado.— 346  (379  dr  id)  No, es,  sin  embargo,  necesario  obtener  el  consenti- 
miento de  este  Estado.- 347  (380  de  id.)  Práctica  vigente  en  Italia.— 348  (381  de  id.) 
Malhechor  reclamado  por  un  Estado,  en  el  cual  ha  infringido  las  leyes  por  un 
delito  cometido  en  territono  extranjero.— 34'J  (382  de  id.)  Cuestión  promovida^ 
relativa  á la  aplicación  del  art.  6”  del  Código  penal  sardo  de  1859.-350  (383  de  id  ) 
Quidjuris,  si  habla  cometido  un  delito  en  el  país  en  que  se  ha  refugiado. — 
351  (384  de  id  ) Concurso  de  varias  demandas.— 352  (385  de  id.)  De  los  marinos  y de 
los  soldados. 

310.  ■ (343  de  la  Hemos  demostrado  en  los  oa-. 

pitillos  precedentes  que  en  iatertís  del  orden  y de  la  justicia, 
el  culpable  debe  ser  juzgado  en  el  lugar  en  que  ha  cometido 
el  delito,  y que  por  razón  de  las  leyes  de  competencia  interna- 
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. cioaal,  la  extradición  es  oblig-atoria  en  los  Estados.  En  el  pre- 
sente capítulo,  debemos  examinar  si  la  condición  de  la  perso- 
na reclamada  puede  servir  para  legitimar  alg-unas  excepcionesj 
al  deber  qpe  tiene  el  Estado  de  entregar  los  criminales  fu- 
gitivos. 

311.  (344  de  la  ed.franc.). — La  mayor  controversia  existe 
respecto  á la  extradición  del  nacional  del  Estado  requerido.  A 
los  ojos  del  mayor  número  de  jurisconsultoSj  más  autorizados, 
y según  la  doctrina  de  la  mayor  parte  de  los  Códigos,  está 
admitido  como  una  regla  cierta  que  el  nacional  del  Estado  re- 
querido, no  podría  en  ningún  caso  ser  entregado.  Pero  esta 
doctrina  está  combatida  por  una  minoría  de  bastante  valer. 
Los  partidarios  de  esta  minoría,  consideran  que  la  justicia  pe- 
nal debe  ser  administrada  de  una  manera  imparcial,  que  la 
jurisdicción  debe  determinarse  según  la  naturaleza  de  las  cosas 
y las  razones  jurídicas,  y concluyen  de  ello  que  la  nacionali- 
dad del  criminal,  no  podría  tener  por  objeto  justificar  una  di- 
ferencia en  la  aplicación  de  la  ley  penal,  y hacér  derogar  el 
principia  de  que  ei  acusado  debe  ser  enjuiciado,  y condenado 
allí  donde  ha  violado  la  ley. 

312.  (345  de  la  ed,  franc.J. — Entre  los  argumentos  que  se 
hacen  valer  en  favor  del  primer  sistema,  el  principal  es  el 
aducido  por  Tittman  (1).  «Cada  ciudad,  dice,  tiene  deberes 
p-ara  con  sus  miembros,  y les  debe  protección  y defensa,  EL 
ciudadano  se  somete  á las  leyes  y al  juez  que  debe  aplicarlas, 
y por  otro  lado  la  ciudad  le  promete  defenderle  y hacerle  juz- 
gar por  sus  propios  magistrados.  Desde  luégo,  el  Estado  dehe 
velar  para  que  los  derechos  y los  privilegios  délos  ciudadanos 
sean  respetados,  y no  puede  privarles  ni  de  estos  dm'cchos,  ni 
de  estos  privilegios.» 

313. . (346  de  la  ed.  franc.). — Otro^  han  querido  ver  una 
ofensa  á la  dignidad  nacional  en  la  remisión  del  nacional  ante- 
un  Tribunal  extranjero.  Este  argumento,  que  se  hace  valer 
más  bien  por  medio  de  palabras  brillantes  y enfáticas,  que  por 
razones  sólidas,  ha  sido  repetido  por  todos  los  autor.es  y entre 
otros  por  Le  Sellyer  que  escribe:  «Un  loable  sentimiento  de- 


(1)  Strafi'cchlspflegey  p.  21  y siguientes. 
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nacionalidad  se  impone  á nosotros  al  pensar  que  un  francés 
sea  entregado  por  el  Gobierno  de  Francia  á la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  extranjeros  (1).» 

314.  (347  la  ed.  franc.).~^Q  ha  dicho,  además,  que  un 
Gobierno  no  podria  hacerse  auxiliar  de  la  justicia  extranjera 
contra  sus  propios  súbditost  «Un  Gobierno,  dice  Trebutien,  no 
puede  hacerse  auxiliar  de  una  justicia  extranjera  contra  los 
súbditos  que  tienen  la  misión  de  defender  y proteger.  Debe  ve- 
lar por  que  sus  nacionales  puedan  hacer  uso  para  su  defensa 

• de  todos  los  derechos  y de  todas  las  garantías  que  les  conce- 
de la  Constitución  de  su  país;  y sería  privarles  de  ella  entre- 
garlos á una  jurisdicción  extranjera,  que  no  está  obligada  á 
respetar  semejante  Constitución  (2).» 

315.  (348  de  la  ecl.  franc.J. — En  apoyo  de  la  misma  teoría 
se  aduce,  además,  que  el  Estado  tiene  el  deber  de  entregar 
los  criminales  extranjeros,  porque  no  tiene,  respecto  de  éllos, 
ningún  derecho  de  jurisdicción  para  castigadles  por  los  delitos 
cometidos  en  el  extranjero,  y que  desde  luégo,  rechazando'su 
extradición,  les  garantizaría  la  impunidad,  pero  que  otra  cosa 
sucede  con  los  nacionales  que  pueden  ser  juzgados  por  los  Tri- 
bunales de  su  país,  áun  por  los' delitos  cometidos  en  país  ex- 
tranjero. Desde  luégo,  no  es  necesaria  la  extradición  (3). 

316.  (349  de  la  ed.  franc.). — 'Borsari  llega  á justificar  esta 
excepción  admitiendo  la  coexistencia  de  las  dos  jurisdicciones 
penales;  la  jurisdicción  territorial  y la  jurisdicción  personal, 
que  tienen  ambas  por  causa  el  hecho  de  que  el  Estado  tiene 
al  criminal  en  su  poder.  De  aquí  concluye  en  estos  términos: 
«Luego  no  es  de  dignidad  nacional  ni  de  afección  de  la  patria, 
respecto  á un  ciudadano,  ni  un  deber  moral,  sino  un  deber  es- 
trictamente jurídico  la  obligación  de  no  entregar  el  ciudadano 
á la  justicia  extranjera  (4).> 


(1)  Traitéihi  Dr.  crim.,  t.  v,  n°.  1941. 

(2)  Coui's  élémeníaire  du  Dr,  crim.,  t.  ii,  p.  136  y siguiente. 

(3)  Faustino-Hélis,  Traité  de  l'insír.  crim.,  t.  ii,  § 133. — Trébutien,  Cít.  loc.—Pal., 
Répert.\.etíradition,%%'^. — Véase:  Mangin,*'Uc/.  publiq.,  n'^.  18.— Wattel,  Droit  des 
ijens,  lib.  i,  § 232,  y la  nota  de  Pradier-Fodéré,  al  g 233  — Wheaton,  Droit  internat-, 
p.  139.— Ortolan,  Dr.  pén.,  n".  86T-— Pessina,  Diritlo  penah,  p.  120.— Martens,  Droit 
des gens,  § 101.— Dalloz,  Hep.,  v.  Traite  inlernalional,  ü”.  289  y siguiente  . 

(4)  Dell’  az-ione  penale,  'p.  313. 
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317.  déla  ed^.  f reme.). — Pescatore,  á su  vez,  pone  eu 
evidencia  consideraciones  morales:  «En  los  casos  ordinarios, 
dice,  si  un  agente  de  seguridad  pública,  después  de  haber 
descubierto  y alcanzado  al  culpable,  ío  pone  en  manos  de  los 
Mag*istrados  y si  este  mismo  culpable  es  condenado  y castiga- 
do, la  conciencia  pública  manifiesta  su  satisfacción.  Pero  si  á 
falta  de  agentes  ó testigos  extranjeros  una  madre  desnaturali- 
zada llevase  á la  justicia  su  propio  hijo  y diese  contra  él  un 
testimonio  que  le  conducirla  al  cadalso,  se  elevaría  un  güi- 
to terrible:  el  grito  de  cólera  de  la  conciencia  moral  que  no  su-  ‘ 
fre  ninguna  relación  entre  su  ley  absoluta  y un  miserable  in- 
terés humano.  De  igual  manera  no  se  podría  pedir  ala  patria, 
que  es  nuestra  madre  común,  que  entregase  á sus  hijos  (1). 

318.  (351  de  la  ed.  franc.). — A los  sentimientos  de  descon- 
fianza respecto  á la  imparcialidad  do  los  Jueces  extranjeros, 
han  añadido  igualmente  los  autores  un  argumento  en  favor  de 
este  sistema:  «El  ciudadano,  escribe  Faustino-Hélie,  encontra- 
riaante  los  Tribunales  extranjeros  las  garantías  quelo  dfin  las 
leyes  de  su  país?  ¿No  sería  de  temer  que  estos  Tribunales  des- 
plegasen más  severidad  respecto  de  él,  que  no  tuviesen  cuenta 
de  los  hechos  accesorios  que  podrían  atenuar  el  hecho  principal, 
y que  no  le  aplicasen  esa  medida  de  indulgencia,  que  es  un 
elemento  necesario  de  la  justicia  (2)? 

319.  (352  de  la  ed.  franc.J. — Un  argumento,  en  la  práctica 
inatacable,  es  el  que  da  el  legislador  en  los  Estaños  en  que  la 
extradición  dél  nacional  está  prohibida  por  la  lejL  Esta  es,  por 
ejemplo,  la  regla  consignada  en  el  Código  penal  austríaco,  ar- 
tículo 36;  en  el  Código  penal  del  imperio  de  Alemania  (dispo- 
siciones preliminares,  § 9^];  en  la  ley  belga  de  15  de  Marzo 
de  1874,  sobre  la  extradición;  en  la  ley  holandesa  de  6 de  Abril 
de  1875,  sobre  lo  mismo.  En  otros  Estados  se  ha  querido  en- 
contrar el  principio  de  la  prohibición  de  entregar  al  nacional 
en  las  disposición  de  la  ley  constitucional  misma,  que  prohíbe 
apartar  al  ciudadano  de  sus  Jueces  naturales,  disposición  que 


(li  Proceduru  ciuile  é cHminah,  Parte  segunda,  p.  44. 
(2)  Traite  de  Vimtruct.  crlm.,  t.  u,  § i-33. 
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se  encuentra  en  la  Constitución  del  gran  ducado  de  Badén,  en 
la  Constitución  francesa  de  1830,  en  la  Constitución  italiana  y 
en  algunas  otras  (1). 

320.  (353  déla  ed.  franc.J, — Vamos  á examinar  si  los  ar- 
gumentos hasta  aquí  expuestos,  son  de  naturaleza  que  hagan 
necesariamente  considerar  como  una  regla  absoluta  de  dere- 
cho la  negativa  de  Ja  extradición  del  nacional.  En  cuanto  á 
nosotros,  para  decir  francamente  nuestra  opinión,  nos  pare- 
ce que  examinando  esta  grave  cuestión  bajo  el  punto  de 
vista  del  derecho  y de  la  naturaleza  verdadera  de  las  cosas, 
no  hemos  vacilado  en  admitir  la  regla  contraria,  salvas,  sin 
embargo,  las  restricciones  y limitaciones  que  indicaremos  en 
su  lugar. 

321.  de  la  ed.  fraile.). — Hemos  dicho  ya  varias  veces 
que  el  Juez  natural  del  reo,  es  aquel  del  país  en  que  ha  sido 
cometido  el  delito,  y en  que  la  ley  ha  sido  infringida.  La  ra- 
zón de  esto  es  que  para  obtener  la  represión  más  sdria,  más 
cierta,  más  protectora  y más  eficaz,  debe  dictarse  la  sentencia 
donde  se  cometió  el  delito  (2). 

Ahora  examinemos  si  la  protección  á que  tiene  derecho  el 
nacional,  puede  tener  por  objeto  impedir  el  ejercicio  más  com- 
pleto de  la  acción  pública. 

Que  cada  Estado  debe  proteger  sus  naciouales,  parece  un 
principio  fuera  de  controversia*  pero  en  qué  límites  debe  estar 
contenida  esta  protección,  para  que  soajusta,  es  cuestión  muy 
grave  de  dilucidar.  En  cuanto  á nosotros,  admitimos  que  es 
un  deber  para  la  soberanía  proteger  sus  propios  nacionales 
ante  las  jurisdicciones  extranjeras  y no  privarles  de  las  ga- 


(1)  La  Constitución  italiana  dispone,  en  el  art.  28:  «Nadie  puede  ser  detenido  ó 
licuado  á juicio,  sino  en  los  casos  previstos  por  la  ley  y en  las  formas  por  ella  pres_ 
critas:»  y en  el  art.  1874;  «Nadie  puede  ser  distraído  de  sus  Jueces  naturales  p 

(2)  En  la  exposición  de  los  motivos  de  la  ley  francesa  de  27  de  .Julio  de  1866,  M. 
Langlais,  se  expresó  asi:  «Suponed  que  el  criminal  Ueí?-a  á escapar  ála  policía  del 
Estado  en  que  el  crimen  ha  sido  cometido,  y vuelve  á entrar  en  su  pais  de  origen, 
¿la  justicia  extranjera  podrá  apoderarse  de  él?  Esto  seria  justo  y razonable,  porque 
el  mal  no  debe  quedar  impune  en  un  Estado  social  bien  ordenado;  que  esta  es  la 
nación  que  ha  sufrido  el  daño  principal,  y ella  es  la  que  poseyendo  de  ordinario  los 
medios  de  instrucción  más  fáciles  y más  seguros,  presentaría  las  mejores  garan- 
tías para  la  represión,»  {Moniteur  de  21  de  Marzo  de  1865,  Exposé  des  moHfs,  3"  col.) 
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rantías  que  les  están  concedidas  por  la  ley  de  su  país;  sino  que 
tenemos  como  arbitraria  una  protección  exagerada  que  pueda 
lleg-ar  á ser  obstáculo  á la  más  completa  y más  imparcial  ad- 
ministración de  justicia.  Por  otra  parte,  no  podemos  descubrir 
ninguna  falta  de  protección  de  parte  del  Estado  que  fuerza 
á su  nacional  á satisfacer  la  obligación  por  él  contraída  por  el 
hecho  de  su  delito,  para  con  el  país  cuyas  leyes  ha  infringido. 
Es  necesario  únicamente  que  la  demanda  de  extradición  sea 
reconocida  como  legítima  y bien  fundada,  y estas  cuestiones 
deben  ser  examinadas  por  el  poder  judicial,  al  que  pertenece 
resolver  todas  las  cuestiones  relativas  á la  extradición,  como 
hemos  demostrado  en  el  capítulo  precedente. 

322.  (355  déla  ed.francj. — ^Es  claro,  pues,  que  no  quere- 
mos sostener  que  el  nacional  deba  ser  entregado,  si  no  existen 
contra  él  pruebas  sérias  que  puedan  hacer  presumir  su  culpa- 
bilidad, ni  que  deba  ser  sujeto  á la  extradición  por  razón  de  un 
delito  contra  las  leyes  de  interés  local.  En  nuestra  opinión,  es 
necesario  que  el  Magistrado  de  su  patria  examine  los  docu- 
mentos presentados  y decida  si  la  demanda  es  6 no  fundada  y 
si  el  delito,  por  razón  del  cual  es  reclamado,  puede  dar  lugar 
á la  extradición,  ó en  otros  términos,  si  os  uno  de  aquellos  cuya 
represión  debe  ser  mirada  como  de  interés  general.  Esto  no 
es,  por  otra  parte,  suficiente;  hace  falta,  además,  que  el  Esta- 
do que  formula  la  demanda  ofrezca  garantías  de  una  justicia 
administrada  de  una  manera  imparcial  y séria.  Este  último 
punto  no  puede  ser  puesto  en  duda  por  los  Estados  que  se  en- 
cuentran casi  al  mismo  nivel  de  civilización  y en  los  cuales 
los  poderes  están  divididos  ydas  penalidades  reguladas  en  Có- 
digos ó en  leyes  especiales. 

323.  (356  de  la  ed.franc.). — Admitido  que  todas  las  condi- 
ciones arriba  indicadas  se  cumplieran,  no  existen  obstáculos  ju- 
rídicos para  la  admisión  de  la  demanda  y nos  parece  que  la 
extradición  del  nacional  tendría  por  efecto  favorecer  la  buena 
administración  de  la  justicia,  y que  al  contrario  la  negativa 
de  esta  extradición  bajo  el  pretesto  de  proteger  al  criminal, 
equivaldría  ámu  seguro  y le  baria  esperar  una  impunidad  pro- 
bable en  razón  á las  sérias  dificultades  que  presentarían  en 
un  lugar  muy  distante  de  aquel  en  que  se  ha  cometido  el  de- 
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lito,  la  instrucción  del  proceso,  la  trasmisión  de  los  elementos 
de  pruebas  y la  audición  de  los  testigos  (1). 

■» 

• 324.  (357  de  la  ed.  franc.). — ¿De  qué  podría  quejarse  el  na- 

cional? Si  ha  sido  puesto  bajo  la  dominación  de  una  Soberanía 
extranjera  y si  jíor  haber  violado  la  ley  de  esta  soberanía  en  el 
territorio  que  de  ella  depende,  se  ha  hecho  acreedor  á ser  juz- 
gado y condenado,  ¿podría  pretender  que  no  se  le  ha  protegi- 
do bastante  cuando  por  las  necesidades  de  la  justicia  ha  sido 
condenado  á reparar  el  daño  causado  en  el  órden  social  del 
país  mismo  en  que  habla  cometido  el  delito?  Es  innegable  que 
si  hubiese  caído  en  poder  de  la  soberanía  extranjera,  no  hubiera 
podido  pretender  sustraerse  á la  jurisdicción  del  Magistrado 
territorial  para  ser  juzgado  por  sus  Jueces  nacionales.  Y si  ha 
conseguido  huir,  ¿podría  pedir  por  este  sólo  hecho  á su  Go- 
bierno que  le  protejiera  hasta  detener  el  curso  ordinario  de  la 
justicia? 

325.  - (358  de  la  ed,  Jvanc.). — Por  lo  demás,  no  es  cierto  de 
ninguna  manera,  que  el  interés  del  detenido  esté  protegido  por 
el  enjuiciamiento  en  su  patria,  cuando  se  quiere  proveer  de  un 
modo  riguroso  á la  represion.de  los  delitos.  En  efecto,  las  ga- 
rantías de  la  defensa,  están  notablemente  disminuidas  á con- 
secuencia de  la  inevitable  necesidad  en  que  vé  de  sustituir 
al  debate  oral,  la  información  escrita.  Y no  es  ciertamente  una 
anomalía  ligera  admitir  que  esta  forma,  declarada  necesaria 
para  ilustrar  al  juez  sobre  un  hecho  punible  cometido  en  el 
país,  pueda  ser  abandonada  sin  peligro  cuando  se  trata  de  un 
acto  de  igual  naturaleza,  cumplido  en  el  extranjero.  Por 
ejemplo,  un  italiano  que  no  podría  ser  condenado  sin  más 
fundamento  que  un  proceso  verbal,  ni  por  declaraciones  escri- 
tas de  un  funcionario  público  italiano,  si  estos  actos  no  han  si- 
do después  confirmados  oralmente  en  un  debate  público,  puede 
ser  condenado  bajo  la  palabra  de  un  funcionario  extranjero,  y 

(1)  Lo  quo  dará  una  idea  ds  la  dillcultad  de  la  trasmisión  de  los  elementos  de 
prueba  de  un  país  en  otro,  es  el  ejemplo  siguiente:  Kn  Inglaterra,  ántcs  de  conce- 
der la  extradición  de  nn  criminal,  se  exige  la  producción  de  un  comienzo  de  prue- 
ba Ruñciente  para  motivar  su  acusación.  Con  frecuencia  las  demandas  hechas  por 
Francia,  no  tienen  resultado  á causa  de  la  diílcultad  de  obtener  en  Inglaterra  los 
medios  de  pruebas  que  hubiesen,  sin  embargo,  bastado  para  poner  en  estado  de 
•arresto  al  individuo  reclamado. 
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sin  otro  motivo.  Sin  embargo,  es  un  hécho  admitido  por  todo- 
el  mundo,  que  las,  apreciaciones  morales  pueden  modificar  las 
pruebas  de  la  culpabilidad,  que  la  visita  de  los  lugares  y la 
declaración  de  las  personas  puede  cambiar  los  resultados 
aparentes  del  procedimiento  escrito.  ¿Se  quiere,  por  ejemplo, 
pretender  que  las  fórmulas  rigurosas  del  dereclio  podrían  ser 
omitidas  con  indiferencia  aunque  se  trate  de  disponer  de  la 
libertad,  del  honor  y de  la  vida  de  un  ciudadano?  ¿O  bien 
quiere  ponerse  al  juez  en  la  triste  necesidad  de  absolver  al 
acusado,  por  no  exponerse  al  peligro  de  condenar  á un  ino- 
cente? Tales  son  las  consecuen'cias  inevitables  de  la  instruc- 
ción de  un  proceso,  en  un  lugar  alejado  de  aquel  en  que  se 
cometió  el  hecho  criminoso. 

326.  (359  d.e  la  ed.  f ranc.) . — Ahora  vamos  á decir  una  pa- 

labra del  pretendido  ultraje  que  se  infiere  á la  dignidad  na- 
cional entregando  á un  ciudadano.  El  mantenimiento  de  la 
dignidad  nacional  está  en  el  alma  de  todos  los  que  verdadera- 
mente aman  á sq  patria;  pero  no  basta  afirmar  que  un  hecho 
atenta  al  honor  de  un  país;  debe  examinarse  con  cuidado  en 
qué  consiste  la  pretendida  ofensa.  Nos  parece  que  nuestros 
adversarios  repiten  con  palabras  enfáticas  y con  frases  brillan- 
tes, que  la  dignidad  nacional  estarla  ofendida,  pero  sin  indicar 
el  fundamento  del  pretendido  ultraje.  Sin  duda  alguna,  si  uno 
de  nuestros  conciudadanos  fuese  entregado  por  la  simple  pe- 
tición de  un  Gobierno  extranjero,  veríamos  en  este  hecho  una 
ofensa  á la  dignidad  de  la  nación  y del  nacional."Pero  si  la 
extradición  se  efectúa  después  del  reconocimiento  hecho  por 
los  magistrados  nacionales  sobre  lo  bien  fundado  de  las  pre- 
sunciones de  culpabilidad  de  un  ciudadano,  y de  su  suficien- 
cia para  motivar  la  remisión  ante  los  tribunales;  si  la  ley  del 
país  que  ha  formulado  la  demanda  no  carece  de  ninguna  de 
las  garantías  requeridas  por  el  derecho  común  para  una  sana 
é,  imparcial  administración  de  justicia,  ¿cómo  pensar  que  po- 
dría ser  una  ofensa  á la  dignidad  nacional  contribuir  á una 
obra  también  de  justicia? 

Se  añade  que  no  conviene  hacerse  auxiliares  de  la  justicia 
extranjera  contra  un  nacional.  Pero  si  como  escribe  Manginr 
«E1  castigo  de  los  grandes  culpables  importa  á todos  los  Go- 
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liieroos,  y los  intereses  de  sus  súbditos  respectivos  están  su- 
bordinados á los  intereses  de  la  sociedad  en  general  (1);  si 
como  enseña  Beccaria,  el  lugar  de  la  pena  debe  ser  el  lugar 
del  delito;  si  corno  todos  los  autores  reconocen,  es  más  confort 
me  á la  naturaleza  de  las  cosas,  que  la  instancia  penal  siga  su 
curso  en  el  lugar  del  delito,  ¿puede  verse  en  un  Estado  que 
presta  su  concurso  para  asegurar  el  respeto  de  las  reglas  de 
competencia  internacional  un  auxiliar  de  la  justicia  extran- 
jera? (2) 

327.  (360  de  la  ed.  franc.J.—^Q  dice  también,  que  no  es 
necesario  entregar  al  nacional  por  la  razón  de  que  en  casi 
todos  los  Códigos  modernos,  se  dictan  penas  contra  los  indivi- 
duos que  han  cometido  delitos  en  el  extranjero,  y que  por 
tanto  estos  individuos  pueden  ser  sentenciados  en  su  país. 

Seguramente,  nadie  puede  desconocer  que  en  los  Códigos- 
modernos  el  legislador  ha  realizado  una  loable  reforma, ^dic- 
tando procedimientos  y penalidades  contra  los  ciudadanos  que 
han  cometido  delitos  en  el  extranjero  , mientras  que  ántes 
DO  estaban  alcanzados  ni  sometidos  á la  aplicación  de  ningu- 
na penalidad;  pero  no  se  debe  sin  embargo  admitir,  que  sea 
indiferente  que  el  juicio  se  haya  pronunciado  en  la  patria  del 
criminal,  ó en  el  país  en  que  se  hizo  culpable  de  un  delito.. 
Hemos  demostrado  en  su  lugar,  que  la  jurisdicción  persona^ 
puede,  en  ciertos  casos,  justíñcarse  como  jurisdicción  extraor- 
dinaria , complementaria  y supletiva,  pero  no  podría  nunca 
ponerse  en  la  misma  línea  que  la  jurisdicción  territorial,  de 
manera  que  pudiese  indiferentemente  sustituir  la  una  á la 
otra  (3).  ■ 

328.  (361  déla  ed.franc.'). — Se  nos  habla  de  la  ternura  de 
la  patria  con  sus  propios  hijos;  ¿pero  la  patria  dehe  considerar 
como  hijos  suyos  á los  asesinos,  incendiarios  y ladrones?  En 
cuanto  á nosotros , nos  parece  que  estos  individuos  deberian 
ser  reputados  como  arrojados  de  ella. 

Se  quiere  además  excitars  entiraicntos  de  desconfianza,  res- 


(1)  Mangini.  Acti  publiq. 

'2)  Compárese  el  articulo  de  Lucchini  en  la  Hivisfá  penah,  año  1",  pág.  312  y sus 
conclusiones,  pág.  326. 

(31  Véase  siipra,  primera  parte,  cap.  ii. 
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pecta  de  la  justicia  extranjera.  Ya.es  tiempo  de  no  conside- 
rar como  preexistentes  ciertos  odios  de  raza,  j no  arrojar  des- 
crédito sobre  las  instituciones  más  sagradas  de  los  Estados 
civilizados.  Si  los  ódios  dividen  algunas  veces  á los  pueblos  en 
el  campo  de  la  política,  no  puede  deducirse  de  ello  que  estos 
ódios  deben  oscurecer  el  espíritu  de  imparcialidad  de  los 
jueces.  Si  tal  espíritu  de  injusticia  fuese  posible^,  no  sería  líci- 
to entregar  los  ciudadanos  de  otro  país  cualquiera.  Se  recla- 
ma con  tanta  fuerza  la  igualdad  de  los  ciudadanos  y extranje- 
ros ante  la  ley  civil,  y en  seguida  se  pretende  justificar  una 
desigualdad  peligrosa  ante  la  ley  penal!  Deberla  excluirse 
pues  toda  desigualdad. 

329.  (.362  de  la  ed.  fr anc.).  ■ — A despecho  de  todas  las  con- 
sideraciones y de  todas  las  críticas  que  puedan  hacerse  en  es- 
te respecto,  nuestra  opinión  es  que  en  otros  tiempos,  la  pro- 
hibición absoluta  de  entregar  a ios  nacionales  ha  podido  te- 
ner su  razón  de  ser,  pero  que  hoy  dia  no  se  impone  más  que 
como  uno  de  esos  numerosos  aforismqs  convencionales  acep- 
tados sin  discusiones  profundas,  por  temor  de  mostrarse  poco 
cuidadosos  de  la  dignidad  nacional.  No  podremos  disimular 
que  en  la  época  actual  consideramos  como  inútil  todo  esfuerzo 
que  tienda  á hacer  admitir  en  la  práctica  el  sistema  contrario, 
porque  como  ha  dicho  justamente  Napoleón  III:  «Es  difícil 
despojarse  enteramente  del  pasado:  una  generación  tiene  , co- 
mo un  individuo,  antecedentes  que  la  dominan;  nuestros  sen- 
timientos no  son  en  su  mayor  parte  más  que  tradiciones.» 

Pero  debe  esperarse  que  el  progreso,  que  no  tiene  otros  lí- 
mites que  los  del  mundo,  hará  prevalecer  en  las  relaciones  in- 
ternacionales los  principios  de  competencia  imperiosamente 
proclamados  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  y que  están  más 
conformes  con  las  exigencias  de  la  justicia. 

330.  (363  dé  la  ed.  franc.). — Si  dirigimos  una  ojeada  sobre 
la  historia,  veremos  que  la  excepción  en  favor  de  los  naciona- 
les es  la  regla  más  g'eneralmente  admitida.  Nosotros  la  en- 
contramos ante  todo  establecida  por  el  uso  y la  jurispruden- 
cia en  las  relaciones  entre  Francia  y los  Países-Bajos.  Así  en 
las  declaraciones  de  17  de  Agosto  de  1736  por  parte  de  Fran- 
cia, y de  23  de  Junio  del  mismo  año  por  parte  de  los  Países- 
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Bajos,  eocontramos  formulado  el  principio  de  la  extradición 
recíproca  de  los  criminales,  salvo  los  privilegios  concedidos  á 
los  nacionales.  La  costumbre  en  Brab,  Concedía  á los  súb- 
ditos el  privilegio  de  no  ser  sustraídos  á la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  su  país.  Se  respetó  primero  el  derecho  de  los  ha- 
bitantes de  esta  provinciar,  después  se  le  extendió  en  el  uso  á 
todos  los  habitantes  de  los  Países-Bajos,  y bien  pronto  llega  á 
ser  regla  general  admitida  por  todos  los  Estados. 

Hoy  diala  prohibición  de  entregar  los  nacionales,  se  en- 
cuentra consignada  en  casi  todos  los  tratados  celebrados  entre 
diferentes  Estados.  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  de  América 
únicamente  se  mostraron  dispuestos  á adoptar  úna  regla  con- 
traria, con  objeto  de  no  sustraer  á los  reos  á la  jurisdicción  ter~ 
ritorial.  También  en  los  tratados  concluidos  por  Inglaterra 
coa  Francia  en  1843,  con  Suiza  en  1855,  y en  algunos  otros, 
no  se  hace  mención  de  la  excepción  en  favor  del  nacional. 
Pero  poco  después  el  mismo  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  ha 
debido  aceptar  esta  excepción,  y en  los  tratados  concluidos  con 
Francia  en  1852,  con  Dinamarca  en  1862,  con  Alemania  en 
1872,  con  Bélgica  en  1872,  con  Italia  en  1873,  con  Austria  en 
1874,  la  entrega  de  los  propios  súbditos  ha  sido  consigmada. 

El  mismo  hecho  se  produjo  en  los  Estados - Unidos  de  Amé" 
rica.  También  rechazaron  la  excepción  relativa  á los  na- 
cionales, hasta  el  punto  que  el  tratado  de  extradición  negocia- 
do con  Prusia  en  1845,  no  fué  aprobado  por  el  Senado  ameri- 
cano, porque  Prusia  había  hecho  insertar  la  cláusula  de  que 
los  nacionales  no  serian  entreg'ados.  Pero  después  los  Estados- 
Unidos  se  vieron  obligados  á recoñocer  que  la  Prusia  y los  de- 
más Gobiernos  de  la  Alemania  del  Norte,  no  podían  consentir 
entregar  sus  nacionales,  porque  la  ley  se  oponía  á ello.  En  el 
tratado  de  1852  con  Prusia,  esta  excepción  fué  admitida  con 
la  restricción  de  que  los  Estados-Unidos  tuviesen,  sin  embar- 
go, la  facultad  de  entregar  sus  propios  ciudadanos.  La  misma 
cláusula  se  reprodujo  eu  los  tratados  con  Babiera  el  12  de  Se- 
tiembre de  1853,  con  Austria  el  3 de  .Julio  de  1856,  con  el 
gran  ducado  de  Badén  el  30  de  Junio  de  1857,  con  Suecia  y 
Noruega  el  31  de  Marzo  de  1860,  con  Méjico  el  11  de  Diciem- 
bre de  1861,  con  Haití  el  3 de  Noviembre  de  1864.  Pero  esta. 
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excepción  no  está  mencionada  en  los  conyenios  de  9 de  Agos- 
to de  1842  con  Inglaterra,  de  30  de  Junio  de  1843  con  Fran- 
cia, de  20  de  Diciembre  con  Jas  islas  de  Harai,  de  3 de  Mayo- 
de  1868  con  Italia,  de  25  de  Junio  de  1870  con  Nicaragua,  y 
de  8 de  Febrero  de  1867  con  la  república  de  Santo  Domingo. 

331.  (364  de  la  ed.  franc.). — En  esta  ocasión  debemos  ha- 
cer notar  que  el  hecho  de  haberse  reconocido  en  los  tratados 
por  parte  de  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  la  extradición  do 
sus  nacionales,  es  tanto  más  notable,  cuanto  que  en  Inglater- 
ra se  profesa  el  más  profundo  respeto  á la  libertad  individual, 
y que  se  tiene  en  mucho  la  dignidad  del  ciudadano. 

No  se  puede,  pues,  decir  que  el  hecho  de  entregar  tos  mal- 
hechores que  son  nacionales  del  país  requerido,  esté  conside- 
rado como  nocivo  y peligTOSo  por  los  particulares  y por  la  so- 
ciedad. 

332.  (365  de  la  ed.  franc.). — En  época  no  muy  lejana  ha- 
llamos también  ejemplo  de  legisladores  que  han  prescrito  en 
ciertos  casos  la  extradición  de  los  nacionales.  Napoleón  I,  de 
cuyo  celo  por  la  dignidad  de  Francia  nadie  puede  dudar,  en 
su  decreto  de  25  de  Octubre  de  1811,  dispúsolo  siguiente: 

«Considerando  que,  si  un  francés  acusado  de  un  crimen  y 
refugiado  en  Francia  no  puede  ser  entregado,  procesado  y 
juzgado  en  país  extranjero,  sino  en  virtud  de  demanda  de  ex- 
tradición que- nos  será  interpuesta  por  el  Gobierno  que  se  crea 
ofendido,-  considerando  que  si  por  una  parte  es  de  justicia  no 
poner  obstáculo  al  castigo  del  crimen,  áun  cuando  éste  no 
perjudique  ni  á nos  ni  á nuestros  súbditos , por  otra  la  proteo- 
cion  que  les  debemos  no  nos  permite  entregarlos  á una  juris- 
dicción extranjera  sin  graves  y legítimos  motivos  reconoci- 
dos y juz  gados  tales  por  nos,  oido  nuestro  Consejo,  hemos  de- 
cretado y decretamos  lo  siguiente  : 

Art.  U Toda  demanda  de  extradición  interpuesta  por  un 
Gobierno  extranjero  contra  uno  de  nuestros  súbditos  acusada 
de  haber  cometido  un  crimen  contra  extranjeros  sobre  el  ter- 
ritorio de  dicho  Gobierno,  nos  será  sometida  por  nuestro  gran- 
juez  Ministro  de  Justicia  para  estatuir  lo  que  corresponda.» 

Idéntico  decreto  se  promulgó  en  el  reino  de  Nápoles  el  23 
de  Diciembre  de  1812.  También  es  de  notar  que  el  Elector  de 
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Hesse  autorizó  la  extradición  de  los  nacionales  por  su  decreto 
de  de  Setiembre  de  1820.  Diremos,  para  terminar,  que  por 
decreto  de  13  de  Diciembre  de  1820,  Luis  XVIII  rey  de  Fran- 
cia,  acordó  la  extradición  de  un  ciudadano  francés  llamado 
Jaime  Machón.  Este  individuo  había  sido  reclamado  por  el 
Gobierno  suizo  como  acusado  de  un  asesinato  cometido  en  Gi- 
nebra el  30  de  Octubte  anterior.  Este  malhechor  conducido 
ante  la  Corte  suprema  de  Ginebra,  fué  condenado  á muerte  y 
ejecutado  el  2 de  Mayo  de  1821.  Este  documento  citado  por 
Bonafox  en  el  apéndice  de  su  excelente  Monografía  (1),  con- 
tradice la  opinión  de  los  jurisconsultos  franceses  que  preten- 
den que  el  decreto  imperial  de  1811  quedó  derog-ado  con  la 
publicación  de  la  Constitución  de  1814  (2). 

333.  (336  de  la  ed.  francj. — -Los  autores,  partidarios  de  la 

teoría  que  sostenemos,  merecen  una  especial  mención.  El  que 
en  nuestra  opinión  debe  ser  citado  el  primero,  es  Kluit,  cuya 
autoridad  ha  sido  invocada  indebidamente  por  nuestros  adver- 
sarios como  partidario  de  su  opinión.  Hé  aquí  lo  que  en  rea- 
lidad dice  este  autor:  «Dam%s  civi  j%hs  com'petere  exigendi  a 
elvitate : ut  ij¡sum-  defeudat  sed  negamns  tudelam  á cieita-^ 
te  civi  *debita7n,  lamíate  sese  extendeix  %t  civitas  civem  etiam 
defendere  deieat  contra  justas  aliorum  petítiones.  No7i  putave- 
rim  civitatilicere  pronuttere  civi  se  euniAuituram  ese  etiamsi 
aliorum  jura  lasit.  Tale  autem  pactum  ex  ipsis  juris  naturee 
principas  irritumforef  quippe  qum  presta  tío  proinitti  tur  qiim  et 
juris  et  Ahicis  preceptis  adversatur  i.  e.  ut  aiunt  Doctores,  quea 
gitridice  et' moraliter  est  imposibilís.  Nescio  igitur  qiue  r alione 
civitas  ex  pacto  ad  tutelam  ejus  modi  civibus  prrssfamdam  obli- 
gata  ese  dicti  possit. 

»Attamen  ab  altera  parte  dicendum  est  civüatem  tamdiu  ci- 
ven  defendere  debere  qiiamdin  non  consta  peregrinm  civUatis  per- 
secnlio7iem  esse  justam.»  De  todo  esto  deduce  este  autor  lo  si- 
guiente: «Si  judex  patr ¿US  pronunciavisset  j-nstam  esse  exterce 
civitatis  persecutio'iiem,  civis  jure  qneri  non  porset,  si  dederetur. 


(1)  De  la  extradición,  p-  122. 

(2)  Compar,  Dalloz.  Repert.x,  Tratado  iiiteriuicional.—Slvi'agWí,  AH.  públi,,  %lñ 

Rauter,  n'".  55. 
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J^eque  objici  jiosset  nos  iia  jus  ilhid  non  aufervemus  sed  tantiim 
wgeremus  eum  ut  satis faciat  oiliqationi  quam  delicio  ^commit- 
iendo  erga  aliam  civitatem  contraxit  {V).» 

334.  de  la  ed.  franc.). — El  jurisconsulto  inglés  Cock- 
Ijurn,  presidente.de  la  Córte  del  Banco  de  la  Re^^na,  es*  otra 
autoridad  en  favor  de  nuestra  opinión  y que  en  la  causa  Yiv- 
nan  se  expresó  del  siguiente  modo:  «Un  ciudadano  inglés  que 
comete  un  asesinato  en  los  Estados-TTnidos  de  América,  puede 
ser  juzgado  y castigado,  según  nuestras  leyes,  que  extienden 
su  dominio  sobre  los  ciudad,anos  en  todas  las  partes  del  mun- 
do (2),  Pero  hay  un  inconveniente  muy  grave,  (higly  inco'tive- 
ment)  salvo  en  casos  excepcionales  en  que  la  instancia  tuviese 
lugar  en  un  lugar  distinto  de  aquel  en  que  se  cometió  el  deli- 
to. lín  efecto,  el  malhechor  emprende  la  fuga,  no  sólo  para 
sustraerse  al  imperio  de  la  ley  que  ha  infringido,  sino  que 
también  para  hacer  difícil,  si  no  imposible,  la  prueba  de  su  de- 
lito, suponiendo  que  no  se  le  procese  en  el  mismo  lugar  donde 
se  ha  hecho  culpable  (3). 

335.  (368  de  la  ed.  franc,). — La  idea  del  canciller  Kent^ 
tampoco  era  distinta  de  la  anterior,  cuando  después  de  demos- 
trar que  el  acusado  no  seria  ni  .mejor  juzgado  ni  castigado  con 
más  justicia  por  una  jurisdicción  distinta  de  la  en  que  se  ha- 
bían violado  las  leyes,  deduce  que  existe  el  deber  de  entregar 
los  malhechores  tanto  cuando  el  individuo  reclamado  es  sub- 
dito de  la  potencia  requerida,  como  cuando  lo  es  de  la  deman- 
dante (Ai . 

* s / 

336.  (369  de  la  ed.  franc.). — También  deben  tenerse  en 
cuenta  las  palabras  pronunciadas  por  Julio  Favre  ante  la  Cá- 
mara francesa.  En  la  discusión  del  art.  5*^  de  la  ley  de  1865, 


(1)  Kluit,  De  deditione  profiígorum,  p.  32-33. 

(2)  La  ley  inglesa  castiga  ciertos  crímenes,  aun  cuando  hayan  sido  cometidos 
en  el  extranjero-  En  realidad  el  número  de  esos  delitos  está  reducido  al  homicidio 
y á las  heridas  graves  que  traigan  consigo  la  mutilación  ó la  muerte  {murder  or 
manslünghter,  or  with  beins  acctssortj  before  the  fací  of  murder  or  maeslanghter.  Actas  24  y 
25  Vict.,  c.  100,  § 9”,  que  modificó  el  acta  9 de  Jorge  IV,  c.  xx\i,  § ^).  De  aquí  resul- 
ta que  no  es  cierto,  comodieen  algunos  autores,  que  en  Inglaterra  no  puede  pro- 
cesarse á un  nacional  por  delitos  cometidos  en  el  extranjero.  Gomp.  Villefort, 
Primes  et  des  delits  commis  á Véiranger,  p.  35. 

(3)  Citado  por  Glarke,  The  laur  of  exíradition,  p.  130. 

(4)  Comentarios,  I,  p.  31. 
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■contestando  los  reproches  que  se  le  dirigían,  como  adversa- 
rio de  la  ley,  tomando  la  defensa  de  los  malhechores.  «Retirad 
ese  reproche,  porque  si  así  no  lo  hacéis,  podré  volver  contra 
los  que  quieren  cubrir  á los  malhechores  con  yo^uo  sé  qué  má-"^ 
xima  de  derecho  público,  para  su  uso  particular  y que  impedi- 
ría, en  nombre  de  la  justicia  eterna,  apoderarse  de  los  crimi- 
nales cubiertos  aún  de  sangre  ó con  los  despojos  de  sus  vícti- 
mas,  y entregarlos  á sus  jueces  naturales,  es  decir,  á aquel 
que  mejor  puede  conocer  del  crimen,  y puede  más  fácilmente 
manifestar  la  inocencia  si  el  crimen  ha  sido  injustamente  atri- 
buido. A mi  modo  de  ver,  es  una  preocupación  de  nacionali- 
dad estrecha  y mezquina  pretender  que  la  extradición  no  pue- 
da efectuarse  en  tales  circunstancias.  La  extradición,  estad 
bien  seguros  de  ello,  será  la  última  palabra  de  esa  lucha  en- 
tre los  principios  contradictorios  que  por  tanto  tiempo  se  han 
combatido  y que  concluirán  por  confundirse  en  un  sentimien- 
to general  de  justicia... 

)>Dcvuélvase  todo  su  poder  al  princq^io  y no  habrá  inmuni- 
dad para  el  criminal  ui  para  el  sospechoso;  ya  no  habrá  nacio- 
nalidad para  el  crimen,  según  la  feliz  expresión  del  Sr.  No- 
yent-Saint-Laurens.  Ks  preciso,  todos  lo  deseamos,  que  el  que 
ha  derramado  la  sangre  de  su  semejante  pierda  su  nacionali- 
dad, que  sea  entregado  á los  Tribunales  encargados  de  juz- 
garle, porque  ha  desconocido  la  ley  de  la  hospitalidad  que  re- 
cibió, qorque  ha  violado  el  derecho  natural,  porque  ha  come- 
tido .un  crimen  ó se  supone  que  lo  ha  cometido  y su  autor  debe 
ser  llevado  ante  los  Jueces  que  naturalmente  pueden  conocer 
el  hecho  (1).» 

337.  (370  de  la  ed.  franc.) — No  queremos  omitir  que  entre 

los  jurisconsultos  franceses  contemporáneos,  hallamos,  como 
partidarios  de  la  misma  opinión,  á Calvo,  Bonafós,  Billoty  Vi- 
llebrun.  Respecto  de  la- excepción  que  establecen  todos  los  tra- 
tados en  favor  del  nacional,  Calvo  se  expresa  así:  «Muy  difícil 
se  nos  hace  no  ver  en  semejante  excepción,  el  sentimiento 
exagerado  de  la  soberanía  nacional;»  y termina  con  estas  fra- 
ses: «Parece,  pues,  más  equitativo  el  entregar  el  criminal  á la 


(1)  Monitor,  31  Mayo  1806,  p.  6“j6,  col.  1. 
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acción  judicial  del  país  á que  ha  ofendido  y que  posee  ala  par 
que  el  incontestable  derecho  de  represión,  todos  los  elementos 
necesarios  para  llegar  á una  sdria  é imparcial  apreciación  dei 
grado  de  culpabilidad  (1).»  Bonafós  á su  vez  dice:  «Que  no 
hay  nada  más  legítimo  y natural  que  un  pueblo  se  muestre 
celoso  de  su  honor  y de  su  independencia  y que  prodigue  á 
sus  nacionales  una  eficaz  protección  donde  quiera  que  se  ha- 
llen, Pero  es  difícil  comprender  que  la  extradición  pueda  sig- 
nificar un  atentado  contra  la  dignidad  de  una  nación  (2)'.»  B'i- 
llot,  después  de  exponer  los  distintos  argmmentos  invocados  en 
esta  cuestión,  deduce:  «Que  ningún  principio  se  opone  á que 
los  nacionales  se. sometan  á la ‘extradición  (3).»  Villebrun  des- 
pués de  demostrar  que  es  preferible  la  jurisdicción  territorial  á 
la  personal,  dice  como  conclusión:  «Así  todo  se  concilia,  todo 
se  armoniza  miéntras  que  el  interés  social  y el  del  acusado, 
obtienen  satisfacción,  el  principio  de  la  soberanía  de  las  na- 
ciones se  halla  garantido  y la  ley  aplicada  aún  para  aquellos 
que  de  hecho  están  encargados  de  asegurar  el  respeto  que  se 
la  debe  (4).» 

338,  (371  de  la  ed.  franc.) — Podríamos  citar  en  apoyo  de 

nuestra  doctrina  mayor  número  de  autores  y entre  éllos  á 
Lsrris  que  con  mucha  precisión  dice:  «Cuando  dos  países  ci- 
vilizados convienen  en  un  sistema  de  extradición  recíproca, 
cada  uno  de  ellos  cree  que  el  Código  penal  del  otro  está  basa- 
do en  los  principios  racionales  del  derecho,  tales  como  gene- 
ralmente los  aceptan  las  naciones  civilizadas  y se  aplican  hu- 
mana é imparcialmente  por  individuos  idóneos  y pertenecien- 
tes,al  órden  judicial.  Si  no  se  admitiesen  tales  presunciones 
sería  injusto  entregar  aun  á los  ciudadanos  de  una  tercera  po- 
tencia. Si,  por  el  contrario,  se  admiten  esas  suposicienes,  lyi 
hay  motivo  para  negar  la  extradición  de  los  nacionales  que 
se  hagan  culpables  en  territorio  de  otros  Pistados  de  los  crí- 
menes enumerados  en  el  convenio  (5).»  Quisiéramos  también 


(1)  Calvo,  Droit  International,  t.  i,  p,  529. 
i2)  Bona,fós,  De  l'extradition,  p.  lO. 

<3)  Billot,  Trailé  de  l'exlradition,  p.  70. 

<41  Villebrun,  Loi  dii'il  Juillet  1863,  p.  110. 
(5)  Lbwis,  On Foreing jurü'dtctioH,  p.  49. 
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reproducir  íntegras  las  profundas  observaciones  del  profesor 
Buccellati.  Este  autoría  diclio  con  mucha  oportunidad  que  la 
extradición  del  nacipnal  no  es  absolutamente  contraria  á la 
Constitución  italiana,  porque  no  puede  decirse  que  un  malhe- 
chor pueda  sustraei'se  á sus  Jueces  naturales,  cuando  sea  con- 
ducido ante  el  Juez  llamado  á juzgarle  en  virtud  de  la  natu- 
raleza rhisma  de  las  cosas.  Pero  debemos  conformarnos  con 
recomendar  á nuestros  lectores  su  estimable  obra  (1).  Tam- 
bién nos  abstendremos  de  citar  á Wharton  (2)  que  es  asimis- 
mo partidario  de  la  misma  doctrina,  así  como  á otros  autores 
y para  terminar  nos  asociaremos  á él,  agregando  .sus  palabras 
al  deseo  expresado  por  un  jurisconsulto  de  Ginebra  que  última- 
mente ha  tratado  esta  cuestión;  nos  referimos  á Cárlos,  Bró- 
cher:  «Los  sentimientos  de  desconfianza  recíproca,  desapare- 
cerán á medida  que  haya  más  unidad  entre  el  derecho,  el  pro-  ^ 
cedimiento  y las  pruebas.  El  progreso  que  se  opera  en  este 
sentido,  tendrá  por  resaltado  hacer  triunfar  de  hecho  los  prin- 
cipios de  competencia,  que  son  los  que  con  más  imperioso  pro- 
claman por  la  naturaleza  de  las  cosas  y los  que  mejor  satisfa- 
cen las  exigencias  de  la  justicia  (3). 

(1)  Osservazioni  sulprogetío  di  f odice  p ítale. 

(2)  Wharton,  Conflicl  of  Laws^  § 954. 

Conviene  mencionar  también  á Bluntschli.  Este  autor  sostiene  el  principio  de 
que  no  debe  entregarse  á los  nacionales;  pero  hace  observar  en  una  nota  que  de  él 
se  derivan  grandes  inconvenientes,  sobre  todo  cuando  las  leyes  del  país  del  mal- 
hechor, no  se  ocupan  de  los  delitos  cometidos  en  pais  extranjero.  Dana  profesa  la 
misma  doctrina  en.su  edición  de  Wheaton,  en  la  nota  del  párrafo  120.  Quisiera  que 
la  Obligación  de  entregarlos  nacionales  se  negase  sólo  á lo^  Estados  que  en  sus 
leyes  no  castigan  los  crímenes  cometidos  fuera  de  siiS  territorios.  Esta  es  también 
la  Opinión  de  Hefter,  Droil  inlernational,  § 03,  p.  129. 

(3)  Broche  iCh):  Estifdcs  sur  les  conllils  dr.  Legislatiori  en  ma'iére  de  Droil penal,  p.  44. 
La  memoria  de  la  Comisión  inglesa  presentada  á las  Cámaras  el 30  de  Hayo  de  1878 
es  Uáia  im])ortante  autoridad  en  el  sentido  de  esta  opinión.  De.spués  de  haber  exa- 
minado los  distintos  argumentos,  con  cuyo  auxilio  se  pretende  patrocinar  la  ex- 
cepción en  favor  del  nacional,  la  Comisión  termina  diciendo,  que  esta  excepción 
no  es  ni  necesaria  ni  oportuna  (¿ranurc.s.íízr?;  aud  inexpedienl),  recomendando  omitirla 
en  los  futuros  tratados,  y hacer  todas  las  gestiones  necesarias  para  modificar  en 
este  sentido  en  los  e.xÍRtentes.  El  discurso  de  reapertura  pronunciado  por  Mr.  Mon- 
lineau,  Abogado  general  cerca  de  la  Córte  de  Ámicns,  es  un  estudio  que  también 
merece  ser  mencionado;  entre  otras  cosas,  dice  que:  «Las  susceptibilidades  exagera 
das  del  sentimiento  nacional  son  la  causa  principal  que  mantiene  excepciones  re- 
lativas á la  extradición  de  los  nacionales.  La  nacionalidad  del  culpable  no  debería 
tener  más  influencia,  con  respecto  ú su  extradición,  que  1.a  que  tiene  respecto  da 
da  competencia  del  lugar  donde  se  ha  cometido  el  crimen.» 
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339.  (372  de  la  ed.  cuestiones  relativas  á la 

Racionalidad  tienen  una  importancia  decisiva  cuando  se  trata 
de  la  extradición,  ya  que  según  el  derecho  moderno,  el  ciuda- 
dano de  un  Estado  requerido  no  puede  ser  entregado.  Estas 
cuestiones  pueden  resolverse  por  la  vía  administrativa  cuando 
no  hay  oposición  por  parte  del  interesado.  Pero  si  el  individuo 
cuj'a  extradición  se  ha  solicitado,  para  valerse  del  beneficio 
concedido  á los  nacionales  que  no  pueden  ser  entregados,  pre- 
tendiese probar  su  nacionalidad,  semejante  cuestión  resultaría 
perjudicial  y debería  resolverse  por  la  autoridad  judicial  á 
quien  corresponde  conocer  en  los  asuntos  de  estatuto  personal. 

Haremos  observar  que  el  Ministerio  público  puede  siempre 
apelar  de  la  decisión  del  IVibunal,  porque  el  saber  si  un  indi- 
viduo es  ó no  ciudadano,  es  una  cuestión  de  orden  público. 

340.  (373  de  la  ed.  fram.J — Podría  suceder  que  según  las 
leyes  civiles,  tanto  del  Esta.do  demandante  como  del  requerido, 
pudiese  considerarse  al  acusado  como  ciudadano  de  ambos 
países  á la  vez.  Tal  hipótesis  se  ha  realizado  con  respecto  de 
Gobiernos  que  exigen  su  autorización  para  hacer  válida  la  na- 
turalización de  sus  nacionales  en  el  extranjero.  Lo  mismo  pue- 
de resultar  de  disposiciones  contrarías  en  las  leyes  de  dos  Es- 
tados. Por  ejemplo,  el  menor  de  edad  hijo  de  francés  naturali- 
zado en  Italia,  es  italiano  según  nuestra  ley  respecto  de  la  pér- 
dida 6 adquisición  de  su  nacionalidad  (1),  y es  francés  durante 
su  menor  edad  según  el  Código  civil  francés  (2). 

341.  (374  de  la  ed.  fram.J — i^o  titubeamos  en  asegurar, 
por  aplicación  de  los  principios  aceptados  actualmente  que 
siempre  que  un  malhechor  pudiese  ser  considerado  como  na- 
cional del  país  donde  se  halla,  podría  negarse  su  extradición. 
En  efecto,  cada  nación  según  su  ley  interior,  es  la  que  dpbe 
decidir  la  cuestión  de  saber  si  un  individuo  ha  adquirido  ó nO' 
la  cualidad  de  ciudadano  de  ella.  Así  pues,  el  Gobierno  italiano 
negó,  con  razón,  la  entrega  de  un  tal  Cassino  originario  de 


(1)  Código  civil  italiano,  art.  10. 

(2)  Confróntese  la  ley  de  7 de  Febrero  de  18.31,  art.  2°.  Gas.  fr.,  de  5 de  Mayo 
de  1812,  prefecto  del  Norte  contra  Lebeau;  Palais,  1833,  t.  i,  p.  312,  Demolombe:. 
LoiSy  Droils  civils,  núm.  178. 
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Lombardía.  El  Gobierno  Suizo  lo  reclamó  como  ciudadano  del 
Cantón  de  Tessino  cuya  nacionalidad  habia  adquirido  según 
la  ley  del  mismo,  áun  cuando  no  había  perdido  la  de  origen. 
En  efecto,  Cassino  no  había  obtenido  autorización  del  Gobierno 
de  su  país,  para  naturalizarse  en  el  extranjero,  faltando  á las 
prescripciones  formales  de  la  ley  austríaca  que  en  la  época  de 
la  naturalización  estaba  aún  vigente. 

342.  (375  de  la  ed.franc.J — Otra  cuestión  se  presenta  que 

es  oportuno  examinar  en  este  lugar,  y es  la  de  saber  si  los 
individuos  naturalizados  deben  g’ozar  de  los  mismos  privilegios 
que  los  nacionales  cuando  se  solicita  su  extradición  por  razón 
de  un  crimen  cometido  por  ellos  ántes  de  su  naturalización. 
Esta  coestion  ha  sido  eludida  en  varios  tratados  con  la  inser- 
ción de  la  cláusula  de  que  la  excepción  en  favor  de  los  nacio- 
nales no  debe  extenderse  hasta  los  individuos  que  han  obte- 
nido su  naturalización  después  de  la  perpetración  del  delito. 
Así  se  ha  establecido  en  los  convenios  celebrados  por  Italia 
con  la  Gran  Bretaña  (art.  4®),  con  Grecia  (art.  6'*)  y con  el 
Brasil  (art.  2^).  A falta  de  una  cláusula  con  este  objeto, 
nos  parece  que  esta  estipulación  debe  sobreentenderse  en  los 
tratados.  En  efecto,  si  se  puede  Justificar  la  aplicación  de  la 
ley  del  Estado  para  la  rej^resion  de  los  delitos  cometidos  por 
el  nacional  en  territorio  extranjero,  no  podría  ciertamente  jus- 
tificarse la  aplicación  de  la  ley  del  Estado  para  reprimir  un 
delito  cometido  por  un  individuo  ántes  de  adquirir  la  naciona- 
lidad de  dicho  Estado,  porque  de  otro  modo  se  concedería  á 
la  ley  efecto  retroactivo. 

343.  (376  de  la  ed.  francj — La  cuestión  de  saber  sí  debe  o 
no  entregarse  el  ciudadano  de  una  tercera  nación,  presenta, 
á nuestro' modo  de  ver,  ménos  dificultades-  Algunos  autores 
exagerando  el  principio  de  la  jurisdicción  personal  han  sosteni- 
do que  el  Estado  á que  pertenece  el  malhechor  tiene,  con  prefe- 
rencia á cualquier  otro,  el  derecho  de  juzgarle  por  los  delitos 
cometidos  en  el  extranjero.  Según  ellos,  si  la  demanda  de  ex- 
tradición se  hiciese  á la  vez  por  el  Estado  en  cuyo  territorio  se 
ha  cometido  el  delito,  y por  aquel  de  que  es  nacional  el  mal- 
hechor, debe  concedérsele  á este  último  Estado  con  preferen- 
cia al  primero.  Si  la  demanda  se  interpusiese  por  el  país  donde 
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se  ha  cometido  el  crimen,  deberíase  dar  aviso  al  Gobierno  del 
cual  el  acusado  fuese  súbdito,  y si  este  Gobierno  reclamase  la 
extradición  del  mismo  para  hacerle  juzgar  por  sos  jueces  na- 
cionales, debe  preferirse  esta  última  á la  primera  demanda. 

344.  (377  de  la  ed.  franc.) — No  sabemos  hasta  qué  punto 
pueda,  esta  teoría  ser  justa  y oportuna.  Si  se  considera  la  ex- 
tradición como  una  medida  necesaria  para  que  el  malhechor 
comparezca  ante  sus  jueces  naturales,  la  cuestión  de  averi- 
guar si  se  debe  entregar  al  individuo  reclamado  á uno  ó á 
otro  Estado,  deberia  depender  únicamente  de  la  naturaleza 
del  hecho  3^  de  la  ley  que  ha  sido  violada.  ¿Qué  importancia 
tiene  el  saber  si  el  extranjero  es  ó no  ciudadano  del  Estado 
que  lo  reclama,  si  la  extradición,  lejos  de  tener  por  objeto  en- 
tregar al  fugitivo  á su  patria,  no  tiene  otro  fin  que  "entregarlo 
á la  jurisdicción  competente  para  su  juicio? 

345.  de  la  ed.  franc.) — Puede  sólo  parecer  convenien- 
te en  la  práctica  por  motivos  de  pura  cortesía  recíproca  y de 
prudencia  política,  avisar  al  Gobierno  de  que  dependa  el  in- 
dividuo reclamado  antes  de  entregarle  al  Estado  demandante. 
En  efecto;  estando  obligndo  cada  Estado  á proteger  á sus  súb- 
ditos en  el  extranjero  y defenderlos  contra  toda  opresión  in- 
justa, evidentemente  es  de  suma  utilidad  para  el  Gobierno  del 
país  del  acusado  ser  informado  de  las  demandas  de  extradi- 
ción interpuestas  por  un  tercer  Estado.  Esto  le  permite  apre- 
ciar las  circunstancias  que  han  motivado  la  demanda  y pre- 
sentar observaciones  si  á ello  hubiese  lugar.  El  Gobierno  re- 
querido, puede,  ciertamente,  decidir  por  su  libre  y expontánea 
voluntad  si  debe  ó no  concederse  la  extradición.  Sin  embargo, 
es  muy  útil  para  él  conocer  las  observaciones  que  pueda  hacer 
el  Estado  á que  pertenece  el  acusado  á fin  de  tenerlas  en  cuen- 
ta, si  lo  juzga  oportuno,  ó en  todo  caso  apreciar  el  grado  de  > 
responsabilidad  en  que  puede  incurrir. 

346.  (379  déla  ed.  franc.) — Lo  que  sí  nos  parece  una  ver- 
dadera exageración  es  admitir  que  no  pueda  efectuarse  la 
entrega  sino  con  el  consentimiento  prévio  del  Gobierno  del 
país  del  malhechor  (1). 


(l)  Esta  regla  se  ha  consignado  en  los  tratados  de  extradición  celebrados  por 
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347.  (380  de  la  ed.franc.) — Entre  los  convenios  de  extradi- 

ción celebrados  por  el  reino  de  Italia  con  otros  Estados,  el  de 
la  República  del  Uruguay  de  7 de  Noviembre  de  1867,  exige 
el  consentimiento  del  Gobierno  del  país  á que  pertenezca  el 
individuo  reclamado.  El  art.  29  de  este  tratado  está  concebido 
en  los  siguientes  términos:  «Si  algún  individuo  extranjero  en 
los  dos  Estados  contratantes  se  refugiase  en  uno  de  éllos  des- 
pués de  haber  sido  encausado  ó sentenciado  en  el  otro  por  uno 
de  los  delitos  enumerados  en  el  art,  28,  su  extradición  deberá 
concederse  recíprocamente  después  de  haber  obtenido  el  con- 
sentimiento del  Gobierno  á que  dicho  individuo  pertenezca.» 

No  se  comprende  fácilmente  cómo  un  Estado  que  es  sobe- 
rano apreciador  de  sus  derechos,  pueda  tener  necesidad  del 
consentimiento  de  una  tercera  potencia  para  decidir  si  debe  ó 
no  acceder  á una  demanda  de  extradición. 

La  fórmula  que  se  halla  en  otros  convenios,  tampoco  nos 
parece  muy  feliz  (1).  Hablamos  de  la  que  se  consignó  en  el 
tratado  anteriormente  en  vigor  entre  Italia  y Bélgica  y que 
dice  así: 

«Los  encausados,  acusados  ó sentenciados  que  no  Sean  súb- 
ditos de  ninguna  de  las  dos  naciones,  no  se  entregarán  al  Go- 
bierno que  haya  reclamado  su  extradición,  si  el  Estado  á que 
pertenezcan,  que  será  informado  de  la  demanda,  por  el  Go- 
bierno requerido,  se  opone  á ello.» 

Sin  duda  alguna,  esta  regla  se  halla  mejor  formulada  en 
los  tratados  más  recientes.  Citaremos  el  último  tratado  entre 
Italia  y Bélgica  que  dice  así: 

«Si  el  individuo  procesado,  arrestado,  acusado  ó sentencia- 
do no  es  ni  belga  ni  italiano,  ó si  el  delito  se  ha  cometido  fue- 
ra del  territorio  de  los  países  contratantes,  por  un  individuo 
que  no  pertenece  al  Estado  á quien  se  ha  solicitado  la  extradi- 
ción, el  Gobierno  podrá  informar  de  esta  demanda  en  el  pri- 
mer caso  al  Gobierno  á que  pertenezca  el  individuo  reclamado 
y en  el  segundo  caso  al  Gobierno  en  cuyo  territorio  se  haya 


Francia  en  1844  con  el  Uran  Ducado  de  Badén  con  Toscana,  Luxemburgo  y los 
Países  Bajos. 

(I)  Véanse  los  tratados  celebrados  por  Francia  en  1847  con  Mectlembourg, 
Scheresin;  en  1880,  con  Nueva  Granada,  y en  1858,  con  Venezuela. 
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cometido  el  crimen  ó el  delito;  j si  uno  de  los  Gobiernos  re- 
clama á su  vez  al  mismo  indivfduo  para  que  sea  juzgado  por 
sus  Tribunales,  el  Gobierno  requerido  ])odrá  entregarlo,  á su 
voluntad,  á uno  ó á otro  Gobierno  (1).» 

Cualquiera  que  se  haga  cargo  del  verdadero  carácter  de  la 
obligación  del  Gobierno  requerido,  hallará  que  es  más  razo- 
' nable  dejar  á éste  la.  facultad  de  avisar,  llegado  el  caso,  al  Go- 
bierno á que  pertenece  el  acusado  que  obligarse  á hacerlo  como 
resulta  en  otros  tratados  (2). 

Por  lo  demás,  seria  preferible  suprimir  toda  cláusula  rela- 
tiva á la  extradición  de  los  ciudadanos  de  un  país  tercero  (3). 
Tin  efecto,  para  lo  que  es  extrictamente  obligatorio,  deben 
bastar  los  principios  de  derecho  común,  y para  lo  que  en  la 
práctica  áependa  de  la  cortesía  ó de  la  prudencia  política,  es 
inútil  establecer  reglas  fijas. 

348.  (381  de  la  ed.  franc.)- — Se  puede  suponer,  además,  que 

el  malhechor  fugitivo  es  reclamado  por  el  Estado,  cuya  ley  ha 
violado  directamente,  y que  dicho  Estado  es  á la  vez  compe- 
tente para  juzgarle,  y en  ciertos  casos,  sobre  todo,  interesado 
en  reprimir  el  hecho  que  se  imputa  al  individuo.  Tal  es  el  caso 
de  un  individuo  que  en  país  extranjero  hubiese  falsificado  la 
moneda,  los  billetes  de  banco  ó los  sellos  de  una  tercera  nación, 
y que  fuese  reclamado  por  éste.  Nos  parece  que  en  tales  cir- 
cunstancias, lo  más  obvio,  seria  dejar  al  Estado  requerido  en 
libertad  de  advertir  al  Gobierno  del  país,  donde  se  hubiese  co- 
metido el  delito,  y en  caso  de  que  este  último  Gobierno  pidiese 
también  la  entrega  del  acusado,  reconocer  á aquel  Estado  el 


(1)  Art.  6",  tratado  de  28  de  Febrero  de  1815.  Esta  regla  se  halla  igualmente  for- 
mulada en  los  convenios  celebrados  por  Italia  con  Austria,  art.  6'';  con  Dinamar- 
ca, art.  3";  con  Alemania,  art.  con  Suiza,  art.  6°;  con  Luxemburgo,  art. 

Una  cláusula  análoga  se  halla  también  en  los  recientes  tratados  con  Grecia,  ar- 
tículo 14,  y con  Portugal,  art.  9“. 

(2)  El  aviso  que  debe  darse  al  tercer  Estado  se  declara  obligatorio  en  los  trata- 
dos celebrados  por  Italia  con  el  Brasil,  art.  7“;  con  la  República  de  Costa-rica, 
articulo  con  el  Principado  de  Monaco,  art.  6“;  con  el  Perú,  art.  6'’;  con  Rusia, 
articulo  T;  con  la  República  del  Salvador,  art.  6"^;  con  España,  art.  6°,  y con  Suecia 
y Noruega,  art.  T. 

(8i  Esto  se  ha  hecho  en  los  tratados  celebrados  por  Italia  con  Francia,  La  Ovan 
Bretaña,  con  el  Gobernador  de  Malta,  con  la  República  de  San  Marino,  con  Méjico- 
los  Paises- Bajos  y los  Estados-Unidos  de  América. 
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'derecho  de  decidir  á cuál  de  las  dos  potencias  entregaría  el 
malheclior. 

349.  (382  de  la  ed.  franc.J~'E>n  algunos  tratados  de  extra- 

dición se  halla  inserta  una  disposición  parecida  á la  siguien- 
te que  forma  parte  del  conyenio  entre  Italia  y Bélgica  (artícu- 
lo 1®,  § 2°).  «Cuando  el  crimen  ó delito  que  motiva  la  extra- 
dición se  haya  cometido  fuera  del  territorio  de  la  parte  de- 
mandante, se  podrá  dar  curso  á la  demanda  si  la  legúslacion 
del  país  requerido  autoriza  el  proceso  por  las  mismas  infrac- 
ciones fuera  de  su  territorio. 

Ahora  bien,  en  el  art.  del  Código  penal  sardo  de  1859, 
el  legislador  italiano,  después  de  haber  dispuesto  que  el  na- 
cional que  hubiese  cometido  un  crimen  contra  otro  nacional, 
ó un  extranjero,  sea  procesado  cuando  vuelva  á entrar  en 
Italia  de  cualquier  modo  que  sea  (in  qualvMqm  modo),  se  ex- 
presa así  en  su  párrafo  2“:  «Esta  disposición  se  aplicará  áun  en 
el  caso  de  que  un  nacional  haya  cometido  en  el  extranjero  un 
delito  contra  otro  nacional,  si  el  ofendido  produce  queja.» 

Si  un  nacional  produce  una  queja  contra  un  ciudadano  que, 
después  de  haber  cometido  en  país  extranjero'  un  delito  en  su 
perjuicio,  entra  en  Italia,  y si  el  individuo  denunciado  se  re- 
fugia en  Bélgica  ántes  de  que  se  haya  dado  curso  á la  queja, 
¿se  podrá,  en  virtud  del  antedicho  artículo  del  tratado,  obtener 
la  extradición  .del  inculpado?  La  disposición  de  la  ley  belga 
sobre  esta  materia  es  la  siguiente:  «Todo  belga  que  fuera  dél 
territorio  del  reino,  se  haya  hecho  culpable  de  un  crimen  ó de 
un  delito  contra  otro  belga,  si  se  hallase  en  Bélgica  podrá 
procesársele  y será  procesado  y castigado  conforme  á las  leyes 
en  vigor.» 

Parece  que,  según  la  misma  ley,  el  ejercicio  de  la  acción 
pública  se  halla  subordinado  á la  condición  de  la  presencia  del 
inculpado,  y desde  luégo  estando  prohibido  un  proceso  por 
contumacia,  la  demanda  de  extradición  no  podría  hacerse  en 
las  circunstancias  antedichas.  Sin  embargo,  no  titubeamos  en 
sostener  la  afirmativa,  porque  la  facultad  de  aplicar  nuestra 
ley  penal  á los  delitos  cometidos  fuera  del  territorio  italiano, 
y de  procesa/ al  culpable  ante  nuestros  tribunales,  ha  tomado 
erigen  desde  el  momento  en  que  habiendo  entrado  en  Italia  el 


360 


DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 


inculpadOj  se  ha  presentado  una  queja  contra  él  por  la  parte 
ofendida.  Como  en  estas  circunstancias  los  procedimientos 
están  autorizados,  tanto  en  nuestro  país,  como  en  el  requeri- 
do, por  lo  mismo  también  se  hallarian  cumplidas  las  condicio- 
nes exigidas  para  obtener  la  extradición. 

350.  (383  de  la  ed.  franc.) — Podria  también  suceder  que  el 
individuo  reclamado  hubiese  cometido  un  delito  en  el  país 
donde  se  refugió,  y que  el  proceso  iniciado  contra  él  se  hallase 
en  curso  de  instrucción,  ó que  terminado  hubiese  tenido  por 
resultado  la  sentencia  á una  pena  que  no  se  haya  cumplido 
por  completo  En  esta  hipótesis,  es  fác.il  comprender  que 
la  extradición  debe  diferirse  hasta  el  dia  de  la  clausura  de 
la  instancia.  Es  eyidente  también  que  si  en  el  segundo  caso 
el  Gobierno  requerido  concediese  la  extradición  á ñn  de  im- 
pedir que  un  retraso  en  esta  medida  perjudicase  al  curso 
regular  de  la  justicia,  el  Gobierno  demandante  deberla  com- 
prometerse á restituir  el  detenido , á fin  de  que  el  Estado 
requerido  pudiese  hacerle  sufrir  la  pena  á que  le  hubiesen 
condenado  sus  propios  tribunales.  Kluit  que  es  partidario  de 
esta  Opinión,  dice  á propósito  de  esto:  «Ratio  doctrinm  haed  est 
quod  ■plífA'iSj  nostra  inleresit  pmire  nostrce  legu  molacioneSy 
quam  illas  y quibus  peregrina  civitaSy  cujus  defensio  nolis  non 
ferfecle  incumbel,  in  sao  territorio  Msa  est.  (1).» 

Hay  un  caso  especial  que  conviene  notar,  y es  que  se  ha- 
yan iniciado  procedimientos  de  interés  particular  contra  el  in- 
dividuo reclamado  en  el  país  donde  se  refugió  y en  donde  en 
el  curso  de  la  acción  civil  intentada  contra  él  hubiese  sidO' 
preso.  Esto  no  deberia  ser  una  razón  para  diferir  su  extradi- 
ción, puesto  que  los  particulares  pueden  hacer  válidos  sus  de- 
rechos ante  la  autoridad  judicial  competente. 

351.  (384  de  la  ed.  franc.') — Si  el  fugitivo  fuese  reclamado- 
á la  vez  por  varias  naciones,  por  haberse  hecho  culpable  en 
cada  uno  de  sus  territorios  de  diferentes  delitos,  el  Estado  al 
cual  se  dirigiesen  las  demandas  deberia  decidir  á cuál  de  éllas 
debia  dar  la  preferencia,  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias 


\ 


(1)  De  deditione  profugorum,  p.  65. , 
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de  mayor  ó menor  gravedad  de  los  hechos  y áun  la  fecha  de 
las  demandas. 

352,  (385  de  la  ed.  franc.) — Diremos  ahora  una  palabra 
del  caso  en  que  el  individuo  reclamado  fuese  un  soldado  <5  un 
marino.  Está  fuera  de  duda  que  á los  marinos  y soldados 
acusados  de  delitos  comunes  debe  somete'rseles  á las  mismas 
reglas  que  á cualquier  malhechor.  Pero  si  se  trata  de  delitos 
puramente  militares , no  debe  concederse  la  extradición  por- 
que ciertos  actos  si  bien  están  declarados  reprensibles  por  una 
ley  especial,  cuyo  objeto  es  guardar  los  intereses  temporales  y 
accidentales  de  un  sistema  de  administración,  no  tienen  en  ab- 
soluto el  carácter  de  criminalidad  de  los  delitos  de  derecho 
común,  y nO  puede  considerarse  que  su  impunidad  atenta 
contra  el  interés  general.  De  estas  consideraciones  se  deduce 
que  si  el  individuo  reclamado  se  ha  hecho  culpabie  de  un  de- 
lito común  y de  un  delito  militar  á la  vez,  no  se  le  podrá  en- 
tre gar,  sino  con  la  reserva  de  que  no  será  procesado  por  el  se- 
gundo hecho.  Así  es  como  se  debería  obrar  con  respecto  á los 
desertores,  por  ejemplo,  que  forman  parte  de. un  cuerpo 
de  ejército  regular,  ó bien  que  pertenezcan  á un  cuerpo  provis- 
to de  armas,  organizado  militarmente  y encargado  de  un  ser- 
vicio público  como  los  aduaneros.  No  deberían  ser  entregados 
puesto  que  la  deserción  es  un  delito  puramente  militar. 

En  Italia  se  observa  escrupulosamente  esta  regla;  así  el 
Consejo  de  Estado  decidió  que  si  el  delito  de  deserción  del 
cuerpo  de  aduaneros  tenía  conexión  con  un  delito  común,  el  , 
acusado  no  debia  ser  entregado,  sino  bajo  la  condición  ex- 
presa de  que  no  sería  procesado  ni  castigado  por  el  hecho  de 
deserción,  y si  ésta,  aunque  conexa  con  un  delito  común,  ha- 
bia  sido  motivada  por  una  causa  política,  debia  negarse  la  ex- 
tradición á pesar  de  la  promesa  del  Gobierno  extranjero  de 
juzgar  al  culpable  sólo  por  el  delito  de  derecho  común  (1). 

La  extradición  de  los  marineros  que  desertan  se  rige  por 
reglas  especiales,  que  resultan  de  convenios  particulares  esti- 
pulados entre  los  diversos  Estados.  En  efecto,  las  necesidades 
de  la  navegación  han  hecho  prevalecer  el  principio  de  que  los 


(1)  Dictámen  del  Goasejo  de  Estado  de  11  de  Octubre  de  1S61. 
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marineros  que  deserten  puedan  ser  arrestados  y conducidos  á 
bordo,  sin  que  sea  necesario  observar  las  formalidades  erigi- 
das en  los  casos  dé  extradición  de  malhechores  comunes.  Bas- 
ta con  la  demanda  del  cónsul  ó vicecónsul  de  su  nación,  y en 
su  defecto  del  comandante  ó capitán  del  buque.  Para  saber 
exactamente  hasta  qué  límites  pueden  los  cónsules  requerir  y 
emplear  la  fuerza  pública  con  objeto  de  trasladar  á bordo  los 
desertores,  es  necesario  remitirse  á los  tratados  y á las  cos- 
tumbres (1).  Los  tratados  determinan  también  la  duración 
máxima  del  tiempo  durante  el  cual  los  cónsules  y sus  repre- 
sentantes puedan  reclamar  la  entrega  de  los  desertores  (2). 

El  uso  de  devolver  al  Gobierno  extranjero  los  objetos  de 
equipo,  las  armas,  los  caballos  y los  otros  objetos  llevados  por 
el  desertor  es  puramente  un  acto  de  cortesía  internacional. 


(1)  Compárese  Galvu.  VroUinternalional,  g 421;  y Paul  Leroy,  Des  Gonsulais  (“2®  edi- 
ción, 1816,  p.  174.) 

(2)  Los  convenios  celebrados  por  los  diversos  Estados,  fueron  citados  por  Cal- 
vo, loco  cítalo.  Con  respecto  á Italia  deben  consultárselos  convenios  consulares. 
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Hechos  que  pueden  dar  lugar  á la  extradición. 

353  (386  la  edición  francesa.)  Objeto  de  este  capitulo. — 354  {íí81  de  id.)  La  extradi- 
ción se  admitió  desde  luégo  sólo  para  los  crímenes.— 355  (388  de  id.)  Se  extendió 
'.en  seguida  álos  delitos.— 356  (389  de  id.)  Reglas  prácticas.— 357  (390  de  id.)  Trata- 
do franco -italiano.— 358  \391  de  id.)  Los  delitos  políticos  estaban  desde  luégo 
comprendidos  en  el  número  de  los  que  pueden  motivar  la  extradición.- 359  (392 
de  id.)  Este  uso  ha  persistido  hasta  nuestra  época.— 360  (393  de  id.)  Opinión  de 
Heffter.-361  (394  de  id.)  De  Mohl.— 362(395  de  id.)  De  Mailfer.— 363  (396  de  id)  Opi- 
nión contraria  de  Geyer.— 364  (397  de  id.)  Sehmalz  —365  (393  de  id.)  Nuestra  opi- 
nión.—366  (399  de  id.)  Obiigaciones  del  Estado  que  concede  asilo  á los  refugia- 
dos políticos.— .367  (400  de  id.)  Principios  vigentes  en  Italia. —368  (401  de  id.)  Sig- 
nos característicos  del  delito  politico.— 369  (402  de  id.)  Doctrina  de  Haus.— 370 
(403  de  id.)  De  Filangieri  —371  (404  de  id.)  Nuestra  opinión. -^372  (405  de  id.)  Aten- 
tado contraía  vida  del  soberano.— 373 (406  de  id.)  Opinión  de  Lord  Stanley.— 374 
(407  de  id.)  Tentativas  hechas  por  el  Gobierno  francés.  —375  (408  de  id.)  Observa- 
ciones.—376  (409  de  id.)  Nuestra  opinión.— 377,(410  de  id. ) Hechos  conexos  con  los 
delitos  políticos.— 378  (411  de  id.)  Principios  consignados  en  los  tratados  firmados 
por  Italia. — 879  (412  de  id.)  ¿La  piratería  puede  dar  lugar  á la  extradición?— 385 
(413  de  id.)  Principios  admitidos  en  América  en  la  causa  Gollius  y en  la  causa 
Firman.— 381  (414  de  id.)  Observaciones  sobre  el  tratado  franco-italiano.— 382(410 
de  id.)  Los  mismos  principios  son  aplicables  á la  tentativa  de  delito  y á la  com- 
plicidad- 


353.  (386  de  la  ed.franc.) — En  el  presente  capítulo  nos 

proponemos  examinar  cuáles  son  los  hechos  que  pueden  mo- 
■tivar  la  extradición.  En  esta  materia  dos  puntos  sólo  serán 
objeto  de  nuestras  indagaciones:  Si  la  extradición  debe  ser 

motivada  únicamente  por  crímenes.  2*^  Sí  puede  concederse 
por  delitos  políticos  y militares. 

354.  (387  laed.franc.) — En  cuanto  al  primer  punió, 

diremos  que  desde  luóg'o  se  admitió  en  principio  que  la  extra- 
dición no  podía  ser  motivada  sino  por  crímenes  solamente.  Tal 
fué  la  doctrina  de  Vattel  que  decía  que  la  justicia  penal  es  ter- 
ritorial, pero  anadia:  «Los  envenenadores,  los  asesinos  y loa 
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iticentlifirios  de  profesión,  pueden  ser  exterminados  en  cual- 
quiera parte  donde  sean  detenidos,  porque  atacan  y ultrajan  á 
todas  las  naciones  destruyendo  por  la  base  los  fundamentos  de 
su  seguridad  común  (1).»  En  virtud  de  la  adopción  de  este 
principio,  la  lista  de  los  delitos  que  puedan  motivar  la  extra- 
dición, se  restringi<5  desde  luego, 

355.  de  la  ed.fra'tic.) — Con  el  tiempo  se  tomó  en  ma- 
yor consideración  el  interes  que  tienen  los  Estados  en  casti- 
gar los  hechos  ménos  graves,  si  bien  no  tan  absolutamente  in- 
morales como  los  crímenes,  y la  extradición  se  estipuló  eh  los 
tratados  aun  para  ciertos  delitos,  tales  como  los  atentados  con- 
tra el  pudor,  la  ocultación  de  menores,  los  golpes  ó heridas  en 
las  personas  de  los  funcionarios  públicos  en  ejercicio  de  sus 
funciones,  las  amenazas  de  atentado  contra  las  personas  y las 
propiedades,  con  exigencia  de  entregar  una  suma  de  dinero  ó 
de  ejecutar  cualquier  otro  acto,  los  testigos  falsos,  el  sobor- 
no de  testigos,  de  peritos,  de  intérpretes,  el  robo  simple,  el 
fraude,  el  abuso  de  confianza,  la  banca- rota  simple,  la  des- 
trucción de  caminos  de  hierro  y de  telégrafos,  etc.,  etc. 

356.  (389  de  la  ed,  f vane  J — Para  alejar  toda  dificultad  en 
este  asunto,  debe  atenderse  en  la  práctica,  únicamente  á los 
tratados  existentes.  En  cuanto  á los  principios,  haremos  notar 
que  á medida  que  las  vías  de  comunicación  se  perfeccionan  y 
multiplican  y que  las  relaciones  con  el  extranjero  son  más  fá- 
ciles se  ve  hacerse  más  precisa  la  necesidad  de  aumentar  los 
casos  de  extradición,  sobre  todo  entre  los  países  vecinos  y no 
separados  por  el  mar,  á fin  de  que  los  malhechores  no  puedan 
sustraerse  á la  represión  legal. 

Hay  delitos  poco  graves  para  los  cuales  sería  la  extradi- 
ción, una  medida  demasiado  rigorosa  (2),  porque  no  habría 
ninguna  razón  para  hacer  prender  en^el  extranjero  á un  indi- 
viduo que  ya  está  suficientemente  castig'ado  con  el  alejamien- 
to voluntario  de  la  patria.  Pero  hay  otros  que  en  razón  del 


' (1)  Droit  de  gtns,  t.  ¡,  § 233,  y ]a  nota  de  l'radier,  Fodéré,  Calvo:  Droit  interna- 
tional,  §413. 

(2)  De  nonnuUis  eVum  huyus geneñs  delinguentium  dici  polesl^ ilion  pluvia  incommoda  pali 
/liga,  qmmipsa  pena.  KluH:  De  deditione  profugorum,  p.  95.  Véase  también  Legrave- 
rend,  p.  86. 
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demento  moral,  del  elemento  material  y de  la  responsabilidad 
del  agente,  no  podrían  quedar  impunes  sin  manifiesta  inconse- 
cuencia. Así,  pues,  sería  oportuno  establecer  en  principio  que 
es  una  obligación  para  los  Estados  concederse  entre  sí  la  ex- 
tradición por  delitos  de  cierta  gravedad  tomando  como  medida 
de  ésta  la  penalidad,  y admitir,  por  ejemplo,  que  se  deba  con- 
ceder recíprocamente  la  extradición  de  los  individuos  acusados 
de  un  hecho  que  pueda  entrañar  de  dos  á cinco  años  de  prisión. 

357.  (390  de  la  ed.  franc.) — Estos  principios  han  sido  con- 

signados en  el  tratado  franco-italiano.  En  este  convenio,  des- 
pués de  la  enumeración  de  ciertos  crímenes  y delitos,,  se  lee 
lo  siguiente  (art.  2'^): 

«En  materia  correccional  ó de  delitos,  la  extradición  podrá 
tener  lugar  en  los  casos  que  siguen; 

»1®  Para  los  sentenciados  contradictoriamente  ó en  rebel- 
día cuando  la  sentencia  sea  por  lo  ménos  de  dos  meses  de 
prisión. 

»2”  Para  los  prevenidos'  6 acusados  cuando  el  máximum 
de  la  pena  aplicable  al  hecho  imputado  sea,  según  la  ley  del 
país  reclamante,  á lo  ménos  de  dos  años  ú otra  equivalente.» 

En  todos  los  casos,  crímenes  ó delitos,  no  podrá  tener  lu- 
gar la  extradición,  sino  cuando  el  hecho  semejante  sea  puni- 
ble, según  la  legislación  del  país  á que  se  dirige  la  demanda. 

358.  (391  de  la  ed.  franc,') — En  cuanto  á los  delitos  políti- 

cos, debemos  decir  que  su  exclusión  del  número  de  los  delitos 
que  pueden  motivar  la  extradición,  es  una  de  las  conquistas 
del  derecho  moderno.  Desde  luégo  los  tratados  de  extradición 
se  celebraron  con  el  fin  de  resguardar  los  intereses  de  los  prín- 
cipes y de  castigar  á los  culpables  de  felonía  y de  alta  trai- 
ción. Podemos  citar  el  tratado  celebrado  entre  Enrique  II,  Rey 
de  Inglaterra  y Guillermo,  Rey  de  Escocia  eu  1174,  seguu  el 
cual  los  individuos  acusados  del  delito  de  felonía,  que  se  refu- 
giasen de  Inglaterra  en  Escocia,  debian  ser  arrestados  y juz- 
gados por  los  Tribunales  escoceses  ó entregados  al  Gobierno 
inglés.  El  Rey  de  Francia,  Carlos  V y el  Conde  de  Saboya,  ce- 
lebraron un  tratado  con  los  mismos  fines  el  14  de  Marzo  de  1376 
y Enrique  II,  Rey  de  Inglaterra,  celebró  otro  parecido  con  los 
flamencos  en  1497. 
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Seria  rany  largo  mencionar  todos  los  convenios  de  este  gé- 
nero. ]Mos  limitaremos  á decir  que  el  14  de  Setiembre  de  1413, 
el  rey  de  Francia  Cárlos  VI  pidió  al  rey  de  Inglaterra  la  en- 
trega de  los  autores  de  los  disturbios  de  París  (I);  que  el  23  de 
Febrero  de  1661_,  Ilinamarca  consintió  en  entregar  por  deman- 
da dei  rey  de  Inglaterra,  Cárlos  II,  los  asesinos  de  Cárlos  I,  -y 
que  el  14  de  Setiembre  de  1662  los  Estados  generales  de  Ho- 
landa accedieron  á una  demanda  idéntica  de  Cárlos  II  (2).  En 
1798,  la  Inglaterra  misma  pidió  la  entrega  de  Napper  Tan- 
dy  (3),  que  fué  efectivamente  entregado  á las  autoridades  bri-- 
tánicas. 

359.  (392  de  la  ed.  franc.) — En  los  siglos  xvlii  y xix,  los 

tratados  de  extradición  han  tenido  por  objeto,  como  debia  ser, 
la  represión  de  los  delitos  de  derecho  común.  Sin  embargo, 
los  delitos  políticos  no  se  excluyeron  del  iodo,  así  es  que  en  el 
tratado  de  10  de  Diciembre  de  1809,  llamado  tratado  de  paz  de 
Foenkaeping,  Dinamarca  y Suecia  convinieron  en  entreg'arse 
mútuaraente  los  culpables  de  los  crímenes  de  lesa  majestad  y 
de  alta  traición  (4b  Este  tratado  se  extendió  enseguida  á No- 
ruega por  el  convenio  de  7 de  Marzo  de  1823  (5). 

En  tiempos  más  cercanos  de  nosotros  aún,  el  4 de  Enero 

de  1834,  Prusia,  Rusia  y Austria,  se  obligaron  á entregarse 
recíprocamente  los  culpables  de  delitos  políticos  (6).  En  1838, 
el  gobierno  de  Luis  Felipe  pidió  á Suiza  la  expulsión  de  Luis 
Bonaparte  (7j.  En  1849,  después  de  la  derrota  de  las  insurrec- 


(1)  Illos  nobis  in  urben  nostram  Parisiemem  sub  tuti  fide mittere  custodia piiniendos.  Ham~ 
t.  vil,  p.  401. 

(2)  El  coronel  Barkstead,  el  coronel  Okey  y Miles  CorBest,  fueron  presos  en  Ho- 
and a y entregados  alOobiema  inglés  que  los  hizo  condenar  y ejecutar  con  los 
otros  miembros  del  Parlamento  que  habian  votado  la  muerte  del  Rey.  (Véase  Lu- 
dlows:  Memoíre,  v,  3,  p.  99. 

(3)  Napper  Tandy  fué  acusado  de  haber  excitado  con  sus  gritos  sediciosos,  á la 
población  del  Coniado  de  Loutb  á sublevarse...  Fué  preso  en  Hamburgo  por  or- 
den del  Senado  y entregado  á Inglaterra  que  lo  había  reclamada,  en  Noviembre 
<ie  1798.  Juzgado  por  el  crimen  de  alta  traición  de  que  se  le  acusaba,  fué  absuelto 

por  el  Jurado.  (Véase  Maitens,  causes  célebres,  t.  v.) 

(4)  Martens:  JVowu.  recueil,  1. 1,  p.  223. 

(üi  Martens,  JSovlv.  recueil,  t.  vu,  p.  114. 

(d)  Martens,  Nouv.  recudí,  t,  xxni,  p.  44. 

(.7)  Mart8U8,iVo!íii.rfií!?¿ei/,t.  xv,p.  638.  Luis  Bonaparte  abandonó  voluntariamen- 
te la  Suiza. 
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dones  húngara  y polaca,  los  jefes  de  estos  movimientos  se  re- 
fngiaron  en  Turquía,  y Rusia  y Austria  pidieron  su  extradi- 
ción; habiéndose  negado  á ella  el  gobierno  otomano,  Austria 
y Rusia  declararon  que  romperían  las  relaciones  con  él  (1).  Es- 
ta demanda  se  retiró,  y se  restablecieron  las  relaciones  diplo- 
máticas, con  la  condición  de  que  los  refugiados  serian  inter- 
nados de  las  costas  del  Asia  Menor  (2). 

360.  (393  de  la  ed.  franc.) — Ciertos  autores  no  creen  que 
existan  razones  jurídicas  suficientes  para  exceptuar  una  clase 
especial  de  delitos:  «Una  vez  admitido  el  principio  de  la  extra- 
dición, ¿hay  lugar  á establecer  una  distinción  emanada  de  la 
naturaleza  distinta  de  los  crímenes?  Regularmente  no,  dice 
Heffter  (3).  Sin  embargo,  se  ha  admitido  una  excepción  en  fa- 
vor de  los  crímenes  políticos.» 

361.  (394  de  la  ed.  franc.) — También  el  profesor  Mohl  nie- 
ga que  la  excepción  en  favor  de  los  refugiados  políticos  sea  en 
realidad  una-regla  de  derecho  internacional  (4). 

362.  (395  de  la  ed.  franc.) — El  más  esplícito  y más  recien- 
te entre  estos  autores,  que  sepamos,  es  Mailfer.  «Si  vamos 
hasta  allá,  dice,  consideramos,  en  derecho  democrático,  á los 
pueblos  como  tan  solidarios  los  unos  de  los  otros  contra  los 
atentados  á la  vida  humana  y á la  propiedad  particular,  como 
contra  los  atentados  á la  soberanía  popular,  porque  considera- 
mos la  vida  humana,  la  propiedad  particular  y la  soberanía 
popular,  como  derechos  igmaimente  emanados  de  la  ley  natu- 
ral... La  extradición  debe  admitirse  en  derecho  democrático,  y 


(li  Estas  demandas  estaban  fundadas  realmente  en  tratados  antiguos.  Rusia 
invocaba  el  art.  T del  Tratado  de  Kainardji  celebrado  en  1774.  Según  este  conve- 
nio, los  subditos  de  los  dos  Estados  acusados  de  alta  traición,  que  se  refugiasen 
en  uno  de  los  dos  territorios  deberian  ser  entregados  ó expulsados  inraediaiamen- 
te.  Austria  invocábalos  tratados  celebrados  con  Turquía  en  1718  en  Passauy  en 
l';89  en  Belgrado,  en  virtud  de  los  cuales  cada  una  de  las  partes  contratantes  es- 
taba obligada  á no  prestar  auxilio  á los  rebeldes. 

(2)  Véanse  los  documentos  de  Estado  presentados  al  Parlamento  inglés.  Corr&a- 
ponÁeiice  respectíng  Refiigees  franc  Jlmigaujwichin  the  Ttirkish.  Dominio?is  preaedded  to 
Parliement,  1871.  En  cuanto  á lo  que  se  refiere  á Martin  Koszta  uno  de  los  indivi- 
duos comprometidos  en  la  revolución  húngara  de  1819.  Véase  á Wolsey, /«fór«ífíí0- 
nal  Law,  §81,  y á Martens,  Causas  celebres,  vol.  v,  p.  583. 

(3)  Droit  inlernationat,  § i)3,  p.  130. 

(4)  Revisión  der  volkerreckdichen  Lehre  vom  Asile  en  la  revista  titulada:  Zeitschrifl 
fiir  ge^amene  sUtalswissenscJiatl,  p.  487. 
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si  lio  lo  está  aún,  es  porque  Í3I  derecho  democrático  no  se  halla 
aún  g-eiieraliiieute  admitido,  es  porque  los  crímenes  políticos 
por  los  que  se  ha  rechazado  unánimemente  la  extradición  por 
los  Estados  de  Europa,  no  son  crímenes  cometidos  contra  la 
soberanía  popular,  cuyo  derecho  es  universal,  sino  contra  la 
soberanía  monárquica  que  es  puramente  local  (1). 

363.  (396  de  la  ed.franc.) — La  doctrina  admitida  por  gran 
mayoría  de  los  autores,  nos  parece  más  fundada  (2).  «El  dere- 
cho de  asilo,  en  caso  de  tratarse  de  delitos  políticos,  dice  Ge- 
yer,'  es  sagrado,  porque  si  se  quisiese  castigar  ó entregar  al 
autor  de  un  delito  de  ese  género,  seria  necesario  decidir  ántes 
la  cuestión  preliminar  desi  el  gobierno  extranjero  y la  consti- 
tución atacados,  son  legítimos.  Ahora  bien,  es  esa  una  cuestión 
que  no  sabria  juzgar  un  tribunal,  porque  faltarian  elementos 
necesarios  para  su  determinación,  y muy  difícil  seria  evitar 
que  surgiesen  complicaciones  internacionales  (3). 

364.  (397  de  la  ed.  franc.)  — Muy  á propósito  hace  obser- 
var Schmalz  que,  «si  un  celo  mal  entendido  por  la  observancia 
rigorosa  de  los  principios  de  justicia,  estableciese  la  absoluta 
obligación  de  entregar  al  que  hubiese  comprometido  la  segu- 
ridad pública,  no  seria  difícil  al  despotismo  aprovecharse  de 
ese  medio  para  arrancar  de  su  asilo  á hombres  injustamente 
procesados,  y privar  así  á la  inocencia  oprimida  de  su  último 
recurso;  la  fug*a  (4). 

365.  ■ (398  d.e  la  Nosotros  admitimos  con  los  au- 

tores que  acabamos  de  citar,  que  no  se  deberla  conceder  la  ex- 
tradición, en  ningún  caso,  por  delitos  políticos.  En  efecto;  es- 
tos delitos  no  indican  en  sus  a, atores  un  espíritu  perverso;  por 


(n  Déla  Déinocratte^  dans  ses  raporls  avc.c  le  droit  inlermtional,  p . 259-260. 

(2)  Kluit,  De  deditione,  p.  "79.  — Sclimalz,  ZíroH  des  gens,  libro  iv,  cap.  iii,  p.  160. — 
Laurence’s  Wheaton,  p.  245  (notó). — WartOD,  Con/Zíc/ o/'/.wos,  § 948. — Calvo,  Dmí 
interuat.,  § 411.— Bonafós, la  eslradil.,h°.  19.— Wolsey,  International  law,%  79.— 
Lewis,  On  foreing  jurisdiclion,  p.  44,— Billot,  De  rextradit,^)-  102.— Phillimore,  Inter- 
national Law,  1. 1,  § 969.— Bluntschli,  Le  droit  international  codifié,  g S96.— Oudley- 
FieU,  Drofi,  oulUnes  of  and  International  Coile,  § 215. 

(3)  Holtzendorff,  Encijc.,  1870,  p.  540. 

(4)  Droit  des  gens.  \ih.  iv,  cap.iti.p.  160. -r-Compar.  Gbauveau  y Faustin-Hélie, 
Théorie  du  Cede  penal,  art.  2",  p,  918  — Ortolan  y Ledeau,  Traité  des  Slinisíer,  public^ 
t.  11,  p.  231.— .'vlittermaier,  Procédure  criminelle,  § 56. 


HECHOS  QUE  PUEDEN  DAE  LUGAR  X LA  EXTRADICION  369 

«1  contrario,  resultan  siempre  del  espíritu  de  partido  y de  los 
sentimientos  políticos.  La  injnoralidad  no  está  tan  claramente 
establecida  como  la  de  los  delitos  comunes,'  lejos  de  eso^  está 
oscurecida  por  las  yicisitudes  de  las  cosas  humanas,  y varía 
según  las  épocas  y los  sucesos  (^1). 

Así,  como  ha  hecho  notar  lord  Palmerston , si  hay  algu- 
na regla  entre  todas,  respetada  en  ios  tiempos  modernos  por 
todos  los  Estados  independientes,  grandes  y pequeños,  es  la 
de  no  entregar  los  refugiados  políticos  (2).  «Las  leyes  de  hos- 
pitalidad, ha  dicho  ese  gran  hombre  de  Estado,-  los  principios 
de  humanidad,  los  sentimientos  universales  de  piedad  prohí- 
ben la  extradición  por  esos  motivos,  y un  Gobierno  que  volun- 
tariamente la  otorgase  sería  uuiversalmente  estigmatizado, 
degradado  y deshonrado  (3).» 

366.  (399  de  la  ed.  franc.) — No  es  este  lugar  á propósito 

para  decir  cómo  el  Estado  que  concede  un  asilo  á los  refugia- 
dos políticos  debe  procurar  que  su  territorio  no.  se  convierta 
en  un  centro  de  conspiración.  A ese  Estado  le  corresponde, 
segnn  las  circunstancias,  decidir  sí  los  refugiados  deben  ser 
internados,'  y determinar  los  actos  que  deben  prohibírseles. 
Si  los  protege  hasta  el  extremo  de  ofrecerles  un  lugar  doude 
puedan  conspirar,  será  responsable  de  este  hecho  para  con  el 
otro  Estado;  y añadiremos  que  debería  castigarse  al  que  aten- 
tase contra  la  seguridad  de  un  Estado  amigo  (4). 

(1)  Gompar.  GíTizot,  De  la  jieitie  de  jnort  en  matiére  poUtique,  IR'il.  La  circular  de  5 
de  Abril  lie  1841  (§  2°,  apartado  4"),  del  Ministro  de  Justicia  de  Francia,  está  conce- 
bida en  estos  términos;  «Los  crímenes  políticos  se  cometen  en  circunstancias  tan 
difíciles  de  apreciar,  nacen  de  pasiones  tan  ardientes  que  son  muchas  veces  su  dis- 
culpa, que  Francia  mantiene  el  principio  de  que  la  extradición  no  debe  tener  lugar 
por  hechos  políticos. 

(2)  Entre  los  Estados  de  la  Confederación  americana,  la  entrega  reciproca  da 
los  autores  de  delitos  políticos,  no  está  admitida  sino  en  el  único  caso  de  alta  trai  • 
cion  {Constit.  de  los  Estados-Unidos,  art.  4“,  § 2°).  En  la  Confederación  suiza,  por  el 
contrario,  la  extradición  por  delitos  políticos  ó de  la  prensa,  no  puede  tener  lugar 
nunca  entre  los  cantones.  Asi  resulta  del  art.  55  de  la  Constitución  y del  art.  3°  de 
«a  ley  federal  de  extradición. 

(3)  «The  laws  of  hospiiality,  the  dictates  of  humaníty,  the  general  fee- 

lings  of  mankin  farbid  such  surrenders,  and  any  independen!  Government,  wich 
of  its  own  free-wil  were  to  make  sncha  surrender,  voult,  be  deservedly  and  univer- 
sally  stigmatlsed  and  degraded,  and  dishonoured.»  {Corresponden ce  respecting  Refu^ 
gees  from  Uungariiwitkin  the  Yurscisli  Dominion s presented  l(fParI‘iament,l85l,'p.33). 

(4)  Una  larga  discusión  tuvo  lugar  con  este  motivo  en  el  seno  del  Parlamento 
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367.  (400  de  la  ed.  franc.) — En  todos  los  tratados  celebra- 
dos por  Italia  con  otros  Estados  se  halla  formulada  la  excep- 
ción Relativa  á los  delitos  políticos  y á cualquiera  otro  hecho 
que  con  éllos  tenga  conexión,  y añadiremos  que  esta  regla  se 
observa  entre  nosotros  con  extremado  celo  (1). 

368.  (401  de  la  ed.franc.) — ¿Pero  cuáles  son  los  caractéres 
distintivos  de  los  delitos  políticos?  ¿Cuáles  son  los  hechos  que^ 
deben  considerarse  corno  conexos  con  estos  delitos?  Cuestión 
es  esta  que  no  está  exenta ’de  dificultades.  Hacer  que  todo  de- 
penda del  agente  nos  conduciría  á no  considerar  más  que  su 
intención  y á procurarle  la  ventaja  de  hacer  valer,  en  la  ma- 
yoría de  los  casos,  razones  políticas  corno  excusa. 

369.  (402  de  la  ed.franc,) — Haus,  definió  así  los  delitos 
políticos:  «Por  delitos  políticos  se  entienden  los  crímenes  y lo& 
delitos  que  se  dirigen  exclusivamente  contra  el  órden  político  y 
que  tienden  á derribarlo,  á cambiarlo  ó á turbarlo.  El  órden 
político  comprende  en  el  exterior  la  independencia  de  la  na- 
ción y la  integridad  del  territorio;  y en  el  rnterior ^ la  forma 
de  Gobierno  establecida  por  la  Constitución  y la  autoridad- 
constitucional  de  los  poderes  políticos,  es  decir,  de  las  Cáma- 
ras y del  Pey,  y en  consecuencia  también  la  fuerza  obligato- 
ria de  las  leyes,  la  inviolabilidad  de  la  persona  del  Rey  y los 
derechos  constitucionales  de  su  dinastía.  Los  crímenes  y de- 
litos comunes  que  se  han  cometido  con  un  fin  político  consti- 
tuyen infracciones  mixtas  ó hechos  conexos  con  delitos  polí- 
ticos (2). 

370.  (403  de  la  ed.  Filangieri  ha  dicho  más  clara 

y sencillamente  que  delitos  políticos  son  todos  los  atenta- 


jnglés,  á propósito  de  ciertos  refugiados  políticos  lombardos  residentes  en  Lón- 
drés,  y que  con  motivo  de  su  conducta,  el  Gobierno  austríaco  babia  hecho  ciertas 
reclamaciones.  Véase  el  discurso  de  Lord  Lyndhurt,  en  la  Camarade  los  Pares.  [Ti- 
mes 5 de  Marzo  de  1853).  Véase  también  la  discusión  en  la  Cámara  de  los  Lores, 
en  1858,  á propósito  de  unos  individuos  que  conspiraron  contra  la  vida  de  Napo- 
león III.  Hausard’s  , Par  ¡amentar  y Debates,  1858. 

(1)  En  el  tratado  que  Ita  lia  celebró  con  China  el  26  de  Octubre  de  1866,  la  excep- 
ción respecto  de  los  delitos  po  Uticos,  como  en  el  tratado  deTeintrin,  celebrado  en- 
tre Inglaterra  y China,  tampoco  se  halla  formulada.  Pero  bien  entendido  que,  sin. 
embargo  de  eso,  nuestro  Gobierno  no  accederá  jamás  á la  extradición  por  delitos 
políticos,  y en  esto  seguirá  el  ejemplo  dado  ya  por  Inglaterra. 

[2)  ^Cours  de  Droit  C'iminel,  §113. 
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dos  dirigidos  contra  la  Constitución  del  Gobierno  y contra  la 
soberanía  (1). 

371.  (404  dé  la  ed.franc.) — En  nuestra  opinión,  siguiendo 
la  vía  trazada  por  estos  autores,  diremos  que  los  delito^  f)olíti- 
cos  son  los  que  turban  el  orden  establecido  por  las  leyes  fun- 
damentales del  Estado,  de  la  distribución  de  poderes,  los  lí- 
mites de  la  autoridad  de  cada  ciudadano,  el  orden  social  y los 
derechois  y deberes  que  de  ííl  derivan.  TJn  acto  cualquiera  de 
esta  naturaleza  implica  un  atentado  directo  contra  la  existen- 
tencia  del  Estado,  y en  consecuencia  contra  su  existencia  pb- 
lítica  (2). 

372.  (405  de  la  ed.  franc.') — Es  preciso  estudiar  con  cuida- 
do esta  materia  á ñn  de  no  calificar  de  delitos  políticos  ciertos 
atentados  que  no  tendrian  de  ellos  más  que  el  nombre.  Los 
atentados  contra  el  soberano  y las  personas  revestidas  de  dig- 
nidades políticas  pueden  ser  delitos  políticos  si  se  dirigen  con- 
tra el  ente  moral  que  ejerce  el  poder  supremo,  ó en  otros  tér- 
minos, si  son  atentados  dirigidos  contra  la  Soberanía.  Pero  si 
el  delito  se  dirige  contra  el  hombre,  y si  del  resultado  que  es- 
peraba así  como  de  las  circunstancias  de  lugar  y tiempo  re- 
sulta que  no  se  pretendía  derribar  la  Soberanía  ni  apoderarse 
del  poder,  no  debe  entonces  darse  al  atentado  el  calificativo 
de  delito  político  (3). 

373.  (406  de  la  ed.  franc.J — Ha  llegado  el  caso  de  trasla- 
dar aquí  las  palabras  de  lord  Stanley,  después  conde  de  Derby, 
en  la  Cámara  de  los  comunes  el  3 de  Agosto  de  1866.  «Me  pa- 
rece que  si  por  una  parte  deseamos  que  el  derecho  que  tienen 
los  individuos  culpables  de  delitos  políticos  de  no  ser  arresta- 
dos permanece  inviolable,  por  otra  parte  es  monstruoso  que 
el  individuo  que,  por  ejemplo,  ha  cometido  un  asesinato  en 
las  calles  de  París,  y que  en  seguida  se  refugia  en  Inglaterra 
pueda  ser  castigado,  mientras  que  si  la  persona  asesinada  se 


(1)  Scienza  della  legislazione,  lib.  ui,  parte  2’',  cap.  xuii. 

(2)  Compar.  Ortolan,  Eléments  du  Droit  péml,  n®.  699. 

(3^  La  tentativa  de  asesinato.en  la  persona  del  g-eneral-Grenneville,  cometida 
en  Liorna  el  24  de  Mayo  de  1889,  no  se  calificó  de  delito  político,  si  bien  tnvo  por 
móvil  sentimientos  de  odio  que  nacieron  en  el  curso  de  la  revolución  de  2848;  el 
autor  fué  entregado  por  el  Gobierno  francés. 
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halla  rerestida  de  un  carácter  político,  el  crimen  se  convier- 
ta en  político,  y las  leyes  inglesas  declaren  que  el  autor  no 
puede  ser  juzgado.  Tal  proposición  no  me  parece  sostenible. 
Kxisíb  una  facultad  discrecional,  lo  sé,  concedida  al  Secretario 
de  Estado  para  aplicar  la  ley  y todo  lo  que  puedo  decir  en  este 
asunto,  es  que  si  un  honorable  gentleman  puede  secundarme  y 
establecer  una  distinción  entre  un  delito  puramente  político  y 
un  delito  contra  la  moral,  tomaré  en  consideración  la  proposi- 
ción para  formular  una  cláiasula  adaptada  al  caso  (1).» 

374,  de  lii  ed.  franc.) — Siempre  ha  sido  difícil  definir 
el  delito  político,  y sobre  todo,  fijar  reglas  ciertas  para  llegar 
á decidir  si  un  delito  es  6 no  político  (2). 

Después  del  atentado  contra  la  vida  de  Napoleón  III,  el 
Gobierno  imperial  propuso  no  admitir  en  el  número  de  los  de- 
litos políticos  el  atentado  contra  la  vida  de  un  Soberano  ex- 
tranjero, é contra  los  miembros  de  su  familia,  cuando  el  aten- 
tado constituya  el  hecho  de  homicidio,  asesinato  6 envenena- 
miento. Esta  restricción  se  consignó  en  los  convenios  celebra- 
dos por  Francia  con  Bélgica  el  22  de  Setiembre  de  1856,  y 
sucesivamente  con  todos  los  Estados,  excepto  Suiza  é Italia  (3). 

375.  (408  de  la  ed.  franc.) — La  doctrina  sostenida  por  el 
Gobierno  imperial,  queriendo  en  ciertos  casos  asimilar  el  aten- 
tado contraía  vida  del  Soberano  á un  atentado  contra  su  per- 
sona, y como  tal  susceptible  de  extradición  como  cualquier 
otro  delito  común,  fué  combatida  por  los  mismos  jurisconsul- 
tos franceses.  Demostraron,  en  efecto,  apoyándose  en  la  ley 


(1)  Véanse  los  discursos  de  Lord  Stanley  en  la  Cámara  de  los  Comunes  del  3 de 
Agosto  de  1868,  Véase  la  Memoria  de  la  Comisión  nombrada  por  el  Gobierno  in- 
glés para  proponer  reformas  á la  ley  sobre  la  extradición.  La  discusión  entre  los 
miembros.de  dicha  Comisión  se  halla  reseñada  por  Arlia  en  el  Eco  dei  íribunali, 
1871. 

(2)  Stuart  Mili,  decía  que  el  delito  político  debería  definirse  así.'  Any  offense  con- 
mited  ir  Ihe  course  of  or  furtheriny  of  civil  war,  insurrecUon  á polilical  eoommotiovs . . 
(Véase  su  discurso  en  la  Cámara  de  los  Comunes  el  13  de  Agosto  de  1866. 

(3)  El  Gobierno  italiano  no  pudo  admitir  como  regla  absoluta,  que  el  atentado 
contra  la  vida  del  Jefe  del  Estado  y contra  los  miembros  de  su  familia,  no  consti- 
tuyese un  delito  político,  por  el  Código  italiano,  comprende  el  atentado  contra  la 
vida  del  Soberano  en  el  número  de  los  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado,  y 
desde  luego  en  el  délos  delitos  políticos;  es  evidente,  pues,  que  no  podía  admit^ 
en  su  testamento  una  calificación  contraria  á la  ley. 
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francesa,  que  los  atentados  y las  conspiraciones  contra  el  Rey 
y la  familia  real  constitujan  delitos  políticos  (1). 

Según  que  se  coloque  este  delito  en  una  ú otra  de  las  dos 
clases,  se  decidirá  si  debe  ó no  admitirse  en  el  número  ¿e  los 
que  pueden  motivar  la  extradición. 

376.  (409  de  la  ed.  franc.) — Por  nuestra  parte  'creemos,  que 

haciéndolo  depender  todo  del  simple  hecho  de  la  autoridad 
política  de  que  se  halla  revestida  la  víctima,  se  llegaría  á fa- 
vorecer la  impunidad  del  indivíduo^que  ha  violado  los  derechos 
de  la  persona.  Ciertamente,  si  un  pretendiente  al  tropo  quitase 
la  vida  al  Soberano,  no  habría  ninguna  dificultad  sobre  la 
naturaleza  política  de  semejante  hecho;  pero  si  un  particular 
se  hiciese  culpable  del  asesinato  del  Soberano,  y lo  hiciese  sin 
existir  guerra  civil,  ni  en  tiempo  en  que  las  personas  que  se 
proponen  cambiar  el  orden  de  cosas  existente,  hubiesen  orga- 
nizado una  conspiración  secreta,  ni  en  ninguna  otra  circuns- 
tancia análoga,  dudamos  de  que  el  asesinato  cometido  deba 
ser  considerado  como  delito  político. 

En  las  instrucciones  dirigidas  al  ejército  de  los  Estados- 
Unidos  de  América,  se  prohíbe  el  asesinato  áun  en  tiempo  de 
guerra:  «Las  naciones  civilizadas,  se  dice  en  el  núm.  48  de 
aquellos,  ven  con  horror  las  recompensas  ofrecidas  con  el  ob- 
jeto de  obligar  al  asesinato  del  enemigo,  y las  condenan  como 
un  retroceso  á la  barbárie.»  Si  el  asesinato  está  prohibido  en 
tiempo  de  guerra  y castigado  áun  cuando  se  cometa  con  el  fin 
de  asegurar  la  victoria,  ¿debe  perdonarse  al  individuo  que  ha 
asesinado  á un  Rey,  á un  Presidente  ó á un  Minietro,  por  la 
sola  razón  de  que  se  hallaban  revestidos  con  una  dignidad 
política? 

No  nos  proponemos  fijar  un  criterio  para  distinguir  el  ase- 
sinato inspirado  por  motivos  ordinarios  del  que  lo  es  por  mo- 
tivos políticos.  Esa  distinción  legalmeuté  no  existe,  y que- 


(1)  El  Gobierno  de  Napoleón  111  quería  que  se  admitiese  que  el  atentado  contra 
la  vida  del  Soberano  es  un  delito  contra  las  personas,  y por  consiguiente,  un  cri- 
men de  derecho  común,  para  excluir  de  los  beneficios  de  la  amnistía  á los  que  hu- 
biesen participado  del  tal  atentado.  Por  esto  fué,  que  62  Abogados  det  Colegio 
francés  escribieron  una  consulta  extensamente  motivada,  para  demostrar  que.  se- 
gún las  leyes  vigentes  entonces  en  Francia,  la  conspiración  con  el  objeto  de  aten- 
tar contra  la  vida  del  Soberano,  era  un  delito  politice. 
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riéndola  establecer,  se  embrollaría  la  cuestión  en  vez  de  acla- 
rarse. 

Tenemos  por  cierto  que  nadie  puede  asegurar  que  en  todos 
los  c^sos  el  atentado  contra  la  vida  del  Soberano  deba  conside- 
rarse como  delito  político.  Nos  parece,  en  efecto,  que  este  cri- 
men puede,  en  ciertos  casos,  encerrar  en  sí  todos  los  elemen- 
tos que  constituyen  un  delito  contra  la  persona.  Pero  creemos 
que  j-sería  contrario  á los  principios  jurídicos  declarar  en  un 
tratado  que  dicho  atentad»  no  debe  ser  considerado  como  de- 
lito político.  Toca  á los  Jueces  decidir  si  un  delito  por  su  na- 
turaleza es  ó no  político.  Los  Magistrados,  después  de  ha- 
ber apreciado  las  circunstancias,  el  hecho,  el  móvil  del  delito 
y todos  los  demás  elementos  constitutivos,  pueden  decidir  si 
realmente  hay  lugar  á entregar  el  acusado  ó á negar  la  de- 
manda de  extradición  á causa  del  carácter  político  del  hecho 
imputado. 

El  asesinato  de  Lincoln  ha  podido  calificarse  de  delito  po- 
lítico, Sin  embargo,  creemos  que  teniendo  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias del  hecho,  como  cree  también  Wharton,  los  Go- 
biernos de  los  países  civilizados  no  hubieran  debido  rehusar  la 
entrega  de  los  autores  de  este  atentado  (1).  . 

Creemos,  puesy  basándonos  en  las  razones  que  dejamos  ex- 
puestas, que  en  el  supuesto  de  'que  en  teoría  la  idea  jurídica 
del  delito  político  no  se  hallase  determinada  con  precisión,  se- 
ría peligroso  que  el  poder  legislativo  tratase  de  determinar  óde 
restringir  esta  excepción.  Deberá,  desde  luégo,  concretarse  á 
formular  en  términos  generales  la  regla  de  que  la  extradición 
no  debe  concederse  por  delitos  políticos,  dejando  á los  Magis- 
trados el  cuidado  de  decidir  en  cada  caso  particular,  teniendo 
en  cuenta  las  circunstancias,  sí  el  delito  debe  ó no  conside- 
rarse como  político. 

377.  (410  de  la  ed,  franc.) — Diremos  ahora  cuatro  palabras 

sobre  los  hechos  relativos  ó conexos  con  los  delitos  políticos. 


(1>  Juan  Surat,  uno  de  los  asesinos  del  Presidente  Lincoln,  se  refugió  en  Homa, 
después  en  las  provincias  del  reino  de  Italia  y en  seguida  en  Alejandría  de  Egipto, 
donde  fué  detenido.  El  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  habla  pedido  su.  extradi- 
ción al  Gobierno  Italiano,  pero  la  demanda  no  pudo  ser  atendida  á causa  de  su 
fuga.  No  hubo  discusión  alguna  respecto  á la  naturaleza  del  delito. 
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La  corte  de  casación  belga,  en  su  decreto  de  12  de  Marzo  de 
1855,  dijo  que  debían  considerarse  como  hechos  conexos  con 
un  delito  político  aquellos  cuya  apreciación,  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  criminalidad,  puede  depender  del  carácter  pura- 
mente político  del  hecho  principal  á que  se  refieren.  Dejando 
á los  criminalistas  el  cuidado  de  determinar  el  caso  de  cone- 
xión, nos  limitaremos  á decir  que  en  los  tratados  se  excluye 
la  extradición  por  hechos  relativos  y conexos  con  los  delitos 
políticos.  Esto  nos  parece  muy  razonable  porque,  por  una  par- 
te , como  hace  observar  Pinheir»-Ferreira  (1),  la  excepción 
relativa  á los  delitos  políticos,  sería  ilusoria  si  bastase  á un 
Gobierno  para  obtener  la  extradición  de  un  culpable,  hallar 
en  el  hecho  político  algún  hecho  de  derecho  común;  y por 
otra,  la  prohibición  expresa  de  procesar  al  acusado  por  delitos 
políticos,  no  bastaría  para  impedir  á los  Jueces  el  tener  en 
cuenta  un  hecho  político  conexo  con  un  hecho  de  derecho  co- 
mún á que  fuesen  llamados  á intervenir. 

Nos  parece,  sin  embargo,  que  sería  muy  conveniente  que 
el  legislador  formulase  una  regla  jurídica  que  sirviese  para 
hacer  conocer  si  los  delitos  conexos  con  los  delitos  políticos 
deben  ó no  dar  lugar  á la  extradición.  No  se  podría  admitir 
que  el  pretendido  fin  político  de  los  acusados  pueda  ser  causa 
de  asegurarles  la  impunidad,  cuando  en  ocasión  de  una  guer- 
ra civil  hubiesen  cometido  un  delito  contra  las  personas  6 
contra  las  propiedades  y que  no  pudiesen  justificar  con  la  ne- 
cesidad de  consumarlo  para  ayudar  al  fin  político. 

Del  mismo  modo  que  se  admite  la  culpabilidad  de  los 
miembros  de  un  ejército  regular  que  durante  las  operaciones 
de  la  guerra  cometan  actos  que  no  pueden  justificarse  con  las 
necesidades  del  ataque  é de  la  defensa,  debe  admitirse  también 
respecto  de  los  individuos  que,  tomando  parte  en  una  guerra 
civil,  cometan  un  delito  común  innecesario  para  ella. 

Se  podría,  desde  luégo,  formular  en  la  ley  la  regla  siguien- 
te: «Todas  las  vías  de  hecho  v todos  los  atentados  contra  las 

«/ 

personas  ó las  propiedades,  cometidos  durante  una  guerra  ci- 
vil, se  comprenden  en  el  número  de  los  delitos  conexos  con 


(1)  Reme  etrangére,  1. 1,  p.  79. 
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los  delitos  políticos  y como  tales  no  son  susceptibles- de  extra- 
dición sólo  en  el  c^o  en  que  no  sean  punibles  según  el  Códi- 
go penal,  si  hubiesen  sido  cometidos  por  el  ejército  regular  ó 
por  las  personas  pertenecientes  al  mismo  en  tiempo  de  guerra. 

378.  (411  de  la  ed.  franc.J — En  los  tratados  celebrados  por 
el  Gobierno  italiano  con  otros  Gobiernos,  se  halla  formulada 
la  regla  general  de  que  la  extradición  no  puede  concederse  ni 
por  los  delitos  políticos  ni  por  ningún  otro  hecho  relativo  á 
éilos. 

PJn  el  tratado  celebrado  con  Austria,  se  dice:  «La  extradi- 
ción no  se  concederá  jamás  por  crímenes  ó delitos  políticos. 
El  individuo  que  sea  entregado  por  otra  infracción  de  las  leyes 
penales,  no  podrá  ser  juzgado  ni  sentenciado  en  ningún  caso 
por  un'críraen  ó delito  político  cometido  anteriormente,  ni  tam- 
poco por  ningunhecho  relativo  á dicho  crimen  ó delito.» 

379.  (412  de  la  ed.  franc.J — ¿La  piratería  puede  compren- 
derse en  el  número  de  los  delitos  que  dan  lugar  á la  extradi- 
ción? 

Italia  la  ha  hecho  colocar  en  el  número  de  los  delitos  que- 
dan lugar  á ella,  en  los  tratados  celebrados  con  el  Brasil,  con 
Méjico,  con  el  Perú,  con  los  Estados-Unidos  de  América,  con 
Inglaterra  y con  Francia,  y no  lo  ha  hecho  meñcionar  en  los 
demás.  Esto  es  á causa  de  que  en  Inglaterra  y los  Estados- 
Unidos  de  América  se  designa  bajo  la  denominación  de  pirate- 
ría, no  el  delito  calificado  así  en  derecho  internacional  sino  el 
que  se  designa  con  el  nombre  de  baratería  6 de  delito  contra  la 
propiedad. 

La  piratería,  propiamente  dicha,  es  un  delito  de  derecho 
internacional  (I),  los  piratas,  communes  liostes  omnium  (2),  pue- 
den ser  perseguidos  y apresados  por  los  buques  que  los  en" 
cuentren  (3),  y pueden  ser  juzgados  por  el  Estado  que  los  tie- 

(1)  Blunschli  la  define  del  modo  sig-uiente : «Son  considerados  como  piratas  los 

buques  que,  sin  autorización  de  una  potencia  beligerante,  procuran  apoderarse  de 
las  personas,  buque  ó mercancías,  hacer  un  botín,  ó destruir  con  un  fin  criminal’ 
los  bienes  de  otros.  Traduc.  Lardy,  g 343.)  • . , 

(2)  Cicerón:  Dcofficiis,  1,  3,  29,  in  fine. 

(3)  With  profesed  pirates,  dit  Lord  Stovoll,  there  is  no  stato  of  peace.  They  are 
the  enemies  of.  everg  country  and  at  all.  times:  and  therefore  are  uní-versally 
subjet  to  the  extreme  rights  of  woar.  (En  el  asunto  del  buque  AdmiraUy  iífi- 
^rts  de  Dedson,  p.  244, 
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ne  en  su  poder.  Si  la  jurisdicción  exclusiva  del  Estado  qup  so- 
licita la  extradición  debe  Ser  el  fundamento  principal  de  la 
demanda^  es  evidente  que  no  hay  razón  para'  conceder'á  la  ex- 
tradición de  los  piratas  á un  Estado  con  preferencia  á otro, 
puesto  que  pueden  ser  juzgados  por  los  tribunales  de  todos  los 
países. 

380.  (413  de  la  ed.  franc.) — Estos  principios  fueron  ámplia- 
mente  desarrollados  ante  el  tribunal  é inglés  de  la  provincia  de 
New-Brünswíck  en  la  causa  David  Collins  y consortes,  acusa- 
dos del  delito  de  piratería  á bordo  del  buque  de  los  Estados- 
Unidos  Chesa'peake,  en  1864  (1),  y ante  el  tribunal  del  Banco  de 
la  reina  en  las  causas  Yívuan  v consortes  el  mismo  año  tam- 
bien  (2).  En  ambos  crasos  se  pidióla  extradición  por  el  Gobier- 
no de  ios  Estados-Unidos,  que  invocaba  el  tratado  de  22  de 
Agosto  de  1842,  que  en  el  número  de  los  delitos  que  podría 
motivar  la  extradición,  comprendía  el  de  piratería.  El  Gobier- 
no inglés  no  admitió  la  demanda,  porque  la  piratería  de  que 
estaban  acusados  los  individuos  cuya  extradición  se  pedia,  no 
era  el  crimen  de  piratería  tal  cual  se  halla  definido  en  la  le- 
gislación del  país  demandante,  sino  la  piratería,  según  el  de- 
recho internacional,  que  hace  que  los  culpables  puedan,  ser 
juzgados  por  los  tribunales  de  todos  los  países: — «The  piracy 
charged  wqsuot  municipal  piracy,  but  piracy  bay  the  law  of 
nations  justiciable  wherever  the  offender  míghtbe  found,  aud, 
as  the  court  of  New  Brüiisvick  had  jurisdiction  in  the  case, 
the  prisioners  could  not  be  given  ap.  nuder  the  tecaty  (3).» 

381.  déla  ed.  franc.) — En  el  tratado  celebrado  entre 
Italia  y Francia,  la  piratería  se  halla  inscrita  en  el  número  de 
los  delitos  que  pueden  motivar  la  extradición.  Pero  no  debe 
deducirse  de'  aquí  que  se  haya  querido  en  este  tratado  derogar 
el  principio  de  derecho  internacional  que  hace  que  los  piratas 
puedan  ser  juzgados  en  todos  los  países.  Solamente  se  ha  que- 
rido prever  el  caso  de  que  el  Estado  requerido,  aunque  compe- 
tente, no  quisiese  hacer  valer  el  derecho  de  juzgar  por  sí  mis- 
mo al  acusado.  Hé  aquí  el  texto  del  tratado:  «La  piratería  y 


íl)  M.  C.  Millai*;  Chesapealces  case. 

(2)  Restaud  Smith,  o,  cause  Zirnan,  645  , 635,  688. 
<3)  C.  M.  Mili an, citado. 
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los  hechos  á ella  asimilados,  á ménos  que  el  Estado  requerida 
sea  competente  para  su  represión,  ó prefiera  reservársela  (ar^ 
tículo  r,  3^^). 

382.  (415  de  la  ed.  franc.) — Los  principios  que  acabamos 

de  exponer,  deberían  aplicarse,  no  sdlo  en  los  delitos  consu- 
mados, sino  también  en  las  tentativas  de  delito,  tanto  á los 
autores  como  á los  cómplices. 

Cuando  el  delito  queda  imperfecto  por  falta  de  ejecución 
fmtiom  inexecutionisj , entóneos  el  daño  que  resulta  del  mismo 
delito  falta,  y el  que  resulta  indirectamente  por  vía  de  conse- 
cuencia se  disminuye  en  proporción,  porque  el  agente  no  ha 
consumado  del  todo  su  obra,  ó bien  porque  un  acontecimiento 
cualquiera  ha  impedido  á la  acción  criminal  de  producir  el 
efecto  á que  iba  encaminada.  Estas  circunstancias  tienen,  sin 
duda  alguna,  una  influencia  decisiva  sobre  la  criminalidad 
del  acto,  un  delito  imperfecto  no  puede  comprometer  la  res- 
ponsabilidad de  su  autor  en  el  mismo  grado  que  en  delito  com- 
pletamente consumado,'  pero  no  tienen  por  objeto  cambiar  en- 
teramente la  naturaleza  del  hecho  acriminado,  y no  podrían 
proporcionar  ninguna  razón  para  hacer  derogar  los  principios 
admitidos  en  cuanto  á la  extradición.  También  creemos  que, 
áun  en  el  caso  de  que  no  estuviese  expresamente  declarado  en 
un  tratado  que  debe  concederse  la  extradición  por  las  tentati- 
vas de  los  delitos  que  en  él  se  enumeren,  no  sería  una  razón 
para  negar  la  entrega  de  los  autores  de  tentativas  de  delitos. 

Deben  admitirse  los  mismos  principios  respecto  de  la  com- 
plicidad. 

Entre  los  tratados  firmados  por  Italia,  sólo  en  los  celebra- 
dos con  Bélgica  (art.  2,  último  apartado),  con  Dinamarca  (ar- 
tículo 2,  i.  f.),  el  imperio  de  Alemania  (art.  2,  § 1),  con  Espa- 
ña (art.  2,  i.  f.),  con  Francia  (art.  2,  i.  f.),  con  San  Marino 
(art.  7,  § 1),  y con  Rusia  (art.  2,  § 2.),  se  dice  que  la  extradi- 
ción es  aplicable  también  á las  tentativas: 


CAPITULO  VIII 


Del  procedimiento  de  extradición. 


383  (416  de  la  edición  francesa.)  Objeto  del  presente  capítulo.— 384  (417  de  id.)  Gómor 
se  abre  el  procedimiento  de  extradición.— 385  (418  de  íd-)Eeglas  vig-entes  en  Italia. 
—383  (419  deid.)  La  demanda  debe  trasmitirse  por  la  via  diplomática.— 887  (420  de 
Ídem.)  Puede  derogarse  este  principio  por  una  cláusula  del  tratado.— 388  (421  de 
Ídem.)  Documentos  suministrados  en  apoyo  de  la  demanda,  según  los  convenios 
vigentes  entre  nosotros.— 389  (122  de  id.)  Las  deposiciones  de  testigos  se  exigen 
por  algunos  Gobiernos.— 390  (423  rfó  id.)  Indicaciones  que  deben  acompañar  á la 
demanda.— 391  (424  ííe  id.)  Documentos:  modo  de  legalizarlos.— 392  (425  de  id.) 
Cómo  se  obtiene  el  arresto  preventivo.— 493  (426  ¿g  id.)  Procedimiento  de  extradi- 
ción por  parte  del  Estado  requerido.— 394  (4¿7  de  id.)  Comunicación  de  los  docu- 
mentos en  apoyo  de  la  demanda  al  Gobierno  de  una  tercera  nación.— 395  (428  de  id.) 
Consecuencias  de  la  cláusula  relativa  álcs  ciudadanos  de  una'  nación  tercera.  — 
.393  (429  de  id.)  ¿Cuándo  puede  diferirse  la  extradición?— 397  (430  de  id. ) Concurso 
de  jurisdicciones.— 398  (4-31  deid.)  Nuestra  opiuion.— 399  (4:32  deid.)  Concurso  de 
demandas.— 400(4^  íÍ6 i¡?,)  En  este  caso,  si  se  ha  dado  curso  á la  primera  de- 
manda en  fechalegal,  ¿á  qué  Estado  deberá  dirigirse  el  Gobierno  que  ha  inter- 
puesto la  segunda  demanda?— 401  (434  de  id.)  Condición  del  individuo  que,  ha- 
llándose bajo  el  peso  de  dos  demandas  de  extradición,  ha  sufrido  ya  la  pena  á que 
se  le  condenase  en  el  país  á que  fué  entregado.- 402  (435  de  id).  ¿Debe  entregarse 
el  extranjero  juzgado  ya  en  el  país  donde  se  refugió  por  razón  de  un  delito  co- 
metido fuera  de  la  frontera  de  este  país?— 403  (436  de  id.)  Acusado  procesado  por- 
deudas civiles.  —404  (437  de  id.)  Extradición  por  tránsito.— 405  (438  de  id.)  Disposi- 
ciones de  la  ley  belga.— 406  (433  de  id.)  Tratados  celebrados  por  el  Gobierno  italia- 
no. —407  (440  de  id  ) Eivasion  del  entregado.— 408  (441  de  id.)  Gastos  relativos  á la 
extradición.— 409  (442  de  id.)  Restitución  de  los  objetos  embargados. 

383.  (416  de  la  ed.  franc^) — En  el  presente  capítulo  trata 

remos  del  procedimiento  de  extradición  ocupándonos  simple- 
mepte  de  hi,  forma  exterior  de  los  actos  relativos  á _^a  demanda 
y á la  ejecución  de  la  misma.  Al  mismo  tiempo  re.solveremos  al- 
gunas, controversias  que  se  presentan  sobre  este  fiunto.  Nos  he- 
mos ocupado  ya. en  los  capítulos  anteriores  de  todo  lo  que  se 
refiere  á formalidades  intrínsecas.^  así  como  de  la  autoridad 
y competencia  de  los  funcionarios  públicos  llamados  á resol- 
ver las  dificultades  relativas  á la  extradición^  y á examinar  el 
valor  de  los  documentos  exhibidos. 
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384.  (417  de  la  ed.fro/nc.) — El  procedimiento  de  extradición 
se  inicia  con  la  demanda  del  Estado  que  reclama  al  fugitivo  y 
se  cierra  con  la  ejecución  d con  la  negativa  de  dicha  demanda. 

385.  (418  de  la  ed.  franc.) — Las  comdiciones  que  deben  lle- 
narse para  interponer  la  demanda,  se  hallan  determinadas  en 
la  ley  interior  de  cada  Estado.  En  esa  misma  ley  se  hallan 
también  indicadas  las  autoridades  competentes  para  provocar 
esta  demanda.  En  Italia  los  principios  en  esta  materia,  se  ha- 
llan formulados  en  el  art.  853  del  Cddig'o  de  procedimiento 
penal,  que  está  concebido  en  los  siguientes  términos  : 

«Cuando  en  los  procedimientos  penales  es  necesario  oir  de- 
posiciones de  testigos,  6 proceder  á otros  actos  de  instrucción 
por  mediación  de  las  autoridades  judiciales  extranjeras,  ó pe- 
dir el  arresto  ó extradición  de  un  acusado  que  se  halla  en  país 
extranjero,  el  juez  de  instrucción  informará  de  ello  á la  Corte 
(sección  de  acusación),  de  la  que  dependa.  Esta,  si  hay  lugar 
á ello,  entablará  la  demanda  en  la  forma  acostumbrada,  y la 
dirigirá  por  la  vía  del  Ministerio  público,  con -los  documento? 
necesarios  al  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  á fin  de  que  pro- 
voque la  ejecución.»  ♦ 

«La  extradición  de  un  acusado  podrá  también  solicitarla 
directamente  el  Gobierno  del  Rey.» 

Esta  es  la  oportunidad  de  hacer  notar  que  si  la  Corte  deci- 
diese que  no  habia  lugar  á pedir  la  extradición,  esta  determi- 
nación no  impediria  que  el  Ministerio  público  se  dirigiese  al 
ministro  de  justicia  para  hacer  solicitar  la  extradición  por  el 
Gobierno  directamente.  El  ministro  enténces,  podría,  ó bien 
entablar  por  sí  mismo  la  demanda,  ó bien  usar  de  la  facultad 
que  la  ley  le  concede  de  pedir  dictámen  al  Consejo  de  Esta- 
do (1).  La  Corte  por  una  parte,  puede  volver  sobre  su  primer 
acuerdo,  qn  virtud  de  nuevo  exámen  de  los  hechos,  sin  que  en 
ningún  caso  éste  pueda  dar  lugar  á casación  (2). 


(!)  Ley  de  20  de  Marzo  de  1865,  sobre  el  Cocsejo  de  Estado,  cuyo  art.  T está 
concebido  en  los  siguientes  términos*.  «El  Consejo  de  Estado  dá  dictámen  en  to- 
dos los  asuntos,  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  sobre  los  cuales  sea  interroga- 
do por  los  Ministros  del  Rey.»  • 

Í2)  Compar. , Turin,  Cass.,  de  11  de  Diciembre  de  1858.  E.  M.  Palm.  Girisprüden- 
sa  italiana,  Bettini. 
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386.  (419  la  ed.  franc.) — Hay  una  regla  general raente  ■ 

observada,  por  la  cual  las  demandas  de  extradición  deben 
trasmitirse  por  la  vía  diplomática,  aunque  se  dirijan  á un  Es- 
tado en  el  cual,  según  los  tratados,  las  requisitorias  puedan 
enviarse  directamente  á su  destino.  He  aquí  que  los  cónsules 
y vice-cónsules  no  tienen  ningún  carácter  para  provocar  ó en- 
tablar una  demanda  de  extradición,  porque  no  forman  parte 
de  los  agentes  diplomáticos,  cuya  misión  es  representar  á sus 
Gobiernos.  Podrán  sólo  aquellos  continuar  los  actos  relativos 
á la  extradición,  suponiendo  que  la  demanda  ha^m  sido  remi- 
tida previamente  por  la  vía  diplomática. 

En. el  importante  asunto  de  que  estuvo  encargada  la  Corte 
de  New.  Brünswick,  relativa  ála  extradición  de  David  Collins 
y consortes,  pedida  por  los  Estados-Unidos  de  América  por  el 
crimen  de  pirateria,  los  acusados  fueron  puestos  en  libertad  y 
se  negó  la  demanda,  principalmente  porque  fué  presentada 
por  el  cónsul  de  los  Estados  Unidos.  El  juez  Ritchie  dijo,  que 
en  aquella  ocasión  el  cónsul  no  tenia  autoridad  ninguna  espe- 
cial para  pedir  la  entrega  de  los  acusados  (1).  v 

Si  las  relaciones  diplomáticas  entre  ios  dos  Gobiernos  se  ' 


(1)  Hé  aquí  de  lo  que  se  trataba  en  este  asunto,’  Durante  la  guerra  separatist  a 
un  buque  mercante,  el  Chesapealíe,  llevando  á su  bordo  pasajeros  y mercancías,  sa- 
lió de  New-York  paraPortland  el 5 de  Diciembre  de  188:1.  Cuando  estuvo  á20  millas 
de  la  costa,  cierto  nvunero  de  pasajeros  se  apoderaron  del  buque  en  nombre  de  la 
Confederación  del  Sur.  Hubo  con  este  motivo  un  conflicto,  en  el  que  murió  el  se- 
gundo maquinista,  y el  primero  y un  pasajero  resultaron  heridos.  La  tripulación 
fué  desembarcada,  y se  arboló  en  el  barco  el  pabellón  de  ia  Ccnfederacion  del  Sur. 
El  buque  fué  apresado  en  seguida  por  un  cañonero  de  los  Lístados-Unidos.  Nin- 
guno de  los  individuos  que  se  habían  apoderado  del  buque  fué  hecho  prisionero; 
pero  algunos,  y entre  otros  Collins,  Me.  Kealy  y Leeley,  fueron  hallados  en  New 
Brünswick,  y el  Cónsul  de  los  Estados-Unidos  en  San  -luán  dirigió  una  carta  al‘ 
Secretario  provincial  de  New  brünswick,  en  la  que  pedia  el  arresto  de  estos  indi- 
viduos, en  virtud  del  tratado  de  Ahsburton,  para  que  fuesen  juzgados  por  el  crimen 
de  piratería.  La  carta  de!  Cónsul  estaba  acompañada  de  declaraciones  tomadas 
bajo  Juramento  ante  ol  Magistrado  de  San  .Juan.  En  virtud  de  una  orden  dictada 
por  el  sub-gobernador,  los  tres  individuos  fueron  presos  y conducidos  ante  el 
•Juez.  Habiendo  pedido  y obtenido  los  acusados  una  orden  deluibe/is  corpus,  la  causa 
se  examinó  con  cuidado  ante  el  Juex  Ritchie,  Este  Magistrado,  después  de  haber 
oido  é los  abogados  de  las  dos  partes,  detuvo  el  asunto  para  examinarlo,  y final- 
mente, dictó  el  fallo  poniendo  en  libertad  á los  acusados,  motivando  su  determi- 
nación en  que  la  demanda  no  habla  sido  entablada  por  un  Ministro  público  de  los 
Estados-Unidos,  sino  por  un  Cónsul  que  no  tenía  ninguna  autoridad  especial  para, 
solicitar  la  extradición. 
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hallan  interrumpidas,  y si  se  ha  admitido  que  las  demandas  de 
extradición  se  hagan  por  mediación  de  una  tercera  potencia, 
áun  en  este  caso,  deberían  hacerse  por  mediación  del  agente 
diplomático  de  esa  nación.  También  el  Gobierno  italiano  se 
negó,  con  razón,  en  Abril  de  1869,  á conceder  al  ex -gobierno 
pontificio  la  extradición  de  un  tal  Lucidi,^pues  estando  inter- 
rumpidas entonces  las  relaciones  entre  los  dos  Gobiernos,  la 
demanda  se  hizo  por  mediación  del  vice-cónsul  inglés  (1), 

387.  (420  de  la  ed.  franc.) — Sin  embargo,  se  podría  derogar 

el  principio  que  acabamos  de  indicar,  por  un  convenio  expreso. 
Esto  es  lo  que  ha  tenido  lugar  entre  Italia  y los  Estados  Uni- 
dos de  América;  se  convino  entre  ambas  partes  en  que  las  de- 
mandas de  extradición  puedan  hacerse  por  los  funcionarios 
consulares  superiores  en  caso  de  ausencia  del  país  ó del  asiento 
del  Gobierno,  de  los  agentes  diplomáticos  de  las  partes  con- 
tratantes (2).  También  se  ha  convenido  entre  Italia  y Uruguay 
en  que  la  demanda  de  extradición  pueda  hacerseMirectamente 
por  la  vía  judicial  (3),  si  bien  es  verdad  que  en  la  práctica  se 
usa  hacerlas  por  la  vía 'diplomática.  Según  el  tratado  con  la 
república  de  S.  Marino,  la  demanda  de  extradición  también 
puede  trasmitirse  directamente  por  las  autoridades  judiciales 
italianas  á los  magistrados  de  la  república  encargados  de  po- 
nerla en  ejecución  (4).  Finalmente,  en  el  tratado  celebrado 
entre  Italia  é Inglaterra,  se  ha  derogado  muy  oportunamente 
la  regla  general  en  esta  materia  con  respecto  á las  colonias  y 
posesiones  lejanas  por  el  art.  18  concebido  en  estos  términos: 
«Lm  demanda  de  extradición  de  un  acusado  ó de  un  sen- 
tenciado que  se  haya  refugiado  en  una  de  dichas  colonias  ó 
posesiones  de  las  dos  partes,  se  liará  al  Gobernador  ó á la  au- 
toridad suprema  de  dicha  colonia  ó posesión  por  el  funcionario 
consular  principal  de  la  otra  {faríe)  residente  en  la  colonia  p 
posesión. — Si  el  acusado  ó sentenciado  se  ha  fugado  de  una 
colonia  ó posesión  extranjera  de  la  parte  en  cuyo  interés  se  ha 


(1)  Véase  el  dictámen  del  Consejo  de  Estado  italiano  de  29  de  Abril  de  1869. 

(2)  Arf.  5“  del  Tratado  de  extradición. 

(3)  Tratado  de  Comercio  y navegación,  art.  35. 

(4)  Art.  8”  del  Tratado  de  extradición.  > 
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hecho  la  demanda,  ésta  se  hará  por  el  Gobernador  6 por  la 
autoridad  suprema  de  esta  bolonía  ó posesión. 

»Sobre  estas  demandas  podrán  estatuir  los  Gobernadores  ó 
Autoridades  supremas  de  conformidad  con  las  estipulaciones 
de  este  tratado  en  cuanto  sea  posible.» 

388.  (421  déla  ed.  franc,) — Para  conocer  cuáles  son  los 
documentos  requeridos  en  apoyo  de  una  demanda  de  extradi- 
ción, es  necesario  remitirse  á log  tratados  vigentes.' 

Según  los  tratados  celebrados  entre  Italia  y los  demás  Es- 
tados, los  documentos  que  pueden  servir  de  base  á la  deman- 
da de  extradición  son,  en  general,  el  auto  de  prisión,-  la  orden 
de  captura,  ó la  sentencia  condenatoria  aunque  sea  por  contu- 
macia. El  decreto  y el  acta  de  acusación  se  hallan  comprendi- 
dos en  el  número  de  los  documentos  que  pueden  servir  de 
base  á la  extradición  en  los  tratados  celebrados  con  Austria, 
artículo  9®;  con  Bélgica,  art,  9*^;  con  el  Brasil,  por  lo  que  se 
refiera  á crímenes,  art,  con  la  República  de  Costa-Rica, 
artículo  9*^;  con  Dinamarca,  art.  8”;  con  el  Imperio  de  Alema- 
nia, art.  7^^;  con  Grecia,  art.  11,  § 2;  con  Guatemala,  art.  9"; 
con  Honduras,  art.  9";  con  la  República  de  San  Marino,  ar- 
tículo 8";  con  el  Principado  de  Monaco,  art.  8®;  con  los  Países- 
Bajos,  art.  con  Portugal,  art.  2®,  § I;  con  Rusia,  art.  9"; 
con  la  República  de  San  Salvador , art.  9®;  con  España,  ar- 
tículo 9“j  con  Suecia  y Noruega,  art.  10;  con  Suiza,  art.  9®. 

389.  (422  de  la  ed.  franc.) — Las  deposiciones  de  los  testi- 
gos se  hallan  comprendidas,  independientemente  del  auto  de 
prisión,  en  el  número  de  los  documentos  necesarios,  en  los 
tratados  celebrados  con  Méjico,  art.  5”;  y con  Uruguay,  artícu- 
lo 28,  núm.  3.  Estos  Estados  no  conceden  la  extradición  sino 
cuando  el  Gobierno  que  la  reclama  justifica  plenamente  el 
fundamento  de  la  acusación  y del  encarcelamiento. 

Conviene  también  añadir  á las  declaraciones  de  testigos 
más  importantes,  las  actas  de  denuncia  y las  reseñas  de  los 
funcionarios  de  policía  judicial  que  constituyen  los  más  im- 
portantes elementos  de  prueba. 

Tratándose  de  una  demanda  dirigida  á Inglaterra,  á Malta 
ó á los  Estados-UnidoS,  si  no  tiene  por  fundamento  una  sen- 
tencia condenatoria  pronunciada  contradictoriamente  además 
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del  auto  de  prisión , es  necesario  presentar  un  elemento  de  ' 
prueba  suficiente,  según  la  ley  del  país  donde  se  ha  hallado  al 
acusado,  que  pueda  ser  suficiente  para  justificar  su  detención 
si  hubiese  cometido  el  "delito  en  dicho  lugar.  Además,  es  nece~ 
sario  presentar  la  prueba  específica,  y sobre  todo  las  deposi- 
ciones de  testigos  más  importantes  recibidas  bajo  juramento. 

A fin  de  evitar  los  inconvenientes  que  resultan  de  que  en 
Italia  en  los  procesos  escritos  no  se  reciban  las  declaraciones 
de  testigos  bajo  juramento,  y que  por  este  motivo  no  son  su- 
ficientes en  ciertos  países,  nuestro  legislador  ha  dispuesto  en 
el  art.  853  del  Código  de  procedimiento  criminal,  lo  siguiente: 

«Cuando  la  extradición  del  acusado  no  pueda  obtenerse 
del  Gobierno  extranjero  sino  por  medio  de  declaraciones  de 
testigos  recibidas  bajo  juramento,  el  juez  que  actúa  en  la  ins- 
trucción podrá  oir  á los  testigos  cuyas  declaraciones  sean  ne- 
cesarias á este  efecto  haciéndoles  prestar  juramento  ; de  estas 
declaraciones  se  formará  un  legajo  separado  que  servirá  para 
la  demanda  de  extradición.  Sin  embargo,  en  los  debates  los 
testigos  prestaran  de  nupvo  juramento  en  la  forma  prescrita 
por  la  ley.» 

390.  (423  la,  ei.franc.) — En  la  demanda  de  extradición 

debe  hacerse  conocer  con  precisioü  al  individuo  reclamado, 
dar  en  lo  posible  su  filiación , proporcionar  los  indicios  sufi- 
cientes para  comprobar  su  identidad,  indicar  su  nacionalidad, 
manifestar  la  fecha  y las  principales  circunstancias  del  hecho, 
expresar  el  delito  que  ha  motivado  los  procedimientos  ó la 
sentencia;  si  se  trata  de  robo  no^calificado  ó de  estafa,  indicar 
el  valor  de  la  suma  sustraida,  y citar  los  artículos  de  la  ley 
que  sean  aplicables  para  establecer  la  penalidad  y la  compe- 
tencia de  la  autoridad  judicial  que  reclama  al  culpable. 

391.  ^ (424  de  la  ed.  franc.) — Deben  añadirse  á la  demanda 
todas  las  piezas  de  apoyo.  Sin  embargo  , estas  pueden  trasmi- 
tirse separadamente.  Estos  documento^  deben  ser  ú originales 
<5  copias  debidamente  legalizadas,  emanadas  de  un  tribunal  6 
de  cualquiera  otra  autoridad  competente  del  país  que  solicita 
la  extradición.  Estas  piezas  que  acompañan  á la  demanda,  es- 
tán redactadas  geñeralmente  en  el  idioma  de  nación  de  - 
mandante,  salvo  el  caso  de  cláusulas  contrarias  insertas  en  loa 
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-tratados.  Cuando  se  trata,  por  ejemplo , de  tina  extradición 
entre  Italia  j Rusia  ó Dinamarca,  á aquellos  documentos  dq- 
bc  acompañar  una  traducción  francesa. 

Cuando  según  las  leyes  del  Estado  al  cual  se  ha  dirigido 
la  demanda,  se  requieran  ciertas  fórmulas  especiales  para  que 
los  documentos  sean  válidos , esas  formalidades  deben  obser- 
varse para  evitar  que  la  demanda  sea  rechazada.  En  Inglater- 
ra, por  ejemplo,  en  la  ley  de  1870  sobre  extradición,  se  dispo- 
ne que  los  certificados  y documentos  judiciales  extranjeros 
■sean  considerados  como  auténticos  para  los  fines  legales,  si  lo 
son  según  las  disposiciones  de  la  ley  vigente,  ó bien  si  llenan 
las  condiciones  siguientes: 

«1*  Si  en  el  auto  consta  la  firma  de  un  juez,  magistrado  ó 
funcionario  del  Estado  extranjero  en  donde  se  ha  dictado  di- 
cho auto. 

»2^  Si  en  las  declaraciones,  disposiciones  ó enrías  copias  de 
ellas  consta  que  están  certificadas  y formadas  por  un  juez, 
magistrado  ó funcionario  del  Estado  extranjero  de  donde  pro- 


ceden. 

»3^  Si  el  certificado  ó el  documento  judicial  que  expone  el 
hecho  de  la  condena  se  halla  firmado  por  un  juez,  magistrado 
ó funcionario  del  Estado  extranjero  donde  se  ha  pronunciado 
la  sentencia. 

»4^  Y si,  en  todos  los  casos,  el  auto,  las  deposiciones,  las 
declaraciones,  expediciones,  certificados  y documentos  judi- 
ciales (según  el  caso),  se  comprueban  como  auténticos  por  el 
juramento  de  un  testigo,  ó por  la  aplicación  del  sello  oficial 
del  Ministro  de  Justiciad  de  cualquiera  otro  Ministro  de  Es- 
tado, y cualquier  Tribunal,  juez  ó magistrado,  reconozca  en 
justicia  este  sello  oficial  y admite  como  comprobantes  los  do- 
cumentos con  él  legalizados  (1).» 

En  los  Estados-Unidos  de  América,  según  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1860,  las  deposiciones  de  tes- 
tigos, los  autos  y los  demás  documentos  presentados  á fin  de 
obtener  la  extradición,  son  considerados  como  auténticos  á 
este  ñn  si  se  hallan  redactados  de  tal  manera  que  pudiesen 


Art.  ,15  del  acta  de  1870.  (Véase  el  cap.  in.) 
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servir  pura  ei  mismo  objeto  ante  los  tribunales  del  Estado  de- 
mandante. Basta  que  todo  esto  lo  certifique  el  principal  agente 
diplomático  ó consular  de  los  Estados-Ünidos  residente  en  el 
país  de  donde  procede  la  demanda. 

392.  (425  la  ed.  franc.]—En  muchos  Estados,  para  ob- 
tener el  arresto  provisional  del  acusado,  basta  que  se  solicite 
por  la  autoridad  judicial  (sin  perjuicio  de  que  ésta  lo  participe 
al  Ministro  de  Justicia),  y para  el  país  demandante,  trasmitir 
los  documentos  necesarios  para  una  demanda  regular  de  ex- 
tradición. Sin  embargo,  para  saber  cuándo  se  puede  proceder 
así,  deben  consultarse  los  tratados  existentes,  y en  caso  nece- 
sario pedir  el  arresto  provisional  por  la  vda  diplomática, 

393.  (426  déla  ed.franc.') — Creemos  no  deber  hablar  de  las 
formas  de  procedimientos  observadas  ' en  el  Estado 'á  que  se 
dirige  la  demanda.  Íísas  formas  varían  con  las  leyes  interiores 
de  cada  país.  Hemos  dicho  ya  más  arriba  cuáles  son  las  re- 
glas prácticas  observadas  en  Italia  (1).  En  cuanto  á las  re- 
glas que  rigen  en  Inglaterra,  en  Bélgica,  en  los  Países-Bajos 
y en  los  Estados-Ünidos  de  América,  nos  remitimos  álas  leyes 
de  extradición  que  hemos  reseñado  en  el  Capítulo  III.  Billot 
indica  de  un  modo  muy  exacto  la  forma  de  proceso  admitida 
en  Francia.  Nos  limitaremos  aquí  á resolver  cierto  número  de 
dificultades  que  pueden  presentarse  con  ocasión  de  la  aplica- 
ción de  los  tratados, 

394.  (427  de  la  ed.  fra%G.J — Ya  hemos  dicho  que  cuando 

el  fugitivo  cuya  extradición  se  solicita,  es  ciudadano  de  otra 
nación,  el  Gobierno  debe,  Antes  de  aceptar  la  demanda,  po- 
nerla en  conocimiento  del  país  á que  pertenezca  el  fugitivo,  y 
áun  según  ciertos  tratados,  obtener  la  aprobación  prévia  de 
este  país. 

A propósito  de  esto,  puede  preguntarse  si  los  documentos 
que  acompañan  á la  demanda  deben  comunicarse  al  mismo 
tiempo  que  esta.  Para  resolver  esta  duda  es  preciso  examinar 
si  se  trata  de  una  comunicación  de  simple  cortesía,  ó si  es  una 
medida  que  tiende  á provocar  el  consentimiento  del  Gobierno 
de  la  patria  del  acusado,  consentimiento  absolutamente  nece- 
sario para  acceder  á su  extradición.  En  el  primer  caso , basta 


(1)  Véase  núm.  262. 
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con  dar  conocimiento  de  la  demanda  de  extradición  al  Gobier- 
no del  país  del  individuo  reclamado;  sin  embargo,  nada  se 
opondria  á que  los  documentos  suministrados  en  apoyo  de  la 
demanda,  se  comunicasen  á este  Gobierno  si  así  lo  solicitase, 
lín  el  segundo  caso  deberían  necesariamente  comunjcarse  las 
actas  porque  el  Gobierno  de  la  potencia  tercera  no  podria  dar 
su  consentimiento  con  conocimiento  de  causa,  sin  ser  notifica- 
do de  dichas  actas. 

395.  (428  de  la  ed.  francj — Si  el  Gobierno  llamado  á 

consentir  la  extradición  no  invoca  el  derecho  de  juzgar  al 
acusado,  pero  se  limita  á oponerse  á la  entrega,  ó bien  guarda 
silencio  , podria  preguntarse  si  esto  acarrearía  algún  obs- 
táculo á la  favorable  acogida  de  la  demanda.  IMosotros  no  lo 
creemos  así.  Cuestión  es  esta  que  debe  ser  examinada  con 
tanta  atención  como  la  de  saber  la  influencia  que  puede  tener 
la  actitud  de  la  nación  tercera  en  el  proceso  de  extradición. 

Es  un  principio  general,  que  cuando  en  un  -contrató  las 
partes  estipulan  una  ventaja  condicional  en  favor  de  un  terce- 
ro, que  este  tercero  acepta  y declara  la  voluntad  de  cumplir 
las  condiciones,  adquiere  un  perfecto  derecho  como  si  hubiera 
intervenido  én  el  contrato.  De  aquí  que  si  dos  Estados  han 
convenido  en  entregarse  recíprocamente  los  malhechores  fu- 
gitivos, á condición  de  que  si  son  ciudadanos  de  una  poten- 
cia tercera,  el  Gobierno  requerido  debe  notificar  la  deman- 
da de  extradición  al  Gobierno  del  país  del  acusado,  y entre- 
garle el  individuo  si  hiciese  la  demanda  por  su  propia  cuenta; 
esta  cláusula  obligaría  al  Gobierno  requerido  á suspender  la 
extradición  hasta  el  dia  en  que  el  Gobierno  del  país  del  acu- 
sado fuese  notificado  de  la  demanda,  y hasta  el  momento  en  que 
haya  pasado  un  tiempo  suficiente  para  pérmitir  á este  último 
Estado  hacer  saber  su  voluntad  de  reclamar  la,  extradición  por 
cuenta  propia.  Concediendo  la  extradición  sin  avisar  de  ello 
á la  nación  tercera,  se  cometería  una  verdadera  lesión  de  los 
derechos  eventuales  que  corresponden  á esta  potencia,  á la 
que  las  partes  contratantes  nó  pueden  despojar  del  derecho 
que  ellas  mismas  la  han  concedido,  de  gozar  del  favor  estipu- 
lado en  su  provecho,  con  la  condición  de  observar  las  condi- 
ciones determinadas  en  el  tratado. 
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Dado  el  caso  de  que  la  potencia  tercera  se  limita  á oponer- 
se á la  extradición  sin  reclamarla  por  cuenta  propia,  ó guarda 
silencio,  su  actitud  no  podría  impedir  al  Gobierno  requerido  la 
entrega  del  malhechor.  En  efecto,  las  partes  contratantes  no 
lian  estipulado,  en  favor  de  la  potencia  tercera,  el  derecho  de 
cubrir  á sus  ciudadanos  con  una  especie  de  inmunidad,  ni  de 
detener  el  curso  ordinario  de  la  justicia,  y i?í  sólo  el  de  re-  , 
clamar  la  preferencia  del  derecho  de  juzgarlos  cuando  se  les 
acuse  de  un  delito  (1). 

396.  (429  (Le  la  ed>  francj—h2ü  extradición  puede  diferirse 

en  el  caso  en  que  el  fugitivo  reclamado  se  halle  acusado  de 
iin  delito  cometido  en  el  país  donde  está  refugiado,  sea  antes  de 
la  demanda  de  extradición,  sea  después,  ó bien  en  el  instante 
de  su  ejecución,  cuando,  por  ejemplo,  hubiese  resistido  vio- 
lentamente á los  agentes  de  la  fuerza  pública  que  lo  arresta- 
ban. Lo  mismo  puede  suceder  en  el  caso  de  que  habiendo 
sido  sentenciado  no  hubiese  extinguido  la  condena.  Es  evi-, 
dente  que  en  una  y otra  hipótesis,  el  Estado  requerido  no 
podría  entregarle  sin  que  ántes  hubiese  satisfecho  la  deuda 
que  contrajo  con  aquél  infringiendo  las  leyes.  Este  principio 
se  halla  consignado  en  casi  todos  los  tratados  (2). 

Debemos  decir,  á propósito  de  esto,  que  si  el  Estado  re- 
querido puede  diferir  la  fecha  de  la  extradición,  deberá,  sin 
embargo,  estatuir  inmediatamente  sobre  el  valor  de  la  de- 
manda. 

En  ciertos  casos,  para  no  retardar  el  juicio  del  acusado  y 
para  impedir  la  desaparición  de  pruebas,  podría  creerse  útil 
el  conceder  la  extradición  inmediatamente,  con  la  condición, 
sin  embargo,  de  que  el  acusado  sea  restituido  tan  pronto 
como  se  haya  estatuido  sobre  los  delitos  imputados.  Esta 
regla  se  halla  consignada  en  la  .ley  holandesa  de  6 de  Abril 
de  1875  sobre  extradiccioii.  El  ’art.  6°  está  concebido  en  los 
términos  siguientes:  «Si  el  extranjero  se  halla  procesado  en 
los  Países-Bajos  por  una  infracción  distinta  de  la  que  ha  mo- 


(1)  Compárese  la  discusión  que  tuvo  luq-ar  en  el  Parlamento  italiano  á propósito 
de  la  extradición,  Delafield  (sesiones  del  11,  13  y 14  de  Junio  de  1853). 

(2)  Gompar.  Calvo:  Droíí  § 419.— Faustin-Helie;  Traite  de  rínstriie. 

crm.,  t.  II,  g 136. 
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tivado  la  demanda  de  extradición,  ésta  no  se  concederá  sino 
terminado  el  proceso  y en  caso  de  sentencia  condenatoria  des- 
pués de  sufrida  la  pena  impuesta  ó de  ser  indultado. 

»Sin  embargo,  el  extranjero  podrá  ser  entregado  provisio- 
nalmente, á fin  de  ser  juzgado  en  el  Estado  extranjero,  con  la 
condición  de  que  sea  restituido  á los  Países-Bajos  una  vez  ter- 
minado el  proceso.» 

397.  (430  de  la  ed.  franc.j — En  la  hipótesis  de  que  los 
Tribunales  del  Estado  que  hace  la  demanda  y los  del.  Estado 
requerido  sean  igualmente  competentes,  podrá  negarse  la  ex- 
tradición (1).  Si,  por  ejemplo,  un  Estado  extranjero  pidiese 
al  Gobierno  italiano  la  extradición  de  un  individuo  por  haber 
falsificado  y puesto  en  circulación,  en  países  extranjeros,  mo- 
nedas italianas,  podría  negarse  la  extradición,  porque  pudien- 
do  el  acusado  ser  sentenciado  en  Italia  por  el  mismo  delito, 
es  natural  que  la  competencia  de  nuestros  tribunales  es  supe- 
rior á la  de  los  extranjeros. 

398.  (431  de  la  ed.  franc.j — Aceptando  este  principio, 
creemos,  sin  embargo  deber  decir,  que  por  esto  no  considera- 
mos desmentidas  nuestras  opiniones  personales  respecto  de  la 
jurisdicción  competente  con  relación  á los  delitos  cometidos 
en  el  extranjero  (2).  Actualmente  la  ley  penal  se  considera  á 
la  vez  como  personal  y territorial,  y como  tal,  se  aplica  por 
muchos  legisladores  á los  delitos  cometidos  en  el  extranjero, 
por  lo  que  la  competencia  de  los  tribunales  nacionales  podría 
mirarse  como  personal  únicamente;  pero  esta  doctrina  no  está 
conforme  con  la  teoría  que  creemos  verdadera. 

Efectivamente,  en  nuestro  sentir,  no  está  conforme  con  el , 
derecho  el  que  los  tribunales  de  dos  Estados  sean  igualmente 
competentes  sino  cuando  su  jurisdicción  tiene  por  fundamento 
los  principios  generales  que  hemos  expuesto  al  principio  de 


(1)  Compar.  el  dictámen  del  Consejo  de  Estado  italiano  de  6 de  Atril  di*  1861  y 
los  debates  de  la  causa  Tirman  ante  el  Tribunal  del  Banco  de  la  Ueina  de  Inglater- 
ra. Laley  inglesa  de  1810,  sobre  extradición,  dispone  lart.  6°)  que  el  malhechor  re- 
fugiado puede  ser  entregado,  áun  cuando  un  Tribunal  cualquiera  de  los  Estados 
de  S.  M.  sea  competente  al  mismo  tiempo  que  los  Tribunales  del  Estado  extran- 
jero. 

lí¿)  véase  primera  parte,  cap.  u.  . 
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esta  obra  (1),  y sólo  eo  este  caso  puede  negarse  la  extradición 
porque  los  tribunales  del  país  requerido  son  competentes  tanto 
como  los  del  JKstado  que  haya  hecho  la  demanda. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  según  la  ley  penal  del  país 
requerido  se  pudiese  procesar  en  ól  ai  extranjero  que  después 
de  haber  cometido  un  delito  en  el  exterior  introduce  en  el 
mismo  el  fruto  do  sus  rapiñas  (2).  PJn  este  caso,  el  Gobierno  de 
este  país  no  debería  negar  la  extradición  del  acusado,  porque 
sus  tribunales  son  competentes  para  juzgarle,  pues  la  jurisdic- 
ción extraterritorial  áun  cuando  proceda  admitirla,  debe  consi- 
derarse siempre  como  subsidiaria  y como  complem^ento  de  la 
jurisdicción  ordinaria  que  es  la  territorial. 

En  la  hipótesis  que  acabamos  de  exponer,  se  puede  objetar 
á la  cláusula  inserta  en  los  tratados,  y según  la  cual,  con  el 
malhechor  deben  remitirse  los  objetos  robados  que  ha  traspor- 
tado al  país,  que  los  Estados  no  han  pretendido  reservarse  el 
derecho  de  juzgar  al  acusado  y negar  la  extradición  por  el 
sólo  motivo  de  que  los  objetos  robados  hayan  sido  introducidos 
en  su  territorio. 

Por  lo  demás,  en  materia  de  extradición,  debería  más  bien 
favorecerse  la  entrega  del  acusado  á su  juez  natural  que  opo- 
ner obstáculos  á éila.  Mientras  más  se  ensanche  el  campo  de 
la  extradicíoiij  se  proveerá  mejor  á la  represión  de  los  delitos 
entre  los  diferentes  Estados  (3). 

399.  (432  de  la  ed.  franc.J  — Cuando  dos  Estados  piden 
igualmente  la  extradición  de  un  mismo  individuo,  la  regla 
generalmente  adoptada  es  entreg-arlo  preferentemente  al  Es- 
tado en  cuyo  territorio  se  ha  cometido  el  delito  más  grave,  y 


(I)  Primera  parte,  Cíip.  u. 

<^2)  Tal  es  la  disposición  del  Código  penal  sardo  de  1859,  art.  8°. 

(8)  Para  dar  una  idea  de  los  resultados  obtenidos  por  aplicación  de  los  tratados 
de  extradición  vigentes,  reseñaremos  los  que  arroja  la  estadística  de  un  año,  Du- 
rante el  curso  del  año  1874,  Italia  trató  1 10  extradiciones;  concedió  25  á los  Gobier- 
bieruos  extranjeros  y obtuvo  85. 

El  mayor  número  de  las  concedidas  se  refiere  á Franciajque  obtuvo  13,  el  de  las 
extradiciones  obtenidas  corresponden  á Francia  y á Suiza,  pues  Francia  nos  con- 
cedió 45,  y Suiza  23. 

í Los  d'elitos  que  dieron  lugar  á estas  extradiciones  son  los  siguientes; 

Veintiún  asesinatos,  envenenamientos  ú homicidios. 

Dos  violacioues. 
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'Cü  el  caso  de  tratarse  de  delitos  de  Ja  misma  gravedad^  entre- 
garlo al  que  haya  hecho  ántes  la  demanda. 

400.  (433  de  la  ed.franc,) — En  caso  de  que  se  presentasen 

muchas  demandas  de  extradición  por  varios  Gobiernos,  y se 
haya  dado  curso  á la  demanda  más  antigua,  ó bien  á la  moti- 
vada por  el  delito  más  grave,  ¿á  qué  Gobierno  deberían  diri- 
girse los  otros  Estados  que  quisieren  á su  vez  la  extradición 
después  de  la  espiacion  de  la  pena  á que  hubiese  sido  conde- 
nado el  malhechor  por  los  tribunales  del  país  á que  fué  en- 
tregado, 6 después  de  su  absolución?  ¿Será  al  Gobierno  que 
ha  obtenido  primero  la  extradición,  al  que  se  la  ha  concedido, 
ó bien  á otro?  Para  resolver  esta  cuestión , recordaremos  que 
el  malhechor  que  se  refugia  en  un  país,  se  halla  colocado  bajo 
la  soberanía  territorial.  Este  desde  luego  puede  negar  la  ex- 
tradición, ó no  concederla  sino  bajo  condición  de  que  el  pro- 
ceso no  tenga  otro  objeto  que  la  represión  de  un  delito  seña- 
lado en  el  tratado.  Tampoco  puede  ser  citado  ante  el  juez  el 
acusado  por  otros  delitos  que  aquellos  por  los  que  se  ha  con- 
cedido la  extradición;  debe,  pues,  ser  puesto  en  libertad  des- 
pués de  extinguida  la  pena  á que  hubiese  sido  condenado,  ó 
después  de  su  absolución. 

Dada  esta  regla  usada  entre  las  naciones  en  nuestra  época, 
claro  es  que  el  Gobierno  al  que  se  ha  entregado  el  malhechor 
no  podiendo  hacerle  arrestar  después  que  ha  extinguido  su 
condena,  debe  concederle  la  facultad  de  pasar  libremente  la 
frontera,  y dejarle  el  tiempo  y libertad  necesarios  para  ha- 
cerlo sin  obstáculos.  Este  Gobierno  no  podría,  desde  iuégo, 
ni  aceptar  una  demanda  de  extradición  en  su  contra , ni  eu- 


Gatorce  bancarrotas. 

Cuatro  prevaricaciones. 

Cincuenta  y un  delitos  contra  la  propiedad  . 

Francia,  en  1812,  trató  2G8,  concedió  192  y obtuvo  16. 

Los  principales  delitos  que  dieron  lug'ar  á estas  extradiciones  son; 
Cuarenta  y cuatro  asesinatos. 

Once  violaciones. 

Veintitrés  bancarrotas  fraudulentas. 

Veintitrés  falsificacioues. 

Nueve  prevaricaciones. 

Trece  delitos  contraía  propiedad. 
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tregarlo,  empleando  la  fuerza  pública,  á un  Estado  que  hu- 
biese entablado  damanda  con  este  fin. 

401.  (434  (le  la  ed.  franc.)  — Vov  lo  demás,  el  sentenciado, 
después  de  la  extinción  de  su  condena  ó después  de  su  pago, 
continúa  bajo  la  protección  del  Estado  en  cuyo  territorio  se 
había  refugiado,  hasta  el  dia  en  que  haya  pasado  libremente 
la  frontera  del  Estado  á que  fué  entregado,  ó bien  hasta  la 
época  en  que  haya  dejado  espirar,  sin  aprovecharle,  el  plazo 
que  para  hacerlo  se  le  hubiere  concedido.  Pero  apénas  ha  en- 
trado en  territorio  de  otro  Estado,  6 apénas  haya  dejado  pasar 
el  plazo  antedicho,  se  halla  ya  en  las  condiciones  de  un  refu- 
giado ordinario,  y su  extradición,  en  el  caso  de  que  pueda  pe- 
dirse, puede  serlo  al  Estado  en  cuyo  territorio  se  halle. 

Podría  suceder  que  el  Estado  que  ha  obtenido  la  extradi- 
ción,del  malhechor  fuese  limítrofe  del  otro  Estado  que  la  habia 
solicitado  al  mismo  tiempo.  Si,  en  estas  circunstancias  el  sen- 
tenciado pidiese,  después  de  la  extinción  de  su  condena,  vol- 
ver libremente  al  territorio  del  Estado  que  lo  entregó,  debe 
poderlo  hacer,  y el  Estado,  en  cuyo  territorio  se  hallase  debe- 
ría proporcionarle  por  la  vía  diplomática  un  salvoconducto 
del  Gobierno  cuyas  provincias  debe  atravesar.  Por  lo  demás, 
hasta  el  dia  en  que  el  entregado  ha  recobrado  su  libertad,  que- 
da bajo  la  protección  del  Estado  que  lo  entregó. 

402.  (435  de  la  ed.  franc.) — ¿En  el  caso  en  que  un  extran- 
jero, en  las  circunstancias  prescritas  por  nuestro  Código  pe- 
nal, después  de  haber  sido  juzgado  por  nuestros  tribunales 
por  un  delito  cometido  en  otro  Estado,  fuese  enseguida  recla- 
mado por  el  Gobierno  en  cuyo  territorio  ha  cometido  el  deli- 
to, debería  concederse  la  extradición?  Nos  parece  que  la  opi- 
nión más  fundada  es  la  negativa.  Si  ha  sido  ya  juzgado  y cas- 
tigado por  el  mismo  delito,  no  seria  justo  ni  equitativo  some- 
terlo á un  nueyo  proceso  ni  exponerlo  á sufrir  nueva  pena* 
Sin  embargo,  si  porque  la  pena,  según  la  ley,  ha  debido  ate- 
nuarse en  algunos  grados  por  tratarse  de  un  delito  cometido 
en  el  extranjero,  se  creyese  deber  conceder  la  extradición,  se- 
ría preciso  esperar  á que  elunalbechor  sufriese  la  pena  á que- 
había  sido  sentenciado,  y en  seguida  conceder  la  extradición 
€on  la  precisa  condición  de  que  en  el  juicio  entablado  por 
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parte  de  la  jurisdicción  territorial , debe  tenerse  en  cuenta  la 
pena  sufrida. 

403.  (436  de  la  ed.  franc.J—VM^&Q  darse  el  caso  de  que  el 
individuo  reclamado  se  halle  precesado  por  sus  acreedores^ 
por  deudas  civiles,  ó bien  se  halle  detenido  por  falta  de  cum- 
plimiento de  obligaciones  otorgadas  á particulares.  En  esta 
hipótesis,  lo  mismo  que  en  otras  análogas,  no  podrá  diferirse 
la  extradición,  porque  los  intereses  del  órden  público  y de  la 
justicia  no  deben  ser  pospuestos  á los  particulares.  No  obstan- 
te, los  interesados  podrán  siempre  ejercer  su  acción  ante  el 
magistrado  competente. 

404.  (437  de  la  ed.  franc.) — Hablemos  del  paso  del  mal- 
liéchor  entregado  por  el  territorio  de  una  nación  tercera,  su- 
poniendo que  ese  paso  sea  necesario  para  conducir  al  individua 
ante  el  magistrado  competente  para  juzgarle.  Preciso  es  de- 
cir, ante  todo,  que  el  consentimiento  del  Estado  intermediario 
es  absolutamente  indispensable.  Este  consentimiento  debería 
ser  solicitado  por  el  Estado  que  hubiese  pedido  la  extradición, 
empleando  las  mismas  formalidades  que  para  una  demanda 
de  extradición.  El  Estado  intermediario  puede,  en  -esta  hipó- 
tesis, conformarse  también  con  las  reglas  observadas  en  se- 
mejante materia.  Tiene  también  el  derecho  de  pedir  todos  los 
indicios  necesarios,  para  informarse  ántes  de  acceder  al  pasa 
solicitado,  y áun  puede  subordinarlo  á ciertas  condiciones, 
porque  la  autorización  de  tránsito  de  un  acusado  con  el  con- 
curso de  los  agentes  de  la  fuerza  pública  por  el  territorio  de  su 
Estado,  es  un  verdadero  acto  de  Soberanía, 

Sin  embargo,  conviene  hacer  notar,  que  el  consentimiento 
dado  para  el  tránsito,  no  equivale  á una  verdadera  extradición. 
Esto  seria,  como  dijo  con  razón  Billot,  más  que  exigir  eii  este 
caso  el  cumplimiento  de  todas  las  formalidades  prescritas  en 
materia  de  extradición  según  los  tratados  vigentes. 

405.  (438  de  la  ed.  franc.) — En  la  ley  belga  de  1874  sobre- 

extradición,  se  halla  (art.  4°)  la  disposición  siguiente:  «La  ex- 
tradición por  vía  de  tránsito,  por  el  territorio  belga,  podrá, 
sin  embargo,  concederse  sin  haber  tomado  el  dictamen  de  la  Cá_. 
mara  de  acusación  con  la  simple  producción,  en  original  ó en 
copia  legalizada,  de  una  de  las  actas  del  proceso,  menciona- 
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das  en  el  artículo  anterior,  (auto  condenatorio,  de  remisión  6 
simplemente  auto  de  prisión.)  Cuando  haya  sido  pedido  en 
provecho  de, un  Estado  extranjero  ligado  con  Bélgica,  por  un 
tratado  que  comprenda  la  infracción  que  haya  dado  lugar  á la 
demanda  de  extradición,  y cuando  no  se  opongan  á ello  los 
artículos  6°  de  la  ley  de  1°  de  Octubre  dfe  1833,  y 7 de  la  pre- 
sente lejL» 

En  la  ley  holandesa  de  6 de  Abril  de  1875,  la  extradición 
por  vía  de  tránsito,  se  halla  reglamentada  en  el  art.  20.  Se 
dice  en  él,  que  no  podrá  efectuarse  aquélla  sino  con  la  condi- 
ción de  que  la  escolta  del  acusado,  tenga  lugar  con  el  concur- 
so de  los  funcionarios  neerlandeses. 

406.  (439  de  la  ed.  francj — El  Gobierno  italiano,  ha  he- 
cho incluir  la  extradición  por  tránsito  en  los  tratados  con 
Francia,  Bélgica,  Alemania  y Suiza. 

El  art.  15  del  tratado  franco-italiano,  está  concebido  en 
•estos  términos:  «La  extradición  por  tránsito  por  territorio  ita- 
liano 6 francés,  6 por  los  buques  de  ios  servicios  marítimos  de 
los  dos  Estados  de  un  individuo  que  no  pertenézca  al  país  del 
.tránsito,  y entregado  por  otro  Gobierno,  se  autorizará  por  sim- 
ple demanda  por  la  vía  diplomática,  apoyada  por  las  piezas 
necesarias  para  comprobar  que  no  se  trata  de  un  delito  polí- 
tico 6 puramente  militar.  El  trasporte  se  efectuará  por  la  vía 
más  rápida,  bajo  la  custodia  de  los  agentes  del  país  requerido 
y á cargo  del  Gobierno  reclamante.» 

En  cuanto  al  imperio  de  Alemania  y á Suiza,  la  extradición 
por  vía  de  tránsito  se  halla  reglamentada  por  la  declaración 
firmada  en  Berlín,  el  25  de  Julio  de  1873  por  los  representan- 
tes de  Alemania,  Italia  y Suiza. 

407.  (440  de  la  ed,  Puede  suceder  que  el  malhechor 

después  de  haber  sido  entregado  al  Estado  demandante,  em- 
prenda la  fuga  en  el  curso  de  la  instancia  penal,  y vaya  á re- 
fugiarse de  nuevo  al  territorio  del  Estado  que  lo  entregó  an- 
teriormente. En  semejante  hipótesis,  no  habría  necesidad  de 
un  nuevo  proceso  para  obtener  de  nuevo  la  entrega  del  mal- 
hechor; bastaría  poner  el  hecho  en  conocimiento  del  Estado 
extranjero,  pidiendo  que  se  le  entregase  de  nuevo  al  preveni- 
do; suponiendo  que  se  trate  del  mismo  delito  que  motivó  la 
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primera  entrega,  y que  no  se  pretenda  procesarlo  por  nuevos 
■delitos  que  pudiese  haber  cometido  para  lograr  evadirse.  Ea 
este  caso,  seria  necesario  entablar  otra  demanda  observando 
rigurosamente  todas  las  formas  de  procedimiento,  y produ- 
ciendo todos  los  documentos  exigidos  para  cualquier  clase  de 
extradición.  . 

408.  (441  d.e  la  ed.  franc.) — Sólo  nos  falta  decir  cuatro  pa- 

labras sobro  los  gastos  que  trae  consigo  un  proceso  de  extradi- 
ción. En  la  práctica  no  existe  duda  de  que  hay  que  referirse  al 
texto  de  los  tratados,  para  saber  si  deben  ser  á cargo  del  Esta- 
do que  hace  la  demanda  ó del  que  la  acepta.  La  mejor  regla, 
á nuestro  modo  de  ver,  sería  el  cargar  á cada  uno  de  los  Es- 
tados demandante  y demandado,  los  gastos  que  se  hiciesen  en 
su  territorio  y que  tengan  por  origen  el  arresto,  la  custodia  y 
trasporte  del  acusado,  ó bien  el  emvío  de  los  objetos  embarga- 
■dos,  Pero  es  razonable  que  los  gastos  ocasionados  por  el  tras- 
porte del  acusado  ó de  los  objetos  embargados,  en  el  espacio 
intermedio  entre  las  fronteras  del  Estado  que  entabla  la  de- 
manda j el  á que  se  dirige,  sean  de  cargo  del  primero  de  es- 
tos dos  Gobiernos.  Si  se  admite  con  nosotros  que  el  interes  de 
la  represión  penal  no  es  territorial  como  la  ley  penal  misma,  es 
natural  que  se  incluya  en  los  gastos  necesarios  para  la  adminis- 
tración de  justicia,  los  gastos  que  ocasionen  las  extradiciones. 

La  regla  que  acabamos  de  enunciar,  tiende  á hacerse  ge- 
neral; se  halla  consignada  en  los  más  recientes  tratados  que 
ha  firmado  el  Gobierno  italiano;  también  lo  está  en  el  negocia- 
do con  Inglaterra,  cuyo  art.  17  está  concebido  en  los  siguientes 
términos:  \<Las  Altas  partes  contratantes  renuncian  á todajje- 
ticion  de  reembolso  de  los  gastos  ocasionados  por  el  arresto  de 
la  persona  entregada  y por  su  trasporte  hasta  á bordo  del  bu- 
que, y estos  gastos  quedarán  á su  cargo  respectivamente.»  El 
artículo  2 del  tratado  de  1843  entre  Francia  é Inglaterra,  con- 
signaba el  principio  contrario.  . 

Los  Estados-Unidos  de  América  se  obstinan  en  dejará  car- 
go del  Gobierno  demandante  los  gastos  ocasionados  por  la  ex- 
tradición (1),  y así  se  convino  entre  dichos  Estados  é Italia., 


<1)  Los  gastos  ocasionados  por  la  extradición  de  un  malhechor  refugiado  en  loa 
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409.  (442  de  la  ed.  franc.} — En  todos  los  tratados  se  esti- 

pula siempre  que  los  objetos  robados  que  se  hallen  en  poder 
del  acusado,  los  instrumentos  y máquinas  empleadas  para 
la  perpetración  del  delito  y todas  las  piezas  de  convicción  de- 
ben remitirse  al  Estado  que  ha  entablado  la  demanda,  áun 
cuando  la  eritreg*a  se  hag-a  imposible  por  muerte  ó fuga  del  in- 
dividuo reclamado. 


Estados- Unidos,  son  muy  considerables  por  razón  del  procedimiento  complicado 
y largo  que  está  en  uso.  La  extradición  del  cajero  de  la  Compañía  del  Camino  de 
Hierro  del  Norte  (Curpcnliei'  y consorles)  en  1875,  costó  á Francia  200.000  francos,  y 
tos  actos  del  proceso  y relativos  duraron  diez  meses.  Por  término  medio,  los  gastos 
ocasionados  por  la  extradición  de  un  individuo  refugiado  en  los  Estados- Unidos, 
se  elevan  siempre  de  10  á 25.000  francos. 


CAPITULO  IX 


De  la  legalidad  del  juicio  del  individuo  entregado  y de  las 
excepciones  relativas  á él. 

410  (4411  ¡aed.  franc.)  Objeto  del  presente  capítulo.— 411  (444  de  id.)  Regla  ge- 
neral respecto  de  la  competencia  del  Tribunal.— 412  (44b  de  id.)  Efectos  de  la  fuga 
relativamente  al  ejercicio  de  la  acción  penal.— 413  (446  de  id.)  Y relativamente  á 
los  /derechos  adquiridos  por  el  fugitivo.— 414(447  de  id.)  Derechos  de  los  dos  Go- 
biernos. —415  (448  de  id.)  Fundamento  de  las  excepciones  relativas  á la  legalidad 
del  juicio.— 416  (449  de  id.)  1.a  extradición  consentida  con  ausencia  de  todo  tra- 
tado. ¿es  regular?- 417  (450  de  id.)  El  Tribunal  al  que  se  le  ha  encargado  el  asunto 
debe  presumir  siempre  la  regularidad  de  la  extradición.— 418  (451  de  id.)  Juris- 
prudencia respecto  de  esto.— 419  (452  de  id  ) El  Tribunal  no  está  llamado  á cono- 
cer de  la  aplicación  e.xacta  del  tratado.— 120  {<100  de  id.)  Ejemplos.— 421  (454  íte  id. 
El  Tribunal  no  está  llamado  A aplicar  el  acta  de  extradición.— 422  (455  de  id.)  El 
Gobierno  requerido  puede  exigjr  que  el  proceso  se  limite  al  solo  hecho  por  el 
cual  se  consintió  la  extradición,— 423(456 id.)  Conflicto  habido  entre  Inglaterra 
y los  Estados-Unidos  por  este  motivo.— 423  bis  (456  bis  de  id.)  Observaciones  del 
autor.— 424  (457  de  id.)  El  acusado  no  puede  obtener  próroga  por  parte  del  Tri- 
bunal.—425  (458  de  ) iJemostracion  de  esta  regla.— 426  (459  de  ¿d.)  Á quién  cor- 
responde pedir  que  el  juicio  sea  limitado. —427  (400  de  id.)  Ejemplo.— 428  (461  de  id) 
El  Tribunal  no  está  obligado  á limitar  el  juicio  si  no  existe  ley  alguna  que  se  lo 
imponga  —429(462  deid.)  Las  Cámaras  de  acusación  no  deben  ocuparse  jamás  de 
los  tratados.  -430  (463  de  id.)  Extradición  voluntaria  por  demanda  del  acusado.— 
431  (461  de  id.)  Juicios  de  los  Tribunales  franceses.— 432  (465  de  id.)  Verdadero 
objeto  de  la  controversia.- 433  (46o  de  id.)  Teoría  consignada  en  jurisprudencia. 
—434  ( 467  de  id.)  Nuestras  ob.servaeiones.— 435  (468  de  id.)  Argumentos  contra- 
rios de  Duverdy. — 436  (469  de  id.)  Nuestra  opinión. — 437  (470  de  id.)  El  acusado 
puede  con  su  consentimiento  extenderla  competencia  del  Tribunal.— 438.  (471 
de  id.)  Doctrina  sostenida  en  Francia.  — 439  (472  de  id.)  Nuestra  Opinión.  — 440 
(473  de  id.)  Principio  establecido  en  el  tratado  entre  Italia  y Francia. — 441  (474 
de  id)  Juicio  de  delitos  conexos.— 443 (475  de 'id.)  ConfUcto  entre  Italia  y Suiza . 
—443  (476  dr  id.)  Nuestra  opinión —444  (477  de  id.)  Estipulación  con  este  motivo 
entre  Italia  y Francia.- 445  (478  de  id.)  Conclusión.  —446  (479  de  id.)  Pe  la  regu- 
laridad del  juicio  en  los  casos  en  que  la  caliñcacion  del  delito  se  halla  modiflea- 
da. — 447  (48o  de  id.)  El  Tribunal  puede  situnpre  dictar  juicio  en  rebeldía  en  vista 
de  las  piezas  de  acusación  que  no  pueden  ser  objeto  dcl  debate  contradictorio  . 


410.  (A43  de  la  ed.  franc.J — La  extradición  de  un  malhe- 

chor fugitivo,  verificada  en  virtud  de  un  convenio  preexisten- 
te ó de  conformidad  con  los  principios  de  jurisprudencia  in- 
ternacional, constituye  un  verdadero  acto  de  soberanía.  Rds- 
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taños  sólo  en  este  capítulo  examinar  las  consecuencias  lega- 
les del  derecho  de  someter  ajuicio  al  individuo  entregado. 

411.  (444  de  la  ed.  franc.) — En  nuestro  sentir  no  deberia 
dudarse  de  que  el  Tribunal,  ante  el  cual  ha  sido  entregado  el 
malhechor  fugitivo,  se  halla,  por  el  nuevo  hecho  de  dicha  en- 
trega, legalmeute  investido  del  derecho  de  juzgarle  por  todos 
los  caf)ítulos  de  la  acusación.  Se  puede  sostener,  sin  embargo, 
que  para  conservar  las  buenas  relaciones  diplomáticas  y para 
observar  las  reglas  de  conveniencia  internacional,  debe  con- 
cretarse el  juicio  á los  capítulos  de  acusación  especificados  en 
la  demanda  y excluir  aquéllos  por  los  que  no  se  ha  concedido 
la  extradición  por  una  estipulación  expresa  concertada  entre 
los  dos  Estados. 

412.  (445  de  la  ed.  franc.') — Cuando  el  malhechor  se  fuga 
del  lugar  donde  ha  cometido  el  delito  y va  á refugiarse  á un 
país  extranjero,  pone  un  obstáculo  al  ejercicio  de  la  acción  pe- 
nal que  no  puede  ejercerse  de  hecho  en  un  territorio  sometido 
á otra  Soberanía.  Desde  luégo  sucede  que  el  soberano  que  re- 
clama al  fugitivo,  está  obligado  á dirigirse  al  del  territorio 
donde  se  ha  refugiado  el  acusado  para  obtener  su  arresto  y en- 
trega. El  soberano  requerido  puede,  á su  vez,  aceptar  ó recha- 
zar la  demanda  en  virtud  de  los  tratados  en  que  ha  consentido 
y de  los  principios  que  considera  más  beneficiosos,  y puede 
subordinar  la  entrega  del  fugitivo  á ciertas  condiciones,  las 
que  una  vez  discutidas  y aceptadas,  obligan  á los  dos  sobera- 
nos del  mismo  modo  que  cualquier  otro  convenio  internacio- 
nal. Todo  esto  influye  de  un  modo  decisivo  en  las  relaciones 
existentes  entre  los  dos  soberanos;  pero  no  modifica  en  nada 
las  condiciones  jurídicas  del  malhechor  ante  sus  jueces  natu- 
rales en  cuanto  á ampliar  ó restringir  su  competencia  ó á es- 
tablecer nuevos  derechos  6 privilegios  en  favor  de  la  defen- 
sa (1). 

413.  (446  de  la  ed.  franc.) — Pasando  el  malhechor  lá  fron- 
tera y refugiándose  en  país  extranjero,  no  adquiere  ningún 
derecho  ni  con  respecto  al  Gobierno  en  cuyo  territorio  se  ha 


(1)  Comp.  Tribunal  de  lo  criminal  de  Viena,  3 Diciembre  1866,  l.amiraude,  Pfl/*, 
1867,  p.  1092,  ad  «o/am.— Ducrocq,7%forte  de  l’extradition,  p.  39-41. 
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refugiado  ni  con  respecto  al  de  donde  ha  violado  la  ley.  Desde 
luégo  no  puede  pretender  el  derecho  á la  protección  del  pri- 
mero hasta  el  punto  de  creerse  autorizado  para- pedirle  cuenta 
de  los  motivos  que  ha  tenido  para  entregarle,  y con  respecto 
al  segundo  tampoco  puede  valerse  de  derechos  más  amplios 
que  los  de  que  gozan  los  acusados  ante  sus  jueces  naturales. 

414.  (447  de  la  ed.  franc,) — ^Resulta,  pues,  de  estos  prin- 
cipios que  corresponde  al  Gobierno  requerido  solamente  discu- 
tir y apreciar  de  hecho  y de  derecho  la  regularidad  de  los  ac- 
tos judiciales  y diplomáticos  anteriores  á la  entrega  efectiva 
del  malhechor  y exigir  en  su  vista  que  sean  observados  los 
convenios  internacionales  v las  condiciones  insertaf  en  el  acta 
de  extradición;  así  como  por  otra  parte,  corresponde  exclusi- 
vamente al  Gobierno  al  que  ha  sido  entregado  el  malhechor, 
examinar,  con  la  buena  fé  que  debe  servirle  de  regla  en  las 
relaciones  internacionales,  las  observaciones  que  pueda  ha- 
berle hecho  el  Gobierno  extranjero.  Pero  sería  un  error  tras- 
formar los  derechos  pertenecientes  al  Estado  requerido  en  de- 
rechos personales  para  el  fugitivo  y hacer  de  ellos  el  funda- 
mento de  nuevos  recursos  para  este  último  y de  nuevas  excep- 
ciones que  pudiesen  servir  para  su  defensa. 

415.  (448  de  la  ed.  franc.) — Sobre  esta  distinción  reposa, 
propiamente  hablando,  toda  la  teoría  de  las  excepciones  con 
ayuda  de  las  que  el  fugitivo  entregado  puede  rebatir  la  lega- 
lidad de  su  enjuiciamiento.  Los  mismos  principios  deben  tam- 
bién servir  para  resolver  la  cuestión  de  si  la  autoridad  judicial 
es  ó no-  competente  para  apreciar  la  legalidad  de  la  extradi- 
ción. Esta  cuestión,  lo  mismo  que  todas  las  demás  relativas  á 
las  relaciones  entre  soberanías,  no  puede  ser  discutida  con 
provecho  ante  los  tribunales.  La  autoridad  judicial  no  tiene  de- 
recho para  anular  los  tratados,  ni  para  decidir  si  la  extradición 
de  un  fugitivo,  concedida  por  aplicación  de  un  tratado  ó por 
interpretación  de  esto  acto  por  el  Poder  Ejecutivo,  debe  ó no  ser 
considerada  como  regular.  Comunmente  los  tratados,  son  sim- 
ples acuerdos  concertados  entre  los  jetes  del  Poder  Ejecutivo 
de  dos  países  y que  únicamente  deben  ponerse  en  conocimien- 
to de  las  Cámaras  legislativas.  No  es  dudoso  que  las  partes 
contratantes  no  deben  observar  este  tratado  por  la  buena  fé. 
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Sin  embargo,  es  de  notar  que  estos  acuerdos  tienen,  como 
carácter  propio,  el  de  actos  de  alta  administración,  y como  ta- 
les no  pueden  ser  discutidos,  interpretados  ni  anulados  por  el 
poder  judicial.  Desde  ludgo,  la  cuestión  de  si  la  interpretación 
ó la  aplicación  del  tratado  de  extradición  es  regular  no  debe 
ser  decidida  por  el  tribunal. 

Aun  en  la  liipótesis  (que  ciertamente  no  es  frecuente)  en 
que  los  tratados  de  extradición  se  Yotan  por  las  dos  Cámaras 
en  la  misma  forma  que  todas  las  leyes,  y que  por  esta  razón 
deben  considerarse  como  actos  legislativos,  tendrían  induda- 
blemente el  carácter  de  ley  en  el  interior  del  Estado;  pero  con 
relación  al*Estado  extranjero  con  el  cual  se  lian  concertado, 
conservarán  el  carácter  de  convenios  que  deben  observarse  de 
buena  fé.  Ahora  bien,  como  las  leves  interiores  no  tienen  nin- 
guna  autoridad  extraterritorial,  claro  es  que  no  pueden  influir 
jamás  sobre  los  derechos  y los  deberes  de  la  Soberanía  extran- 
jera hasta  el  punto  de  autorizar  á nuestros  magistrados  nacio- 
nales para  apreciar  la  interpretación  ó la  aplicación  de  los 
tratados  por  parte  de  una  Soberanía  extranjera;  eso  equival- 
dría á apreciar  los  actos  de  un  Soberano  extranjero,  lo  cual 
no  está  permitido  á nuestros  magistrados, 

416.  . (449  de  la  ed.  Desde  iuégo,  en  vano  querría 

la  defensa  valerse  del  hecho  de  que  la  extradición  tuviese  lu- 
gar en  el  caso  en  que  no  existiese  tratado  alguno.  Hemos  de- 
mostrado ya  que  la  legalidad  de  la  extradición  no  depende  de 
la  existencia  de  tratados,  y claró  está  que  la  defensa  no  podría 
pedir  á los  tribunales  que  apreciase  y discutiese  la  conducta 
- de  dos  Estados  soberanos,  ni  su  manera  de  considerar  sus  de- 
beres internacionales  recíprocos  (1). 


(1)  Etóta  doctrina  se  ha  consig'nado  muy  formalmente  por  la  Corte  de  Casación 
francesa  en  la  causa  Quesson:  «El  Gobierno,  decía  la  Corte,  que  ha  hecho  prender 
en  su  territorio  al  acusado  de  un  crimen  cometido  en  otro  territorio  y lo  entrega 
ála  potenciaque  lo  reclama  para  juzgarle  y castigarle,  usa  de  un  derecho  que  po- 
see por  su  propia ííJíeríTMia,  y no  por  los  tratados  que  pueda  haber  celebrado  con  la 
potencia  á que  pertenece  el  acusado.  Sin  duda  alguna,  dos  Estados  pueden  com- 
prometerse á entregarse  recíprocamente  los  perseguidos  por  crímenes  cometidos 
en  sus  territorios  respectivos,  y determinar  los  casos  en  que  deba  autorizarse  la 
extradición;  pero  dichos  convenios  no  pueden  ser  obstáculo  á lo  que  se  haya  acor- 
dado en  otros  casos  y por  crímenes  distintos  de  los  especificados  ,en  aquéllos.»’ 
((i  de  Junio  de  18í>7,  causa  Quesson:  Píi/,,1868,  p.  311;  Corapar.  Casación,  16 Setiem- 
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417.  (450  de  la  ed,  franc.J — Tampoco  se  podría  invocar  la 
excepción  que  tendiese  á probar  la  inobservancia  de  las  for- 
malidades prescritas  por  el  tratado  de  extradición.  Las  irregu- 
laridades que  se  produjesen  hubieran  podido  ser  puestas  en 
claro  en  el  país  en  que  tuviesen  ÍugS.r,  y allí  hubieran  podido 
ser  motivo  bastante  para  anular  los  actos  de  los  agentes  del 
Gobierno  de  ese  país;  pero,  ¿en  virtud  de  qué  principio  podría 
llamarse  á nuestros  magistrados  á examinar  si  las  formas  pres- 
critas por  la  ley  interior  de  un  país  extranjero,  han  sido  ó nó 
violadas?  El  tribunal  competente,  legalmeute  investido  del  de- 
recho de  juzgar  al  malhechor  en  virtud  del  mero  hecho  de  la 
entrega  de  este  individuo  á su  jurisdicción,  debe  presumir 
que  la  extradición  del  fugitivo  entregado  por  un  Gobierno -ex- 
tranjero ha  sido  regular  por  parte  de  este  Gobierno,  y sobre 
este  punto  no  debe  tener  la  menor  duda. 

418.  (451  de  la  ed.  frcmoJ — La  regla  de  que  hemos  hablado 
aquí,  ha  sido  confirmada  por  la  Corte  de  casación  de  Turin  en 
la  causa  Celia:  «Cuando  se  ha  obtenido  la  extradición  de  un 
acusado,  dice  la  Corte,  no  corresponde  á los  tribunales  que 
deben  juzgarlo,  averiguar  si  el  arresto  del  acusado  ha  tenido 
lugar  en  el  extranjero,  según  las  leyes  del  país  en  que  se 
ha  efectuado»  (1), 

No  puede  considerarse  como  contraria  á esta  regla,  la  pro- 
clamada por  la  Corte  de  Casación  francesa,  cuando  dijo  que: 
«El  acusado  tiene  necesariamente  el  derecho  de  invocar  todas 
las  nulidades  de  que  puedan  ser  tildadas  las  actas,  en  cuya 
virtud  fué  arrestado , áuu  cuando  hubiese  guardado  silen- 
cio sobre  esas  ilegalidades  hasta  el  momento  mismo  del  de- 
bate» (2).  Esta  Corte,  en  realidad,  quiso  hablar  de  las  ilega- 
lidades relativas  al  arresto  efectuado  en  el  país  en  que  se  le 
ha  sometido  ajuicio,  pero  no  de  los  que  se  relacionan  con  la 


Tare  184T  causa  Burgerey:  Pa/..  18-lTi,  t.  r,  p,  153;  Casación,  4 Mayo  18S5,  causa  Ch»r. 
don;  Pa/.,  183f),  p . 56. — Maog'in,  publique,  n.“  75.— Calvo, -Dm’í  international, 

§ 407.— Ducrocq,  Tliéorie  de  l'extradiiion,  p.  8 — Arlia,  Le  convemioni  di  esíradisione 
p,  131.— Billot,  Traité  de  l’exlradilion.p.SOi  y sig.) 

(1)  15  de  Marzo  de  1855.— Bettini,  íHurisprudenza  1855, 1,  247. 

(2)  1“  de  Mayo  de  1855.— Coinpar.  Reperí.  da  Journ  du  Puláis,  v.  Extradition,  nú- 
meros 122  y sig-. 
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Tiolacíon  de  las  leyes  especiales  del  Estado  que  ha  concedido^ 
la  extradición. 

419.  (452  de  la  ed.francJ — Tampoco  podría  la  defensa  va- 

lerse de  una  aplicación  indebida  del  tratado.  Los  tratados  de 
extradición  son  obligatorios  en  el  sentido  de  que  tienen  por 
objeto  reglamentar  la  conducta  de  los  Gobiernos  que  los  han 
firmado,  y obligarles  á poner  en  ejecución  las  cláusulas  que 
en  ellos  están  insertas;  pero  no  podrían  ser  un  obstáculo  á su 
propia  extensión  en  casos  diferentes  de  los  prevenidos  en  ellos 
ó á su  interpretación,  en  uno  ú otro  sentido.  Si  los  tratados  de 
extradición  fuesen  como  las  leyes  interiores  del  Estado  (1),  y 
pudieran  tener  por  objeto  limitar  las  facultades  de  los  dos  Go- 
biernos por  una  parte,  y por  otra  crear  en  favor  del  fugitivo  el 
derecho  de  no  ser  entregado  sino  bajo  las  condiciones  estipu- 
ladas en  el  tratado,  se  diría  con  razón  que  la  autoridad  llama- 
da á juzgarle,  podría  estar  facultada  para  examinar  sí  se  había 
hecho  una  aplicación  indebida  del  tratado  6 de  su  interpreta- 
ción. Pero  como  las  partes  pueden  dar  al  convenio  una  inter- 
pretación extensa  y entregarse  recíprocamente  los  malhecho- 
res, áun  en  ausencia  de  todo  tratado,  es  natural  que  semejan- 
tes convenios  deban  considerarse  como  actos  diplomáticos  que 
tieñen  por  objeto  reglamentar  la  conducta  de  los  dos  Gobier- 
nos, y de  cuya  interpretación  no  puede  conocer  el  tribunal 
llamado  á juzgar  al  individuo  entregado. 

420.  (453  de  la  ed.  Supongamos,  por  ejemplo,  quo 

un  Estado  solicita  la  extradición  de  un  fugitivo,  acusado  de 
un  crimen  de  falsificación  que  se  halla  visado  en  los  tratados. 


(1)  La  Corte  de  Casación  francesa  lo  afirmó  en  sus  decretos  de  24  de  Junio  de- 
1839,  causa  Fox.,  Duque  de  Richmond.— Dalloz,  Rep.,  v.  Traite  inlermtional,  p.  588,, 
notas  1 y 5;  11  Agosto  1841,  ib.,  y 8 Setiembre  1845,  causa  Granvaux.— Dalloz,  1845,. 
II,  p.  405. 

«Los  tratados  de  .extradición,  dice  La  Corte,  promulgados  regularmente,  son 
eyes  especiales.»  Pero  enseguida  modiíica  su  doctrina:  «Los  tratados  de  extradi- 
ción, dice,  son  actos  de  alta  administración,  motivados  generalmente  por  necesi- 
dades y áun  por  meras  conveniencias  internacionales,  y que  son  ajenas  á la  apre- 
ciación y tiscalizacion  dé  la  autoridad  judicial  que  no  debe  ocuparse  de  los  mo- 
tivos que  han  determinado  la  extradición;»  4 de  Mayo  de  1845  (Chardon). — Morln,' 
Journal du  droit  criminel,  n.“  8093.— Compar.  Casación,  18  Julio  1851 , causa  Viremai- 
tre;  Dalloz,  1851,  v,  p.  248;  23Diciembre  1852,  causaDareaiix;  Dalloz,  1853, v,p- 215,. 
6 Julio  1861,  causa  Quesson:  Palais,  1867,  p.  811.  , • 
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y del  delito  de  abuso  de  confianza,  que  no  está  enumerado  en 
aquellos,  y que  el  G-ofeierno  requerido  le  diese  curso  sin  reserva 
alguna.  Si  después  el  individuo  entregado  fuese  enjuiciado 
contradictoriamente  por  estos  dos  delitos,  en  nuestra  opinión, 
la  pretensión  de  la  defensa,  sosteniendo  que  el  proceso  debería 
limitarse  sólo  al  crimen  de  falsificación,  sería  infundada.  El 
tribunal  competente  para  juzgar  al  acusado  por  todos  los  ca- 
pítulos de  acusación,  no  podria  ser  comprometido  por  la  defen- 
sa, á juzgar,  contradictoriamente  sólo  en  los  límites  del  trata- 
do que  no  está  llamado  á aplicar  (1). 

La  teoría  de  la  córte  de  Milán,  se  halla  conforme  con  la  * 
doctrina  que  acabamos  de  exponer  (2).  Dicha  córte  estableció 
que  cuando  un  malhechor  ha  sido  entregado  por  un  Gobierno 
extranjero,  en  el  caso  de  no  existir  tratados  y sin  ninguna 
restricción  en  cuanto  al  derecho  de  enjuiciarlo,  no  será  con- 
trario ni  á las  reglas  de  sana  política  ni  á las  del  derecho,  el 
juzgarle  áun  por  meros  delitos  de  los  que  fuese  culpable.  Por 
lo  demás,  si  el  fugitivo  es  entregado  sin  ninguna  reserva  por  ' 
parte  del  Gobierno  requerido,  no  hay  motivo  alguno  para  res- 
tringir la  decisión  del  tribunal,  porque  la  ley  penal  no  limita 
la  competencia  de  los  tribunales  respecto  del  malhechor,  que 
después  de  haberse  hecho  culpable  de  un  delito  punible  Con 
penas  correccionales,  ha  huido  al  extranjero.  Esta  restricción 
no  puede  ser  motivada  por  las  conveniencias  diplomáticas, 
cuando  el  Gobierno  extranjero  ha  entregado  el  fugitivo  sin 
hacer  ninguna  reserva  relativa  al  derecho  de  enjuiciarlo. 


(1)  En  la  causa  Bergerey  c.  El  Ministerjo  público,  la  Corto  de  Casación  francesa  se 
eitpresó  en  los  términos  signientes:  «Atendiendo  á que  si  los  atentados  contra  las 
costumbres  no  están  clasificados  entre  los  crímenes  enumerados  en  el  art.  8*  dei 
tratado  celebrado  entre  Francia  y los  Estados  de  la  Confederación  helvética,  las 
partes  contratantes  han  podido  ampliar  ó modificar  las  disposiciones  relativas  á 
ellos,  por  convenios  posteriores,  según  las  necesidades  y las  conveniencias  de 
buena  vecindad,  establecidos  entre  ellos;  que  los  Tribunales  franceses  no  tienen 
que  ocuparse  en  absoluto  de  los  motivos  que  han  decidido  á la  República  de  Ber- 
na, solo  guardador  de  su  independe  ncia  y dignidad,  á consentir  en  la  entrega  de 
demandante;  bien  sea  que  dicha  extradición  haya  sido  pedida,  bien  que  haya  sido 
espontánea,  ha  sido  entregado  legalmente  en  manos  déla  justicia  que  tenia  la  mi- 
sión de  procesarlo.»  Rcj- 16  de  Setiembre  de  1841.— Dalloz,  Rep.,  v.  Traite  diploma- 
üqae,  p.  597.  nota  1, 

(2)  ib  de  Julio  de  18®.— Bettini,  Guinsprndenzu,  v.  xvn,  p.  2®,  p.  731. 
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421.  (454  de  la  ed.  fmnc.) — La  justa  consecuencia  de  la 

doctrina  que  acabamos  de  exponer,  es  que  *la  competencia  de 
los  tribunales  no  puede  ser  modificada  por  los  tratados,  y que 
los  tribunales  deben  estatuir  relativamente  á su  propia  compe- 
tencia, sin  ocuparse  de  aquellos. 

En  efecto,  es  un  principio  incontestable  en  todos  los  Esta- 
dos, donde  se  admite  la  división  de  poderes,  que  el  poder  eje- 
cutivo no  puede  con  sus  actos  modificar  ni  derogar  las  leyes. 
Ahora  bien,  como  las  jurisdicciones  y las  competencias  terri- 
toriales se  establecen  y determinan  por  las  leyes,  es  evidente 
que  no  pueden  ser  derogadas  por  un  tratado  de  extradición. 
El  tribunal  que  debe  tomar  en  consideración  el  tratado  que 
modificó  su  competencia,  se  halla  en  la  misma  situación  que 
cuando  se  le  pide  qué  tome  en  consideración  un  acto  del  po- 
der ejecutivo  contrario  á la  ley.  No  tiene,  ciertamente,  autori- 
dad alguna  para  declarar  nulo  semejante  acto;  pero  puede  ne- 
garse á tomarlo  en  consideración  por  aplicación  del  principio 
general  de  que  los  magistrados  no  pueden  aplicar  los  actos 
del  poder  ejecutivo  que  sean  contrarios  á las  leyes. 

En  un  sólo  caso,  creemos  que  los  tribunales  estarian  obli- 
gados á considerar  modificada  su  competencia  por  el  tratado 
de' extradición,  es  decir,  cuando  se  hubiese  dispuesto  en  una 
ley  especial  que  las  reglas  de  competencia,  convenidas  en  los 
tratados  de  ex,tradícioíi,  derogasen,  las  leyes  sobre  la  comjie- 
tencia. 

Réstanos  ahora  examinar  si  los  tribunales  deben  tener  en 
cuenta  los  acuerdos  celebrados  entre  los  dos  Gobiernos,  y aplL 
car  el  acta  de  extradición. 

En  nuestro  entender,  tampoco  es  esa  la  misión  del  tribu- 
nal, ante  el  cual  ha  sido  presentado  el  individuo  entregado. 
Por  lo  demás,  la  defensa  no  podría  valerse  como  de  una  excep- 
ción legítima  del  hecho  de  haber  sido  violados  los  acuerdos  en- 
tre los  dos  Estados.  Conviene  observar  que  estos  acuerdos  son 
celebrados  por  los  agentes  diplomáticos,  y que  los  originales 
no  se  comunican  ordinariamente  al  tribunal  que  juzga  al  indi- 
viduo entregado.  Admitiendo  que  el  acusado  pueda  pedir  y 
obtener  que  los  documentos  referentes  á su  extradición  se  unan' 
al  proceso  para  que  pueda  tener  conocimiento  de  éllos,  ‘se  lie- 
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garia  á reconocerle  un  derecho  que  no  le  pertenece.  Si,  como 
hemos  dicho  ya,  'por  el  hecho  de  su  fuga  el  malhechor  no 
ha  adquirido  el  derecho  de  ser  protegido  por  el  Estado  extran- 
jero, ¿cómo  puede  pretender  estar  iniciado  en  las  condiciones 
bajo  las  cuales  ha  sido  entregado  por  ese  Estado  (1)? 

Resulta,  pues,  de  los  principios  que  acabamos  de  exponer, 
que  el  tribunal  llamado  á juzgar  al  individuo  entregado,  no 
puede  á petición  de  éste,  apreciar  ni  la  validez  de  su  extradi- 
ción, ni  la  legalidad  de  los  actos  relativos  á ella. 

422.  (455  de  la  ed,  franc.) — Más  difícil  aún  es  la  cuestión 

de  si  el  Gobierno  que  ha  concedido  la  extradición,  puede  pe- 
dir que  los  procedimientos  se  limiten  al  sólo  caso  que  ha  mo- 
tivado esa  medida. 

Si  en  el  convenio  celebrado  entre  el  Estado  demandado  y 
el  demandante,  se  hubiese  convenido  que  en  el  caso  de  extra- 
dición los  procedimientos  deberian  limitarse  al  sólo  capítulo 
especificado  en  la  demanda,  es  indudable  que  el  Estado  de- 
mandante debería  observar  la  cláusula  del  tratado,  y á.  menos 
que  obrase  de  mala  fé,  no  procesar  al  malhechor  por  otros  de- 
litos de  que  no  se  hubiese  hecho  mención  en  dicha  demanda. 
En  el  caso  contrarío,  la  defensa  tendrá  derecho  á protestar 
contra  el  modo  de  obrar  del  Gobierno  demandante,*  podria're- 
clamar  la  protección  del  Gobierno  extranjero  y éste  podría  exi- 
gir que  la  instancia  penal  se  limitase  al  delito  especificado  en 
la  demanda. 

, Supongamos  que  no  se  ha  insertado  en  el  convenio  de  ex- 
tradición ninguna  cláusula  relativa  á esta  cuestión,  y que  el 
Gobierno  que  ha  obtenido  la  entrega  del  acusado  lo  procesara 
además  por  otro  delito  distinto  del  indicado  en  la  demanda. 
¿En  esta  hipótesis,  el  Gobierno  requerido,  quejándose  de  la 
falta  de  buena  fé  del  Estado  demandante,  tendría  en  realidad 
derecho  á oponerse  á que  el  acusado  fuese  procesado  por  el 
delito  no  especificado  en  la  demanda? 

Para  sostener  la  afirmativa,  podría  decirse  que  la  regla  ge- 
neral, según  la*que  se  interpretan  los  conven iq,s  internaciona- 
cionales,  es-  la  buena  fé;  que  en  los  tratados  no  se  hallan  sólo 

(1)  Córte  de  Casación,  Turin,  31  de  Marzo  de  185T  (Ortí).— Bettini,  Ginrispruden- 
stf,  57,  í,  318.— Casación,  Xápoles,  19  Setieín'bre  1884.— Bettini,  64,  i,  914. 
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formulados  el  derecho  y el  deber  de  entregar  al  acusado,  sino 
que  también  se  hallan  especificados  en  ellos  los  casos  y las 
condiciones  en  que  debe  tener  lugar  la  extradición;  que  ade- 
más, según  la  práctica  internacional , un  Gobierno  puede 
prestar  su  protección  al  fugitivo  por  cualquier  otro  delito  de 
que  se  le  acuse  y que  no  se  halle  enumerado  en  el  convenio, 
y que  áun  relativamente  á los  delitos  que  se  hallen  compren- 
• didos  en  la  lista  del  tratado,  puede  siempre  exigir  que  no  ten- 
ga lugar  la  extradición  sin  el  cumplimiento  de  las  condiciones 
y de  las  formalidades  de  procedimiento  prescritas  en  el  con- 
venio, y que  desde  luégo  deben  considerarse  contrarios  á la 
buena  fé  los  procedimientos  ejercidos  contra  el  individuo  re- 
clamado por  un  delito  distinto  del  que  ha  motivado  su  extra- 
dición,— Puede  decirse  además,  que  en  todos  los  tratados  se 
halla  inserta  una  excepción  relativa  á los  delitos  políticos,  y 
como  quiera  que  los  caractéres  jurídicos  del  delito  político  va- 
rían según  las  distintas  legdslaciones  de  los  diversos  países, 
si  el  acusado  pudiese  ser  procesado  no  sdlo  por  el  delito  que 
hubiese  motivado  la  demanda,  sino  también  por  otro  hecho 
cualquiera  que  siendo  un  delito  de  derecho  común  en  el  Esta- 
do demandante  constituyesen  un  delito  político  en  el  demanda- 
do, la  protección  concedida  generalmente  á los  autores  de  de- 
litos políticos,  podría  muy  bien  ser  ilusoria. 

Haremos  notar,  por  el  contrario,  en  el  sistema  opuesto, 
que  la  buena  fé  que  debe  observarse  en  la  aplicación  de  los 
convenios  de  extradición,  exige  que  el  acusado  sea  realmente 
procesado  por  el  delito  que  ha  motivado  la  extradición,  pero 
que  no  podría  negársele  al  Estado  demandante  el  derecho  de 
procesarle  por  otros  delitos  de  que  estuviese  acusado  en  el 
caso  de  que  semejante  facultad  no  se  lo  impidiese  también,  se- 
gún una  estipulación  expresa  del  tratado,  6 bien  según  una 
reserva  hecha  eh  el  acta  de  extradición  por  el  Gobierno  deman- 
dado. 

La  regla  general  en  materia  de  extradición,  debería  ser, 
no  sólo  la  de  i:u)  interrumpir,  sino  la  de  facilitar  la  administra- 
ción regular  de  justicia,  para  lo  cual  cada  Gobierno  debería  más 
bien  ampliar  que  restringir  la  extradición.  La  protección  con- 
cedida al  malhechor  es  una  consecuencia  de  los  errores  tradi- 
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«ionales  del  privilegio  del  derecho  de  asilo,  errores  que  ahp 
no  se  han  disipado  por  completo.  Si  en  los  convenios  se  hallau 
indicados  los  delitos,  por  los  que  debe  concederse  la  extradi- 
ción, tiene  ésto  sólo  por  objeto,  establecer  entre  los  dos  Go- 
biernos, el  derecho  y el  deber  jurídico  de  la  extradición;  pero 
no  especificar  limitativamente  los  casos  en  que  puede  tener 
lugar  la  extradición. 

Podría  además  añadirse  que  el  derecho  que  tiene  el  Esta- 
do demandante  de  procesar  al  malhechor,  sometido  á su  juris- 
dicción, es  un  derecho  indiscutible;  que  es  cierto  que  el 
hecho  por  parte  del  acusado,  de  refugiarse  en  un  territorio 
sometido  á otra  soberanía  donde  no  puede  ser  perseguido 
ni  procesado,  presenta  un  obstáculo  insuperable  al  ejercicio 
de  este  derecho,  pero  que  después  que  el  malhechor  es 
restituido  á sus  jueces  naturales  , el  derecho  de  procesar- 
le por  todos  los  delitos  que  tiene  á su  cargo,  no  puede  ne- 
garse, salvo  el  caso  de  que  existiese  una  cláusula  expresa 
en  el  tratado  de  extradición  que  entonces  debería  aplicarse  de 
buena  fé.  Una  cláusula  semejante  que  constituyese  una  res- 
tricción de  los  derechos  de  soberanía,  no  debería  admitirse 
por  analogía;  sino  que  debería  formularse  en  el  convenio  de 
extradición,  así  como  tiene  lugar  para  la  excepción  de  los 
delitos  políticos,  por  los  cuales  se  prohíbe  en  absoluto  todo 
proceso  é instancia. 

El  peligro  de  ver  á un  acusado  procesado  por  un  hecho 
calificado  de  delito  político,  según  la  ley  del  país  de  refugio 
y por  razón  del  cual  no  hubiese  sido  entregado,  no  puede 
apreciarse,  porque  en  el  caso  de  que  sucediese  eso,  el  Gobier- 
no requerido  tendría  el  derecho  innegable  de  reclamar  contra  . 
el  modo  de  obrar  del  Gobierno  demandante,  yaliéndose  de  la 
-cláusula  inserta  en  todos  los  tratados,  según  la  cual  los  deli- 
tos políticos  no  pueden  motivar  la  extradición. 

423.  (456  de  la  ed.  principios  que  acabamos 

-de  exponer  han  sido  objeto  de  discusiones  entre  los  Gobiernos 
de  la  Gran  Bretaña  y los  Estados-Unidos  durante  los  años 
1875  V 1876,  con  motivo  de  la  extradición  de  un  tal  Lawran- 
•ce.  El  Gobierno  americano  habia  pedido  la  extradición  del 
acusado  por  falsificación,  y habiéndola  obtenido,  quería  pro- 
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cesarlo,  no  sólo  por  aquel  delito,  sino  también  por  el  de 
fraude  en  perjuicio  de  la  aduana.  La  defensa  invocó  la  excep- 
ción relativa  á la  extensión  dada  á la  acusación  primitiva,  y 
no  se  contentó  sólo  con  hacerla  valer  ante  la  autoridad  polí- 
tica, sino  que  hizo  todo  género  de  esfuerzos  para  provocar  la 
intervención  de  íng'laterra.  ^ 

Una  iarg'a  correspondencia  diplomática  se  cruzó  entre  los 
dos  Gobiernos  y el  asunto  tomó  tal  importancia,  que  atrajo  la 
atención  de  las  dos  Cámaras  del  Parlamento.  Los  publicistas 
y los  escritores  estudiaron  la  cuestión  y llegaron  á distintas 
coiiclusioties  (i).  El  resultado  de  las  comunicaciones  cambia- 
das entre  los  dos  Gobiernos,  fue  el  mensaje  del  Presidente  de 
los  Estados-Unidos,  leído  en  el  Senado  pl  ‘20  de  Junio  de  1876. 
En  ese  mensaje,  después  de  haber  manifestado  el  Presidente 
su  disgusto  porque  un  acta  que  durante  tantos  años  habia  pro- 
ducido tan  buenos  resultados  hubiese  sido  violada  y anulada, 
pidió  al  Congreso  que  decidiese  si  el  artículo  del  tratado  de' 
1842  debía  considerarse  corno-  obligatorio  y declaró,  salvando 
la  Opinión  contraria  del  Congreso,  que  estaba  decidido  á no 
pedir  y conceder  nunca  más  la  extradición  á Inglaterra. 

El  Gobierno  inglés  dio  parte  al  Parlamento  de  esta  declara- 
ción, que  ponía  fin  a las  negociaciones  y manifestó  el  deseo  de 
entablar  nuevas  relaciones  que  tuviesen  mejor- resultado. 

423  bis,  (456  bis  de  la  ed.  f ranc.) — Nos  parece  que  todo  cuanto, 
se  ha  dicho  para  demostrar  que  el  juicio  debe  limitarse  sólo  á 
los  delitos  especificados  en  la  demanda,  deriva  de  las  teorías 
tradicionales  del  privilegio  del  derecho  de  asilo.  Se  ha  dicho, 
efectivamente,  que  la  soberanía  del  país  donde  se  ha  refugiado 
el  malliecbor,  debe  protegerlo  y no  podía  permitir  que  fuese 
enjuiciado  por  ningún  otro  delito  distinto  del  que  hubiese  mo- 
tivado la  extradición.  Verdaderamente  no  comprendemos  la 
protección  que  quiere  asegurarse  á los  malhechores  hasta  el 
punto  de  impedir  el  curso  de  la  administración  de  justicia  res- 
pcctode  óllos.  Admitimos  ciertamente  que  por  el  respeto  debido 


(1)  "Véase  DepjardinB,  BuUetin  de  h SocúUé  de  Leffislatwn  comparte.  Febrero  1877, 
p.  126  y si^..  y W,  B.  í awrance,  Albany  Journal,  1876,  n.“  6;  1877,  números  12,21, 
2>3---Spear,  The  Lavj  of  extradition,  102. 
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á la  libertad  individual  y sin  hacer  distinción  alguna  entre  el 
nacional  y el  extranjero,  ninguna  soberanía  debe  permitir  que 
un  fugitivo  reclamado  que  se  halle  en  su  territorio,  sea  privado 
de  su  libertad  sin  que  existan  pruebas  en  su  contra  reconocidas 
como  suficientes, por  la  autoridad  judicial  territorial  para  dictar 
un  auto  de  prisión  contra  él.  Cuando  las  pruebas  de  culpabili- 
dad hansido  reconocidas  suficientes  para  esta  medida,  no  pode- 
mos comprender  la  teoría  según  la  cual  el  juicio  debe  ser  li- 
mitado y el  fugitivo  protegido  contra  la  justicia  extranjera. 
¿Qué  interés  puede  tener  el  soberano  del  país  de  refugio  en 
proteger  á un  malhechor?  Si  en  él  curso  de  la  instrucción  ju- 
dicial se  revelan  nuevos  cargos  contra  el  acusado,  ¿por  qué 
detener  el  curso  de  la  justicia  por  el  sólo  motivo  de  que  el 
nuevo  delito  de  que  se  acusa  al  entregado,  no  se  ha  indicado 
en  la  demanda? 

Se  dice  que  hay  falta  de  buena  fé  por  parte  del  Gobierno  ■ 
que  habiendo  pedido  la  extradición  por  un  delito,  enjuicia  al 
individuo  entregado  por  otro  que  no  se  halla  especificado  en 
la  demanda,-  pero  no  podemos  admifir  ese  argumento  tratán- 
dose de  un  delito  que  por  su  naturaleza  podria  dar  lugar  á la 
extradición.  Reconocemos  que  existiria  mala  fé  en  el  caso  en 
que  se  quisiera  procesar  al  individuo  entregado  por  un  delito 
político  y ésta  nos  parece  la  única  razón  formal  para  no  per- 
mitir que  el  individuo  entregado  sea  juzgado  en  ningún  caso 
por  un  delito  político  ó de  interés  local,  y por  el  cual  no  se 
concedería  la  extradición.  Diremos,  además,  que  siempre  se 
dehe  tener  esta  disposición  como  sobreentendida  en  los  trata- 
dos áun  cuando  no  esté  claramente  estipulada  en  éllos.  Es  de 
esperar  que  estas  ideas  que  hallan  oposición  en  una  respeta- 
ble mayoría  de  autores,  acabarán  por  prevalecer.  Efectiva- 
mente; hallamos  en  el  tratado  celebrado  en  Junio  de  1877  en- 
tre España  y los  Estados-Unidos  consignada  la  teoría  que  más 
arriba  hemos  expuesto.  Vemos  también  que  la  comisión  nom- 
brada por  el  Gobierno  inglés,  se  ba  alejado  mucho  eu  su  me- 
moria de  las  miras  de  su  Gobierno  y acercádose  á las  del  Go- 
bierno americano.  Finalmente,  haremos  notar  que  en  la  más- 
reciente  ley  de  extradición,  la  de  el  Canadá,  no  se  excluyen  los 
procesos  por  delitos  cometidos  por  el  malhechor  entregado, 
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íintes  de  la  extradición  y previstos  en  el  tratado  de  extra- 
dición. 

424.  (457  de  la,  ed.  franc.) — Examinemos  ahora  si  el  acu- 
sado puede  pedir  que  el  tribunal  sobresea  hasta  el  momento 
en  que  las  dificultades  relativas  a la  validez  de  su  extradición, 
hayan  sido  resueltas  por  la  autoridad  competente. 

Faustin-Hélie^  dice,  que  la  Sala  de  lo  criminal,  «después  de 
haber  examinado  la  providencia  de  no  há  lugar,  si  la  juzga 
desprovista  de  fundamento,  puede  pasar  además  al  juicio; 
pero  si  por  el  contrario  esta  excepción  le  parece  fundada;  si  el 
hecho  que  le  sirve  de  base  tiene  un  carácter  grave  y puede 
constituir  un  auto  de  no  há  lugar  contra  el  enjuiciamiento,  la 
Sala  de  lo  criminal  debe  sobreseer  en  los  debates  hasta  que  se 
haya  estatuido  por  la  autoridad  competente.  Ahora  bien,  esta 
autoridad  competente  es  la  que  ha  consentido  en  el  convenio 
que  se  trata  de  restringir  ó de  ampliar,  sólo  ella  está  investida 
del  derecho  de  hacer  los  tratados  con  las  potencias  extranje-  • 
ras.  Sólo  ella  puede,  bien  sea  conocer  la  idea  que  ha  dictado 
el  convenio,  bien  provocar  las  explicaciones  que  la  cuestión 
incidental  pueda  hacer  necesarias  (1).» 

Admitiendo  la  doctrina  del  eminente  criminalista,  llegaríase 
á decir  que  el  acusado  llevado  ante  sus  jueces  naturales,  ten- 
dría para  con  ellos  el  derecho  de  poner  en  duda  la  legalidad 
de  la  extradición.  En  cuanto  á nosotros,  creemos,  por  el  con- 
trario, que  esos  derechos  son  los  mismos  que  los  que  tienen 
los  inculpados  que  comparecen  ante  los  tribunales  sin  haber 
huido  ántes  á un  país  extranjero. 

425.  (ébS  de  la  ed.  franc.) — La  regla  propuesta  por  nos- 
otros, puede  aplicarse  áun  en  la  hipótesis  en  que  hubiese  lu- 
gar á rechazar  sériamente  la  legalidad  del  arresto  y en  que  el 
Gobierno  que  puede  reclamar,  por  el  contrario,  ha  aprobado 
el  procedimiento  aunque  irregular.  Si  en  semejante  hipótesis 
se  puede  criticar,  con  razón,  el  modo  de  obrar  del  Gobierno 
no  requerido,  no  podria  criticarse  igualmente  el  decreto  de  la 
Corte  que  hubiese  rechazado  la  declinatoria  propuesta  por  la 
defensa  y fundada  en  la  irregularidad  del  arresto.  Esta  cues- 


(1)  Traité  de  l’insírucf.  erim.,  § 136,  p.  “13. 
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tion  se  decidió  en  Francia  en  el  asunto  Bactianesi  (1).  Se  tra- 
taba de  un  sdbdito  francés  detenido,  en  virtud  de  un  simple 
auto  de  prisión  de  un  magistrado  francés,  á bordo  de  un  bu- 
que sardo  surto  en  un  puerto  francés.  El  Gobierno  sardo,  á 
pesar  de  la  intervención  de  su  cónsul,  hubiera  podido  recla- 
mar contra  semejante  arresto  .y  debió  haberlo  hechq^en  interés 
de  su  dignidad  y de  su  independencia.  También  la  Corte  re- 
chazó, con  razón,  la  declinatoria  de  la  defensa  fundada  en  la 
irregularidad  de  la  extradición,  y no  quiso  sobreseer,  no  obs- 
tante el  recurso  del  acusado  contra  tal  determinación. 

Dalloz  critica  el  decreto  de  la  Corte.  Según  él  el  arresto 
no  fué  regular,  y la  aprobación  ulterior  del  Gobierno, sardo  no 
podia  regularizar  la  extradición.  En  cuanto  á nosotros,  nos 
parece  que  estando  investida  la  Corte  del  derecho  de  juzgar  al 
acusado  en  virtud-del  decreto  de  la  Cámara  de  acusación  pa- 
sado en  autoridad  de  cosa  juzgada,  no  podia  reconocer  al  acu- 
sado el  derecho  de  discutir  la  legalidad  de  su  extradición,  ni  ad- 
vertir al  Gobierno  sardo,  solo  y único  juez  de  su  independen- 
cia y dignidad,  que  velase  más  por  sus  prorogativas. 

De  aquí  deducimos,  que  las  objeciones  sugeridas  respecto 
de  la  legalidad  de  la  extradición,  por  parte  del  individuo  en- 
tregado, no  pueden  ser  válidas  sino  en  el  momento  en  que  se 
discute  la  demanda  de  extradición  ante  los  tribunales  del  país 
requerido;  éstos’ deberían  examinar  si  la  sentencia  condenato- 
ria ó la  acusación,  en  virtud  de  la  cual  se  pide  la  entrega  del 
acusado,  puede  ó ni  motivarla.  Pero  ante  los  tribunales  del 
país  requerente  que  tienen  jurisdicción  sobre  los  individuos 
que  han  violado  la  ley  interior  dé  ese  país  y que  son  llevados 
ante  ellos,  no  podrá  invocar  el  acusado  las  excepciones  rela- 
tivas á la  legalidad  de  la  extradición. 

426.  (459  de  la  ed.  franc.) — Hemos  dicho  ya  que  correspon- 

de á las  autoridades  competentes  examinar  la  demanda,  com- 
probar su  legalidad,  fijar  las  condiciones  de  la  entrega,  y 
hacer  observar  las  estipulaciones  del  acta ' de  extradición. 
Desde  luégo,  el  Gobierno  que  ha  practicado  la  entrega  del  fu- 
gitivo, podría  provocar  las  explicaciones  necesarias  para  disi- 


(l)  Rej 31  de  Julio  de  184').— Dalloz,  ¡)er.^  1845,  i,  p.  353. 
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par  las  dudas  que  pudiese  abrigar.  El  Gobierno  al  que  se  haya 
concedido  la  extradición,  podria,  por  su  parte,  invitar  por  la 
vía  del  Ministerio  público,  al  tribunal  llamado  á juzgar  al 
acusado,  á que  concretase  su  juicio  contradictorio  á los  tdr- 
miinos  de  las  estipulaciones  del  acta  de  extradición,  y el  tri- 
bunal deberá  conformarse  con  este  requerimiento,  con  el  sólo 
objeto^  de  evitar  complicaciones  y dificultades  intrincadas  á 
que  podria  conducir  la  inobservancia  de  las  estipulaciones 
acordadas  entre  los  dos  Gobiernos. 

Por  el  mismo  motivo,  el  Ministerio  público  podria  en  vir- 
tud de  instrucciones  recibidas  del  Ministerio  de  justicia,  invi- 
tar al  tribunal  á sobreseer  cuando,  por  ejemplo,  se  suscitase 
una  duda  sobre  la  forma  ó la  legalidad  de  la  extradición,  ó 
cuando  se  hayan  dado  las  explicaciones  necesarias  con  motivo 
de  un  incidente  de  ese  g'enero. 

427.  (460  Supongamos  que  el  fugitivo, 

en  lugar  de  haber  sido  preso  y entregado  por  ios  agentes  de 
la  fuerza  pública  del  país  donde  se  ha  refugiado,  lo  hubiese 
sido  por  los  agentes  del  Gobierno  que  lo  reclama,  y que  el 
Gobierno  requerido  suscita  la  cuestión  de  nulidad  de  la  extra- 
dición, ó bien  supongamos  que  el  Gobierno  mismo  que  tiene 
en  su  poder  al  acusado,  no  sabe  de  nn  modo  cierto  si  existe  ó 
no  la  extradición  (1),  y que  áfin  de  prevenir  á las  dificultades 
internacionales  que  pudiesen  surgh',  quiere  provocar  las  ex- 
plicaciones necesarias.  Si  en  eventualidades  análogas,  el  Mi- 
nisterio público  invita  al  tribunal  á sobreseer,  los  jueces  debe- 


(1)  Este  caso  se  discutió  ante  la  Corte  de  Casación  francesa.  Después  de  una 
acusación  por  un  crimen  y de  una  remisión  al  Tribunal  de  policía  correccional  por 
un  delito,  el  Gobierno  suizo  había  conesdido  la  extradición  de  un  acusado.  Después 
de  su  absolución  por  la  Sala  ds  lo  criminal,  este  individuo  fué  puesto  de  nuevo  en 
la  frontera.  Habiéndose  negado  á recibirlo  el  Teniente  de  policía  suiza,  fué  llevado 
ante  un  Tribunal  de  policía  correccional.  Este  Tribunal  se  declaró  incompetente, 
porque  no  habla  mediado  extradición.  Habiéndose  apelado  de  ese  juicio,  la  Corte 
de  Casación  decidió  que  en  razón  del  hecho  de  que  el  acusado  había  sido  conducido 
á la  frontera  suiza  por  orden  del  Gobierno  francés  y que  después  de  la  negativa  de 
la  policía  suiza,  llevado  ante  la  justicia,  hahia  que  resolver  una  cuestión  prejudi- 
cial que  entrañaba  la  necesidad  de  sobreseer  á fin  de  permitir  á los  dos  Gobiernos 
ponerse  de  acuerdo  y decidir  si  existía  ó no  extradición  lo  que  baria  posible  un  jui- 
cio contradictorio.  ^Casación,  24  de  Setiembre  de  1840,  asunto  JOemenow  — Morin, 
Jmrnal  de  droit  crim.f  art,  ¿898. 
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rían  atender  sus  conclusiones.  Sin  embargo^  lo  repetimos,  esta, 
adhesión  del  tribunal  á las  conclusiones  del  Ministerio  público 
encaminadas  á limitar  el  juicio  ó á obtener  una  prórog-a,  en 
todos  los  casos  la  aconsejan  las  conveniencias  diplomáticas  y 
el  uso  político,  pero  nunca  el  respeto  á los  derechos  del  acusan 
Mo.  Este,  como  ya  lo  hemos  dicho,  no  tiene  otros  derecl^os, 
que  los  que  corresponden  á los  acusados  ordinarios. 

428.  (461  de  la  ed.  franc.) — Lo  que  viene  más  en  apoyo  de 

nuestra  doctrina,  es  el  que  el  tribunal  que  se  halla  investido 
del  derecho  de  juzgar  al  acusado  por  todos  los  capítulos  de  la 
acusación,  podria  negarse  á atender  á las  conclusiones  del 
Ministerio  público,  si  á ello  no  se  oponia  una  ley.  En  idealidad, 
esto  hicieron  los  tribunales  bávaros  que  no  estaban  sujetos  por 
una  ley,  que  se  negaron  á amoldar  sus  decisiones  á los  com- 
promisos contraidos  por  su  G-obierno,  de  tal  suerte,  que  para 
poner  término  á toda  dificultad,  fué  necesario  promulgar 
en  1868  una  ley  concebida  en  los  siguientes  términos:  «Si  un 
indivídao  refugiado  efi  país  extranjero  es  acusado  de  muchas 
infracciones,  y si  el  Gobierno  real  ha  dado  seguridades  al  Go- 
bierno que  concede  la  extradición  de  que  el  jiroceso  no  tendrá 
lugar  más  que  por  algunos  de  los  hechos  imputados,  los  tri- 
bunales no  deberán  tener  en  cuenta,  para  los  procedimientos 
judiciales  y para  el  juicio  del  entregado,  las  infracciones  que 
se  hayan  reservado»  (1). 

En  Inglaterra  se  proveyó  también  á la  necesidad  de  evitar 
un  conflicto  entre  la  autoridad  judicial  y el  Gobierno  por  la 
redacción  del  art.  19  de  la  ley  de  1870  (2). 

En  Italia  se  halla  establecido  como  principio  en  la  práctica 
judicial,  que  el  juicio  contradictorio  debe  concretarse  á los  ca- 
pítulos de  la  acusación  sobre  los  cuales  han  quedado  de  acuerdo 
los  dos  Gobiernos  en  el  acta  de  extradición;  pero  no  existe  ley 
alguna  sobre  la  materia. 

Lo  mismo  sucede  en  Francia,  en  donde  no  se  ha  provisto 
á este  conflicto  posible,  por  ninguna  ley;  pero  por  una  circular 
del  Ministro  de  Justicia,  que,  reconociendo,  sin  embargo,  á la 


(1)  Ley  de  16  de  Mayo  de  1838. 

(2)  Este  art.  19  de  la  ley  ing-lesade  1870,  se  halla  reproducido  en  nota  en  el  ca- 
pítulo 111, 2®  parte. 
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antoridacl  judicial  el  derecho  de  juzgar  al  acusado,  regular- 
mente llevado  ante  ella,  añade  lo  siguiente:  «Sin  ferjvAcio  de 
las  reservas  estifiüadas  'por  el  Gobierno  francés  y el  Gobierno  ex- 
tranjero (1).»  Por  lo  demás,  es  este  un  principio  que  puede  de- 
cirse que  se  halla  autorizado  por  una  jurisprudencia  constan- 
te (2). 

429.  (462  de  la  ed.  Creemos  oportuno  hacer  notar 

que  lo  que  hemos  dicho  á propósito  del  respeto  que  se  debe 
á las  estipulaciones  concertadas  entre  dos  Gobiernos,  se  refie- 
re al  juicio  contradictorio  y no  al  proceso  civil,  ni  tampoco  al 
de  las  Cámaras’  de  acusación.  Estas  Cámaras,  sin  ocuparse  do 
los  tratados  existentes  , deben  ordenar,  cuando  hay  lugar  á 
ello,  el  arresto  del  acusado  por  todos  los  capítulos  de  la  acu- 
sación. Deben  obrar  así,  aun  en  el  caso  en  que  no  haya  lugar 
á proceso,  por  razón  del  delito  que  ha  motivado  la  extradi- 
ción, y en  que  el  acusado  deberá  ser  reputado  como  ausente, 
teniendo  en  cuenta  el  delito  por  el  que  se  puede  entablar  una 
instancia.  Las  reservas  hechas  en  los  convenios  celebrados 
entre  dos  Gobiernos  pueden  ser  tomadas  en  consideración  en 
un  juicio  contradictorio. 

430.  {AQ'Á  de  la  ed.  franc.) — Examinemos  otras  cuestiones 
que  tienen  por  fundamento  otro  orden  de  hechos  y de  ideas, 

. Podría  suceder  que  el  mismo  acusado,  sin  esperar  el  cum- 
plimiento de  todas  las  formalidodes  requeridas  por  una  ex- 
tradición regular,  pidiese  ser  puesto  en  manos  de  la  autori- 
dad judicial  que  lo  reclama  para  enjuiciarlo.  Si  después  de 
semejante  petición  por  su  parte,  se  entregase  al  acusado, 
¿cuáles  serian  las  consecuencias  legales  de  esta  medida,  rela- 
tivamente al  derecho  de  su  enjuiciamiento? 

431.  (464  de  la  ed.  franc.J — Este  caso  se  presentó  en 
Francia  á propósito  de  un  tal  Vidil.  Ese  individuo  estaba  re- 
clamado por  Inglaterra  para  enjuiciarlo  como  acusado  de  ten- 


(1)  30  de  Julio  de  1872.—  Véase  Mang'in,  Action  puh.,  n.'’  76.— Legraverent,  Droit^ 
críí».,  1. 1,  p.  113.— Le  Sellyer,  Droit  crim.,  t.  v,  n.“  1954.— Faustiu-Hélie,  Instruct- 
criJB.,§  136.— Brouchoud,  De  Vextradit.,  p.  29. 

(2)  Comp.  Bfllot,  De  í’wíraáií.,  lib.  v,  cap.  i,  § ^.—Cotir.  S'ass.  du  Pos  de  Calais, 
15  de  Febrero  de  1843;  Miniat.  publ.,  c.  l—..;  P«/.,1847,  i,  211;  Casación,  24  de  Junio 
Ae  1847,  asunto  Pascal",  Pal.,  1847,  ii,  170. 
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tativa  de  homicidio  en  la  persona  de  su  hijo.  El  Gobierno 
francés  se  negó  á entregarlo  porque  del  examen  de  sus  docu- 
mentos, resultó  ser  francés.  El  acusado,  detenido  administra- 
tivamente, pidió  ser  entregado  á la  justicia  inglesa,  y en  vista 
de  su  petición  fuó  entregado  (I). 

Este  caso  dió  lugar  á las  graves  dificultades  que  se  susci- 
taron con  motivo  de  la  extradición  verificada  por  el  Gobierno 
belga,  de  un  tal  Kennegon-Charpentier,  traficante  en  vinos  en 
el  Árüge^  que  se  había  refugiado  en  Bélgica. ‘Este  individuo, 
después  de  haber  sido  declarado  en  quiebra  á instancias  de 
sus  acreedores^  fué  procesado  por  bancarrota  fraudulenta,  y 
por  este  proceso  fué  detenido  preventivamente  en  Bélgica  en 
vista  del  auto  regular  y de  la  demanda  del  magistrado  fran- 
cés.. El  mismo  pidió  ser  entregado  sin  esperar  el  cumplimien- 
to de  todas  las  formalidades  requeridas  para  una  extradición 
regular.  Después  de  su  extradición  pudo  disculparse  ante  el 
juez  de  instrucción,  de  la  acusación  de  bancarrota  fraudulen- 
ta. Habiéndose  remitido  la  causa  al  tribunal  correccional  como 
acusado  de  bancarrota  simple , expuso  como  excepción  preju- 
dicial que  había  consentido  en  ser  entregado  para  defenderse 
de  la  imputación  del  crimen  de  bancarrota  fraudulenta,  pero 
que  no  habiendo  consentido  en  ser  procesado  por  bancarrota 
simple,  quería  ser  colocado  en  las  mismas  condiciciones  que 
si  el  Gobierno  belga  hubiese  concedido  su  extradición,  que 
desde  el  momento  que  había  sido  entregado  para  los  fines  del 
proceso  por  el  crimen,  por  razón  del  delito  debía  conducirsele. 
de  nuevo  á la  frontera  belga  y ponerlo  en  libertad.  La  solici- 
tud fué  bien  acogida  por  el  tribunal  de  Epernay,  en  juicio  de 
29  de  Diciembre  de  1866 , confirmado  por  decreto  de  la  Corte 
de  París,  de  de  Febrero  de  1867j  Pero  en  virtud  de  un  re- 
curso, la  Corte  de  Casación  anuló  el  decreto  de  1*^  de  Febrero 
por  su  providencia  de  4 de  Julio  de  1867  (2). 

Un  caso  semejante  al  anterior  fué  el  de  un  tal  Faure  de 
Monginot,  acusado  de  banca-rota  fraudulenta  y de  complici- 


{!)  Moriu,  Journal  de  droitcrim. , 1837,  p.  ‘227,  nota  o". 

(2)  Pal.,  1807,  p.  1093.  y nota  de  Duverdy  sobre  este  punto,  en  la  misma  recopi- 
lación, p.  1096. 
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dad  en  abuso  de  confianza.  A fin  de  evitar  un  arresto  preven- 
tivo demasiado  largo,  pidió  él  mismo  al  Gobierno  belga  que 
lo  entregase  inmediatamente  al  Gobierno  francés  sin  esperar 
que  las  formalidades  de  la  extradición  se  terminasen.  Ha- 
biendo sido  declarado  libre  para  los  fines  del  proceso  por  el 
capítulo  de  bancarrota  fraudulenta,  pero  entregado  á los  tribu- 
nales por  abuso  de  confianza,  alegó  como . excepción , que  no 
habia  consentido  expresamente  en  ser  juzgado  por  un  tribunal 
d.e  policía  correcional,  y pidió  ser  puesto  en  libertad  como  en 
el  caso  de  una  extradición  regular.  Su  petición  fué  tomada  en 
consideración  por  el  tribunal  det  Sena,  por  juicio  de  29  de 
Marzo  de  1867.  Este  juicio,  confirmado  en  apelación  por  de- 
creto de  la  Córte  de  París,  de  24  de  Mayo  de  1867,  fué  revo- 
cado enseguida  por  la  Córte  de  Casación,  por  decreto  de  25  de 
Julio  de  1867  (1). 

432.  (465  de  la  ed.  f nmc.) — La  cuestión  suscitada  en  los  ca- 
sos que  acabamos  de  citar,  consiste  en  saber,  si  el  individuo  que 
solicita  ser  entregado,  debe  colocarse  en  las  miamás  condicio- 
nes que  el  que  se  presenta  voluntariamente  ante  los  tribuna- 
les para  ser  juzgado,  ó bien  si  por  el  contrario,  debe  estar  en 
la  misma  situación  que  el  que  ha  sido  entregado  en  virtud  de 
una  extradición  regular,  de  tal  modo,  que  la  renuncia  hecha 
del  todo  ó de  parte  de  las  formalidades  preliminares  de  la  ex- 
tradición, no  modifica  las  prerogativas  de  que  gozan  los  indi- 
viduos que  son  encausados  en  virtud  de  extradición  regular. 

433.  (466  de  la  ed,  franc.) — Podrá  objetarse,  que  la  soli- 
citud hecha  por  el  fugitivo  de  ser  entregado  ántes  del  cum- 
plimiento de  todas  las  formalidades  requeridas  para  la  ex- 
tradición regular  pudo  tener  por  objeto  acortar  la  duración 
dei  arresto  preventivo,  pero  que  no  implica  por  eso  la  renun- 
cia de  los  beneficios  de  que  podía  gozar.  En  realidad  hu- 
biera podido  ser  entregado  para  responder  sobre  los  capítu- 
los de  acusación  formulados  en  la  demanda  hecha  para  obte- 
ner un  arresto  preventivo  y no  hubiera  podido  ser  procesa-^ 
do  por  otros  delitos.  Si  el  fugitivo  ha  sido  entregado  en  vir- 


il) Véase  Moriü, /oítrnff/  de  Droit  crim  , 1837,  p 133,  y BiHol,  De  l'extradiíiiyn.'p^ 
gina  388. 
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tad  de  propia  demanda,  parece  que  la  regla  admitida,  en  la 
práctica  de  la  jurisprudencia  interjiacíonal,  de  que  el  juicio 
debe  concretarse  á los  hechos  por  cuya  razón  se  ha  solicitado 
la  extradición,  debería  aplicarse  en  beneficio  suyo.  En  efecto, 
iio  puede  presumirse  que  nadie  consienta  en  ser  procesado 
por  todos  los  delitos  que  pudiesen  imputársele  y sí  sólo  por 
los  especificados  en  la  demanda.  De  estas  consideraciones, 
pues,  deduciremos  que  el  enjuiciamiento  del  acusado  entre- 
gado á petición  propia,  debe  someterse  á las  mismas  reglas 
que  el  del  individuo  entregado  regularmente.  Esta  teoría 
sirvió  de  base  al  tribunal  de  Epernay  y al  decreto  de  la  Córte 
de  París. 

434.  (467  áe  la  ed,  Debemos,  sin  embargo,  hacer 

notar,  con  más  razón,  que  si  bien  los  tratados  de  extradición 
pueden  producir  obligaciones  recíprocas  entre  dos  Gobiernos, 
no  pueden  tener  liunca  por  objeto  crear  privilegios  en  favor 
de  los  malhechores  fugados.  ¿Cómo  puede  admitirse  que  un 
■Gobierno  pueda  pactar  coii  un  malhechor  y ponerse  de  acuer- 
do con  él  sobre  las  condiciones,  bajo  las  cuales  consiente  en 
recibirle  para  someterle  á juicio?  Cuando  se  entrega  á un  fu- 
gitivo bajo  las  reservas  contenidas  en  el  tratado  ó de  confor- 
midad con  las  estipulaciones  particulares  acordadas  entre  los 
dos  Gobiernos , concretando  el  juicio  á los  términos  de  las 
reservas  convenidas,  no  se  hace  más  que  conformarse  con  los 
principios  generales  que  constituyen  la  obligación  de  respetar 
los  tratados  internacionales.  Pero  cuando  el  malhechor  ha 
pedido  ser  entregado,  debe  considerársele  como  en  las  mismas 
condiciones  que  un  malhechor  común  , y no  podrá  valerse  de 
otras  garantías  y derechos  que  los  que  corresponden  á los 
acusados  que  comparecen  ante  sus  jaeces  naturales.  Así  como 
el  individuo  que  se  presenta  voluntariamente  no  podría  hacer 
valer  como  excepción  en  su  favor  el  hecho  de  haber  sido  pro- 
cesado después  por  nuevos  delitos  no  señalados  en  el  acta  de 
acusación,  tampoco  el  fugitivo  entregado  á petición  propia 
podría  valerse  de  la  misma  excepción  . 

435.  (468  dé,  la  ed.franc.) — Se  objeta,  sin  embargo^  por  los 
partidarios  de  la  opinión  contraria,  que  es  demasiado  rigoroso 
asimilar  el  procedimiento  seguido  contra  el  individuo  que  ha 
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sido  entregado  por  un  Gobierno  extranjero  á petición  propiaj. 
al  procedimiento  dirigido  contra  el  que  ha  comparecido  volun- 
tariamente ante  su  juez  natural.  En  realidad,  aquel  ha  sido 
entregado  por  un  Gobierno  extranjero.  Desde  luégo  sería  ne- 
cesario siempre  examinar  si  ese  Gobierno  ha  entendido  sólo 
renunciar  á las  formalidades  requeridas  para  conceder  la  ex- 
tradición pero  sin  renunciar  á los  derechos  que  en  sí  lleva  élla 
ó bien  si  por  el  contrario  ha  entendido  prestar  un  concurso 
para  que  el  acusado  se  presentase  voluntariamente.  De  todo 
esto  deduce  Duverdy  lo  siguiente:  «El  Gobierno  extranjero  era 
competente  sólo  para  decidir  si  después  de  que  sus  agentes  re- 
mitieron el  acusado  á las  autoridades  francesas  creyó  ó no  ha- 
ber efectuado  una  extradición.» 

436-  (469  de  la,  ed.  francj — Respecto  de  esto,  haremos  ob- 

servar que  las  cuestiones  de  reservas  y de  condiciones  estipu- 
ladas entre  los  dos  Gobiernos,  son  cuestiones  de  hecho.  No  po- 
dría admitirse  el  que  un  Gobierno  pudiese  obligar  á ello  á otro 
sin  hacerle  conocer  las  condiciones  y reservas  á que  entiende 
subordinar  la  entrega  del  fugitivo  ó bien  que  pueda  hacerlo 
declarando  después  cuál  era  su  intención  al  entregar  al  indi- 
viduo. En  la  misma  acta  de  extradición  puede  un  Gobierno 
extranjero  formular  las  condiciones  que  crea  conformes  con 
los  principios  admitidos  por  él  en  materia  de  extradición.  Si 
un  individuo  solicita  ser  entregado  sin  esperar  el  cumpli- 
miento de  las  formalidades  requeridas,  el  Gobierno  puede  de- 
clararse completamente  ajeno  á tal  determinación  y hacer  pura 
y simplemente  la  entrega  de  ese  individuo.  En  esta  hipótesis, 
este  último  se  hallaría  en  la  misma  situación  que  el  individuo 
que  se  presenta  voluntariamente.  Si,  por  el  contrario,  el  Go- 
bierno declarase  que  entiendo  hacer  la  entrega  de  la  persona 
que  solicita  ser  entregada  bajo  la  condición  de  que  se  obser- 
varan en  el  proceso  seguido  contra  éllas  las  reglas  que  se  ob- 
servan en  el  jnicio  seguido  en  virtud  de  una  extradición  regu- 
lar, podrán  producirse  dos  hipótesis  distintas,  ó bien  el  Go- 
bierno que  pide  la  extradición,  aceptará  pura  y simplemente 
las  condiciones  que  se  le  imponen  y entóneos  estará  obligado’ 
á observarlas,  no  en  consideración  á los  derechos  del  fugitivo, 
sino  de  la  obligación  internacional  adquirida  hacia  el  otro  Go- 
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biernOj  ó bien  se  negará  á aceptar  esas  condicionen,  y en  ese 
caso  el  acusado  debe  ser  notificado  de  esa  negativa.  Si  á pesar 
de  esa  notificación  el  acusado  declara  persistir  en  su  petición 
de  ser  entregado,  se  hallará  entonces  en  la  misma  situación 
de  un  malhechor  común,  y no  podrá  valerse  de  derechos  ni 
privilegios  más  amplios  que  los  que  corresponden  á este  úl- 
timo. 

Nos  parece  desde  luego  inútil  reglamentar  en  los  tratados 
como  lo  propone  Biilot,  las  consecuencias  de  la  extradición 
• hecha  en  virtud  de  la  petición  del  individuo  reclamado;  por  el 
contrario,  sostenemos  que  debe  depender  todo  de  los  acuerdos 
existentes  de  hecho  entre  los  dos  Gobiernos  en  el  momento  de 
la  entrega  del  individuo  de  que  se  trata  (1). 

437.  (470  de  la  ed.  franc.) — Sólo  nos  falta  examinar  otro  ca^ 

so;  esto  es,  el  del  acusado  que  ha  sido  entregado  en  virtud  de 
una  extradición  regular,  y que  declara  ante  el  tribunal  que  le 
juzga,  que  quiere  ser  procesado  por  todos  los  capítulos  de  la 
acusacioü,  sin  tener  en  cuenta  las  reservas  convenidas  entre 
los  dos  Gobiernos. 

No  titubeamos  en  asegurar  que,  en  semejante  hipótesis,  el 
debate  contradictorio  debe  extenderse  á todos  ios  capítulos  de 
la  acusación.  En  efecto,  si  bien  el  acta  de  extradición  obliga 
á los  dos  Gobiernos,  en  nada  obliga  al  acusado  que  no  ha  to- 
mado parte  en  la  redacción  de  dicha  acta.  No  podrá,  pues,  te- 
nor por  objeto  disminuir  los  derechos  de  la  defensa  ni  el  dere- 
cho, sobre  todo,  que  corresponde  al  acusado  de  ser  enteramen- 
te absuelto  de  la  acusación  de  todos  los  actos  punibles  que  se 
le  imputasen.  «Cuando  la  extradición,  dice  Ducrocq,  se  ha 
efectuado  entre  dos  soberanías,  la  equidad  y la  ley  exigen  sólo 
una  cosa,  y es  que  la  fuga  del  malhechor  no  ejerce,  bajo  el 
punto  de  vista  jurídico,  ninguna  influencia  sobre  su  situación. 
La  extradición  no  debe  agravar  y no  agrava  la  posición  del 
entregado,  con  relación  á la  en  que  se  hallaba  el  dia  de  su  fu- 
ga; tiene  los  mismos  derechos,  los  mismos  jueces,  los  jueces 
naturales,  las  mismas  vías  de  recurso,  los  mismos  privilegios, 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  de  defensa;  y dependerá  de 


<1)  Trüilc  de  l'exlradiüon,  p.  £80. 
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él  sólo,  si  cree  tener  interés  en  ello,  el  consentir  en  ser  juzga- 
do hasta  por  loa  hechos,  por  los  cuales  no  se  hubiera  concedi- 
do su  extradición.  En  una  palabra,  la  fuga  no  puede  ni  debe, 
bajo  ningún  concepto,  perjudicar  al  entregado  (1)  » 

438.  (471  de  la  cd.franc.) — Sin  embargo,  se  ha  sostenido 
que,  siendo  el  convenio  de  extradición  un  acto  jurídico  y polí- 
tico á la  vez,  y siendo  las  reservas  convenidas  entre  los  dos 
Gobiernos,  inspiradas,  más  bien  por  consideraciones  de  órden 
público  que  por  el  interés  particular  del  acusado,  no  debería 
permitirse  á éste  modificar  con  su  consentimiento  los  conve- 
nios celebi'ados  entre  los  dos  Gobiernos.  Esta  teoría  se  admitid 
en  Francia  por  el  ministro  de  Justicia,  que  calificó  de  exceso 
de  poder  el  decreto  de  15  de  Febrero  de  1843,  por  el  cual  la 
Sala  de  io  criminal  del  Paso  de  Calais  habia  juzgado  á un  acu- 
sado, de  su  libre  voluntad,  por  todos  los  capítulos  de  la  acusa- 
ción, sin  excluir  los  reservados  en  el  acta  de  extradición,  y 
que  ordenó  la  remisión  del  sentenciado  á la  frontera,  por  me- 
dida administrativa  (2),» 

Faustin-Helie  dice  en  apoyo  de  esta  teoría;  «Es  cierto  que 
la  adhesión  del  acusado  no  puede  modificar  ni  las  reglas  de  la 
competencia,  ni  la  ejecución  de  su  convenio,  en- el  cual  no  ha 
tomado  parte  alguna  (3). 

439.  (472  de  la  ed.  franc.) — Debemos  hacer  observar,  sin 
embargo,  que  las  reservas  admitidas  por  los  dos  Gobiernos  no 
ejercen,  como  hemos  dicho  ya  más  arriba,  ninguna  influencia 
sobre  la  competencia  del  tribunal,  y no  pueden  tener  por  re- 
sultado aminorar  el  derecho  que  todo  acusado  tiene  de  justifi- 
carse de  todos  los  capítulos  de  acusación  á su  cargo. 

Deducimos  de  aquí,  que  el  acusado  tiene  derecho  á ser 
juzgado  ¡"lor  todos  los  capítulos  de  la  acusación.  Basta  sólo  que 

(1)  Ducrocq,  Théorie  de  l'esHradUiotit  p.  21.— Compar.  Sala  de  lo  criminal  de  Oran, 
n de  Abril  de  1868  (Cayla;  Pal.,  1838,  p.  697.— Moría,  Jotirn.  du  Droiterhn.,  artículos 
336,  4136, 8324  y 8 ?90,— Legraveren,  Ijegislat.  crim.,  t.  i,  cap.  i,p.  113.— Sala  de  lo 
criminal  del  Paso  de  Calais,  15  de  Febrero  de  1843  (l...).  -DaUoz,  Rep.,  Traité  ínter  - 
national,  p.  598,  n.®  334.  —Casación  francesa,  24  de  Junio  de  1847  (Pascal).— Dalloz, 
peri,  1847, 1,  p.  202  — Billot,  Trailé  de  l'exlradítion,  p.  360  y sig.— Arlia,  Le  co7ivenzioni 
diexh'adizioiie,  p.  60. 

(2)  Véase  la  nota  del  (juarda-Sellos  al  Procurador  general  de  Donai.— Morin. 
Journal  du  droit  crim.,  art.  3,386. 

(3)  Trailé  de  l’hislruct.  crim  , t.  ii,  p.  720. 
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SU  consentimiento  sea  lilji‘e,  voluntario  é inequívoco  (1)  que 
resulte  de  un  documento  auténtico  formado  por  el  mismo  acu- 
sado y que  haya  sido  debidamente  notificado  al  Gobierno  que 
haya  concedido  la  extradicionj  con  el  sólo  objeto  de  evitar  los 
errores  y las  discusiones. 

440.  (473  de  la  ed.  Jarano.) — En  el  tratado  de  extradición 
celebrado  entre  Italia  y Francia,  esta  cuestión  está  reglamen- 
tada del  siguiente  modo : 

«Art.  9*^  El  individuo  que  haya  sido  entregado,  no  podrá  ser 
procesado  ni  juzgado  contradictoriamente  por  ninguna  infrac- 
ción distinta  de  aquella  que  haya  motivado  la  extradición,  sal- 
vo el  consentimiento  expreso  y voluntario  dado  por  el  acusado 
y comunicado  al  Gobierno  que  le  ha  hecho  la  entrega,  y si  no 
hay  consentimiento,  salvo  - el  que  la  infracción  esté  compren- 
dida en  el  convenio  y que  se  haya  obtenido  anticipadamente 
la  adhesión  del  Gobierno  que  haya  otorgado  l'a  extradición.» 

441.  (474  de  la  ed.  franc,) — Nos  falta  aún  por  resolver  otra 
cuestión  sujeta  á controversia;  el  acusado  puede  ser  juzgado 
por  un  delito  conexo  con  el  hecho  que  ha  motivado  la  extradi- 
ción pero  que  no  ha  sido  mencionado  en  la  demanda  hecha 
con  este  objeto  al  Gobierno  extranjero. 

«Es  cierto,  dice  Faustin-Helie,  que  la  sola  conexión  de  un 
delito  con  un  hecho  calificado  de  crimen,  no  es  motivo  sufi- 
ciente para  extender  la  jurisdicción  hasta  el  delito  porque  la 
conexión  no  supone,  en  general,  la  indivisibilidad  del  proce- 
so (2).» 


|I)  Para  que  bubiese  consentimiento  formal  no  bastaría  que  el  acusado  decla- 
rase que  no  protesta  ni  consiente,  Eu  la  famosa  causa  Lamiraude.  el  Presidente 
(le  la  Sala  de  lo  criminal  de  Viena  preguntó  al  acusado  si  consentía  en  ser  enjui- 
ciado, no  sólo  por  el  crimen  de  falsificación,  que  había  motivado  su  extradición, 
sino  también  por  el  delito  de  abuso  de  confianza;  la  defensa  contestó  de  acuerdo 
con  él  oQae  no  IMitt  por  qué  consentir  ni  por  qué  no  consentir,  y concluyó  pidiendo  que  se 
le  procesase  por  todos  los  capítulos  de  la  acusación.  La  Sala  de  Viena  decidió  por 
un  decreto  de  3 de  Diciembre  de  1866,  que  la  instancia  contradictoria  debía  con- 
cretarse á los  capítulos  de  la  acusación  que  había  motivado  la  extradición,  á me- 
nos, decia,  que  el  acusado  no  consienta  expresamente  cu  ser  juzgado  por  todos 
los  capítulos  contenidos  en  el  acta  de  acusación.»  Pompar.  Casación  franc-,  provi- 
dencia de  24  de  Junio  de  1847  iPascal)-—Da]\oz, per.,  1847,  i,  p.  202. 

(2)  Traité  de  l'insirucL  crim.,  t.  ii,  p.  7-20.— Compar,  Legraverend,  t.  t,  secc.  8% 
p.  ] 12.— Bourguignon,  Manuel  d'instruct.  crim,,  sobre  el  art,  5“  — Mangin,  Acle ptibl., 
t,  1,  n.°  76.  — Le  Sellyer,  Traité  d\i  Dr.  crim.,  t.  v,  n.*  19.74. 
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Jíu  la  circular  de  5 de  Abril  de  1841,  él  Ministro  de  Justi- 
cia de  Francia,  afirma  la  regda  de  que  el  juicio  debe  limitarse 
al  hecho  que  ha  motivado  la  extradición.  En  efecto;  esta  cir- 
cular dice  así:  <íSi  miéntras  se  procede  á la  instrucción  del  cri- 
men por  el  que  ha  sido  entregado  el  individuo,  surgiesen  prue- 
bas  de  un  nuevo  crimen  por  el  que  pudiese  concederse  igual- 
mente la  extradición,  es  necesario  formular  con  este  objeto 
una  nueva  demanda  »En  las  instrucciones  del  Ministro  al  pro- 
curador general  de  Douaí,  se  afirma  de  nuevo  la  misma  regla 
y dice  además:  «Ni  áun  la  conexión  del  delito  con  el  hecho 
principal  podría  motivar  una  excepción  de  esta  regla  (1).» 

442.  (475  de  la  ed.  franc.) — En  Italia  se  suscitó  esta  cues- 

tión á propósito  de  la  extradición  de  un  tal  Delafield  de  Haitó,  ’ 
acusado  de  haber  cometido  un  robo  con  fractura  en  territorio 
suizo.  Habiendo  sido  entregado  al  Gobierno  federal  en  virtud 
de  una  extradición  regmlar,  fue  enjuiciado  no  sólo  por  el  deli- 
to principal,  sino  también  por  falsificación  de  escrituras  pri 
vadas  y estafa.  El  Gobierno  italiano  hizo  observar  al  Gobier 
no  suizo  que  traspasaba  los  límites  del  acta  de  extradición; 
pero  el  Gobierno  helvético,  contestó  con  mucha  razón:  1”,  que 
el  acta  de  extradición  no  debía  considerarse  como  limitada  al 
sólo  delito  indicado  en  el  hecho  que  sirviese  para  calificar  la 
acusación,  sino  que  debía  ser  considerada  como  extendida  á 
todos  los  demás  delitos  enumerados  en  el  tratado:  2°,  que  el 
Gobierno  italiano  no  había  hecho  reserva  alguna:  3”,  que  los 
otros  dos  delitos  estaban  tan  íntirpamente  relacionados  con  el 
de  robo  que  no  podían  ser  separados  en  el  debate  judicial. 

Fil  Gobierno  italiano  contestó  que  debía  considerarse  al  fu- 
gitivo como  entregado  para  encausarle  por  el  sólo  delito  in- 
dicado en  la  demanda  de  extradición  y que  no  podía  serlo  por 
otros  delitos.  Según  él,  como  se  trataba  de  una  regla  de  de- 
recho internacional,  no  había  necesidad  de  una  estipulación. 
Añadía  que  la  conexión  de  los  delitos  no  pueden,  en  general,, 
motivar  la  indivisibilidad  de^un  proceso  ni  servir  para  exten- 
der la  jurisdicción  á dos  delitos  no  comprendidos  en  el  con- 
venio. 


(1)  V éase  ~R.éimí.  géii^ral  da  Journal  des  Puláis,  v.  Exiradilion. 
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FinalmentCj  el  Gobierno  suizo  se  decidió  á pedir  la  extra- 
dición por  el  crimen  de  falsificación  y le  fué  concedida  (1).  • 

443.  (476  de  la  ed.  franc.) — INosotros  creemos  que  cuando 
ct  crimen  y el  delito  se  confunden  en  un  mismo  hecho,  de  tal 
suerte,  que  no  se  podrian  separar  sin  dividir  un  proceso  indi- 
visible, el  individuo  entregado  puede  ser  juzgado  hasta  por  el 
hecho  conexo  con  el  crimen,  sin  necesidad  de  la  adhesión  del 
Gobierno  que  ha  concedido  la  extradición.  Debe  presumirse  que 
la  extradición  ha  sido  motivada  por  la  criminalidad  del  hecho 
y que  el  juicio  debe  extenderse  á todos  los  actos  que  han  sido 
consecuencia  de  aquél. 

444.  (477  ¿e  la  ed.  franc.) —YA  art.  9®  del  tratado- de  ex- 
tradición entre  Francia  é Italia,  está  concebido  en  los  siguien- 
tes términos:  c<La  extradición  no  podrá  tener  lugar  sino  para 
el  proceso  y el  castig'O  de  los  crímenes  6 delitos  previstos  en 
el  art.  2°.  Sin  embargo,  se  autorizará  el  exámen  y por  consi- 
guiente la  represión  de  los  delitos  considerados  como  conexos 
con  el  hecho  imputado  y que  constituyan  bien  una  circuns- 
tancia agravante  bien  una  degeaei  ación  de  la  acusación  prin- 
cipal. 

445.  (478  de  la  ed.  franc.) — En  cuanto  á nosotros  deseamos 
que  en  esta  materia  desaparezcan  poco  á poco  añejas  preocu- 
paciones y que  no  se  considere  como  un  atentado  contra  la 
dignidad  del  Gobierno  que  ha  concedido  la  extradición,  el  en- 
juiciamiento de  un  criminal  por  los  delitos  de  que  se  halla 
acusado.  Calvo  dice  con  razón  en  su  importante'  obra  sobre  el 
derecho  internacional.  «Los  espíritus  elevados  no  pueden 
menos  de  aplaudir  los  laudables  esfuerzos  para  combatir  el 
mal  y asegurar  el  reposo  de  la  sociedad,  ensanchando  el  cam- 
X)0  de  la  represión  penal  de  nación  á nación  (2).» 

446.  (479  de  la  ed.  franc.) — Admitida  la  regla  de  que  el  acu- 
sado debe  ser  juzgado  únicamente  por  razón  del  hecho  enun- 
ciado en  la  demanda  de  extradición,  el  juicio  podría  ser  regu- 
lar si  la  calificación  de  1 delito  se  había  modificado  en  el  curso 
del  debate. 


<1)  Véase  Arlia,  Le  convenzioni  di  extradizione. 
Le  Droil  inlernational,  § 413,  p.  584, 1. 1. 
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Alguuos  autores  han  pretendido  que  en  semejante  caso  nO' 
debería  tomarse  en  consideración  más  que  la  calificación  ori- 
ginaria del ydelito,  tal  como  resulte  del  acta  de  acusación,  sin 
tener  en  cuenta  la  calificación  que  puede  haber  tenido  el 
hecho  en  el  curso  de  los  debates  (1).  Este  sistema  es  el  adop- 
tado por  el  tribunal  de  casación  francesa  en  la  causa  Crom- 
back  (2).  Otros  autores  no  han  admitido  esta  opinión,  por  el 
motivo  de  que  enjuiciando  al  malhechor  por  un  hecho  que  no 
ha  sido  declarado  en  la  demanda  de  extradición,  se  llegaría  á 
violar  las  estipulaciones  concertadas  con  el  otro  Gobierno,  y 
sobre  todo,  se  procesaría  al  acusado  por  un  delito  cuya  califi- 
cación exacta  no  hubiera  dado  lugar  á la  extradición  (3).  De 
este  modo  se  abre  campo  al  fraude  y á la  mala  fé.  Efectiva- 
mente, se  podría,  á proposito,  calificar  el  delito  de  un  modo, 
completamente  distinto  del  que  en  sí  es,  y obtener  la  extra- 
dición en  los  casos  reservados  por  los  convenios. 

Pero  ante  todo  es  necesario  hacer  notar,  que  si  en  el  curso 
de  los  debates  no  se  ha  cambiado  más  que  uno  de  los  elemen- 
tos de  culpabilidad,  pero  sin  que  la  naturaleza  del  delito  se 
haya  modificado,  no  puede  existir  ninguna  duda  sobre  la  re- 
gularidad del  juicio.  Así,  pues,  si  se  habían  admitido  en  favor 
del  acusado  circunstancias  atenuantes,  y si  por  este  motivo 
no  había  sido  condenado  más  que  á una  pena  correcional,  no 
se  podría  atacar  el  proceso  como  irregular.  Muy  distinto  seria 
si  en  el  curso  de  los  debates,  se  hubiese  modificado  esencial- 
mente la  acusación  de  tal  modo,  que  el  delito  acriminado  pri- 
mero al  acusado  hubiese  sido  sustituido  por  otro.  En  tal  caso 
por  el  respeto  debido  á las  obligaciones  internacionales  y á 
las  conveniencias  diplomáticas  no  debería  someterse  á juicio- 
ai  acusado  por  el  nuevo  delito,  no  habiendo  tenido  lugar  la 
extradición  en  realidad  por  este  hecho.  Este  es  uno  de  los 
casos  en  que  el  Ministerio  fiscal  debería  inducir  al  tribunal  á 
sobreseer,  á fin  de  que  los  dos  Gobiernos  puedan  ponerse  de 
acuerdó,  bien  para  extender  la  extradición  á esta  nueva  acu- 
sación, bien  para  suspender  los  procedimientos. 


(1)  Faustin-Hélie,  Instrucl.  crim-,  t.  i,  p.  121. 

(2)  Decreto  de  1“  Febrero  1845;  causa  Wolff.  Cromback,  Pal.,  t.  i,  1845,  p.  T21. 

(3)  Gompar.  Billof,  fíe  rcjc/rtfííjí.,  p.  316. 
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447.  (480  de  la  ed.  franc.)—G^á.'3i.  vez  que  el  tribunal  ante 

quien  se  ventila  el  asunto,  deba  concretar  el  juicio  contra- 
dictorio á ciertos  capítulos  de  la  acusación  y excluir  los  demás 
capítulos,  podría  juzgar  al  acusado  en  rebeldía  por  los  capítu- 
los de  acusación  reservados,  en  cuyo  caso,  no  deberian  so- 
meterse al  jurado  más  que  las  cuestiones  relativas  á los  he- 
chos que  pudiesen  dar  lugar  á un  acto  contradictorio. 


I 


CAPITULO  X 


% 

De  la  asistencia  judicial  internacional.— De  las  requisitorias. 


448  (481  ííe  la  ed.  franc.)  Objeto  de  las  requieitorias  internacionales.— 449(482  de  id.y 
Estas  diüeren  de  las  que  están  en  uso  en  el  interior  del  Estado. — 450  (483  de  id.) 
Derecho  y deber  de  asistencia  judicial  entre  los  Estados.  — 451  (484  de  id.)  Modo 
de  trasmitir  la  demandh.— 452  (485  de  id.)  Práctica  usada  en  Italia.— 454  (1)  (487 
de  id.]  Ejecución  de  la  requisitoria.— 455  (488  de  id.)  Requisitorias  dirigidas  á los 
Cónsules.— 456(489  de  id.)  ¿La  asistencia  judicial,  puede  extenderse  á los  delitos 
políticos?— 457  (490  deid.)  Práctica  en  vigor  en  Italia.— 458  (491  de  id.)  Dificultades 
entre  Italia  y Alemania,  relativas  al  Conde  Aruim.— 459  (492  de  id.)  Argumentos 
contrarios  á la  notiíicacion  de  su  condena  al  Conde  Arnim.— 460  (493  de  id.)  Argu- 
mentos en  favor  de  la  notificación.— 461  i494  de  id.)  Oportunidad  de  la  ejecución 
en  esta  requisitoria.— 462  (495  de  id.)  Opinión  del  Consejo  de  Estado.— 463  (496 
de  id. ) Requisitorias  con  tendencias  á establecer  la  culpabilidad  de  un  ciudada- 
no del  Estado  á que  son  dirigidas.— 464  (497  de  id.)  Nuestra  opinión,— 465  (498 
tleid.)  Observaciones  sobre  los  tratados  existentes  entre. Italia  y el  Gran  Ducado 
de  Raden  y entre  Italia  y España.— 466  (499  de  id.)  Otra  condición  á que  está  su- 
jeta la  ejecución  de  las  requisitorias.— 467  (500  de  id.)  Sistemade  envío.- 468  (501 
de  id.)  Idioma  en  que  deben  estar  escritas.— 469  (502  de  id.)  Gastos  que  resultan 
de  ellas.— 470  (503  de  id.)  Modo  de  oir  los  testigos  residentes  en  el  extranjero. — 
471  (504  de  id.)  Manera  de  obtener  su  comparecencia  en  justicia. — 472  (505  de  id.) 
Critica  del  tratado  entre  Francia  y Suiza.— 473  (506  de  id.)  Indemnidades  atribui- 
das á los  testigos.— 474  (507  de  id.)  Salvo-conducto. — 475  (508  de  id.)  Confronta- 
c\oü  con  un  individuo  detenido  en  el  extranjero;  trasmisión  de  documentos.  — 
476  ¡509  de  id, ) Notificación  de  las  actas. 


448.  (481  de  la,  ed.  franc.J  — Sucede  cou  frecuencia  que  los 

tribunales  de  un  Estado  están  oblig*ados  á apelar  al  concurso 
de  las  autoridades  extranjeras  para  la  institución  de  los  proce- 
sos criminales.  Esta  asistencia  puede  tener  por  objeto  la  audi- 
ción de  testigos,  la  delegación  de  peritos,  el  interrogatorio  de 
un  acusado,  etc.  Se  provoca  por  una  demanda  escrita,  á la 
que  generalmente  se  le  da  el  nombre  de  requisitoria. 


(1 ) Los  párrafos  451  y 453  his.  483  y 483  bis  de  la  edición  francesa,  se  refieren  á. 
Francia  y son  del  original  francés. 
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449,  (482  de  la  ed.  franc.)—'FÁ  caso  de  las  requisitorias 
existe  también  en  lo  civil,  como  lo  hemos  dicho  en  nuestra 
obra  sobre  los  efectos  internacionales  de  los  juicios  y actos  ci- 
viles. También  será  oportuno  recordar  las  reglas  expuestas  en 
dicha  obra  con  respecto  á todo  lo  aplicable  á la  materia  de 
que  nos  ocupamos  ahora.  Cuando  tiene  lugar  un  acto  de  ins- 
trucción fuera  de  la  circunscripción  judicial  donde  se  instruye 
un  proceso  criminal,  se  hace  uso  de  las  requisitorias  áun  en 
el  interior  del  Estado.  Pero  en  este  caso  rigen  otras  reglas 
paralas  requisitorias,^ porque  en  nombre  del  mismo  soberano 
puede  delegar  el  juez  de  instrucción  para  practicar  actos  de 
información  fuera  de  su  circunscripción  judicial  á la  autori- 
dad competente  cerca  del  tribunal  en  cuya  circunscripción 
deben  ejecutarse  dichos  actos,  y el  magistrado  requerido  está 
obligado  á ejecutar  los  actos  para  que  ha  sido  delegado,  y tras- 
mitir los  documentos  que  los  relaten  (1). 

450.  (483  de  la  ed.  franc.') — Entre  Estados  distintos,  la 
asistencia  recíproca  para  la  instrucción  de  procesos  penales  se 
halla  reglamentada  por  los  tratados  (2).  Sin  embargo,  bien 
mirado,  debería  considerarse  más  bien  como  una  obligación 
recíproca  derivada  de  la  solidaridad  de  los  Estados  para  la  re- 
presión de  los  delitos.  El  juez  requerido  por  un  magistrado 
extranjero,  competente,  no  debería  jamás  rehusar  el  prestar 
su  concurso  para  recoger  los  testimonios  y demás  elementos 
do  prueba  útiles  para  la  buena  administración  de  justicia. 

Algunos  Estados  sólo  hacen  ejecutar  las  requisitorias  extran- 
jeras por  aplicación  de  sus  propias  leyes  independientemente 
de  los  tratados.  Tales  son  Inglaterra,  los  Estados-Unidos  de 
América,  Méjico  3^  Grecia.  Los  otros  Estados  no  Ip  hacen  sino 
en  virtud  de  tratados  especiales.  En  todos  los  casos  en  que 
se  manifiesta  necesidad  de  practicar  actos  de  instrucción  en 

™“  ^ ' ■ 

(1 ) Compar.  CH.  de  procédure  penal  ital. , art.  81 . 

(2)  Siendo  generalmente  de  interés  común,  el  proceso  y la  represión  de  las  in- 
fracciones de  ias  leyes  criminales,  ningún  Estado,  en  virtud  de  una  requisitoria- 
regular  de  las  autoridades  competentes  extranjeras,  puede  rehusar  su  concurso- 

para  la  persecución  de  los  autores  y para  la  comprobación  del  crimen.  Pero  puede 
Tehusarlo  también  dispensando  su  protección  al  acusado,  cuya  facultad  nadie  pue- 
de negarle,  siendo  él  sólo  el  Juez  de  la  justicia  y oportunidad  del  proceso  » (Heí- 
1er,  DroU  ínter imlional,  p,  74,  3“  edición. 
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país  extranjero,  es  útilísimo  interponer  una  demanda  regular 
con  este  objeto  y trasmitirla  por  la  vía  diplomática.  Efectiva- 
mente, los  tratados,  cuando  existen,  hacen  obligatoria  la  eje- 
cución de  la' requisitoria,  y la  falta  de  aquéllos  no  podría  ser 
obstáculo  para  la  ejecución  do  estos. 

En  general , la  materia  de  requisitorias  se  halla  regla- 
mentada en  los  tratados  de  extradición.  Pero  de  aquí  no  po- 
dría deducirse  que  los  actos  de  instrucción  en  materia  penal 
internacional  deban  tener  siempre  cierta  conexión  con  la  ex- 
tradición. 

451.  (484  de  la  ed.  franc.) — La  regla  que  siempre  ha  preva- 
lecido es  la  de  que  las  requisitorias  deben  trasmitirse  por  la  vía 
diplomática.  Quizás  se  ha  creído  útil  comprometer  así  la  res- 
ponsabilidad de  los  Gobiernos  y asegurar  que  el  acta  de  ins- 
trucción sea  entablada  por  motivos  formales , descargar  de 
toda  responsabilidad  á la  autoridad  judicial  que  la  ejecuta, 
y evitar  las  reclamaciones  que  pudiesen  surgir  de  potencias 
terceras.  Nosotros,  sin  embargo,  creemos  preferible  que  pre- 
valezca el  uso  de  la  correspondencia  directa  entre  las  autori- 
dades judiciales,  así  como  que  se  haga  en  virtud  de  convenios 
especiales  entre  ciertos  Estados,  en  cuyo  caso  debería  conside- 
rarse como  garantía  suficiente  que  la  requisitoria  emanase  de 
una  Corte  y fuese  ejecutada  por  una  Corte  también  (1). 

452.  (485  de  la  ed.  f ranc.) — En  los  tratados  entre  Italia  y 
los  Gobiernos  extranjeros,  se  admite  con  preferencia  la  tras- 
misión por  la  vía  diplomática  (2).  Hay,  sin  embargo,  ciertos 


(1)  El  Códig’O  de  procedimiento  penal  italiano,  art.  8ñ3,  dispone  lo  siguienter 
«Cuando  es  necesario  en  los  procesos  penales  proceder  á la  recepción  de  testig-os 
ó á otros  actos  de  instrucción  por  mediación  de  autoridades  judiciales  extranjeras, 
el  Juez  de  Instrucción  informará  de  ello  en  la  Corte  (Sección  de  acusación)  de  que 
dependa.  Ésta,  cuando  sea  necesario,  hará  la  demanda  en  ias  formas  acostumbra- 
das, y ladirigirá  por  la  vía  del  Ministerio  público,  adjuntando  los  documentos  ne- 
cesarios al  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  á fin  de  que  éste  provoque  su  ejecución . 

(2)  Véanse  los  tratados  de  extradición  de  Italia  con  el  Principado  de  Monaco,  de 
26  de  Marzo,  29  Mayo  1866,  art  13;  con  Suecia  y Noruega,  20  de  Setiembre  y 2 da 
Noviembre  1856,  art.  14;  con  iOspaña,  3 Junio  1838,  13  Enero  1839,  art.  13;  con  Ho- 
landa, 20  Noviembre  1839,31  Enero  1810,  art.  9”;  con  la  Liepública  Nrgentina,  25  de 
Julio  1853,  14de  Febrero  1870,  art,  13;  con  Francia,  12  Mayo,  21  Junio  1870,  art.  12; 
con  la  llepública  de  San  Salvador,  29  de  Marzo  1871,  21  Setiembre  1872,  art.  13;  coa 
Kusia,  13  Mayo,  7-26  Julio  1871,  art.  13;  coa  Guatemala,  25  de  Agosto  1869, 18  de 
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Estados,  con  los  cuales  se  consiente  la  correspondencia  direc- 
ta. Tales  son  la  república  de  San  Marino  (1),  Suiza  (2),  Aus- 
tria, para  los  países  representados  en  el  Reichsrath  (3),  Fran- 
eia  por  la  iiótificacion  de  actas  (4),  la  república  del  Uru- 
^'uay  (5).  Según  una  circular  del  ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia (6),  si  las  autoridades  judiciales  italianas  reciben  una  requi- 
sitoria procedente  de  autoridades  extranjeras  por  vía  irregular, 
pueden  cumplirla,  sobre  todo,  si  se  trata  de  un  asunto  urgen- 
te, con  la  condición  de  que  las  actas  y demás  documentos  re- 
lativos se  trasmitan  inmediatamente  al  Ministro,  á fin  de  que 
pueda  dste  hacer  las  observaciones  oportunas. 

453.  de  la  ed.  franc.) — Es  principio  reconocido  ya,  el 

que  la  autoridad  judicial  del  Estado  á que  se  dirigen  las  re- 


Setiembre,  art.  13;  con  el  Imperio  do  Alemania,  31  Octubre,  T¡  Noviembre  1811, 
articulo  12;  con  el  Perú,  21  de  Agosto  1810, 22  de  Marzo  1813,  art.  13;  con  el  Brasil, 
12  Noviembre  1812,  29  de  Abril  1813,  art.  16;  con  Dinamarca,  19  de  Julio,  18  Setiem- 
bre 1813,  art.  12;  con  la  República  de  Costa-Rica,  6 Mayo  1813,  16  Abril  1813,  art.  13; 
con  Bélgica,  15  Enero  1875  , 2.3  Febrero  1815,  art.  14;  con  Grecia,  5-11  Noviembre 
1811,  4-10  Mayo  1818,  art-  18;  con  Portugal,  18  de  Marzo  1818,  6 Junio  1818,  art.  15; 
con  Luxemburgo,25  Octubre  1878,1  Marzo  1819,  art.  14. 

(1)  Tratado  de  buena  vecindad  de  21  de  Marzo,  21  Abril  1872,  artículos  5 y 19. 

(2)  Según  el  art.  3°  del  protocolo  de  r de  Mayo  de  1869,  entre  Italia  y Suiza 
(Real  decreto  de  o de  Mayo,  n.“5055),  se  convino  en  que  los  Tribunales  de  apelación 
del  Reino  de  Italia,  ei  Tribunal  federal  ó el  Tribunal  superior  de  cada  uno  de  los 
Estados  de  la  Confederación  suiza  podrán  comunicarse  entre  sí  directamente  para 
todo  lo  concerniente  á la  trasmisión  y.  ejecución  de  requisitorias’  (en  materia  civil 
ó penaR,  y que  sólo  las  demandas  de  extradición  deberían  trasmitirse  por  la  vía 
diplomática,  balista  de  los  Tribunales  suizos  á los  que  deben  dirigirse  las  requi- 
sitorias, se  publicó  en  la  circular  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  de  5 de  No- 
viembre de  1809,  números  9271-230. 

(3)  Véase  la  declaración  ratificada  por  Austria  el  30  de  Mayo  de  18?2,  y por  Ita- 
lia el  22  de  .Tulio  de  1872,  por  la  cual  se  admitió  la  correspondencia 'directa  entre  los 
Tribunales  de  apelación  del  Reino  de  Italia  y los  Tribunales  superioi’es  austriacos, 
y para  las  autoridades  judiciales  del  territorio  que  formaba  el  antiguo  Reino  Lom- 
bardo Véneto,  la  correspondencia  directa  hasta  con  los  Magistrados  inferiores. — 
Corapar.  la  circular  del  Ministro  de  Gracia  y Justicia  de  1 de  Setiembre  de  1812, 
números  13.260-363. 

(4)  Véase  el  Tratado  de  exlradicion  con  Francia,  art.  13. 

(5)  Véase  el  Tratado  de  comercioy  navcnacioti  entre  Italia  y el  Uruguay,  art.  28. 
En  este  articulo,  en  realidad,  no  se  hace  mención  de  las  requisitorias;  pero  como 
se  dice  en  él  que  la  extradición  puede  pedirse  ó directamente  á los  Tribunales  ó 
indirectamente  por  la  vía  diplomática,  piarece  natural  con  más  razón  requerir 
las  actas  de  instrucción,  dirigiéndose  á las  autoridadesjudiciales  directamen  te. 

(6)  Circular  de  22  de  Agosto  de  1814,  del  Guarda-Sellos  de  Italia. 
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quisitorias,  debe  ejecutarlas  de  conformidad  con  la  ley  de  sn 
propio  país.  Sin  embargo,  si  según  las  leyes  del  Estado  en 
el  que  se  jnstruye  el  proceso,  son  absolutamente  necesaria» 
ciertas  formas  especiales  de  procedimiento  para  la  validez  de 
la  prueba,  pueden  observarse,  siempre  que  la  ley  del  listado 
donde  se  ejecuta  la  requisitoria  no  se  oponga  á ello  (1). 

454.  (488  de  la  ed.franc.) — Es  evidente,  por  otra  parte,  que 
si  el  acta  do  instrucción  debiese  ser  cumplida  en  uno  de  los 
países  extranjeros  en  donde  se  admita  la  jurisdicción  consular 
en  materia  penal,  eu  virtud  de  capitulaciones  ó de  tratados  (2) 
y si  se  tratase  de  un  ciudadano  del  Estado  de  donde  emanase 
la  requisitoria,  sería  preciso  conformarse  con  los  principios 
consignados  en  las  leyes  de  este  país  para  los  actos  que  debie- 
ran llevarse  á cabo  fuera  de  la  circunscripción  judicial  donde 
se  instruyese  el  proceso.  El  cónsul  á su  vez,  ai  ejecutar  la  re- 
quisitoria, debería  observar  todas  las  leyes  de  su  país,  pues  se 
hallaría  investido  de  la  cualidad  de  juez  de  instrucción,  sujeto 
á la  misma  soberanía  que  el  magistrado  por  quien  hubiese  sido 
delegado  (3). 

455.  de  la,ed.  franc.) — Se  ha  preguntado  si  la  asis- 
tencia judicial  internacional,  debe  sólo  admitirse  para  los  de- 
litos de  derecho  común,  ó bien  si  puede  extenderse  también 
á los  delitos  políticos.  La  cosa  es  evidente  cuando  en  el  trata- 
do que  reglamenta  esta  materia  se  halla  inscrita  la  excepción 
para  los  delitos  en  asuntos  políticos.  Esto  es  lo  que  se  halla 


(1)  En  algunos  Estados  se  admite  como  principio  g’eneral  que  la  fuerza  legal  de 
las  pruétas  debe  ser  apreciada  según  la  Icx  fovL  Esto  es  lo  admitido  en  Austria,  en 
Escocia,  en  Inglaterra  y en  Suecia. 

(2)  Los  territorios  extranjeros  en  que  se  admite  la  jurisdicción  consular  italiana 
Climateria  penal,  en  virtud  de  capitulaciones,  son  Turquía  y los  demás  países  de 
Africa  y de  Levante  que  están  sometidos  á la  Sublime  Puerta.  En  Marruecos,  en 
Persia,  en  el  .Japón,  en  China  y en  el  Reino  de  Siam,  esa  juri.sdiccion  se  ejerce  en 
virtud  de  los  tratados  de  6 de  Octubre  1825,  24  Setiembre  1862,  25  de  Agosto  y 2<> 
de  Octubre  de  1866  y 3 de  Octubre  de  1868. 

(3)  El  Tribunal  de  Casación  de  Turin  declaró  esencialmente  nula  una  deposi- 
ción de  un  testigo  recibida'por  un  Cónsul  italiano,  porque  resultó  únicamente  del 
proceso  verbal  la  comprobación  de  que  el  juramento  habla  sido  prestado  según. la 
ley  (á  norma  di  leffge).  sin  que  se  dijese  expresamente  que  se  habia  observado  la 
fórmula  sacramental  establecida  por  el  art  297  de  nuestro  Código  de  procedi- 
miento penal.— ¡7  de  Diciembre  de  1873,  causa  tíajana,  Anmli  di  Giurisprudema , 
1874,  Parte  penale,  p.  14 
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en  el  convenio  de  15  de  Abril  de  1869  entre  Italia  y Bélg-ica, 
cuyo  art.  15  está  concebido  en  los  siguientes  términos:  «Cuan- 
do en  el  proceso  de  un  asunto  penal,  %o  'político,  uno  de  los 
dos  Gobiernos  Juzgue  necesario  oir  las  declaraciones  de  testi- 
gos domiciliados  en  el  otro  Estado,  se  enviará  una  requisito- 
ria con  este  objeto  por  la  vía  diplomática,  y se  le  dará  curso 
observando  las  leyes  del  país  donde  deha  tener  lugar  la  recep- 
ción de  testigos,»  La  misma  cláusula  se  halla  en  los  artículos 
17  y 18  que  tratan  de  los  otros  actos  de  instrucción  (1). 

En  los  tratados  en  que  no  está  explicada  la  excepción,  de- 
be considerarse  tácitamente  estipulada.  En  efecto , está  con- 
forme con  el  carácter  y el  espíritu  de  los  tratadbs  de  extradi- 
ción el  excluir  los  delitos  políticos  ó puramente  militares.  Es- 
ta regla,  que  es  fundamental , debe  extenderse  á todas  las 
disposiciones  especiales  que  se  hallan  insertas  en  éllos , com- 
prendiendo también  las  relativas  á la  asistencia  judicial  inter- 
nacional (2b  Debe  reputarse,  en  efecto,  como  contrario  á la 
independencia  política  de  los  Estados,  el  hecho  de  favorecer 
directa  6 indirectamente  la  represión  de  los  delitos  políticos. 
Del  mismo  modo  que  se  admite  el  que  las  partes  contratantes 
están  libres  de  la  obligación  de  entregar’aljindivíduo  acusado  de 
un  delito  político,  también  deberia  decidirse  que  no  están  obli- 
gados tampoco  á proporcionar  las  pruebas  que  hiciesen  posi- 
ble la  condena  de  ese  mismo  individuo ; además  de  que  seria 
una  cosa  vana  y odiosa  obligar  á sus  propios  ciudadanos  y 
magistrados  á proporcionar  pruebas  contra  un  hombre  que 
quizás  á sus  ojos  es  un  héroe  6 una  víctima. 

456.  (490  de  la  ed.  franc.) — El  Gobierno  italiano  ha  permi- 

tido alguna  vez , bajo  promesa  de  reciprocidad,  la  ejecución 
de  requisitorias  emanadas  de  autoridades  judiciales  extranje- 
ras y refiriéndose  á delitos  políticos,  cuando  aquellas  tenian 
por  objeto  la  audición  de  testigos  no  en  contra,  sino  en  favor,  y 
en  la  circular  del  Ministro  de  Gracia  y Justicia  relativa  á la  eje- 
cución de  requisitorias,  se  dice  que  la  negativa  á la  asistencia 


(1)^  Tal  disposición  se  halla  en  los  tratados  con  Dinamarca,  artículos  12  y 13 
con  el  Imperio  alemán,  artículos  12  y 13,  y con  Portugal,  art.  15. 

(2i  Gompar.  Billot.  Traite  de  Vextraditim,  p.  898.— Arlia,  Le  convenzioni  di  exíradi’'  ■ 
zione,  p.  87. 
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judicial  por  delitos  políticos  y purauíente  militares,  no  es  una 
regla  absQluta  en  materia  de  requisitorias  como  en  materia  de 
extradición  (1).  De  aquí -ciertos  autores  (2)  han  querido  esta- 
blecer como  principio  que  se  podian  ejecutar  las  requisitorias 
en  materia  política  cuando  eran  en  favor  del  acusado.  De  esta 
modo  han  pretendido,  que  se  -viene  en  a^mda  del  individuo 
que  se  halla  procesado.  En  cuanto  á nosotros,  nos  parece  pre- 
ferible en  un  asunto  tan  delicado,  deslindar  todo  equívoco,  á 
ñn  de  que  no  pueda  hacerse  valer  contra  el  acusado  pruebas 
llamadas  en  favor  suyo.  Ciertamente,  si  la  requisitoria  tuviese 
por  objeto  obtener  documentos  que  debiesen  servir  para  re- 
glamentar la  condición  de  un  individuo  que  está  ya  condena- 
do por  delito  político  (por  ejemplo  , que  debiesen  servir  para 
fijar  de  un  modo  cierto  el  término  de  su  condena  ó cualquier 
otro  efecto  de  la  condena  que  está  en  vía  de  ejecución),  nada 
se  oponia  á la  ejecución  de  este  acto,  porque  estos  documen- 
tos, léjos  de  influir  en  la  condena  ó en  la  ejecución  de  la  pena, 
podrian,  por  el  contrario,  ser  ventajosos  para  el  acusado.  Pero 
si  se  tratase  de  una  instancia  pendiente  debería  admitirse 
como  regla  absoluta  que  la  asistencia  judicial  internacional- 
debería  limitarse  sólo  á los  delitos  de  derecho  común,  y no  ex- 
tenderse jamás  á los  delitos  poli  fíeos  ó puramente  militares. 

457.  (491  de  Ix  ed.  fraQic.J — Un  conflito  sério,  relativo  á la 

ejecución  de  requisitorias  en  asunto  político,  se  suscitó  entre 
el  Gobierno  italiano  y aleman  con  motivo  de  la  notificación  de 
ciertos  actos  judiciales  al  Conde  de  Arnim. 

Hé  aquí  de  lo  que  se  trataba : El  Gobierno  de  Berlín  pedia 
al  Gobierno  italiano  por  medio  de  la  legación  alemana  en  Ro- 
ma, que  hiciese  notificar  al  Conde  de  Arnim  ex -embajador, 
simple  particular  entónces,.  residente  en  Florencia,  una  requi- 
sitoria por  la  cual  se  le  ordenaba  que  se  presentase  en  el  plazo 
de  catorce  dias,  á contar  desde  el  de  la  notificación  en  la  cárcel 
nueva  de  Berlín,  para  sufrir  la  pena  de  ocho  meses  de  prisión 
á que  había  sido  condenado  por  el  Tribunal  de  Berlín,  por  ha- 
berse hecho  culpable  de  dete uc ion  j)remedítada  de  documen- 


(1)  véase  la  circular  de  22  de  Agosto  de  1874, 

(2)  Arlia,  Locus  cit. 
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tes  oficiales  confiados  á él.  El  Gobierno  aleraan  pidió  además’ 
que  esta  notificación  fuese  certificada  por  un  acta  firmada  por 
el  Conde  de  Arnini. 

Según  el  tratado  de  extradición  de  31  de  Octubre  de  1871^ 
entre  Italia  y el  Imperio  de  Alemania,  las  requisitorias  deben 
ejecutarse,- salvo  ciertas  restricciones,  entre  las  cuales  es  la 
principal  el  que  no  se  trate  de  asuntos  políticos  (1). 

458.  de  la  ed.  franc.) — La  demanda  del  Gobierno  ale- 

mán dió  lugar  á sérias  discusiones,  motivadas  tanto  por  la 
gravedad  del  caso,  como  por  la  elevada  posición  del  personaje 
de  que  se  trataba.  También  hubo  largas  discusiones  sobre  los 
puntos  de  derecho 'que  deberían  servir  de  línea  de  conducta  á 
nuestro  Gobierno,  Tratábase,  ante  todo,  de  saber  si  la  deman- 
da del  Gobierno  aleman  podía,  en  principio,  ser  objeto  de  una 
requisitoria,  y después  si  era  un  acto  de  los  enumerados  en  el 
artículo  12  del  tratado  de  extradición.  Las  requisitorias  tienen 
efectivamente  por  objeto  pedir  á un  Gobierno  extranjero  su 
asistencia  para  ejecutar  los  actos  de  instrucción  ó de  procedi- 
miento necesarios  para  preparar  una  decisión  judicial.  Ahora 
bien;  podría  preguntarse  si  el  acta  cuya  notificación  al  Conde 
Arnim  se  requería,  y que  contenía  en  su  contra  una  amenaza 
de  violencia  por  el  empleo  de  la  fuerza  pública,  no'"  era  más 
bien  un  principio  de  ejecución  del  juicio  que  un  acto  de  pro- 
cedimiento. Este  acto  en  sí  mismo,  era  una  orden  dada  por  el 
tribunal  al  acusado  para  que  se  constituyese  a sufrir  la  pena 
con  amenaza  de  captura.  Esta  orden,  dictada  después  de  cer- 
rado. el  proceso  por  una  sentencia  condenatoria,  si  no  debia 
tenerse  como  un  verdadero  acto  de  ejecución,  al  me'nos  podía 
calificarse  de  preliminar  y preparatorio  de  la  ejecución. 

En  cuanto  á la  cuestión  de  saber  si  la  notificación  de  ese 
acto  estaba  comprendida  en  la  disposición  del  art.  12,  podría 
hacerse  notar  que  el  texto  debía  considerarse  como  relativo  á 
los  actos  de  instrucción  y de  procedimiento  anteriores  á la  sen- 
tencia definitiva.  Efectivamente,  ose  artículo  está  concebido 
en  los  siguientes  términos:  «Cuando  en  el  proceso  de  un  asun- 
»to  penal,  no^oUticOy  uno  de  los  Estados  contrantes  juzgue  ne- 
»cesario  en  el  territorio  de  la  otra  parte  contratante  la  audición 


(1)  Véase  el  art.  12  del  Convenio. 
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»de  testigos,  ó cualquier  otro  acto  de  instrucción  6 de  procedimkn,^ 
»ío^se  enviará  á este  efecto,  y por  la  vía  diplomática,  una  re- 
»quisitoria  á la  que  se  dará  curso  observando  las  leyes  del  país 
»donde  debe  tomarse  la  declaración  ó ejebutarse  el  acto.»  Si  se 
hubiese  considerado  esta  disposición  como,  aplicable  única- 
mente á los  actos  de  instrucción  6 de  procedimiento  penal,  se 
hubiera  podido  deducir  de  aquí,  que  la  notificación,  en  prin- 
cipio, no  podrá  encontrarse  comprendida  en  ella  porque  cons- 
tituye, cuando  mdnos,  un  acto  ejecutivo  de  procedimiento 
penal.  Si  tal  hubiese  sido  el  verdadero  sentido  de  esa  disposi- 
ción no  se  hubiera  podido,  interpretar  en  el  sentido  de  darle 
más  extensión,  porque  no  se  podria  interpretar  un  tratado  re- 
lativo á materias  criminales  como  más  extenso  que  la  mis- 
ma lev. 

Aún  habia  otra  cuestión  que  merecía  también  ser  estudia- 
da seriamente  antes  de  hacer  la  notificación,  y es  la  de  averi- 
guar si  el  hecho  imputado  al  conde  Arnim  no  tenia  carácter 
alguno  político.  Efectivamente,  si  el  hecho  no  era  completa- 
mente ajeno  á la  política,  se  debería  haber  negado  el  hacer 
la  notificación  requerida,  porque  semejante  acto  hubiera  sido 
contrario  al  artículo  12  y al  espíritu  del  tratado  de  extradición. 
Era  preciso  profundizar  mucho  la  cuestión,  á fin  de  evitar  el 
perjuicio  de  establecer  un  precedente  que  pudiese  legitimar 
una  demanda  de  extradición  eventual  que  hubiera  podido 
hacer  el  Gobierno  de  Berlin , y crear  dificultades  al  Gobierno 
italiano  en  el  caso  en  que  ese  delitó  no  hubiese  podido  ser 
considerado  como  comprendido  en  el  número  de  los  que  según 
el  tratado  vigente,  pueda  motivar  la  extradición. 

459.  (493  de  la  ed.  franc.) — Todos  sabemos  que  el  nudo 

de  la  dificultad  estaba  sólo  en  el  hecho  de  determinar  y pre- 
cisar el  sentido  natural  y legal  de  las  palabras  actos  de  'proce- 
diniiento  empleadas  en  el  art.  12.  No  cabía  aquí  el  caso  de  dar 
una  interpretación  extensiva,  porque  se  trataba  de  disposicio- 
nes de  derecho  penal,  pero  sí  el  de  aplicar  el  convenio  ate- 
niéndose al  sentido  jurídico  y legal  de  la  cláusula. 

Haremos  observar  que  los  actos  de  procedimiento  penal 
son  todos  aquellos  que  están  calificados  en  el  Código  de  pro- 
cedimiento penal.  Ahora  bien;  es  cierto  que  tales  son,  no  sólo 
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los  actos  de  procedimieuto  que  preceden  á la  condena^  sino  que 
también  lo  son  los  que  la  siguen  y siiTen  para  preparar  su 
ejecución.  El  Código  de  procedimiento  criminal  se  ocupa  tam- 
bién de  la  notificación  de  la  sentencia. 

Si  se  quiere  retlexionar.  un  poco  sobre  la  nocion  jurídica 
del  procedimiento  se  llegará  á deducir  que  los  actos  con  cuyo 
auxilio  se  notifica  la  sentencia  forman  parte  de  los  actos  del 
procedimiento.  La  acción  penal  se  divide  en  tres  períodos: 
instruccioig  juicio  y ejecución.  Empieza  por  el  primer  acto  de 
instrucción  y terrainaj  en  caso.de  condena,  con  el  arresto  del 
culpable  y con  la  aplicación  de  la  pena  si  los  actos  del  proce- 
dimiento se  concretan  á ios  actos  de  instrucción  que  preceden 
á la  sentencia  y que  forman  parte  del  juicio  contradictorio; 
^^en  qué  categoría  deberían  colocarse  los  actos  que  tienen  por 
objeto  la  notificación  de  la  sentencia  y tienden  á preparar  su 
ejecución?  Estos  no  son  actos  de  ejecución;  tienen  sólo  este 
carácter;  el  arresto  del  sentenciado,  la  aplicación  de  la  pena 
y ios  actos  que  se  rozan  coa  aqued  y con  ésta.  Pero  no  se  po- 
dría ver  un  acto  de  esta  naturaleza  en  la  significación  de  la 
sentencia,  porque  es  por  sí  misma  extraña  á esos  actos  de 
ejecución  que  condena  al  arresto  al  sentenciado.  Claro  se  vé 
desde  luégo,  que  la  notificación  de  la  sentencia  es  un  acto  de 
procedimiento  lo  mismo  que  todos  los  actos  distintos  del  arres- 
to y de  los  actos  de  ejecución  que  la  preceden.  d 

Esto  sentado,  es  evidente  que  puesto  que  en  el  art.  12  se 
habla  de  actos  de  procedimieuto  sin  distinción,  deben  conside- 
rarse comprendidos  en  esta  disposición  todos  los  que,  segqn 
su  sentido  legal,  sean  actos  de  procedimiento.  No  pueden, 
pues,  considerarse  corno  excluidos  los  que  se  refieren  á la  noti- 
ficación de  la  condena  que,  aunque  prepara  la  ejecución  déla 
sentencia*,  no  por  esto  es  un  acto  de  ejecución. 

460.  (494  de  la  ed.  franc.) — En  cuanto  á la  cuestión  de 

oportunidad,  es  cierto  que  ántes  de  ejecutar  la  requisitoria  era 
preciso  asegurarse  de  que  no  existia  carácter  alguno  político 
en  el  hecho  á que  se  refería  la  notificación.  Así  mismo  debió 
examinarse  con  cuidado,  si  la  persona  á la  que  el  acta  debía 
ser  notificada  era  un  nacional,  y sí  el  delito  que  se  le  imputaba 
caía  bajo  nuestra  ley  penal. 
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Pero  no  es  igualmente  cierto  que^  consintieudo  en  notificar 
el  acta,  el  Gobierno  italiano  prejuzgaba  la  cuestión  de  extra- 
dición, de  modo  que  el  Gobierno  de  Berlin  hubiese  podido  ver 
en  ello  un  precedente  favorable  y fuera  inducido  á hacer  una 
demanda  de  extradición  regular.  Los  principios  que  reglamen- 
tan la  extradición  son  muy  distintos  de  los  que  reglamentan 
la  notificación  de  las  actas. 

La  extradición  no  debe  consentirse  sino  por  los  delitos 
enunciados  en  el  tratado,  mientras  que  una  requisitoria  puede 
tener  por  objeto  un  acto  cualquiera  de  instrucción  ó de  proce- 
dimiento, relativo  hasta  á delitos,  por  los  cuales  no  sería  obli- 
gatoria la  extradición.  Es,  pues,. natural,  que  para  la  ejecución 
de  una  requisitoria  no  se  prejuzgue  jamás  la  cuestión  de  extra- 
dición del  acusado.  La  extradición  podria  ciertamente  ser  ne- 
gada áun  en  el  caso  en  que  se  refiriese  á la  misma  persona  y 
al  mismo  hecho  que  ha  motivado  la  ejecución  de  la  requi- 
sitoria. 

461.  (495  de  la  ed.  franc.) — Nuestro  Consejo  de  Estado,  al 

que  se  sometió  esta  delicada  y difícil  cuestión,  opinó,  después 
de  larg'as  discusiones  y de  un  maduro  examen,  que  el  acta  po- 
dia  ser  notificada  (1). 

Además  de  las  razones  que  hasta  aquí  hemos  expuesto,  el 
Consejo  de  Estado  tomó  en  consideración  una  regla  admitida 
por  nuestro  Gobierno,  de  la  que  hemos  dicho  cuatro  palabras 
más  arriba,  y que  se  halla  formulada  en  la  circular  del  minis- 
terio de  Justicia  (2),  y es  que  el  principio  por  el  que  sé  niega 
la  extradición  por  un  delito  político  ó puramente  militar,  es 
absoluto  y no  admite  excepción  alguna;  pero  que  puede  ser 
ligeramente  modificado,  relativamente  á la  requisitoria,  cuan- 
do se  trate  de  la  notificación  de  un  acta  que,  sin  prejuzgar  la 
condición  del  sentenciado,  pueda  serle  beneficiosa.  Ahora  bien: 
eii  nuestra  hipótesis,  la  requisitoria,  áun  siendo  considerada 
como  relativa  á un  hecho  político,  hubiera  podido  ser  ejecuta- 
da por  la  sola  consideración  de  que  la  notificación  del  acta  pu- 
diese considerarse  como  de  interés  para  el  conde  Arnira. 


(1)  Véase  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado,  asunto  Arnim. 

(2)  Circular  de  gosto  de  18~-1. 
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H.6  aquí  la  ordenanza  criminal  prusiana  de  3 de  Enero 
de  1849: 

'«Tan  pronto  como  una  sentencia  condenatoria  Se  hace  eje- 
cutiva por  la  aquiescencia  del  sentenciado,  por  la  espiración 
del  término,  ó en  virtud  de  su  confirmación  en  segunda  ins- 
tancia, dehe  ponerse  en  ejecución  por  el  juez,  excepto  cuando 
concurren  circunstancias  desconocidas  antes  y que  hacen  ne- 
cesaria una  prórog’a  (por  ejemplo;  embarazo,  enfermedad,  etc.) 
La  ejecución  debe  tener  lugar  según  las  determinaciones 
precisas  de  la  sentencia,  á ménos  que  hayan  sido  mitigadas 
por  el  rescripto  de  confirmación.» 

Teniendo  en  cuenta  esta  disposición,  podría  considerarse 
la  significación  como  ventajosa  al  sentenciado  y no  contraria 
á sus  intereses,  puesto  que  por  una  parte  se  le  concedió  la 
ventaja  de  evitar  la  ejecución  forzosa  si  se  presentaba  vo- 
luntariamente, y obtener  la  suspensión  de  la  ejecución,  pro- 
duciendo certificados,  estableciendo  los  perjuicios  que  podrían 
oca.sionarle  en  su  salud  el  cumplimiento  de  la  pena  á que  ha- 
bía sido  condenado:  y que  por  otra  parte,  la  cuestión  de  ex- 
tradición no  estaba  prejuzgada,  en  el  caso  en  que  prefiriese 
valerse  de  la  hospitalidad  de  nuestro  país  y negarse  á consti- 
tuirse voluntariamente. 

462.  (496  de  la  ed.  franc.) — Una  de  las  condiciones  á que 
se  halla  subordinada  la  ejecución  de  las  requisitorias  , es  la  de 
que  el  acta  de  instrucción  no  tenga  por  objeto  establecer  la 
culpabilidad  de  un  ciudadano  del  Estado  al  que  se  dirige  la 
requisitoria.  Esta  reserva  se  estipuló  en  el  tratado  de  29  de 
Noviembre  de- 1869,  entre  Francia  y Baviera,  cuyo  art.  12  es- 
tá concebido  en  los  siguientes  términos:  «Las  altas  partes  con- 
tratantes se  reservan,  sin  embargo,  el  derecho  de  declinar  la 
comunicación  de  pruebas  y la  ejecución  de  requisitorias  que 
tiendan  á establecer  la  culpabilidad  de  uno  de  sus  súbditos 
acusados  de  una  infracción  ante  los  tribunales  del  Estado  re- 
quirente. 

463.  (497  de  la  ed.  franc.J  — Tal  reserva  no  nos  parece 
Justificada,  porque  la  protección  que  el  Estado  debe  á sus  na- 
cionales no  debe  llegar  hasta  el  punto  de  impedir  la  represión 
de  sus  delitos.  Sabemos  que  á los  ojos  de  algunos  autores  es 
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«contrario  á la  dignidad  nacional  prestar  su  concurso  en  los 
procesos  iniciados  contra  el  ciudadano  que  lia  cometido  un 
delito  en  el  extranjero.  En  cnanto  á nosotros,  creemos  máS' 
bien  contrario  á la  dignidad  del  Estado  el  proteger  al  culpa- 
ble, el  poner  obstáculos  á la  administración  de  justicia,  el  pro- 
porcionar al  malhechor  los  medios  de  evitar  la  pena  que  me- 
rece, así  como,  negándolos  elementos  de  prueba,,  el  sustraer 
al  que  ha  violado  las  leyes  de  su  país  á la  autoridad  de  esas 
mismas  leyes. 

464,  (498  de  la  ed.  franc.J — -En  el  tratado  celebrado  por 

Italia  con  el  Gran  ducado  de  Eadnn  (vigente  ántes  de  la  con- 
clusión de  su  convenio  con  el  Imperio  aleman),  la  excepción 
estaba  más  restringida.  Decía  así:  «Excepto  si  la  instrucción 
es  dirigida  contra  un  súbdito  del  Estado,  que  no  ha  sido  aún 
arrestado  por  la  autoridad  de  la  que  emana  la  requisito- 
ria (1).» 

Restringida  así,  la  excepción  podría  justificarse  por  la  con- 
sideración de  que  el  acusado,  pudiendo  ser  arrestado  en  el 
país  de  que  es  ciudadano , debería  §er  castigado  por  las  auto- 
ridades de  ese  país.  Pero  el  principio  en  que  se  funda  esta  de- 
terminación no  nos  parece  exacto.  Ya  hemos  dicho  y demos- 
trado más  arriba  que  el  juez  natural  del  malhechor  es  el  del 
lugar  donde  se  ha  cometido  el  delito.  Este  juez  está  llamado  á 
recoger  y á conservar  los  elementos  de  prueba,  á fin  de  impe- 
dir la  desaparición  de  éllos , lo  que  tendría  por  consecuencia 
muy  ameuudo  la  impunidad  del  culpable.  Así,  pues,  el  Estado 
á que  pertenece  el  malhechor,  no  debería  poner  obstáculos  á 
la  administración  regular  de  justicia. 

Sólo  la  excepción  estipulada  en  el  tratado  entre  España  é 
Italia,  nos  parece  justificada.  El  art.  13  do  este  convenio,  dice 
así:  «La  obligación  de  ejecutar  las  requisitorias  cesará  en  el 
caso  en  que  el  proceso  sea  iniciado  contra  un  súbdito  del  Go- 
bierno al  cual  se  dirige  la  requisitoria,  cuando  el  hecho  que 
se  imputa  á ese  individuo  no  es  punible  según  las  leyes  del 
país  al  que  se  piden  elementos  de  prueba.» 


(1)  Véase  est'j  tratado,  art,  lü;  la  disposición  contenida  en  el  art.  12 del  tratado 
■con.  el  Imperio  de  Alemania  está  conforme  con  él. 
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465.  (499  de  la,  ed.  franc.J — Esta  última  excepción  se  ha_ 
lia  ig’iialmeate  consignada  en  otros  convenios  celebrados  en- 
tre diversos  Estados.  El  art.  13  del  convenio  entre  Italia  y el 
Gran  ducado  de  Badén,  decía  así;  «Excepto  si  la  instrucción 
tiene  por  objeto  un  acto  que  no  es  punible  judicialmente,  se^ 
gun  las  leyes  del  Estado  al  que  se  ha  dirigido  la  requisito- 
ria (1).»  En  cuanto  á nosotros,  creemos  que  la  ley  del  Estado 

> 

á que  se  dirige  la  requisitoria,  debe  aplicarse  sólo  para  saber 
si  el  acta  de  instrucción  requerida  puede  ser  ejecutada,  y de 
qué  modo  debe  serlo,  pero  no  para  determinar  la  criminalidad 
del  acto  que  depende  exclusivamente  de  la  ley  del  país  donde 
se  ha  producido.  Nos  parece  contrario  a los  verdaderos  princi- 
pios dar  á un  magistrado,  que  debe  recogerlas  pruebas  de  un 
hecho  que  se  ha  producido  en  un  país  extranjero,  la  misión  de 
averiguar  si  el  hecho  constituye  un  delito-seg'un  las  leyes  do 
su  propio  país. 

466.  de  la  ed.  fraile, J — Las  requisitorias  deben  siem- 
pre dirigirse  al  tribunal  extranjero  que  debe  proceder  al  acta 
de  instrucción  y remitirse  al  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  á 
fin  desque  la  haga  llegar  al  magistrado  á quien  van  destina- 
nadas.  Esto  tiene  importancia,  sobre  todo,  en  lo  que  se  refiere 
á requisitorias  dirigidas  á los  Estados-Unidos  de  América,  á fin 
de  evitar  enojosos  retardos  ocasionado.s  por  una  indicación 
inexacta  de  la  autoridad  judicial  á que  van  dirigidos  (2). 


(1)  La  misma  excepción  vuelve  á hallarse  en  el  art.  12  del  tratado  entre  Italia  y 
el  imperio  aleman. 

(2)  Una  providencia  del  departamento  de  los  Estados-Unidos  hizo  saber  que  ó 1- 
rigiéndose  á él  para  dar  curso  á requisitorias,  se  exponían  á enojosos  retardos  por 
razón  de  la  imposibilidad  en  que  se  hallaba  de  obtener  en  tiempo  hábil  las  declara- 
ciones de  los  que  habitaban  en  un  lug'ar  apartado,  y además  porque  aquel  depar- 
tamento de  Estado  no  estaba  llamado  á ocuparse  de  eaa  materia,  .v  fln  deprevénir 
semejantes  inconvenientes,  se  dieron  las  siguientes  instrucciones;  «Los  Tribuna- 
les de  circuito  de  los  Estados-Unidos  existen  en  cada  Estado,  y cuando  se  quiere 
dirigir  una  requisitoria  á uno  de  estos  Tribunales,  la  fórmula  empleada  es  así;  Al 
Tribunal  de  circuito  de  los  Estados-Unidos  para  el  Estado  de...,.  Además,  en 
cada  Estado  existe  un  Tribunal  de  distrito;  en  algunos-hay  dos  de  ellos,  en  otros 
tres,  y como  los  Escribanos  están  autorizados  por  la  ley  para  recibir  las  declara- 
ciones de  los  testigos,  las  requisitorias  pueden  dirigirse  también  regularmente 

Escribano  del  Tribunal  de  distrito  ó del  Tribunal  de  circuito  del  Estado  de 

Véase  la  nota  á los  of¿ciale$  diplomáticos  y co?isulares  de  los  Estados-Unidos  de  15  de  Abril 
de  1812,  que  se  halla  trasladada  en  la  circular  italiana  del  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia de  22  de  Agosto  de  1874. 
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467.  (501  déla  ed.franc.) — En  cuanto  al  idioma  en  qué 
deben  estar  redactadas  las  requisitorias,  debe  admitirse  como 
reg’la  general  que  todo  magistrado,  sea  el  que  la  dirige,  sea  el 
que  la  ejecute,  debe  usar  su  idioma  nacional.  Sin  embargo, 
ciertos  Estados  exigen  que  la  requisitoria  esté  acompañada 
de  una  traducción  francesa  (!)■ 

468.  (502  de  la  ed.franc.) — Con  respecto  á los  gastos  que 
resultan  de  la  ejecución  do  las  requisitorias  la  mejor  regla  es 
que  queden  á cargo  del  Estado,  en  cuyo  territorio  se  han  efec- 
tuado las  actas  de  instrucción  requeridas  (2).  Sin  embargo, 
se  podrá  hacer  una  excepción  para  los  gastos  que  resultan  de 
peritaje  criminal,  comercial  ó de  medicina  leg'al,  y cargarlos 
al  Estado  requirente.  Este  principio  se^  halla  consignado  en 
el  tratado  franco-italiano  de  12  de  Mayo  de  1870,  cuyo  art.  12 
dice  así:  «Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  á toda  recla- 
mación que  tenga  por  objeto  la  restitución  de  los  gastos  que 
resulten  de  la  ejecución  de  la  requisitoria,  á ménos  que  se 
trate  de  peritajes  criminales,  comerciales  ó médico-lega- 
les (3).» 

469.  (503  de  la  ed.  franc.) — La  asistencia  judicial  interna- 
cional se  solicita  muy  amenudp  para  hacer  oir  declaraciones 
de  testigos  é para  invitarlos  á comparecer  ante  los  tribunales, 
para  conseguir  que  un  individuo  detenido  en  las  prisiones  de 
un  país  extranjero  pueda  comparecer  en  justicia  para  ser  ca- 
reado con  el  acusado,  para  comunicarse  documentos,  para 


(1)  Eu  los  tratados  entre  Italia  y los  otros  Estados  se  halla  generalmente  con* 
signada  la  regla  de  que  el  Estado  requirente  emplee  su  propio  idioma-  Lo  contra- 
río no  existe  sino  con  respecto  á Dinamarca  y á Rusia,  que  exigen  que  la  requisito- 
ria vaya  acompañada  de  una  traducción  francesa.  Lo  mismo  sucede  respecto  á 
Holanda  para  las  requisitorias  relativas  á las  deposiciones  de  testigos  (art.  9", 
Traité  d'extradition),  y con  respecto  á los  principados  danubianos  para  las  requisi- 
torias enviadas  directamente  á las  autoridades  locales  (notas  cambiadas  entie  el 
Cónsul  general  de  Italia  en  Bukarest  y el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Ru- 
mania, el  21  y 13--25  de  .Julio  de  1873,  registrado  en  la  recopilación  titulada  Raccolta 
dei  trattati  c convenzioni  fra  el  regno  d’Italia  é i Governi  esteri,  vol.  v,  p.  95. 

(2)  En  los  primeros  tratados  celebrados  por  Italia  prevaleció  el  principio  de  que 
los  gastos  debían  quedar  á cargo  del  Estado  de  donde  emana  la  requisitoria;  pero 
en  los  tratados  más  recientes  se  halla  consignada  la  regla  que  acabamos  de  in- 
dicar. 

(8)  Tal  es  también  la  disposición  del  art.  1 2 del  tratado, entre  Italia  y el  Imperio 
aleman,y  dcl  art.  16  del  celebrado  entre  Italia  y el  Brasil. 
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hacer  notificar  actas,  para  hacer  embargar  objetos  robados, 
para  provocar  peritajes  ú otros  actos  análogos  de  instrucción. 

Los  testigos,  generalmente,  son  oidos  conforme  á la  ley 
del  país  en  que  debe  tener  lugar  la  indagatoria.  Sin  em- 
bargo, si  según  la  ley  del  país  donde  se  instruye  el  proceso, 
son  válidas  sólo  las  declaraciones  prestadas  bajo  juramento, 
los  testigos  podrán  ser  sometidos  á esta  formalidad  (1). 

El  legislador  italiano  ha  provisto  á esta  eventualidad  en  el 
art.  854  del  Códig’o  de  procedimiento  penal,  que  dice  así: 
«Cuando  es  necesario,  en  materia  penal,  proceder  á actos  de 
instrucción  judicial  en  virtud  de  providencia  de  autoridades  • 
judiciales  extranjeras,  las  actas  se  extenderán  por  el  tribunal 
de  apelación  (sección  de  acusación)  ó por  el  juez  que  ella  de- 
legue. En  este  caso,  los  testigos  podrán,  . según  la  providencia, 
ser  oidos  bajo  juramento.» 

470.  (504  de  la  od.  fornicó) — Si  además  de  la  disposición 

escrita  fuese  necesaria  la  comparecencia  personal  del  testigo 
residehte  en  el  extranjero,  no  podria  éste  ser  citado  á compa- 
recer ni  obligado  á hacerlo  por  aplicación  de  las  penas  previs- 
tas contra  los  testigos  contumaces,  pero  en  todo  caso  debe  in- 
vitársele á que  lo  haga.  En  Italia,  donde  el  legislador  ha  con- 
signado la  regla  de  la  publicidad  de  los  debates  en  materia 
penaf,  las  autoridades  judiciales  no  pueden  eludir  el  empleo 
de  todos  los  buenos  oficios  que  en  sí  traen  las  relaciones  amis-  . 
tosas  y los  tratados  internacionales  para  obtener  la  compa- 
recencia del  testigo  cuando  con  el  simple  hecho  de  la  resi- 
dencia de  éste  en  el  extranjero,  autoriza  en  el  debate  público 
la  lectura  de  su  deposición  escrita.  Esta  lectura  puede  permi- 
tirse sólo  cuando  se  ha  demostrado  que  ios  buenos  oficios  de 
los  magistrados  extranjeros  no  han  tenido  resultado  para 
inducir  al  testigo  requerido  á venir  á Italia  á declarar.  En 


(1)  Según  la  ley  italiaoa,  durante  el  periodo  de  instrucción  escrita,  los  testigos 
son  oidos  en  juramento  excepto  en  ciertos  casos  poco  numerosos  (art.  172,  Código 
de  procedimiento  penal).  En  ios  debates  públicos  deben  declarar  oralmente,  so 
pena  de  nulidad  de  su  declaración  fart.304id.),  y ántes  de  hacerlo  deben  prestar 
juramento  (art.  299  id.)  Si  el  testigo  estuviere  en  la  imposibilidad  de  presentarse, 
por  causa  de  enfermedad  ó por  cualquier  otro  motivo  fundado,  el  Tribunal  puede 
delegar  un  Juez  para  recibir  su  declaración,  que  debe  hacerlo  bajo  juramento  y 
puede  ser  leída  en  el  curso  de  los  debates  pilblioos  {art.  294  id,) 
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este  caso,  la  necesidad  que  resulta  de  la  falta  de  medios  en  que 
nos  hallamos  para  obligar  á un  testigo  que  reside  en  el  ex* 
tranjero  4 comparecer  en  justicia  legitimaria  la  lectura  de  la 
declaración  escrita,  según  el  art.  311  del  Código  de  procedi* 
miento  penal  que  permite  esta  lectura  como  excepción  cuan- 
do hay  imposibilidad  de  hacer  comparecer  al  tcstig-o  á la  au- 
diencia (1). 

471.  (505  de  la  ed.  Ciertos  Gobiernos  han  querido 

obligar 'á  los  testigos  citados  á comparecer  ante  sus  tribunales 
respectivos.  En  el  tratado  de  18  de  Julio  de  1828  entre  Francia 
y Suiza  (art.  6),  se  impuso  esta  obligación  á los  testigos  resi" 
dentes,  bien  en  Francia,  bien  en  Suiza.  Sin  embargo,  nos 
parece  que  sería  cometer  un  exceso  de  poder,  el  imponer  por 
un  tratado  una  obligación  tan  onerosa  á los  ciudadanos,  qqe 
en  muchos  casos  podrían  experimentar  un  perjuicio  por  el  via- 
je á un  país  extranjero.  La  regla  admitida  en  la  jurispruden- 
cia internacional  es  mucho  más  sábia,  prescribiendo  única- 
mente á los  Gobiernos,  hacer  todos  los  esfuerzos  para  hacer 
aceptar  á sus  ciudadanos  la  invitación  hecha  por  el  Estado  ex- 
tranjero y obviar  todos  los  inconvenientes.  A este  fin,  es  útil 
fijar  de-un  modo  exacto  las  indemnizaciones  debidas  á los  tes- 
tigos, y cuidar  de  que  se  les  adelante  la  cantidad  necesaria 
para  el  viaje,  entregarles  un  salvo-conducto  y facilitarles  por 
todos  los  medios  su  partida. 

472,  de  la  ed.  fra7ic.) — Las  indemnizaciones  deben  fi- 
jarse de  común  acuerdo  entre  los  dos  Gobiernos,  ántes  de  la 
partida  del  testigo,  teniendo  en  cuenta  la  distancia  que  deben 
recorrer  y el  tiempo  que  deben  emplear.  Aunque  las  in- 
demnizaciones no  se  devengan  hasta  que  el  testigo  ha  llenado 
su  cometido,  ios  Gobiernos  deben,  sin  embarg'o,  cuidar,  sí  hay 
lugar  á ello,  de  que  se  les  adelante  una  parte  para  poder  em- 
prender el  viaje. 

En  casi  todos  los  tratados  celebrados  por  Italia,  se  halla  la 
siguiente  disposición:  «En  caso  de  que  la  comparecencia  de 


(1)  Compárese  Casación  de  Turín,  13  de  Marzo  de  1849,  causa  Bigio;  Bettini,  1,  L 
p.  652,  Casación  de  Turin,  28  Diciembre  1859,  causa  Ceppi;  Bettini,  xi,  I,  p.  938.— 
Casación  dé  Florencia,  19  de  Agosto  de  1872,  Annali  di  giurisprudenza,  1872,  n. 


444 


DERECÍIO  PENAL  INTERNACIONAL 


un  testigo  sea  necesaria^  el  Gobierno  de  que  dependa  lo  com- 
prometerá á corresponder  á la  invitación  que  se  le  hace  por  el 
otro  Gobierno.  Si  los  testigos  consienten  en  partir,  se  les  pro- 
veerá inmediatamente  de  pasaportes,  de  los  que  tienen  necesi- 
dad, y los  Gobiernos  respectivos  se  pondrán  de  acuerdo  por  la 
vía  diplomática,  para  fijar  la  indemnización  debida  y que  Ies- 
será  pagada  por  el  Estado  requirente,  en  razón  de  la  distancia 
y de  la  estadía,  haciendo  el  adelanto  de  las  cantidades  nece- 
sarias (1). 

473.  (507  de  la  ed.  fmnc.') — El  salvo-conducto  es  también 

una  medida  que  facilita  la  comparecencia  de  los-testigos,  y que 
es  de  regla  en  todas  las  demandas  hechas  con  este  objeto.  Les 
sirve  para  asegurarse  de  que,  pasando  al  extranjero,  no  serán 
objeto  de  ningún  proceso  por  los  delitos  que  hayan  podido  co- 
meter en  él  anteriormente.  También  en  casi  todos  los  tratados 
se  ha  estipulado  que  los  testigos  no  sean  ni  arrestados  ni  mo- 
lestados por  ningún  hecho  anterior  á la  demanda  de  compare- 
cencia durante  el  tiempo  de  su  estancia  necesaria,  en  el  lugar 
donde  el  juez  que  dehe  oírles,  ejerce  sus  funciones,  ni  durante- 
sn  viaje,  tanto  de  ida  como  de  vuelta.  Esta  disposición  es  tam- 
bién eficaz  áun  en  el  caso  en  que  el  testigo  fuese  ciudadano 
del  Estado  que  ha  exigido  su  comparecencia. 

En  el  tratado  de  3 de  Junio  de  1868  entre  Italia  y España, 
hallamos  la  siguiente  cláusula- especial  en  el  art.  14.  «Si  nm 
testigo  durante  el  viaje  ó durante  la  estancia,  comete  un  cri- 
men ó un  delito,  especialmente  el  de  declaración  falsa,  los  dos 
Gobiernos  se  reservan  determinar  en  cada  caso,  si  debe  ser  en- 
tregado á disposición  de  las  autoridades  competentes  del  lugar 
donde  el  crimen  ó delito  se  ha  cometido,  ó,  por  el  contrario, 
remitido  á la  disposición  de  las  autoridades  judiciales  de  su 
domicilio.»  Esta  disposición  es  discutible.  Si  es  justo  que  el 
testigo  sea  asegurado  de  que  pasando  al  extranjero  no  tendrá 
=qne  temer  el  ser  procesado  por  un  hecho  anterior,  no  es  ad- 
misible que  se  sustraiga  á la  autoridad  de  la  ley  del  país  ex- 


(l)  Articulo  14  del  tratado  entre  Italia  y Austria-IIungría.  Seria  preferible  esta- 
l'lecer  de  antemano  una  tarifa  completa  como  ha  tenido  lugar  por  la  primera  vez. 
entre  ítalia  y Suiza,  en  virtud  de  la  declaración  de  ‘¿2  de  Julio  de  1868,  y después- 
entre  Italia  y Francia  por  la  declaración  de  16  de  Julio  de  18T3. 
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traiijero,  si  se  hace  cu  él  culpable  como  teatig'o  falso.  Por  lo 
demás,  niug’uua  disposición  semejaute  se  halla  eii  otros  trata- 
dos, iii  tampoco  en  el  convenio  de  6 de  Setiembre  de  1857  en- 
tre Cerdeña  y España,  Esto  hace  comprender  que  este  princi  - 
pió  no  prevalece  en  la  jurisprudencia  internacional. 

474.  (508  ¿ífí  la  ed.  fram.) — Si  fuese  necesario  para  la  ins- 

trucción do  un  proceso  criminal,  carear  al  acusado  con  culpa- 
bles detenidos  en  otro  Estado,  ú obtener  la  comunicación  de 
documentos  judiciales  eNistentos  en  los  archivos  de  un  país 
.extranjero,  la  requisitoria  expedida  con  este  objeto,  deberá  sor 
bien  acogida  y ejecutada,  á niéiios  que  por  excepción,  consi" 
deraciones  especiales  se  opusiesen  á ello.  Entonces,  el  caso 
deberia  dejarse  á la  libre  apreciación  del  Gobierno  requerido. 

En  los  tratados  se  han  ido  admitiendo  ó rechazando,  relati- 
vamente á esta  materia,  los  principios  consignados  en  ol  ar- 
tículo 15  del  convenio  de  extradición  entre  Italia  v la  monar- 
quía  Austro-húngara,  de  27  de  Febrero  do  18()í).  histos  iirinci-* 
].)ios  son,  en  nuestro  sentir,  los  más  acertados.  Hé  aquí  cd 
texto.  «Si  con  ocasión  de  una  instrucción  criminal  6 correc- 
cional, en  uno  de  los  Estados  coutrataiite.s  fuese  necesario 
proceder  á la  confrontación  del  acusado  con  los  culpables  en 
otro  Estado,  ó producir  elementos  de  prueba  ó documentos  ju- 
diciales que  le  perteneciesen,  deberia  liacorse  la  petición  por 
la  vía  diplomática,  y deberá  siempre  contestarse  á ella  favora- 
blemente, salvo- el  caso  en  que  consideraciones  excepcionah^s 
se  opusiesen  á ello,  pero  con  la  condición,  sin  embargo,  de 
volver  á remitir  los  detenidos  y lo.s  documentos  en  el  más 
breve  plazo  posible,  y restituir  los  elementos  de  prueba  men- 
cionados. Los  gastos  de  trasporte  de  un  Estado  á oiro  de  los 
individuos  y los  objetos  antedichos,  serán  sufragados  por  cada 
Gobierno  en  el  límite  de  sus  respectivos  territorio.s. 

Haremos  notar,  que  cl  individuo  detenido  en  otro  listado, 
debe  ser  considerado  lo  mismo  que  un  testigo  (pn;  ol  Estado 
requerido  obliga  á comparecer.’  Dcísde  luégo,  es  Tiatural  que 
pueda  ser  careado  y oido,  pero  jamás  sor  ¡levado  auto  el  tribu- 
nal donde  comparece,  por  delitos  cometidos  ])or  él  anterior- 
mente, ni  tampoco  por  complicidad  en  los  heclios  por  los  cua- 
les se  ha  requerido  su  careo.  La  remisión  del  acusado,  no  es 
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un  verdadero  acto  de  extradición,  pero  sí  un  acto  de  asistencia 
judicial. 

475.  (509  de  la  ed.  f rmic.) — La  notiñcacion  de  las  actas 

hecha  á personas  que  residen  en  el  extj'anjero,  deberla,  en  ge- 
]ieraij  tener  lugar  por  correspondencia  directa  entre  las  auto- 
ridades judiciales  de  los  dos  Estados.  Si  en  rigor  puede  consi- 
derarse la  requisitoria  que  tiene  por  objeto  actos  de  instruc- 
ción como  comprometiendo  la  responsabilidad  del  Gobierno, 
y se  dice  que  es  necesario  que  sea  trasmitida  por  la  vía  diplo. 
mática,  sucede  todo  lo  contrario  con  la  notificación  de  las  ac- 
tas. La  trasmisión  directa,  l(ijos  de  ser  perjudicial,  presenta  á- 
veces  grandes  ventajas.  Así  es,  pues,  que  los  Gobiernos  que 
consideran  necesaria  la  trasmisión  de  requisitorias  por  la  vía 
diplomática,  permiten  la  correspondencia  directa  para  la  no- 
tificación de  las  actas.  Como,  además,  esta  formalidad  de  pro- 
cedimiento, lejos  do  obligar  en  nada  á la  persona  á quien  con- 
cierne, puede  por  el  contrario  serle  ventajosa,  podría  admitirse 
en  principio  que  debía  practicarse  siempre,  sin  excepción,  áun 
en  materia  política,  por  vía  de  correspondencia  directa  entre 
los  magistrados,  puesto  que  estos  no  hacen  más  que  afirmar 
la  autenticidad  de  los  actos  que  se  les  trasmiten  y asegurar 
la  fecha  de  la  notificación. 


FIN- 


APENDICE. 


ESPAÑA. 

Leyes  y Tratados  referentes  á 


extradición. 


ALEMANIA. 


Convenio  de  extradición  celebrado  entre  España  y * 
Alemania  en  2 de  Mayo  de  1878. 

S-  M.  el  Eey  de  España  j S.  M.  el  Emperador  de  Alema- 
uia,  Rey  de  Prusia,  habiendo  resuelto  de  común,  acuerdo  cele- 
brar un  Tratado  para  la  extradiccion  recíproca  de  malhecho- 
res, han  nombrado  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

S.  M.  el  Rey  de  España  á D,  Francisco  Merry  y Colom, 
Conde  de  Benomar,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  y distin- 
guida Orden  de  Cárlos  III  y de  la  Real  de  Isabel  la  Católica, 
condecorado  con  la  Orden  de  primera  clase  del  Aguila  Roja  de 
Prusia,  etc.,  etc.,  etc.,  su  Enviado  extraordinario  y Ministro 
Plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  el  Emperador  do  Alemania, 
Rey  de  Prusia, 

S.  M.  el  Emperador  de  Alemania,  Rey  de  Prusia,  al  señor 
Bernbard  Erns  von  Bulow,  condecorado  con  la  Orden  de  pri- 
mera clase  del*Aguila  Roja  de  Prusia,  con  la  de  igual  clase  de 
la  Corona,  con  los  colores  de  la  cinta  del  Aguila  Roja  en  es- 
malte, y con  la  de  tercera  clase  de  la  misma  Orden  de  la  Co- 
rona con  la  cinta  conmemorativa,  Gran  Comendador  de  la  Or- 
den de  la  Casa  Real  de  Hohenzollern,  Caballero  Gran  Cruz  de 
la  Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  etc.,  etc.,  etc.,  su 
Secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de  Negocios  Extran- 
jeros y Ministro  de  Estado. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  po- 
deres V halládolos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido 
en  los  artículos  siguientes: 

Artículo  1^^  Las  Altas  Partes  contratantes  se  obligan  por 
el  presente  Tratado  á entregarse  reciprocamente,  en  todos  los 
casos  que  las  cláusulas  del  mismo  expresan,  los  individuos 
■que  por  alguno  de  los  hechos  ahajo  enumerados,  cometidos  y 
punibles  en  el  territorio  de  la  Parte  reclamante,  han  sido,- 
como  autores  ó cómplices,  condenados,  acusados  ó sometidos 
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á un  procedimiento  criminal,  y residan  en  el  territorio  de  la 
otra  Parte,  á saber: 

F Por  homicidio,  asesinato,  envenenamiento,  parricidio  ó 
infanticidio. 

2°  Por  aborto  voluntario.  ^ 

3"  Por  exposición  de  un  niño  menor  de  siete  años  ó su 
abandono  premeditado  en  estado  tal  que  le  prive  de  todo  re- 
curso. 

40  robo,  ocultación,  sustracción,  supresión,  sustitución 
ó suposición  de  un  niño. 

5”  Por  rapto  d robo  de  una  persona  menor  de  edad. 

6^  Por  la  privación  voluntaria  é ilegal  de  la  libertad  indi- 
vidual de  una  persona,  cometida  por  un  particular. 

7°  Por  atentado  contfa  la  inviolabilidad  del  domicilio,  co- 
metido por  un  particular  y penado  por  la  legislación  de  ambas 
Partes. 

8^  Por  amenaza  de  causar  un  mal  que  constituya  delito 
grave. 

9°  Por  formar  una  asociación  ilegal  con  el  propósito  de 
atentar  contra  las  personas  ó contra  la  propiedad. 

10.  Por  bigamia. 

11.  Por  violación. 

12.  Por  atentados  contra  el  pudor  con  violencia  ó amena- 
zas, en  los  casos  penados  por  la  legislación  de  ambos  países. 

13.  Por  atentados  contra  el  pudor  con  ó sin  violencia  ó 
amenazas  contra  jóvenes  de  uno  ú otro  sexo  de  menos  de  ca- 
torce ó de  doce  años,  según  que  tengan  aplicación  al  caso  que 
se  persigue  las  disposiciones  penales  que  rigen  en  el  territorio 
de  una  ú otra  de  las  Partes  contratantes,  y por  inducir  á los 
mismos  á la  ejecución  ó consentimiento  de  actos  deshonestos. 

14.  Por  excitación  habitual  á la  mala  vida  bn  personas  de 
menor  edad  de  uno  y otro  sexo. 

15.  Por  golpes,  heridas  ó malos  tratos  voluntarios  á una 
persona,  cuyas  consecuencias  produzcan  una  enfermedad  al 
parecer  incurable,  la  iuutilidad  perpetua  para  el  trabajo,  la 
pérdida  del  uso  completo  de  un  miembro  ú órgano,  una  muti- 
lación grave  ó la  muerte  sin  intención  de  causarla. 

16.  Por  robo  y hurto. 

17.  Por  despojo,  abuso  de  confianza  y exacción  con  violen- 
cia ó amenaza  en  los  casos  en  que  estos  actos  sean  pudibles, 
conforme  á la  legislación  de  ambas  Partes  contratantes. 

18.  Por  estafa  ó engaño  en  las  cosas  consideradas  cómo 
crínienes  ó delitos  por  la  legislación  de  ambas  Partes  contra- 
tantes. 

19.  Por  bancarota  fraudulenta  y daño  fraudulento  á la 
masa  del  capital  de  la  quiebra. 

20.  Por  perjurio. 
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21.  Por  falso  testimonio  ó declaración  falsa  de  un  perito  ó 
de  un  intérprete,  en  los  casos  en  que  estos  hechos  sean  casti- 
gados por  la  legislación'  de  ambos  países. 

22.  Por  soborno  de  testigos,  peritos  ó intérpretes. 

23.  Por  falsificación  de  documentos  ó de  despachos  telegrá- 
ficos, cometida  con  intención  de  fraude  ó de  perjudicar  á otro, 
y por  el  uso  á sabiendas  de  documentos  y despachos  telegráfi- 
cos con  intención  do  fraude  ó de  perjudicar  á,  otro. 

24.  Por  deterioro,  destrucción  ó supresión  voluntaria  é ile- 
gal de  un  documento  público  6 privado,  cometido  con,  inten- 
ción de  perjudicar  á otro. 

25.  Por  falsificación  de  troqueles  ó punzones , timbres, 
marcas  ó sellos  con  el  objeto  de  emplearlos  como  legítimos,  y 
por  el  uso  á sabiendas  de  troqueles  ó punzones,  timbres,  mar- 
cas é sellos  falsificados. 

26.  Por  moneda  falsa,  comprendiendo  la  falsificación  ó al- 
teración del  valor  de  las  monedas  y del  papel-moneda,  y por 
expender  y poner  en  circulación  á sabiendas  moneda  ó papel- 
moneda  falsificados  ó alterados. 

27.  Por  imitación  y falsificación  de  billetes  de  Banco  ó de 
títulos  de  la  Deuda  ú otros  valores  emitidos  por  el  Estado  ó 
por  Corporaciones,  Sociedades  ó particulares  con  la  autoriza- 
ción del  Estado,  y por  expender  y poner  en  circulación  tales 
billetes  de  Banco,  títulos  de  la  Deuda  ú otros  valores  imitados 
6 falsificados.,^ 

28. >  Por  incendio  voluntario. 

29.  Por  malversación  de  caudales  y exacción  ilegal,  come- 
tidas por  funcionarios  públicos. 

30.  Por  soborno  de  funcionarios  públicos  para  que  falten  á 
los  deberes  de  su  cargo. 

31.  Por  los  siguientes  delitos  cometidos  por  los  Capitanes 
ü tripulaciones  de  buques  de  alto  bordo: 

A.  Destrucción  voluntaria  ó ilegal  de  un. buque. 

B.  Encallamiento  voluntario  de  un  buque. 

C.  Resistencia  con  vías  de  hecho  contra  el  Capitán  de  un 
buque,  si  tal  resistencia  se  efectúa  por  varios  tripulantes  des- 
pués de  haberse  concertado  con  este  objeto. 

32.  Por  destrucción  ilegal  y voluntaria,  total  ó parcial  de 
ferro-carriles,  máquinas  de  vapor  ó aparatos  telegráficos;  por 
poner  voluntariamente  obstáculo  á la  circulación  de  los  trenes, 
colocando  cualquier  objeto  en  la  vía  férrea;  por  levantar  los 
carriles  6 las  traviesas  arrancando  aguijas,  clavos  ó tornillos;  y 
por  emplear  cualquier  otro  medio  para  detener  un  tren  y ha- 
cerle descarrilar. 

33.  Por  destrucción  ó deterioro  voluntario  é ilegal  de  se- 
pulcros, los  monumentos  públicos  ú objetos  artísticos  expues- 
tos en  lugares  públicos,  de  obras  y edificios,  de  víveres,  mer- 
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cancías  ú otras  propiedades  muebles,  de  cosechas,  plantas  de 
toda  especie,  árboles  é ingertos,  de  aperos  de  labranza,  de  ani- 
males domésticos  u otros,  en  los  casos  en  que  estos  hechos  sean 
punibles  como  crímenes  ó delitos  en  la  legislación  de  ambos 
países  contratantes. 

34,  Por  la  ocultación  de  objetos  adquiridos  por  uno  de  los 
delitos  que  en  este  Tratado  se  enumeran,  siempre  que  este  acto 
sea  punible  por  las  leyes  de  ambos  Estados.  ' 

Aunque  el  crimen  ó delito  que  motiva  la  demanda  de  ex- 
tradician  haya  ^ido  cometido  fuera  del  territorio  de  la  parte 
reclamante,  se  podrá  acceder  á dicha  demanda  si  las  leyes  del 
Estado  á quien  se  dirige  autorizan  el  castigo  de  tal  crimen  ó 
delito  cometido  fuera  de  su  territorio, 

Art.  2^  También  podrá  tener  lugar  la  extradición  por  la 
tentativa  de  los  hechos  enumerados  en  el  art.  1°,  si  tal  tenta- 
tiva es  punible  por  las  leyes  de  ambas  Partes  contratantes. 

Art.  3®  Ningún  español  será  entregado  por  el  Gobierno 
español  á ninguno  de  los  Gobiernos  del  Imperio  aleman,  ni 
éstos  entregarán  ningún  aleman  al  Gobierno  español. 

Cuando  el  individuo,  cuya  extradición  se  reclama,  no  sea 
español  ni  aleman,  el  Gobierno  que  debe- concederla  podrá  no- 
tificar la  demanda  que  le  ha  sido  dirigida  al  del  país  á que 
pertenezca  el  individuo  reclamado;  y si  este  Gobierno  pidiese 
la  entrega  del  acusado  para  que  lo  juzguen  sus  tribunales,  el 
Gobierno  á quien  se  haya  dirigido  la  demanda  de  extradición 
podrá  á su  arbitrio,  ■ entregarlo  á nno  ú otro  de  dichos  Go- 
biernos. 

Art.  4*^  No  tendrá  lugar  la  extradición  si  el  individuo  re- 
clamado por  el  Gobierno  español  ha  sido  perseguido  ó encau- 
sado y ahsuelto,  ó está  aún  procesado,  ó ha  sidp  ya  castigado 
en  alguno  de  los  Estados  del  Imperio  aleman,  ó si  el  individuo 
reclamado  por  un  Gobierno  del  Imperio  aleman  ha  sido  perse- 
guido ó encausado  y absuelto,  ó se  halla  aún  procesado,  ó ha 
sido  jra  castigado  en  España  por  el  mismo  hecho  criminal  que 
sirve  de  motivo  á la  demanda  de  extradición. 

Si  la  persona  reclamada  por  el  Gobierno  español  se  halla 
encausada  en  uno  de  los  Estados  del  Imperio  aleman,  ó vice- 
versa, si  la  persona  reclamada  por  nno  de  los  Gobiernos  del 
Imperio  aleman  se  halla  encausada  en  España  por  otro  cri- 
men 6 delito,  se  suspenderá  la  extradición  hasta  que  so  termi- 
ne la  causa  y haya  sufrido  el  delincuente  la  pena  que  se  le 
imponga. 

Art.  5*^  La  extradición  no  se  suspenderá  porque  impida  el 
cumplimiento  de  obligaciones  que  el  individuo  reclamado  haya 
contraído  con  particulares,  los  cuales  podrán  hacer  valer  sus 
derechos  ante  las  Autoridades  competentes. 

Art.  6®  No  son  aplicables  las  disposiciones  de  este  Tratado 
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á los  que  hayan  cometido  algún  crimen  ó delito  político.  La 
persona  entregada  por  uno  de  los  crímenes  ó delitos  comunes 
enumerados  en  los  artículos  1®  y 2®,  no  podrá,  por  consiguien- 
te. de  ningún  modo  ser  encausada  ni  castigada  en  el  país,  al 
cual  se  concede  su  entrega  por  un  crimen  ó delito  político  co- 
metido ántes  de  la  extradición,  ni  por  un  acto  que  tenga  rela- 
ción con  dicho  crimen  ó delito  político,  ni  tampoco  por  un  cri- 
men ó delito  que  no  se  halle  pre'visto  por  el  presente  tratado, 
á ménos  que  después  de  haber  sido  castigado  ó definitiYamente 
absnelto  del  crimen  ó delito  que  motivó  la  extradición/ perma- 
neciese en  el  país  durante  tres  meses,  ó ausentándose,  re- 
gresase á él. 

No  se  considerará  como  delito  político  ni  como  hecho  co- 
nexo con  tal  delito  el  atentado  contra  el  Soberano  ó Jefe  de 
un  Estado  extranjero  ó contra  los  miembros  de  su  familia, 
cuando  tal  atentado  tenga  el  carácter  de  homicidio,  asesinato 
ó envenenamiento. 

Art,  1^  La  extradición  no  podrá  concederse  si  hubiese  pres- 
crito el  delito  ó la  pena,  según  las  leyes  del  país  en  que  se  en- 
cuentre el  individuo  reclamado  cuando  se  pida  su  extradición. 

Art,  La  extradición  de  las  personas  acusadas  de  los  crí- 
menes ó delitos  enumerados  en  los  artículos  1”  y 2®  se  conce- 
derá en  virtud  de  sentencia  condenatoria  ó del  auto  cabeza  de 
proceso  ó de  elevación  á plenario,  ó del  mandamiento  de  pri- 
sión, ó de  cualquier  otro  auto  6 providencia  que  tenga  la  mis- 
ma fuerza  que  estos  documentos,  é indique  igualmente  la  na- 
turaleza y gravedad  de  los  hechos,  así  como  la  disposición  pe- 
nal que  le  sea  aplicable.  Estos  documentos  se  remitirán  origi- 
nales, en  copia  legalizada,  en  la  forma  prescrita  por  las  leyes 
del  Estado  que  solicita  la  extradición. 

Las  demandas  de  extradición  se  dirigirán  siempre  por  la 
vía  diplomática;  pero  la  correspondencia  y las  negociaciones 
podrán  seguirse,  según  las  circunstancias  de  cada  caso,  entre 
el  Gobierno  español  y el  Gobierno  del  Estado  del  Imperio  ale- 
mán interesado  en  la  extradición. 

Art.  9^^  En  casos  urg’entes  el  individuo  perseguido  en  vir- 
tud de  uno  de  los  crímenes  ó delitos  enumerados  en  los  artícu- 
los 1“  y 2°  podrá  ser  detenido  préviamente  en  vista  de  una  co- 
municación oficial  de  la  Autoridad  competente  del  Estado  que 
reclama  la  extradición. 

La  persona  detenida  en  tales  circunstancias  será  puesta  en 
libertad  si  en  el  término  de  dos  meses,  contados  desde  el  dia 
de  su  prisión,  no  se  presentase  la  demanda  de  extradición  con- 
forme al  art.  8"  del  presente  tratado, 

Art.  10,  Todos  los  objetos  que  en  el  momento  de  la  deten- 
ción se  bailen  en  poder  de  la  persona  que  haya  de  ser  entre- 
gada y sean  cogidos,  serán  remitidos  al  Gobierno  que  solicite 
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sa  extradición,  previa  orden  al  efecto  de  las  Autoridades  del 
Estado  en  que  se  ha  refugiado.  Se  remitirán  en  este  caso,  no 
sólo  los  objetos  que  hayan  sido  robados  ó sustraídos,  sino  todo 
aquello  que  pueda  servir  de  prueba  del  crimen  ó delito  que  se 
le  impute.  Se  reservan,  sin  embargo,  los  derechos  de  terceras 
personas  á los  mencionados  objetos,  y sin  gasto  alguno  les  se- 
rán devueltos  después  que  el  proceso  termine. 

Art.  11.  Queda  formalmente  estipulado  que  el  tránsito  por 
el  territorio  de  una  de  las  Partes  contratantes  de  un  individuo 
que  lia’ de  ser  entregado  á la  otra,  se  concederá  por  la  simple 
presentación  del  original  ó de  copia  certificada  de  uno  de  los 
documentos  judiciales,  expresados  en  el  art.  8°  del  presente 
tratado,  siempre  que  el  hecho  criminal  por  el  que  se  ha  pedido 
la  extradición  se  halle  comprendido  en  el  presente  tratado,  y 
no  le  alcancen  las  disposiciones  de  los  arts.  '6'^  y 7°  del  mismo. 

Art.  12.  has  partes  contratantes  renuncian  á toda  recla- 
mación de  gastos  causados  por  el  arresto  y manutención  del 
individuo,  cuya  extradición  se  ha  de  llevar  á efecto  ó por  su 
conducción  hasta  la  frontera.  Las  dos  Partes  coniratantes  con- 
sienten en  pagar  todos  estos  gastos. 

Art.  13.  Cuando  para  la  mejor  instrucción  d&  una  causa 
criminal  por  hechos  que  no  pueden  calificarse  de  crimen  ó de 
delito  politice,  cualquiera  de  las  Partes  contratantes  juzgue 
necesario  oir  las  declaraciones  de  testigos  que  se  hallan  en  el 
territorio  de  la  otra  Parte,  ó la  ejecución  de  cualquiera  otra  di- 
ligencia, se  expedirá  al  efecto  un  exhorto,  que  será  trasmitido 
por  la  vía  diplomática,  y se  cumplimentará  con  arreglo  á las 
leyes  del  país  donde  los  testigos  hayan  de  declarar  .ó  deba 
practicarse  la  diligencia.  Podrá  negarse  el  cumplimiento  del 
exhorto  cuando  éste  tenga  por  objeto  un  acto  que  no  esté  pe- 
nado por  las  leyes  del  país  á quien  se  dirige,  o cuando  se  tíatc 
de  delitos  puramente  fiscales. 

Las  Partes  contratantes  renuncian  á toda  reclamación  que 
tenga  por  objeto  el  abono  de  los  gastos  que  produzca  el  cum- 
plimiento del  exhorto,  á no  ser  que  se  trate  de  diligencias  de 
peritos  en  materia  criminal,  comercial  ó médico  legal  y com- 
jirendan  várias  dietas. 

Art.  14.  Si  en  una  causa  criminal,  no  política,  fuese  nece- 
saria la  comparecencia  personal  de  un  testigo,  el  Gobierno  del 
país  donde  dicho  testigo  resida  le  invitará  á que  acuda  al  lla- 
mamiento que  se  le  dirija.  Si  el  testigo  consiente,  se  le  abona- 
rán los  gastos  de  estancia  y de  viaje  desde  el  punto  de  su  re- 
sidencia, conforme  á las  tarifas  y reglamentos  vigentes  en  el 
país  en  que  debe  prestar  declaración.  Las  Autoridades  del  pun- 
to de  su  residencia  podrán,  á petición  suya,  adelantarle  el  todo 
é parte  de  los  gastos  de  viaje,  que  deberá  reintegrar  en  segui- 
^ da  el  Gobierno  interesado  en  la  declaración  de  dicho  testigo. 
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El  testigo,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  que  á con- 
secuencia de  la  citación  que  reciba  en  el  país  de  su  residencia, 
comparezca  voluntariamente  ante  los  Jueces  del  otro  país,  no 
podrá  ser  allí  perseguido  ni  detenido  por  hechos  6 sentencias 
anteriores,  ni  con  pretexto  de  complicidad  en  los  hechos  que 
motivan  la  causa  en  que  figura  como  testigo. 

Art.  15.  Cuando  en  una  causa  criminal  por  hechos  no 
considerados  como  crímenes  ó delitos  políticos,  sojuzgue  ne- 
cesaria ó útil  la  presentación  dé  comprobantes,  pruebas  ú otros 
documentos  que  se  hallen  en  poder  de  las  Autoridades  .del  otro 
país,  se  dirigirá  al  efecto  una  demanda  por  la  vía  diplomática 
y se  le  dará  curso,  á mános  que  á ello  no  se  opongan  conside- 
raciones especiales,  pero  siempre  con  la  condición  de  volver 
estos  comprobantes  ó documentos. 

Las  Partes  contratantes  renuncian  al  reembolso  de  los  gas- 
tos á que  den  lugar  la  entrega  y envío  de  estos  comprobantes 
V documentos  hasta  la  frontera. 

Art.  16.  Las  Partes  contratantes  se  obligan  á notificarse 
recíprocamente  todas  las  sentencias  que  por  crímenes  ó delitos 
de  cualquiera  especie  pronuncien  los  Tribunales  de  un  país 
contra  los  súbditos  del  otro.  Se  hará  está  notificación  por  la 
vía  diplomática,  remitiendo  íntegra  6 en  extracto  la  sentencia 
definitiva  al  Gobierno  del  Estado  á que  pertenezca  la  persona 
sentenciada. 

Art.  17.  Todas  las  disposiciones  del  presente  Tratado  serán 
aplicables  á las  posesiones  españolas  de  Ultramar,*  en  la  inte- 
ligencia de  que  en  el  caso  previsto  en  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo 9*^,  el  plazo  será  de  tres  meses  en  vez  de  dos. 

Art.  18.  El  presente  Tratado  empezará  á regir  diez  dias 
después  do  su  publicación  en  la  forma  prescrita  por  la  legisla- 
ción de  las  dos  partes  contratantes,  y desde  entónces  se  consi- 
derarán derogados  los  Tratados  de  extradición  de  malhechores, 
anteriormente  celebrados  entre  España  y los  Estados  del  im- 
perio aloman. 

Cada  una  de  las  Partes  contratantes  podrá  denunciar  el 
presente  Tratado,  pero  seguirá  en  vigor  seis  meses  después  de 
la  fecha  de  la  denuncia. 

Será  ratificado,  ylas  ratificaciones  se  canjearán  en  Berlín 
con  la  posible  brevedad. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  respectivos  lo  han 
firmado  y sellado  con  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  en  Berlín  á 2 de  Mayo  de  1878. — 
(L.  S.)  1^1  Conde  de  Benomar . — (L.  S.)  Vón  Bulow. 

Este  convenio  ha  sido  ratificado  y las  ratificaciones  canjea- 
da.s  en  Berlín  el  25  de  Junio  de  1878. 
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AbTÍCüLO  del  convenio  consular  entre  ESPAÑA  Y LA  CONFEDERACION 

DE  LA  ALEMANIA  DEL  NORTE,  FIRMADO  EN  MADRID  EL  22  DE  FEBRERO 

DE  Í870. 

Art.  16.  Los  Cónsules  generales,  Cónsules  y Vice-cónsu- 
les  ó Agentes,  consulares  podrán  hacer  decretar  y enviar,  sea 
á bordo,  sea  á su  país,  á los  marineros  y cualquiera  otra  per- 
sona que  forme  parte  de  la  tripulación  de  los  buques  mercan- 
tes, de  su  nación  que  hubiese  desertado  de  los  mismos. 

A este  fin  deberán  dirigirse  por  escrito  á las  Autoridades 
locales  competentes  y justificar,  mediante  la  presentación  de 
los  registros  del  buque  ó del  rol  de  la  tripulación,  ó mediante 
copia  aute'ntica  de  los  mismos,  si  el  buque  hubiere  partido,  que 
las  personas  que  se  reclaman  formaban  realmente  parte  de  la 
tripulación.  En  vista  de  esta  petición  así  justificada,  no  podrá 
negarse  la  entrega  de  tales  individuos.  Se  dará  además  á di- 
chos Agentes  consulares  toda  asistencia  y auxilio  para  buscar 
y arrestar  á estos  desertores,  los  cuales  serán  reducidos  á pri- 
sión, y estarán  mantenidos  en  las  cárceles  del  país  á petición 
y á expensas  del  Cónsul  ó Vice-cónsul,  hasta  que  éste  encuen- 
tre oc'asion  de  hacerles  regresar  á su  patria.  Este  arresto  no 
podrá  durar  má^  de  tres  meses,  pasados  los  cuajes,  mediante 
aviso  al  Cónsul  con  tres  dias  de  anticipación,  será  puesto  en 
libertad  el  arrestado  y no  se  le  podrá  volver  á prender  por  el 
mismo  motivo.  ' 

Esto  no  obstante,  si  el  desertor  hubiese  cometido  algún  de- 
lito en  tierra,  podrá  la  Autoridad  local  diferir  la  extradición 
hasta  que  el  Tribunal  haya  dictado  su  sentencia  y ésta  haya 
recibido  plena  y entera  ejecución. 

Las  altas  partes  Contratantes  convienen  en  que  los  marine- 
ros y otros  individuos  de  la  tripulación,  súbditos  del  país  en 
que  tenga  lugar  la  deserción,  están  exceptuados  de  las  estipu- 
laciones del  presente  artículo. 


ANDORRA  (VALLES  DE) 


Convenio  celebrado  con  los  Valles  de  Andorra  el  17  de  Ju- 
nio de  1841 , en  cuya  virtud  se  levantó  la  incomunicación 
en  que  se  hallaban  con  el  Principado  de  Cataluña  por  el 
refiigio  y protección  pue  dispensaba  aquel  territorio  á,  los 
enemigos  del  sosiego  y órden  público  de  España. 


Bjlses  en  qüe  debe  sentarse  un  nuevo  convenio  con  los  Valles  de 

Andorra. 

1”  Que  el  CoDsejo  general  de  los  Valles  de  Andorra  se  aven- 
ga á renovar  j dar  toda  su  fuerza  y vigor  y el  Síndico  gene- 
ral de  los  mismos  se  obligue  á hacer  ejecutar  y cumplir  en  to- 
das sus  partes  el  convenio  celebrado  en  22  de  Diciembre  de 
1834,  sin  perjuicio  de  añadir  á su  contenido  los  puntos  que  se 
consideren  en  el  dia  necesarios. 

2*^  Que  para  este  efecto,  y con  el  fin  de  estar  á la  mira  de 
su  exacta  ejecución,  se  nombre  por  el  Capitán  g-eneral  de  .Ca- 
taluña un  Comisionado  especial  que  residiendo  en  los  Valles 
de  Andorra,  puéda  reclamar  cuanto  crea  conducente  á los  in- 
tereses nacionales,  contribuyendo  también  con  su  presencia  y 
buenos  oficios  á estrechar  las  relaciones  de  los  españoles  con 
los  andorranos. 

3°  Que  el  Síndico  general,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  los 
Valles,  se  comprometa  á entregar  al  Comisionado  c^ue  se  nom- 
bre, á cualquiera  súbdito  español  que,  residente'  en  país  andor- 
rano, crea  aquél  conveniente  reclamar  por  sus  circunstancias, 
consintiendo  en  otro  caso  que  para  su  auxilio  y no  más,  se  in- 
troduzca en  el  territorio  de  Andorra  la  fuerza  armada  que 
aquél  reclame  del  territorio  español. 

4°  Que  el  Comisionado  español  esté  autorizado  para  recla- 
mar el  reconocimiento  de  cualquiera  casa,  borda,  pajar  ó cual- 
quiera otro  punto  de  los  Valles  en  que  crean  existen  armas, 
municiones  ó cualquiera  otra  clase  de  efectos  militares  de  ilí- 
cito uso,  podiendo  el  mismo  Comisionado  hacer  por  sí  los  re- 
conocimientos asistido  ó acompañado  del  Síndico  general  6 
por  el  Cónsul  del  distrito  ó parroquia  en  que  el  reconocimien- 
to deba  tener  lugar. 

5^^  Que  con  el  fin  de  evitar  el  abuso  que  los  habitantes  del 
Valle  puedan  en  su  caso  hacer  de  la  facultad  que  para  usar 
armas  y municiones  la  Constitución  de  los  Valles  les  concede, 
se  limita  aquella  á no  poder  tener  cada  vecino  más  que  el  fu- 
sil de  calibre , la  libra  de  pólvora,  veinticuatro  balas  y tres- 
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piedras  de  chispa  que  por  punto  general  les  es  permitido,  con 
la  obligación  de  deber  sujetarse  todo  el  armamento , con  dis- 
tinción de  parroquias,  á tener  una  marca  d reseña  que  identi- 
fique su  legítima  pertenencia  y uso, 

6“  Que  las  Autoridades  de  Andorra  prohiban  la  entrada  en 
los  Valles  de  todo  individuo  español  que,  ya  procedente  de 
Jíspaña  no  vaya  con  pasaporte  visado  y autorizado  por  los 
Gobernadores  de  Puigeerdá  y de  la  Seo  de  tJrgel,  ó ya  que  vi- 
niendo de  Francia  no  traiga  el  visto  bueno  de  los  Agentes 
Consulares  de  Foix  ó dePerpiñaa;  y que  á todo  individuo 
desprovisto  de  estos  requisitos  se  le  espulse  de  los  Valles  si  no 
hubiese  determinada  sospecha  contra  di;  y de  haberla,  que  se 
ponga  á disposición  del  Comisionado. 

T Y por  último,  que  el  Comisionado  acuerde  coa  las  Au- 
toridades andorranas  todos  los  demás  puntos  que  crea  condu- 
centes al  mejor  éxito  del  objeto  del  presente  Convenio,  salvo 
la  ratificación  del  Exemo.  Sr.  Capitán  g’eneral. 

Barcelona  21  de  Mayo  de  1841. — Peracam'ps . 

En  la  villa  de  Andorra  la  Vieja,  á los  diez  y siete  dias  del 
mes  de  Junio  del  año  mil  ochocientos  cuarenta  y uno,  habién- 
dose reunido  la  ilustre  Junta  general  de  estos  Valles  en  su  ‘ 
Casa  Consistorial,  presidida  por  el  ilustre  Sr.  Síndico , Procu- 
rador general  de  los  mismos,  y asistido  á ella  el  Sr.  Teniente 
de  Rey  de  la  plaza  de  Urg'el,  D.  Bonifacio  ülrich,  Comisiona- 
do español  cerca  de  las  Autoridades  andorranas,  y habiendo 
dicho  Sr.  Comisionado  hecho  presente  que  el  Exemo.  Sr.  Ca- 
pitán general  de  Cataluña  exigía  se  formalizasen  debida  y le- 
galmente las  bases  del  Convenio  que  anteceden,  y son  las 
mismas  que  el  ilustre  Consejo  general  había  aceptado  ya  en 
sesión  de  31  de  Mayo  próximo  pasado;  ba  resuelto  esta  Junta 
general,  en  nombre  de  dicho  Consejo  general,  obligarse  nue- 
va y solemnemente  al  exacto  cumplimiento  del  contenido  en 
las  precitadas  bases  que  anteceden,  y que  esta  resolución  ten- 
ga fuerza  de  Convenio  concluido  entre  los  Gobiernos  de  Su 
Majestad  Católica  Doña  Isabel  II  y el  de  Andorra;  en  la  inteli- 
gencia que,  en  lugar  de  vecinos  de  que  hace  mención  el  artícu- 
lo 5”  de  las  mencionadas  bases,  se  entienda  habitantes  los 
Valles,  á quienes  la  ley  concede  el  poder  tener  fusil  de  cali- 
bre ó escopeta,  y con  tal  que  el  Sr.  Comisionado  no  se  exceda 
en  pretensiones  que  puedan  comprometer  la  neutralidad  é in- 
dependencia de  estos  Valles  y los  derechos  que  sobre  ellos 
tienen  los  compríncipes  de  los  mismos. 

Y para  que  conste  lo  firman  y poniendo  el  sello  acostum- 
brado en  los  susodichos  dia,  mes  y año,  el  ilustre  Sr.  Síndico, 
Procurador  general.  Presidente  del  Consejo  y de  la  Junta  ge- 
^ neral,  y el  Sr.  Comisionado  especial  de  S.  M.  0.,  extendiendo 
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-cuatro  ejemplares,  de  los  que  uno  se  elevará  á manos  del  Ex- 
celentísimo Sr.  OJapitan  g-eneral  de  Cataluña,  otro  se  entreg-a- 
rá  al  ilustre  Sr.  Gobernador  de  la  plaza  de  Urgel,  otro  al  señor 
Comisionado  especial  y otro  que  quedará  en  el  archivo  de  esta 
Casa  Consistorial. — José  Picard,  Síndico  Presidente,  El  Comi- 
sionado especial  de  S.  M.  Bonifacio  ülrich. — Por  acuerdo 
de  la  ilustre  Junta,  íbww  Palmitjarila, 

Consejo  general  de  los  Valles  de  Andorra. — Entera- 
do este  Consejo  de  las  bases  que  V.  se  ha  servido  pasarle  y de 
la  comunicación  del  Excmo.  Sr.  Capitán  general  del  Ejército 
y Principado  de  Cataluña,  uno  y otro  de  fecha  de  21  del  cor- 
riente mes,  en  contestación  á la  exposición  que  dirigió  este 
Consejo  á su  Excelencia  en  6 del  mismo  Mayo,  ha  acordado 
el  Consejo  en  sesión  de  hoy,  las  mismas  bases,  que  quedan  ■ 
archivadas  en  la  Casa  Consistorial  del  Consejo ; y las  Autori- 
dades de  Andorra  darán  á V.  toda  protección  y auxilió  con 
fuerza  armada,  ó de  la  manera  que  V.  la  indicase,  para  llevar 
á mejor  éxito  su  comisión,  con  tal  que  no  sea  en  casos  ó en 
pretensiones  que  puedan  comprometer  Ja  neutralidad  é inde- 
pendencia de  Andorra  y los  derechos  que  sobre  la  misma 
tienen  los  compríncipes  de  S.  M.  el  Key  de  los  franceses. — 
Dios  guarde  á V.  muchos  años.  Andorra  31  de  Mayo  de  1841. — 
José  Picaré,  Síndico  y Presidente  del  Consejo  general. — De 
acuerdo  del  Tomás  PalmUjar lia,  Secretario. — Señor 

D.  Bonifacio  ülrich,  Comisionado  especial  del  Gobierno  de 
S.  M.  C.  cerca  de  las  Autoridades  de  Andorra. 

ADICION. 

En  la  villa  de  Andorra  á los  diez  y siete  dias  del  mes  de 
Junio  del  año  de  mil  ochocientos  cuarenta  y uno,  reunida  la 
Ilustre  Junta  general  de  estos  Valles  en  la  Casa  Consistorial^ 
presidida  por  el  Ilustre  Sr.  Síndico,  Procurador  general  de  los 
mismos  D.  José  Picart;  asistido  á ella  el  Sr.  Teniente  do  Rey 
de  la  plaza  de  Urgel  D.  Bonifacio  Ulrich,  Comisionado  espe- 
cial del  Gobierno  español  cerca  de  las  autoridades  andorranas;: 
y habiendo  dicho  Sr,  Comisionado  hecho  presente  sobre  que 
convenía  que  en  ciertos  casos  perentorios,  la  fuerza  armada 
de  S.  M.  C.  la  Reina  pudiese  entrar  en  territorio  andorrano  en 
el  acto  de  perseguir  sobre  la  frontera  á malvados,  como  ase- 
sinos, ladrones,  conspiradores  y perturbadores  del  órden  y 
áosiego  público,  sin  necesidad  de  perder  tiempo  en  recurrir 
rntes  al  Comisionado  especial , y que  en  tales  casos  las  Auto- 
sídades  andorranas  auxiliasen  á dichas  fuerzas  del  mismo 
modo  como  se  han  comprometido  á hacerlo  con  el  Comisiona- 
do especial,  ha  accedido  esta  Ilustre  Junta  general,  en  nom- 
bre del  Consejo  general  de  los  Valles,  á lo  pedido  por  el  men- 
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Clonado  Sr.  Comisionado,  consintiendo  que  las  fuerzas  espa- 
ñolas, en  el  acto  perentorio  de  perseguir  sobre  estas  fronteras 
á malhechores,  conspiradores  y perturbadores  del  orden  y 
sosiego  público,  puedan  entrar  en  territorio  de  Andorra,  en 
cuyos  casos  perentorios,  aquellas  fuerzas  se  presentarán  á la 
Autoridad  de  la  primera  población  á que  se  aproximasen, 
cuya  Autoridad  local  los  auxiliará  del  mismo  modo  como  lo 
haría  con  el  Comisionado  especial,  conforme  á los  artículos  3® 
y 4”  del  Convenio  de  31  de  Mayo  último,  con  tal  que  no  se 
excedan  en  pretensiones  ni  hechos  que  puedan  comprometer 
los  privilegios  4 independencia  de  Andorra  y los  derechos  que 
sobre  ella  tienen  los  corapríncipes. — Y para  que  consten  se 
extenderán  cuatro  ejemplares,  el  uno  para  el  Excmo.  Sr.  Ca- 
pitán general  de  Cataluña,  otro  para  el  Sr.  Gobernador  de  la 
Plaza  de  Urgel,  otro  para  el  Comisionado  especial  y otro  que 
conservará  el  Gobierno  andorrano,  firmados  por  el  Ilustre  se- 
ñor Síndico,  Procurador  general,  como  Presidente,  por  el  Co- 
misionado español  y el  Secretario  de  la  Junta  y Consejo  gene- 
ral, acompañando  el  sello  acostumbrado. — El  Síndico,  Procu- 
rador general  y Presidente  del  Consdjo  general,  José  Picart. — 
El  Comisionado  español,  Bonifacio  Úlrich.—PQv  acuerdo  de  la 
Ilustre  Junta,  Tomás  Pahnitjarila,  Secretario. 


ARGENTINA  (REPUBLICA). 


Tratado  de  extradición  entre  la  República  Argentina 

y España. 

Artículo  1*^  El  Gobierno  de  España  y el  Gobierno  de  la 
República  Arg'entina  se  comprometen  por  el  presente  Tratado 
á la  recíproca  entrega  de  los  individuos  refugiados  de  uno  de 
los  dos  países  en  el  otro,  que  fuesen  condenados  6 acusados 
por  los  Tribunales  competentes  como  autores  6 cómplices  de 
los  crímenes  enunciados  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  2”  Los  crímenes  que  autorizan  la  extradición,  son: 

1®  Asesinato. 

2”  Homicidio  (á  no  ser  que  se  hubiese  cometido  en  defensa 
propia  ó por  imprudencia.) 

3”  Parricidio. 

4”  Infanticidio. 

5®  Envenenamiento  y las  tentativas  de  los  crímenes  com- 
prendidas en  los  incisos  anteriores. 

6“  Violación;  aborto  voluntario. 
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7®  Bigamia. 

8®  Rapto. 

9'’  Atentados  con  violencia  contra  el  pudor. 

10.  Ocultación  y sustracción  de  menores. 

11.  Incendios  voluntarios.  ‘ 

^ 12.  Lesiones  hechas  voluntariamente  en  que  hubiese  ó de 

las  que  resultase  inhabilitación  de  servicio,  deformidad,  muti- 
lación de  algún  miembro  ú órg’ano  ó la  muerte  sin  intención 
de  darla. 

13.  Daños  ocasionados  voluntariamente  á los  ferro-carriles 
y telégrafos  y de  que  resulten  trabas  á la  marcha  regular  de 
ellos  ó peligro  para  la  vida  de  los  pasajeros. 

14.  Asociación  de  malhechores. 

15.  Robo  y particularmente  con  violencia  á las  personas  ó 
las  cosas. 

16.  Falsificación,  alteración,  introducción  y emisión  frau- 
dulenta de  moneda  y papeletas  de  crédito  con  curso  legal;  fa- 
bricación, importación,  venta  y uso  de  instrumentos  destina- 
dos á hacer  monedas  falsa,  pólizas  ó cualesquiera"  títulos  de  la 
Deuda  pública;  billetes  dé  banco  ó cualquiera  papel  de  los  que 
circulan  como  si  fuesen  monedas;  falsificación  de  sellos  de 
correos,  estampillas,  timbres,  cuños,  cualquiera  otro  sello  del 
Estado  ó de  las  oficinas  públicas,  aunque  el  caso  de  que  el  cri- 
men haya  sido  cometido  fuera  del  Estado  que  pide  la  extradi- 
ción, uso,  importación  y venta  de  estos  objetos. 

17.  Falsificación  de  escrituras  públicas,  letras  de  cambio  y 
otros  títulos  del  comercio,  y el  uso  de  estos  papeles  falsi- 
ficados. 

18.  Peculado  ó malversación  de  caudales  públicos;  con- 
nexion  cometida  por  funcionarios  públicos,  sustracción  fraudu- 
lenta de  los  fondos,  dinero  ó papeles  pertenecientes  á una  Com- 
pañía ó Sociedad  industrial  ó comercial,  ni  otra  Corporación 
por  persona  empleada  por  ella  ó que  gozare  su  confianza,  ó 
que  obrase  por  ella,  siempre  que  esté  legalmente  establecida 
dicha  Compañía  ó Corporación,  pero  sólo  en  el  caso  que  estos 
delitos  merecieren  pena  corporis  ajlictím,  atendida  la  legisla- 
ción del  país  en  que  se  hubiera  cometido. 

19.  Falso  testimonio  en  materia  civil  y criminal. 

20.  Quiebra  fraudulento. , 

21.  Baratería,  siempre  que  los  hechos  que  la  constituyen  y 
la  legislación  del  país  á que  perteneciere  la  nave  haga  res- 
ponsables á sus  autores  de  pena  corporis  ajüctivd. 

22.  Insurrección  de  la  tripulación  de  un  buque,  cuando  los 
individuos  que  componen  dicha  tripulación  se  hubiesen  apo- 
derado de  la  embarcación  ó la  hubiesen  entregado  á piratas. 

Art.  3“  La  obligación  de  la  extradición  no  se  extiende  en 
caso  alguno  á los  nacionales  de  los  dos  países. 
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Sin  embargo,  las  altas  Partes  contratantes,  se  obligan  á 
liacer  procesar  y juzgar  según  sus  legislaciones  los  respecti- 
vos nacionales  que  cometan  infracciones  contra  las  leyes  de 
uno  de  los  dos  Estados,  luégo  que  el  Gobierno  del  Estado, 
cuyas  leyes  se  hayan  infringido,  presente  el  competente  pedi- 
do por  la  vía  diplomática  ó Consular,  y en  caso  de  que  aque- 
llas infracciones  puedan  ser  calificadas  en  alguna  de  las  cate- 
gorías que  designa  el  art.  2°. 

La  solicitud  será  acompañada  de  los  objetos,  antecedentes, 
documentos  y demás  informes  necesarios,  debiendo  las  autori- 
dades del  país  reclamante  proceder  como  si  ellas  mismas 
hubiesen  de  calificar  el  delito. 

En  tal  caso,  los  actos  y documentos  serán  hechos  gratuita- 
mente. Pero  no  podrá  reclamarse-  el  enjniciamien-to  ante  los 
Tribunales  de  su  país  de  ninguno  de  los  nacionales  de  las  al- 
tas Partes  contratantes,  si  ya  hubiese  sido  procesado  y juzga- 
do por  el  mismo  delito  en  el  territorio  en  que  el  hecho  tuvo 
lugar,  aunque  la  sentencia  hubiese  sido  absolutoria. 

Art.  4®  En  ningún  caso  el  prófugo  que  hubiese  sido  entre- 
gado á alguno.de  los  dos  Gobiernos,  podrá  ser  castigado  por 
delitos  políticos  anteriores  á la  fecha  de  la  extradición,  ni  por 
otro  crimen  ó delito  que  no  sea  de  los  enumerados  en  la  pre- 
sente Convención. 

El  asesinato,  el  homicidio  ó el  envenenamiento  del  Jefe  de 
un  Gobierno  extranjero  ó de  funcionarios  públicos  y la  tenta- 
tiva de  estos  crímenes,  no  se  reputarán  crímenes  políticos  para 
el  objeto  de  la  extradición, 

Art.  Si  el  acusado  ó condenado,  cuya  extradición  pidie- 
se una  de  las  altas  Partes  contratantes,  de  conformidad  con  el 
presente  Tratado,  fuere  igualmente  reclamado  por  otro  ú otros 
Gobiernos,  á consecuencia  de  delitos  cometidos  en  sus  respec- 
tivos territorios,  será  entregado  al  Gobierno  del  Estado  donde 
hubiere  cometido  el  crimen  más  grave,  y siendo  éste  de  igual 
gravedad,  se  preferirá  en  primer  lugar  la  reclamación  del  Go-, 
hierno  del  Estado  á que  pertenezca  el  acusado,  y en  segundo 
lugar,  la  de  fecha  más  antigua. 

Art.  6®  Si  el  individuo  reclamado  se  hallare  enjuiciado  por 
, un  crimen  ó delito  cometido  en  el  país  en  que  se  encuentra 
asilado,  la  extradición  será  diferida  hasta  que  concluya  el  jui- 
cio que  se  sigue  contra  él,  ó sufra  la  pena /que  se  le  imponga. 

Lo  mismo  sucederá  si  al  tiempo  de  reclamarse  su  extradi- 
ción, se  hallare  cumpliendo  una  pena  anterior. 

Art.  7°  Si  el  individuo  reclamado  se  hallare  perseguido  6 
detenido  en  el  país  en  que  se  ha  refugiado  en  virtud  de  obli- 
gación contraída  con  persona  particular,  su  extradición,  sin 
embargo,  tendrá  lugar,  quedando  libre  la  parte  perjudicada 
para  hacer  valer  sus  derechos  ante  la  autoridad  competente.. 
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Art.  8®  K1  individuo  entregado  en  virtud  del  presente  Tra- 
tado, no  podrá  ser  procesado  por  ning'un  crimen  anterior  dis- 
tinto del  que  le  haya  motivado  la,  extradición,  excepto  en  los 
casos  siguientes : 

Bi  en  consecuencia  de  los  debates  judiciales  y de  un 
exámen  más  profundo  de  las  circunstancias  del  crimen,  lo» 
Tribunales  los  clasifican  en  algunas  de  las  otras  categorías 
indicadas  en  el  art.  2°. 

En  tal  caso,  el  Gobierno  del  Estado  á quien  el  reo  ha  sido 
entregado,  comunicará  el  hecho  al  otro  Gobierno  .y  dará  los 
informes  preciaos  para  el  conocimiento  exacto  del  procedi- 
miento por  el  cual  los  Tribunales  hubiesen  llegado  á aquel 
resultado. 

2®  Si  después  de  castigado,  absuelto  ó perdonado  del  cri- 
men especificado  en  el  pedido  de  extradición,  permaneciera  en 
el  pais  hasta  el  plazo  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  de 
la  sentencia  de  absolución  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzg'a- 
da,  o de  eí  dia  en  que  haya  sido  puesto  en  libertad  en  conse- 
cuencia de  haber  cumplido  la  pena  ú obtenido  su  perdón. 

3”  Si  regresase  posteriormente  al  territorio  del  Estado  re- 
clamante. 

Art.  9*^  La  extradición, no  será  concedida  cuando  por  la  le- 
gislación del  país  en  que  el  reo  se  haya  refugiado  esté  pres- 
crita la  pena  ó la  acción  criminal. 

Art.  10.  Los  objetos  sustraidOvS,  ó que  se  encuentren  en 
poder  del  acusado  ó condenado,  los  instrumentos  ó útiles  de 
que  se  hubiese  valido  para  cometer  el  delito,  así  como  cual- 
quiera otra  prueba,  serán  entregados  al  mismo  tiempo  que  el 
individuo  detenido. 

También  tendrá  lugar  aquella  entrega  ó remesa,  áun  en  el 
caso  de  que,  concedida  la  extradición,  no  llegase  ésta  á efec- 
tuarse por  muerte  ó fuga  del  culpable. 

La  remesa  de  objetos  será  extensiva  á todos  los  de  igual 
naturaleza  que  el  reo  hubiese  ocultado  ó conducido  al  pais 
donde  se  refugió  y qu.e  fuesen  descubiertos  con  posterioridad. 

Be  reservan,  sin  embargo,  los  derechos  de  tercero  sobre  los 
objetos  arriba  dichos,  los  cuales  deberán  ser  devueltos,  sin 
gasto  alguno,  después  de  terminado  el  proceso. 

Art.  11.  La  extradición  se  verificará  en  virtud  de  reclama- 
ción presentada  por  la  vía  diplomática  ó consular. 

Para  que  pueda  concederse  la  extradiccion  es  indispensa- 
ble la  presentación  de  copia  auténtica  de  la  declaración  de 
culpabilidad  ó de  la  sentencia  condenatoria  extraida  dé  los  au- 
tos, de  conformidad  con  las  leyes  del  Estado  reclamante,  ó de 
un  mandato  de  prisión  expedido  por  autoridad  competente,  y' 
con  las  formalidades  prescritas  por  las  leyes  de  dicho  Estado. 

Estas  piezas  serán,  siempre  que  fuese  posible,  acompaña- 
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das  de  las  señas  características  del  acusado  ó condenado  y de 
una  copia  del  texto  de  la  ley  aplicable  al  hecho  criminal  que 
le  es  imputado, 

Art.  12.  Será  puesto  en  custodia  provisoria  en  los  dos  Es- 
tados contratantes,  el  individuo  que  se  hallase  comprometido 
en  alguno  de  los  crímenes  enunciados  en  el  art.  2°. 

Esta  prisión  preventiva  será  ordenada  á requisición  hecha 
por  la  vía  diplomática  ó consular. 

El  individuo  así  capturado,  será  puesto  en  libertad  si  en  el 
plazo  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  de  la  requisición, 
no  hubieran  sido  llenadas  las  formalidades  exigidas  en  el  pre- 
cedente artículo. 

Art,  13.  Los  gastos  de  captura,  custodia,  manutención  y 
conducción  del  individuo  cuya  extradición  fuese  concedida, 
así  como  los  gastos  de  remesa  y trasporte  de  los  objetos  espe- 
cificados en  el  artículo  precedente,  quedarán  á cargo  de  los 
dos  Gobiernos  en  los  límites  de  sus  respectivos  territorios;  los 
gastos  de  manutención  y conducción  por  mar  correrán  en  uno 
y otro  caso  por  cuenta  del  Estado  que  reclamare  la  extradi- 
ción. 

Art.  14.  Cuando  en  la  prosecución  de  una  causa  criminal 
uno  de  los  dos  Gobiernos  juzgase  necesario  el  oir  á los  testi- 
gos domiciliados  en  el  territorio  del  otro,  dirigirá  un  escrito 
por  la  vía  diplomática  al  Gobierno  del  país  donde  debe  hacer- 
se esta  requisición  y éste  dictará  las  medidas  necesarias  para 
que  dicha  requisición  tenga  lugar  según  las  reglas  del  caso. 

Los  dos  Gobiernos  renunciarán  á la  reclamación  de  los  gas- 
tos que  originase  este  procedimiento. 

Art.  15.  Si  en  una  causa  criminal  fuese  necesaria  la  com- 
parecencia personal  de  un  testigo,  el  Gobierno  del  país  á que 
pertenezca,  lo  invitará  á acceder  á la  citación  que  se  le  hará. 

' En  caso  de  aseutimienfo  le  serán  acordados  gastos  de  viaje  y 
permanencia,  á contar' desde  su  salida  de  su  domicilio,  según 
las  tarifas  y reglamentos  vigentes  en  el  país  donde  deba  tener 
lugar  la  comparecencia. 

Ningún  testigo,  cualquiera  que  fuera  su  nacionalidad,  que 
citado  que.  fuere  á uno  de  los  dos  países,  compareciese  volun- 
tariamente ante  los  jueces  del  otro,  podrá  ser  perseguido  ni 
detenido  por  hechos  ó condenas  anteriores  civiles  d crimina- 
les, ni  so  pretexto  de  complicidad  en  los  hechos  objetos  dcl 
proceso  en  el  que  tenga  que  figurar  como  testigo, 

Art.  16.  Los  individuos  acusados  6 condenados  por  críme- 
nes á los  cuales  correspondiese  la  pena  de  muerte  conforme  á 
la  legislación  de  la  nación  reclamante,  sólo  serán  entregados 
con  la  cláusula  de  que  esa  pena  les  será  conmutada. 

^Art.  17.  El  presente  tratado  regirá  por  el  término  de  seis 
años  á contar  desde  el  día  en  que  se  efectúe  el  cange  de  las 
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ratificaciones,  trascurrido  ese  plazo  continuará  en  yíg'or  hasta 
que  una  de  las  altas  partes  contratantes  notifique  á la  otra  la 
voluntad  de  hacer  cesar  sus  efectos,  en  cu;5to  caso  caducará  seis 
meses  después  de  haberse  llevado  á conocimiento  del  otro  Go- 
bierno la  denuncia. 

Art.  18.  El  presente  tratado  será  sometido  á.los  Gobiernos 
de  España  y de  la  República  argentina,  y una  vez  obtenida  su 
aprobación,  será  canjeada  en  la  ciudad  de  Buenos-Aires  á la 
brevedad  posible. 

En  fé  de  lo  cual,  etc. 


AUSTRIA. 


Convenio  para  la  reciproca  extradición  de  malhechores  en- 
tre Espaiia  y Austria,  firmado  en  Viena  el  17  de  Abril 
de  1861. 


S.  M,  la  Reina  de  las  Españas  y S.  M.  el  Emperador  de 
Austria,  deseando  de  común  acuerdo  celebríir  un  Convenio  pa- 
rala recíproca  extradición  de  los  malhechores,  han  nombrado 
con  este  objeto  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

S.  M.  la  Reina  de  las  Españas  á D.  Luis  López  de  la  Torre 
.Ayllon,  Senador  del  Reino,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  y 
distinguida  Orden  de  Carlos  III,  de  la  Real  de  Isabel  la  Católi- 
ca, Caballero  de  primera  clase  de  la  Orden  Imperial  de  la  Co- 
rona de  Hierro,  etc.,  su  Enviado  extraordinario  y Ministro 
plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  Imperial  y Real  Apostólica. 

S.  M.  el  Emperador  de. Austria  al  Sr.  Conde  Juan  Bernar- 
do de  Rechberg  y Rothenloeven,  Chambelán  actual  y Conseje- 
ro ^íntimo,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  Orden  húngara  de 
San  Estéban,  Caballero  de  primera  clase  de  la  Orden  Imperial 
de  la  Corona  de  Hierro,  etc.,  etc.,  Ministro  de  la  Casa  Impe- 
rial y de  Negocios  Extranjeros. 

Los  cuales,  despué.s  de  haber  canjeado  sus  plenos  poderes, 
y hallándolos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

Artículo  1°  Los  Gobiernos  de  España  y de  Austria  , se 
obligan  por  el  presente  Convenio  á entregarse  recíprocamen- 
te, en  virtud  de  reclamación  dirigida  por  una  de  las  altas  Par- 
tes contratantes  á la  otra  y con  la  única  excepción  de  sus  pro- 
pios súbditos,  todos  los  individuos  que  se  hayan  refugiado  de 
España  y sus  provincias  de  Ultramar,  á los  Estados  austríacos 
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Ó de  los  Estados  austríacos  á España  y sus  provincias  de  Ul- 
tramar, y se  hallen  encausados  o sentenciados  por  uno  de  los 
delitos  gTaves  enumerados  en  el  artículo  2°  dei  mismo  con- 
venio. 

La  cuestión  de  nacionalidad  del  individuo  cuya  extradi- 
ción sea  reclamada,  se  decidirá  con  arreglo  á las  leyes  del  Es- 
tado á quien  esta  reclamación  se  dirigiese. 

Art.  2“  Los  delitos  graves  por  los  cuales  la  extradición  será 
concedida,  son: 

U El  parricidio,  el  asesinato,  el  envenaraiento,  el  homici- 
dio, el  infanticidio,  el  aborto,  la  violación  ó estupro,  el  abuso 
deshonesto  consumado  6 intentado  sin  violencia  en  una  per- 
sona cuya  edad  diese  á semejante  abuso  el  carácter  de  delito 
grave,  conforme  á la  legislación  del  Estado  que  reclamase  la 
extradición;  la  amenaza  de  un  atentado  contra  las  personas  6 
su  propiedad,  y el  encierro  ó detención  ilegal  de  personas, 
cuando  esta  amenaza  y este  encierro  ó detención  constituyan 
un  delito  grave,  según  las  leyes  del  mismo  Estado. 

2°>  La  profanación  del  culto., 

3®  El  incendio  voluntario. 

4'^  El  robo  considerado  como  delito  grave  en  la  legislación 
del  Estado  reclamante,  la  asociación  para  un  robo  de  igual 
naturaleza,  el  robo  con  violencia,  el  robo  con  escalamiento, 
horadamiento  ó fractura  exterior  d interior,  la  extorsión  de 
documentos,  la  sustracción  cometida  por  criado  ó dependiente 
asalariado. 

5°  La  estafa. 

6°  La  fabricación,  introducción  y expendicion  de  moneda 
falsa  ó de  instrumentos  que  sirven  para  fabricarla;  la  falsifica- 
ción 6 alteración  del  papel  moneda  falsificado  ó alterado;  la 
falsificación  de  los  punzones  ó sellos  con  los  cuales  se  contras- 
tan el  oro  y la  plata;  la  falsificación  de  los  sellos  del  Estado  y 
de  toda  clase  de  papel  sellado,  aunque  estas  falsificaciones  se 
hayan  efectuado  fuera  del  país  que  reclámala  extradición. 

1°  El  falso  testimonio  y el  soborno  de  testigos  sobre  delito 
grave,  la  falsedad  cometida  en  instrumentos  públicos  ó priva- 
dos y en  los  de  comercio,  exceptuándose  las  falsedades  á las 
que  la  legislación  del  Estado  reclamante  no  diese  el  carácter 
de  delito  grave. 

8®  Las  sustracciones  que  cometiesen  depositarios  consti- 
tuidos por  autoridad  pública  de  valores  que  por  razón  de  su 
cargo  se  hallasen  en  sn  poder. 

9“  La  quiebra  fraudulenta. 

ArL  3®  Aunque  la  extradición  no  se  concederá  sino  por 
los  delitos  comunes  especificados  en  el  artículo  anterior,  y de 
ningún  modo  por  delito  político,  no  obstará  á la  entrega  de^ 
lós  reos  de  delitos  comunes  el  que  lo  sean  igualmente  de  deli-^ 
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tos  políticos;  pero  eu  este  caso  sólo  podrán  ser  encausados  y 
castigados  por  ios  primeros. 

Art.  4'*  Cuando  el  individuo  reclamado  esté  encausado  al 
mismo  tiempo  por  algún. delito  gravé  perpetrado  en  el  país  á 
cuyo  Gobierno  se  pidiere  la  extradición , podrá  ^éste  suspen- 
derla hasta  el  resultado  de  la  instrucción,  yen  caso  de  ser 
condenado  el  individuo,  hasta  que  el  mismo  individuo  hava 
cumplido  su  condena. 

Árt.  5'^  La  extradición  podrá  ser  negada  si  desde  la  perpe- 
tración del  delito,  desde  el  encausamiento  ó la  sentencia  con- 
denatoria hubiere  trascurrido  el  término  de  la  prescripción  de 
la  acción  judicial  ó de  la  pena,  con  arreglo  á las  leyes  del 
país  donde  el  reo  se  hubiese  refugiado. 

Art.  6°  Si  el  individuo  reclamado  no  fuese  subdito  del  Es- 
do  reclamante,  la  extradición  podrá  suspenderse  hasta  (jue  el 
Gobierno  de  aquél  haya  sido  puesto  en  el  caso  de  alegar  las 
razones  que  pueda  tener  para  oponerse  á la  misma  extra-  , 
dicion. 

Sin  embargo,  el  Gobierno  á quien  se  dirija  la  reclamación 
quedará  libre  de  negar  la  extradición  ó de  entregar  al  indivi- 
duo reclamado,  ya  sea  al  Gobierno  de  su  propio  país,  ó al  del 
país  en  que  se  haya  cometido  el  delito. grave. 

Art.  7®  La  demanda  de  extradición  se  hará  siempre  por  la 
vía  diplomática,  y será  acompañada  de  una  copia  legalizada  de 
la  sentencia  dada  por  el  Juzgado  competente,  ó del  auto  Je 
prisión,  ó de  otro  cuahiuier  documento  de  igual  valor,  expedi- 
da con  arreglo  á la  legislación  del  Estado  reclamante,  y de- 
clarando el  delito  por  eL  cual  se  reclama  la  extradición^  así 
como  la  disposición  penal  que  le  es  aplicable. 

Acompañarán  también,  á ser  posible,  las  señas  del  reo  para 
facilitar  su  arresto  y acreditar  la  identidad  de  su  persona. 

Art.  8“  Todos  los  papeles  y los  efectos  robados  que  se,  en- 
cuentren en  poder  del  individuo  reclamado,  y todos  los  que 
sirvan  para  la  comprobación  dél  delito,  serán  entregados,  jun- 
tamente con  el  reo,  así  como,  si  fuere  posible,  los  autos  libra- 
dos al  tiempo  de  su.  arresto  por  las  Autoridades  del  Estado  á 
quien  se  hiciese  la  reclamación. 

Serán  entregados  también  todos  estos  papeles  y efectos  si 
el  reo  los  hubiese  escondido  y depositado  en  el  país  donde  esté 
refugiado  y fuesen  hallados  ó descubiertos  en  lo  sucesivo. 

Art.  9“  l^ln  caso  de  no  verificarse  la  extradición  por  ser  el 
encausado  ó sentenciado  súbdito  del  Estado  á quien  ésta  se 
pidiere,  los  papeles  y efectos  indicados  en  el  artículo  anterior, 
serán  devueltos  á sus  dueños,  tan  pronto  como  no  sean  nece-  ' 
garios  para  la  iustruccion  de  la  causa. 

Art.  10.  Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  contratantes  dará 
curso  á las  reclamaciones  que  le  dirija  el  otro  en  asuntos  de 
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justicia  criminal,  y que  tenga  por  objeto  ora  la  audiencia  de 
testigos  residentes  en  el  territorio  del  Estado,  al  que  se  hicie- 
re la  reclamación,  ora  un  reconocimiento  judicial,  ora  con  un 
informe  de  Peritos  ó la  comprobación  de  los  hechos  , cuando 
los  Tribunales  del  Estado  reclamante  juzguen  necesarias  estas 
diligencias  para  la  instrucción  de  un  proceso. 

Dictafá  asimismo  las  disposiciones  oportunas  , á fin  de  que 
el  Juzgado  en  cuyo  término  hayan  de  practicarse  semejantes 
diligencias,  tome  las  correspondientes  declaraciones  é infor- 
mes con  arreglo  á las  indicaciones  que  el  Gobierno  reclaman- 
te suministrase  por  la  vía  diplomática. 

La  reclamación  irá  por  consiguiente  siempre  acompañada 
de  un  exhorto  del  Tribunal  competente  , en  el  cual  explícita- 
mente se  declare  la  diligencia  judicial  reclamada. 

Los  documentos  judiciales  que  en  virtud  de  la  misma  re- 
clamación se  extiendan,  serán  remitidos  en  original  al  Go- 
bierno que  la  hiciese,  y en  ningún  caso  quedará  éste  obligado 
al  pago  de  los  gastos  originados,  así  por  la  expedición  de  do- 
cumentos como  por  las  diligencias,  judiciales  que  hubiese 
pedido. 

Art.  11.  Si  para  la  instrucción  de  una  causa  criminal  se 
juzgase  necesaria  la  comparecencia  personal  de  un  testigo  do- 
miciliado en  el  otro  Estado,  el  Gobierno  del  país  á que  dicho 
testigo  pertenezca,  le  exhortará  á que  se  presente  ante  el  Juz- 
gado que  reclamase  su  presencia,  y si  consintiese  el  testigo, 
se  le  abonarán  los  gastos  de  viaje  y estancia  con  arregdo  á 
las  tarifas  y reglamentos  vigentes  en  el  país  donde  haya  de 
prestar  su  declaración. 

Art.  12.  Guando  en  una  causa  criminal  instruida  en  uno  de 
los  dos  Estados  contratantes  se  hallase  implicado  un  súbdito 
del  otro,  y que  en  seguimiento  de  e,^ta  causa  se  estimase  ne- 
cesario carear  dicho  súbdito  con  un  individuo  ya  examinado 
por  los  Tribunales  del  primero,  el  Gobierno  á quien  se  diri- 
giese la  reclamación,  dará  curso  á la  correspondiente  citación, 
á fin  de  que  el  careo  pueda  verificarse  en  el  territorio  del  Es- 
tado reclamante,  con  condición,  sin  embargo , de  que  después 
de  concluido  este  acto  sea  entregado  otra  vez  á su  Gobierno 
el  individuo  citado  para  ser  juzgado  por  los  'Ih’ibunales  de  su 
país. 

Art.  13.  Los  gastos  ocasionados  por  el  arresto,  detención, 

custodia  v manutención  de  los  individuos  cuva  extradición  es- 

*/  ■> 

tuviese  acordada,  y los  gastos  de  su  conducción  al  punto  don- 
de se  verifique  la  entrega,  serán  sufragados  por  aquel  de  los 
dos  Estados  en  cuyo  territorio  dichos  individuos  hayan  sido 
aprehendidos. 

Art.  14,  'Los  Gobiernos  contratantes  renuncian  á cual- 
quiera reclamación  de  gastos  resultantes,  así  de  la  conducción 
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y restitución  á sus  respectivos  países  de  los  reos  que  han  de 
ser  careados,  como  del  envío  y devolución  de  los  objetos  que 
constituyan  las  pruebas  deb  delito  y de  los  documentos  refe- 
rentes á las  mismas  providencias. 

Art.  15.  Si  en  el  trascurso  de  tres  meses,  contados  desde 
el  aviso  que  diese  la  Autoridad  competente  de  hallarse  los 
reos  á disposición  del  Gobierno  reclamante , y en  el  trascurso 
de  seis  meses  con  respecto  á los  reos  existentes  en  las  provin- 
cias ultramarinas  de  España,  el  mismo  Gobierno  no  hubiese 
hecho  las  diligencias  necesarias  para  encargarse  de  éllos,  su 
extradición  podrá  ser  negada  y decretada  su  soltura. 

Para  el  careo  y entrega  de  los  reos,  designarán  de  común 
acuerdo  los  Gobiernos  contratantes,  á saber: 

El  de  S.  M.  C.  los  puertos  de  Barcelona  y Valencia;  el  de 
S.  M.  I.  y R.  A.  el  puerto  de  Trieste, 

Art.  16.  El  presente  Convenio  no  empezará  á regir  sino 
diez  dias  después  de  su  publicación,  y continuará  en  rigor 
por  espacio  de  cinco  años. 

En  caso  de  no  haber  declarado  ninguno  de  los  dos  Gobier- 
nos Seis  meses  ántes  de  cumplirse  este  plazo  la  intención  de 
renunciar  á dicho  Convenio,  será  obligatorio  por  otros  cinco 
años,  y así  sucesivamente  de  cinco  en  cinco  años. 

Será  ratificado  y se  canjearán  las  ratificaciones  en  el  espa- 
cio de  tres  meses,  ó ántes  si  posible  fuese. 

En  fé  de  lo  cual,  los  infrascritos  Plenipotenciarios  han  fir- 
mado el  presente  Convenio  y lo  han  sellado  con  sus  sellos. 
Viena  17  de  Abril  de  1861. 

(L.  S.) — Firmado.— Ató  López  de  la  Torre  Ayllon. 

Este  Convenio  ha  sido  ratificado  por  S.  M.  el  Emperador 
de  Austria’el  15  de  Mayo  último  y por  S.  M.  la  Reina  el  4 de 
Junio  siguiente.  Las  ratificaciones  se  han  canjeado  en  Viena 
' el  5 de  Junio  de  1861. 
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Convenio  para  la  reciproca  extradición  de  malhechores  en- 
tre España  y Bélgica,  firmado, en  Bruselas  en  17  de  Junio 
de  1870. 

Su  Alteza  el  Regente  de  la  Vacien  española  por  la  volun" 
tad  de  las  Cortes  Soberanas,  y S.  M.  el  Rey  de  los  Belgas? 
deseando  asegurar  la  represión  de  crímenes  y delitos,  han  re“ 
suelto,  de  común  acuerdo,  ajustar  un  Convenio,  y han  nombra- 
do al  efecto  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 
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Su  Alteza  el  Eegente  de  España  á 1).  Eduardo  Asqueríiio, 
Gran  Cruz  de  la  Real  y distinguida  Orden  de  Carlos  III  y de 
la  americana  de  Isabel  la  Católica,  su  Enviado  extraordinario 
y Ministro  Plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  el  Rey  de  los  Bel- 
gas y de  S.  M.  el  Rey  de  los  Países-Bajos,  etc.,  etc.:  y 

M.  el  Rey  de  los  Belgas  al  Sr.  Julio  Van  der  Stichelen, 
Gran  Cruz  de  la  Orden  de  San  Mauricio  y San  Lázaro,  su  Mi- 
nistro de  Negocios  extranjeros,  . 

Los  cuales,  después  de  haber  comunicado  sus  plenos  pode- 
res, hallados  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

Artículo  1°  Los  Gobiernos  Español  y Belga  se  obligan  á 
entregarse  recíprocamente  los  individuos  encausados,  acusa- 
dos ó condenados  como  autores  ó cómplices  de  alguno  de  los 
crímenes  ó delitos  enumerados  en  el  art.  2*^  que  sigue,  come- 
tidos en  el  territorio  de  uno  de  los  dos  Estados  contratantes  y 
que  se  hubiesen,  refugiado  en  el  territorio  del  otro. 

Art.  2®  Estos  crímenes  t delitos,'  son: 

V Parricidio,  infanticidio,  asesinato,  envenenamiento,  ho- 
micidio. 

2”  Golpes  y heridas  causadas  voluntariamente,  sea  con 
premeditación,  sea  cuando  resulte  de  éllos  una  dolencia  ó in- 
capacidad permanente  de  trabajo  personal,  la  pérdida  ó priva- 
ción del  nso  absoluto  de  un  miembro,  de  la  vista  ó de  cualquier 
otro  órgano,  ó la  muerte  sin  intención  de  causarla. 

3"  Bigamia,  rapto  de  menores,  violación  ó estupro,  abor- 
to, atentado  al  pudor  cometido  con  violencia  en  la  persona  ó 
con  la  ayuda  de  un  niño  de  uno  ú otro  sexo  menor  de  catorce 
años,  atentado  á las  costumbres,  excitando,  facilitando  ó fa- 
voreciendo habitualmente  para  satisfacer  las  pasiones  ajenas, 
la  prostitución  6 la  corrupción  de  menores  de  uno  u otro  sexo. 

4°  Sustracción,  ocultación,  supresión,  sustitución  ó suposi- 
ción, exposición  ó abandono  de  un  niño. 

5®  Incendio. 

6*^  Destrucción  de  construcciones,  máquinas  de  vapor  ó apa- 
ratos telegráficos. 

7®  ■ Asociación  de  malhechores,  robo.  '**■ 

8®  Amenazas  de  atentado  contra  las  personas  ó las  pro- 
piedades punible  con  la  pena  de  'muerte,  trabajos  forzados  ó 
reclusión. 

9*^  Atentados  á la  libertad  individual  v á la  inviolabilidad 
del  domicilio  cometidos  por  particulares. 

10.  Falsificación  de  moneda,  comprendiendo  en  esto  la  imi- 
tación y la  alteración  de  la  moneda,  la  emisión  y expendicion 
de  la  moneda  imitada  ó alterada;  imitación  ó falsificación  de 
efectos  públicos  ó de  billetes  de  Banco,  de  títulos  públicos  6 
particulares;  emisión  6 expendicion  de  estos  efectos,  billetes  6 
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títulos  imitados  (5  falsificados;  falsedad  cometida  en  escritos  6 
en  despachos  telegráficos;  y uso  de  estos  despachos,  efectos, 
billetes  ó títulos  imitados,  fabricados  ó falsificados;  imitación 
<5  falsificación  de  sellos,  timbres,  punzones  y marcas,  á excep- 
ción de  los  de  particulares  6 comerciantes;  uso  de  los  sellos, 
timbres,  punzones  y marcas  imitados  ó falsificados  y uso  per- 
judicial de  los  sellos,  timbres,  punzones  y marcas  verdaderas. 

11.  Falso  testimonio  y declaraciones  falsas  de  peritos  6 de 
intépretes;  soborno  de  testigos,  dé  peritos  ó de  intérpretes, 

12.  Juramento  falso. 

13.  Concusión,  malversaciones  cometidas  por  funcionarios 
públicos;  soborno  de  dichos  funcionarios. 

14.  Bancarota  fraudulenta  y fraudes  cometidos  en  las  quie- 
bras. 

15.  Estafa,  abuso  de  confianza  (apropiación  indebida),  y 
engaño. 

16.  Abandono  de  un  buque  ó barco  de  comercio  ó de  pesca 
por  parte  del  Capitán,  fuera  de  los  casos  previstos  en  la  ley  de 
uno  y otro  país. 

17.  Apresamiento  de  un  buque  por  los  marineros  ó pasaje- 
ros, empleando  fraude  ó violencia  con  el  Capitán. 

18.  Ocultación  de  objetos  obtenidos  por  medio  de  uno  de 
los  crímenes  ó delitos  previstos  por  el  presente  Convenio. 

La  extradición  podrá  también  ser  coucedida  por  la  tentati- 
va de  dichos  crímenes  o delitos  previstos  por  el  presente  Con- 
venio. 

Art.  3°  No  se  concederá  nunca  la  extradición  por  crímenes 
é delitos  políticos.  El  individuo  que  fuese  entregado  por  otra 
infracción  á las  leyes  ¡renales,  no  podrá  en  ningún  caso  ser 
juzgado  6 condenado  por  un  crimen  ó delito  cometido  con  an- 
terioridad á la  extradición,  ni  por  hecho  alguno  que  tenga 
relación  con  dicho  crimen  6 delito,  ni  por  ninguna  infracción 
anterior  ála  extradición  y no  comprendida  en  el  presente  Con-* 
venio,  á no  ser  que,  después  de  haber  sido  castigado  definiti- 
vamente absuelto  en  rázon  del  hecho  que  motivó  la  extradi- 
ción, haya  permanecido  en  el  país  ó vuelva  de  nuevo  á él. 

Art.  4°  La  extradición  no  podrá  verificarse  si  después  de 
la  imputación  de  los  hechos,  de  la  formación  de  causa  ó de  la 
condena  hubiese  trascurrido  el  término  de  prescripción  de  la 
acción  criminal  ó de  la  pena,  con  arreglo  á las  leyes  del  país 
en  que  el  acusado  ó condenado  se  haya  refugiado. 

Art.  5°  En  ningún  caso  y por  ningún  motivo  podrán  ser 
obligadas  las  altas  Partes  contratantes  á entregarse  sus  pació- 
nales,  sin  perjuicio  de  los  procedimientos  que  hayan  de  prac- 
ticarse contra  ellos  en  su  país  conforme  á las  leyes  vigentes. 

Art.  6®  Los  encausados,  acusados  ó condenados  que  no 
sean  súbditos  de  ninguno  de  los  dos  Estados  no  serán  entre- 
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gados  al  Gobierno  que  hubiese  pedido  su  extradición  sino 
cuando  el  Estado  á quien  pertenezcan , y al  que  se  informará 
de  la  demanda  de  extradición  por  el  Gobierno  al  que  ésta  se 
haya  dirigido,  no  se  oponga  á su  extradición. 

En  el  caso  de  reclamación  del  ’mismo  individuo  por  parte 
de  dos'  Estados  por  crímenes  ó delitos  distintos , el  Gobierno 
requerido  resolverá,  tomando  por  base  la  gravedad  del  hecho 
que  se  persigue,  ó el  me4io  más  fácil  que  se  presente,  para 
que  el  acusado  sea  enviado,  si  há  lugar,  de  un  país  á otro  á 
fin  de  responder  sucesivamente  á las  acusaciones. 

Art.  7“  Si  el  individuo  que  se  reclama  se  halla  procesado  6 
condenado  en  el  país  en  qué  se  ha  refugiado  por  un  crimen  ó 
delito  cometido  en  este  mismo  país,  su  estradicion  podrá  ser 
diferida  hasta  que  se  sobresean  los  procedimientos,  sea  decla- 
rado libr  e ó absuelto  <5  haya  sufrido  su  pena. 

Art.  8°  La  extradición  no  podrá  suspenderse  porque  impi- 
da el  cumplimiento  de  obligaciones  que  el  individuo  reclama- 
do haya  contraido  con  particulares,  los  cuales  podrán,  sin  em- 
bargo, hacer  valer  su  derecho  ante  las  Autoridades  judiciales 
competentes, 

Art.  9“  La  demanda  de  extradición  deberá  siempre  hacerse 
por  la  vía  diplomática. 

Art,  10.  La  extradición  no  será  concedida  sino  en  vista  de 
la  presentación,  ya  de  la  sentencia  ó del  auto  definitivo  de 
condena,  ya  de  la  providencia  de  la  Sala  del  Consejo,  déla 
sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal  ó del  auto  de  procedimiento 
criminal  emanado  del  Juez  ó de  la  Autoridad  competente,  de- 
cretando formalmente  ó efectuando  de  pleno  derecho  la  remi- 
sión del  reo  ó del  acusado  ante  la  jurisdisccion  represiva,  ex- 
pedido en  original  ó en  copia  auténtica. 

Estos  documentos  irán,  á ser  posible,  acompañados  de  las 
señas  del  individuo  reclamado  y de  una  copia  del  texto  de  la 
•leyj  aplicable  al  hecho  acriminado. 

En  el  caso  de  que  hubiese  duda  sobre  si  el  crimen  é delito 
objeto  del  procedimiento  se  halla  comprendido  en  el  presente 
convenio,  se  pedirán  explicaciones;  y después  de  examinadas, 
el  Gobierno  á quien  se  pida  la  extradición  resolverá  acerca  del 
curso  que  se  ha  de  dar  á la  demanda. 

Art.  Jl.  El  individuo  procesado  por  uno  de  los  hechos  pre- 
vistos en  el  art,  2®  del  presente  convenio  será  arrestado  pre- 
ventivamente á la  presentación  de  un  auto  de  prisión  6 de  otro 
documento  que  tenga  la  misma  fuerza,  expedido  por  la  Auto- 
ridad extranjera  competente  y presentado  por  la  vía  diplomá- 
tica. 

En  caso  de  urgencia,  se  efectuará  el  arresto  provisional 
mediante  aviso,  trasmitido  por  el  correo  ó por  telégrafo,  de  la 
•existencia  de  un  auto  de  prisión,  á condición,  sin  embargo,  de 
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que  dicho  aviso  sea  dado  en  debida  forma  por  la  vía  diplomá- 
tica al  Ministro  de  Neg-ocios  extranjeros  del  país  en  que  el  acu- 
sado se  ha  refugiado. 

Sin  embargo,  en  este  último  caso  no  se  tendrá  arrestado  al 
extranjero  sino  cuando  eu  el  plazo  de  tres  semanas  reciba  co- 
municación del  auto  de  prisión  expedido  por  la  Autoridad  ex- 
tranjera competente.  ; 

R1  arresto  del  extranjero  tendrá  lugar  en  la  forma  y según 
las^  reglas  establecidas  por  la  legislación  del  Gobierno  á quien 
se  pida. 

Art.  12.  K1  extranjero  arrestado*  provisionalmente  en  vir- 
tud del  párrafo  del  artículo  precedente  ó detenido  en  arres- 
to, en  conformidad  al  párrafo  3"  del  mismo  artículo,  será  pues- 
to en  libertad  si  dentro  de  los  dos  meses  de  su  arresto  no  reci-. 
be  notificación,  sea  de  una  sentencia  ó auto  definitivo  de  con- 
dena, sea  de  una  providencia  de  la  Sala  del  Consejo,  de  nna 
sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal,  6 de  un  auto  de  procedi- 
miento criminal  emanado  del  Juez  competente,  decretado  for- 
malmente ó efectuando  de  pleno  derecho  la  remisión  del  reo  6 
del  acusado  ante  la  jurisdicción  represiva. 

Art.  13.  Los  objetos  robados  ó cogidos  en  poder  del  iaüiví- 
duo  cuya  extradición  se  reclama,  los  instrumentos  ó útiles  de 
que  se  hubiere  servido  para  cometer  el  crimen  ó delito  que  se 
le  imputa,  así  como  cualesquiera  pruebas  de  convicción,  serán 
entregados  al  lAstado  reclamaiy;e  si  la  Autoridad  competente 
del  Estado  requerido  hubiese  ordenado  su  entrega,  áun  en  el 
caso  en  queda  extradición,  después  de  haber  sido  concedida, 
ño  pudiera  verificarse  por  muerte  ó fuga  del  reo. 

Esta  entrega  comprenderá  también  todos  los  objetos  de  igual 
naturaleza.que  hubiese  ocultado  ó depositado  en  el  país  en  que 
se  hubiese  refugiado  y que  se  encontraren  allí  después. 

Quedan,  sin  embargo,  reservados  los  derechos  de  tercera 
sobre  los  mencionados  objetos,  que  deben  serles  devueltos  sin 
gastos,  luego  que  el  proceso  criminal  ó correccional  haya  ter- 
minado. 

Art.  14.  Los  gastos  del  arresto,  de  manutención  y de  tras- 
porte de  individuo  cuya  extradición  hubiese  sido  concedida, 
así  como  los  de  consig-n ación  V trasporte  de  los  objetos  que  en 
virtud  del  artículo  anterior  deben  ser  devueltos  ó remitidos, 
serán  de  cuenta  de  los  dos  Estados,  dentro  de  los  límites  de 
sus  respectivos  territorios. 

Los  gastos  de  trasporte  ú otros  en  el  territorio  de  los  Esta- 
dos intermedios  serán  do  cuenta  del  Estado  reclamante. 

Eu  el  caso  de  que  se  juzgue  preferible  el  trasporte  por  mar, 
el  individuo  reclamado,  será  conducido  al  puerto  que  designe 
el  Agente  diplomático  ó Consular  acreditado  por  el  Gobierno 
reclamante,  á expensas  del  cual  será  embarcado. 
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Art,  15.  Queda  formalrnente  estipulado  que  la  cxtradicioa 
por  vía  de  tránsito  por  los  territorios  respectivos  do  los  Esta- 
dos contratantes  será  concedida  á la  simple  presentación,  en 
en  original  ó en  copia  auténtica,  de  uno  de  los  autos  de  pro- 
cedimiento mencionado,  según  los  casos,  en  el  art.  10  que  an- 
tecede, cuando  sea  pedida  por  uno  de  los  Estados  contratantes 
en  favor  de  un  Estado  extranjero,  ó por  un  Estado  extranjero 
en  favor  de  uno  de  dichos  Estados  ligados  ambos  con  el  Es- 
tado requerido  por  un  Tratado  que  comprenda  la  infracción 
que  motiva  la  demanda  de  extradición , y cuando  ésta  no  se 
halle  prohibida  por  los  artículos  3”  y 4"  del  presente  Convenio. 

Art,  16.  Cuando  en  la  instrucción  de  una  causa  criminal, 
no  política,  uno  de  los  dos  Gobiernos  jnzg'are  necesario,  oir 
testigos  domiciliados  en  el  otro  Estado,  se  enviará  al  efecto 
por  la  vía  diplomática  un  exhorto,  que  se  cumplimentará 
observando  las  leyes  del  país,  en  que  hayan  de  ser  oidos  los 
testigos. 

Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  á toda  reclamación 
que  tenga  por  objeto  la  devolución  de  los  gastos  que  ocasione 
el  cumplimiento  del  exhorto. 

Art.  17.  Cuando  en  asnnto  criminal  no  político  pareciera 
mecesaria  al  Gobierno  español  6 al  Gobierno  belga  la  notifica- 
ción de  un  auto  de  procedimiento  é de  una  sentencia  á un 
belga  6 un  español,  el  documento  remitido  diplomáticamente 
será  notificado  en  persona  á excitación  del  Ministerio  público 
del  lugar  de  la  residencia  por  medio  de  un  Oficial  competente, 
y el  original  que  acredite  la  notificación,  revestido  del  visto, 
será  devuelto  por  el  mismo  conducto  al  Gobierno  reclamante. 

Art.  18.  Si  en  una  causa  criminal  no  política  fuese  nece- 
saria la  comparecencia  personal  de  un  testigo,  el  Gobierno 
del  país  en  que  aqudl  resida  le  exhortará  á acceder  á la  invi- 
tación que  se  le  haga,  y en  este  caso  se  le  abonarán  los  gastos 
de  viaje  y de  estancia^  según  las  tarifas  y reglamentos  vigen- 
tes en  el  país  en  que  haya  de  tener  lugar  la  comparecencia. 

Las  personas  que  residan  en  España  ó en  Bélgica  llamadas 
como  testigos  ante  los  Tribunales  de  uno  ú otro  país,  no  po- 
drán ser  procesadas  ni  detenidas  por  hechos  <5  condenas  cri- 
minales anteriores,  ni  bajo  prefexto  de  complicidad  en  los 
hechos  objeto  del  proceso  en  que  figuren  como  testigos. 

Cuando  en  una  causa  criminal  no  política  instruida  en 
uno  de  los  dos  países,  se  considerase  útil  la  presentación  de 
pruebas  de  convicción  ó documentos  judiciales,  se  dirigirá  la 
petición  por  la  vía  diplomática,  y se  la  dará  curso,  á ménos 
que  consideraciones  particulares  se  opongan  á ello,  y con 
obligación  de  devolver  los  documentos. 

Art.  19,  Los  dos  Gobiernos  se  comprometen  á notificarse 
recíprocamente  las  sentencias  de  condena  recaidas  sobre  loa 
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crímenes  y delitos  de  toda  especie  que  liayan  sido  pronuncia- 
das por  los. Tribunales  de  uno  de  los  dos  Estados  contra  los 
súbditos  del  otro.  Esta  notificación  se  llevará  á efecto  envian- 
do por  la  vía  diplomática  la  sentencia  pronunciada  en  definiti- 
va al  Gobierno  del  país  á que  pertenezca  el  condenado,  para 
que  se  deposite  en  los  Archivos  del  Tribunal  á quien  corres- 
ponda. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará  al  efecto  las  instruccio- 
nes necesarias  á las  Autoridades  competentes. 

Art.  20.  El  presente  Convenio  no  empezará  á regir  sino 
diez  dias  despue's  de  su  publicación,  en  la  forma  prevista  por 
las  leyes  de  los  dos  países. 

Queda  ajustado  pOr  cinco  años,  á contar  desde  el  dia  del 
canje  de  las  ratificaciones.  En  el  caso  de  que  seis  meses  ántes 
de  espirar  dicho  período  no  haya  manifestado  ninguno  de  los 
dos  Gobiernos  su  intención  de  hacer  cesar  sus  efectos,  perma- 
necerá obligatario  por  otros  cinco  años,  y así  sucesivamente 
de  cinco  en  cinco  años. 

Art.  2!.  El  presente  Convenio  será  ratificado,  y las  ratifi- 
‘ caciones  canjeadas  en  Bruselas  en  el  término  de  seis  semanas, 
ó ántes  si  fuese  posible. 

En  fé  de  lo  cual,  los  dos  Plenipotenciarios.lo  han  firmado 
por  duplicado  original,  y han  puesto  en  él  sus  sellos  res- 
pectivos. 

Hecho  por  duplicado  original  en  Bruselas  el  17  de  Julio 
de  1870. 

(L.  S.) — (Firmado). — Eduardo  Asquerino. — (L.  S.) — (Fir- 
mado).— Jnles  Vander  Stichelen, 

Este  Convenio  ha  sido  debidamente  ratificado,  y las  ratifi- 
caciones canjeadas  en  Bruselas  el  dia  28  de  Julio  siguiente 
de  1870. 

Declaración  firmada  en  Bruselas  el  28  de  Enero  de  1876 
por  los  Plenipotenciarios  de  España  y Bélgica,  aprobando  tres 
artículos  adicionales  al  Convenio  de  extradición  entre  amhos 
países,  de  17  de  Junio  de  1870. 

Exposición. 

Señor:  El  dia  28  de  Enero  último  se  firmfi  por  el  Sr.  1).  Ra- 
fael Merry  del  Val^  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario de  V.  M.  en  Bruselas,  y el  Sr.  Conde  de  Aspre- 
mont  Lynden,  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  S.  M.  el 
Rey  do  los  Belg’as,  una  declaración  que  contiene  los  'artículos 
con  que  se  ha  creído  conveniente  adicionar  el  Convenio  de  ex- 
tradición vigente  entre  ambos  Estados,  con  objeto  de  asegmrar 
de  una  manera  más  completa  la  recíproca  entrega  de  cri- 
minales. 
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Esta  declaración  ha  sido  aprobada  y publicada  por  el  Go- 
bierno Belga  en  la  forma  de  costumbre,  á fin  de  que  tenga 
cumplido  efecto  en  todas  sus  partes. 

En  su  consecuencia,  y con  igual  objeto,  el  Ministro  que 
suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  de  S.  M.  el 
adjunto  proyecto  de  Decreto. 

Madrid  22  de  Febrero  de  1876. — Señor:  A los  R.  P.  de  V.  M., 

Fernando  Calderón  Colla/ites. 

1 

Real  decreto. 

Por  cuanto  el  dia  28  de  Enero  de  1876  se  firmó  en  Bruselas 
por  el  Sr.  D.  Rafael  Merry  del  Val,  mi  Enviado  Extraordina- 
rio y Ministro  Plenipotenciario,  acreditado  ou  aquella  Corte,  y 
el  Sr.  Conde  de  Aspremont  Lynden,  Ministro  de  Negocios  Ex- 
tranjeros de  S.  M,  el  Rey  de  los  Belgas,  una  declaración  que 
contiene  los  artículos  con  que  se  ha  creído  conveniente  adicio- 
nar el  Tratado  de  extradición  vigente  entre  ambos  Estados, 
con  objeto  de  asegurar  la  recíproca  entrega  de  malhechores 
de  una  manera  más  completa,  cuyo  texto  literal  es  el  siguiente: 

. El  Gobierno  de  S.  M.  C.  y . el  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey.de 
los  Belgas,  deseando  asegurar  de  una  manera  más  completa 
, la- extradición  de  criminales,  el  Sr.  Merry  del  Val,  Enviado 
Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  de  España  en  Bru- 
selas por  una  parte,  y el  Conde  de  Aspremont  Lynden  por 
otra,  debidamente  autorizados,  han  convenido  por  la  presente 
declaración  lo  que  sigue: 

Art.  E J'31  individuo  perseguido  por  uno  de  los  hechos 
previstos  en  el  art.  2^  del  Convenio  de  17  de  Junio  de  1870 
podrá  ser  entregado  en  vista  de  presentación  de  un  manda- 
miento de  prisión  , arresto  ó de  cualquier  otro  documento  que 
tenga  lá  misma  fuerza,  expedido  por  la  Autoridad  extranjera 
competente,  con  tai  que  estos  documentos  contenga  la  indica- 
ción precisa  dcl  hecho  por  el  cual  se  hubieren  expedido. 

Art.  2°  Cuando  el  crimen  ó el  delito  que  da  lugar  á la  de- 
manda de  extradición  se  haya  cometido  fuera  del  territorio  de 
la  parte  reclamante,  se  podrá  acceder  á esta  demanda  siempre 
que  las  leyes  del  país  á quien  se  reclame  autoricen  en  este 
caso  la  persecución  de  los  mismos  hechos  cometidos  fuera  de 
su  territorio. 

Art.  3”  La  presente  declaración  empezará  á regir  diez  (^as 
después  de  su  publicación  en  la  forma  prescrita  por  la  legisla- 
ción de  ambos  países. 

Las  disposiciones  que  preceden  tendrán  la  misma  duración 
que  el  Convenio  de  17  de  Junio  de  1870,  al  cual  se  refieren. 

En  fé  de  lo  cual  los  infrascritos  han  extendido  la  presente 
declaración,  sellándola  con  los  sellos  de  sns  armas. 
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Hecho  por  duplicado  en  Bruselas  él  28  de  Enero  de  Í876. 

(L.  S.) — Firmado. — Rafael  Merry  del  y al. — (L.  S.) — Fir- 
mado,— Conde  de  Aspremont  Lynden. 

Por  tanto,  tomando  en  consideración  las  razones  que  me 
ha  expu,esto  mi  Ministro  de  Estado  y de  acuerdo  con  el  pare- 
cer del  Consejo  de  Ministros-^  , ' 

Veng*o  en  resolver  que  la  referida  declaración,  firmada  en* 
Bruselas,  se  cumpla  y observe  puntualmente  en  todas  y cada 
una  de  sus  partes. 

Dado  en  Pamplona  á veinte  y nueve  de  Febrero  de  rail 
ochocientos  setenta  y seis. — Alfonso. — El  Ministro  de  Estado, 
Fernando  Calderón  y Collantes. ' „ 

Esta  declaración  fué  publicada  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  7 
de  Marzo  de  1876. 


Acuerdo  celebrado  en  Madrid  á 7 de  Febrero  dr  185o  entre  el 
Sr.  Ministro  de  Estado  y el  Ministro  Residente  de  S.  M.  el 
Rey  de  los  Belgas  en  esta  Corte  para  el  arresto  y reciproca 

ENTREGA  DE  .MARINEROS  DESERTORES  DE  BUQUES  DK  ESP/ ÑA  Y BÉL 

gica. 

Por  cambio  de  notas  de  fecha  7 de  Febrero  de  1855,  firma- 
das por  D.  Claudio  Antón  de  Luzuriag'a,  Ministro  de  Estado, 
á nombre  del  Gobierno  de  S.  M.  la  Reina  (q.  D.  g.)  y por  el 
Conde  Vanter  Straten-Pqnthoz,  Ministro  Residente  de  S.  M. 
el  Rey  de  los  Belgas  en  esta  Corte,  en  representación  del  suyo, 
se  ha  acordado: 

Que  los  Cónsules  generales , Cónsules  y Vicecónsules  de 
España  en  el  Reino  de  Bélgica,  y los  Cónsules  generales. 
Cónsules  y Vicecónsules  del  Reino  de  Bélgica  en  España  y 
sus  posesiones,  podrán  hacer  arrestar  y enviar,  sea  á bordo, 
sea  á su  país,  los  individuos  de  las  tripulaciones  de  los  buques 
de  su  respectiva  Nación  que  hubiesen  desertado  de  los  men- 
cionados buques.  Para  este  efecto  acudirán  á las- Autoridades 
locales  competentes,  y justificarán  con  ios  registros  del  buque 
y el  rol  de  tripulación,  ó con  copia  de  dichos  papeles  debjda- 
mente  certificada  por  ellos  mismos,  ó con  otros  documentos 
oficiales,  que  los  individuos  que  reclaman  hacían  parte  de  la 
expresada  tripulación.  En  vista  de  esta  demanda,  apoyada  de 
este  modo,  no  podrá  ser  negada  la  entrega. 

Les  será  dada  además  toda  clase  de  ayuda  y asistencia 
para  el  descubrimiento  y arresto  de  los  dichos  desertores,  los 
cuales  serán  también  detenidos  y custodiados  en  las  cárceles 
del  país  á petición  y á expensas  de  los  Cónsules , hasta  que 
estos  Agentes  hayan  hallado  vma  ocasión  para  hacerlos  partir. 
Pero  entendiéndose  que  si  esta  ocasión  no  se  presentase  en  el 
espacio  de  dos  meses,  á contar  desde  el  día  del  arresto,  los 
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desertores  serán  puestos’ en  libertad,  sin  que  puedan  ser  arres- 
tados de  nuevo  por  el  mismo  motivo. 

Sin  embargo,  si  el  desertor  hubiese  cometido  además  algún 
delito  en  tierra,  su  extradición  podrá  ser  diferida  por  las  Au- 
ti>ridades  locales  hasta  que  el  Tribunal  competente  haya  pro- 
nunciado debidamente  su  sentencia  por  este  delito  y ésta 
haya  recibido  cumplimiento. 

De  esta  declaración  quedan  exceptuados  los  individuos  de 
la  tripulación  que  sean  súbditos  del  país  en  que  tenga  lugar 
la  deserción  , á menos  que  hayan  adquirido  carta  de  natura- 
leza en  otro  país. 

Por  último,  también  se  ha  convenido  en  las  expresadas 
Notas  que  esta  declaración  y autorización  comenzará  á surtir 
sus  efectos  seis  semanas  después  de  las  fechas  de  aquellas. 


BERBERISCAS  (REBENCIAS). 

En  las  Regencias  de  Túnez  y Trípoli  como  en  todos  los  ’ 
países  no  cristianos,  con  alguna  limitación  en  Egápto,  ejercen 
los  Agentes  Consulares  extranjeros,  en  virtud  de  las  Capitu- 
laciones pactadas  con  Turquía,  una  completa  jurisdicción  so- 
bre sus  nacionales  en  lo  civil  y en  lo  criminal,  con  absoluta 
independencia  de  la  Autoridad  local. 

Así,  pues,  los  Gobernadoíres  civiles  de  España,  Jueces  6 
Fiscales  del  Ejército  o de  la  Armada  que  tengan  que  reclamar 
la  busca,  captura  é entrega  de  algún  prófugo  delincuente  ó 
malhechor,  fugado  de  la  Península,  deberán  dirigirse  directa- 
mente por  medio  de  oficio  ó suplicatorio  al  Cónsul  general  en 
Túnez  ó Trípoli  solicitando  su  amparo  para  la  mejor  adminis- 
tración de  la  justicia,  y encargándole  reduzca  á prisión  al  in- 
dividuo que  se  persigue,  y lo  remita  bajo  partida  de  registro 
en  óualquiera  de  los  buques  que  salgan  para  España,  ponién- 
dolo al  tocar  en  el  puerto,  á donde  se  indique  al  Capitán  é Pa- 
trón del  buque  á disposición  del  Gobernador  ó de  la  Autoridad 
de  Guerra  ó de  Marina. 

La  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  es  el  Tribunal  de  al- 
zada para  los  asuntos  en  que  los  Cónsules  generales  ejerzan 
funciones  de  Jueces  de  primera  instancia  ó en  que  procede 
apelación  ó revisión,  ' 
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BRASIL. 

Convenio  para  la  recíproca  extradición  de  malhechores,  ce- 
lebrado entre  Esparta  y el  Brasil  y firmado  e[  16  de  Marzo 
de  1873. 


S.  M.  el  Rey  de  España  y S.  A.  la  Princesa  Imperial,  Re- 
gente del  Brasil,  en  nombre  de  S.  M.  el  Emperador  el  Señor 
Don  Pedro  ÍI. 

Habiendo  juzgado  íitil  arreglar  por  medio  de  un  Tratado 
la  extradición  recíproca  de  malhechores  que  se  refugiaren  de 
uno  de  los  dos  países  en  el  otro,  resolvieron  nombrar  para  este- 
fin  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

S.  M.  el  Rey  de  España'ai  Sr.  D.  Dionisio  Roberts,  Comen- 
dador de  número  de  la  Real  Orden  Americana  de  Isabel  la  Ca- 
tólica y de  la  Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  Caballe- 
ro de  la  de  San  Juan  de  Jerusalen  y de  la  de  Leopoldo  de  Bél- 
gica, Plncargado  de  Negocios  de  España,  etc. 

Y S.  A.  Imperial  la  Regente,  en  nombre  de  S.  M.  el  Em- 
perador del  Brasil,  á S.  E.  el  Sr.  D.  Manuel  Francisco  Correia, 
del  Consejo  de  dicha  Magostad,  Diputado  á la  Asamblea  ge- 
neral legislativa,  Caballero  de  la  Orden  de  Nuestro  Señor  Je- 
sucristo, Bachiller  eu  Ciencias  Sociales  y Jurídicas,  Ministro 
y Secretario  de  Estado  de  Negocios  líxtranjeros, etc.,  etc.,  etc. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  recíprocamen- 
te sus  plenos  poderes,  hallados  en  buena  y debida  forma,  con- 
vinieron en  los  artículos  siguientes: 

Artículo  1°  El  Gobierno  español  y el  Gobierno  brasileño 
se  obligan  por  el  presente  Tratado  á la  recíproca  entrega  de 
todos  los  individuos  refugiados  del  Brasil  en  España  y sus  pro- 
vincias de  Ultramar  en  el  Brasil,  acusados  ó condenados  como 
autores  6 cómplices  de  cualquiera  de  los  crímenes  declarados 
eu  el  art.  3°  por  los  Tribunales  de  aquella  de  las  dos  Naciones 
eu  que  el  crimen  deba  ser  castigado. 

Art,  2°  La  obligación  de  conceder  la  extradición  no  se  ex- 
tiende en  caso  alguno  á los  nacionales  de  los  dos  países,  ó.  á 
los  individuos  que  en  éllos  se  hubiesen  naturalizado  ántes  do 
la  perpetración  del  crimen. 

Art.  3*^  La  extradición  deberá  realizarse  con  respecto  de 
los  individuos  acusados  ó condenados  como  autores  ó cómpli- 
ces de  los  siguientes  crímenes: 

1”  Homicidio,  comprendiendo  el  asesinato,  el  parricidio,  el 
envenenamiento  y el  infanticidio. 

2®  La  tentativa  de  cualquiera  de  los  crímenes  especificado» 
en  el  número  que  antecede.  ■ 
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-3^  Lesiones  corporales  graves,  según  la  Ley  de  los  dos 
países. 

4“  Violación,  estupro,  rapto  y otros  atentados  contra  el  pu- 
dor, una  vea  que  se  dé  la  circunstancia  de  violencia,  poligamia. 

5*’  Ocultación,  sustracción  ó sustitución  de  menor;  usarpa- 
cion  del  estado  civil. 

6^  Kobo. 

Incendio  voluntario,  daño  en  los  caminos  de  hierro,  del 
cual  resulte  ó pueda  resultar  peligro  para  la  vida  de  los  pasa- 
jeros. 

8°  Peculado  ó malversion  de  fondos  públicos,  estelionato, 
abuso  de  confianza  ó sustracción  de  dinero,  fondos,  documen- 
tos y cualquier  títulos  de  propiedad  pública  ó particular  por 
personas  á cuya  custodia  estén  confiados  ó que  sean  asociadas 
ó empleadas  en  el  establecimiento  en  que  el  crimen  fue  co- 
metido. 

9"  Falsificación,  alteración,  importación,  introducción  y 
emisión  de  moneda  y papeles  de  crédito  con  curso  legal  en  los 
dos  países;  fabricación,  importación,  venta  y uso  de  instru- 
mentos con  el  fin  de  hacer  dinero  falso,  pólizas  ó cualesquier 
otros  títulos  de  la  Deuda  pública,  notas  de  los  Bancos  ó cua- 
lesquiera papeles  de  los  que  circulan  como  si  fuesen  moneda; 
falsificación  de  actos  soberanos,  sellos  de  correo,  estampillas, 
sellos,  timbres,  cunos  y cualesquiera  otros  sellos  del  Estado, 
y uso,  importación  y venta  de  esos  objetos,  falsificación  de  es- 
. crituras  públicas  ó particulares,  letras  de  cambio  y otros  títu- 
los de  comercio  y uso  de  esos  papeles  falsificados. 

10.  Baratería  y piratería,  comprendido  el  hecho  de  pose- 
sionarse alguno  del  buque  de  cuya  tripulación  hiciese  parte 
por  medió  de^fraude  ó violencia  contra  el  Capitán  ó quien  lo 
sustituyere;  abandono  de  la  embarcación  fuera  de  los  casos 
previstos  en  la  ley:  tráfico  de  esclavos. 

11.  Quiebra  fraudulenta;  perjurio  en  materia  criminal. 

12.  Reducción  de  persona  libre  á la  esclavitud. 

Unico.  Los  individuos  acusados  ó condenados  por  críme- 
nes á los  cuales  conforme  á la  legislación  de  su  nación  corres- 
ponde la  pena  de  muerte,  serán  entregados  únicamente  con  la 
cláusula  de  que  sea  dicha  pena  conmutada. 

Art.  4°  La  extradición  será  reclamada  por  la  vía  diplomá- 
tica, y no  podrá  ser  concedida  sino  en  vista  de  la  copia  del 
auto  de  elevación  á plenario  (despacho  de  pronuncia),  ó de  la 
sentencia  condenatoria  sacada  de  los  autos , de  conformidad 
con  las  leyes  del  Estado  reclamante. 

Estos  documentos  irán,  siempre  que  fuere  posible,  acom- 
pañados de  las  señas  particulares  del  acusado  ó condenado,  y 
de  una  copia  del  texto  de  la  ley  aplicable  al  hecho  criminal 
que  le  es  imputado. 
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Art.  5°  En  casos  urgentes,  cada  uno  délos  dos  Gobiernos, 
tipoyado  en  sentencia  condenatoria,  auto  de  elevación  á pi«- 
nario  (despacho  de  pronuncia),  6 mandato  de  prisión,  podrá 
por  el  medio  más  expedito  pedir  y alcanzarla  prisión  del  coa-  ' 
denado  6 acusado  con  la  condición  de  presentar  con  la  breve- 
dad posible  el  documento  citado  en  la  instancia. 

Art.  6°  Si  dentro  del  plazo  de  tres  meses,  contados  desde 
el  día  en  que  el  acusado  ó condenado  fuese  puesto  á disposi- 
ción del  Agente  diplomático , éste  no  lo  hubiese  remitido  al 
Estado  reclamante,  se  les  dará  la  libertad  á dicho  acusado  ó 
condenado,  que  no  podrá  ser  de  nuevo  preso  por  el  mismo 
motivo. 

En  este  caso  los  gastos  serán  por  cuenta  del  Gobierno  que 
dirigió  la  instancia. 

Art.  7*^  Cuando  el  acusado  fuere  extranjero  en  los  dos  Es- 
tados contratantes,  el  Gobierno  que  debe  conceder  la  extradi- 
ción informará ,al  del  país  al  cual  pertenece  el  individuo  re- 
clamado de  la  demanda  de  extradición ; y si  este  último  Go- 
bierno reclamare  el  culpado  para  mandarlo  juzgar  por  sus 
Tribunales,  el  Gobierno  que  hubiere  recibido  la  instancia  po- 
drá á su  arbitrio  entregarlo  á la  nación  en  cuyo  territorio  co- 
metió  el  delito  ó á aquella  de  quien  fuere  súbdito. 

Art.  8“  Si  el  acusado  ó condenado  cuya  extradición  fuese 
pedida  en  conformidad  del  presente  Tratado  por  una  de  las 
partes  contratantes,  fuere  igualmente  reclamado  por  otro  ú 
otros  Gobiernos  en  virtud  de  crímenes  cometidos  en  sus  res-  • 
pectivos  territorios,  será  entregado  al  Gobierno  cuya  demanda 
nubiere  sido  primero  presentada,  ó tuviere  fecha  más  antigua, 
cuando  las  presentaciones  fueren  simultáneas. 

Art.  9*^  En  caso  alguno  se  concederá  la  extradición  por 
crímenes  políticos  ó por  hechos  que  tengan  conexión  con 
ellos. 

No  se  reputará  delito  político  al  hecho  que  tenga  relación 
con  él,  el  atentado  contra  ios  soberanos  de  los  dos  Estados  con- 
tratantes y los  miembros  de  sus  respectivas  familias,  cuando 
ese  atentado  constituyese  el  crimen  de  homicidio  y envenena- 
miento. 

Art,  10.  Los  individuos  cuya  extradición  hubiere  sido  con- 
cedida, no  podrán  ser  juzgados  ó castigados  por  crímenes  po- 
líticos anteriores  á la  extradición,  ni  por  hechos  que  tengan 
conexión  con  ellos,  ni  por  cualquier  otro  crimen  anterior  dis- 
tinto del  que  motivare  la  extradición,  salvo  si  fuere  de  los  de- 
clarados en  el  art.  3°  y hubiere  sido  perpetrado  posteriormente 
á la  celebración  de  este  Tratado. 

Art.  11  La  extradición  tampoco  será  concedida  cuando, 
según  la  Ley  del  país  en  que  el  criminal  estuviere  refugiado, 
se  hallare  prescrita  la  pena  ó acción  criminal.  i 
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Art,  12.  Si  el  individuo  reclamado  se  hallare  perseguido  ó 
detenido  en  el  país  en  donde  se  refugió  por  obligación  contrai- 
da con  persona  particular,  su  extradición  tendrá  sin  embargo 
lugar,  quedando  á voluntad  de  la  parte  perjudicada  hacer  va- 
ler sus  derechos  ante  la  Autoridad  competente. 

Art.  13.  Los  individuos  reclamados  que  se  hallasen  conde- 
nados ó procesados  por  crímenes  cometidos,  en  el  país  en  que 
se  refugiaron,  serán  entregados  despuós  de  la  sentencia  de- 
finitiva ó de  haber  cumplido  la  pena  que  les  hubiere  sido  im- 
puesta. 

Art.  14.  Serán  entregados  siempre  los  objetos  sustraídos  <5 
encontrados  en  poder  de  los  reos,  los  instrumentos  y utensi- 
lios de  que  se  hubieren  servido  para  la  perpetración  del  cri- 
men y cualquier  otra  prueba  de  convicción,  sea  que  se  realice 
la  extradición  ó deje  de  realizarse  por  muerte  ó fuga  del  cul- 
pado. 

Quedan,  sin  embarg'o,  reservados  los  derechos  de  tercero 
sobre  los  mencionados  objetos,  los  cuales  en  ese  caso  serán 
devueltos  sin  gasto  alguno  después  de  terminado  el  proceso. 

Art,  15.  Los  gastos  hechos  por  la  captura,  custodia,  manu- 
tención y trasporte  del  individuo  cuya  extradición  fuere  con- 
cedida, así  como  los  gastos  de  la  remisión  de  los  objetos  espe- 
cificados en  el  artículo  que  antecede,  serán  de  cuenta  de  los 
dos  Gobiernos  en  los  límites  de  sus  respectivos  territorios. 

Los  gastos  de  trasporte  por  mar  serán  por  cuenta  de  aque'l 
que  reclame  la  extradición, 

■ Art.  16.  Cuando  en  el  curso  de  una  causa  criminal  que 
no  sea  política  sojuzgare  necesario  la  deposición  de  testigos 
residentes  en  el  otro,  será  enviado  para  ese  fin  y por  la  vía 
diplomática  un  exhorto  ó interrogatorio  al  cual  se  dará  cum- 
plimiento, observándose  las  Leyes  del  Estado  en  donde  los 
testigos  fueren  examinados. 

Los  dos  Gobiernos  renuncian  á cualquier  reclamación  que 
tenga  por  objeto  la  restitución  de  los  gastos  que  resulten  del 
ampliamiento  del  exhorto,  siempre  que  no  se  trate  de  investi-- 
gaciones  criminales,  comerciales  ó médico-legales. 

Art.  17.  El  presente  Tratado  tendrá  vigor  por  cinco  años, 
contados  desde  el  dia  del  canje  de  las  ratificaciones,  y conti- 
nuará subsistiendo  pasado  ese  plazo  hasta  que  uno  de  los  dos 
Gobiernos  nodo  denuncie  con  anticipación  de  un  año. 

Será  ratificado  y las  ratificaciones  canjeadas  en  Rio  Janeiro 
con  la  posible  brevedad. 

En  fé  de  lo  cual,  nosotros  los  Plenipotenciarios  de  S.  M.  el 
Rey  de  España  y de  S.  A.  la  Princesa  Imperial,  Regente  del 
Brasil,  en  nombre  de  S.  M.  el  Emperador  el  Sr.  D.  Pedro  II, 
firmamos  este^Tratado  por  duplicado  y le  sellamos  con  nuestro 
sello. 
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Hecho  eu  Rio  Janeiro  á diez  j seis  del  mes  de  Marzo  del 
año  del  Nacimiento  de  Nueátro  Señor  Jesucristo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y dos. 

(L.  S.) — Firmado. — Dionisio  Moler ts. 

El  anterior  Convenio  ha  sido  ratificado  en  debida  forma  y 
las  ratificaciones  respectivas  han  sido  canjeadas  en  Rio  Janei- 
ro el  8 de  Junio  del  mismo  año  de  1872. 

Artículo  del  convenio  consular  entre  españa,  firmado  en  rio 

JANEIRO  EL  9 DE  FEBRERO  DE  í 863. 

Art.  12.  Los  Cónsules  generales,  Cónsules  y Vice-cónsu- 
les  podrán  hacer  arrestar  y enviar,  sea  á bordo,  sea  á su  país, 
los  marineros  y cualesquiera  otras  personas  que  formen  parte 
de  la  tripulación  de  los  buques  de  guerra  y de  comercio  de  su 
Nación  que  hubiesen  desertado  de  dichos  buques. 

■ A este  fin  deberán  dirigirse  por  escrito  á las  Autoridades 
locales  competentes  y justificar,  mediante  la  presentación  de 
los  registros  del  buque  ó del  rol  de  la  tripulación,  ó si  el  bu- 
que hubiese  partido  mediante  copia  auténtica  de  tales  docu- 
mentos, que  las  personas  que  reclaman  formaban  realmente 
parte  de  la  tripulación.  En  vista  de  esta  petición,  así  justifica- 
da, no  podrá  negarse  la  entrega  de  tales  individuos. 

Se  les  dará  además  toda  asistencia  y auxilio  para  buscar  y 
arrestar  á estos  desertores,  los  cuales  serán  reducidos  á prisión 
y estarán  mantenidos  en  las  cárceles  del  país  á petición  y ex- 
pensas de  los  mencionados  funcionarios,  hasta  que  encuentren 
Ocasión  de  hacerlos  partir. 

Esta  detención  no  podrá  durar  más  de  tres  meses,  al  cabo 
de  los  cuales,  mediante  previo  aviso  de  tres  dias  al  Cónsul, 
será  el  encarcelado  puesto  en  libertad  y no  se  le  podrá  volver 
á prender  por  el  mismo  motivo. 

Esto  no  obstante,  si  el  desertor  hubiese  cometido  algún  de- 
lito en  tierra,  la  extradición  sólo  se  verificará  después  que  el 
Tribunal  haya  dictado  su  sentencia  y ésta  haya  recibido  plena 
y entera  ejecución. 

Las  altas  Partes  contratantes  convienen  en  que  los  mari- 
neros y otros  individuos  de  la  tripulación,  súbditos  del  país  en 
que  se  verifique  la  deserción,  están  exceptuados  de  las  estipu- 
laciones del  presente  artículo.  . 


E&IPTO. 

Como  Vireinato  dependiente  de  Turquía,  los  Cónsules  ex- 
tranjeros han  disfrutado  en  Egipto  hasta  el  establecimiento  de 
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los  tribunales  mixtos  de  las  mismas  facultades  que  en  los  do* 
minios  del  Sultán. 

El  establecimiento  de  dichos  tribunales,  admitidos  única- 
mente como  ensayo  durante  cinco  años  por  las  Potencias  Eu- 
ropeas, ha  privado  á la  jurisdicción  consular  del  conocimiento 
de  los  siguientes  asuntos: 

EN  MATERÍA  CIVIL. 

De  los  negocios  contenciosos  entre  nacionales  y extran- 
jeros. 

De  las  acciones  en  materia  real  inmueble. 

EN  MATERIA  CRIMINAL. 

De  las  contravenciones  de  policía. 

De  los  delitos  cometidos  contra  los  individuos  de  los  Tribu- 
nales mixtos  y de  estos  individuos  eu  el  ejerdicio  6 con  motivo 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  así  como  de  los  delitos  cometi- 
dos directamente  contra  la  ejecución  de  las  sentencias  ó man- 
damientos de  justicia. 

En  su  consecuencia,  los  Cónsules  extranjeros,  y por  lo  tan- 
to los  españoles,  continúan  ejerciendo  en  los  demás  casos  las 
funciones  que  les  reconocen  las  capitulaciones. 

La  .Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  es  el  tribunal  de  alza- 
da respecto  del  tribunal  consular  español  en  el  Cairo. 


ESTADOS-UNIDOS  DE  AMERICA. 

Convenio  de  extradición  celebrado  entre  España  y los  Esta- 
dos-Unidos de  América  y firmado  en  Madrid  en  5 de  Eneró 
de  1877. 

S.  M.  el  Rey  de  España  por  una  parte  y por  otra  los  Esta- 
dos-Unidos de  América;  habiendo  juzgado  convenientemente 
para  la  mejor  administración  de  justicia  y para  prevenir  .el 
crimen  en  sus  respectivos  territorios  y jurisdicciones,  que  las 
personas  acusadas  ó convictas  de  los  crímenes  que  más  ade- 
lante se  especificarán  y que  hayan  escapado  á la  acción  de  la 
justicia,  sean  recíprocamente  entregadas  en  determinadas  cir- 
cunstancias, han  resuelto  ajustar  un  Convenio  con  dicho  ob- 
jeto y han  nombrado  como  Plenipotenciarios,  . 

S.  M,  el  Rey  de  España  al.  Exorno.  vSr.  D.  Fernando  Cal- 
derón y Coilantes,  su  Ministro  de  Estado,  Caballero  Gran 
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Cruz  de  la  Real  y distiftguida  Orden  de  Cárlos  III,  de  las  dé 
Leopoldo  de  Austria  y de  Bélgica,  de  la  de  Nuestro  Señor 
Jesucristo  de  Portugal,  del  Salvador  de  Grecia, "del  Santo  Se- 
pulcro y del  Nishan  Iftijar  de  Túnez, 

Y el  Presidente  de  los  Estados-Unidos  al  señor  Caleb-Cus^ 
hing,  Plnviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  dé 
los  Estados-Unidos  cerca  del  Gobierno  de  España;  quienes, 
después  de  haberse  comunicado  sus  respectivos  plenos  poderes 
y hallándolos  en  bueña  y debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

Artículo  U El  Gobierno  de  España  y el  Gobierno  de  los 
Estados-Unidos  convienen  en  entregar  á la  Justicia,  á petición 
uno  de  otro,  hecha  con  arreglo  á lo  que  en  este  Convenio  se 
dispone,  á todos  los  individuos  acusados  ó convictos  de  cua- 
lesquiera de  los  crímenes  especificados  en  el  art.  2“  de  este 
Convenio,  cometidos  dentro  de  la  jurisdicción  de  una  délas 
Partes  contratantes,  siempre  que  dichos  individuos  estuvieren  ' 
dentro  de  dicha  jurisdicción  al  tiempo  de  cometer  el  crimen,  y 
que  busquen  asilo  ó sean  encontrados  en  el  territorio  de  la 
otra,  con  tal  que  dicha  entrega  teñga  lugar  únicamente  erí 
virtud  de  las  pruebas  de  criminalidad  que,  coilforme  á las 
Leyes  del  país  en  que  el  fugitivo  ó acusado  se  encuentre,  jus- 
tificasen su  detención  y enjuiciamiento  si  el  crimen  ó delito  se 
hubiese  cometido  allí. 

Art.  2*^  Según  lo  dispuesto  en  este  Convenio,  serán  entre- 
gados los  individuos  acusados  ó convictos  de  cualquiera  de  los 
crímenes  siguientes : 

U Asesinato,  incluso  los  crímenes  designados  con  los  nom- 
bres de  parricidio,  homicidio,  envenenamiento  é infanticidio. 

2°  El  conato  de  asesinato. 

3®  Plstupro  ó violación. 

4°  Incendio, 

5^^  Piratería  ó motín  á bordo  de  los  buques,  cuando  la  tri- 
pulación ú otras  personas  á bordo,  ó una  parte  de  ellas,  se 
hayan  apoderado  del  barco  por  fraude  <5  violencia  contra  el 
Capitán. 

6®  Robo,  entendiéndose  como  tal  el  acto  de  allanar  la  casa 
de  otro  de  noche  y entrar  en  ella  con  intención  de  cometer  un 
crimen. 

7*^  Allanamiento  de  las  oficinas  del  Gobierno  y Autorida- 
des públicas  6 de  Bancos  y casas  de  banca,  ó de  Cajas  dé 
Ahorros,  Cajas  de  Depósito  o de  Compañías  de  -Seguros,  con 
intención  de  cometer  un  crimen.  _ ^ 

8”  Robo,  entendiéndose  por  tal,  la  sustracción  de  bienes  6 
dinero  de  otro,  con  violencia  d intimidación. 

9°  Falsificación  ó expendicion  de  documentos  falsificados. 

10.  Falsificación  y suplantación  de  actos  oficiales,  del  Go-. 
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bierüo  ó de  la  Autoridad  pública,  inclusos  los  Tribunales  de 
justicia,  ó la  expendiciou  ó uso  fraudulento  de  los  mismos. 

11.  La  falsificación  de  moneda  falsa,  bien  sea  ésta  metáli- 
ca ó en  papel,  títulos  ó cupones  falsos  de  la  Deuda  pública, 
billetes  de  Banco  ú otros  valores  públicos  de  crédito,  de  sellos, 
de  timbres,  cuños  y marcas  falsas  de  Administraciones  del  Es- 
tado o públicas,  y la  expendicion,  circulación  ó uso  fraudu- 
lento de  cualquiera  de  los  objetos  arriba  mencionados. 

12.  La  sustracción  de  fondos  públicos,  cometida  dentro  de 
la  jurisdicción  de  una  ú otra  parte  por  empleados  públicos  ó 
depositarios. 

13.  El  hurto  cometido  por  cualquiera  persona  ó personas 
asalariadas  en  detrimento  de  sus  principales  6 amos,  cuando 
este  crimen  esté  castigado  con  pena  infamante. 

14.  Plagio,  entendiéndose  por  tal  la  detención  de  persona 
o jiersonas  para  exigirles  dinero  ó para  otro  cualquiera  fin  ilí- 
cito. 

Art.  3°  Las  estipulaciones  de  este  Convenio  no  dan  dere- 
cho á reclamar  la  extradición  por  ningún  crimen  ó delito  de 
carácter  político,  ni  por  actos  relacionados  con  ios  mismos ; y 
ninguna  persona  entregada  por  ó á cualquiera  de  las  Partes 
contratantes,  en  virtud  de  este  Convenio,  podrá  ser  juzgada  6 
castigada  por  crimen  ó delito  alguno  político,  ni  por  actos  que 
tengan  con  ellos  conexión  y hayan  sido  cometidos  ántes  de  la 
extradición. 

Art.  4*^  No  procederá  la  entrega  de  persona  alguna  en  vir- 
tud de  este  Convenio,  por  cualquier  crimen  ó delito  cometido 
con  anterioridad  al  canje  de  las  ratificaciones  del  mismo,  y 
nadie  podrá  ser  juzgado  por  otro  crimen  6 delito  que  el  que 
motivó  su  extradición,  á no  ser  que  el  crimen  sea  de  los.  espe- 
cificados en  el  art.  2°  y se  haya  cometido  con  posterioridad  al 
canje  de  las  ratificaciones  del  Convenio. 

Art.  5®  El  criminal  evadido  no  será  entregado,  con  arreglo 
á las  disposiciones  del  presente  Convenio,  cuando  por  el  tras- 
curso del  tiempo  ó por  otra  causa  legal,  con  arreglo  á las  le- 
yes del  punto  dentro  de  cuya  jurisdicción  se  cometió  el  crimen, 
el  delínenente  se  halle  exento  de  ser  procesado  ó castigado 
por  el  delito  que  motiva  la  demanda  de  extradición. 

Art.  6°  Si  el  criminal  evadido,  cuya  entrega  puede  recla- 
marse con  arreglo  á las  estipulaciones  del  presente  Convenio 
se  halla  actualmente  enjuiciado,  libre  con  fianza  ó preso  rpor 
cualquier  delito  cometido  en  el  país  en  que  buscó  asilo  ó haya 
sido  condenado  por  el  mismo,  la  extradición  podrá  demorarse 
basta  tanto  que  terminen  las  actuaciones  y el  criminal  sea 
puesto  en  libertad  con  arreglo  á derecho. 

Art.  7°  Si  el  criminal  fugado  reclamado  por  una  de  las  Par- 
. tes  contratantes  fuera  reclamado  á la  vez  por  uno  ó más  Gobier- 
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^os,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  Tratados,  por  crímenes  co- 
metidos dentro  de  sus  respectivas  jurisdicciones,  dicho  delin- 
■cuente  será  entregado  con  preferencia  al  que  primero  haya 
presentado  la  demanda. 

Art.  8°  Ninguna  de  las  Partes  contratantes  aquí  citadas, 
estará  obligada  á entregar  á sus  propios  ciadadanos  ó súbditos 
vcn  virtud  de  las  estipulaciones  de  este  Convenio. 

Art.  9°  Los  gastos  de  captura,  detención,  interrogatorio  y 
trasporte  del  acusado,  serán  abonados  por  el  Gobierno  que 
•haya  presentado  la  demanda  de  extradición. 

Art.  10.  Todo  lo  que  se  encuentre  en  poder  del  criminal 
.fugado,  al  tiempo  de  su  captura,  que  pueda  servir  de  compro- 
bante para  probar  el  crimen,  será,  en  cuanto  sea  posible,  en- 
tregado con  el  reo  al  tiempo  de  su  extradición.  Sin  embarg'o, 
se  respetarán  debidamente  los  derechos  de  tercero  con  respec- 
to á los  objetos  mencionados. 

Art.  11.  Las  estipulaciones  del  presente  Convenio  serán 
aplicables  á todas  las  posesiones  extranjeras  ó coloniales  de 
cualquiera  de  las  dos  Partes  contratantes. 

Las  diligencias  para  la  entrega  de  los  fugados  á la  acción 
de  Injusticia,  serán  practicadas  por  los  .respectivos  Agentes 
diplomáticos  de  las  Partes  contratantes.  En  la  eventualidad  de 
la  ausencia  de  dichos  Agentes  del  país  6 residencia  del  Gobier- 
no, 6 cuando  se  pida  la  extradición  desde  una  posesión  colo- 
nial de  una  de  las  Partes  contratantes,  la  reclamación  podrá 
hacerse  por  los  funcionarios  superiores  consulares. 

Dichos  Representantes  ó funcionarios  superiores  consulares 
serán  competentes  para  pedir  y obtener  un  mandamiento  ú 
orden  preventiva  de  arresto  contra  la  persona  cuya  entrega  se 
solicita;  y en  su  virtud  los  Jueces  y Magistrados  de  ambos 
Gobiernos  tendrán  respectivamente  poder  y autoridad,  con 
queja  hecha  bajo  juramento,  para  expedir  una  drden  para  la 
captura  de  la  persona  inculpada,  á fin  de  que  él  ó-  élla  pueda 
ser  llevado  ante  el  Juez  ó Magistrado  para  que  pueda  conocer 
y tomar  en  consideración  la  prueba  de  su  criminalidad;  y,  si 
así,  con  debido  conocimiento,  resulta  la  prueba  suficiente  para 
sostener  la  acusación,  será  obligación  del  Juez  6 Magistrado 
-que  lo  examine,  certificar  esto  mismo  á las  correspondientes 
Autoridades  ejecutivas,  á fin  de  que  pueda  expedirse  la  órden 
para  la  entrega  del  fugado. 

Si  el  criminal  evadido-fuese  condenado  por  el  crimen  por 
el  que  se  pide  su  entrega,  se  dará  copia  debidamente  autoriza- 
da, de  la  sentencia  del  Tribunal  ante  el  cual  fuá  condenada. 

, Sin  embargo,  si  el  evadido  se  hallase  únicamente  acusado  de 
un  crimen,  se  presentará  una  copia  debidamente  autorizada 
del  mandamiento  de  prisión  en  el  país  donde  se  cometió  el  cri- 
men, y de  las  declaraciones  en  virtud  de  las  cuales  |Se  dicté 
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diclio  mandamiento,  con  la  inficiente  evidencia  6 prueba  que- 
se  juzgue  competente  para  el  caso. 

Art.  12.  Este  Convenio  continuará  en  vigor  desde  el  dia 
del  canje  de  las  ratificaciones;  pero  cualquiera  de  las  Partes 
puede  en  cualquier  tiempo  darlo  por  terminado,  avisando  á la 
otra  con  seis  meses  de  anticipación  su  intención  de  hacerlo  así. 

En  testimonio  de  lo  cual,  los  respectivos  Plenipotenciarios 
han  firmado  el  presente  Convenio  por  triplicado  j puesto  sus 
sellos. 

Hecho  en  la  villa  de  Madrid  por  triplicado,  en  español  y en 
inglés,  el  dia  5 de  Enero  de  1877. 

(L.  S. ).  — Firmado.  — Fernando  Calderón  y Collantes. — 
(L.  S.). — Firmado. — CaUh-Cushing . 

Este  Convenio  ha  sido  debidamente  ratificado,  y las  ratifi- 
caciones canjeadas  en  Washington  el  dia  21  de  Febrero  úl- 
timo. 
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Convenio  dp  extradición  celebrado  entre  España  y Francia,, 
ñrmado  en  Madrid  el  14  de  Diciembre  de  1877. 

S.  M.  el  Rey  de  España  y el  Presidente  de  la  República 
francesa,  deseando  asegurar  la  represión  de  delitos  graves  y 
ménos  graves,  han  resuelto  de  común  acuerdo  ajustar  un  nue- 
vo Convenio  que  sustituya  al  vigente  de  26  de  Agosto  de  1850, 
y han  nombrado  al  efecto  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

. S.  M.  el  Rey  de  España  á D.  Manuel  Silvela,  Caballero 
Gran  Cruz  de  la  Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  de  la 
Orden  del  Águila  Roja  de  Prusia,  de  la  de  Leopoldo  de  Bélgi- 
ca, de  la  de  Nuestra  Señora  de  la  Concepcien  de  Villaviciosa  de 
Portugal,  de  la  de  San  Olof  de  Suecia  y de  la  ^el  Nishan  Ifti- 
jar  de  Túnez,  su  Ministro  de  Estado. 

El  Presidente  de  la  República  francesa  al  Sr.  Juan  Bau- 
tista Alejandro  Damozoe,  Conde  de  Chaudordy,  Comendador 
de  la  Legión  de  Honor  de  Francia,  Caballero  Gran  Cruz  de  la 
Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  Gran  Cruz  de  la 
Orden  de  Danebrog,  etc.,  etc.,  etc.;  su  Embajador  cerca  de 
S.  M.  el  Rey  de  España. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  po- 
deres, hallados  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en 
los  artículos  siguientes : 

Art.  1®  Los  Gobiernos  Español  y Francés  se  obligan  á en- 
tregarse recíprocamente,  en  vista  de  la  demanda  que  uno  de 
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ambos  Gobiernos  dirija  al  otro,  con  la  sola  excepción  de  su» 
nacionales,  á los  individuos  refugiados  de  España  en  Francia 
ó en  las  Colonias  francesas,  6 de  Francia  y de  las  Colonias 
francesas  en  España,  perseguidos,  procesados  ó encausados,  6 
■ ' condenados  como  autores,  cómplices  ó encubridores,  por  los 
Tribunales  del  país  donde  se  cometió  la  infracción  por  los  de- 
litos graves  ó mónos  graves  consumados,  intentados  ó frustra- 
dos que  se  enumeran  en  el  artículo  siguiente. 

* Sin  embargo,  cuando  el  delito  grave  ó ménos  grave  que 
motiva  la  demanda  de  extradición  se  haya  cometido  fuera  del 
-territorio  del  Gobierno  reidamante,  se  podrá  dar  curso  á dicha 
demanda  si  la  legislación  del  país  á quien  se  reclama  autoriza 
la  formación  de  causa  por  iguales  infracciones  cometidas  fue- 
, ra  de  su  territorio. 

Art.  2^  Procederá  la  extradición  por  los  delitos  graves  o 
mónos  graves  siguientes : 

l'’  ET asesinato,  el  envenenamiento,  el  parricidio  y el  in- 
fanticidio, 

2°  El  homicidio. 

3*^  Las  amenazas  de  muerte  y de  incendio  cuando  hayan 
sido  hechas  por  escrito  y bajo  condición, 

d'*  Las  lesiones  y heridas  causadas  voluntariamente  con 
premeditación,  ó cuando  den  por  resultado  una  imposibilidad 
física  ó incapacidad  permanente  para  el  trabajo  personal,  la 
pérdida  ó la  privación  del  uso  absoluto  de  un  miembro,  de  un 
ojo  ó de  cualquiera  otro  órgano,  mutilación  grave  ó la  muerte 
sin  intención  de  causarla,  el  homicidio  por  imprudencia,  ne- 
gligencia, torpeza  ó falta  de  observancia  de  los  reglamentos. 

5®  El  aborto. 

6®  La  administración  voluntaria  y culpable,  aunque  sin 
intención  de  causar  la  muerte,  de  sustancias  que  pueden  oca- 
sionarla ó alterar  gravemente  la  salud. 

7®  El  rapto,  la  ocultación,  la  desaparición,  la  sustitución 
■ ó la  suposición  de  un  niño. 

8®  La  exposición  ó el  abandono  de  un  niño. 

9®  La  sustracción  de  menores. 

10.  La  violación. 

11.  El  atentado  contra  el  pudor  con  violencia, 

12.  El  atentado  contra  el  pudor  sin  violencia  en  la  persona 
ó con  ayuda  de  la  persona  de  un  niño  de  uno  ú otro  sexo,  me- 
nor de  13  años. 

13.  El  atentado  á las  buenas  costumbres,  excitando,  faci- 

litando ó favoreciendo  habitualmente  para  satisfacer  las  pasio- 
nes de  un  tercero,  la  mala  vida  ó la  corrupción  de  menores  de 
uno  ú otro  sexo.  _ " * 

14.  Los  atentados  á la  libertad  individual  y á la  inviolabi- 
lidad del  domicilio  cometidos  por  particulares. 
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15.  La  bigamia. 

16.  La  asociación  de  malhechores. 

17.  La  reproducción  furtiva  ó falsificación  de  efectos  pú- 
blicos 6 de  billetes  de  Banco,  títulos  públicos  6 privados;  la 
■emisión  ó circulación  de  dichos  efectos,  billetes  ó títulos  re  ■ 
producidos  furtivamente  ó falsificados;  la  falsificación  por  es- 
-crito  <3  en  despachos  telegráficos,  y el  uso  de  dichos  despa- 
chos, efectos,  billetes  ó títulos  reproducidos  furtivamente  fa- 
bricados ó falsificados. 

18.  La  fabricación  de  moneda  falsa,  comprendiendo  la  fal- 
sificación y la  alteración  de  la  moneda,  la  emisión  y el  hecho 
de  poner  en  circulación  la  moneda-falsificada  ó alterada. 

19.  La  reproducción  furtiva,  ó falsificación  de  sellos,  tim- 
bres, punzones  y marcas  de  fábricas;  el  uso  de  sellos,  timbres, 
punzones  y marcas  de  fábrica  reproducidos,  furtivamente  6 
falsificados,  y el  uso  culpable^  de  verdaderos  sellos,  timbres, 
punzones  y marcas  de  fábrica, 

20.  El  falso  testimonio,  el  soborno  de  testigos,  peritos  é 
intérpretes. 

21.  El  perjurio. 

22.  La  concusión  y malversación  de  caudales  cometidos 
por  funcionarios  públicos. 

23.  La  corrupción  de  funcionarios  públicos  y de  árbitros. 

24.  El  incendio  voluntario. 

25.  El  robo. 

26.  La  extorsión  con  fuerza,  violencias  ó intimidación. 

27.  La  estafa. 

28.  El  abuso  de  confianza, 

29.  Las  falsificaciones  de  sustancias  6 artículos  alimenti- 
-cios  ó medicinales  v de  bebidas  destinadas  á la  venta,  cuando 
dichas  falsificaciones  se  han  verificado  por  medio  de  mezclas 
extrañas  perjudiciales  á la  salud;  el  hecho  de  vender  ó de  po- 
ner á la  venta  mercancías  falsificadas  de  este  modo. 

30.  La  quiebra  fraudulenta. 

31.  La  destrucción  ó desviación  de  las  vías  férreas,  y en 
general  el  empleo  de  cualquier  medio  con  objeto  de  entorpe- 
jcerla  marcha  de  los  trenes  ó de  hacerlos  descarrilar. 

32.  La  destrucción  de  construcciones,  máquinas  de  vapor 
fi  aparatos  telegráficos. 

33.  La  destrucción  ó deterioro  de  sepulcros,  monumentos, 
objetos  de  arte,  títulos,  documentos,  registros  y otros  papeles. 

34.  La  destrucción,  deterioro  6 avería  de  géneros,  mercan- 
■cías  ú .otras  propiedades  muebles. 

35.  La  destrucción  6 devastación  de  cosechas  é plantas. 

36.  La  destrucción  de  instrumentos  de  Agricultura;  la  des- 
trucción ó envenenamiento  de  ganados  ó de  otros  animales 
-domésticos. 
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37.  La  oposición  por  -vías  de  hecho  á la  ejecución  ó con- 
fección de  trabajos  autorizado  por  el  poder  competente. 

33.  Crímenes  cometidos  en  la  mar. 

(a)  Todo  acto  de  pillaje  ó de  violencia  cometido  por  la  tri- 
pulación de  un  buque  france's  ó español  contra  otro  buque  es- 
pañol ó francés,  ó por  la  tripulación  de  un  buque  extranjero 
que  no  esté  habililado  en  regla,  contra  buques  españoles  6 
franceses  sus  tripulaciones  ó sus  cargamentos. 

(^)  El  acto  de  cualquier  individuo,  forme  ó no  parte  de  la 
tripulación  de  un  buque,  de  entregarlo  á los  piratas. 

(c)  El  acto  de  cualquier  individuo,  forme  ó no  parte  de  la 
tripulación  de  un  buque,  de  apoderarse  del  mismo  por  frude  6 
violencia. 

(d)  Destrucción,  sumersión,  variamiento  é' pérdida  de  un 
buque  con  intención  culpable. 

(e)  Sublevación  por  dos  é más  personas  á bordo  de  un  bu- 
que en  la  mar  contra  la  Autoridad  del  Capitán  ó del  Patrón. 

Se  comprende  en  las  calificaciones  anteriores  las  tentati- 
vas, cuando  están  previstas  por  las  legislaciones  de  ambos 
países. 

La  extradición  se  llevará  á cabo  en  los  casos  anterior- 
mente previstos:  ' ' 

V*  Respecto  de  los  sentenciados  en  juicio  ordinario  ó en  re- 
beldía, cuando  el  total  de  la  pena  impuesta  sea  lo  ménos  de 
un  mes  de  prisión. 

2®  Respecto  de  los  procesados,  cuando  el  máximuu  de  la 
pena  aplicable  al  hecho  que  les  acrimina  sea  lo  ménos  de  dos 
años  de  prisión,  según  la  lej  del  país  reclamante,  ó de  una 
pena  equivalente,  ó cuando  el  procesado  haya  sido  condenado 
á una  pena  criminal  ó á una  prisión  de  más  de  un  año;  y en 
España  por  los  hechos  considerados  como  delitos  ménos  gra- 
ves, cuando  el  total  de  las  penas  impuestas  exceda  de  dos 
años  de  privación  de  libertad. 

En  todos  los  casos  y delitos  más  tí  ménos  graves  no  se  ve- 
rificará la  extradición  sino  cuando  el  hecho  semejante  sea  pe- 
nable con  arreglo  á la  legislación  del  país  á quien  se  dirija  la 
demanda.  ' 

Art.  3®  No  será  entregada  persona  alguna  sentenciada  ó 
procesada  si  el  delito  por  que  se  pide  la  extradición  está  con- 
siderado por  la  parte  de  quien  se  reclame  como  delito  político, 
tí  como  hecho  conexo  con  semejante  delito. 

Art.  4°  La  demanda  de  extradición  deberá  entablarse  siem- 
pre por  la  vía  diplomática. 

Art.  5°  Se  concederá  la  extradición  mediante  presentación 
de  un  mandamiento  de  prisión  expedido  contra  el  individuo 
reclamado,  de  cualquiera  otra  providencia  que  tenga  al  ménos 
la  misma  fuerza  que  dicho  mandamiento,  y expresando  igual- 
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mente  la  naturaleza  y g'ravedad  de  los  hechos  que  se  persí- 
g'uen,  así  como  la  disposición  penal  aplicable  á los  mismos. 

A esos  documentos  acompañarán , en  cuanto  sea  posible, 
las  señas  personales  del  individuo  reclamando,  y una  copia 
del  testo  de  la  ley  penal  aplicable  al  hecho  acriminado. 

Art.  6°  En  el  caso  de  urgencia  se  procederá  á la  detención 
preventiva  en  vista  del  aviso  trasmitido  por  el  correo  ó por  el 
telégrafo  de  existir  un  mandamiento  de  prisión , siempre  con 
la  condición  de  que  este  aviso  se  comunique  en  regla  por  la 
vía  diplomática  al  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  del  país 
donde  se  encuentre  refugiado  el  presunto  reo. 

La  detención  del  extranjero  se  efectuar^  en  la  forma  y 
según  las  reglas  establecidas  por  la  legislación  del  Gobierno  á 
quien  se  pida. 

Art.  7“  El  extranjero  detenido  preventivamente  con  arreglo 
á lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  será  puesto  en  libertad 
si  en  el  plazo  de  un  mes  después  de  su  detención  no  recibe 
notificación  de  uno  de  los  documentos  mencionados  en  el  ar^ 
tículo  5“  del  presente  Convenio. 

Art.  8®  Cuando  proceda  la  extradición,  todos  los  objetos 
aprehendidos  que  puedan  servir  para  probar  el  delito,  así 
como  los  procedentes  del  robo,  serán,  según  lo  dispóngala 
autoridad  competente,  entregados  á la  Potencia  reclamante, 
bien  se  verifique  la  extradición  por  haber  sido  detenido  el 
procesado,  bien  no  pueda  efectuarse  por  haberse  fugado  de 
nuevo  6 fallecido  el  acusado  ó culpable.  Esta  entrega  com- 
prenderá igualmente  todos  los  objetos  que  el  procesado  hubie- 
se ocultado  ó depositado  en  el  país  y que  posteriormente  se 
descubriesen.  Quedan  reservados,  sin  embargo,  los  derechos 
que  un  tercero  no  complicado  en  la  causa  pueda  haber  adqui- 
rido sobre  los  objetos  indicados  en  el  presente  artículo, 

Art.  9*^  Si  elindivíduo  reclamado  se  hallase  procesado  ó 
sentenciado  por  una  infracción  cometida  en  el  país  donde  se 
hubiese  refugiado,  podrá  retrasarse  su  extradición  hasta  que 
se  desista  de  la  causa , ó el  procesado  sea  absuelto  ó haya 
cumplido  su  pena. 

En  caso  de  que  fuera  perseguido  y detenido  en  el  mismo 
país  por  efecto  de  obligaciones  que  hubiese  contraido  Con 
particulares,  su  extradición  se  efectuará,  sin  embargo,  á re* 
serva  de  que  la  parte  perjudicada  pueda  ejercitar  sus  derechos 
ante  la  Autoridad  competente. 

Art.  10.  -El  individuo  que  fuese  entregado  no  podrá  ser  , 
perseguido  ni  juzgado  enjuicio  ordinario  por  otra  infracción 
que  no  sea  lo  que  motivó  la  extradición,  á ménos  que  conste 
el  consentimiento  expreso  y voluntario,  dado  por  el  acusado  y 
comunicado  al  Gobierno  que  lo  entregó. 

Art.  11.  Podrá  negarse  la  extradición  si  después  de  los 
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hechos  imputados,  la  última  providencia  del  proceso  ó la  sen- 
tencia condenatoria  se  adquiriese  la  prescripción  de  la  pena  6 
de  la  acción,  según  las  leyes  del  país  en  que  el  procesado  se 
hubiese  refugiado,  ó si  los  hechos  acriminados  han  sido  objeto 
de  una  amnistía  ó de  un  indulto. 

Art.  12.  Los  gastos  ocasionados  por  la  captura,  detención 
custodia,  alimentación  de  los  procesados  y el  trasporte  de  los 
objetos  mencionados  en  el  art.  8"  del  presente  Convenio  al  sitio 
en  que  ha  de  verificarse  la  entrega,  serán  sufragados  por  el 
Estado  en  cuyo  territorio  se  haya  efectuado  la  captura  de  los 
presuntos  reos. 

Art.  13.  Cuando  en  la  tramitación  de  una  causa  criminal 
no  política  uno  de  los  dos  Gobiernos  juzgase  necesario  oir  á 
testigos  domiciliados  en  el  otro  Estado,  se  librará  al  efecto  un 
exhorto  por  la- vía  diplomática,  que  se  cumplimentará  por  los 
funcionarios  competentes,  observando  las  leyes  del  país  en  que 
deba  verificarse  la  audición  de  testigos. 

Sin  embargo,  los  exhortos  en  que  se  trate  de  efectuar  una 
visita  domiciliaria  ó la  aprehensión  del  cuerpo  del  delito  ó de 
documentos  de  prueba  no  serán  cumplimentados  sino  por  uno 
de  los  hechos  enumerados  en  el  art.  2'^  del  presente  Tratado, 
y con  la  reserva  consignada  en  el  párrafo  segundo  del  art.  8® 
del  mismo. 

Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  á toda  reclamación 
que  tenga  por  objeto  el  reintegro  de  los  gastos  que  resulten 
por  el  cumplimiento  de  los  exhortos,  áun  en  el  caso  de  que  se 
trate  de  un  juicio  pericial,  con  tal  de  que  sin  embargo  dicho, 
juicio  no  ocasione  más  de  una  vacación. 

No  se  admitirá  reclamación  alguna  por  los  gastos  de  todas 
las  providencias  judiciales  dictadas  de  oficio  por  los  Magistra- 
dos de  cada  país  para  el  castigo  ó comprobación  de  delitos  co- 
metidos en  su  territorio  por  un  extranjero  que  después  fuese 
perseguido  en  su  patria,  conforme  á los  artículos  5“  y 6®  del 
Código  francés.  Instrucción  criminal,  y á la  Ley  española  de 
15  de  Setiembre  de  1870. 

Art.  14.  Las  simples  notificaciones  de  autos,  providencias 
judiciales  reclamados  por  la  Autoridad  judicial  de  uno  de  los 
países  en  asunto  nopolítico,  se  harán  átodo  individuo  residen- 
te en  el  territorio  del  otro  país  sin  comprometer  la  respon.sabi- 
lidad  del  Estado,  que  se  limitará  á asegurar  su  autenticidad. 

Al  efecto,  el  documento  remitido  diplomáticamente  ó direc- 
tamente al  Ministerio  público'  del  lugar  de  la  residencia  será 
notificado  á la  persona  á quien  va  dirigido  por  medio  de  la  Au- 
toridad competente,  que  devolverá  al  Magistrado  que  lo  expi- 
dió Gou  su  V.®  B.°,  el  original,  certificando  haberse  hecho  la 
notificación. 

Art.  15.  Si  en  una  causa  criminal  no  política  fuese  nece- 
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saria  la  comparecencia  personal  de  un  testigo,  el  Gobierno  del 
país  en  que  resida  le  instará  para  que  acuda  á la  invitación 
que  se  lo  haga.  En  este  caso  se  le  abonarán  los  gastos  de  viaje 
y de  estancia,  calculando  desde  el  punto  de  su  residencia  con 
arregdo  á las  tarifas  y reglamentos  vigentes  en  el  país  en  que 
ha  de  ser  oido:  podrá,  á petición  suya  y por  medio  de  los  Ma- 
gistrados de  la  residencia,  anticipársele  el  todo  ó una  parte  de 
los  gastos  de  viaje,  que  serán  después  reintegrados  por  el  Go- 
bierno interesado. 

Ningún  testigo,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  que 
citado  para  uno  de  los  dos  países  compareciese  voluntaria- 
mente ante  los  Jueces  del  otro  país  podrá  ser  perseguido  ó de- 
tenido por  hechos  ó sentencias  condenatorias  anteriores,  ni  á 
pretexto  de  complicidad  en  los  hechos  objeto  del  proceso  en 
que  figure  como  testigo. 

Art,  16.  Queda  formalmente  estipulado  que  la  extradición 
por  vía  de  tránsito  por  el  territorio  de  una  de  las  Partes  con- 
tratantes de  un  individuo  entregado  á la  otra  se  concederá  por 
simple  exhibición  en  original  ó en  copia  certificada  de  uno  de 
los  autos  del  procedimiento  mencionados  en  el  art.  5°,  con  tal 
que  el  hecho  que  sirva  de  baso  á la  extradición  esté  compren- 
dido en  el  presente  Tratado  y no  se  refiera  á las  excepciones 
de  los  arts.  3°  v 11. 

Art.  17.  Las  estipulaciones  del  presente  Tratado  son  apli- 
cables á las  colonias  y á las  posesiones  de  las  dos  altas  partes 
contratantes,  donde  se  procederá  en  la  forma  siguiente: 

La  demanda  de  extradición  del  malhechor  que  se  haya  re- 
fugiado en  una  colonia  6 posesión  extranjera  de  una  de  ambas 
Partes,  será  presentada  al  Gobernador  ó funcionario  principal, 
de  dicha  colonia  ó posesión,  por  el  principal  Agente  consular 
de  la  otra  en  la  misma  colonia  é posesión,  ó si  el  fugitivo  se 
hubiese  evadido  de  una  colonia  ó posesión  extranjera  de  la 
Parte  en  cuyo  nombi‘e  se  pide  la  extradición  por  el  Goberna- 
dor ó por  el  funcionario  principal  de  la  referida  colonia  é po- 
sesión. 

Las  demandas  serán  presentadas  y admitidas,  ajuarándose 
tan  exactamente  como  sea  posible  á las  estipulaciones  de  este 
Tratado,  y teniendo  en  cuenta  la  distancigi  y la  organización, 
de  los  poderes  locales  por  el  Gobernador  ó primer  funcionario, 
que  sin  embargo  tendrá  la  facultad,  ó de  conceder  la  extradi- 
ción, ó de  consultar  á su  Gobierno. 

Art.  18.  El  presente  Convenio,  q^ue  sustituye  al  de  26  de 
Agosto  de  1850,  empezará  á estar  en  vigor  á los  treinta  dias 
de  haberse  canjeado  las  ratificaciones. 

Continuará  vigente  hasta  que  haya  trascurrido  un  año,  á 
contar  desde  el  dia  en  que  una  de  las  dos  altas  Partes  contra- 
tantes hubiesen  declarado  querer  que  cesasen  sus  efectos. 
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Este  Convento  será  ratificado,  y las  ratificaciones  se  can- 
jearán  cuanto'áñtes  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  respectivos  han  fir- 
mado el  presente  Convenio  que  han  sellado  con  el  sello  de  su& 
armas. 

Hecho  en  Madrid  el  .14  de  Diciembre  de  1877. — (L,  S.)^ 
(Firmado.)—  Manuel  Süvela,  ~ (L.  S.)  — (Firmado.)  — Chau- 
dordy. 

Este  Convenio  ha  sido  debidamente  ratificado , y las  rati- 
ficaciones canjeadas  en  Madrid  el  dia  25  del  presente  mes  de 
Junio  de  1878. 


Acuerdo  celebrado  por  medio  de  notas  entre  España  y Francia  , 

PARA  la  mutua  entrega  DE  ARMAMENTOS,  CABALLOS  Y PRENDAS  MI- 
LITARES DE  LOS  DESERTORES  DE  LAS  TROPAS  DE  AMBOS  ESTADOS,  PUES- 
TO EN  EJECUCION  DESDE  1®  D&  AgOSTO  DE  1861. 

Artículo  P El  Gobierno  de  España  accederá  á la  reclama- 
ción del  de  Francia  para  que  se  le  entreguen  los  objetos  mi- 
litares ó de  guerra  que  los  desertores  de  las  tropas  de  Fran- 
cia lleven  consigo  á España;  y el  Gobierno  de  Francia  acce- 
derá á la  reclamación  del  de  España,  para  que  se  le  entreguen 
los  objetos  militares  ó de  guerra  que  los  desertores  de  las  tro- 
pas de  España  lleven  consigo  á Francia. 

Art.  2°  Se  entenderán  por  objetos  militares  6 de  guerra  . 
para  tal  efecto:  las  armas  de  ordenanza,  el  correaje  y los  acce- 
sorios de  éllas,  los  caballos,  su  montura  y los  arreos. 

Los  tambores,  las  cornetas  y los  demás  instrumentos  de  las 
bandas  de  música. 

Las  prendas  mayores  (de  grand  equipement) ^ siempre  que  no 
fueren  materialmente  necesarias  para  cubrir  la  desnudez  del 
desertor,  entendiéndose  por  prendas  mayores  las  consideradas 
como  tales  en  los  reglamentos  respectivos  de  cada  nación. 

Art.  3°  Quedan  exceptuadas  las  prendas  mejores  siempre, 
y las  mayores  en  el  caso  expresado,  dejándolas  al  desertor 
paraju  uso. 

Art.  4®  El  Gobierno  del  Estado  en  que  so  aprehenda  al 
desertor,  lo  manifestará  inmediatamente  por  la  vía  diplomática 
al  Gobierno  del  otro  Estado.  Al  hacerlo,  expresará  el  nombre 
y las  señas  del  desertor  y el  cuerpo  de  tropa  á que  ha  perte- 
necido; enviará  un  inventario  de  los  objetos  militares  <5  de 
guerra  que  haya  llevado  consigo  y puedan  ser  aún  de  uso,  y 
otro  de  los  destrozados  y deteriorados,  así  como  la  enumera- 
ción de  las  prendas  menores  6 mayores  que  deban  dejarse  al 
desertor  para  su  uso. 

Art.  5”  Cuando  el  Gobierno,  de  cuyas  tropas  proceda  el 
desertor,  reclame  estos  objetos  militares  6 de  guerra  sujetos  á 
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la  entrega,  le  serán  entregados  en  Ainhoa  (3  la  Junquera,  si 
fuese  el  de  España;  en  ürdoz  ó Perpignan,  si  fiera  el  de 
Francia;  para  lo  cual  serán  depositados  en  la  habitación  del 
Comandante  de  Armas,  si  le  hubiese  en  estos  puntos,  ó si  no, 
en  los  del  jefe  de  la  Guardia  civil  española  ó del  Jefe  de  la 
Gendarmería  francesa. 

6°  El  Gobierno  aprehensor  satisfará  los. gastos  que  se  hi- 
cieren para  la  conducción  de  ellos,  hasta  los  mencionados 
puntos  de  depósito;  el  reclamante,  los  que  desde  estos  puntos 
se  causen. 

Art.  El  Gobierno  reclamante  satisfará  al  aprehensor 
todos  los  gastos  que  desde  la  aprehensión  hubiese  causado  la 
manutención  do  los  caballos. 

Está  conforme  con  la  nota  original  del  acuerdo  que  fué 
puesto  en  ejecución  por  mutua  Convenio*',  desde  P de  Agosto 
de  1861: 

Artículo  correspondiente  al  Convenio  entre  España  y Francia,  para 

FIJAR  los  DERECirOS  CIVILES  DE  LOS  RESPECTIVOS  SÚBDITOS  Y LAS  ATRI- 
BUCIONES DE  LOS  Agentes  consulares  destinados  á prütejerlos, 

FIRMADO, EN  MaDRID  EL  7 DE  EnEHO  DE  1861. 

Art.  25.  Los  Cónsules  generales,  Cónsules  j Vicecónsules 
<5  Agentes  consulares,  podrán  hacer  arrestar  y enviar,  sea  á 
bordo,  sea  á su  país  los  marinei'os  y cualquiera  otra  persona 
que  forme  parte  de  la  tripulación  de  los  buques  mercantes  dé 
su  nación  que  hubiesen  desertado  de  los  mismos. 

A este  fin  deberán  dirigirse  por  escrito  á las  Autoridades 
locales  competentes,  y justificar,  mediante  la  presentación  del 
rol  del  buque  ó de  un  extracto  de  este  documento,  ó mediante 
copia  auténtica  del  mismo,  si  el  buque  hubiese  partido,  que 
las  personas  que  se  reclaman  formaban  realmente  parte  de  la 
tripulación.  En  vista  de  esta  petición,  así  justificada,  no  po- 
drá negarse  la  entrega  de  tales  individuos.  Se  dará  además  á 
dichos  Agentes  consulares  teda  asistencia  y auxilio  para  bus- 
car y arrestar  á estos  desertores,  los  cuales  serán  reducidos  á 
prisión,  y estarán  mantenidos  en  las  cárceles  del  país,  á peti- 
ción y á expensas  del  Cónsul  ó Vicecónsul,  hasta  que  éste 
encuentre  ocasión  de  hacerlos  regresar  á su  patria. 

Este  arresto  no  podrá  durar  más  de  tres  meses,  pasados  los 
cuales,  mediante  aviso  al  Cónsul  con  tres  dias  de  anticipación, 
será  puesto  en  libertad  el  arrestado,  y no  se  le  podrá  volver  á 
prender  por  el  mismo  motivo. 

Esto  no  obstante,  si  el  desertor  hubiese  cometido  algún 
delito  en  tierra,  podrá  la  autoridad  local  diferir  la  extradición 
hasta  qne  el  Tribunal  haya  dictado  su  sentencia,  y ésta  haya 
recibido  plena  y entera  ejecución. 
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Las  altas  Partes  coütrataates,  convienen  en  qne  los  mari- 
neros y otros  individuos  de  ia  tripulación,  súbditos  del  país  en 
■que  tenga  lugar  la  deserción,  están  exceptuados  de  las  esti  - 
pulaciones  del  presente  artículo. 


GRAN  BRETAÑA. 


Convenio  de  extradición  celebrado  entre  España  y la  Gran 
Bretaña  en  4 de  Junio  de  1878. 

\ 

S.  M.  el  Rey  de  España  y S M.  la  Reina  del  Reino  Unido 
de  la  Gran  Bretaña  é Irlanda,  habiendo  juzgado  conveniente, 
á fin  de  contribuir  á la  mejor  administración  de  la  Justicia  y 
y á la  prevención  del  crimen,  que  las  personas  acusadas  ó seu- 
tenciadas  por  los  crímenes  ó delitos  más  abajo  enumerados,  y 
fugitivas  de  la  Justicia,  sean  recíprocamente  entregadas  en 
determinadas  circunstancias,  han  resuelto  estipular  el  pre- 
sente Tratado,  y nombrado  por  su  Plenipoteciarios,  á saber: 

S.  M.  el  Rey  de  España  á D.  Manuel  Ranees  y Villanueva, 
Marqués  de  Casa-Laiglesia,  Senador  del  Reino,  Caballero 
Gran  Cruz  de  su  Real  y*  distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  y 
Caballero  de  primera  clase  de  la  Orden  Civil  de  Beneficencia 
de  España,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Orden  Pontificia  de 
^ San  Gregorio  el  Magno,  Caballero  de  primera  clase  de  la  Real 
Orden  del  Aguila  Roja  de  Prusia,  Gran  Cruz  de  las  Reales  Or- 
denes de  la  Corona  de  Italia,  de  Federico  de  Wurttemberg  y 
de  Alberfo  el  Valeroso  de  Sajonia,  de  las  Gran  Ducales  de 
Felipe  el  Magnánimo  de  Hesse  Darmstadt,  del  Halcón  Blanco 
de  Sajonia  Weimar  y de  la  Corona  de  Vandalia  de  Mecklem- 
burgo  Shwerin,  y de  la  Ducal  de  Adolfo  de  Nassau,  Gran  Cruz 
del  León  y el  Sol  de  Persia,  etc,,  etc.,  etc.,  su  Enviado  Ex- 
traordinario y Ministro  Plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  la 
Reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é Irlanda. 

S.  M.  la,,Reiua  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é Ir- 
landa al  muy  Honorable  Roberto  Arturo  Talbot  Gascoyne  Ce- 
cil,  Marqués  y Conde  de  Salisbury,  Vizconde  Granborne,  Dór- 
sot  y Barón  Cecil  de  Essendinc,  Par  del  Reino  Unido,  Miem- 
bro del  muy  Honorable  Consejo  privado  de  S.  M.  y su  princi- 
pal Secretario  de  Estado  para  los  Negocios  extranjeros. 

Quienes  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  pode- 
res respectivos  y de  hallarlos  en  buena  y debida  forma,  han 
convenido  en  los  artículos  siji'uientes; 

Art,  V S.  M.  el  Rey  de  España  se  obliga  á entregar  en  las 
circunstancias  y con  las  condiciones  estipuladas  en  el  presen- 
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te  Tratado,  todas  las  personas,  con  excepción  de  sus  propios 
súbditos,  y S.  M.  la  Reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña 
á Irlanda,  se  obliga  á entregar  en  las  mismas  circunstancias 
y con  las  mismas  condiciones,  todas  las  personas  que  habien- 
do sido  encausadas  ó sentenciadas  por  los  T*ribunales  de  una 
de  las  dos  altas  Partes  contratantes  por  los  crímenes  ó delitos 
enumerados  en  el  art.  2°,  y cometidos  en  su  territorio,  sean 
halladas  en  el  territorio  de  la  otra. 

Art.  2^^  Se  concederá  recíprocamente  la  extradición  por  los 
siguientes  crímenes  d delitos: 

F Asesinato,  parricidio,  infanticidio,  envenenamiento  ó 
tentativa  de  asesinato, 

2“  Homicidio. 

3°  Aborto. 

4”  V^iolacion. 

5°  Atentado  contra  el  pudor,  consumado  ó intentado  sobre 
persona  de  uno  ú otro  sexo  menor  de  doce  años. 

6°  Secuestro,  robo,  abandono,  exposición  ó retención  ile- 
gal de  niños. 

T Sustracción  de  menores. 

8°  Bigamia. 

9“  Heridas  ó lesiones  corporales  graves. 

10.  Desacato  ó violencia  contra  Autoridades,  Magistrados 
ó funcionarios  públicos. 

11.  Amenazas  verbales  ó escritas  con  intención  de  robar 
dinero  ó valores^. 

12.  Falso  testimonio  y soborno  de  testig-os,  peritos  6 in- 
térpretes. 

13.  Incendio  voluntario. 

14.  Hurto  y robo, 

15.  Abuso  de  confianza  ó defraudación  por  un  banquero, 
comisionista,  administrador,  tutor,  curador,  liquidador,  síndi- 
co, funcionario  público,  director,  miembro  ó empleado  de  una 
sociedad  ó por  cualquier  otra  persona, 

16.  lístafas,  ocultación  fraudulenta  de  dinero,  valores  ú 

objetos  muebles  y adquisición  de  los  mismos  con  conocimiento- 
de  que  han  sido  ilegalrúente  obtenidos.  ^ 

17.  (aj  Fabricación  y expendicion  de  moneda  falsa  ó al-- 
terada. 

(b)  Falsificación  de  documentos  ó,  empleo  de  los  mismos;^ 
falsificación  de  los  sellos  del  Estado,  punzones,  timbres  ó pa- 
pel sellado  ó empleo  de  sellos,  punzones  6 timbres  falsificados.  ' 
fe)  Fabricación  ilegal  de  instrumentos  para  la  falsifica- 
ción del  cuño  de  la  moneda. 

18.  Quiebra  fraudulenta. 

19.  Actos  cometidos  con  intención  de  poner  en  peligro  la. 
Tida'  de  los  viajeros  en  un  tren  de  camino  de  hierro. 
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20.  Destrucción  ó deterioro  de  cualquiera  propiedad  mue- 
ble é inmueble  penados  por  la  Ley. 

21.  Crímenes  que  se  cometan  en  la  mar. 

(a)  Piratería. 

(d)  Destrucción^  ó pérdida  de  un  buque  causada  intenciona- 
damente ó tentativa  y conspiración  para  dicho  objeto. 

(c)  Rebelión  ó conspiración  por  dos  ó más  personas  para 
rebelarse  contra  la  autoridad  del  Capitán  á bordo  de  un  buque 
en  alta  mar. 

22.  Trata  de  esclavos  con  arreglo  á las  leyes  de  cada  uno 
de  ambos  Estados  respectivamente. 

La  extradición  tendrá  también  lugar  por  complicidad  en 
cualquiera  de  los  crímenes  y delitos  enumerados  en  este  ar- 
tículo, con  tal  de  que  sea  punible  por  las  leyes  de  ambas  Par- 
tes contratantes. 

3”  El  presente  Tratado  será  aplicable  á los  crímenes  y de- 
litos cometidos  anteriormente  á su  celebración,  pero  en  ningún 
caso  podrá  la  persona  que  haya  sido  entregada,  en  virtud  de 
sus  estipulaciones,  ser  encausada  por  ningún  otro  crimen  6 
delito  cometido  en  el  país  que  la  reclama  que  aquél  por  el  cual 
se  concedió  Ja  extradición. 

Art,  4°  No  se  hará  la  entrega  de  persona  alguna  si  el  de- 
lito por  que  se  pide  su  extradición  es  de  carácter  político,  ó si 
dicha  persona 'prueba  á satisfacción  de  la  Autoridad  compe- 
tente del  Estado  donde  se  halla  que  la  demanda  de  entrega 
ha  sido  hecha  en  realidad  con  objeto  de  perseguirla  ó casti- 
garla por  un  delito  de  carácter  político. 

Art.  5”  En  los  Estados  de  S.  M.  el  Rey  de  España,  con  ex- 
cepción de  las  Provincias  ó posesiones  de  Ultramar,  el  proce- 
dimiento para  pedir  y obtener  la  extradición  será  el  siguiente: 

El  Representante  diplomático,  de  la  Gran  Bretaña  dirigirá 
al  Ministro  de  Estado,  con  la  demanda  de  extradición,  una  co- 
pia auténtica  y legalizada  de  la  sentencia  ó del  auto  de  prisión 
contra  la  persona  acusada,  estableciendo  claramente  el  crimen 
ó delito  por  el  cual  se  procede  contra  el  fugitivo. 

A este  documento  judicial  se  acompañarán,  si  es  posible, 
las  señas  de  la  persona  reclamada  y cualesquiera  otras  noti- 
cias ó datos  que  puedan  ser  útiles  para  identificarla.^ 

Estos  documentos  serán  comunicados,  por  el  Ministro  de 
Estado  al  de  Gracia  y Justicia,  por  cuyo  Ministerio,  después 
de  examinados  y de  reconocer  que  hay  lugar  á la  extradición, 
se  expedirá  una  Real  orden  concediéndola  y ordenando  el  ar- 
resto de  la  persona  reclamada  y su  entrega  á las  Autoridades 
británicas. 

En  virtud  de  dicha  Real  orden,  el  Ministro  de  la  Goberna- 
ción adoptará  las  medidas  oportunas  para  el  arresto  del  fugi- 
tivo/ y verificado  qne  sea,  será  éste  puesto  á disposición  del 
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Representante  diplomático  qae  pidió  su  extradición  y condu- 
cido hasta  el  puerto  de  mar,  donde  para  hacerse  cargo  de  él, 
se  halle  el  Comisionado  al  efecto  por  el  Gobierno  de  S.  M.  bri- 
tánica. 

En  el  caso  de  que  los  documentos  suministrados  por  este 
Gobierno  para  la  identificación  de  la  persona  reclamada,  ó de 
que  los  datos  obtenidos  por  las  Autoridades  españolas  con  el 
mismo  fin  se  considerasen  insuficientes,  se  dará  inmediato  avi- 
so de  ello  al  Representante  diplomático  de  la  Gran  Bretaña, 
quedando  detenida  la  persona  arrestada  hasta  que  el  Gobierno 
británico  haya  suministrado  nuevas  pruebas  para  establecer 
la  identidad  de  aquélla  ó para  esclarecer  cualquiera  otra  difi- 
cultad relativa  al  exámen  y resolución  del  asunto. 

Art.  6“  En  los  Estados  de  S.  M.  británica,  con  excepción 
de  las  Colonias  ó posesiones  extranjeras,  el  procedimiento  para 
pedir  y obtener  la  extradición,  será  el  siguiente; 

faj  En  el  caso  de  una  persona,  acusada,  la  demanda  será 
dirigida  al  principal  Secretario  de  Estado  de  S.  M,  británica 
para  los  Neg’ocios  extranjeros  por  el  Representante  diplomáti- 
co de  España.  A dicha  demanda  acompañará  un  auto  de  pri- 
sión ú otro  documento  judicial  equivalente,  expgidido  por  un 
Juez  ó Magistrado  competentemente  autorizado  para  conocer 
en  la  causa  formada  al  acusado  en  España,  y las  declaraciones 
hechas  con  arreglo  á las  leyes  ante  dicho  Juez  ó Magistrado 
manifestando  claramente  el  crimen  ó delito  de  que  se  le  acu- 
sa; y por  último,  si  es  posible,  las  señas  de  la  persona  recla- 
mada y cualesquiera  otros  datos  que  puedan  ser  útiles  para 
establ^ecer  su  identidad. 

Dicho  principal  Secretario  de  Estado,  trasmitirá  los  docu- 
mentos enunciados  al  principal  Secretario  de  Estado  de  ,S.  M. 
británicíi  para  los  negocios  interiores  (Home  Department), 
quien  por  una  órden  de  su  puño  y provista  de  su  sello  somete- 
rá la  demanda  de  extradición  á un  Magistrado  de  policía  de. 
Lóndres,  requiriéndole  que  expida,  si  liá  lugar,  un  mandato 
de  prisión  contra  la  persona  reclamada. 

Este  Magistrado  expedirá  el  ni  andamiento  requerido,  si  las 
pruebas  presentadas  fuesen  en  su  opinión  bastantes  á justifi- 
car igual  medida,  en  el  supuesto  de  haberse  cometido  el  cri- 
men ó delito  en  el  Reino  Unido. 

Verificada  la  aprehensión  de  la  persona  reclamada,  se  la 
conducirá  ante  el  Magistrado  que  dictó  el  auto  de  prisión  ó 
ante  cualquiera  otro  Magistrado  de  policía  de  Lóndres. 

Si  las  pruebas  presentadas  justificasen  con  arreglo  á la  Ley 
de  Inglaterra  la  formación  de  causa  al  detenido  en  el  caso  de 
que  el  acto,  por  el  cual  se  le  acusa,  hubiese  sido  cometido  en 
el  Reino  Unido,  el  Magistrado  de  policía  ordenará  su  prisión 
hasta  que  el  Secretario  de  Estado  expida  la  orden  para  que  la 
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extradición  se  verifique,  y dirigirá  inmediatamente  á éste  cer- 
tificación de  que  así  lo  lia  hecho,  juntamente  con  un  informe 
sobre  el  asunto. 

A la  terminación  de  un  plazo,  que  uo  podrá  exceder  de 
quince  dias  desde  que  sé  ordenó  la  prisión  y sujeción  á juicio 
del  preso,  el  Secretario  de  Estado  mandará,  por  medio  de  una 
orden  de  su  puño  y provista  de  su  sello,  que  sea  aquél  entre- 
gado al  Comisionado  autorizado  para  recibirlo  por  el  Gobierno 
español.  ' 

( h. ) En  el  caso  de  una  persona  condenada,  el  procedimien- 
to será  el  mismo  que  queda  indicado,  salvo  que  el  auto  ó man- 
dato que  haya  de  ser  presentado  por  el  Representante  diplo- 
mático de  España  en  apoyo  de  la  demanda  de  extradición,  ex- 
presará claramente  el  crimen  ó delito  por  el  que  la  persona  re- 
clamada liaya  sido  condenada,  mencionando  al  mismo  tiempo 
el  lugar  y fecha  de  la  sentencia. 

La  prueba  que  en' ese  caso  deberá  ser  presentada  al  Magis- 
trado de  policía,  ha  de  ser  de  naturaleza  que  establezca  que, 
según  la  ley  de  Inglaterra,  el  detenido  ha  sido  condenado  por 
la  infracción  de  que  se  le  acusó. 

( c.  ) Los  ‘sentenciados  en  rebeldía  ó ¿n  coníumaciam  se 
considerarán  para  los  efectos’  de  la  extradición  como  acusados 
y serán  entregados  en  este  concepto. 

Después  de  verificada  por  mandato  del  Magistrado  de  poli- 
cía la  prisión  de  la  persona  acusada  ó condenada  hasta  que  el 
Secretario  de  Estado  expida  la  órden  de  extradición,  dicha  per- 
sona tendrá  el  derecho  de  reclamar  un  mandato  de  Habeas 
Cor-piís.  Si  hiciese  uso  de  este  derecho,  la  extradición  se  diferi- 
rá hasta  que  el  Tribunal  falle  sobre  el  incidente,  y no  podrá 
llevarse  á cabo  si  no  cuando  el  fallo  sea  adverso  al  reclamante. 
En  este  caso  el  Tribunal  podrá  mandar,  sin  la  órden  de  un 
Secretario  de  Pistado,  la  inmediata  entrega  del  acusado  al  Co- 
misionado autorizado  para  hacerse  cargo  de  él,  ó mantenerle 
en  prisión  hasta  que  dicha  órden  del  Secretario  de  Estado  sea 
expedida. 

Art.  7°  Los  autos,  mandatos,  declaraciones  juradas,  ex- 
pedidos ó tomados  en  los  Estados  de  una  de  las  altas  Partes 
contratantes,  las  copias  de  esos  documentos,  así  como  las  cer- 
tificaciones ó documentos  judiciales  cu  que  se  funde  la  conde- 
na, serán  recibidos  como  pruebas  en  el  procedimiento  de  los 
Estados  de  la  otra,  si  están  provistos  de  la  firma  ó de  la  certi- 
ficación de  un  Juez,  de  un  Magistrado  ó de  un  funcionario  del 
país  en  que  hayan  sido  expedidos  ó tomados,  y siempre  que 
dichos  autos,  mandatos,  declaraciones,  copias,  certificaciones 
y documentos  judiciales  sean  certificados  por  el  juramento  de 
un  testigo  ó por  el  sello  oficial  del  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia ó algún  otro  Ministro  de  la  Cforoua. 
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Art.  8‘*  Todo  criminal  fugitivo  podrá  ser  detenido  por  man- 
dato de  cualquier  Magistrado  de  policía,  Juez  de  paz  ó muni- 
cipal ú otra  Autoridad  competente  en  cada  uno  de  los  dos  Es- 
tados, expedido  en  virtud  del  informe,  demanda,  prueba  ó to- 
do otro  acto  de  procedimiento  que  en  opinión  de  la  Autoridad 
que  expidiere  el  mandato  fuese  bastante  á justificar  éste,  si  el 
crimen  ó delito  hubiese  sido  cometido  ó la  persona  hubiese  si-, 
do  condenada  en  la  parte  de  los  Estados  de  ambos  contratan- 
tes en  que  el  Magistrado,  Juez  de  paz  ú otra  Autoridad  com- 
petente ejercen  jurisdicción;  á condición,  sin  embargo,  en  el 
Reino  Unido,  de  que  se  haga  comparecer  al  acusado  tan  pron- 
to como  sea  posible  ante  un  Magistrado  de  policía  de  Londres. 

Así  en  España  como  en  el  Reino  Unido  el  detenido  con  ar- 
reglo á este  artículo,  será  puesto  en  libertad  si  en  un  termino 
de  treinta  dias  no  ha  sido  formulada  demanda  de  extradición 
por  el  Representante  diplomático  de  su  país,  con  arreglo  á las 
estipulaciones  de  este  Tratado. 

La  misma  regla  se  aplicará  á los  casos  de  personas  acusa- 
das ó condenadas  por  cualquiera  de  los  crímenes  ó delitos  es- 
pecificados en  este  Tratado  y cometidos  en  alta  mar  á bordo 
de  un  buque  de  uno  de  los  dos  países  que  llegase  á un  puerto 
del  otro. 

. Art.  9”  Si  el  criminal  fugitivo  constitituido  en  prisión  no 
ha  sido  entregado  cuando  hayan  trascurrido  dos  meses  des- 
pués de  haber  sido  expedida  la  tírd.en  de  prisión  ó dos  meses 
después  del  fallo  delTrihuual  negativo  de  su  reclamación  de  un 
mandato  de  Rabeas  Corpus  en  el  Reino  Unido,  será  puesto  en 
libertad,  á menos  que  haya  cansa  suficiente  para  lo  contrario. 

Art.  10.  En  las  provincias  de  Ultramar,  Colonias  y demás 
posesiones  de.  las  dos  altas  Partes  contratantes,  el  procedi- 
miento será  el  siguiente: 

La  demanda  de  extradición  del  criminal  fugitivo  que  se 
hubiese  refugiado  en  una  Provincia  ultramarina,  colonia  ó’ 
posesión  de  una  de  las  dos  Partés  contratantes,  se  dirigúrá  al 
Gobernador  ó á la  Autoridad  superior  de  dicha  provincia,  co- 
lonia é posesión  por  el  Agente  consular  de  mayor  categoría 
del  otro  Estado  en  dicha  provincia,  colonia  ó posesión;  ó si  el 
criminal  se  ha  fugado  de  una  provincia  ultramarina,  colonia 
ó posesión  del  Estado  en  cuyo  nombre  se  pide  la  extradición 
por  el  Gobernador  6 Autoridad  superior  de  esta  Provincia, 
colonia  ó posesión. 

En  estos  casos  se  observarán,  en  cuanto  sea  posible,  las 
disposiciones  del  presente  Tratado  por  los  respectivos  Gober- 
nadores é Autoridades  superiores;  pero  se  reserva  á éstos  la 
facultad  de  conceder  la  extradición  ó de  someter  la  resolución 
del  caso  á los  Gobiernos  de  sus  respectivos  países. 

Art.  11.  En  los  casos  en  que  fuese  necesario,  el  Gobierno 
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-español  será  representado  ante  los  Tribunales  británicos  por 
ios  Oficiales  legales  de  la  Corona  y el  Gobierno  británico  ante 
los  Tribunales  españoles  por  el  Ministerio  fiscal. 

Los  Gobiernos  respectivos  prestarán  asistencia  á los  repre- 
sentantes diplomáticos  que  la  reclamen  para  la  custodia  y se- 
guridad de  las  personas  sujetas  á extradición. 

Art.  12.  No  se  dará  curso  á la  demanda  de  extradición 
cuando  la  persona  reclamada  hubiese  sido  juzgada  por  el  mis- 
mo crimen  ó delito  en  el  Estado,  al  cual  aquella  demanda  se 
dirija,  ni  tampoco  cuando  después  de  los  actos  que' constitu- 
yen el  crimen  ó delito  de  que  se  le  acuse,  después  de  la  acusa- 
ción ó despue's  de  la  condena,  tenga  derecho  al  beneficio  de  Í9 
prescripción,  según  las  leyes  de  dicho  Estado. 

Art.  13.  Cuando  la  persona  reclamada  por  una  de  las  Altas 
Partes  contratantes,  en  yirtud  del  preseute  Tratado,  fuese  re- 
clamada asimismo  por  uno  6 varios  otros  Estados,  á causa  de 
crímenes  d delitos  cometidos  en  sus  territorios  respectivos,  su 
extradición  será  concedida  al  Estado,  cuya  demanda  sea  de 
fecha  anterior,  á ménos  que  exista  entre  los  diferentes  Gobier- 
nos un  arreglo  para  determinar  la  preferencia,  ya  por  la  gra- 
vedad del  crimen  ó delito,  ya  por  cualquier  otro  motivo. 

Art.  14.  Cuando  la  persona  reclamada  estuviese  encausada 
ó hubiese  sido  condenada  por  un  crimen  ó delito  cometido  en 
el  Estado  en  que  se  hubiese  refugiado,  su  extradición  podrá 
diferirse  hasta  que  haya  sido  puesta  en  libertad  con  arreglo  á 
las  le3ms. 

En  el  caso  de  que  dicha  persona  reclamada  se  hallase  acu- 
sada ó detenida  en  el  país  en  que  se  hubiese  refugiado  por 
obligaciones  contraídas  respecto  de  personas  particulares,  la 
extradición  se  llevará,  sin  embargo,  á cabo. 

■ Art.  15.  Si  la  Autoridad  competente  lo  dispusiese  asi;  los 
objetos  hallados  en  poder  de  la  persona  reclamada,  serán  apre- 
heneüdos  para  ser  entregados  con  ella  cuando  la-extradición 
se  verifique.  Compréndense  en  esta  disposición,  no  sólo  los  ob- 
jetos robados  ó procedentes  de  quiebra  frauduleuta,  sino  tam- 
bién cualesquiera  otros  que  pudiesen  servir  para  la  comproba- 
ción del  crimen  ó delito. 

Dichos  objetos  serán  igualmente  entregados  después  de  ser 
acordada  la  extradición,  sí  no  se  pudiera  llevar  ésta  á cabo  por 
la  fugm  6 la  muerte  de  la  persona  reclamada.  _ 

■ Lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  se  entiende  sin  perjui- 
cio <lel  derecho  de  terceros. 

Art.  16.  Las  altas  Partes  contratantes  renuncian  al  reem- 
bolso de  los  gastos  ocasionados  por  ellas  para  la  detención, 
manutención  j conducción  hasta  su  frontera,  de  las  personas 
<3ntreg*adas,  conviniendo  en  sufragar  cada  una  dichos  gastos 
•nn  sus  territorios  respectivos. 
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Art.  ]7.  El  presente  Tratado  será  ratificado  y las  ratifica- 
ciones se  canjearán  en  Lóndres  tan  pronto  como' sea  posible. 

Empezará  á regir  diez  dias  después  de  verificada  su  publi- 
cación, con  arreglo  á las  leyes  de  los  Estados  respectivos,  y 
cada  una  de  las  Partes  contratantes  podrá  en  cualquier  tiem- 
po darlo  por  terminado,  participando  á lá  otra  su  intención  do 
hacerlo  así  con  seis  meses  de  anticipación. 

En  fé  de  lo  cual,  los  respectivos  Plenipotenciarios  lo  han 
firmado  v sellado  con  el  sello  de  sus  armas. 

t/ 

Hecho  en  Lóndres  á4  de  Junio  de  1878. — (L-  S.) — Marqués- 
de  Casa~Laiglesüi. — (L.  S.) — Salishirg. 

Este  convenio  ha  sido  debidamente  ratificado,  y las  ratifi- 
caciones canjeadas  en  Lóndres  el  dia  21  de  Noviembre  de  1878.. 

Real  decreto  mandando  ílumplir  y observar  la  declaración  firmada. 
POR  EL  Ministro  de  S.  M.  en  Londres  el  27  de  Diciembre  de 
EN  virtud  de  la  cual  SE  ESTABLECE  ENTRE  EsPAÑA  Y LA  GrAN  BrETA 
ÑA  EL  ARRE.STO  Y ENTREGA  RECIPROCA  DE  MARINEROS  DESERTORES  DE 
BUQUES  MERCANTES  DE  AMBOS  PAÍSES. 

EXPOSICION  Á S.  M. 

Señora:  el  dia  27  de  Diciembre  de  1859,  firmó  en  Londres* 
D.  Javier  de  Istúriz,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario de  V.  M.  en  aquella  Corte,  una  declaración  para 
el  arresto  y entrega  recíproca  de  los  marineros  4esertores  de- 
buques mercantes  de  España  y del  Eeino  Unido  de  la  Gran 
Bretaña  é Irlanda,  y el  23  de  Enero  del  presente  año  firmó 
S.  M.  británica,  y mandó  publicar  como  ley,  un  decreto  ha- 
ciendo extensiva  á España  la  ley  de  1852,  relativa  á la  entre- 
ga de  desertores  de  buques  mercantes  extránjeros. 

En  su  consecuencia,  y con  igual  objeto,  el  Ministro  que 
suscribe,  tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  d§  V.  M. 
el  adjunto  proyecto  de  decreto,  Madrid  19  de  Abril  de  1860. — 
Señora:  A L.  R.  P.  de  V.  M. — El  Ministro  de  Estado, — Fir- 
mado.— Saturnino  Calderón  Collantes. 

REAL  DECRETO. 

Por  cuanto  el  dia  veintisiete  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta' y nueve,  firmó  en  Lóndres  pji  Enviado  Extraor- 
dinario y Ministro 'Plenipotenciario  en  aquella  Corte  una  de- 
claración para  el  arresto  y entrega  recíproca  de  los  marineros 
desertores  de  buques  mercantes  de  España  y del  Reino  Unido 
de  la  Gran  Bretaña  é Irlanda,  cuyo  texto  literal  es  el  que  si- 
' gue:  El  infrascrito  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario de  S.  M.  C.,  en  virtud  de  órden  que'ha  recibido  de 


gran  BRETAfÍA  * • 505 

• 

SU  Gobierno,  está  autorizado  para  hacer  la  declaración  si- 
guiente: Los  Cónsules  generales,  Cónsules  j Vicecónsules  del 
Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é Irlanda  en  España  y su» 
posesiones,  podrán  hacer  arrestar  y enviar,  sea  á bordo,  sea  á 
su  país,  los  individuos  de  las  tripulaciones  de  los  buques  mer- 
cantes británicos  que  hubiesen  desertado  dé  los  mencionados 
buques.  Para  este  efecto  acudirán  á las  Autoridades  locales 
competentes,  y justificarán  con  los  registros  del  buque  y el 
rol  de  tripulación,  ó con  copia  de  dichos  papeles,  debidamente 
certificados  por  ellos  mismos,  ó con  otros  documentos  oficia- 
les, que  los  individuos  que  reclaman  hacían  parte  déla  expre- 
sada tripulación.  En  vista  de  esta  demanda,  apoyada  de  esto 
modo,  no  podrá  ser  negada  la  entrega.  Se  dará  toda  clase  de 
ayuda  y asistencia  á los  Cónsules  y Vicecónsules  de  la  Gran 
Bretaña  para  el  descubrimiento  y arresto  de  los  dichos  deser- 
tores. Si  el  desertor  hubiese  cometido  además  algún  delito  en 
tierra,  su  entrega  podrá  ser  diferida  por  las  Autoridades  loca- 
les hasta  que  el  Tribunal  competente  haya  pronunciado  debi- 
damente su  sentencia  por  este  delito  y esta  sentencia  haya  re- 
cibido cumplimiento.  De  esta  declaración  quedan  exceptuados 
los  individuos  de  la  tripulación  que  sean  súbditos  españoles, 
á memos  que  hayan  adquirido  carta  de  naturaleza  en  otro  país. 
El  Gobierno  de  S.  M.  C.  se  obliga  á dar  á la  presente  declara- 
ción fuerza  de  ley  internacional. — Londres  veintisiete  de  Di- 
ciembre de  mil  óchocientos  cincuenta  y nueve. — Firmado.— 
Javier  de  'lstúriz. — Y habiendo  S.  M.  británica  aceptado  estas 
estipulaciones  por  medio  de  un  decreío  firmado  en  Londres  el 
veintitrés  de  Enero  del  presente  año.— Por  tanto,  tomando  en 
consideraciou  las  razones  que  me  ha  expuesto  mi  primer  Se- 
cretario de  Estado,  y de  a,cuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de 
Ministros,  vengo  en  resolver  que  la  referida  declaración  firma- 
da en  Lóndres  y aceptada  por  S.  M.  británica,  para  el  arresto 
y entrega  recíproca  de  marineros  desertores  de  buques  mer- 
oantes  de  España  y del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  ó Ir- 
landa, se  cumpla  y observe  puntualmente  en  todos  y cada  uno 
de  sus  artículos,  y se  considere  en  toda  su  fuerza  y vigor  para 
los  efectos  que  en  la  misma  se  expresan,  desde  el  24  de  Enero 
último,  en  cuyo  día  fué  mandado  cumplir  por  S.  M,  británica. 
Dado  en  el  Palacio  de  Madrid  á diez  y nueve  de  Abril  de  mil 
ochocientos  sesenta. — Hay  una  rúbrica. — El  Ministro  de  Es- 
tado.— Firmado. — Saturnino  Caldero'ii  Callantes . 

Traducción  fiel  decreto  de  S.  M.  británica,  firmado  en  Lón- 
dres el  23  de  Enero  de  1860. 

Presidiendo  el  Consejo  S.  M.  la  Augusta  Reina. 

Por  cuanto  en  virtud  de  la  ley  socre  desertores  extranjeros 
. (Foreign  Desertors  Act)  de  1852," está  prevenido  que  siempre 
que  se  haga  presente  á S.  M.  que  se  facilitarán  los  medios  de- 
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bidos  para  coger  y prender  los  marineros  desertores  de  buques 
mercantes  ingleses  en  territorio  de  cualquier  Potencia  extran- 
jera, S.  M.,  por  órden  dada  en  Consejo,  en  que  se  exprese  que 
tales  medios  se  proporcionan  ó proporcionarán,  p.odrá  decía- 
rar  que  los  marineros,  no  siendo  esclavos,  que  deserten  de  bu- 
ques mercantes  pertenecientes  á súbditos  de  tal  Potencia  ex- 
tranjera, cuando  se  hallasen  en  los  dominios  de  S.  M.  la  Rei- 
na, estarán  sujetos  á ser  aprehendidos  y conducidos  á bordo 
de  sus  respectivos  buques,  y podrá  limitar  el  efecto  de  tal  ór- 
den  y hacer  que  el  efecto  de  ésta  se  sujete  á las  condiciones  y 
requisitos,  en  caso  de  haber  algunos,  que  se  creyeren  conve- 
nientes. 

Y por  cuanto  se  ha  hecho  presente  á S.  M.  que  se  facilita- 
rán los  medios  debidos  para  coger  y prender  los  marineros 
que  deserten  de  buques  mercantes  ingleses  en  los  dominios 
-de  S.  M.  la  Reina  de  España. 

Ahora,  por  tanto,  S.  M.,  en  virtud  del  poder  con  que  se  ha- 
lla investida  por  la  dicha  ley  sobre  desertores  extranjeros  de 
1852,  y por  y con  el  dictamen  de  su  consejo  privado,  tiene  á 
bien  mandar  y declarar,  y por  la  presente  manda  y declara, 
que  desde  y después  de  la  publicación  de  ésta  en  la  Gaceta  de 
Léndres,  los  marineros,  no  siendo  esclavos  ni  súbditos  ingleses 
que  dentro  de  los  dominios  de  S.  M.  la  Reina  desertaren  de 
buques  mercantes  pertenecientes  á súbditos  de  S.  M.  la  Reina 
de  España,  e.starán  sujetos  á ser  aprehendidos  y conducidos  á 
bordo  de  sus  respectivos  buques,  siempre  con  tal  que,  si  cual- 
quiera de  estos  desertores  ha  cometido  algún  crimen  en  los 
dominios  de  S.  M.,  puede  ser  detenido  hasta  tanto  que  haya 
sido  Juzgado  por  Tribunal  competente  y hasta  que  se  haya  lle- 
vado á efecto  su  sentencia  (si  recayera  alguna). 

Y los  muy  Honorables  Lores  comisionados  del  Tesoro  de 
S.  M.,  y el  Secretario  de  Estado  para  los  negocios  de  la  India, 
€n  Consejo,  darán  las  disposiciones  necesarias  en  conformidad 
á ésta. — JV^n.  L.  Bathurst  (Secretario  del  Consejo  privado). 


ITALIA. 


Convenio  para  la  recíproca  extradición  de  malhechores  en- 
tre España  é Italia,  firmado  en  Madrid* el  3 de  Junio 
de  1868. 

< 

S,  M.  la  Reina  de  las  Españas  y S.  M.  el  Rey  de  Italia,  de- 
seando asegurar  la  represión  de  los  delitos  y queriendo  intro-  , 
ducir  un  sistema  de  ayuda  recíproca  para  la  administración  do 
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la  justicia  penal,  han  resuelto  de  común  acuerdo  celebrar  un 
Oon-venio,  y han  nombrado  al  efecto  por  sus  Plenipotenciarios, 
á saber:  , 

S.  M.  la  Reina  de  las  Españas  al  Sr.  D.  Joaquín  Roncali  y 
Ceruti,  Marqués  de  Roncali,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  y 
distinguida  Orden  de  Cárlos  III,  de  la  Real  de  Isabel  la  Católica 
y de  la  de  Cristo  de  Portugal,  su  Gentil-hombre  de  cámara 
con  ejercicio,  Senador  del  Reino,  Ministro  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  y Consejero  Presidente  de  Sección  en  el  Consejo 
'de  Estado  que  ha  sido,  su  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y Pri- 
mer Secretario  de  Estado  interino,  etc.,  etc., 

Y S.  M.  el  rey  de  Italia  al  Sr,  Conde  Luis  Cortí,  Comenda- 
dor de  las  Ordenes  de  San  Mauricio  y San  Lázaro  y de  la  Co- 
rona de  Italia,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Estrella  Polar  de 
Suecia,  Oficial  de  la  de  Leopoldo  de  Bélgica,  etc.,  etc.,  su  En- 
viado Extraordinario  y Ministro  plenipotenciario  en  la  Corte 
de  S.  M.  la  Reina  de  las  Españas. 

Los  cuales,. después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  po- 
deres y hallándolos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido 
en  los  artículos  siguientes: 

- Artículo  1"  El  Gobierno  español  y el  Gobierno  italiano  se 
comprometen  á entregarse  recíprocamente  los  individuos  que 
habiendo  sido  condenados,  ó siendo  perseguidos  por  las  Auto- 
ridades competentes  de  uno  de  los  dos  Estados  contratantes 
por  cualquiera  de  los  crímenes  ó delitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 2°  siguiente,  se  hubiesen  refugiado  en  el  territorio  del 
otro. 

Art.  2®'  La  extradición  deberá  ser  concedida  por  las  si- 
guientes infracciones  de  las  leyes  penales: 

F Parricidio,  infanticidio,  asesinato,  envenenamiento,  ho- 
micidio. 

2^  Lesiones  y heridas  voluntarias  qeu  hayan  ocasionado  la 
muerte. 

3'’  Bigamia,  rapto,  violación,  aborto  procurado,  prostitu- 
ción ó corrupción  de  menores  por  sus  padres  ó por  otra  perso- 
na encargada  de  su  custodia,  y cualquier  abuso  deshonesto 
con  persona  de  uno  ú otro  sexo  cuando  se  use  con  ella  de  fuerza 
ó intimidación,  6 cuando  se  halle  privada  de  razón  6 de  senti- 
do, ó cuando  la  edad  de  la  persona  ofendida,  indeperidirntc- 
mente  de  estas  circunstancias  sea  elemento  constitutivo  ó 
agravante  do  la  infracción. 

4°  Sustracción,  ocultación  ó eliminación  de  un  nmo,  sus- 
titución de  un  niño  por  otro  ó suposición  de  un  nino  ó una 
mujer  que  no  haya  parido. 

5”  Incendio. 

6"  Daño  causado  voluntariamente  en  los  caminos  de  hierro 
y en  los  telégrafos. 
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7"  Asociación  de  malhechores,  delitos  contra  la  propiedad 
acompañados  de  homicidio,  heridas,  lesiones,  amenazas  y 
otras  violencias  contra  las  personas  y los  hurtos  que  según  las 
leyes  respectivas  sean  castigados  con  la  privación  de  la  liber- 
tad por  más  de  cinco  años. 

8®  Falsificación  ó alteración  de  monedas,  introducción  ó 
emisión  fraudulenta  de  moneda  falsa.  Falsificación  de  rentas 
ó de  obligaciones  sobre  el  Estado,  de  billetes  de  Banco  ó de 
cualquiera  otra  clase  de  efectos  públicos,  introducción  y usa 
de  esos  mismos  títulos  falsificados. 

Falsificación  de  Reales  disposiciones,  de  sellos,  punzones, 
timbres  y marcas  de  Estado  ó de  las  Administraciones  públi- 
cas. y uso  de  esos  objetos  falsificados. 

Falsedad  en  escritura  pública  ó auténtica,  privada,  de  co- 
mercio y de  banca  y uso  de  documentos  falsos. 

9®  Falso  testimonio  y falsa  declaración  de  peritos,  soborno 
do  testigos  y de  peritos,  calumnia,  siempre  que  haya  tenido 
lugar  por  delitos  comprendidos  en  el  presente  Convenio. 

10.  Sustracciones  cometidas  por  empleados  ó depositarios 
públicos. 

11.  Bancarota  fraudulenta. 

12.  Hechos  de  baratería. 

13.  Sedición  á bordo  de  un  buque,  en  el  caso  de  que  los 
individuos  que  forman  parte  de  sn  tripulación  se  hayan  apode- 
rado de  dicho  buque  por  fraude  6 violencia  ó le  hayan  entre- 
gado á los  piratas. 

14.  Abuso  de  confianza  (apropiación  indebida),  estafa  y- 
fraude. 

Por  estas  infracciones  se  concederá  la  extradición  si  el  va- 
lor del  objeto  robado  excede  de  mil  francos.  i 

15.  La  extradición  será  también  concedida  por  toda  clase 
de  complicidad  ó participación  en  las  infracciones  que  quedan 
mencionadas,  y por  las  tentativas  de  las  mismas,  las  cuales 
constituyen  delincuencia,  con  tal  que  en  este  último  caso  la 
pena  que  haya  de  imponerse  llegue  al  ménos  á tres  años  de 
prisión. 

Art.  3°  La  extradición  no  se  concederá  jamás  por  los  crí- 
menes ó delitos  políticos. 

El  individuo  que  sea  entregado  por  otra  infracción  de  las 
leyes  penales,  no  podrá  en  ningún  caso  ser  jnzgado  6 conde- 
nado por  un  crimen  6 delito  político  cometido  anteriormente  á 
la  extradición,  ni  por  ningún  otro  hecífo  *que  tenga  conexión 
con  este  crimen  ó delito. 

Asimismo  no  podrá  ser  ningún  individuo  perseguido  é con- 
denado por  infracciones  anteriores  ó posteriores  á la  mo- 
tive la  extradición;  sin  embargo,  habrá  lugar  á la  persecución 
«n  aquel  caso  cuando  el  procesado,  después  de  ahsuelto  <5  con- 
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denado  por  sentencia  ejecutiva  en  la  causa  que  dió  lugar  á la 
extradición,  prermaneciese  voluntariamente  en  el  país  durante 
tres  meses,  ó,  ausentándose  regresare  al  mismo. 

Art.  La  extradición  no  podrá  tener  lugar  si,  después  de 
los  hechos  imputados,  las  diligencias  ó la  condena,  llega  á ve- 
rificarse la  prescripción  de  la  acción  ó de  la  pena,  según  las 
leyes  de_l  país  en  el  cual  el  acusado  ó reo  se  haya  refugiado. 

Art.  5*’  En  ningún  caso  ni  por  ningún  motivo  podrán  ser 
obligadas  las  partes  contratantes  á entregar  sus  respectivos 
súbditos. 

Cuando  según  las  leyes  vigentes  del  Estado  á que  perte- 
nezca el  culpable  tenga  lugar  la  persecución  por  infracción 
cometida  en  el  otro  Estado,  el  Gobierno  de  este  último  deberá 
comunicar  las  infracciones  y los  autos  y cualquier  otror  docu- 
mento ó aclaración  requerida  para  el  proceso,  y entregará  los 
objetos  que  constituyan  el  delito. 

Art.  6“  Cuando  el  procesado  6 el  reo  sea  extranjero  en  los 
dos  Estados  contratantes  , el  Gobierno  que  deba  conceder  la 
extradición  informará  al  del  país  á que  pertenezca  el  indivi- 
duo reclamado,  de  la  demanda  que  le  haya  sido  dirigida;  y 
si  este  último  Gobierno  reclama  á su  vez  al  acusado  para  que 
le  juzguen  sus,  Tribunales,  aquel  á quien  haya  sido  dirigida 
la  demanda  de  extradición,  podrá  á su  arbitrio  entregarle  al 
Estado  en  cuvo  territorio  se  hava  cometido  el  crimen  ó delito, 
ó á aquel  á que  pertenezca  dicho  individuo. 

Si  el  proc0s,ado  ó reo  cuya  extradición  se  pide,  en  confor- 
midad con  el  presente  Convenio  por  una  de  las  dos  Partes  con- 
tratantes, fuese  también  reclamado  por  otro  ú otros  Gobiernos 
por  crímenes  ó delitos  cometidos  por  el  mismo  individuo  en  los 
territorios  respectivos,  este  último  será  entregado  al  Gobierno 
cuya  demanda  tenga  la  fecha  más  antigua. 

Art.  7°  Si  el  individuo  reclamado  se  halla  perseguido  6 con- 
denado en  el  país  en  que  esté  refugiado,  por  un  crimen  é de- 
lito cometido  en  ese  mismo  país,  su  extradición  podrá  ser  dife- 
rida hasta  que  haya  sido  absuelto  en  virtud  de  una  sentencia 
definitiva  ó sufrido  su  pena. 

Art.  8°  La  extradición  no  se  suspenderá  porque  impida  el 
cumplimiento  de  obligaciones  que  el  individuo  reclamado  hu- 
biese contraido  con  personas  particulares,  las  cuales  podrán 
hacer  valer  su  derecho  ante  la  Autoridad  competente. 

Art.  9®,  La  extradición  será  concedida  en  virtud  de  la  de- 
manda dirigida  por  uno  de  los  dos  Gobiernos  al  otro  por  la  vía 
diplomática  y en  virtud  de  presentación  de  una  sentencia  con- 
denatoria 6 de  cabeza  de  proceso,  de  un  mandamiento  de  pri- 
sión é de  cualquiera  otro  auto  que  tenga  la  misma  fuerza  que 
este  mandamiento,  indicándose  igualmente  en  él  la  naturaleza 
y la  gravedad  de  los  hechos  perseguidos,  así  como  la  disposi- 
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clon  penal  aplicable  á esos  hechos.  Estos  documentos  serán 
expedidos  orig*i?]ales  ó eii  copia  certificada,  bien  por  un  Tribu- 
nal ó bien  por  cualquiera  otra  Autoridad  competente  del  país 
que  reclame  la  extradición. 

Se  facilitarán  al  mismo  tiemjjo,  si  fuese  posible,  las  señas 
personales  del  individuo  reclamado,  6 cualquiera  otra  indica- 
ción que  si  va  para  identificar  su  persona. 

Art.  10.  En  los  casos  urgentes,  y sobre  todo  cuando  se 
tema  la  fug'a,  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos,  apoyándose  en 
una  sentencia  condenatoria  ó de  acusación,  ó en  un  manda- 
miento de  prisión,  podrá,  por  el  medio  más  rápido  y áun  por 
telégrafo,  pedir  y obtener  la  prisión  del  acusado  ó del  conde- 
nado, con  la  condición  de  presentar  lo  más  pronto  posible  el 
documento  cuya  existencia  se  ha  supuesto. 

Art.  11.  Los  objetos  sustraídos  ó que  se  encontraren  en 
poder  del  procesado  6 reo,  los  instrumentos  y útiles  de  que  se 
haya  valido  para  cometer  el  crimen  ó delito,  así  como  cual- 
quiera otra  prueba  de  convicción,  serán  entregados  al  mismo 
tiempo  que  el  individuo  detenido.  También  tendrá  lugar  aque- 
lla entreg'a  ó remesa  áun  en  el  caso  de  que,  concedida  la  ex- 
tradición, no  llegue  ésta  á efectuarse  por  muerte  ó fuga  del 
culpable. 

La  remesa  de  objetos  será  extensiva  á todos  los  de  igual 
naturaleza  que  el  procesado  hubiese  ocultado  ó conducido  al 
país  donde  se  refugió,  y que  fuesen  descubiertos  con  posterio- 
ridad. Se  reservan,  sin  embargo,  los  derechos  de  tercero  sobre 
los  objetos  arriba  dichos,  los  cuales  deberán  serle  devueltos 
sin  gasto  alg'uno  después  de  terminado  el  proceso. 

Art,  12.  Los  gastos  de  arresto;  manutención  y traslación 
del  individuo  cuya  extradición  sea  concedida,  así  como  los  de 
consignación  y trasporte  de  ios  objetos  que  deben  ser  devuel- 
tos 6 remitidos  en  los  términos  del  artículo  precedente,  serán 
sufragados  poí  cada  Estado  dentro  de  los  límites  de  sus  res- 
pectivos territorios.  En  caso  de  que  se  juzgue  preferible  el 
trasporte  por  mar,  el  individuo  reclamado  * será  conducido  al 
puerto  que  designe  el  Gobierno  demandante,  á cuya  costa  se- 
rán los  gastos  de  embarque. 

Art.  13.  Si  para  el  esclarecimiento  de  un  crimen  ó delito 
cometido  en  España  ó sus  posesiones  ó en  Italia,  fuere  nece- 
sario oir  testigos  ó verificar  cualquiera  otro  acto  legal  de  aná- 
loga naturaleza  por  parte  de  uno  de  los  dos  Estados  en  ter- 
ritorio del  otro,  las  Autoridades  competentes  accederán  á los 
exhortes  y peticiones  que  se  les  dirijan,  devolviéndolas  legal- 
mente  evacuadas  con  arreglo  á las  leyes  del  país  en  que  la 
aclaración  se  intente. 

Esto  no  obstante,  la  obligación  de  acceder  á los  exhortes  y 
áesta  clase  de  reclamaciones  cesará  en  el  caso  en  que  el  pro- 
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cedimiento  ^ea  intentado  contra  un  súbdito  del  Gobierno  á 
quien  se  reclama,  cuando  el  hecho  que  se  le  imputa  no  es  pu- 
nible, según  las  leyes  del  país  á quien  se  reclama  el  esclare- 
cimiento. 

Art.  14.  Si  en  una  causa,  criminal  se  creyere  necesaria  la. 
comparecencia  personal  de  un  testigo,  el  Gobierno  de  quien 
dependa  explorará  su  voluntad  de  acceder  á la  invitación  que- 
al  efecto  hubiere  dirigido  el  otro  Gobierno. 

Si  los  testigos  requeridos  consienten  en  partir,  recibirán 
los  pasaportes  necesarios,  y los  Gobiernos  respectivos  se  .en- 
tenderán entre  sí  para  fijar  la  indemnización  que,  según  la 
distancia  y el  tiempo  de  la  permanencia,,  habrá  de  darles  el 
Gobierno  reclamante,  así  como  la  suma  que  deberá  anticipár- 
seles. 

En  ningún  caso  podrán  ser  los  testigos  detenidos  ni  moles- 
tados durante  su  estancia  forzosa  en  el  lugar  donde  hayan  de 
ser  oidos,  ni  durante  su  viaje  de  ida  y vuelta  por  un  hecho 
anterior  á la  demanda  de  comparecencia. 

Si  un  testigo  durante  el  viaje  d la  permanencia  comete  un 
crimen  ó delito,  especialmente  el  de  falso  testimonio,  los  dos 
Gobiernos  se  reservan  el  determinar  en  cada  caso  si  deberá 
quedar  á disposición  de  las  Autoridades  competentes  en  el  lu- 
gar donde  el  crimen  ó delito  haya  sido  cometido,  ó si  deberá 
enviársele  á disposición  de  las  Autoridades  judiciales  de  su 
domicilio. 

Art.  15.  Si  en  algún  proceso  instruido  en  uno  de  los  dos 
Estados  contratantes  fuere  necesario  procederá!  careo  del  pro- 
cesado con  delincuentes  detenidos  en  el  otro  Estado  ó adqui- 
rir pruebas  de  convicción  ó documentos  judiciales  que  este  po- 
sea, se  dirigirá  la  súplica  por  la  vía  diplomática. 

Siempre  que  lo  impidan  consideraciones  especíales  deberá 
accederse  á la  demanda  con  la  condición  de  que  en  el  más 
breve  plazo  posible  sean  devueltos  á su  país  originario  los  in- 
dividuos y los  documentos  reclamados. 

Los  gastos  de  conducción  de  un  Estado  á -otro  do  los  indi- 
viduos y de  los  objetos  arriba  expresados,  lo  mismo  que_  los 
que  se  ocasionen  del  cumplimiento  de  las  formalidades  estipu- 
ladas en  el  art.  13,  serán  sufragados  por  el  Gobierno  que  di- 
rigió la  demanda. 

Art.  16.  Los  dos  Gobiernos  se  comprometen  á notificarse 
recíprocamente  las  sentencias  recaídas  sobre  los  crímenes  y 
delitos  de  toda  especie  que  hayan  sido  pronunciados  por  los 
Tribunales  de  uno  de  los  dos  Estados  contra  los  individuos 
del  otro. 

Esta  notificación  se  llevará  á efecto  enviando  por  la  vía 
diplomática  la  sentencia  pronunciada  en  definitiva  al  Gobierno 
de  quien  dependa  el  procesado,  para  que  se  deposite  en  los  ar- 
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chivos  del  Tribunal  á quien  corresponda.  Cada  uno  de  los  dos 
Gobiernos  dará  al  efecto  las  instrucciones  necesarias  á las  Au- 
toridades competentes. 

Art.  17.  El  presente  Convenio  queda  ajustado  por  cinco 
años,  á partir  desde  el  dia  en  que  se  verifique  el  canje  de  las 
ratificaciones.  En  el  caso  do  que  seis  meses  ántes  de - espirar 
dicho  período  no  haya  manifestado  ninguno  de  los  dos  Gobier- 
nos su  proposito  de  hacer  cesar  sus  efectos,  permanecerá  obli- 
gatorio por  otros  cinco  años,  y así  sucesivamente  de  cinco  en 
cinco  años. 

Art.  18.  El  presente  Convenio  será  ratificado,  y las  ratifi- 
caciones canjeadas  en  Madrid  en  el  término  de  tres  meses  ó 
ántes  si  fuese  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  dos  J’lenipotenciarios  lo  han  firmado 
por  duplicado  original  j han  puesto  en  él  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  en  Madrid  á tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y ocho. 

(L.  S.) — Firmado. — El  Marqués  de  Roncali. — (L.  S.) — Fir- 
mado.— Vicente  L.  Corti. 

Este  Convenio  ha  sido  debidamente  ratificado  y el  canje, 
de  las  ratificaciones  ha  tenido  lugar  el  dia  13  de  Enero  de 
1869,  no  habiéndose  verificado  dicho  acto  dentro  del  plazo 
marcado  en  el  mismo  Convenio  por  circunstancias  imprevistas. 


Convenio  entre  España  é Italia  para  fijar  los  derechos  civi- 
les de  los  súbditos  respectivos,  y las  atribuciones  de  los 
Agentes  consulares,  destinados  á protegerlos,  firmado  en 
San  Ildefonso  el  21  de  Julio  de  1867. 


Artículo  hefíírente  á la  entrega  de  desertores  de  buques. 

Art.  22.  Los  Cónsules  generales,  Cónsules,  Vicecónsules 
y Agentes  consulares,  podrán  hacer  arrestar  y enviar,  sea  á 
bordo,  sea  á su  país,  los  marineros  y cualquiera  otra  persona 
que  forme  parte  de  la  tripulación  de  los  buques  mercantes  y 
de  guerra  de  su  Nación  que  hubiesen  desertado  de  los  mismos. 

*A  este  fin  deberán  dirigirse  por  escrito  á las  Autoridades 
locales  competentes,  y justificar  mediante  la  presentación  de 
los  registros  de  la  nave,  del  ról  de  la  tripulación,  de  un  ex- 
tracto de  este  documento,  ó mediante  copia  auténtica  del  mis- 
mo, si  el  buque  hubiese  partido,  que  las  personas  que  se  re- 
claman formaban  realmente  parte  de  la  tripulación. 

En  vista  de  esta  petición  así  justificada,  no  podrá  negarse 
la  entrega  de  tales  individuos. 

Se  darán  además  á dichos  Agentes  consulares  toda  asis- 
tencia y auxilio  para  buscar  y arrestar  á'  estos  desertores,  tos* 
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•cuales  serán  reducidos  á prisión  y estarán  mantenidos  en  las 
cárceles  á petición  y á expensas  del  Cdnsul  ó Vicecónsul,  has- 
ta que  éste  encuentre  ocasión  deshacerles  regresar  á su  país. 
Este  arresto  no  podrá  durar  más  de  tres  meses,  pasádos  los 
cuales,  mediante  aviso  al  Cónsul  con  tres  días  de  anticipación, 
será  puesto  en  libertad  el  arrestado,*  y no  se  le  podrá  volver  á 
prender  por  el  mismo  motivo.  Esto,  no  obstante,  si  el  desertor 
hubiese  cometido  algún  delito  en  tierra,  podrá  la  Autoridad 
ocal  diferir  la  extradición  hasta  que  el  Tribunal  haya  dictado  ‘ 
•su  sentencia  y ésta  haya  recibido  plena  y entera  ejecución. 

Las  altas  Partes  contratantes  convienen  en  que  los  mari- 
neros y otros  individuos  de  tripulación,  subditos  del  país  en 
que  tenga  lugar  la  deserción,  están  exceptuados  de  la  estipu- 
lación del  presente  Convenio. 


MARRUECOS. 

Artículos  del  Tratado  de  comercio  celebrado  entre  España 
y Marruecos , firmado  en  Madrid  el  ¡60  de  Noviembre 
de  1861. 

Art.  9®  Cualquiera  español  que  cometa  en  los  dominios 
marroquíes  algún  escándalo,  insulto  é crimen  que  merezca 
corrección  ó castigo,  será  entregado  á su  Cónsul  general,  Cón- 
sules ó Vicecónsules  ó Agentes  consulares,  para  que  con  ar- 
reglo á las  leyes  de  España  se  lo  imponga,  ó remita  á su  país 
con  la  seguridad  correspondiente,  siempre  que  el  caso  lo  re- 
quiera. 

Art.  10.  El  Cónsul  general  de  España,  Cónsules,  Vicecón- 
sules ó Agentes  consulares  serán  los  únicos  jueces  ó árbitros 
para  conocer  de  las  causas  criminales,  ó pleitos,  litigios  ó di- 
ferencias de  cualquier  género,  así  civiles  como  comerciales, 
que  se  susciten  entre  los  súbditos  españoles,  residentes  en 
Marruecos,  sin  que  ningún  Gobernador,  Kadí,  ú otra  cualquier 
Autoridad  marroquí  pueda  mezclarse  en  éllos.  . 

MONACO. 

Convenio  entre  S.  M.  la  Reina  de  España  y S.  A.  S.  el  señor 
Principe  de  Móaaco,  para  asegurar  la  recíproca  extradi- 
ción de  malhechores  en  los  dos  países. 

S.  ,M.  la  Reina  de  las  Españas  y S.  A.  S.  el  St.  Príncipe  de 
Mónaco,  habiendo  resuelto  de  común  acuerdo  ajustar  un  Con- 
venio para  la  recíproca  extradición  de  malhechores,  que  ase- 
gure la  represión  de  crímenes  y delitos  ordinarios,  cometidos 
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en  sus  respectivos  territorios,  y cuyos  autores  ó cómplices  quU 
Rieran  sustraerse  á la  vindicta  pública  y á la  acción  de  las  le* 
yes,  refug-iándose  de  uno  á otí'o  país,  han  nombrado  con  este 
objeto,  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

S.  M.  la  Reina  de  las  Espadas  al  Excma.  Sr.  D.  Alejandro 
Mon,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  y distinguida  Orden  de 
Carlos  III,  de  la  Imperial  de  la  Legión  de  Honor  de  Francia, 
de, la  de  Cristo  de  Portugal  y de  la  Pontiflcia  de  Pió  IX;  su 
'Embajador  extraordinario  y Plenipotenciario  cerca  de  S.  M.  el 
Emperador  de  los  franceses. 

S.  A.  S.  el  Sr.  Príncipe  de  Monaco  á D.  iUfredo  Cárlos  Gas- 
tón, Marqués  de  Bethisy,  antiguo  Par  de  Francia,  Caballero 
de  la  Legión  de  Honor,  Gran  Oficial  de  la  Real  Orden  Militar 
de  San  Mauricio  y San  Lázaro  de  Cerdeña,  Comendador  de 
número  extraordinario  de  la  Real  y distinguida  Orden  de  Isa- 
bel la  Católica  de  España,  Caballero  de  la  Orden  del  León 
Neerlandés  de  los  Países  Bajos  y de  la  Orden  de  Malta,  etc., 
etcétera. 

Los  cuales,  después  de  haber  canjeado  sus  plenos  poderes 
y halládolos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  lo  si- 
guiente: 

Artículo  1°  El  Gobierno  español  y el  Gobierno  de  Mónaco 
se  obligan  recíprocamente  á entregarse,  con  la  única  excep- 
ción de  sus  respectivos  súbditos,  todos  los  individuos  que  de 
España  y sus  posesiones  se  refugien  en  el  Principado  de  Mona- 
co y los  del  Principado  de  Mónaco  que  se  refugien  en  España  y 
en  sus  posesiones,  acusados  ó condenados  por  cualquiera  de 
los  delitos  previstos  en  el  art.  3®  por  los  Tribunales  del  país  en 
que  se  haya  cometido  el  delito. 

La  extradición  se  verificará  en  virtud  de  la  reclamación 
que  un  Gobierno  dirija  al  otro  por  la  via  diplomática. 

Art.  2'^  Los  crímenes  y delitos  políticos  quedan  exceptua- 
dos del  presente  Convenio. 

Se  estipula  expresamente  que  el  individuo  cuya  extradi- 
ción sea  concedida,  no  podrá  ser  en  ningún  caso  procesado  ni 
castigado  por  crímenes  ó delitos  políticos  anteriores  á la  ex- 
tradición, ni  por  algún  hecho  que  tenga  conexión  con  aquellos 
delitos.  Tampoco  podrá  ser  procesado  ni  condenado  por  delitos 
no  previstos  en  el  presente  Convenio. 

Art.  3**  Los  crímenes  y delitos  que  darán  lugar  á la  recí- 
proca extradición,  son : 

1°  Parricidio,  asesinato,  envenenamiento,  homicidio,  in- 
fanticidio, aborto  violento,  estupro,  atentado  contra  el  pudor, 
cometido  con  violencia  ó en  persona  menor  de  once  años,  le- 
sión corporal  ó herida  grave  que  ocasione  la  muerte,  abando- 
no de  una  criatura  resien  nacida  sí  se  verificó  con  intención 
de  causarle  la  muerte  y muriese  con  efecto. 
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2®  Profanación  deliberada  de  la  Sagrada  Forma  de  la  feu- 
caristía,  maltrato  de  obra  á un  Ministra  de  la  Kéligion  cuando 
se  halle  ejerciendo  las  funciones  de  su  Ministerio. 

3”  Incendio  voluntario. 

4“  Asociación  de  malhechores,  salteamiento  de  la  vía  pú- 
blica, sustracción  con  violencia,  robo  con  fuerza  en  despobla- 
do, hurto  con  escalamiento  ó fractura. 

Estafa. 

6“^  Fabricación,  introducción  ó emisión  de  moneda  falsa  ó 
de  instrumentos  destinados  á la  fabricación  y ála  falsificación. 

Se  considera  <jomo, moneda  falsa  el  papel  timbrado  del  Es- 
tado y de  los  Bancos,  y todo  documento  que  represente  valo- 
res. públicos  y legales  que  haya  sido  falsificado. 

7^  Falso  testimonio  y soborno  de  testig’os,  falsedad  en  do- 
cumentos públicos,  en  escrituras  de  comercio  y privadas,  per- 
jurio y acusación  y denuncia  calumniosa. 

8^  Sustracción  cometida  por  los  depositarios  constituidos 
por  autoridad  pública,  cajeros  de  establecimientos  públicos  y 
de  casas  de  comercio. 

9°  Bancarota  fraudulenta, 

Art.  4“  Los  efectos  robados  que  se  encuentren  en  poder  de 
la  persona  reclamada,  ó que  se  puedan  adquirir  por  habérlos 
ésta  depositado  en  el  país  en  que  se  haya  refugiado,  así  como 
todos  los  que  puedan  contribuir  á la  comprobación  del  delito, 
serán  entregados  al  tiempo  de  efectuarse  la  extradición  ó cuan- 
do fueran  habidos, 

Art.  5®  Para  que  sea  atendida  la  demanda  de  extradición 
debe  presentarse  acompañada  del  auto  de  prisión,  ó de  cual- 
quier otro  documento  que  tenga  el  mismo  efecto,  según  la 
forma  prescrita  en  la  legislación  del  Estado  reclamante,  indi- 
cándose al  mismo  tiempo  la  naturaleza  y gravedad  del  delito  y 
la  disposición  penal  que  le  sea  aplicable.  A la  demanda  de  ex- 
tradición acompañarán  las  señas  personales  del  acusa,do,  á fin 
de  facilitar  la  captura. 

Art.  6*^  Si  el  delincuente  reclamado  estuviese  encausado  ó 
sentenciado  en  el  país  donde  se  refugió  por  crímenes  ó delitos 
cometidos  en  él,  se  deferirá  la  extradición  hasta  que  haya  sido 
absuelto  ó haya  cumplido  su  condena. 

Art.  7“  La  extradición  podrá  ser  negada,  si  después  de  la 
perpetración  del  crimen,  durante  la  causa  ó al  tiempo  de  la 
sentencia,  hubiese  trascurrido  el  término  de  prescripción  con 
arreglo  á las  leyes  del  país  donde  el  refugiado  se  encuentre. 

Art.  8®  Siendo  obligatorio  para  el  Gobierno  español  respe- 
tar el  derecho  que  adquieren  en  España  ciertos  delincuentes  á 
ser  eximidos  de  la  pena  capital  cuando  se  han  acogido  al  asilo 
eclesiástico,  se  entenderá  que  si  llegase  á efectuarse  la  entre- 
ga al  Gobierno  de  Monaco  de  algún  reo  que  se  halle  en  este 
caso,  no  podrá  serle  impuesta  la  pena  de  muerte. 
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Como  en  el  estado  actual  de  la  legislación  de  Mónaco  esta 
pena  no  os  aplicable  á ninguno  de  los  reos  que  disfrutan  en 
España  el  indicado  derecho  de  asilo,  esta  declaración  se  hace 
para  el  caso  de  que  pudiera  llegar  á serlo  en  lo  sucesivo. 

El  derecho  de  asilo  deberá  acreditarse  al  tiempo  de  la  en- 
trega de  los  reos^  presentando  copia  testimonial  de  las  diligen- 
cias judiciales  practicadas  con  este  objeto. 

Art.  9°  La  extradición  no  se  suspenderá  porque  impida  el 
cumplimiento  de  obligaciones  que  el  acusado  hubiera  contraí- 
do con  particulares,  los  cuales  podrán  hacer  valer  su  derecho 
ante  la  autoridad  competente, 

Art.  10.  Los  puertos  de  Barcelona  y Valencia  en  los  domi- 
nios de  S.  M.  la  Reina  de  España,  y el  puerto  de  Mónaco  en 
el  Principado  de  Mónaco,  servirán  para  depósito  y entrega  de 
las  personas  reclamadas. 

Art.  11.  Los  gastos  que  ocasionen  la  captura,  encarcela- 
ción, custodia,  mantenimiento  y traslación  de  los  delincuentes 
cuya  extradición  sea  concedida  á los  depósitos  citados  por  el 
artículo  precedente,  así  como  el  mantenimiento  y custodia  de 
los  mismos  en  el  punto  del  depósito  por  término  de  dos  meses, 
serán  de  cuenta  del  Gobierno  del  país  en  que  el  refugiado  se 
encuentre. 

La  traslación  y manutención  de  los  delincuentes  desde  el 
momento  de  su  entrega,  serán  de  cuenta  del  Estado  recla- 
mante. 

Art.  12.  El  término  de  dos  meses,  fijado  en  el  artículo  an- 
terior, empezará  á contarse  desde  el  dia  en  que  el  Gobierno  de 
uno  de  los  dos  países  ponga  en  conocimiento  del  otro  que  el 
delincuente  reclamado  se  halla  á su  disposición/ 

Art.  13.  Si  uno  de  los  dos  Gobiernos  no  hubiese  dispuesta 
de  la  persona  reclamada  en  el  período  de  cuatro  meses,  conta- 
dos desde  el  dia  en  que  hubiese  sido  puesto  á su  disposición, 
la  extradición  podrá  ser  negada  y el  delincuente  puesto  en  li- 
bertad. 

Art.  14.  Las  altas  partes  contratantes  se  reservan  determi- 
nar de  común  acuerdo,  y según  la  gravedad  de  los  casos,  las 
formalidades  concernientes  á la  entrega  de  los  reos  y los  de- 
más pormenores  relativos  á la  ejecución  del  Convenio. 

Art.  15.  Si  para  la  aclaración  de  un  delito  cometido  en  Es- 
paña ó sus  posesiones,  ó en  el  principado  de  Mónaco  fuese 
necesario  oir  testigos  ó verificar  cualquiera  otra  diligencia  ju- 
dicial semejante  en  cualquiera  de  los  dos  Estados  contratan- 
tes, las  Autoridades  competentes  cumplimentarán  los  exhortos 
y peticiones  que  se  les  dirijan,  devolviéndolas  legalmente  eva- 
cuadas con  arreglo  álas  leyes  del  país,  en  que  la  información 
se  verifique. 

Esto  no  obstante,  la  obligación  de  acóeder  á'los  exhortos  j 
demás  reclamaciones, -cesará  en  el  caso  de  que  los  procedí- 
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mientes  se  refieran  á nn  súbdito  del  Gobierno  á qne  se  dirig-e 
el  exhorto  que  aún  no  haya  sido  preso  por  el  Gobierno  recla- 
nmuto,  y también  cuando  el  cargo  que  se  les  hace  no  es  pu- 
nible según  las  leyes  del  país  en  que  ha  de  hacerse  la  infor- 
mación. 

Art.  16.  Los  gastos  causados  en  las  diligencias  indicadas 
en  el  artículo  anterior,  serán  satisfechos  por  el  Gobierno  re- 
clamante con  arreglo  á las  tarifas  vigentes  en  el  país  en  que 
se  practiquen. 

Art.  17.  El  presente  Convenio  empezará  á regir  diez  dias 
después  de  su  publicación  en  la  forma  prescrita  en  la  legisla- 
ción de  ambos  países. 

Art.  18.  Este  Convenio  queda  ajustado  por  ocho  años;  pero 
si  una  de  las  altas  partes  contratantes  no  declarase  un  ano  án- 
tes  que  renuncia  á e'l,  se  entenderá  prorogado  y en  vigor  por 
otro  año  más,  y así  sucesivamente. 

Será  ratificado  y las  ratificaciones  se  canjearán  en  París  en 
el  término  de  cuarenta  y cinco  dias  ó'ántes  si  fuese  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  respectivos  Plenipotenciarios  han  fir- 
mado el  presente  Convenio  por  duplicado  y hau  puesto  en  él 
el  sello  de  sus  armas. 

En  París  á diez  y seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  cincuen- 
ta y nueve. 

(L.  S.) — Firmado. — Alejandro  Mo?t. 

Este  Convenio  ha  sido  ratificado  por  su  Alteza  Serenísima 
el  Príncipe  de  Mónaco  en  20  de  Julio  de  1859,  y por  S,  M.  la 
Reina  en  5 de  Febrero  de  1860. 

Las  ratificaciones  se  han  canjeado  en  París  en  23  de  Fe- 
brero del  mismo  año,  no  habiéndose  podido  verificar  dicho 
acto  dentro  del  plazo  fijado  en  el  Convenio  por  circunstancias 
imprevistas. 


PAISES  BAJOS. 


Convenio  de  extradición  entre  España  y los  Países  Bajos, 
ñrmado  en  el  Haya  el  dia  6 de  Marzo  de  187':?. 

8.  M.  el  Rey  de  España  y S,  M.  el  Rey  de  los  Países  Bajos, 
habiendo  resuelto  de  común  acuerdo  celebrar  un  nuevo  Con- 
venio para  la  extradición  de  malhechores,  han  nombrado  con 
dicho  objeto  por  sus  Plenipotenciarios,  á saber: 

S.  M.  el  Rey  de  España,  á D.  Juan  de  Silva  Tellez  Girón, 
Marqués  de  Arcicollar,  Comendador  con  placa  de  las  Ordenes 
de  Cárlos  III  y de  Isabel  la  Católica,  etc.,  etc.,  su  Gentil-hom- 
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bre  de  Cámara  y Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipo- 
tenciario cerca  de  S.  M.  el  Key  de  loa  Países  Bajos; 

y S.  M.  el  Rey  de  loa  Países  Bajos  al  Barón  Guillermo  de 
Aecchenen  de  Rell,  Comendador  de  la  Orden  del  León  Neer- 
lan  des,  Caballero  de  primera  clase  de_  la  Orden  del  León  de 
Oro  de  la  Casa  de  Nassau,  Gran  Oficial  de  la  Orden  de  la 
Corona  de  Encina  de  Luxemburgo,  etc.,  etc.,  sn  Gentil-hom- 
bre de  Cámara  y Ministro  de  Negocios  Estraujeros,  y al  Sr. 
Enrique  Juan  Smielt,  Caballero  de  la  Orden  del  León  Neer- 
landés, etc.,  etc.,  su  Ministro  de  la  Justicia. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  po- 
deres, hechos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

Artículo  1"  El  Gobierno  Español  y el  Gobierno  de  los  Paí- 
ses Bajos  se  obligan  á eiítregarse  recíprocamente,  según  las 
re^as  determinadas  en  los  artículos  siguientes,  con  excepción 
de  sus  nacionales,  los  individuos  sentenciados,  acusados  ó pre- 
suntos reos  por  uno  de  los  delitos  más  ó ménos  graves  que  á 
continuación  se  expresan,  cometidos  fuera  del  territorio  de  la 
Parte  á quien  se  pide  la  extradición : 

P Atentado  contra  la  vida  del  Soberano  ó de  los  indivi- 
duos de  su  familia. 

2*^  Homicidio,  asesinato,  parricidio,  infanticidio,  en  vena - 
miento. 

3“  Amenazas  de  un  atentado  contra  las  personas  que  se 
castiguen  con  penas  graves. 

4°  Aborto. 

5"  Heridas  é golpes  voluntarios  que  hayan  ocasionado  en- 
fermedad é incapacidad  para  el  trabajo  personal  durante  más 
de  veinte  dias  ó en  que  haya  habido  premeditación. 

6^  Violación  ó cualquier  otro  atentado  contra  el  pudor  co- 
metido con  violencia. 

Atentado  contraías  buenas  costumbres,  excitando,  fa- 
voreciendo 6 facilitando  habitualmente  la  mala  vida  ó la  cor- 
rupción de  jóvenes  de  uno  ú otro  sexo  , menores  de  veintiún 
años. 

8“  Bigamia. 

9“  Rapto,  ocultación,  supresión,  sustitución  ó suposición 
de  un  niño. 

10.  Sustracción  de  menores. 

11.  Falsificación,  alteración  ó recorte  de  la  moneda,  ó par- 
ticipación voluntaria  en  la  emisión  de  moneda  falsificada,  al- 
terada ó recortada. 

12.  Falsificación  de  sellos  del  Estado,  de  billetes  de  Ban- 
co, de  efectos  [públicos  y de  punzones,  timbres,  marcas  de  pa- 
pel moneda  y sellos  de  correos. 

13.  Falsificación  de  escritura  pública  ó auténtica,  de  co- 
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■mercio  ó de  banca,  6 de  escritura  privada,  exceptuando  las 
falsificaciones  cometidas  en  los  pasaportes,  hojas  de  ruta  y 
certificados. 

14.  Falso  testimonio,  soborno  de  testigos,  perjurio, 

15. ^  Corrupción  de  funcionarios  públicos,  concusión,- sus^ 
tracción  6 malversación  cometidas  por  cobradores  6 deposita- 
rios públicos. 

16.  Incendio,  voluntario. 

17.  Destrucción  ó deribo  voluntario,  por  cualquier  medio 
que  sea,  en^todo  ó en  parte  de  edificios,  puentes,  diques  ó cal- 
zadas, ú otras  construcciones  pertenecientes  á un  tercero. 

18.  Saqueo,  inutilización  de  vituallas  ó mercancías,  efec- 
tos, propiedades  muebles,  cometidos  en  reunión  ó cuadrilla  y 
á viva  fuerza. 

19.  Pérdida,  varamiento,  destrucción  ó inutilización  ilegal 
y voluntaria  de  buques  de  alto  bordo  ó de  otras  embarcaciones 
(baratería.) 

20.  Sublevación  y rebelión  de  los  pasajeros  á bordo  de  un 
buque  contra  el  Capitán  y de  los  tripulantes  contra  sus  supe- 
riores. 

21.  El  hecho  voluntario  de  haber  puesto  en  peligro  un  tren 
en  un  camino  de  hierro. 

22.  Robo. 

23.  Estafa. 

24.  Abuso  de  firma  en  blanco. 

25.  Malversación  ó disipación  en  perjuicio  del  propietario, 
poseedor  ó detentador  de  bienes  ó valores  que  sólo  h^yan  sido 
entregados  á título  de  depósito  ó por  un  trabajo  asalariado 
(abuso  de  confianza.)  , 

26.  Bancarrota  fraudulenta. 

Se  comprenden  en  las  calificaciones  anteriores  la  tentativa 
y la  complicidad,  cuando  son  penables,  según  la  legislación 
del  país,  al  que  se  pide  la  extradición. 

Art.  2*^  La  extradición  no  tendrá  lugar  : , • 

P En  el  caso  de  un  delito  más  ó ménos  grave  cometido  en 
un  país,  cuando  el  Gobierno  de  este  país  entable  la  demanda 
de  extradición, 

2°  Cuando  la  demanda  se  motive  en  el  mismo  delito  más  ó 
ménos  grave,  por  el  cual  ha  sido  juzgado  el  individuo  recla- 
mado en  el  país  al  que  se  pide  su  entrega,  y por  cuyo  motivo 
ha  sido  seutenciado  y ha  obtenido  absolución  ó sobresei- 
miento. 

3°  Si  ha  prescrito  la  acción  ó la  pena,  según  las  leyes  del 
país,  al  que  se  pida  la  extradición  ántes  de  la  detención  del 
individuo  reclamado,  ó si  aún  no  se  hubiere  verificado  la  de- 
tención ántes  de  que  haya  sido  citado  ante  el  Tribunal  que  ha 
de  oirle. 
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Art.  3**  No  se  verificará  la  extradición  miéntras  el  indivi- 
duo reclamado  sea  perseguido  por  el  mismo  delito  más  ó mé- 
nos  grave  en  el  país  á que  se  pida  la  extradición. 

Art.  4®  Sí  el  individuo  reclamado  se  halla  perseguido  ó su- 
fre una  pena  por  una  infracción  distinta  de  .la  que  motivó  la 
demanda  de  extradicioUj  su  extradición  no  podrá  concederse 
sino  después  de  la  terminación  del  proceso  en  el  país  al  que  se 
pida  la  extradicionj  y en  caso  de  sentencia  condenatoria  hasta 
que  haya  sufrido  la  pena  ó que  haya  sido  indultado. 

No  obstante,  si  según  las  leyes  del  país  que  pide  la  extra- 
dición, pudiese  resultar  de  esta  demora  la  prescripción  de  la- 
causa,  se  concederá  su  extradición,  á menos  que  consideracio- 
nes especiales  se  opongan  á ello,  y obligándose  á devolver  al 
individuo  entregado  tan  pronto  como  termine  el. proceso  en  el 
referido  país. 

Art.  6°  Queda  expresamente  estipulado  que  el  individuo 
que  se  entregue  no  podrá  ser  ni  perseguido  ni  castigado  en  el 
país  al  que  se  conceda  lu  extradición  por  un  delito  cualquiera 
más  ó ménos  grave  no  previsto  por  el  presente  Convenio  y an- 
terior á su  extradición,  y que  tampoco  podrá  ser  entregado  por 
semejante  delito  más  ó ménos  grave,  sin  el  consentimiento  de 
aquél  que  ha  concedido  la  extradición,  á ménos  que  haya  te- 
nido la  libertad  de  abandonar  de  nuevo  el  antedicho  país  du- 
rante un  mes  después  de  haber  sido  juzgado,  y en  caso  de  con- 
dena después  de  haber  sufrido  la  pena  ó después  de  haber  sido 
indultado. 

Ar.  Las  disposiciones  del  presente  Tratado  no  son  apli- 
cables á las  personas,  que  se  han  hecho  culpables  de  algún  de- 
lito más  ó ménos  grave.  La'persona  que  ha  sido  entregada  por 
uno  de  los  delitos  comunes  más  é ménos  graves  enumerados 
en  el  art.  P,  no  puede,  por  consiguiiente,  en  ningún  caso  ser 
perseguida  y castigada  en  el  Estado  al  que  se  ha  concedido  la 
extradición  por  un  delito  político  más  ó ménos  grave  que  haya 
cometido  ántes  de  la  extradición,  ni  por  un  hecho  conexo  con 
semejante  delito  político  más  ó ménos' grave. 

Art.  7“  La  extradición  se  pedirá  por  la  vía  diplomática,  no 
se  concederá  sino  mediante  presentación  en  original  ó en  co- 
pia auténtica,  sea  de  una  sentencia  condenatoria,  sea  de  un 
auto  mandando  formular  la  acusación  fmise  en  accwsation)  6 
remitiendo  el  conocimiento  de  la  causa  á la  Justicia  represiva 
con  mandamiento  de  prisión,  de  un  mandamiento  de  prisión 
expedido  en  las  formas  prescritas  por  la  legislación  del  país- 
que  presenta  la  demanda  é indicando  el  delito  más  6 ménos 
grave  de  que  se  trata,  así  como  la  disposición  penal  que  le  es 
' aplicable. 

Art.  8®  Los  objetos  aprehendidos  en  poder  del  individuo' 
leclamado  serán  entregados  al  Estado  reclamante,  si  la  Auto- 
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ridad  competente  del  Estado  á quien  se  reclama  ha  ordenado 
su  entrega. 

Art.  9“  El  extranjero  cuya  extradición  se  pide  por  uno  de 
los  hechos  mencionados  en  el  art.  1°,  podrá  ser  detenido  pre- 
ventivamente en  cada  uno  de  ambos  países,  según  las  formas 
y las  reglas  prescritas  por  las  legislaciones  respectivas. 

Art.  10.  Mientras  se  entabla  la  demanda  de  extradición  por 
la  vía  diplomática,  el  extranjero  cuya  extradición  puede  soli- 
citarse por  uno  de  los  hechos  mencionados  en  el  art.  1°,  .podrá 
ser  detenido  preventivamente,  según  las  formas  y las  reglas 
prescritas  por  la  legislación  del  país  al  que  se  pide  la  extradi- 
ción . 

Podrá  pedirse  la  detención  preventiva  en  España  por  todo 
Juez  de  primera  instancia,  y en  los  Países-Bajos  por  todo  Juez 
de  instrucción,  Juez  comisario  ó todo  Oficial  de  justicia. 

Art.  11.  El  extranjero  detenido  preventivamente  con  arre- 
glo á ios  términos  del  artículo  anterior  será  puesto  en  liber- 
tad, á no  ser  que  la  detención  deba  continuar  por  otro  motivo, 
si  en  el  término  de  veinte  dias  después  de  la  fecha  de  la  órden 
de  detención  preventiva  no  se  ha  entablado  la  demanda  de  ex- 
tradición por  la  vía  diplomática  con  los  documentos  exigidos. 

Art.  12.  Cuando  en  la  tramitación  de  una  causa  criminal 
uno  de  los  Gobiernos  juzgue  necesario  oir  á testigos  que  se 
eúcuéntren  en  el  otro  Estado,  se  dirigirá  un  exhorto  para  di- 
cho fin  por  la  vía  diplomática,  y se  le  dará  curso  observando 
las  leyes  del  país  en  que  los  testigos  hayan  sido  invitados  á 
comparecer. 

En  caso  de  urgencia  podrá  también  remitirse  un  exhortO' 
directamente  por  la  Autoridad  judicial  en  uno  de  los  Estados 
á la  Autoridad  judicial  en  el  otro  Estado.  ■ 

Todo-.uxhorto  que  tenga  por  objeto  solicitar  una  audición 
de  testigos  deberá  ir  acompañado  de  una  traducción  francesa. 

Art.  13.  Si  en  una  causa  criminal  se  necesita  ó se  desea  la 
comparecencia  personal  de  un  testigo  en  el  otro  país,  su  Go- 
bierno invitará  al  efecto,  y en  caso  de  que  consieuta,  se  les  se- 
ñalarán los  gastos  de  viaje  y de  estancia,  según  las  tarifas  y 
los  reglamentos  vigentes  en  el  país  en  que  la  audición  deba 
Verificarse,  salvo  el  caso  de  que  el -Gobierno  reclamante  crea 
deber  señalar  al  testigo  una  indemnización  más  crecida. 

Ningún  testigo,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  qiie- 
citado  en  uno  de  los  dos  países  comparezca  voluntariamente 
ante  los  jueces  del  otro  país,  podrá  allí  ser  perseguido  ó dete- 
nido por  hechos  ó condenas  criminales  anteriores,  ni  á pretex- 
to de  complicidad  en  los  hechos  objeto  de  la  causa  en  que  figu- 
re como  testigo. 

Art.  14.  Cuando  en  una  causa  criminal  se  juzgue  útil  6 
necesario  el  careo  de  criminales  detenidos  en  el  otro  Estado,  á 
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bien  la  comunicación  de  pruebas  convincentes  6 de  documen- 
tos que  se  encontraren  en  poder  de  las  Autoridades  del  otro 
país,  se  dirigirá  la  demanda  por  la  vía  diplomática  y se  le  da- 
rá curso,  á no  ser  que  consideraciones  especiales  se  opon- 
g-au  á ello  y con  obligación  de  devolver  los  criminales  y las 
jmuebas. 

Art.  15.  El  tránsito  á través  del  territorio  de  una  de  las 
Partes  contratantes  de  un  individuo  entregado  por  una  terce- 
ra Potencia  á la  otra  Parte  y que  no  pertenezca  al  país  de  trán- 
sito, se  concederá  á la  sini[de  presentación  en'  original  ó en 
copia  auténtica  de  uno  de  los  autos  de  procedimiento  enume- 
rados en  el  art.  7°,  con  tal  que  el  hecho  que  sirva  de  funda- 
mento á la  extradición  se  halle  comprendido  en  el  presento 
Convenio  y no  se  refiera  á lo  previsto  en  los  artículos  2"  y 6®, 
y que  el  trasporte  se  verifique  en  cuanto  á la  escolta,  con  el 
concurso  de  funcionarios  del  país  que  lia  autorizado  el  tránsi- 
to por  su  territorio. 

Los  gastos  de  tránsito  correrán  á cargo  del  país  recla- 
mante. 

Art.  16.  Los  Gobiernos  respectivos  renunciarán  cada  uno 
por  su  parte  á toda  reclamación  para  el  reintegro  de  los  gas- 
tos de  manutención,  de  trasporte  y otros  que  pudieran  resul- 
tar en  los  límites  de  sus  respectivos  territorios  por  la  extradi- 
ción de  los  presuntos  reos,  acusados  ó sentenciados,  así  como 
los  que  resultaren  por  el  cumplimiento  de  exhortes,  por  el 
trasporte  y devolución  de  los  criminales  que  hubieren  de  ser 
careados  y por  el  envío  y devolución  de  pruebas  convincentes 
ó documentos. 

En  caso  de  que  se  juzgue  preferible  el  trasporte  por  mar, 
el  individuo  que  ha  de  ser  entregado  será  conducido  al  puerto 
que  designe  el  Agente  diplomático  consular  del  Gobierno  re- 
clamante, que  pagará  los  gastos  de  embarque. 

-Art.  17.  El  presente  Convenio  no  regirá  hasta  veinte  y un 
dias  después  de  su  promulgación  en  las  formas  prescritas  por 
las  leyes  de  ambos  países. 

Desde  que  se  ponga  en  ejecución  cesará  de  estar  en  vigor 
el  Convenio  de  5 de  Noviembre  de  1860  y será  sustituido  por 
el  presente  Convento,  que  continuará  vigente  durante  seis 
meses  después  que  haya  sido  denunciado  por  uno  de  ambos 
Gobiernos. 

Será  ratificado  y las  ratificaciones  se  canjearán  tan  pronto 
como  sea  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipqteiiciarios  respectivos  han  fir- 
mado el  presente  Convenio  y han  puesto  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  en  el  Haya  á seis  de  Marzo  de  mil 
■ochocientos  setenta  y nueve. 

(L.  S.)— Firmado. — Marqués  de  Arcicollar. — (L.  S.) — 
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rci\^Q.~~Áeechenende  Fell.—il,.  S.)— í’irmado.— Juan 
Smidt. 


PORTUaAL. 


Convenio  para  la  recíproca  extradición  de  malhechores  en* 
tre  España  y Portugal,  firmado  en  Lisboa  el  25  de  Junio 
de  1867. 

S.  M.  la  Reina  de  las  Espadas  y S.  M.  el  Rey  de  Portug-al 
y de  los  Alg'arbes,  ig-ualmcnte  animados  del  deseo  de  promover 
y asegurar  el  bienestar  y la  tranquilidad  de  sus  súbditos,  y de 
facilitar  la  recta  y pronta  administración  de  justicia;  y persua- 
didos de  que  el  Convenio  celebrado  en  8 de  Marzo  de  1823  para 
la  recíproca  entrega  de  malhechores,  prófugos  y desertores  dei 
servdcio  militar  no  han  producido  los  efectos  que  de  él  se  es- 
peraban, han  resuelto  de  común  acuerdo  celebrar  otro  Conve- 
nio más  completo  y adecuado  á los  fines  que  se  hablan  pro- 
puesto las  dos  altas  Partes  coutratantes". 

Con  este  objeto  han  nombrado  por  sus  Plenipotenciarios,  á 
saber: 

S.  M.  Católica  á D.  Miguel  de  los  Santos  Buñuelos,  Conde 
de  Buñuelos,  Caballero  Gran  Cruz  de  la  Real  Orden  de  Isabel 
la  Católica,  Caballero  de  la  ínclita  de  San  Juan  de  Jerusalen 
y de  la  del  Santo  Sepulcro,  Gran  Cruz  de  la  de  Cristo  de  Por- 
tugal, de  la  del  Aguila  Roja  de  Prusia  y de  la  del  Mérito  de 
Oldemburgo,  condecorado  con  el  Gran  Nischan-Iftijar  de  Tú- 
nez, Comendador  con  placa  de  la  Orden  de  San  Luis  de  Parma, 
y de  la  de  San  Gregorio  Magno  de  los  Estados  Pontificios,  su 
Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  cerca  de 
S.  M.  Fidelísima,  etc.,  etc.,  etc. 

Y S.  M.  Fidelísima  á Luis  Augusto  Rebello  da  Silva,  Par 
del  Reino,  Socio  efectivo  de  la  Real  Academia  de  Ciencias  de 
Lisboa, *Vocal  del  Consejo  general  de  Instrucción  pública,  Co- 
mendador de  la  antigua,  muy  noble  y esclarecida  Orden  de 
Santiago,  del  Mérito  científico,  literario  y artístico;  Caballero 
de  la  muy  antigua  y noble  Orden  de  la  Torre  y Espada;  del 
Yalor,  Lealtad  y Mérito;  Gran  Oficial  de  la  Orden  de  San 
Mauricio  y San  Lázaro  de  Italia,  Comendador  de  número  ex- 
traordinario de  Cárlos  III,  etc.,  etc.,  etc. 

Los  cuales,  después  de  haber  comunicado  sus  plenos  po- 
deres y de  hallarPos  en  buena  y debida  forma,  han  convenido 
en  los  artículos  siguientes; 

Art.  r El  Gobierno  español  y el  Gobierno  portugués  se 
obligan  por  el  presente  Convenio  á la  recíproca  entrega,  con 
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la  única  excepción  de  sus  propios  súbditos,  de  todos  los  iadi- 
víduos  que  se  hayan  refugiado  de  España  y sus  provincias  de 
Ultramar  en  Portugal,  sus  islas  adyacentes  y provincias  ul- 
tramarinas, cu  España  y sus  dominios  de  Ultramar,  que,  como 
autores  ó cómplices  de  cualquiera  de  los  crímenes  expresados 
eii  el  art.  3“  se  hallen  acusados  ó condenados  por  los  Tribuna- 
les de  la  Nación  donde  el  crimen  ó delito  deba  ser  castigado. 

La  extradición  so  verificará  en  virtud  de  reclamación  de 
los  Gobiernos  y por  la  vía  diplomática. 

Art  2”  Cuando  el  reo  ó acusado  sea  extranjero  en  los  dos 
Estados  contratantes,  el  Gobierno  que  deba  conceder  la  ex- 
tradición informará  al  del  país  á que  pertenezca  el  individuo 
reclamado  de  la  demanda  que  le  haya  sido  dirigida;  y si  este 
último  Gobierno  reclama  á su  vez  al  culpable  para  que  le  juz- 
guen sus  Tribunales,  aquel  á quien  haya  sido  dirigida  la  de- 
manda de  extradición  podrá  á su  arbitrio  entregarle  al  Estado 
en  cuj'O  territorio  se  haya  cometido  el  delito  ó á aquel  á que 
pertenezca  dicho  individuo. 

Si  el  reo  ó acusado  cuya  extradición  se  pide  en  conformi- 
dad con  el  presente  Convenio  por  una  de  las  dos  Partes  con- 
tratantes, fuese  igualmente  reclamado  por  otro  ú.  otros  Gobier- 
nos por  delitos  cometidos  por  el  mismo  individuo  en  los  térmi- 
nos respectivos,  será  entregado  al  Gobierno  cuya  demanda 
tenga  la  fecha  más  antigua. 

Art.  3'^  La  extradición  deberá  efectuarse  cuando  se  trate 
de  individuos  acusados  ó condenados  como  autores  ó cómpli- 
ces de  los  crímenes  y. delitos  siguientes: 

1“  Homicidio  voluntario,  infanticidio,  envenenamiento. 

2®  Lesiones  corporales  graves,  aborto. 

3°  Violación,  estupro,  rapto  violento  ó cualquier  abuso 
deshonesto  con  persona  de  uno  ú otro  sexo,  cuándo  se  use  con 
<511as  de  fuerza  ó intimidación,  ó cuando  se  hallen  privadas  do 
razón  ó de  sentido,  ó cuando  su  edad  diere  al  abuso  el  carác- 
ter de  delito  grave  según  las  legislaciones  respectivas,  aunque 
no  concurra  ninguna  otra  de  aquéllas  circunstancias. 

4°  El  robo,  el  hurto,  encarcelación  privada,  detención  ar- 
bitraria. 

5*^  Incendio  voluntario,  daño  en  los  caminos  de  hierro  de 
que  resulte  6 pueda  resultar  peligro  para  la  vida  de  los  pasa- 
jeros, daño  en  los  telégrafos. 

6°  Sustracción  y ocultación  de  menores,  parto  supuesto, 
usurpación  del  estado  civil,  bigamia. 

7®  Peculado  y concusión,  prevaricación,  malversación  de 
caudales,  cohecho,  soborno  y corrupción. 

8®  Falsificación,  comprendiéndose  en  élla  la  venta  de  do- 
cumentos de  crédito  falsos,  la  fabricación  y expendioíon  de 
moneda  falsa,  el  uso  y la  fabricación  de  instrumentos  destina- 
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dos  á hacer  dicha  moneda  6 títulos  de  la  Deuda,  ó billetes  de 
Banco,  ó cualquier  papel  que  circule  como  moneda,  la  fabri- 
cación ó falsificación  de  cuños  oficiales  destinados  á marcar 
objetos  de  oro  ó plata  y á hacer  sellos  de  Correos,  y la  falsifi- 
cación de  éstos  y de  cualesquiera  otros  timbres  y sellos  del 
Estado,  falsificación  de  cualquier  documento  público  ó privado 
que  pop  su  naturaleza  cause  ó pueda  venir  á causar  perjuicio, 
falso  testimonio. 

9®  Soborno  de  testig-os,  estafa,  quiebra  fraudulenta,  bara- 
tería, tráfico  de  esclavos. 

10.  Además  de  las  infracciones  mencionadas  dará  derecho 
á la  extradición  el  delito  frustrado  con  relación  á las  mismas. 

No  se  concederá,  sin  embargo,  la  extradición  en  ningún 
caso  cuando  el  delito  consumado  ó frustrado  sólo,  merezca  pe- 
na correccional,  según  los  principios  generales  de  la  legisla- 
ción penal  vigente  en  cualquiera  de  los  dos  países. 

Art.  4“  Para  que  pueda  concederse  la  extradición  es  indis- 
pensable la  presentación  de  testimonio  de  la  sentencia  conde- 
natoria ó del  auto  motivado  de  prisión  expedido  por  el  Tribu- 
nal competente,  y extendido  según  las  leyes  del  país  cuyo  Go- 
bierno reclama  la  extradición,  y acompañada  de  la  declaración 
de  las  circunstancias  del  crimen  ó delito,  añadiéndose,  si  fue- 
se posible,  las  señas  personales  del  reclamado  y todas  las  indi- 
caciones á propósito  para  reconocer  su  identidad. 

sArt.  5"^  Los  objetos  sustraidos  ó que  se  encontraren  en  po- 
der del  reo  ó acusado,  los  instrumentos  y útiles  de  que  se  hu- 
biese valido  para  cometer  el  delito,  así  como  cualquiera  otra 
prueba  de  convicción,  serán  entregados  al  mismo  tiempo  que 
el  individuo  detenido. 

También  tendrá  lugar  aquella  entrega  ó remesa  áun  en  el 
caso  de  que,  concedida  la  extradición,  no  llegue  ésta  á efec- 
tuarse por  muerte  ó fuga  del  culpable. 

La  remesa  de  objetos  será  extensiva  á todos  los  de  igual 
naturaleza  que  el  proceso  hubiere  ocultado  ó conducido  al  país 
donde  se  refugió  y que  fuesen  descubiertos  con  posterioridad. 
Se  reservan,  sin  embargo,  los  derechos  de  tercero  sobre  los 
objetos  arriba  dichos,  los  cuales  deberán  serle  devueltos  sin 
gasto  alguno  después  de  terminado  el  proceso. 

Art.  6°  Los  desertores  de  los  cuerpos  del  Ejército  y de  la 
Armada  de  España  y Portugal  serán  recíprocamente  entrega- 
dos siempre  que  uno  de  los  dos  Gobiernos  entable  ante  el^otro 
por  la  vía  diplomática  la  reclamación  competente,  acompañada 
de  copia  de  la  sentencia  del  Consejo  de  Guerra. 

Las  disposiciones  del  presente  artículo  son  aplicables  ex- 
clusivamente á los  súbditos  de  la  Nación  reclamante. 

Art.  7°  Los  gastos  de  captura  y custodia,  manutención  y 
conducción  hasta  la  frontera  de  los  individuos  á cuya  extradi- 


526  DERECHO  PENAL  INTERNACIONAL 

cion  pe  acceda.,  serán  de  cuenta  del  Gobierno  en  cuyo  territo- 
rio se  halle  refugiado  el  reo. 

Art.  8**  Los  individuos  reclamados  que  estén  encausados  á 
consecuencia  de  crímenes  cometidos  en  el  país  donde  se  hayan 
refugiados,  no  serán  entregados  sino  después  de  juzgados  de- 
finitivamente; y en  el  caso  de  ser  condenados,  después  de  cum- 
plida la  pena  que  se  les  haya  impuesto. 

Los  que  liayan  sido  condenados  por  crímenes  perpetrados 
en  el  país  donde  se  han  refugiado,  sólo  serán  entregados  des- 
pués de  cumplida  la  condena.  / 

Art.  Los  .individuos  entregados  en  virtud  del  presente 
Convenio  no  podrán  ser  procesados  por  ningún  crimen  ante- 
rior distinto  dcl  que  haya  motivado  la  extradición,  á no  ser 
que  el  crimen  esté  comprendido  en  el  art.  3°  y haya  sido  per- 
petrado con  posterioridad  á la  celebración  de  este  Convenio. 

Art.  10.  En  ningún  caso  se  concederá  la  extradición  por 
crímenes  ó delitos  políticos  ó por  hechos  que  tengan  conexión 
con  dichos  crímenes  ó delitos. 

Los  individuos  cnya  extradición  haya  sido  concedida  como 
reos  de  algunos  de  los"  crímenes  ó delitos  comunes  expresados 
en  el  art.  3”,  no  podrán  en  caso  algmno  ser  juzgados  ni  casti- 
gados por  crímenes  ó delitos  políticos  ó por  hechos  que  tengan 
conexión  con  éstos  anteriores  á la  extradición. 

Art.  II.  La  extradición  no  se  suspenderá  porque  impida  el 
cumplimiento  de  obligaciones  que  el  individuo  reclamado  hu- 
biese contraído  con  personas  particulares,  las  cuales  podrán 
hacer  valer  su  derecho  ante  la  Autoridad  competente. 

Art.  12.  En  los  casos  urgentes,  y*  sobre  todo  cuando  se 
tema  la  fuga,  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos,  apoyándose  en 
una  sentencia  condenatoria,  6 en  el  auto  de  prisión  expedido 
contra  el  reo,  ó en  cualquier  otro  documento  que  tenga  al  mé- 
nos  la  misma  fuerza  que  dicho  auto,  podrá  por  el  medio  rnás 
rápido,  y áun  por  telégrafo,  pedir  y obtenerla  prisión  del  con- 
denado ó acusado,  con  la  condición  de  presentar  lo  más  pronto 
posible  el  documento  cuya  existencia  se  ha  supuesto. 

Art.  13.  La  extradición  no  será  de  modo  alguno  concedida 
cuando,  según  la  legislación  del  país  donde  se  halle  refugiado 
el  reo,  haya  prescrito  la  pena  ó acción  criminal. 

Art.  14.  Cuando  en  la  prosecución  de  alguna  causa  crimi- 
nal iniciada  en  uno  de  los'  dos  países  se  estime  necesaria  la 
declaración  de  testigos  residentes  en  el  otro,  se  dirigirá  con 
este  objeto,  por  la  vía  diplomática,  un  interrogatorio  á que  se 
dará  curso,  observándose  las  leyes  de  la  Nación  donde  hayan 
de  prestar  su  declaración  los  testigos. 

Los  dos  Gobiernos  renuncian  á cualquier  reclamación  que 
tenga  por  objeto  la  devolución  de  los  gastos  procedentes  del 
cumplimiento  del  interrogatorio.N 
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, Art.  15.  Sí  en  una  causa  criminal  se  creyese  necesaria  la 
comparecencia  personal  de  un  testigo,  el  Gobierno  de  quien 
éste  dependa  explorará  su  voluntad  de  acceder  á la  invitación 
que  al  efecto  hubiese  dirigido  el  otro  Gobierno. 

Si  los  testigos  requeridos  consienten  en  partir,  recibirán  los 
pasaportes  necesarios  y ios  Gobiernos  respectivos  se  entende  - 
ráu  entre  sí  para  fijar  la  indemnización  que,  según  la  distan- 
cia y el  tiempo  de  la  permanencia,  habrá  de  darles  el  Gobier- 
no reclamante,  así  como  la  suma  que  deberá  anticipárseles. 

En  ningún  caso  podrán  ser  los  testigos  detenidos  ni  moles- 
tados durante  su  estancia  en  lugar  donde  hayan  de  ser  oidos 
ni  durante  su  viaje  de  ida  y vuelta,  por  un  hecho  anterior  á la 
demanda  de  comparecencia. 

Art.  16.  Si  en  algún  proceso  instruido  en  uno  de  los  dos 
Estados  contratantes  fuese  necesario  proceder  al  careo  del 
procesado  con  delincuentes  detenidos  en  el  otro  Estado,  ó ad- 
quirir pruebas  de  convicción  ó documentos  judiciales  que  éste 
posea,  se  dirigirá  la  súplica  por  la  vía  diplomática. 

Siempre  que  no  lo  impidan  circunstancias  especiales  debe- 
rá accederse  á la  demanda,  con  la  condición  de  que  en  el  más 
breve  plazo  posible  serán  devueltos  á su  país  originario  los  in- 
dividuos y los  documentos  reclamados. 

Los  gastos  de  conducción  de  un  Estado  á otro  de  los  indi- 
viduos y de  los  objetos  arriba  expresados,  serán  sufragados 
por  el  Gobierno  que  dirigió  la  demanda. 

Art.  17.  Los  dos  Gobiernos  se  comprometen  á notificarse 
las  sentencias  recaidas  sobre  los  crímenes  y delitos  de  toda  es- 
pecie que  hayan  sido  pronunciadas  por  los  Tribunales  de  uno 
de  los  dos  Estados  contra  los  individuos  del  otro. 

Esta  notificación  se  llevará  á efecto  enviando  por  la  vía 
diplomática  la  sentencia  pronunciada  en  definitiva  ai  Gobier- 
no de  quien  dependa  el  procesado,  para  que  se  deposite  en  los 
archivos  del  Tribunal  á quien  corresponda. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará  al  efecto  las  instruc- 
ciones necesarias  á las  Autoridades  competentes. 

Art.  18.  Queda  sin  efecto  el  Convenio  para  la  recíproca 
entrega  de  criminales  y desertores  celebrado  en  8 de  Marzo 
de  1823. 

Art.  19.  El  presente  Convenio  estará  vigente  por  espacio 
de  cinco  años,  á contar  desde  el  dia  en  que  se  canjeen  las  ra- 
tificaciones , y trascurrido  este  plazo  continuará  subsistiendo 
mientras  uno  de  los  dos  Gobiernos  no  declare  con  seis  meses 
de  anticipación  que  desiste  de  su  cumplimiento. 

Será  ratificado,  y las  ratificaciones  se  canjearán  en  Lisboa 
en  el  más  breve  plazo  posible. 

En  féde  lo  que  los  Plenipotenciarios  respectivos  han  fir- 
mado los  precedentes  artículos  escritos  en  las  lenguas  espa- 
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ñola  y portuguesa  y los  han  sellado  con  el  sello  de  sus  armas^ 

Hecho  por  duplicado  en  Lisboa  á veinticinco  de  Junio  de 
mil  ochocientos  sesenta  y siete. 

(L,  S.)  Firmado. — El  Conde  de  Bañuelos. — (L.  S.)  Firmado- 
— Luis  Augusto  Rebello  da  Silva. 

E!1  anterior  Convenio  ha  sido  deliberadamente  ratificado, 
y el  canje  de  las  ratificaciones  ha  tenido  lugar  en  Lisboa  el 
día  14  de  Enero  de  1869. 

Artículos  adicionales  al  Convenio  para  la  recíproca  extradición 

DE  MALHECHORES  ENTRE  KsPAÑA  Y PORTUGAL  , DE  25  DE  JUNIO  DE 
1867,  FIRMADOS  EN  LiSBOA  EL  27  DE  iMaYO  DE  lS68. 

Artículo  H En  los  casos  de  simple  deserción  de  soldados 
portugueses,  será  suficiente  para  legitimar  la  reclamación,  la 
sentencia  6 decisión  de  los  consejos  de  disciplina. 

Art.  2®  Además  de  los  desertores  de  los  cuerpos  del  Ejér- 
cito y de  la  Armada  de  España  y de  Portugal,  serán  entrega- 
dos recíprocamente  los  prófugos  del  alistamiento  militar  de 
los  dos  países. 

Las  reclamaciones  de  que  trata  este  artículo  se  harán  por 
las  Autoridades  superiores  de  las  Provincias,  vendrán  siempre 
acompañadas  de  los  documentos  comprobantes  de  la  identi- 
dad, sorteo  y evasión  de  los  prófugos. 

Los  presentes  artículos  adicionales  tendrán  la  misma  fuer- 
za y vigor  que  tendrian  si  estuviesen  insertos  palabra  por  pa- 
labra en  el  Convenio  de  25  de  Junio  de  1867,  v serán  ratifica- 
dos  al  mismo  tiempo. 

En  fé  de  lo  cual  los  infrascritos  Plenipotenciarios  de  S.  M. 
Católica  y de  S.  M.  Fidelísima,  en  virtud  de  sus  plenos  pode- 
res, lo  firmaron  y sellaron  con  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  en  Lisboa  á veintisiete  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  sesenta  y ocho. 

(L.  S.)— Firmado. — El  Conde  de  Bañuelos‘.~~(h.  S.)— Fir-r 
raado. — Luis  Aogusto  Rebello  da  Silva. 

Estos  artículos  adicionales  han  sido  debidamente  ratifica- 
dos con  el  Convenio  de  que  forman  parte,  y el  canje  de  las 
ratificaciones  ha  tenido  lugar  en  Lisboa  el  dia  14  de  Enero 
de -1869  entre  el  Exemo.  Sr.  D.  Cipriano  del  Mazo  , Enviado 
extraordinario  y Ministro  plenipotenciario  de  España  en  aque- 
lla Corte,  y el  Exemo.  Sr.  Marqués  de  Sa  da  Bandeira,  Minis- 
tro de  Negocios  extranjeros  de  S.  M,  Fidelísima. 

Artículos  adicionales  al  Convenio  de  Extradición  celebrado  en- 
tre España  y Portugal  el  25  de  Junio  de  1867,  firmados  en 
Lisboa  el  7 de  Febrero  de  1873. 

S.  M.  Don  Amadeo  I por  la  gracia  de  Dios  y la  voluntad 
nacional,  Rey  de  España,*  y S.  M.  Don  Luis  í,  Rey  de  Porta- 
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gal  y de  log  Algarbes,  deseando  ampliar  y modificar  algunas 
•d-isposiciones  de  la  Convención  celebrada  entre  los  dos  países 
en  25  de  Junio  de  1867  para  la  recíproca  entrega  de  crimina- 
leSj  resolvieron  hacerlo  por  medio  de  artículos  adicionales  á la 
misma  Convención,  y para  ese  fin  nombraron  por  sus  Plenipo- 
tenciarios, á saber:  S.  M.  el  Rey  de  España  á D.  Angel  Fer- 
nandez de  los  Ríos,  Senador  del  Reino,  Caballero  de  primera 
clase  de  la  Orden  militar  de  San  Fernando,  Gran  Cruz  de  la 
Orden  civil  de  María  Victoria  y de  la  de  Isabel  la  Católica, 
Gran  Cruz  de  las  Ordenes  de  Nuestra  Señora  de  la  Concepción 
de  Villaviciosay  de  Nuestro  Señor  Jesucristo  de  Portugal,  En- 
viado extraordinario  y Ministro  plenipotenciario  cerca  de  Su 
Majestad  Fidelísima. 

Y S.  M.  el  Rey  de  Portugal  y de  los  Algarbes,  á Juan  de 
Andrade  Corvo,  de  su  Consejo,  Par  del  Reino,  Ministro  y Se- 
cretario de  Estado  de  los  Negocios  extranjeros.  Profesor  de  la 
Escuela  Politócnica  de  Lisboa,  Comendador  de  la  antigua,  no- 
bilísima y esclarecida  Orden  de  Santiago,  de  Mórito  científico, 
literario  y artístico,  y de  la  Orden  de  Nuestro  Señor  Jesucris- 
to, Caballero  de  la  Orden  militar  de  Avís,  Gran  Cruz  de  la 
Real  y distinguida  Orden  de  Cárlos'IIÍ  de  España,  de  la  de 
San  Mauricio  y San  Lázaro  de  Italia,  de  la  de  Leopoldo  de 
Austria,  Gran  Cruz  efectiva  de  la  Orden  de  la  Rosa  del  Brasil. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  recíprocamen- 
te sus  respectivos  plenos  poderes  y hallarlos  en  buena  y debi- 
da forma,  convinieron  en  los  artículos  siguientes  : 

Artículo  P Los  individuos  acusados  ó condenados  por  crí- 
menes á los  cuales  correspondiese  la  pena  de  muerte,  confor- 
me á la  legislación  de  la  nación  reclamante,  sólo  serán  entre- 
gados con  la  cláusula  de  que  esa  pena  les  será  conmutada. 

Art,  2*^  A pesar  de  lo  dispuesto  al  final  del  art.  3“  de  la 
Convención  de  25  de  Junio  de  1867,  se  concederá  la  extradi- 
ción en  virtud  de  sentencia  condenatoria  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  cuando  la  pena  impuesta  en  la  misma  senten- 
cia al  delito  consumado  ó frustrado  excede  de  tres  años  de  la 
prisión  ó presidio. 

Art.  3^  Los  dos  Gobiernos  podrán  pedir  por  telégrafo  ó por 
cualquiera  otro  medio  y por  la  vía  diplomática  la  captura  ó 
detención  del  individuo  de  su  nación  condenado  ó acusado  en 
lostérminos  del  art.  12  por  crimen  comprendido  en  la  referida 
Convención. 

Párrafo  único.  No  podrá  prolongarse  la  detención  más  de 
veinticinco  dias,  si  en  este  plazo  no  fueren  presentadas  al  Go- 
bierno reclamante  los  documentos  mencionados  en  el  art.  4” 
de  la  misma  Convención. 

Los  presentes  artículos  adicionales  (medan  formando  parte 
integrante  de  la  Convención  de  25  de  Junio  de  1867,  y serán 
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ratificado?!,  y las  ratificaciones  cambiadas  en  Lisboa,  en  el  pla- 
zo más  corto  posible. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  respectivos  firmaron 
los  presentes  artículos  y los  sellaron  con  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  en  Lisboa  á siete  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y tres. 

(L.  S.)  Firmado. — Angel  Fernandez  de  los  Ríos.  — (L.  S.) 
Firmado. — Juan  de  Andrade  Corvo. 

Estos  artículos  han  sido  ratificados  y las  ratificaciones  can^ 
eadas  en  Lisboa  el  dia  6 de  Diciembre  de  1875. 


RUSIA. 

Convenio  de  extradición  celebrado  entre  España  y Rusia 
en  21  (9)  de  Marzo  de  1877. 

S.  M.  el  Rey  de  España,  y S.  M.  el  Emperador  de  todas 
las  Rusias,  habiendo  juzgado  útil  regularizar  por  medio  de  un 
convenio  la  extradición  de  malhechores  entre  sus  Estados  res- 
pectivos, han  nombrado  don  este  motivo  como  sus  Plenipoten- 
ciarios, á saber; 

S.  M.  el  Rey  de  España,  á D.  Pedro  Alvarez  de  Toledo  y 
Acuña,  Caballero  de  las  Ordenes  de  Carlos  III,  de  Francisco  I 
y de  San  Fernando  de  las  Dos  Sicilias,  su  Encargado  dé  Ne- 
gocios en  San  Petersburgo; 

Y S.  M.  el  Emperador  de  todas  las  Rusias,  al  Príncipe  Ale- 
jandro Gortchacow,  su  Canciller  del  Imperio,  miembro  del 
Consejo  del  Imperio,  Grande  de  España,  condecorado  con  el 
retrato  de  S.  M.  el  Emperador,  guarnecido  de  diamantes,  Ca- 
ballero de  las  Ordenes  rusas  de  San  Andrés,  en  diamantes,  de 
San  Uladímíro  de  primera  clase,  San  Alejandro  Newshi,  del 
Aguila  blanca,  de  Santa  Ana  de  primera  clase,  de  San  Esta- 
nislao de  primera  clase,  de  las  Ordenes  extranjeras  del  Toisom 
de  oro  de  Plspaña,  Gran  Cruz  de  la  Legión  de  Honor  de  Fran- 
cia, de  la  Anunciata,  de  San  Esteban  de  Austria,  del  Agmila 
negra  de  Prusia  en  diamantes,  y de  otras  varías  Ordenes  ex- 
tranjeras. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  po- 
deres respectivos,  hallados  en  buena  y debida  íprma,  han  acor- 
dado y firmado  los  artículos  siguientes: 

Artículo  P Las  altas  Partes  contratantes  se  comprometen 
á e^tregaíTse  recíprocamente,  á excepción  de  sus  súbditos,  los 
individuos  refugiados'  en  cualquiera  de  ellas  y que  fueren  per- 
seguidos ó condenados  por  las  Autoridades  judiciales  de  la 
otra,  á consecuencia  de  los  actos  penables  mencionados  en  el 
artículo  siguiente. 
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Art.  2^  No  habrá  lug-ar  á la  extradición  sino  en  el  caso  de 
condena  ó persecución  por  un  acto  voluntario,  cometido  en  el 
territorio  del  fístado  que  pide  la  extradición,  y que  según  la 
legislación  del  Estado  reclamante  y del  Estado  de  quien  se  re- 
clama, pueda  ser  objeto  de  una  pena  superior  á la  de  un  año 
de  prisión. 

La  extradición  se  verificará  también  én  los  casos  en  que  el 
crimen  ó delito,  por  el  cual  se  pide,  se  hubiese  cometido  fuera 
del  territorio  de  la  Parte  reclamante,  siempre  que  la  legislación 
del  país  de  que  se  reclama,  autorice  en  igual  caso,  la  persecu- 
ción de  los  mismos  hechos  cometidos  fuera  de  su  territorio. 

Con  estas  restricciones,  la  extradición  tendrá  lugar  por  los 
actos  penables  siguientes,  comprendiendo  el  caso  de  tentativa 
y de  complicidad,  á saber: 

P Todo  homicidio  voluntario,  heridas  y lesiones  volun- 
tarias. . 

2°  Bigamia,  rapto,  violación,  aborto,  atentado  al  pudor 
cometido  con  violencia,  atentado  al  pudor  cometido  sin  violen- 
cia en  la  persona  ó con  la  ayuda  de  un  niño  de  uno  ó de  otro 
sexo,  menor  de  catorce  años;  prostitución  ó corrupción  de  me- 
nores por  los  padres  ó por  cualquiera  otra  persona  encargada 
de  su  cuidado. 

3‘*  Sustracción,  ocultación,  supresión,  sustitución  ó supo- 
sición, exposición  ó abandono  de  un  niño. 

4“  Incendio. 

Daños  causados  voluntariamente  en  los  caminos  de  hier- 
ro, telégrafos,  minas,  diques  ii  otras  construcciones  hidrotéc- 
nicas, buques,  y todo  acto  voluntario  que  hiciese  peligroso  el 
uso  ó la  explotación. 

6"^  Estorsion,  asociación  de  malhechores, -rapiña,  robo. 

7°  Falsificación,  introducción,  emisión  de  moneda  falsa  ó 
alterada,  así  como  de  papel-moneda  falso  ó alterado;  falsifica- 
ción de  papel  de  rentas  ú obligaciones  del  Estado,  de  billetes- 
de  banca  ó de  cualquiera  otro  efecto  público;  introducción  6 
uso  de  estos  mismos  títulos;  falsificación  de  decretos,  de  sellos- 
punzones,  timbres  y marcas  del  Estado  ó de  la  Administración 
pública,  y uso  de  estos  objetos  falsificados. 

Falsedad  cometida  en  escritura  pública  ó auténtica,  priva- 
da, de  comercio  ó de  banca,  y uso  de  escrituras  falsificadas. 

8*^  Falso  testimonio  y declaraciones  falsas  de  peritos,  so- 
borno de  testigos  y de  peritos  para  dar  declaraciones  falsas, 
calumnia. 

9"^  Sustracciones  cometidas  por  funcionarios  6 depositarios 
públicos,  concusión  ó cohecho. 

10.  Quiebra  fraudulenta. 

11.  Abuso  de  confianza, 

12.  Estafa  y fraude.  . 
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13.  Actos  de  piratería, 

14.  Sedición  en  la  tripulación  en  el  caso  en  que  los  indi- 
viduos que  forman  parte  de  la  misma  se  hubiesen  apoderado 
del  buque  por  engaño  6 violencia,  ó lo  hubiesen  entregado  á 
los  piratas. 

15.  Ocultación  de  los  objetos  obtenidos  por  cualquiera  de 
los  crímenes  ó delitos  consignados  en  el  presente  Convenio. 

Art.  3°  En  ningún  caso  podrán  ser  obligadas  las  altas 
Partes  contratantes  á entregar  sus  propios  súbditos. 

Ambas  se  comprometen  á perseguir,  conforme  á sus  leyes 
respectivas,  los  crímenes  y delitos  cometidos  por  los  súbditos 
de  una  parte,  contra  las  leyes  de  la  otra,  desde  el  momento 
en  que  se  presente  la  demanda,  y en  el  caso  en  que  los  críme- 
nes y delitos  puedan  ser  clasificados  en  una  de  las  categorías 
enumeradas  en  el  art.  2“  del  presente  Convenio. 

Cuando  nn  individuo  sea  perseguido,  según  las  leyes  de  su 
país,  por  una  acción  penable  cometida  en  el  territorio  de  la 
otra  nación,  el  Gobierno  de  esta  última  está  obligado  á facili- 
tar los  informes,  los  documentos  judiciales  con  el  cuerpo  del 
delito,  y cualquiera  otra  aclaración  necesaria  para  abreviar  el 
procedimiento.  * 

Art.  4°  Están  exceptuados  del  presente  Convenio  los  crí- 
menes y delitos  políticos,  así  como  los  actos  ú omisiones  que 
tengan  conexión  con  estos  crímenes  y delitos. 

El  individuo  que  fuese  entregado  por  alguna  otra  infrac- 
ción de  las  leyes  penales,  no  podrá  en  ningún  caso  ser  juzga- 
do qí  condenado  por  un  crimen  ó delito  político  cometido  an- 
tes de  la  extradición,  ni  por  ningún  otro  hecho  relativo  á este 
crimen  ó delito. 

Tampoco  podrá  ser  perseguido  ó condenado  por  ninguna 
otra  infracción  anterior  á la  extradición  si  no  ha  sido  objeto 
de  la  demanda,  á menos  que  después  de  haber  sido  castigado 
ó definitivamente  absuelto  del  crimen  ó delito  que  motivó  la 
extradición  haya  abandonado  el  país  ántes  de  cumplido  el  tér- 
mino de  tres  meses,  ó haya  vuelto  después. 

No  será  reputado  delito  político  ni  hecho  relacionado  con 
semejante  delito,  el  atentado  contra  la  persona  de  un  Sobera- 
no extranjero  6 contra  la  de  los  miembros  de  su  familia,  cuan- 
do este  atentado  constituya  el  hecho,  sea  de  muerte,  sea  de 
asesinato,  sea  de  envenenamiento. 

Art.  5®  No'  habrá  lugar  á la  extradición: 

Cuando  se  pida  á causa  de  una  infracción,  de  la  cual  el 
individuo  reclamado  sufre  ó ha  sufrido  ya  la  pena  en  el  país, 
al  cual  la  extradición  ha  sido  pedida,  ó por  la  que  hubiese  sido 
allí^perseguido  y declarado  inocente  ó absuelto. 

2“  Si  con  respecto  á la  infracción  que  ha  motivo  la  deman- 
da de  entrega  se  ha  cumplido  la  prescripción  de  la  acción  ó 
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de  la  pena,  seg’un  las  leyes  del  país  á (juien  se  haya  pedido  la 
extradición. 

Art.  6®  Si  alg-mi  sübdito  de  las  altas  Partes  contratantes 
que  hubiese  cometido  en  un  tercer  Estado  uno  de  ios  crímenes 
ó delitos  enumerados  en  el  art.  2®  se  refugiase  en  territorio  de 
, la  otra  parte,  se  concederá  la  extradición  cuando,  según  las 
leyes  vigentes^  no  pudiese  ser  juzgado  por  los  Tribunales  de 
este  país,  y á condieion  de  que  no  sea  reclamado  por  el  Go- 
bierno del  país  donde  hubiere  cometido  la  infracción,  sea  que 
no  haya  sido  juzgado,  sea  que  no  haya  cumplido  la  pena  que 
se  le  impuso. 

Las  mismas  reglas  se  observarán  para  el  extranjero  que 
hubiere  cometido,  en  las  circunstancias  antes  indicadas,  di- 
chas infracciones  contra  un  súbdito  de  las  Partes  contratantes. 

Art.  7°  Cuando  el  sentenciado  ó acusado  sea  extranjero 
en  el  territorio  de  las  Partes  contratantes,  él  Gobierno  que 
deba  conceder  la  extradición  podrá  dar  cuenta  al  del  j>aís  á 
quien  pertenece  el  individuo  reclamado,  de  la  demanda  que  le 
haya  sido  dirigida;  y si  este  Gobierno  reclama  á su  vez  el  acu- 
sado 6 el  detenido  para  hacerle  juzgar  por  sus  Tribunales, 
aquél  á quien  haya  sido  dirigida  ó pedida  la  extradición  podrá, 
á elección  suya,  entregarlo  al  Estado  en  cuyo  territorio  se  hu- 
biere cometido  el  crimen  ó delito,  ó á aquél  á quien  pertenezca 
dicho  individuo.  Si  el  sentenciado  ó acusado  cuya  extradición 
se  pide  en  conformidad  con  el  presente  Convenio,  por  una  de 
las  Partes  contratantes,  fuese  reclamado  también  por  otro  ú 
otros  Gobiernos  á causa  de  otros  crímenes  ó delitos  cometidos 
por  el  mismo  individuo,  éste  será  entreg*ado  al  Gobierno  del 
Estado  en  cuyo  territorio  hubiese  cometido  la  infracción  más 
grave;  cuando  las  diversas  infracciones  tuviesen  todas  la  mis- 
ma gravedad,  será  entregado  al  Gobierno  del  Estado  cuya  de- 
manda sea  de  fecha  anterior;  y por  último,  será  entregado  al 
Gobierno  del  Estado  al  cual  pertenezca,  si  concurren  las  cir-, 
cunstancias  requeridas  por  el  art.  6®  del  presente  Convenio. 

Art.  8®  Si  el  individuo  reclamado  fuere  perseguido  ó se 
hallare  detenido  por  otro  crimen  ó delito  que  contraviniese  las 
leyes  del  país  al  cual  se  pidiese  la  extradición,  se  diferirá 
ésta  hasta  que  haya  sido  absuelto  6 haya  cumplido  su  pena; 
ymsimismo  se  diferirá  si  el  individuo  reclamado  fuere  detenido 
por  deudas  ú otras  obligaciones  civiles,  en  virtud  de  una  pro- 
A^idencia  judicial  ú otro  auto  ejecutivo  dictado  por  la  Autoridad 
competente,  anterior  á la  demanda  de  extradición. 

Fuera  de  este  último  caso,  se  concederá  la  extradición 
aunque  el  individuo  reclamado  no  pudiese  por  este  hecho 
cumplir  los  compromisos  con  particulares,  los  cuales  podrán 
siempre  hacer  valer  sus  derechos  ante  las  Autoridades  judi- 
ciales competentes. 
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Art,  9®  Se  concederá  la  extradición  cuando  sea  pedida  por 
una  dé  las  Partes  contratantes  á la  otra,  por  la  via  diplomá- 
tica y mediante  presentación  de  una  sentencia  condenatoria, 
ó de  una  acusación  ó de  un  mandamiento  de  prisión,  ó de 
cualquiera  otro  acto  que  tenga  la  misma  fuerza  que  este  man- 
damiento, indicando  igualmente  la  naturaleza_  y la  gravedad 
de  los  heclios  perseguidos,  así  como  su  denominación  y el  ar- 
tículo del  Código  penal  aplicable  á estos  hechos,  vigente  en  el 
país  que  pide  la  extradición. 

Al  mismo  tiempo  se  facilitarán,  si  es  posible,  las  señas  del 
individuo  reclamado  ó cualquiera  otra  indicación  que  pueda 
servir  para  identificar  la  persona. 

A fin  de  evitar  todo  peligro  de  fuga,  se  sobreentiende  que  el 
Gobierno  al  cual  se  haya  dirigido  la  demanda  de  extradición, 
luógo  que  le  sean  remitidos  los  documentos  indicados  en  este 
artículo,  procederá  á la  detención  inmediata  del  acusado,  sin 
perjuicio  de  resolver  posteriormente  respecto  á dicha  demanda. 

Art.  10.  La  prisión  preventiva  de  un  individuo  por  uno  de 
los  hechos  especificados  en  el  art.  2*’,  deberá  llevarse  á efecto, 
no  sólo  mediante  la  presentación  de  uno  de  los  documentos 
mencionados  en  el  art.  sino  también,  próvio  aviso,  trasmi- 
tido por  correo  ó por  telégrafo,  de  la  existencia  de  un  manda- 
miento de  prisión,  á condición  además  de  que  este  aviso  sea 
dado  en  debida  forma  por  la  vía  diplomática  al  Ministerio  de 
Negocios  líxtranjeros  del  país  en  cuyo  territorio  se  haya  refu- 
giado el  reo. 

La  prisión  preventiva  cesará  si  en  el  término  de  dos  meses, 
á contar  desde  el  dia  en  que  se  haya  efectuado,  no  se  hubiere 
pedido  la  extradición  del  detenido  por  la  vía  diplomática  y en 
las  formas  establecidas  por  el  presente  Convenio. 

Art.  11.  Los  objetos  robados  ó cogido, s en  poder  del  conde- 
nado é acusado,  los  instrumentos  ó útiles  que  hubieren  servi- 
do jjara  cometer  el  crimen  ó delito,  así  como  cualquiera  otra 
prueba  de  convicción,  serán  entregados  al  mismo  tiempo  que 
se  efectúe  la  entrega  del  individuo  detenido,  áun  en  el  caso  en 
que  la  extradición,  después  de  concedida,  no  pueda  verificarse 
por  muerte  ó fuga  del  culpable. 

Esta  entrega  comprenderá  también  los  objetos  de  la  mis- 
ma naturaleza  que  el  acusado  tuviere  escondidos  ó depositados 
en  el  país  donde  se  hubiese  refugiado  y que  fueren  hallados 
después. 

Quedan,  sin  embargo,  reservados  los  derechos  de  tercero 
sobre  los  mencionados  objetos,  que  deberán  ser  devueltos  sin 
gastos  después  de  la  terminación  del  proceso. 

‘ Igual  reserva  queda,  asimismo,  estipulada  con  respecto  al 
derecho  del  Gobierno  al  cual  se  hubiere  dirigido  la  demanda 
de  extradición , de  retener  provisionalmente  dichos  objetos 
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mientras  fueren  necesarios  para  la  instrucción  del  proceso 
ocasionado  por  el  mismo  liecho  que  Imbiere  dado  lugar  á la 
reclamación  ó por  otro  hecho  cualquiera. 

Art.  12.  Los  gastos  de  arresto,  de  manutención  y de  tras- 
porte del  individuo  cuya  extradición  hubiere  sido  concedida, 
así  como  los  ocasionados  por  la  entrega  y trasporte  de  los  ob- 
jetos que  en  virtud  del  artículo  precedente  deban  ser  devuel- 
tos ó remitidos,  serán  de  cuenta  de  las  altas  Partes  contratan- 
tes dentro  de  los  límites  de  sus  respectivos  territorios. 

En  el  caso  de  que  sojuzgue  preferible  el  trasporte  por  mar, 
el  individuo  reclamado  será  conducido  al  puerto  que  designe 
el  Gobierno  reciamente,  á cuyas  expensas  será  embarcado. 

Queda  sobreentendido  que  este  puerto  deberá  ser  siempre 
de  los  pertenecientes  á la  parte  contratante  á quien  se  le  hicie- 
re la  demanda. 

Art.  13.  Cuando  en  la  instrucción  de  una  causa  criminal 
no  política,  relativa  á una  demanda  de  extradición,  uno  de  los 
dos  Gobiernos  juzgare  necesario  oir  testigos  domiciliados  en 
el  territorio  de  la  otra  alta  Parte  contratante,  ú otro  acto  de 
instrucción  judicial,  se  enviará  al  efecto  por  la  vía  diplomáti- 
ca, un  exhorto  redactado  en  las  formas  prescritas  por  las  leyes 
vigentes  del  país  de  donde  procede  la  reclamación,  y se  cum- 
plimentará observando  las  leyes  del  país  en  que  hayan  de 
oirse  los  testigos. 

Art.  14.  En  el  caso  de  que  en  una  causa  criminal,  no  po- 
lítica, sea  necesaria  la  comparecencia  personal  de  un  testigo, 
el  Gobierno  de  quien  dependa  le  exhortará  á acceder  á la  in- 
vitación que  se  le  hubiere  hecho  por  el  otro  Gobierno.  Si  los 
testigos  requeridos  consienten,  se  les  expedirán  los  pasapor- 
tes necesarios,  dándoles  ab  mismo  tiempo  una  cantidad  desti- 
nada á sufrag'ar  los  gastos  de  traslación  y^de  permanencia, 
según  la  distancia  y el  tiempo  necesario  para  el  viaje,  confor- 
me á las  tarifas  y reglamentos  del  país  en  que  haya  de  verifi- 
carse la  comparecencia. 

En  ningún  caso  podrán  ser  detenidos  ni  molestados  estos 
testigos  por  un  hecho  anterior  á su  estancia  obligatoria  en  el 
lugar  donde  ejerza  sus  funciones  el  Juez  que  deba  oirlos,  ni 
durante  el  viaje,  sea  de  ida  ó vuelta. 

Art.  15,  Si  con  motivo  de  un  proceso  criminal,  no  político, 
•instruido  en  uno  de  los  dos  países  contratantes,  se  juzgase 
necesario  el  careo  del  acusado  con  individuos  detenidos  en  el 
otro  país,  ó la  presentación  de  pruebas  de  convicción  ó docu-  . 
mentos  judiciales,  se  dirigirá  la  petición  por  la  vía  diplomáti- 
'ca  y se  le  dará  curso,  salvo  el  caso  de  que  se^  opongan  á ello 
consideraciones  excepcionales,  y con  la  condición  siempre  de 
enviar  lo  más  pronto  posible  los  detenidos  y de  restituir  los 
documentos  indicados. 


536  DEREDHO  PENAL  INTERNACIONAL 

Los  gastos  de  traslaciou  ele  uu  país  á otro  de  los  individuos 
detenidos  y de  los  ojjjetos  arriba  mencionados,  así  como  los 
que  ocasionare  ei  cumplimiento  de  las  formalidades  enuncia- 
dos en  los  artículos  12  y 14,  serán  sufragados  por  el  Gobierno 
que  los  ha  reclamado  dentro  de  los  límites  del  territorio  res- 
pectivo. 

En  el  caso  de  que  sojuzgue  conveniente  el  trasporte  por 
mar,  dichos  individuos  serán  conducidos  al  puerto  que  desig- 
ne el  Agente  diplomático  6 consular  de  la  parte  reclaman-te, 
á costa  de  la  cual  serán  embarcados. 

Art.  16.  Las  altas  Partes  contratantes  se  comprometen  á 
notificarse  recíprocamente  las  sentencias  condenatorias  que 
dictaren  los  Tribunales  de  una  parte  contra  los  súbditos  de  la 
otra  por  cualquier  crimen  ó delito.  Esta  notificación  se  llevará 
á efecto  enviando  por  la  vía  diplomática  la  sentencia  dictada 
en  definitiva  al  Gobierno  del  país  de  quien  es  súddito  el  sen- 
tenciado. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará  al  efecto  las  instruc  - 
cioues  necesarias  á las  Autoridades  competentes. 

Art.  17.  Todos  los  documentos  que  se  comuniquen  recípro- 
camente por  los  Gobiernos  respectivos,  en  cumplimiento  del 
presente  Convenio,  deberán  ir  acompañados  de  una  traducción 
francesa.  Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  por  una  y otra 
parte  al  reintegro  de  los  gastos  necesarios  para  ei  cumplimien- 
to de  las  estipulaciones  comprendidas  en  los  artículos  13  y 16.. 

Art.  18.  Por  el  presente  Convenio,  y dentro  del  límite  de 
las  estipulaciones,  las  Partes  contratantes  se  adhieren  recípro- 
camente á les  leyes  en  vigor  en  .sus  respectivos  países,  que 
tengan  per  objeto  regularizar  el  procedimiento  ulterior  de  la 
extradición. 

Art.  19.  El  presente  Convenio  será  ratificado,  y las  ratifi- 
caciones canjeadas  en  San  Petersburgo  lo  más  pronto  posible: 
regirá  veinte  dias  después  de  su  promulgación  en  las  formas 
prescritas  por  las  leyes  en  vigor  en  los  países  de  las  altas  Par- 
tes contratantes,  y seguirá  rigiendo  hasta  seis  meses  después 
de  la  declaración  en  contrario  de  una  de  las  altas  Partes  con- 
tratantes. 

En  fé  de  lo  cual  los  Plenipotenciarios  respectivos  han  fir- 
mado el  presente  Convenio  y han  puesto  en  él  sus  sellos. . 

Hecho  en  San  Petersburgo  el  veintiuno  (nueve)  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  setenta  y siete. 

(L.  S.)  Firmado. — Toledo. — (L.  S.)  Firmado. — Grortchacow. 
Este  Convenio  ha  sido  ratificado,  y las  ratificaciones  can- 
jeadas en  San  Petersburgo,  en  catorce  (veintiséis)  de  Julio  de 
mil  ochocientos  setenta  y siete. 


APÉNDICE 


« 


No  nos  g-nía  al  escribir  este  apéndice,  otro  propósito  que 
el  de  consignar  en  pocas  páginas  cuál  sea  la  legislación  espa- 
ñola vigente  que  de  un  modo  directo  se  refiera  á las  materias 
que  trata  el  profesor  Fiore  en  la  obra  que  antecede.  Prescin- 
diremos por  tanto,  de  juicios  críticos,  estudio  de  precedentes 
históricos  y análisis  de  opiniones  y doctrinas.  Nuestro  papel 
es  mucho  más  modesto,  la  tarea  que  nos  imponemos  más  li- 
mitada, la  materia  objeto  de  estudio  más  concreta. 

I. 

Destina  Fiore  el  primer  capítulo  de  la  parte  primera  de  su 
obra  á tratar  de  la  eficacia  de  la  ley  penal  respecto  á los  deli- 
tos cometidos  dentro  del  territorio  del  Estado.  Afirmando  como 
afirma  que  es  axiomático  aquel  principio  de  derecho  que  de  - 
termina la  competencia  y autoridad  indiscutible  de  la  ley  penal 
para  reprimir  todos  los  delitos  cometidos  dentro  del  territorio 
del  Estado,  reconoce,  sin  enibargo,  la  dificultad  que  entraña 
su  aplicación  en  la  práctica,  ya  porque  no  se  encuentre  per- 
fectamente determinado  cuál  sea  y en  qué  consista  el  territorio 
del  Estado  para  los  efectos  de  la  ley  penal,  ya  porque  conside- 
raciones muy  respetables  y atendibles  obliguen  á consignar 
algunas  excepciones  al  principio  general. 

La  Compilación  general  de  las  disposiciones  vigentes  sobre 
el  Enjuiciamiento  criminal,  que  es  hoy  nuestro  derecho  positi- 
vo en  la  materia  no  dedica  ningún  artículo  á expresar  el  con- 
cepto general  de  que  ios  Tribunales  españoles  tienen  compe- 
tencia para  conocer  de  todos  los  delitos  cometidos  en  el^  terri- 
torio español  ni  tampoco  determina  cuál  es  el  concepto  jurídi- 
co de  la  palabra  territorio  para  estos  efectos. 

Unicamente  el  art.  29  dispone,  que  «fuera  de  los  casos  re- 
servados al  Senado  y aquellos  en  que  expresa  y limitativa- 
mente atribuye  la  ley  el  conocimiento  de  determinadas  causas 
al  Tribunal  Supremo,  á las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audien- 
cias y á las  jurisdicciones  de  Guerra  y Marina,  serán  compe- 
tentes para  la  instrucción  de  las  causas  j castigo  de  las  faltas 
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Y do  l09  delitos,  los  Jueces  do  la  demarcación  6 término  muni- 
cipal en  que  se  liayan  cometido,  según  su  respectiva  com- 
petencia.» 

Todos  los  delitos  6 faltas  que  se  cometan  en  España,  bien 
sea  por  españoles,  bien  por  extranjeros,  caen  bajo  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  españoles,  salvo  contadas  exceptciones 
que  luego  expondremos. 

Por  lo  que  se  refiere  á los  delitos  cometidos  por  los  extran- 
jeros, dice  el  art.  36  lo  siguiente  como  regla  general: 

«Los  extranjeros  que  cometieren  faltas  ó delinquieren  en 
España,  serán  juzgados  por  los  que  tengan  competencia  para 
ello  por  razón  de  las  personas  ó del  territorio.» 

Las  excepciones  á esta  regla  general,  se  hallan  contenidas 
en  el  art.  37  que  dice:  «Exceptúause  de  lo  ordenado  en  el  ar- 
tículo anterior,  los  Príncipes  do  las  familias  reinantes,  los  Pre- 
sidentes ó Jefes  de  otros  Estados,  los  Plmbajadores,  los  Minis- 
tros plenipotenciarios  y los  Ministros  residentes,  los  encarga- 
dos de  negocios  y los  extranjeros  empleados  de  planta  en  las 
legaciones,  los  cuales,  cuando  delinquieren,  serán  puestos  á 
disposición  de  sus  Gobiernos  respectivos.» 

Este  artículo  resuelve  terminantemente  los  tres  casos  que 
examina  Fiore  referentes  á los  delitos  que  cometen  los  Minis- 
tros y Emba,jadores  extranjeros,  los  que  se  cometen  en  el  pa- 
lacio ó casa  del  Embajador,  bien  por  nacionales  ó bien  por 
extranjeros,  y ios  que  cometidos  fuera  se  refugia  su  autor  en 
la  misma  casa  de  la  embajada  6 legación. 

El  respeto  que  merece  c^uien  lleva  la  representación  de  Es- 
tados 6 IN aciones  y la  independencia  de  que  necesita,  han  mo- 
vido á los  legisladores  españoles  á no  considerar  competencia 
en  los  Tribunales  del  Peino  para  proceder  contra  ese  represen- 
tante autorizado  cerca  del  Gobierno;  pero  como  no  sería  posi- 
ble ni  pudiera  consentirse  que  quien  delinque,  por  más  que 
tenga  elevado  cargo  quedase  impune,  ha  escogitado  el  medio 
dé  ponerle  á disposición  de  su  Gobierno  respectivo  para  resol- 
ver el  conflicto. 

No  se  ha  privado  á los  tribunales  españoles  de  competencia 
para  conocer  de  los  delitos  cometidos  en  las  embajadas  ó le- 
gaciones, sólo  por  el  hecho  de  haberse  cometido  allí,  y al  ar- 
tículo 37  ha  informado  el  principio  de  la  inmunidad  de  las  per- 
sonas no  la  inmunidad  del  local.  Por  eso,  si  en  el  de  una  em- 
bajada se  cometiere  un  delito  por  quien  no  sea  embajador,  mi- 
nistro plenipotenciario,  ministro  residente,  encargado  de  ne- 
gocios ó extranjero  empleado  de  planta  en  las  legaciones,  cor- 
respondería su  conocimiento,  averiguación  y castigo,  á los  tri- 
bunales españoles,  y de  la  propia  manera  el  de  aquel  otro  co- 
metido fuera  de  la  embajada*,  por  más  que  su  autor  se  haya  en. 
ella  refugiado. 
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LiSte  art^fculo  37  no  puede  interpretarse,  si  alg'una  vez  de 
interpretación  necesitare,  con  un  criterio  extensivo,  si  no  en 
sentido  restrictivo  por  contener  excepciones  al  principio  y re- 
gla general. 

Ocúpase  también  el  profesor  italiano  de  los  conflictos  de 
jurisdicción  que  pueden  ocurrir  á propósito  de  los*  delitos  que 
se  cometan  en  los  navios  y buques  mercantes  ó de  guerra, 
bien  en  plena  mar,  bien  en  los  puertos.  ’ 

Los  tribunales  españoles  tienen  competencia,  según  dispo- 
ne el  número  12  del  art.  53  de  la  Compilación,  para  conocer: 
«De  las  causas  por  delitos  de  cualquiera  clase  cometidos  á bor- 
do de  las  embarcaciones,  así  nacionales  como  extranjeras, 
cuando  no  sean  de  guerra  y se  cometan  los  delitos*en  puerto, 
bahías,  radas  ó cualquier  otro  punto  de  la  zona  marítima  del 
reino,  ó por  piratas  apresados  en  alta  mar,  cualquiera  que  sea 
el  país  á que  pertenezcan,  y de  las  represálias  y contrabando 
marítimo,  naufragios,  abordajes  y arribadas.» 

Considérase  extendido  el  territorio  de  la  Nación  á la  zona 
marítima,  y atribúyese  competencia  á los  tribunales  españoles 
(los  de  Guerra  y Marina)  para  conocer  de  todas  las  causas  por 
delitos  que  se  cometan  en  esta  extensión  del  territorio,  bien  lo 
hayan  sido  en  barcos  españoles  ó extranjeros,  con  tal  que  no 
sean  de  guerra. 

Aun  cuando  un  buque  pirata  sea  apresado  en  alta’ mar  por 
un  buque  español,  corresponde  á los  tribunales  de  Guerra  y 
Marina  de  España  el  conocimiento  de  la  causa,  de  la  propia 
manera  que  correspondería  á los  del  país  á que  perteneciera 
otro  barco  cualquiera  que  hubiere  hecho  la  aprehensión,  pues 
esta  es  una  de  las  consecuencias  jurídicas  que  entraña  ía  de- 
claración de  piratería. 

El  número  12  del  art.  53  que  examinamos,  tiene  una  ex- 
cepción: «No  obstante,  dice,  lo  prevenido  en  este  número, 
cuando  los  delitos  comunes  cometidos  en  buques  mercantes 
extranjeros,  en  la  zona  marítima  española,  lo  fueren  por  íos 
individuos  de  las  tripulaciones  contra  , otros  individuos  de  las 
mismas,  serán  entregados  los  delincuentes  que  no  sean  espa- 
ñoles, á los  agentes  consulares  ó diplomáticos  de  la  nación, 
cuyo  pabellón  llevase  el  buque  en  que  se  cometió  el  delito  si 
fueren  reclamados  oficialmente,  á no  disponer  otra  cosa  los 
tratados.» 

Por  último,  también  es  competente  la  jurisdicción  de  Guer- 
ra y Marina  española  para  conocer:  «De  las  infracciones  de  las 
reglas  de  policía  en  las  naves,  puertos,  playas  y zonas  maríti- 
mas, de  las  ordenanzas  de  la  marina  y reglamentos  de  pesca 
en  las  aguas  saladas  del  mar.»  Así  lo  previene  el  número  14 
del  citado  artículo  53. 

Considérase  también  como  prolongación  del  territorio  espa- 
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fiol  aquel  que  eu  tiempo  de  guerra  van  ocupando  los  ejércitos 
españoles  y por  ende  reconócese  competencia  en  la  jurisdicción 
de  Guerra'y  Marina  para  el  castigo  délos  delitos  que  se  come^ 
tan,  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  peculiares  de  la  Orde^ 
lianza  militar  que  reviste  de  gran  autoridad  al  General  en  Jefe. 

Congruentemente  con  estas  amplísimas  facultades  que  se 
otorgan  á los  Generales  en  Jefe,  tenemos  el  núm  9®  del  ar- 
tículo 53  de  la  Compilación  que  dispone  sea  competente  la 
jurisdicción  de  Guerra  y Marina  para  conocer:  «De  los  delitos 
y faltas,  comprendidos  en  los  bandos  que  con  arreglo  á Orde- 
nanza puedan  dictar  los  Generales  en  Jefe  de  los  Ejércitos  y 
los  almirantes  de  las  escuadras.» 

Y también  dice  el  núm.  10:  «De  los  delitos  cometidos  por 
los  prisioneros  de  guerra  y personas  de  cualquiera  clase,  con- 
dición y sexo  que  sigan  al  ejército  en  campaña,  6 que  conduz- 
can los  buques  del  Estado.» 

En  cuanto  á los  delitos  y faltas  cometidos  por  españoles  en 
el  extranjero,  en  países  donde  se  atribuye  jurisdicción  á los 
Cónsules,  previene  la  Compilación  en  su  art.  45  que,  «los 
españoles  que  delincan  en  país  extranjero  y sean  entreg'ados  á 
los  Cónsules  de  España  serán  juzgados  con  sujeción  á las 
leyes  en  cuanto  lo  permitan  las  circunstancias  locales.  Ins- 
truirá el  proceso  en  primera  instancia  el  Cónsul  ó el  que  le 
reemplace  si  no  fuese  Letrado,  con  el  auxilio  de  un  Asesor,  y 
eu  su  defecto  con  el  de  dos  adjuntos,  elegidos  entre  los  súbdi- 
tos españoles,  los  cuales  serán  nombrados  por  él  al  principia 
de  cada  año  y actuarán  en  todas  las  causas  pendientes  ó in- 
coadas durante  el  mismo.  Terminada  la  instrucción  de  la 
causa  y ratificadas  á presencia  del  reo  ó reos  presuntos  las 
diligencias  practicadas,  se  remitirán  los  autos  al  Tribunal 
español , que  atendida  la  naturaleza  del  delito  tenga  compe- 
tencia para  conocer  de  él  y sea  más  pnSximo  al  Consulado  en 
que  se  haya  seguido  la  causa,  á no  ser  que  por  fuero  personal 
debiera  ser  juzgado  el  reo  por  distinta  jurisdicción  que  la  or- 
dinaria, si  hubiese  delinquido  en  España,  en  cuyo  caso  lo 
será  por  el  Tribunal  superior  correspondiente  al  fuero  que 
disfrute.» 

Esto,  por  lo  que  se  refiere  á los  delitos;  en  cuanto  á las 
faltas,  dice  el  art.  48  lo  siguiente:  «En  las  faltas  cometidas 
en  país  extranjero  eu  que  sean  entregados  los  que  las  come- 
tan á los  Cónsules  españoles,  juzgará  en  primera  instancia  el 
Vicecónsul,  si  lo  hubiere,  y en  apelación  el  Cónsul  con  su 
Asesor,  si  no  fuere  Letrado;  á falta  de  Asesor  con  los  adjuntos 
de  que  habla  el  art.  45.  Si  no  hubiere  Vicecónsul,  hará  sus 
■veces  un  súbdito  español , elegido  del  mismo  modo  que  los 
adj  untos  al  principio  de  cada  año.  Estos  juicios  se  seguirán 
en  conformidad  á las  leyes  del  reino.» 
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Por  último,  puede  acontecer  que  un  delito  comience  á 
ejecutarse  en  territorio  español,  y sin  embargo,  no  se  consu- 
me en  el  mismo  sino  en  otro  p^aís. 

La  Compilación  resoelve  terminante  y categóricamente 
este  caso  en  su  art,  38,  que  dice:  «El  conocimiento  de  los  de- 
litos comenzados  á cometer  en  España  y consumados  ó frus- 
trados en  países  extranjeros,  corresponderá  á los  Tribunales  y 
Jueces  españoles  en  el  caso  de  que  ios  actos  perpetrados  en 
España  consttuj^an  por  sí  delito  y sólo  respecto  á éstos.» 

Tal  es  nuestro  derecho  positivo  en  cuanto  á las  materias 
de  que  se  ocupa  Fiore  en  el  primer  capítulo  de  su  obra;  áun 
cuano  no  hemos  de  entrar  á juzgarlo,  pues  esto  excedería  los 
límites  de  nuestro  cometido,  séanos  lícito  decir,  que  no  es  la 
legislación  española  de  las  más  atrasados  en  esta  niateria. 

II 

Le  la  propia  manera  que  la  legislación  positiva  española 
ha  cuidado  de  determinar  las  regdas,  por  las  que  se  resuelve 
la  competencia  de  los  tribunales  españoles  para  conocer  de  los 
delitos  cometidos  por  extranjeros  en  España,  así  también  la 
Compilación  vigente  ofrece  á nuestra  consideración  algunas 
prescripciones  relativas  á los  delitos  que  se  cometan  en  el  ex- 
tranjero, ó para  usar  la  frase  que  emplea  Flore  en  su  segundo 
capítulo,  fuera  del  territorio  del  Estado. 

El' art.  39  de  la  Compilación  determina  cuántos  y cuáles 
son  los  delitos  cometidos  en  el  extranjero,  bien  por  españoles, 
bien  por  extranjeros  que  puedan  castigar  los  tribunales  del 
reino. 

Art.  39.  «Serán  juzgados  por  los  jueces  y tribunales  del 
Reino,  según  el  órden  prescrito  en  el  art.  30,  los  españoles  ó 
extranjeros  que  fuera  del  territorio  de  la  nación  hubiesen  co- 
metido alguno  de  los  delitos  siguientes: 

Contra  la  seguridad  exterior  del  Estado. 

Lesa  majestad. 

Rebelión. 

Falsificación  de  la  firma,  de  la  estampilla  real  ó del  Re- 
gente. 

Falsificación  de  la  firma  de  los  ministros. 

Falsificación  de  otros  sellos  públicos. 

Falsificaciones  que  perjudiquen  directamente  al  crédito  6 
intereses  del  Estado,  y la  introducción  ó expendicion  de  lo 
falsificado. 

Falsificación  de  billetes  de  Banco,  cuya  emisión  esté  auto- 
rizada por  la  ley,  y la  introducción,  ó expendicion  de  los  fal- 
sificados. 
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Los  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  emplea- 
dos públicos  residentes  en  territorio  extranjero.» 

Precaviendo  el  caso  de  que  en  el  país  donde  se  cometió' 
cualquiera  de  estos  delitos  se  haya  seguido  el  oportuno  proce- 
so, dispone  el  art.  40  que:  «Si  los  reos  de  los  delitos  compren- 
didos en  el  artículo  anterior  hubieren  sido  absueltos  ó penados 
en  el  extranjero,  siempre  que  en  este  último  caso  se  hubiere 
cumplido  la  condena,  no  se  abrirá  de  nuevo  la  causa. 

Lo  mismo  sucederá  si  hubiesen  sido  indultados,  á excep- 
ción de  los  delitos  de  traición  y lesa  majestad. 

Si  hubieren  cumplido  parte  de  la  pena,  se  tendrá. en  cuen- 
ta para  rebajar  proporcionalmentc  la  que  en  otro  caso  les  cor- 
respondería.» . 

Art.  41.  «Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  que  anteceden, 
es  aplicable  á ios  extranjeros  que  hubieren  cometido  alguno 
de  los  delitos  comprendidos  en  ellos,  cuando  fueren  aprehen- 
didos en  el  territorio  español  ó se  obtuviera  la  extradición.» 

Puede  acontecer  el  caso  de  que  un  español  cometa  en  ter- 
ritorio extranjero  un  delito  contra  un  español  ó contra  un  ex- 
tranjero, ¿podrá  entonces  conocer  del  proceso  algún  tribunal 
español? 

Los  artículos  42,  43  y 44  de  la  Compilación  taxativamente 
contestan  á esta  pregunta. 

Art,  42.  «El  español  que  cometiere  un  delito  en  país  ex- 
tranjero contra  otro  español,  será  juzgado  en  España  por  los 
juzgados  ó tribunales  designados  en  el  art.  30,  y por  el  mismo 
órden  con  que  se  designan  si  concurriesen  las  circunstancias 
siguientes. 

1“  Que  se  querelle  el  ofendido  ó cualquiera  de  las  perso- 
nas que  puedan  hacerlo,  con  arreglo  á las  leyes. 

2^  Que  el  delincuente  se  halle  en  territorio  español. 

3^  Que  el  delincuente  no  haya  sido  absuelto,  indultado  ó 
penado  en  el  extranjero,  y en  este  último  caso  haya  cumplido 
su  condena. 

Si  hubiere  cumplido  parte  de  la  pena,  se  observará  lo  que 
para  igual  caso  previene  el  art.  40. 

Art.  43.  El  español  que  cometiere  en  país  extranjero  un 
delito  de  los  que  el  Código  penal  español  califica  de  graves, 
contra  un  extranjero,  será  juzgado  en  España  si  concurren  las 
tres  circunstancias  señaladas  en  el  artículo  que  precede  y por 
los  mismos  jueces  que  en  ól  se  designan. 

Art.  44.  No  podrá  procederse  criminalmente  en  el  caso  del 
artículo  anterior,  cuando  el  hecho  de  que  se  trata  no  sea  delito 
en  el  país  en  que  se  perpetró,  aunque  lo  sea,  según  las  leyes 
de  España». 

Por  último,  según  dispone  el  art.  49:  «Lo  prescrito  en  esta 
sección  respecto  á delitos  cometidos  en  el  extranjero,  se  en- 
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■tenderá  sin  perjuicio  de  los  tratados  vigentes,  ó que  en  ade- 
lante se  celebren  con  potencias  extranjeras.» 

III. 

La  gravísima  cuestión  de  la  expulsión  del  extranjero,  ocu- 
pa á Fiore  en  el  tercer  capítulo  de  su  obra  y es,  en  nuestro  en- 
tender, una  de  las  más  graves  que  pueden  presentarse  al  tra- 
tar del  derecho  penal  internacional. 

La  legislación  española  aparte  de  precedentes  históricos 
que  no  examinaremos,  se  halla  comprendida  en  el  Real  decre- 
to de  17  de  Noviembre  de  1852  llamado  generalmente  el  de- 
creto de  extranjería. 

Sólo  cuatro  artículos  están  dedicados  á fijar  los  casos  y el 
procedimiento  para  expulsar  al  extranjero  de  España; 

Art.  13.  El  extranjero  que  en  contravención  á las  disposi- 
ciones que  preceden  se  introdujere  en  España  sin  presentar  el 
pasaporte,  podrá  ser  castigado  como  desobediente  á la  autori- 
dad con  la  multa  de  100  á 1,000  rs.  y expulsado  además  del 
territorio  español  si  el  Gobierno  así  lo  determinase  en  virtud 
de  lo  que  la  autoridad  civil  informe  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación y se  acuerde  en  su  consecuencia  por  este  mismo  y 
por  el  Ministerio  de  Estado. 

Art.  14.  Cuando  algún  extranjero  lleg'ue  á un  puerto  6 
pueblo  de  la  frontera  sin  el  correspondiente  pasaporte,  será  de- 
tenido por  las  autoridades  españolas  que  deberán  inmediata- 
mente dar  cuenta  al  Gobierno  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, expresando  las  circunstancias  del  extranjero,  y si  es 
vago  ó si  busca  auxilio  contra  los  procedimientos  de  sus  jueces 
naturales.  El  Gobierno  con  este  conocimiento  y procediendo 
siempre  definitivamente  para  estos  asuntos  de  acuerdo  los  Mi- 
nisterios de  Estado  y Gobernación,  determinará  la  expulsión 
del  extranjero,  designará  el  punto  de  su  residencia  ó dispondrá 
lo  que  juzgue  más  conveniente. 

Art.  15.  Lo  mismo  se  practicará  cuando  lleguen  á España 
grupos  ó cuerpos  de  emigrados,  hasta  que  el  Gobierno  designe 
punto  de  depósito  y lo  demás  que  juzgue  conveniente,  sin  per- 
juicio de  que  desde  luógo  entreguen  las  armas  los  que  se  hu- 
biesen presentado  armados. 

Art.  16.  El  extranjero  que  desobedezca  la  orden  para  su 
expulsión  del  reino,  quedará  sujeto  á la  pena  designada  en  el 
art.  285  del  Código,  considerándose  al  efecto  la  desobediencia 
grave,  y como  asunto  del  servicio  público  la  órden  de  la  ex- 
pulsión, sin  perjuicio  de  que  ésta  se  lleve  á efecto  después  de 
ejecutada  la  pena. 

Estas  disposiciones  que  contiene  el  Real  decreto  de  1852, 
se  refieren  únicamente  á la  Península  pero  no  á Ultramar  y no 
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alteran  las  leyes  vigentes  respecto  á los  Embajadores,  Minis- 
tros Plenipotenciarios  y demás  indivídnos  dependientes  de  las 
legaciones  extranjeras.  Así  lo  preceptúan  los  artículos  41 
■y  42  del  citado  Real  decreto. 

" La  Real  drden  de  12  de  Junio  de  1858  dictada  por  el  Minis- 
terio de  la  Gobernación  contiene  respecto  ala  expulsión  de  los 
extranjeros  las  prescripciones  siguientes: 

3°  Si  de  este  exámeu  (el  que  ha  de  verificar  el  Gobernador 
respecto  á las  condiciones  sociales  del  extranjero  detenido  por 
falta  de  pasaporte)  resultare  que  el  extranjero  es  nn  vago  y 
viene  con  el  objeto  de  mendigar,  se  le  obligará  á ingresar  á su 
país  con  arregdo  á lo  dispuesto  en  las  Reales  órdenes  de  28 
de  Abril  de  1852  y 14  de  Enero  de' 1853  (1). 

4*^*  Si  resultare  ser  emigrado  político,  se  le  invitará  á que 
elija  pueblo  de  residencia  á 120  kilómetros  de  las  fronteras  de 
Francia  y Portugal,  no  siendo  punto  en  que  por  las  circuns- 
tancias pueda  ser  sospechoso. 

9°  Los  emigrados  no  pueden  mudar  de  residencia  sin  ex- 
presa autorización  del  Gobierno  ni  viajar,  una  vez  obtenida, 
sin  ir  provistos  de  un  pase  que  contenga  todas  las  circunstan- 
cias expresadas  en  el  párrafo  7°  de  esta  circular. 

11.  Los  emigrados  que  una  vez  hayan  salido  de  España, 
no  podrán  ser  admitidos  en  élla  sin  causas  poderosas  á juicio 
del  Gobierno. 

La  ley  de  extranjería  de  4 de  Julio  de  1870  dictada  para 
las  provincias  de  Ultramar,  no  contiene  en  cuanto  á la  expul- 
sión de  los  extranjeros  más  disposiciones  que  las  consignadas 
en  el  art.  28  que  dice:  «El  emigrado  que  no  pudiendo  identifi- 
car su  persona  faltase  á la  A^erdad  en  la  relación  de  su  nombre 
y circunstancias,  podrá  ser  expulsado  del  territorio  español 
por  órden  del  Gobierno  ó del  Gobernador  superior  civil  de  la 
provincia. 

Igualmente  podrá  ser  expulsado  el  que  para  identificar  su 
persona  presentase  documentos  falsos  ó hiciese  una  falsa  in- 
formación. En  este  caso  se  procederá  criminalmente  y con  ar- 
reglo á las  lejms  contra  los  españoles  que  de  cualquier  modo 
hayan  tomado  parte  en  el  delito. 


Termina  Fiore  la  primera  parte  de  su  obra  resumiendo 
tres  órdenes  de  cuestiones  importantísimas,  los  efectos  extra- 
territoriales de  la  cosa  juzgada  en  materia  penal,  los  efectos 
de  las  sentencias  penales  extranjeras  y la  influencia  de  la  sen- 


il) Estas  Reales  órdenes  no  están  publicadas  en  la.  Coleceion  legislativa. 
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tencia  penal  extranjera  sobre  los  juicios  civiles  y la  de  los  jui- 
cios civiles  extranjeros  sobre  las  sentencias  penales. 

Estos  estudios  revisten  una  gran  novedad  y no  represen- 
tan más  que  retazos  de  una  teoría  que  aún  no  se  ha  formulado 
definitivamente  en  la  esfera  de  la  ciencia  y mucho  méuos  en 
las  legislaciones  positivas.  La  española  no  contiene  disposicio- 
nes sobre  tales  extremos;  de  desear  fuera  que  en  lá  reforma  del 
Código  que  se  proyecta  se  hagan  algunas  indicaciones  sobre 
el  aspecto  internacional  del  derecho  penal. 
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